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Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 17 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Las actas de las sesiones 72ª y 73ª, ordinarias, en 9 y 10 de diciembre del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diez de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los cinco primeros retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de las iniciativas que se señalan a continuación:



1.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia, y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 9.365-04).



2.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04).



3.- Proyecto que renueva la vigencia de la ley N° 19.648, de 1999, sobre acceso a la titularidad de los docentes a contrata en los establecimientos públicos subvencionados (boletín Nº 8.784-04).



4.- Proyecto de ley que regula la admisión de estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado (boletín N° 9.366-04).



5.- Proyecto de ley que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional (boletín Nº 9.326-07).



Con los cuatro siguientes retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, y modifica normas legales que indica (boletín N° 9.287-06).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, fortaleciendo los consejos regionales (boletín Nº 9.691-06).



3.- Proyecto que modifica la ley N° 19.327 en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la ley N° 20.502, en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito (boletín Nº 9.566-29).



4.- Proyecto de reforma constitucional que crea el cargo de Fiscal Especial de Alta Complejidad en el Ministerio Público (boletín N° 9.608-07).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto del proyecto que modifica la ley N° 18.483, que establece un nuevo régimen legal para la industria automotriz, en materia de importación de trolebuses usados (boletín Nº 9.484-15).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, y amplía su plazo de vigencia (boletín N° 9.407-14). 



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República para el efecto de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental.



Con los otros dos informa que dio su aprobación a los asuntos que se especifican a continuación:



1.- Proyecto de ley que modifica el Código Civil para crear el estado civil de soltero y su medio de prueba (boletín Nº 8.239-07) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


2.- Proyecto que modifica la ley N° 19.327 en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la ley N° 20.502, en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito (boletín Nº 9.566-29) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.


Dos de la Excelentísima Corte Suprema:



Emite su parecer, conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, respecto de los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto que modifica las leyes números  19.968 y 20.066 para incorporar una medida cautelar especial en favor de las víctimas de violencia intrafamiliar y facultar al tribunal, en casos calificados, para controlar su cumplimiento por medio del monitoreo telemático (boletín N° 9.715-07).



2.- Incorporación de un numeral 22, nuevo, en el artículo 1° del proyecto que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (boletín N° 6.201-02).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad respecto del proyecto que aumenta las plantas de personal de Carabineros de Chile y modifica la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros (boletín Nº 9.336-25). 



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Envía copia de resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los siguientes preceptos:


1.- Artículos 231 del Código Penal y 277, inciso segundo, del Código Procesal Penal.



2.- Artículo 22° del decreto con fuerza de ley N° 707, sobre cuentas corrientes bancarias y cheques.


--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional:


Rinden informe correspondiente al primer semestre del año en curso sobre operaciones de paz en las cuales participan tropas nacionales, con arreglo al artículo 13 de la ley N°  20.297.



--Se toma conocimiento y se remiten copias del documento a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Amplía respuesta a solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Allende, acerca de asistencia a un equipo de científicos y expertos extranjeros que requieren visitar el territorio antártico en el mes de enero de 2015.



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor De Urresti, en cuanto a los alcances y objetivos del ejercicio conjunto chileno-argentino "Solidaridad" 2014.



De la señora Ministra de Desarrollo Social:


Contesta acuerdo de la Cámara Alta, adoptado a proposición de la Senadora señora Allende, sobre envío de un proyecto de ley que establezca direcciones regionales del Servicio Nacional del Adulto Mayor en todo el país dotándolas de los recursos y atribuciones para impulsar y coordinar las políticas institucionales (boletín N° S 1.699-12).



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Da respuesta a solicitudes de información, expedidas en nombre del Senador señor De Urresti, sobre las materias que se indican a continuación:



1.- Calidad de la obra ejecutada en la ruta Antilhue-Valdivia y ejecución de estudios  para determinar eventuales problemas estructurales debido a fallas detectadas durante el presente año como consecuencia de un sistema frontal.



2.- Denuncia formulada por el alcalde y los concejales de Lago Ranco respecto al terreno en que se emplaza el paseo a La Pisada del Diablo, en la mencionada  comuna.



Contesta solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Espina, relativa a la reparación y pavimentación del camino vecinal que une la Escuela Los Derrames con la vía principal, en la comuna de Purén.



Atiende solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor García, sobre proyectos de inversión de las entidades que señala, dependientes de esa Secretaría de Estado, que se financiarán con cargo a recursos de la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015.



Informa, en respuesta a reiteración de solicitud de información sobre planes de pavimentación o asfaltado del camino que comunica la comuna de San Javier y la localidad de Putagán, hecha en nombre del Senador señor Matta, que ella fue contestada mediante oficio N° 2.785 de esa Secretaría de Estado.



Atiende solicitudes de antecedentes, remitidas en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los asuntos que se señalan a continuación:



1.- Informe sobre la Reserva Nacional Nonguén, emplazada mayormente en la comuna de Chiguayante.



2.- Informe en cuanto a obras viales y de agua potable rural en la comuna de Hualqui, Región del Biobío.



De la señora Ministra de Salud:


Responde solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Bianchi, con respecto a resultados de la presentación que la Ilustre Municipalidad de Puerto Natales dirigió a la Subsecretaría de Redes Asistenciales en materia de financiamiento del Programa Postrados.



Atiende solicitud de información, formulada en nombre del  Senador señor García, acerca de la fecha definitiva en que se comenzará a construir el centro hospitalario de Ancud.



Contesta solicitud de información, enviada en nombre de la Senadora señora Goic, tocante a la dotación de médicos del Hospital Marcos Chamorro y de las atenciones que esos profesionales prestan durante su jornada, ante denuncias planteadas por la comunidad de Porvenir.



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Harboe, en cuanto al número de ataques cerebrovasculares ocurridos en la Región del Biobío, cantidad de personas atendidas por esta causa y tasa de sobrevida, así como de las acciones de esa Secretaría de Estado para asegurar atención a aquellas, montos de recursos asignados y resultados obtenidos.


Del señor Presidente del Consejo Directivo de Banco del Estado de Chile:


Contesta petición de antecedentes, enviada en nombre de la Senadora señora Von Baer, relativa a la factibilidad de establecer una sucursal de esa entidad bancaria en la comuna de Máfil.


Del señor Director Nacional (T y P) del Servicio Nacional de la Discapacidad:


Remite informe sobre proposiciones de enmiendas a la ley N° 20.422,  planteadas por la Unión de Discapacitados de Parral (Unidispa), para que se establezcan normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, materia consultada en nombre del Senador señor Matta.


De la señora Vicepresidenta Ejecutiva (T y P) de la Junta Nacional de Jardines Infantiles:


Da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre de la Senadora señora Van Rysselberghe, respecto al financiamiento y distribución del libro infantil Nicolás tiene dos papás.



De la señora Jefa de la División Jurídica de la Superintendencia de Educación:


Da respuesta a una solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Navarro, acerca del estado actual de la denuncia sobre irregularidades en el cobro de subvenciones por parte del colegio Piaget, de Talcahuano, e informa en cuanto a las sanciones aplicadas.



De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores:


Responde solicitud de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor Harboe, sobre las condiciones de licitación para prestar labores de apoyo a programas de dicho Servicio y sobre otros aspectos relacionados con la ejecución de sanciones y medidas en el medio libre de los menores infractores de ley en la provincia de Ñuble.



De la señora Superintendenta de Obras Sanitarias:


Atiende solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor De Urresti, respecto a la investigación solicitada por señores concejales de la Región de Los Ríos acerca de la presencia de asbesto en la red de agua potable de varias comunas.



De la señora Superintendenta (S) de Pensiones:


Da respuesta a solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Ossandón, con relación a los recursos presupuestarios anuales destinados a perfeccionar el Programa Bono Por Hijo Nacido Vivo.



Del señor Intendente de la Región de Magallanes y Antártica Chilena:


Contesta solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Bianchi, acerca de la posibilidad de implementar en el año 2015 un programa que disminuya el costo de los pasajes para el traslado en barcaza entre las ciudades de Punta Arenas y Porvenir.



Del señor Director de Obras de la Ilustre Municipalidad de Casablanca:


Atiende solicitud de información, planteada en nombre del Senador señor Chahuán, respecto a ventas de predios agrícolas de superficie igual o inferior a mil metros cuadrados en los loteos Altos de Tapihue y Hacienda Lo Orozco, de esa comuna, y a otorgamiento de permisos de construcción para esos inmuebles.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos perfeccionando el sistema de licitaciones de suministro eléctrico para clientes sometidos a regulaciones de precios (boletín Nº 9.515-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite, que modifica la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, fortaleciendo los consejos regionales (boletín Nº 9.691-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).


De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, recaídos en el proyecto , en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, con el objeto de crear cargos para la defensa penal especializada en adolescentes (boletín N° 9.529-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Enmienda al artículo 8 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, de 10 de junio de 2010, y las Enmiendas al referido Estatuto relativas al crimen de agresión, de 11 de junio de 2010, ambas adoptadas en la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, celebrada en Kampala, Uganda (boletín N° 8.182-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 8).


Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos, respectivamente, en los proyectos de ley, en primer trámite constitucional, que se especifican a continuación: 


1.- El iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Allamand, Chahuán, García y Prokurica que sustituye el texto de la ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, a fin de dar mayor protección a la ciudadanía y fortalecer la paz social (boletín N° 9.669-07) (Véase en los Anexos, documento 9).


2.- El iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (boletín N° 9.692-07) (Véase en los Anexos, documento 10).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo estableciendo la prohibición de contabilizar el día feriado irrenunciable dentro de la planificación horaria mensual que determina el sistema de turnos de los trabajadores del comercio (boletín N° 9.402-13) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Quedan para tabla.
Mociones


De los Senadores señores Harboe, Araya, De Urresti, Larraín y Patricio Walker, con la que dan inicio a un proyecto que incorpora en el Código Penal un precepto que supedita el inicio de la aplicación de las penas sustitutivas contempladas en la ley N° 18.216 al cumplimiento de un año de presidio efectivo tratándose de delitos contra la libertad sexual cuyas víctimas sean menores de edad (boletín N° 9.780-07) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Diez del Senador señor Navarro, con las que da inicio a la tramitación de los asuntos que se mencionan a continuación:



1.- Proyecto que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los  consumidores para fijar criterios en la determinación de las indemnizaciones (boletín N° 9.792-03) (Véase en los Anexos, documento 13).


--Pasa a la Comisión de Economía.



2.- Proyecto que modifica la Ley General de Bancos con el fin de establecer que las entidades bancarias privadas tienen la obligación de instalar y mantener un número mínimo de cajeros automáticos por comuna (boletín N° 9.793-05) (Véase en los Anexos, documento 14).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



3.- Proyecto que incorpora un inciso final en el artículo 6° de la Ley Orgánica Constitucional de Partidos Políticos al efecto de que los notarios asignen, con cargo al requirente, personal exclusivamente destinado a recibir las declaraciones de afiliación y atender las demás gestiones en días y horarios durante el lapso legal para proceder a la constitución de una colectividad política en formación (boletín N° 9.794-06) (Véase en los Anexos, documento 15).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



4.- Proyecto que modifica el artículo 18 del Código Penal con el fin de presumir la responsabilidad por el daño moral respecto de los condenados por los crímenes que el autor señala o por la ley N° 20.357 (boletín N° 9.795-07) (Véase en los Anexos, documento 16).


5.- Proyecto que modifica el numeral 2° del artículo 16 de la Constitución Política de la República en materia de suspensión del derecho de sufragio (boletín N° 9.796-07) (Véase en los Anexos, documento 17).


6.- Proyecto de ley que modifica el Código Penal en lo relativo al maltrato animal y aumenta la sanción penal si el delito comprende acciones de connotación sexual o de bestialismo (boletín N° 9.797-07) (Véase en los Anexos, documento 18).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



7.- Proyecto que modifica la ley Nº 20.606 y extiende la prohibición de su artículo 6°, relativo al expendio de alimentos prohibidos en establecimientos escolares, a los kioscos y negocios ubicados en su entorno (boletín N° 9.798-11) (Véase en los Anexos, documento 19).


--Pasa a la Comisión de Salud.



8.- Proyecto que modifica la ley N° 19.300 con el objeto de incorporar una presunción de daño moral en el caso de actos perjudiciales al medio ambiente con resultados graves para la vida y salud humanas, actividades productivas, asentamientos poblacionales, poblaciones vulnerables, o a la sanidad animal y vegetal (boletín N° 9.799-12) (Véase en los Anexos, documento 20).


9.- Proyecto que modifica el artículo 52 de la ley Nº 19.300, que aprueba Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en relación con los criterios de determinación de las indemnizaciones por daños (boletín N° 9.800-12) (Véase en los Anexos, documento 21).


--Pasan a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



10.- Proyecto que establece en la Ley de Tránsito una presunción de daño moral respecto a las infracciones con resultado de lesiones o de muerte (boletín N° 9.801-15) (Véase en los Anexos, documento 22).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.
Proyectos de  acuerdo



De los Senadores señores Navarro, Araya y Bianchi, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República el establecimiento de una política de salud integral para el hombre, que comprenda perspectivas de género, etnia y generacional, en el marco de la estrategia de atención primaria (boletín Nº S 1.777-12) (Véase en los Anexos, documento 23).


Del Senador señor Ossandón, con el que solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que disponga medidas de igualdad de oportunidades que posibiliten la movilidad habitacional dando preferencia a las personas con discapacidad y a los adultos mayores (boletín Nº S 1.778-12) (Véase en los Anexos, documento 24).


Del Senador señor Quinteros, con el que solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República la remisión de una iniciativa legal que establezca un examen único nacional para el ejercicio de la odontología (boletín Nº S 1.779-12) (Véase en los Anexos, documento 25).


Del Senador señor Bianchi, con el que pide a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley para el restablecimiento del servicio de trenes desde Santiago hasta Puerto Montt y la modernización del sistema ferroviario nacional (boletín Nº S 1.780-12) (Véase en los Anexos, documento 26). 



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la admisión de los estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado (boletín N° 9.366-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 27).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Queda para tabla.



Terminada la Cuenta.
ACUERDOS DE COMITÉS
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en la presente sesión ordinaria, como si fueran de Fácil Despacho, los siguientes proyectos:



a) El que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos perfeccionando el sistema de licitaciones de suministro eléctrico para clientes sometidos a regulaciones de precios (boletín Nº 9.515-08), y



b) El que modifica la ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, con el objeto de crear cargos para la defensa penal especializada en adolescentes (boletín N° 9.529-07).



2.- Tratar en la sesión extraordinaria de mañana, miércoles 16, como si fueran de Fácil Despacho, los siguientes proyectos:



a) El que otorga una bonificación adicional por retiro al personal no académico que indica de las universidades del Estado y faculta a estas para conceder otros beneficios transitorios (boletín Nº 9.557-04), y



b) Proyecto de ley sobre asignaciones y modificaciones a la planta del Servicio Agrícola y Ganadero (boletín Nº 9.690-01).



3.- Votar luego de la Cuenta de la sesión ordinaria de hoy el proyecto de acuerdo relativo a la situación de conmoción pública causada en la Segunda Región por la desaparición del menor Mateo Riquelme y del guía turístico señor Kurt Martinson, mediante el cual se solicita al Fiscal Nacional la designación de un fiscal con dedicación exclusiva a la investigación.



4.- Fijar el siguiente próximo calendario de semanas regionales para el año 2015 y enero de 2016.



-Marzo: desde el lunes 23 hasta el viernes 27.


-Abril: desde el lunes 27 hasta el jueves 30.


-Mayo: desde el lunes 25 hasta el viernes 29.


-Junio: desde el lunes 22 hasta el viernes 26.


-Julio: desde el lunes 27 hasta el viernes 31.


-Agosto: desde el lunes 24 hasta el viernes 28.


-Septiembre: desde el lunes 21 hasta el viernes 25.


-Octubre: desde el lunes 26 hasta el viernes 30.


-Noviembre: desde el lunes 30 hasta el viernes 4 de diciembre.


-Diciembre: desde el lunes 28 hasta el jueves 31.


-Enero de 2016: desde el lunes 25 hasta el viernes 29.



Nada más, señora Presidenta.

)---------(
La señora ALLENDE (Presidenta).- Voy a llamar a reunión de Comités.

El señor LAGOS.- Pido la palabra.

La señora ALLENDE (Presidenta).- La tiene, Su Señoría.
El señor LAGOS.- Señora Presidenta, le solicito recabar la autorización necesaria para que la Comisión de Hacienda discuta en general y particular el proyecto de ley que otorga una bonificación adicional por retiro a personal no académico de las universidades del Estado y faculta a estas para conceder otros beneficios transitorios.



Está llegando una indicación del Ejecutivo. La idea es despachar la iniciativa y tratarla mañana en la Sala.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En efecto, habíamos previsto la llegada a la Comisión de Hacienda de la indicación del Gobierno y el tratamiento del proyecto mañana en la tabla de Fácil Despacho.

El señor LAGOS.- Autorizándonos para sesionar en paralelo con la Sala durante la tarde.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Les parece a Sus Señorías?



Así se acuerda.



Llamo a reunión de Comités.



Se suspende la sesión.

)---------------(


--Se suspendió a las 16:33.


--Se reanudó a las 16:40.

)-----------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario para dar a conocer lo determinado recién por los Comités.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se ha acordado que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la admisión de estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado se incluya en el primer lugar de la sesión extraordinaria citada para el día de mañana, con el objeto de iniciar su discusión, y que esta continúe en la sesión de la tarde, hasta su total despacho con la votación en general.

)-------------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Saludo al señor Ministro de Minería, lo que no había tenido la oportunidad de hacer.



Sea usted muy bienvenido.

V. TIEMPO DE VOTACIONES

INVESTIGACIÓN DE DESAPARICIONES EN SEGUNDA REGIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

La señora ALLENDE (Presidenta).- Conforme a las resoluciones de los Comités dadas a conocer después de la Cuenta, corresponde ocuparse en el proyecto de acuerdo, firmado por señores Senadores de cada uno de ellos, relativo a la desaparición de dos personas en la Región de Antofagasta (Véase en los Anexos, documento 28).


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.781-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 74ª, en 16 de diciembre de 2014.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El documento expresa lo siguiente:



“Considerando:



“1° La conmoción pública causada en la Segunda Región de Antofagasta y en todo el país por la desaparición, en circunstancias aún indeterminadas, del menor Mateo Riquelme y del guía turístico Kurt Martinson García;



“2° La ocurrencia hace ya más de dos semanas de ambas desapariciones sin que, hasta la fecha, las investigaciones ofrezcan antecedentes certeros sobre su paradero y condición;



“3° La necesidad de destinar mayores recursos humanos e investigativos para dar a la brevedad con el destino de ambas personas, como una forma de contribuir a la tranquilidad pública y de sus familias;



“El Senado de la República acuerda:



“Solicitar al Fiscal Nacional, Sr. Sabas Chahuán, la designación de un fiscal con dedicación exclusiva a la investigación de ambas desapariciones.”.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

VI. ORDEN DEL DÍA
PERFECCIONAMIENTO DE LICITACIONES DE SUMINISTRO DE ELECTRICIDAD EN CASO DE REGULACIÓN DE PRECIO

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos a fin de perfeccionar el sistema de licitaciones de suministro eléctrico para clientes sometidos a regulaciones de precios, con segundo informe de la Comisión de Minería y Energía y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.515-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 60ª, en 4 de noviembre de 2014.



Informes de Comisión:



Minería y Energía: sesión 64ª, en 18 de noviembre de 2014.



Minería y Energía (segundo): sesión 74ª, en 16 de diciembre de 2014.



Discusión:



Sesión 65ª, en 19 de noviembre de 2014 (se aprueba en general).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los numerales 1) y 9) del artículo único y los artículos segundo y tercero transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su votación o discusión.



--Conforme al Reglamento, se dan por aprobados.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El órgano técnico realizó diversas enmiendas al proyecto de ley sancionado en general, todas ellas acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar una proposición.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado en el que se transcriben los cambios introducidos por la Comisión y el texto que quedaría en caso de ser acogidos.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En discusión particular.



Los Comités, conscientes de la urgencia de la iniciativa, determinaron que esta se tratara como si fuera de Fácil Despacho.



Tiene la palabra el señor Ministro de Energía para exponer el contenido.

El señor PIZARRO.- Que se abra la votación.

El señor COLOMA.- No. Vamos por orden.

El señor PACHECO (Ministro de Energía).- Señor Presidente, quisiera partir por manifestar que el trabajo realizado en la Comisión, con el acuerdo unánime de sus integrantes, ha sido extraordinariamente provechoso para el Ministerio a mi cargo y permitió perfeccionar un proyecto que es el corazón del sistema eléctrico.


Tal vez, la semana pasada fue una de las mejores del sector en muchos años. Después de una sequía de ofertas en licitaciones, que en el año 2013 se tradujo en que no hubo ninguna en cuatro de dichos procesos, uno de ellos registró diecisiete, las cuales expresan el interés por invertir.



Las ofertas van a significar recursos por más de seis mil millones de dólares y el ingreso de otros actores al sector eléctrico: dos grandes empresas francesas. EDF llega por primera vez y GDF Suez, que solo participaba en el sistema interconectado del Norte Grande, va a estar ahora en el sistema interconectado central.



Y lo más importante es la entrada, extraordinariamente exitosa, de las energías renovables no convencionales, con propuestas de precio sumamente atractivas. Abiertos los sobres, se observa una reducción de 16 por ciento en relación con las ofertas de diciembre del año anterior.



Creo que eso es una muy buena señal para lo que viene. Los asuntos de energía obviamente no se resuelven de un día para otro, pero ya comienzan a darse demostraciones claras de nuevos competidores, tecnologías y oferta.



La iniciativa que se somete a la consideración del Senado permitirá que en marzo próximo expongamos las bases de licitación para las propuestas que recibiremos en marzo de 2016 por energía que se va a contratar a contar del año 2021.



Espero que la entrada de nuevos actores, tecnologías y oferta que el proyecto justamente facilita ayude a detener el alza en las cuentas de electricidad, de 20 por ciento en los últimos cuatro años, y que podamos empezar a pensar, a partir de 2021, en precios razonables que se traduzcan en una vida más fácil de los hogares, pero también en la recuperación del sector industrial y demás productivos.



Muchas gracias.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se me ha pedido abrir la votación…

El señor COLOMA.- No.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Es un asunto de Fácil Despacho…!

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier, Presidente de la Comisión de Minería y Energía.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, deseo destacar no solo que la iniciativa traduce la voluntad de los cinco integrantes del órgano técnico, quienes llegamos a un acuerdo unánime para remover los obstáculos que impiden el pleno y sano desarrollo de nuestro sistema eléctrico, sino también que ello se logró después de escuchar a los distintos actores, tanto de las tecnologías tradicionales como de las nuevas. Ello nos ha permitido alcanzar un gran consenso entre los actores interesados, al objeto de encontrar caminos compartidos y visiones convergentes acerca de cómo destrabar los inconvenientes que han impedido que los procesos de licitación de bloques de energía respondan a condiciones de competitividad, seguridad y sustentabilidad.


Recordemos que uno de los objetivos principales de la llamada “Ley Corta II” fue crear incentivos para que las generadoras pudieran ofertar bloques de suministro de energía a precios estables y de largo plazo a los clientes regulados. Sin embargo, dicho cuerpo legal, en circunstancias de que estos últimos representan el 50 por ciento de la demanda eléctrica, no logró generar condiciones para fortalecer el mecanismo de contratos de largo plazo y darle mayor estabilidad al sistema.


En opinión de la Comisión, múltiples causas explican este estado de cosas. Las resumo, para beneficio del debate: un proceso poco flexible en plazos, periodicidad y estructura de precios; un término muy corto de los llamados a licitación; segmentación poco flexible de la demanda, sin que sea posible ofertar sobre la base de la de corto y la de largo plazo; amplio espacio para la interpretación de las bases de licitación, por no ser lo suficientemente precisas en sus requerimientos, e incertidumbre en la construcción de nuevas plantas, producto de la oposición social, el mayor cuestionamiento ambiental y la judicialización de los proyectos.


Por lo tanto, las modificaciones propuestas unánimemente por la Comisión buscan acometer los problemas identificados a partir de ese diagnóstico.


En lo concerniente a los principales aspectos contenidos en las enmiendas, puedo condensarlos de la siguiente manera:


1.- Se modifica de dos mil a cinco mil kilovatios por empalme el límite de los clientes regulados. Por ende, son clientes libres solo aquellos con consumos iguales o superiores a esa última cantidad. La idea de aumentar el límite de consumo que define a los clientes regulados obedece a la circunstancia de que aquellos entre dos mil y cinco mil kilovatios poseen hoy muy poca capacidad de negociación. Eso beneficia claramente a las nuevas tecnologías.


2.- Para independizar el valor agregado de distribución, se establece un proceso de carácter anual, pero al mismo tiempo se permite que el reglamento contemple uno o más períodos en el año para efectuar licitaciones.


3.- Se le entregan a la Comisión Nacional de Energía mayores atribuciones para diseñar, coordinar y dirigir estas últimas en concordancia con los objetivos de eficiencia económica, competencia, seguridad y diversificación de la legislación eléctrica. A la entidad le corresponderá elaborar y aprobar las bases, las que deberá remitir previamente a las distribuidoras participantes para sus observaciones.


4.- Las distribuidoras serán responsables de los aspectos administrativos y de gestión de los procesos de licitación, como también de 1os gastos en que se incurra. Asimismo, deberán monitorear y calcular su demanda futura para luego informar a la Comisión Nacional, en forma justificada, detallada y documentada, acerca de las proyecciones obtenidas y las necesidades de suministro.


5.- El proceso se va iniciar con un informe preliminar de la Comisión, que contendrá los aspectos técnicos, y si existieran, “las condiciones especiales de la licitación”. Pero el estudio puede ser observado por los interesados, quienes incluso tienen la posibilidad de apelar ante el panel de expertos para que se emita una nueva opinión. El plazo máximo del contrato se aumenta de quince a veinte años.


6.- Las bases establecerán las condiciones, los criterios y las metodologías que serán empleados para realizar la evaluación económica de las ofertas, en lo que se podrán considerar fórmulas de indexación.


7.- Se anexa a las bases un contrato tipo para el “servicio público de distribución”.


8.- Los contratos podrán contemplar mecanismos de revisión de precios que se justificarán en relación con un cambio cualitativo en el escenario.


9.- En cada licitación, el precio será fijado por la Comisión en un acto administrativo de carácter reservado, que permanecerá oculto hasta la apertura de las ofertas.


10.- En casos justificados podrán implementarse licitaciones de corto plazo.


11.- Los oferentes que se adjudiquen licitaciones con proyectos nuevos de generación podrán solicitar, fundadamente, la postergación del plazo de inicio del suministro o ponerle término anticipado al contrato por causas no imputables al adjudicatario.


12.- Cuando la Comisión prevea que el consumo efectivo de energía a clientes regulados sea superior al suministro contratado, podrá implementar una licitación de corto plazo, hasta por tres años.


Finalmente, los consumos asociados al suministro sin contrato serán pagados por las distribuidoras a las generadoras que corresponda a un precio equivalente al máximo valor entre el precio de nudo de corto plazo, vigente en la subestación más cercana a la barra de inyección de cada generadora, y el costo variable de operación real del sistema. 


Deseo consignar que el conjunto de las enmiendas que la Comisión propone introducir al proyecto de ley no solo son unánimes, sino que también coinciden con los principales actores involucrados, por lo que se pide su aprobación.



He dicho.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, Honorable Sala, el señor Ministro de Energía destacaba, al inicio de su intervención, lo exitosa que fue la última licitación, adjudicada la semana pasada. Pues bien, esta se llevó a cabo de acuerdo con la legislación vigente, es decir, sin las modificaciones que se plantean hoy.



Me gustaría resaltar que se trata de enmiendas verificadas fruto de una coincidencia política completamente transversal. Es lo que ha sido la tónica, en general, en un asunto tan de Estado como el energético, que de manera recurrente ha propiciado la Comisión de Minería y Energía.



No es el primer acuerdo en la materia. También lo obtuvimos con el proyecto 20/25, con la Ley de Concesiones y actualmente con la iniciativa de licitaciones, en que la ex Senadora señora Rincón, actual Ministra, aquí presente, también fue protagonista muy central.



Me gustaría consignar de manera categórica que se va a provocar un punto de inflexión importante. Y lo señalo por lo siguiente: las modificaciones introducidas profundizan el respaldo que se debe dar a los clientes regulados, la parte más débil en el sistema eléctrico. Son los que carecen de capacidad de negociación y representan el 50 por ciento del consumo de energía.



Tal como lo decía mi Honorable colega Guillier, la protección se aumenta de dos mil a cinco mil kilovatios, porque se estima que en ese rango no hay capacidad de negociación.



Mas quisiera centrarme aquí en cambios que, a mi juicio, son la piedra angular, desde un punto de vista técnico, para el éxito de las licitaciones.



¿Cómo se protege al cliente regulado? Al establecerse contratos a largo plazo. Estos deben hacerse a través de licitaciones eléctricas, que venían resultando desiertas en el último tiempo, y en las que el cliente regulado tenía que “pagar el spot”, en definitiva. En ellas sistemáticamente había un aumento de precio.



¿Qué se hace en la iniciativa en cuanto a tres enmiendas fundamentales?



Primero, se amplían las facultades de la Comisión Nacional de Energía. La entidad, a partir de ahora, va a ser la que coordine, dirija y realice el proceso de licitación. En la legislación vigente, son las distribuidoras las que lo hacen, y solo bajo un criterio: el del precio más bajo. En cambio, en este caso se incorporan criterios adicionales, como la eficiencia económica, la competencia, la seguridad y la diversificación al menor precio posible.



En seguida, el proyecto de ley parte por un documento que no existe en la legislación vigente e incorpora, para mí, un elemento fundamental, que es el informe técnico preliminar, el que tiene que proyectar la demanda para los efectos del proceso de licitación,



La modificación fundamental entre la Cámara y el Senado dice relación con que dicho texto, que elabora la Comisión Nacional de Energía, únicamente podía ser observado por los suministradores. Ahora no solo se otorga la facultad de observar, sino que adicionalmente se puede ir al Comité de Expertos, ya que si no se determina bien la demanda, las licitaciones pueden fracasar, en la medida en que se considera aquella que se ha proyectado.



Pero, desde mi punto de vista, la iniciativa también se hace cargo de todas las debilidades que presentaba el actual proceso de licitación. ¿Cuáles? La principal: era poco flexible. Por lo tanto, se aumenta la flexibilidad. De hecho, se incrementa el plazo máximo de las licitaciones, es decir, el plazo de suministro, de 15 a 20 años.  



A mi juicio, se agrega un elemento muy importante en materia de flexibilidad, ya que las licitaciones serán exitosas y los precios bajarán en la medida en que haya mayor capacidad de generación.



Por eso precisamente este proyecto de ley establece un sistema más flexible para quienes postulan con nueva generación. Da plazos adicionales y posibilidades de retirarse si surgen imprevistos en el proceso intermedio por causas que no sean imputables al adjudicatario. O sea, existe una clara señal para los nuevos proyectos de generación.



En segundo lugar, tal como manifestaba en mi intervención, la clave es proyectar la demanda, pero a largo plazo. Porque muchas veces ocurre que los suministros contratados no corresponden a la demanda efectiva. Para evitar ese problema o para cuando se declaran desiertas las licitaciones, se fija un mecanismo de licitaciones de corto plazo.



Además, la iniciativa incorpora un tercer elemento tremendamente relevante. 



Como en 20 años pueden suceder muchas cosas, se establece un mecanismo de revisión de precios para cuando se produzcan situaciones imprevisibles debido a que la actual legislación no contempla este tipo de instrumentos.



Lo importante es que dicho mecanismo se gatilla entre las distribuidoras y las generadoras, pero además participan las asociaciones de consumidores ante el panel de expertos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminó su tiempo, Su Señoría.



Cuenta con un minuto más para redondear la idea.

El señor ORPIS.- En resumen, señora Presidenta, si ya eran exitosos los sistemas de licitación con la actual legislación, al agregar estas modificaciones legales (el mecanismo de revisión de precios, las licitaciones de corto plazo y las mayores flexibilidades para la nueva capacidad de generación), las licitaciones futuras serán tremendamente exitosas, protegeremos al cliente regulado y generaremos más competencia y diversificación.



Y termino con un elemento muy trascendente, en particular para el norte.



Este proyecto resuelve un problema eléctrico en la zona que represento, porque, con la actual legislación, las tarifas se incrementarían por sobre el 40 por ciento, mientras que con las modificaciones introducidas por esta normativa en el Sistema Interconectado del Norte Grande esa alza no llegará más allá del 18 por ciento.



Por esa razón, la Comisión de Minería y Energía y el Gobierno llegamos de nuevo a un acuerdo político importante en un asunto de Estado como lo es el tema energético.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Según lo resuelto por los Comités, este proyecto sería tratado como si fuera de Fácil Despacho y ya han intervenido dos señores Senadores a favor. Solo podría usar de la palabra alguien que quisiera impugnarlo, conforme al artículo 87 del Reglamento.



Por tanto, correspondería votar.



Me está pidiendo la palabra el Honorable señor Prokurica para un asunto de reglamento.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, gracias por darme la palabra.



En virtud del artículo 8° del Reglamento del Senado, me inhabilito para esta votación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Muy bien.



En votación las modificaciones introducidas por la Comisión de Minería y Energía.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto con las enmiendas propuestas por la Comisión de Minería y Energía (31 votos favorables), y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.
CREACIÓN DE CARGOS PARA DEFENSA PENAL ESPECIALIZADA EN ADOLESCENTES
La señora ALLENDE (Presidenta).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar a continuación, también como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.718, que creó la Defensoría Penal Pública, con el objeto de crear cargos para la defensa penal especializada en adolescentes, con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.529-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 55ª, en 14 de octubre de 2014.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 74ª, en 16 de diciembre de 2014.



Hacienda: sesión 74ª, en 16 de diciembre de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es incorporar 83 nuevos cargos a contrata a la dotación máxima de personal de la Defensoría Penal Pública, de los cuales 50 serán para defensores locales que se dedicarán a la defensa penal de adolescentes, mientras que los 33 restantes se destinarán a otros profesionales y personal administrativo de la misma área.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió la iniciativa en general y en particular a la vez, por considerarla de artículo único, y la aprobó en los mismos términos en que la despachó la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Hernán Larraín.



La Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció sobre las normas de su competencia -el número 1) del artículo único y los artículos primero y segundo transitorios- las cuales aprobó en iguales términos que la Comisión de Constitución, por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar) respecto del artículo único, y por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Zaldívar), en relación con las disposiciones transitorias.



El texto que se propone aprobar se transcribe en la página 12 del informe de la Comisión de Hacienda y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión el proyecto.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Senador señor Felipe Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, este proyecto de ley se encuentra en segundo trámite constitucional y se originó en un mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República dirigido a la Cámara de Diputados.



La idea matriz o fundamental apunta a regularizar la situación laboral del personal que presta servicios en el Programa de Defensa Penal Juvenil de la Defensoría Penal Pública.



Según señala el mensaje, es necesario proponer una vía de solución para alcanzar una institucionalización de la defensa penal especializada en adolescentes en el país, de manera de contar con una dotación de defensores públicos que presten sus servicios en el contexto de las exigencias de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.



Recuerda que la señalada ley impone el principio de especialización del sistema penal de adolescentes y contempla condiciones particulares para el juzgamiento penal de estos, diferenciándolo del aplicable a los adultos. Las justificaciones para ello son diversas. Por una parte, está la Convención sobre los Derechos del Niño, cuyo artículo 40.3 establece la obligación de los estados parte de establecer procedimientos, autoridades e instituciones específicos para niños infractores de la ley penal, dando lugar así al deber de constituir sistemas penales diferenciados para adolescentes y para adultos. Por otra parte, se hallan las características de la realidad psicológica, social y cultural de los adolescentes. También hay razones de orden político-criminal que obligan a revisar los fines especiales de este sistema penal, que busca también la responsabilización y la integración social del joven infractor.


En definitiva, se busca el quiebre de las carreras criminales.


Por ello, el mensaje recuerda que el artículo 29 de dicha ley exige que los jueces de garantía, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes deban estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en las características y especificidades de la etapa adolescente y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en la misma ley.



De lo anterior -dice el mensaje- derivan mayores exigencias para la defensa penal juvenil que se traducen en una mayor carga e intensidad de trabajo para los defensores.



El Ejecutivo hace presente que el modelo de provisión de defensa contemplado en la ley N° 19.718, que creó la Defensoría Penal Pública, prevé una dotación fija de defensores institucionales, que constituye la base del sistema, más una dotación de defensores cuyos servicios son licitados, no considerándose en la dotación a los defensores penales juveniles que hoy se requieren.



Informa el Ejecutivo que, hasta la fecha, la institución ha asumido la provisión del servicio de defensa penal juvenil implementando un programa piloto que ha permitido contratar profesionales vía honorarios. Dicho plan se inició con el propósito de contar con datos empíricos de los primeros años de funcionamiento del sistema de defensa penal juvenil, especialmente en cuanto a la demanda y el impacto en la defensa a partir de las nuevas obligaciones provenientes del sistema de ejecución de sanciones. Esto ha sido financiado, desde el año 2006, mediante reasignaciones presupuestarias, desde el subtítulo de transferencias corrientes al ítem honorarios. Señala que al haber transcurrido más de 5 años desde el inicio del plan piloto, es posible y necesario definir el modelo de servicio definitivo respecto de la defensa penal de los adolescentes, situación que justamente aborda el proyecto.



En cuanto al contenido de la iniciativa, debo destacar que su artículo único permanente modifica el artículo 31 de la ley N° 19.718, de manera de aumentar de 145 a 195 los defensores locales, estableciéndose que al menos 50 de ellos cumplirán funciones para la defensa penal de adolescentes. 



En seguida, se agregan dos disposiciones transitorias. La primera, para incrementar en 83 cupos la dotación máxima de personal vigente de la Defensoría Penal Pública. Y la segunda, para proveer los recursos que cubrirán el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley para el año de su entrada en vigencia.


Cabe hacer presente que el informe financiero del proyecto, que debía ser analizado por la Comisión de Hacienda, señala que actualmente los 83 cargos que se estarían aumentando están siendo provistos en calidad de honorarios y que se trata de 50 defensores y 33 asistentes sociales y asistentes administrativos que conforman el equipo de apoyo de los defensores que cumplen funciones en la Defensoría Penal de Adolescentes. 



La fórmula de financiamiento consiste en que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley para el año de su entrada en vigencia se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto de la Defensoría Penal Pública y que, no obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, suplementaría dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.



Señora Presidenta, la Comisión de Constitución coincidió con los objetivos del proyecto, los que analizó con autoridades del Ministerio de Justicia y de la Defensoría Penal Pública, así como con representantes de las asociaciones de funcionarios de esta última institución. Por tal razón, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Araya, Espina, Larraín y quien habla), lo aprobó tanto en general como en particular, por lo cual propone a la Sala proceder de la misma manera.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de ofrecer la palabra, consulto a la Sala si habría consenso para abrir la votación, dejando 5 minutos para fundamentar el voto, ya que el acuerdo de los Comités fue tratar ambas iniciativas como si fueran de Fácil Despacho, es decir, en un tiempo máximo de 30 minutos.



¿Habría acuerdo para proceder en tal sentido?



Acordado.


Por lo tanto, en votación general el proyecto.



--(Durante la votación). 
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, por supuesto, voy a concurrir con mi voto favorable a la aprobación de la iniciativa.



Dicho eso, y a propósito de que ha existido un intenso debate público en el ámbito de la seguridad ciudadana, estimo que hay pendiente una deuda tremenda en materia de adolescentes, la cual ha sido abordada en Comisiones especiales por este Senado, como son las modificaciones a la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente.



Las cifras indican que la aplicación de la citada ley muestra los más altos niveles de reincidencia, así como serias falencias.



Por lo tanto, sin perjuicio de aprobar el proyecto, creo que lo adecuado, después de las sesiones especiales que celebró la Sala del Senado, habría sido considerar el trabajo de la Comisión de Constitución, que elaboró un documento completo con las modificaciones que habría que introducir a la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente a partir de las jornadas temáticas que se realizaron.



Por ello, estimo tremendamente pobre que la primera modificación a dicha ley solo implique aumentar de 145 a 195 los cargos de defensores, en circunstancias de que el Senado habría esperado una enmienda para mejorar la serie de debilidades que exhibe desde su implementación (las cuales, entre paréntesis, fueron advertidas previamente a su puesta en vigencia por las comisiones de expertos que se establecieron en aquella oportunidad, las que les señalaron a las autoridades de Gobierno y al Parlamento que no era prudente ponerla en ejecución sin antes solucionar ciertos aspectos fundamentales).



Voy a concurrir con mi voto a la aprobación del proyecto, pero dejando constancia de la necesidad de que, ojalá a la brevedad posible -en mi opinión, en forma urgente-, se ingrese a tramitación legislativa una modificación más sustantiva a la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, que tiene incidencia muy directa en los niveles de seguridad ciudadana.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, pedí la palabra para hacer dos comentarios.



En primer lugar, comparto lo planteado por el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra. El aumento de 145 a 195 defensores locales, así como el hecho de que, de los 83 nuevos cargos de la dotación máxima de personal, 50 se destinen al desempeño de funciones de defensa penal de adolescentes, tienen un sentido especial -así al menos fue explicado en la Comisión de Hacienda-, como es que, precisamente por la naturaleza de la adolescencia, el cumplimiento de penas vaya asociado al seguimiento que realice la Defensoría.



Por lo tanto, hay elementos que, desde mi perspectiva, justifican tal aumento. No se trata simplemente de decir que hay un incremento porque la delincuencia juvenil es un problema muy severo en nuestro país, aunque no cabe duda de que quizás ahí estén instalados los desafíos más complejos, mirando el Chile que se viene hacia el futuro. Se requieren más defensores locales, es cierto, pero, si ello no va acompañado de una preocupación específica o de una opción real por que exista el seguimiento que la ley plantea, los resultados serán bastante insatisfactorios.



Por eso, las asociaciones vinculadas a la Defensoría Penal Pública hicieron presente esta argumentación especial. Insisto: no es un simple aumento -insuficiente, por cierto-; el objetivo obedece al cumplimiento de una obligación que nace de la ley como es el seguimiento, que es lo único que tiene sentido si realmente se quiere que una persona que ha cometido un delito en su juventud no persista. La opción de persistir es muy alta y, por tanto, se está haciendo un esfuerzo para que exista un seguimiento, el cual es difícil de lograr si no se cuenta con un número de funcionarios adecuado.



El segundo comentario -que también planteé- es que toda esta situación es algo bien raro en la Defensoría Penal Pública, pues los defensores son, por naturaleza, funcionarios a contrata. Sin embargo, se explicó cuál fue la razón para haber procedido como se hizo. En todo caso, quedó bien claro -y así se entendió- que quienes se encuentran trabajando hoy en la práctica van a tener que concursar en su momento, porque la norma pertinente agrega que “El acceso a los empleos correspondientes se efectuará por concurso público”.



Eso se encuentra asumido por todas las asociaciones. Fue parte del entendimiento para generar este apoyo unánime. Yo simplemente cumplo con señalar que no por el hecho de que se nombren en forma especial tendrán que excluirse del sentido del concurso, cosa en la que, para ser franco, estaban todos muy de acuerdo.



En resumen, señora Presidenta, creo que este proyecto va más allá de un simple número. Significa mejorar un poquito en una materia en la cual el país está muy deficitario: la forma de enfrentar la delincuencia juvenil y particularmente lograr reencausar la acción de adolescentes que incurren en determinadas conductas y respecto de lo cual la sociedad como tal se hace cargo.



Por lo expuesto, me parece positiva la iniciativa y la votaré a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señora Presidenta, nos vamos a pronunciar a favor del proyecto. Pero no podemos dejar de mencionar que esta solución resulta claramente parcial.



Desde que se analizó en el Congreso, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, el establecimiento de un sistema de responsabilidad de adolescentes por infracción a la ley penal, expresamos que no funcionaría, como ocurre hasta hoy.



Y no solo opera inadecuadamente por la inexistencia de defensores penales de adolescentes, que a lo mejor resultan extraordinariamente necesarios, sino porque la estructura del Estado impide contar con un sistema adecuado para enfrentar al adolescente que ha infringido la ley, que ha cometido un delito. ¿A dónde se le manda? ¿A dónde se dirige? ¿A qué centro cerrado? ¿Qué características tienen estos centros establecidos por la ley para que cumplan determinada sanción y puedan llevar adelante un proceso de rehabilitación? ¿Dónde se encuentran los centros abiertos a los que puedan concurrir para que también les sea posible, de acuerdo a su penalidad, trabajar con especialistas para su rehabilitación? No existen. Por ejemplo, en la Región del Biobío, si un joven que vive en la comuna de Santa Bárbara comete un delito y debe ingresar a un recinto cerrado, tiene que ir a Coronel.



Por lo tanto, no están dadas las condiciones para hacer operativo un sistema que permita, por un lado, sancionar al joven que perpetra un delito, y por otro, rehabilitarlo para cortar su carrera delictual, como era la finalidad de la ley en su origen.



En tal sentido, basta ver lo que sucede en nuestras ciudades, basta escuchar o ver los medios de comunicación para constatar cómo no hay ninguna acción de disuasión hacia los menores de edad que cometen delitos. Por el contrario, existe un incentivo para ello, puesto que la institucionalidad que se dio el Estado a partir de la ley Nº 20.084 no ha funcionado en ninguno de sus aspectos.



Sin duda, colocar defensores penales especializados en el tema penal adolescente puede ayudar. No obstante, no tapemos el sol con un dedo: el sistema en general no ha operado adecuadamente.



Como manifestaba el Senador Orpis, aquí ha habido debates importantes, en los que se ha recomendado a la autoridad, al Ministerio de Justicia qué medidas hay que adoptar, qué instituciones se deben crear, cómo se ha de fortalecer el Servicio Nacional de Menores (SENAME), para contar verdaderamente con una institucionalidad que proteja al joven, que lo sancione, pero que permita rehabilitarlo para la sociedad. Y eso, claramente, no existe.



Con esta iniciativa habrá algo más de 40 defensores penales que, como decía el Senador Coloma, estarán capacitados para hacer un seguimiento a las sanciones. ¿A qué sanciones? A las que se cumplen en los centros abiertos del SENAME, que no reúnen las condiciones adecuadas para un sistema represivo dirigido a los jóvenes. Ello tampoco ocurre con los centros cerrados.



Por lo tanto, señora Presidenta, no hay duda de que este proyecto, que votaremos a favor, es claramente parcial y no resuelve el problema dramático que enfrentamos en materia de seguridad ciudadana.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, seré muy breve, pues el Senador que me antecedió en el uso de la palabra representa mi opinión sobre este tema.



Quiero ser como los fenicios en esta oportunidad, porque esta debe de ser como la séptima vez durante el presente año en que a través de la Mesa le pido al Gobierno que le ponga urgencia a la tramitación del proyecto de ley llamado “Reforma de la Reforma”, que se encuentra paralizado desde marzo en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Lo hemos conversado en diversas ocasiones con el Ministro del Interior, con el Ministro de Justicia. Sin embargo, por altos que sean los índices delictuales, por evidente que resulte que la delincuencia se encuentra en muchos aspectos desbordada, no ha habido caso de que tomen conciencia acerca de la urgencia de enviar una iniciativa o de activar ese proyecto -lo cual correspondería-, que contiene medidas concretas y específicas para lograr disminuir los altísimos índices de delincuencia.



Solo quiero recordarles a Sus Señorías que la Corte Suprema nos informó en el Senado que en nuestro país hay más de 66 mil órdenes de detención pendientes por delitos graves. No estamos considerando aquí delitos menores u órdenes emanadas de tribunales de familia, como podrían ser las relativas a pensiones de alimentos. Nos referimos a 66 mil delitos en donde se incluyen robos con violencia o intimidación en las personas, robos con fuerza en las cosas, homicidios, tráfico de drogas, etcétera.



Este año hubo 255 mil casos de robos que se archivaron -¡un cuarto de millón!-, en que no se supo quién los cometió ni se logró encontrar alguna especie robada. ¡Eso no es normal en un país! Escapa a toda lógica. No obstante, hasta ahora no hay ninguna reacción de la autoridad de Gobierno.



Sería injusto sostener que la situación de la delincuencia es responsabilidad de lo que ha ocurrido en los últimos ocho meses. Sin embargo, también lo sería no mencionar que al Gobierno durante ocho meses le hemos pedido incansablemente que dicte una norma para mejorar las facultades investigativas de la policía; lograr mejores medios probatorios; obtener una coordinación adecuada entre fiscales, jueces y policías; establecer disposiciones que permitan compartir información. No se ha hecho nada.



Quiero advertir de ello, porque me imagino cuándo vendrá la reacción: cuando se produzca un asesinato, una violación, como ocurrió con el caso de ese delincuente -ya fallecido- conocido como “El Tila”. Ahí se dictó la “ley corta”. ¿Por qué? Porque se produjo una gran conmoción.



Sabemos que se requiere mucha prevención, que hay que hacer bastante en materia de rehabilitación. Pero no podemos decirles a los chilenos que seguimos esperando que aumente el 43 por ciento de victimización que existe en nuestro país.



En lo concreto del proyecto que nos ocupa, quiero señalar que también hay una enorme deuda con la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil, que ha funcionado muy mal, en el más amplio sentido de la palabra. Los centros de detención, que supuestamente son de rehabilitación, no lo son. Los centros de internación semicerrados son una burla, porque existe a lo más uno por región; por lo tanto, en el caso de un niño que vive a 100, 150 kilómetros del lugar donde se encuentra este centro, explíquenme cómo se va a internar en la noche, para qué y cómo vuelve al día siguiente a su ciudad. Las medidas de la llamada “libertad asistida especial”, que consiste en nombrar un delegado que se supone está a cargo de rehabilitar, de sacar al niño de las drogas, no existen. Entonces, tenemos un semillero de jóvenes que en vez de estudiar, de salir adelante con su propio esfuerzo, entran al mundo del delito, y nadie hace nada para sacarlos.



Votaré a favor del proyecto, pues es bueno tener defensores de los niños, es positivo que se especialicen, que consideren sus características. Y, además, porque pensamos que en un Estado de Derecho democrático es necesario que el Estado defienda a las víctimas por sobre todas las cosas, como manifestó el Presidente de la Corte Suprema en uno de sus últimos discursos, pero también que quienes son imputados tengan derecho a la defensa.



Nos parece adecuado regularizar la situación de los defensores públicos que están a contrata, a honorarios, o que no cuentan con todas las garantías. 



Por eso nosotros apoyamos este proyecto, pero con la prevención señalada en cuanto a las materias pendientes antes indicadas.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, por supuesto que voy a votar a favor de este proyecto, el cual incorpora  83 plazas para la defensa penal de adolescentes: 50 para defensores penales propiamente tales y 33 para funcionarios profesionales, técnicos y administrativos de apoyo.



Quiero destacar, una vez más, cómo hemos ido creando una verdadera Administración Pública paralela mediante el sistema del pago de honorarios. Aquí regularizamos esta situación en un servicio clave como la Defensoría Penal Pública, y en un área tan sensible, como la dirigida a los adolescentes.



Esta mañana estuvimos trabajando en la Comisión de Hacienda y despachamos un proyecto que establece asignaciones y estímulos especiales para los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero que cumplen labores de fiscalización. Y el Director de este Servicio nos decía que, de sus 4.000 funcionarios, 1.700 se encuentran a honorarios; y de estos, 1.000  -en cifras redondas- cumplen tareas permanentes.



Tengo la convicción de que, si analizamos servicio por servicio y, más aún, municipalidad por municipalidad, nos encontraremos -tal como lo señalé- con una verdadera Administración Pública paralela.



Por eso, con motivo de esta iniciativa, llamo al Gobierno a que regularicemos tal situación. No es justo que el Estado sea incapaz de entregar seguridad social a miles y miles de funcionarios que desempeñan labores fundamentales en las diversas áreas del quehacer del Estado; que no tengan derecho a enfermarse ni a tomar vacaciones, y que, en muchos casos, como ocurre con el INDAP y con los profesionales de los PDTI, vean descontados de sus honorarios el uso de vehículos, incluidos el combustible y la depreciación. ¡Esta situación es francamente insostenible!



Por lo tanto, llamo al Gobierno, concretamente al Ministro de Hacienda, a que regularicemos la situación de los miles de trabajadores del Estado que hoy cumplen sus tareas mediante el pago a honorarios.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, estimados colegas, quiero hacer tres comentarios.



En primer término, aquí estamos regularizando una situación de la Defensoría Penal Pública y, en particular, para la especializada en adolescentes. Eso se somete a nuestra consideración hoy y, sin duda, debe contar con todo nuestro respaldo.



La Defensoría Penal Pública es una institución tremendamente importante para el debido proceso en nuestro país. Y resulta fundamental que tenga todas las atribuciones necesarias para el cumplimiento de convenios internacionales y obligaciones del Estado y, también, para la existencia de un Estado de Derecho que se valore como tal.



En segundo lugar, el Senador Espina, que me antecedió en el uso de la palabra, planteó la necesidad de adoptar acciones y medidas. Este Gobierno, encabezado por el Ministro Peñailillo, ha tomado la determinación de cambiar no solamente la Ley de Control de Armas (esto va a significar, en términos prácticos, el ingreso a la cárcel de 6.000 a 9.000 personas dentro de los próximos años), sino también la Ley Emilia o Ley Tolerancia Cero, lo cual va a significar darles a los tribunales de justicia normas y facultades extraordinarias para que las personas que cometen delitos no vuelvan a la calle. 



Lo mismo va a ocurrir con otro tipo de ilícitos contra la propiedad, como mencionaba el Senador Espina. Y espero que cuando esa discusión se dé acá -ha sido anunciado- efectivamente quienes fueron Gobierno hasta ocho meses atrás tengan la voluntad de acotarles el campo de interpretación a los jueces en ciertas materias, y que asuman que no fueron capaces de hacerlo cuando estuvieron en el poder -a pesar de que fue la principal promesa de campaña del Presidente Piñera-, y que en este debate entendamos que, más que tratar de sacar ventajas políticas pequeñas, debemos unirnos en políticas públicas, de Estado, que nos interesan a todos.



Por último, señora Presidenta, es evidente que esta iniciativa hay que situarla en el contexto mencionado por el Senador García, quien me precedió: la regularización de la situación de muchos funcionarios públicos que están a honorarios requiere un gran acuerdo político.



Agradezco que se halle presente el Senador García para poder decirlo, porque es fácil afirmar: “Le pido al Ejecutivo”. Pero cabe preguntar: “Bueno, si era tan importante, ¿por qué no lo hizo cuando fue Gobierno?”.



Entiendo la razón de que en la Administración anterior no se regularizara la situación de las personas a honorarios, cuyo número incluso creció a una tasa muy superior a la existente en otro momento, en particular en PRODESAL (donde se nota). Pero, más que recriminaciones, se requiere construir un acuerdo político transversal para resolver el tema de la estabilidad laboral de muchos trabajadores del sector público.



Y, junto con manifestar que vamos aprobar este proyecto, que es un tema puntual, formulo un llamado para que con la Oposición logremos proponer una fórmula concreta, tal como está en el Protocolo que se firmó con el Ejecutivo en el marco de la Ley de Presupuestos, para reducir drásticamente el número de personas que se encuentren a honorarios,  aunque ello signifique, en una primera fase, más que pasarlos a las plantas o a la contrata, a lo menos dejarlos sujetos al Código del Trabajo. Ello, a fin de que tengan derechos garantizados, de que hoy carecen al tener que recibir su remuneración mediante la modalidad de la boleta de honorarios, lo cual, en verdad, solamente precariza el empleo, y todos queremos terminarlo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos a favor) y, por no haberse presentado indicaciones, se aprueba en particular y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Patricio Walker. 
)---------------(
El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Informe



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares fuera del territorio de la República en Bosnia y Herzegovina (boletín N° S 1.767-05), respecto del cual se ha hecho presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 29).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Conforme a lo acordado por los Comités, este proyecto será visto sobre tabla.

PRÓRROGA DE PERMANENCIA DE TROPAS MILITARES EN BOSNIA Y HERZEGOVINA
La señora ALLENDE (Presidenta).- Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares fuera del territorio de la República en Bosnia y Herzegovina.


--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.767-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 72ª, en 9 de diciembre de 2014.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas: sesión 74ª, en 16 de diciembre de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se ha hecho presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión la solicitud.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica, Presidente de las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, cada vez que por disposición constitucional discutimos estos asuntos aquí, en el Senado, se hacen ver las distintas razones por las cuales Chile participa en las misiones de paz.



Yo siempre he sostenido, y así se ha determinado en las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, que la presencia de nuestro país en las distintas operaciones de paz es, en primer lugar, una forma de que nuestro país se inserte en el concierto internacional.



Al haber adoptado un sistema de comercio en un mundo global, sobre el cual se basa el desarrollo de nuestro país, Chile no puede hacerse a un lado en aquellos esfuerzos que se realizan en el orbe -especialmente por las Naciones Unidas- para establecer la paz -imponerla en algunos casos- y la estabilidad. 



Donde no hay estabilidad no existe comercio, no existe desarrollo, no existe disminución de la pobreza. Por lo mismo, la participación de Chile en el orden internacional, al amparo de las disposiciones de Naciones Unidas, es necesaria e indispensable para consolidar todo el esfuerzo realizado como país en esta materia durante varias décadas.



En este caso específico, se trata de una fuerza pequeña, que ha interactuado con los ejércitos británico y holandés, y que hoy participa como único miembro de América bajo bandera nacional en esta fuerza multinacional europea y en el Sistema Nacional Europeo de Manejo de Crisis, lo cual constituye un reconocimiento a la gestión de nuestros hombres de armas en esta misión.



En términos generales, debe considerarse que las operaciones de gestión de crisis incluyen un espectro amplio de tareas, que van más allá de lo que en Chile se entiende por “operaciones de paz”: mantenimiento e imposición de la paz, operaciones multidimensionales y humanitarias ante catástrofes naturales -acaba de haber una que afectó a toda Europa, especialmente a Bosnia y Herzegovina, en la cual colaboraron fuerzas armadas-, reconstrucción posconflicto, operaciones de interdicción, combate a la piratería y misiones civiles en procesos de reforma a la política y al sistema judicial, policial y de aduanas, entre otros.



A partir de nuevos debates acerca de las relaciones internacionales, se puede afirmar, como norma general, que la capacidad de influencia de los Estados ya no depende exclusivamente de su poderío económico y militar, sino -y cada vez más- de cómo su imagen y credibilidad se proyecta de forma directa en el ámbito internacional.



En la actualidad, Chile participa con un contingente de quince oficiales -una presencia bastante pequeña-, quienes desempeñan funciones en el Estado Mayor en dos ciudades distintas de Bosnia. 



Es importante tener presente que dicha fuerza de paz se encuentra constituida por seiscientos efectivos, la cual se amplió durante este año en cien oficiales, debido a las necesidades de seguridad e institucionales que se observan en el referido país. 



Si bien se han visto mejoras en materia de sistema democrático, estas todavía son frágiles e incipientes, y persisten tensiones y cierto clima de conflicto entre las trece etnias que existen en esa nación.



Ahora bien, durante la discusión que llevamos a cabo en las Comisiones unidas junto con el Subsecretario de Defensa, don Marcos Robledo, y los representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores, varios señores Senadores plantearon diversas inquietudes.



Una de esas consultas fue sobre la evaluación que la Unión Europea ha hecho acerca de la evolución de la operación de paz en Bosnia, el desarrollo económico y el avance del sistema democrático.



También se ha preguntado cuál ha sido el desarrollo de la estabilidad política y de seguridad ante el crimen organizado y el terrorismo en la zona.



Asimismo, se ha inquirido por el orden práctico de los roles que están ejecutando los oficiales chilenos.



Y también se ha efectuado una revisión prospectiva sobre el futuro institucional de los distintos grupos que integran el acuerdo de paz en Bosnia.



Por lo tanto, considero un error pensar que la presencia de Chile en este tipo de misiones solo implica un beneficio para los países que se hallan en conflicto. La verdad, señora Presidenta, es que también se ven favorecidas nuestras Fuerzas Armadas, que generan vínculos con contingentes militares extranjeros.



Quienes hemos visitado esos lugares siempre recibimos -de parte de otros ejércitos y de las autoridades de los países afectados (Haití, Bosnia, entre otros)- las felicitaciones por el profesionalismo y la capacidad de nuestras instituciones castrenses y por la excelente participación de nuestros soldados en estas misiones de paz.

El señor ORPIS.- Abra la votación, señora Presidenta.

El señor LETELIER.- De acuerdo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, procederemos a votar.


Acordado.



En votación la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, además de anunciar que votaremos a favor de la petición, deseo señalar que se requiere, aparte de los informes económico y social, uno de índole política. Lo mismo planteamos cuando discutimos lo relativo a la mantención de tropas en Haití. 



Como se trata de una relación política y se busca la estabilidad y gobernabilidad del país en conflicto, uno esperaría conocer un informe de dicha naturaleza para saber cuál es la situación interna y cómo podemos contribuir a mejorarla.



Es importante la presencia militar chilena en naciones como Haití y Bosnia -cuesta caro, por cierto,- que confían en nuestro país. Pero uno esperaría que el Senado -si es necesario, en sesión secreta- dispusiera de un informe más detallado al respecto.



¿Qué viene? ¿Cuál es la influencia de los bloques políticos que existen en Bosnia y Herzegovina? ¿Cómo se ha tensionado la relación con los Estados Unidos? ¿Cuál es el problema político de fondo que impide la estabilidad?



La gestión diplomática debe complementar la acción parlamentaria: “la diplomacia parlamentaria”. En definitiva, no basta con financiar la presencia de tropas o agregados militares; también se precisa una política más activa en materia de gobernanza y estabilidad, tanto en Bosnia como en Haití.



Espero que cuando se someta a nuestra consideración una nueva solicitud para la permanencia de tropas en Haití podamos contar -no sé si ya se ha elaborado- con un informe político. Y si alguien estima que esa información debe entregarse en una sesión secreta, entonces así ha de ser. Con tal antecedente en las manos, podremos dar nuestro apoyo a la solicitud de la Primera Mandataria no solo para aprobar la presencia de militares chilenos en los países referidos, sino también para posibilitar una gestión diplomática, política y parlamentaria en esos lugares.



Voto a favor porque estimo que Chile está en condiciones de brindar esa colaboración y, además, porque la gestión de nuestro contingente ha sido objeto de una muy buena evaluación.



Con todo, quienes asumimos la responsabilidad de aprobar estos recursos necesitamos información política a fin de no votar a ciegas sobre el objetivo final, el cual no es solo permitir la presencia de militares chilenos en esas naciones, sino también contribuir a su gobernabilidad y a la solución de sus problemas internos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, coincido con algunos de los términos planteados por el Senador Navarro, a quien le proporcionaré la información que nos entregaron el Ministerio de Defensa Nacional y el de Relaciones Exteriores en las Comisiones unidas, antecedentes que, por supuesto, no es posible dar a conocer en este trámite tan rápido.



En todo caso, lo que Su Señoría ha manifestado habla bien de la contribución que nuestras Fuerzas Armadas están haciendo en esos países.



Asimismo, hay un informe anterior en las Comisiones unidas con relación a Haití. El Senador puede acceder a él o, en su defecto, yo se lo puedo facilitar.

El señor NAVARRO.- Gracias, colega.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Sala, nosotros concurriremos con nuestros votos favorables para prorrogar la presencia de tropas chilenas en Bosnia y Herzegovina.



Este asunto lo tratamos hoy en las Comisiones de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores, unidas.



Cabe señalar que nosotros también planteamos que la permanencia de efectivos chilenos en dichas misiones de paz no debe transformarse en un escollo para la prosecución de los procesos democráticos en los respectivos países.



Tiene toda la razón el Senador Navarro cuando sostiene que no es aceptable que ocurra lo que nos manifestó el Vicepresidente del Senado haitiano, en el sentido de que la mantención de nuestras tropas en Haití representa en algún grado un impedimento para concretar el proceso democrático.



De hecho, se suspendieron las elecciones de un tercio del Senado haitiano. Es el segundo tercio de Senadores que no ha sido posible elegir, debido a la referida postergación de comicios.



Por esa razón, hemos pedido tanto a la Cancillería como al Ministerio de Defensa Nacional un informe para conocer la situación política en las naciones donde el Estado chileno contribuye a las fuerzas de paz.



Cabe añadir que, respecto de la permanencia de nuestras tropas en Bosnia y Herzegovina, el General Heidecker planteó la necesidad de contar con mayor cantidad de fuerzas. Ante ello, nuestro país tomó la decisión de mantener el número de efectivos en operación.



Con todo, es muy relevante que haya claridad respecto de los procesos democráticos que se están desarrollando en las naciones donde participan tropas chilenas.



En consecuencia, vamos a votar favorablemente la solicitud de la Presidenta de la República, reconociendo la contribución que realizan nuestras Fuerzas Armadas en las misiones de paz en distintos países, particularmente en Bosnia y Herzegovina y en Haití.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señora Presidenta, el Gobierno ha solicitado al Senado la autorización para mantener tropas chilenas en Bosnia y Herzegovina. 



Chile lleva más de diez años en ese lugar y ha ido reduciendo paulatinamente el número de su contingente. Hoy solo hay quince soldados chilenos en esa nación balcánica y se ha decidido mantener esa cantidad, a pesar de que las autoridades militares de la OTAN y de las fuerzas internacionales, como lo indicó el Senador Chahuán, han pedido aumentar la dotación de tropas, en atención a que en el último año ha habido diversos sucesos (crimen organizado, tensiones étnicas) que hicieron necesario un mayor despliegue de las fuerzas armadas en Bosnia y Herzegovina.



El Ejecutivo resolvió mantener el número de quince efectivos, de los cuales a lo menos seis son del Estado Mayor y el resto está en tareas operacionales. 



En dicha nación, a diferencia de Haití, a pesar de los conflictos étnicos, de los problemas de delincuencia y de las tensiones sociales y de carácter económico, se ha ido consolidando un proceso democrático de manera razonable. 



Por lo tanto, es necesario que concurramos con nuestro voto favorable para mantener nuestras tropas en Bosnia y Herzegovina.



Este Senado, que ha discutido parcialmente lo relativo a las misiones de paz (a propósito de Haití y Bosnia), debe asumir un debate más amplio, por cuanto este asunto llegó para quedarse. De hecho, la Unión Europea está solicitando que Chile participe en misiones de paz en África. Ante ello, como país tenemos que realizar un análisis riguroso para determinar en qué misiones vamos a participar, bajo qué condiciones y tomando qué responsabilidades. 



Sin duda, la presencia de fuerzas nacionales en Bosnia -su permanencia es lo que estamos votando ahora- es la misión que mejor ha funcionado para nuestro país. Es la única nación latinoamericana que se encuentra presente en Bosnia y Herzegovina. Las tropas chilenas que han estado operando ahí desde hace diez años han actuado con un nivel óptimo, y así lo han reconocido las distintas autoridades de Naciones Unidas y de la Unión Europea y, también, las fuerzas de paz que ahí funcionan. 



Indudablemente, lo relativo a Haití y otras definiciones futuras requieren un debate como país más amplio para precisar cómo asumir tales compromisos internacionales.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares en Bosnia y Herzegovina (27 votos a favor).


Votaron las señoras Allende, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Rossi y Tuma.

CREACIÓN DE SUBSECRETARÍA Y DE INTENDENCIA DE EDUCACIÓN PARVULARIA 
La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología; informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.365-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 20ª, en 3 de junio de 2014.


Informes de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 34ª, en 23 de julio de 2014.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (segundo): sesión 73ª, en 10 de diciembre de 2014.



Hacienda: sesión 73ª, en 10 de diciembre de 2014.



Discusión:



Sesión 35ª, en 5 de agosto de 2014 (se aprueba en general).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 5 de agosto del 2014.



La Comisión de Educación deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 6°, 8°, 9° y 10 permanentes y los artículos transitorios no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones. No obstante, cabe consignar que los artículos 2°, 6° y 9° permanentes sufrieron adecuaciones de carácter meramente formal, aprobadas unánimemente en el órgano técnico.



Las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones, con excepción del artículo 1° permanente y los artículos transitorios que fueron modificados posteriormente por la Comisión de Hacienda, deben darse por aprobadas, salvo  que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



Además, la Comisión de Educación efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general. Algunas de estas son de carácter meramente formal, y todas fueron acordadas por unanimidad. 



A su vez, la Comisión de Hacienda introdujo una modificación  unánime al artículo primero transitorio, norma que no había sido enmendada previamente en la Comisión de Educación y que, de consiguiente, corresponde votar sin debate.



Por otra parte, la Comisión de Hacienda -algunas veces por unanimidad y otras por mayoría- realizó cambios en los artículos 1° y 7° permanentes y en los artículos primero a cuarto transitorios.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas. De estas modificaciones, las recaídas en el artículo 3° permanente del proyecto requieren, para su aprobación, el voto conforme de 22 señores Senadores, por incidir en una norma de rango orgánico constitucional.



Por último, es del caso señalar que las enmiendas unánimes de la Comisión de Hacienda a los artículos 1° y 7° permanentes; una recaída en el número 4) del artículo segundo transitorio, y la que modificó el artículo cuarto transitorio inciden en normas que la Comisión de Educación despachó con un texto distinto. Se revisará cada una de esas enmiendas en su oportunidad en el orden del proyecto.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las modificaciones realizadas por la Comisión de Educación, las enmiendas introducidas por la de Hacienda y el texto final que resultaría de aprobarse estas últimas.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi, Presidente de la Comisión de Educación.

El señor ROSSI.- Señora Presidenta, este es un proyecto tremendamente importante. Por lo mismo, llama la atención que la opinión pública le haya dado poca relevancia. Todas las miradas se han concentrado más bien en la iniciativa sobre inclusión que se votará mañana. 



Pero, sin duda alguna -y en esto existe consenso en la Comisión; de hecho, no hubo dos visiones al respecto-, es necesario modernizar la institucionalidad de la educación parvularia por diversas razones.



En primer lugar, porque ella es fundamental a la hora de poder potenciar el pleno despliegue de las capacidades y talentos de nuestros niños y niñas.



En seguida, porque cada vez es mayor la legitimidad social de la educación parvularia. Y es evidente su rentabilidad social. Por cada peso -como se dijo en la Comisión- que uno invierte en educación parvularia (en cobertura, en calidad, en fin) se recupera ocho veces esa inversión desde el punto de vista del aprendizaje y de las oportunidades que se generan para nuestros menores.



Sin embargo, señora Presidenta, los desafíos son tantos que esta institucionalidad no se encuentra a la altura de ellos. Sin ir más lejos, prácticamente duplicaremos la cobertura en salas cuna en estos cuatro años. Se van a crear 90 mil cupos para niños de menos de dos años.



Pero el problema es que hay una tremenda duplicidad de funciones que esta iniciativa pretende abordar.



Recordemos que hoy la JUNJI empadrona jardines infantiles, cumple funciones de supervigilancia, elabora políticas y, además, provee el servicio de educación parvularia.



Eso genera ineficiencia, problemas de coordinación.



Por lo tanto, la ley en proyecto busca hacerse cargo de esas deficiencias mediante el establecimiento de una nueva institucionalidad de la educación parvularia.



Para ello crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, que será el organismo a cargo de diseñar, elaborar y ejecutar políticas públicas vinculadas a la educación parvularia. De otro lado, tendrá que definir también un Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad de Educación Parvularia. Ello es tremendamente importante para fijar líneas de acción a la Agencia de Calidad de la Educación en materia de educación parvularia.



Para fiscalizar y establecer las directrices de fiscalización, se crea, dentro de la Superintendencia de Educación, una Intendencia de Educación Parvularia solo referida a la educación parvularia, lo cual permitirá que se ejerza de mejor manera esta función.



Posteriormente veremos un proyecto que, a diferencia del que ahora nos ocupa, se halla en segundo trámite constitucional y que dice relación con la autorización de funcionamiento de jardines infantiles. Estamos aumentando las exigencias para que se creen y puedan funcionar establecimientos que impartan educación parvularia, al objeto de garantizar la calidad de los servicios que estos prestan.



La iniciativa en debate contó con amplio respaldo, salvo en algunos artículos, en particular el referido a la posibilidad de lucrar con los recursos públicos en dichos establecimientos.



En todo caso, lo que hay hoy son aportes basales que se les entregan a los jardines infantiles. No existe el mismo sistema que conocemos en la educación general. En la educación parvularia la mayor provisión la hacen la JUNJI, Integra u otro tipo de instituciones que reciben el traspaso de fondos por parte de las primeras.



Así que este es un proyecto muy relevante, que ojalá cuente con el apoyo unánime de la Sala. Se trata de una de las iniciativas que forman parte de la reforma educacional. Quizás la más significativa. Y ha pasado de manera bastante silenciosa por nuestro Hemiciclo.



Pero espero que veamos los resultados a muy corto andar.



Eso es cuanto quería mencionar, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tengo a diversos Senadores inscritos, a quienes, por cierto, les daré la palabra.



Pero nos hallamos en la discusión particular. Y lo que debiéramos hacer en primer lugar es aprobar todos aquellos artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Habría que partir por ahí, sin perjuicio de que después, en los que sí hubo enmiendas (en particular, de la Comisión de Hacienda, que introdujo modificaciones al texto despachado por la de Educación), Sus Señorías claramente podrán intervenir.



Entonces, procederíamos en tal sentido.

La señora VON BAER.- ¿Me permite, señora Presidenta?
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.
La señora VON BAER.- Señora Presidenta, si abre la votación se nos reduce el tiempo de 10 minutos para intervenir.
El señor LETELIER.- ¡Es discusión particular! 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se trata de la discusión particular, señora Senadora. Pero, evidentemente, la idea es darles la palabra cuando sea atingente intervenir. Para ello Sus Señorías disponen de cinco minutos.
La señora VON BAER.- De acuerdo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Tal como se señaló en la relación, los artículos 1°, 4°, 5°, 8° y 10 permanentes y los artículos transitorios no modificados por la Comisión de Hacienda en cuanto al 1° permanente y en los artículos transitorios, se tienen que dar por aprobados.



Ninguno de esos artículos requiere quórum especial. De consiguiente, no necesitan expresamente una votación, sino solo deben darse por aprobados.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entonces, daremos por aprobados los artículos mencionados por el señor Secretario, que no fueron objeto de ninguna modificación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En segundo lugar, tal como se señaló en la relación, la Comisión de Educación realizó una serie de enmiendas, las cuales fueron aprobadas en forma unánime. A su vez, la Comisión de Hacienda efectuó una enmienda al artículo primero transitorio, que también se aprobó unánimemente y que no había sido modificado en la Comisión de Educación.



Las enmiendas unánimes deben votarse sin debate (después se entrará al debate de las aprobadas por mayoría), salvo que se pida votación separada respecto de alguna de ellas.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entonces, como explicó el señor Secretario, se votarán sin debate las enmiendas unánimes, salvo que algún señor Senador pida votación separada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La situación es la siguiente: todas las enmiendas que hizo la Comisión de Educación y que la de Hacienda no controvirtió se aprobaron por unanimidad. Y la enmienda de la Comisión de Hacienda recaída en el artículo primero transitorio, que no fue modificado previamente por la de Educación, también se aprobó en forma unánime. Se incluye el artículo 3°, norma orgánica constitucional que viene con enmiendas aprobadas unánimemente por la Comisión de Educación.


Si Sus Señorías lo desean, puede realizarse una sola votación, dejando constancia del quórum de la norma de rango orgánico constitucional.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Creo que eso es lo más correcto.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.


--Se aprueban las modificaciones unánimes efectuadas por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología; la enmienda aprobada por la Comisión de Hacienda al artículo primero transitorio, norma que no fue modificada previamente por la Comisión de Educación, y las modificaciones recaídas en el artículo 3° del proyecto (30 votos a favor), dejándose constancia de que respecto del último precepto se cumplió con el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En primer lugar, les ruego a Sus Señorías dirigirse a la página 1 del boletín comparado.



La Comisión de Educación propone sustituir la expresión “el desarrollo integral” por “la formación integral”.



Por su parte, la Comisión de Hacienda hizo lo inverso, vale decir, sustituyó la expresión “la formación integral” aprobada por la Comisión de Educación por “el desarrollo integral”. En el fondo, vuelve al texto que despachó en general el Senado.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, primero quiero consultar el sentido de la modificación introducida por la Comisión de Hacienda. Porque más allá de su mérito, hasta donde yo entiendo, a ella le corresponde velar por los aspectos financieros de los proyectos.



Si se trata de “la formación integral” o “el desarrollo integral”, también hasta mi limitado conocimiento, ello no forma parte de los aspectos financieros de esta iniciativa.



Me parece impropio que la referida Comisión se extralimite en el ejercicio de sus funciones.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Debo reconocer que tuve la misma observación. Le consulté al señor Secretario por cuanto me llamó la atención este asunto.

El señor MONTES.- Es indicación del Gobierno.

La señora ALLENDE (Presidenta).- No sé si algún miembro de la Comisión de Hacienda desee aclarar este punto.



Nadie puede reprimir a dicha Comisión. Pero llama la atención esta modificación. Porque no se trata de una materia que diga relación con plantas u otros aspectos en que obviamente sí debe intervenir.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, tal como acaba de señalar el colega Montes (están presentes también los Senadores Zaldívar y Coloma), se trata de una indicación que presentó el Ejecutivo a la Comisión de Hacienda. No es invento nuestro.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Aprobémosla, entonces!

El señor GARCÍA.- A mayor abundamiento, el Ejecutivo manifestó -ello se puede comprobar- que el proyecto aprobado en general por el Senado hablaba de “desarrollo integral de niños y niñas”, y que por alguna razón, que no se logró explicar bien, en la Comisión de Educación en lugar de referirse a “el desarrollo integral” se estableció “la formación integral”.



En tal sentido, estimó…

El señor ESPINA.- Por su preocupación respecto del desarrollo.

El señor GARCÍA.-… que la expresión correcta debía ser “el desarrollo integral”.



Por esa razón aprobamos la indicación del Gobierno.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ahora está más claro.



Sin embargo, el Secretario de la Comisión de Educación me acaba de señalar que se trata en verdad de un problema casi estrictamente de redacción, para que no quedara dos veces la palabra “desarrollo” en el texto de la norma aprobada. Por eso se sustituyó por el término “formación”.



Creo que no debiéramos debatir excesivamente este punto.

El señor LETELIER.- En nada cambia.

El señor COLOMA.- Tiene toda la razón.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Así que si les parece a Sus Señorías, aprobaremos…

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- ¿Me permite?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Señora Presidenta, es efectivo lo que usted señaló.



En la Comisión de Educación, en vista de que en el texto del artículo 1° aparecía dos veces la palabra “desarrollo”, se cambió donde se repetía por el término “formación”.



En la Comisión de Hacienda hubo quienes opinaron que la palabra “formación” era un poco más restrictiva que “desarrollo”.



La verdad de las cosas es que podemos vivir con cualquiera de las dos expresiones.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Parece casi absurdo ponerlo en votación.

El señor WALKER (don Ignacio).- “Si le parece”.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, la explicación de que es una indicación del Ejecutivo, tratándose del Ministro de Educación, quien fue Ministro de Hacienda, agrava la falta.



Porque el Ministro de Hacienda cree que esas materias se resuelven en la Comisión de Hacienda. Y nosotros pensamos que los asuntos vinculados con educación se resuelven en la Comisión de Educación.

El señor LETELIER.- ¿Y en la de Constitución?

El señor LARRAÍN.- Los temas constitucionales, señor Senador.



Pero, adicionalmente, si se deja la expresión “el desarrollo integral”, la frase queda mal redactada. Porque, como bien lo señaló la señora Presidenta, el texto dispone “que será el órgano de colaboración directa del Ministro de Educación en la promoción, desarrollo y coordinación de la educación parvularia de calidad para el desarrollo integral de niños y niñas”, etcétera.



Además, la proposición de la Comisión de Hacienda presenta problemas de redacción.



Yo pido que votemos conforme a lo planteado por la Comisión de Educación, que es lo que corresponde.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Les parece a Sus Señorías aprobar la proposición de la Comisión de Educación?

El señor WALKER (don Ignacio).- Sí.



--Por unanimidad, se aprueba la modificación propuesta por la Comisión de Educación al artículo 1° del proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, yo estoy de acuerdo con lo resuelto.



Lo único que quería preguntarle al Ministro, a pesar de que esté aprobado, es por qué en el artículo primero transitorio se señala: “podrá ser provisto, transitoria y provisionalmente” para el nombramiento del Intendente de Educación Parvularia.



Porque cuando se publican las leyes, algo ha de relacionarse con nosotros.



Entonces, no sé si tiene algún sentido legal que se exijan ambos términos, o si cualquiera de ellos puede ser aceptable (provisionalmente o transitoriamente). Pero no los dos.



Excúseme, señora Presidenta, pero me llamó la atención el punto ahora.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Es cierto que incluso tenemos aprobado lo que señaló el señor Senador.



No sé si el señor Ministro quiere hacer algún comentario sobre el particular.

El señor COLOMA.- ¡No se dio cuenta…!

La señora ALLENDE (Presidenta).- La norma se aprobó porque no tuvo modificaciones.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Señora Presidenta, dado que he sido aludido, debo decirles a Sus Señorías que el mundo de la educación inicial es particularmente sensible con los conceptos. Y de allí que se prefirió -sin ánimo de ofender a nadie- repetir la palabra “desarrollo”, porque se podía considerar un tanto restrictivo el término “formación”.



Yo creo que lo que abunda no daña.



Pero ustedes son soberanos, y nosotros podemos vivir con cualquiera de las dos expresiones.



En el caso que indica el Senador Zaldívar, entiendo que ello procede justamente de la característica que tienen los directivos de Alta Dirección Pública, quienes cuando no han sido nombrados son provisorios y transitorios. De allí viene la nomenclatura.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Es redundante!

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Redundancia que es muy habitual, señor Senador. Porque, según la propia ley, quienes no han sido nombrados en propiedad se llaman “directores provisorios y transitorios”.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En todo caso, ello ya fue aprobado. Así que la observación del Senador señor Zaldívar es tardía.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, les ruego dirigirse a la página 10 del boletín comparado.



Allí hay una diferencia entre lo aprobado por ambas Comisiones.



Porque la Comisión de Educación solo efectuó una modificación de carácter formal (aparece en la tercera columna), para agregar en el encabezamiento del artículo 7° a continuación del vocablo “Sistema” la voz “Nacional”. Pero la de Hacienda, vía indicación del Ejecutivo (se consigna en la cuarta columna), remplazó el artículo 7° por el siguiente:



“Artículo 7°.- Agréganse, en el artículo 99 de la ley N° 20.529, que crea un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:



“La organización interna de la Superintendencia considerará una Intendencia de Educación Parvularia, cuya función será fijar los criterios técnicos que permitan orientar el ejercicio de las atribuciones de aquella respecto de establecimientos educacionales que impartan educación parvularia y que cuenten con reconocimiento oficial del Estado o la autorización, en su caso.



“Sin perjuicio de las atribuciones de la Superintendencia, señaladas en el artículo 49 de esta ley, corresponderá especialmente a la Intendencia:



“1) Fijar los criterios técnicos que orienten la función fiscalizadora de la Superintendencia respecto de los establecimientos que imparten educación parvularia.



“2) Proponer al Superintendente la interpretación administrativa de la normativa educacional aplicable a los establecimientos que imparten educación parvularia.



“3) Proponer al Superintendente instrucciones de general aplicación al sector sujeto a su competencia.



“4) Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema de educación parvularia. 



“5) Las demás que le encomienden las leyes o reglamentos.



“La Intendencia estará a cargo de un Intendente de Educación Parvularia, directivo afecto al segundo nivel jerárquico de la Superintendencia, para los efectos del artículo trigésimo séptimo de la ley N° 19.882”. 



Esa modificación completa fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Hacienda. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión la enmienda.



Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer. 

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, entiendo que esta es una de las indicaciones del Ejecutivo que -al respecto, coincido con el Senador Larraín- debiéramos haber visto en la Comisión de Educación. Pero, ya que las analizó la Comisión de Hacienda, sería bueno que el Ministro y los integrantes de este último órgano técnico nos explicaran por qué se introducen las enmiendas pertinentes.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Está inscrito el Senador señor Coloma, quien nos puede iluminar.

El señor COLOMA.- No quiero iluminar a nadie, señora Presidenta. Solo voy a hacer dos comentarios. 



Primero, a mi estimado amigo el Senador Larraín, quien subrepticiamente menospreció a la Comisión de Hacienda, quiero decirle que cuando estábamos discutiendo este proyecto se pidió unanimidad para presentar indicaciones en el referido órgano técnico. De haberse reprobado ese acto y creído necesaria la participación de Educación, bastaba la oposición de un Senador. Pero nadie se opuso. Y el consenso se dio porque la Sala estimó que la Comisión de Hacienda podía hacerse cargo, entre otras, de la indicación del Ejecutivo a que nos estamos refiriendo.



Dicho sea de paso, ese tipo de situaciones se da mucho más en la Comisión de Constitución que en la de Hacienda.



Señora Presidenta, el objetivo básico que se persigue es dejar en claro cuáles son las funciones del intendente, las que no estaban descritas en el texto original.



En la Comisión de Hacienda hubo dos posiciones: una, votar en contra, por no ser teóricamente un asunto de competencia de este órgano, según los rigurosos conceptos planteados aquí; y la otra, tratar de resolver los problemas en beneficio de nuestro país.



Ahora, la idea es precisamente dar un sentido en cuanto a qué es la organización interna y qué es la Intendencia de Educación Parvularia, lo que nos pareció necesario, razonable, y que el mismo Ejecutivo estaba planteando. 



Así que la norma se explica en la organización interna de la Intendencia, la cual tiene que ver con la Superintendencia.



Creo que la Comisión de Hacienda cumplió con un deber irrenunciable.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra al señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Señora Presidenta, en efecto, los Senadores de la Comisión de Hacienda plantearon que la función del Intendente era poco clara y pidieron que se especificara.



Como tal materia es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, este presentó la indicación, recogiendo una sugerencia de Sus Señorías que nos pareció apropiada.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Nos queda claro, entonces, que el Gobierno formuló la indicación porque se abordaba una materia de su iniciativa exclusiva.



Si a Sus Señoría les parece razonable que queden explicitadas las funciones, podemos dar por aprobada la norma sustitutiva que sugirió la Comisión de Hacienda.



¿Le parece a la Sala?



--Se aprueba el artículo 7° de remplazo propuesto por la Comisión de Hacienda.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Les ruego a los señores Senadores dirigirse a la página 28 del comparado, a partir de la cual figuran diversas sugerencias de la Comisión de Hacienda recaídas en el artículo segundo transitorio, que comienza en la página 27.



En primer lugar, con respecto al texto aprobado en general, que aparece en la segunda columna del comparado, la Comisión de Hacienda, por dos votos a favor (Senadores señores Lagos y Montes) y una abstención (Senador señor García), propone eliminar, en el número 3) del artículo segundo transitorio, la frase “y desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación”, referida a las plantas de personal y a los encasillamientos dentro de los organismos que se crean mediante el proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señora Presidenta, esta eliminación, según el señor Ministro, se justifica por cuanto la iniciativa original contemplaba el traslado de personal de planta de la JUNJI a la Superintendencia. Pero luego, durante el debate habido en la Comisión de Hacienda, se dieron cuenta de que todas las personas involucradas eran profesores, docentes, y de que en la Superintendencia se necesitaban fiscalizadores. 



Por esa razón se presentó la indicación pertinente: para mantener a los docentes en la JUNJI y permitirle a la Superintendencia contratar personas con condiciones para fiscalizar. 



Esa fue la explicación que dio el señor Ministro de Educación hace algunos minutos. 



He dicho. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión la propuestas de la Comisión de Hacienda explicitada por el señor Secretario.



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer. 

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, esto me llama muchísimo la atención, tanto más cuanto que una de las razones de este proyecto de ley es cambiar parte del trabajo que realiza hoy la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Porque la JUNJI actualmente fiscaliza, y la idea -por eso se juntaron los dos proyectos de ley: este y el que vamos a ver en seguida- es que dicha función se radique en la Superintendencia. 



En último término, se procura ordenar nuestro sistema de educación preescolar, para que el Ministro y la Subsecretaría hagan los lineamientos de la política pública en educación preescolar; la JUNJI otorgue de parte del Estado el servicio de educación prescolar, y, separadamente, la Superintendencia fiscalice tanto a la JUNJI cuanto a los jardines infantiles privados, y también a los de Integra.



Por lo tanto, es natural que, si se separan tales funciones, durante la transición -por eso la existencia del artículo segundo transitorio-realicen la de fiscalización los funcionarios de la JUNJI que tienen experiencia en la materia por haber realizado labores de tal índole en los últimos años.



No se trata, señora Presidenta, de las funcionarias de la JUNJI que realizan el trabajo en aula, sino de quienes efectúan hoy la fiscalización de todo el sistema de educación parvularia.



La idea de este proyecto de ley -también la del otro; y por eso se trataron en forma conjunta- es que la JUNJI no sea juez y parte; es decir, que no sea un ente público que por un lado entrega el servicio de educación preescolar y por otro fiscaliza a los establecimientos.



Por consiguiente, lo lógico es que parte de los funcionarios de la JUNJI que hoy realizan labores de fiscalización -y las realizan; de hecho, lo conversamos largamente en la Comisión- sean traspasados a la Superintendencia, para que a través de la Intendencia se especialicen en fiscalizar a todos los jardines infantiles, incluidos los de la JUNJI.



Acá -insisto- no estamos hablando de educadores que cumplen su labor en aula, sino de los funcionarios que actualmente realizan la fiscalización. La idea es que desde ahora -y ese es el enredo institucional existente y que vamos a buscar resolver con este proyecto de ley- la JUNJI no efectúe labores de fiscalización, sino que concentre su accionar en la entrega del servicio de educación preescolar. 



No se comprende, pues, el cambio registrado en la materia.



Había también una preocupación en los funcionarios de la JUNJI, quienes estaban de acuerdo en que se produjera el traslado de aquellos que llevan a cabo las labores de fiscalización, las que ya no serán acometidas por dicho ente.



Señora Presidenta, no se comprende qué se quiere hacer con la indicación formulada en la Comisión de Hacienda. 



He dicho. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García. 

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, todo indica que, finalmente, trabajamos con información distinta. Porque los funcionarios de la JUNJI estuvieron en la Comisión de Hacienda y señalaron entre sus inquietudes el hecho de que un grupo de ellos -entiendo que algo más de 70- deberían dejar la institución. Les preocupaba mucho que tuvieran que terminar con la función de supervigilancia.



Finalmente, se optó por mantener esa función en la JUNJI, pues se entiende que es distinta de la de fiscalización. Se trata más bien de una supervigilancia pedagógica -no de fiscalización-, que comprende todos los otros aspectos del funcionamiento de un jardín infantil.



Por eso se acordó eliminar la frase, lo que en el fondo implica mantener en la JUNJI a esos 70 y tantos funcionarios -es factible que me equivoque, pero recuerdo que la cantidad giraba en torno a la mencionada- para que lleven adelante la labor de supervigilancia.



Ello, además, es coherente con un artículo transitorio -espero encontrarlo- que señala que la JUNJI mantendrá la función de supervigilancia hasta que entre en funcionamiento la Intendencia de Educación Parvularia.



Quiero insistir, señora Presidenta, en que se trata de funciones distintas. Porque, básicamente, la idea es asimilar la labor de supervigilancia de la Junta Nacional de Jardines Infantiles sobre los establecimientos a lo que hacen hoy las direcciones provinciales de educación respecto de la enseñanza básica.



Esa es la razón por la que se elimina la frase “y desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación”. 



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Señora Presidenta, lamento el equívoco que se ha producido, porque tanto la Senadora Von Baer cuanto el Senador García tienen razón. 



Lo que ocurre es más o menos lo siguiente.



En la superposición de roles que tenía la JUNJI, un conjunto de educadoras de párvulos, inicialmente de aula y con conocimientos pedagógicos, comenzaron a tomar crecientemente labores de supervisión. Porque dicha Junta determinaba políticas, supervisaba contenidos pedagógicos y, a la vez, fiscalizaba.



Con la ley en proyecto, el aseguramiento de la calidad -como dijo el Senador Rossi- está en la Agencia de Calidad; la fiscalización de las condiciones tanto para el reconocimiento oficial como para la autorización de funcionamiento se halla en la Intendencia, y la supervisión, que es una labor pedagógica, continúa en la JUNJI.



De suerte que las 77 funcionarias de la JUNJI que inicialmente pensamos que podían pasar a la labor de fiscalización eran en efecto personas que desarrollaban labores de supervisión, que no tenían necesariamente vocación ni especialización como fiscalizadores, sino que eran educadoras de párvulos. 



Por eso -desgraciadamente, no se conoció en la Comisión de Educación la opinión de la Asociación de Funcionarios de la JUNJI-, el Gobierno, en la Comisión de Hacienda, decidió no reducir la planta de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, para que las referidas 77 funcionarias continuaran en las tareas de supervisión. Tanto en la labor de fiscalización, que es del todo distinta, iba a residir por completo en la Intendencia y en la Superintendencia de Educación, con nuevos funcionarios.



Obviamente, Senadora señora Von Baer, esto se refiere a funciones y no a personas.



Si hay funcionarias que estuvieron haciendo labor de supervisión en la JUNJI y desean traspasarse a fiscalizadoras a la Superintendencia, pueden hacerlo. Pero la planta de la Junta Nacional de Jardines Infantiles no se ve afectada y la labor de supervisión se continúa haciendo en esta institución.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, aquí tenemos un aspecto que considero importante aclarar, por el proyecto en sí, más allá de si las personas son o no traspasadas.



Desde el punto de vista institucional, la Subsecretaría de Educación Parvularia tiene que dar los lineamientos, tal como lo hace la Subsecretaría de Educación Escolar en su ámbito. En tal sentido, aquella no debe fiscalizar, sino supervigilar.



Ahora, no estamos pensando que la JUNJI es un órgano que está por encima de los otros jardines infantiles. La idea de toda esta discusión gira en torno a que la JUNJI es prestadora de un servicio público. 



Es como si pensáramos -por poner un ejemplo; no sé si se trata del mejor, pero es el primero que se me viene a la mente- que los municipios entregan hoy el servicio de educación escolar. En este caso es la JUNJI, y en el otro, el municipio; y este tendría una labor de supervigilancia sobre los demás.



Eso no corresponde. Quien tiene que hacer la referida labor -y por algo se está creando el ente respectivo- es la Subsecretaría. Y la JUNJI entrega el servicio estatal.



De hecho, debiéramos tener a la JUNJI e Integra juntas. Esa es otra discusión. Pero también es parte del debate.



Por eso me llevan un poco a equívoco las palabras del Ministro y las del Senador García, pues lo conversamos en forma distinta en la Comisión.



Con el proyecto que viene en la segunda parte de la discusión esta tarde, la idea es que, institucionalmente, la JUNJI no tenga un rol de supervigilancia sobre los demás jardines infantiles como sucede hasta el día de hoy, sino que sea un prestador de servicios supervigilado por la Superintendencia, al igual que todos los jardines infantiles privados y que Integra, que es en parte estatal, y que la Intendencia ejerza supervigilancia desde el punto de vista de la fiscalización.



Por consiguiente, la JUNJI debe ser supervigilada tanto por la Subsecretaría cuanto por la Superintendencia.



En tal sentido, la mencionada Junta no puede seguir cumpliendo la labor de supervigilancia que tiene hoy. De otra manera, quedaríamos con un enredo institucional, que es lo que buscamos despejar en la Comisión de Educación, más allá del traspaso de las personas.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Ministro de Educación. 

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Señora Presidenta, vuelvo a insistir en que, desgraciadamente, la similitud de las palabras nos puede llevar a equívocos.



La supervisión y la fiscalización son actividades completamente distintas.



Por ejemplo, si Sus Señorías observan cómo se organiza la Sociedad de Instrucción Primaria o de qué manera se organizan las direcciones provinciales de educación, percibirán que hay supervisores. Los supervisores son pedagógicos; sirven para los trabajos en red de distintos proveedores: miran cómo se están haciendo las clases, en fin. Son la parte pedagógica; típicamente, proveedores de servicios. Y pueden verlo en el funcionamiento de la Sociedad de Instrucción Primaria; también, en el de las direcciones provinciales de educación. Hay personal más sénior que supervisa las prácticas pedagógicas.



Lo que estaba ocurriendo en el hecho era que las personas que supervisaban las prácticas pedagógicas se habían asimilado a algo así como fiscalizadores. Pero no estaban haciendo esa labor. 



En el proyecto de ley se suben los requisitos de funcionamiento tanto para la autorización de funcionamiento cuanto para el reconocimiento oficial. Y lo que hace la Superintendencia es fiscalizar estándares de seguridad de los niños y un conjunto de otras cuestiones. 



Por ejemplo, en la educación media la Superintendencia fiscaliza el cumplimiento de la norma, etcétera, y en las direcciones provinciales los supervisores supervisan pedagógicamente.



Esto debimos conversarlo en la Comisión de Educación, señora Presidenta. Empero, no se hizo, y se produjo un equívoco, que -insisto- arranca del hecho de que nosotros supusimos que los 77 funcionarios en comento fiscalizaban en la JUNJI. El equívoco parte de allí, ya que no fiscalizan, sino que supervisan. Y la supervisión, sea por estas o por otras personas, se requiere dentro de la JUNJI. La fiscalización es algo distinto.



Entonces, tratándose del proyecto de ley, lo que hace la Subsecretaría, es fijar políticas, estándares, objetivos. Lo que hace la Agencia de Calidad es medir si los estándares y políticas están llegando o no a puerto. Lo que hace la Intendencia es fiscalizar la legalidad y el cumplimiento. Y lo que hace el proveedor es ejecutar. Este último, en el caso de cada jardín infantil, trabaja en red, no como compartimento estanco, y, para ello, se requiere personal supervisor de las prácticas pedagógicas.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, efectivamente, en la Comisión de Hacienda no mantuvimos la discusión planteada ahora entre la Senadora señora Von Baer y el señor Ministro.



Nosotros tuvimos en vista lo expresado por el Honorable señor García. Escuchamos a la organización de funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles manifestar su creencia de que sacar de la entidad a setenta personas que efectúan una doble labor: la docente y la de supervigilancia, y pasarlas a la Superintendencia daría lugar a una debilidad en el caso de una iniciativa que pretende generar una mayor fortaleza en ese primer organismo para el cumplimiento de su cometido.



Sobre la base de esa información y de común acuerdo con el Ministerio, decidimos la modificación propuesta, porque estimamos que serían la Intendencia o la Superintendencia las que tendrían que reforzar su dotación con personal técnico profesional destinado precisamente a llevar a cabo la fiscalización.



No quiero echarle más pelos a la sopa, pero al primer inciso del artículo 1° de la ley que rige la Junta Nacional de Jardines Infantiles se le cambia la redacción en la parte relativa a que esta “tendrá a su cargo crear y planificar, coordinar, promover, estimular y supervigilar la organización y funcionamiento de jardines infantiles”. Eso es lo que se entendía en el sentido de que era posible fiscalizar no solo a los establecimientos de la JUNJI. Entonces, ¿qué es lo que sucede? Se eliminó la palabra “supervigilar” y se dejaron los vocablos “promover y estimular”. O sea, se hizo una precisión.



Cuando el señor Ministro hace referencia a la supervigilancia, entiendo que más que nada se refiere a lo otro, a lo que nos señalaban los funcionarios, que dice relación con el aspecto pedagógico.



Entonces, se está confundiendo. Y me parece que es un error, a lo mejor, en la forma como se ha discutido el proyecto.



Pero ¿por qué la Comisión de Hacienda acogió la idea que nos ocupa? Porque estimamos inconveniente sacar a setenta funcionarios especializados precisamente en la parte docente, la promoción y la visualización de cómo se manejan los jardines infantiles, en general, y pasarlos a la Intendencia o la Superintendencia.



Si se quiere fortalecer la fiscalización y regularla, o emplear el término “supervigilancia”, se tiene que contratar personal diferente.



Ese fue el motivo por el cual la Comisión se inclinó por no hacer el traspaso de esas personas, pero no discutió lo que estamos tratando ahora, en cuanto al alcance de la palabra “supervigilar” o de fiscalizar. Ese es un punto que tal vez no quedó bien preciso. Mas he escuchado la explicación del señor Ministro y creo que es un asunto diferente del que estamos abordando: si somos partidarios o no de sacar a setenta funcionarios que se hallan en la parte docente y de programación de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y pasarlos a la Intendencia. Con eso estaríamos debilitando la estructura de los establecimientos.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tengo inscritos a los Senadores señores Montes e Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Quiero hacer una pregunta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿No tiene inconveniente en que sea formulada, Honorable señor Montes?

El señor MONTES.- No, siempre que Su Señoría no se la responda él mismo...

El señor WALKER (don Ignacio).- Es una consulta al señor Ministro de Educación, para comprender bien el asunto.



Juzgo que todos estamos de acuerdo -pido que se me corrija si estoy equivocado- en dos cosas. Una de ellas es que la fiscalización difiere de la supervisión o la supervigilancia. Creo que todos entendemos eso. La otra es que la JUNJI -y esto es de la esencia del proyecto- deja de fiscalizar. Es algo muy importante.



La pregunta, entonces, en relación con la frase que propone eliminar la Comisión de Hacienda, es si no media ningún traspaso de funcionarios de planta o a contrata -¡ninguno!- desde la JUNJI a la Superintendencia.



Porque si no hay ni uno solo de ellos en esa situación, la eliminación se justifica. Pero si algunos a lo mejor se encuentran en ese caso, por cualquier concepto, la cuestión resulta más compleja.

El señor LARRAÍN.- ¡La interrogante fue harto larga...!

El señor ALLAMAND.- ¡La pregunta no es esa…!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Senador señor Montes.



El señor Ministro podrá aclarar después.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, parto por valorar, como muchos, la importancia de la creación de una Subsecretaría de Educación Parvularia. Pienso que ello lleva a otra etapa en el desarrollo y las posibilidades del sector. Se requiere una institucionalidad que coordine, que elabore nuevos programas, que genere intercambio, en fin. Considero que será un organismo muy necesario. Es parte, en definitiva, de un plan de progreso de la educación pública y del proceso educativo, en general.



En relación con ello, quiero especialmente llamar la atención sobre el vínculo entre los niveles parvulario y escolar. Porque una de las principales debilidades del primero es que el nexo no existe, y, por lo tanto, los niños pasan a una etapa que es otro mundo, con otras condiciones. Ahí se requiere una transición mucho mejor pensada.



Respecto a lo que se encuentra en debate, solo quiero hacer referencia a la situación en la educación escolar. En esta última sucede lo mismo: hay una Superintendencia, que se llevó a los fiscalizadores, y un programa del Ministerio que se denomina “supervisión”. ¿Qué se entiende por tal función, en este caso? Fundamentalmente, apoyo. De hecho, en la discusión presupuestaria se puso “apoyo y supervisión”, porque ese es el rol.



Entonces, ¿qué tienen que hacer estos funcionarios? Ir a los jardines y apoyarlos para que cuenten con mejores programas educativos, para que se genere intercambio, así como respaldar la función docente y a los técnicos. O sea, son muy necesarios.



Otra cosa es que dentro de la JUNJI ha habido algunos personajes que han sido básicamente fiscalizadores. A mí me tocó conocer a los arquitectos, que resultaban bastante difíciles y no dejaban pasar ni un jardín infantil. Algunos de ellos eran muy odiosos para filtrar y todo lo demás. No sé si se van a traspasar o no. En el proyecto no está concebido que lo hagan. Imagino que se van a reciclar en función, también, de todas las obras que está llevando a cabo la JUNJI, que creó un Departamento de Infraestructura producto de la expansión de los jardines infantiles.



Es bueno que existan las dos cosas. Resultan positivos tanto el apoyo como la supervisión de la entidad a sus propios establecimientos, incluidos aquellos vía transferencia de fondos (VTF), porque conviene no olvidar que son supervisados y apoyados por la propia entidad.



La fiscalización de la Intendencia es algo distinto, y el rol de la Subsecretaría es más bien el de generar espacios de coordinación, de elaboración de planes y programas, en fin.



A mi juicio, el sistema se encuentra bien planteado, en definitiva.



Imagino que hasta ha mediado una cuestión gremial en el sentido de que “no se lleven a todas estas personas para allá”. Porque siempre que se crean estos organismos se redefinen algunos funcionarios.



Finalmente se llegó a este acuerdo, y me parece que es preciso apoyarlo, porque es lo que los propios funcionarios han considerado más adecuado.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand, miembro de la Comisión de Educación.

El señor ALLAMAND.- Señora Presidenta, estimo muy relevante la conversación que sostenemos, porque de alguna manera apunta al corazón del proyecto, y es muy importante que a través del señor Ministro podamos despejar la situación que ha surgido.



Es necesario separar absolutamente lo relativo a los actuales funcionarios. Como aquí se ha señalado, no es cuestión de qué va a ocurrir o no con estas cincuenta o setenta personas, no obstante lo significativa que resulta. El aspecto que se podría llamar “del destino” o de los derechos del personal cabe dejarlo aparte de la discusión de fondo,



En toda la inteligencia de la iniciativa, la lógica era que, de todas las tareas de la JUNJI -digamos que han estado mezcladas: prestación del servicio, fiscalización, supervisión pedagógica-, las de fiscalización van a la Intendencia y las de supervisión pedagógica, como lo han explicado el Senador señor Montes y otros, a la Subsecretaría. Tengo la impresión de que eso fue lo que entendimos durante toda la tramitación en la Comisión de Educación.



Entonces, si ahora de alguna manera se dice: “No, en la JUNJI subsisten las tareas de supervisión pedagógica”, uno inmediatamente puede suponer un eventual conflicto de competencias evidente entre lo que tienen que hacer dicho organismo y la Subsecretaría de Educación.



Porque, ¿cuál fue el concepto esencial o la inspiración del proyecto? La de ordenar la JUNJI y concentrarla en la prestación, y pasar la fiscalización a la Intendencia y la supervisión pedagógica a la Subsecretaría. Eso fue lo que siempre se entendió y expresó.



No estoy diciendo que esté bien o esté mal la idea de que en la entidad subsistan las tareas de supervisión pedagógica, sino que ello fue exactamente lo que no se planteó en la Comisión de Educación. La lógica del órgano técnico -repito- fue clarísima: ordenemos y terminemos con la mezcla, y la fiscalización le corresponde a la Intendencia, y la supervisión, a la Subsecretaría de Educación. Mas ahora aparece, a partir del aspecto funcionario, como una nueva competencia. Y, al revisar el texto, no la encuentro en la nueva definición de la JUNJI.



El punto no dice relación, por lo tanto, con los setenta funcionarios, quienes pueden pedir, sin duda, que se les respeten sus derechos y no se les someta a una situación de incertidumbre. El problema radica en qué competencia de supervisión pedagógica le dejamos a la entidad y respecto de quién.



Por mi parte, no creo que el criterio de la iniciativa haya sido el de que la subsistencia general de la supervisión, como lo expresó el Senador señor Montes, haya quedado en la JUNJI. Mi impresión fue siempre que se radicaba en la Subsecretaría de Educación Parvularia.



Quizás por lo mismo es buena la aclaración. No enfrentamos un conflicto ni una controversia: simplemente media una cuestión importante de definición institucional.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Honorable señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, escuché atentamente al señor Ministro y quisiera decirle que sí somos capaces de comprender la diferencia entre fiscalización y supervisión. Lo que sucede es que no soy capaz de advertir con claridad por qué sostenemos el presente debate en el momento de aprobar el proyecto. En verdad, pareciera constituir una discusión propia de una Comisión, desde donde este tipo de aspectos debieran llegar claros a la Sala, sin plantearse a esta hora las interrogantes en examen.



La Senadora que habla tuvo la posibilidad de ser sostenedora de colegios a través de la municipalidad de Concepción. Efectivamente, las instituciones pueden supervisarse solas, pero no es lo que vale. La que garantiza la calidad de la educación, que es lo que se supone que estamos tratando de resguardar, es la supervisión externa. En el caso del municipio, que es un prestador de servicios, ella es verificada por las direcciones provinciales y el Ministerio de Educación. Y la fiscalización también se entrega a un órgano externo. Porque las mismas instituciones, cuando se supervisan o se fiscalizan a sí mismas, intentan justificar las ineficiencias que eventualmente puedan encontrarse.



Llevamos dos aprobaciones de indicaciones y en ambas se ha registrado discusión por mediar errores o malas interpretaciones o diferencias de opinión. De verdad es algo que me llama la atención.



Veo en las tribunas a los representantes del Colegio de Profesores. Imagino que esperan el tratamiento de la iniciativa atinente al paso a la planta de los docentes a contrata. Si seguimos a este ritmo, no vamos a llegar a ninguna parte.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas)
La señora ALLENDE (Presidenta).- Sé que el público en las tribunas ha tenido paciencia. Espero el acuerdo de la Sala con relación al asunto que nos ocupa, para abocarnos en seguida al proyecto de los profesores y los que se encuentran a continuación. Ruego, sí, abstenerse de hacer manifestaciones, lo que se encuentra estrictamente prohibido.



Le daré la palabra al señor Ministro…

La señora VON BAER.- Deseo exponer una cuestión de Reglamento, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Pero el titular de la Cartera tiene derecho a hablar, por supuesto.

La señora VON BAER.- Es algo previo.

El señor QUINTANA.- Soy miembro de la Comisión de Educación y no he intervenido.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Así es. Ha sido el único, Su Señoría. Le daré la palabra después de la intervención del señor Ministro.

El señor LETELIER.- De acuerdo con el Reglamento, pido la clausura del debate, señora Presidenta. Tiene que hacer uso de la palabra un Senador más después del señor Ministro para que se vote o se proceda a disponer dicha medida.

El señor ORPIS.- No. ¿Por qué?

El señor LARRAÍN.- Se puede intervenir antes.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Seré muy breve, señora Presidenta.



Tal como lo expresó el Honorable señor Zaldívar, estamos haciendo referencia a setenta y siete funcionarios. La JUNJI nos hizo ver que cumplen labores de supervisión pedagógica y, contrariamente a lo que inicialmente habíamos pensado, no son fiscalizadores.



Siguiendo lo que decía la Senadora señora Van Rysselberghe -de ninguna de mis palabras puede deducirse que he dudado de la capacidad para distinguir las dos funciones que mencionó-, hago presente que, muchas veces, una corporación municipal, por ejemplo, cuenta con supervisores dentro de las escuelas en red, pero, además, están los del Ministerio, los de las direcciones provinciales, sin perjuicio de la fiscalización de la Superintendencia.



Por lo tanto, se trata de algo habitual en el trabajo en red. Nos estamos refiriendo a setenta y siete funcionarios para una labor de ese tipo, la cual no es la que le compete a la Subsecretaría, que dice relación con algo mucho más masivo y con el conjunto de los prestadores. Creo que realmente no es una discusión de una dimensión tan grande.

La señora ALLENDE (Presidenta).- La Honorable señora Von Baer quería exponer una cuestión de Reglamento.



Puede intervenir.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, quizás todo se habría solucionado si se hubiera respondido la pregunta que hicimos desde el principio: si la supervisión pedagógica es solo respecto de la JUNJI o del sistema completo. Porque esa es una diferenciación superimportante en el proyecto. De ese modo, nos habríamos ahorrado todo el debate.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Dice relación solo con los establecimientos en red.

La señora VON BAER.- El trabajo de esa índole no se entiende solo respecto de la JUNJI.



Es sumamente relevante que en la historia de la ley quede claro que la supervisión pedagógica está alojada en el Ministerio de Educación, tal como en la educación escolar. Y pido que el señor Ministro lo diga con nitidez, porque, de otra manera, toda la discusión...

El señor LETELIER.- Su Señoría puede votar en contra.

La señora VON BAER.- Para mí, el punto es central. Si no queda claro, no estamos en disposición de pronunciarnos, porque…

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Su Señoría puede solicitar el aplazamiento de la votación.

La señora VON BAER.- Entonces, eso es lo que pido, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana, a ver si logramos dilucidar el punto, y después habría que ver si corresponde o no la clausura del debate, que requiere votación.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, en verdad, me parece que nos estamos ahogando en un vaso de agua. El señor Ministro despejó la controversia al hacer la distinción entre supervisión y fiscalización.



Y seamos claros. Creo que nos ahorraremos muchos problemas si todos usamos los términos que corresponden. Si la preocupación de algunos señores Senadores es que los setenta y siete funcionarios van a supervisar a instituciones privadas, no es el caso. Esta labor dice relación con el organismo que presta el servicio -en este caso, la JUNJI-, que cuenta con dos mil quinientos establecimientos, mil setecientos de ellos vía transferencia municipal. Probablemente, esa cantidad de personas no será suficiente.



Una cosa distinta es lo que ocurrirá con INTEGRA, que dispondrá de sus propios supervisores, pero en el sentido del apoyo pedagógico que se tiene que ofrecer. Eso es muy diferente de las facultades de supervigilancia y fiscalización, que se hallan radicadas exclusivamente -porque la cuestión ha dado lugar a una larga discusión en el proyecto- en la Superintendencia.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Creo que ya llegó la hora de tomar decisiones. No podemos seguir debatiendo, porque ello ya se ha hecho hasta la saciedad. Se les ha dado la palabra a todos los miembros de las Comisiones de Educación y de Hacienda.

El señor COLOMA.- Se pidió el aplazamiento de la votación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ello significa que el asunto tiene que tratarse en la sesión siguiente.



¿Se hace referencia solo a la norma que nos ocupa, Honorable señora Von Baer?

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, debo decirle que nosotros hemos tenido una superbuena disposición respecto de este proyecto. De hecho estábamos de acuerdo en todo. Sin embargo, hay un tema que es muy central para nosotros: la separación completa en materia de supervigilancia y supervisión pedagógica de parte de la JUNJI hacia los jardines infantiles y que esta entidad sea fiscalizada y supervigilada pedagógicamente al igual que los jardines infantiles. 



El hecho de que eso no esté claro es tremendamente relevante para los Senadores de estas bancas. 



Por lo tanto, tratándose de un proyecto en el cual no hemos pretendido trabar ni frenar nada, sino ayudar en todo, necesitamos aclarar ese punto. 



Por eso estoy pidiendo aplazamiento de la votación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Eso significa que la norma quedaría pendiente hasta la sesión siguiente porque, según usted, su contenido no estaría claro.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, para nosotros este punto es tan central, que pedimos aplazamiento para todo lo que queda.

El señor LARRAÍN.- ¡Ya está pedido el aplazamiento de la votación, señora Presidenta, así que hay que concederlo!

El señor LETELIER.- Suspenda la sesión, señora Presidenta, y llame a reunión de Comités.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Voy a suspender la sesión para realizar una reunión de Comités.



En todo caso, Senadora Von Baer, el aplazamiento de la votación que usted pide es para esta norma. No lo puede pedir para todo el resto. Podrá hacerlo cuando se vayan poniendo en discusión cada una de las disposiciones, pero no de antemano.



Quiero dejar aclarado eso.



Por lo tanto, voy a suspender la sesión para convocar a una reunión de Comités, a ver si logramos destrabar este asunto.

El señor ROSSI.- ¡Los niños de todo Chile están esperando este proyecto!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se suspende la sesión.

)---------------(



--Se suspendió a las 19:2.



--Se reanudó a las 19:21.

)--------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Continúa la sesión.


Los Comités presentes han alcanzado un acuerdo unánime, que me parece bastante razonable, en el sentido de que se elabore una indicación que dé plenas garantías y claridad en cuanto a las funciones, de modo que no haya ninguna confusión.



Por lo tanto, vamos a suspender la tramitación del proyecto que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia para dar paso al siguiente, relacionado con los profesores, quienes han estado esperando pacientemente en las tribunas.



--(Aplausos en tribunas).



Una vez que esté lista la indicación, retomaremos esta otra iniciativa, en la que faltan alrededor de cuatro puntos.



Por lo tanto, pasamos al asunto que figura en el tercer lugar de la tabla.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales.
RENOVACIÓN DE LEY SOBRE ACCESO A TITULARIDAD DE DOCENTES A CONTRATA EN ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS SUBVENCIONADOS
La señora ALLENDE (Presidenta).- Según lo que acabo de señalar, corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que renueva la vigencia de la ley N° 19.648, de 1999, sobre acceso a la titularidad de los docentes a contrata de los establecimientos públicos subvencionados, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.784-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 32ª, en 18 de junio de 2013.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 48ª, en 27 de agosto de 2013.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 73ª, en 10 de diciembre de 2014.



Discusión:



Sesión 51ª, en 3 de septiembre de 2013 (se rechaza el informe de la Comisión y, por ende, se declara la admisibilidad del proyecto).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto es prolongar los efectos de la ley N° 19.648, de 1999, de manera de extender la calidad de titular a los profesionales de la educación parvularia, básica y media dependiente de un mismo municipio o corporación de educación municipal que al 31 de julio de 2014 hayan tenido la calidad de contratados y se hayan desempeñado como docentes de aula durante al menos tres años continuos o cuatro años discontinuos, por un mínimo de 20 horas cronológicas de trabajo semanal, y precisar que la titularidad de las horas a contrata operará solo respecto de aquellas contratadas en aula.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó en ambas modalidades con las modificaciones que consigna en su informe, con los votos favorables de los Senadores señores Quintana, Rossi e Ignacio Walker y las abstenciones de los Senadores señora Von Baer y señor Allamand.



--(Manifestaciones en tribunas).



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 27 del informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Además, debo hacer presente que el Ejecutivo ha hecho llegar una indicación -que se verá en su oportunidad- para intercalar, en la letra c) del artículo único, entre la palabra “aula” y el punto final, la frase: “y sus correspondientes horas no lectivas”.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de ofrecer la palabra, voy a pedir a las personas apostadas en tribunas que me ayuden a respetar el Reglamento manteniendo el silencio que hasta ahora han observado. Así que les ruego abstenerse de realizar cualquier manifestación.



En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi, Presidente de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

El señor ROSSI.- Señora Presidenta, este es un proyecto muy breve -consta de un artículo único-, tiene origen en una moción, se encuentra en segundo trámite constitucional, es muy simple en el papel y a su respecto el Ejecutivo ha presentado una indicación.



Es muy importante, porque tiene que ver no solo con una reivindicación laboral, muy legítima, de los profesores y profesoras de Chile -y aprovecho de saludar a los que nos acompañan en las tribunas-, sino también con los procesos pedagógicos. 



Efectivamente, hoy existe una situación de extrema precariedad en los contratos de trabajo de miles de profesores en todo Chile. Es impresionante. Cuando uno analiza la realidad de ciertas comunas de nuestro país, se encuentra con que en algunos lugares más del 80 por ciento de los profesores se hallan “a contrata”; por tanto, en una condición laboral extraordinariamente vulnerable, con un contrato muy precario, que, además de generarles incertidumbre -lo que, evidentemente, afecta su calidad de vida-, afecta el nivel de vinculación de los docentes con su escuela. Ello es bastante evidente, pues cada fin de año no saben lo que va a pasar con su futuro.



Por consiguiente, era absolutamente necesario hacerse cargo de este problema, que forma parte de una agenda de distintos temas que han estado conversándose, relativos a los profesores y a la docencia, en el cual se incluyen no solo el de la titularidad docente, sino también el del agobio laboral, que es un proyecto muy importante para los profesores y que necesariamente debe ocupar un lugar central en la discusión del Plan Nacional Docente, que ojalá cuente con una fase prelegislativa en donde todos los maestros puedan hacer aportes y dar a conocer sus puntos de vista.



Lo mismo ocurre con el incentivo al retiro, el daño previsional, la deuda histórica y tantos otros asuntos que son fundamentales para los profesores de nuestro país.



En cuanto al proyecto en debate, que beneficia a alrededor de 33 mil de ellos -y acabo de ver la indicación que envió el Ejecutivo, la cual resuelve varios de los problemas que presentaba el texto-, debo señalar que establece que los docentes de aula que hayan estado contratados al 31 de julio del 2014 van a adquirir la titularidad de sus cargos y pasar a la planta si han trabajado durante cuatro años de manera discontinua o tres años de forma continua, en un municipio o corporación municipal, y han desempeñado una labor por 20 horas cronológicas. Y veo que la indicación que acaba de llegar también se hace cargo de sus correspondientes horas no lectivas.



Es una buena noticia para los profesores, porque todos sabemos que la labor docente se ejerce dentro y fuera de la sala de clases. Y de hecho ojalá hubiese más horas fuera de ella, para poder no solo resolver el problema del agobio y el estrés laboral de los maestros, sino también para que se desarrollara más trabajo de planificación y otras tareas propias de la función docente.



Así que, como digo, señora Presidenta, esta es una muy buena noticia para los profesores de nuestro país. Alrededor de 33 mil van a pasar a la planta, por lo que el porcentaje de aquellos que se encuentran en esta condición -hoy, alrededor de la mitad- sube a casi el 85 por ciento.



Para ser bien exacto, el porcentaje de profesores titulares, antes del proyecto, era de 50,1 por ciento;  ahora, con la aprobación de esta iniciativa, se llega al 84,5 por ciento.



Por lo tanto, señora Presidenta, es una muy buena noticia para 32.263 profesores de todo Chile.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Gracias, Senador Rossi.



Tengo una lista de 11 oradores, razón por la cual propongo abrir la votación para que se vaya fundamentando el voto. De otra manera se nos va terminar el tiempo del Orden del Día y no vamos a alcanzar a ver todos los asuntos que nos quedan.



¿Habría acuerdo?

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Sí, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, no tengo inconveniente. Pero antes quiero plantearle una pregunta al Ministro; porque, si se iniciara la votación, él no tendría ocasión de hablar.



Así es que estoy de acuerdo, pero en la medida que pueda hacer la consulta oportunamente.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Formule su interrogante si lo considera necesario, Su Señoría. 



Después, de existir acuerdo, abriré la votación y quien lo desee fundamentará su voto.



Lo señalo para efectos de economía procesal, pues están inscritos 12 señores Senadores.



Le daré la palabra al Honorable señor Larraín para que el Ministro despeje sus dudas. Si alguien quiere hacer otra consulta, este es el momento.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Y después votamos?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Así es.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, mi inquietud es la siguiente.



Cuando este proyecto se debatió el año pasado se discutió sobre su constitucionalidad. Y aunque el informe de la Comisión de Constitución fue rechazado, por mayoría de votos se determinó la admisibilidad de la iniciativa.



No obstante, el sentido común y la prudencia recomendaron no seguir el trámite porque efectivamente adolecía de vicios de constitucionalidad. 



Nuestra inquietud no apuntaba al fondo del proyecto. Porque -lo manifesté- estábamos de acuerdo en la necesidad de regularizar la situación de los profesores que estaban a contrata indefinidamente o por muchos años, sin estabilidad laboral, etcétera.



Por fortuna, ese error se corrigió con una indicación del Ejecutivo. Y el problema, por lo tanto, se solucionó.



Sin embargo, fue resuelto solo en parte, porque debemos enfrentar una dificultad: aunque se trate de los mismos recursos, esta iniciativa irroga gastos adicionales a los municipios.



En consecuencia, quiero preguntarle al Ministro acerca de si en el escenario de que los municipios -lo plantean en forma reiterada- hagan presente que este proyecto les significará un costo -por la acumulación de pasivos, por las indemnizaciones, por una serie de exigencias nuevas que contiene- ¿vamos a suplementar con recursos a los municipios que necesiten cumplir tales compromisos? Porque el problema no es solo de sueldo, sino de otros efectos económicos que inciden en esta determinación.



Apoyaré esta iniciativa, pero me parecería irresponsable -aquí hay personas que fueron alcaldes y saben de qué estoy hablando- que lo aprobáramos sin más y les dijéramos a los municipios: “Háganse cargo de la diferencia”. El problema en esta materia no lo tienen los profesores, sino las municipalidades con el Ministerio de Hacienda.



Deseo consultar al señor Ministro si acaso existe tal voluntad. Porque quienes se abstuvieron de votar en la Comisión de Educación lo hicieron precisamente por la inquietud que genera este mayor costo, del cual nadie se hace cargo, que le seguiremos endosando a los municipios, que están endeudados desde hace mucho rato.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Señora Presidenta, esta discusión ya se generó en la Comisión.



Desde nuestro punto de vista…

El señor LARRAÍN.- ¡Pero no en la Sala!

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Tiene razón.



Como decía, desde nuestro punto de vista, esta normativa no irroga mayor gasto por cuanto no se produce un cambio de salario, sino del estatus del contrato de trabajo: de “a contrata” a “titular”. 



Existiría una eventualidad en el caso de que se acumulara un derecho a indemnización, que solo ocurre en el flujo y forma parte de las provisiones que hace normalmente un municipio por su planta.



Por tanto, estamos suponiendo posibles dificultades financieras que puedan sufrir los municipios frente a un proyecto que no irroga mayor gasto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Vamos a abrir la votación para que Sus Señorías funden el voto. De lo contrario, sobrepasaremos la hora de término de la sesión.

El señor BIANCHI.- ¿Votaremos en general y en particular?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Primero en general y después en particular. Aunque podríamos incluir la indicación del Ejecutivo y realizar una sola votación.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



En votación general y particular, a la vez.



--(Durante la votación).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, sobre la constitucionalidad de la iniciativa, me parece muy bien la explicación del Senador Larraín. Además, como se ha dicho, la indicación del Ejecutivo le ha dado, en el fondo, patrocinio, de acuerdo con la norma constitucional.



En cuanto al asunto de la generación de gastos, estos no pueden determinarse porque el traspaso a profesor titular no debería irrogarlos.



El problema se producirá si acaso en algún momento se debe pagar indemnización.



Cualquier cosa que diga el Ministro hoy sobre el particular no tiene ningún sentido. Porque debería tramitarse una disposición legal o considerarse alguna manera de suplementar los recursos municipales si eso llegara a ocurrir.



Creo que, en bien de lo que persigue, se debe aprobar el proyecto y luego ver si el problema se produce o no.



Voto que sí.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, este proyecto constituye un gesto de justicia en materia laboral con una importante cantidad de profesores que, a pesar de llevar tres o más años dedicados a la labor de educar en las salas de clases de las escuelas públicas a lo largo de todo el país, se encuentran en una situación contractual de desmedro respecto de sus colegas adscritos a la planta docente en los municipios o corporaciones municipales de educación en las que cumplen sus funciones.



En cifras generales, en la actualidad solo la mitad de los profesores de la educación pública a nivel nacional gozan de la titularidad de sus cargos. De la otra mitad, la gran mayoría cumplen labores a contrata y un porcentaje menor a honorarios.



El sistema de contrata, en los hechos, se encuentra extendido y aceptado por prácticamente todos los municipios del país.



Solo en la Región de Los Lagos, de los 6 mil 650 profesores que se desempeñan en la educación pública, más del 50 por ciento lo hace a contrata, a pesar de que el Estatuto Docente solo autoriza a los municipios o corporaciones municipales a cubrir como máximo un 20 por ciento de la dotación bajo esta modalidad.



La sobreutilización de la contrata para cubrir las necesidades de recursos humanos es un problema que, lamentablemente, afecta no solo al ámbito de la educación, sino también a buena parte de la Administración Pública.



Si bien se trata de una fórmula que otorga mayor flexibilidad a la administración educacional, posee varios inconvenientes evidentes: entre otros, la inestabilidad laboral -por tratarse de contratos anuales-, la imposibilidad de desarrollar una carrera funcionaria y la limitación del crecimiento profesional de los docentes.



En todo caso, me parece injusto culpar de esta realidad solo a los sostenedores municipales, quienes, desde el traspaso de la educación pública a los municipios, han destinado cuantiosos recursos de sus presupuestos para complementar los ingresos por subvención educacional, que no alcanzan a financiar el sistema.



En los últimos treinta años el aporte municipal a la educación ha ido en aumento, en consonancia con el incremento de las exigencias a las que están sometidos los municipios, las cuales no siempre son financiadas por el Estado a nivel central. 


Un solo ejemplo sirve para ilustrar lo anterior: cada vez que se acuerdan planes de egreso de los profesores, estos se financian con créditos que se descuentan de las subvenciones.



Los sostenedores municipales han debido asumir esos mayores costos, en una competencia desigual con el sector particular subvencionado, que no se rige por las normas del Estatuto Docente.



La práctica de la contrata es, entonces, una expresión más de la crisis de la educación pública, que en este caso han debido soportar los docentes, con perjuicio de sus condiciones laborales.



Con la renovación de la vigencia de la ley N° 19.648, de 1999, sobre acceso a la titularidad de los docentes a contrata en los establecimientos públicos subvencionados, se hace justicia con el gremio de los profesores y se avanza en el reconocimiento a su importante labor, que profundizará, con toda seguridad, el proyecto de carrera docente que próximamente enviará a trámite el Gobierno.



En consecuencia, esta medida adquirirá pleno sentido cuando esté inserta en el contexto de la reforma educacional, por lo cual debería comenzar a emparejarse la cancha entre la educación pública y la particular subvencionada.



Con esta iniciativa, los profesores que cumplan los requisitos establecidos podrán acceder a la titularidad de sus cargos; mejorarán su estabilidad y condiciones laborales, y podrán aspirar a una verdadera carrera docente.


Así, en mi región cambiarán su condición jurídica 2 mil 993 docentes, alcanzando la titularidad al 84 por ciento del total de la dotación.



Voto a favor de este proyecto, convencido de que este tipo de iniciativas son indispensables para enfrentar con seriedad y compromiso los importantes desafíos existentes para el mejoramiento de la equidad y la calidad de la educación en Chile.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, hoy día asistimos a uno de los grandes triunfos y logros de las maestras y los maestros de nuestro país.



Su situación era de absoluta injusticia, y los sobrepasaba con creces. Veíamos cómo profesoras o profesores, por largos años -10, 15, 20 o más años-, vivían en una completa inestabilidad laboral, sin poder acceder a créditos, ni a postular a una vivienda, ni a tener la certeza, a fin de año, de si continuaban o no trabajando.



Aquí también se daba algo lógico: el abuso de quienes administraban los colegios, situación que, por supuesto, cambia absolutamente con esta iniciativa en comento.



Lo hemos dicho siempre: el Estado de Chile es el peor empleador, ¡es el peor empleador! Y, al respecto, las corporaciones, los municipios no hacen nada distinto.



Por eso, concurrir con nuestros votos favorables es entregar justicia a miles de profesoras y profesores que por largos años vienen buscando que se les haga justicia y así alcanzar la tan deseada estabilidad laboral.



Asimismo, deseo hacer presente una preocupación, que seguramente será parte del debate de mañana cuando discutamos durante todo el día la reforma educacional, pero quiero dejar establecido el punto ahora.



Tengo el temor que, así como en la década del 80 se originó la deuda con los profesores -a estas alturas ya prehistórica, pues hace rato dejó de ser histórica-, ahora se cree una segunda. Mi preocupación pasa porque es probable que cambie el empleador de los profesores, cuando se traspasen de la Corporación al Estado. ¡Ahí habrá un cambio! Pero no se ha dicho absolutamente nada sobre cuál será la situación laboral de los docentes: si se les respetarán sus años de servicio; si el nuevo empleador mantendrá su continuidad laboral en el contrato o si se les va a finiquitar y, de esa forma, se les generará un perjuicio económico por los años ya trabajados; o si al momento del traspaso de una corporación al Estado recibirán remuneraciones iguales, distintas o mejores.



Eso es del todo preocupante.



Quiero valerme de la presencia de los Ministros de Estado en la Sala para dejar planteado este tema. Porque dentro de la reforma educacional que debatiremos mañana, yo por lo menos no he visto absolutamente nada referido a la condición en que podrían llegar a quedar las profesoras y los profesores de nuestro país en la eventualidad de que exista una desmunicipalización de la educación y esta pase a un empleador distinto, en este caso, el Estado. Y nada se ha discutido respecto a la estabilidad laboral de los profesores.



Me pronunciaré entusiastamente a favor del proyecto de ley, felicitando a cada uno de los profesores y las profesoras de nuestro país por este logro que les entrega estabilidad laboral. 



Voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, en primer lugar, felicito al Regional del Colegio de Profesores, pues fue justamente ahí donde se nos convocó, al Diputado González y al que habla, para efectos de trabajar el tema de la titularidad de los profesores.



Por eso, iniciamos esa labor con dos proyectos de ley: uno presentado en el Senado y otro en la Cámara de Diputados.



Agradezco que los señores Senadores hayan cambiado de opinión. Porque la iniciativa legal presentada en esta Sala fue declarada inadmisible por la mayoría de ustedes. Y hoy afortunadamente hay un criterio distinto, y doy gracias de que procedamos a dignificar a los profesores de Chile.



Pues bien, la Cámara de Diputados logró finalmente declarar su admisibilidad, tras lo cual el proyecto llegó a este Hemiciclo. Entonces, se produjo un problema en la Comisión de Constitución, porque lo declaró inadmisible, situación que se revirtió con la posterior votación favorable en la Sala.



Digo esto pues hay que hacer un poco de historia respecto a este proyecto de ley en que tanto ha costado avanzar.



Y, finalmente, se logró aprobar su admisibilidad en virtud de una votación en esta Sala.



El proyecto pasó, pero hubo un arduo debate en la Comisión de Constitución sobre si irrogaba o no irrogaba gastos. Nosotros afirmamos que no, porque se mantenían los mismos beneficios para los profesores. Hasta que por fin se consiguió que la iniciativa fuese a la Comisión de Educación. 



Luego, hubo dificultades para ponerlo en tabla, pues los alcaldes ejercieron, muchas veces, un veto, a efectos de evitar que los profesores a honorarios pasaran a las plantas, debido a que -según ellos- les irrogaban un mayor gasto. ¡Pero no era así! Aquellos se resistían al cambio, fundamentalmente, porque no querían rigidizar sus plantas.



¡Hay que decir las cosas por su nombre!



Cabe señalar que lo que planteamos en relación con el objetivo de la iniciativa no es nuevo, sino que busca rescatar lo que hubo en otra similar, presentada por el entonces Diputado Prokurica, el año 1999, la cual permitió pasar a las plantas a un grupo importante de docentes: 15 mil profesores.



Por tanto -también digo las cosas por su nombre-, lamento que el proyecto que presentamos con los Senadores Prokurica y Bianchi fuera declarado inadmisible por esta Sala, y deseo destacar algunos temas cuya interpretación puede ser motivo de debate, para que queden en la historia fidedigna de la ley.



En primer término, lamento la limitación de los plazos que se fijan en virtud de este proyecto de ley. ¿Y por qué lo digo? Porque, por la precariedad de su labor, los profesores deben trasladarse de un DAEM a una corporación o a otra. Y acá hay docentes que trabajan en la Educación Pública que no podrán hacer uso del beneficio que se establece, debido a que cambió el empleador, pero tenían la calidad de profesores del sector público. 



El segundo dice relación con que, cuando hay profesores trabajando en un DAEM o en una corporación, efectivamente se les asignan otras labores.



Se habría resuelto y no sería motivo de interpretación -espero que no lo sea- si se hiciera referencia a las horas de contrato, como ocurrió en la ley anterior.



Efectivamente, hoy  se pueden producir algunas dificultades.



Agradecemos al Ejecutivo, pues el Senador Allamand y la Senadora Von Baer -a quienes doy las gracias- le habían pedido que reestudiara la situación con el propósito de incorporar a un mayor número de profesores. Y el día de hoy aquel presentó una indicación considerando las correspondientes horas no lectivas. Sin embargo, esto todavía será materia de interpretación.



Me habría gustado que la referencia hubiese sido a las horas de contrato, como sucedió en la legislación anterior, a fin de evitar que esto fuera a la Contraloría o las Direcciones del Trabajo a solicitud de los empleadores, porque los municipios se van a resistir a pagar ciertos beneficios a los profesores.



Sin lugar a dudas, esta iniciativa dignifica el trabajo del profesorado. Por supuesto que la vamos a apoyar y esperamos que sea aprobada por la unanimidad de los señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor  Guillier.

El señor GUILLIER.- Señora Presidenta, a mi juicio, nadie podría discutir que es un mínimo de justicia laboral ir avanzando en el término del trabajo precario en Chile, que afecta a los distintos sectores de los mercados laborales, incluyendo al profesorado. Esto, por lo demás, se transformó en una práctica no solo del sector privado, sino también del Estado para abaratar la fuerza de trabajo calificada y no calificada.



Por lo tanto, obviamente, esta iniciativa legal es un avance.



No obstante, se han dado ciertas cifras que ameritan que se hagan algunas consultas -habría querido preguntarle al Ministro, pero como aquí se dispuso otra cosa, no puedo hacerlo-, que tienen que ver con lo siguiente.



Se habla que, de aprobarse esta indicación, se permitiría que el 84,5 por ciento de los docentes de las corporaciones municipales adquirieran la calidad de contratados. Sin embargo, en el mismo proyecto se establecen una serie de condiciones para ello. Por ejemplo, que tuviesen al menos tres años continuos o cuatro discontinuos de desempeño docente, por un mínimo de veinte horas cronológicas de trabajo semanal. No sé si tales requisitos reducen el mencionado porcentaje o lo mantienen. 


Inicialmente, el proyecto hacía referencia a los “profesores de aula” solamente. Entiendo que, con la indicación que acaba de llegar, ese concepto se amplía también a las “correspondientes horas no lectivas”.



Además, la calidad de titulares se concede por única vez. 


Sería interesante saber si contaremos por fin con una normativa que establezca una situación permanente para los profesores cuando se incorporen a la educación municipal o a aquella que derive de su reforma, que está pendiente. ¿Resolveremos el problema en forma definitiva o nuevamente se hará una ley que entregue un beneficio “por única vez”? Si sucediera esto último, estaríamos dando un paliativo, en lugar de una solución de fondo, negando el trato que los profesores merecen en nuestro país. 



Estos requieren condiciones estables permanentes, pues ejercen una función social de primera significación.



Esas son mis dudas. Pero, de todas maneras, apoyaré la iniciativa.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, en octubre de 1996, junto a los Diputados Homero Gutiérrez, Carlos Montes -hoy Senador-, Jaime Rocha, María Antonieta Saa, Jorge Ulloa, Felipe Valenzuela y José Antonio Viera-Gallo, presentamos un proyecto similar a este, que se tradujo en la ley Nº 19.648, la cual permitió la incorporación a la planta docente de más de 15 mil profesores a contrata.



Hicimos ya este ejercicio legislativo, que es un acto de justicia hacia los maestros.



En todo caso, la tramitación de aquella iniciativa no estuvo exenta de dificultades. Incluso, como recordó el Senador Chahuán, el Presidente de la República de la época ejerció su derecho a veto para impedir que se aplicara este beneficio a miles de docentes que a lo largo de nuestro país se encontraban -digámoslo claramente- en una situación de precariedad laboral. Ello es inaceptable y demuestra la veracidad de la afirmación, manifestada una y otra vez por el Senador Bianchi, de que el Estado es el peor empleador.



En los últimos meses, el Gobierno ha desplegado una campaña comunicacional y legislativa tendiente a modificar “parte” de nuestro actual sistema educativo. Sin embargo, en todo ese tiempo, en ningún momento se ha escuchado o visto que se implemente una idea para mejorar el estado del principal motor de la educación chilena: el profesor. Parecen no tener claro que sin cambios en la sala de clases no habrá cambios en la calidad de la educación.



Muchas veces me he reunido con los docentes de mi Región -en las tribunas está Francisco Martínez, Presidente regional-, colegiados o no, y todos ellos me manifiestan un solo y gran descontento: el Gobierno y parte del Parlamento están impulsando una reforma hecha entre cuatro paredes, sin consultar y sin escuchar a los que después deben implementarla.



El proyecto en análisis aporta un granito de arena en reconocimiento a la abnegada labor que cada uno de los miles de profesores realiza a lo largo y ancho de nuestro país.



El objetivo de esta iniciativa debiera ser el mismo que se tuvo en vista en 1996 -así me lo han planteado reiteradamente los dirigentes del Colegio de Profesores-: beneficiar a todos los docentes a contrata, sin las condiciones que se están estableciendo aquí. 


Quiero decirlo derechamente: con la indicación propuesta se aumenta el número de maestros favorecidos. Son alrededor de 33 mil.



Los profesores, como seres humanos -lo mencionó un Senador-, no requieren solo estabilidad laboral, tan necesaria para aportar al proceso educativo. También precisan otras cosas. 


En la actualidad, ni siquiera pueden contraer ciertos compromisos: habitualmente son segregados del sistema bancario por no ser considerados sujetos de crédito -acceder a préstamos financieros les permitiría adquirir una vivienda u otros bienes-; no tienen derecho a indemnización; no se les asegura regularidad en el pago de las cotizaciones, etcétera.



Ahora quiero abordar algunas inquietudes presentadas por el Senador Chahuán.



En primer lugar, señora Presidenta, hago presente que el proyecto que nos ocupa tiene letra chica, por cuanto se propone que el beneficio se entregue a los dependientes de un mismo empleador, en circunstancias de que todos sabemos que, debido a las bajas remuneraciones, muchos profesores trabajan en dos o tres corporaciones municipales. Entonces, si estos no cumplen con el número mínimo de años exigido o con los otros requisitos, no podrán recibir el beneficio, aunque se hallen dentro del sistema público.



En segundo término -se ha hecho una sugerencia al respecto-, la iniciativa habla de horas aula, y no de horas de contrato, como se planteó en 1996. Obviamente, hay que corregir este asunto. Como seguramente habrá Comisión Mixta, ahí se podrá hacer la enmienda pertinente.



Estamos dando un paso importante en una materia respecto de la cual siempre hay discursos, pero pocas veces se concreta un cambio.



¡No es posible que en la Administración Pública el 80 por ciento esté a contrata! Y no lo digo por un tema solo de justicia, sino también de legalidad. ¡Si es la ley la que establece que eso no puede ocurrir! 


Sin embargo, por los montos involucrados, en todos los Gobiernos, no solo en el actual -sería injusto plantearlo así-, se ha mirado para el lado a fin de no ver la realidad del profesor, que es, sin duda, el eje fundamental de cualquier reforma en este ámbito.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, siempre me quedo con la sensación de que estos problemas pudimos haberlos resuelto mucho antes de que se produjera un paro del sector. 


Estamos contestes en que lo propuesto no implica mayor costo fiscal, no altera el plano administrativo y no encierra un vicio de constitucionalidad. En realidad, lo ilegal era mantener más del 20 por ciento de la planta a contrata. Es decir, la ilegalidad proviene del propio Estado.



El inciso final del artículo 25 del Estatuto Docente señala: “Tendrán calidad de contratados aquellos que desempeñan labores docentes transitorias, experimentales, optativas, especiales o de reemplazo de titulares.”. Pero esa definición no se ha considerado. Los profesores llamados “a contrata” hasta ahora desempeñan las mismas funciones, e incluso más, que los de planta. Por tanto, la ilegalidad de incumplir el referido artículo -reitero- está dada por los sostenedores públicos.



Lo mismo sucede con relación al artículo 26, que dispone: “El número de horas correspondientes a docentes en calidad de contratados en una misma Municipalidad o Corporación Educacional, no podrá exceder del 20% del total de horas de la dotación de las mismas”. ¡Nueva ilegalidad!


En el fondo, hemos asistido a una permanente violación flagrante de la ley. Eso es lo ilegal, no la presentación de un proyecto que busca pasar a la planta a los profesores a contrata.



Uno permanentemente se pregunta por qué tardamos tanto en legislar sobre el particular. ¿Era necesario un paro, un sacrificio de parte de los afectados para recién impulsar esta iniciativa?



Aprovecho la presencia del Ministro de Educación para manifestarle que esta propuesta legislativa dejará en el borderline a varios docentes. Por ejemplo, existen profesores en Coronel con 17 años de servicio, contratados por el municipio por 19 horas: ¡no podrán optar al beneficio! Y habrá muchos otros casos. Los docentes con 15 horas en una municipalidad y 15 horas en otra tampoco cumplen el requisito de las 20 horas. En fin, se darán distintas situaciones a las que la ley en proyecto no se podrá ajustar.



Ante ello, ¿qué tenemos que hacer? Votar a favor de proyecto en estudio, porque igual se avanza sustancialmente: más de 32 mil profesores a contrata pasarán de manera automática a ser titulares de planta.



Y lo que quede pendiente lo veremos en marzo. En ese momento analizaremos el fortalecimiento de la educación pública, que cambiará al empleador. 


¡Ojo!, esa será una oportunidad histórica. Ni los docentes ni el Estado de Chile podrían soportar un cambio de empleador sin que se resuelvan las deudas de arrastre. Pasar a una nueva modalidad institucional con una mochila sobre los profesores sería un error histórico. Y tengo la convicción de que ellos no lo van a permitir. Entonces, la pregunta es si hacemos esa reforma en contra de los actores involucrados o de la mano de ellos. Ese es el gran debate que se nos viene en marzo.


Reitero la inquietud: lo que quede por hacer en materia educacional, ¿lo abordaremos en conjunto con los docentes, el Colegio de Profesores y los demás sectores que se han manifestado -porque, en definitiva, todos son profesores-, o en contra de ellos? 


Ello supone mayor diálogo -incluso prelegislativo- al interior del Parlamento.



Siento que hoy estamos dando un paso muy importante. Pero aún quedan muchos problemas por resolver.



Como lo he mencionado en otras ocasiones, el 4 por ciento de los profesores le tiene fobia al aula. Están enfermos. Registran más de 180 días de licencia al año. ¡No pueden trabajar! 


¿Y por qué no se van del sistema? ¡Porque no les es posible! ¡Recibirían pensiones miserables si jubilan! ¡Se mantienen en el sistema porque no pueden dejarlo! 


En ese sentido, la próxima discusión será sobre la jubilación. ¿Cómo hacemos para que quienes continúan trabajando tengan a futuro una pensión digna, decente, que les permita sobrevivir y vivir de mejor forma?


Votaré a favor de este proyecto, para que todos los docentes pasen a la titularidad.



La pelea que se dio a propósito de la llamada “agenda corta” -más allá de cualquier otro nombre con que se le denomine- nos entregó una gran lección: si podemos avanzar, hay que hacerlo y no esperar a que nos lo pidan. 



No es necesario que los profesores y otros movimientos sociales salgan a la calle para exigir al Estado, al Gobierno de la Presidenta Bachelet, mi Gobierno, las cosas que dijimos que íbamos a realizar. Las debiéramos abordar sin presión social, ojalá con participación de los ciudadanos.



Voto a favor, señora Presidenta.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, el contexto en que se está dando este debate guarda relación con un compromiso que la Presidenta Bachelet adquirió con el país: la reforma de la educación. 



Para fortalecer la calidad de la enseñanza, primero debemos mejorar las condiciones laborales de quienes imparten clases, del magisterio. 



El reconocimiento de la precarización de que ha sido objeto la labor docente desde hace 30 años, debido a su mercantilización, es precisamente lo que motiva esta profunda reforma. Terminar con la educación como bien de mercado implica fijar normas para que el magisterio no sea tratado como un producto del mercado.



Valorar su condición de maestros dedicados a la enseñanza significa preocuparse por su estabilidad laboral. Los profesores a contrata todos los años se mantienen en ascuas hasta el 25 o 31 de diciembre. No saben hasta entonces si van a recibir al Viejo Pascuero o un sobre azul.



A mi juicio, a partir de esta modificación, muchos profesores -a pesar de que quedarán pendientes algunos en situación de precariedad- sentirán una mayor tranquilidad. Ello se transmitirá a los alumnos, quienes sabrán que el profesor seguirá en marzo; a los padres y apoderados, que interactuarán con un profesor de continuidad, y al país, que contará con docentes bastante mejor tratados. 



Todavía no empezamos a discutir la reforma de la educación. Este proyecto puede ser el inicio; tal vez una primera señal de cuán profunda debe ser. Constituye solo un gesto hacia los profesores. Aún no hemos comenzado el debate a fondo acerca de las condiciones laborales en que estos tienen que desempeñarse y aportar a la educación de los niños y las niñas en Chile.



Se plantea beneficiar solo a los docentes con contrato de al menos 20 horas semanales. Pero ¡qué tiene si son menos horas! ¿Acaso eso justifica la precarización del trabajo y la inseguridad laboral? 



Sin perjuicio de ello, esta iniciativa constituye un avance importante.



También tenemos que revisar lo relativo a la previsión. El país debe abordar una reforma previsional.



¡No es posible que los profesores y, en general, los trabajadores de Chile sigan tolerando un sistema de pensiones que los condena a la pobreza al momento de jubilarse!



Sería bueno tomar decisiones ahora que contamos con la mayoría de los votos, durante este Gobierno de la Presidenta Bachelet. En todo caso, me gustaría avanzar también con el apoyo de todos los parlamentarios, con el objeto de crear una situación más justa para los trabajadores en materias laborales, de equidad y de previsión.



Señora Presidenta, anuncio que votaré gustoso a favor de este proyecto, aunque sé que los municipios van a decir: “Esto implica un costo”. Sí, claro. Pero eso es parte de la reforma. 



Ya pronto analizaremos cómo resolver el endeudamiento municipal. Va a venir también la iniciativa sobre desmunicipalización de la educación, y entonces se destinarán los recursos respectivos. Que ello no sea una excusa para no respaldar este proyecto, que otorga un beneficio muy merecido a buena parte de los profesores de Chile.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señora Presidenta, más de 30 mil profesores y profesoras que hoy están a contrata en la educación pública, tan pronto sea aprobada esta iniciativa de ley, pasarán a formar parte de la planta. 



Por cierto, no solo en términos personales y como Senador por la Región de Valparaíso cordillera -he sostenido muchas conversaciones con los docentes de mi circunscripción-, sino también como Presidente del Partido Demócrata Cristiano, me es muy grato sumarme a la aprobación de este proyecto.



Seamos claros: lo que mantiene en pie hoy a la educación pública chilena, que representa solo el 37 por ciento de la matrícula total escolar, principalmente es la acción de los 90 mil profesores que laboran en el sistema municipal. Por supuesto, también hay que considerar a los asistentes de la educación, a las manipuladoras de alimentos, etcétera.



Ahora bien, de esos 90 mil docentes -y hay que agregar los aportes de los 350 municipios, porque sin ellos sería imposible sostener financieramente la acción de la educación pública-, más del 40 por ciento está a contrata. 



Tal situación, por un lado, obviamente establece una condición de precariedad e inestabilidad, con todas las consecuencias que ello acarrea para los profesores y sus familias. Y, por otro, rompe con la regla del 80/20, que impide que más del 20 por ciento del personal sea a contrata. 



En consecuencia, se está haciendo justicia con los profesores y las profesoras que se encuentran en dicha situación, en particular al disponer que los beneficiarios serán los contratados como “docentes de aula y sus correspondientes horas no lectivas”, como ha precisado el Ejecutivo mediante indicación.



Ahora, para entender esta modificación es preciso recoger el debate que se dio en la Comisión de Educación. Al respecto, quiero ser muy honesto: se plantearon tres dudas, todas legítimas, tanto en la Cámara de Diputados en su momento -lo mismo se manifestó el año 99- como en el Senado. 



Primero, se habló de un problema de constitucionalidad. 



Tiene razón el Senador Hernán Larraín en cuanto a que hubo una discusión respecto de la admisibilidad de la moción original. Esto se zanjó en el Senado gracias a una indicación sustitutiva que presentó el Ejecutivo. Por tanto, desaparece, por este último motivo, cualquier duda acerca de la constitucionalidad de la iniciativa.



Segundo, se generó todo un debate sobre cómo se ingresa a una planta docente. 



Todos sabemos que en la legislación chilena eso se logra a través de concurso público. Luego de ganarlo, se llega a ser profesor o profesora. Pero aquí estamos estableciendo una vía excepcional: mediante una ley. Así se hizo en 1999 (ley N° 19.648) y así se pretende fijar ahora. Sin embargo, cabe consignar que la norma general, no solo en el caso de los docentes, sino en el de cualquier empleo público, es el concurso.



Y tercero -también planteé este punto en la Comisión de Educación-, se manifestó la preocupación por el gasto que esta propuesta originará a futuro.



Los alcaldes, quienes hacen sus mejores esfuerzos, tienen razón en preguntarle al Ejecutivo quién financiará las eventuales indemnizaciones, por ejemplo, respecto de eventuales desvinculaciones. Digámoslo claramente: es cierto que esto va a ser de cargo de los municipios. Y todos sabemos que estos han sido recargados excesivamente desde el punto de vista financiero.



Dejando constancia de esas tres dudas legítimas, las que se analizaron en la Comisión, manifiesto que estamos muy contentos de aprobar el proyecto que nos ocupa.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, cada vez que el Gobierno de turno presenta una iniciativa para entregar beneficios a los profesores uno termina aprobándola como el mal menor.



Cuando asumió la actual Administración, yo me imaginé que el primer proyecto que se presentaría iba a ser para mejorar las condiciones de los profesores.



Aquí, francamente, no estoy pensando que un Gobierno lo hace más bien que otro. Cuando se habla de mejorar el modelo educativo y la calidad de la educación lo razonable es comenzar por los docentes.



Es muy simple.



Podemos tener lindos laboratorios, extraordinarios complejos deportivos, infraestructura de funcionamiento del colegio de primera calidad. Pero -como me dice mi propia señora, quien es profesora- todo eso vale bastante poco si no nos preocupamos de quienes enseñan a nuestros niños.



Entonces, imaginé que lo relativo a los profesores constituiría la prioridad de este Gobierno, y que estaríamos discutiendo durante todo este año, sobre todo si se había aprobado una reforma tributaria, cómo mejorar las condiciones laborales, la capacitación, la preparación de los docentes a lo menos en cuatro aspectos.



Primero, los incentivos para que se estudie más pedagogía.



Ya se efectuó un avance importante durante la Administración anterior. Pero falta mucho por hacer.



Segundo, las remuneraciones.



Resulta absolutamente injustificado que en nuestro país haya docentes que no tengan una remuneración a la altura de sus responsabilidades.



Tercero, la posibilidad de capacitación.



Ello tampoco existe en la forma como debería ser.



Cuarto, la factibilidad de que los docentes preparen adecuadamente sus clases.



Yo me reuní con Jaime Quilaqueo y Luis Almendra, quienes pertenecen a la Región de La Araucanía. Y una de las cuestiones que me señalaron dice relación con la cantidad de tiempo que pierden en burocracia, horas que no pueden destinar para preparar adecuadamente sus clases.



Por lo tanto, mi primera reflexión apunta a que mientras no abordemos lo tocante a los profesores en forma integral, global, completa y ello lo hagamos siempre mediante parcialidades, las soluciones en educación serán de parche.



Yo recuerdo que años atrás me tocó conformar una Comisión Mixta que debía resolver sobre el aumento de una asignación a los profesores. Y todas las asignaciones que se establecían no incluían el aspecto previsional.



Hoy en mi Región hay profesores que jubilan -y me lo mostraron- con 120 a 130 mil pesos, quienes al término de su carrera, después de treinta años de trabajo, ganaban 750 mil a 800 mil pesos.



Entonces, el profesor se encuentra ante una disyuntiva obvia: “Cómo me voy a mi casa con 130 mil pesos en circunstancias de que llevo 30 o 40 años trabajando”. Por lo tanto, ese docente no querrá jubilar.



Señora Presidenta, yo siento que todos estos proyectos de ley son siempre medidas de parche. Tomamos las cosas a medias; no lo hacemos en forma integral. Y lo razonable es abordar el problema de los profesores de modo global.



En cuanto a los docentes a contrata, tampoco ha existido aquí la capacidad ni la voluntad política para resolver esta materia íntegramente.



Lo sensato es que existan profesores de planta, y que se modifique la forma como funciona dicha planta.



¿Cuál es el problema de un docente a contrata? No tanto que lo echen al término del año por ser mal profesor, sino porque no le simpatiza a la autoridad de turno, más allá de si es bueno o malo en su función.



No creo que los buenos profesores se opongan a que, sometidos a un buen sistema de calificación, quienes no hagan bien su trabajo y sean responsables del cumplimiento negligente de su labor corran el riesgo de la exoneración.



El problema estriba en cuáles son los criterios que se utilizan para medir aquello.



Por ejemplo, ¿cómo se evalúa a un profesor cuando tiene a un niño con déficit atencional y le dedica muchas horas?



Señor Presidente, he querido realizar estas reflexiones, porque a mi juicio el proyecto que nos ocupa avanza en materias como las que mencioné. Mas lo considero insuficiente en muchos aspectos.



Podemos legislar sobre los colegios particulares subvencionados o todo lo que queramos. Pero mientras no se tome el toro por las astas y se legisle a fondo con respecto al profesorado en nuestro país, será poco lo que avanzaremos en calidad de la educación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, cualquier persona que por alguna razón (por equivocación, en fin) hoy se haya quedado pegada al canal de televisión del Senado habrá visto la discusión del proyecto que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, el cual probablemente será aprobado. La iniciativa que debiera tratarse a continuación dice relación con el permiso de funcionamiento de establecimientos que ofrecen educación parvularia. Y el proyecto que ahora nos ocupa tiene como propósito claramente regularizar la situación de decenas de miles de profesores en todo Chile, quienes se hallan en condiciones muy precarias.



Todo ello tiene que ver con la educación pública.



Algunos sectores políticos durante todos estos meses en que ha durado la tramitación de una iniciativa, de ocho o nueve que se presentaron, majaderamente han venido insistiendo en que aquí no está la educación pública.



Bueno, eso es educación pública.



Estamos hablando de profesores que se hallan en el sistema público, quienes -como bien señaló el Senador Tuma- se incorporarán posteriormente a la nueva institucionalidad que se creará a nivel local, territorial, muy cerca de la gente, y no municipal.



Esa es la reforma educacional.



Quien no quiere verlo y se queda pegado en la discusión del lucro; quienes son contrarios al proyecto que pone fin al lucro y a los sistemas de discriminación -hay que decirlo también- han hostigado permanentemente a todos los profesores del sistema público en Chile. Durante estos meses ha habido un acoso constante a los docentes que se desempeñan en el sistema municipal, y no solo por la paralización.



La iniciativa en debate, originada en moción del Diputado Rodrigo González, entre otros parlamentarios -por cierto, la valoramos-, recibió el patrocinio del Ejecutivo. Con ello -tal cual señalaron varios señores Senadores- se despejan cuestiones no menores. Porque se pensaba que sería muy fácil aprobarla acá el año pasado, con un Gobierno en contra; con los Ministros de Hacienda y de Educación en contra; con la Asociación Chilena de Municipalidades, a la que -como saben Sus Señorías- no le gusta su texto.



La verdad es que no era posible aprobarla. Se iba a estrellar en el Tribunal Constitucional.



Eso no lo podíamos permitir para los profesores.



Por lo tanto, valoro el que hoy, después de muchos años, se esté aprobando este proyecto. Porque ello no ocurría desde los Gobiernos de los Presidentes Frei y Lagos (este último lo implementó), en que el Congreso Nacional dio vida a una ley para corregir, por una vez, la situación de un número muy importante de docentes con los que traspasaba el límite legal del 20 por ciento de personal a contrata.



Entonces, claramente, eso les da seguridad a los profesores.



Hay, sí -como se ha dicho aquí-, algunos docentes que probablemente quedarán fuera de este beneficio (profesores SEP y PIE, y de otro tipo de programas).



Eso habrá que verlo más adelante. Aquí no estamos diciendo que no respecto de esos casos. Deben revisarse en el marco de una legislación posterior, que llegará con la nueva institución pública.



Entiendo que el Gobierno también acogió el planteamiento del Colegio de Profesores -aprovecho de saludar a su directorio, encabezado por el Presidente Nacional-, en el sentido de realizar esa discusión en marzo y no en el verano como se hizo durante el Gobierno anterior, en que se llevó a cabo un debate muy importante.



Considero relevante mirar a la cara a los profesores cuando uno va a legislar sobre materias que les pueden afectar o beneficiar.



Señora Presidenta, a mi juicio este proyecto ciertamente constituye un avance. Es más de lo que se hallaba originalmente contenido en la propuesta de los Diputados. La indicación que presentó el Gobierno (el Ministro, la Subsecretaria de Educación) es un elemento positivo.



Por eso el diálogo que hemos efectuado -en nuestro caso, en La Araucanía- con los presidentes regionales.



Me parece bueno incorporarlos, y en general, al Colegio de Profesores, en los establecimientos, en las salas de clases. Porque ahí es donde uno puede recibir de manera muy directa aspectos que forman parte, entre otras cosas, de la agenda corta, como el agobio laboral (qué vamos a entender por ello; es parte de la discusión que vendrá); lo relativo a la remuneración mínima; lo tocante a las pensiones (hoy ya no se sostienen jubilaciones tan bajas como las que tenemos), y, por supuesto, materias de más largo plazo que se consignan en la nueva carrera docente.



Así que -reitero- nos parece muy importante este paso. Por eso, el Partido Por la Democracia, que presido, votará entusiastamente a favor de este proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, quiero justificar mi votación a favor de esta iniciativa y reiterar algo que hablamos en reunión de 28 de mayo del año en curso los Senadores por Magallanes con la Presidenta regional del Colegio de Profesores, señora Flor Oyarzo. En dicha ocasión nos pidió el compromiso para tratar de agilizar la tramitación de este proyecto, el cual -tal como se ha planteado durante esta discusión-, pone al día, regulariza la situación de precariedad de los profesores. Ello, sin duda, afecta su desempeño -se han entregado aquí los argumentos-; y también se incumple lo que la ley establece.



Asimismo, deseo destacar el logro también de los dirigentes del Colegio de Profesores, en particular de la Región que represento, que nos permitirá pasar del actual 48,9 por ciento de docentes contratados en calidad de titulares a 82 por ciento. Lo anterior significa que 457 hombres y mujeres cambiarán su realidad. 



Así damos paso a una discusión más de fondo, que no se halla contenida en la ley en proyecto y que dice relación con el principal compromiso de la Nueva Mayoría para estos cuatro años: la reforma educacional.



De igual manera, deseo transmitir tranquilidad con respecto a las dudas que había en materia de horas no lectivas. Aquí quiero agradecer la indicación enviada por el Ejecutivo. Lo conversamos directamente con el Ministro. A mi juicio, ella zanja varias de las inquietudes expuestas en su momento no solo por los profesores, sino también por los Diputados.



Eso nos permite avanzar con calma en la aprobación de esta iniciativa.



Lo último que resta plantear se refiere a la necesidad de que en todas las materias de fondo señaladas acá se contemplen instancias de diálogo -tal como se hizo con la creación de mesas desde el Ministerio-, sobre todo para lo que tiene que ver con la carrera docente y los próximos proyectos que discutiremos. Cómo se refuerza aquello en la etapa prelegislativa, contemplando fundamentalmente la realidad regional, de las distintas comunas, para que la discusión que llevemos a cabo responda no solo a las expectativas, sino también a los requerimientos en una materia tan relevante como esta.



Espero, pues, que termine pronto la tramitación completa de esta iniciativa.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, el Estatuto Docente, normativa por la cual se rigen las relaciones laborales entre los profesores y las municipalidades, señala en su artículo 25 que: “Tendrán calidad de contratados aquellos que desempeñan labores docentes transitorias, experimentales, optativas, especiales o de reemplazo de titulares”.



Como si eso fuera poco, el artículo 26 del referido cuerpo legal expresa que: “El número de horas correspondientes a docentes en calidad de contratados en una misma Municipalidad o Corporación Educacional, no podrá exceder del 20% del total de horas de la dotación de las mismas”, etcétera.



Entonces, uno se pregunta cómo es posible que el propio Estado no cumpla las normas, las leyes. Porque, claramente, un profesor que lleva más de tres años trabajando para un municipio o una corporación municipal no realiza una labor de carácter transitoria, sino que está cumpliendo tareas permanentes.



Si los municipios se hallan impedidos en cuanto al número de horas correspondientes a docentes en calidad de contratados, que no podrá ir más allá del 20 por ciento del total de horas de la dotación, ¿por qué se les permiten cifras que sobrepasan con creces ese límite?



La verdad es que resulta incomprensible. Porque cuando se trata del sector privado, somos tremendamente exigentes. Y rápidamente se recurre a los organismos creados para garantizar el cumplimiento de la ley.



Pero no ocurre lo mismo con el Estado.



Por eso, señora Presidenta, yo me alegro de este proyecto, pues hace plena justicia respecto de los profesores.



Adhiero a quienes han señalado que no se puede concebir un mejoramiento de la calidad de la educación sin contar con la estabilidad de los docentes, sin la participación entusiasta de ellos.



Creo que una iniciativa de esta naturaleza va en la dirección correcta.



Voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, solo quiero reiterar que desde hace mucho tiempo hemos manifestado la necesidad de resolver lo relativo a las contratas, no solo en el ámbito de la educación municipal.



Es un problema que se repite en muchas agencias del Estado, en muchos ministerios. Si el Ejecutivo ha dado el paso para avalar esta propuesta, como se lo solicitamos, pensamos que resulta importante que se estudie lo mismo para otras dependencias de la administración pública.



Por distintas razones, aquí ha habido mal uso del trabajo bajo el régimen de contrata, que ha venido afectando la estabilidad laboral de muchas personas.



En el caso de los municipios, la cuestión de fondo radica en que el artículo 121 de la Constitución establece la forma de resolver las plantas de los municipios. Pero se requiere la dictación de una ley orgánica, la cual, desde la reforma de 1997, no ha sido dictada.



Eso es lo que tiene a los municipios estrangulados. Porque no pueden desarrollar sus plantas con libertad; en principio no es factible dictar leyes. Y, por lo tanto, recurren al camino, al expediente de incorporar personas a contrata o a honorarios, que es una situación de mucha mayor fragilidad todavía.



Eso es lo que debe resolverse. Y pienso que ello es responsabilidad del Gobierno. Insisto en la necesidad de hacerlo.



En tal sentido -tal cual lo señalé, y así fue recogido-, la Comisión de Educación, al escuchar la opinión de distintos constitucionalistas, llegó a la conclusión de que esta iniciativa era inconstitucional. En forma unánime le pedimos al Ejecutivo que avalara una normativa de carácter sustitutiva que permitiera resolver este problema.



Finalmente lo hizo el actual Gobierno, de lo cual me alegro.



Por tal motivo, apoyaré este proyecto, pues me parece que es lo que en justicia corresponde. Solo pienso que ha de agregarse a otros trabajadores que se hallan en la misma situación. 



De otro lado, debo manifestar mis dudas con respecto a los gastos adicionales que representa esta iniciativa.



El Ministro de Educación señaló que son flujos y que, por lo tanto, no afectan. 



En esta materia yo por lo menos quiero dejar constancia de que si hay mayores gastos no debemos endosárselos a los municipios. Esta es responsabilidad del Estado. No podemos pensar que ello se resuelve simplemente aumentando las tareas municipales.



Claro, se van a ganar los mismos sueldos; se mantendrán los ingresos de los profesores, aunque no sean los mejores. Y eso no irroga mayor gasto.



Pero hay una serie de otras responsabilidades que asumen los municipios al pasar esta cantidad de personas a la planta municipal.



Eso es lo que queremos evitar. Porque -reitero- resulta muy fácil resolver los problemas pasándole la cuenta a otro. En justicia los profesores merecen este mejoramiento. Y el problema que menciono no es de su responsabilidad.



Por eso apoyamos la norma. Pero dejamos constancia de que aquí hay recursos involucrados, y que si los municipios lo reclaman, el Gobierno deberá hacerse cargo de ello.



Anticipo desde ya nuestra decisión de apoyar la iniciativa de otorgarles mayores recursos a los municipios para financiar esta medida, la cual, en mi concepto, requerirá un fondo adicional.



Teniendo en consideración todo lo expuesto, manifiesto mi voto favorable a la ley en proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, con todo respeto quiero hablar esta noche. Porque en las zonas rurales, en las regiones la iniciativa que nos ocupa es muy importante para los profesores, sobre todo para aquellos que lo han pasado muy mal en Cochamó, en Hualaihué, en Palena, en Futaleufú, en Chaitén, dentro de las treinta comunas que componen la Región que yo represento, la de Los Lagos.



Yo diría que este es un proyecto justo. Pero las cosas siempre hay que aclararlas.



La Nueva Mayoría, o Concertación, gobernó por veinte años. Nosotros hoy no somos la Nueva Mayoría, sino la “Nueva Minoría”; y en tal virtud, podemos aportar mucho.



Ahora, este no es un proyecto del Gobierno: nació de una moción de Diputados (también hubo una de Senadores). Lo que hizo el Ejecutivo, y muy bien, fue presentar indicaciones sustitutivas que permitieron votarlo esta tarde.



Ahora, esta iniciativa es justa. Por ejemplo, en la Región que represento hay 5 mil 900 a 6 mil profesores, y, en la práctica, la solución va a consistir en que de 49,8 por ciento de maestros con titularidad se subirá a 84 por ciento.



Señora Presidenta, más allá de lo que se hable acerca de la reforma tributaria, de la ley del lucro y de todo lo concerniente a la educación, debo puntualizar que este proyecto es relevante sobre todo porque da tranquilidad -esto no lo conseguían las otras iniciativas-, especialmente a profesores de sectores rurales, quienes van a tener un grado significativo de estabilidad. Porque la inestabilidad es un elemento que ha perseguido durante todos estos años a numerosos maestros.



En la Cámara de Diputados yo veía que sobre la materia se presentaban proyectos de acuerdo que -me disculpo por lo que voy a decir- muy poco valían, pues envolvían sentimientos, mas no soluciones. Y con ello se dejaba tranquilos a los maestros. Tal sucedía, por ejemplo, con la deuda histórica, respecto de la cual en privado se decía que ningún gobierno iba a poder pagarla, debido a la falta de recursos.



¡Este es un proyecto real!



Sí, hay que entender a los municipios. Ellos no son contrarios a la iniciativa en debate, pero están preocupados por cómo la financiarán.



Hoy, afortunadamente, nos congrega un punto importante en la educación chilena: este proyecto les va a llevar tranquilidad a todos los profesores, sobre todo a los de mi Región, quienes me hacían presente su inquietud.



Por eso, voto que sí.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, este es un proyecto justo para los profesores, respecto de los cuales en muchos casos existe una situación tremendamente precaria desde el punto de vista laboral. Y, sin duda, ese no es el mejor ambiente para que los maestros puedan aportar a la buena educación de los niños en los colegios dependientes del Estado. 



¡Es realmente lamentable que, en tal sentido, el Estado sea tan mal empleador!



Al comparar aquella situación con la del sector particular, donde no hay estatuto docente, uno ve que en este último los profesores tienen una mejor situación que la de contrata en el ámbito público, en la cual a fin de año surge la inquietud por la renovación de los contratos y los derechos laborales no están bien cuidados.



Cuando discutimos este proyecto de ley en la Comisión de Educación, yo me abstuve básicamente por dos razones.



En primer lugar, tengo una preocupación con respecto a los municipios. Porque este proyecto de ley, si bien fue apoyado por una indicación sustitutiva del Ejecutivo -y por eso estamos en condiciones de votarlo-, no viene acompañado de recursos. Y, obviamente, el paso de los profesores al Estatuto Docente tendrá un costo para las municipalidades, al menos en el momento de poner término a los contratos de los profesores.



Por lo tanto, es preocupante que estemos legislando para sacarnos una buena foto, pues en ella se pone de manifiesto que apoyamos a los profesores, pero estamos dejando pasar la falta de provisión de dineros adicionales para los municipios.



Eso constituye una preocupación. Porque el mandato está en la ley, y se ha de cumplir. No debiéramos hallarnos en la situación de tener que tramitar un proyecto de ley en el Congreso Nacional para permitir que la mitad o más de los profesores tengan un contrato como corresponde.



Entonces, la pregunta es por qué no se cumple dicho mandato, ¡por qué debemos hacer una ley para que la ley se cumpla...!



¡Es una cosa muy rara!



De ahí que, responsablemente, yo deba poner la preocupación sobre la mesa.



Por desgracia, en la Comisión de Educación no pudimos escuchar a los representantes de los municipios, por un problema de agenda.



Espero que el punto se trate en la Cámara.



Y, en segundo lugar, me abstuve en aquel órgano técnico porque los propios profesores presentes hicieron el punto de que no quedaba claro si quienes cumplían con todos los demás requisitos pero no realizaban su labor en aula estaban incluidos dentro del beneficio.



Yo pedí en ese minuto que se aclarara la situación entre el debate de la Comisión y el de la Sala. Y hoy el Ejecutivo formuló una indicación que recoge tal inquietud. En efecto, plantea que se trata no solo de los docentes que se encuentran en aula, sino también de los incluidos en las horas no lectivas.



Yo espero que de aquella manera se salve la preocupación expuesta por profesores que, por ejemplo, desarrollan sus labores en proyectos de integración, en proyectos de apoyo a niños con necesidades educativas especiales, sean transitorias o permanentes.



Ojalá que con esa indicación del Ejecutivo estén todos incluidos, sobre la base de los tres años. Se lo pregunté en privado al Ministro de Educación, quien dijo que sí.



En tal sentido, señora Presidenta, creo que este proyecto hace justicia. Pienso, sí, que podríamos haber empezado con una iniciativa…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Perdón, señora Senadora, pero terminó su tiempo.



Su Señoría dispone de 30 segundos adicionales para concluir.

La señora VON BAER.-… de tales características mucho antes. Pero bienvenido sea el texto que recibimos. Y ojalá que los municipios no tengan problemas con los fondos.



Voto que sí.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra en seguida la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Quiero plantear un par de cosas sobre la materia, señora Presidenta.



En primer lugar –cuento con experiencia como sostenedora de colegios a través de la Municipalidad de Concepción-, la diferencia en el aprendizaje de los niños tiene mucho que ver con lo que sucede dentro del aula. Y dentro del aula tienen relevancia el interés y el amor de los profesores al trabajo bien hecho, a la pedagogía, a la enseñanza.



Por lo tanto, es muy importante disponer de maestros bien remunerados, con estabilidad financiera, para que puedan desarrollar de buena manera su labor.



Ahora, hay una pregunta que cae de cajón: si la ley permite solo 20 por ciento de personal a contrata, ¿por qué los municipios no llaman a concurso?



A lo mejor Sus Señorías no conocen la respuesta. Pero yo puedo darla.



Lo que sucede es que muchas veces los profesores a contrata, a pesar de que hacen una estupenda labor dentro del aula, de que ponen su conocimiento y su alma para enseñarles a los alumnos, no pueden ganar los concursos cuando compiten con otros de más años o con mejor currículum, pero no necesariamente con mayores posibilidades de enseñar en la sala de clases. De modo que muchas veces -y a mí me pasó- se llama a concurso y los buenos maestros de contrata no necesariamente quedan en los cargos como quiere el sostenedor. Así, en reiteradas oportunidades los municipios optan por aceptar tal situación pese a no ser lo que corresponde en estricto rigor.



Por lo tanto, me parece buena cosa regularizar tal situación, ayudar a los municipios para que les den titularidad y seguridad a los docentes.



Por otro lado, hay que respaldar con recursos a las municipalidades donde existen profesores que, no obstante haber cumplido la edad requerida, no pueden jubilar.



Tal como se ha dicho acá, debemos entregarles más dineros a las corporaciones edilicias para permitirles ayudar a la educación municipal mientras se mantenga en ellas.



Hoy los municipios no están ayudando a la educación pública. Necesitamos que el trabajo que se realiza en los colegios municipales se respalde con fondos públicos que posibiliten aumentar la labor que se está llevando a cabo.



Este proyecto me alegra profundamente. Conozco a muchos profesores que han laborado a contrata durante hartos años sin poder regularizar su situación. Por esta vía podrán hacerlo.



En todo caso, hay que sanear la situación existente, pues no se puede hacer esto cada cierto tiempo.



La permanencia de un profesor en un cargo de contrata debiera considerarse fuertemente en los llamados a concurso.



Hay que volver a revisar la forma como se procede a la titularidad de los cargos. Porque la situación que se da con los profesores a contrata (y lo conversábamos con los colegios y con maestros de la zona que represento) es bastante perversa, producto justamente de la manera en que se generan los concursos.



Así que, de verdad, esta iniciativa me alegra sobremanera. Espero que con ella se dé tranquilidad a los miles de profesores que están en la situación descrita pese a que dejan su alma y su vida tratando no solo de enseñar sino también de formar a numerosos niños.



Es lo que en justicia corresponde. Y espero que se entreguen mayores recursos a los municipios para que hagan cada vez mejor la labor que tienen encomendada.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, quiero partir valorando el tremendo esfuerzo que realizan todos los profesores de nuestro país. 



Creo entonces, señor Ministro, que por ellos debiéramos haber partido nuestra reforma educacional.



En tal sentido, esta iniciativa viene justamente a poner en su lugar la dignidad del profesorado, la seguridad que necesitan los docentes para vivir como personas que se entregan por entero a nuestros jóvenes y a nuestros niños.



Los maestros necesitan estabilidad. Quienes ejercitan su vocación todos los días en zonas urbanas y en zonas rurales requieren estabilidad mínima en su empleo.



Eso no ha ocurrido. Y los Senadores que me antecedieron fueron bastante claros para referirse a la inestabilidad histórica que ha tenido el profesorado.



Es posible que esta iniciativa no les signifique más recursos, pero los maestros podrán decir con tranquilidad “Yo continúo mi trabajo en la Corporación o en el DAEM”. Eso es fundamental, pues evita que los profesores a contrata tengan cada fin de año incertidumbre sobre la renovación de sus contratos, lo que no es bueno para personas que dedican su vida a formar a nuestras generaciones, ni tampoco para sus familias.



Por eso, en primer lugar, valoro el trabajo del profesorado. Y creo que esta es una manera mínima de colaborar con él y apoyarlo frente a una reivindicación histórica que el Estado no ha satisfecho.



En nuestro país, cualquier empresa privada ha tenido muchos más derechos que el profesorado.



Por eso, debemos nivelar a las personas más importantes de nuestra sociedad: los maestros.



De otro lado, señora Presidenta, debo hacer presente que los profesores sin titularidad son -y lo manifestó otro Senador- sujetos de crédito complejos, a los que se les cobra más por los préstamos. Entonces, deben acudir a las casas comerciales, donde las tasas de los créditos se los comen. ¿Y qué queda al final de mes? Pagar intereses y seguir con la incertidumbre de si el año siguiente van a tener trabajo.



Yo quiero valorar esta iniciativa.



Actualmente, en la Sexta Región, según la información que nos entregó el Ministerio de Educación, tenemos 2 mil 597 docentes de aula a contrata y vamos a aumentar en 1.976. En definitiva, señor Ministro, con este proyecto llegaremos prácticamente a 87 por ciento de profesores con titularidad.



Ahora, no puedo dejar pasar esta oportunidad sin referirme a lo que planteamos y conversamos con el señor Ministro durante la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos en el sentido de que los profesores y los niños rurales necesitan un apoyo distinto y de que, por problemas económicos de los municipios, estamos perdiendo la posibilidad de mantener muchos colegios en ese sector.



Al respecto, pienso que debiera existir -y estoy convencido de que el señor Ministro va a trabajarlo en la reforma educacional- una subvención adicional para el sector rural, de modo que sea pujante y no se desplace hacia el sector urbano, pues ello a la larga significa separar a la gente de su familia y del mundo en que ha vivido históricamente.



Por eso, señora Presidenta y estimado Ministro, me parece que este proyecto es de mínima justicia para el profesorado de nuestro país. Y estoy convencido de que vamos a aprobarlo unánimemente, pues los maestros de Chile lo merecen.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, no iba a intervenir, pues voté a favor de este proyecto cuando lo vimos acá, en esta Sala, hace algún tiempo.



Mi único comentario es que hago míos muchos de los aspectos planteados acá respecto a la justicia de lo que estamos haciendo; a la deuda pendiente; a que los municipios no cumplen la ley, como dijo el Senador José García; a que resulta inconcebible que el Estado haga la vista gorda ante el hecho notorio de que no se cumple el estatuto docente en cuanto al máximo de 20 por ciento de cargos de contrata.



Todo eso lo hago mío.



Sin embargo, voy a referirme a un punto específico, para que quede en acta y para que cuando discutamos los muy complejos proyectos que vienen, que serán largamente debatidos, no lo olvidemos.



Algunas Senadoras y algunos Senadores (entre estos el colega García-Huidobro) han dicho estar por la estabilidad, para evitar la incertidumbre de fin de año, cuando el personal a contrata no sabe si tendrá continuidad por la vía de la renovación de los contratos.



Yo comparto cien por ciento dicho planteamiento.



Pero también he escuchado otros argumentos, que no se dicen en esta Sala, sino fuera de ella, en privado, en el sentido de que la estabilidad no es buena amiga de la productividad o de la eficiencia del sistema de educación pública.



--(Manifestaciones en tribunas).


Entonces, como no comparto eso, quiero relevarlo acá. Y a todos aquellos que han hablado de la importancia de la estabilidad les pido que nos acordemos de eso al discutir el estatuto docente, cuando lo revisemos. Ello, para asegurarnos de que vamos a velar por la estabilidad y no nos desviaremos.



Tal es el punto que quería hacer.



Eso, ciertamente, en una sociedad con discusiones importantes: evaluación y capacitación docente; currículum de las universidades; duración de las carreras. 



Yo soy de los que creen que no es necesaria la posibilidad de cercenar la estabilidad laboral para obtener mejores beneficios.



El sector público de planta funciona relativamente bien; y son funcionarios que tienen ciertos beneficios. Pero esto no es único y prioritario de Chile: ocurre en otros países del mundo.



Yo no veo por qué, existiendo un sistema de evaluación razonable, exigente, periódico, no puede haber estabilidad laboral y, además, buenas remuneraciones, con espacio adecuado para que los profesores preparen sus materias, hagan las clases, se capaciten.



Todo eso implica una decisión mayor. Y la vamos a ver, ciertamente, a partir del año 2015. 



Me alegro de que señores Senadores hayan hecho referencia a la importancia de la estabilidad. Si mencionamos hoy este elemento para justificar el traspaso de contrata a la planta, convendrá recordarlo cuando discutamos sobre el régimen de largo plazo que requerirán los profesores y no echarlo en saco roto dando vuelta el argumento.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Por 37 votos a favor, se aprueba en general el proyecto, como también la indicación del Ejecutivo, quedando el primero asimismo aprobado en particular.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Saludamos y agradecemos la presencia de quienes nos han acompañado en las tribunas.



--(Aplausos en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- ¡Felicitaciones!



Se ha obtenido una altísima votación, de prácticamente la totalidad de los señores Senadores. 



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levantará la sesión, sin perjuicio de enviarse los oficios llegados a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Alcalde de Punta Arenas, a fin de solicitarle ESPACIOS PARA PLANTACIÓN DE CALAFATE EN PLAZAS DE PUNTA ARENAS, y al señor Director Nacional del Trabajo, con el objeto de pedirle NORMATIVA DE EXCEPCIÓN PARA LABOR DE TRANSPORTISTAS DE SERVICIOS TURÍSTICOS DE MAGALLANES.



Del señor NAVARRO:


A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, para que se informe SUELDO PROMEDIO DE TRABAJADORES FORESTALES; al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, a fin de pedir COPIA DE CONVENIO DE TARJETA NACIONAL ESTUDIANTIL; al señor Ministro de Energía, con el objeto de solicitar antecedentes sobre IMPLEMENTACIÓN Y DESARROLLO DE ENERGÍAS RENOVABLES NO CONVENCIONALES; al señor Subsecretario de Pesca, para que remita información relacionada con INSTALACIÓN OBLIGATORIA DE GPS EN NAVES DE MÁS DE 12 METROS DE ESLORA; a los señores alcaldes de las comunas de la Región del Biobío, para consultarles POSTURA ANTE DECLARACIÓN DE CONCEPCIÓN COMO REGIÓN METROPOLITANA; al señor Alcalde de Concepción, a fin de preguntar MOTIVOS DE NO OTORGAMIENTO DE PERMISO A COMERCIANTES AMBULANTES CON OCASIÓN DE FIESTAS DE FIN DE AÑO y por CUIDADO Y MANTENIMIENTO DE OBRAS EN CERRO CARACOL; al señor Superintendente de Educación, pidiendo antecedentes de CRITERIOS DE UNIVERSIDADES PARA FIJACIÓN ANUAL DE ARANCELES Y MATRÍCULA; a la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios y al señor Superintendente del Medio Ambiente, para que se informe respecto de CUMPLIMIENTO DE NORMAS SANITARIAS POR PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS EN SECTOR DE ALTO RARI, COMUNA DE TOMÉ; a los señores Director Nacional de CONADI y Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, para pedir antecedentes de CONSULTA INDÍGENA A RAÍZ DE AMPLIACIÓN DE PLANTA HORCONES, DE ARAUCO; al señor Director del Servicio de Salud de Concepción y, por su intermedio, al Hospital Regional de Concepción, para que se informe sobre IMPACTO DE MOVILIZACIONES DE PERSONAL DE HOSPITAL REGIONAL EN ATENCIÓN A PÚBLICO, y al señor Presidente del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano, a fin de que entregue antecedentes relativos a CREACIÓN DE REGIONES METROPOLITANAS EN CONCEPCIÓN Y EN VALPARAÍSO.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se levanta la sesión. 


--Se levantó a las 20:52.









Manuel Ocaña Vergara, 









 Jefe de la Redacción 
A N E X O S

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE 
MODIFICA EL CÓDIGO CIVIL PARA CREAR EL ESTADO CIVIL DE 
SOLTERO Y SU MEDIO DE PRUEBA

(8.239-07)

Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que regula la forma de acreditar el estado civil de soltero, originado en una moción de los diputados señores Ricardo Rincón González, Guillermo Ceroni Fuentes, Fuad Chahin Valenzuela, Aldo Cornejo González y Cristián Monckeberg Bruner, y de los exdiputados señores Pedro Araya Guerrero, Alberto Cardemil Herrera, Edmundo Eluchans Urenda, Felipe Harboe Bascuñán y Juan Carlos Latorre Carmona, correspondiente al boletín N° 8239-07, del tenor siguiente: 
PROYECTO DE LEY
“Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 305 del Código Civil, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:

“El estado civil de soltero se probará mediante la partida oficial que acredite la inexistencia de matrimonios inscritos por parte del solicitante”.”.
***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.327, EN LO TOCANTE A SU ÁMBITO DE APLICACIÓN Y AL ESTABLECIMIENTO DE UN RÉGIMEN SANCIONATORIO EFECTIVO, Y LA LEY N° 20.502, EN MATERIA DE FUNCIONES DE LA SUBSECRETARÍA DE PREVENCIÓN DEL DELITO

(9.566-29)


Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N°19.327, en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la ley N°20.502, en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito, correspondiente al boletín N°9566-29, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N°19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional:
1) Sustitúyese el epígrafe de la ley N°19.327 por el siguiente: “Ley N°19.327, de derechos y deberes en los espectáculos de fútbol profesional”.

2) Agrégase el siguiente Título Preliminar, incorporando los siguientes artículos 1°, 2° y 3°, alterándose la actual numeración del articulado de la ley en referencia como sigue: los artículos 1°, 2°, 2°A, 2°B, 2°C, 3°, 4°, 5°, 6°, 6°A, 6°B, 6°C, 6°D, 6°E, 6°F, 7°, 7°A, 9°, 9°A y 10, pasan a ser, respectivamente, los artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 21, 22, 23 y 24.

“TÍTULO PRELIMINAR

Del ámbito de aplicación, derechos y deberes de los asistentes y de los organizadores de espectáculos de fútbol profesional.

Artículo 1°.- La presente ley regula la realización de los espectáculos de fútbol profesional, establece los derechos y deberes de los asistentes, los requisitos de los recintos deportivos en que éstos se desarrollen, y las obligaciones de las organizaciones deportivas de fútbol profesional, de los organizadores de dichos espectáculos y de los administradores de los recintos correspondientes.

Se aplicará la presente ley, de igual manera, a los delitos, faltas e infracciones cometidas con ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, sea en el interior del recinto deportivo o en sus inmediaciones. Asimismo, se aplicará a todos los hechos y circunstancias conexas a dicho espectáculo y, especialmente, a los ejecutados en el transcurso de entrenamientos, animaciones previas, celebraciones, venta de entradas, uso de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros y desplazamientos de los equipos, de los asistentes, de los medios de comunicación y otros intervinientes a los recintos deportivos y lugares de concentración, anteriores o posteriores a un evento deportivo, que tengan como motivo o causa principal los espectáculos antes referidos.

También se aplicará a las conductas ejecutadas contra los actores relacionados con los espectáculos mencionados, tales como jugadores, directores técnicos, miembros del equipo técnico, dirigentes, funcionarios administrativos de los clubes y del ente superior del fútbol profesional, periodistas y árbitros, en su calidad de tales, en el marco del espectáculo de fútbol profesional y de los hechos conexos.
Artículo 2°.- Son derechos y deberes de los asistentes a espectáculos de fútbol profesional los siguientes:

a) Derecho a asistir y participar del espectáculo deportivo y conocer las condiciones de ingreso y de permanencia en el recinto, las que se establecerán en el reglamento de esta ley.

b) Derecho a que los espectáculos y los recintos deportivos cumplan con condiciones básicas de higiene, seguridad y salubridad.

c) Derecho a contar con información oportuna sobre las condiciones básicas de seguridad en el espectáculo y en el recinto deportivo, sobre las medidas de prevención y protección de riesgos inherentes a la actividad, y todas las medidas técnicas necesarias y suficientes que los organizadores, dentro de su esfera de control, deban adoptar con dicho propósito.

d) Deber de respetar las condiciones de ingreso y de permanencia, y no afectar o poner en peligro su propia seguridad, la del resto de los asistentes o del espectáculo en general.

Estos derechos y deberes deberán ser informados por los organizadores del espectáculo a través de medios tecnológicos, medios de comunicación local o nacional u otros aptos para tal efecto.

Artículo 3°.- Son deberes de los organizadores de espectáculos de fútbol profesional y de los dirigentes de los clubes y asociaciones de fútbol profesional, los siguientes:

a) Organizar y administrar el espectáculo deportivo adoptando todas las medidas necesarias y las exigidas para el correcto desarrollo del mismo, incluyendo aquellas que sean determinadas por el intendente al autorizar el espectáculo.
b) Supervisar y garantizar el cumplimiento de la ley, su reglamento y las disposiciones adoptadas por la autoridad administrativa y policial para cada espectáculo deportivo, hecho o actividad conexa.

c) Adoptar las medidas de seguridad necesarias para prevenir alteraciones a la seguridad y al orden público que sean producto del espectáculo deportivo de fútbol profesional, hecho o actividad conexa, tales como venta de entradas, entrenamientos, concentraciones y traslados de equipos.

d) Entregar información veraz, oportuna, fiel y precisa, tales como grabaciones, listado de asistentes, información contable, documentos de la organización, informes técnicos y, en general, toda información que sea requerida por la autoridad, en la forma y plazos que establezca el reglamento de esta ley.

e) El organizador podrá reservarse el derecho de admisión, conforme lo establezca el reglamento, respecto de quienes infrinjan las condiciones de ingreso y permanencia o cuando existan motivos que justifiquen razonablemente la utilización de dicha facultad.

f) Promover y realizar actividades de difusión y extensión que promuevan una cultura de convivencia, bienestar y seguridad en los espectáculos de fútbol profesional.

g) Establecer accesos preferenciales para espectadores que asistan con menores de edad, mujeres embarazadas, personas con situación de discapacidad y adultos mayores, conforme disponga el reglamento.
Asimismo, los organizadores de espectáculos de fútbol profesional estarán sujetos a las obligaciones que para los proveedores impone la ley N°19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, debiendo aplicarse el procedimiento establecido en dicho cuerpo normativo respecto de las eventuales infracciones a los preceptos mencionados.”.

3) Agréganse en el artículo 2°A, que ha pasado a ser 6°, los siguientes incisos cuarto y quinto:

“Asimismo el intendente, o quien lo represente, podrá, fundado en razones de orden y seguridad, requerir a los organizadores cumplir con medidas adicionales de seguridad, rechazar por sectores el aforo máximo para el desarrollo del espectáculo, rechazar la programación del evento deportivo o su realización en un recinto determinado, y revocar la respectiva autorización del espectáculo de fútbol profesional en cualquier momento cuando se comprometa la seguridad y el orden público, decisión esta última que se comunicará a Carabineros, al jefe de seguridad y al árbitro del encuentro. Las mismas facultades se aplicarán a los hechos y circunstancias conexas señaladas en el inciso segundo del artículo 1°, cuando proceda.

Las medidas adicionales de seguridad impuestas a los organizadores deberán ser proporcionales a la clasificación del riesgo del encuentro de fútbol profesional, de acuerdo a lo establecido en el reglamento de esta ley.”.

4) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 2°B, que ha pasado ser 7°:

a) Agrégase en el inciso primero, luego de la expresión “presente ley”, el siguiente texto: “, estando facultado para registrar vestimentas, bolsos, vehículos y todo elemento con que ingresen los espectadores al recinto deportivo, impedir el ingreso de elementos prohibidos, revisar la correspondiente entrada y corroborar la identidad del asistente, impedir el ingreso o hacer efectivo el derecho de admisión respecto de las personas que violen las condiciones de ingreso y permanencia, e impedir el ingreso de personas con prohibición judicial de acceso o respecto de quienes se haya ejercido el derecho de admisión”.

b) Introdúcese el siguiente inciso segundo:
“El reglamento fijará la aptitud, suficiencia y las obligaciones que deberán cumplir los guardias de seguridad.”.

5) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 3°, que ha pasado a ser 9°, la palabra “veinticuatro” por la expresión “setenta y dos”.

6) Suprímese el inciso final del artículo 4°, que ha pasado a ser 10.
7) Reemplázase en el artículo 5°, que ha pasado a ser 11, el ordinal “1°” por “4°”.

8) Agrégase en el inciso 1° del artículo 6°, que ha pasado a ser 12, luego del vocablo “inmediaciones”, la siguiente frase: “, o en el desarrollo de hechos o circunstancias conexas, de acuerdo a lo previsto en el inciso segundo del artículo 1°”.

9) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 6°A, que ha pasado a ser 13:
a) Intercálase, luego del vocablo “inmediaciones”, la siguiente frase: “, o en el desarrollo de hechos o circunstancias conexas, de acuerdo a lo previsto en el inciso segundo del artículo 1°”.

b) Agrégase un inciso segundo del siguiente tenor:

“El que, mediante el uso de violencia, intimidación o coacción ejercidas en la persona del conductor o auxiliares o los pasajeros, retuviere, asumiere el control o utilizare indebidamente algún vehículo destinado al transporte público remunerado de pasajeros, será sancionado con presidio menor en su grado máximo.”.

10) Reemplázanse en el artículo 6°C, que ha pasado a ser artículo 15, las expresiones “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”, y “6°D” por “16”.

11) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 6°D, que ha pasado a ser 16:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.

b) Sustitúyense en la letra b) el vocablo “uno” por “dos”; la palabra “dos” por “cuatro”; y las expresiones “6°” por “12”, “6°A” por “13”, “6°B” por “14” y “6°C” por “15”.

c) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Tratándose de la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, el juez podrá establecer la obligación de presentarse y permanecer en la unidad policial más cercana a su domicilio o la que éste determine, mientras se desarrollen, dentro o fuera de Chile, los espectáculos de fútbol profesional de un determinado club que precise el tribunal.”.
12) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 6°F, que ha pasado a ser 18:
a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero:

“El club visitante será responsable por los daños ocasionados por los espectadores del sector visitante, lo que se pondrá en conocimiento y resolverá la entidad superior del fútbol profesional.”.

13) Suprímese el artículo 6°G.
14) Elimínase el artículo 6°H.
15) Agrégase en el artículo 7°, que ha pasado a ser 19, el siguiente inciso final:
“Sin perjuicio del efecto general de las circunstancias agravantes establecidas en el Código Penal, las circunstancias agravantes especiales contempladas en esta ley producirán el efecto de elevar al triple las penas pecuniarias impuestas y el tiempo de cumplimiento de las sanciones restrictivas de derechos.”.
16) Intercálase el siguiente artículo 20:

“Artículo 20.- Se suspenderá el derecho de afiliación a organizaciones relacionadas con el fútbol profesional por el término de tres años respecto de quienes tengan vigente alguna de las siguientes sanciones:

a) Prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional.
b) Inhabilitación para ser dirigente de un club deportivo de fútbol profesional.
c) Inhabilitación para asociarse a un club deportivo de fútbol profesional.
d) Cualquier sanción establecida por la presente ley.”.

17) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 9°, que ha pasado a ser 22:

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “6°D” por el vocablo “16”. 

18) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 9°A, que ha pasado a ser 23:

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “los artículos 6°G y 6°H” por “el artículo 27”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “6°G” por el vocablo “27”.”.

19) Reemplázase el epígrafe del TÍTULO III por el siguiente: 

“TÍTULO III

Infracciones administrativas y su procedimiento sancionatorio”

20) Agréganse los siguientes artículos 25, 26, 27, 28, 29 y 30:
“Artículo 25.- Las infracciones a lo dispuesto en la presente ley o su reglamento, cometidas por los organizadores de espectáculos de fútbol profesional, las organizaciones deportivas, los administradores de recintos deportivos o dirigentes de los clubes y asociaciones de fútbol profesional, sin perjuicio de otras responsabilidades que pudieran corresponder, serán sancionadas de la siguiente manera:

1) Multa de 25 a 1000 unidades tributarias mensuales, en los siguientes supuestos:

a) Incumplimiento por parte del organizador de un espectáculo de fútbol profesional de lo dispuesto en los artículos 4°, 5° y 6°.

b) Incumplimiento por parte de las personas naturales que representen legalmente a las organizaciones deportivas y las demás personas señaladas en el artículo 10°, inciso cuarto, de las prohibiciones manifestadas en ese precepto.

c) Ofrecer, el organizador de un espectáculo de fútbol profesional, un número de entradas superior al que se le hubiere autorizado para el evento respectivo por la autoridad competente.

d) Incumplimiento por parte del dueño o administrador de los recintos deportivos de las condiciones de seguridad que motivaron su autorización o las establecidas por la autoridad competente en la resolución que autoriza el recinto deportivo.

e) No cumplir con el deber de entregar la información requerida por la autoridad solicitada por cualquier medio idóneo, o retardar su cumplimiento.

2) Multa de 5 a 500 unidades tributarias mensuales, en los siguientes supuestos:

a) En el caso del organizador de espectáculos de fútbol profesional cuyos dispositivos de seguridad no sean aptos ni suficientes.

b) En el caso del organizador de espectáculos de fútbol profesional cuyos dispositivos de seguridad no controlen el cumplimiento de las condiciones de ingreso y permanencia, salvo que se haya ejercido efectivamente el derecho de admisión respecto de quien la haya incumplido.
c) En el caso de contravenciones o infracciones a la presente ley o su reglamento, si no tuvieren señalada una sanción diferente en la misma ley.

El reglamento establecerá la graduación para la aplicación de las multas de este artículo, descendiendo según se trate de partidos categoría A, B o C y la división de fútbol profesional de que se trate.

Dichas multas se elevarán al doble en los casos en que, producto de las infracciones a lo dispuesto en la presente ley, a su reglamento o a lo dispuesto por la autoridad competente en la resolución administrativa que autoriza al respectivo recinto o evento deportivo, se produjeren desórdenes, agolpamientos, tumultos u otras circunstancias que afecten o pongan en peligro a los asistentes, o cualquier otra alteración al orden público, o que hiciere necesaria la intervención de Carabineros de Chile.

En caso de reincidencia, se elevarán las multas antes señaladas al doble. Se considerará reincidente a quien sea sancionado por infracciones a este título más de dos veces dentro del plazo de un año.

Adicionalmente, en los casos de los dos incisos anteriores, se podrá aplicar, para los espectáculos de fútbol profesional futuros que la autoridad administrativa determine, la prohibición de asistencia de los hinchas o espectadores del equipo visita o local.

En los casos en que las multas impuestas de conformidad a los incisos anteriores no sean pagadas, se sancionará a los dirigentes del club organizador del espectáculo, o a los dirigentes de los clubes o asociaciones infractoras, en su caso, con la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por el período de tres años. La sanción cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas.

Artículo 26.- Las infracciones señaladas en el artículo anterior serán conocidas y sancionadas fundadamente por el intendente respectivo a través del procedimiento señalado en la ley N°19.880, con la excepción de lo expresado en los artículos 59 y 60 de ese cuerpo legal, en lo relativo al recurso jerárquico y al recurso extraordinario de revisión.

Sin perjuicio de lo anterior, los afectados por las decisiones administrativas del intendente podrán reclamar la ilegalidad de esa decisión a la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de los 15 días corridos contados desde la notificación a que se refiere el artículo 46 de la ley N°19.880.
La Corte de Apelaciones deberá disponer que el reclamo de ilegalidad sea notificado por cédula al intendente, el que dispondrá del plazo de diez días para presentar sus descargos u observaciones. Evacuado el traslado por el intendente, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación.
La Corte de Apelaciones escuchará los alegatos de las partes, a solicitud de ellas, y dictará sentencia dentro del término de diez días, contado desde la fecha en que se celebre la audiencia antes referida.

Artículo 27.- Constituirán infracciones a la presente ley las siguientes conductas:

a) Revender entradas para espectáculos de fútbol profesional. Para estos efectos, se entenderá por reventa de entradas, todo acto que tenga por objeto enajenar, comercializar, vender o ceder a título oneroso uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional, adquiridos previamente y por medio de las vías oficiales, a un precio superior al establecido por el organizador del espectáculo de fútbol profesional.

b) Ingresar indebidamente a un recinto donde se realiza un espectáculo de fútbol profesional, o actividades conexas que no sean de libre acceso al público, ocupando formas o vías no dispuestas por el organizador o el administrador del recinto deportivo, o irrumpir sin autorización en el terreno de juego del recinto deportivo o del campo de entrenamiento, o cualquier otra zona del recinto deportivo cuyo acceso no sea de libre acceso público.

c) Portar, activar o lanzar bengalas, petardos, bombas de estruendo o, en general, todos aquellos elementos a que se refiere el artículo 3°A de la ley N°17.798, en espectáculos de fútbol profesional o en actividades conexas.

d) Ejecutar cualquier conducta que ponga en peligro la seguridad y tranquilidad del desarrollo del espectáculo, tales como lanzar objetos en dirección al campo de juego, trepar o escalar el alambrado o barreras de separación del recinto.

e) Realizar conductas que interrumpan el espectáculo de fútbol profesional o retrasaren su inicio.

f) Cometer alguna de las conductas descritas en los artículos 494, números 1°, 4° y 16°; 495, números 1°, 2°, 4° y 5°, y 496, números 1°, 10°, 11°, 18° y 26°, del Código Penal, en el ámbito señalado en el inciso segundo del artículo 1°.

g) Manifestar expresiones de carácter discriminatorio, motivadas por raza, etnia o color de piel, sea por la emisión de gritos injuriosos, por el porte de carteles, pancartas o lienzos, o por cualquier otro medio apto para tal fin.
Carabineros podrá denunciar la comisión de la infracción, no siendo aplicable para estos efectos lo dispuesto en el artículo 55, letra a), del Código Procesal Penal.

Tales conductas serán conocidas por el juzgado de policía local competente en el territorio jurisdiccional donde se hubiere perpetrado el hecho, por medio del procedimiento establecido en la ley N°18.287.

El tribunal, en los casos anteriores, aplicará las siguientes sanciones, de acuerdo a la gravedad de la conducta:

a) Multa de 1 a 25 unidades tributarias mensuales, a beneficio municipal.
b) Prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, por un período de entre uno y dos años, aplicándose lo dispuesto en el artículo 16, inciso segundo.
c) Suspensión de la calidad de afiliado, abonado, dirigente o socio de los clubes deportivos a los que perteneciere el infractor, por uno a tres años.
d) Inhabilitación absoluta de las calidades señaladas en la letra anterior, entre uno y hasta tres años.

Tratándose del no pago de la multa impuesta, se impondrá como sanción la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por el período de tres años. La sanción señalada anteriormente cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas, sin perjuicio de la prohibición de ingreso decretada por el tribunal con competencia en lo criminal.

En caso de reincidencia en alguna de las conductas señaladas en este artículo, las sanciones se elevarán al doble. Si el reincidente cometiere nuevamente alguna de las infracciones señaladas precedentemente, las sanciones se elevarán al triple, y así sucesivamente.

En caso de incumplimiento de la sanción de prohibición de asistencia a un espectáculo de fútbol profesional impuesta por haberse cometido alguna de las infracciones previstas en el presente artículo o por su reiteración, el infractor será sancionado con la pena señalada en el párrafo segundo de la letra b) del artículo 16.

El juzgado de policía local será competente para conocer de las acciones civiles que interpongan los afectados con las conductas señaladas.

Artículo 28.- Carabineros supervigilará el cumplimiento de las disposiciones de esta ley, de sus reglamentos y de las resoluciones administrativas que autorizan los respectivos recintos o eventos de fútbol profesional, estando facultado para dar inicio, por la vía más expedita posible, a los procedimientos administrativos o judiciales a que hacen referencia los artículos anteriores para la persecución de las infracciones a las que aquellos se apliquen.

Artículo 29.- Para los efectos de ejercer el derecho de admisión, aplicar la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional y las demás sanciones previstas en la ley, se establecerán, según sea el caso, los siguientes mecanismos de comunicación de las sentencias o resoluciones administrativas, según la naturaleza de la misma:

a) Tratándose de delitos, el tribunal con competencia en lo criminal que hubiere conocido de la causa deberá comunicar a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido dictadas, las sentencias condenatorias ejecutoriadas que consignen la comisión de delitos o faltas sujetas a la presente ley, las resoluciones judiciales que impongan medidas cautelares personales o las que aprueben suspensiones condicionales del procedimiento.

b) Tratándose de las infracciones administrativas a que hace referencia el artículo 25, la intendencia respectiva comunicará a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido dictadas, las resoluciones administrativas ejecutoriadas que consignen infracciones de este carácter según lo establecido en la presente ley, su reglamento, o a lo resuelto por la autoridad competente en la resolución administrativa que autoriza el respectivo recinto o evento de fútbol profesional.

c) Tratándose de las infracciones a que se refiere el artículo 27, los juzgados de policía local que hubieren conocido de los procesos por infracciones a los que tal disposición se refiere, deberán remitir las sentencias condenatorias ejecutoriadas a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido dictadas.
d) Tratándose del ejercicio del derecho de admisión, el organizador deberá remitir las decisiones con sus antecedentes individualizando a el o los afectados a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, de acuerdo a lo establecido en el reglamento de esta ley.

Las comunicaciones de las sentencias, resoluciones administrativas o decisiones de los organizadores se incorporarán en una sección especial del registro a que alude el artículo siguiente, la que se denominará “sección de registro de sanciones y exclusiones de la ley”.

A la sección anterior del registro tendrán acceso, respecto de las materias de su competencia, las intendencias, el Ministerio Público, los tribunales de justicia, los juzgados de policía local, Carabineros de Chile, la Policía de Investigaciones, los clubes de fútbol profesional y la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o quien jurídicamente sea su continuador, en los términos establecidos en el reglamento de esta ley.

Corresponderá al reglamento de esta ley fijar las condiciones de esta sección del registro, el contenido de la misma, los responsables de su mantención, las formas de comunicación de las sentencias, resoluciones y decisiones aludidas y las modalidades de su acceso y comunicación.

Artículo 30.- Para la adecuada aplicación de la presente ley, los derechos que consagra y deberes que ella impone, así como las sanciones que consigna, deberá configurarse un registro de la ley N°19.327 a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que contendrá una base de datos de las organizaciones deportivas de fútbol profesional; los organizadores de espectáculos regidos por la presente ley; las asociaciones y los clubes de fútbol profesional, sus dirigentes y representantes legales; de los seguros o cauciones establecidos en el artículo 6°, letra b); de asistentes; de las personas en contra de quienes los organizadores han hecho ejercicio del derecho de admisión, y de las prohibiciones de ingreso a los estadios, y demás sanciones que hayan sido aplicadas. Corresponderá al reglamento de la presente ley fijar las condiciones, contenidos, modalidades y responsables del registro mencionado, así como del procedimiento y de los habilitados para acceder a dicha información.

Se aplicará en el tratamiento y comunicación de los datos contenidos en el presente registro lo señalado en la ley N°19.628.”.

Artículo 2°.- Agrégase la siguiente letra f) al artículo 13 de la ley N°20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y modifica diversos cuerpos legales:

“f) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en lo relativo a la formulación de planes y medidas de prevención de hechos ilícitos y de violencia relacionados con los espectáculos deportivos y hechos, conductas y circunstancias conexas regidas por la ley N°19.327 y, en particular, mantener el registro al que hace referencia el artículo 30 de dicho cuerpo legal.”.
Artículo 3°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemple en el presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.
*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos 26 y 27, incorporados en la ley N°19.327 por el número 20 del artículo 1° del proyecto de ley, fueron aprobados, en general, con el voto favorable de 80 diputados, de un total de 117 en ejercicio.

En particular, en tanto, los artículos 26 y 27, incorporados en la ley N°19.327 por el número 20 del artículo 1° del proyecto de ley, fueron aprobados por 83 votos a favor, siempre de un total de 117 diputados en ejercicio.
De esta manera, se ha dado cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, PERFECCIONANDO EL SISTEMA DE LICITACIONES DE SUMINISTRO ELÉCTRICO PARA CLIENTES SOMETIDOS A REGULACIONES DE PRECIOS

(9.515-08)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Minería y Energía tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con calificación de urgencia “suma”.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 4 de noviembre de 2014, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.

Concurrieron a la sesión que la Comisión destinó a la discusión de este asunto los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss y Baldo Prokurica Prokurica.

- - -


Asistió, también, especialmente invitado, el Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, acompañado del Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía (CNE), señor Andrés Romero, y del asesor ministerial señor Felipe Venegas.


Además, acudieron la Directora de Chile Sustentable, señora Sara Larraín; la especialista del Instituto Libertad y Desarrollo, señorita Cristina Torres; la asesora de la oficina del Senador señor Ossandón, señora Carmen Castañeda; el profesional del Instituto Igualdad, señor Daniel Fuentes; el personero del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Octavio del Favero; el asesor del Centro Democracia y Comunidad, señor Cristián Mundaca; el asesor parlamentario señor Manuel Baquedano; el asesor del Comité de la UDI, señor Giovanni Calderón; el Director de VALGESTA Energía S.A., señor Ramón Galaz, y el analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Rafael Torres.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos o numerales que no fueron objeto

de indicaciones ni modificaciones: Del artículo único los numerales 1) y 9), y los artículos segundo y tercero transitorios.
2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: Números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 17, 18, 20, 21, 22, 23, 25, 26, 27, 28, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 63, 64, 65, 66, 69, 70, 71 y 72.
3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: Números 61, 62, 67 y 68.
4.-
Indicaciones rechazadas: Ninguna.
5.-
Indicaciones retiradas: Números 9, 16, 19, 24, 29 y 52.
6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: Ninguna.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Al comenzar el estudio de las indicaciones formuladas al proyecto de ley en informe, se tuvo presente que la casi totalidad de las propuestas que tales indicaciones contienen son el resultado de un diálogo fructífero entre personeros de Gobierno, Parlamentarios, asesores parlamentarios y especialistas del sector privado y de organizaciones ciudadanas, y que reflejan la convergencia a que se llegara en relación con los problemas que afectan a los procesos de licitación de bloques de energía y sus vías de solución.


En tal sentido, el parecer unánime de la Comisión de Minería y Energía fue que uno de los objetivos principales de la ley N° 20.018, que modificó el marco normativo del sector eléctrico (llamada Ley Corta II), consistió en crear incentivos para que los generadores pudieran ofertar bloques de suministro de energía a precios estables y de largo plazo a los clientes regulados, esto es, a aquellos clientes que no tienen capacidad de negociación. De esta manera, a fin de proteger a dichos clientes, se buscó disminuir la importancia del costo marginal instantáneo como señal de precios de mercado. Sin embargo, la Comisión advirtió que, en circunstancias que en la actualidad los clientes regulados representan el 50% de la demanda eléctrica, la Ley Corta II no logró generar condiciones para fortalecer el mecanismo de contratos de largo plazo y darle mayor estabilidad al sistema. 


Los mencionados objetivos, deseables al momento de promulgar la Ley Corta II, siguen siendo relevantes. Pero la falta de ofertas para los distintos bloques de energía se ha traducido en que toda la demanda licitada, o parte de ella, no pueda ser cubierta, lo que obliga a convocar a nuevas licitaciones para asegurar el abastecimiento de la totalidad del suministro subastado. Lo anterior ha traído como consecuencia el aumento de los precios, en un proceso que se ha vuelto iterativo.


En opinión de la Comisión existen múltiples causas que explican este estado de cosas. Las principales se pueden resumir en lo siguiente:

1. Proceso poco flexible en plazos, periodicidad y estructura de precios, entre otras variables.
2. Plazos de llamado a licitación muy cortos, lo que complejiza la entrada de nuevos actores.
3. Segmentación de la demanda poco flexible, donde no es posible ofertar en base a demanda de corto y de largo plazo. Ello significa que el precio final de éstas se basa generalmente en la contingencia de aquéllas.

4. Las bases de licitación, que elaboran las empresas distribuidoras y que la CNE debe aprobar, generan confusión debido a que no son lo suficientemente precisas en sus requerimientos, por lo que dejan un amplio margen a su interpretación. Como consecuencia, los roles y responsabilidades no se encuentran claros.

5. Incertidumbre en la construcción de nuevas plantas producto de la oposición social, el mayor cuestionamiento ambiental y la judicialización de los proyectos.


Para la Comisión ese conjunto de factores muestra que el mecanismo de licitaciones, tal como está estructurado, es poco flexible y no fomenta el ingreso de nuevos agentes en generación (aspecto poco positivo considerando la concentración que presenta el sector). Además, no ha servido para estimular las condiciones de competencia que se esperan de un proceso como éste ni permite que la oferta de corto plazo, en relación con la de largo plazo, tenga un tratamiento diferenciado.


Las modificaciones que la Comisión propone unánimemente buscan acometer los problemas identificados a partir de ese diagnóstico.


En lo que concierne a los principales aspectos contenidos en las indicaciones a que se ha arribado como resultado de las conversaciones técnicas que se llevaran a cabo, la Comisión destacó los siguientes:


a) Se modifica el límite de clientes regulados de 2.000 kW a 5.000 kW por empalme. Por ende, son clientes libres sólo aquellos que tengan consumos iguales o superiores a 5.000 kW. Bajo ese rango son clientes regulados y pasan a regirse por las normas del presente proyecto. La idea de aumentar el límite de consumo que define a los clientes regulados obedece a la circunstancia de que hoy los clientes entre 2.000 kW y hasta 5.000 kW poseen muy poca capacidad de negociación.


b) Para independizar el valor agregado de distribución (VAD), se establece un proceso de carácter anual. Pero se permite que el reglamento contemple uno o más períodos en el año para realizar los procesos de licitación.


c) Se entregan mayores atribuciones a la CNE para diseñar, coordinar y dirigir la realización de los procesos de licitación en concordancia con los objetivos de eficiencia económica, competencia, seguridad y diversificación de la legislación eléctrica. A la CNE le corresponderá elaborar y aprobar las bases de licitación, debiendo remitirlas previamente a las distribuidoras licitantes para sus observaciones.


d) Las distribuidoras serán responsables de los aspectos administrativos y de gestión de los procesos de licitación, así como de los gastos en que se incurra en dichos procesos. Asimismo, deberán monitorear y proyectar su demanda futura, para luego informar a la CNE en forma justificada, detallada y documentada acerca de las proyecciones de demanda y necesidades de suministro. El incumplimiento de estas obligaciones se sancionará con arreglo a lo dispuesto en la ley N° 18.410.


e) El proceso de licitación se iniciará con un informe preliminar de la CNE, que contendrá aspectos técnicos y, si existiesen, “las condiciones especiales de la licitación”. El informe puede ser observado por los interesados y, si no hubiere acuerdo con lo estipulado respecto de la proyección de demanda, podrá plantearse dicha discrepancia ante el Panel de Expertos. El plazo máximo del contrato se aumenta de quince a veinte años.


f) Las bases establecerán las condiciones, criterios y metodologías que serán empleadas para realizar la evaluación económica de las ofertas. Estos criterios de evaluación podrán considerar fórmulas de indexación de las ofertas, así como “criterios que favorezcan la evaluación de aquellas ofertas que aseguren el cumplimiento de los objetivos a que se refiere al artículo 131 bis”.


g) Se anexa a las bases un contrato tipo para el “servicio público de distribución”, conforme a lo que la ley define al efecto, el cual deberá ser suscrito por la concesionaria y cada suministrador, por escritura pública, previa aprobación de la CNE. Las modificaciones que se introduzcan al contrato deberán ser aprobadas por la referida Comisión.


h) Los contratos podrán contemplar mecanismos de revisión de precios, que se activarán por las empresas concesionarias o el suministrador cuando los costos de capital hayan variado en una magnitud tal que produzcan un excesivo desequilibrio económico, según el porcentaje definido en las bases al efecto. Compete a la CNE autorizar las modificaciones al contrato. En caso de desacuerdo entre la CNE y el solicitante, éste podrá plantear sus discrepancias ante el Panel de Expertos. Las asociaciones de consumidores podrán hacerse parte del proceso una vez que éste se haya iniciado.


i) En cada licitación el precio será fijado por la CNE en un acto administrativo de carácter reservado, que permanecerá oculto hasta la apertura de las ofertas. Este valor será fundado y se deberá definir según el bloque de energía, el período y las estimaciones de costos eficientes de abastecimiento, en cada caso. El reglamento asegurará la confidencialidad del valor máximo, cuando sea fijado en forma reservada.


j) En casos justificados en el informe técnico se implementarán licitaciones de corto plazo, en cuyo proceso se fijarán condiciones distintas a las establecidas en el artículo 131° y siguientes.


k) En materia de postergación de plazos, los oferentes que se adjudiquen licitaciones con proyectos nuevos de generación podrán solicitar, fundadamente, postergar el plazo de inicio de suministro o poner término anticipado al contrato por causas no imputables al adjudicatario. El plazo al efecto es hasta por tres años desde la suscripción del contrato y, para ello, las ofertas fijarán hitos y plazos de seguimiento. Las bases deberán exigir garantías u otras cauciones. El ejercicio de la facultad de postergar el plazo o terminar anticipadamente el contrato se deberá fundar en un informe de consultor independiente. La CNE podrá autorizar o rechazar la solicitud de postergación.

l) Las distribuidoras que dispongan de excedentes podrán convenir el traspaso de excedentes con otras distribuidoras del mismo sistema eléctrico. Estas distribuidoras deberán respetar las condiciones contractuales y podrán incluir el diferencial de costos de inyección y de retiro (riesgo nodal).


m) Cuando la CNE prevea que, para el año siguiente, el consumo efectivo de energía a clientes regulados será superior al suministro contratado, dictará una resolución para implementar una licitación de corto plazo, por hasta tres años. En este caso, el valor máximo no podrá ser inferior al precio medio de mercado de energía incrementado hasta en 50%, con la aplicación de un banda que permita compartir los costos y beneficios a costo marginal, cuando este valor esté entre 50% y 70% del precio medio de mercado de la energía.


Si luego el consumo efectivo de energía a clientes regulados resulta superior al suministro contratado, considerando los traspasos de excedentes, corresponderá que los retiros necesarios para abastecer dichos consumos sean realizados por todas las generadoras en función de sus inyecciones de energía horarias.


n) Los consumos asociados al suministro sin contrato serán pagados por las distribuidoras a las generadoras que correspondan a un precio equivalente al máximo valor entre el precio de nudo de corto plazo, vigente en la S/E más cercana a la barra de inyección de cada generadora, y el costo variable de operación real del sistema (al que se le aplicará el factor de expansión de pérdidas medias del sistema). A ese valor se adicionará la diferencia entre el CMg de retiro y el CMg de inyección, también multiplicado por el factor de pérdidas medias de energía del sistema. Para determinar el precio a traspasar a clientes regulados, las valorizaciones de los consumos asociados al suministro sin contrato serán considerados como si fueran contratos de distribuidoras excedidas en consumos, aplicándose hasta cuando dicho suministro no supere el 5% de la demanda total regulada.

En este conjunto de enmiendas que la Comisión propone introducir al proyecto de ley en informe están contestes los principales actores involucrados en el sector eléctrico, y que participaron en la mesa de trabajo constituida para arribar a una visión compartida en la materia.


El Honorable Senador señor Orpis destacó la disposición del Ministerio de Energía y de la Comisión Nacional de Energía para llegar a un acuerdo que perfeccionara sustancialmente el proyecto de ley. Además, valoró el relevante mérito técnico de la labor realizada por los equipos de especialistas que permitió alcanzar un acuerdo beneficioso para todas las partes.


La Honorable Senadora señora Allende agradeció la disposición del Ejecutivo en esta materia y felicitó al Honorable Senador señor Orpis por su significativo aporte en la mesa de trabajo constituida.


No obstante, la señora Senadora manifestó su inquietud en relación con los obstáculos que subsisten en materia de transmisión. Si bien es positivo avanzar en la solución de los problemas que afectan al sector eléctrico y despejar las limitaciones que impiden contar con un sistema seguro y una matriz diversificada y limpia, dijo, es igualmente fundamental remover los inconvenientes que impiden que el país tenga un sistema de transmisión eficaz y estable.
- - -


A continuación se efectúa una descripción de las indicaciones y de los artículos en que inciden, señalándose en cada caso los acuerdos adoptados por la Comisión a su respecto.
ARTÍCULO ÚNICO


Introduce modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2006:

Número 2)


Reemplaza el artículo 131, por otro.
Artículo 131


El artículo 131 sustitutivo que se propone obliga a las concesionarias de servicio público de distribución disponer permanentemente del suministro de energía que les permita satisfacer el total del consumo de sus clientes sometidos a regulación de precios.

Inciso tercero


En su inciso tercero el precepto sustitutivo prescribe que las empresas concesionarias de distribución deberán sujetarse a lo dispuesto en las respectivas bases y a lo requerido por la Comisión para la realización de los procesos de licitación.
Indicaciones N°s. 1 y 2


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen intercalar, a continuación de la palabra “licitación”, lo siguiente: “, de conformidad a lo dispuesto en los incisos cuarto y final del presente artículo”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Número 3)


Incorpora un artículo 131 bis, nuevo.

Artículo 131 bis

Inciso primero

Señala que corresponderá a la Comisión, anualmente, y en concordancia con los objetivos de eficiencia económica, competencia, seguridad y diversificación que establece la ley  para el sistema eléctrico, determinar las licitaciones de suministro necesarias para abastecer los consumos de los clientes sometidos a regulación de precios, sobre la base de la información proporcionada por las concesionarias de servicio público de distribución. Agrega que para los efectos de lo dispuesto en este inciso, se entenderá por diversificación la obligación que establece el artículo 150 bis.

Indicaciones N°s. 3 y 4

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen intercalar, a continuación de la expresión “para abastecer”, la frase “, al menor costo de suministro,”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Indicaciones N°s. 5 y 6

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen intercalar, a continuación de la locución “la obligación que establece el”, la frase “inciso primero del”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Inciso segundo


Precisa que el reglamento establecerá uno o más períodos en el año para realizar los procesos de licitación.
Indicaciones N°s. 7 y 8

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen intercalar, a continuación del vocablo “licitación”, lo siguiente: “, de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 132°”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Número 4)


Agrega un artículo 131 ter, nuevo.

Artículo 131 ter

Inciso primero


Dispone que el o los procesos de licitación se iniciarán con un informe preliminar de licitaciones fundado de la Comisión, el que se publicará por medios electrónicos, que contenga aspectos técnicos del análisis de las proyecciones de demanda de las concesionarias de distribución sujetas a la obligación de licitar, de la situación esperada respecto de la oferta potencial de energía eléctrica en el período relevante y, si existieren, las condiciones especiales de la licitación. Las concesionarias de distribución, empresas generadoras y aquellas instituciones y usuarios interesados, esto es, toda persona natural o jurídica que pudiera tener interés directo o eventual en el proceso de licitación, que se inscriban en el registro correspondiente, podrán realizar observaciones de carácter técnico al referido informe en un plazo no superior a quince días contados desde su publicación y de acuerdo a los formatos, requisitos, condiciones, mecanismos de publicidad y registro que establezca el reglamento.
Indicación N° 9

Del Honorable Senador señor Ossandón, propone intercalar, a continuación de la locución “concesionarias de distribución sujetas a la obligación de licitar”, la frase “y de las proyecciones de los precios de los combustibles”.


Esta indicación fue retirada por su autor.
o o o

Indicaciones N°s. 10 y 11

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen intercalar como inciso tercero, nuevo, el que sigue:


“Dentro del plazo de 15 días, contado desde la notificación a que se refiere el inciso anterior, podrán ser sometidas al dictamen del panel de expertos las discrepancias que se produzcan en relación con las proyecciones de demanda contenidas en el informe, el que deberá resolver conforme a lo dispuesto en el artículo 211°.”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o

Número 5)


Reemplaza el artículo 132, por otro.
Artículo 132

Inciso segundo


Dispone que la Comisión establecerá en las bases las condiciones de la licitación, las cuales especificarán, a lo menos, la cantidad de energía a licitar, los bloques de suministro requeridos para tal efecto; el período de suministro que debe cubrir la oferta, el cual no podrá ser superior a veinte años; los puntos del sistema eléctrico en el cual se efectuará el suministro; las condiciones, criterios y metodologías que serán empleados para realizar la evaluación económica de las ofertas, a los efectos de la adjudicación a que se refiere el artículo 134°, y un contrato tipo de suministro de energía para servicio público que regirá las relaciones entre la concesionaria de distribución y la empresa generadora adjudicataria respectiva.
Indicaciones N°s. 12 y 13

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen intercalar, a continuación de la expresión “servicio público”, la frase “de distribución a que se refiere el inciso primero del artículo 7° de la Ley,”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Número 6)


Modifica el artículo 133.

Letra a)


Sustituye, en el inciso segundo, la expresión “además del informe” por la frase “además de los antecedentes que se puedan exigir para acreditar solvencias, tales como un informe”, y suprime la frase final “, el que no deberá tener una antigüedad superior a 12 meses contados desde la fecha de presentación del mismo en el proceso de licitación”.
Indicaciones N° 14 y 15

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen reemplazarla por la siguiente:


“a) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “además del informe” por la frase “además de los antecedentes que se exijan para acreditar solvencias, tales como un informe”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Indicación N° 16

Del Honorable Senador señor Ossandón, propone sustituirla por la que sigue:


“a) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “además del informe” por la frase “además de los antecedentes que se exijan para acreditar solvencias, tales como un informe”; suprímese la frase final “que deberá presentar el oferente, el que no deberá tener una antigüedad superior a doce meses contados desde la fecha de presentación del mismo en el proceso de licitación”; y agrégase a continuación la oración “Transcurrido un año, y con el fin de acreditar solvencia, los oferentes deberán proporcionar un informe de clasificación de riesgo institucional.”.


Esta indicación fue retirada por su autor.
o o o

Indicaciones N°s. 17 y 18

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen intercalar como nueva letra b) la que sigue:


“b) Suprímese, en el inciso segundo, la frase “que deberá presentar el oferente, el que no deberá tener una antigüedad superior a doce meses contados desde la fecha de presentación del mismo en el proceso de licitación”.”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o

Letra d)


Agrega, en el inciso quinto, a continuación de la frase “decreto de precio de nudo”, las palabras “de corto plazo” y reemplaza la frase final “licitación, dispuesto en el artículo 171º y siguientes” por “facturación que efectúe el suministrador”.
Indicaciones N°s. 19 y 20

Del Honorable Senador señor Ossandón, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, para suprimirla.


La indicación N° 19 fue retirada por su autor.

La indicación N° 20 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Letra e)


Suprime, en el inciso sexto, la frase “y potencia” y agrega, luego del punto aparte, que pasa a ser coma, la oración “y deberán expresar la variación de costos de los combustibles y de otros insumos relevantes para la generación eléctrica”.
Indicación N° 21

Del Honorable Senador señor Orpis, para eliminarla.


Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o
Indicaciones N°s. 22 y 23

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen agregar un nuevo literal, del tenor que se señala:


“…) Agrégase el siguiente inciso final:


“En todo caso, el total de la energía que deberán facturar el o los suministradores a una distribuidora será igual a la energía efectivamente demandada por ésta en el período de facturación.”.”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o

Número 7)


Sustituye el artículo 134, por otro.

Artículo 134

Inciso primero


Prescribe que las empresas concesionarias de distribución deberán adjudicar la licitación a aquellas ofertas más económicas, de acuerdo a las condiciones establecidas en las bases de licitación para su evaluación, debiendo comunicar a la Comisión la evaluación y la adjudicación de las ofertas, para los efectos de su formalización, a través del correspondiente acto administrativo. Los criterios de evaluación económica establecidos en las bases de licitación podrán considerar las fórmulas de indexación de las ofertas a lo largo del período de suministro, así como también criterios que favorezcan la evaluación de aquellas ofertas que aseguren el cumplimiento de los objetivos a que se refiere el artículo 131° bis, tales como respaldo de la oferta en nuevos proyectos de generación, respaldo de la oferta en energía firme disponible para ser contratada, entre otros.
Indicación N° 24

Del Honorable Senador señor Ossandón, para intercalar, a continuación de la frase “a lo largo del período de suministro”, lo siguiente: “en cuyo caso deberán usarse la proyección de precios de combustibles contenida en el informe preliminar de licitaciones al que hace referencia el artículo 131º ter”.


Esta indicación fue retirada por su autor.
Indicaciones N°s. 25 y 26

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen suprimir el siguiente texto: “, tales como respaldo de la oferta en nuevos proyectos de generación, respaldo de la oferta en energía firme disponible para ser contratada, entre otros”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o
Indicaciones N°s. 27 y 28

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen intercalar como inciso tercero, nuevo, el que se indica:


“Los contratos tipo podrán contener mecanismos de resolución de conflictos entre las partes, como la mediación o arbitraje. Podrán establecerse diferentes tipos o clases de arbitraje, con o sin segunda instancia, en atención a la duración, cuantía, volumen, localización u otras características del contrato o de las partes.”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o

Indicación N° 29

Del Honorable Senador señor Ossandón, propone intercalar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:


“Los contratos tipo deberán contener mecanismos de resolución de conflictos entre las partes como la conciliación, o equivalente jurisdiccional o arbitraje. Podrán establecerse diferentes tipos o clases de arbitraje, con o sin segunda instancia en atención a la duración, cuantía, volumen, localización u otras características del contrato o de las partes.”.


Esta indicación fue retirada por su autor.
o o o

Inciso tercero


Permite que los contratos de suministro contengan mecanismos de revisión de precios en casos que, por causas que no hayan podido ser previstas por parte del suministrador al momento de presentar su oferta, los costos de capital o de operación para la ejecución del contrato hayan variado en una magnitud tal que le produzca un excesivo desequilibrio económico, de conformidad al porcentaje o variación mínimo establecido en las bases para dichos efectos. Podrán ser causa de esta revisión, siempre que se cumplan con los requisitos de imprevisibilidad y magnitud de los efectos económicos del contrato, los cambios en la normativa sectorial o tributaria y en general todas las variaciones sustanciales y no transitorias en las condiciones del mercado. Se excluyen expresamente aquellos cambios normativos que sean aplicables con alcance general a todos los sectores de la actividad económica. El mecanismo de revisión de precios se activará a través de una solicitud enviada por el suministrador a la concesionaria de distribución, con copia a la Comisión. Una vez recibida la copia de dicha comunicación, la Comisión citará al suministrador a una audiencia, a la cual podrá también citar a la concesionaria de distribución. En dicha audiencia el suministrador expondrá los fundamentos y antecedentes que justifican su petición. Durante la misma audiencia y hasta quince días después de su realización, la Comisión podrá solicitar al suministrador nuevos antecedentes y,o correcciones a los criterios de modificación de precios y al nuevo precio propuesto. Recibidos los nuevos antecedentes y,o las correcciones solicitadas, la Comisión podrá citar a una nueva audiencia con el fin de acordar las modificaciones. En caso de llegar a acuerdo, la Comisión verificará previamente el cumplimiento de los requisitos señalados en este inciso y autorizará las modificaciones contractuales a que dé lugar este mecanismo.

Indicaciones N°s. 30 y 31


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen sustituirlo por el siguiente:


“Los contratos de suministro podrán contener un mecanismo de revisión de precios en caso que, por causas no imputables al suministrador, los costos de capital o de operación para la ejecución del contrato hayan variado en una magnitud tal que produzca un excesivo desequilibrio económico en las prestaciones mutuas del contrato, respecto de las condiciones existentes al momento de presentación de la oferta, debido a cambios sustanciales y no transitorios en la normativa sectorial o tributaria. Las bases establecerán el porcentaje o variación mínimo para determinar la magnitud que produzca el desequilibrio económico. Se excluyen expresamente aquellos cambios normativos que sean aplicables con alcance general a todos los sectores de la actividad económica. El mecanismo de revisión de precios se activará a través de una solicitud enviada por el suministrador, o por la concesionaria de distribución, a la Comisión. Una vez recibida dicha comunicación, la Comisión citará a las partes del contrato a una audiencia. En dicha audiencia el solicitante expondrá los fundamentos y antecedentes que justifican su petición. Durante la misma audiencia y hasta quince días después de su realización, la Comisión podrá solicitar nuevos antecedentes y/o correcciones a los criterios de modificación de precios y al nuevo precio propuesto. Recibidos los nuevos antecedentes y/o las correcciones solicitadas, la Comisión podrá citar a una nueva audiencia con el fin de acordar las modificaciones. En caso de llegar a acuerdo, la Comisión verificará previamente el cumplimiento de los requisitos señalados en este inciso y autorizará las modificaciones contractuales a que dé lugar este mecanismo.”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Inciso cuarto


Precisa que en caso de desacuerdo entre la Comisión y el suministrador, este último podrá presentar sus discrepancias ante el panel de expertos, dentro del plazo de quince días siguientes a la formalización del desacuerdo ante la Comisión, individualizando detalladamente las materias en que existe desacuerdo. Dichas discrepancias serán resueltas por el panel de expertos conforme al procedimiento establecido en el artículo 211 dentro del plazo de treinta días, contado desde la respectiva presentación.

Indicaciones N°s. 32 y 33


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen reemplazar la locución “el suministrador, este último podrá” por “cualquiera de las partes del contrato, éstas podrán”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Inciso quinto


Prescribe que el total de la energía que deberán facturar el o los suministradores a una distribuidora será igual a la energía efectivamente demandada por ésta en el período de facturación.

Indicaciones N°s. 34 y 35


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen reemplazarlo por el que sigue:


“Las asociaciones de consumidores a que se refiere la ley N° 19.496, podrán participar en la audiencia a que se refiere este artículo, y asimismo podrán presentar sus discrepancias ante el panel de expertos, dentro del plazo de 15 días desde la formalización del acuerdo o desacuerdo.”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Inciso sexto


Permite que el mecanismo de revisión de precios que establece este artículo sea también activado por organizaciones de consumidores.

Indicaciones N°s. 36 y 37


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, para sustituirlo por el que sigue:


“El reglamento establecerá los requisitos necesarios para activar y participar en el mecanismo de revisión de precios.”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Número 8)


Reemplaza el artículo 135, por otro.

Artículo 135

Inciso primero


Establece que en cada licitación el valor máximo de las ofertas de energía, para cada bloque de suministro, será fijado por la Comisión, en un acto administrativo separado de carácter reservado, que permanecerá oculto hasta la apertura de las ofertas respectivas, momento en el cual el acto administrativo perderá el carácter de reservado. Con todo, dicho valor máximo deberá ser fundado y definirse en virtud del bloque de suministro de energía licitado, del período de suministro y en consideración a estimaciones de costos eficientes de abastecimiento para cada caso. El reglamento establecerá los procedimientos administrativos que correspondan para asegurar la confidencialidad del valor máximo de las ofertas, en el caso que éste sea fijado mediante un acto administrativo reservado. 

Indicaciones N°s. 38 y 39


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen suprimir la frase “, en el caso que éste sea fijado mediante un acto administrativo reservado”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Número 10)


Agrega un artículo 135º ter, nuevo.
Artículo 135 ter

Inciso primero


Señala que las bases de licitación podrán establecer que los contratos de suministro de los oferentes que se adjudiquen licitaciones con proyectos nuevos de generación, contengan cláusulas que les faculten para solicitar, fundadamente, postergar el plazo de inicio del suministro o poner término anticipado al contrato si, por causas no imputables al adjudicatario, su proyecto de generación se retrasa o si se hace inviable. Estas cláusulas podrán hacerse efectivas, hasta el plazo máximo que en ellas se establezca, el cual no podrá ser superior a tres años desde la suscripción del contrato.

Indicaciones N°s. 40 y 41


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen incorporar la siguiente oración final: “El plazo de postergación de inicio de suministro no podrá ser superior a dos años.”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Inciso segundo


Precisa que, para estos efectos, las ofertas deberán contemplar expresamente los hitos constructivos con los plazos asociados a los que se deberá comprometer el proyecto respectivo que funda la oferta, tales como la resolución de calificación ambiental, la solicitud y obtención de la respectiva concesión eléctrica, la orden de proceder de equipos mayores, el inicio de la construcción y todo otro elemento que se considere relevante en el proceso constructivo pertinente. Las bases de licitación deberán exigir garantías u otras cauciones que deberá entregar el oferente para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones en relación con el desarrollo del proyecto o para caucionar el ejercicio de la facultad.

Indicaciones N°s. 42 y 43


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, para intercalar, a continuación de la expresión “para caucionar el”, la frase “pago que las bases establezcan para el”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Inciso quinto


Precisa que para efectos de la contratación del consultor independiente, la Comisión creará un registro público de consultores elegibles de reconocido prestigio. El reglamento establecerá las características del registro y los requisitos que deben cumplir los consultores que lo integren. En caso de ejercerse la facultad a que hace referencia este artículo, la Comisión deberá realizar un sorteo público, el que deberá contar con la presencia de el o los interesados, para elegir al consultor independiente que elaborará el informe a partir del registro señalado.

Indicaciones N°s. 44 y 45


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, para reemplazar la conjunción “y” que sigue a la frase “las características del registro” por una coma (,); e intercalar a continuación de la expresión “los consultores que lo integren” la frase “y la forma de determinar sus honorarios”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o
Indicaciones N°s. 46 y 47

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“En caso que el suministrador adjudicado y contratado vea retrasada la interconexión de su proyecto al sistema eléctrico, para efectos del cumplimiento de su contrato, deberá sujetarse a la coordinación del CDEC, bastando para esto el envío de una comunicación por escrito al CDEC y a la Comisión. En dicho caso, deberá efectuar los retiros necesarios de energía del sistema con el objeto exclusivo de abastecer su contrato de suministro, conforme a lo señalado en el inciso segundo del artículo 149°.”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o

Número 11)


Agrega un artículo 135º quáter, nuevo.
Artículo 135 quáter


Permite a las distribuidoras que dispongan excedentes de suministro contratado a convenir con otras distribuidoras, que pertenezcan al mismo sistema eléctrico, el traspaso de dichos excedentes. Dichas transferencias deberán mantener las características esenciales del suministro contratado originalmente. Estas transferencias de excedentes deberán efectuarse de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento.

Indicaciones N°s. 48 y 49


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen intercalar, a continuación de la expresión “dichos excedentes”, la frase “, considerando las diferencias que pudieran existir entre el costo marginal en el punto de suministro o compra y el costo marginal en el punto de oferta del contrato correspondiente”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Número 12)


Agrega un artículo 135º quinquies, nuevo.
Artículo 135 quinquies

Inciso primero


Prescribe que en aquellos casos que la Comisión prevea, para el año siguiente, que el consumo efectivo de energía de una concesionaria de servicio público de distribución, destinado a abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios, resulte superior al suministro contratado de energía disponible para tales efectos, dictará una resolución que instruya la implementación de una licitación de corto plazo, de conformidad con las reglas que se establezcan en el reglamento. En este caso, el valor máximo de las ofertas que fije la Comisión para el referido proceso de licitación no podrá ser inferior al precio medio de mercado, establecido en el informe técnico definitivo del precio de nudo de corto plazo vigente al momento de la convocatoria, incrementado hasta en el 30%. El período de duración del contrato que  se celebre como producto de esta licitación no podrá exceder de un año.

Indicaciones N°s. 50 y 51


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen sustituir la frase “no podrá ser inferior al” por “, será fijado en las bases de licitación y no podrá ser inferior a la componente de energía del”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Indicación N° 52

Del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar la expresión “hasta en el 30%” por “en un 30%”.


Esta indicación fue retirada por su autor.
Indicaciones N°s. 53 y 54

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, para sustituir el guarismo “30” por “50”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Indicaciones N°s. 55 y 56

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen reemplazar la expresión “un año” por “tres años”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o
Indicaciones N°s. 57 y 58

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen intercalar, como incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos, los siguientes:


“Los contratos resultantes de las referidas licitaciones estarán sujetos a un mecanismo especial de ajuste de precios, adicional a su fórmula de indexación. Para estos efectos, el CDEC monitoreará la diferencia entre la componente de energía del precio medio de mercado vigente al momento de la convocatoria, y el costo marginal horario en el punto de oferta correspondiente. Este mecanismo de ajuste de precio se activará en los siguientes casos:


a) Si el costo marginal horario en el punto de oferta se ubica dentro de una banda de precios entre un límite de 50% y 70%, inferior o superior, respecto de la componente de energía del precio medio de mercado, el precio del contrato en el punto de oferta será igual al costo marginal en dicho punto.


b) Si el costo marginal horario en el punto de oferta se ubica sobre el límite superior o bajo el límite inferior del 70% de la banda de precios, respecto de la componente de energía del precio medio de mercado, el precio del contrato en el punto de oferta será igual a la componente de energía del precio medio de mercado incrementado o reducido en un 70%, según corresponda.


El CDEC llevará una contabilización de las diferencias que se produzcan en el precio del contrato como consecuencia de la aplicación del mecanismo a que se refiere el inciso precedente, conforme lo determine el reglamento.


Semestralmente, el CDEC informará a la Comisión el total de las valorizaciones contabilizadas de acuerdo al inciso anterior. Dichas diferencias de valorización se internalizarán en el cálculo de reliquidaciones establecidas en el decreto de Precio de Nudo Promedio.”.

Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o

Inciso tercero


Señala que los consumos que exceden el suministro contratado serán pagados por la concesionaria de distribución a las empresas generadoras que correspondan, según lo indicado en el inciso anterior, a un precio equivalente al máximo valor entre el precio de nudo de corto plazo vigente en la subestación más cercana a la barra de inyección de cada central de generación y el costo variable de operación de dicha central utilizado por el CDEC en la determinación de la operación real del sistema, al que se le aplicará el factor de expansión de pérdidas medias de energía del sistema. Al valor anterior se adicionará la diferencia entre el costo marginal en la barra de retiro y el costo marginal en la barra de inyección en el período horario correspondiente, a este último término se le aplicará el factor de expansión de pérdidas medias de energía del sistema.

Indicaciones N°s. 59 y 60


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, para agregar la siguiente oración final: “No obstante lo anterior, cuando los referidos consumos excedan en un 5% del total del suministro demandado por los clientes sometidos a regulación de precios, el exceso por sobre dicho porcentaje será pagado por la empresas distribuidoras a un precio equivalente al costo marginal en la barra de retiro.”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o
Indicación N° 61

De Su Excelencia la Presidenta de la República, propone intercalar el siguiente numeral, nuevo:


“…) Agrégase en el artículo 146º bis el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Asimismo, una vez iniciado cualquier tipo de juicio entre las partes de un contrato de suministro eléctrico que haya sido suscrito entre una empresa generadora y una empresa concesionaria de servicio público de distribución para abastecer a clientes regulados del sistema respectivo, el juez o el árbitro deberá ordenar notificar dentro de las 24 horas siguientes a la interposición de la acción o recurso a la Superintendencia y a la Comisión, las que se entenderán autorizadas para todos los efectos legales a intervenir en cualquier etapa del juicio, según lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil.”.”.


Con motivo del análisis de esta indicación, el Honorable Senador señor Orpis llamó la atención acerca de la circunstancia de que este proyecto de ley regula una especie de contrato que se caracteriza por celebrarse entre particulares. Siendo así, dijo, no parece razonable que se faculte a la autoridad pública para intervenir en un acto jurídico entre particulares sin ningún tipo de limitación. De allí es que fuera de opinión de precisar en la hipótesis normativa que dicha actuación procederá, en aras de cautelar el bien común, tratándose de aquellos casos en que haya afectación del interés general de los clientes regulados, entendidos como la parte más débil en la relación jurídica.


Con este parecer coincidieron los personeros de Gobierno, por lo que se introdujo una frase aclaratoria en la propuesta original destinada a recoger la aprensión del señor Senador y a precisar los alcances de la norma.


Con la enmienda descrita, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o
Indicación N° 62

Del Honorable Senador señor Orpis, propone intercalar un numeral nuevo, del tenor que sigue:


“…) Agrégase en el artículo 146º bis el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Asimismo, una vez iniciado cualquier tipo de juicio entre las partes de un contrato de suministro eléctrico que haya sido suscrito entre una empresa generadora y una empresa concesionaria de servicio público de distribución para abastecer a clientes regulados del sistema respectivo, el juez o el árbitro deberá antes de emitir el fallo recabar la opinión de la Comisión Nacional de Energía. Notificada de esta resolución, la Comisión Nacional de Energía deberá responder dentro del plazo de quince días.”.”.


En concordancia con lo resuelto a propósito de la indicación precedente, la Comisión estuvo por aprobar esta indicación con modificaciones, entendiéndola subsumida en la hipótesis que se contiene en el nuevo inciso segundo que se consulta para el artículo 146° bis.


En tales términos, esta indicación fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o

Número 13)


Modifica el artículo 147º.
Letra a)


Sustituye, en el número 1 del inciso primero, el guarismo “2.000” por “10.000”.

Indicaciones N°s. 63 y 64


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen reemplazar el guarismo “10.000” por “5.000”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Letra b)


Sustituye, en el número 2 del inciso primero, el guarismo “2.000” por “10.000”.

Indicaciones N°s. 65 y 66


De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, para sustituir el guarismo “10.000” por “5.000”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o

Indicaciones N°s. 67 y 68

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen un nuevo numeral, del siguiente tenor:


“…) Modifícase el artículo 157º en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “del sistema eléctrico” que sigue de la expresión “para todas las concesionarias” por la frase “de los sistemas eléctricos cuya capacidad instalada de generación sea superior a 200 megawatts”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “concesionarios del sistema” por la expresión “demás concesionarios”.


c) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “del sistema eléctrico” que sigue de la expresión “a una misma subestación” por la expresión “eléctrica”.


d) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “la Dirección de Peajes del CDEC respectivo” por la expresión “las Direcciones de Peajes de los CDEC respectivos de manera coordinada”.”.


Sometida a votación, esta indicación fue aprobada con enmiendas de redacción por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
o o o

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


Señala que las disposiciones introducidas por esta ley entrarán en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial. No obstante, los usuarios no sometidos a fijación de precios sólo podrán optar por traspasarse a régimen de tarifa regulada en virtud de lo dispuesto en la modificación introducida en los números 1 y 2 del artículo 147º, una vez que se produzca el término de los contratos de compraventa de energía suscritos con sus suministradores y sólo por las causales de mutuo acuerdo entre las partes o expiración del plazo pactado en el mismo. Con todo, tratándose de los usuarios no sometidos a fijación de precios cuya potencia conectada sea superior a 5.000 e inferior a 10.000 kilowatts, sólo podrán optar por el traspaso a un régimen de tarifa regulada a partir del cuarto año contado desde la publicación en el Diario Oficial de esta ley y siempre que se haya producido el término de los contratos de suministro de energía de conformidad a las causales señaladas en este artículo.
Indicaciones N°s. 69 y 70

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen intercalar, a continuación de la expresión “los números 1 y 2 del artículo 147°,” la frase “a partir del cuarto año contado desde la publicación en el Diario Oficial de esta ley y”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
Indicaciones N°s. 71 y 72

De Su Excelencia la Presidenta de la República, y del Honorable Senador señor Orpis, respectivamente, proponen suprimir el texto: “Con todo, tratándose de los usuarios no sometidos a fijación de precios cuya potencia conectada sea superior a 5.000 e inferior a 10.000 kilowatts, sólo podrán optar por el traspaso a un régimen de tarifa regulada a partir del cuarto año contado desde la publicación en el Diario Oficial de esta ley y siempre que se haya producido el término de los contratos de suministro de energía de conformidad a las causales señaladas en este artículo.”.


Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Orpis, Ossandón y Pizarro.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Minería y Energía tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley acordado en general por el Honorable Senado, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO ÚNICO

Número 2)

Artículo 131

Inciso tercero


- Intercalar, a continuación de la palabra “licitación”, la frase “, de conformidad a lo dispuesto en los incisos cuarto y final del presente artículo”.

(Indicaciones N°s. 1 y 2. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Número 3)

Artículo 131 bis

Inciso primero


- Intercalar, a continuación de “para abastecer”, la frase “, al menor costo de suministro,”, y, luego de “la obligación que establece el”, la frase “inciso primero del”.

(Indicaciones N°s. 3, 4, 5 y 6. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Inciso segundo


- Intercalar, a continuación del vocablo “licitación”, lo siguiente: “, de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 132°”.

(Indicaciones N°s. 7 y 8. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Número 4)

Artículo 131 ter

° ° °


- Intercalar, como inciso tercero, nuevo, el que sigue:


“Dentro del plazo de 15 días, contado desde la notificación a que se refiere el inciso anterior, podrán ser sometidas al dictamen del panel de expertos las discrepancias que se produzcan en relación con las proyecciones de demanda contenidas en el informe, el que deberá resolver conforme a lo dispuesto en el artículo 211°.”.

(Indicaciones N°s. 10 y 11. Aprobadas por unanimidad 5x0)

° ° °
Número 5)

Artículo 132

Inciso segundo


- Intercalar, a continuación de la expresión “servicio público”, la frase “de distribución a que se refiere el inciso primero del artículo 7° de la ley,”.

(Indicaciones N°s. 12 y 13. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Número 6)

Letra a)


- Sustituirla por la siguiente:


“a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “además del informe” por la frase “además de los antecedentes que se exijan para acreditar solvencias, tales como un informe”.

(Indicaciones N°s. 14 y 15. Aprobadas por unanimidad 5x0)

° ° °

- Intercalar, como nueva letra b), la que sigue:


“b) Suprímese, en el inciso segundo, la frase “que deberá presentar el oferente, el que no deberá tener una antigüedad superior a doce meses contados desde la fecha de presentación del mismo en el proceso de licitación”.”.

(Indicaciones N°s. 17 y 18. Aprobadas por unanimidad 5x0)

° ° °
Letra b)


Pasa a ser letra c), sin otra enmienda.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 5x0)

Letra c)


Pasa a ser letra d), sin otra enmienda.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 5x0)

Letra d)


- Eliminarla.

(Indicación N° 20. Aprobada por unanimidad 5x0)

Letra e)


- Eliminarla.

(Indicación N° 21. Aprobada por unanimidad 5x0)

Letra f)


Pasa a ser letra e), sin otra modificación.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 5x0)

° ° °

- Incorporar la siguiente letra f), nueva:


“f) Agrégase el siguiente inciso final:


“En todo caso, el total de la energía que deberán facturar el o los suministradores a una distribuidora será igual a la energía efectivamente demandada por ésta en el período de facturación.”.”.

(Indicaciones N°s. 22 y 23. Aprobadas por unanimidad 5x0)

° ° °
Número 7)

Artículo 134

Inciso primero


- Suprimir el texto “, tales como respaldo de la oferta en nuevos proyectos de generación, respaldo de la oferta en energía firme disponible para ser contratada, entre otros”.

(Indicaciones N°s. 25 y 26. Aprobadas por unanimidad 5x0)

° ° °

- Intercalar, como inciso tercero, nuevo, el que se indica:


“Los contratos tipo podrán contener mecanismos de resolución de conflictos entre las partes, como la mediación o arbitraje. Podrán establecerse diferentes tipos o clases de arbitraje, con o sin segunda instancia, en atención a la duración, cuantía, volumen, localización u otras características del contrato o de las partes.”.

(Indicaciones N°s. 27 y 28. Aprobadas por unanimidad 5x0)

° ° °
Inciso tercero

(Pasa a ser inciso cuarto)


- Sustituirlo por el siguiente:


“Los contratos de suministro podrán contener un mecanismo de revisión de precios en caso que, por causas no imputables al suministrador, los costos de capital o de operación para la ejecución del contrato hayan variado en una magnitud tal que produzca un excesivo desequilibrio económico en las prestaciones mutuas del contrato, respecto de las condiciones existentes al momento de presentación de la oferta, debido a cambios sustanciales y no transitorios en la normativa sectorial o tributaria. Las bases establecerán el porcentaje o variación mínimo para determinar la magnitud que produzca el desequilibrio económico. Se excluyen expresamente aquellos cambios normativos que sean aplicables con alcance general a todos los sectores de la actividad económica. El mecanismo de revisión de precios se activará a través de una solicitud enviada por el suministrador, o por la concesionaria de distribución, a la Comisión. Una vez recibida dicha comunicación, la Comisión citará a las partes del contrato a una audiencia. En dicha audiencia el solicitante expondrá los fundamentos y antecedentes que justifican su petición. Durante la misma audiencia y hasta quince días después de su realización, la Comisión podrá solicitar nuevos antecedentes y/o correcciones a los criterios de modificación de precios y al nuevo precio propuesto. Recibidos los nuevos antecedentes y/o las correcciones solicitadas, la Comisión podrá citar a una nueva audiencia con el fin de acordar las modificaciones. En caso de llegar a acuerdo, la Comisión verificará previamente el cumplimiento de los requisitos señalados en este inciso y autorizará las modificaciones contractuales a que dé lugar este mecanismo.”.

(Indicaciones N°s. 30 y 31. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Inciso cuarto

(Pasa a ser inciso quinto)


- Reemplazar la locución “el suministrador, este último podrá” por “cualquiera de las partes del contrato, éstas podrán”.

(Indicaciones N°s. 32 y 33. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Inciso quinto

(Pasa a ser inciso sexto)


- Reemplazarlo por el que sigue:


“Las asociaciones de consumidores a que se refiere la ley N° 19.496, podrán participar en la audiencia a que se refiere este artículo, y asimismo podrán presentar sus discrepancias ante el panel de expertos, dentro del plazo de 15 días desde la formalización del acuerdo o desacuerdo.”.

(Indicaciones N°s. 34 y 35. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Inciso sexto

(Pasa a ser inciso séptimo)


- Sustituirlo por el que sigue:


“El reglamento establecerá los requisitos necesarios para activar y participar en el mecanismo de revisión de precios.”.

(Indicaciones N°s. 36 y 37. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Número 8)

Artículo 135

Inciso primero


- Suprimir la frase “, en el caso que éste sea fijado mediante un acto administrativo reservado”.

(Indicaciones N°s. 38 y 39. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Número 10)

Artículo 135 ter

Inciso primero


- Agregar la siguiente oración final: “El plazo de postergación de inicio de suministro no podrá ser superior a dos años.”.

(Indicaciones N°s. 40 y 41. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Inciso segundo


- Intercalar, a continuación de “para caucionar el”, la frase “pago que las bases establezcan para el”.

(Indicaciones N°s. 42 y 43. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Inciso quinto


- Reemplazar la conjunción “y” que sigue a “las características del registro” por una coma (,), e intercalar, a continuación de “los consultores que lo integren”, la frase “y la forma de determinar sus honorarios”.

(Indicaciones N°s. 44 y 45. Aprobadas por unanimidad 5x0)

° ° °

- Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:


“En caso que el suministrador adjudicado y contratado vea retrasada la interconexión de su proyecto al sistema eléctrico, para efectos del cumplimiento de su contrato, deberá sujetarse a la coordinación del CDEC, bastando para esto el envío de una comunicación por escrito al CDEC y a la Comisión. En dicho caso, deberá efectuar los retiros necesarios de energía del sistema con el objeto exclusivo de abastecer su contrato de suministro, conforme a lo señalado en el inciso segundo del artículo 149°.”.

(Indicaciones N°s. 46 y 47. Aprobadas por unanimidad 5x0)

° ° °
Número 11)

Artículo 135 quáter


- Intercalar, a continuación de la expresión “dichos excedentes”, la frase “, considerando las diferencias que pudieran existir entre el costo marginal en el punto de suministro o compra y el costo marginal en el punto de oferta del contrato correspondiente”.

(Indicaciones N°s. 48 y 49. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Número 12)

Artículo 135 quinquies

Inciso primero


- Sustituir la frase “no podrá ser inferior al” por 
“, será fijado en las bases de licitación y no podrá ser inferior a la componente de energía del”; el guarismo “30” por “50”, y la expresión “un año” por “tres años”.

(Indicaciones N°s. 50, 51, 53, 54, 55 y 56. Aprobadas por
unanimidad 5x0)

° ° °

- Intercalar, como incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos, los siguientes:


“Los contratos resultantes de las referidas licitaciones estarán sujetos a un mecanismo especial de ajuste de precios, adicional a su fórmula de indexación. Para estos efectos, el CDEC monitoreará la diferencia entre la componente de energía del precio medio de mercado vigente al momento de la convocatoria, y el costo marginal horario en el punto de oferta correspondiente. Este mecanismo de ajuste de precio se activará en los siguientes casos:


a) Si el costo marginal horario en el punto de oferta se ubica dentro de una banda de precios entre un límite de 50% y 70%, inferior o superior, respecto de la componente de energía del precio medio de mercado, el precio del contrato en el punto de oferta será igual al costo marginal en dicho punto.


b) Si el costo marginal horario en el punto de oferta se ubica sobre el límite superior o bajo el límite inferior del 70% de la banda de precios, respecto de la componente de energía del precio medio de mercado, el precio del contrato en el punto de oferta será igual a la componente de energía del precio medio de mercado incrementado o reducido en un 70%, según corresponda.


El CDEC llevará una contabilización de las diferencias que se produzcan en el precio del contrato como consecuencia de la aplicación del mecanismo a que se refiere el inciso precedente, conforme lo determine el reglamento.


Semestralmente, el CDEC informará a la Comisión el total de las valorizaciones contabilizadas de acuerdo al inciso anterior. Dichas diferencias de valorización se internalizarán en el cálculo de reliquidaciones establecidas en el decreto de Precio de Nudo Promedio.”.

(Indicaciones N°s. 57 y 58. Aprobadas por unanimidad 5x0)

° ° °
Inciso tercero

(Pasa a ser inciso sexto)


- Agregar la siguiente oración final: “No obstante lo anterior, cuando los referidos consumos excedan en un 5% del total del suministro demandado por los clientes sometidos a regulación de precios, el exceso por sobre dicho porcentaje será pagado por las empresas distribuidoras a un precio equivalente al costo marginal en la barra de retiro.”.

(Indicaciones N°s. 59 y 60. Aprobadas por unanimidad 5x0)

o o o


- Intercalar el siguiente numeral 13), nuevo:


“13) Agrégase, en el artículo 146º bis, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Asimismo, una vez iniciado cualquier tipo de juicio entre las partes de un contrato de suministro eléctrico que haya sido suscrito entre una empresa generadora y una empresa concesionaria de servicio público de distribución para abastecer a clientes regulados del sistema respectivo, el juez o el árbitro deberá ordenar notificar dentro de las 24 horas siguientes a la interposición de la acción o recurso a la Superintendencia y a la Comisión, las que se entenderán autorizadas para todos los efectos legales a intervenir en cualquier etapa del juicio, según lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil, cada vez que se deba resguardar el interés general de los clientes regulados.”.

(Indicaciones N°s. 61 y 62. Aprobadas con enmiendas

por unanimidad 5x0)

o o o

Número 13)

Pasa a ser número 14).

Letra a)


- Reemplazar el guarismo “10.000” por “5.000”.

(Indicaciones N°s. 63 y 64. Aprobadas por unanimidad 5x0)

Letra b)


- Sustituir el guarismo “10.000” por “5.000”.

(Indicaciones N°s. 65 y 66. Aprobadas por unanimidad 5x0)

o o o


- Incorporar el siguiente numeral 15), nuevo:


“15) Modifícase el artículo 157º, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “del sistema eléctrico”, que sigue a “para todas las concesionarias”, por “de los sistemas eléctricos cuya capacidad instalada de generación sea superior a 200 megawatts”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “concesionarios del sistema” por “demás concesionarios”.


c) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “del sistema eléctrico”, que sigue a “a una misma subestación”, por el vocablo “eléctrica”.


d) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “la Dirección de Peajes del CDEC respectivo” por “las Direcciones de Peajes de los CDEC respectivos, de manera coordinada”.”.

(Indicaciones N°s. 67 y 68. Aprobadas con enmiendas

por unanimidad 5x0)

o o o

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


- Intercalar, a continuación de “los números 1 y 2 del artículo 147°,”, la frase “a partir del cuarto año contado desde la publicación en el Diario Oficial de esta ley y”, y suprimir el texto: “Con todo, tratándose de los usuarios no sometidos a fijación de precios cuya potencia conectada sea superior a 5.000 e inferior a 10.000 kilowatts, sólo podrán optar por el traspaso a un régimen de tarifa regulada a partir del cuarto año contado desde la publicación en el Diario Oficial de esta ley y siempre que se haya producido el término de los contratos de suministro de energía de conformidad a las causales señaladas en este artículo.”.

(Indicaciones N°s. 69, 70, 71 y 72. Aprobadas por unanimidad 5x0)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley General de Servicios Eléctricos, decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 4/20.018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:



1) Elimínase, en el inciso primero del artículo 108°, la frase “, con dos años de diferencia respecto del cálculo de los valores agregados de distribución establecido en esta ley y el reglamento”.



2) Reemplázase el artículo 131º por el siguiente:



“Artículo 131º.- Las concesionarias de servicio público de distribución deberán disponer permanentemente del suministro de energía que les permita satisfacer el total del consumo de sus clientes sometidos a regulación de precios. Para dichos efectos, aquéllas deberán contar con contratos de suministro, los cuales deberán ser el resultado de procesos de licitación pública. Dichos procesos no podrán incluir consumos de clientes no sometidos a regulación de precios, como tampoco se podrán incluir posteriormente en la ejecución de los contratos resultantes.



La Comisión deberá diseñar, coordinar y dirigir la realización de tales procesos de licitación, cuyo objeto será que las concesionarias de distribución dispongan de contratos de suministro de largo plazo para satisfacer los consumos de sus clientes sometidos a regulación de precios, con una antelación mínima de cinco años a la fecha de inicio del suministro. 



Las empresas concesionarias de distribución deberán sujetarse a lo dispuesto en las respectivas bases y a lo requerido por la Comisión para la realización de los procesos de licitación, de conformidad a lo dispuesto en los incisos cuarto y final del presente artículo. 



Los aspectos administrativos y de gestión que dispongan las bases respectivas serán de responsabilidad de las concesionarias de distribución licitantes, así como todos los gastos necesarios para el desarrollo del proceso de licitación. 



Las licitaciones públicas a que se refiere este artículo deberán cumplir con los principios de no discriminación arbitraria, transparencia y estricta sujeción a las bases de licitación. La información contenida en las ofertas de los proponentes será de dominio público a través de un medio electrónico. 



Las concesionarias de servicio público de distribución deberán monitorear y proyectar su demanda futura permanentemente, debiendo informar semestralmente a la Comisión, en forma justificada, detallada y documentada, las proyecciones de demanda, las necesidades de suministro a contratar y los supuestos y metodologías utilizados conforme al formato y contenido que defina la Comisión. El incumplimiento de la obligación establecida en el presente inciso, así como la entrega de información errónea, incompleta o elaborada a partir de antecedentes no fidedignos, dará lugar a sanciones de acuerdo a la ley N° 18.410, en particular lo dispuesto en los artículos 15 y siguientes, y en las demás disposiciones que establezca la ley.”.



3) Agrégase, a continuación del artículo 131°, el siguiente artículo 131º bis:



“Artículo 131º bis.- Corresponderá a la Comisión, anualmente, y en concordancia con los objetivos de eficiencia económica, competencia, seguridad y diversificación que establece la ley  para el sistema eléctrico, determinar las licitaciones de suministro necesarias para abastecer, al menor costo de suministro, los consumos de los clientes sometidos a regulación de precios, sobre la base de la información proporcionada por las concesionarias de servicio público de distribución señalada en el artículo anterior. Para los efectos de lo dispuesto en este inciso, se entenderá por diversificación la obligación que establece el inciso primero del artículo 150 bis.



El reglamento establecerá uno o más períodos en el año para realizar los procesos de licitación, de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 132°.”.



4) Agrégase, a continuación del artículo 131° bis, nuevo, el siguiente artículo 131º ter:



“Artículo 131º ter.- El o los procesos de licitación se iniciarán con un informe preliminar de licitaciones fundado de la Comisión, el que se publicará por medios electrónicos, que contenga aspectos técnicos del análisis de las proyecciones de demanda de las concesionarias de distribución sujetas a la obligación de licitar, de la situación esperada respecto de la oferta potencial de energía eléctrica en el período relevante y, si existieren, las condiciones especiales de la licitación. Las concesionarias de distribución, empresas generadoras y aquellas instituciones y usuarios interesados, esto es, toda persona natural o jurídica que pudiera tener interés directo o eventual en el proceso de licitación, que se inscriban en el registro correspondiente, podrán realizar observaciones de carácter técnico al referido informe en un plazo no superior a quince días contados desde su publicación y de acuerdo a los formatos, requisitos, condiciones, mecanismos de publicidad y registro que establezca el reglamento.



La Comisión deberá responder de manera fundada todas las observaciones técnicas que se realicen al informe, en un plazo no superior a treinta días. La Comisión deberá notificar el referido informe por medios electrónicos, el que deberá contener las modificaciones pertinentes producto de las observaciones que hayan sido acogidas.



Dentro del plazo de 15 días, contado desde la notificación a que se refiere el inciso anterior, podrán ser sometidas al dictamen del panel de expertos las discrepancias que se produzcan en relación con las proyecciones de demanda contenidas en el informe, el que deberá resolver conforme a lo dispuesto en el artículo 211°.



El informe final contemplará, además, una proyección de los procesos de licitación de suministro que deberían efectuarse dentro de los próximos cuatro años.”.


5) Reemplázase el artículo 132° por el siguiente:



“Artículo 132°.- Una vez elaborado el informe a que se refiere el artículo anterior, la Comisión dispondrá la convocatoria de la licitación que corresponda, en caso de determinar la necesidad de realizarla. Para tal efecto, la Comisión elaborará las bases de licitación. Una vez elaboradas las bases de licitación, la Comisión las remitirá a través de medios electrónicos a las concesionarias de distribución licitantes, las cuales podrán efectuar observaciones a las mismas en los plazos y condiciones que establezca el reglamento. Dichas bases serán aprobadas por la Comisión mediante resolución exenta, la cual deberá ser publicada en el sitio web de la Comisión.



La Comisión establecerá en las bases las condiciones de la licitación, las cuales especificarán, a lo menos, la cantidad de energía a licitar, los bloques de suministro requeridos para tal efecto; el período de suministro que debe cubrir la oferta, el cual no podrá ser superior a veinte años; los puntos del sistema eléctrico en el cual se efectuará el suministro; las condiciones, criterios y metodologías que serán empleados para realizar la evaluación económica de las ofertas, a los efectos de la adjudicación a que se refiere el artículo 134°, y un contrato tipo de suministro de energía para servicio público de distribución a que se refiere el inciso primero del artículo 7° de la ley, que regirá las relaciones entre la concesionaria de distribución y la empresa generadora adjudicataria respectiva. 



Las bases de licitación podrán agrupar en un mismo proceso los requerimientos de suministro de distintas concesionarias de distribución.”.



6) Modifícase el artículo 133º, en el siguiente sentido:



a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “además del informe” por la frase “además de los antecedentes que se exijan para acreditar solvencias, tales como un informe”.



b) Suprímese, en el inciso segundo, la frase “que deberá presentar el oferente, el que no deberá tener una antigüedad superior a doce meses contados desde la fecha de presentación del mismo en el proceso de licitación”.



c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:



“Las demás condiciones de las licitaciones serán establecidas en el reglamento.”.



d) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente: 



“El oferente presentará una oferta de suministro señalando el precio de la energía en el punto de oferta que corresponda, de acuerdo a las bases. El reglamento establecerá la forma de determinar el precio en los distintos puntos de compra a partir del precio de energía ofrecido en el punto de oferta.”. 



e) Suprímese el inciso séptimo.



f) Agrégase el siguiente inciso final:



“En todo caso, el total de la energía que deberán facturar el o los suministradores a una distribuidora será igual a la energía efectivamente demandada por ésta en el período de facturación.”.


7) Reemplázase el artículo 134º por el siguiente:



“Artículo 134º.- Las empresas concesionarias de distribución deberán adjudicar la licitación a aquellas ofertas más económicas, de acuerdo a las condiciones establecidas en las bases de licitación para su evaluación, debiendo comunicar a la Comisión la evaluación y la adjudicación de las ofertas, para los efectos de su formalización, a través del correspondiente acto administrativo. Los criterios de evaluación económica establecidos en las bases de licitación podrán considerar las fórmulas de indexación de las ofertas a lo largo del período de suministro, así como también criterios que favorezcan la evaluación de aquellas ofertas que aseguren el cumplimiento de los objetivos a que se refiere el artículo 131° bis.



El contrato tipo de suministro incorporado en las bases de licitación, conforme a lo dispuesto en el artículo 132°, deberá ser suscrito por la concesionaria de distribución y su suministrador, por escritura pública, previa aprobación de la Comisión mediante resolución exenta, y una copia autorizada será registrada en la Superintendencia. Asimismo, las modificaciones que se introduzcan en los contratos deberán ser aprobadas por la Comisión.



Los contratos tipo podrán contener mecanismos de resolución de conflictos entre las partes, como la mediación o arbitraje. Podrán establecerse diferentes tipos o clases de arbitraje, con o sin segunda instancia, en atención a la duración, cuantía, volumen, localización u otras características del contrato o de las partes.



Los contratos de suministro podrán contener un mecanismo de revisión de precios en caso que, por causas no imputables al suministrador, los costos de capital o de operación para la ejecución del contrato hayan variado en una magnitud tal que produzca un excesivo desequilibrio económico en las prestaciones mutuas del contrato, respecto de las condiciones existentes al momento de presentación de la oferta, debido a cambios sustanciales y no transitorios en la normativa sectorial o tributaria. Las bases establecerán el porcentaje o variación mínimo para determinar la magnitud que produzca el desequilibrio económico. Se excluyen expresamente aquellos cambios normativos que sean aplicables con alcance general a todos los sectores de la actividad económica. El mecanismo de revisión de precios se activará a través de una solicitud enviada por el suministrador, o por la concesionaria de distribución, a la Comisión. Una vez recibida dicha comunicación, la Comisión citará a las partes del contrato a una audiencia. En dicha audiencia el solicitante expondrá los fundamentos y antecedentes que justifican su petición. Durante la misma audiencia y hasta quince días después de su realización, la Comisión podrá solicitar nuevos antecedentes y/o correcciones a los criterios de modificación de precios y al nuevo precio propuesto. Recibidos los nuevos antecedentes y/o las correcciones solicitadas, la Comisión podrá citar a una nueva audiencia con el fin de acordar las modificaciones. En caso de llegar a acuerdo, la Comisión verificará previamente el cumplimiento de los requisitos señalados en este inciso y autorizará las modificaciones contractuales a que dé lugar este mecanismo.


En caso de desacuerdo entre la Comisión y cualquiera de las partes del contrato, éstas podrán presentar sus discrepancias ante el panel de expertos, dentro del plazo de quince días siguientes a la formalización del desacuerdo ante la Comisión, individualizando detalladamente las materias en que existe desacuerdo. Dichas discrepancias serán resueltas por el panel de expertos conforme al procedimiento establecido en el artículo 211 dentro del plazo de treinta días, contado desde la respectiva presentación.



Las asociaciones de consumidores a que se refiere la ley N° 19.496, podrán participar en la audiencia a que se refiere este artículo, y asimismo podrán presentar sus discrepancias ante el panel de expertos, dentro del plazo de 15 días desde la formalización del acuerdo o desacuerdo.



El reglamento establecerá los requisitos necesarios para activar y participar en el mecanismo de revisión de precios.”.


8) Reemplázase el artículo 135º por el siguiente:



“Artículo 135º.- En cada licitación el valor máximo de las ofertas de energía, para cada bloque de suministro, será fijado por la Comisión, en un acto administrativo separado de carácter reservado, que permanecerá oculto hasta la apertura de las ofertas respectivas, momento en el cual el acto administrativo perderá el carácter de reservado. Con todo, dicho valor máximo deberá ser fundado y definirse en virtud del bloque de suministro de energía licitado, del período de suministro y en consideración a estimaciones de costos eficientes de abastecimiento para cada caso. El reglamento establecerá los procedimientos administrativos que correspondan para asegurar la confidencialidad del valor máximo de las ofertas. 



La Comisión podrá licitar nuevamente los suministros declarados total o parcialmente desiertos, y podrá considerar esta situación como uno de los casos justificados a los que se refiere el artículo 135° bis.”.



9) Agrégase, a continuación del artículo 135°, el siguiente artículo 135º bis:



“Artículo 135º bis.- En los casos debidamente justificados en el informe final de la Comisión que da inicio al proceso de licitación, tales como crecimientos no anticipados de demanda, licitaciones declaradas total o parcialmente desiertas, entre otros, se implementarán licitaciones de corto plazo, las que podrán fijar, en las respectivas bases de licitación, condiciones distintas de las establecidas en los artículos 131º y siguientes, tanto para los plazos de la convocatoria a la licitación, como para los plazos de inicio y,o período de suministro de los contratos.”.



10) Agrégase, a continuación del artículo 135° bis, nuevo, el siguiente artículo 135º ter:



“Artículo 135º ter.- Las bases de licitación podrán establecer que los contratos de suministro de los oferentes que se adjudiquen licitaciones con proyectos nuevos de generación, contengan cláusulas que les faculten para solicitar, fundadamente, postergar el plazo de inicio del suministro o poner término anticipado al contrato si, por causas no imputables al adjudicatario, su proyecto de generación se retrasa o si se hace inviable. Estas cláusulas podrán hacerse efectivas, hasta el plazo máximo que en ellas se establezca, el cual no podrá ser superior a tres años desde la suscripción del contrato. El plazo de postergación de inicio de suministro no podrá ser superior a dos años.



Para estos efectos, las ofertas deberán contemplar expresamente los hitos constructivos con los plazos asociados a los que se deberá comprometer el proyecto respectivo que funda la oferta, tales como la resolución de calificación ambiental, la solicitud y obtención de la respectiva concesión eléctrica, la orden de proceder de equipos mayores, el inicio de la construcción y todo otro elemento que se considere relevante en el proceso constructivo pertinente. Las bases de licitación deberán exigir garantías u otras cauciones que deberá entregar el oferente para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones en relación con el desarrollo del proyecto o para caucionar el pago que las bases establezcan para el ejercicio de la facultad. 



Tanto el ejercicio de la facultad de postergar el plazo de inicio de suministro como la de terminar anticipadamente el contrato deberá fundarse en un informe de un consultor independiente, el cual será contratado y financiado por el interesado. La Comisión podrá autorizar o rechazar fundadamente la postergación del inicio de suministro o el término anticipado del contrato, según corresponda.  



El ejercicio de la facultad de postergación o de terminación anticipada del contrato facultará a la empresa concesionaria de distribución para proceder al cobro de las garantías o cauciones en caso que correspondan. Los montos cobrados por este concepto deberán reintegrarse a los clientes sometidos a regulación de precios a través de la fijación de precios a que se refiere el artículo 158°, de acuerdo a las condiciones que establezca el reglamento.



Para efectos de la contratación del consultor independiente, la Comisión creará un registro público de consultores elegibles de reconocido prestigio. El reglamento establecerá las características del registro, los requisitos que deben cumplir los consultores que lo integren y la forma de determinar sus honorarios. En caso de ejercerse la facultad a que hace referencia este artículo, la Comisión deberá realizar un sorteo público, el que deberá contar con la presencia de el o los interesados, para elegir al consultor independiente que elaborará el informe a partir del registro señalado.


En caso que el suministrador adjudicado y contratado vea retrasada la interconexión de su proyecto al sistema eléctrico, para efectos del cumplimiento de su contrato, deberá sujetarse a la coordinación del CDEC, bastando para esto el envío de una comunicación por escrito al CDEC y a la Comisión. En dicho caso, deberá efectuar los retiros necesarios de energía del sistema con el objeto exclusivo de abastecer su contrato de suministro, conforme a lo señalado en el inciso segundo del artículo 149°.”.



11) Agrégase, a continuación del artículo 135° ter, nuevo, el siguiente artículo 135º quáter:



“Artículo 135º quáter.- Las distribuidoras que dispongan excedentes de suministro contratado podrán convenir con otras distribuidoras, que pertenezcan al mismo sistema eléctrico, el traspaso de dichos excedentes, considerando las diferencias que pudieran existir entre el costo marginal en el punto de suministro o compra y el costo marginal en el punto de oferta del contrato correspondiente. Dichas transferencias deberán mantener las características esenciales del suministro contratado originalmente. Estas transferencias de excedentes deberán efectuarse de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento.”.



12) Agrégase, a continuación del artículo 135° quáter, nuevo, el siguiente artículo 135º quinquies:



“Artículo 135º quinquies.- En aquellos casos que la Comisión prevea, para el año siguiente, que el consumo efectivo de energía de una concesionaria de servicio público de distribución, destinado a abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios, resulte superior al suministro contratado de energía disponible para tales efectos, dictará una resolución que instruya la implementación de una licitación de corto plazo, de conformidad con las reglas que se establezcan en el reglamento. En este caso, el valor máximo de las ofertas que fije la Comisión para el referido proceso de licitación, será fijado en las bases de licitación y no podrá ser inferior a la componente de energía del precio medio de mercado, establecido en el informe técnico definitivo del precio de nudo de corto plazo vigente al momento de la convocatoria, incrementado hasta en el 50%. El período de duración del contrato que  se celebre como producto de esta licitación no podrá exceder de tres años. 



Los contratos resultantes de las referidas licitaciones estarán sujetos a un mecanismo especial de ajuste de precios, adicional a su fórmula de indexación. Para estos efectos, el CDEC monitoreará la diferencia entre la componente de energía del precio medio de mercado vigente al momento de la convocatoria, y el costo marginal horario en el punto de oferta correspondiente. Este mecanismo de ajuste de precio se activará en los siguientes casos:



a) Si el costo marginal horario en el punto de oferta se ubica dentro de una banda de precios entre un límite de 50% y 70%, inferior o superior, respecto de la componente de energía del precio medio de mercado, el precio del contrato en el punto de oferta será igual al costo marginal en dicho punto.



b) Si el costo marginal horario en el punto de oferta se ubica sobre el límite superior o bajo el límite inferior del 70% de la banda de precios, respecto de la componente de energía del precio medio de mercado, el precio del contrato en el punto de oferta será igual a la componente de energía del precio medio de mercado incrementado o reducido en un 70%, según corresponda.



El CDEC llevará una contabilización de las diferencias que se produzcan en el precio del contrato como consecuencia de la aplicación del mecanismo a que se refiere el inciso precedente, conforme lo determine el reglamento.



Semestralmente, el CDEC informará a la Comisión el total de las valorizaciones contabilizadas de acuerdo al inciso anterior. Dichas diferencias de valorización se internalizarán en el cálculo de reliquidaciones establecidas en el decreto de Precio de Nudo Promedio.


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 131º, en caso que para un determinado período de facturación el consumo efectivo de energía de una concesionaria de servicio público de distribución, destinado a abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios, resulte superior al suministro contratado de energía disponible para tales efectos, considerando los traspasos de excedentes a que se refiere el artículo 135° quáter anterior, corresponderá que los retiros que se efectúen para el abastecimiento de dichos consumos que exceden el suministro contratado sean realizados por todas las empresas de generación del respectivo sistema eléctrico, en función de las inyecciones físicas horarias de energía.



Los referidos consumos que exceden el suministro contratado serán pagados por la concesionaria de distribución a las empresas generadoras que correspondan, según lo indicado en el inciso anterior, a un precio equivalente al máximo valor entre el precio de nudo de corto plazo vigente en la subestación más cercana a la barra de inyección de cada central de generación y el costo variable de operación de dicha central utilizado por el CDEC en la determinación de la operación real del sistema, al que se le aplicará el factor de expansión de pérdidas medias de energía del sistema. Al valor anterior se adicionará la diferencia entre el costo marginal en la barra de retiro y el costo marginal en la barra de inyección en el período horario correspondiente, a este último término se le aplicará el factor de expansión de pérdidas medias de energía del sistema. No obstante lo anterior, cuando los referidos consumos excedan en un 5% del total del suministro demandado por los clientes sometidos a regulación de precios, el exceso por sobre dicho porcentaje será pagado por las empresas distribuidoras a un precio equivalente al costo marginal en la barra de retiro.


La Comisión deberá implementar las licitaciones que sean necesarias, de acuerdo a lo establecido en el inciso primero del artículo 135° bis, para restablecer el respectivo régimen de contratos y procurar que la situación de consumos que exceden el suministro contratado dure el menor tiempo posible.



Para efectos de la determinación del precio a traspasar al cliente regulado, las valorizaciones de los consumos que exceden el suministro contratado de acuerdo al presente artículo serán considerados como si fueran contratos de las empresas distribuidoras excedidas en consumos.”.



13) Agrégase, en el artículo 146º bis, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Asimismo, una vez iniciado cualquier tipo de juicio entre las partes de un contrato de suministro eléctrico que haya sido suscrito entre una empresa generadora y una empresa concesionaria de servicio público de distribución para abastecer a clientes regulados del sistema respectivo, el juez o el árbitro deberá ordenar notificar dentro de las 24 horas siguientes a la interposición de la acción o recurso a la Superintendencia y a la Comisión, las que se entenderán autorizadas para todos los efectos legales a intervenir en cualquier etapa del juicio, según lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil, cada vez que se deba resguardar el interés general de los clientes regulados.”.



14) Modifícase el artículo 147º en el siguiente sentido:



a) Sustitúyese, en el número 1 del inciso primero, el guarismo “2.000” por “5.000”. 



b) Sustitúyese, en el número 2 del inciso primero, el guarismo “2.000” por “5.000”.



c) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y el inciso tercero a ser cuarto:



“Para efectos de aplicar el límite señalado en los números 1 y 2, no podrá existir más de un empalme asociado a un suministro de un usuario final cuando sus instalaciones interiores se encuentren eléctricamente interconectadas.”.


15) Modifícase el artículo 157º, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “del sistema eléctrico”, que sigue a “para todas las concesionarias”, por “de los sistemas eléctricos cuya capacidad instalada de generación sea superior a 200 megawatts”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “concesionarios del sistema” por “demás concesionarios”.


c) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “del sistema eléctrico”, que sigue a “a una misma subestación”, por el vocablo “eléctrica”.


d) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “la Dirección de Peajes del CDEC respectivo” por “las Direcciones de Peajes de los CDEC respectivos, de manera coordinada”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo primero.- Las disposiciones introducidas por esta ley entrarán en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial. No obstante, los usuarios no sometidos a fijación de precios sólo podrán optar por traspasarse a régimen de tarifa regulada en virtud de lo dispuesto en la modificación introducida en los números 1 y 2 del artículo 147º, a partir del cuarto año contado desde la publicación en el Diario Oficial de esta ley y una vez que se produzca el término de los contratos de compraventa de energía suscritos con sus suministradores y sólo por las causales de mutuo acuerdo entre las partes o expiración del plazo pactado en el mismo.



Artículo segundo.- Dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se deberá dictar un reglamento que establezca las disposiciones necesarias para su ejecución. No obstante, las licitaciones que se efectúen con anterioridad a la vigencia del referido reglamento se sujetarán en cuanto a los plazos, requisitos y condiciones, a las disposiciones de esta ley y a las que se establezcan por resolución exenta de la Comisión Nacional de Energía.



Artículo tercero.- Facúltase al Ministro de Energía para que, mediante decreto supremo expedido “por orden del Presidente de la República”, extienda por única vez, hasta el 31 de diciembre de 2015, el plazo de vigencia del decreto supremo N°14, de 2012, del Ministerio de Energía, que Fija Tarifas de Sistemas de Subtransmisión y de Transmisión Adicional y sus Fórmulas de Indexación, y del decreto supremo N°61, de 2011, del Ministerio de Energía, que Fija Instalaciones del Sistema de Transmisión Troncal, el Área de Influencia Común, el Valor Anual de Transmisión por Tramo y sus Componentes con sus Fórmulas de Indexación para el cuadrienio 2011-2014.



Dicha prórroga comprenderá la extensión de las disposiciones que regulan todos los pagos, peajes, sus fórmulas de indexación, valores, montos y niveles, las calificaciones de las instalaciones y sus condiciones de aplicación, contemplados en los señalados decretos para el año 2014, con el fin de ser aplicados durante el año 2015. Se exceptúan de la prórroga señalada los valores establecidos en la “Tabla N°5: A.V.I. Labores de Ampliación” del numeral 2.2., del artículo primero del mencionado decreto supremo N° 61. 



Para la adecuada implementación de los procesos de fijación de tarifas de subtransmisión y de valorización del sistema de transmisión troncal en curso, el cuadrienio asociado a dichos procesos se iniciará el 1 de enero de 2016.



Para efectos de la aplicación de la prórroga señalada en el inciso primero, se considerarán cumplidos los plazos, etapas y actuaciones, ya efectuados en el momento de la publicación de la presente ley, relativos a los procesos cuadrienales en curso de determinación del valor anual de los sistemas de subtransmisión y de valorización del sistema de transmisión troncal.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 10 de diciembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro Guillier Álvarez (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores Manuel José Ossandón Irarrázabal (Baldo Prokurica Prokurica), Jaime Orpis Bouchon y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 12 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.175, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL, FORTALECIENDO LOS CONSEJOS REGIONALES

(9.691-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el acápite, iniciado en un Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.
 
Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite dispuesto por la Sala del Senado. 


De acuerdo con el artículo 127, inciso primero del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó proponer a la Sala que el proyecto sea discutido en general y particular a la vez, por tratarse de una iniciativa de artículo único.   


A la sesión en que se consideró esta iniciativa legal asistió, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Eugenio Tuma.  Asimismo concurrieron del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la Ministra, señora Ximena Rincón, y el Jefe de la División de Relaciones Políticas, señor Gabriel de la Fuente; del Ministerio del Interior y Seguridad Pública: el Asesor, señor Rodrigo Medina; de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Eduardo Jara, y el Asesor, señor Álvaro Villanueva; de la Asociación Nacional de Consejeros Regionales: el Presidente, señor Marcelo Carrasco y la Directora, señora Eva Jiménez; del Consejo Regional de la Región de Valparaíso: la Presidenta, señora Sandra Miranda, y los Consejeros, señora Evelyn Mansilla y señores Mauricio Araneda, René Lues, Manuel Millones y Mauricio Palacios; del Consejo Regional de la Región Metropolitana: los Consejeros Regionales, señora Claudia Faúndez y señores Manuel Hernández y Héctor Rocha; del Consejo Regional de la Región de la Araucanía: el Consejero Regional, señor Alejandro Mondaca; del Centro Democracia y Comunidad: la Asesora Legislativa, señora Soledad Gutiérrez; del Instituto Igualdad: la Asesora, señora Marianela Aravena; de la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Pedro Harris.
OBJETIVO DEL PROYECTO

Modificar el régimen bajo el cual los consejeros regionales ejercen sus cargos de acuerdo a las mayores y más complejas funciones que deberán asumir al aprobarse las modificaciones en trámite de la Ley Orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Hacemos presente que el artículo único tiene el carácter de norma orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 113 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.
ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado es el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio del Interior.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley señala que la Constitución Política de 1980 reconoce a Chile como un Estado unitario, distinguiendo entre lo que son las funciones de Gobierno y de Administración. 


En lo que respecta a las regiones, el mismo cuerpo normativo reconoce en un Capítulo completo (el XIV) a la Administración y Gobierno Regional, disponiendo expresamente que el Intendente tendrá a su cargo las tareas del Gobierno (como representante del Ejecutivo); en tanto que será el Gobierno Regional respectivo el que ejecute la administración superior en dichos territorios, debiendo para ello promover el desarrollo económico, social y cultural. Señala el mensaje que lo anterior se traduce en que los gobiernos regionales son “organismos duales”, por cuanto existe un Ejecutivo regional, que es el Intendente; y otro de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador que es el consejo regional. Sobre este último órgano, recuerda el mensaje que durante los años 1992 y 2008 sus integrantes fueron elegidos por un colegio electoral integrados por los Alcaldes y concejales de la provincia que correspondiera. Luego de la reforma constitucional del año 2009, que reconoció la elección directa por sufragio universal de los consejeros regionales, en el año 2013 dicho acto se llevó a cabo en conjunto con la elección presidencial y las parlamentarias. Uno de los puntos que consideró la reforma del año 2009 es la creación de la figura del Presidente del Consejo Regional.


De acuerdo con los argumentos enunciados, continúa el mensaje, es necesario regular de manera más objetiva, transparente y eficiente la manera en que los consejeros regionales ejerzan sus funciones, para lo cual este proyecto propone algunas medidas para que ello ocurra, pues deben considerarse también otras iniciativas en trámite sobre la materia, así como las medidas propuestas por la Comisión Asesora Presidencial para el Desarrollo de las Regiones, cuyo informe fue entregado al Ejecutivo el pasado 7 de octubre de 2014. 


Enseguida, se refirió a los contenidos del proyecto de ley, dividiéndolos en los siguientes asuntos:


Uno) Permisos laborales. 


Las personas que ejerzan como consejeros regionales tendrán derecho a que sus empleadores les concedan los permisos para ausentarse de su trabajo habitual, con el objeto de asistan a las sesiones que sean citadas para comisiones o para el pleno del consejo. También se les entregará el permiso correspondiente para el desempeño de cometidos que se lleven adelante en representación del Consejo Regional, con un máximo de tres días en un año calendario que no serán acumulables. Los tiempos que duren los permisos a que se hizo referencia no serán de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, entendiéndose trabajado para todos los efectos legales. 


Dos) Justificación de las inasistencias.


Para percibir la dieta  y la asignación adicional por el ejercicio del cargo de consejero regional, no se considerarán como inasistencias las que fueren justificadas por causas médicas debidamente acreditadas.  También se podrá eximir a un consejero de las asistencia a una sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres, siempre que el deceso haya ocurrido dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva. Del  mismo modo, no se considerarán como inasistencias las que estén justificadas en cometidos oficiales del gobierno regional. 


Tres) Afiliación a sistema de pensiones.


Los consejeros podrán afiliarse al Sistema de Pensiones, de Vejez, de Invalidez y de Sobrevivencia de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, que Establece Nuevo Sistema de Pensiones.


Cuatro) Accidentes del trabajo. 


Por las labores y acciones que ejecuten en el ejercicio de sus funciones, contarán con un seguro contra el riesgo que asuman ante posibles accidentes del trabajo y enfermedades profesionales según lo prescribe la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, de 1968, situación que los equipara al régimen aplicable a los concejales. 


Cinco) Cambio en el sistema de gastos y reembolsos. 


Se suprime el sistema de gastos por rendir por parte de los consejeros. Al no ser considerados como funcionarios públicos, tienen derecho a que se les reembolsen los montos que hayan utilizado en los desplazamientos tanto en movilización, alimentación y alojamiento. De acuerdo con la legislación vigente, deben reunir las boletas y justificar sus gastos para que les puedan ser devueltos. Todo lo anterior trae como consecuencia que el personal administrativo de los gobiernos regionales deben iniciar un proceso de verificación de dichos comprobantes, con las consiguientes dificultades prácticas tanto para consejeros como para funcionarios. Para evitar lo anterior, el mensaje explica que para equiparar la situación que rige a los concejales, se propone que cuando realicen viajes fuera de la región, tendrán derecho a percibir fondos para cubrir sus gastos de alimentación y alojamiento. 


Seis) Regulación de la dieta.


Se incrementa en un 100% la dieta de los consejeros regionales, para así establecer los criterios de dignidad en el ejercicio de sus funciones, como también para satisfacer de mejor forma los requerimientos ciudadanos tras la última elección popular de los mismos. También se fija una dieta superior para quien ejerza como Presidente del Consejo. 


Siete) Gastos de traslado. 


Se considera el derecho de los consejeros para percibir fondos para asistir a las sesiones tanto de comisiones como del pleno, siempre que se trate aquellos que estén ubicados (los gobiernos regionales) fuera de su lugar de residencia habitual.).

ESTRUCTURA DEL PROYECTO

El proyecto consta de un artículo único y dos normas transitorias. 


El artículo único, a su vez, está integrado por 3 numerales que modifican la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. 

N° 1)

Introduce las siguientes modificaciones al artículo 39 de la ley N° 19.175.
Letra a)


Modifica en el inciso primero del artículo 39 de la referida ley, norma que dispone que los consejeros regionales tendrán derecho a una dieta mensual de diez unidades tributarias mensuales según la asistencia que registren al total de sesiones celebradas en el respectivo mes, disminuyendo según las inasistencias, considerando el total de sesiones, esto es, ordinarias o extraordinarias. 


El proyecto propone reemplazar la palabra “diez” por “veinte”.  

Letra b)

Incorpora un inciso segundo, nuevo, que prescribe que el Presidente del Consejo Regional tendrá derecho a la misma dieta de los consejeros regionales, con un incremento del 20%.

Letra c)

Modifica el inciso segundo, que pasa a ser tercero, norma que dispone que el intendente debe acordar con el consejo el número de sesiones ordinarias mensuales,  las que al menos deben ser dos.


El proyecto reemplazó la referencia a “El intendente” por  otra referida a “El consejo”.

Letra d)

Recae en el inciso tercero de la ley vigente, que establece el derecho de cada consejo regional a percibir una dieta de dos unidades tributarias mensuales, con un límite de seis en el mes, por su asistencia a cada sesión de comisión del consejo regional.


La modificación propuesta consiste en duplicar el monto de la dieta reemplazando la cantidad de unidades tributarias de “dos” a “cuatro” y de “seis” a “doce”, respectivamente.

Letra e)

El inciso cuarto de la ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, establece el derecho de los consejeros a pasajes y reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento para asistir a las sesiones del pleno y de las Comisiones cuando tengan que trasladarse desde sus domicilios hasta la Capital Regional. Este reembolso no será superior al valor del viático que le corresponda al Intendente en las mismas condiciones.


Mediante este literal el proyecto propone suprimr el inciso cuarto. 

Letra f)

Intercala nuevos incisos quinto, sexto y séptimo al artículo 39.


El nuevo inciso quinto preceptúa que para efectos de la percepción de la dieta y de las asignaciones adicionales a las que se alusión en los párrafos precedentes, no se considerarán inasistencias aquellas que obedezcan a razones médicas debidamente acreditadas por un médico habilitado mediante certificado presentado al consejo por medio del Secretario Ejecutivo. Además permite que previo acuerdo del consejo, se exima de asistencia a un consejero con ocasión del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres. 


Por su parte, el nuevo inciso sexto determina que no serán consideradas las inasistencias generadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.


Por último, el nuevo inciso séptimo concede derecho a percibir fondos para gastos de alimentación y alojamiento a los consejeros que desempeñen cometidos en nombre del consejo regional, y a los que asisten a las sesiones del consejo y las comisiones trasladándose fuera de su lugar residencia habitual, fondos no sujetos a rendición y equivalentes al viatico que corresponda al Intendente respectivo.

Letra g)

Agrega los siguientes incisos duodécimo, decimotercero y decimocuarto, nuevos.


El inciso duodécimo, nuevo, permite que los consejeros regionales se afilien al sistema de pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia establecido en el decreto ley N° 3.500 por el sólo hecho de cumplir con esas funciones, asimilándolos para esos efectos al régimen de los trabajadores por cuenta ajena, y determina que las obligaciones que para estos fines correspondan a los empleadores, serán de cargo del Gobierno Regional. Además establece que las cotizaciones previsionales se calcularán en base a las asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda recibir por concepto de dieta en virtud de lo dispuesto en los incisos primero, segundo y cuarto. 


El inciso decimotercero, nuevo, sujeta a los consejeros regionales al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la ley N° 16.744 por la actividad que realicen, haciendo su costo de cargo del gobierno regional. 

N° 2)


Incorpora un nuevo artículo 39 bis. 


La disposición propuesta establece permisos laborales para el consejero regional, determinando que sus empleadores deberán conceder permiso para ausentarse a las sesiones del consejo y de las comisiones hasta por doce horas semanales no acumulables, y de hasta  tres días por año calendario para desempeñar cometidos en representación del gobierno regional.

N° 3)

Agrega un artículo 43 bis, nuevo.


La norma propuesta determina que cada gobierno regional dotará al consejo regional de los medios suficientes para el desarrollo de las funciones y atribuciones que reconoce la ley,, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria y a la cantidad de consejeros de la región

Artículos transitorios
Artículo primero


Determina la fecha de entrada en vigencia de esta ley, la que fija en el primer día del mes siguiente al de su publicación.

Artículo segundo

Establece la fuente de financiamiento de la iniciativa en informe, señalando será con cargo a los recursos de los programas presupuestarios de Gastos de Funcionamiento de los gobiernos regionales, y en lo faltante con cargo a la partida oresupuestaria del tesoro Público.



El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a los recursos de los programas presupuestarios de Gastos de Financiamiento de los gobiernos regionales y, en lo y en lo faltante con cargo a la artida que faltare, con la Partida del Tesoro Público.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, expresó que la señora Presidenta de la República anunció el día 7 de octubre que el Gobierno está desarrollando una agenda de descentralización, que considera distintos momentos. Es así como en el mes de diciembre del año en curso se espera remitir a la Cámara de Diputados las indicaciones al proyecto sobre transferencia de competencias desde el nivel central a los gobiernos regionales, y antes de fin de año presentar un proyecto de reforma constitucional que permita la elección directa del Intendente y cree la figura del Gobierno Regional Autónomo, y que espera que antes de junio de 2015 estas iniciativas se complementen con una ley de financiamiento de los Gobiernos Regionales, y con una iniciativa que revise lo que ocurre en materia de financiamiento municipal tanto en lo relativo a la Ley de Rentas Municipales como a la regulación del Fondo Común Municipal, para corregir y perfeccionar los mecanismos de financiamiento de los gobiernos locales y de los gobiernos regionales.





Ese es el contexto dentro del cual la Presidenta de la República ha decidido enviar al Parlamento este proyecto de ley, que se ha denominado vulgarmente como ley corta, para fortalecer los Consejos Regionales, preparándolos para ejercer las nuevas competencias que les serán transferidas mediante una iniciativa en trámite en la Cámara, que potenciará el desarrollo territorial y que considera facultades para el fomento productivo, la industria, el desarrollo de ciudades, infraestructura y transportes, y en materia de desarrollo social. 





Al terminar la presentación de la iniciativa, el Honorable Senador señor Bianchi expresó que sin perjuicio del proyecto en discusión, sobre cuya necesidad ya existe una opinión generalizada y espera que sea rápidamente tramitado, deseaba referirse al punto de fondo que se refiere a las actividades que en el futuro deberán asumir los Consejeros Regionales como consecuencia del traspaso de competencias desde el nivel central.





Ese traspaso importará pasar desde la administración regional a un verdadero gobierno regional, permitiendo asumir desafíos como los del transporte o la energía en forma descentralizada, para lo cual serán precisamente los Consejeros Regionales los que decidirán las competencias cuyo traspaso solicitan al Ejecutivo, las que deberán ser acompañadas de los recursos correspondientes, entre otras cosas.





Agregó que en la reforma constitucional en que se buscó el traspaso de las competencias a los gobiernos regionales planteó la necesidad que cuando los intendentes sean elegidos por voto popular quién le supla en el manejo de las políticas nacionales como representante del Ejecutivo, el Gobernador o quién sea, haga partícipe a los Gobiernos Regionales en la designación de los Secretarios Regionales Ministeriales con presentación de ternas u otro sistema, para asegurar que los SEREMI tengan una verdadera interacción con los Consejeros y Gobiernos Regionales.





Indicó que otro punto central para que opere el nuevo sistema es el de la forma de resolución de las diferencias que puedan surgir entre los Gobiernos Regionales y el Gobierno Central a raíz del traspaso de competencias. Señaló que las controversias pueden surgir ante la negativa del  Gobierno Central a traspasar una competencia solicitada por el Gobierno Regional. Expresó que insistentemente ha planteado que dentro de nuestra construcción institucional el naturalmente llamado a dirimir tal controversia y a ponderar los fundamentos contradictorios entre órganos de la administración es el Senado.





Estas reflexiones, continuó, las expresa para que sean tenidas en consideración tanto por la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia como por el Subsecretario de Desarrollo Regional, para que la opinión del Senado sea considerada en la elaboración de los proyectos a que se ha hecho referencia.





Enseguida hace uso de la palabra el asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional señor Álvaro Villanueva, para referirse a la iniciativa con mayor detalle, quién manifestó que la primera modificación propuesta es duplicar el monto máximo que pueden percibir los Consejeros Regionales por concepto de dieta. 





En la actualidad tiene derecho a una dieta de diez unidades tributarias mensuales por la asistencia a la totalidad de las sesiones mensuales del Consejo, y a dos unidades tributarias mensuales por la asistencia a cada sesión de las comisiones de trabajo a que se refiere el artículo 37 de la ley, con un máximo de seis unidades tributarias mensuales al mes.  }





De esta forma, agregó, se pasa de una posible dieta mensual máxima de 16 unidades tributarias mensuales a una de 32 unidades tributarias mensuales, lo que equivale a una dieta mensual máxima bruta de aproximadamente 1.368.000 pesos, modificación que surtiría efecto a contar del primero del mes siguiente al de la publicación de esta iniciativa en virtud de la norma transitoria del proyecto.





Respecto del Presidente del Consejo se incorpora un nuevo inciso para establecer que tendrá derecho a la misma dieta de los Consejeros, incrementada en un 20%, ya que ellos no sólo deben cumplir las labores propias de los Consejeros sino que también actuar en representación del Consejo, lo que equivale a un monto máximo mensual bruto de aproximadamente 1.642.000 pesos. 





También en la lógica de equiparar también a los consejeros con la situación que ya tienen en la Ley de Municipalidades los concejales, al establecer que para efectos de la percepción de la dieta, no se considerarán las inasistencias que se deban a razones médicas, al fallecimiento de un pariente cercano del consejero, o al estar realizando cometidos autorizados por el pleno del consejo.





En materia de seguridad social se permite que los consejeros se afilien al sistema de pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivencia del decreto ley N° 3.500, y en el ejercicio de sus actividades quedan sujetos al seguro contra riesgos del trabajo y enfermedades profesionales de la ley N° 18.744.





Además, el proyecto permite que los consejeros puedan ser sujetos de capacitación pagada por el gobierno regional respectivo. Recordó que la capacitación se permite para el caso de funcionarios y que los consejeros no lo son no obstante desempeñar una función pública, y que para superar esa situación explícitamente se autoriza que el Gobierno Regional financie su capacitación.





Señaló que otro tema importante desde el punto de vista práctico, y que afecta la labor diaria de los consejeros y de funcionarios de gobiernos regionales, es que se elimina el sistema de gastos por rendir. Reiteró que los consejeros no son funcionarios públicos y que cuando tienen que desplazarse para realizar actividades en representación del consejo tienen derecho a que el Gobierno Regional les financie el pasaje, y además tienen derecho a que se les reembolsen sus gastos de alimentación y alojamiento, lo que produce las dificultades prácticas derivadas de la recolección y custodia de boletas facturas, lo que es aún más complejo en actividades fuera del país porque no en todos los lugares se entregan este tipo de comprobantes. Además, la entrega, sumatoria, custodia de ellas genera un trabajo adicional para el personal del servicio administrativo del Gobierno Regional. Para solucionar los problemas y equiparar a los consejeros con los concejales se reemplaza la devolución de gastos por un sistema de viático para cubrir sus gastos de alimentación y de alojamiento, bajo la misma modalidad y bajo el mismo monto que lo percibe el Intendente. 





También desde el punto de vista de establecer algunas facilidades para el desempeño de sus cargos se propone una norma que obliga a los empleadores que tienen como trabajadores a consejeros regionales a concederle permisos tanto para asistir al pleno como a las comisiones, y también se establece un permiso laboral con un máximo de participan en actividades propias del consejo la remuneración no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que puedan acordar las partes. 





En cuanto al fortalecimiento de los Consejos, expresó que se propone una norma nueva y similar a la aprobada en abril pasado para que los municipios doten a los concejales de los medios necesarios para cumplir sus funciones.  Ella se replica en términos de establecer que cada gobierno regional dote al consejo de los medios necesarios para ejercer sus funciones y atribuciones, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria.





Enseguida el Honorable Senador señor Bianchi se refirió a las normas sobre cotización para pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia que se proponen en el proyecto, haciendo presente que le llama la atención que la norma disponga que podrán cotizar cuando quizás debiera decir que deberán cotizar, ya que muy pronto todos los trabajadores estarán obligados a hacerlo, como consecuencia de la reforma previsional de hace algunos años, consultando sobre el particular a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia.





La señora Ministra Secretaria General de la Presidencia señaló que, efectivamente, como consecuencia de la reforma previsional estamos en una transición que, cuando sus normas rijan plenamente obligará a todos los trabajadores independientes a cotizar. Mientras tanto, lo que hace el proyecto es permitir que los consejeros regionales coticen por sus dietas antes que ello sea obligatorio. Agregó que lo más virtuoso de la norma es que para efectos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales se considerarán como tales los que sufran en el ejercicio del cargo. 





Agregó que la actividad como consejero no tiene y dedicación exclusiva y que pueden ejercer otras actividades en forma dependiente o independiente por lo que, de acuerdo a las normas generales, se aplica a su respecto las normas sobre tope imponible en materia de salud y de cotizaciones previsionales. 





En respuesta a la consulta del Honorable Senador señor Tuma, sobre si corresponde el pago de las cotizaciones al Gobierno Regional, preciso que en virtud de la reforma previsional que se hizo en el primer gobierno de la Presidenta Bachelet, en el caso de los trabajadores independientes le corresponde al Servicio de Impuestos Internos hacer la retención y enterar el monto de las cotizaciones contra la respectiva declaración de renta. 





El Honorable Senador señor Quinteros planteó la necesidad de aclarar si uno de los propósitos del proyecto es sustituir el sistema de reembolso de gastos a que están sujetos los consejeros por el de viáticos.  Ello, agregó, porque si bien se suprime el inciso cuarto del artículo 39 que establece el sistema de reembolso y se incorpora un inciso séptimo, nuevo, que contiene las normas relativas a viáticos, se mantiene sin enmiendas el actual inciso sexto, que pasa a ser noveno, disposición que también se refiere al reembolso de gastos por alimentación y alojamiento.





Agregó que la norma del inciso cuarto, que se suprime, se refiere al derecho “a pasajes y reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento” que es exactamente la misma expresión que utiliza el artículo sexto que no se modifica. 





El Honorable Senador señor Espina manifestó que coincidía con la preocupación del señor Presidente y consulto a la señora Ministra y al señor Subsecretario si se pretende reemplazar el sistema existente que permite rendir cuenta de los recursos que se gastan para obtener su reembolso por un sistema de viático. Ante la respuesta afirmativa manifestó que el inciso sexto del artículo 39, que no se modifica, expresa literalmente “El consejo regional sólo podrá encomendar el cumplimiento de tareas a sus miembros con derecho a pasajes y  reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento en la medida de que exista disponibilidad presupuestaria lo que deberá certificar el secretario ejecutivo del consejo regional”. 





Sin embargo, agregó, el inciso nuevo propuesto como inciso séptimo dispone que para cubrir los gastos de alimentación y alojamiento de los consejeros, cuando se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional y cuando se trasladen fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a las sesiones del consejo y comisiones, serán cubiertos por fondos no sujetos a rendición equivalentes al viático que corresponda al intendente respectivo. 





Indicó que estas disposiciones generan una duplicidad de regímenes para cubrir los gastos de alimentación y alojamiento, en que operará como viático cuando el gasto se origine por el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional o por traslados fuera del lugar de residencia para asistir al consejo o sus comisiones, y como reembolso cuando se actúe en cumplimiento de tareas encomendadas por el consejo regional.





Expresó que esta dualidad de sistemas terminará haciendo más engorroso el sistema y le resta certeza, pues es posible y previsible que la Contraloría General de la República decida en definitiva si tal o cual gasto está sujeto a uno u otro régimen y se considera viático sin rendición de cuenta o reembolso que debe ser justificado con boletas y facturas.  





La Honorable Senadora señora Von Baer señaló coincidir en que existe el problema planteado por los Honorables Senadores señores Quinteros y Espina en cuanto a la indefinición de la procedencia del viático o del reembolso. 





Agregó que también le preocupa aclarar el sentido del inciso nuevo propuesto como séptimo, precisando el sentido de la expresión “Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional” y consultó si con esa expresión se entiende que lo hace cuando el consejero sale fuera del país o de su región, o si se entiende que incluye el trasladarse a una comuna distinta de la de su residencia para revisar un proyecto, o si se aplica cuando cumple las tareas encomendadas por el consejo regional a que se refiere el inciso sexto del artículo 39. 





El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional señor Álvaro Villanueva manifestó que efectivamente se plantea la eliminación del sistema de gastos por rendir, pero que hay casos en que subsiste el sistema de reembolso debido a que el viático solamente cubre los gastos correspondientes a alimentación y alojamiento. Señaló que hay situaciones variadas, como ocurre cuando un consejero debe desplazarse para asistir a sesiones lo que normalmente hará en un medio de transporte o en un automóvil propio y originará el reembolso del pasaje o del gasto de combustible. Indicó que es frecuente que los consejeros deban desplazarse desde su lugar de residencia a la capital regional donde sesiona el consejo, y en esos casos los gastos que no corresponden a alimentación ni alojamiento operan con la lógica del reembolso.





El Honorable Senador señor Quinteros expresó que era necesario insistir en el punto, en atención a que la explicación puede parecer razonable pero es contradicha por la disposición que literalmente señala “El consejo regional sólo podrá encomendar el cumplimiento de tareas a sus miembros, con derecho a pasaje y reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento…”.  Agregó que la norma del inciso sexto, que no se modifica, sólo se refiere a la devolución de gastos de alimentación y alojamiento, por comprensible que sea, por ejemplo, la devolución de los gastos por combustible.  Es decir, la alimentación y el alojamiento quedan cubiertos por el pago de viático o la devolución del dinero, pero el gasto en combustible a que se han referido no queda incluido ni en las actuales disposiciones ni en las normas propuestas.





El Honorable Senador señor Espina indicó que con las anteriores intervenciones ha quedado también de manifiesto que el actual derecho de los consejeros para que se les reembolse el pasaje que utilizan para asistir a las sesiones se elimina, sin que se entregue una explicación sobre la materia, la que puede ser razonable pero se desconoce.





En similar sentido la Honorable Senadora señora Von Baer expresó que no queda claro lo que se está planteando, porque la ley actual dice claramente que “Tendrán también derecho a pasaje y reembolso de gastos por concepto de alimentación, alojamiento para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones”, pero en las normas propuestas en su reemplazo no queda claro qué es lo que se paga, e incluso en la norma de reembolso que se mantiene tampoco es fácil determinarlo, pues sólo dice que el consejo puede encomendar tareas a sus integrantes “con derecho a pasaje y reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento”, lo que no guarda relación con la explicación entregada ni con la literalidad del proyecto. 





Agregó que el viático operaría sólo cuando el consejero actúe en representación del gobierno regional o para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, y que la única norma sobre reembolso de gastos que quedaría es la del inciso sexto, que requiere que el consejero actúe en cumplimiento de tareas encomendadas por el consejo regional. Es decir, señaló, los gastos en que incurre el consejero para asistir a las sesiones en cumplimiento de su cargo no se encuentran considerados.





Sobre el particular, el asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional señor Álvaro Villanueva hizo presente que el nuevo inciso propuesto como séptimo considera el gasto de los consejeros para asistir a las sesiones, cuando expresa “los mismos fondos no sujetos a rendición tendrán derecho a percibir los consejeros para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando les signifique trasladarse fuera del lugar de su residencia”.





Agregó que si bien los consejeros no son funcionarios públicos para facilitar su tarea y la de los servicios administrativos de los gobiernos regionales se propone crear el equivalente a un viático de un funcionario público. Para los funcionarios públicos todos los años, en las instrucciones de la Ley de Presupuestos, se establecen normas respecto de los supuestos necesarios para generar viático y los que no lo hacen como, por ejemplo, el traslado de una comuna a otra.





Es así como un funcionario público que vive en Viña del Mar y tiene que trabajar en Valparaíso no recibe un viático, pero un funcionario que vive en Santiago y que tiene que trasladarse accidentalmente a trabajar a Valparaíso sí lo recibe. Para efectos prácticos a los consejeros no obstante no ser funcionarios públicos de alguna manera se les inserta en esa lógica. Por ejemplo, cuando un consejero regional perciba viático no lo percibirá íntegramente si no hay pernoctación pues está calculado para  alojamiento y alimentación. Sin embargo, como subsiste la posibilidad de que por sus propios medios tenga que desplazarse, lo que no corresponde ni a alojamiento ni a alimentación, se mantiene para ese caso el reembolso. En la norma que hoy día está vigente y que no se modifica en el proyecto de ley se habla de reembolso de gastos por conceptos de alimentación y alojamiento, y para evitar los problemas interpretativos y que existan dos formas de cobrar un mismo gasto se podría perfeccionar el proyecto eliminando la referencia a “alimentación y alojamiento” del actual inciso sexto, lo que superaría las observaciones planteadas.





La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que de acuerdo a la discusión estarían cubiertos los gastos de alimentación y alojamiento por el sistema de viáticos, y el pago de los pasajes y gastos mediante reembolso para el consejero que cumple una tarea encomendada por el consejo regional.  





Sin embargo, expresó que no se encuentra previsto el reembolso por los gastos en que el consejero incurre con motivo del ejercicio de sus funciones, como ocurrirá cuando antes de pronunciarse sobre un proyecto quieren apreciar la situación en terreno o conocer la opinión de los habitantes del sector, lo que no se condice con el deseo de apoyar la existencia de consejos regionales que puedan cumplir realmente sus funciones de fiscalización o de conocer cabalmente los proyectos sobre los cuales deben pronunciarse. 





La señora Ministra Secretaria General de la Presidencia señaló que los recursos que considera el proyecto están relacionados con el trabajo de los consejeros en sesiones y comisiones, en sus actuaciones en representación del gobierno regional y en las que realice encomendado por el consejo regional, sin incursionar en aquellos gastos en que pueden incurrir los consejeros por propia iniciativa, pues tanto el gobierno regional como el consejo regional son órganos colegiados.





Sobre la materia, el Honorable Senador señor Quinteros que la iniciativa también propone incorporar un nuevo artículo 43 bis que atiende a las inquietudes planteadas.





Esa disposición, agregó, determina que cada gobierno regional deberá dotar al consejo de los medios suficientes para que cumpla adecuadamente sus funciones y ejerza sus atribuciones, de acuerdo a sus posibilidades presupuestarias.  





Indicó que en la elaboración del presupuesto regional se consignarán los recursos, y que el desempeño de los gobiernos regionales en gran parte dependerá de la adecuada destinación de los recursos de que dispongan de acuerdo a sus características y prioridades.





La señora Ministra Secretaria General de la Presidencia expresó que todas las reflexiones planteadas son válidas en el marco de una institucionalidad en plena evolución, y que el rol del consejo y los consejeros así como del gobierno regional dentro de poco deberá ser analizado por la Comisión al discutir el proyecto de transferencia de competencias, pero que la presente iniciativa tiene un propósito más acotado y sólo busca solucionar una falencia que afectaba el trabajo de los consejeros regionales.





El Honorable Senador señor Zaldívar estimo necesario circunscribir el debate a las materias propias de los consejeros regionales, sin perjuicio de la enorme importancia que tendrán las modificaciones que se introducirán al sistema como consecuencia del traspaso de competencias. 





En primer lugar hay que aclarar si existe acuerdo en el incremento de la dieta por asistencia a sesiones del consejo y sus comisiones, y en las razones que justifican las inasistencias, lo que le parece bien logrado.





En cuanto a los gastos derivados del ejercicio de las funciones, el proyecto considera las situaciones que originan derecho al pago del equivalente a un viatico que en principio atiende a los gastos de alimentación y de alojamiento pero que en realidad son fondos que se otorgan liberados de rendición. 





Además, para el cumplimiento de tareas encomendadas por el consejo se mantiene el reembolso de gastos, norma en que coincide respecto de la necesidad de corregirla para evitar malas interpretaciones.





Otra cosa es el gasto en que incurra el consejero por propia iniciativa, pues para establecer el reembolso o pago de los mismos no sólo se requiere de la iniciativa legal del Ejecutivo sino que también, incluso para él, de una estimación del costo.





El Presidente de la Asociación Nacional de Consejeros Regionales, señor Marcelo Carrasco, señaló su opinión en el sentido que hay un error inadvertido en las normas de la iniciativa.





Señaló que hay que distinguir cuáles son los motivos del pago. Si lo motivo el alojamiento o la alimentación hoy día es un gasto por rendir, un reembolso que ocasiona los problemas y trámites ya explicados y para evitarlos se transforma en un fondo no sujeto a rendición equivalente a un viatico del intendente.





En cuanto a los traslados, hay que distinguir si ellos corresponden a los que hacen en representación del consejo o a los derivados de vivir en un lugar distinto de dónde funciona el gobierno regional. El primero está sujeto a reembolso y el segundo es cubierto por el fondo no sujeto a rendición equivalente al viático.





En cuanto a los montos reembolsables que subsisten ellos están sujetos a un doble requisito: que sea en cumplimiento de tareas encomendadas por el consejo regional y que exista disponibilidad presupuestaria.





Agregó que en su opinión la confusión se deriva del inciso sexto de la ley vigente, que se mantiene, que cuando se refiere al reembolso de gastos incluye la expresión “por concepto de alimentación y alojamiento” que debió ser eliminada.





De esa forma si bien convivirán el sistema de viáticos y el de reembolso, éste último queda muy acotado y no produce una superposición de normas, como efectivamente genera el proyecto en su texto actual.





La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que la ley dispone que “El consejo regional tendrá por finalidad hacer efectiva la participación de la comunidad regional y estará investido de facultades normativas, resolutivas y fiscalizadoras”.





Señalo que citaba la norma para resaltar que una de sus funciones es la fiscalización y que le preocupa que un consejero sin el acuerdo d la Comisión no cuente con los recursos necesarios para interiorizarse cabalmente de lo que ocurre en terreno, proceso que muchas veces indispensable para iniciar cualquier fiscalización o que resulta necesario para votar informadamente sobre un proyecto, lo cual es indispensable para fortalecer los consejos regionales.





El Honorable Senador señor Espina señaló que comparte la preocupación antes expresada, pero que sólo es posible hacerla presente al Ejecutivo pues su solución escapa a las facultades parlamentarias, en atención al mayor gasto que importa,





Agregó que comprende la legítima aspiración de aprobar rápidamente el proyecto, pero que la propia discusión suscitada demuestra que es necesario perfeccionar la iniciativa para evitar establecer normas contradictorias que pueden terminar haciendo ilusoria la solución propuesta.





El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que le preocupa el problema planteado la Honorable Senadora señora Von Baer sobre las limitaciones existentes para ejercer las funciones de consejero, y que la solución más adecuada pareciera ser el establecimiento de una asignación de traslación redactada con precisión y claridad.





Finalmente el Honorable Senador señor Espina solicitó que la Comisión se pronuncie en general y en particular sobre la iniciativa, modificando el inciso sexto vigente para evitar que en la ley permanezcan normas contradictorias, aunque ello genere un tercer trámite constitucional.





El Honorable Senador señor Quinteros anuncia que para solucionar los problemas expuestos los representantes del Ejecutivo proponen aprobar la iniciativa incorporando una modificación al actual inciso sexto del artículo 39 realizando las adecuaciones formales necesarias en la iniciativa, que es del siguiente tenor:





“En el inciso sexto, que ha pasado a ser inciso noveno, eliminar la expresión “por concepto de alimentación y alojamiento”.”.





Además, se ha manifestado la necesidad de corregir un error de hecho presente en el inciso segundo, nuevo, que incorpora la letra b), pues de mantenerse la frase “de conformidad a lo señalado en el inciso anterior,” se produciría un efecto contrario al esperado y el Presidente del consejo regional recibiría una dieta inferior a la de los demás consejeros regionales. En consecuencia, se propone eliminar la referida frase.





Sometido a votación en general y en particular a la vez, con las modificaciones antes indicadas, el proyecto es aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros  y Zaldívar.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo único


-- En su letra b), suprímese la frase “de conformidad a lo señalado en el inciso anterior,”.


-- Incorporáse como letra g), nueva, pasando la actual letra g) a ser letra h), la siguiente: 

“g) En el inciso sexto, que ha pasado a ser inciso noveno, suprímese la expresión “por concepto de alimentación y alojamiento”.”. 

(Unanimidad 5x0)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:


1) Modifícase el artículo 39 de la siguiente manera:


a) En el inciso primero, reemplázase el vocablo “diez” por “veinte”.


b) Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo:


“El Presidente del consejo regional tendrá derecho a la misma dieta que perciben los consejeros regionales, incrementada en el 20%.”.


c) En el inciso segundo, que pasa a ser tercero, sustitúyese la frase “El intendente acordará con el consejo” por “El consejo acordará”.


d) En el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, reemplázanse los vocablos “dos” por “cuatro” y “seis” por “doce”.


e) Suprímese su inciso cuarto.


f) Intercálanse los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo a ser octavo, noveno y décimo:


“Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecidas en los incisos precedentes, no serán consideradas como inasistencias aquellas que obedezcan a razones médicas o de salud que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado, presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo. Igualmente, para los efectos señalados y previo acuerdo del consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres.


Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.




Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y de alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al fondo del viático que corresponda al intendente respectivo por iguales conceptos. Los mismos fondos no sujetos a rendición tendrán derecho a percibir los consejeros para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual.”.




g) En el inciso sexto, que ha pasado a ser inciso noveno, suprímese  la expresión “por concepto de alimentación y alojamiento”.

h) Agréganse los siguientes incisos duodécimo, decimotercero y decimocuarto:


“Los consejeros regionales podrán afiliarse al sistema de pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivencia, de acuerdo a lo establecido en el decreto ley N°3.500, por el solo hecho de asumir tales funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán al régimen de los trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que para estos fines se imponen a los empleadores se radicarán en los respectivos gobiernos regionales. Las cotizaciones previsionales se calcularán sobre la base de las asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda percibir en virtud de los incisos primero, segundo y cuarto.


Los consejeros regionales, por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la ley N°16.744, y gozarán de los beneficios que correspondan a la naturaleza de su cargo. El costo de este beneficio será de cargo del gobierno regional.


El gobierno regional podrá financiar la capacitación de los consejeros regionales en materias de su competencia.”.


2) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis:


“Artículo 39 bis.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de consejero regional deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales con el objeto de asistir a las sesiones del consejo, así como también a las de las comisiones a que se refiere el artículo 37, hasta por doce horas semanales, no acumulables.


Del mismo modo, se deberá conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario ejecutivo del consejo.”.


3) Agrégase el siguiente artículo 43 bis:


“Artículo 43 bis.- Cada gobierno regional, en concordancia con su disponibilidad presupuestaria, deberá dotar al consejo de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar, debida y oportunamente, las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de consejeros existente en la región, lo que quedará consignado en el presupuesto regional.”.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del mes siguiente al de su publicación.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a los recursos de los programas presupuestarios de Gastos de Funcionamiento de los gobiernos regionales y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público.”.
- - - -


Acordado en sesión celebrada el día 25 de noviembre de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros (Presidente) y Zaldívarm.

Sala de la Comisión, a 9 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.175, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL, FORTALECIENDO LOS CONSEJOS REGIONALES

(9.691-06)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:


De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Eduardo Jara, y los asesores, señores Álvaro Villanueva y Manuel Tobar.


De la Asociación Nacional de Consejeros Regionales, el Presidente, señor Marcelo Carrasco, y la Directora, señora Eva Jiménez. 


Del Consejo Regional de la Región de Valparaíso, la Presidenta, señora Sandra Miranda, y los Consejeros, señoras Evelyn Mansilla y Tarita Alarcón, y señor René Lues. 


Del Consejo Regional de la Región Metropolitana, la Directora, señora María Antonieta Saa, y la Jefa de Bancada Independiente, señora Elizabeth Armstrong. 


De la Dirección de Presupuestos, el abogado, señor Diego Soto.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor César Moyano.


El asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora.
- - -


Cabe consignar que el presente proyecto de ley  fue informado, previamente, por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, que acordó proponer a la Sala del Senado que sea discutido en general y particular a la vez.

A su turno, vuestra Comisión de Hacienda, por la unanimidad de sus miembros, estuvo conteste en solicitar a la Sala del Senado que acuerde el despacho en general y particular del proyecto de ley, habida cuenta del interés de los consejeros regionales por su pronta aprobación y del amplio consenso existente en torno al mismo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY



Modificar el régimen bajo el cual los consejeros regionales ejercen sus cargos, de acuerdo a las mayores y más complejas funciones que deberán asumir al aprobarse las modificaciones en trámite de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado sobre el particular por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su informe.

- - -

Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, expresó que el proyecto de ley se enmarca dentro de la política de descentralización que ha impulsado el Gobierno.

Señaló que durante el mes de diciembre del presente año, el Ejecutivo presentará una serie de iniciativas que abordan el fondo de la cuestión de la descentralización. Una de ellas será una reforma constitucional para que se produzca la elección directa de los intendentes y se constituyan gobiernos regionales autónomos. Otra de las medidas consistirá en la presentación de indicaciones al proyecto de ley sobre transferencia de competencias a las regiones, con las que buscarán contar con nuevos mecanismos para profundizar el proceso de descentralización (Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país, boletín N° 7.963-06).

Explicó que la iniciativa legal en discusión apunta al fortalecimiento del rol del consejo regional, el que contará con nuevas funciones en el futuro, y presenta en la actualidad serios problemas de funcionamiento, tanto desde el punto de vista de los recursos con los que cuenta, como respecto del sistema de dieta y de rendición de gastos, los que se intentan resolver.

A continuación, el asesor de la Subsecretaría, señor Alvaro Villanueva, explicitó los principales componentes de la iniciativa, mediante una presentación en formato power point, del siguiente tenor:

Dieta Consejeros

- Se incrementa la dieta mensual de los consejeros en un 100%, pasando de un máximo posible de 16 UTM a 32 UTM, siempre y cuando asista a la totalidad de las sesiones de pleno y comisión que corresponda. 

· Base sube de 10 a 20 UTM.

· Por asistencia a comisiones sube de entre 2 a 6 UTM a entre 4 y 12 UTM.

- En valores de noviembre de 2014, implica pasar de un máximo mensual de $684.320 a $1.368.640.

- Nuevo mayor gasto anual de $2.282.891.520. 

- El aumento entrará en vigencia a contar del mes siguiente al de publicación de la ley. 

Dieta Presidente del Consejo

- El Presidente del consejo regional dispondrá de una dieta equivalente a la del resto de los consejeros, pero incrementada en un 20%. 

· Lo anterior, en consideración al mayor tiempo de dedicación al cargo que le corresponde. 

- En noviembre de 2014, un Presidente de Consejo podría obtener una dieta ascendente a $1.642.368.

Fortalecimiento del Consejo

- Cada gobierno regional deberá dotar al consejo de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar debida y oportunamente sus funciones y atribuciones, atendido el número de consejeros existente en la región. 

- Deberá quedar consignado en el presupuesto regional. 

- El gobierno regional podrá financiar la capacitación de los consejeros regionales en materias de su competencia. Han existido dificultades en la materia, porque la Contraloría General de la República sostiene que al no ser funcionarios públicos los consejeros, no procede la capacitación respecto de ellos.

Facilidades para desempeño de funciones de consejeros

- Se elimina el sistema de gastos por rendir de los consejeros.

· No son funcionarios públicos; sin embargo, cuando deben desplazarse fuera de la región que representan para desempeñar tareas, tienen derecho a pasaje y reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento. 

· El sistema hoy vigente de gastos por rendir genera dificultades para consejeros y funcionarios (deben revisar cada rendición).

· Se reemplaza lo anterior por un sistema de viáticos. 

· Con cargo a dichos recursos los consejeros podrán costear lo referido a alimentación y alojamiento. 

· Cuando los miembros de los consejos realicen cometidos fuera de la región tendrán derecho a percibir un viático, equivalente al que corresponda al Intendente por iguales concepto.

- Empleadores de las personas que ejerzan el cargo de consejero deberán concederles los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales, con el objeto de que asistan a las sesiones de pleno del consejo, así como también a las de comisiones. 

- Además, se les deberán conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional:

· máximo de 3 días durante un año calendario, no acumulables.

· el tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes; entendiéndose trabajado para todos los efectos legales (certifica secretario ejecutivo del consejo).

Seguridad Social

- Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional (5 UTM que se pagan en enero) que reciben los consejeros, no se considerarán como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud que hayan sido debidamente acreditadas. 

- Se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva. 

- No se considerarán las inasistencias de los miembros del consejo motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo. 

- Los consejeros regionales podrán afiliarse al Sistema de Pensiones, de Vejez, de Invalidez y de Sobrevivencia, de acuerdo a lo establecido en el decreto ley Nº 3.500. 

- Por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la ley Nº 16.744. 

El Honorable Senador señor Coloma valoró como positivo el proyecto de ley. 

Señaló haber recibido información de que existirían ciertos problemas por subsanar en materia de viáticos y de seguridad social. Sin embargo, al parecer, dichas dificultades se habrían resuelto en el trámite reglamentario previo seguido ante la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por lo que pidió al Ejecutivo mayores antecedentes sobre el punto.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que, por haber participado en la sesión en que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización debatió el proyecto de ley, puede informar que se discutió el tema de los viáticos de los consejeros, dado que no era clara la forma de tratar diversos gastos, que en algunos casos debían ser rendidos y en otros no. Al respecto, en su oportunidad, propuso que el tratamiento de la materia fuera otorgando un viático por concepto de alimentación y alojamiento.

No se logró, empero, crear una asignación de movilización para las necesidades de traslado de los consejeros dentro de la respectiva región. Sería este, indicó, el único tema que se podría considerar como pendiente.

El Honorable Senador señor Montes planteó que, más allá de votar favorablemente la iniciativa legal, le resulta extraña la forma en que se está legislando, pues resta aún por discutir cuestiones tan relevantes como el rol del consejo y de los consejeros, y cambios en los gobiernos regionales, lo que implicará redefinir funciones. En efecto, ahondó, se espera que en el futuro los consejeros regionales tengan una doble dimensión, porque además de ser representantes tendrán funciones de gestión y administración.

En cuanto a la primera, hizo ver que el rol de los consejeros como representantes es muy reciente y no es del todo claro cómo deben desarrollarlo, ni los controles y deberes a los que se someten. Desde una óptica más general, además, debe tenerse presente que en nuestro país el número de representantes es bajo en relación al total de la población. Hasta hace algunos años, al menos, se contabilizaban 2.200 cargos de representación popular.

En cuanto a la gestión y administración, planteó que existe una discusión. En ella, algunos estiman que los consejeros deben desempeñarse en forma similar a como lo hacen los parlamentarios –opinando sobre los marcos normativos y líneas programáticas, pero sin elaborar las iniciativas-; otros, en cambio, postulan que los consejeros deben participar en todo el proceso de elaboración normativa y de políticas públicas.

El día que se constituya un gobierno metropolitano en Santiago, por ejemplo, el consejo regional será distinto y los cargos de consejeros tendrán especificidades propias de un rango de facultades mucho más amplio.

El aumento de dieta y la regulación de los viáticos, sintetizó, es necesario y debe ser aprobado. Pero no se debe perder de vista que se inserta en una discusión mucho mayor que deberá en algún momento ser enfrentada.

Por otra parte, hizo ver que se le ha hecho llegar la inquietud sobre que también debiera eximirse del deber de asistencia al consejero en caso de fallecimiento de un hermano, y no limitarlo solamente al caso del cónyuge o los descendientes.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que el objetivo del proyecto es modificar el régimen bajo el cual los consejeros regionales ejercen sus cargos, de acuerdo a las mayores y más complejas funciones que deberán asumir al aprobarse las modificaciones en trámite de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. Por ello, indicó, se entiende que se está en presencia de un proyecto de ley específico, que busca preparar el escenario para otros cambios que vendrán.

De ningún modo, en consecuencia, se está clausurando o agotando un debate sobre una reforma al régimen y a las funciones de los gobiernos y los consejos regionales.

Respecto del número de representantes populares que Chile tiene, expresó haber tenido acceso a un informe de la OCDE en que se afirma que el número de parlamentarios calza exactamente con el promedio de los países miembros de dicho organismo, esto es, 1 cada 100.000 habitantes.

El Honorable Senador señor Montes manifestó entender que la iniciativa en discusión es un proyecto de ley acotado; el problema que observa es que se inserta dentro de un marco que está poco claro en sus lineamientos, lo que lleva a adoptar decisiones sin conocer el contexto básico en las que influirán.

El Honorable Senador señor García indicó estar de acuerdo con el objetivo del proyecto de ley, por ser de entera justicia que se aumente la insuficiente dieta que reciben los consejeros, que en su gran mayoría se dedica jornada completa a la actividad, abarcando extensos territorios y muchas veces más allá del horario de oficina e incluso en fines de semana.

Hizo presente, asimismo, que la dieta que se le asigna al Presidente del consejo le parece insuficiente, pues indudablemente las actividades que realiza requieren dedicación exclusiva.

Respecto de la posibilidad que se otorga a los consejeros para afiliarse al sistema de pensiones (en la letra h) del número 1) del artículo único, que modifica el artículo 39 del decreto con fuerza de ley N° 1- 19.175), señaló que, para dicho efecto, los consejeros se asimilarán al régimen de los trabajadores por cuenta ajena, y las obligaciones que para estos fines se imponen a los empleadores se radicarán en los respectivos gobiernos regionales. Consultó a qué efectos se refiere la disposición.

Inquirió, del mismo modo, más antecedentes sobre el permiso laboral por un máximo de 3 días en cada año calendario (que considera el número 2) del artículo único, que incorpora un nuevo artículo 39 bis), dado que podría generar problemas respecto de los empleadores, que pueden ser del sector público o del sector privado, y no queda claro si se trata de un permiso sin goce de sueldo o si se hace cargo del día de permiso el consejo regional.

El Honorable Senador señor Lagos expuso que a junio de 2015 se presentarán varias iniciativas vinculadas a descentralización y es probable que la dieta que se propone termine siendo insuficiente, por lo que deberá ser reestudiada junto a otros aspectos relevantes del gobierno regional, los que representan un desafío muy delicado y de gran envergadura.

El Honorable Senador señor Zaldívar explicó que el permiso laboral al que se refiere el artículo 39 bis que incorpora el número 2), no es de cargo del empleador, sin perjuicio que con el trabajador puedan pactar algo distinto. Agregó que podría especificarse más la disposición.

Observó que este proyecto de ley se entendió como una especie de “ley corta”, debido a que otro proyecto de ley de mayor alcance, vio suspendida su tramitación a la espera de la propuesta que vendrá sobre gobiernos regionales y descentralización a partir del informe que elaboró la comisión presidencial ad hoc. Expresó que lo que se busca reparar aquí, es una situación salarial desproporcionada de quienes ahora son elegidos directamente por la ciudadanía y reciben dietas muy bajas, menores a las de los concejales.

Añadió que la forma de remunerar al consejero no se encuentra bien resuelta en el proyecto de ley. En su opinión, ello se lograría vinculando la dieta a la remuneración que percibe un Secretario Regional Ministerial, así como ocurre para los parlamentarios respecto de los ministros de Estado.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que pueden resolverse aspectos específicos como el número de consejeros, su elección directa o su dieta, pero el problema es que lo han hecho sin discutir sus funciones y sin saber cuál es el marco institucional en el que se insertan, lo que viene postergándose desde el año 1992.

El Presidente de la Asociación Nacional de Consejeros Regionales, señor Marcelo Carrasco, expuso que gran parte de las carencias que presentan las regiones del país se deben a la existencia de un Estado centralista, que los ha hecho partícipes de un proceso democrático que ahora los lleva a responder frente a los ciudadanos y no sólo frente a alcaldes o concejales.

Manifestó que desean ser objeto de un mayor control ciudadano y de organismos contralores, internos y externos.

Agregó que por mucho tiempo se ha improvisado en materia de gobiernos regionales, y esperan que la Comisión Presidencial logre que sus conclusiones se traduzcan en medidas efectivas que mejoren la descentralización del país.

Planteó que el proyecto de ley soluciona algunas falencias que se verifican en la función de los consejeros, como es el quedar protegidos por el seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, pero otras como el pago de la movilización a la sede del consejo desde la ciudad de residencia o cometidos en el extranjero, persisten.

Manifestó compartir lo que han expresado los señores senadores, y señaló esperar que el señor Subsecretario tome en consideración lo que se ha planteado en esta sesión.

Añadió que la iniciativa legal ayuda a mejorar la situación que enfrentan, pero, como autoridades electas democráticamente, siguen sin contar con oficinas, personal de apoyo o vehículos para trasladarse, todos elementos que sí tienen los secretarios regionales ministeriales.

El Honorable Senador señor García expresó no estar de acuerdo con que no se pague movilización desde el lugar de residencia del consejero hasta la sede del respectivo consejo regional. Dicha movilización, a su juicio, se encuentra contemplada por la legislación, y si existen dudas acerca de ello, deben aclararlo en esta sede para evitar otras interpretaciones de la Contraloría General de la República.

Destacó que en la letra f) del número 1) del artículo único del proyecto de ley, que modifica el artículo 39, se dispone -en el inciso séptimo que se intercala- que “Los mismos fondos no sujetos a rendición tendrán derecho a percibir los consejeros para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual”, por lo que mal podría entenderse que un consejero que vive en Maquehue, por ejemplo, no tiene derecho a viático al asistir a una sesión del consejo en Temuco.

Agregó que le han señalado que si un consejero, en representación del consejo, tiene que trasladarse a un lugar determinado de la región, no tiene derecho a viático por ese traslado para costear el trayecto que debe cubrir.

Consultó al Ejecutivo si un consejero que reside en Victoria y debe viajar a Curacautín en representación del gobierno regional, por ejemplo, tiene derecho o no a que se le pague ese traslado.

El Presidente de la Asociación Nacional de Consejeros Regionales, señor Carrasco, sostuvo que el problema se genera cuando existe una conurbación que une distintos territorios, como Temuco y Padre Las Casas o Valparaíso y Villa Alemana, en esos casos la Contraloría General de la República interpreta que no existe derecho a pago por el traslado (Dictámenes de la Contraloría General de la República N°s 85.123, de 2013, y 74.627, de 2014). 

El consejero de la Región de Valparaíso señor René Lues, manifestó que durante 20 años el organismo contralor interpretó de una manera distinta la norma que se aplica a los funcionarios públicos respecto del traslado a sus puestos de trabajo, no aplicándola a los consejeros, pero en diciembre del año 2013 cambió su criterio de la forma que se viene planteando.

Expuso que la Contraloría General de la República entiende que debería especificarse que la norma aplicable a los funcionarios públicos sobre traslados desde su lugar de residencia a su lugar de trabajo no es aplicable a los consejeros regionales.

Detalló que se produce una discriminación odiosa respecto de los consejeros de La Araucanía, Biobío, Valparaíso, Coquimbo y Metropolitana.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que el traslado y movilización de los consejeros fue un tema discutido en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, siendo su postura favorable a que se instaurara un sistema de asignación de movilización o traslación equivalente a aquel con el que cuentan los parlamentarios, esto es, con rendición de cuentas. Aclaró que dicha asignación es algo distinto al viático y debe quedar establecida su diferenciación.

---

DISCUSIÓN

Enseguida, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo único y del artículo segundo transitorio del proyecto de ley, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

A continuación se da cuenta de dichas disposiciones de competencia de la Comisión, así como de los acuerdos adoptados a su respecto:

Artículo único



El artículo único introduce, mediante tres numerales, diversas modificaciones en la ley N°19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:

Número 1)



Modifica, a través de 6 literales, el artículo 39, que establece la dieta mensual de los consejeros regionales. 

Letra a)



Reemplaza, en el inciso primero, el vocablo “diez” por “veinte”, lo que significa duplicar el número de unidades tributarias mensuales a que tendrán derecho los consejeros.

Letra b)



Incorpora el siguiente inciso segundo, nuevo:



“El Presidente del consejo regional tendrá derecho a la misma dieta que perciben los consejeros regionales, incrementada en el 20%.”.

Letra c)



En el inciso segundo, que pasa a ser tercero, sustituye la frase “El intendente acordará con el consejo” por “El consejo acordará”.

Letra d)



En el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, reemplaza los vocablos “dos” por “cuatro” y “seis” por “doce”. Con ello, cada consejero regional percibirá una dieta de dos UTM, con un máximo de seis en el mes, por la asistencia a cada sesión de las comisiones a que se refiere el artículo 37 de la ley.

Letra e)



Suprime el inciso cuarto, relativo al derecho a pasajes y reembolsos, por concepto de alimentación y alojamiento, a que tienen derecho los consejeros regionales.

Letra f)



Intercala los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo a ser octavo, noveno y décimo:

“Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecidas en los incisos precedentes, no serán consideradas como inasistencias aquellas que obedezcan a razones médicas o de salud que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado, presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo. Igualmente, para los efectos señalados y previo acuerdo del consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres.

Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.



Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y de alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al fondo del viático que corresponda al intendente respectivo por iguales conceptos. Los mismos fondos no sujetos a rendición tendrán derecho a percibir los consejeros para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual.”.

Respecto de esta letra, el Honorable Senador señor García solicitó dejar constancia de que su interpretación del inciso séptimo que se intercala, es que el derecho a viático que allí se consagra es una asignación amplia en que el gobierno regional es quien decide cuándo un consejero regional lo está representando. 

Del mismo modo, dejó constancia que tratándose  de los fondos a que los consejeros tendrán derecho a percibir para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual, se está en presencia de una prerrogativa establecida en un sentido amplio, que incluye traslados desde un sector rural hasta el área de cabecera de la comuna, o de una comuna a otra cuando pertenezcan a una conurbación o área metropolitana.

El Honorable Senador señor Lagos suscribió las constancias precedentemente consignadas.

Letra g)



En el inciso sexto, que pasa a ser inciso noveno (relativo al reembolso de gastos y pasajes), suprime  la expresión “por concepto de alimentación y alojamiento”.

Letra h)



Agrega los siguientes incisos duodécimo, decimotercero y decimocuarto:



“Los consejeros regionales podrán afiliarse al sistema de pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivencia, de acuerdo a lo establecido en el decreto ley N°3.500, por el solo hecho de asumir tales funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán al régimen de los trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que para estos fines se imponen a los empleadores se radicarán en los respectivos gobiernos regionales. Las cotizaciones previsionales se calcularán sobre la base de las asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda percibir en virtud de los incisos primero, segundo y cuarto.



Los consejeros regionales, por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la ley N°16.744, y gozarán de los beneficios que correspondan a la naturaleza de su cargo. El costo de este beneficio será de cargo del gobierno regional.



El gobierno regional podrá financiar la capacitación de los consejeros regionales en materias de su competencia.”.

Número 2)



Incorpora el siguiente artículo 39 bis:



“Artículo 39 bis.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de consejero regional deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales con el objeto de asistir a las sesiones del consejo, así como también a las de las comisiones a que se refiere el artículo 37, hasta por doce horas semanales, no acumulables.



Del mismo modo, se deberá conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario ejecutivo del consejo.”.

Número 3)



Agrega el siguiente artículo 43 bis:



“Artículo 43 bis.- Cada gobierno regional, en concordancia con su disponibilidad presupuestaria, deberá dotar al consejo de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar, debida y oportunamente, las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de consejeros existente en la región, lo que quedará consignado en el presupuesto regional.”.

Puesto en votación el artículo único del proyecto de ley –que incluye sus números 1), 2) y 3)-, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

Disposiciones transitorias

Artículo segundo


Es del siguiente tenor:


“Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a los recursos de los programas presupuestarios de Gastos de Funcionamiento de los gobiernos regionales y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público.”.



El artículo segundo transitorio fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores  Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 4 de noviembre de 2014, señala lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El proyecto de ley modifica la Ley N°19.175, regulando de manera más objetiva, transparente y eficiente el régimen bajo el cual los consejeros regionales ejercen sus funciones.

La presente modificación legal incluye los siguientes aspectos:

a) Regulación de la dieta: Se incrementan en un 100% las dietas correspondientes a la asistencia a sesiones del consejo y en igual porcentaje las sesiones de comisiones de trabajo, con montos de 20 Unidades Tributarias Mensuales (UTM) en el primer caso, y un máximo de 12 UTM en el segundo. En el caso del Presidente del Consejo, sus dietas totales se incrementan adicionalmente en un 20%.

Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional que reciben los consejeros regionales no se considerarán como tales las inasistencias por razones de salud debidamente acreditadas. Además, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, cónyuge o de uno de sus padres.

b) Cambios al sistema de gastos y reembolsos: Con el objeto de evitar las dificultades del actual proceso de rendición de cuentas mediante boletas, se dispone que cuando los consejeros realicen cometidos o deban asistir a sesiones que les signifiquen trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual, tendrán derecho a percibir fondos con el fin de cubrir sus gastos de alimentación y alojamiento, en forma análoga a los concejales municipales.

c) Afiliación al sistema de pensiones: Los consejeros podrán afiliarse al Sistema de Pensiones, de Vejez, de Invalidez y de Sobrevivencia de acuerdo a lo establecido en el Decreto Ley N°3.500.

d) Accidentes del Trabajo: Los consejeros quedarán sujetos al seguro de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la Ley N°16.744. Al respecto, las obligaciones que para estos fines se imponen a los empleadores, se radicarán en los respectivos gobiernos regionales.

e) Permisos laborales: Los empleadores de las personas que ejerzan como consejeros regionales deberán concederles permisos para ausentarse de sus labores habituales, con el objeto de que asistan a las sesiones de pleno del consejo, así como también a las de comisiones.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El Proyecto de Ley se estima implicará un mayor gasto fiscal anual de $2.785.055 miles. De acuerdo con las modificaciones expuestas en el punto anterior, los conceptos de gasto considerados se señalan a continuación:

1. Regulación de la dieta: Considerando que el Presidente del Consejo percibirá un 20% por sobre las dietas de los demás consejeros, la totalidad de asistencias a las sesiones del consejo y el máximo de sesiones de comisión por consejero, el mayor gasto asciende a $2.332.162 miles, en base al valor de la UTM al mes de noviembre de 2014.

2. Cambios al sistema de gastos y reembolsos: Dada la actual estructura de gastos reembolsables, se estima que por concepto de gasto en viáticos se tendrá un 15% de gasto superior al monto destinado a estos fines en el Proyecto de Ley de Presupuestos 2015. Esto equivale a $349.591 miles increméntales.

3. Afiliación al Sistema de Pensiones y Seguro de Accidentes del Trabajo: Se estima que por seguro de invalidez y de accidentes del trabajo se tendrá un gasto total anual de $103.302 miles.”.


Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO 


En virtud de los acuerdos expresados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:

1) Modifícase el artículo 39 de la siguiente manera:

a) En el inciso primero, reemplázase el vocablo “diez” por “veinte”.

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo:

“El Presidente del consejo regional tendrá derecho a la misma dieta que perciben los consejeros regionales, incrementada en el 20%.”.

c) En el inciso segundo, que pasa a ser tercero, sustitúyese la frase “El intendente acordará con el consejo” por “El consejo acordará”.

d) En el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, reemplázanse los vocablos “dos” por “cuatro” y “seis” por “doce”.

e) Suprímese su inciso cuarto.

f) Intercálanse los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo a ser octavo, noveno y décimo:

“Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecidas en los incisos precedentes, no serán consideradas como inasistencias aquellas que obedezcan a razones médicas o de salud que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado, presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo. Igualmente, para los efectos señalados y previo acuerdo del consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres.

Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.





Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y de alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al fondo del viático que corresponda al intendente respectivo por iguales conceptos. Los mismos fondos no sujetos a rendición tendrán derecho a percibir los consejeros para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual.”.





g) En el inciso sexto, que ha pasado a ser inciso noveno, suprímese  la expresión “por concepto de alimentación y alojamiento”.
h) Agréganse los siguientes incisos duodécimo, decimotercero y decimocuarto:

“Los consejeros regionales podrán afiliarse al sistema de pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivencia, de acuerdo a lo establecido en el decreto ley N°3.500, por el solo hecho de asumir tales funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán al régimen de los trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que para estos fines se imponen a los empleadores se radicarán en los respectivos gobiernos regionales. Las cotizaciones previsionales se calcularán sobre la base de las asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda percibir en virtud de los incisos primero, segundo y cuarto.

Los consejeros regionales, por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la ley N°16.744, y gozarán de los beneficios que correspondan a la naturaleza de su cargo. El costo de este beneficio será de cargo del gobierno regional.

El gobierno regional podrá financiar la capacitación de los consejeros regionales en materias de su competencia.”.

2) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis:

“Artículo 39 bis.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de consejero regional deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales con el objeto de asistir a las sesiones del consejo, así como también a las de las comisiones a que se refiere el artículo 37, hasta por doce horas semanales, no acumulables.

Del mismo modo, se deberá conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario ejecutivo del consejo.”.

3) Agrégase el siguiente artículo 43 bis:

“Artículo 43 bis.- Cada gobierno regional, en concordancia con su disponibilidad presupuestaria, deberá dotar al consejo de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar, debida y oportunamente, las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de consejeros existente en la región, lo que quedará consignado en el presupuesto regional.”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del mes siguiente al de su publicación.

Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a los recursos de los programas presupuestarios de Gastos de Funcionamiento de los gobiernos regionales y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 10 de diciembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, 16 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.718, QUE CREA LA DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA, CON EL OBJETO DE CREAR CARGOS PARA LA DEFENSA PENAL ESPECIALIZADA EN ADOLESCENTES
(9.529-07)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros sobre el proyecto de ley del epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República enviado a la Honorable Cámara de Diputados, con urgencia calificada de “suma”.


Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida en general y en particular, a la vez, por considerarse de artículo único. Lo anterior, en virtud de lo establecido por el artículo 127 del Reglamento del Senado.


A la sesión en que se trató este asunto concurrieron, por el Ministerio de Justicia, la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina Vodanovic, y el asesor, señor Gonzalo Rodríguez.


En representación de la Defensoría Penal Pública, asistieron la Defensora Nacional(S), señora Viviana Castel; el Director Administrativo Nacional, señor Andrés Mahncke; el Jefe de la Unidad Penal Juvenil, señor Gonzalo Berríos; el asesor del Departamento de Estudios, señor Francisco Geisse, y la Jefa de Gabinete, señora Camila Chadwick.


Especialmente invitados, participaron, además, por la Asociación Nacional de Funcionarios de la Defensoría Penal Pública (AFUDEP), su Presidente, señor Jaques Mora; por la Asociación Nacional Democrática de Funcionarios de la Defensoría (ANDFUD), su Presidente, señor Peter Sharp, y el Director Nacional, señor Cristian Bruneau, y por la Asociación Nacional de Defensores (ADEF), el Presidente Regional Metropolitano, señor Pablo Sanzana. Concurrieron, asimismo, en su calidad de representantes del Programa de Responsabilidad Penal Adolescente, los Defensores Juveniles señora Karina Reyes y señor Leonardo di Domenico.





Estuvieron presentes, por la Biblioteca del Congreso Nacional, los asesores legislativos señora Annette Hafner y señor Juan Pablo Cavada. Por la Fundación Jaime Guzmán, asistió el asesor legislativo señor Héctor Mery, y por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor legislativo señor Diego Calderón.

Igualmente, concurrieron los asesores legislativos que a continuación se mencionan: del Honorable Senador señor Araya, el señor Robert Angelbeck; del Honorable Senador señor De Urresti, el señor Claudio Rodríguez, y de los Senadores de la Bancada PPD, el señor Sebastián Abarca.

- - -


Cabe hacer presente que, una vez informado por vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el proyecto debe pasar a la Comisión de Hacienda.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


La iniciativa modifica la ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, con la finalidad de incorporar 83 nuevos cargos a contrata a la dotación máxima de personal de la institución, de los cuales 50 serán para defensores locales que se dedicarán a la defensa penal de adolescentes y los 33 restantes para otros profesionales y personal administrativo de la misma área.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La iniciativa en estudio no tiene normas que requieran de un quórum especial para su aprobación.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública.


2.- Ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.

3.- Ley N° 20.713, de Presupuestos del Sector Público para el año 2014, específicamente la Partida 10, Ministerio de Justicia, Capítulo 09, Programa 01, Defensoría Penal Pública.


4.- Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, de 1989, incorporada a nuestra normativa interna mediante decreto supremo N° 830, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 27 de septiembre de 1990.

ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje

El Mensaje que dio origen al presente proyecto señala que éste propone una vía de solución para alcanzar una institucionalización de la defensa penal especializada en adolescentes, de manera de contar con una dotación especial de defensores públicos que presten sus servicios en el contexto de las exigencias de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.

Refiriéndose a la necesidad de contar con defensa penal especializada en adolescentes, señala que el ya citado sistema impone ciertas condiciones particulares respecto del juzgamiento penal de los adultos, en cuanto a la forma que debe ser comprendido el debido proceso como garantía judicial de los jóvenes que son juzgados en virtud de dicha ley.

Explica que las justificaciones de esta particularidad son diversas, pudiendo clasificarse en normativas, fácticas y político criminales. En el primer caso, se encuentran las normas jurídicas que modelan la respuesta punitiva que el Estado debe dar, las primeras de las cuales son el artículo 5°, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 40.3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que contempla la obligación de los Estados Parte de establecer procedimientos, autoridades e instituciones específicos para niños infractores de la ley penal, dando lugar así al deber de constituir sistemas penales diferenciados para adolescentes y para adultos. Tal es el fundamento de la ley N° 20.084 y la explicación de su artículo 29, que regula el principio de especialización del sistema penal de adolescentes.


En el segundo caso, se cuentan las características de la realidad psicológica, social y cultural de los adolescentes y, en particular, de aquéllos que se vinculan con el sistema penal. En este caso, se trata de consideraciones de hecho que justifican un tratamiento especializado, en cumplimiento del principio de igualdad ante la ley.

En el tercer caso, están las razones de orden político-criminal que obligan a revisar los fines especiales de este sistema penal en cuanto a la responsabilización y la integración social de los adolescentes, lo que justifica, nuevamente, el tratamiento diferenciado que debe dárseles.

El Mensaje hace presente que el artículo 29 de la indicada ley dispone, en su inciso primero, que “Los jueces de garantía, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes, deberán estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en la Convención de los Derechos del Niño, en las características y especificidades de la etapa adolescente y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en esta misma ley.”. Esta disposición armoniza con lo establecido en los artículos 3, 4, 40, número 3, de la Convención sobre los Derechos del Niño; en las Reglas 81 y 85 de Naciones Unidas para la protección de menores privados de libertad; en las Reglas 22.1 y 22.2 de Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing), y en los artículos 42, 94 y 155 del Reglamento de la ley N° 20.084.

Enseguida, se aborda el contenido de la defensa penal juvenil especializada. En esta materia, hace notar que hay una serie de condiciones particulares en la defensa penal de adolescentes que elevan el estándar respecto a los adultos, por ejemplo, en el sentido de cómo se entiende el debido proceso, mayoritariamente asociado al uso de la privación de libertad como medida de último recurso y por el menor tiempo posible. Una defensa especializada está integrada por una serie de elementos que derivan de los derechos fundamentales del adolescente, reconociéndoseles y tratándoseles de manera especial, como es el caso del interés superior del niño y de los derechos a ser oído y a comunicarse libremente con su abogado, entre otros. Asimismo, una defensa especializada integrará todas aquellas gestiones jurídicas, sociales o de otra índole que sean necesarias para la cabal y oportuna comprensión del adolescente de su situación y del hecho que se le imputa.


El Mensaje analiza, a continuación, las mayores exigencias concretas que supone la defensa penal juvenil. A este respecto, informa que existe una serie de aspectos legales y prácticos que representan una mayor carga e intensidad de trabajo para el defensor que la asume. Así, por ejemplo, se pueden mencionar los siguientes:

a.
Diligencias de investigación que exceden de la mera acreditación de identidad del adolescente y que requieren de la presencia de su abogado defensor.

b.
Visitas del defensor a los centros de privación de libertad de adolescentes, las que deben ser más frecuentes, para hacer efectivos los mecanismos de revisión de la condena que dispone la ley N° 20.084, a fin de que ésta sea siempre la más idónea, y también con el objeto de disminuir el tiempo de encierro y sus efectos adversos.

c.
El deber de responder las solicitudes y requerimientos del Servicio Nacional de Menores, de sus organismos colaboradores y de Gendarmería de Chile.

d.
La atención que demanda la familia del adolescente, la que, por regla general, pide mayor información.

e.
El defensor requiere de una mayor articulación con la red social y comunitaria para que ésta sea efectiva, lo cual implica la realización de diversas actuaciones fuera de audiencia.

f.
Dadas las características de los adolescentes, las entrevistas con el defensor han de ser más largas que las de los adultos.

g.
Un juicio penal adolescente implica una discusión judicial más compleja. Por ejemplo, en la determinación de la pena debe considerarse la idoneidad de la sanción para fortalecer los derechos y libertades del joven, junto con sus necesidades de desarrollo e integración social.


h.
A diferencia del sistema adulto, en el sistema juvenil existe una audiencia especial de aprobación de planes de intervención, que se realiza 15 días después de la lectura del fallo. Allí, el defensor debe leer el plan y, si corresponde, debe hacerle observaciones.

i.
Un punto central radica en que el trabajo del defensor se extiende más allá de que la sentencia se encuentre ejecutoriada, pues la ley establece el derecho del adolescente a contar con un defensor durante toda la fase de ejecución de la pena, etapa en la cual éste deberá ejecutar distintas acciones relativas a la sustitución, modificación o revocación de la sanción originalmente impuesta.

Luego, el Mensaje explica los objetivos de la iniciativa. Informa que el modelo de provisión de defensa contemplado en la ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, prevé una dotación fija de defensores institucionales que constituyen la base del sistema, más una dotación de defensores cuyos servicios son licitados, no considerándose en dicha dotación a los defensores penales juveniles que hoy se requieren.

El proyecto, en consecuencia, busca permitir la provisión permanente y oportuna de defensa penal especializada de adolescentes, lo cual implica contar no sólo con abogados y defensores capacitados y exclusivamente dedicados a atender a este grupo, sino que también con un equipo formado por asistentes sociales y asistentes administrativos. El Mensaje sostiene que esta solución legislativa permitirá que, en adelante, se vaya cubriendo la demanda de atención -para lo cual podrá continuarse con el modelo mixto actualmente existente en la Defensoría Penal Pública- y asegurando que la dotación que se sume se dedique efectivamente a la atención exclusiva de los adolescentes, para así conseguir un estándar óptimo de defensa penal juvenil, acorde a nuestra Constitución Política y a nuestro sistema de responsabilidad penal adolescente.

Se destaca que lo anterior posibilitará que se cuente con un modelo estable de provisión de este servicio, situación que hasta la fecha ha sido asumida decididamente por la institución a través de la implementación de un programa piloto que ha permitido contratar profesionales vía honorarios para atender aquella demanda. Dicho plan se inició con el propósito de contar con datos empíricos de los primeros años de funcionamiento del sistema de defensa penal juvenil, especialmente en lo tocante a la demanda y al impacto en la defensa, incluyendo las nuevas obligaciones provenientes del sistema de ejecución de sanciones.


El respectivo financiamiento se ha hecho, desde el año 2006, mediante reasignaciones presupuestarias desde el subtítulo de transferencias corrientes al ítem referente a los honorarios.


De esta manera, transcurridos más de cinco años desde el inicio de este plan piloto, es posible y necesario definir el modelo de servicio definitivo de la defensa penal de los adolescentes, situación que el presente proyecto de ley aborda. Concretamente, éste modifica la ya mencionada ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, con la finalidad de incorporar 50 defensores locales, los que servirán como defensores penales juveniles, y aumenta en 83 cargos la dotación máxima de personal autorizada en la ley para esta institución, de los cuales 50 serán para referidos defensores penales juveniles y 33 para otros profesionales y personal administrativo de la misma área.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, dio inicio al estudio de la iniciativa, ofreciendo la palabra, en primer lugar, a la señora Viviana Castel, Defensora Nacional (S).


La señora Castel agradeció la invitación a participar en esta discusión, la cual, señaló, le permite expresar la opinión de la Defensoría Penal Pública sobre esta iniciativa legal que modifica la ley 19.718 y que tiene como objetivo “crear cargos para la defensa penal especializada en adolescentes”.


Expresó que se trata de un proyecto de ley largamente esperado y cuya presentación es valorada por todos los miembros de la Defensoría, representados, en aquella oportunidad, por los dirigentes de sus asociaciones de funcionarios y por dos defensores penales juveniles.


Manifestó que la aprobación unánime que hasta ahora ha logrado les llena de satisfacción, agregando que confían que pueda seguir ese curso y ser prontamente ley.


A continuación, se refirió a los dos aspectos centrales de este proyecto.


Por una parte, indicó, éste busca regularizar el vínculo laboral del equipo de defensa juvenil de aquel servicio con el Estado, al cambiar el estatuto jurídico de honorarios en que se encuentran para pasar a integrar la dotación como funcionarios a contrata.


Agregó que, junto con mejorar y estabilizar la situación laboral de ese equipo de trabajo, el proyecto asegura la especialidad de la defensa penal para adolescentes, dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 29 de la ley N° 20.084, que regula el principio de especialización para todos quienes intervienen en este sistema penal diferenciado. Expuso que el fundamento constitucional de esta disposición deriva del artículo 5° de la Constitución Política de la República en relación con el artículo 40.3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que dice relación con la obligación de los Estados Partes de establecer leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños infractores de la ley penal, dando lugar así a la obligación de constituir sistemas penales diferenciados para adolescentes y para adultos.

Hizo presente que el mencionado artículo 29 señala que los jueces, fiscales y defensores penales públicos deberán estar capacitados en:

- los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones;


- en la Convención sobre Derechos del Niño;

- en las características y especificidades de la etapa adolescente, y


- en el sistema de ejecución de sanciones establecidos en la nueva ley.


Connotó que todas estas materias imponen altas exigencias de formación y conocimientos especializados a los abogados que ejercen o han de ejercer en la justicia juvenil. Agregó que estas mayores exigencias concretas para la defensa, extensamente explicadas en el Mensaje que dio inicio al proyecto, así como las que devienen de la obligación legal de contar con un defensor durante toda la etapa de ejecución de la pena y en las audiencias especiales contempladas para ese período, deben tener un correlato en sus derechos, para asegurar y mantener la especialidad.


Informó, enseguida, que la Defensoría se hizo cargo del desafío de la especialización antes y desde la entrada en vigencia de la ley N° 20.084, en junio de 2007, para lo cual creó a nivel central una Unidad de Defensa Penal Juvenil y contrató a honorarios defensores penales juveniles, profesionales de apoyo del ámbito psicosocial y asistentes administrativos, todos los cuales se encuentran repartidos a lo largo del país de la manera más óptima posible.


Sostuvo que si bien el número de profesionales y asistentes no es suficiente para dar una cobertura total a los adolescentes imputados, la Defensoría ha logrado ir mejorando esta cobertura especializada, a través de la gestión interna y externa con tribunales.


En relación a este punto, exhibió el siguiente cuadro:
	AÑO
	2008


	2009
	2010
	2011
	2012
	2013
	31 julio 2014

	COBERTURA

ESPECIALIZACIÓN


	61,7 %

18.894
	70,5 %

23.489
	70,8 %

21.585
	75,3 %

26.037
	73,9 %

23.761
	72,1 %

22.946
	77,0 %

14.083

	TOTAL

ADOLESCENTES


	30.623
	33.318
	30.498
	34.578
	32.151
	31.810
	18.298


(Nota: las cifras pueden variar de otros informes por la fecha en que fue obtenida la información respectiva).


Hizo notar que durante todo el período a contar del año 2006, se ha desarrollado un plan de capacitación a cargo de la unidad correspondiente y del Departamento de Estudios de la Defensoría Nacional, tanto para los defensores y defensoras juveniles como para los profesionales de apoyo y asistentes administrativos.


Señaló que, en la actualidad, el Programa de Defensa Penal Juvenil está compuesto por 50 defensores penales juveniles, 11 profesionales de apoyo psicosocial a la defensa y 22 asistentes administrativos.


Afirmó que resulta indispensable consolidar este equipo de defensa penal juvenil, que ha logrado un alto grado de especialización y ha alcanzado una cobertura de más del 75% de las causas de responsabilidad penal adolescente.


Explicó que se “garantiza la especialización” al situar bajo la institucionalidad al equipo de defensa de adolescentes infractores de la ley, evitando un riesgo cierto de fuga del recurso humano capacitado. En efecto, agregó, hoy, el hecho de que los defensores juveniles estén en una situación laboral ambigua con las numerosas obligaciones y exigencias especiales que genera la atención del adolescente y sin el correlato de sus derechos, puede favorecer una emigración a otros trabajos.

Afirmó que, en consecuencia, se requiere consolidar la especialidad, el diagnóstico y la recomendación a que esta Comisión de Constitución arribara en el año 2012, cuando realizó una evaluación del sistema de justicia especializada e indicó que: “ En cuanto a la Defensoría Penal Pública, si bien ella muestra una situación más favorable en esta materia, cabe continuar consolidando sus niveles de especialización y cobertura, incorporando unos 50 defensores juveniles a contrata para reforzar la atención diferenciada.”.

Completó su intervención agradeciendo los esfuerzos desplegados con ocasión de la tramitación de este proyecto ley.

Enseguida, el Director Administrativo Nacional de la Defensoría Penal Pública, señor Andrés Mahncke, atendió algunas consultas concernientes a la dotación máxima de personal de esa institución.


Explicó que los 83 funcionarios a que alude el proyecto se sumarán a los 629 que corresponden a la dotación máxima contemplada para esa institución tanto por la ley N° 20.713, de Presupuestos del Sector Público correspondiente al año 2014, como por el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2015.


Precisó que, consecuentemente, de 629 funcionarios se pasará a un total de 712, entendiéndose que, para estos efectos, la Partida 10, Programa 09, Programa 01, glosa 02, de la Ley de Presupuestos vigente, quedará modificada en lo concerniente al total de personas permitido por la dotación máxima del servicio. Añadió que otro tanto deberá contemplarse en la Ley de Presupuestos para el año 2015.


A continuación, usó de la palabra la Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Paulina Vodanovic, quien coincidió con lo que se ha expresado en cuanto a la relevancia y oportunidad que reviste la iniciativa en estudio.


Manifestó que el Poder Ejecutivo tiene interés en que ella se apruebe, toda vez que viene a regularizar la situación de hecho en que están los defensores públicos que se dedican a la justicia penal adolescente, destacando que la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, contempló precisamente la especialización de esos funcionarios.


Agregó que es necesario regularizar la situación de los 50 defensores locales que en este momento cumplen funciones en esta área, pues ellos deben gozar de los derechos previsionales que les corresponden, además de asegurar su acceso a la carrera funcionaria.


Señaló que el Programa del actual Gobierno contempla la especialización de todos los órganos de la justicia relacionada con niños y adolescentes, añadiendo que este proyecto es una importante forma de dar cumplimiento a dicho propósito.


Enfatizó que la situación de estos defensores es desmedrada, aun cuando cumplen una destacable labor y altos estándares en materia de defensa penal adolescente.


Explicó que, en forma complementaria al trabajo de los defensores, existen en la actualidad 33 funcionarios que los apoyan, cuya situación también debe regularizarse mediante este proyecto.


Luego, atendió algunas inquietudes que se hicieron presentes en cuanto a la estructura del proyecto, particularmente al hecho de que el incremento de 83 personas en la dotación máxima de personal de la Defensoría se consagra en una norma transitoria del proyecto y que solamente los 50 cargos correspondientes a los defensores locales son recogidos por el articulado permanente de la ley N° 19.718.


Informó que ello corresponde a una interpretación realizada por la Dirección de Presupuestos, que tuvo en consideración que mientras la planta de la Defensoría está consagrada en la ley N° 19.718, la dotación máxima de la institución –que contempla también al personal a contrata- está regulada por la Ley de Presupuestos. De allí, dijo, que se resolviera formular la iniciativa de esta manera.


Hizo presente que inquietudes análogas se expresaron durante el primer trámite constitucional, en el que no hubo inconveniente en mantener la estructuración original del proyecto.


A continuación, se ofreció la palabra al señor Jacques Mora, Presidente Nacional de la Asociación Nacional de Funcionarios de la Defensoría Penal Pública, AFUDEP.


El señor Mora agradeció, en nombre de la entidad que preside, la oportunidad de dar a conocer sus planteamientos en relación al problema de los trabajadores del Programa de Responsabilidad Penal Adolescente de la Defensoría Penal Pública, tema sobre el cual desde el año 2009 se han realizado gestiones y presentaciones ante autoridades de los Ministerios de Justicia y de Hacienda y también del Parlamento.


Hizo presente que la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, impuso una serie de obligaciones y desafíos para la Defensoría Penal Pública. Explicó que, siguiendo los términos de la Convención sobre los Derechos del Niño, que considera a los menores como personas en desarrollo, así como los fines de reinserción social que se buscan, en el año 2006 se implementó un programa piloto con trabajadores a honorarios, destinado a atender la demanda de defensa penal juvenil.

Recordó que en octubre de 2011, la Subsecretaria de Justicia de la época, señora Patricia Pérez, señaló que esta situación se estaba considerando en un futuro proyecto de ley y que, un año después, autoridades del Ejecutivo informaron que se contaba con un informe presupuestario que autorizaba el incremento del gasto que la solución de aquella irrogaba.


Opinó que es de toda justicia que el Estado dé el ejemplo en cuanto a hacerse cargo de la defensa de los más desprotegidos y de los más carentes en nuestra sociedad, como pueden serlo los niños y los adolescentes. De este modo, expresó que el Programa de Responsabilidad Penal Adolecente se ha constituido en la columna vertebral de la cobertura especializada que se les brinda y en la garantía de dicha especialización, asumiendo cerca de un 75% de las causas provenientes de la Ley sobre Responsabilidad Penal Adolescente y del total de la asistencia que se presta a los jóvenes durante el período de ejecución de las condenas.

Informó que, en la actualidad, trabajan para el mencionado Programa 83 personas a nivel nacional, entre profesionales -defensores penales y asistentes sociales- y personal administrativo, todos ellos bajo el sistema de contratación a honorarios a suma alzada. Sostuvo que este modelo constituye una figura de contratación transitoria y no permanente, por lo que este grupo de trabajadores está afecto a un sistema contractual precario, que los mantiene en una incierta situación laboral.

Expuso que el Programa, junto con contar con un equipo de abogados especializados, ha tenido otro logro relevante que consiste en haber perfilado la función de apoyo a la defensa de adolescentes. En efecto, agregó, los trabajadores sociales y los psicólogos que allí trabajan proporcionan un valioso soporte técnico que permite llevar adelante la labor de defensa en forma integral y adecuada. En este momento, añadió, una defensa especializada es impensable si no se cuenta con este apoyo profesional, cuya importancia también se aprecia en la coordinación con los programas del SENAME y con otras instituciones, así como en la búsqueda de alternativas para solucionar casos complejos.

Por otra parte, puso de relieve el grado de especialización que se ha logrado, el que supone un proceso acumulativo y progresivo de capacitación, que se suma a los tiempos de experiencia que van adquiriendo los funcionarios, además de la adquisición de habilidades y destrezas para la defensa de los adolescentes. Frente a lo anterior, opinó que el sistema de contratación permitirá capitalizar lo que el Estado ha invertido en esos trabajadores.


El proyecto, prosiguió diciendo, no considera un respaldo en la planta para los 83 funcionarios profesionales y administrativos en estudio, sino que solamente les otorga la modalidad de la contrata. Sin embargo, puntualizó que ello constituye una mejor solución en relación a lo que hoy poseen, pues el régimen de honorarios implica claras desventajas desde el punto de vista de los derechos laborales y de la seguridad social.


Por estas razones, expresó el apoyo de la agrupación que representa el proyecto. Éste, afirmó, regularizará la precaria situación de un grupo de trabajadores que no se rige por el Código del Trabajo ni por el Estatuto Administrativo, no asistiéndoles ninguno de los derechos que las respectivas normativas establecen, como, por ejemplo, el derecho a feriado anual, a la indemnización por años de servicio, al descanso por los días festivos, a percibir bonos por cumplimiento de metas de desempeño o -como ocurrió este año-, en que la Defensoría fue una de las instituciones favorecidas con el Premio a la Excelencia, lo que implicó un aumento en las remuneraciones para quienes son funcionarios, quedando fuera todos los trabajadores del Programa, los cuales también hicieron su aporte.

Complementando su alocución, adjuntó una minuta que resume la secuencia de los compromisos alcanzados en este tema en la forma que sigue:


1.- En sesión de la Comisión Mixta de Presupuestos de fecha 18 de octubre del 2011 (Boletín N° 7.972-05), la entonces Subsecretaria de Justicia, señora Patricia Pérez, señaló que la idea de pasar a contrata a los defensores que se dedicaban a la representación de adolescentes infractores de ley que en ese momento laboraban bajo la modalidad de honorarios, estaba expresamente considerada en un futuro proyecto de ley.


2.- Un año después, en la sesión de fecha 17 de octubre del 2012 de la misma instancia parlamentaria (Boletín N° 8.575-05), la Ministra de Justicia manifestó que concordaba con los criterios expuestos y que por ello se había preparado un anteproyecto de ley que ya contaba con la visación de la DIPRES. Agregó que esa repartición había emitido un informe financiero autorizando $ 600 millones para ese efecto y que la iniciativa estaba en su último proceso de revisión en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


3.- Por acuerdo unánime, la Tercera Subcomisión Mixta de Presupuestos envió el oficio CM-2012 N° 122, del 31 de octubre de 2012, al entonces Presidente de la República, señor Piñera, solicitándole impartir las instrucciones pertinentes para ingresar a tramitación legislativa la iniciativa de ley señalada por la Ministra de Justicia, señora Pérez, a fin de regularizar el sistema de honorarios para quienes se desempeñaban en el Programa de Responsabilidad Penal Adolescente.


4.- El día 20 de mayo del año 2013, el señor Subsecretario de Justicia expresó estar de acuerdo con lo planteado por ambas Asociaciones y sostuvo que no existían razones para que esta regularización se dilatara más, agregando que todos los intervinientes estaban alineados en este mismo sentido.

5.- El día 27 de agosto de 2013 expusieron ante la Comisión de Hacienda el representante de la ADEF, señor Gonzalo Rodríguez, y el representante de la AFUDEP, señor Ignacio Ramírez, quienes lograron que se acordara, por unanimidad, el envío de un oficio al Ministerio de Hacienda (CM-2013 N° 221), solicitando el ingreso de un proyecto de ley sobre el tema de la contratación del personal que labora en Responsabilidad Penal Adolescente antes del 30 de septiembre de 2013 y, de no ser posible, considerar la inclusión de una glosa en la correspondiente partida del proyecto de Ley de Presupuestos.

6.- El 15 de octubre de 2013, el Senado aprobó por unanimidad un proyecto de acuerdo destinado a solicitar a la Presidencia de la República la presentación de un proyecto de ley destinado a integrar a la dotación de personal de la Defensoría a este grupo de funcionarios (Boletín S-1.596-12). En esa sesión, el entonces Subsecretario de Justicia, señor Juan Ignacio Piña, informó que esa iniciativa ingresaría a trámite legislativo en el más breve plazo.


7.- El día 1 de octubre del año 2013, ambas asociaciones de funcionarios analizaron ante la Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos la situación de estos mismos funcionarios, suscribiéndose una indicación a la Partida del Ministerio de Justicia, destinada a solicitar el incremento de la correspondiente glosa.

8.- En esa misma ocasión, el Honorable Senador señor Orpis hizo presente al señor Subsecretario de Justicia que el proyecto de ley sobre contratación de aquel personal podía demorar, por lo cual solicitó que, en el intertanto, se modificara la correspondiente glosa del presupuesto, petición que se recogió en el oficio CM-2014 N°44, dirigido al Ministerio de Hacienda.


9.- El pasado 4 de agosto de 2014, la Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acordó unánimemente el envío del oficio C.M.-2014 N° 122, a la señora Presidenta de la República, solicitando el ingreso del correspondiente proyecto de ley.


A continuación, usó de la palabra el Presidente de la Asociación Nacional Democrática de Funcionarios de la Defensoría, ANDFUD, señor Peter Sharp.


El señor Sharp agradeció, en nombre de quienes integran la Asociación que preside, la oportunidad de participar en el análisis del proyecto en estudio, señalando que éste responde a una causa necesaria, que viene a reinstalar el imperio del derecho administrativo y del trabajo digno en la institución.


Expresó que concurría para solicitar derechamente la aprobación de la referida iniciativa, la cual viene a incrementar en 83 cupos la dotación máxima de personal vigente de la Defensoría Penal Pública, lo que posibilitará que 83 funcionarios de esta entidad transiten desde el sistema de honorarios al de contrata.


Lo anterior, manifestó, corregirá una situación fáctica que considera injusta, ya que quienes forman parte del Programa de Responsabilidad Adolescente desarrollan, desde el inicio de aquél, una función pública, cumpliendo con todas las obligaciones pertinentes pero, sin embargo, disponiendo de precarios derechos, pues hasta la fecha no tienen la calidad de funcionarios públicos según el Estatuto Administrativo.


Reiteró que este proyecto de ley, tal como lo indica en su Mensaje la señora Presidenta de la República, propone una vía de solución para alcanzar una institucionalización de la defensa penal especializada en adolescentes en Chile.


Explicó que se trata de una necesidad institucional de contar con defensa especializada y de visibilizarla, al amparo del marco constitucional que deriva del artículo 5°, inciso segundo, de nuestra Constitución Política, en relación con el artículo 40.3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que contempla la obligación de los Estados Parte de establecer instituciones específicas para niños infractores de la ley penal, a objeto de constituir sistemas penales diferenciados para adolescentes y adultos.


Por lo anterior, informó que la entidad que preside coincide con el criterio enunciado por la Primera Mandataria, en orden a permitir la provisión permanente y oportuna de defensa penal especializada a los adolescentes, lo que, en este caso específico, importa incorporar a la contrata a 50 defensores y 33 asistentes. Mencionó, entre estos funcionarios, a Miguel Ángel Cañete en Ovalle, a María Paz Sandoval en Temuco, a Gonzalo Charmin en Santiago y a Camila Scheffer en Iquique, entre otros que cada día cumplen su trabajo abrigando la esperanza de que también se cumpla con la ley.


Finalizando su intervención, agregó que Max Weber, en su obra "El político y el científico", señala que las dos grandes demandas de todo funcionario público son la retribución material y el honor social. Sostuvo que, además de la merecida retribución material que los integrantes del Programa de Responsabilidad de Adolescentes ameritan, se trata también de lograr para ellos el honor social que esperan desde hace 7 años.


Enseguida, se ofreció la palabra al Presidente Regional Metropolitano de la Asociación Nacional de Defensores, ADEF, señor Pablo Sanzana.

El señor Sanzana agradeció la oportunidad de dar a conocer la opinión de la Asociación que representa en relación con la iniciativa en estudio.

Señaló que el presente proyecto tiene por objeto regularizar la situación contractual de los funcionarios del Programa de Defensa Penal de Adolescentes, que consta de 50 defensores penales públicos, 11 asistentes sociales y 22 asistentes administrativos. Informó que muchos de ellos partieron el año 2006, cuando se inició este Programa, añadiendo que actualmente se desempeñan bajo el régimen de honorarios.


Afirmó que este personal se encuentra altamente calificado, pues se ha especializado en las necesidades propias del servicio, en los aspectos propios de la defensa penal y, más específicamente, en la defensa penal de los menores infractores de ley.


Explicó que el origen de este Programa se encuentra en la ley N° 20.084, la cual contempla la necesidad de especialización por parte de intervinientes en el sistema penal de adolescentes. Hizo notar que dicho Programa deriva también de los compromisos asumidos por nuestro país al firmar y ratificar la ya mencionada Convención sobre Derechos del Niño.


Expresó que esta política de especialización, junto con otras desarrolladas por la Defensoría Penal Pública, le valieron este año el Premio a la Excelencia Institucional.


Finalizó su exposición manifestando que la Asociación Nacional de Defensores Penales Públicos apoya el proyecto en estudio, pues igualará la situación contractual de los defensores penales de menores que ejercen en este programa con la del resto de los defensores penales institucionales, a través de la modalidad de la contrata. Por ello, junto con agradecer nuevamente la posibilidad de expresar la opinión de esa agrupación, solicitó que la iniciativa sea aprobada en los mismos términos en que fuera aprobada en la Honorable Cámara de Diputados.


Enseguida, se ofreció la palabra al Defensor Juvenil, señor Leonardo di Domenico.


El señor di Domenico agradeció, en nombre de los 83 integrantes del Programa de Defensa Penal de Adolescentes –integrado por defensores, asistentes sociales y administrativos- la oportunidad de presentar sus planteamientos en relación a la iniciativa en estudio.


Luego, expresó la plena conformidad de aquellos a quienes representa con los términos del presente proyecto, el cual, dijo, viene a solucionar dos temas de relevancia. En primer lugar, permitirá mantener en forma permanente el servicio de defensa penal especializada que aquel equipo ha prestado por más de 7 años, asegurando con ello la vigencia y materialización del principio de especialización del sistema penal de adolescentes. Resaltó la importancia de esta labor, destacando que ella incluye la etapa de ejecución de las sanciones, especialmente en lo concerniente a la responsabilización e integración social que se busca para el joven infractor.


Indicó que, en segundo lugar, la iniciativa arreglará definitivamente la situación contractual del ya mencionado equipo de trabajo, el cual desde el año 2007 presta servicios en sistema de honorarios, con todo lo precario e incierto que esa condición laboral supone. Destacó que ellos prestan un servicio especializado, que importa largos procesos de capacitación y de adquisición de experiencia, habilidades y destrezas para la defensa penal de los adolescentes.


Reiteró que con la contratación de estas 83 personas se favorecerá una mayor estabilidad en la función y se asegurará el mantenimiento de la especialización del servicio de defensa.


Por tales razones, instó a la Comisión a aprobar esta iniciativa en sus mismos términos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, destacó el interés que ofrece el proyecto en estudio, por cuanto busca regularizar la situación de un conjunto de funcionarios de la Defensoría Penal Pública, objetivo que es muy importante desde el punto de vista del funcionamiento de las estructuras institucionales. Explicó que lo deseable es avanzar progresivamente hacia la estabilidad desde el punto de vista laboral, más aun tratándose de funcionarios que, como ocurre en este caso, cumplen labores en forma permanente.


Hizo presente que la ley N° 19.718, que creó dicho organismo, da cuenta de la relevancia que tienen los fiscales locales, cuya tarea no es propia de funcionarios que sirven un cargo en base al régimen de los honorarios. Por el contrario, señaló, dada la complejidad del trabajo de un defensor, éste debe estar afecto a un sistema de derechos, pero también de obligaciones y de responsabilidades, lo que no es nítido con el sistema de honorarios. Consideró que el proyecto coincide con esta visión y anunció que lo apoyaría.


Sin perjuicio de lo anterior, al examinar los términos de la referida ley observó que ella adolece de algunas inconsistencias. En primer lugar, se preguntó por la relación que existiría entre el número de defensores locales –que en este momento es de 145, según lo dispone el artículo 31, y que llegará a ser de 195-, y el número de defensorías locales que podría haber en el país, el que, de acuerdo al artículo 24, podría llegar a las 80. Consultó acerca de esta diferencia y del criterio utilizado para determinar la asignación de los defensores.


Por otra parte, reparó que en la planta contemplada por el artículo 28 de la misma ley figuran 14 defensores regionales, sin perjuicio de que el artículo 17 prevé la existencia de una defensoría regional por cada región del país, con excepción de la Región Metropolitana en que habrá dos. Consideró que la iniciativa en estudio podría haber regularizado la cantidad de defensores regionales, atendida la creación de dos nuevas regiones en años recientes.


El Director Administrativo Nacional de la Defensoría, señor Mahncke, explicó que el total de 80 defensorías locales que se ha mencionado está referido a las oficinas que la Defensoría puede tener en el territorio y que la distribución de los defensores es una materia de decisión del Defensor Nacional, a propuesta del Defensor Regional, manteniéndose el ya mencionado máximo de 80 oficinas. Indicó que en este momento hay 73 oficinas funcionando y que los 145 defensores locales se reparten entre ellas. Señaló que el criterio que la Defensoría Nacional aplica en esta materia corresponde a la eficiencia en el uso de los recursos y a la carga de trabajo de la respectiva oficina.


Agregó que, sin perjuicio de lo anterior, existe un sistema mixto, en virtud del cual la Defensoría puede hacer licitaciones de manera de ampliar la cobertura en aquellos lugares donde existe una mayor demanda. De este modo, en los sitios donde se hace aconsejable que el sistema opere con defensores locales y licitados, coexiste una oficina local de la institución con otra licitada, cuya jefatura es asumida por el defensor local. Expuso que, en este momento, funcionan cerca de 170 oficinas de defensa licitadas.


En relación a los 14 defensores regionales previstos por la ley N° 19.718, informó que la ley que creó las nuevas regiones incorporó las defensorías regionales correspondientes. Es el caso de las Regiones de Arica y Parinacota y de los Ríos, con lo cual cada una de las regiones del país cuenta con un Defensor Regional.


Ante una petición formulada en este sentido, ofreció hacer llegar a la Comisión un informe acerca de la distribución de los defensores y las defensorías locales y licitadas a lo largo del territorio nacional.


La Defensora Nacional (S), señora Castel, complementó estas explicaciones puntualizando que el artículo 31 de la ley N° 19.718 establece que los defensores locales serán funcionarios a contrata, de manera que los defensores penales juveniles tienen el mismo tratamiento.


Atendiendo a algunas consultas en cuanto a la forma como se proveerán los cargos a contrata contemplados por el proyecto, el Director Administrativo Nacional, señor Mahncke, explicó que si bien éstos serán servidos en un comienzo por quienes los desempeñan en este momento, durante al año 2015 deberán realizarse los correspondientes concursos para llenarlos en forma definitiva.


Refiriéndose a los 50 defensores juveniles, señaló que ellos deberán participar en los concursos que se convoquen y que ese es justamente el escenario que se les presenta.


En lo concerniente a la estructura del proyecto y al hecho de contemplarse el incremento de la dotación máxima de personal de la Defensoría en una norma transitoria, expresó que era pertinente aprobarlo en sus mismos términos pues esta fórmula correspondía a lo acordado con la Dirección de Presupuestos y era aceptada por los funcionarios, tal como lo habían manifestado al realizar sus intervenciones, en las cuales instaron a la Comisión a acogerlo sin modificaciones y con la mayor prontitud posible.


El Honorable Senador señor Larraín revisó los términos en que se plantea el proyecto y las explicaciones recibidas y coincidió con la procedencia de aprobarlo.


En relación a la forma como se proveerán los 83 cargos que se agregarán a la dotación máxima de personal de la institución, manifestó que era necesario precisar una vez más que ellos se proveerán previo concurso. Coincidió en que, por razones de buen servicio, quienes los sirven actualmente sigan en ellos -en régimen de contrata desde que se apruebe la nueva ley-, mientras se realice el respectivo concurso.


Puso de relieve que, sin embargo, una vez realizados estos concursos, bien podría ocurrir que quienes ocupan estos cargos postulen pero no queden seleccionados. Siendo así, quiso asegurarse de que las agrupaciones de funcionarios que han concurrido a la sesión están conscientes de esta posibilidad, obteniendo una respuesta favorable de parte de los representantes de las mismas.


El Honorable Senador señor Espina analizó los objetivos de la iniciativa y coincidió con ellos, agregando que le daría su aprobación.


No obstante lo anterior, puso de manifiesto la necesidad de elaborar e implementar propuestas concretas destinadas a mejorar el funcionamiento práctico de la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal adolescente. Hizo notar que esta inquietud ha sido sostenidamente compartida por la Comisión, la cual ha realizado una labor de seguimiento de la implementación de dicho sistema, el que atribuye una particular importancia a la rehabilitación y reinserción de los jóvenes infractores.


Agregó que lo recién expuesto se vincula con la tarea que está llamado a desarrollar el defensor penal juvenil en la etapa de ejecución de las penas, quien naturalmente debe contar con nivel necesario de estabilidad y de especialización para cumplirla adecuadamente.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, dio por terminado el análisis en general de la iniciativa y puso en votación la idea de legislar.


Sometido a votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe (Presidente) y Larraín.

Fundamentando su voto, el Honorable Senador señor Espina reiteró los planteamientos formulados acerca de la necesidad de ocuparse de la correcta implementación de la ley N° 20.084, agregando que es de particular importancia revisar los mecanismos de funcionamiento de este cuerpo legal en la Región de La Araucanía.

Enseguida, el señor Presidente dio inicio a la discusión en particular de la iniciativa, haciendo presente lo ya expuesto en cuanto a la procedencia de despacharla sin modificaciones.


Al no haber en enmiendas, puestos en votación en particular los preceptos del proyecto, éstos fueron acogidos con la misma votación anteriormente consignada y en sus mismos términos.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros aprobar en general y en particular el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto se transcribe a continuación:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase el inciso tercero del artículo 31 de la ley N° 19.718 en la siguiente forma:
1) Sustitúyese el guarismo “145” por “195”.
2) Agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la frase “A lo menos, 50 de dichos defensores locales cumplirán funciones para la defensa penal de adolescentes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la ley N° 20.084.”.

Disposiciones Transitorias

Artículo primero.- Increméntase en 83 cupos la dotación máxima de personal vigente de la Defensoría Penal Pública.
Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley para el año de su entrada en vigencia se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto de la Defensoría Penal Pública. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, suplementará dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día miércoles 22 de octubre de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Alberto Espina Otero y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, Valparaíso, 24 de octubre de 2014.

 (Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.718, QUE CREA LA DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA, CON EL OBJETO DE CREAR CARGOS PARA LA DEFENSA PENAL ESPECIALIZADA EN ADOLESCENTES 

(9.529-07)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, y para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia con el carácter de “suma”.

A la sesión en que la Comisión trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio de Justicia, la Jefa de la División Jurídica, señor Paulina Vodanovic, y el asesor legislativo, señor Gonzalo Rodríguez.

De la Defensoría Penal Pública, el Defensor Nacional (S), señor José Luis Craig; el asesor legislativo, señor Francisco Geisse; el Director Administrativo Nacional, señor Andrés Mahnke; la Jefa de Gabinete, señora Camila Chadwick, y la Jefa de Administración y Finanzas, señora María Cristina Marchant.

De la Asociación Democrática de Funcionarios de la Defensoría (ANDFUD), el Presidente, señor Peter Sharp.

De la Asociación Nacional de Funcionarios de la Defensoría Penal Pública (AFUDEP), el Presidente, señor Jacques Mora, y el dirigente nacional, señor Ignacio Ramírez.

De la Asociación de Defensores (ADEF), el defensor, señor Pablo Sanzana.

Del Programa de Responsabilidad Penal Adolescente, los defensores, señora Karina Reyes y señor Leonardo Di Doménico.

De la Dirección de Presupuestos, el abogado, señor Diego Soto.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

El asesor del Honorable Senador señor Coloma, señor César Moyano.

El asesor del Honorable Senador señor García, señor Tomás Zamora.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Gabriel Galaz.

- - -





Cabe hacer presente que la iniciativa legal fue aprobada, previamente, en general y en particular por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


La iniciativa modifica la ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, con la finalidad de incorporar 83 nuevos cargos a contrata a la dotación máxima de personal de la institución, de los cuales 50 serán para defensores locales que se dedicarán a la defensa penal de adolescentes, y los 33 restantes para otros profesionales y personal administrativo de la misma área.
- - -


Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión, la Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Paulina Vodanovic, expresó que el artículo único del proyecto de ley permite subsanar una situación de hecho que se ha venido verificando en relación con los defensores. En efecto, explicó, desde la creación del Programa de Responsabilidad Penal Adolescente, hace más de cinco años, la Defensoría Penal Pública cumple sus funciones en ese ámbito mediante personal a honorarios, que se ve expuesto a una precaria situación laboral no obstante cumplir jornada de trabajo y asumir las mismas responsabilidades que el resto de los defensores. Tal es el caso de 50 defensores, y tal la razón por la que se incrementa de 145 a 195 el número de defensores locales del artículo 31 de la ley N° 19.718. De este nuevo total, se asegura que al menos 50, justamente, deben desempeñarse en la defensa penal de adolescentes.


Adicionalmente, se incorporan otros 33 funcionarios que hoy también se encuentran a honorarios en el citado Programa (fundamentalmente asistentes sociales y administrativos), totalizando un incremento de 83 nuevos cupos en la dotación máxima de la Defensoría. 


El Programa de Responsabilidad Penal Adolescente, destacó, se justifica por la especialidad y dedicación que implica la atención de los adolescentes y sus familias, así como la revisión y modificación permanente de las penas impuestas. Su consagración, empero, sólo se encuentra en la ley de presupuestos, por lo que representa una sentida aspiración el que pase a formar parte de la orgánica de la Defensoría.  



En cuanto al financiamiento de las enmiendas reseñadas, concluyó, se prevé que sea cubierto con el presupuesto de la señalada Institución, y en lo que faltare, con cargo al Tesoro Público.


A continuación, hizo uso de la palabra el Defensor Nacional (S), señor José Luis Craig, quien puso de relieve que el proyecto de ley ha sido largamente esperado en la institución a la que representa, por lo que concita el apoyo de todos sus estamentos de funcionarios.

Son dos, indicó, los objetivos que la iniciativa legal persigue: regularizar el vínculo laboral que ha existido desde siempre entre 83 funcionarios y la Defensoría, y consolidar la especialización de la reforma procesal penal en el ámbito adolescente. Esto último, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 5° de la Constitución Política de la República y en el artículo 40.3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a la especialización que necesariamente los órganos del Estado deben tener cuando se está en presencia de infractores penales adolescentes.
 
La Defensoría Penal Pública, se explayó, ha sido señera en esta materia, como lo atestigua la creación de una Unidad de Defensa Penal Juvenil que demandó la contratación, a honorarios, de defensores penales juveniles (50 funcionarios) y de personal de apoyo psicosocial (11) y administrativo (22), que cumple sus labores a lo largo de todo el país. El esfuerzo y esmero de estos funcionarios, resaltó, ha permitido incrementar a 77,1% la cobertura de adolescentes que han necesitado defensa penal, de acuerdo con la estadística disponible al 30 de noviembre del año en curso. Del mismo modo, todo el personal antedicho ha sido objeto de un plan de capacitación desarrollado por el Departamento de Estudios de la Institución.

Agregó que resulta indispensable robustecer el equipo de defensa penal juvenil constituido y el alto grado de especialización logrado, lo que se logra al situarlo dentro, y no al margen, de la institucionalidad de la Defensoría, inhibiendo de paso los riesgos de fuga del recurso humano ya capacitado. Sabido es, sostuvo, que la ambigua condición laboral de estos defensores, sumada a las obligaciones y exigencias que supone la atención de adolescentes, da espacio a que las  opciones que existan para emigrar a la defensa de adultos, la Academia Judicial, el Ministerio Público o el Poder Ejecutivo, por ejemplo, sean tomadas.   

Finalizó su intervención haciendo presente que el mayor gasto de $719.364 miles que implica el traspaso de los 83 funcionarios a la contrata de la Defensoría, se explica fundamentalmente por prestaciones de carácter previsional y por concepto de componente base y colectivo de bono de desempeño.

El Honorable Senador señor García consultó a qué grado de la contrata se incorporarían los 33 funcionarios de apoyo de los defensores juveniles.


El Defensor Nacional (S), señor Craig, respondió que los profesionales de apoyo lo harán al grado 13, y los administrativos, al 19.


Enseguida, dieron a conocer sus planteamientos los representantes de las distintas organizaciones gremiales de la Defensoría Penal Pública.

Fue el turno, en primer lugar, de la Asociación Democrática de Funcionarios de la Defensoría (ANDFUD), cuyo Presidente, señor Peter Sharp, luego de agradecer la invitación a participar en la sesión de la Comisión, expresó que llegar a esta etapa de la tramitación del proyecto de ley da cuenta de un largo y hermoso camino cuya belleza radica en la ética de una causa, necesaria, que viene a reivindicar el imperio del derecho administrativo y el trabajo decente en la Defensoría Penal, y que, en concreto, permitirá  que 83 personas que trabajan precariamente, a honorarios, pasen a ser contratadas como funcionarios del Estado.
Lo anterior, sostuvo, viene a corregir una situación fáctica, por cierto injusta, toda vez que los actuales integrantes del Programa de Responsabilidad Penal Adolescente han estado desde siempre realizando una función pública, con recursos públicos, con todas las obligaciones de rigor y con precarios derechos, como es de conocimiento también público. 
El proyecto de ley, como se señala en su Mensaje, propone una vía de solución para alcanzar una institucionalización de la defensa penal especializada en adolescentes en Chile. Se trata, añadió, de una actividad que debe ser visibilizada al amparo del marco constitucional que deriva del artículo 5°, inciso segundo, de la carta Fundamental, en relación con el artículo 40.3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que a su vez apunta a la obligación de los Estados parte de establecer instituciones específicas para niños infractores de la ley penal, a objeto de constituir sistemas penales diferenciados para adolescentes y adultos.
De acuerdo con lo expuesto, solicitó, a nombre de su organización, permitir la provisión permanente y oportuna de defensa penal especializada de adolescentes, lo que en el caso específico de la presente iniciativa legal importa incorporar a la contrata a 50 defensores y 33 asistentes. En todos ellos, evidenció, hay rostros, historias y esfuerzo cotidiano de ciudadanos comprometidos con la Patria, ya sea en La Serena, Punta Arenas, Puerto Montt, Osorno, Valparaíso o Santiago.
Citó, al término de su alocución, a Max Weber en su obra  “El político y el científico”, donde señala que las dos grandes demandas de todo funcionario público son la retribución material y el honor social. Por eso hoy, concluyó, ante los representantes del pueblo, han venido a solicitar, con la inquebrantable humildad y dignidad de su Asociación, que  además de la merecida retribución material se logre dar honor social a los  compañeros y compañeras del Programa de Responsabilidad de Adolescentes, que ya llevan 7 años esperando por ello.


En segundo lugar, a nombre de la Asociación Nacional de Funcionarios de la Defensoría Penal Pública (AFUDEP), el dirigente nacional, señor Ignacio Ramírez, recordó que durante varios  años han sido muchas las reuniones sostenidas con las autoridades, en conjunto con las demás asociaciones de la Institución y con los representantes del Programa de Responsabilidad Penal Adolescente, para lograr los objetivos que el proyecto de ley en estudio hace suyos. No queda, en consecuencia, sino apoyar una vez más su aprobación, que significará dar solución a las precarias condiciones laborales de 83 trabajadores.


En tercer término, por la Asociación de Defensores (ADEF), el defensor, señor Pablo Sanzana, manifestó su apoyo a la iniciativa legal, que viene a regularizar la situación de los defensores penales públicos juveniles y de sus equipos de apoyo.


Posteriormente, dieron a conocer su opinión los representantes del Programa de Responsabilidad Penal Adolescente, defensores señora Karina Reyes y señor Leonardo Di Doménico.

La señora Reyes, como una de las funcionarias a honorarios desde el año 2008, agradeció a todos quienes han hecho posible el presente proyecto de ley y resaltó la importancia que su aprobación revestirá para todo el personal involucrado. 

El señor Di Doménico, por su parte, coincidió con la plena conformidad de los miembros del Programa con los términos del presente proyecto de ley, que viene a dar solución a dos temas de relevancia. Por una parte, mantener, con carácter permanente, el servicio de defensa penal especializada que se presta, asegurando con ello la vigencia y materialización del principio de especialización del sistema penal adolescente, y resaltando la real importancia de este servicio, particularmente en la etapa de ejecución, cuando de la integración social de los adolescentes infractores se trata. Por otra, solucionar definitivamente la situación contractual del actual equipo de trabajo del programa, que desde el año 2007 presta servicios en calidad de honorarios, con la incertidumbre que conlleva para quienes prestan un servicio que supone un proceso en el que concurren horas de capacitación, tiempo de experiencia y adquisición de habilidades y destrezas específicas.


El Honorable Senador señor Zaldívar se mostró a favor del proyecto de ley y, en general, de la política por la que el Estado incorporar a la contrata a los funcionarios que le prestan servicios.


El Honorable Senador señor Coloma constató, en primer término, que el rol del Programa de Responsabilidad Penal Adolescente se extiende más allá de la dictación de una sentencia en el caso de un infractor penal juvenil. Es el acompañamiento durante la etapa de ejecución de la pena, resaltó, lo que da sentido a su función y al contenido del presente proyecto de ley.


Preguntó, por otra parte, si las personas que en la actualidad se desempeñan a honorarios y van a pasar a la contrata, fueron en su oportunidad contratados previo concurso público. Debe tenerse presente, consignó, que el inciso primero del artículo 31 de la ley N° 19.718 señala, de manera expresa, que los defensores locales serán funcionarios a contrata, y que el acceso a los empleos correspondiente se efectuará por concurso público. Si la ley exige esta última modalidad, razonó, no resulta del todo comprensible que, mediante otra ley, se les esté otorgando la calidad de contrata a quienes cumplen funciones a honorarios sin haber pasado por un concurso.



El Director Administrativo Nacional de la Defensoría Penal Pública, señor Andrés Mahnke, manifestó que, efectivamente, los 50 defensores del Programa de Responsabilidad Penal Adolescente no fueron contratados mediante concurso, porque, de acuerdo con el Estatuto Administrativo, para ingresar a desempeñarse a honorarios no se requiere. No obstante, sí fueron objeto de un exigente y exhaustivo proceso de selección.


Como fuere, lo cierto es que la provisión de los cargos de defensores locales, tal como prescribe la ley, es por concurso público. Lo que acontecerá ahora es que por razones de continuidad del servicio que presta la Defensoría, los 50 defensores sobre los que incide el proyecto de ley pasarán a tener la calidad de contrata. Esto implica, como todos esos funcionarios y las asociaciones que los representan saben, que, con posterioridad, de todas maneras debe realizarse un concurso público para proveer los cargos, por lo que deberán competir con cualquier otro interesado que reúna los requisitos para postular.


El Honorable Senador señor Coloma consultó si está establecido cuándo se van a llevar a cabo esos nuevos concursos públicos.


El señor Mahnke indicó que no existe una fecha prefijada, pero que esos concursos tendrán lugar tan pronto sea posible tras la aprobación del presente proyecto de ley y el inicio de los procesos respectivos. 


El Honorable Senador señor Coloma reiteró su inquietud sobre el asunto planteado, pues pareciera que va a darse lugar a una contradicción entre la forma en que, según la ley de la Defensoría, deben proveerse los cargos de defensores locales, y la forma en que el presente proyecto de ley prevé que sean llenados 50 nuevos de esos cargos. Podría ocurrir, advirtió, que en el futuro la Contraloría General de la República (CGR) observara este punto.


Hace falta, añadió, el establecimiento de alguna clase de nexo jurídico entre la regulación vigente y la que se propone agregar. Por ejemplo, por la vía de un artículo transitorio en la iniciativa legal en estudio.


El señor Mahnke hizo ver que en su jurisprudencia, la CGR ha sostenido en diversos dictámenes que ante la ausencia de un determinado procedimiento administrativo, prima la necesidad de la continuidad del servicio. Vale decir, existe amparo jurídico para la provisión de un cargo a contrata mientras se desarrolla el concurso público que permitirá proveerlo definitivamente. Así, por ejemplo, si hoy renunciara el Defensor de la comuna de Curicó, la Defensoría no podría dejar de contratar inmediatamente a otro profesional para la contrata, porque no puede dejar de prestar el servicio; lo que desde luego no obsta a que deba igualmente llevar a cabo el concurso público respectivo, con las etapas y en los plazos que sean pertinentes. El resultado de este último da lugar a una titularidad que, en todo caso, es precaria, pues las contratas se extienden hasta el 31 de diciembre de cada año.


Ante una inquietud formulada por el Honorable Senador señor Lagos, en tanto, explicó que la Defensoría Penal Pública cuenta con una planta de personal, tanto en el nivel nacional como en los niveles regionales, que asciende a 454 funcionarios. De ella no forman parte los defensores, pues, en su momento, el legislador optó por la concepción de que, en cuanto garantes del debido proceso, se mantuvieran en sus cargos sólo en la medida que mantuvieran las competencias técnicas y las calificaciones necesarias para la prestación de defensa. Se priorizó, en síntesis, la calidad de la defensa de los imputados y condenados por sobre la estabilidad en el empleo de los defensores.


El Honorable Senador señor Montes comentó que las funciones de los defensores penales juveniles van más allá de las que tienen los defensores de adultos, pues les corresponde, entre otras labores, hacer seguimiento y acompañamiento y discutir planes de intervención. Por eso surge la duda de si los 195 profesionales que ahora se dedicarán a la defensa penal de adolescentes, serán suficientes para el universo que deberán atender. Lo que a su vez da cuenta de una manera de abordar el problema de la responsabilidad penal juvenil por parte del Estado, que no lo enfrenta de manera estructural. Consultó si el Programa ad-hoc de la Defensoría trabaja en coordinación con otras instancias estatales vinculadas a la adolescencia, habida cuenta que, en realidad, la inadaptación de los jóvenes tiene un trasfondo sobre el tipo de sociedad que se está construyendo. 


Preguntó, además, si los defensores sistematizan y publican toda la información a que acceden en su trabajo con adolescentes.

El señor Defensor Nacional (S) reiteró que, hasta ahora, la cobertura del Programa alcanza al 77,1% de la demanda de defensa juvenil. El proyecto de ley, entonces, sin constituir una solución completa, sí contribuye al mejor desempeño de las labores de la Defensoría en dicho ámbito. Agregó que en el último tiempo el número de causas se ha estabilizado, e incluso se proyecta una disminución; pero si, por el contrario, aumentara, la Institución se encontrará ahora en mejor pie para reaccionar y realizar reasignaciones de recursos de ser necesario. 


Del mismo modo, señaló que siendo la Defensoría la entidad con mayor conocimiento sobre la conducta juvenil y su nexo con la criminalidad, cuenta con una unidad que capacita de modo permanente a los defensores y al personal de apoyo, que genera documentos de investigación y trabajo especializados en la problemática adolescente, así como instrumentos que buscan mejorar la respuesta del sistema de defensa juvenil.


El representante del Programa de Responsabilidad Penal Adolescente, señor Di Doménico, acotó que existe una operación bastante cercana con el Servicio Nacional de Menores, que se extiende a la permanente evaluación del sistema, con especial interés en la etapa de ejecución de la sentencias. Esta última, profundizó, exige controlar cómo se cumple la sanción –sea en medio libre o en régimen cerrado- y cuál es la efectividad de la reinserción y rehabilitación de cada adolescente.


El trabajo conjunto, resaltó, es uno de los factores principales de la labor que como Programa realizan. Pero para que sea realmente efectivo, lo que se requiere es especialización.
 

DISCUSIÓN 

Enseguida, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del proyecto de ley: el número 1) del artículo único, y los artículos primero y segundo transitorios. Lo hizo en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

Artículo único



Este artículo modifica el inciso tercero del artículo 31 de la ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, mediante dos numerales.


El número 1) aumenta de 145 a 195 el número de defensores locales de la institución, quienes deberán ser contratados entre los grados 5 y 11, ambos inclusive, de la Planta de Profesionales del Servicio.





El Honorable Senador señor Lagos (Presidente de la Comisión), puso en votación este numeral.





Se llevaron a cabo las siguientes fundamentaciones de voto.





El Honorable Senador señor Coloma votó a favor, por tratarse de funciones -las que prestan los defensores locales que se dedicarán a la defensa penal de adolescentes- que justifican plenamente el establecimiento de mejorías.





Sin perjuicio de lo anterior, dejó expresa constancia de su inquietud respecto de la contradicción que podría haber entre la exigencia que hace el artículo 31 de la ley N° 19.718, en orden a que el acceso a contrata a los cargos de defensores locales se verifica por concurso público, y el hecho de que, mediante el proyecto de ley, se prevea que funcionarios que hoy se desempeñan a honorarios pasen, sin haberse sometido a concurso público, a ser funcionarios a contrata.


El Honorable Senador señor Montes también votó a favor. Quiso, sin embargo, expresar que hace falta que el país asuma cabalmente el problema de los adolescentes en general, y de aquellos que infringen la ley, en particular. Respecto de éstos, sostuvo que habría sido deseable que se añadieran más defensores que los 50 que ahora se traspasan a la contrata de la Defensoría, hasta alcanzar una total cobertura. Pero más aún, enfatizó, lo que hace falta es una política de educación, coordinación y capacitación encargada de la prevención de delitos juveniles y de que el adolescente que delinque en esa etapa no llegue a ser un adulto delincuente.

A su turno, el Honorable Senador señor Zaldívar también votó a favor del numeral 1), aunque coincidiendo con el diagnóstico del Honorable Senador señor Montes.


No estuvo de acuerdo, por el contrario, con la prevención realizada por el Honorable Senador señor Coloma. En su entender, la explicación dada por el Director Administrativo Nacional de la Defensoría Penal Pública resulta clara y satisfactoria, porque la continuidad del servicio permite justificar el traspaso a la contrata de los funcionarios que hasta ahora se encuentran a honorarios, a sabiendas, ciertamente, que con posterioridad habrá convocatoria a concurso público.


Estimó necesario dejar la precedente constancia precisamente para evitar que, a raíz de la duda manifestada por el Honorable Senador señor Coloma, en el futuro la CGR pueda encontrar antecedentes para una interpretación equivocada de los efectos de las disposiciones del presente proyecto de ley en el traspaso de funcionarios a la contrata de la Defensoría.


El Honorable Senador señor Lagos se mostró de acuerdo con el diagnóstico y con la constancia realizadas por los Honorables Senadores señores Montes y Zaldívar, respectivamente.


Por otra parte, comentó que habiendo sostenido diversas reuniones, a lo largo del tiempo, con representantes de la Defensoría Penal Pública, se ha formado la impresión de que a esa institución le corresponde desarrollar una función muchas veces ingrata. Sabido es que la opinión pública es muy demandante respecto de un tema tan sensible como la seguridad ciudadana y la necesidad de sancionar los delitos, pero bastante menos cuando son las garantías de los ciudadanos, en cuanto seres humanos objetos de preocupación, las que deben cautelarse.


De acuerdo con lo expuesto, debe tenerse presente que la aprobación de la iniciativa legal en tramitación connota un acto, si bien de plena justicia para 83 funcionarios, de índole más bien administrativa. Ya llegará, en consecuencia, la oportunidad de abordar los temas de fondo.   





El número 1) del artículo único resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.





Una vez finalizada la votación, el Honorable Senador señor Coloma indicó que el sentido de la constancia que realizara a propósito de la misma, no es otro que instar al Ejecutivo a incorporar una disposición transitoria al proyecto de ley que fije un procedimiento que permita evitar interpretaciones que, a fin de cuentas, pudieran entorpecer el traspaso de funcionarios a la contrata de la Defensoría y el ejercicio de sus funciones. No tiene como propósito, en caso alguno, buscar o dar un argumento que sirva para impedir la aplicación de la ley que se está aprobando, cuyos objetivos desde luego comparte y suscribe.  





En la etapa en que se encuentra la tramitación de la iniciativa legal, concluyó, aún es posible realizar mejoras y subsanar errores de que pueda adolecer.

Disposiciones Transitorias

Artículo primero

Incrementa en 83 cupos la dotación máxima de personal vigente de la Defensoría Penal Pública.

Artículo segundo



Dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley que se propone, para el año de su entrada en vigencia, sea financiado con los recursos contemplados en el presupuesto de la Defensoría Penal Pública. Sin perjuicio de ello, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, suplementará dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los señalados recursos.





Los artículos primero y segundo transitorios fueron aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Zaldívar.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 28 de agosto de 2014, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley tiene por objeto incorporar la dotación necesaria para encargarse de la defensa penal especializada en adolescentes.

Para lo anterior, se modifica la dotación vigente de defensores, fijada en el artículo 31 de la Ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, Incrementándola en 50 cargos.

Adicionalmente, el proyecto de ley incrementa en 33 cargos la dotación máxima de personal vigente para la Defensoría Penal Pública, para las asistentes sociales y los asistentes administrativos que conforman el equipo de apoyo de los abogados señalados en el N°2.

De esta forma, la dotación máxima de personal se ve incrementada, en total, en 83 cupos.

II. Efectos del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

Dado que actualmente los 83 cargos están siendo provistos en calidad de honorarios, el traspaso a la contrata irroga un mayor gasto asociado a las prestaciones previsionales, aportes patronales, componente base y colectivo del bono de desempeño y nivelación de grados a los establecidos en la ley de planta de la Defensoría Penal Pública para estos cargos.

                                               Miles de $ 2014
	
	En Régimen

	Costo de traspasar los 83 cargos desde honorarios a la contrata
	719.364


El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto de la Defensoría Penal Pública. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, suplementará dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con los referidos recursos.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO
De conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuyo texto se transcribe a continuación:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase el inciso tercero del artículo 31 de la ley N° 19.718 en la siguiente forma:

1) Sustitúyese el guarismo “145” por “195”.

2) Agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la frase “A lo menos, 50 de dichos defensores locales cumplirán funciones para la defensa penal de adolescentes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la ley N° 20.084.”.

Disposiciones Transitorias

Artículo primero.- Increméntase en 83 cupos la dotación máxima de personal vigente de la Defensoría Penal Pública.

Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley para el año de su entrada en vigencia se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto de la Defensoría Penal Pública. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, suplementará dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 10 de diciembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín


Sala de la Comisión, 16 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA LA ENMIENDA AL ARTÍCULO 8 DEL ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL, DE 10 DE JUNIO DE 2010, Y LAS ENMIENDAS AL ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL RELATIVAS AL CRIMEN DE AGRESIÓN, DE 11 DE JUNIO DE 2010, AMBAS ADOPTADAS EN LA CONFERENCIA DE REVISIÓN DEL ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL, CELEBRADA EN KAMPALA, UGANDA

(8.182-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el ex Presidente de la República, de fecha 19 de junio de 2011, con urgencia calificada de “simple”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 5 de noviembre de 2014, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Ministro subrogante, señor Edgardo Riveros, y el Director de Derechos Humanos, señor Hernán Quezada.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

NORMAS DE QUÓRUMS





La Comisión deja constancia que el proyecto de acuerdo debe aprobarse con quórum de ley orgánica constitucional en virtud de lo dispuesto en los artículos 54, N° 1); 66, inciso segundo; 77, inciso primero, y disposición vigésimocuarta transitoria, de la Constitución Política de la República, por cuanto sus normas inciden en la organización y atribuciones de los tribunales.
- - -




La Comisión hace presente que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Honorable Cámara de Diputados remitió a la Excelentísima Corte Suprema el oficio N° 116-2014, de fecha 7 de octubre de 2014, para los efectos de lo establecido en el artículo 77, inciso segundo, de la Carta Fundamental, en relación con el artículo 16 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional. 





El artículo 77 de la Constitución establece lo siguiente:





“La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva.”.





A la fecha de este informe no se ha recibido respuesta de la Excelentísima Corte Suprema.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".




Además, la disposición vigésimocuarta transitoria de la Carta Fundamental que dispone:





“VIGÉSIMOCUARTA.- El Estado de Chile podrá reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en los términos previstos en el tratado aprobado en la ciudad de Roma, el 17 de julio de 1998, por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de dicha Corte.




Al efectuar ese reconocimiento, Chile reafirma su facultad preferente para ejercer su jurisdicción penal en relación con la jurisdicción de la Corte. Esta última será subsidiaria de la primera, en los términos previstos en el Estatuto de Roma que creó la Corte Penal Internacional.




La cooperación y asistencia entre las autoridades nacionales competentes y la Corte Penal Internacional, así como los procedimientos judiciales y administrativos a que hubiere lugar, se sujetarán a lo que disponga la ley chilena.




La jurisdicción de la Corte Penal Internacional, en los términos previstos en su Estatuto, sólo se podrá ejercer respecto de los crímenes de su competencia cuyo principio de ejecución sea posterior a la entrada en vigor en Chile del Estatuto de Roma.”.




b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, promulgado por decreto supremo Nº 104, de 6 de junio de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 1 de agosto de 2009.





2.- Mensaje de S.E. el ex Presidente de la República.- El Mensaje señala que el Estatuto de Roma entró en vigor internacional el 1 de julio del 2002. Añade que fue ratificado por Chile el 29 de junio de 2009, entrando en vigencia, para nuestro país, el 1 de septiembre de 2009.





Señala el Ejecutivo que dicho Estatuto estableció un órgano jurisdiccional penal permanente de carácter internacional destinado a hacer efectivas las responsabilidades penales individuales de los autores de determinados y graves delitos internacionales.




Agrega que entre el 31 de mayo y el 11 de junio de 2010 se llevó a cabo en Kampala, Uganda, la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Añade que durante dicha Conferencia se adoptaron, por consenso, enmiendas al referido Estatuto: al artículo 8 del mismo sobre crímenes de guerra, y se incorporó la definición del crimen de agresión y las condiciones conforme a las cuales la Corte ejercerá competencia sobre este crimen.





Menciona que la propuesta de enmiendas al artículo 8 se incorporaron para ser discutidas por la Conferencia de Revisión, conforme a la Resolución ICC/ASP/8/Res.6, Anexo III, de la Octava Sesión de la Asamblea de los Estados Partes, llevada a cabo en la Haya, del 18 al 26 de noviembre de 2009. Añade que la enmienda al artículo 8 consiste en que se añaden tres crímenes al apartado e) del párrafo 2 del citado artículo, relativo a los crímenes de guerra.





Explica el Mensaje que dicha Enmienda se justificó en el hecho que este tipo de figuras criminales se encontraban consagradas en el Estatuto de Roma para los casos de conflictos armados de índole internacional pero no para los de índole no internacional y no existía ninguna razón para que en estos tipos penales no se incriminaran en los casos de este último tipo de conflictos.




Señala que la enmienda al artículo 8 fue aprobada por la Resolución RC/Res.5 de la Conferencia de Revisión, de fecha 10 de junio de 2010, y se encuentra sujeta a ratificación o aceptación de los Estados y entrará en vigor conforme al párrafo 5 del artículo 121 del Estatuto.





En cuanto a las enmiendas relativas al crimen de agresión, el Mensaje expresa que el artículo 5 del Estatuto de Roma consignó los crímenes de competencia de la Corte, siendo ellos: el genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra y la agresión. Añade que, respecto de este último delito, si bien es cierto que se incluyó en la lista de los delitos de competencia de la Corte, el mismo artículo 5, en su párrafo 2, dispuso que la Corte ejercerá competencia respecto del crimen de agresión una vez que se apruebe una disposición de conformidad con los artículos 121 y 123 en que se defina y se enuncien las condiciones en las cuales lo hará.




Agrega que en la conferencia de Kampala se aprobó un conjunto de disposiciones relativas al crimen de agresión, las que fueron adoptadas por los Estados Parte del Estatuto en cumplimiento de lo estipulado en el artículo 5°, párrafo 2, del citado Estatuto de Roma y se refieren a dos aspectos: definición del crimen de agresión y las condiciones conforme a las cuales la Corte ejercerá competencia sobre este crimen. Precisa que la propuesta sobre las disposiciones relativas al crimen de agresión se incorporó para ser discutida por la Conferencia de Revisión, conforme a la Resolución ICC/ASP/8/Res.6, Anexo II, de la Octava sesión de la Asamblea de los Estados Partes, llevada a cabo en la Haya del 18 al 26 de noviembre de 2009.





El Mensaje indica que las disposiciones sobre el crimen de agresión fueron adoptadas bajo las normas de enmiendas del Estatuto de Roma, artículo 121, por lo que se encuentran sujetas a ratificación o aceptación y entrarán en vigor conforme al párrafo 5 del artículo 121 del Estatuto.





Respecto de la competencia, señala que se incorporaron dos nuevos artículos: el 15 bis y el 15 ter, en los cuales se establecieron las condiciones para el ejercicio de ésta, diferenciándose figuras para los casos de remisión por los Estados o de proprio motu (iniciativa del Fiscal, 15 bis), y la remisión por parte del Consejo de Seguridad (15 ter).





Agrega que cualquier Estado Parte podrá depositar una declaración antes de la citada ratificación o aceptación, en relación con el artículo 15 bis, de que no acepta la competencia de la Corte.





Igualmente, con respecto a la figura del artículo 15 bis, la Corte no podrá ejercer competencia respecto del crimen de agresión cometido por nacionales de Estados no Partes en el Estatuto o acaecidos en territorio de éstos.





Con todo, la competencia de la Corte, tanto para el caso del artículo 15 bis como 15 ter, se producirá sólo respecto de aquellos crímenes de agresión acaecidos un año después de la ratificación o aceptación de las enmiendas por treinta Estados Partes, y una vez que se adopte una decisión, no antes del 1° de enero de 2017, por  la misma mayoría de Estados Partes requeridos para la aprobación de una enmienda al Estatuto.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 6 de marzo de 2012, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 20 de marzo de 2012 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.





Posteriormente, los Comités de la Honorable Cámara de Diputados acordaron remitir el proyecto de acuerdo a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, la cual, en sesiones realizadas los días 23 y 30 de septiembre de 2014, acordó, por la unanimidad de los Diputados presentes, informar favorablemente acerca de los aspectos constitucionales del proyecto.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 9 de noviembre de 2014, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 75 votos a favor y 18 abstenciones.




4. Instrumento Internacional.- El texto de las enmiendas es el siguiente:

“Enmienda al artículo 8.




Añádase al apartado e) del párrafo 2 del artículo 8 lo siguiente:




“xiii) Emplear veneno o armas envenenadas;





xiv) Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o dispositivo análogos;





xv) Emplear balas que se ensanchan o aplastan fácilmente en el cuerpo humano, como balas de camisa dura que no recubra totalmente la parte interior o que tenga incisiones.”.

Enmiendas al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional relativas al crimen de agresión.




1. Suprímase el párrafo 2 del artículo 5 del Estatuto.




2. Insértese el texto siguiente a continuación del artículo 8 del Estatuto:




Artículo 8 bis. Crimen de agresión.





1. A los efectos del presente Estatuto, una persona comete un "crimen de agresión" cuando, estando en condiciones de controlar o dirigir efectivamente la acción política o militar de un Estado, dicha persona planifica, prepara, inicia o realiza un acto de agresión que por sus características, gravedad y escala constituya una violación manifiesta de la Carta de las Naciones Unidas.




2. A los efectos del párrafo 1, por "acto de agresión" se entenderá el uso de la fuerza armada por un Estado contra la soberanía, la integridad territorial o la independencia política de otro Estado, o en cualquier otra forma incompatible con la Carta de las Naciones Unidas. De conformidad con la resolución 3314 (XXIX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 14 de diciembre de 1974, cualquiera de los actos siguientes, independientemente de que haya o no declaración de guerra, se caracterizará como acto de agresión:





a) La invasión o el ataque por las fuerzas armadas de un Estado del territorio de otro Estado, o toda ocupación militar, aun temporal, que resulte de dicha invasión o ataque, o toda anexión, mediante el uso de la fuerza, del territorio de otro Estado o de parte de él;





b) El bombardeo, por las fuerzas armadas de un Estado, del territorio de otro Estado, o el empleo de cualesquiera armas por un Estado contra el territorio de otro Estado;





c) El bloqueo de los puertos o de las costas de un Estado por las fuerzas armadas de otro Estado;





d) El ataque por las fuerzas armadas de un Estado contra las fuerzas armadas terrestres, navales o aéreas de otro Estado, o contra su flota mercante o aérea;





e) La utilización de fuerzas armadas de un Estado, que se encuentran en el territorio de otro Estado con el acuerdo del Estado receptor, en violación de las condiciones establecidas en el acuerdo o toda prolongación de su presencia en dicho territorio después de terminado el acuerdo;





f) La acción de un Estado que permite que su territorio, que ha puesto a disposición de otro Estado, sea utilizado por ese otro Estado para perpetrar un acto de agresión contra un tercer Estado;





g) El envío por un Estado, o en su nombre, de bandas armadas, grupos irregulares o mercenarios que lleven a cabo actos de fuerza armada contra otro Estado de tal gravedad que sean equiparables a los actos antes enumerados, o su sustancial participación en dichos actos.




3. Insértese el texto siguiente a continuación del artículo 15 del Estatuto:





Artículo 15 bis. Ejercicio de la competencia respecto del crimen de agresión (Remisión por un Estado, proprio motu).





1. La Corte podrá ejercer su competencia respecto del crimen de agresión de conformidad con los apartados a) y c) del artículo 13, con sujeción a las disposiciones de este artículo.





2. La Corte únicamente podrá ejercer su competencia respecto de crímenes de agresión cometidos un año después de la ratificación o aceptación de las enmiendas por treinta Estados Partes.





3. La Corte ejercerá su competencia respecto del crimen de agresión de conformidad con el presente artículo, a condición de que se adopte una decisión después del 1 de enero de 2017 por la misma mayoría de Estados Partes que se requiere para la aprobación de una enmienda al Estatuto.





4. La Corte podrá, de conformidad con el artículo 12, ejercer su competencia sobre un crimen de agresión, resultante de un acto de agresión cometido por un Estado Parte, salvo que ese Estado Parte haya declarado previamente que no acepta esa competencia mediante el depósito de una declaración en poder del Secretario. La retirada de esa declaración podrá efectuarse en cualquier momento y será considerada por el Estado Parte en un plazo de tres años.





5. Respecto de un Estado no Parte en el presente Estatuto, la Corte no ejercerá su competencia respecto del crimen de agresión cuando este sea cometido por los nacionales de ese Estado o en el territorio del mismo.





6. El Fiscal, si llegare a la conclusión de que existe fundamento razonable para iniciar una investigación sobre un crimen de agresión, verificará en primer lugar si el Consejo de Seguridad ha determinado la existencia de un acto de agresión cometido por el Estado de que se trate. El Fiscal notificará al Secretario General de las Naciones Unidas la situación ante la Corte, adjuntando la documentación y otros antecedentes que sean pertinentes.





7. Cuando el Consejo de Seguridad haya realizado dicha determinación, el Fiscal podrá iniciar la investigación acerca de un crimen de agresión.





8. Cuando no se realice dicha determinación en el plazo de seis meses desde la fecha de notificación, el Fiscal podrá iniciar los procedimientos de investigación respecto de un crimen de agresión, siempre y cuando la Sección de Cuestiones Preliminares, de conformidad con el procedimiento contenido en el artículo 15, haya autorizado el inicio de la investigación sobre un crimen de agresión, y el Consejo de Seguridad no haya decidido lo contrario de conformidad con el artículo 16.





9. La determinación de que hubo acto de agresión realizada por un órgano ajeno a la Corte no irá en perjuicio de las propias conclusiones de la Corte en virtud del presente Estatuto.





10. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de las disposiciones correspondientes al ejercicio de la competencia respecto de otros crímenes a los que se hace referencia en el artículo 5.




4. Insértese el texto siguiente a continuación del artículo 15 bis del Estatuto:





Artículo 15 ter. Ejercicio de la competencia respecto del crimen de agresión (Remisión por el Consejo de Seguridad).




1. La Corte podrá ejercer su competencia respecto del crimen de agresión de conformidad con el apartado b) del artículo 13, con sujeción a las disposiciones de este artículo.





2. La Corte únicamente podrá ejercer su competencia respecto de crímenes de agresión cometidos un año después de la ratificación o aceptación de las enmiendas por treinta Estados Partes.





3. La Corte ejercerá su competencia respecto del crimen de agresión de conformidad con el presente artículo, a condición de que se adopte una decisión después del 1 de enero de 2017 por la misma mayoría de Estados Partes que se requiere para la aprobación de una enmienda al Estatuto.





4. La determinación de que hubo acto de agresión realizada por un órgano ajeno a la Corte no irá en perjuicio de las propias conclusiones de la Corte en virtud del presente Estatuto.





5. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de las disposiciones correspondientes al ejercicio de la competencia respecto de otros crímenes a los que se hace referencia en el artículo 5.





5. Insértese el texto siguiente a continuación del párrafo 3 del artículo 25 del Estatuto:





3 bis. Por lo que respecta al crimen de agresión, las disposiciones del presente artículo solo se aplicarán a las personas en condiciones de controlar o dirigir efectivamente la acción política o militar de un Estado.




6. Sustitúyase la primera oración del párrafo 1 del artículo 9 del Estatuto por la oración siguiente:





1. Los Elementos de los Crímenes ayudarán a la Corte a interpretar y aplicar los artículos 6, 7, 8 y 8 bis.




7. Sustitúyase el encabezamiento del párrafo 3 del artículo 20 del Estatuto por el párrafo siguiente; el resto del párrafo no se modifica:





3. La Corte no procesará a nadie que haya sido procesado por otro tribunal en razón de hechos también prohibidos en virtud de los artículos 6, 7, 8 u 8 bis a menos que el proceso en el otro tribunal:”.
I. DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





Al inicio de la discusión, el Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, señor Edgardo Riveros, señaló que el Estatuto de la Corte Penal Internacional fue aprobado en 1998, siendo ratificado por nuestro país en el año 2009.





Agregó que el artículo 5 de dicho Estatuto especifica cuáles son los tipos penales a que se avocará la citada Corte, esto es: genocidio, crimen de lesa humanidad, crímenes de guerra y agresión. Aseguró que este último delito, el de agresión, se dejó pendiente en virtud del propio artículo 5° del Estatuto, que disponía que la Corte ejercerá su competencia una vez que se apruebe una disposición de conformidad a los artículos 121 y 123 de dicho cuerpo normativo, en donde se define el referido crimen y se enuncian las condiciones en las que se hará efectiva esta competencia.





Explicó que una vez que comenzó el funcionamiento de la Corte Penal Internacional, en el año 2002, ésta pudo ejercer su competencia respecto de genocidio, crimen de lesa humanidad y de guerra, pero no respecto de la agresión, la cual se encontraba diferida hasta que se conceptualizara. Añadió que esta definición se realizó en Kampala, Uganda, lo que significó enmendar el Estatuto. Indicó que la conceptualización del crimen de agresión se hizo siguiendo la Resolución N° 3314, de fecha 14 de diciembre 1974, de la Asamblea General de la Naciones Unidas. Aclaró que el concepto de agresión es independiente de la existencia de una declaración de guerra.




Además, precisó que se modificó otro artículo que tipifica como crímenes de guerra situaciones que se calificaban como acciones entre Estados, los cuales dicen relación con el uso de determinados tipos de armas.





A continuación, el Honorable Senador señor García Huidobro preguntó cuántos Estados han ratificado el Estatuto de Roma.





El Ministro subrogante, señor Riveros, respondió que 122 Estados lo han ratificado, entre ellos los países miembros de la Unión Europea. Añadió que esta Corte puede ejercer jurisdicción cuando se cometen algunas de las conductas descritas en el Estatuto, aun cuando sean nacionales de países que no han ratificado este Cuerpo Normativo.





Por otra parte, aclaró que la responsabilidad que se persigue no es la de los Estados, sino la responsabilidad individual de las personas que hayan ordenado la agresión, o hayan cometido el crimen de guerra o genocidio.




Luego, el Honorable Senador señor Letelier manifestó, dado lo complejo del orden mundial, que se deberían mejorar ciertas definiciones, pues la experiencia internacional enseña que las situaciones son más diversas y confusas de lo que parecen.




El Ministro subrogante señor Riveros hizo presente que la conceptualización de la agresión está sujeta a una doble votación. De esta manera, explicó que en Kampala, Uganda, se hizo una primera votación y que en el año 2017 se realizará la segunda, con el mismo quórum y con treinta Estados que hayan ratificado esta enmienda.





El Honorable Senador señor Letelier valoró la inclusión de la agresión como un delito a ser juzgado por la Corte Penal Internacional. Sin embargo, señaló que el concepto de agresión es muy difuso y puede dar origen a múltiples interpretaciones. En ese sentido, acotó que, por ejemplo, será necesario visualizar el contexto internacional de la situación.





Sobre lo anterior, el Ministro subrogante señor Riveros expresó que siempre existirá la discusión entre si fue una agresión o una legítima defensa. En todo caso, manifestó que la tipificación del delito de agresión constituye un gran avance para el derecho internacional público.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro y Letelier.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse la “Enmienda al artículo 8 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional”, de 10 de junio de 2010, y las “Enmiendas al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional relativas al crimen de agresión”, de 11 de junio de 2010, ambas adoptadas en la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, celebrada en Kampala, Uganda.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 9 de diciembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán y Alejandro García Huidobro Sanfuentes.





Sala de la Comisión, a 9 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO, EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ESPINA, ALLAMAND, CHAHUÁN, GARCÍA Y PROKURICA, QUE SUSTITUYE EL TEXTO DE LA LEY N° 18.314, QUE DETERMINA LAS CONDUCTAS TERRORISTAS Y FIJA SU PENALIDAD, A FIN DE DAR MAYOR PROTECCIÓN A LA CIUDADANÍA Y FORTALECER LA PAZ SOCIAL

(9.669-07)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, Chahuán, García y Prokurica.




A las sesiones en que la Comisión trató esta iniciativa concurrieron, por el Ministerio de Justicia, el Ministro, señor José Antonio Gómez; la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina Vodanovic; el Jefe de la Unidad de Derechos Humanos, señor Jaime Madariaga; el asesor legislativo, señor Gonzalo Rodríguez, y el periodista, señor Max Laulié.





Especialmente invitados, participaron los Profesores señores Juan Domingo Acosta, José Luis Guzmán, Juan Pablo Hermosilla, Julián López, Jean Pierre Matus y Ángel Valencia.





En representación del Ministerio Público, asistieron el Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán; el Director de la Unidad Especializada en Lavado de Dinero, Delitos Económicos, Medioambientales y Crimen Organizado (ULDDECO), señor Mauricio Fernández; el Director de la Unidad de Comunicaciones, señor Christian Fuenzalida, y el abogado, señor Antonio Segovia.





Por Carabineros de Chile, concurrieron el Auditor, General (J), señor Juan Carlos Gutiérrez; el Coronel (J), señor Jaime Elgueta, y el Capitán (J), señor Carlos Alarcón.





En representación de la Policía de Investigaciones de Chile, asistieron la Prefecto Inspector (J), señora Rosana Pajarito; el Prefecto, señor José Luis López, y el Comisario, señor Manuel Muñoz.





En nombre de Amnistía Internacional – Chile, participó la Directora Ejecutiva, señora Ana Piquer.





En representación del Instituto Libertad y Desarrollo, asistieron el Coordinador de Políticas Públicas, señor José Francisco García, y el abogado, señor Sergio Morales.





Por la Defensoría Penal Pública, concurrió el abogado asesor, señor Francisco Geisse.





Por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, estuvieron presentes los asesores legislativos señores Rafael Ferrada, Rodrigo González y Rodrigo Medina. Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, asistieron los asesores legislativos señora Julia Urquieta y señores Diego Calderón, Ítalo Jaque, Nicolás Mena y Hermes Ortega.




En representación del Instituto Nacional de Derechos Humanos, concurrieron los abogados señora Diana Maquilón y señor Yerko Ljubetic.





Estuvo presente el asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery.





Igualmente, por la Biblioteca del Congreso Nacional concurrieron los asesores legislativos señores Juan Pablo Cavada y Matías Meza.




Estuvieron presentes, finalmente, los asesores legislativos que a continuación se mencionan: del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck; del Honorable Senador señor De Urresti, señores Enrique Aldunate y Claudio Rodríguez, y del Comité de Senadores PPD, señor Sebastián Abarca. También concurrieron la Jefa de Gabinete del Honorable Senador señor Espina, señora Andrea Balladares, y la asesora del Honorable Diputado señor Fuenzalida, señora Erica Freire.

- - -



Cabe hacer presente que la Comisión resolvió efectuar el estudio de esta iniciativa en forma conjunta con el del proyecto de ley originado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal, contenido en el Boletín N° 9.692-07.



En atención a lo anterior –y tal como podrá apreciarse en el presente informe-, muchas de las exposiciones escuchadas por la Comisión abordaron los dos proyectos en forma simultánea.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO




La iniciativa en estudio tiene como propósito actualizar y perfeccionar la ley que tipifica las conductas terroristas, incorporando definiciones que sean claras y sanciones que resulten adecuadas para los delitos terroristas. Igualmente, se procura adecuar esta normativa a los estándares internacionales, de manera de establecer métodos investigativos que sean apropiados para la pronta detección de cualquier tipo de atentado terrorista, así como para la desarticulación y neutralización de las organizaciones ilícitas terroristas y el control sobre actividades sospechosas de financiamiento del terrorismo.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL Y CONSULTA A LA CORTE SUPREMA

Cabe hacer presente que, en conformidad con lo dispuesto por el artículo 9° de la Constitución Política, son normas de quórum calificado las que establecen conductas terroristas y fijan su penalidad, situación en la cual se encuentran los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 32, 33, 36 y 37 contenidos en el artículo primero del proyecto, y el artículo transitorio. Igualmente, tal como lo dispone el inciso primero del artículo 103 del Texto Constitucional, tiene el mismo carácter el artículo tercero de la iniciativa, por cuanto se refiere a la definición de armas de fuego. En consecuencia, estos preceptos requieren, para su aprobación, del voto favorable de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, en los términos del inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.





Por su parte, atendido lo dispuesto por el inciso primero del artículo 84 de la Constitución Política, son de carácter orgánico constitucional los artículos 10, 13, 14, 21, 22 y 34 contenidos en el artículo primero del proyecto, por cuanto se refieren a la organización y atribuciones del Ministerio Público. Asimismo, en conformidad a lo establecido por el inciso primero del artículo 77 del Texto Constitucional, tiene igual carácter el artículo 35 contemplado en el señalado artículo primero del proyecto, por incidir en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia. De este modo, para su aprobación estos preceptos necesitan del voto favorable de los cuatro los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. Cabe hacer presente que, por la razón ya explicada, el indicado artículo 35 fue puesto en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, en los términos de los artículos 77, incisos segundo y siguientes, de la Constitución Política, y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

a) Normativa interna

Están relacionados con el proyecto en análisis los siguientes cuerpos normativos:


1) Constitución Política de la República, artículos 9°; 16, numeral 2°; 17, numeral 3°; 19, numeral 7°, letra e), y 63, número 16.


2) Ley N° 18.314, determina conductas terroristas y fija su penalidad.


3) Ley N° 20.357, incorpora a nuestro ordenamiento jurídico los crímenes de lesa humanidad, el genocidio y los crímenes de guerra.


4) Ley N° 20.084, sobre responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.


5) Ley N° 18.216, sobre penas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


6) Ley N° 20.000, sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.


7) Ley N° 17.798, sobre control de armas.


8) Ley N° 12.927, sobre seguridad interior del Estado.


9) Ley N° 19.974, sobre el sistema de inteligencia del Estado y creación de la Agencia Nacional de Inteligencia.


10) Ley N° 19.913, sobre lavado y blanqueo de activos.


11) Código Penal.


12) Código Procesal Penal.

b) Regulación internacional

b. 1) La Comisión tuvo también en consideración un conjunto de tratados internacionales suscritos por nuestro país fundamentalmente en el marco del sistema de Naciones Unidas, que abordan diferentes aspectos del terrorismo internacional e imponen a los Estados parte una serie de obligaciones en este ámbito. Son, principalmente, el Convenio sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves, de 1963; el Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, de 1970; el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, de 1971; la Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, de 1973; la Convención internacional contra la toma de rehenes, de 1979; la Convención sobre la protección física de los materiales nucleares, de 1980; el Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicios a la aviación civil internacional, de 1988; el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, de 1988; el Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, de 1988; el Convenio sobre la marcación de explosivos plásticos para los fines de detección, de 1991; el Convenio internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas de 1997; el Convenio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo, de 1999; el Convenio Internacional para la represión de los actos de terrorismo nuclear, de 2005; el Nuevo Convenio de Aviación Civil, de 2010; el Protocolo complementario del Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, de 2010, y el Protocolo del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, de 2005.


b. 2) Asimismo, se tuvieron en cuenta algunas resoluciones de la Asamblea General y del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, que igualmente vinculan a nuestro país en materia de dictación de normas sobre tipificación de ilícitos vinculados al terrorismo.


c) Informes evacuados por la Biblioteca del Congreso Nacional sobre la materia en estudio.

La Comisión consideró, igualmente, un conjunto de trabajos de la Biblioteca del Congreso Nacional que contienen referencias relativas a informes elaborados por dicha entidad en cuanto a los alcances de la legislación antiterrorista chilena y su comparación con legislación extranjera, opiniones de diversas instituciones públicas y de académicos sobre la materia, recomendaciones y evaluaciones de organismos internacionales y opiniones académicas.


Éstos son los siguientes:

I. Informes BCN recientes


1.  Legislación antiterrorista y métodos especiales de investigación: Chile, EE.UU, España y Perú. Por Matías Meza-Lopehandía, 12 de junio de 2014.


Se analiza la legislación antiterrorista de los países indicados, la luz del derecho internacional, particularmente la descripción típica y las figuras de los testigos de identidad reservada y la delación compensada. Al analizar las definiciones típicas del terrorismo, se verifica que en el caso de Chile, el tipo penal del terrorismo no ofrece claridad respecto del bien jurídico que protege y tiene importantes falencias que redundan en eventuales violaciones a los derechos humanos de los imputados por esta normativa especial, tal como lo han señalado diversos organismos internacionales. En la parte final, se revisan las técnicas especiales de investigación. Se constata que la jurisprudencia internacional admite los testigos de identidad reservada, siempre y cuando se cumpla con al menos tres condiciones que se describen.

Al revisar la legislación, se constata que la chilena es la más permisiva y aunque permite la contra-interrogación, no establece mecanismos que permitan compensar el desequilibrio procesal provocado. En cuanto a la delación compensada, se establece que tiene su origen en la práctica legal estadounidense y se describe la situación chilena, en la cual el Fiscal tiene atribuciones para ofrecer este tipo de acuerdos, lo que obliga indirectamente al juez. En los otros dos países estudiados, no se detectaron instituciones equivalentes, aunque es posible que emanen de las facultades generales de sus órganos persecutores, especialmente en el caso colombiano que también ha adoptado un sistema acusatorio inspirado en el estadounidense.


2.  Tratamiento penal a las conductas terroristas en la experiencia internacional. Por Juan P. Jarufe, 31 de julio de 2014.

El informe compara la legislación antiterrorista de Alemania, Brasil, Cuba, España, Estados Unidos, Francia, Perú, y Reino Unido, particularmente lo relativo a la definición típica y a las técnicas especiales de investigación. Se constata que, a nivel internacional, existen algunos elementos distintivos del delito terrorista (la perpetración de actos que ponen en peligro a las personas y a la propiedad privada). En materia de sanciones, todos los países objeto del presente análisis presentan una alta penalidad contra las conductas consideradas terroristas. Además, se verifica un adelantamiento de la punibilidad en algunas de ellas.


Respecto a particularidades del procedimiento penal, la legislación española, alemana y la cubana explicitan la posibilidad de mantener en reserva la identidad de los testigos presentes en juicios por delitos terroristas y la primera de ellas, permite la intervención de comunicaciones telefónicas, el allanamiento de inmuebles sin autorización judicial y la incomunicación del imputado, elemento también presente en la legislación peruana. En Francia, la fuerza policial posee facultades para evitar que las personas abandonen la escena de un delito, compeliéndolas a entregar cualquier información relacionada con la comisión de un acto terrorista. Por su parte, en Alemania se permite el establecimiento de puntos de control en las carreteras, plazas y otros lugares de acceso público, a fin de facilitar la captura del autor del delito. Por último, en el caso estadounidense está consagrada la figura de la delación compensada, mediante la cual el Procurador General puede beneficiar a los individuos que proporcionen información que permita el arresto de los involucrados en actos terroristas.


3. Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: “Caso Lonkos” y sus implicancias para Ley N° 18.314 sobre conductas terroristas. Por Matías Meza-Lopehandía y Juan Pablo Cavada, 15 de septiembre de 2014.


Analiza los alcances de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH o Corte) en el caso “Norín Catrimán y otros (dirigentes, miembros y activistas del pueblo indígena mapuche) vs. Chile” en relación a la ley N° 18.314 sobre conductas terroristas. En la primera parte se resumen brevemente los hechos que dieron origen a la controversia. Luego, se exponen los derechos humanos que la Corte IDH dio por violados en el caso, esto es: el principio de legalidad y la presunción de inocencia, el principio de igualdad, el derecho a la defensa debida, el derecho a recurrir ante un tribunal superior, la libertad personal, la libertad de pensamiento y expresión, los derechos políticos y la protección de la familia. A continuación, se revisa lo que establece la sentencia en relación con el contenido normativo de la Ley Antiterrorista, esto es, la regulación de la institución de los testigos de identidad reservada y la tipificación de las conductas terroristas. Se constata que, en relación al tipo penal, la Corte no ordenó alguna modificación específica, aunque entregó lineamientos y principios para su revisión. Respecto de los testigos de identidad protegida, estableció expresamente parámetros que la legislación debe cumplir, a saber: (i) se asegure el carácter excepcional de la institución; (ii) se sujete a control judicial en base a los principios de necesidad y proporcionalidad; (iii) se aseguren medidas de contrapeso adecuadas a la merma al derecho a defensa; y (iv) que bajo ninguna circunstancia estos testimonios puedan usarse en grado decisivo para fundar una condena.

II. Evaluaciones institucionales sobre la ley 18.314


1.  Informe sobre cuestiones a considerar en una reforma de la Ley Antiterrorista a la luz de la observación de casos realizada por el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Por Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, 22 de julio de 2014.


Llama la atención sobre la disposición constitucional que priva de derechos políticos a los acusados por terrorismo. Además, indica que la definición de delito terrorista de la ley N° 18.314 no satisface el principio de tipicidad y legalidad y que el uso de testigos de identidad reservada debe regularse para garantizar los derechos fundamentales de los imputados. Señala, entre otras cosas, su preocupación por el excesivo plazo de detención inicial (hasta diez días) y el excesivo plazo de secreto de la investigación y los efectos de esto en la extensión de la prisión preventiva.


2. Declaraciones del Fiscal Nacional Sabas Chahuán tras exponer ante la Comisión Asesora del Ministerio del Interior que analiza la ley 18.314. Por Sala de Prensa Ministerio Público, 7 de agosto de 2014.


El Fiscal Nacional propuso la incorporación de técnicas especiales de investigación a la legislación antiterrorista, particularmente la de agentes encubiertos, actualmente vigente en el marco de la legislación antinarcotráfico. Además, indicó la necesidad de objetivar el tipo penal de terrorismo para facilitar su prueba. También recordó la sentencia de la Corte Interamericana, indicando que los testigos de identidad reservada son admisibles, aunque sus testimonios no pueden ser el principal fundamento de una sentencia condenatoria.


3.  Declaraciones del Defensor Nacional Georgy Schubert, ante la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que condena al Estado de Chile en el caso Norín y otros vs. Chile. 
Por Sala de Prensa Defensoría Penal Pública, 30 de julio de 2014.


El Defensor Nacional indica que la sentencia de la Corte Interamericana respalda lo que la Defensoría ha venido diciendo en los últimos años respecto de la ley antiterrorista, particularmente en materia del principio de legalidad y respecto del uso de testigos de identidad reservada.

III. Recomendaciones o decisiones recientes de organismos internacionales


1.  Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Rodolfo Stavenhagen. Por Rodolfo Stavenhagen (Naciones Unidas), 17 de noviembre de 2003.

En lo pertinente, el Relator señala que la protesta social indígena no debe ser criminalizada y que se debe evaluar una ley de amnistía.

2. Observaciones finales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (tercer informe periódico), Chile. Por Comité DESC (Naciones Unidas), 1 de diciembre de 2004.


El Comité recomienda no aplicar la Ley de Seguridad del Estado (Nº 12.927) y la Ley Antiterrorista (Nº 18.314), “a actos relacionados con la lucha social por la tierra y las reclamaciones legítimas de los indígenas”.


3.  Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos (5° informe periódico), Chile. Por Comité de Derechos Humanos (Naciones Unidas), 17 de abril de 2007.


Recomienda al Estado precisar la definición de terrorismo para evitar persecución política, religiosa o ideológica, acotarla a la persecución de los delitos más graves y asegurar el debido proceso.


4.  Primer Examen Periódico Universal, Chile. Por Grupo de Trabajo sobre Examen Periódico Universal (Naciones Unidas), 4 de junio de 2009.


Azerbaiyán, Canadá, Países Bajos, República Checa y Suiza hicieron recomendaciones relativas a la no aplicación de la ley antiterrorista a actos de protesta mapuche y/o modificar dicha ley conforme a las recomendaciones internacionales.


5.  Observaciones finales del Comité Contra la Tortura (5° informe periódico), Chile. Por Comité Contra la Tortura (Naciones Unidas), 23 de junio de 2009.


El Comité manifestó su preocupación por la aplicación de la ley antiterrorista a integrantes del pueblo mapuche en el marco de actos de protesta social.


6. Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (15° a 18° informes periódicos), Chile. Por Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (Naciones Unidas), 7 de septiembre de 2009.


El Comité recomendó la revisión de la ley antiterrorista para limitar su aplicación sólo a delitos que merezcan ser tratados como terroristas, que se asegure que no se aplique a actos de protesta social mapuche y que se apliquen las recomendaciones de los Relatores Especiales de Pueblos Indígenas.


7.  Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya. Por James Anaya (Naciones Unidas), 5 de octubre de 2009.


El Relator recomendó al Estado cumplir su compromiso de no aplicar la ley antiterrorista en casos que involucren al movimiento social mapuche. Además, instó a que se adopte una definición más precisa de terrorismo en la ley, siguiendo las recomendaciones internacionales.


8. Informe N° 176/10. Caso Segundo Aniceto Norín Catrimán y otros con Chile (Caso Lonkos). Por Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 5 de noviembre de 2010.


La Comisión recomienda al Estado, entre otras cosas, modificar la legislación antiterrorista para ajustarla a los estándares internacionales, indicando que la reforma del año 2010 fue insuficiente para tal cometido
.


9.  Segundo Examen Periódico Universal, Chile. Por Consejo de Derechos Humanos (Naciones Unidas), 2 abril de 2014.


Suiza, Cuba, Estados Unidos y Alemania formularon recomendaciones en torno a ajustar el tipo del terrorismo y/o a evitar la aplicación de la legislación antiterrorista en contextos de movilización social indígena.


10. Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Ben Emmerson. Misión a Chile. Por Relator Especial Ben Emmerson, 14 de abril de 2014.


Entre otras cosas, el Relator destaca la importancia de una definición precisa y restrictiva de terrorismo y observa la incongruencia de la ley 18.314 con el principio de legalidad y el debido proceso.


11. Sentencia caso Norín Catrimán y otros (dirigentes, miembros y activistas del pueblo indígena mapuche) vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Por Corte Interamericana de Derechos Humanos, 29 de mayo de 2014.

La Corte establece, entre otras cosas, que la ley antiterrorista vigente al momento de los hechos era contraria al principio de inocencia y que la utilización de los testigos de identidad reservada violentó el debido proceso en los casos en que no se adoptaron medidas de compensación adecuadas a favor de la defensa o cuando, habiéndose tomado, las condenas se basaron principalmente en los testimonios sin rostro.


12.  Observaciones finales sobre el sexto informe periódico de Chile. Proyecto preparado por el Comité. Por Comité de Derechos Humanos (Naciones Unidas), julio de 2014.


El Comité señala que el Estado debe ajustar el tipo penal de terrorismo de manera de que sea más preciso, evitando así su aplicación discriminatoria. Además, señaló que deben garantizarse las normas del debido proceso y el Estado debe abstenerse de aplicar la legislación antiterrorista contra los mapuche.

IV. Evaluaciones académicas de la ley 18.314


Lillo, R. 2006. Pueblos Indígenas, Terrorismo y Derechos Humanos. En: Anuario de Derechos Humanos – Facultad de Derecho Universidad de Chile. 2: pp. 227-234.


Medina, C. Ley antiterrorista y el derecho internacional de los derechos humanos. Informe en Derecho 1-2011. Defensoría Penal Pública. Departamento de Estudios.

Villegas, M. 2006. Los delitos de terrorismo en el Anteproyecto de Código Penal de Chile. En: Revista Latinoamericana de Derecho Penal y Criminología. 2 (3): p. 1-31.


Villegas, M. 2013. Estado de excepción y antiterrorismo en Chile. Criminalización de la protesta social con especial referencia a los indígenas. En: Derecho Penal y Criminología. 3 (6): pp. 3-25.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción

Los señores Senadores que suscriben la Moción, exponen que el artículo 9° de la Constitución Política de la República establece que el terrorismo “en cualquiera de sus formas” es por esencia contrario a los derechos humanos. Lo anterior, dicen, deriva de que el terrorismo constituye un grave fenómeno delictivo que preocupa profundamente a todos, atenta contra la democracia, impide el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales, amenaza la seguridad del país, desestabilizando y socavando las bases de la sociedad, y afecta seriamente el desarrollo económico, social y cultural.





Señalan que lo ya indicado es ratificado por el informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación (Informe Rettig), entregado el 8 de febrero de 1991 al ex Presidente de la República señor Patricio Aylwin Azócar, al sostener que “a juicio de la Comisión, estas razones explican que el Decreto que la creó califique de violaciones a los derechos humanos no sólo ciertos actos cometidos por agentes del Estado, sino que también otros perpetrados por particulares que actúan bajo pretextos políticos”, entre otros.





Al referirse a las distintas formas de violaciones a los derechos humanos, dicho Informe agrega que “g) Actos terroristas: la Comisión ha examinado y calificado de violación de derechos humanos numerosos casos de muertes cometidos por particulares por motivos o bajo pretextos políticos.  Tales hechos han sido calificados, además, como actos terroristas, si se trata de atentados contra víctimas indiscriminadas, como ser la colocación de explosivos en un lugar frecuentado por el público o el derribamiento deliberado de cables de alta tensión con la intención de (o sin importar que) mueran electrocutados vecinos o transeúntes.  Se ha calificado también como actos terroristas los ataques selectivos, a mansalva o sobre seguro, en contra de agentes del Estado.”.





Hacen presente, a continuación, que a principios de la década de los 90, el entonces Presidente de la República, don Patricio Aylwin Azócar, envió al Congreso Nacional una reforma completa de la legislación sobre la materia en una de las denominadas “Leyes Cumplido”, que apuntaba a dotar al Estado de una normativa legitimada democráticamente para hacer frente a grupos terroristas. Fue justamente esa Ley Antiterrorista la que contribuyó significativamente a detenerlos y desarticularlos.





Recuerdan que, como consecuencia de la reforma aprobada en el año 1991, sólo quedaron vigentes el artículo 4° y el artículo transitorio de la antigua ley antiterrorista del año 1984, legitimando democráticamente una legislación muy necesaria para hacer frente al fenómeno del terrorismo.





Agregan que la última reforma relevante fue el año 2010, con la ley N° 20.467, bajo el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera, que tuvo por objeto eliminar aquella parte del artículo 1° de la ley N° 18.314, que contenía una presunción legal del elemento subjetivo del tipo terrorista, elemento fundamental en la ley chilena para distinguir la conducta de carácter terrorista de la que no lo era y que generaba controversia, ya que se sostenía que vulneraba el principio de la legalidad y el de la presunción de inocencia.





Informan que, este año, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, Miembros y Activistas del Pueblo Indígena Mapuche) V/S Chile, sentenció a nuestro país a una serie de prestaciones en favor de los denunciantes y en cuyo corazón se encontraba justamente el haber aplicado en su momento la antigua normativa del artículo 1° de la Ley Antiterrorista recién mencionada, que ya había sido reformada. Dicen que, sin embargo, respecto de su legitimidad democrática o de su contenido actual no hubo observación alguna de modificaciones legales, validándola en ese sentido.





A continuación, la Moción se refiere a la situación del Derecho Comparado y del Derecho Internacional.




En esta materia, señalan, en primer lugar, que tal como lo señala el Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH), «El terrorismo está lejos de ser un fenómeno nuevo… [No obstante] su tratamiento como materia del derecho internacional es de origen más reciente». En efecto, no existe aún un consenso internacional acerca de la definición de terrorismo y, menos aún, de su tipo. Argumentan que ha de tenerse en consideración lo señalado por el profesor Michael Riesman, en lo referente a que «el encargado de elaborar las políticas y los asesores deben evitar una definición a priori demasiado estrechamente delimitada» (página 12).




Sostienen, enseguida, que a pesar de no haber una definición en el sentido estricto del término, existe, empero, un estándar internacional, y tal es la definición práctica que la Asamblea General de las Naciones Unidas ha elaborado a los efectos de sus distintas resoluciones y declaraciones sobre medidas tendientes a la eliminación del terrorismo, a saber: «Los actos criminales con fines políticos concebidos o planeados para provocar un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en personas determinadas (que) son injustificables en todas las circunstancias, cualesquiera sean las consideraciones políticas, filosóficas, ideológicas, raciales, étnicas, religiosas o de cualquier otra índole que se hagan valer para justificarlos». Así, y tal como lo señala la CIDH, «los incidentes terroristas pueden describirse en términos de: a) la naturaleza e identidad de quienes perpetran el terrorismo; b) la naturaleza e identidad de las víctimas del terrorismo; c) los objetivos del terrorismo y d) los medios empleados para perpetrar la violencia del terror».




Hacen notar que, en este sentido, la Organización de Naciones Unidas ha aprobado una serie de tratados internacionales en materia de terrorismo, entre los cuales se pueden mencionar el Convenio Internacional para la Represión de los atentados cometidos con bombas, el Convenio internacional para la represión de la financiación del terrorismo, la Convención internacional contra la toma de rehenes, la Resolución N° 1.373 (2001) y la Resolución N° 49/60. En el mismo sentido se dirigen dos convenciones de la Organización de Estados Americanos sobre la materia: la Convención para prevenir y sancionar los actos de terrorismo configurados en delitos contra las personas y la extorsión conexa cuando estos tengan trascendencia internacional. Añaden que el año 2002, por su parte, se aprobó la Convención Interamericana contra el terrorismo. Similares disposiciones han adoptado la Organización de la Unidad Africana, el Consejo de Europa, la Unión Europea —que, en la Decisión Marco del Consejo de la Unión Europea sobre la lucha contra el terrorismo, de 13 de junio de 2012, unifica la definición de delitos de terrorismo en todos los Estados miembros mediante la introducción de una definición común y específica y, tal como sucede con la legislación chilena, dicho concepto de terrorismo es una combinación de dos elementos: uno objetivo y otro subjetivo—, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 





Enseguida, explican que el tipo penal del terrorismo en el Derecho Comparado supone, por un lado, la concurrencia de una conducta determinada y, por el otro, que estén presentes una o más circunstancias o elementos relativos a la comisión del hecho ilícito. De este modo, agregan, la tendencia internacional y los principios generales del Derecho Penal sobre el delito de terrorismo indican que siempre estarán presentes figuras delictivas ya descritas en la ley penal ordinaria, las que, cometidas con la concurrencia de otros elementos o circunstancias determinadas, van a configurar, específicamente, un delito distinto y de mayor gravedad, denominado terrorismo.




Afirman que, de este modo, los ordenamientos jurídicos consideran como conductas terroristas, en general, el homicidio, las lesiones, el secuestro o toma de rehenes, la extorsión, la fabricación de armas, el incendio y la inundación o explosiones cuyo efecto sea poner en riesgo la vida de las personas, entre otros, siempre que en el delito concurra, además alguno de los siguientes elementos: 1) que se base en motivaciones políticas, ideológicas, religiosas o étnicas; 2) que sea cometido fuera de un conflicto armado; 3) que desestabilicen o destruyan seriamente las estructuras fundamentales políticas, constitucionales, económicas o sociales de un país; 4) que creen temor grave en una persona, grupo o en la población general; 5) que se intente intimidar a la población o a una parte de ella o que, a través de esa intimidación, se busque obtener ilegítimamente una decisión de la autoridad. Destacan que este tipo de aproximación al tipo penal del terrorismo en el Derecho Comparado puede apreciarse en, por ejemplo, España, Francia, Australia, Argentina, Costa Rica, Ecuador y México.




Ponen de manifiesto que, en Chile, el actual texto del artículo 1° de la Ley Antiterrorista establece: «Constituirán delitos terroristas los enumerados en el artículo 2°, cuando el hecho se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias». Afirman que, a partir del tenor de la norma, se puede inferir que el legislador chileno optó por la fórmula consistente en tomar ciertas hipótesis delictuales comunes graves, a las cuales, añadido el denominado «dolo terrorista», se les podrá dar el tratamiento establecido en la ley N° 18.314 y, en consecuencia, como efecto más relevante, aplicar una pena más elevada.




Sostienen que, sin lugar a dudas, desde el punto de vista nacional e internacional existe una condena total al terrorismo en cualquiera de sus formas por violar gravemente los derechos humanos, tal como se expresó al comienzo de los fundamentos de este proyecto.





Continúan explicando que, sin perjuicio de lo señalado precedentemente, los hechos han demostrado que su aplicación actual ha tenido enormes dificultades por el alto estándar probatorio materializado en el dolo terrorista y por la necesidad de herramientas eficaces de investigación.





En efecto, recuerdan que ha existido una serie de actos terroristas en el país, más de 200 explosiones de bombas, la más reciente en las cercanías del Metro Escuela Militar, donde resultaron lesionadas 14 personas. Esto, agregan, ha dejado al descubierto la necesidad manifiesta de perfeccionar nuestra legislación en materia de delitos terroristas y su penalidad, adecuándola a los estándares internacionales existentes en la materia, introduciendo un conjunto de técnicas investigativas que ya han sido incorporadas en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, y en la ley N° 19.913, sobre lavado y blanqueo de activos. Lo anterior, sin perjuicio de mantener aquellas normas de la ley vigente que son compatibles con el nuevo diseño propuesto.





Luego, se explican los objetivos del proyecto.




Sus autores indican que éste tiene por finalidad actualizar y perfeccionar la ley que tipifica las conductas terroristas, incorporando una definición que sea clara, pero que contemple una adecuada sanción a los delitos terroristas. Asimismo, se incorporan métodos investigativos apropiados para la pronta detección de cualquier tipo de atentado terrorista, la desarticulación y neutralización de las organizaciones ilícitas terroristas y el control sobre actividades sospechosas de financiamiento del terrorismo, adecuando la normativa a los estándares internacionales.





Seguidamente, se aborda el contenido de la iniciativa, distinguiendo los siguientes tres grupos de materias:

1.-
Definición de conducta terrorista





El nuevo artículo 1° propuesto, incorpora elementos subjetivos y objetivos que permiten calificar una conducta como terrorista. Entre los primeros, además de la finalidad de causar temor y la de arrancar resoluciones de la autoridad, se agrega la de desestabilizar el orden constitucional democrático. Dentro de los segundos, se incorporan las circunstancias de existir un plan premeditado para dañar a un grupo determinado de personas, la utilización de medios que produzcan daño indiscriminado, como las armas nucleares o biológicas, y la utilización de explosivos capaces de afectar la vida o integridad física de un número indeterminado de personas.





En su artículo 2°, la propuesta de ley establece un catálogo de delitos comunes con la innovación de que las conductas que antes no constituían delitos autónomos, son incorporadas al Código Penal o a leyes especiales. Así, se incorporan los nuevos artículos 341 bis y 403 bis al Código Penal y el artículo 14 bis a la Ley sobre Control de Armas, además del atentado contra autoridades.





Lo anterior permite que toda conducta base para el terrorismo tenga una penalidad asociada y que el hecho de calificarla como tal, signifique una agravación en su sanción por el alto reproche social y daño a la paz social que tales conductas representan.





Por otro lado, se mantiene la exclusión de la aplicación de la legislación antiterrorista de los menores de edad y se regula la rebaja de penas para quienes cooperen de manera efectiva en la prevención de estos hechos. Asimismo, se tipifica de manera efectiva el delito de financiamiento del terrorismo, sancionando a quienes soliciten, recauden o provean fondos para este fin.

2.-
Modificaciones relativas a la jurisdicción y al procedimiento





En esta materia, se propone un capítulo completo que regula y amplía las actuaciones del Ministerio Público en la investigación de estos delitos, manteniendo siempre un adecuado control judicial para aquellas medidas que puedan afectar derechos o libertades de las personas. Así, se le permite acceder de manera expedita a documentación que obre en poder de auxiliares de la administración de justicia y se le autoriza para tomar medidas en caso de existir peligro para agentes o testigos.





Asimismo, se agregan medidas cautelares especiales como el arraigo nacional y cautelares reales que permitan evitar la consecución del objetivo terrorista o la fuga de los imputados.




Por otra parte, y basándose en el Mensaje originalmente ingresado por el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera el año 2010, se introduce la figura de los agentes encubiertos e informantes, como un medio idóneo y eficaz para penetrar agrupaciones ilícitas con fines terroristas y detectar a sus partícipes o suministrar la información necesaria para la detección de acciones encaminadas a la planificación de atentados con carácter terrorista.





Se incorporan también las técnicas de entregas vigiladas y las transacciones de armamentos y explosivos destinadas a la perpetración de atentados terrorista. Con esta medida, se busca individualizar a las personas que participen en la ejecución de tales hechos, conocer sus planes y determinar sus responsabilidades.




El proyecto incorpora adicionalmente reglas sobre cooperación y asistencia internacional destinadas al éxito de las investigaciones sobre los delitos que son materia de esta ley, de acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales celebrados por Chile.

3.- Modificaciones a otras leyes y derogación de la ley N°18.314





Finalmente, la Moción tipifica en distintos cuerpos legales todas las conductas base del terrorismo, las cuales reciben una sanción con independencia de su calificación terrorista. Como consecuencia de lo anterior, se propone modificar la actual ley antiterrorista, de N° 18.314, para sustituir su contenido por el que en esta oportunidad se propone.

- - -

DEBATE DE LA COMISIÓN


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, dio inicio a la discusión en general del proyecto, anunciando que, dada la naturaleza del mismo, resultaba de interés recibir al señor Ministro de Justicia y también al abogado señor Juan Pablo Hermosilla, quien encabezó la Comisión de Expertos que colaboró con el Gobierno en la elaboración del Mensaje presidencial que dio inicio al proyecto que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal, contenido en el Boletín N° 9.692-07. Igualmente, señaló que correspondía recabar la opinión de distintos académicos especialistas en la materia en estudio y de representantes de instituciones vinculadas a la misma.


A la vez, hizo presente el criterio acordado por la Comisión, en orden a estudiar esta Moción de manera conjunta con el ya referido proyecto de ley iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, que también se encuentra está en primer trámite constitucional, radicado en esta Comisión.


Consecuentemente, ofreció la palabra, en primer término, al Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez.


El señor Ministro agradeció, en nombre del Gobierno, la invitación a participar en el estudio de estas iniciativas y observó que al asunto abordado por ellas reviste gran importancia para los objetivos que la actual Administración persigue en materia de seguridad pública. Indicó que, sin embargo, no le asiste la convicción de que el terrorismo sea un tema fundamental en este momento en nuestra sociedad, pues lo que se observa son más bien hechos aislados de índole terrorista. En estas circunstancias, explicó que será posible realizar este estudio con la tranquilidad necesaria, de manera de sustituir la ley antiterrorista con la debida ponderación y alcanzar, de este modo, un sistema actualizado y democrático sin necesidad de acudir a la elaboración de una legislación de emergencia.


A continuación, se refirió al proyecto contenido en el Mensaje enviado por el Ejecutivo al Parlamento, informando que éste fue elaborado en base a una propuesta confeccionada por un grupo de expertos que fueron convocados para estos efectos, a quienes agradeció el cometido desempeñado. Destacó el intenso trabajo desarrollado por aquella comisión, el que fue acompañado, además, por conversaciones sostenidas con representantes de los distintos partidos políticos.


Informó que el texto a que se llegó representa el fruto de aquel esfuerzo y que contempla tanto puntos en los cuales hubo consenso como otros en los que éste no se logró, correspondiendo que el Parlamento realice la correspondiente discusión.

Manifestó que las principales novedades que presenta dicha iniciativa pueden resumirse de la siguiente manera:


1) En primer lugar, se sustituye completamente la ley N° 18.314, incorporándose todas las reglas procesales del nuevo estatuto al Código Procesal Penal. Observó que, en principio, se consideró hacer algo similar con las figuras penales, integrándolas como un tipo especial dentro del Código Punitivo, pero en definitiva se descartó esa idea porque en marzo del año 2015 se espera presentar la indicación sustitutiva del proyecto que establece un nuevo Código Penal. En consecuencia, se prefirió no aplazar esta discusión, además de tener tener en consideración que la tramitación del nuevo Código Penal seguramente será compleja.

2) En segundo lugar, el texto propuesto en el Mensaje centra la persecución terrorista en la idea de la asociación criminal terrorista, que es la que se forma para socavar o sustituir el orden institucional democrático, imponer exigencias a la autoridad política, arrancar decisiones de ésta, afectar gravemente al orden público, infundir temor generalizado en la población de pérdida o privación de sus derechos fundamentales y cometer crímenes de lesa humanidad o genocidio.


3) Agregó que también hay reglas especiales respecto del delincuente individual que, actuando en solitario, comete actos terroristas, y del miembro no activo del grupo, que manifiesta su adhesión a los fines de la asociación mediante actos positivos establecidos en la ley.


4) Luego, explicó las modificaciones que se introducen en materia procesal penal.

5) En quinto lugar, señaló que se amplía el plazo de detención y el lapso máximo para formalizar al detenido.


6) Enseguida, se establecen reglas especiales para la prisión preventiva, imponiendo un régimen más gravoso a la persona que está sujeta a dicha medida cautelar.


7) Se incluyen medidas de protección y secreto para los testigos, peritos, agentes y parientes de todos ellos. Explicó que, en este ámbito, hubo que optar entre la figura de los testigos anónimos y la de los protegidos.


8) Se consagran reglas especiales de secreto de la investigación y limitación de la defensa a la identidad de los testigos protegidos.


Expresó, en último término, que el estudio realizado por la ya mencionada Comisión de Expertos mostró que en el ámbito internacional existe una variada gama de regímenes en cuanto al combate al terrorismo, por lo que en muchas materias fue necesario inclinarse por una determinada fórmula y someter la respectiva propuesta a la discusión del Poder Legislativo, que adoptará la decisión final.

Hizo presente que la proposición que se está presentando no deja fuera ninguno de los puntos que están en debate en el ámbito público y académico y reiteró la relevancia de esta discusión para el país, aun cuando éste no se encuentra en este momento en una situación como la que afecta a otras sociedades. Aun así, concluyó, es de primordial importancia contar con las herramientas legales necesarias para proteger adecuadamente a la población.


A continuación, se ofreció la palabra al Coordinador de la Comisión de Expertos encargado de redactar la iniciativa en estudio, abogado señor Juan Pablo Hermosilla.


El señor Hermosilla agradeció la posibilidad de intervenir en la discusión de esta iniciativa e inició su exposición relatando que la instancia que encabezó estaba integrada por profesores de distintas áreas y que, por la premura del encargo efectuado, se decidió enfrentar el tema con una metodología doble. Explicó que, por un lado, se preparaban sesiones de exposiciones y debate a cargo de uno o más de sus integrantes y, en paralelo, se realizaban entrevistas a actores representativos del sistema. Expresó que en ese cometido se reunieron con cerca de 90 personas, provenientes de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público y sus asesores; la Defensoría Penal Pública nacional y sus asesores; los equipos que han participado en causas terroristas tanto en la fiscalía regional de La Araucanía como la defensoría regional de esa misma área; oficiales de inteligencia de las policías; el Director de la Agencia Nacional de Inteligencia; representantes del Instituto Nacional de Derechos Humanos; defensores privados de víctimas y representantes de otras agrupaciones ciudadanas.


Señaló que la información proveniente de esas entrevistas fue crucial para la formulación de varias normas, como las de los agentes encubiertos y testigos anónimos.


Recordó que el encargo hecho a la Comisión era levantar un diagnóstico sobre la situación en que está la legislación vigente y elaborar una propuesta. En ese cometido, se analizó primero el tema del terrorismo contemporáneo. Manifestó que se partió de la constatación que casi en todas partes del mundo la tipificación del terrorismo parte de figuras delictivas comunes, que son agravadas por alguna causa relevante. Indicó que la configuración dogmática de la conducta terrorista no es una cuestión asentada, de la misma forma como los tipos clásicos de la parte especial del derecho penal. Ello, porque el terrorismo, en cuanto fenómeno social, está en desarrollo.


Expresó que esto se refleja en la diversidad de modelos legislativos que se han adoptado para enfrentar el problema en diversas partes del mundo, pues cada una de ellas ha tenido que enfrentar fenómenos locales distintos. Por esta razón, aclaró, tampoco la Organización de Naciones Unidas tiene un concepto asentado sobre terrorismo.


Señaló que el fenómeno también ha tenido un desarrollo histórico. En efecto, en un primer momento el terrorismo se expresa como atentado contra la autoridad; luego deviene en expresión de cierto tipo de anarquismo social; enseguida muta a una variante revolucionaria violenta; posteriormente evoluciona a un modelo inspirado por la doctrina de la seguridad nacional y el enemigo interno, hasta llegar a la situación actual, en la que luego del atentado a las Torres Gemelas de Nueva york la idea de terrorismo se asimila a un acto de guerra, en el que el terrorista es tratado como un enemigo que no tiene los derechos tradicionales que se le reconocen a los prisioneros de guerra en las Convenciones de Ginebra.


Indicó que la propuesta de la Comisión que encabezó es distinta y ambiciosa, porque tiene lugar fuera de un escenario temporal grave de terrorismo. Manifestó que la idea principal es que a través de las normas de represión al terrorismo se refuerce el Estado democrático y no que ese estatuto especial sea una fuente de su debilitamiento. Expresó que en Estados de esas características, los ciudadanos tienen derecho a una respuesta eficiente ante la amenaza terrorista, pero que se encuadre dentro del Estado de Derecho.


Señaló que el riesgo latente en la parte del mundo donde vivimos es que el terrorismo inorgánico devenga en narcoterrorismo, tal como ha sucedido en varios países del área.


Sostuvo que uno de los problemas que intentó abordar la propuesta de la Comisión fue el cruce de la legislación antiterrorista vigente con la Ley sobre Control de Armas, la de Seguridad Interior del Estado y la ley N° 20.000, que contienen una diversidad de normas procesales que se superponen, además de normas penales sustantivas que generan concursos ideales. Explicó que estas situaciones atentan contra la eficacia general del sistema y que por ello es necesario introducir criterios comunes en la legislación ordinaria.


Indicó que una de las principales conclusiones de la Comisión fue que la actual legislación antiterrorista es ineficaz porque centra la atención en el terrorista y no considera el injusto de asociación, que es el tópico más importante del fenómeno en la actualidad. Señaló que lo anterior, en la práctica, ha significado que apenas un 10% de los encausados por este estatuto especial sean condenados por los ilícitos que en él se detallan, lo que ha transformado su invocación en los procesos penales en un verdadero estorbo para los actores que en ellos participan, por lo que nadie defiende la actual legislación.


Expresó los órganos que participan como agentes persecutores de la responsabilidad penal ante los tribunales hicieron notar que la tipicidad debe mejorar, pero que por sobre todo es necesario incluir nuevas herramientas procesales, porque, en la actualidad, los grupos terroristas tienen organizaciones más sofisticadas. Añadió que en esta misma línea, se planteó que el mecanismo actual de los testigos sin identidad no presta utilidad real. En efecto, fuera del proceso las comunidades donde viven las partes involucradas identifican con facilidad de quien se trata, dejando a esa persona en la indefensión. Dentro del juicio, son continuamente cuestionados por la limitación que ellos importan para el derecho a la defensa.


En este contexto, planteó que la lógica procesal del sistema actual y las condiciones económicas del país permiten plantear la erradicación de los testigos sin identidad en los procesos penales por aplicación de la ley antiterrorista y, en su reemplazo, implantar un sistema de protección total al testigo y su familia, que les asegure su integridad física durante el proceso y que, con posterioridad al mismo, les brinde una nueva identidad y medios suficientes para reiniciar su vida en otra parte. Manifestó que insistir en el tema actual es permitir que el Estado rehúya su responsabilidad con los testigos y no respete las garantías básicas de la defensa.


Señaló que otra medida que requieren los operadores al unísono es el establecimiento de un sistema común de agentes encubiertos, con todas las limitaciones jurisdiccionales que sean del caso.


Manifestó que la Carta Fundamental, en su artículo 9°, contiene un concepto de terrorismo que debe ser eliminado, pues constituye un resabio de la dictadura. Recordó que esa definición fue hecha con la ayuda del profesor señor Sergio Yáñez y, en la práctica, implicó calificar de terroristas justamente a las personas que en ese momento estaban siendo torturadas y desparecidas por los agentes del Gobierno.


Volviendo a los aspectos penales del proyecto, recordó que la apuesta de éste es centrar la atención en la persecución del injusto de organización, en la línea de lo que ya planteó el proyecto de Código Penal presentado por el ex Presidente señor Piñera. En esa línea, manifestó que es imperioso mejorar el concepto de asociación ilícita del Código Penal, que data del siglo XIX y que está plenamente superado en la actualidad. Connotó que hay que dejar fuera la noción de verticalidad y pasar a una perspectiva más orgánica, tal como lo desarrollaron latamente los Comisionados señores Mañalich y Cox.


En relación con el tema del terrorismo individual, planteó que más allá de las insuficiencias probatorias, este fenómeno puede tener lugar y que por ello hay que considerar una figura que lo sancione, no como terrorismo, pero con una pena similar y proporcional al daño producido.


En otro orden de materias, explicó que se optó por una cláusula de excepción relativa a las reivindicaciones territoriales reconocidas por el derecho internacional público, expresada quizás en términos un poco vagos, pero que está en la línea de lo que recomienda la Organización de Naciones Unidas. Señaló que, de esa forma, se evitan cuestionamientos internacionales a la persecución llevada a cabo por el Estado chileno. Explicó que esta consideración también tuvo en cuenta los informes de los relatores enviados a Chile para pesquisar el estado del respeto a los Derechos Humanos en el conflicto mapuche, y la propia experiencia de los comisionados que viajaron a Temuco y percibieron de primera mano que allí se desarrolla un conflicto político provocado por la intervención del Estado a finales del siglo XIX y su posterior retiro en el siglo XX, dejando un problema incoado entre los mapuches y los pobladores.


En relación a las objeciones levantadas sobre el entrampamiento, recordó que este tema ha sido planteado incluso antes de que la figura del agente encubierto o revelador se incorporara formalmente a la legislación. El problema se suscita con la inducción a cometer un delito. Explicó que ese supuesto no se da en todos los casos, y de esa forma el policía encubierto que se hace pasar por un adicto y se acerca a comprar a un vendedor habitual de drogas no induce a ese narcotraficante a cometer un delito que de otro modo no habría tenido lugar, sino que simplemente se introduce en una transacción ilícita habitual. El límite se encuentra cuando se trata de una situación donde el agente instigador forma totalmente en el otro la voluntad de cometer el delito que de otra forma no habría existido.


Señaló que en la segunda situación, la Excma. Corte Suprema ha observado un problema de antijuridicidad material, porque no se puede sostener que una conducta típica es contraria al derecho y merece represión por el Estado, cuando es el mismo Estado quien ha hecho todo lo posible para que esa conducta tenga lugar.


Manifestó que el problema de la inducción se reduce a niveles razonables si se adopta el sistema de control que propone el proyecto, que introduce un mecanismo respetuoso de la institucionalidad y de la protección de los derechos fundamentales. Expresó que esta idea también estaba considerada en el anteproyecto que dio lugar al mensaje del nuevo Código Penal presentado por la Administración anterior.


En relación con los agentes encubiertos, informó que esto fue una solicitud muy insistida por las fiscalías y las policías, que requerían una regla común para todos los delitos especiales en que fuera necesario utilizar esta medida.


Agregó que, con todo, los Comisionados Horvitz y Hernández –que estuvieron encargados de desarrollar este punto- construyeron un panorama muy crítico de la forma como se ha utilizado dicho mecanismo en la ley N° 20.000, pues en general se observa muy poco control de los fiscales y mucha autonomía de los agentes, que, en definitiva, siguen la agenda de sus mandos superiores y no los requerimientos investigativos del Ministerio Público. Explicó que por tal razón, se plantea la idea de que estos métodos especiales de investigación procedan sólo con autorización judicial previa, pues es la única forma de empoderar a los fiscales como conductores de la investigación en este aspecto. Observó que los propios fiscales coincidieron con esta mirada y por ello apoyan el mecanismo que al respecto se propone en el Mensaje.


A manera de conclusión, observó que en nuestro país existe un riesgo cierto de que el terrorismo adquiera un grado mayor de sofisticación, siendo la única respuesta válida del Estado proporcionar herramientas procesales que permitan alcanzar una ventaja tecnológica y de inteligencia a los órganos persecutores, pero siempre con la autorización previa del Poder Judicial, que es la garantía de respeto de todos los derechos de los involucrados.


Luego, la Comisión escuchó la exposición del profesor señor Juan Domingo Acosta.


El profesor Acosta agradeció la invitación a participar de este debate e inició su presentación señalando que esta es una excelente oportunidad para emprender un análisis minucioso sobre la actual legislación antiterrorista.


Refiriéndose al texto propuesto por el Mensaje, expresó que éste no corresponde, en forma exacta, a la proposición realizada en su momento por la Comisión Técnica y que muchas de estas diferencias generan algún déficit de coherencia interna en la iniciativa. Por ejemplo, indicó que la idea original fue adoptar el modelo alemán en cuanto a legislación antiterrorista, lo que requería un cambio en nuestro concepto tradicional de la figura de la asociación ilícita. Por ello, añadió, se propuso una tipificación nueva. Explicó que, no obstante, en el Mensaje se optó por no innovar y se introdujo la figura de la asociación criminal terrorista, que tiene una configuración distinta a la asociación ilícita común del Código Penal chileno, lo que sin duda va a acarrear problemas interpretativos. Indicó que la asociación ilícita común se basa en el principio de la verticalidad y que, en cambio, la nueva figura incorpora la idea de organización delictual horizontal.


Manifestó que una segunda complicación que ofrece el texto propuesto por el Mensaje deriva del hecho de que se apartó de la fórmula de la Comisión Técnica en cuanto a la posibilidad de sancionar a personas que no son miembros de la organización. Ello, dijo, implica dos figuras. En primer término, se incorpora la figura del terrorista solitario, lo que es completamente asistemático, salvo que se trate de una fórmula para sortear los problemas probatorios que puede significar el acreditar la membresía en una asociación criminal terrorista. En segundo lugar, señaló que se introduce una penalización para el adherente, que sanciona a quien adscribe a las ideas delictivas de la organización por medio de actos positivos, pero que no importan delitos por sí mismos. A este respecto, observó que el problema estriba en que se propone aplicar un marco penal idéntico al del participe regular de la organización, lo que resulta desproporcionado.


Señaló que otro punto que debe ser discutido es el de los factores de conexión. Expresó que este tema ha sido latamente examinado en los últimos diez años, en los que ha estado en continuo cuestionamiento la idea de exigir un ánimo terrorista especial distinto al dolo común del delito base. Indicó que el Mensaje insiste en la idea de requerir un elemento subjetivo extra para calificar de terrorista a un ilícito común, pero estableciendo uno de carácter más abierto y plural que el de la actual legislación, lo que supera en parte el problema, pero mantiene la complejidad del asunto. Con todo, observó que parece no haber una manera de superar completamente este incordio, pudiéndose solamente buscar vías para que los problemas de la acreditación del elemento subjetivo sean abordables.


En ese contexto, manifestó que considerar como calificante de terrorismo el ánimo de alterar gravemente el orden público –tal como lo hace el Mensaje-, es complejo, porque la idea de orden público para efectos penales es muy discutida y las figuras que sancionan su infracción también lo son, en particular, por su anquilosada formulación.


En otro orden de materias, señaló que el texto propuesto en el Mensaje presenta errores de tipeo, aparte de otros de fondo. En esta línea, identificó la omisión de la mención del artículo 403 bis del Código Penal entre los delitos base, relativo al envío de cartas y encomiendas explosivas, y la inclusión del tipo relativo a la incorporación de artefactos explosivos de la Ley de Control de Armas, que, en la actualidad, no existe.


Expresó que parece ser un error de fondo incluir entre los delitos base a las figuras de la Ley de Seguridad del Estado, pues se trata de una ley con propósitos especiales distintos a los que persigue una norma que tipifica el terrorismo. Además, implica una distorsión penológica notable pues algunos tipos del primer estatuto tienen penas más altas que las que les correspondería si se les considerara delitos terroristas y, sobre todo, porque la referencia que se hace al delito del artículo 5° de aquella ley es vacía, dado que ese precepto no contiene una figura penal, sino una regla de aplicación de sanciones.


En esta misma línea, planteó que debe revisarse lo que propone el artículo 9° del Mensaje, que plantea tres modificaciones procesales que, según su parecer, están erradas. En primer término, explicó que no tiene sentido establecer que el querellante puede pedir reapertura de la investigación cuando ésta se ha archivado, pues, por definición, el archivo provisional no puede impetrarse cuando hay querellante, según las reglas comunes del Código Procesal Penal. En segundo lugar, opinó que tampoco tendría sentido establecer una apelación contra la resolución que toma conocimiento de la decisión de no perseverar, porque el contenido de esa actuación judicial es simplemente dar noticia al resto de los intervinientes que el Ministerio Público ha decidido ejercer una potestad privativa de carácter administrativo que no es revisable o calificable por los tribunales. Señaló que si se considera que los tribunales pueden revisar la decisión de no perseverar, se cae en una franca inconstitucionalidad, pues el ejercicio de la acción penal pública está en manos del Ministerio Público. Añadió que si lo que se quiere es establecer alguna medida contra esta decisión, la vía es a través de las formas usuales del procedimiento penal, como son el forzamiento de la acusación o la apelación de la resolución que niega lugar a la reapertura de la investigación.


En tercer término, siempre respecto del artículo 9°, manifestó que también es un error permitir el forzamiento de la acusación de la investigación. Explicó que este tema ha sido discutido en el Tribunal Constitucional y que, en la actualidad, no se reconoce este derecho porque está en juego el principio de congruencia, que establece que una persona sólo puede ser condenada por los hechos que fueron materia de una acusación previa, la cual sólo puede basarse en la imputación efectuada en la formalización. En consecuencia, si no hay formalización, no hay congruencia.


En la misma línea anterior, expresó que no tiene sentido establecer que el juez pueda de oficio requerir el cierre de la investigación, pues en el sistema procesal habitual se prevé que la contraparte inste por ello. Añadió que cuando no se da esta situación, lo que puede estar detrás es una negociación para una salida alternativa, asunto en que tampoco debería intervenir el juez.


En otro orden de materias, sostuvo que el Mensaje también plantea algunas opciones que siendo válidas, son opinables. En esta línea, identificó, en primer lugar, la idea de considerar como delito base el envenenamiento de aguas destinadas al uso de la población, pero en paralelo la exclusión del delito de incendio, siendo que en ambos casos está en juego el peligro para un colectivo determinado. Expresó que esto envuelve un punto de carácter político, que requiere del consiguiente debate.


Manifestó, a continuación, que son razonables las siguientes proposiciones: excluir la aplicación de las penas sustitutivas de la ley N° 18.216; establecer como regla general la acumulación material de penas y no la asperación; considerar siempre como pena accesoria la disolución de la persona jurídica utilizada como medio para la comisión del delito; la reforma procesal que se introduce a las normas aplicables de la Ley que Establece la Responsabilidad de los Adolescentes por Infracciones a la Ley Penal, pues esta vía es mejor que la solución tajante que proponía la comisión técnica; las reglas sobre el secreto de la investigación, y las nuevas modalidades para el desistimiento y la cooperación eficaz de los imputados.


Respecto de las opciones que toma el proyecto que merecen un juicio crítico, manifestó que no es razonable no considerar la proposición y la conspiración para cometer un delito terrorista. Explicó que el artículo 8° del Código Penal establece que esas formas de participación se castigarán sólo cuando la ley expresamente lo disponga, pareciendo ser del todo adecuado que la ley así lo haga cuando se trate de delitos terroristas.


En la misma perspectiva, sostuvo que la norma que se plantea sobre el comiso es un poco estrecha, porque considera sólo los objetos e instrumentos utilizados en el hecho delictivo, pero no las ganancias que puede haber como resultado de aquel, por ejemplo, el rescate en un secuestro terrorista.


Observó, enseguida, que requiere mucho análisis lo que se propone sobre el entrampamiento, que es la situación que tiene lugar cuando un agente infiltrado, mediante engaño, induce a un particular a principiar la ejecución de un delito contemplado en esta ley. Indicó que más allá de la cláusula de exculpación para el agente estatal que actuó en cumplimiento de su deber, el punto se plantea respecto al grado de responsabilidad que le cabe al inducido, quien actúa con dolo propio, pero que podría no haber cometido el ilícito si el agente estatal no se lo hubiera propuesto.


Señaló que el asunto expuesto puede ser complicado para el caso de los agentes reveladores, pues cuando ellos actúan haciéndose pasar por compradores de drogas ante vendedores no habituales, en el fondo forman el ánimo de delinquir en un sujeto.


Sobre el particular, explicó que la regulación de los agentes encubiertos y los reveladores es distinta a la que actualmente rige según la ley N° 20.000, pues se establece que la intervención de estos funcionarios requerirá autorización judicial previa. Observó que esto último es un cambio relevante que debe ser discutido, pues la nueva regla supone que estos métodos especiales de investigación entran en la categoría de los que implican alguna restricción de las garantías constitucionales del imputado y que, según el artículo 9° del Código Procesal Penal, requerirían autorización judicial previa. Explicó que requerir esta autorización previa en el caso de las entregas vigiladas es una situación distinta, pues ahí no hay una afectación de derechos, sino simple y llanamente la comisión de un delito –pues se trata de la entrega de una especie ilegal-, y por ello es imprescindible la participación de un juez imparcial.


En relación con la titularidad para ejercer penal, destacó que se considera un abanico muy amplio de sujetos activos, pues se incluye al Ministerio Público, al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a la víctima y a toda persona domiciliada en la provincia donde tuvo lugar el hecho. Expresó que el cuarto caso de los enunciados es particularmente discutible.


Manifestó que el proyecto repite el actual artículo 186 del Código Procesal Penal, que permite que una persona sujeta a una investigación desformalizada pida al juez que requiera al Ministerio Público para que formalice su causa, pero a renglón seguido reproduce el problema actual de la norma, que es no indicar un efecto para el caso que, cumplido el plazo para formalizar, el Ministerio Público no lo hace.


En último término, se refirió a la regla sobre los testigos protegidos, manifestando que este es un asunto debatible. Recordó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró, en el fallo Norín Catrimán, que es posible el uso de testigos sin identidad siempre y cuando no sean la única prueba de cargo y se permita que la defensa los contrainterrogue. Expuso que la otra opción es tener testigos protegidos, materia que importa un asunto de opciones políticas y de medios para asegurar la integridad del testigo y de su familia.


En la sesión siguiente, la Comisión escuchó la opinión del profesor señor Jean Pierre Matus.


El profesor señor Matus agradeció la invitación a participar en esta discusión e inició su presentación señalando que, atendida la petición que se le formulara en el oficio de invitación, abordaría en su exposición tanto la Moción en estudio, de autoría de los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, Chahuán, García y Prokurica, como el proyecto originado en Mensaje de la señora Presidenta de la República sobre la misma materia, contenido en el Boletín N° 9.629-07. Por tal razón, explicó que se referiría de manera conjunta a ambos proyectos.


Opinó que, sin lugar a dudas, la actual ley antiterrorista debe modificarse por variadas razones. Expresó que una de las más importantes radica en las perplejidades que ha producido su aplicación, a pesar de las innumerables reformas que ha sufrido en los últimos 20 años.


Expresó que los principales problemas que se detectan en el foro a propósito de esta ley derivan de que, en principio, ella parece tener penas muy excesivas para ciertos hechos, pero al mismo tiempo ese exceso de rigor es compensado con un sinnúmero de requisitos que hacen muy difícil su aplicación, debido a las exigencias probatorias. Añadió que incluso para los casos en que efectivamente se han configurado estos ilícitos en juicios, su aplicación por nuestros tribunales ha sido considerada discriminatoria en instancias internacionales, como lo indica la sentencia de la Corte Interamericana de Justicia contra el Estado de Chile en el caso Norín Catrimán. Afirmó que estas dificultades han hecho que la ley vigente esté deslegitimada.


Manifestó que tanto la ya referida Moción como el Mensaje en estudio señalan dos formas diferentes de abordar el problema. El Mensaje parte de la base que lo que debe incriminarse es la idea de asociación criminal terrorista y, a partir de esa idea, se sanciona a quienes participan en su fundación; a quienes lo hacen activamente; a los que adhieren a ella; a los que actúan de manera separada pero cumpliendo las mismas finalidades, etc. Esto se debe a que según el Mensaje, el terrorismo es fundamentalmente un ilícito de organización, lo que sigue de alguna forma los modelos legislativos alemán y español e implica exigir una serie de pruebas para apreciar la existencia de una organización criminal terrorista, como son: a) que se demuestre que existe una asociación o grupo criminal efectivamente organizado en atención a la cantidad de sus miembros, su dotación, etc.; b) que sus integrantes hayan demostrado objetivamente que son parte de una organización criminal terrorista cometiendo los delitos que se indican, y c) que se pruebe que los delitos cometidos de la lista indicada se han cometido con alguna de las siguientes finalidades: i) socavar o destruir el orden público; ii) imponer exigencias o arrancar decisiones a la autoridad, y iii) infundir temor generalizado en la población de sufrir la privación de sus derechos fundamentales.


Añadió que el Mensaje también considera un acápite para incorporar a la legislación común las medidas especiales de investigación, estableciendo un nuevo párrafo 4º en el libro 1º del Código Procesal Penal, con 25 artículos nuevos. Destacó de esta proposición que junto con incorporar las técnicas especiales de investigación que ya existen en otros delitos (agente encubierto, agente revelador, entregas vigiladas, testigos reservados), modifica de alguna manera estas medidas, haciendo en la mayor parte de los casos más exigentes los requisitos para su otorgamiento y, en otros, imponiéndole límites adicionales a su empleo. Explicó que lo último es llamativo, pues si se han obtenido medios probatorios en forma legítima en la investigación de una organización criminal, no se divisa razón para que esa misma evidencia no se utilice en otros procedimientos.


Indicó que, por su parte, la Moción considera otro esquema. En primer lugar, trata de mejorar la actual ley antiterrorista, manteniendo el mecanismo existente, con un artículo primero donde se identifican las finalidades y circunstancias que transforman un delito en terrorista y un artículo segundo, en el cual se mencionan nominativamente los hechos que, de concurrir las circunstancias que señala el artículo anterior, pueden ser calificados como terroristas. Estas circunstancias son las siguientes: ser cometido con la finalidad de producir en toda la población o en parte de ella el temor justificado a ser víctima de la misma clase de delitos; ser cometido con la finalidad de desestabilizar el orden constitucional democrático; ser cometido con la finalidad de arrancar o inhibir decisiones de la autoridad; ser cometido obedeciendo a un plan determinado de atentar contra una categoría o grupo de personas; ser cometido empleando artificios nucleares, bacteriológicos o similares, o ser cometido empleando bombas o explosivos.


Destacó que respecto a la asociación criminal terrorista, la Moción la considera, pero sólo en cuanto a uno de los delitos que se pueden cometer con esta finalidad y no como un delito base.


En cuanto a las medidas de investigación, hizo notar que la iniciativa de los señores Parlamentarios se limita a incluir medidas especiales de investigación para los delitos terroristas y no pretende una regulación más general, como lo contempla el Mensaje. Por tal razón, la Moción incorpora en la ley antiterrorista las actuales disposiciones de la ley N° 20.000 sobre medidas investigativas especiales. La novedad en este aspecto es la incorporación de la posibilidad de requerir antecedentes a terceros que no sean funcionarios públicos, posibilidad que no existe en el Código Procesal Penal y que puede resultar muy útil.



Efectuando una valoración de tipo general de las dos iniciativas en análisis, expresó que tanto el proyecto contenido en el Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República como el de la Moción de los señores Senadores de Renovación Nacional, contemplan propuestas innovadoras bajo el común propósito de perfeccionar y hacer eficaz la legislación antiterrorista, asumiendo que la actual adolece tanto de problemas de legitimidad como de eficacia.





Así, dijo, la idea de definir una asociación criminal más allá de la escueta descripción del vigente artículo 292 del Código Penal podría parecer apropiada, sin perjuicio de las correcciones que debieran hacerse a la definición propuesta. También es fundamental, definida que fuera la asociación criminal, determinar los grados de colaboración punibles y las consecuencias que ello tiene para la responsabilidad penal. Pero, agregó, quizás en este punto es donde la actual legislación común parece más acorde con los requerimientos internacionales que la propuesta del Mensaje y es por ello que una definición exclusiva de asociación criminal terrorista sin atención a la regulación de la asociación ilícita del Código Penal quizás traiga más problemas que soluciones. Las ideas y el proyecto del Informe de la Comisión de Expertos parecían en este punto más acordes con el propósito de introducir una figura especial de “asociación criminal terrorista”, aunque la configuración de las reglas que para las asociaciones criminales proponía dicha Comisión no necesariamente suponían un efectivo perfeccionamiento de la legislación vigente, tanto en materia de asociaciones ilícitas cuanto en el tratamiento penal del terrorismo propiamente tal. 




Continuó indicando que también parece razonable aprovechar la oportunidad de legislar para dotar a los organismos investigadores de facultades que permitan una efectiva investigación, sanción y prevención de los atentados terroristas, sin perder de vista que muchas veces sus autores financian tales hechos mediante la comisión organizada de delitos comunes y no exclusivamente terroristas, como plantea el Mensaje. Otra cosa es la buena o mala fortuna que se ha tenido en este esfuerzo y que parece estar mediada por una excesiva desconfianza en la Policía, el Ministerio Público y los jueces, de modo que, inexplicablemente, en muchos casos la nueva regulación exige requisitos o impone condiciones que no estaban presentes en la vigente y que pueden hacer inoperantes, en la práctica, las medidas que se proponen, tales como la desaparición de los testigos anónimos o reservados, la limitación para emplear pruebas obtenidas lícitamente en otras investigaciones y la comunicación del contenido de las diligencias reservadas al juez y, eventualmente, a las defensas. 





Opinó que en cuanto a la Moción, resulta destacable el esfuerzo por ofrecer una delimitación de los delitos terroristas como supuestos especialmente graves de delitos existentes por la concurrencia de los criterios subjetivos u objetivos que se establecen. Esta forma de regulación parece más clara, directa y, sobre todo, practicable, que fundamentar la existencia del terrorismo en una organización criminal. Pero no es afortunado el exceso de referencias a artículos determinados del Código Penal, problema que también padece el proyecto del Mensaje, y es muy discutible la forma de agravar las penas y los efectos de tales agravaciones, muy parecidos a la de la ley actualmente vigente. Por otra parte, la forma más sencilla y coherente con la legislación vigente de introducir las medidas especiales de investigación es también loable, aunque no pareciera que ello debiera limitarse a la investigación de los actos terroristas, tal como ya se dijo.





Sostuvo que, lamentablemente, dada la contingencia política y las premuras de los tiempos, ni el Mensaje ni la Moción ofrecen una completa regulación de todos los hechos que de conformidad con el derecho internacional pueden calificarse de terroristas, aunque se debe decir que en este punto la técnica empleada por la Moción facilitaría mucho la incorporación de aquellos no tenidos todavía en cuenta.





Por lo tanto, declaró, existiendo elementos valiosos a tener en consideración en ambos proyectos, parece razonable proponer su tramitación conjunta y su eventual fusión en único proyecto de ley que sustituya la actual Ley Nº 18.314, para rescatar los elementos positivos de cada uno, perfeccionar aquellas proposiciones normativas que podrían generar problemas de aplicación y complementar su contenido con aquello que no regulan y debieran, de modo que sea posible ofrecer al país una nueva regulación en la materia, coherente, adaptada a las exigencias de los tiempos y del ordenamiento internacional en el que estamos inmersos y que, además, tenga el apoyo transversal que una legislación de esta naturaleza requiere.





A continuación, sobre la base de los razonamientos antes consignados, informó que formularía una propuesta neutral y normativamente fundada, teniendo al Derecho internacional como base para una reforma integral de la legislación local antiterrorista.





Precisó que, a su juicio, carece de interés teórico y práctico la discusión acerca de cuál sería la esencia de una conducta terrorista y particularmente debatir acerca de si tal calificación la otorga o no su adscripción a una asociación u organización criminal de carácter terrorista o la existencia de determinados elementos subjetivos u objetivos, como podría desprenderse de la comparación superficial de los dos proyectos presentados. Ello por cuanto mientras el proyecto del Mensaje sí termina por reconocer la existencia de actos terroristas no vinculados a asociaciones criminales de dicha índole, sino únicamente compartiendo sus finalidades, la Moción considera también un delito terrorista de asociación ilícita constituida para cometer delitos de ese carácter.





Hizo presente que, por otra parte, nuestras obligaciones internacionales no apuntan a la consagración de uno u otro modelo, sino simplemente a la necesidad de implementar los Tratados Internacionales que Chile ha suscrito voluntariamente, así como las Resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas que, dictadas de conformidad con el Capítulo VII de la Carta, también nos obligan. 





Y es por ello, prosiguió, que si se tiene en vista el cumplimiento de tales obligaciones, la fusión del Mensaje con la Moción presentadas para sustituir la ley Nº 18.314, recogiendo los elementos valiosos contemplados en ambos proyectos, debiera ir un poco más allá de afrontar puntuales problemas de seguridad y servir de punto de partida para una reformulación de la legislación sobre conductas terroristas que nos permita cumplir nuestras obligaciones internacionales en la materia, en toda su amplitud.





Afirmó que para adoptar este punto de partida, hay buenas razones tanto políticas como prácticas. Desde un punto de vista político, en primer lugar cabe señalar que dichas obligaciones internacionales se han establecido con el propósito de no ofrecer refugios jurisdiccionales a quienes realizan tales hechos, obligando a los Estados suscriptores a su castigo o entrega en extradición. Y sea cual sea la opción técnica de Chile en la materia, es necesario cumplir con el requisito básico de que los hechos por los que se castiga o se concede la extradición sean punibles y extraditables en Chile, es decir, estén tipificados en la ley y la sanción que se les establezca importe más de un año de privación de libertad.




En segundo término, también es adecuado a las circunstancias actuales tomar en cuenta tales Tratados y Resoluciones como base de una legislación sobre conductas terroristas, pues sólo ese punto de vista externo y al que el Estado de Chile se ha sometido voluntariamente como parte de la Comunidad Internacional, nos permite adoptar una política de Estado en la materia, alejada de teorizaciones, prejuicios y miedos individuales o partidistas, permitiendo ver la legislación que se precisa en esta materia como una respuesta nacional a un problema del presente y del futuro, sin resquemores acerca del pasado.





Aseveró que desde el punto de vista práctico, como se verá, si bien es sabido que la legislación internacional no define con precisión qué es un hecho terrorista, por una parte da bastantes luces al respecto y, por otra, y lo más importante, ofrece un catálogo determinado de 16 Tratados o Convenciones Internacionales que establecen específicas obligaciones de tipificar y sancionar con penas adecuadas ciertos hechos que objetivamente podemos considerar como terroristas. Además, las dos Resoluciones que en la materia ha dictado con carácter obligatorio el Consejo de Seguridad (1363 y 1264), también precisan una serie de hechos cuya tipificación y sanción se prescribe a título de conductas terroristas, su financiamiento, inducción y facilitación. Y por si lo anterior no facilitase suficientemente la labor, la Organización de las Naciones Unidas dispone de dos organismos especializados -la Oficina Contra las Drogas y el Delito y el Comité Contra el Terrorismo del Consejo de Seguridad- que han preparado materiales en los cuales no sólo se analizan los problemas y soluciones que presenta la prevención y sanción del terrorismo, sino también ofrecen modelos de legislación que recogen las experiencias de los miembros de la ONU en la materia y el Derecho Comparado e Internacional.





En cuanto a las luces o esbozos de una definición internacional del terrorismo, consideró útil citar la Resolución 49/60, de 1994, donde se “declara solemnemente” que “3. Los actos criminales con fines políticos concebidos o planeados para provocar un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en personas determinadas son injustificables en todas las circunstancias, cualesquiera sean las consideraciones políticas, filosóficas, ideológicas, raciales, étnicas, religiosas o de cualquier otra índole que se hagan valer para justificarlos”. Recordó que, posteriormente, al adoptarse la llamada Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo (A/RES/60/288), la Asamblea General declaró el 8 de septiembre de 2006 “que los actos, métodos y prácticas de terrorismo en todas sus formas y manifestaciones constituyen actividades cuyo objeto es la destrucción de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la democracia, amenazando la integridad territorial y la seguridad de los Estados y desestabilizando los gobiernos legítimamente constituidos, y que la comunidad internacional debe adoptar las medidas necesarias a fin de aumentar la cooperación para prevenir y combatir el terrorismo”. Y por su parte, el Consejo de Seguridad, en su resolución 1.566 (de 2004), determinó elementos de una definición al referirse al terrorismo como los “actos criminales, inclusive contra civiles, cometidos con la intención de causar la muerte o lesiones corporales graves o de tomar rehenes con el propósito de provocar un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en determinada persona, intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de realizarlo”.





Indicó que, sin embargo, a pesar de que nada de lo anteriormente expuesto puede considerarse como una definición normativa universal respecto de qué ha de entenderse por terrorismo, lo cierto es que las obligaciones de los Estados respecto de tipificar y sancionar ciertos actos de terrorismo o delitos terroristas en particular no derivan, en sentido estricto, de las Declaraciones de la Asamblea General ni del Consejo de Seguridad, sino de los Tratados vigentes y las Resoluciones del Consejo de Seguridad dictadas de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas. Es por ello que en la mencionada Resolución 49/60, se “declara solemnemente” que los Estados deben “tomar cuanto antes todas las medidas necesarias para aplicar los convenios internacionales vigentes en la materia en que sean partes, incluida la armonización de su legislación interna con esos convenios” (5, e), y en la Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo (A/RES/60/288), se reitera el llamado a cumplir con los tratados y las Resoluciones de la ONU en la materia, incluyendo “asegurar que los autores de actos terroristas sean detenidos y enjuiciados o extraditados, de conformidad con las disposiciones pertinentes del derecho”.





Informó que los Tratados suscritos a la fecha que abordan diferentes aspectos del terrorismo internacional son: el Convenio sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves, de 1963 (1); el Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, de 1970 (2); el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, de 1971 (3); la Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, de 1973 (4); la Convención internacional contra la toma de rehenes, de 1979 (5); la Convención sobre la protección física de los materiales nucleares, de 1980 (6); el Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicios a la aviación civil internacional, de 1988 (7); el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, de 1988 (8); el Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, de 1988 (9); y el Convenio sobre la marcación de explosivos plásticos para los fines de detección, de 1991 (10); el Convenio internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas de 1997 (11); el Convenio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo, de 1999 (12); el Convenio internacional para la represión de los actos de terrorismo nuclear, de 2005 (13); el Nuevo Convenio de Aviación Civil, de 2010 (14); el Protocolo complementario del Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, de 2010(15); y el Protocolo del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, de 2005 (16).




De allí, añadió, que el Artículo 2 de la Convención Interamericana contra el Terrorismo, del año 2002, simplemente declara que para sus propósitos son delitos terroristas los que se indican en los tratados antes mencionados, suscritos a esa fecha, 
 y su Artículo 3 establece que “cada Estado Parte, de acuerdo con sus disposiciones constitucionales, se esforzará por ser parte de los instrumentos internacionales enumerados en el artículo 2 de los cuales aún no sea parte y por adoptar las medidas necesarias para la aplicación efectiva de los mismos, incluido el establecimiento en su legislación interna de penas a los delitos ahí contemplados.”.




Por lo tanto, resumió, como la Oficina de las Naciones Unidas para el Control de las Drogas y el Delito explica, “la falta de una definición amplia no constituye un problema jurídico para los profesionales” que quieran implementar en sus países las obligaciones ya existentes en la materia, contenidas en los Tratados y Resoluciones ya mencionados, pues en ellos básicamente se obliga a la tipificación de ciertos actos que se estiman per se como terroristas, según el detalle y las exigencias particulares de cada tratado o resolución, tal como esquemáticamente aparecen en el siguiente cuadro elaborado por dicha Oficina respecto de los Tratados en cuestión:

“Instrumentos universales a simple vista
Convenio de 1963 sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves




- se aplica a los actos que afectan la seguridad de una aeronave en vuelo.




- autoriza al comandante de la aeronave a imponer medidas razonables, incluso coercitivas, a una persona que haya cometido o esté a punto de cometer una infracción o un acto cuando la adopción de esa medida sea necesaria para proteger la seguridad de la aeronave.




- los Estados contratantes se deben encargar de custodiar a los infractores y devolver el control de la aeronave al comandante legítimo.
Convenio de 1970 para la represión del apoderamiento 
ilícito de aeronaves




- comete delito toda persona que, a bordo de una aeronave en vuelo, “ilícitamente, mediante violencia, amenaza de violencia o cualquier otra forma de intimidación, se apodere de tal aeronave, ejerza el control de la misma, o intente cometer cualquiera de tales actos”.




- exige que las partes en el convenio tipifiquen el apoderamiento como delito y lo castiguen con “penas severas”.




- exige que las partes que tengan la custodia de los infractores los extraditen o enjuicien.




- exige que las partes colaboren entre sí con respecto a los juicios penales iniciado con arreglo al convenio.
Convenio de 1971 para la represión de actos ilícitos contra 

la seguridad de la aviación civil




- comete delito toda persona que ilícita e intencionadamente realice contra una persona a bordo de una aeronave en vuelo actos de violencia que, por su naturaleza, constituyan un peligro para la seguridad de la aeronave, coloque o haga colocar en una aeronave en servicio, por cualquier medio, un artefacto o sustancia capaz de destruir tal aeronave o de causarle daños que la incapaciten para el vuelo o que, por su naturaleza, constituyan un peligro para la seguridad en vuelo, intente cometer uno de esos actos o sea cómplice de la persona que los cometa o intente cometerlos.




- exige que las partes en el convenio tipifiquen como delitos esas acciones y los castiguen con “penas severas”.




- exige que las partes que tengan la custodia de los infractores los extraditen o los enjuicien.
Convención de 1973 sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos




- define como “persona internacionalmente protegida” a un jefe de Estado, un jefe de Gobierno, un ministro de relaciones exteriores, un representante, funcionario o personalidad oficial de un estado o de una organización internacional que tenga derecho a una protección especial en un estado extranjero, así como los miembros de su familia.




- exige que las partes tipifiquen y castiguen como delito “con penas adecuadas que tengan en cuenta el carácter grave” de esos delitos el homicidio, secuestro u otro atentado contra la integridad física o la libertad de una persona internacionalmente protegida, la comisión de un atentado violento contra los locales oficiales, la residencia particular o los medios de transporte de esa persona, la amenaza de cometer tal atentado, y un acto que constituya “complicidad en tal atentado”.
Convención Internacional de 1979 contra la toma de rehenes




- dispone que “toda persona que se apodere de otra ... o la detenga, y amenace con matarla, herirla o mantenerla detenida a fin de obligar a un tercero, a saber, un estado, una organización internacional intergubernamental, una persona natural o jurídica o un grupo de personas, a una acción u omisión como condición explícita o implícita para la liberación del rehén, comete el delito de toma de rehenes en el sentido de la presente convención”.
Convención de 1980 sobre la protección física de los materiales nucleares




- tipifica la recepción, posesión, uso, transferencia, alteración, evacuación o dispersión de materiales nucleares sin autorización legal si tal acto causa, o es probable que cause, la muerte o lesiones graves a una persona o daños materiales sustanciales.




- enmiendas de la convención sobre la protección física de los materiales nucleares han agregado lo siguiente:




- obligan a los Estados parte a proteger las instalaciones y los materiales nucleares destinados al uso interno pacífico, su almacenamiento y su transporte;




- disponen una mayor cooperación entre los Estados con respecto a medidas prontas para localizar y recuperar materiales nucleares sustraídos o contrabandeados, reducir las consecuencias radiológicas o el sabotaje, prevenir las infracciones conexas y luchar contra ellas.
Protocolo de 1988 para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicios a la aviación civil internacional, complementaria del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil




- amplia las disposiciones del convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil de manera de abarcar los actos terroristas en los aeropuertos que prestan servicios a la aviación internacional.
Convenio de 1988 para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima




- establece un régimen jurídico aplicable a los actos contra la seguridad de la navegación marítima semejante a los regímenes establecidos respecto de la aviación internacional.




- comete delito toda persona que ilícita e intencionadamente se apodere de un buque o ejerza el control del buque mediante violencia, amenaza de violencia o cualquier otra forma de intimidación, realice algún acto de violencia contra una persona que se halla a bordo de un buque, si dicho acto puede poner en peligro la navegación segura de ese buque, o coloque o haga colocar un artefacto o una sustancia que pueda destruir el buque, o realice otros actos contra la seguridad del buque.




- el protocolo de 2005 del convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, tipifica como delito el uso de un buque para cometer un acto de terrorismo, el transporte de diversos materiales con el conocimiento o la intención de utilizarlos para causar muerte o daños graves y el transporte a bordo de un buque de personas que hayan cometido un acto de terrorismo.
El Protocolo de 1988 para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima y la de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental




- establece un régimen jurídico aplicable a los actos cometidos contra las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental semejante a los regímenes establecidos respecto de la aviación internacional.




- el protocolo de 2005 del protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental adaptó los cambios del convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima al contexto de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental.
Convenio de 1991 sobre la marcación de explosivos plásticos para los fines de detección




- encaminado a controlar y limitar el uso de explosivos plásticos sin marcar e indetectables (negociado como consecuencia de la colocación de explosivos en 1988 en el vuelo 103 de Panam).




- las partes están obligadas a asegurar el control efectivo, en sus respectivos territorios, de “explosivos sin marcar”.
Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas




- crea un régimen de jurisdicción ampliada sobre el uso ilícito e intencionado de artefactos o sustancias explosivos u otro artefacto mortífero en o contra un lugar de uso público, una instalación pública o de gobierno, una red de transporte público o una instalación de infraestructura con el propósito de causar la muerte o graves lesiones corporales o de causar una destrucción significativa de ese lugar público.
Convenio internacional de 1999 para la represión de la financiación del terrorismo




- exige que las partes adopten medidas para prevenir y contrarrestar la financiación directa e indirecta de terroristas.




- compromete a los Estados a aplicar sanciones penales, civiles o administrativas eficaces a las personas responsables de esos actos.




- prevé la identificación, la detección y el aseguramiento o la incautación de todos los fondos utilizados o asignados para cometer actividades terroristas, así como medidas para compartir información con otros Estados en cada caso. El secreto bancario ya no constituye una justificación apropiada para negar la colaboración.
Convenio internacional de 2005 para la represión de los actos de terrorismo nuclear




- abarca muy diversos actos y posibles objetivos, incluidas las instalaciones nucleares y los reactores nucleares.




- abarca las amenazas y los intentos de comisión de esos crímenes o de participar en ellos como cómplice.




-  dispone que los infractores serán extraditados o enjuiciados.




- alienta a los Estados a cooperar en la prevención de ataques terroristas compartiendo información y colaborando entre ellos con respecto a las investigaciones penales y a los procedimientos de extradición.




- se ocupa tanto de situaciones de crisis (asistencia a los Estados para resolver la situación) como de situaciones posteriores a crisis (medidas para neutralizar el material radiactivo por conducto del organismo internacional de energía atómica).”.

Expresó, enseguida, que como los actos terroristas se encuentran necesitados de obtener financiamiento, se ha establecido que muchas veces sus autores se encuentran vinculados a la comisión de otros delitos de carácter instrumental que suelen ejecutarse en contextos de criminalidad organizada, sobre todo para obtener financiamiento. Así, en el párrafo 4 de la Resolución 1.373 (2001) del Consejo de Seguridad se observa con preocupación la estrecha conexión que existe entre el terrorismo internacional y la delincuencia organizada transnacional, las drogas ilícitas, el blanqueo de dinero, el tráfico ilícito de armas y la circulación ilícita de materiales nucleares, químicos, biológicos y otros materiales potencialmente letales.





De allí, indicó, que en las Naciones Unidas se haya llegado a la conclusión “que muchos de los métodos y estrategias que han resultado exitosos para luchar contra la delincuencia organizada resultan pertinentes también en la lucha contra el terrorismo”, pues el terrorismo es un delito y, muchas veces, uno de carácter organizado, en el cual los métodos del grupo terrorista para intimidar a las personas y obstaculizar la justicia son indistinguibles de los de la criminalidad organizada, tal como se entiende en la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus protocolos. Estos métodos y estrategias abarcan desde las medidas procesales, incluyendo las técnicas especiales de investigación dispuestas al efecto (vigilancia electrónica, agentes encubiertos, entregas vigiladas, testigos protegidos y anónimos, etc.), hasta una estrecha colaboración internacional.





Además, continuó explicando, como se destaca en el Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, la regulación de los delitos terroristas y las medidas de investigación y prevención de los mismos de cualquier forma que se haga, se entiende que debe hacerse en el contexto del marco del respeto de los derechos fundamentales consagrados en los tratados internacionales vigentes, incluyendo las garantías básicas de seguridad e integridad personal y de un debido proceso, tal como lo repiten las Resoluciones de la Asamblea General y el Consejo de Seguridad y lo destaca insistentemente la Oficina Contra las Drogas y el Delito. Pero es claro que el respeto de tales derechos y garantías no puede suponer que los delitos en cuestión no se tipifiquen o que las especiales medidas de investigación no se adopten, sino que es necesaria una adecuación de éstos y éstas a las exigencias básicas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.





Concluyendo su intervención, se refirió a la función del legislador en el control de las conductas terroristas y anunció que haría una propuesta de regulación.





Aseveró que el fenómeno terrorista tiene muchas causas sociales, resultando claro que una legislación represiva como la que se ha propuesto no puede resolver ni los conflictos subyacentes ni las posibilidades de excesos o actuaciones policiales defectuosas o judiciales equivocadas, ni tampoco suplir todos los mecanismos políticos y de cooperación internacional involucrados. Observó que, sin embargo, como señala la Oficina de las Naciones Unidas para el Control de las Drogas y el Delito, “al legislador nacional le corresponde la misión de suministrar el marco normativo y jurídico dentro del cual el sistema de justicia penal ejerce su función contra el terrorismo”.





Informó que, para que el cumplimiento de esta función sea eficaz y se cumpla lo que de nosotros espera el Derecho Internacional, sería necesario fundir los proyectos presentados para ofrecer uno nuevo, que, rescatando lo bueno de cada uno de ellos, al mismo tiempo permita cumplir con nuestras obligaciones internacionales en la materia.





Precisó que el nuevo proyecto así fusionado debiera orientarse al menos a lograr los siguientes objetivos:





a) Sustituir la vigente ley Nº 18.314 por una nueva, más completa y eficaz legislación que establezca los delitos terroristas y fije su penalidad, que sea autónoma y que contenga todos los elementos requeridos por las convenciones internacionales y las resoluciones del Consejo de Seguridad que permitan cumplir con nuestras obligaciones de juzgar o extraditar y de colaboración internacional;





b) Tipificar en dicha ley con claridad la mayor parte de los hechos y conductas que pueden calificarse de terroristas, según el Derecho Internacional, de manera que su conocimiento permita comprender el sentido de las prohibiciones y el detalle de las conductas punibles sin excesivas referencias;





c) Clarificar las formas de participación punible y los grados de desarrollo del delito relevantes para el delito terrorista, incluyendo una revisión del concepto de organización criminal terrorista, de conformidad con el Derecho Internacional;





d) Examinar el resto de la legislación, sobre todo la penal, para incorporar en ella modificaciones que la hagan compatible y funcional con la nueva ley N° 18.314;




e) Establecer un marco razonable y con pleno respeto de las garantías judiciales y el derecho a un justo y racional procedimiento para la regulación de las formas especiales de investigación, agentes encubiertos y reveladores, entregas vigiladas, medidas intrusivas de investigación y testigos protegidos y anónimos, tomado en cuenta los aportes tanto de la Moción como del Mensaje.


Complementando su intervención, hizo entrega a la Comisión del borrador de un proyecto de ley que recoge las sugerencias antes consignadas en materia de Derecho Internacional.

El abogado señor José Francisco García, del Instituto Libertad y Desarrollo, respaldó la idea de que el estatuto antiterrorista debe ser un estatuto especial, de modo que no cabría plantear, con ocasión de su estudio, la posibilidad de hacer un cambio procesal mayor.


Adicionalmente, señaló que la institución que representa insiste en que la Comisión analice ambas iniciativas –tanto la que plantea el Mensaje como la Moción parlamentaria del Honorable Senador señor Espina en compañía de otros señores Senadores-, pues la formulación que esta última contiene respecto al tipo penal es más adecuada.


El abogado señor Bofill realizó una serie de comentarios en relación al proyecto de ley originado en el Mensaje del Ejecutivo. Como apreciación general, expresó que si lo que se quiere es superar las dificultades que ofrecen las investigaciones por terrorismo hay que concentrarse en ellas y no buscar soluciones para otros problemas. Indicó, además, que la segunda Sala de la Corte Suprema ha establecido que la actuación del Ministerio Público debe enmarcarse siempre dentro del estatuto general del Código Procesal Penal, por lo que si se quiere establecer un estatuto especial, es mejor incorporarlo en la ley sustantiva y no en dicho Código.


Igualmente, el abogado señor Hermosilla indicó que, en general, el tema de la imputación subjetiva es un problema complejo en la apreciación de los tipos penales, pero termina resultado inevitable en todos los casos, pues no existe la responsabilidad objetiva en materia penal.


En otro orden de materias, observó que tanto en el Mensaje con en la Moción en estudio hay un elemento de fondo semejante, que consiste en que el delito terrorista es un delito extraordinario que amerita un tratamiento especial y que el problema es determinar qué lo distingue de los demás delitos.


Señaló que, por regla general, el motivo que existe tras el delito es irrelevante, pero que ello no parece ser así en el caso del terrorismo, al punto que tanto la redacción del proyecto del Ejecutivo como la que plantea la Moción, parten de la idea que el elemento distintivo del delito terrorista es el reproche al motivo en virtud del cual obra el autor, ejecutando materialmente un delito que en otras circunstancias sería común. Indicó que la Moción añade un elemento rescatable en este sentido, al considerar como propósito terrorista el ánimo de desestabilizar el orden democrático.


Expresó que también es dable acudir a los tratados internacionales para buscar estos elementos, pero que el concepto nuclear que no debe perderse de vista es que los delitos terroristas son ilícitos de tendencia, por difícil que sea acreditar esa tendencia.


Indicó que probar lo subjetivo no es tan difícil como parece y que incluso en el caso de delitos comunes, como el homicidio, es el elemento gravitante. Señaló que, al efecto, se recurre a la prueba indirecta, que permite inferir a partir del medio de ataque la intencionalidad del perpetrador.


A continuación, el profesor señor Matus manifestó que no hay que olvidar que los tratados internacionales que obligan a los suscriptores a introducir en su legislación interna ciertas figuras penales, hacen tal requerimiento de forma pura y simple y no bajo la condición de que se den ciertos elementos subjetivos de tendencia.


En relación con la prueba de los mencionados elementos subjetivos de tendencia, observó que no hay que olvidar que el propósito del perpetrador del delito terrorista es un elemento subjetivo distinto del dolo del delito común base, por lo que es muy discutible que la misma prueba indirecta que se usó para acreditar el dolo del delito común sirva también para probar el elemento subjetivo de tendencia o dolo terrorista. Ello, dijo, supondría valorar penalmente dos veces la misma circunstancia.


Manifestó que si, en cambio, se recurre al derecho internacional vigente en la materia, ciertas circunstancias más objetivas, como poner una bomba en un medio de transporte, pueden considerarse por sí mismas delitos terroristas sin necesidad de indagar el propósito del perpetrador. Puntualizó que esto simplifica las cosas y salva un asunto relevante en cuanto a que la ley no está para definir la realidad, sino para dar cuenta de ella.


Observó que actuar de esta forma no elimina completamente el problema del elemento de tendencia, pero lo restringe a las situaciones menos graves, en las cuales la pura comisión del hecho base no permite entender, de forma inmediata, que se trata de un delito terrorista.


En otro orden de materias, señaló que las observaciones del profesor señor Bofill son muy razonables, por lo que puede ser mejor que este estatuto procesal especial sólo abarque los delitos terroristas -como plantea la Moción- y no implique una modificación sustancial al Código Procesal Penal -como expresa el Mensaje-. Recordó que para otros delitos graves ya existen estatutos investigativos especiales, como es el caso de la ley de drogas; de la de lavado de dinero; la trata de personas; la pornografía infantil, y otros.


A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina, quien recordó los problemas que se han producido en la Región de La Araucanía. Al respecto, expresó que ellos exceden el ámbito de la ley antiterrorista, por lo que no se puede esperar que esta discusión constituya la solución definitiva para aquellos conflictos, como tampoco procede considerar que dichas dificultades surgen porque la actual ley antiterrorista está mal formulada. Observó que más allá de la trascendencia que ciertas noticias delictuales relativas a aquella Región tienen para la opinión pública, en la práctica la ley antiterrorista ha sido aplicada en muy contadas oportunidades.


En relación con el Mensaje, consultó qué razón explica el hecho de no considerar dentro de los delitos base el incendio y la colocación de artefactos explosivos incendiarios, sobre todo cuando está de por medio el ánimo terrorista. Al respecto, observó que parece no tener sentido calificar como terrorista a quien, con el ánimo de infundir temor en la población, hace explotar una bomba en un medio de transporte y que, enseguida, no se considere terrorista a quien, con el mismo propósito, comete el mismo hecho pero prendiendo fuego al medio de transporte en cuestión.


Respecto al sistema de los testigos secretos, indicó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos no lo prohíbe, sino que sólo lo limita. Indicó, asimismo, que nuestro sistema procesal penal ha mostrado una falta crónica de recursos para proteger a las víctimas y los testigos, por lo que, en principio, debería considerarse la mantención del testimonio anónimo.


Enseguida, la Comisión tomó conocimiento de la opinión del Instituto Libertad y Desarrollo, institución que estuvo representada por el Coordinador de Políticas Públicas, señor José Francisco García, y por el abogado señor Sergio Morales.

Las exposiciones de los mencionados profesionales se basaron en dos documentos escritos del siguiente tenor:

“Tópicos de la presentación

I. Apreciación general.

II. Necesaria mirada integral.

III. Perfeccionamientos a regulación propuesta.
I. Apreciación general

- Positivo tratamiento como política de Estado y evolución de la posición del Gobierno actual.


- Necesaria complementariedad de los Boletines N°s. 9.692 y 9.669.


- Cumplimiento de obligaciones contraídas por el Estado de Chile.

Índice de Terrorismo Global 2012
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Índice de orden creciente, es decir, a mayor número, mayor impacto de las acciones terroristas, siendo el rango 8-10 el más alto.

II. Mirada integral
Política y rol del Estado

- Responsabilidad principal del Gobierno + voluntad política de implementar legislación.
- Justificación primaria del pacto social.
Legitimidad democrática de un estatuto especial
- Balance de dos bienes valiosos: libertad y seguridad.

Presupone consenso en torno a prevención temprana de la violencia

Velar por eficacia; más allá de mera reforma legal

- Elemento compartido con Comisión Hermosilla.
- Fortalecimiento institucional de los actores relevantes.
- Coordinación y capacitación.
Evolución hacia programas antiterroristas basados en la evidencia y costo-efectivos

- Evaluar y medir impacto.
- Rendición de cuentas.
III. Perfeccionamientos
Conducta típica
Delito común + dolo directo + elemento subjetivo adicional:
- Perseguir socavar o destruir el orden institucional democrático

- Alterar gravemente el orden público

- Imponer exigencias a la autoridad política

- Arrancar decisiones de la autoridad

- Infundir temor generalizado en la población de pérdida o privación de los derechos fundamentales.

- Delito común + dolo directo + elemento subjetivo adicional:

- Perseguir socavar o destruir el orden institucional democrático

- Alterar gravemente el orden público

- Imponer exigencias a la autoridad política

- Arrancar decisiones de la autoridad

- Infundir temor generalizado en la población de pérdida o privación de los derechos fundamentales.

Ausencia delitos contra la propiedad
- Delito de incendio y otros estragos

- ¿Cuál es el bien jurídico protegido?

- Artículo 482 inciso primero del Código Penal
- Protección de propiedad
- Protección de potencial peligro a personas y a la propiedad pública y privada (delito de peligro v/s delito de resultado)
Organización criminal terrorista
2 variantes del delito:
i) Asociación criminal

Requisitos de la asociación: 

Cantidad de miembros ¿Cuántos?

Dotación de recursos y medios ¿Cuántos y de qué tipo?

División de tareas y funciones 

Capacidad de planificación ¿Estructura jerárquica?

Incidencia sostenida en el tiempo ¿Cuánto tiempo? ¿Exige permanencia?
¿Los requisitos señalados son copulativos o indiciarios?

ii) delincuencia terrorista. ¿Figura residual?

Delación compensada
Desistimiento y cooperación eficaz

2 variantes: eximente / atenuante calificada

Necesidad de incorporar: 

- Exigencia de dejar de participar en la organización

- Colaborar con la autoridad en todas las etapas de investigación y en juicio.

Relación con atenuante de art. 11 número 9, Código Penal
Eficacia:
Sistema transparente con criterios objetivos

Beneficios adicionales para el primer delator

Testigos protegidos
- Medidas de protección solicitadas por el MP. ¿Por qué no disponerlas de oficio o a petición de cualquier interviniente?

- Plazo de 6 meses de secreto. ¿Protección posterior?

- ¿Anticipación de prueba?

- ¿Suficiencia de medidas de protección?

VI.  Perfeccionamientos

Otros
Instigador con delito especial

Situación de adolescentes

Agente encubierto y agente revelador (E.L.A.)

Protección de víctimas de terrorismo”.

El segundo documento es del tenor siguiente:
“RESUMEN EJECUTIVO


El presente documento busca contribuir al debate técnico sobre perfeccionamiento a la institucionalidad antiterrorista. En particular, entrega un diagnóstico y un conjunto de propuestas que puedan ser utilizadas por los parlamentarios y partidos de la centroderecha para enfrentar un debate de tal importancia y complejidad como este. Se trata de un documento que cuenta con la participación y colaboración de destacados académicos del derecho penal, constitucional y de los derechos humanos.


Para fundamentar las propuestas que se realizan, el informe primero da cuenta de un diagnóstico (sección 2) basado en describir la arquitectura de la institucionalidad antiterrorista en sus aspectos esenciales, la evolución de la posición del Gobierno en esta materia, presentando evidencia cuantitativa y cualitativa del fenómeno, como asimismo la dimensión de derechos humanos involucrada. También el informe desarrolla un marco conceptual (sección 3) para justificar la necesidad de un estatuto especial antiterrorista y de la prevención temprana de la violencia. Para ello, se analiza la naturaleza del fenómeno terrorista, se destaca el rol esencial del Estado en esta materia y el que se logre un equilibrio entre los bienes libertad y seguridad, se describe la relación entre la institucionalidad antiterrorista y la democracia, dándose cuenta que se trata de una regla universal, plasmada en una serie de instrumentos internacionales y que obligan al Estado chileno. Asimismo, se describe la evolución del concepto de delito terrorista en Chile, llegando a su carácter actual de pluriofensivo. Asimismo, se analiza la importancia de la prevención temprana de la violencia y los desórdenes públicos. Por otra parte, el informe rescata elementos destacados del Derecho Comparado (sección 4), analizando las características centrales de los tipos penales de terrorismo y ciertos estatutos especiales de reparación a víctimas.


Finalmente, el informe desarrolla una serie de perfeccionamiento de la institucionalidad antiterrorista y la prevención temprana de la violencia (sección 5), las que se articulan sobre la base de cinco criterios rectores: 


1.-  Avanzar hacia una política de Estado, dejando claro que el Gobierno es el principal responsable de la seguridad en el país. Un componente esencial de una mirada como esta es que el Gobierno manifieste una voluntad real de aplicar el instrumental antiterrorista (existente o futuro) y exista respaldo permanente a los actores públicos encargados de aplicarla.


2.-  Es legítimo, necesario y una obligación del Estado chileno contar con un estatuto especial antiterrorista, no siendo suficiente el uso de la legislación penal ordinaria, en atención a la entidad y naturaleza del delito y los bienes jurídicos involucrados. 


3.-  Es de particular relevancia generar un consenso nacional en torno a la prevención temprana de la violencia y los desórdenes públicos. Cuando la autoridad no entrega señales potentes frente a los desórdenes públicos, al uso de bombas incendiarias en manifestaciones públicas o a la actuación violenta de encapuchados, se genera un ambiente creciente de impunidad. Una señal fuerte en esta materia en caso alguno es sinónimo de infracción a los derechos constitucionales.

4.- Debe ser una reforma integral pro eficacia, no sólo legal, que requiere fortalecer los aspectos de coordinación y capacitación de los actores involucrados, dado que la sola entrega de recursos y atribuciones no es suficiente.


5.- Las políticas públicas, programas y medidas antiterroristas, como toda política pública de seguridad, debe ir evolucionando hacia programas basados en la evidencia, esto es, un enfoque de toma de decisiones basado en evidencia objetiva sobre la base de investigación y análisis científico. Ello también implica considerar la dimensión costo-efectividad de los programas y reformas que se aprueban para combatir el terrorismo, porque si bien en algunos ámbitos podría ser necesario aumentar recursos presupuestarios, humanos o tecnológicos, ello debe ir acompañado respecto de indicadores de impacto y su evaluación, y mecanismos periódicos de rendición de cuenta. 


Sobre la base de estos cinco criterios, se proponen 25 reformas en seis ámbitos:

I.  Reformas constitucionales.


1. Reforzar el artículo 9° de la CPR, inciso primero, que establece que el terrorismo es por esencia contrario a los derechos humanos, agregando otros bienes jurídicos institucionales valiosos (democracia y Estado de Derecho). Racionalizar los contenidos de los incisos segundo y tercero de dicha norma.


2. Revisar la proporcionalidad de las sanciones accesorias que contempla nuestra Constitución Política, asegurándose que balanceen una adecuada sanción con el respeto de los derechos ciudadanos. 

II. Reformas legales.

Ley N° 18.314 sobre conductas terroristas.


3. Establecer un nuevo tipo penal terrorista base que sancione al que realice conductas que afecten la vida, la integridad corporal o la libertad de las personas a través medios especialmente peligrosos que generen temor en la población o en un grupo indeterminado de ella y alteren el orden social o político (o institucional del Estado).


4.  Establecer como sanción el comiso de efectos y bienes empleados para la comisión del delito.


5. Agregar como figuras nuevas, autónomas, la amenaza de conductas terroristas y la pertenencia a una asociación o agrupación terrorista.


6. Incorporar las figuras de cooperación eficaz y desistimiento de la tentativa como atenuante y eximente, respectivamente, de la responsabilidad penal.


7. Aumentar las penas por el delito de financiamiento del terrorismo.


8. Incorporar nuevas técnicas investigativas y procesales, algunas ya existentes en la leyes de drogas y lavado de activos: agentes encubiertos e informantes; delación compensada; toma de huellas dactilares y muestras de ADN aún sin consentimiento de los imputados; entregas vigiladas y transacciones de armamentos y explosivos destinadas a la perpetración de atentados terroristas, y establecer medidas cautelares personales y reales de mayor eficacia para el éxito de este tipo de investigaciones.

Ley N° 17.798 sobre control de armas.


9. Sancionar la colocación, uso o detonación de artefactos explosivos.


10. Perfeccionar la figura y la sanción a la tenencia ilegal de medios explosivos o especialmente nocivos. 

Ley N° 18.216 sobre penas sustitutivas.


11. Establecer restricciones a la aplicación de penas sustitutivas en casos de delitos terroristas.

III. Fortalecimiento de la institucionalidad antiterrorista.

Agencia Nacional de Inteligencia (ANI).


12. Reestructuración de la ANI como agencia técnica, independiente del gobierno de turno, pasando desde un órgano cuya dirección superior corresponde a un Director, quien es de la exclusiva confianza del Presidente de la República, hacia un órgano colegiado, dotado de autonomía, personalidad jurídica y patrimonio propio, siendo sus integrantes nombrados por el Presidente y con la conformidad del Senado. Ello implica además reforzar los mecanismos de rendición de cuenta de la institución.


13.  Aumentar recursos presupuestarios, humanos y tecnológicos para fortalecer coordinación y análisis. 


14. Aumentar la coordinación al interior del Sistema de Inteligencia, especialmente entre la ANI y los servicios de inteligencia militares y policiales.

Ministerio Público y policías.


15. Rediseñar el proyecto de ley de fortalecimiento del Ministerio Público, con el objeto de introducir modificaciones relevantes respecto de la Fiscalía de Alta Complejidad y del sistema de evaluación de impacto y rendición de cuenta del Ministerio Público.


16. Aumentar la coordinación entre fiscales y policías, potenciando la capacitación interinstitucional. Para ello se deben establecer metas e indicadores comunes entre el Ministerio Público y las policías y sofisticar los protocolos de actuación conjunta, especialmente respecto de las primeras actuaciones frente a un delito terrorista, el que debe quedar entregado a un grupo policial especializado antiterrorista. En materia de capacitación interinstitucional, implementar talleres prácticos sobre primeras diligencias en materia de delitos terroristas y generar jornadas de capacitación interinstitucional a nivel nacional.


17. Fortalecimiento de la inteligencia policial y coordinación efectiva entre las policías en el traspaso de información e intercambio de inteligencia, implementando la base unificada de datos (BUD), y revisando los planes de estudio y mallas curriculares de las Policías, para generar capacidades efectivas de inteligencia policial.

IV. Protección especial y reparación a víctimas.


18. Facultar al Ministerio Público para que solicite la adopción en forma obligatoria y vinculante al tribunal de medidas de protección respecto de víctimas de delitos terroristas.


19. Creación de un Fondo de reparación a las víctimas del terrorismo, debiendo el Estado asumir la reparación de las víctimas, tanto por medio de indemnizaciones directas y determinadas, como por medio de programas de salud, reubicación, seguridad, etc.

V. Rehabilitación de condenados por delitos terroristas.


20. Establecer un programa especial de rehabilitación a condenados por delitos terroristas, sobre la base de apoyo sicológico y/o siquiátrico, como también por medio de programas educativos, capacitación laboral y, de ser necesario, tratamiento de drogas. Ello puede estar vinculado a condenados que hayan prestado cooperación eficaz o desistimiento de la tentativa.

VI. Prevención temprana de la violencia y los desórdenes públicos.


21. Tipificar el delito de desórdenes públicos graves en caso de paralización de los servicios públicos de emergencia y el impedimento de la libre circulación de las personas, la que debe valerse de fuerza en las cosas o violencia o intimidación a las personas.


22. Incorporar la circunstancia agravante de delitos contra las personas o que afectaren los bienes (propiedad), ocurridas en una manifestación o acto de carácter público o masivo, aumentándose además la penalidad cuando en este caso se utilizare algún elemento con el propósito de ocultar su identidad (“encapuchado”).


23. Sancionar con multas de 1 a 4 UTM a la persona que concurra a una manifestación pública ocultando su identidad (“encapuchado”), quedando la fuerza pública facultada para detenerla y ponerla a disposición del Ministerio Público.


24.  Desarrollar programas de Violencia Escolar en los establecimientos educacionales.


25. Potenciar las capacidades investigativas y de análisis de la policía en materia de orden público.

I.  SOBRE LA COMISIÓN Y SUS OBJETIVOS.


1.1. Mandato de la comisión.


En la primera reunión de la comisión, de fecha 11 de agosto, los diputados Arturo Squella y Gonzalo Fuenzalida fijaron el contexto y mandato de la comisión a la que habían convocado tanto a un grupo de investigadores de los centros de estudio afines a la centroderecha, como también a académicos vinculados al Derecho penal, constitucional y derecho internacional de los derechos humanos.


Considerando que el Gobierno había convocado a un grupo de expertos afines a éste (la denominada “Comisión Hermosilla”
) a proponer reformas a la institucionalidad antiterrorista –y en sus declaraciones tras algunas semanas de funcionamiento, en general, no sólo existía una visión crítica respecto de contar con una legislación especial en esta materia, sino que algunos de sus miembros incluso estimaban pertinente la derogación de la ley N° 18.314 sobre conductas terroristas–, es que resultaba necesario que la centroderecha manifestara su visión sobre la materia. 


En concreto, el mandato a la comisión consistió en la elaboración de un documento de propuestas de reforma a la institucionalidad antiterrorista y de prevención temprana de la violencia en un plazo de 45 días, con el objeto de: (a) ser entregado como un aporte al debate nacional por parte de los partidos de la centroderecha; (b) ser entregado al Ministro de Interior y Seguridad Pública para efectos de que sirva como un insumo relevante para su proyecto de ley; y (c) sea utilizado por los parlamentarios de la centroderecha para la formulación de un proyecto de ley alternativo al del Gobierno o bien, para efectos de presentar indicaciones que perfeccionen el proyecto de ley del Gobierno en aquellos ámbitos en que existan diferencias.


1.2. Integrantes.


Formaron parte de esta comisión Manuel Antonio Núñez (Profesor de Derecho Constitucional de la PUCV, Consejero del Instituto Nacional de Derechos Humanos, Doctor en Derecho de la U. de Santiago de Compostela); Juan Francisco Galli (Director del Programa Legislativo Fundación Avanza Chile, Coagente del Estado de Chile para el caso “Lonko” ante la Corte Interamericana DD.HH. y Máster en Administración Pública del London School of Economics and Political Science); Máximo Pavez (Profesor de Derecho Constitucional UC e Investigador de la Fundación Jaime Guzmán E.); José Francisco García (Profesor de Derecho Constitucional UC, Coordinador de Políticas Públicas LyD y Doctor en Derecho de la Universidad de Chicago); Alejandro Leiva (Profesor de Derecho Penal de la Universidad del Desarrollo y Magíster en Derecho Penal de la Universidad de Chile); Gonzalo de la Cerda (Profesor de Derecho Penal de la Universidad del Desarrollo, Ex Fiscal Coordinador de la Unidad de Delitos Económicos de la Fiscalía de Las Condes, Ministerio Público y Magíster en Derecho de la Universidad Adolfo Ibáñez); Sergio Huidobro (Profesor de Derecho Penal de la Universidad del Desarrollo); David Huina (Investigador del Instituto Libertad) y Sergio Morales, quien actuó como secretario de la comisión (Abogado PUCV e investigador del Programa Legislativo LyD).


1.3. Expositores invitados.


La comisión contó además con las exposiciones y colaboraciones de los profesores Tatiana Vargas (Profesora y Directora del Departamento de Derecho Penal de la Universidad de los Andes y Doctora en Derecho de la misma casa de estudios) y Juan Domingo Acosta (profesor de Derecho Penal en la UNAB).


Asimismo, expusieron miembros de la Defensoría Penal Pública y del Ministerio Público. 

II.  DIAGNÓSTICO.


2.1. Arquitectura de la institucionalidad antiterrorista.


2.1.1 Regulación constitucional.


La Constitución (CPR) tiene regulación expresa sobre la materia, al establecer, en el artículo 9°, inciso primero, que “el terrorismo, en cualquier de sus formas, es por esencia contrario a los derechos humanos”. 


Por su parte, los incisos segundo y tercero de la referida norma desarrollan el tratamiento de esta figura, destacando el que se entrega a una ley de quórum calificado la determinación de las conductas terroristas y su penalidad; la sanción de inhabilidad para el ejercicio de funciones o cargos públicos, o en cargos de relevancia en materia de establecimientos educacionales, medios de comunicación, partidos políticos, gremiales de diversa naturaleza, entre otros; serán considerados comunes y no procederá el indulto particular.


El artículo 16, en su numeral 2, de la CPR establece que se suspende el derecho a sufragio por hallarse la persona acusada por delito terrorista, y que la calidad de ciudadano se pierde, de acuerdo al artículo 17, N° 3, de la CPR, por condena por delitos terroristas.


El artículo 19 N° 7 letra e) de la CPR establece reglas especiales en materia de libertad del imputado de un delito terrorista: deberá ser conocida por el tribunal superior que corresponda, integrado exclusivamente por miembros titulares; la resolución que la otorgue deberá ser unánime y, durante la vigencia de dicha libertad, el imputado estará siempre sometido a las medidas de vigilancia de la autoridad que la ley contemple.


2.1.2. Ley N° 18.314 sobre conductas terroristas.


La Ley N° 18.314, de mediados de los 80’s, es el principal cuerpo legal en esta materia, y ha sido objeto de una serie de reformas desde el retorno a la democracia en 1990, destacando la relativamente reciente Ley N° 20.467 de octubre de 2010, que modificó aspectos relevantes de esta legislación. Entre las principales modificaciones se encuentra el que se impida juzgar a menores de 18 años (aunque el delito terrorista subsiste respecto de ellos como agravante); la eliminación de la presunción de finalidad o dolo terrorista; la reducción de las penas para delitos de incendio cuando estos constituyan conductas terroristas; el aumento a las penas de financiamiento del terrorismo, entre otras.


El elemento central de la Ley Antiterrorista es que ciertos delitos como homicidio, secuestro, atentar contra la vida del Jefe de Estado de otra autoridad política, colocar o detonar bombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, entre otros, pasan a ser considerados terroristas cuando el hecho se comete con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias. Asimismo, el pasar a ser delito terrorista implica un aumento en la sanción del contemplado para la figura base y el endurecimiento de medidas procesales.


2.1.3. Agencia Nacional de Inteligencia (ANI).


La Ley N° 19.974, conocida como “Ley de Inteligencia”, en el marco del Sistema de Inteligencia, crea la Agencia Nacional de Inteligencia (ANI), sucesora legal de la Dirección de Seguridad Pública. Se concibe este organismo como servicio público centralizado, de carácter técnico y especializado, que estará sometido a la dependencia del Presidente de la República a través del Ministro del Interior. 


Este organismo tiene como finalidad principal obtener, procesar distribuir información para los objetivos de inteligencia, destacándose dentro de sus funciones: recolectar y procesar información, de acuerdo a los requerimientos del Presidente de la República; elaborar informes periódicos de carácter secreto; requerir a los organismos de inteligencia de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad la información que esté dentro del ámbito de su responsabilidad; requerir a los Servicios de la Administración Pública la información que estime necesaria para el cumplimiento de sus objetivos, y disponer medidas de inteligencia y contrainteligencia.


En cuanto a los medios para obtener información, se dispone en primer lugar, el procesamiento de información de conocimiento público. Además, podrán solicitar información a los servicios de inteligencia de las Fuerzas Armadas y las Policías por medio de los procedimientos técnicos preestablecidos. Entre los medios considerados se encuentran la intervención de comunicaciones telefónicas, informáticas, sistemas y redes informáticos; escucha y grabación electrónica incluyendo la audiovisual; intervención de cualquier otro medio tecnológico destinado a transmisión, almacenamiento y procesamiento de comunicaciones o información. Asimismo, de acuerdo al artículo 31, los directores o jefes de los organismos de inteligencia militares o policiales, sin necesidad de autorización judicial, podrán disponer que uno de sus funcionarios, en el ámbito de las competencias propias de su servicio y para efectos de conseguir información que no se obtenga en fuentes abiertas, oculte su identidad oficial con el fin de obtener información y recabar antecedentes que servirán de base al proceso de inteligencia. Para tal objetivo, podrá introducirse en organizaciones sospechosas de actividades criminales. Esta facultad comprende el disponer el empleo de agentes encubiertos y todos aquellos actos necesarios relativos a la emisión, porte y uso de la documentación destinada a respaldar la identidad creada para ocultar la del agente.


En cuanto al presupuesto, este organismo cuenta con un presupuesto aprobado en la ley para 2014 de $ 5.253.343.000.


2.2. Elemento contextual: posición del Gobierno Bachelet. 


Desde el comienzo del mandato del Gobierno Bachelet, se anunció una suerte de “desarme unilateral” en materia jurídica al fijar como política el que no se invocaría la Ley Antiterrorista durante la actual administración, con particular énfasis respecto de los procesos judiciales penales relacionados con la violencia en La Araucanía
. En efecto, tanto la Presidenta de la República como varios de sus ministros habían anunciado que no se recurriría a ella para enfrentar “conflictos sociales” y habían señalado que ésta “no cumplía con estándares internacionales de derechos humanos” y, por lo tanto, era necesario adecuarla.


Sin embargo, ante la gravedad de los hechos, la Ley Antiterrorista fue invocada en la querella del Ministerio de Interior y Seguridad Pública tanto en el caso de la explosión de un artefacto en el metro Los Dominicos
, como más recientemente por el atentado ocurrido en el centro comercial adjunto al metro Escuela Militar
.


Este cambio del Gobierno tiene plena justificación y es positivo: la Ley Antiterrorista debe ser invocada de acuerdo al mérito de los hechos, esto es, cuando se estime puedan ser constitutivos de un delito terrorista; una posición contraria, sea invocarla a todo evento o nunca, o bien realizando distinciones geográficas para su aplicación, no parece una posición sensata.


2.3. Evidencia cuantitativa. 


En general, la discusión sobre la aplicación de la Ley Antiterrorista se trata de un debate con poca evidencia. En efecto, el propio Boletín estadístico del Ministerio Público no contiene información estadística desagregada sobre estos delitos.


Sin embargo, como se ha sostenido recientemente por parte de un medio de comunicación, la Ley Antiterrorista sólo se ha aplicado en 10 procesos desde 2001
. Ello es consistente con la información recientemente entregada por el Ministro de Interior y Seguridad Pública: de 111 personas procesadas por la Ley Antiterrorista en los últimos años, sólo 10 fueron condenadas
.


Asimismo, el indicador Global Terrorism Index del Institute for Economics and Peace mide el impacto de acciones terroristas en más de 158 países, que en 2012 ubicó a nuestro país en la posición 50, lo que no es positivo dado que el indicador tiene un orden creciente, es decir, a mayor número, mayor impacto de las acciones terroristas, siendo el rango 8-10 el más alto (Ver Cuadro N° 1). 


El indicador pondera cada una de las siguientes dimensiones de un acto terrorista: (1) número total de muertes causadas por terrorismo en un año dado, (2) número total de daños o lesiones causadas por acciones terroristas en un año dado, (3) nivel de daño a la propiedad causado por actos terroristas en un año determinado. 

Cuadro N° 1
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Fuente: Institute for Economics and Peace (2012)


2.4. Evidencia cualitativa.


2.4.1 Problema de inaplicación: confusión con delitos comunes y falta de definición de delito terrorista.


La mayoría de los casos se resuelven como delitos comunes y no aplican la calificación “terrorista”
.El problema de inaplicación de estos delitos obedece en general a dos razones:


a) Injusto contenido en alguno de los delitos comunes referidos o de referencia (artículo 2°, Ley N° 18.290), sobre todo cuando se trata de tipos penales de peligro común o abstracto, como la tenencia o colocación de bombas (artículo 13 de la Ley N° 17.798). Se entiende que objetivamente no habría una afectación o perturbación adicional.


b) Imposibilidad de configurar la finalidad terrorista.  La gran mayoría de las sentencias niega esta finalidad básicamente por una imposibilidad probatoria, una desconexión objetiva. Merece la pena destacar votos de prevención y sentencias que sí atienden a la finalidad para rescatar consideraciones y fundamentos para una mejora. Antes destacamos algunas de las declaraciones que rechazan este fin.


i. Fin rechazado.


1. SCS de 3 de junio de 2011, Rol: 2921-2011. “Si bien en este hecho se contempló la expresión ‘con el objeto de dar muerte al representante del Ministerio Público’, lo cierto es que ella se inserta en el estadio objetivo del tipo que no es suficiente para la correcta calificación jurídica del hecho punible, pues resulta imprescindible el análisis del período subjetivo del tipo, que el veredicto impugnado no desarrolló, en aquél ingrediente objetivo y aquí radica el error con influencia sustancial en la decisión que autoriza la invalidación.”.


2. SCA de Santiago de 7 de julio de 2008, Rol: 21346-1996. “Este informe policial es ratificado por el de la Jefatura Nacional de Delitos Contra Derechos Humanos de fs. 890, en el que también se sostiene que la forma de ejecución del delito no es propia de la que adoptan los delitos terroristas porque estos son cuidadosamente planificados, se ejecutan con medios proporcionales a los que disponen aquellos que serán atacados y se dispone de casas de seguridad, asistencia médica y planes de huida.  En concepto de los informantes el hallazgo de una granada casera no permite vincular a los partícipes con grupos subversivos atendido que su fabricación es de fácil factura.[…] 4°.- Que, además de considerar la garantía de general de legalidad de los actos criminales, en la especie es pertinente acreditar los elementos del artículo 1° de la Ley N° 18.314 ya citados porque estos adicionan características que diferencian el acto de los delitos comunes contra la vida que no concurren en el caso de autos, puesto que la prueba descrita pormenorizadamente en el motivo precedente no entrega ningún elemento de convicción que permita relacionar los hechos de autos con los elementos descriptivos ya destacados en esta resolución, toda vez que por el contrario, la Policía descarta la existencia de las mencionadas finalidades.”.

3. SCA de Santiago de 19 de noviembre de 2012, Rol: 2384-2012.  “Vigésimo Primero: De ese modo, los hechos asentados en el fallo dan cuenta de un modo inequívoco que –en concepto de los sentenciadores de instancia– no logró comprobarse la concurrencia de los datos que hagan posible dar por cierta la concurrencia del elemento subjetivo del tipo que define para este caso la aplicación del artículo 2º Nº 4 de la Ley 18.314, esto es, que la parte acusadora no demostró que la finalidad del imputado fuera la de producir en la población o en una parte de la el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, fincándose para ello en que ni la naturaleza del artefacto utilizado, ni las circunstancias de su utilización y ni los efectos obtenidos hacen factible arribar a esa conclusión fáctica. Siendo el apuntado un presupuesto indispensable para que pueda tener cabida la aplicación de la hipótesis del citado artículo 2º Nº 4 de la Ley 18.314 y siendo los hechos fijados un límite infranqueable para el tribunal de nulidad –por la causal hecha valer– fuerza es concluir que el fallo que se revisa no se ha incurrido en la errónea interpretación que se denuncia.”.

4. STOP de Angol de 31 de enero de 2003, R.U.C. 0200045508 6. “…las pruebas presentadas, no han dado cuenta, a juicio de este tribunal, de la existencia de un plan premeditado que en alguna medida pueda dar por establecido el elemento subjetivo que requiere el hechor al momento de cometer el supuesto acto terrorista, como bien dice la defensora Miriam Reyes García, y que este tribunal acoge, la ley 18.314 señala un tipo penal que tiene un elemento subjetivo particular, que se verifica por la intencionalidad del sujeto al momento de cometer el acto; no hay elemento alguno lo bastante probado por los querellantes particulares, que permita formar a este tribunal convicción más allá de toda duda razonable referente a este delito.”.

ii. Fin considerado.


1. SCA de Santiago de 13 de mayo de 1988, RDJ3935. “15. Que el contexto de todas las opiniones del acusado reseñadas, en el segundo fundamento de la sentencia de primera instancia, apreciadas en conciencia, no dejan dudas que cuando, directamente, defiende o elogia la violencia como medio para derrocar al Gobierno constitucional, está haciendo la apología del terrorismo, pues aquélla se constituye en éste por sus fines políticos”
.


2. SCS de 15 de diciembre de 2003, Rol: 4423-2003: “Sexto: Que también se ha cuestionado por los recurrentes que el delito de amenazas de incendio terroristas no estaría debidamente descrito ni probado. Tal aseveración aparece infundada. El motivo 13º del fallo se extiende sobre el concepto de terrorismo, y los hechos allí acreditados son amenazas y éstas son de atentado terrorista. El fallo en general entiende que tanto el amenazar como cometer un incendio, constituyen actos de tal naturaleza como para causar una alteración social con los caracteres para infundir temor, ya sea a la integridad física o la propiedad.  Esta idea es desarrollada en el motivo 13, que en lo pertinente expresa nuestra legislación no define los delitos terroristas sólo los enumera.  Estos corresponden a actos de violencia llevados a cabo por personas armadas contra la vida, salud, libertad de las personas o en definitiva daños que ejecutados de modo sistemático y planificado, tienden a crear una situación de inseguridad, de miedo colectivo.”.

3. Voto prevención Sr. Patricio Abrego (SCA de Valdivia, 25 de febrero de 2013, Rol: 63-2013). “que del mérito de los antecedentes aparece que el acusado colocó la bomba con la intención de causar temor al menos a una parte de la población, en el caso de autos, a la comunidad universitaria, sea que se haya producido, o no, ese temor justificado, elemento del tipo penal que no requiere que se manifieste por actos drásticos o definitivos, como, por ejemplo, un cierre del establecimiento. Por otra parte, el móvil no sólo lo constituyen las lesiones a las personas o los daños a las cosas
, sino que este atentado se perpetra, precisamente, para constituirse en un medio o herramienta
 para comunicar una determinada postura social, ideológica o, a veces, política.”.

4. Es posible apreciar que han comenzado a asentarse criterios jurisprudenciales que elevan los estándares probatorios que los tribunales de justicia están exigiendo a los persecutores penales para la aplicación de la legislación antiterrorista. Sin ahondar en las causas de esta tendencia, se aprecia que la reforma procesal penal, al exigir la convicción del tribunal más allá de toda duda razonable, generó una elevación de los estándares probatorios, sobre todo respecto de la legislación penal de excepción.


2.4.2.  Problema de “subjetivación del tipo”.


El problema de establecer la finalidad terrorista se evidenciaba desde la antigua presunción (constitucionalmente cuestionable)
. La observación se hará desde la modificación de 2010 por la Ley N° 20.467, que exige en el art. 1° que se “cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie”.


La actual exigencia de una “finalidad terrorista” ajusta el texto legal a los principios de culpabilidad y proscripción de presunciones de responsabilidad, situación que, sin embargo, debería entenderse realizada al entrar en vigencia el Código Procesal Penal. Sin perjuicio de lo anterior, esta circunstancia complica la prueba. Cabe advertir que la finalidad aparece asociada a exigencias objetivas, al requerir que ella “sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias.”.

También con la anterior presunción legal de finalidad se hacía una referencia a medios objetivos de comisión, que no resolvía los problemas de responsabilidad
. La técnica legislativa se muestra deficiente y se mantiene con la supresión de la presunción en la regulación vigente. Si bien la ley no puede establecerlo todo, se debe ser más preciso al señalar criterios que definan el carácter terrorista de la conducta que se relacionen con menciones subjetivas que no se pueden evitar sin infringir principios penales básicos. 


Se trata de evitar subjetivación del tipo sin eliminar elementos subjetivos que lleven a delitos calificados por el resultado o al retorno de presunciones ya cuestionadas.


2.5. Dimensión Derechos Humanos.



En su “Informe sobre cuestiones a considerar en una reforma  de la Ley Antiterrorista a la luz de la observación de casos realizada por el Instituto Nacional de Derechos Humanos”
, de 22 de julio de 2014, el Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH) realiza una serie de cuestionamientos a la regulación constitucional y legal en materia de terrorismo. Entre los principales cuestionamientos, destacan:


a) Las normas constitucionales referidas a la suspensión del derecho a sufragio ante la acusación de haber participado en un delito de naturaleza terrorista y los requisitos especiales para la obtención de la libertad del imputado no satisfacen estándares de derechos humanos.


b) El tipo penal consagrado en el artículo 1° en relación al artículo 2° de la Ley N° 18.314 no satisface las exigencias de los principios de legalidad y tipicidad constitucional y de la Convención Americana de Derechos Humanos.


c) El uso de testigos protegidos y delatores compensados han sido “claves” en la utilización de la Ley Antiterrorista en La Araucanía, generando diversas y graves irregularidades en los procesos respectivos. Estas figuras deben conciliarse con derecho a la defensa y el ejercicio de la jurisdicción de garantía.


d) El plazo de ampliación de la detención por 10 días establecido en la Ley Antiterrorista es excesivo respecto de los estándares establecidos en la Convención Americana de Derechos Humanos e innecesario.


e) La extensión del secreto de piezas de investigación hasta por 6 meses (en comparación a los 40 días del Código Procesal Penal), contraviene el principio de igualdad de armas, afectándose la Convención Americana de Derechos Humanos.



Algunas de estas preocupaciones resultan pertinentes y deben ser consideradas en el debate actual.

III. MARCO CONCEPTUAL. justificación de un estatuto especial ANTITERRORISTA Y DE LA PREVENCIÓN TEMPRANA DE LA VIOLENCIA.


3.1. Naturaleza del fenómeno terrorista.


Como indican Boyns y Ballard, el terrorismo como estrategia surge como una respuesta violenta a una forma de estructurar la sociedad, que el terrorista considera -a partir de una inspiración ideológica- como "hegemónica", entonces,  su accionar es de algún modo un intento por superar esta hegemonía
. A efectos de materializar la utopía contra-hegemónica, el terrorista tendrá como foco la base simbólica a partir de la cual se estructuran las relaciones sociales de poder, económicas, culturales, religiosas e ideológicas al interior de una determinada sociedad. De ahí que a través del móvil del desafío constante al monopolio de la violencia por parte del Estado se abra un espacio disruptivo, de clausura de la normalidad
), donde desde ahí, es posible poner en jaque a los fundamentos de este orden social en disputa. 


Respecto del perfil de estos grupos, las investigaciones a nivel comparado constatan que más que tratarse de grupos que experimenten situaciones de privación social, los grupos terroristas generalmente pertenecen a sectores de la sociedad con niveles educacionales medios o elevados, con algún grado de formación que permita desarrollar una visión crítica y revisionista del orden social. En este contexto, parece crucial señalar que los actos terroristas son eminentemente políticos, y a pesar de que a juicio de la opinión pública puedan ser comprendidos como irracionales o patológicos, están lejos de serlo en su real dimensión
. La estrategia de infundir terror en la población, puede ser vista como un movimiento racional dentro de su acción colectiva
, el terrorista sabe que no cuenta con la capacidad para enfrentar directamente al Estado, de ahí que su estrategia no sea otra que demostrar a los ciudadanos cómo el Estado es incapaz de protegerlos frente a sus repertorios de acción. Si el temor es socializado, el terrorista habrá dado cumplimiento a su objetivo. 


La evidencia es clara al describir que la empresa terrorista es extremadamente compleja en cuanto a su organización. Montar una acción con las características de atentado puede ser extremadamente oneroso, no sólo se debe instaurar una logística específica, sino que también se deben sortear los mecanismos de inteligencia -por un periodo de tiempo extenso- que operan a nivel estatal. Al respecto, las fuentes de financiamiento del terrorismo son principalmente dos: a través de donaciones de personas que adscriben con la mirada ideológica y reivindicativa de la célula terrorista, o por medio de acciones ilegales como el asalto a bancos, captura de rehenes, narcotráfico, etc.
.


3.2. Rol esencial del Estado. Equilibrio entre libertad y seguridad.


El Estado encuentra su justificación más profunda precisamente en la protección de la seguridad individual. No es posible que las personas sean los protagonistas de sus proyectos de vida, formen familias, asociaciones libres para alcanzar múltiples propósitos, si el Estado no garantiza condiciones básicas de paz y seguridad para hacerlo.


Por lo demás, se trata de una regla universalmente aceptada y desarrollada con bastante solidez conceptual por el liberalismo clásico de los siglo XVII y XVIII. 


La paradoja es evidente: mientras por estos días discutimos el mayor involucramiento del Estado en una serie de ámbitos en los cuales su rol busca ser más intenso que el de mero regulador (siendo el paradigma la idea de tener en Chile un Estado Social de Derechos que garantice derechos universales exigibles judicialmente en los más diversas áreas), nos encontramos con un Estado ineficaz para hacer frente a su rol esencial: proveer seguridad.


Obviamente, las legislaciones antiterroristas generan una tensión entre dos valores preciados para la sociedad: seguridad y libertades civiles, bienes, que, por lo demás, son fundamento central en la existencia del Estado (la protección de ambos bienes). La arquitectura regulatoria específica de la que se dota cada democracia para balancear ambos bienes, es una cuestión de permanente controversia que supera la mera discusión nacional. 


Como sostiene Carnevali
, lo propio de una democracia representativa es velar porque dicho equilibrio se respete: ciudadanos que eventualmente pueden ser víctimas de delitos terroristas tendrán un interés en obtener mayor protección, pero también esos mismos ciudadanos exigirán mayores garantías si se les imputa un delito. Para el autor, existen poderosas razones para tener un tratamiento penal especial, distinto del derecho penal clásico, para enfrentar fenómenos complejos como el terrorismo, flexibilizando el régimen  de garantías. Como contrapartida, la existencia del estándar de proporcionalidad o mecanismos de revisión judicial de la ley (la existencia del Tribunal Constitucional), operan como resguardo institucional frente a potenciales excesos
.


Asimismo, y como han observado de manera aguda dos destacados autores en esta materia, Posner y Vermeule, las legislaciones antiterroristas –ellos analizan la evolución de la norteamericana– suelen enfrentar un ciclo vicioso imposible de escapar a la opinión pública y la presión política: cuando existe un acto terrorista, se exige que el gobierno actúa enérgicamente, que el Congreso asienta y que los jueces fallen de forma deferente. Cuando la emergencia decae, los jueces comienzan a actuar de manera más estricta; la opinión pública se vuelve más crítica. Retrospectivamente la actuación del gobierno se verá injustificada, y se criticara al Congreso y a los jueces por su deferencia. El Congreso responderá pasando leyes más garantistas, limitando las potestades administrativas existentes, y el Poder Judicial buscará encontrar algún tipo de rectificación respecto de aquellos que fueron originalmente condenados. En estos tiempos de normalidad, los expertos escribirán que lo ocurrido en el pasado fue anómalo. Luego, tras un nuevo acto terrorista, el ciclo antes descrito se vuelve a repetir. Para los autores, en todo caso, desde el punto de vista del desempeño institucional, es el Ejecutivo, no el Congreso ni los jueces, el que está mejor preparado para realizar el balance entre seguridad y libertad frente a actividad terrorista
.


En síntesis, preservar dos bienes sociales valiosos como son la seguridad y libertad, manteniendo su justo equilibrio frente a estos escenarios de emergencia como lo son los hechos o atentados terroristas, es un gran desafío para la sociedad libre.  Tanto el uso indiscriminado de este instrumento como una política como la originalmente planteada por el actual Gobierno de no uso son poco sensatas; se trata de un instrumento de excepción que debe ser invocado frente a los méritos del caso, y en todo caso, existiendo una serie de contrapesos a su utilización entre otros que será finalmente el Poder Judicial quien debe fallar sobre su aplicación. 


3.3. Antiterrorismo y democracia: compromiso internacional. Obligaciones del Estado chileno.


El terrorismo no tiene cabida en democracia. En efecto, se trata de una regla universal, como lo demuestran los diversos instrumentos internacionales sobre la materia.  Más aún, desde la perspectiva del derecho comparado, es evidente que existe un antes y un después al 11-S (2001), respecto de la severidad de las legislaciones y la ampliación de potestades para la autoridad administrativa y las agencias especializadas. 


En efecto, entre las medidas legislativas que se tomaron, se incluyó, por ejemplo: el aumento del tiempo de duración de la detención preventiva (Estados Unidos, Reino Unido y Francia); la tutela judicial efectiva, con la creación de Tribunales Militares de Excepción (Estados Unidos); interceptación de comunicaciones telefónicas sin mandato judicial (Estados Unidos), admitiendo la “interceptación preventiva” (Italia) u obligando a los operadores telefónicos o las empresas de internet a entregar registros de la actividad y correos electrónicos de los sospechosos de terrorismo (Estados Unidos); facilidades en el intercambio de información entre las distintas agencias, el acceso a determinados datos de carácter personal sin autorización judicial, un mayor control sobre las comunicaciones; etc.
. 


Hoy, a nivel internacional, existe preocupación respecto de que no existan acuerdos en aspectos centrales de esta legislación, partiendo por el concepto de terrorismo; controversia respecto de la real eficacia de la cooperación internacional en este ámbito; preocupación respecto de que diversos instrumentos internacionales de lucha contra el terrorismo estén aún pendientes de ratificación por diversos países; diferencias en torno al rol más o menos intenso que deben jugar las fuerzas militares; entre otros
. 


En relación con los instrumentos internacionales de Naciones Unidas sobre conductas terroristas se pueden contar a vía ejemplar los siguientes:


a) Convenio sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves(“Convenio de Tokio”), de 1963, sobre seguridad de la aviación. Se aplica a los actos que afecten a la seguridad durante el vuelo; autoriza al comandante de la aeronave a imponer medidas razonables, de carácter coercitivo, contra toda persona que le dé motivos para creer que ha cometido o está a punto de cometer un acto de esa índole, siempre que sea necesario para proteger la seguridad de la aeronave, y exige que las partes contratantes asuman la custodia de los infractores y devuelvan el control de la aeronave a su legítimo comandante.


b) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil (“Convenio de Montreal”), de 1971, relativo a los actos de sabotaje aéreo, como explosiones de bombas a bordo de una aeronave en vuelo. Comete delito quien ilícita e intencionalmente perpetre un acto de violencia contra una persona a bordo de una aeronave en vuelo si ese acto pudiera poner en peligro la seguridad de la aeronave; coloque un artefacto explosivo en una aeronave; o intente cometer esos actos; o sea cómplice de una persona que perpetre o intente perpetrar tales actos; exige que las partes en el convenio castiguen estos delitos con «penas severas»; y exige que las partes que hayan detenido a los infractores extraditen al infractor o lo hagan comparecer ante la justicia.


c) Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, de 1973, relativa a los ataques contra altos funcionarios de gobierno y diplomáticos. Define a la “persona internacionalmente protegida” como un Jefe de Estado, Ministro de Relaciones Exteriores, representante o funcionario de un Estado o una organización internacional que tenga derecho a protección especial en un Estado extranjero y sus familiares. Asimismo, exige a las partes que tipifiquen como delito «la comisión de un homicidio, secuestro u otro atentado contra la integridad física o la libertad de una persona internacionalmente protegida, la comisión de un atentado violento contra los locales oficiales, la residencia particular o los medios de transporte de tal persona; la amenaza de cometer tal atentado”; y de todo acto que “constituya participación en calidad de cómplice” y los castiguen “con penas adecuadas en las que se tenga en cuenta su carácter grave”.


d) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, de 1988, relativo a las actividades terroristas en los buques. Establece un régimen jurídico aplicable a los actos cometidos contra la navegación marítima internacional parecido a los regímenes establecidos respecto de la aviación internacional. Asimismo, dispone que comete delito la persona que ilícita e intencionalmente se apodere de un buque o ejerza control sobre éste por medio de la fuerza, la amenaza o la intimidación; cometa un acto de violencia contra una persona que se encuentra a bordo de un buque si dicho acto pudiera poner en peligro la seguridad de la navegación del buque; coloque un artefacto o sustancia destructivos a bordo de un buque; y perpetre otros actos contra la seguridad de los buques.


e) Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas, de 1997. Crea un régimen de jurisdicción universal respecto de la utilización ilícita e intencional de explosivos y otros artefactos mortíferos en, dentro de o contra diversos lugares de uso público definidos con la intención de matar u ocasionar graves lesiones físicas o con la intención de causar una destrucción significativa de ese lugar.


f) Convenio internacional para la represión de la financiación del Terrorismo, de 2002. Establece delitos específicos para quienes aporten fondos a la actividad terrorista o con la intención que se utilicen con dicha finalidad. Este tratado llevó a diversos cambios en la normativa interna chilena como la ley de Lavado de Dinero y la creación de la Unidad de Análisis Financiero.


g) Resolución 1566 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 2004. Esta resolución es señalada por los expertos internacionales como la que fija los estándares de una regulación del combate al terrorismo. En ella se “recuerda que los actos criminales, inclusive contra civiles, cometidos con la intención de causar la muerte o lesiones corporales graves o de tomar rehenes con el propósito de provocar un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en determinada persona, intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto, o a abstenerse de realizarlo, que constituyen delitos definidos en los convenios, las convenciones y los protocolos internacionales relativos al terrorismo y comprendidos en su ámbito, no admiten justificación en circunstancia alguna por consideraciones de índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra similar e insta a todos los Estados a prevenirlos y, si ocurren, a cerciorarse de que sean sancionados con penas compatibles con su grave naturaleza”.


Es importante destacar la necesidad de enfrentar al terrorismo desde la cooperación internacional, reconociendo que muchos de los grupos u organizaciones que desarrollan estas actividades criminales actúan conectados a redes internacionales de apoyo. Muestra de los anterior son los casos de los ciudadanos chilenos detenidos en España acusados de ser autores de un atentado terrorista con bomba en Zaragoza, quienes habían sido imputados en el denominado “caso bombas”. Diversos atentados con bombas y rayados alusivos a los detenidos han ocurrido en Santiago, Berlín, Indonesia y París, lo que muestra una compleja conexión internacional de los involucrados.


Por lo demás, en esta materia existe una serie de compromisos que vinculan al Estado de Chile contra el terrorismo.


Ya el año 1994, la Asamblea General de Naciones Unidas acordaba, en su resolución 49/60, sobre medidas para eliminar el terrorismo internacional, que “los Estados Miembros de las Naciones Unidas reafirman solemnemente que condenan en términos inequívocos todos los actos, métodos y prácticas terroristas por considerarlos criminales e injustificable, dondequiera y quienquiera los cometa, incluidos los que ponen en peligro las relaciones de amistad entre los Estados y los pueblos y amenazan la integridad territorial y la seguridad de los Estados”. Además, en ellas se recomienda a los Estados a que “examinen con urgencia el alcance de las disposiciones jurídicas internacionales vigentes sobre prevención, represión y eliminación del terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, a fin de asegurar la existencia de un marco jurídico global que abarque todos los aspectos de la cuestión”.


De esta forma, el año 2002 nuestro país publicó el Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas, en el que se comprometía a “adoptar todas las medidas necesarias, incluida, cuando procesa, la adopción de legislación interna, para que actos criminales comprendidos en el ámbito del presente Convenio, en particular, los que obedezcan a la intención o el propósito de crear un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en determinadas personas, no puedan justificarse en circunstancia alguna por consideraciones de índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra similar y sean sancionados con penas acordes a su gravedad.”.

Después de los atentados ocurridos en Nueva York, Londres y Madrid, los países occidentales adoptaron una posición de mayor firmeza frente al fenómeno terrorista, enfrentándolo desde sus inicios. Así, se fortaleció la prevención de la actividad terrorista y la seguridad en las fronteras y los medios de transporte y también se atacó con fuerza las fuentes de financiamiento del terrorismo, apuntando a monitorear y sancionar el lavado de dinero.


3.4.  Evolución del concepto de delito terrorista en Chile: carácter pluriofensivo.


Los actos terroristas no sólo ponen en peligro la seguridad e integridad de las personas, sino que además socavan las instituciones democráticas y sociales que son esenciales para la conservación y fortalecimiento del Estado de Derecho imperante en nuestro país.


Originalmente, las normas constitucionales y legales en Chile en materia de terrorismo enfrentaban una realidad distinta a la de hoy: el terrorismo era asociado a la desestabilización del régimen. Tal conceptualización hoy está superada; no sólo por la realidad del terrorismo a escala local, sino por la evidencia internacional.


De esta forma, el objeto de toda regulación en esta materia es la protección de bienes jurídicos trascendentales para la comunidad y el Estado de Derecho, como la vida, la salud o integridad física, la propiedad y la libertad de las personas o de un grupo de ellas, frente a ataques en los que se persigue infundir en la población o en una parte de ella, un temor justificado de ser víctimas de otros delitos de similar gravedad. Esta última circunstancia determina que en la ejecución de estas conductas se comprometa también la seguridad, como bien jurídico colectivo. Así, el carácter pluriofensivo que tienen estos delitos los hace más complejos y peligrosos, lo que fundamenta una normativa de excepción que asegure que quienes pretendan afectar dichos bienes jurídicos serán sancionados, idealmente, inhibiéndolos de hacerlo.


3.5. Importancia de la prevención temprana de la violencia y los desórdenes públicos.


Uno de los fenómenos preocupantes de los últimos años ha sido el aumento de los desórdenes públicos y los delitos cometidos con ocasión de diversas marchas y manifestaciones. 


Es por ello que parece sensato avanzar hacia un correcto equilibrio entre el ejercicio de los derechos de reunión y expresión asociados a una manifestación o protesta pública y los derechos de terceros (vecinos, comerciantes, transeúntes). Se trata, en suma, de cómo defender el derecho de reunión y expresión legítima y pacífica que tenemos los ciudadanos de la violencia. Así, estamos entonces ante una discusión de medios, no del fin, que es, a todas luces, compartido. Por eso es que preocupan que iniciativas que en el pasado han buscado modificar cuerpos legales en este ámbito, sean caricaturizadas como la “criminalización de la protesta social”. 


Pero estamos en un ámbito, al igual que en materia de terrorismo, donde no sólo son necesarias reformas legales. Es basta la literatura que se ha referido a la cuestión del control “inteligente” o basado en la evidencia del orden público, desarrollándose una serie de buenas prácticas en esta materia que buscan aumentar la eficacia policial a la vez que disminuir el conflicto con los manifestantes
.


Esta literatura ha sido complementada con desarrollos desde las ciencias sociales que analizan los factores que pueden incrementar o inhibir el comportamiento violento de los individuos más radicales al interior de un grupo de manifestantes a partir de la interacción con la policía; y la importancia de que las estrategias policiales consideren esta dinámica potenciando el rol de los moderados en actos públicos, disminuyendo el rol de los más violentos
.


En síntesis, el desafío de la prevención temprana de la violencia y los desórdenes públicos no sólo es valioso en sí mismo, en términos de generar seguridad y el respeto a los derechos constitucionales de los ciudadanos, sino que, en términos de contener tempranamente actos de violencia de mayor entidad.

IV. ELEMENTOS DESTACADOS DEL DERECHO COMPARADO ANTITERRORISTA: TIPO PENAL Y REPARACIONES A VÍCTIMAS.


4.1. Tipo penal.


4.1.1. Derecho español.


El Código Penal español en su artículo 571 define el tipo penal de terrorismo señalando que “Los que perteneciendo, actuando al servicio o colaborando con bandas armadas, organizaciones o grupos cuya finalidad sea la de subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública, cometan los delitos de estragos o de incendios tipificados en los artículos 346 y 351.”.

El artículo 572, por su parte, establece: “Los que perteneciendo, actuando al servicio o colaborando con bandas armadas, organizaciones o grupos terroristas descritos en el artículo anterior, atentaren contra las personas.”.


De acuerdo a la definición de delito terrorista se desprenden tres elementos:


a) Elemento estructural: se requiere que el sujeto activo del delito actúe perteneciendo, actuando al servicio, o colaborando con bandas armadas, organizaciones o grupos terroristas. 


b) Elemento teleológico: la finalidad política de subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública.


c) Elemento instrumental: la forma de comisión mediante delitos tipificados en otros artículos del CP, esto es, delitos comunes, que pueden tratarse de:

i. Provocación de estragos e incendio a la propiedad.
ii. Atentado contra las personas.
iii. Depósito de armas o municiones, tenencia o depósito de sustancias o aparatos explosivos, inflamables, incendiarios o asfixiantes.
iv. Provocación, conspiración y proposición para cometer delitos terroristas.
v. Justificación o enaltecimiento por cualquier medio de expresión pública, de los delitos terroristas.
vi. Financiamiento de terrorismo.

A su vez, también se permite la figura del terrorismo sin necesidad de pertenecer a una organización terrorista, lo cual se desprende del artículo 577 que señala que "aquel que sin pertenecer a una organización terrorista, realice ciertas conductas con finalidad terrorista, o busque contribuir a su realización, atemorizando a los habitantes de una población o a los miembros de un colectivo social, político o profesional, comete delito terrorista".


4.1.2.  Derecho peruano. 


El Decreto Ley Nº 25.475 de 1992, que establece la penalidad para los delitos de terrorismo y los procedimientos para la investigación, la instrucción y el juicio define como “El que provoca, crea o mantiene un estado de zozobra, alarma o temor en la población o en un sector de ella, realiza actos contra la vida, el cuerpo, la salud, la libertad y seguridad personales o contra el patrimonio, contra la seguridad de los edificios públicos, vías o medios de comunicación o de transporte de cualquier índole, torres de energía o transmisión, instalaciones motrices o cualquier otro bien o servicio, empleando armamentos, materias o artefactos explosivos o cualquier otro medio capaz de causar estragos o grave perturbación de la tranquilidad pública o afectar las relaciones internacionales o la seguridad de la sociedad y del Estado, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de veinte años.”.


Si bien esta norma ha generado controversia, en el caso García Asto con Perú, la Corte IDH resolvió que la legislación peruana no era contraria a la Convención
.


4.1.3.  Derecho mexicano.


El Código Penal federal establece una serie de conductas que son consideradas delitos terroristas base, a saber:


a) A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o similares, material radioactivo, material nuclear, combustible nuclear, mineral radiactivo, fuente de radiación o instrumentos que emitan radiaciones, explosivos, o armas de fuego, o por incendio, inundación o por cualquier otro medio violento, intencionalmente realice actos en contra de bienes o servicios, ya sea públicos o privados, o bien, en contra de la integridad física, emocional, o la vida de personas, que produzcan alarma, temor o terror en la población o en un grupo o sector de ella, para atentar contra la seguridad nacional o presionar a la autoridad o a un particular, u obligar a éste para que tome una determinación. 

b) Al que acuerde o prepare un acto terrorista que se pretenda cometer, se esté cometiendo o se haya cometido en territorio nacional.

De este modo, el tipo penal no considera el elemento subjetivo del autor, sino que apunta a factores objetivos relativos a que la comisión del delito común cause alarma, temor o terror en la población. 


A su vez, esta legislación establece agravantes en los siguientes casos:


a) El delito sea cometido en contra de un bien inmueble de acceso público;


b) Se genere un daño o perjuicio a la economía nacional, o

c) En la comisión del delito se detenga en calidad de rehén a una persona.


Finalmente, se castiga a quien encubra a un terrorista y a quien amenace de cometer un delito terrorista.


4.1.4.  Derecho colombiano.


El artículo 144 del Código Penal Colombiano define en su artículo 144 el tipo terrorista de la siguiente manera: Actos de terrorismo. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, realice u ordene llevar a cabo ataques indiscriminados o excesivos o haga objeto a la población civil de ataques, represalias, actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizarla, incurrirá por esa sola conducta en prisión de quince (15) a veinticinco (25) años, multa de dos mil (2.000) a cuarenta mil (40.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de quince (15) a veinte (20) años.”.

Conjuntamente con el tipo básico, contempla como agravante especial para delitos en particular “Cuando se cometa con fines terroristas”, como el secuestro (artículo 170; 183; 185; 197).


4.1.5.  Naciones Unidas.


Antes de la creación de las Naciones Unidas, la Convención de Ginebra por la Prevención y la Represión del Terrorismo del 16 de noviembre de 1937 había tratado la cuestión terrorista. La Convención entiende por actos de terrorismo los “hechos criminales dirigidos contra un Estado con el objetivo de provocar el terror contra personalidades determinadas, grupo de personas o en el público”.


La ONU ha trabajado en la delimitación del concepto de terrorismo. Sin embargo, han surgido controversias en torno a esta cuestión. Desde el primer momento, se han enfrentado dos posturas con dos visiones diferentes sobre esta cuestión: por un lado, Occidente, encabezada por Estados Unidos, y por otro, países que se encuadrarían dentro del llamado Tercer Mundo. Básicamente, la cuestión es que estos últimos países consideran que muchos grupos terroristas no deben ser considerados como tales, sino más bien como grupos de liberación nacional. Esta controversia ha imposibilitado la asunción de una definición común.


En general, se acepta que el terrorismo es una acción violenta, llevada a cabo por un determinado motivo político, contra personas o grupos de personas, con el fin de alterar un determinado proceso político. Sin embargo, han surgido críticas en torno a esta definición y sus elementos:


a) Existen otras motivaciones que no son exclusivamente políticas (por ejemplo, alteraciones al orden social).


b)  Excluye las acciones individuales.


c) La falta de definición de los objetivos de los actos terroristas.


d) La indefinición del término violencia. No incluye nuevas formas de violencia, por ejemplo, los delitos informáticos.


El año 2006 se aprobó la resolución 60/288 sobre estrategia global de las Naciones Unidas contra el terrorismo, la cual reafirma los principios y propósitos de la Carta de Naciones Unidas, fijando un plan de acción para los Estados Miembros en orden a condenar los actos de terrorismo y asumir las medidas necesarias tendientes a su persecución y prevención. 


4.2.  Reparaciones a víctimas.

4.2.1  Derecho español.


La legislación antiterrorista comprende igualmente medidas específicas dirigidas a atender a las víctimas. Las víctimas del terrorismo disfrutan de un régimen de indemnización específico, al margen de la legislación general para víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, y han sido objeto de la Ley de Solidaridad con las víctimas del terrorismo y de diversos programas de asistencia establecidos por ciertas Comunidades Autónomas.


Así, se contemplan programas de ayuda a personas amenazadas, de familias en caso de fallecimiento por medio del traslado de localidad, gastos de escolarización, etc.


Asimismo, se fijan indemnizaciones y ayudar por incapacidades permanentes  y no permanentes. Así se fija que el Estado asumirá, con carácter extraordinario, el abono de las indemnizaciones correspondientes, impuestas en sentencia simple por casos de muerte, daños físico o psíquico de las víctimas de delitos terroristas, imponiendo límites máximos, así en caso de muerte son 500.000 euros, secuestro 125.000 euros, etc.


4.2.2  Derecho peruano.


En cuanto al tratamiento de víctimas, la ley peruana, no se contemplan normas relacionadas, por lo cual sólo corresponde  ejercer las acciones civiles de indemnización de perjuicios en contra del condenado por delitos terroristas.


Sin perjuicio de lo anterior, para los casos de terrorismo entre 1980 y el año 2000, por ley se fijó el establecimiento de un Consejo de Reparaciones que tiene por objeto elaborar un catastro de víctimas de terrorismo y proceder al pago de una indemnización.


4.2.3.  Derecho mexicano.


Desde 1969 México cuenta con una ley sobre auxilio a las víctimas de delitos. A lo anterior, debe sumarse que dentro del catálogo de derechos de las víctimas se contempla el derecho a que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio Público estará obligado a solicitar la reparación del daño y el juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia condenatoria. La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia de reparación del daño.


Así, el año 2000 surge el Programa de Atención a Víctimas del Delito (Províctima) dependiente de la CNDH, que tiene como finalidad la implementación y funcionamiento de un Sistema Nacional de Atención a Víctimas acorde a lo señalado por los Estados Unidos Mexicanos y a las Declaraciones Internacionales acerca de la protección de este grupo vulnerable. El fin último que persigue Províctima es entregar auxilio a las víctimas de delito, por lo cual el programa entrega protección y defensa a las víctimas y también promoción, estudio y difusión de los derechos humanos de los ofendidos por delitos y abusos de poder.


Los objetivos estipulados para este programa son: (1) atender y orientar a las víctimas del delito y realizar el seguimiento de esta atención a cargo de las autoridades correspondientes; (2) recibir y atender quejas relacionadas con víctimas y ofendidos por delitos contra la libertad, el desarrollo psicosexual y por violencia familiar; (3) generar redes entre las víctimas del delito o a los ofendidos, con la instancia gubernamental o particular en la que se pueda atender su situación; (4) impulsar la gestión de los servicios sociales a favor de las víctimas del delito para su atención médica y psicológica urgente, preventiva y correctiva; (5) asesorar legal y procesalmente a las víctimas y ofendidos por el delito, respecto de la reparación del daño y la colaboración con el Ministerio Público; (6) velar por el respeto a los derechos humanos de las víctimas y ofendidos por el delito, en las instituciones responsables de su atención; (7) interactuar con las redes, instituciones o asociaciones gubernamentales o privadas en la materia; (8) propiciar y realizar estudios y propuestas para la creación de un Sistema Preventivo y de Protección a las víctimas del delito; (9) elaborar y opinar sobre proyectos legislativos y reglamentarios para proteger a las víctimas del delito, y (10) promover y difundir la cultura para prevenir y proteger a las víctimas del delito y a los ofendidos.

V.  PROPUESTAS DE PERFECCIONAMIENTO DE LA INSTITUCIONALIDAD ANTITERRORISTA Y PREVENCIÓN TEMPRANA DE LA VIOLENCIA

A continuación, se detallará una serie de propuestas de perfeccionamiento de nuestra institucionalidad antiterrorista. Con todo, ellas se basan sobre cinco criterios rectores que deben acompañar el debate en torno a las reformas:


a) Avanzar hacia una política de Estado en la materia, quedando claro que el principal responsable en la materia es el Gobierno.  Si bien la amenaza del terrorismo en nuestro país es una cuestión de tal gravedad que requiere salir del espacio del conflicto político ordinario y pasar al de la política de Estado, no deja de ser comprensible el que las señales que entregó este Gobierno desde el comienzo en esta materia, como asimismo, la conducta de los representantes de la Concertación (dirigentes, parlamentarios, etc.) durante la administración anterior, llegando a sostener que los hechos terroristas eran “montajes” del obierno, sean hoy cuestionadas desde la Oposición. Hay algo de mezquindad en la respuesta del Gobierno de que existiría un aprovechamiento político de la oposición al recordar las acciones y omisiones de la centroizquierda en esta materia. Enfrentar con unidad el terrorismo sí; pero evitando el aprovechamiento desde el Gobierno de que se trata de una política de Estado para evitar el escrutinio público de sus señales. Un componente esencial de una mirada como esta es que el Gobierno manifieste una voluntad real de aplicar el instrumental antiterrorista (existente o futuro) y exista respaldo permanente a los actores públicos encargados de aplicarla.  De nada sirven aumentos de recursos, sanciones o facultades a los agentes públicos si no existe, desde el Gobierno, respaldo a dichas instituciones al hacer uso de ellos.


b) Es legítimo, necesario y una obligación del Estado chileno contar con un estatuto especial antiterrorista, no siendo suficiente el uso de la legislación penal ordinaria, en atención a la entidad y naturaleza del delito y los bienes jurídicos involucrados.


c) Es de particular relevancia generar un consenso nacional en torno a la prevención temprana de la violencia. Cuando la autoridad no entrega señales potentes frente a los desórdenes públicos, al uso de bombas incendiarias en manifestaciones públicas o a la actuación impune de encapuchados, se genera un ambiente creciente de impunidad. Una señal fuerte en esta materia en caso alguno es sinónimo de infracción a los derechos constitucionales. 


d) Reforma integral pro eficacia, no sólo legal. Para disuadir conductas criminales de cualquier naturaleza, no basta que la sanción en abstracto sea alta, sino que la probabilidad de que sea aplicada sea alta. Es fundamental entender que una parte relevante de la ineficacia de nuestra institucionalidad está más bien vinculada a aspectos de coordinación y capacitación de los actores involucrados que al instrumental regulatorio que poseen.


e) Las políticas públicas, programas y medidas antiterroristas, como toda política pública de seguridad, debe ir evolucionando hacia programas basados en la evidencia, esto es, un enfoque de toma de decisiones basado en evidencia objetiva sobre la base de investigación y análisis científico. Por lo demás, se trata de un déficit más bien general del diseño de nuestras políticas públicas en seguridad. Con todo, es también un déficit en materia de diseño de políticas antiterroristas a nivel internacional, como da cuenta la literatura
. Ello también implica considerar la dimensión costo-efectividad de los programas y reformas que se aprueban para combatir el terrorismo
. Porque si bien en algunos ámbitos podría ser necesario aumentar recursos presupuestarios, humanos o tecnológicos, dicho debate debe ir acompañado respecto de indicadores de impacto y su evaluación y mecanismos periódicos de rendición de cuenta. 


5.1.  Reformas constitucionales.


1. Reforzar el artículo 9° de la CPR, inciso primero, manteniendo como principio básico de la Constitución que el terrorismo es por esencia contrario a los derechos humanos, pero agregando otros bienes jurídicos institucionales afectados como la democracia y el Estado de Derecho. Asimismo, se debe evaluar racionalizar los incisos segundo y tercero del artículo 9° de la CPR, dejando en el ámbito legal el desarrollo de esta regulación, pero manteniendo, dos reglas: (i) que una ley de quórum calificado determinará las conductas terroristas y su penalidad, y (ii) que la naturaleza de estos delitos es común para efectos legales.


2. Revisar la proporcionalidad de las sanciones accesorias que contempla nuestra Constitución Política, asegurándose que balanceen una adecuada sanción con el respeto de los derechos ciudadanos.


5.2.  Reformas legales.


5.2.1.  Ley N° 18.314 sobre conductas terroristas.


3. Establecer un nuevo tipo penal terrorista base, que sancione al que realice conductas terroristas que afecten la vida, la integridad corporal o la libertad de las personas a través medios especialmente peligrosos que generen temor en la población o en un grupo indeterminado de ella y alteren el orden social o político (o institucional del Estado).


Las ventajas de esta propuesta son: 


i. Se simplifica el tipo sin referencia a otros delitos y, a la vez, se acota a bienes fundamentales como suele exigirse
.


ii. Busca superar las dificultades del delito terrorista actual, a la vez que se ajusta las exigencias impuestas por normas constitucionales e instrumentos internacionales
, delimitando el tipo penal con la descripción de sus elementos esenciales
, al afectar bienes fundamentales de las personas por el empleo de medios especialmente peligrosos que tengan por efecto provocar temor en la población o un grupo indeterminado de ella
.


iii. No se limita a organizaciones terroristas, sino, siguiendo la evidencia existente internacional, puede ser aplicada a un individuo


iv. No limita la aplicación de la normativa excepcional en razón de la naturaleza jurídica del dueño del bien afectado ni de la persona del autor. 


4.  Establecer como sanción el comiso de efectos y bienes empleados para la comisión del delito, dado que puede tener un gran efecto disuasivo y no tiene el riesgo de afectación de derechos fundamentales como las penas personales.  Adicionalmente, el producto de la enajenación de dichos bienes y las multas a que diere lugar la aplicación de la Ley Antiterrorista ingresarán a un fondo dependiente del Ministerio del Interior y Seguridad Pública que deberá ser utilizado exclusivamente para la prevención y persecución de los delitos terroristas.


5.  Agregar como figuras nuevas, autónomas, la amenaza de conductas terroristas y la pertenencia a una asociación o agrupación terrorista. Los delitos podrían tener una sanción similar con atención al riesgo de las dos hipótesis, que no incluyen lesiones de bienes individuales pero sí una situación de peligro común real para la seguridad colectiva, que indirectamente afecta bienes individuales. 


6.  Incorporar las figuras de cooperación eficaz y desistimiento de la tentativa como atenuante y eximente, respectivamente, de la responsabilidad penal.  En efecto, se incorpora una atenuación de la responsabilidad penal a través de la figura de la cooperación eficaz, la que tiene por primordial objeto esclarecer los supuestos fácticos de una investigación sobre este tipo de hechos y prevenir o impedir la ejecución de otros delitos con carácter terrorista.  Asimismo, se contempla de modo excepcional, la figura del desistimiento del acto terrorista tentado, exigiendo para que opere, que se cumplan como requisitos esenciales para eximir de responsabilidad, la revelación a la autoridad del plan delictual y de sus circunstancias. Además, tratándose de la conspiración y de la tentativa en que intervienen dos o más sujetos, se exige que dicha revelación haya efectivamente impedido la consumación del hecho.


7. Aumentar las penas en materia de financiamiento del terrorismo (artículo 8° de la ley N° 18.314), con la finalidad de adecuar ésta a la gravedad de ese injusto y ajustar su penalidad a las sanciones establecidas en la Ley N° 20.393 sobre responsabilidad penal de las personas jurídicas.


8. Incorporar nuevas técnicas investigativas y procesales. Se propone introducir a la Ley N° 18.314 un conjunto de técnicas investigativas que ya han sido incorporadas en la Ley Nº 20.000, que sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas y en la Ley Nº 19.913, sobre Lavado y Blanqueo de Activos. Por lo demás, se trata de cumplir con las obligaciones y compromisos internacionales del país en esta materia
:


8.1.  Introducir la figura de los agentes encubiertos e informantes, como un medio idóneo y eficaz para penetrar agrupaciones ilícitas con fines terroristas y detectar a sus partícipes o suministrar la información necesaria para la detección de acciones encaminadas a la planificación de atentados con carácter terrorista.


8.2.  Regular de manera precisa la figura de la delación compensada, permitiendo rebajas de penas en caso de que exista cooperación eficaz.


8.3.  Autorizar a las policías la toma de huellas dactilares y de ADN a sospechosos de comisión de actos terroristas, aun sin el consentimiento de los imputados.


8.4.  Incorporar las técnicas de entregas vigiladas y transacciones de armamentos y explosivos destinadas a la perpetración de atentados terrorista. Con esta medida se busca individualizar a las personas que participen en la ejecución de tales hechos, conocer sus planes y determinar sus responsabilidades.


8.5.  Establecer medidas cautelares personales y reales de mayor eficacia para el éxito de este tipo de investigaciones, permitiendo, antes de la formalización de la investigación y por plazos acotados, decretar el arraigo y medidas cautelares reales necesarias para evitar el uso, aprovechamiento o circulación de toda clase de bienes, valores o dineros destinados a la comisión de alguno de los delitos previstos en la presente ley.


5.2.2.  Ley N° 17.798 sobre control de armas.


9.  Sancionar la colocación, uso o detonación de artefactos explosivos. Si el hecho se realiza mediante la colocación, uso o detonación de armas de uso bélico, químicas, biológicas o nucleares, la pena podrá llegar a presidio perpetuo calificado.


10.  Perfeccionar la figura y la sanción a la tenencia ilegal de medios explosivos. 


5.2.3.  Ley N° 18.216 sobre penas sustitutivas.


11.  Establecer como regla general restricciones a la aplicación de penas sustitutivas (libertad vigilada, libertad vigilada intensiva, prestación de servicios en beneficio de la comunidad, etc.) en casos de delitos terroristas, salvo que se trate de un adolescente.  Excepcionalmente, procedería para las figuras de amenaza, organización y tenencia de medios peligrosos, bombas y otros aparatos explosivos, que puedan someterse a un régimen de libertad vigilada intensivo, luego de cumplir al menos uno o dos años de privación de libertad, bajo una medida de control telemático.


5.3. Fortalecimiento de la institucionalidad antiterrorista.


5.3.1.  Agencia Nacional de Inteligencia (ANI).


12.  Reestructuración de la ANI como agencia técnica, independiente del gobierno de turno. Es deseable aumentar la autonomía técnica de la ANI, pasando desde un órgano cuya dirección superior corresponde a un Director, quien es de la exclusiva confianza del Presidente de la República (y que no debe pasar por la Alta Dirección Pública), hacia un órgano colegiado, dotado de autonomía, personalidad jurídica y patrimonio propio, siendo sus integrantes nombrados por el Presidente y con la conformidad del Senado.  Ello implica además reforzar los mecanismos de rendición de cuenta de la institución.


13.  Aumentar recursos presupuestarios, humanos y tecnológicos, asegurando continuidad a los funcionarios. Destinar mayores recursos en tecnología y en la contratación de personal que preste servicios de manera permanente en la Agencia. Especialización del personal de la Agencia, lo cual debiese garantizarse mediante mecanismos especiales de contratación, de modo que los cambios de gobierno no afecten la continuidad de dichos funcionarios, dependiendo su permanencia sólo en razones de mérito.


14. Aumentar la coordinación al interior del Sistema de Inteligencia, especialmente entre la ANI y los servicios de inteligencia militares y policiales.


Ministerio Público y policías.


15. Rediseñar el proyecto de ley de fortalecimiento del Ministerio Público (Boletín N° 8.265-07), hoy en segundo trámite constitucional en el Senado, con el objeto de introducir modificaciones relevantes respecto de la Fiscalía de Alta Complejidad y del sistema de evaluación de impacto y rendición de cuenta del Ministerio Público.


17.1. Precisar las labores de la Fiscalía de Alta Complejidad, estableciendo que su jefatura estará a cargo de un Fiscal con rango de Fiscal Regional que no dependa directamente de la Fiscalía Nacional, y que considere la dimensión local de su accionar.


17.2.  Introducir perfeccionamientos al sistema de evaluación de impacto y rendición de cuenta del Ministerio Público.


16.  Aumentar la coordinación entre fiscales y policías, y capacitación interinstitucional. 


18.1.  Establecer  metas e indicadores comunes entre el Ministerio Público y las policías.


18.2.  Sofisticar los protocolos de actuación conjunta, especialmente respecto de las primeras actuaciones frente a un delito terrorista el que debe quedar entregado a un grupo policial especializado antiterrorista.


18.3  En materia de capacitación  interinstitucional, implementar talleres prácticos sobre primeras diligencias en materia de delitos terroristas; generar jornadas de capacitación interinstitucional a nivel nacional.


17.  Fortalecimiento de la inteligencia policial y coordinación efectiva entre las policías en traspaso de información e intercambio de inteligencia, implementando la base unificada de datos (BUD),  y revisando los planes de estudio y mallas curriculares de las Policías, para generar capacidades efectivas de inteligencia policial.


5.4.  Protección especial y reparación a víctimas.


18.  Protección de víctimas. Facultar al Ministerio Público para que solicite la adopción en forma obligatoria y vinculante al tribunal de medidas de protección respecto de víctimas de delitos terroristas.


19.  Creación de un Fondo de reparación a las víctimas del terrorismo.  Siguiendo la tendencia comparada, se hace necesario avanzar en un estatuto especial para este tipo de víctimas, donde el Estado como garante principal de la seguridad interior y el orden público en el país, asuma la reparación de las víctimas, tanto por medio de indemnizaciones directas y determinada, como por medio de programas de salud, reubicación, seguridad, etc., cuestión que sí ocurre en legislación comparada, distinguiendo distintas situaciones: muerte, lesiones de distinta gravedad, incapacidades permanentes y no permanentes, amenazas, etc.


5.5.  Rehabilitación de condenados por delitos terroristas.


20. Establecer un programa especial de rehabilitación a condenados por delitos terroristas, sobre la base de apoyo sicológico y/o siquiátrico, como también por medio de programas educativos, capacitación laboral y, de ser necesario, tratamiento de drogas. Ello puede estar vinculado a condenados que hayan prestado cooperación eficaz.


5.6.  Prevención temprana de la violencia y los desórdenes públicos.


21.  Tipificar el delito de desórdenes públicos graves en caso de paralización de los servicios públicos de emergencia y el impedimento de la libre circulación de las personas, la que debe valerse de fuerza en las cosas o violencia o intimidación a las personas.


22.  Incorporar la circunstancia agravante de delitos contra las personas o que afectaran los bienes (propiedad), ocurridas en una manifestación o acto de carácter público o masivo, aumentándose además la penalidad cuando en este caso se utilizare algún elemento con el propósito de esconder su identidad (“encapuchado”).


23.  Sancionar con multas de 1 a 4 UTM a la persona que concurra a una manifestación pública ocultando su identidad (“encapuchado”), quedando la fuerza pública facultada para detenerlos y ponerlos a disposición del Ministerio Público.


24. Desarrollar programas de Violencia Escolar en los establecimientos educacionales, dado que la violencia escolar es uno de los factores de riesgo que se debe considerar al analizar el potencial inicio de conductas antisociales y violentas que además puedan derivar en carreras delictuales.


25. Potenciar las capacidades investigativas y de análisis de la policía en materia de orden público: acopio intensivo y análisis de información (inteligencia policial); uso de estrategias de contención (detención proactiva o el uso de cercos de seguridad), y de arrestos concentrados (y a veces preventivos); incentivar la auto-regulación de los manifestantes o el uso de técnicas de control consensuados (combinados con los coercitivos).”.

Enseguida, la Comisión escuchó la exposición de la Directora Ejecutiva de Amnistía Internacional – Chile, señora Ana Piquer.

La señora Piquer efectuó una intervención basada en un informe escrito del siguiente tenor:
“La reforma a la ley antiterrorista de cara a los derechos humanos

Minuta de Amnistía Internacional-Chile respecto del proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad, y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal

Boletín N° 9.692-07


Amnistía Internacional, como organización global que trabaja por la defensa, protección y promoción de los derechos humanos, entre otras cosas se preocupa del análisis del texto y la aplicación de cuerpos legales que puedan resultar contrarios a las normas internacionales de derechos humanos. Es desde esa perspectiva que ha analizado legislación antiterrorista en diferentes lugares del mundo, incluido Chile.

Por tanto, nuestro comentario no está dirigido a la identificación de elementos de política criminal en relación a la persecución de los delitos terroristas, sino a salvaguardar que estas políticas no afecten de manera indebida o desproporcionada los derechos humanos de todas las partes involucradas.

En esta línea, es fundamental destacar que Amnistía Internacional reconoce, en primer lugar, el deber de los Estados de garantizar la seguridad de su población y por tanto, de combatir el terrorismo en todas sus formas. Esto debe hacerse en el entendido que no puede existir seguridad sin derechos humanos: todas las medidas que se adopten a fin de proteger a las personas, deben siempre adoptarse dentro de un marco de pleno respeto a los derechos humanos de todas las personas involucradas y las eventuales limitaciones a los derechos deben efectuarse de manera excepcional y de acuerdo a las normas internacionales sobre la materia.

Desde la perspectiva de los derechos humanos, la legislación antiterrorista actualmente vigente en Chile ha sido objeto de críticas de distintos organismos nacionales e internacionales. Entre los cuestionamientos más recientes están las recomendaciones del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, que en la última revisión periódica a Chile recomendó “reformar la Ley Antiterrorista y adoptar una definición clara y precisa de los delitos de terrorismo para asegurar que las actividades que realizan los agentes del orden en el marco de la lucha contra el terrorismo no estén dirigidas a determinadas personas por su origen étnico o cualquier motivo social o cultural. Asimismo, debe asegurar que las garantías procesales contenidas en el artículo 14 del Pacto [de Derechos Civiles y Políticos], sean respetadas”,
  las emanadas de la revisión en el marco del Examen Periódico Universal en enero del presente año
, así como la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Norín Catrimán vs Chile.


A continuación, haremos referencia a algunos puntos que nos parece de relevancia destacar desde la perspectiva de los derechos humanos.

En primer lugar, nos referiremos a algunos asuntos que ya han sido materia de cuestionamiento en relación a la legislación actual, de manera de contrastarlos con el proyecto de ley e identificar si estas preocupaciones se resuelven o persisten. En algunos puntos haremos también mención a las normas del proyecto de ley que “sustituye el texto de la ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, a fin de dar mayor protección a la ciudadanía y fortalecer la paz social” (Boletín N° 9.669-07).

En segundo lugar, haremos referencia a algunos aspectos del proyecto de ley que no se habían analizado con anterioridad y que nos parece de relevancia destacar.

Finalmente, si bien no forma parte del proyecto de ley en debate, destacaremos nuestras preocupaciones en relación a las normas sobre terrorismo que se establecen en la Constitución Política de la República y las preocupaciones que éstas generan desde la perspectiva de los derechos humanos.
1. Preocupaciones en la legislación actual y su tratamiento en el proyecto de ley
1.1 Definición de terrorismo
Principios generales

Aunque la palabra “terrorismo” se utiliza con frecuencia y la práctica del “terrorismo” es algo a lo que el mundo en general se opone, no existe una definición universalmente aceptada de la palabra, ni en el uso general ni en los tratados y leyes destinados a combatirlo. Frecuentemente, la palabra denota la actitud de quien la emplea hacia un delito determinado, llevando una importante carga emotiva y política, utilizándose de manera selectiva.

No obstante, un principio del derecho internacional que no es derogable incluso en situaciones de emergencia, es que no debe procesarse a nadie por actos que no estén claramente definidos como delito o que no sean contrarios a los principios generalmente reconocidos del derecho. Los Estados tienen la obligación de definir con precisión los delitos en la ley, de manera que las personas puedan saber de qué actos u omisiones puede ser considerada responsable penalmente.

Más aún, una definición inadecuada puede convertir en delito, por ejemplo, el ser miembro de un “grupo terrorista”, aunque la persona no haya cometido ningún otro acto ilegal, lo que si se define en términos muy vagos, puede en la práctica limitar el ejercicio pacífico al derecho de asociación o la libertad de expresión.

De acuerdo al Relator Especial de la ONU sobre la promoción y protección de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo (“Relator Especial”), a falta de una definición internacional integral del delito de terrorismo, las disposiciones nacionales deben ajustarse a una caracterización que comprende tres condiciones acumulativas y según la cual un acto, para ser calificado de terrorismo, deberá
:

a) Cometerse contra miembros de la población en general, o sectores de ésta, con la intención de causar la muerte o lesiones corporales graves, o de tomar rehenes;

b) Cometerse con el propósito de provocar un estado de terror, intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de realizarlo;

c) Reunir todos los elementos de la definición legal de un delito grave.

El Relator Especial también ha señalado con anterioridad que cualquier definición de terrorismo debe limitarse a elementos objetivos del acto (1. toma de rehenes intencionada, 2. se proponga causar la muerte o lesiones, o 3. entrañe violencia mortal contra una persona o más)  e intención (1. provocar un estado de terror, o 2. obligar a un gobierno o a una organización internacional a hacer algo o abstenerse de hacerlo). Según el Relator Especial, cualquier definición que vaya más allá de estos elementos sería problemática desde los derechos humanos
.

Toda ley que proscriba el terrorismo debe respetar el principio de legalidad consagrado en el artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aplicarse únicamente a la lucha contra el terrorismo y cumplir con el principio de no discriminación. Asimismo lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al determinar la obligación de los Estados de respetar el principio de legalidad al tipificar como delitos las conductas de carácter terrorista. Con tal fin, la definición de la conducta punible debe ser clara y precisa, exige una distinción entre los delitos que suponen dicho carácter y aquellos tipos penales ordinarios y sus efectos jurídicos deben ser preexistentes a la conducta en cuestión
.
Legislación actual

El Relator Especial, en el informe emitido tras su visita a Chile en 2013, opinó que la definición de terrorismo de la legislación chilena es muy amplia y que “la modificación de 2010 no define el bien jurídico protegido y mantiene una referencia a derechos y conductas ya previstos y protegidos por el derecho penal común, incluido el delito de incendio intencional en un lugar deshabitado”.
 El Relator Especial coincide con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el sentido que “al permitir una interpretación que incluye bajo la rúbrica de terrorismo conductas que atenten exclusivamente contra la propiedad, da lugar a la ambigüedad y confusión sobre lo que el Estado reprocha penalmente como delito terrorista”
. Esto otorga una amplia discreción al fiscal, lo que puede traducirse en una aplicación impredecible y arbitraria y, por lo tanto, en posibles abusos.

Adicionalmente, el Relator Especial señala que aun teniendo una definición amplia de terrorismo, existiría una salvaguardia mínima si hubiera criterios objetivos para el ejercicio de la discreción del fiscal y un consenso acerca de las formas de protesta que pueden calificarse correctamente de actos de terrorismo. No obstante, consideró que en Chile no existen actualmente esos criterios objetivos ni ese consenso
.
Proyecto de ley

El proyecto (artículos 1° al 5°) redefine los delitos terroristas de acuerdo a lo siguiente:

- La “asociación criminal terrorista”, limitada a grupos que, a través de la perpetración de ciertos delitos específicamente enumerados (y limitados a delitos contra las personas), que persiguen “socavar o destruir el orden institucional democrático”, alterar gravemente el orden público, imponer exigencias a la autoridad política, arrancar decisiones de ésta o infundir temor generalizado en la población de pérdida o privación de los derechos fundamentales”.

- El delito de fundar o contribuir a fundar una “asociación criminal terrorista”, o proveer de fondos para financiarla.

- El delito de integrar activamente una “asociación criminal terrorista”. Esta pena se aplica a todo individuo que ha tomado parte o ejecutado un delito de los descritos y ha adherido positivamente a los propósitos concretos de perpetración de los crímenes. Se señala que “Se considerará adhesión positiva cualquier manifestación de voluntad expresa o tácita del imputado o la aceptación de los propósitos criminales de una organización, asociación o grupo, sea que el medio de adhesión positiva fuese electrónico, telefónico, la participación en redes sociales o cualquier otro medio”.

- También se aplica una pena “al individuo que, sin pertenecer a una organización o grupo y habiendo tomado parte o ejecutado alguno de los delitos señalados en el artículo 1°, lo hubiese hecho persiguiendo las finalidades allí expresadas”.

Estas penas se aplicarían sin perjuicio de las que correspondan por uno o más crímenes efectivamente perpetrados por uno o más integrantes de la organización.

Esta modificación resulta positiva en el sentido que acota los delitos que pueden ser considerados terroristas a conductas que se encuentran dentro del marco de los estándares indicados por los Relatores Especiales.


No obstante, los tipos penales que se refieren a fundar o contribuir a fundar e integrar activamente una organización criminal terrorista, generan algunos puntos de preocupación. A juicio de Amnistía Internacional resulta esencial acotar estos tipos penales de mejor manera, para evitar que se esté sancionando a las personas sólo por sus relaciones, pero sin que hayan cometido ningún acto delictivo propiamente tal. Sin las suficientes salvaguardias, estos dos tipos penales (fundar e integrar) pueden restringir indebidamente los derechos de asociación y expresión y existe un riesgo amplio de arbitrariedad en su aplicación. El Relator Especial ha señalado que las autoridades deben tener elementos de prueba tanto de la intención subjetiva como del riesgo objetivo de que el acto se vaya a cometer. Por ello, a modo de ejemplo, para hablar de “integrar activamente” se debiera requerir más elementos de prueba que un mensaje en Facebook o Twitter, al no ser por sí sólo prueba suficiente de un “riesgo objetivo”. 

En este sentido, recomendamos revisar la redacción en los delitos relativos a fundar e integrar organizaciones criminales terroristas, pues la propuesta actual podría incurrir en faltas al principio de legalidad e incluso restringir de forma injustificada otra serie de derechos fundamentales.

Por otra parte, es importante mencionar que el proyecto de ley del Boletín N° 9.669-07 propone una definición amplia (artículos 1 y 2) que podría no cumplir con los estándares del principio de legalidad al mantener elementos de subjetividad que hacen que el tipo penal sea poco claro. Adicionalmente, continúa incluyendo delitos que atentan exclusivamente contra la propiedad (por ejemplo, incendio y estragos) lo cual excede los estándares establecidos por los Relatores Especiales en relación a la descripción de delitos terroristas. 

Como se señaló, cualquier esfuerzo por establecer un tipo penal de terrorismo debe cumplir con el principio de legalidad consagrado en el artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Ello exige que en la elaboración de los tipos penales sean utilizados términos estrictos y unívocos que acoten claramente las conductas punibles. En palabras de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, “la ambigüedad en la formulación de los tipos penales genera dudas y abre el campo al arbitrio de la autoridad, lo cual es particularmente indeseable cuando se trata de establecer la responsabilidad penal de los individuos y sancionarla con penas que afectan severamente bienes fundamentales, como la vida o la libertad”.
 Cualquiera sea la definición que se adopte en definitiva, debiera considerar las tres condiciones propuestas por el Relator Especial y asegurar que pueda ser aplicado en base a criterios objetivos.
1.2. Secreto de la investigación
Principios generales

Toda persona acusada de un delito tiene derecho a disponer del tiempo y los medios adecuados para preparar la defensa. Esto se basa en el derecho a defensa y el principio de “igualdad de condiciones”: la defensa y la acusación deben ser tratadas de modo que se garantice que ambas partes tienen las mismas oportunidades de preparar y presentar sus argumentos
. En los procesos penales, en los que la acusación tiene a su disposición toda la maquinaria del Estado, el principio de igualdad de condiciones es una garantía esencial del derecho de la persona acusada a defenderse.

La protección de este derecho requiere que la persona acusada y su abogado, además de recibir información sobre los cargos, tengan acceso a la información relevante, tales como listas de testigos e información sobre ellos, documentos y otras pruebas que la defensa tenga intención de utilizar (material inculpatorio). También incluye la información que podría dar lugar a la exoneración del acusado (material exculpatorio), afectar la credibilidad de las pruebas presentadas por la fiscalía, respaldar una línea argumental de la defensa o ayudar de otro modo al acusado a preparar su caso o atenuar la pena.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha aclarado que el derecho al tiempo y los medios adecuados para preparar la defensa “obliga al Estado a permitir el acceso del inculpado al conocimiento del expediente llevado en su contra”
, en un plazo que permita al acusado disponer del tiempo necesario para preparar su defensa
. Es también un deber amplio de la fiscalía revelar información que pueda ayudar a la defensa, y se mantiene durante todo el proceso judicial (antes y después de la declaración de los testigos).

En algunas circunstancias excepcionales, puede que sea legal que un tribunal independiente e imparcial (tras un proceso justo) permita a la fiscalía ocultar determinadas pruebas a la defensa, según lo prescrito en la ley. Sin embargo, estas restricciones en la divulgación de la información deben ser estrictamente necesarias y proporcionales a la finalidad de proteger los derechos de otras personas (como las que puedan correr peligro de sufrir represalias) o salvaguardar un interés público importante (como la seguridad nacional o la eficacia de las investigaciones policiales legales). Las órdenes judiciales que no permiten divulgar información deben ser la excepción y no la norma y no deben afectar negativamente a la imparcialidad global de los procedimientos. A fin de garantizar un proceso justo, el tribunal debe compensar las dificultades con que se encuentre la defensa al no haberse revelado toda la información. A lo largo de todo el proceso, las autoridades y los tribunales deben revisar si sigue siendo oportuno no divulgar la información, en función de la relevancia que tenga, la idoneidad de las salvaguardias y las consecuencias en la imparcialidad del conjunto de los procedimientos.

La necesidad de no divulgar información debe decidirla el tribunal y no la fiscalía, mediante una vista contradictoria que respete la igualdad de condiciones. Adicionalmente, el Comité de Derechos Humanos ha aclarado que el derecho a los medios adecuados para preparar la defensa debe entenderse de manera que se garantice que nadie podrá ser condenado sobre la base de pruebas en las que no tengan pleno acceso el acusado o las personas que lo representan.

Legislación actual

Mientras que cuando se trata de delitos comunes el plazo máximo en que se puede mantener en secreto ciertos aspectos de la investigación es de 40 días (artículo 182, inciso tercero, del Código Procesal Penal), cuando se trata de delitos terroristas puede ser de hasta seis meses (artículo 21 de la ley antiterrorista vigente). Durante un tiempo tan prolongado de secreto, existe un total desequilibrio entre las partes, impidiendo a la defensa prepararse adecuadamente.

El Relator Especial connotó que una persona imputada en aplicación de la legislación antiterrorista tendrá que esperar en general seis meses antes de que sus abogados reciban las pruebas y declaraciones que sustentan las acusaciones, tiempo durante el cual la preparación de la defensa se ve considerablemente dificultada. En comparación, ese período es en general de 28 días cuando no se trata de un delito de terrorismo
.

Por ello, el INDH ha afirmado que las facultades especialmente ventajosas que la ley antiterrorista vigente otorga a la persecución penal contraviene los estándares de derechos humanos, en cuanto no garantiza que los acusados sean informados sin demora de la naturaleza y causas de la acusación formulada en su contra, y que cuenten con los medios y facilidades adecuados para la preparación de su defensa.
Proyecto de ley

En relación al secreto de la investigación, se mantiene el plazo de seis meses como plazo total del secreto (artículo 226 D), cuando éste resulte indispensable para el éxito de la investigación. Por tanto, no se resuelven las críticas que ya se habían hecho a la legislación actual. El artículo 226 Q señala expresamente que “en ningún caso, la reserva o secreto decretado durante la investigación impedirá el ejercicio del derecho de la defensa a que se revele la identidad de los testigos o peritos protegidos que sean ofrecidos como medios de prueba por el Ministerio Público en su acusación en la oportunidad a que se refiere el artículo 260 [audiencia preparatoria del juicio oral] o en procedimientos sin etapa de preparación, en la audiencia en que se juzgue al imputado”. Esto rige para cualquier otra diligencia secreta.

En la práctica, lo anterior implica que la fiscalía puede tener seis meses de preparación conociendo de pruebas que la defensa desconoce. En caso que la defensa sólo las conociera al momento de la audiencia preparatoria del juicio oral, de acuerdo al Código Procesal Penal, la celebración del juicio sería como máximo 60 días después de la notificación del auto de apertura del juicio oral (que se realiza dentro de las 48 horas siguientes a la audiencia preparatoria). Por tanto, el tiempo disponible para la defensa para prepararse en base a las pruebas que desconocía es muy inferior a la de la fiscalía, pudiendo generar un desequilibrio en los medios procesales. Por tanto, deben buscarse mecanismos que permitan compensar ese desequilibrio y asegurar que se regule en detalle que se debe tratar de casos excepcionales en que el secreto se estime absolutamente necesario para la investigación y solo en la medida y por el tiempo que sea necesario. 

El proyecto de ley de Boletín N° 9.669-07, tampoco permite disipar esta preocupación, puesto que también mantiene el plazo de seis meses para el secreto de las investigaciones (artículo 14), y además no establece la obligación de terminar el secreto en la audiencia preparatoria ni otro tipo de salvaguardias específicas.

Testigos protegidos
Principios generales

El derecho del acusado a disponer del tiempo y los medios adecuados para preparar su defensa incluye el derecho a preparar el interrogatorio de los testigos de cargo. Existe, pues, la obligación de la acusación de comunicar a la defensa, con la adecuada antelación, la lista de los testigos de cargo que piensa hacer comparecer en el juicio.

El uso como prueba de la declaración de un testigo anónimo (cuando la defensa desconoce la identidad del testigo) es, en principio, contrario al derecho del acusado a interrogar a los testigos. Al ocultarse la identidad del testigo, el acusado se ve privado de información necesaria para rebatir la credibilidad y fiabilidad de dicho testigo y de las pruebas que presenta. Cuando mayor sea la importancia del testimonio del testigo anónimo, mayor es el riesgo de que se cometa una injusticia.

Amnistía Internacional ha denunciado el uso de testimonios de testigos anónimos por considerar que es contrario a la presunción de inocencia, al derecho del acusado a refutar las pruebas y a la capacidad del tribunal de dictar una sentencia basada en todas las pruebas pertinentes, que las partes hayan tenido la oportunidad de refutar.

Existe jurisprudencia y normas internacionales que permiten a los testigos prestar declaración de forma anónima, pero sólo en circunstancias excepcionales y muy definidas y en condiciones especiales. Estas limitaciones se imponen debido al perjuicio que causan al derecho a la defensa y el riesgo que entrañan de que el uso de testimonios de testigos anónimos convierta el juicio en injusto. Así, por ejemplo, tribunales penales internacionales han permitido excepcionalmente el uso de testigos anónimos
, por ejemplo, en casos de delitos de terrorismo, narcotráfico, delincuencia organizada o delitos de derecho internacional. No obstante, está sujeto a restricciones: el tribunal debe examinar la petición y buscar alternativas al anonimato y una sentencia condenatoria no debe basarse de manera única o decisiva en declaraciones anónimas. 

En muchos países, en vista de las dificultades que plantea para la defensa el uso de testigos anónimos, se han adoptado medidas alternativas para proteger a los testigos, como por ejemplo, la posibilidad de que testifiquen mediante conexiones de video.

Es importante mencionar que la protección a los testigos no es optativa, sino que es un deber de los Estados en el derecho internacional. Entre las formas de protección de víctimas y testigos se encuentran los programas de protección de testigos que proporcionan protección física y apoyo psicológico antes, durante y después de los procedimientos. Cuando están en juego la vida, la libertad o la seguridad de los testigos, los Estados deben organizar el proceso judicial de tal forma que estos derechos no se pongan en peligro injustificadamente.
Legislación actual

El Relator Especial, tras su visita a Chile, señaló que en las causas judiciales en que se ha invocado la Ley Antiterrorista, ésta se ha utilizado invariablemente en asociación con un delito principal, perseguible con arreglo a la legislación penal ordinaria. Esto hace que el imputado esté sujeto a una serie de desventajas procesales y sustantivas, entre las que se cuenta el uso de testigos de cargo “anónimos” y facultades especiales de investigación, incluidas las escuchas telefónicas e interceptación de la correspondencia, como correos electrónicos y otras comunicaciones.


Las modificaciones de 2010 establecieron el derecho del imputado a dirigir “las interrogaciones tendientes a establecer su credibilidad o acreditación y a esclarecer los hechos sobre los cuales depone, siempre que dichas preguntas no impliquen un riesgo de revelar su identidad”. No obstante, el Relator Especial señaló haber recibido información de que esta disposición se interpreta de manera estricta para impedir toda pregunta que pueda exponer las vulnerabilidades del testigo (en cuanto a su fiabilidad o parcialidad), lo que dificulta una defensa eficaz. Además, manifiesta preocupación por no existir una norma que impida al tribunal basarse en la declaración de un testigo anónimo como motivación única o fundamental para imponer una condena, y tampoco el fiscal tiene una obligación expresa de investigar la credibilidad de un testigo anónimo y de comunicar los resultados de esa investigación al imputado.

De acuerdo al Relator Especial, si bien el uso de testigos anónimos no infringe automáticamente el derecho a un procedimiento contradictorio, “las normas internacionales exigen que las divergencias con respecto a un procedimiento plenamente contradictorio y público se reduzcan al mínimo absoluto; que el anonimato se justifique clara y específicamente por la necesidad de proteger la seguridad física del testigo contra las represalias; y que la falta de equidad para con el imputado se contrarreste mediante garantías procesales que aseguren que la imparcialidad del proceso no se vea injustificadamente comprometida. Entre esos contrapesos puede figurar una norma que impida basarse en un testimonio anónimo como motivación única o fundamental para imponer una condena y que refuerce expresamente la obligación de investigar y comunicar a la defensa cualquier hecho que tienda a menoscabar la fiabilidad o credibilidad del testigo anónimo”
. Concluye que estas salvaguardas no se han previsto en la legislación antiterrorista chilena.

El fallo reciente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Norín Catrimán, concluyó también la necesidad de modificar la ley antiterrorista en lo relativo a los testigos anónimos, señalando que “la Corte constató que las medidas de protección de testigos relativas a la reserva de identidad fueron adoptadas en ausencia de un efectivo control judicial y un testimonio obtenido en esas condiciones fue utilizado en grado decisivo para fundar la condena”. Además, señala que aun cuando en algunos casos concretos hubo efectivamente medidas de contrapeso, “la falta de regulación de estas últimas provocó una inseguridad jurídica respecto de la adopción de las mismas”. Por ello, “La Corte estima que, en el marco del ordenamiento jurídico chileno aplicado en este caso, resulta adecuado ordenar a Chile que, para evitar violaciones como las declaradas en la presente sentencia, regule con claridad y seguridad la medida procesal de protección de testigos relativa a la reserva de identidad, asegurando que se trate de una medida excepcional, sujeta a control judicial en base a los principios de necesidad y proporcionalidad, y que ese medio de prueba no sea utilizado en grado decisivo para fundar una condena, así como regular las correspondientes medidas de contrapeso que aseguren que la afectación al derecho de defensa sea suficientemente contrarrestada, de acuerdo con lo establecido en la presente sentencia”.
 
Proyecto de ley

El proyecto de ley establece una nueva normativa en relación a la protección de testigos y peritos (artículo 266 O), cuando el Ministerio Público estime que existe riesgo o peligro grave para la vida o la integridad física de él/ella o de su familia o personas cercanas. Al efecto, se establecen diversas medidas de protección:

a) Que no consten en los registros de las diligencias que se practiquen su nombre, apellidos, profesión u oficio, domicilio, lugar de trabajo, ni cualquier otro dato que pudiera servir para la identificación de los mismos.

b) Que su domicilio se fije en la sede de la fiscalía o del tribunal para efectos de notificaciones y se entreguen reservadamente.

c) Que las diligencias durante la investigación se hagan en un lugar distinto de donde funciona la fiscalía y de cuya ubicación no se deje constancia en el registro.

d) Que una vez decretada la protección, se prohíba la revelación de la identidad y captar su imagen por cualquier medio.

Esto lo determina el Ministerio Público, pero cualquiera de los intervinientes puede solicitar al juez de garantía su revisión, quien deberá ponderar el lapso de duración de la medida y el grado de afectación del derecho a la defensa del imputado. 


Además, se agrega una restricción nueva: “la duración de la reserva a que se refiere este artículo en ningún caso podrá exceder de seis meses desde la primera declaración del testigo o perito protegido. Siempre cesará la reserva una vez cerrada la investigación”. Con ello, en la práctica la reserva no podrá afectar de manera determinante el derecho a la defensa, dado que siempre al momento del juicio conocerá la identidad del testigo y podrá por tanto contrainterrogarlo debidamente, pues siempre cesa la reserva al cerrarse la investigación y no sería posible dictar sentencia mientras el testigo siga siendo anónimo. Además, el artículo 226 Q establece que no se impedirá el ejercicio de su derecho a contrainterrogar al testigo o perito para establecer su credibilidad o acreditación y esclarecer los hechos sobre los cuales depone. Señala que en este caso, se pueden adoptar medidas “para evitar la revelación de la identidad del testigo o perito a personas distintas de los abogados intervinientes”.

Finalmente, se agregan medidas de protección adicionales, incluyendo la provisión de recursos económicos y el cambio de nombre. 

La propuesta presentada incorpora elementos importantes hacia la mejor regulación del uso de testigos protegidos con el fin de garantizar la seguridad de los testigos al tiempo que no se vulnera el derecho a la defensa del imputado. No obstante, aún existen elementos importantes que no se advierten en el proyecto presentado, al no incluir disposiciones que determinen el carácter excepcional de la medida ni la obligación de que dichos elementos de prueba no sean utilizados en grado decisivo para fundar la condena. Asimismo, resultaría necesario que se asegure la notificación de esta decisión de manera pronta a la otra parte, de manera que lo pueda reclamar efectivamente ante el juez de garantía si lo estima necesario.

Con ello, la alternativa que establece el texto propuesto combina de mejor manera que la legislación actual, el deber del Estado de garantizar la seguridad de los testigos y también el derecho a la defensa del imputado.

Por el contrario, el proyecto de ley de Boletín N° 9.669-07 no exige levantar el anonimato en ningún momento, ni establece normas compensatorias como las indicadas por el Relator Especial (por ejemplo, la obligación de la fiscalía de investigar la veracidad del testigo, y la prohibición de que la sentencia se base exclusiva o determinantemente en su testimonio), por lo que no consigue este equilibrio de acuerdo a los estándares internacionales de derechos humanos.

Cualquiera sea el mecanismo que se adopte en definitiva, el objetivo de tales disposiciones debe suponer el equilibrio entre la protección de las víctimas y testigos por un lado, y los derechos a la defensa adecuada y las garantías de un juicio justo por el otro.
1.4 Plazos y condiciones de detención y de prisión preventiva
Principios generales

Las leyes de seguridad o antiterroristas frecuentemente permiten largas demoras antes de que una persona sospechosa comparezca ante un tribunal para que se determine la legalidad de su detención, o niegan a los detenidos la oportunidad de impugnar su detención. La prohibición de la detención arbitraria se considera en general un principio fundamental del derecho internacional, y la supervisión judicial efectiva de todas las personas detenidas es una salvaguardia importante frente a la detención arbitraria.

Asimismo, este tipo de leyes ha permitido que a los detenidos pueda negárseles el acceso a un tribunal durante un plazo muy superior al permitido por las normas de derechos humanos. La detención de una persona, basada en una sospecha, por períodos prolongados, es contraria al derecho a la presunción de inocencia y a la libertad personal.

Las normas internacionales exigen que toda persona arrestada o detenida comparezca sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por ley para ejercer funciones judiciales, incluso tratándose de delitos terroristas. El Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo ha afirmado que las personas que se encuentren detenidas acusadas de terrorismo deben tener la posibilidad de ser oídas por un juez respecto de la legalidad de su detención en un plazo no superior a las 48 horas desde dicha detención
.

Por otra parte, de acuerdo con el derecho a la libertad y a la presunción de inocencia, se presupone que las personas acusadas de un delito no permanecerán detenidas hasta que se celebre el juicio. La puesta en libertad sólo puede estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en juicio, o si el continuar la detención cumple con los criterios de necesidad y proporcionalidad, por crear un riesgo sustancial de huida, daño a terceros o alteración de las pruebas o la investigación que no se puede mitigar de otro modo. El sólo hecho de tratarse de un delito grave, no es circunstancia suficiente para justificar la detención. El Comité de Derechos Humanos ha expresado preocupación acerca de leyes que fijan el período máximo de detención preventiva en función de la pena que podría imponerse por el presunto delito, por centrarse más en la pena que en la necesidad de proteger los intereses legítimos, limitar la duración de la detención preventiva y juzgar al detenido sin dilación.
 La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha afirmado que, teniendo en cuenta la presunción de inocencia, un período de detención preventiva igual o superior a la pena que podría imponerse a la persona es desproporcionado.


En relación a las condiciones de detención o prisión, ésta en ningún caso puede impedir el derecho a ponerse en contacto con su familia, un abogado y un médico, lo cual debe estar consagrado en la ley. Debe otorgarse facilidades razonables para comunicarse con familiares y amigos y recibir visitas. Las restricciones y la vigilancia sólo se permiten si son necesarias en interés de la administración de justicia, de la seguridad y del buen orden del establecimiento. 

La detención en régimen de incomunicación debe prohibirse y cualquier eventual restricción o demora en el acceso de las personas detenidas al mundo exterior debe obedecer a circunstancias excepcionales y durante periodos muy breves. Este tipo de detención facilita la tortura u otros malos tratos y la desaparición forzada, e incluso en algunas circunstancias puede constituir por sí misma una forma de tortura o trato cruel, inhumano o degradante. Asimismo, la reclusión en régimen de aislamiento debe emplearse únicamente como medida excepcional, durante el menor tiempo posible, bajo supervisión judicial y con los mecanismos de revisión adecuados, como la posibilidad de revisión judicial.
Legislación actual

El Relator Especial indicó su preocupación porque en los casos de terrorismo el juez puede ampliar la detención policial de las 24 horas habituales (en delitos comunes) a hasta 10 días, concluyendo que el procedimiento para decidir estas detenciones no es contradictorio y que la defensa rara vez tiene la oportunidad de recurrir esa ampliación ante el juez. Destaca la importancia de esto debido a que la brevedad de los plazos de la detención policial tiene por objeto prevenir la tortura y malos tratos a los sospechosos durante el interrogatorio. El INDH ha informado que al menos en un caso en La Araucanía se interpretó que no es necesario que un Juez de Garantía controle la detención dentro de las 24 horas siguientes a la misma, lo que hace mayor este riesgo.

El INDH ha señalado que los imputados en casos llevados de acuerdo a la ley antiterrorista, en su mayoría han sido sometidos a prisión preventiva por períodos importantes de tiempo, para terminar siendo absueltos o condenados por delitos comunes (no terroristas) con penas de cumplimiento en libertad. Conforme al artículo 140 letra c) del Código Procesal Penal, para el otorgamiento de la libertad provisional en lugar de la prisión preventiva, el juez deberá considerar alguna de las circunstancias que indica esa norma. En la práctica, es fundamental que se determine no sólo mirando la gravedad de la pena asignada al delito (artículo 140 letra c) del Código Procesal Penal), sino también con base en un análisis sustantivo del caso que determine la existencia del riesgo procesal que se pretende mitigar fundado en circunstancias objetivas. Según ha sido determinado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
 y la Corte Interamericana de Derechos Humanos,
 la gravedad del delito por el que una persona es acusada no es en sí misma una circunstancia que permita presumir que el imputado incurrirá en alguna acción justificativa de la necesidad de decretar la prisión preventiva. Por ende, la determinación de la prisión preventiva determinada únicamente por el tipo de delito imputado, ignorando la necesidad de la misma y la ponderación de los elementos que concurren a éste, resulta contraria a la Convención Americana.


En la materia en análisis, dado que la pena por delitos de terrorismo es mucho más alta que la pena por el delito principal conexo, la probabilidad de que se dicte la libertad provisional es, por consiguiente, menor.

Proyecto de ley

Los problemas detectados en la legislación actual en relación a los plazos extendidos de detención policial antes de efectuar la formalización se reducen sustantivamente con el proyecto de ley. Por una parte, el plazo se reduce de 10 a 5 días, debiendo aprobarlo el juez de garantía a solicitud del fiscal, por ser conducente para el éxito de alguna diligencia.

No obstante, a diferencia de lo que pasa en la actualidad, se aclara que la ampliación del plazo “sólo se podrá solicitar en la primera audiencia a la que debe presentarse el detenido [plazo es de 24 horas según las reglas generales], la que podrá verificarse con exclusión de la publicidad, con la sola comparecencia de los intervinientes”.

Además señala que “En la misma resolución que ampliare el plazo, el juez de garantía ordenará que el detenido ingrese en un recinto penitenciario y que sea examinado por el médico que el juez designe, el cual deberá practicar el examen e informar al tribunal el mismo día de la resolución”. Esto permite compatibilizar un plazo más extendido para formalizar, con los controles necesarios para garantizar que la persona detenida no sea sujeta a malos tratos durante la detención, haciendo incluso responsable al juez si incurre en negligencia grave en la debida protección del detenido.

Esta norma es similar en el proyecto de ley de Boletín 9.669-07 (artículo 17), aunque en este proyecto no se especifica tan claramente la necesidad de que la resolución que amplía el plazo requiere que de todas formas se realice la audiencia de control de detención de acuerdo a las reglas generales, lo cual otorga una salvaguarda adicional al detenido.


En relación a la prisión preventiva, se establece un plazo especial de revisión obligatoria de dos meses (artículo 226 Ñ), lo que podría contribuir a evitar la aplicación de prisiones preventivas excesivamente prolongadas. No obstante, las preocupaciones en relación a la consideración de la pena para determinar su procedencia y mantención podrían persistir dependiendo de su aplicación.
1.5 Menores de edad
Principios generales

Desde la perspectiva de los derechos de los niños y las niñas, se entiende que los Estados deben establecer un sistema aparte para la justicia de menores, específicamente orientado a niñas y niños. La propia Corte Interamericana de Derechos Humanos ha manifestado que “los menores de 18 años a quienes se atribuya la comisión de una conducta delictuosa, deben quedar sujetos a órganos jurisdiccionales distintos de los correspondientes a los mayores de edad”.


El interés superior del niño y la niña ha de ser una consideración primordial en todas las decisiones que les afecten en la administración de justicia. 
Legislación actual

La reforma a la ley antiterrorista del año 2010 excluyó expresamente a los menores de edad de la aplicación a la legislación antiterrorista. El actual artículo 1° de la ley establece que:

“La presente ley no se aplicará a las conductas ejecutadas por personas menores de 18 años. 

La exclusión contenida en el inciso anterior no será aplicable a los mayores de edad que sean autores, cómplices o encubridores del mismo hecho punible. En dicho caso la determinación de la pena se realizará en relación al delito cometido de conformidad a esta ley.”.

Por ello, se entiende que tratándose de menores de edad, quedarían sujetos a las normas de la Ley 20.084, sobre responsabilidad penal adolescente.

No obstante, se ha denunciado que, con posterioridad a esta reforma, en ocasiones se ha aplicado la legislación antiterrorista a menores de edad de manera indirecta, al utilizarse pruebas obtenidas con las ventajas procesales propias de la ley antiterrorista, en juicios en los que existen menores de edad imputados.
Proyecto de ley

El proyecto de ley en su artículo 8°, vuelve a excluir expresamente a los adolescentes de ser juzgados por los delitos establecidos en ella. No obstante, el inciso segundo de este artículo señala que “La exclusión contenida en el inciso anterior no se extenderá a las medidas de investigación y demás disposiciones que no digan relación con la determinación de la cuantía de la sanción a imponer a los adolescentes responsables de algunos de los delitos a que se refieren los artículos anteriores.”.

Esto en la práctica implica un reconocimiento legal a que las ventajas procesales de la LAT serán plenamente aplicables cuando se trate de menores de edad imputados. Esto puede ser problemático desde la perspectiva de los derechos humanos y específicamente los derechos del niño, que exigen tener en especial consideración el interés superior del menor, en forma adicional a las garantías procesales habituales, y la mantención de un sistema de justicia penal separado y especializado para niñas y niños. Por tanto, debiera aplicarse los criterios de la legislación penal adolescente para efectos procesales, y no los de la LAT. Juzgar a menores de edad, aunque sea por terrorismo, supone una pérdida de garantías procesales en detrimento del menor, que no se justificaría desde la perspectiva de los derechos del niño.

El proyecto de ley propuesto en el Boletín 9.669-07 es aún menos claro en esta materia, puesto que en su artículo 5° establece que “Para la determinación de las penas que corresponda aplicar a los menores de 18 años en conformidad a la ley N° 20.084, no se considerarán las sanciones establecidas en la presente ley, sino las previstas en el Código Penal o en las respectivas leyes especiales. Lo anterior es sin perjuicio de las penas que conforme a esta ley deban imponerse a las personas mayores de edad que sean autores, cómplices o encubridores del mismo hecho punible”. Con ello tampoco se cumpliría lo requerido por la normativa internacional en relación a la protección de los menores de edad en los procedimientos penales.

2. Otros aspectos del proyecto de ley

El proyecto establece una serie de diligencias y medidas especiales para la investigación de delitos organizados o complejos, entre las cuales se encuentran algunas de las comentadas con anterioridad, y que se establecerían en el Código Procesal Penal, en los nuevos artículos 226 A al 226 U, aplicándose estas normas especiales a los delitos de “asociación criminal terrorista” y los demás establecidos por el proyecto de ley. Se señala que también se pueden decretar medidas especiales “excepcionalmente, a la investigación de todos aquellos crímenes en que se justifique fundadamente por parte del Ministerio Público que, por sus especiales características, se dificulte su investigación al punto de hacer indispensable el uso de medidas especiales de pesquisa”.

Es importante destacar que este tipo de medidas siempre y sin excepción deben darse bajo control judicial a petición del Ministerio Público.

Además, el proyecto de ley señala expresamente que “En ningún caso podrá fundarse una condena por algún delito diferente de aquellos comprendidos en el inciso precedente en medios de prueba obtenidos en conformidad con las disposiciones de este párrafo” (artículo 226 A, inciso segundo). Esto es positivo y viene a aclarar una situación que se produce en la actualidad con la ley antiterrorista, cuando procesos llevados completamente en virtud de la ley antiterrorista y con pruebas obtenidas con las ventajas procesales de ésta, terminan en condenas por delitos comunes, pese a que esas pruebas o ventajas quizá no se habrían podido obtener si la investigación se hubiera llevado desde un inicio de acuerdo a la legislación penal común. Con esta nueva norma, se aseguraría que medidas excepcionales como las que aquí se establecen se mantengan efectivamente dentro del ámbito de excepcionalidad para el que fueron creadas.

Un punto que puede resultar preocupante es el artículo 226 L sobre medidas anteriores a la formalización de la investigación y sin conocimiento del afectado, que establece que con aprobación del juez de garantía, se puede decretar el impedir la salida del país o medidas cautelares reales en base a sospechas, sin comunicación previa al afectado. También, con autorización del juez de garantía, la fiscalía puede recoger e incautar la documentación y los antecedentes necesarios para la investigación de los hechos.

La aplicación de esta serie de medidas puede resultar contraria al derecho a la privacidad, por lo que requieren salvaguardias suficientes para prevenir abusos y arbitrariedades. Estas salvaguardias incluyen la autorización de las medidas por autoridades judiciales independientes, plazos definidos de la intervención, y deben perseguir un fin legítimo especificado en la solicitud.

En cuanto a la notificación, se entiende que en la mayoría de los casos (salvo en aquellos cuando resulta evidentemente imposible), que los Estados tienen la obligación de informar a las personas que han sido objeto de vigilancia e intercepción de comunicaciones, en el momento en que la notificación ya no ponga en riesgo el objetivo por el que se llevó a cabo, límite que no se encuentra expresamente establecido en el proyecto de ley.

Esta preocupación también se extiende a los artículos 16 y 19 del proyecto de ley de Boletín N° 9.669-07, que también establece la posibilidad de incautar antecedentes sin comunicación previa al afectado, en términos amplios que no otorgan las debidas salvaguardas.

3. Comentarios finales: normas constitucionales

Es importante destacar que la Constitución chilena, en su artículo 19, N° 7, letra e), contiene una disposición especial aplicable a la resolución que se pronuncie sobre la libertad de imputados por delitos de terrorismo. De acuerdo a esta norma, la apelación de la resolución que se pronuncie sobre la libertad, será conocida por un tribunal compuesto exclusivamente por miembros titulares, su aprobación o concesión debe ser decidida en forma unánime y mientras dure la libertad, el imputado estará siempre sujeto a las medidas de vigilancia que la ley contempla. Esto ha dado lugar a períodos muy extensos de prisión preventiva y en varios de esos casos la persona ha sido finalmente absuelta. Los requisitos adicionales resultan desproporcionados, excediendo la función cautelar de la prisión preventiva.

Además, el artículo 16, N° 2°, de la Constitución señala que el derecho de sufragio se suspende “por hallarse la persona acusada (…) por delito que la ley califique como conducta terrorista”. 

El artículo 17, N° 3, establece que la calidad de ciudadano se pierde “por condena por delitos que la ley califique como conducta terrorista”. De acuerdo al artículo 53, N° 4, sólo el Senado puede otorgar la rehabilitación de la ciudadanía en estos casos.

El hecho de contenerse estas disposiciones directamente en la Constitución está derivando en la generación de un sistema de excepción relacionado con el terrorismo y ello está restringiendo derechos sin una base objetiva. En estos tres casos concretos, la Constitución está privando del derecho de toda persona de apelar una resolución, a la presunción de inocencia y de los derechos políticos, de lo cual incluso podría resultar un uso arbitrario del derecho, abuso de poder y discriminación.

Si bien ningún proyecto de los discutidos plantea reformar la Constitución en estos puntos, al hacer un análisis sobre la legislación antiterrorista chilena de cara a los derechos humanos, resulta imprescindible hacer presente estas contradicciones que persisten a nivel constitucional.”.

A continuación, el profesor señor Hermosilla expresó que al elaborarse el proyecto contenido en el Mensaje presidencial, se tuvo en consideración la información y la perspectiva que aportaron los operadores jurídicos de la Región de La Araucanía. Explicó que esa experiencia muestra que existe un problema básico con el sistema actual de testigos anónimos, tanto dentro del proceso por la infracción del derecho de defensa y el debido proceso como fuera de esa sede. En efecto, prosiguió, como se trata de comunidades muy pequeñas, sin que fuera necesario que se develara la identidad de los testigos anónimos que participaron en procesos anteriores por la ley antiterrorista, sus meras declaraciones y su lenguaje corporal los delataron, por lo que al final todos sabían quienes eran aquellos testigos supuestamente anónimos, lo que permitió que fueran objeto de todo tipo de actos privados de venganza.


Expresó que ambos problemas han hecho que hasta el órgano prosecutor evite el uso de estos testigos en los citados juicios. Por esas razones, el Mensaje opta por el sistema de los testigos protegidos, entendiendo que desde un principio se sabrá quienes son y que durante y con posterioridad al proceso se les protegerá a ellos y a sus familias, dándoles incluso una nueva identidad si es necesario. Señaló que este sistema es evidentemente más caro que el de los testigos anónimos, pero es el único que brinda operatividad al testimonio en situaciones límite como los casos de terrorismo. Agregó que, a estas alturas, el erario público chileno está en condiciones de financiarlo.


En relación también con el tema de los testigos anónimos, la señora Piquer señaló que el propio relator constató que los testigos anónimos en los casos de persecución por delitos terroristas en La Araucanía no recibieron por parte del Estado la protección a la que tenían derecho y que, además, dentro de esos procesos no se otorgaron las instancias necesarias para que la defensa pudiera contrarrestar la presentación de dichos medios de prueba, tal como lo critica el fallo Norín Catrimán.


El profesor señor Bofill expuso que esta discusión refrenda el cuidado con que deben manejarse instituciones tan especiales como las de los testigos anónimos, los agentes reveladores y los agentes encubiertos. Señaló que se trata de herramientas que suponen que el Estado brinde a determinadas personas la debida protección, lo que naturalmente supone incurrir en los correspondientes costos. En consecuencia, dijo, la implementación de estos sistemas implica la adopción de las respectivas decisiones políticas.


A su vez, el profesor señor Matus manifestó que el derecho internacional considera que excepcionalmente los testigos anónimos pueden ser utilizados en juicio, siempre que se permita que la defensa los contrainterrogue apropiadamente y que su declaración no sea el único medio de prueba que funde una sentencia condenatoria.


Por otra parte, hizo notar que el proyecto del Ejecutivo contempla una modalidad especial de reserva de la identidad de un testigo por 30 días, lo que si no va acompañado de una medida adicional de protección, no cumplirá ningún propósito.


En otro orden de materias, manifestó que en la mayor parte de las legislaciones comparadas, el delito de incendio es un ilícito base del terrorismo, pero que tal como está configurado en nuestro país, podría resultar exagerado. Con todo, observó que podría contemplarse esta hipótesis restringida al incendio en lugares habitados o donde se guardan explosivos, nuevamente en sintonía con las normas internacionales en la materia, pues en esos casos hay un peligro de lesiones o muerte para un número indeterminado de personas. Con todo, observó que la inclusión o exclusión del incendio es un tema marginal, que perfectamente podría quedar en manos de la decisión política.


Indicó que las exposiciones anteriores muestran la conveniencia de estudiar la procedencia de cada uno de los métodos especiales de investigación sólo en relación con los delitos terroristas y no de manera general para toda la persecución penal, sea compleja o no. Advirtió, finalmente, que lo que acá se ha dicho sobre los testigos protegidos vale de la misma forma para el agente provocador o revelador, añadiendo que la situación del agente encubierto es distinta, pues se trata de una obtención de pruebas más pasiva.


En la sesión siguiente, la Comisión tuvo oportunidad de conocer el parecer del profesor señor José Luis Guzmán Dálbora en relación a la materia en estudio.


El profesor señor Guzmán agradeció la invitación de la Comisión a participar en esta discusión e inició su exposición destacando el interés que ella ofrece y manifestando que justamente el programa de la Fundación Konrad Adenauer abordó este año la legislación antiterrorista.


Explicó que la disparidad que hoy se observa en la legislación internacional referida a este tema se debe a dos tipos de razones: lógicas y criminológicas.


Desde el punto de vista lógico, observó que en general no se puede presentar un concepto como existente si no se le puede definir. Ese es el caso del terrorismo, que en sí mismo corresponde a un concepto indeterminado e incluso irracional. Consideró que las distintas culturas que afirman su existencia lo presentan como una especie de super mal, similar a los casos de lesa majestad, que es una idea igual de indeterminada.


Indicó que el terrorismo muda mucho y que, en la actualidad, el fenómeno que se presenta con este nombre en América Latina no tiene nada que ver con la situación de Oriente Próximo. Señaló que el terrorismo no tiene entidad empírica en esos lugares, a diferencia de lo que ha ocurrido con los delitos de carácter político, respecto de los cuales se puede observar alguna evolución.


En relación con los elementos subjetivos que, en principio, definirían los delitos terroristas, manifestó que el primero que se utiliza es el ánimo de aterrorizar a la población o a una parte de ella. Señaló que dicho elemento apunta a un tema complejo, pues se trata de penalizar una motivación, por distinto que sea su origen. A la vez, observó que, en último término, el temor en la población no se produce por el acto terrorista, sino por la difusión que respecto de él hacen los medios de comunicación social, los cuales son los verdaderos autores de la difuminación del terror en la población.


Expresó que a esa estructura básica se agregan otros elementos, como coaccionar al Gobierno, que se trate de autores que obran en grupo, que no haya remordimiento, etc. Agregó que, tal como lo ha revelado Fletcher, puede que uno o más de estos elementos falten, pese a lo cual el ilícito igualmente es calificado como terrorista.


Hizo notar que, en general, la dogmática funciona a través de la conceptualización general de segundo grado, es decir, se trabaja con conceptos prejurídicos elaborados en otras disciplinas. Pero, advirtió, el terrorismo no es una idea que venga dada desde otra parte para que el derecho la tome y trabaje con ella. Sólo la Convención de 1979 sobre Toma de Rehenes contiene alguna definición sobre terrorismo para ciertos casos puntuales, pero no existe algo como un concepto común desde el cual se pueda deducir una regla general que imponga la necesidad de persecución.


Agregó que en el contexto internacional esto también ha tenido una evolución irregular. En primer término, la Convención de la Organización de Naciones Unidas de 1999 sobre Proscripción del Financiamiento de la Guerra expresó que allí estaba la idea de terrorismo. Sin embargo, en paralelo, la experiencia europea no consideró que con ocasión de la regulación del estatuto de la guerra el terrorismo sea un crimen que se pueda perseguir internacionalmente.


En definitiva, sostuvo que el sistema internacional no concibe en la actualidad un concepto único y general sobre terrorismo, ni menos una regla de persecución universal, más allá de ciertos casos puntuales que han variado en el tiempo.


A nivel del derecho comparado, manifestó que hay diversos sistemas nacionales vigentes. Destacó los siguientes:


- El modelo de Perú, de 1991, que se funda en la sanción como delito terrorista de los ilícitos que causen alarma o intimidación pública. Este sistema ha generado algunos problemas ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.


- El sistema europeo. Funda la penalización en la persecución de las asociaciones ilícitas terroristas, pero con ello no hace más que reproducir a nivel de delitos terroristas los problemas dogmáticos que tiene la asociación ilícita. Con todo, una formulación de este tipo previene los intentos de penalización del terrorismo free lance y evita que se considere como terrorismo el móvil político, tal como expresamente lo señala el Código Penal Austríaco.


- Enseguida, existe el sistema que se basa en delitos monosubjetivos, como es el caso de la ley Nº 18.314. Explicó que el problema de este método es que opera en base a aspectos que no son plenamente diferenciables de los elementos subjetivos del injusto; en otras palabras, no se atacan bienes jurídicos distintos a los que protegen las figuras base.


En relación con el Mensaje en estudio, connotó que éste parte empleando como técnica de definición de los delitos terroristas la asociación ilícita terrorista, lo que consideró acertado porque es la vía que ha motivado menos cuestionamientos a nivel internacional.


Sostuvo que, con todo, la modalidad empleada tampoco está exenta de problemas. En primer término, el artículo 1° del proyecto del Ejecutivo habla de organizaciones y grupos terroristas, pero la idea de grupo virtualmente apunta a cualquier cosa y desconoce que el empeño terrorista requiere siempre algún mínimo grado de organización, por rudimentaria que sea, aunque no tenga jefaturas.


En segundo lugar, hizo notar que el mismo artículo 1° habla de atentado contra el orden institucional democrático, que es un concepto indeterminado que no tiene un parámetro claro de contrastación, siendo mucho más objetiva y medible la idea de “Estado de Derecho”.


Finalmente, observó que en el referido artículo 1° la idea de temor generalizado significa cualquier cosa y termina siendo un asunto completamente manejable por los medios de comunicación.


En relación al artículo 2º, que establece el régimen de penalidad, señaló que como se parte de la base de elevar las penas del Código Penal, que por sí mismas ya son de gran entidad -basta ver la reciente modificación de la penalidad del delito de homicidio-, el resultado final se asemeja mucho a la idea de delito de lesa majestad, que ha sido ampliamente criticado en la historia.


Respecto del artículo 3º, que sanciona la adscripción y la participación, aseveró que esas figuras se acercan mucho al concepto de derecho penal del sentimiento o de la pura proscripción de los móviles internos, sin expresión en actos ilícitos externos, lo cual es completamente inconstitucional. A la vez, indicó que esta disposición también presenta un mecanismo para sancionar al acto terrorista puramente individual, que tiene lugar fuera de la organización o el grupo. Expresó que esta idea rompe con la noción matriz de que el terrorismo es esencialmente un injusto grupal.


En relación con el artículo 4º, que establece una regla de concurso real entre la asociación ilícita terrorista y los delitos base, recordó que sólo en 1979 se introdujo en nuestro país una norma de estas características en la asociación ilícita común, pues hasta esa fecha se consideraba que en este caso operaba una suerte de absorción de los ilícitos base en la asociación ilícita, ya que esta era una forma de anticipación del castigo de esos delitos comunes, justamente porque había una organización que se preparaba para cometerlos.


Respecto del artículo 7º, que establece una destinación predeterminada de los comisos que tengan lugar en los procesos por delitos terroristas, observó que se trata de una pura retroalimentación del sistema penal que resulta muy discutible, pues en el fondo se establece que los órganos de persecución se financiarán justamente con el producto de los ilícitos que pretenden prevenir.


En relación con el artículo 10º, que trata sobre la exención de responsabilidad penal para el caso del uso de la técnica de investigación del agente encubierto y el agente revelador, expresó que, en principio, esta norma sólo está justificada respecto de la persona que es engañada o inducida para cometer un delito. Pero desde el punto de vista del agente estatal, precisó que hay varios problemas porque se trata de una prueba obtenida mediante engaño, lo que está prohibido en el Código Procesal Penal y sobre todo porque para su obtención se requirió cometer un delito.


Informó que el agente encubierto difícilmente puede realizar su actividad si no se involucra en actividades delictivas, agregando que para el caso del agente revelador o provocador la situación es aún más delicada, porque se trata de un funcionario público que es obligado por el Estado a delinquir. Expresó que esto va mucho más allá de la función propia de la policía en un Estado de Derecho, pues su fin obvio es evitar que se cometan delitos y no cometerlos por ella misma ni inducir a que otros los cometan. Indicó que todo lo anterior corroe, en definitiva, la credibilidad del sistema judicial y opera sobre una base espuria similar al régimen de cooperación eficaz, pues, en el fondo, fomenta la deslealtad o la felonía, lo que en nuestro contexto cultural es un disvalor.


En relación con las normas de protección de peritos, testigos y agentes anónimos, explicó que todo ello redunda en definitiva en una aminoración del derecho a defensa, muy similar a lo que antes ocurría con los delitos de lesa majestad.


Respecto a las reglas que se proponen sobre cooperación internacional, sostuvo que se trata de un intercambio de información confidencial de particulares sin ninguna intervención judicial, lo que ha sido destacado y criticado en el sistema internacional.



Por otra parte, puso de relieve que la idea de que este estatuto procesal especial se aplique a todos los delitos que a juicio del Ministerio Público sean de difícil persecución es alarmante, pues en definitiva la excepción se transformará en la regla general.


Afirmó, finalmente, que la solución ideal es que los delitos terroristas no tengan un tratamiento tan excepcional, y que se integren a la legislación común con el resto de los ilícitos penales, de forma tal que su aplicación venga dada por sus peculiaridades particulares, como ocurre con el resto de las figuras del Código Punitivo.


A continuación, la Comisión escuchó al profesor y abogado señor Julián López Masle.


El señor López connotó la oportunidad de participar en este debate e informó que su presentación se centra en los aspectos procesales de los proyectos en estudio, materias sobre las cuales formuló un conjunto de observaciones. A manera de síntesis, recomendó evitar el establecimiento de reglas aplicables a cualquier clase de delito complejo, sino que discutir y aprobar normas excepcionales que estén justificadas por los delitos terroristas. Dijo que lo anterior implica regular con un mismo estatuto sólo los casos que tengan características comunes y sacar la disposición supletoria que hace aplicables las nuevas reglas a todos los casos en que sean necesarias.


Adicionalmente, observó que cabría establecer medidas de contrapeso para las nuevas facultades que los proyectos establecen, como la desagregación obligatoria de investigaciones.


Igualmente, sugirió efectuar una revisión de la experiencia del Ministerio Público y de las policías especializadas en materia de persecución compleja.


A continuación, la Comisión escuchó la opinión del Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán.


El señor Chahuán agradeció, en nombre de la institución que encabeza, la invitación a participar en el estudio de estos proyectos de ley, manifestando que el Ministerio Público ha sostenido ante variados foros que la normativa vigente en materia de terrorismo debe ser modificada en tres aspectos, a lo menos.


En primer lugar, en cuanto a la definición de terrorismo, de forma tal de otorgar a ese concepto un cariz más objetivo. En segundo lugar, que se permitan aquellas técnicas especiales de investigación que se consideran en otros ilícitos, justamente en razón de su impacto social. Y en tercer lugar, armonizar la relación de los cuerpos normativos vigentes -como la ley que establece el sistema nacional de inteligencia y establece la ANI- con la ley antiterrorista.


Expresó que la actual ley ha dado lugar a una dificultad notable a la hora de su aplicación, porque impone la prueba de la existencia de un ánimo terrorista especial.


Sobre el particular, haciéndose cargo de una de las afirmaciones contenidas en el Mensaje, manifestó que no se producirá algo como una suerte de aplicación selectiva del estatuto antiterrorista vigente, sino que, por el contrario, se advierte una actitud muy meticulosa a la hora de echar mano a esta ley, dado el sistema procesal especial que implica y la marcada exacerbación de penas que ofrece. Manifestó que desde el año 2000 la institución a su cargo ha invocado la ley antiterrorista en 19 casos. Señaló que de este total, hay 7 formalizaciones motivadas por uso de artefactos explosivos y 12 vinculadas con el conflicto mapuche. Expresó que esa situación dista mucho del panorama que ofrecen las denuncias, las que en el mismo lapso llegan a un total de 850 presentaciones de particulares y del Ejecutivo por causas relacionadas con el conflicto mapuche.


En relación con el articulado del Mensaje, manifestó que el Ministerio Público discrepa del criterio de que la tipificación del terrorismo debe limitarse a la idea de asociación criminal terrorista. Expresó que pese a ello, el artículo 3º de la iniciativa permite la calificación de terrorista de ciertos actos cometidos por sujetos que actúan solos, opinando que frente a tal situación la regla general debería invertirse, pasando a ser la comisión individual la base para calificar de terrorista a determinadas conductas que presenten ciertas particularidades eminentemente graves para la población y considerar la asociación ilícita sólo como una más de las hipótesis posibles. Observó que elegir esta vía permitiría que nuestro país tipifique apropiadamente los actos que deben considerarse terroristas según las diversas convenciones internacionales contra el terrorismo que se han suscrito, que no requieren de la comisión grupal ni de ánimos especiales.


En relación con el ánimo terrorista, planteó que la institución que encabeza no afirma la necesidad absoluta de eliminar todo requisito de móvil terrorista para la tipificación. Pero, agregó, conjuntamente con este elemento, deberían también considerarse, a lo menos, situaciones en las que el medio particularmente estragoso que ocupa el autor permita la calificación del hecho como terrorista sin necesidad de acreditar un ánimo particular, como es el caso del que mata a otro colocando una bomba en un medio de locomoción colectiva. Señaló que, en este sentido, la Moción del Honorable Senador señor Espina apunta en la dirección correcta, pues considera expresamente como terrorista, sin otro requisito, el empleo de medios particularmente peligrosos, como son los artefactos bacteriológicos o nucleares.


Señaló que si, en cambio, se opta por mantener el esquema propuesto, sin duda habrá dificultades porque la acreditación de una asociación ilícita siempre es un problema y porque en el texto del Mensaje se requieren ciertos elementos difíciles de probar, como el uso de medios de cierta entidad, que permitan vislumbrar algún grado de planificación.


Explicó que lo anterior puede ser complejo cuando se trate de la utilización de medios muy primitivos que no permitan colegir alguna capacidad de planificación, pero que en la práctica sean aptos para generar un gran daño a un número indeterminado de personas, como sería el caso de un grupo ocasional de personas que construye e instala una bomba artesanal en un paradero del Transantiago. Manifestó que la utilización de esos medios estragosos debe sancionarse siempre como terrorista cuando efectivamente causa daño a las personas o a la propiedad pública y no si solamente pone en peligro esos bienes jurídicos.


Indicó que este problema podría subsanarse si se adopta un criterio funcional, que permita acreditar como terrorista a una agrupación determinada si su función principal es cometer ilícitos de esa especie.


En relación con el catálogo de delitos base, sostuvo que debe reconsiderase la exclusión absoluta del incendio. En esta materia, manifestó que indudablemente el delito de incendio común no debe ser considerado como un ilícito base a la hora de construir un catálogo, pero sí ciertas figuras agravadas de ese ilícito, como prender fuego a un vehículo con personas en su interior y con sus vías de evacuación obstruidas.


Manifestó que el citado catálogo de ilícitos base del Mensaje incluye el delito de colocación de bombas que tipifica la ley sobre control de armas, haciendo notar que ese estatuto no contiene norma vigente alguna que sancione dicha conducta. Observó que también se hacen otros reenvíos erróneos, como es el caso de la ley de seguridad del Estado.


Añadió que, por otra parte, merece algunas observaciones la regla del artículo 2º, que establece un sistema de penalidad diferenciada entre el jefe actual de una organización terrorista y quienes la fundaron, permitiendo que, en ciertos casos, el primero reciba menos pena que los segundos, aunque el hecho base haya tenido lugar bajo su dirección. Similar crítica emitió respecto de la regla del financiamiento del terrorismo, que sólo considera ese ilícito para las organizaciones y no para quien subvencione a terroristas individuales.


En cuanto a la norma sobre el comiso, opinó que ella debe ampliarse, considerando también el producto de las actividades terroristas. Agregó que también debería haber una mayor preocupación por la penalización de las distintas etapas de ejecución del delito terrorista, pues en el derecho comparado es habitual que la proposición y la conspiración para cometer uno de estos delitos esté penada.


En relación con las reglas especiales, indicó que es conveniente tener cierto cuidado con las derogaciones que se plantean respecto a normas de leyes especiales que serían sustituidas por el nuevo párrafo del Código Procesal Penal. A este respecto, señaló que hay numerosas leyes vigentes que hacen referencia a los actuales estatutos procesales de las leyes especiales -como el agente encubierto de la ley de drogas-, los cuales, con la derogación que se pretende, pasarían a ser reenvíos vacíos. A la vez, hizo notar que las nuevas normas que se proponen también contradicen en algunos puntos el contenido del proyecto de ley que mejora el actual estatuto de lavado de dinero, que está a punto de ser despachado por el Congreso Nacional tras ocho años de discusión.


Enseguida, compartió las observaciones antes formuladas por el profesor señor López respecto a las reglas procesales especiales que propone el artículo 9º del proyecto del Ejecutivo, que se aplicarían sólo a los procesos terroristas, pues con ellas se infringe el principio de la congruencia y se considera el control judicial de actividades que constitucionalmente son de la iniciativa exclusiva de la fiscalía. Añadió que también comparte el juicio crítico formulado respecto de la idea de incorporar las reglas procesales especiales directamente al Código Procesal Penal como normas de aplicación general a todos los delitos de persecución compleja. Precisó que para dar este paso, sería necesario que primero se unificara la legislación sustantiva en un nuevo Código Penal.


Indicó que no debe olvidarse que la Constitución Política de la República entrega al Ministerio Público la responsabilidad de llevar a cabo las investigaciones criminales e impetrar la acción penal cuando los antecedentes lo permitan. Por ello, aseveró, es importante que diligencias como el agente encubierto, el agente revelador y la custodia de los antecedentes obtenidos se mantengan bajo su control y no se entreguen al juez, que por esta vía dejaría ser el tercero imparcial que la Carta Fundamental prevé.


En una línea similar, expresó que no es apropiado que los plazos de investigación se cuenten desde la primera diligencia judicial y no desde la formalización, pues tal como antes se ha explicado, ello en la práctica resta control de la fiscalía sobre el desarrollo y oportunidad de la investigación.


Respecto a las normas sobre protección de testigos, consideró que es esencial optar por un sistema de protección integral y no por una regla de limitación de acceso a la identidad del testigo como la que se propone, que permita que el abogado defensor conozca el nombre del declarante pero no lo pueda comunicar a su defendido.


En último término, reiteró sus agradecimientos por la invitación a participar de este debate y puso a disposición de la Comisión el equipo técnico del Ministerio Público para continuar colaborando en la discusión en particular de esta iniciativa.


En la sesión siguiente, la Comisión tuvo la oportunidad de conocer el parecer de Carabineros de Chile, institución que fue representada por el Auditor General (J) señor Juan Gutiérrez.

El General Gutiérrez fundamentó su intervención en una presentación escrita del siguiente tenor:


“MATERIA: Conforme a lo solicitado al Sr. General Director de Carabineros, en su representación este Oficial General, Director de la Dirección de Justicia de Carabineros de Chile, por especial encargo de la máxima autoridad institucional viene en exponer ante esta Honorable Comisión los aspectos de interés de los proyectos de ley sobre conductas terroristas, tanto del Ejecutivo como de los Honorables Senadores Sres. Espina, Allamand, Chahuán, García y Prokurica.


Sobre el particular, para una mejor ilustración, esta presentación constará de tres partes, Comentarios al Proyecto del Ejecutivo, Comentario al Proyecto de los Honorables Senadores antes citados y Exposición sobre los aspectos que resultan relevantes para Carabineros de Chile.

1.- Proyecto del Ejecutivo:


Efectuado un análisis del proyecto de modificación a las normas que actualmente regulan la persecución penal de los delitos terroristas, Carabineros de Chile estima que constituye un importante avance a la situación de la normativa actual en relación de los siguientes aspectos:


a) La obsolescencia de la actual normativa atendida la data de su dictación (1984), que determina que sus disposiciones no respondan a la realidad y características actuales de la problemática terrorista, tanto en lo que se refiere a los tipos penales como, asimismo, a una eventual falta de proporcionalidad de las penas y los bienes jurídicos que se pretende proteger, situación que es superada en el actual proyecto, colocándola al nivel de la legislaciones modernas sobre esta materia, especialmente las europeas.


b) Atendida la última modificación a la ley efectuada en el año 2010, se alteró la coherencia inicial que se tuvo en vista por el legislador en el año 1984 para configurar el delito terrorista, basado en el establecimiento de un catálogo de delitos y de una presunción de participación.  En efecto, en la modificación a la que se hace referencia, se introdujo respecto del elemento subjetivo del tipo penal la exigencia de un dolo específico, eliminando las presunciones, lo que se tradujo en que llevado a juicio o judicializadas las acusaciones fundamentadas en esta ley, debido al alto estándar probatorio que ello significó, no ha permitido que el Ministerio Público haya obtenido condenas en concreto por conducta terrorista, inconveniente que el proyecto en comento supera al establecer criterios objetivos en la determinación de responsabilidad penal.


c) Asimismo, del estudio del proyecto se advierte una adecuada preocupación en la tipificación en los delitos terroristas, considerando también las diferentes variantes que puede tener su materialización, esto es, desde la vinculación concreta de los partícipes en una asociación criminal terrorista hasta la actuación de una sola persona considerada individualmente pero que materializa las conductas terroristas descritas en el proyecto, considerando además a aquellos que sin pertenecer formalmente a la asociación criminal, adhiriendo a sus postulados, igual ejecuten estas acciones, considerando en consecuencia el concepto de sujeto activo plural e indeterminado.


d) Se consagra una restricción a la aplicación de las penas alternativas de la Ley 18.216, estableciendo una prohibición de beneficiar con estas normas a los culpables de los delitos de asociación criminal terrorista, financiamiento de asociación criminal y crímenes de lesa humanidad y genocidio.

e) Todo lo anterior significará un reforzamiento de la acción del Estado y en particular del ius puniendi en la función penal eficaz y eficiente del Ministerio Público y de todos los órganos vinculados a este fin.


f) Constituye además un avance en lo relativo a la investigación y juzgamiento de estos delitos, la incorporación de variadas facultades y herramientas legales tales como:


1. En el ámbito de las actuaciones del Ministerio Público en relación al archivo provisional y el forzamiento de la acusación, el querellante podrá, según los casos, solicitar la reapertura de la investigación existiendo nuevos antecedentes o respecto del forzamiento, se podrá solicitar esta actuación aun cuando no exista formalización de la investigación ni requerirse previamente la remisión de los antecedentes al Fiscal Regional.


2. Respecto del ejercicio por el Ministerio Público de la facultad de no perseverar, esta decisión debe ser siempre fundada y la resolución judicial que se pronuncie sobre ella será siempre apelable.


g) Para facilitar la investigación, atendida la complejidad de este tipo de delitos se aumenta el plazo hasta tres años.


Asimismo, se establece como una excepción a la regla general en materia de secreto de la investigación, la fijación de un lapso de hasta seis meses previa resolución judicial (ahora 45 días).

Se consagra el establecimiento de medidas intrusivas, retención e incautación de todo tipo de transmisión y comunicaciones incluyendo la interceptación y grabación de comunicaciones telefónicas conforme a las reglas generales (artículo 222 del Código Procesal Penal), salvo que en este caso no será necesario como requisito indicar el nombre y dirección del afectado.


h) Se incorpora la figura del agente encubierto y del agente revelador prácticamente en las mismas condiciones señaladas en la Ley 20.000, sin perjuicio de hacer presente que la decisión de su aplicación se deja entregada al Juez de Garantía a petición del Ministerio Público, estableciéndose además una exención de responsabilidad penal para estos agentes.


i) Respecto de personas que ingresan al país, se establece la facultad de practicar exámenes corporales durante su control ya sea con el consentimiento de los afectados o con autorización judicial.


j) Se considera el establecimiento de las facultades al órgano persecutor de solicitar determinadas medidas cautelares, personales y reales y de recoger e incautar documentos y antecedentes sin previa formalización y sin comunicación al afectado.


k) Se establece una ampliación de plazo de formalización de hasta cinco días, excepcional a las reglas generales, manteniéndose la privación de libertad del afectado en el intertanto.


l) Se consagran normas de protección de testigos, peritos, del agente encubierto, revelador y de otras personas en similares condiciones a las de la ley 20.000.


m) Se establece una autorización previa de la autoridad de la cual pertenece para que se requiera la declaración judicial del agente encubierto y revelador.


n) El proyecto además considera el establecimiento de circunstancias eximentes de responsabilidad penal (desistimiento en actos preparatorios), como asimismo la atenuante de cooperación eficaz, estimándose que son instrumentos necesarios para colaborar en la adecuada investigación de estos hechos.

2.- Proyecto de los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, 
Chahuán, García y Prokurica.


Resultan de interés, en vistas a una mejor respuesta legal respecto de la problemática que implica la acción terrorista, las siguientes disposiciones que, si se estima pertinente, podrían incorporarse al proyecto del Ejecutivo:


a) En su artículo 7°, sanciona la amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los delitos terroristas contemplados en su artículo 2°, con la pena de la tentativa del delito de que se trate, esto es, la pena asignada al mismo, rebajada en uno o dos grados, salvo que el hecho mereciera mayor pena de acuerdo al artículo 296 del Código Penal (delito amenaza simple (artículo 7° inciso segundo).

b) En su artículo 13, faculta al fiscal para requerir a terceros, sin necesidad de autorización judicial previa, la entrega voluntaria de todos los antecedentes, informaciones y datos recopilados en cualquier soporte, que digan relación con la identidad y actividades de las personas sospechosas de haber cometido los delitos previstos en esta ley, considerando para el evento de negarse dicho tercero, la posibilidad de solicitar la respectiva autorización judicial.


c) En su artículo 21, consagra la posibilidad de que el Ministerio Público, tal como sucede en la ley N° 20.000, autorice a funcionarios policiales para desempeñarse como agentes encubiertos y a propuesta de dichos funcionarios, para que determinados informantes de tales servicios, actúen también en esa calidad.


d) En su artículo 25, permite que las declaraciones del cooperador eficaz, agentes encubiertos, informantes y en general testigos y peritos, cuando resulte necesario para proteger su seguridad personal, puedan ser recibidas en conformidad al artículo 191 del Código Procesal Penal, es decir, bajo la modalidad de prueba anticipada. Para este caso, el Juez de Garantía puede disponer que tales testimonios se presten por cualquier medio idóneo que impida su identificación, acción que también puede invocarse cuando se trate de un Tribunal de Juicio Oral en Lo Penal.


e) En su artículo 31, tipifica como delito de acción pública la amenaza en contra de un testigo, perito o miembro de su familia, para impedir que declare en un juicio o investigación por algún delito previsto en esta ley, imponiendo las penas de los artículos 296 y 297 del Código Penal (amenazas simples), según corresponda, aumentadas en uno o dos grados, ilícito que también se configura si la amenaza tiene por finalidad que el testigo o perito declare en un sentido distinto a la verdad.


f) En su artículo 35, establece que los delitos previstos y sancionados en esta ley serán susceptibles de extradición activa y pasiva, aun a falta de reciprocidad o tratado sobre la materia. Sin embargo, en caso de requerirse la entrega de una persona en contra de la cual se sigue un proceso criminal en Chile o que debe cumplir una pena privativa de libertad, se podrá diferir su entrega hasta que haya terminado la investigación o el juicio sin condena y/o bien, hasta que haya cumplido la pena impuesta.


g) En su artículo 36, tratándose del cumplimiento de la condena por delito terrorista y por otro tipo de delito, se cumple primero la pena privativa de libertad asignada a aquellos previstos en esta ley y luego las otras penas, computándose la misma desde la fecha de la detención, cualquiera haya sido el delito cometido.


h) En su artículo 37, plantea la posibilidad que el Ministro de Justicia disponga de acuerdo a tratados internacionales sobre la materia y/o principio de reciprocidad, que los extranjeros condenados por alguno de los delitos de esta ley, cumplan en el país de su nacionalidad las penas privativas de libertad impuestas.


i) A través de una modificación a la Ley sobre Control de Armas, letra d) del artículo 2°, se extiende el control a los explosivos y otros artefactos de similar naturaleza de uso industrial, minero u otro uso legítimo que requiera de autorización, partes y piezas. Asimismo, prohíbe el porte de los elementos a que se refiere el inciso segundo del artículo 3°, es decir, artefactos fabricados sobre la base de gases asfixiantes, paralizantes o venenosos, de sustancias corrosivas o de metales que por la expansión de los gases producen esquirlas, implementos destinados a su lanzamiento o activación, bombas o artefactos explosivos o incendiarios (antes sólo posesión o tenencia).
3.- Proposiciones particulares de Carabineros de Chile.


Sin perjuicio de lo señalado respecto de ambos proyectos de ley en comento, Carabineros de Chile como auxiliar del Ministerio Público en las tareas de investigación criminal, hace presente las siguientes observaciones y propuestas a objeto que las mismas sean consideradas en la discusión legislativa sobre esta materia.


a) Incorporar en el catálogo de delitos contenidos en el artículo 1° del proyecto de ley del Ejecutivo, los ilícitos de incendio y estragos, como asimismo el de descarrilamiento contemplado en la ley general de ferrocarriles, por estimarse que este tipo de ilícito y en particular el de incendio y estrago por su naturaleza y características de suyo satisfacen cualquiera de las finalidades que el artículo primero del proyecto contempla al efecto.

b) En cuanto a la incorporación de la figura del agente encubierto y revelador, se estima que debe tener la misma aplicación consagrada sobre el particular en la ley 20.000, es decir que sea dispuesta por el órgano encargado de la persecución penal (Ministerio Público), sin que a su respecto tenga injerencia alguna el Juez de Garantía, tal como sucede en el proyecto del Ejecutivo, toda vez que esto conlleva necesariamente una afectación de la función esencial de investigación del Ministerio Público.


c) Asimismo, en lo que respecta a los exámenes corporales de las personas en control de ingreso al país, atendida la gravedad de los delitos consagrados en el proyecto, se estima que dichos exámenes deben ser considerados como una actuación autónoma de la policía (artículo 83 del Código Procesal Penal), sin previa autorización del Fiscal, como tampoco por el Juez de Garantía, en la medida que concurran las circunstancias descrita al efecto en el proyecto.


d) Incorporar un artículo donde se señale y se permita expresamente el intercambio de información en carácter de secreta entre los Organismos de Inteligencia del Estado signados en el artículo 5º de la Ley Nº 19.974, “Sobre el Sistema de Inteligencia del Estado y que crea la Agencia Nacional de Inteligencia” y la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F.) creado por la Ley Nº 19.913, que permitan la detección temprana de actos presuntamente destinados al financiamiento de actividades terroristas o la “asociación criminal terrorista”.


El propósito del precepto legal que se propone es que exista una real y efectiva coordinación entre organismos del Estado que tienen como objetivo preservar el orden constitucional o que se aboquen a tareas tendientes a detectar, neutralizar y contrarrestar, situaciones que puedan afectar la seguridad del Estado, como ocurre en la especie con el terrorismo.

El intercambio de información propuesto entre los estamentos antes citados, permite producir “Alertas Tempranas” o “Informaciones preliminares o indiciarias”, que sean orientadoras en las decisiones de los diversos mandos superiores de conducción del Estado, como asimismo ser una guía en el trabajo de investigación que le corresponde realizar por mandato legal y constitucional al ente persecutor. 


e) Otra propuesta que se estima de relevancia para efectos de la detección temprana del financiamiento del terrorismo, de los hechos tipificados como conductas terroristas o de la “asociación criminal terrorista”, se refiere a dotar a los servicios de Inteligencia policial de similares facultades a las que la Ley de Inteligencia N° 19.974, consagra para la Agencia Nacional de Inteligencia en el artículo 8°, letras d) y f), de este cuerpo legal, pudiendo requerir para estos fines, información a la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F.), como asimismo a entidades privadas quienes estarán obligadas a entregar información requerida, aun cuando ella esté amparada  bajo la reserva o secreto legal, en cuyo caso la información debe ser remitida en ese mismo carácter.


f) Incorporar expresamente en la Ley de Conductas Terroristas la posibilidad de solicitar procedimientos especiales de obtención de información, similares a los consignados en el artículo 24 de la Ley de Inteligencia, previo a la judicialización, en delitos de tal gravedad como la asociación ilícita terrorista o la “asociación criminal terrorista”.


Conforme a lo planteado en el párrafo anterior, y no obstante observarse que en el proyecto de ley presentado por el Ejecutivo se introduce un nuevo artículo 226 G al Código Procesal Penal, el que incorpora determinadas medidas intrusivas o procedimientos especiales de obtención de información, se desprende que el artículo propuesto no lo hace extensivo o no regula la materia en los mismos términos de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Inteligencia Nº 19.974, el que consagra en el citado precepto legal medidas intrusivas más amplias que las de artículo 226 G. propuesto. En efecto, no se incorpora en la propuesta del Ejecutivo: la interceptación de comunicaciones informáticas o radiales; la intervención de sistemas y redes informáticos ni la intervención de cualesquiera otros sistemas tecnológicos destinados a la transmisión, almacenamiento o procesamiento de comunicaciones o información, conforme lo dispuesto en el artículo 24 letras a), c) y d) de la Ley Nº 19.974.


g) Se estima de relevancia incorporar expresamente dentro de las normas que regulan el proceso penal, en el caso del proyecto de ley presentado por el Ejecutivo, normativa expresa que consagre el valor probatorio de los informes de inteligencia, sugiriéndose como propuesta que:


“En ningún caso los informes de inteligencia, y contrainteligencia, tendrán valor probatorio dentro del proceso penal, pero su contenido podrá constituir criterio orientador, alerta temprana o información preliminar durante la indagación. En todo caso se garantizará la reserva de la información, medios, métodos y fuentes, así como la protección de la identidad de los funcionarios de inteligencia y contrainteligencia.”.

La propuesta signada en el párrafo anterior, viene a regular el valor probatorio de los informes de inteligencia en el proceso penal, siguiendo el modelo de legislaciones más avanzadas sobre estas materias, como por ejemplo la legislación colombiana.

CONCLUSIONES:


Finalmente, conforme a lo expuesto es posible establecer que el proyecto propuesto por el Ejecutivo constituye un avance en la normativa que regula las conductas terroristas, adecuando nuestra legislación a los estándares internacionales, permitiendo con ello una más eficiente persecución penal, estimándose, además, que los aspectos destacados del proyecto de los H. Senadores señores Espina, Allamand, Chahuán, García y Prokurica, como asimismo las observaciones particulares efectuadas por Carabineros de Chile, constituyen aportes que se estima pueden ser considerados enriqueciendo el proyecto del Ejecutivo.”.

Enseguida, la Comisión escuchó la opinión de la Policía de Investigaciones de Chile, institución que fue representada por la Prefecto Inspector (J), señora Rosana Pajarito.

La señora Pajarito basó su exposición en el siguiente documento escrito:

“INTRODUCCIÓN


En relación con el proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal, Boletín N° 9.692-07, iniciado mediante Mensaje N° 755-362, de fecha 3 de noviembre de 2014, de S.E. la Presidenta de la República señora Michelle Bachelet Jeria, que sustituye el texto de la Ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, a fin de dar mayor protección a la ciudadanía y fortalecer la paz social, me permito remitirle a continuación la opinión de la Policía de Investigaciones de Chile respecto de algunos aspectos contenidos en dicha propuesta de modificación legislativa.


Teniendo presente que uno de los delitos que ha marcado el presente siglo ha sido el del terrorismo, el cual supone un grave peligro para la seguridad de los países y la vida de las personas en todo el mundo, y que el hecho de mejorar la respuesta antiterrorista al interior de un país no es sólo atender a la seguridad, sino que también importa un deber realizarlo en beneficio del desarrollo y la paz social, toda vez que el terrorismo, sus antecedentes y sus consecuencias son elementos destructivos de las vidas, de la economía y de la esperanza de las personas.


Esta Policía ha estudiado y modernizado sus conocimientos relativos a política criminal antiterrorista, acorde con las nuevas necesidades de los tiempos en que vivimos, la globalización y el profundo respeto a los derechos humanos inherentes a todas las personas.


En este contexto y reconociendo la labor realizada por la comunidad internacional, la cual ha plasmado su esfuerzo para contrarrestar el terrorismo en diferentes Tratados Internacionales y resoluciones de diversos organismos internacionales, logrando de esta forma que los Estados partes adopten las medidas necesarias para tipificar en sus legislaciones penales internas los actos definidos como terroristas, la Policía de Investigaciones de Chile, a través de la Organización Internacional de Policía Criminal, INTERPOL, de la cual es representante desde el año 1946, cuenta con herramientas internacionales para la investigación y persecución de este delito, logrando en conjunto con los diversos organismos nacionales ser una policía moderna, respetuosa del Derecho, de los Tratados Internacionales y de la Constitución Política de la República de Chile, con una absoluta disposición a contribuir a contrarrestar el flagelo del terrorismo.


Es así que se considera que el proyecto presentado por S.E. la Presidenta señora Michelle Bachelet Jeria, es un gran avance a nuestra legislación y a la institucionalidad de nuestros pilares democráticos y republicanos.


Este análisis aborda los temas relevantes para la Policía de Investigaciones de Chile y que inciden directamente en la misión de esta institución.

I. Artículo 1°


"Constituirá asociación criminal terrorista toda organización o grupo cuando, a través de la perpetración de los crímenes por ella proyectados, y siempre que éstos consistan en aquellos establecidos en los artículos 141, 142, 150 A, 315, 316, 391, 395, 396, 397 o 398 del Código Penal y artículos 5°, 5° b) y 6° de la Ley N° 12.927 el delito de colocación de artefactos explosivos e incendiarios establecido en la Ley N° 17.798, se persiguiere socavar o destruir el orden institucional democrático, alterar gravemente el orden público, imponer exigencias a la autoridad política, arrancar decisiones de ésta o infundir temor generalizado en la población de pérdida o privación de los derechos fundamentales.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, la asociación se entenderá efectivamente organizada en atención a la cantidad de sus miembros; su dotación de recursos y medios; la división de tareas o funciones, así como su capacidad de planificación e incidencia sostenida en el tiempo.".

Al respecto, se innova al eliminar el elemento subjetivo del tipo penal, que señalaba que el delito terrorista se comete "con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie."  Sin duda la nueva redacción constituye un avance con respecto a la ley actual, ya que no se requiere probar en juicio el elemento subjetivo del tipo, sino más bien se debe encuadrar la conducta en alguno de los cuatro supuestos y verbo rector de la norma en análisis
.


a) En cuanto a la "asociación criminal terrorista", "o grupo" en relación al sujeto activo, el inciso segundo contiene los elementos de lo que debe entenderse e interpretar por organización, sin embargo no da los elementos del concepto "grupo". De acuerdo a los requisitos exigidos en este proyecto, sólo podrían ser consideradas asociaciones efectivamente organizadas las que cuenten con miembros, dotación de recursos y medios, división de tareas o funciones, así como capacidad de planificación e incidencia sostenida en el tiempo, excluyendo numerosas asociaciones de delincuentes que se organizan en forma puramente ocasional para cometer ciertos y determinados delitos y que se disuelven una vez conseguidas las utilidades, pero que vuelven a integrase cuando aparece otro delito rentable en perspectiva.


- Al respecto, se hace presente lo indicado por la doctrina española, en cuanto a que la necesidad de que exista una coordinación y jerarquía entre los diversos miembros de la organización criminal plantea el problema de si cabe conceptuar como organización criminal a aquellas en las que, a pesar de su carácter estable, no hay jerarquía, sino que se trata de organizaciones estables de naturaleza asamblearia; es decir sin una disciplina, sin que los sujetos de dichas organizaciones estén sometidos a la jerarquía y a la disciplina. Se suscita igualmente otro problema no menos importante, centrado en la diferencia entre las organizaciones criminales y el delito de asociación ilícita. Pues bien, según la doctrina española, la diferenciación entre ambas formas delictuales hay que buscarlas en la apariencia o no de ilegalidad, de manera, que si la asociación ilícita es una asociación auténtica o incluso ficticia pero aparentemente legal, habrá de aplicarse el delito de asociaciones ilícitas, mientras que si la organización criminal consiste en una pluralidad de sujetos sin apariencia o forma asociativa, será de aplicación el tipo penal de organización criminal, al no considerarse como una organización de esta naturaleza la asociación de bandas armadas que pasa a integrarse en los delitos de terrorismo.


- Se sugiere analizar esta interpretación y definición y, en la especie, considerar las implicancias de la asociación ilícita.


b) El segundo supuesto en relación al cual se requiere llamar la atención, tiene relación con un concepto del cual no existe un total acuerdo en cuanto a su definición, como lo es el Orden Público, lo que hace del todo necesario dejar en claro lo que se entiende por tal, a fin de evitar latos debates en juicios en razón de las amplias posturas que existen al respecto, esto en razón de que el bien jurídico afectado por el delito terrorista no puede reducirse al orden constitucional interno de los Estados, más aun considerando que este tipo de ilícitos ha adquirido un carácter internacional que, como lo asevera don Raúl Carnevali ("El Derecho Penal Frente al Terrorismo. Hacia un modelo Punitivo Particular y Sobre el Tratamiento de la Tortura", Revista de Derecho de la P. Universidad Católica de Valparaíso XXXV, 2010, 2° semestre, pp. 109-145), éste ha adquirido un carácter internacional que difícilmente puede conciliarse con una concepción más bien asociada al orden interno de los Estados, existiendo al efecto diversos intereses tutelados, debiendo tenerse en consideración las finalidades subjetivas perseguidas con el acto terrorista -elemento teleológico-, tales como intimidar a la población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de hacerlo (artículo 2° de la Convención de las Naciones Unidas contra el Financiamiento al Terrorismo).


c) Ahora bien, es necesario advertir que el presente proyecto ha excluido delitos que están contemplados en la Ley N° 18.314, los que, en conjunto con la legislación comparada, la doctrina y la sociedad civil, son considerados como terroristas, como por ejemplo:


- Los de incendio y estragos, descritos en los artículos 474, 475, 476 y 480 del Código Penal.


- El descarrilamiento contemplado en los artículos 105, 106, 107 y 108 de la Ley General de Ferrocarriles.


- El envío de cartas o encomiendas explosivas del artículo 403 bis del Código Penal.

- Apoderarse o atentar en contra de una nave, aeronave, ferrocarril, bus u otro medio de transporte público en servicio, o realizar actos que pongan en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros o tripulantes.


- El atentado contra la vida o la integridad corporal del Jefe del Estado o de otra autoridad política, judicial, militar, policial o religiosa, o de personas internacionalmente protegidas, en razón de sus cargos.



Por las razones expresadas, nos parece más acertada, en este punto, la redacción del Proyecto de Ley contenido en el Boletín N° 9.669-07, en lo prescrito en su artículo 1°, inciso primero
.



Teniendo presente la gravedad de estas conductas, cuyo fin es alterar el orden democrático de un país, hacemos presente la Decisión Marco del Consejo Sobre la Lucha contra el Terrorismo del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de fecha 30 de noviembre de 2001, que señala que los delitos de terrorismo se cometen con: "el fin de intimidarles (a países, instituciones o ciudadanos) y de alterar gravemente o destruir las estructuras políticas, económicas, medioambientales o sociales de un país...". Asimismo lo ha expresado la destacada profesora y penalista doña Myrna Villegas Díaz: "...el bien jurídico colectivo se identifica mayoritariamente con la estructura política y social de un país, concretada en el orden constitucional democrático...". En igual tenor lo ha manifestado la jurisprudencia de nuestro país en el llamado caso "Pitronello", sentencia de primera instancia RIT 150-2012, del 4° Tribunal de Juicio Oral en Lo Penal de Santiago, en la cual, en su prevención, el Magistrado Antonio Ulloa Márquez refiere al concepto de terrorismo como: "un método de violencia extrema”, asimismo señala que conforme a este planteamiento "los bienes jurídicos individuales son simplemente el vehículo para atentar contra ese bien jurídico electivo, bajo la forma de lesión o puesta en peligro".


d) Se hace presente que respecto de los delitos relacionados con la "colocación de bombas, artefactos explosivos e incendiarios establecidos en la Ley N° 17.798, incluidos en el artículo 1°, inciso primero, del proyecto de ley, éste no se encuentra contemplado en dicho cuerpo legal, por lo cual nos parece acertada la propuesta del Boletín N° 9.669-07, puesto que en su artículo 3° propone modificar la Ley N° 17.798 incorporando en el artículo 14 bis "El que coloque, envíe, active, arroje, detone, dispare o haga explosionar bombas o artefactos explosivos, incendiarios, tóxicos, corrosivos o infecciosos.".


e) En relación a la inclusión en la categoría de asociación criminal terrorista, el artículo 150 A del Código Penal, referente a la aplicación de tormentos o apremios ilegítimos físicos o mentales a personas privadas de libertad, cuya figura contempla el sujeto activo calificado o determinado "el empleado público" o "policía", se hace presente que dicha inclusión socava nuestras bases constitucionales, toda vez que es la propia Constitución Política de la República en su artículo 101, la que señala que Carabineros de Chile, junto a la Policía de Investigaciones, constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas.


Se sugiere determinar el alcance y sentido de esta norma, toda vez que su redacción nos permite presumir que se quiere sancionar por vía indirecta el terrorismo de Estado, el cual entendemos según se desprende del Mensaje del presente proyecto de ley, y de la realidad social en la cual está inserta esta propuesta antiterrorista, no es uno de los objetivos del presente proyecto.  Al respecto, debe tenerse presente que nuestro país cuenta con un vigoroso bloque constitucional normativo, compuesto por la Carta Fundamental y los Tratados Internacionales relativos a Derechos Fundamentales de las Personas y las Convenciones contra la Tortura, de acuerdo al artículo 5°, inciso segundo, de nuestra Constitución, los cuales son bastantes claros en prohibir estas conductas que son más bien atingentes a un contexto de situaciones de guerra, amenazas de guerra o inestabilidades políticas.


Es así que, además de los artículos 150 A y 150 B del Código Penal, el Código Procesal Penal en su artículo 93, letra H, señala que el imputado no puede ser sometido a tortura ni otros tratados crueles, humanos o degradantes, como también el artículo 195 dispone la prohibición de la tortura como "método de interrogación o de investigación". De igual forma nuestro país ha ratificado la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, adoptada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, entre otras. Asimismo, nuestra legislación interna junto a otras normas, contempla la Ley N° 20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, del año 2009. Es importante destacar que, detrás de todas estas normas, en opinión del Profesor Raúl Carnevali, se quiere dejar muy claro cuál es límite del Estado: la dignidad humana es inviolable.

II. Artículo 5°:


"El que solicite, ofrezca, recaude, gestione, administre o aporte fondos, valores o bienes destinados al financiamiento directo e indirecto de una organización comprendida en el artículo 1°, y siempre que no que le resultare aplicable lo dispuesto en el artículo 2°, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo.".


Es del parecer de esta Institución contemplar como una herramienta de investigación eficaz, incorporar en la discusión la figura del levantamiento del secreto bancario contemplado en el DFL N° 3 que el fija texto, refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, en su título XVI, "Secreto Bancario y otras normas".  Esto en armonía con la iniciativa presentada al Honorable Congreso en el año 2013
, la cual busca reforzar las atribuciones de la Unidad de Análisis Financiero (UAF) para poder acceder a la información que tengan organismos públicos y privados que permitan investigar delitos de lavado de dinero.  Como también la de obligar a ciertos organismos a entregar información sobre actos sospechosos, describiéndose nuevas figuras en virtud de las cuales se puede cometer el lavado de activos, y aumentar la penalidad de ellas.

III. Modificación al Código Penal.


Se hace presente lo relativo a:


Artículo 10°: agrega el numeral 14 al artículo 10 del Código Penal, como eximente de responsabilidad penal:

“El que ejecutare el hecho instigado por maniobras, ardides o estrategias de los agentes encubiertos o reveladores de la policía o de cualquiera concertado con ella.”.

Sin embargo, el sentido de este artículo no está claro, en razón a que la primera interpretación lleva a concluir que se eximirá de responsabilidad penal a quien sea "engañado" por la policía, en razón del uso de palabras tales como "instigación", "ardides" o "maniobras". Sin embargo, el espíritu de esta norma está dado en eximir de responsabilidad a aquellos que cometan delitos con ocasión a los planes y estrategias de la policía y que no sean agentes encubiertos, agentes reveladores y cooperadores. Por tanto, la idea de este numeral es "incentivar" a quienes colaboran con la policía, como los informantes y quienes les acompañen.


Si este numeral se interpreta de la manera correcta, más allá de su redacción, podría ser una gran herramienta para las policías, ya que los informantes y quienes les colaboren, sabrán que estarán resguardados por una causal de justificación en caso de que se cometa un delito o no se pueda impedir su comisión, con ocasión de los planes o estrategias de la policía para desbaratar estas asociaciones.


Razón por la cual adherimos a la redacción contemplada en el artículo 21, inciso sexto, del Boletín N° 9.669-07. "El agente encubierto y el informante, en sus actuaciones de tales, estarán exentos de responsabilidad criminal por aquellos delitos en que deban incurrir o que hayan podido impedir, siempre que sean consecuencias necesarias del desarrollo de la investigación y guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma.".

IV. Modificaciones al Código Procesal Penal


En lo pertinente a nuestra institución, se considera relevante poner en discusión las siguientes observaciones:


a) Artículo 11: dicho artículo crea un nuevo Párrafo 4° en el Título I del Libro II del Código Procesal Penal, que incorpora un Titulo de excepción sobre "Diligencias y medidas especiales de investigación para delitos organizados o complejos". Al respecto, se adhiere a la idea de establecer diligencias y medidas especiales de investigación para delitos organizados o complejos, que en casos excepcionales, justificados por el Ministerio Público, se permita la aplicación de estas medidas a otros crímenes que no se encuentran enumerados en dicho artículo, adecuándose a las nuevas realidades que van surgiendo. Sin perjuicio de ello, el proyecto se aleja de la idea matriz del terrorismo, incorporando otras conductas delictivas, lo que lo hace perder su visión inicial.


Es confusa su redacción, en el sentido de dar una lista taxativa de delitos para el ámbito de aplicación, para luego incorporar una norma de clausura que faculta al persecutor incluir otros crímenes.


Es de opinión que es innecesario eliminar o modificar cuerpos normativos vigentes, que han funcionado eficazmente en la persecución penal, sobre todo si es totalmente posible incorporar estas técnicas de investigación a una legislación antiterrorista especial.


Se observa que respecto de estas técnicas especiales en materia de investigación, si bien no producirán conflictos normativos en su aplicación, nos parece que afectarán la eficacia y eficiencia que han tenido las mencionadas técnicas en la pesquisa de los delitos relacionados con el narcotráfico y el lavado de activos y dinero, por cuanto dichas normas actualmente tienen un mayor ámbito de aplicación por lo que la investigación, en los términos propuestos por el presente proyecto, se vería seriamente afectada y limitada.


Artículo 226 B, inciso tercero, en cuanto a que hace referencia expresa a la utilización de antecedentes de inteligencia.  Sin embargo, nada indica respecto a su incorporación en juicio, debiendo discutirse sobre la materia en proceso legislativa, en el sentido de incluir norma expresa at respecto.


Artículo 226 G: en su inciso segundo, señala: (...) Asimismo, y a petición del Ministerio Público, el juez de garantía podrá ordenar el empleo de imágenes o sonidos que tuvieren lugar en lugares o contextos en que exista una legítima expectativa de intimidad, cuando fuere conducente al esclarecimiento de los hechos. Regirán, en lo pertinente, las disposiciones de los artículos 222 a 225. (…)”.

Al respecto, se estima que no existe claridad respecto al concepto de "legítima expectativa de intimidad", lo que eventualmente puede llevar a distintos tipos de interpretaciones por parte de los intervinientes del sistema de justicia penal por ser un concepto jurídico indeterminado demasiado vasto, debiendo al menos quedar constancia en la discusión del proyecto del alcance de este concepto.


Artículos 226 H e I: se propone que se mantenga lo regulado en la Ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, respecto de las facultades y alcances operativos de estas herramientas de investigación, ya que desde el año de su implementación, 2005 a la fecha, se ha consolidado un procedimiento de persecución penal exitoso en cuanto a eficacia y resultados.


Artículo 226 I, inciso cuarto: "Cuando los instrumentos efectos u objetos se encuentren en zonas sujetas a la potestad aduanera, el servicio nacional de aduanas observará las instrucciones que imparta el Ministerio Público para los efectos de aplicar esta técnica de investigación.".


Se hace presente que la actual normativa vigente en la ley 20.000 y en la de lavado de activos no justifica que se amplíe a ilícitos de connotación sexual toda vez que las atribuciones de aduanas son específicas y no contienen labores de investigación criminal, razón por la cual es innecesaria dicha ampliación. Teniendo presente lo dispuesto en el artículo 101, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, las Policías constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, sugiriéndose su incorporación al artículo 226 F, sobre colaboración con el Ministerio Público.


I Artículo 226 J: sanciona al fiscal del Ministerio Publico y al funcionario policial al realizar actuaciones que se encuentran fuera del objeto o límites impuestos por el mandamiento judicial respectivo, en relación a los agentes encubiertos y reveladores, pues el artículo señala que la citada orden judicial "deberá circunscribir el ámbito de actuación de los agentes en conformidad de los antecedentes y el o los delitos invocados en la solicitud correspondiente". Frente a lo anterior, se observa que, limitar el ámbito de acción de los funcionarios policiales ex ante limitaría la labor investigativa que tan eficiente y exitosa ha resultado, por ejemplo, en la Ley N° 20.000, por cuanto el juez en esa instancia no podrá proyectar lo que irá aconteciendo en el proceso investigativo. Por lo anterior, esta Institución adhiere a la redacción propuesta en el artículo 21 del proyecto de ley Boletín N° 9.669-07, el cual entrega la facultad al Ministerio Público de autorizar a los funcionarios policiales para que se desempeñen como agentes encubiertos, regulándose esta materia de igual forma en el artículo 22 de dicho Boletín, en relación a la entrega vigilada. Advierte que el citado artículo 21 debería incorporar al agente revelador.


Artículo 226 0, que trata sobre la protección de testigos y peritos: se considera que el proyecto de ley contenido en el Boletín N° 9.669-07, regula de forma más clara esta situación, incorporando en su artículo 25, inciso final, en forma expresa, la protección de la identidad del agente encubierto, del informante y cooperador eficaz, el cual debería extenderse al agente revelador. Contempla, asimismo, la posibilidad de anticipar la prueba tal como lo regula el artículo 191 del Código Procesal Penal. Además, el citado proyecto instaura el delito de amenazas a testigos o peritos en el artículo 31 del Boletín N° 9.669-07.


Esto es cuanto podemos informar a esta Honorable Comisión, expresando nuestra disposición a colaborar durante toda la tramitación legislativa.”.

Finalizadas las exposiciones anteriormente consignadas, los miembros de la Comisión ponderaron los distintos planteamientos formulados, tanto en relación al Mensaje del Ejecutivo como a la Moción parlamentaria de que trata el presente informe, encabezada por el Honorable Senador señor Espina.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, hizo notar la importancia que revisten los dos proyectos en estudio, los que informó que aprobaría en general, sin perjuicio de anunciar que durante la discusión en particular habrá oportunidad de perfeccionarlos.


A la vez, valoró las opiniones recibidas y expresó que todas ellas son de gran interés y deben ser consideradas durante la discusión en particular, por cuanto suponen relevantes aportes tanto a los aspectos de fondo como a las materias de índole procesal.


Anunció, igualmente, que al iniciarse el debate en particular, se escuchará el parecer de algunas instituciones que no pudieron concurrir a la discusión en general, como es el caso del Instituto Nacional de Derechos Humanos y de la Defensoría Penal Pública.


El Honorable Senador señor Espina connotó la claridad y la profundidad de las intervenciones escuchadas, agregando que muchas de las observaciones recibidas deberán ser recogidas mediante las indicaciones que se presenten durante la discusión en particular del proyecto.


Destacó la conveniencia de que esta iniciativa continúe tramitándose en forma simultánea con aquella contenida en el Boletín N° 9.692-07, originada en Mensaje de S. E. de la señora Presidenta de la República, pues ambos proyectos comparten la misma finalidad y han sido objeto de un análisis compartido, tal como ha quedado de manifiesto en las intervenciones anteriores.


Informó, enseguida, que daría su voto favorable a la idea de legislar, de manera de avanzar en la dictación de un futuro texto que represente una solución eficaz para enfrentar un fenómeno de tanta gravedad como es el terrorismo.


El Honorable Senador señor Larraín coincidió con las apreciaciones anteriores y destacó el interés que ofrecen las visiones que han proporcionado los distintos invitados. Destacó las propuestas del profesor señor Matus, que incluyen las exigencias que los tratados internacionales suscritos por nuestro país plantean en cuanto a la necesidad de tipificar un conjunto de nuevos ilícitos vinculados al terrorismo. Instó al Ejecutivo a considerar de manera especial estas sugerencias y a evaluar su inclusión en las indicaciones que se presenten.


El señor Ministro de Justicia expresó que esta discusión en general proporciona claridad acerca de los aspectos que deben revisarse y de los planteamientos que cabrá examinar y resolver, entre los cuales se cuenta la perspectiva expuesta por el profesor señor Matus.


El Honorable Senador señor De Urresti apreció, igualmente, la importancia de las iniciativas en estudio, por cuanto permitirán que nuestro país disponga de una legislación antiterrorista que sea adecuada y actualizada.


Valorizó de manera especial las exposiciones realizadas por los distintos invitados, así como las diversas proposiciones formuladas, destacando su claridad y precisión. Señaló que durante la discusión en particular habrá oportunidad de hacer una priorización de las soluciones propuestas, de manera de adoptar los criterios que sean más adecuados en relación a cada uno de los relevantes aspectos abordados por estas iniciativas.


El Honorable Senador señor Araya coincidió con los planteamientos ya expuestos por los restantes miembros de la Comisión y señaló que votaría a favor de la idea de legislar, de manera de facilitar el avance de esta tramitación. Igualmente, sostuvo que la discusión en particular y el estudio de las correspondientes indicaciones representará la oportunidad de introducir las modificaciones y perfeccionamientos que resulten procedentes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, declaró cerrado el debate y sometió a votación la idea de legislar.


- Efectuada la votación, el proyecto resultó aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Harboe (Presidente).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación en general del siguiente:

PROYECTO DE LEY





“Artículo primero.- Sustitúyense los artículos 1° y siguientes de la ley N°18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, por los siguientes:

“CAPÍTULO I

De las conductas terroristas y su penalidad





Artículo 1°.- Constituirán delitos terroristas los enumerados en el inciso primero del artículo 2º, cuando el hecho se cometa concurriendo al menos una de las circunstancias siguientes:





a)
Con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella, el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie;





b)
Con la finalidad de desestabilizar el orden constitucional democrático;





c)
Para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias;





d)
Obedeciendo a un plan determinado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas;





e)
Empleando artificios nucleares, bacteriológicos o químicos que por, su naturaleza, puedan afectar a un número indeterminado de personas, o





f)
Empleando bombas, explosivos o medios de alto poder destructivo que afecten o puedan afectar la vida o integridad física de un número indeterminado de personas, en los delitos señalados en los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 10 del artículo siguiente.





Artículo 2°.- Constituirán delitos terroristas, cuando cumplieren lo dispuesto en el artículo anterior: 





1.- Los de homicidio sancionados en el artículo 391 del Código Penal;





2.- Los de lesiones establecidos en los artículos 395, 396, 397 y 398 del Código Penal; 





3.- Los de secuestro y de sustracción de menores castigados en los artículos 141 y 142 del Código Penal; 





4.- Los de incendio y estragos, descritos en los artículos 474, 475, 476 y 480 del Código Penal.





5.- Los delitos contra la salud pública de los artículos 315 y 316 del Código Penal;





6.- El atentado en contra de la vida o la integridad corporal del Jefe del Estado o de otra autoridad política, judicial, militar, policial o religiosa, o de personas internacionalmente protegidas; 





7.- Los de apoderarse o atentar en contra de vehículos de transporte o de carga previstos en el artículo 341 bis del Código Penal.





8.- El envío de cartas o encomiendas explosivas del artículo 403 bis del Código Penal;





9.- El de colocar, enviar, activar, arrojar, detonar, disparar o hacer explosionar bombas o artefactos explosivos, incendiarios, tóxicos, corrosivos o infecciosos del artículo 14 bis de la ley N° 17.798, sobre control de armas, cuando se cometan con algunas de las circunstancias de las letras a), b), c) y d) del artículo anterior, y





10. La asociación ilícita cuando tenga por objeto la comisión de delitos que deban calificarse como terroristas conforme a los números anteriores y al artículo 1º.





Constituirá también delito terrorista el señalado en el número 9 del inciso anterior, si en su comisión se afectare o se pudiere afectar la vida o integridad física de un número indeterminado de personas, aun cuando no concurra ninguna de las circunstancias de las letras a), b), c) y d) del artículo 1°.





Artículo 3°.- Los delitos señalados en los números 1 a 9, ambos inclusive, del artículo 2°, serán sancionados con las penas previstas para ellos en el Código Penal, en la ley N° 12.927 o en la ley N° 17.798 sobre control de armas, en sus respectivos casos, aumentadas en uno, dos o tres grados. Con todo, en el caso de los numerales 1º y 2º del artículo 476 del Código Penal, la pena se aumentará en uno o dos grados, y en el caso del numeral 3º del artículo 476, se aplicarán las sanciones previstas en dicha disposición, con excepción de la pena de presidio mayor en su grado mínimo.





La asociación ilícita para la comisión de actos terroristas será penada conforme a los artículos 293 y 294 del Código Penal, y las penas allí previstas se aumentarán en dos grados en los casos del artículo 293 y en un grado en los del artículo 294. Será también aplicable lo dispuesto en el artículo 294 bis del mismo Código.





En caso de reunirse en un mismo hecho dos o más circunstancias de las mencionadas en el artículo 1°, se impondrá el máximo de la pena correspondiente.





Las penas impuestas en todos los casos anteriores o por los delitos de los artículos 7° y 8°, no podrán ser sustituidas por ninguna de las establecidas en la ley N° 18.216, salvo en caso de aplicarse lo dispuesto en el artículo 6°. Se aplicarán siempre las inhabilidades a que se refiere el artículo 9° de la Constitución Política de la República.





Artículo 4°.- Para efectuar el aumento de penas contemplado en el artículo precedente, el tribunal determinará primeramente la pena que hubiere correspondido a los responsables, con las circunstancias del caso, como si no se hubiere tratado de delitos terroristas, y luego la elevará en el número de grados que corresponda.





Artículo 5°.- Para la determinación de las penas que corresponda aplicar a los menores de 18 años en conformidad a la ley N° 20.084, no se considerarán las sanciones establecidas en la presente ley, sino las previstas en el Código Penal o en las respectivas leyes especiales. Lo anterior es sin perjuicio de las penas que conforme a esta ley deban imponerse a las personas mayores de edad que sean autores, cómplices o encubridores del mismo hecho punible.





Artículo 6°.- Podrá disminuirse la pena hasta en dos grados respecto de quienes llevaren a cabo acciones tendientes directamente a evitar o aminorar las consecuencias del hecho incriminado, o dieren informaciones o proporcionaren antecedentes que sirvieren efectivamente para impedir o prevenir la perpetración de otros delitos terroristas, o bien, para detener o individualizar a responsables de esta clase de delitos.





Artículo 7º.- La tentativa de cometer alguno de los delitos a que se refiere esta ley se castigará con la pena asignada al respectivo ilícito terrorista, rebajada en uno o dos grados.





La conspiración para cometer alguno de esos delitos se sancionará con la pena señalada por la ley al delito rebajada en dos grados.





La amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los delitos mencionados en esta ley será sancionada con las penas de la tentativa del delito respectivo, sin efectuarse los aumentos de grados señalados en el artículo 3º. Lo expuesto precedentemente no tendrá lugar si el hecho mereciere mayor pena, de acuerdo al artículo 296 del Código Penal.





Artículo 8º.- El que por cualquier medio, directa o indirectamente, solicite, recaude o provea fondos con la finalidad de que se utilicen en la comisión de cualquiera de los delitos terroristas señalados en el artículo 2º, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, a menos que en virtud de la provisión de fondos le quepa responsabilidad en un delito determinado, caso en el cual se le sancionará por este último título, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 294 bis del Código Penal.

CAPITULO II

Normas de procedimiento

1.- Disposiciones generales sobre la investigación.





Artículo 9°.- Las investigaciones a que dieren lugar los delitos previstos en esta ley se iniciarán de oficio por el Ministerio Público o por denuncia o querella, de acuerdo con las normas generales.





También podrán iniciarse por querella del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, de los Intendentes Regionales, de los Gobernadores Provinciales y de los Comandantes de Guarnición.





Artículo 10.- El Ministerio Público podrá efectuar indagaciones y actuaciones en el extranjero dirigidas a recoger antecedentes acerca de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la presente ley, pudiendo solicitar directamente asesoría a las representaciones diplomáticas y consulares chilenas.





Artículo 11.- El Ministerio Público deberá requerir autorización judicial previa para la realización de cualquier actuación del procedimiento que, conforme al artículo 9° del Código Procesal Penal, requiera dicha autorización.





Artículo 12.- Los notarios, conservadores, archiveros y demás funcionarios públicos deberán entregar al Ministerio Público, en forma expedita y rápida, los informes, documentos, copias de instrumentos y datos que se les soliciten.





El otorgamiento de los antecedentes mencionados en este artículo será gratuito y libre de toda clase de derechos e impuestos.





El que se resista o se niegue injustificadamente a entregar al Ministerio Público los informes, documentos y demás antecedentes que se le soliciten en conformidad al presente artículo, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.





Artículo 13.- Sin necesidad de autorización judicial previa, el fiscal podrá requerir a terceros la entrega voluntaria de todos los antecedentes, informaciones y datos que hayan sido recopilados y que digan relación con la identidad y actividades de las personas sospechosas de haber cometido los delitos previstos en esta ley, ya sea que consten en sistemas de grabación, informáticos o en cualquier otro soporte. En caso de negativa del tercero, el juez de garantía podrá autorizar al fiscal para exigir la entrega.





Artículo 14.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 182 del Código Procesal Penal, cuando se trate de la investigación de los delitos a que se refiere esta ley, si el Ministerio Público estimare que existe riesgo para la seguridad de los agentes encubiertos, informantes, testigos, peritos y, en general, de quienes hayan cooperado eficazmente en el procedimiento, podrá disponer que determinadas actuaciones, registros o documentos sean mantenidos en secreto respecto de uno o más intervinientes, en los términos que dispone la citada norma. En estos casos, el plazo establecido en el inciso tercero del artículo 182 del Código Procesal Penal podrá ampliarse hasta por un total de seis meses. 





Además, deberá adoptar medidas para garantizar que el término del secreto no pondrá en riesgo la seguridad de las personas mencionadas en el inciso anterior.





Artículo 15.- Las diligencias ordenadas por el Ministerio Público y autorizadas por el Juez de Garantía, cuando corresponda, serán cumplidas por las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, separada o conjuntamente, según lo disponga la respectiva comunicación o resolución, en su caso.





Artículo 16.- Con la autorización del Juez de Garantía, otorgada de conformidad al artículo 236 del Código Procesal Penal, el Ministerio Público podrá, sin comunicación previa al afectado, recoger e incautar la documentación y los antecedentes necesarios para la investigación de los hechos, en caso de aparecer indicios graves que de esta diligencia pudiere resultar el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante para aquélla. Se aplicará, al efecto, lo dispuesto en los artículos 216 y 221 del Código Procesal Penal.

2.- Medidas cautelares





Artículo 17.- Siempre que las necesidades de la investigación así lo requieran, a solicitud del fiscal y por resolución fundada, el Juez de Garantía podrá ampliar hasta por diez días los plazos para poner al detenido a su disposición y para formalizar la investigación.





En la misma resolución que amplíe el plazo, el Juez de Garantía ordenará que el detenido ingrese a un recinto penitenciario y sea examinado por el médico que el juez designe, el cual deberá practicar el examen e informar al tribunal el mismo día de la resolución. El nombramiento en ningún caso podrá recaer en un funcionario del organismo policial que hubiere efectuado la detención o en cuyo poder se encontrare el detenido.





La negligencia grave del juez en la debida protección del detenido será considerada como infracción a sus deberes, de acuerdo con el artículo 324 del Código Orgánico de Tribunales.





El juez podrá revocar en cualquier momento la autorización que hubiere dado y ordenar que se ponga al detenido inmediatamente a su disposición y se formalice la investigación dentro de tercero día contado desde la detención o, si este plazo ya hubiere transcurrido, dentro de las veinticuatro horas siguientes.





Artículo 18.-Durante la audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si se decretare la prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público podrá pedir al Juez de Garantía que decrete, además, por resolución fundada, restricciones al régimen de visitas. La resolución que las imponga sólo será apelable en el efecto devolutivo.





Dichas medidas de restricción no podrán afectar la comunicación del imputado con sus abogados.





Artículo 19.- El Ministerio Público podrá solicitar al Juez de Garantía que decrete las siguientes medidas cautelares, antes de la formalización de la investigación y sin comunicación previa al afectado:





a) Impedir la salida del país de quienes, a lo menos, se sospeche fundadamente que están vinculados a alguno de los delitos previstos en esta ley, por un período máximo de sesenta días. Para estos efectos, deberá comunicar la prohibición y su alzamiento a la Policía de Investigaciones y a Carabineros de Chile. En todo caso, transcurrido este plazo, la medida de arraigo caducará por el solo ministerio de la ley, de lo cual deberán tomar nota de oficio los organismos señalados, y 





b) Ordenar cualquier medida cautelar real que sea necesaria para evitar el uso, aprovechamiento o circulación de toda clase de bienes, valores o dineros destinados a la comisión de alguno de los delitos previstos en la presente ley o provenientes de los hechos investigados, por un período máximo de sesenta días. Para estos efectos, y sin perjuicio de las demás facultades conferidas por la ley, el juez podrá decretar, entre otras medidas cautelares, la prohibición de celebrar determinados actos y contratos y su inscripción en toda clase de registros; retener en bancos o entidades financieras depósitos de cualquiera naturaleza que sean; impedir transacciones de acciones, bonos o debentures y, en general, cuanto conduzca a evitar la conversión del provecho ilícito en actividades que oculten o disimulen su origen delictual. En todo caso, transcurrido este plazo, la medida caducará por el solo ministerio de la ley, de lo cual deberán tomar nota de oficio los organismos señalados, sin perjuicio de la facultad del Ministerio Público de mantener o renovar estas medidas una vez formalizada la investigación.

3.- Restricción de comunicaciones y otros medios técnicos de investigación





Artículo 20.- Las medidas de retención e incautación de correspondencia, obtención de copias de comunicaciones o transmisiones, interceptación y grabación de comunicaciones telefónicas u otra forma de comunicación, se podrán aplicar respecto de todos los delitos previstos en esta ley y cualquiera sea la pena que merecieren, de conformidad a las disposiciones pertinentes del Código Procesal Penal. Asimismo, podrán utilizarse los otros medios técnicos de investigación a que se refiere el artículo 226 del Código Procesal Penal en la investigación de cualquier delito establecido en la presente ley.





Sin perjuicio de lo anterior, no regirá lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 222 de ese Código, en cuanto a indicar circunstanciadamente el nombre y dirección del afectado por la medida, siendo suficiente consignar las circunstancias que lo permitan individualizar o determinar.





Asimismo, no obstante lo prevenido en el artículo 167 de dicho Código, si las diligencias ordenadas no dieren resultado, el fiscal podrá archivar provisionalmente, por una sola vez, la investigación hasta que aparezcan mejores y nuevos antecedentes.

4.- Del agente encubierto, del informante y de las entregas vigiladas o controladas





Artículo 21.- El Ministerio Público podrá autorizar a funcionarios policiales para que se desempeñen como agentes encubiertos y, a propuesta de dichos funcionarios, para que determinados informantes de esos servicios actúen en esa calidad.





Agente encubierto es el funcionario policial que oculta su identidad oficial y se involucra o introduce en las organizaciones delictuales o en meras asociaciones o agrupaciones con propósitos delictivos, con el objetivo de identificar a los participantes, reunir información y recoger antecedentes necesarios para la investigación.





El agente encubierto podrá tener una historia ficticia. La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación y los demás órganos públicos que requiera el Ministerio Público deberán otorgar los medios necesarios para la oportuna y debida materialización de ésta.





Además, el Ministerio Público podrá introducir informaciones en bases de datos comerciales u otras, en registros o páginas electrónicas y podrá realizar otras acciones tendientes a dar verosimilitud a la historia ficticia del agente encubierto, manteniendo un registro privado de todas las medidas adoptadas, las que deberá dejar sin efecto una vez concluida la investigación, sin perjuicio de proteger la identidad del agente encubierto de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5.





Informante es quien suministra antecedentes a los organismos policiales acerca de la preparación o comisión de un delito o de quienes han participado en él, o que, sin tener la intención de cometerlo y con conocimiento de dichos organismos, participa en los términos señalados en alguno de los incisos anteriores.





El agente encubierto y el informante, en sus actuaciones de tales, estarán exentos de responsabilidad criminal por aquellos delitos en que deban incurrir o que no hayan podido impedir, siempre que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación y guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma.





Artículo 22.- El Ministerio Público podrá autorizar que los envíos ilícitos o sospechosos de armas, municiones, sustancias explosivas o incendiarias u otros objetos o instrumentos que hubieren servido o pudieren servir para la comisión de alguno de los delitos sancionados en esta ley y los efectos de tales delitos, se trasladen, guarden, intercepten o circulen dentro del territorio nacional, salgan de él o entren en él, bajo la vigilancia o el control de la autoridad correspondiente, con el propósito de individualizar a las personas que participen en la ejecución de tales hechos, conocer sus planes, evitar el uso ilícito de las especies referidas o prevenir y comprobar cualquiera de tales delitos.





Se utilizará esta técnica de investigación cuando se presuma fundadamente que ella facilitará la individualización de otros partícipes, sea en el país o en el extranjero, como, asimismo, el cumplimiento de alguno de los fines descritos en el inciso anterior.





Cuando los objetos, instrumentos y efectos del delito se encuentren en zonas sujetas a la potestad aduanera, el Servicio Nacional de Aduanas observará las instrucciones que imparta el Ministerio Público para los efectos de aplicar esta técnica de investigación.





El Ministerio Público podrá disponer en cualquier momento la suspensión de la entrega vigilada o controlada y solicitar al Juez de Garantía que ordene la detención de los partícipes y la incautación de los objetos y demás instrumentos, si las diligencias llegaren a poner en peligro la vida o integridad de los funcionarios, agentes encubiertos o informantes que intervengan en la operación, la recolección de antecedentes importantes para la investigación o el aseguramiento de los partícipes. Lo anterior es sin perjuicio de que, si surgiere ese peligro durante las realización de las diligencias, los funcionarios policiales encargados de la entrega vigilada o controlada apliquen las normas sobre detención en caso de flagrancia.





El Ministerio Público deberá adoptar todas las medidas necesarias para vigilar las especies y bienes a que se alude en el inciso primero, como, asimismo, para proteger a todos los que participen en la operación. En el plano internacional, la entrega vigilada o controlada se adecuará a lo dispuesto en los acuerdos o tratados internacionales.





Sin perjuicio de las facultades que se le confieren en el artículo 34, el Ministerio Público podrá solicitar a las autoridades policiales y judiciales extranjeras, directamente y sin sujeción a lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 76 del Código de Procedimiento Civil, la remisión de los elementos de convicción necesarios para acreditar el hecho delictuoso y las responsabilidades penales investigadas en el país, de conformidad a los convenios y tratados internacionales vigentes, como asimismo, otorgar a dichas autoridades extranjeras tales antecedentes o elementos de convicción.

5.- Protección de testigos, peritos, agentes encubiertos, cooperador eficaz, y personas que se encuentren en el caso del artículo 9°





Artículo 23.- Sin perjuicio de las reglas generales sobre protección a los testigos y peritos contempladas en el Código Procesal Penal, en cualquier etapa del procedimiento, cuando el Ministerio Público estimare, por las circunstancias del caso, que existe peligro grave para la vida o la integridad física de un testigo o de un perito, de un informante o de un agente encubierto y, en general, de quienes hayan colaborado eficazmente en el procedimiento, en los términos del artículo 6°, como asimismo de su cónyuge, ascendientes, descendientes, hermanos u otras personas a quienes se hallaren ligados por relaciones de afecto, dispondrá, de oficio o a petición de parte, las medidas especiales de protección que resulten adecuadas.





Para proteger la identidad de los que intervengan en el procedimiento, su domicilio, profesión y lugar de trabajo, el fiscal podrá aplicar medidas tales como:





a) que no consten en los registros de las diligencias que se practiquen su nombre, apellidos, profesión u oficio, domicilio, lugar de trabajo, ni cualquier otro dato que pudiera servir para la identificación de los mismos, pudiéndose utilizar una clave u otro mecanismo de verificación, para esos efectos;





b) que su domicilio sea fijado, para efectos de notificaciones y citaciones, en la sede de la fiscalía o del tribunal, debiendo el órgano interviniente hacerlas llegar reservadamente a su destinatario, y 





c) que las diligencias que tengan lugar durante el curso de la investigación, a las cuales deba comparecer el testigo o perito protegido, se realicen en un lugar distinto de aquél donde funciona la fiscalía y de cuya ubicación no se dejará constancia en el registro respectivo.





Artículo 24.- Dispuesta que sea la medida de protección de la identidad a que se refiere el artículo anterior, el tribunal, sin audiencia de los intervinientes, deberá decretar la prohibición de revelar, en cualquier forma, la identidad de testigos, peritos, informantes, agentes encubiertos y cooperadores eficaces que han recibido la protección, o los antecedentes que conduzcan a su identificación. Asimismo, deberá decretar la prohibición para que sean fotografiados, o se capte su imagen a través de cualquier otro medio. Lo expuesto en este inciso se aplicará también respecto del cónyuge, ascendientes, descendientes, hermanos u otras personas a quienes se hallaren ligados por relaciones de afecto los sujetos antes mencionados, cuando la protección recaiga sobre personas determinadas.





La infracción de estas prohibiciones será sancionada con la pena de reclusión menor en su grado medio a máximo, tratándose de quien proporcionare la información. En caso de que la información así obtenida por algún medio de comunicación social, fuere difundida por el mismo, se impondrá, además, a su director, una multa de ochenta a cien unidades tributarias mensuales.





Artículo 25.- Las declaraciones del cooperador eficaz, de los agentes encubiertos, informantes y, en general, de testigos y peritos, cuando se estimare necesario para proteger su seguridad personal, podrán ser recibidas anticipadamente en conformidad con el artículo 191 del Código Procesal Penal. En este caso, el Juez de Garantía podrá disponer que los testimonios de estas personas se presten por cualquier medio idóneo que impida su identificación física.





Este mismo sistema de declaración protegida podrá disponerse por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal, cuando haya de recibirse o incorporarse en la audiencia de juicio la declaración de alguna de las personas mencionadas en el inciso anterior.





Si las declaraciones se han de prestar de conformidad a los incisos precedentes, el tribunal deberá comprobar en forma previa la identidad de quien declara, en particular los antecedentes relativos a sus nombres y apellidos, edad, lugar de nacimiento, estado civil, profesión, industria o empleo y residencia o domicilio. Consignada en el registro tal comprobación, el tribunal podrá resolver que se excluya del debate cualquier referencia a la identidad que pudiere poner en peligro la protección de ésta.





En ningún caso la declaración de cualquier testigo o perito protegido podrá ser recibida e introducida al juicio sin que la defensa haya podido ejercer su derecho a contrainterrogarlo personalmente, con los resguardos contemplados en los incisos precedentes. El defensor podrá dirigir al testigo o perito protegido las interrogaciones tendientes a establecer su credibilidad o acreditación y a esclarecer los hechos sobre los cuales depone, siempre que dichas preguntas no impliquen un riesgo de revelar su identidad. Lo expuesto en este inciso se aplicará también al cooperador eficaz ya los agentes encubiertos.





Dispuesta por el fiscal la protección de la identidad de los testigos, agente encubierto, informante o cooperador eficaz en la etapa de investigación, el tribunal deberá mantenerla, sin perjuicio de los otros derechos que se confieren a los demás intervinientes.





Artículo 26.- De oficio o a petición del interesado, durante el desarrollo del juicio, o incluso una vez que éste hubiere finalizado, si las circunstancias de peligro se mantienen, el fiscal o el tribunal otorgarán protección policial a quien la necesitare, de conformidad a lo prevenido en el artículo 308 del Código Procesal Penal.





Artículo 27.- Las medidas de protección antes descritas podrán ir acompañadas, en caso de ser necesario, de otras medidas complementarias, tales como la provisión de los recursos económicos suficientes para facilitar la reinserción del sujeto u otra medida que se estime idónea en función del caso.





Artículo 28.- Las medidas establecidas en los dos artículos precedentes deberán disponerse durante la etapa de investigación o una vez que ésta se ha cerrado y antes de la iniciación del juicio, si concurren los presupuestos establecidos en dichas normas.





Artículo 29.- El tribunal podrá autorizar a estas personas para cambiar de identidad con posterioridad al juicio, en caso de ser necesario para su seguridad.





La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación adoptará todos los resguardos necesarios para asegurar el carácter secreto de estas medidas, conforme al reglamento que se dicte al efecto.





Todas las actuaciones judiciales y administrativas a que dé lugar esta medida serán secretas. El funcionario del Estado que violare este sigilo será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.





Quienes hayan sido autorizados para cambiar de identidad sólo podrán usar sus nuevos nombres y apellidos en el futuro.





El uso malicioso de su anterior identidad será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho constituya un delito que la ley sancione con una pena mayor.





Artículo 30.- El que revelare actuaciones, registros o documentos ordenados mantener en secreto será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo.

6.- Amenazas a testigos o peritos





Artículo 31.- La amenaza a un testigo, a un perito o a miembros de sus familias para impedir que declare en un juicio o investigación por algún delito previsto en esta ley, se castigará con las penas de los artículos 296 y 297 del Código Penal, según corresponda, aumentadas en uno o dos grados. Las mismas penas se impondrán si la amenaza tiene por finalidad obtener que el testigo o perito declaren en un sentido distinto a la verdad. En estos casos no regirá lo dispuesto en el artículo 54 del Código Procesal Penal y el delito será de acción penal pública.





No se aplicará lo establecido en el inciso precedente si el hecho constituye otro delito a que la ley asigne una pena más grave, caso en el cual se impondrá esta última.

7.- Comiso y destino de multas y bienes decomisados





Artículo 32.- Sin perjuicio de las reglas generales, caerán especialmente en comiso los bienes raíces; los muebles, tales como vehículos motorizados terrestres, naves y aeronaves, dinero, efectos de comercio y valores mobiliarios, y, en general, todo otro instrumento que haya servido o hubiere estado destinado a la comisión de cualquiera de los delitos penados en esta ley; los efectos que de ellos provengan y las utilidades que hubieren originado, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, o las transformaciones que hubieren experimentado, siempre que dichos bienes sean propiedad de alguna persona responsable penalmente por el delito respectivo.





Artículo 33.- Los bienes decomisados en conformidad a esta ley serán enajenados en subasta pública por la Dirección General del Crédito Prendario, la que podrá, además, ordenar su destrucción, si carecieren de valor.





El tribunal deberá informar al Ministerio del Interior sobre los bienes que hubieran sido declarados en comiso, así como de las multas impuestas en conformidad con esta ley, dentro de los quince días hábiles a la fecha en que la sentencia que así lo decreta haya quedado ejecutoriada.





En lo no contemplado en esta ley, regirán las reglas generales contenidas en el Párrafo 2º del Título VIII del Libro Cuarto del Código Procesal Penal.

8.- Cooperación internacional





Artículo 34.- El Ministerio Público, directamente y sin sujeción a lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 76 del Código de Procedimiento Civil, podrá requerir y otorgar cooperación y asistencia internacional destinada al éxito de las investigaciones sobre los delitos materia de esta ley, de acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales, pudiendo proporcionar antecedentes específicos, aun cuando ellos se encontraren en la situación prevista en el inciso tercero del artículo 182 del Código Procesal Penal.





Igualmente, a solicitud de las entidades de países extranjeros que correspondan, podrá proporcionar información sobre operaciones sujetas a secreto o reserva legal a las que haya tenido acceso en conformidad con la legislación nacional aplicable, con el fin de ser utilizada en la investigación de aquellos delitos, háyanse cometido en Chile o en el extranjero.





La entrega de la información solicitada deberá condicionarse a que ésta no será utilizada con fines diferentes a los señalados anteriormente y a que ella mantendrá su carácter confidencial.





Los antecedentes, documentos y demás medios de prueba obtenidos según este artículo y lo pactado en convenciones o tratados internacionales se entenderán producidos conforme a la ley, independientemente de lo que se resuelva, con posterioridad, sobre su incorporación al juicio, o el mérito probatorio que el tribunal le asigne.





Artículo 35.- Los delitos de esta ley serán susceptibles de extradición, tanto activa como pasiva, aun en ausencia de reciprocidad o de tratado sobre la materia.





Con todo, si se requiriere la entrega de una persona respecto de quien se sigue un proceso criminal en Chile o que debe cumplir una pena privativa de libertad, el Estado chileno podrá diferir su entrega al país requirente hasta que haya terminado la investigación o el juicio sin condenarle o, en su caso, hasta que haya cumplido la pena que le haya sido impuesta.

9.- Cumplimiento de condena por delito terrorista





Artículo 36.- En el caso de condena por delito terrorista y por otro tipo de delito, se cumplirá primero la pena privativa de libertad asignada al o a los delitos de esta ley y, posteriormente, las otras penas, contándose aquélla desde la fecha de la detención, cualquiera haya sido el delito que la motivó.





Artículo 37.- El Ministro de Justicia podrá disponer, de acuerdo con los tratados internacionales vigentes sobre la materia o sobre la base del principio de reciprocidad, que los extranjeros condenados por alguno de los delitos contemplados en esta ley cumplan en el país de su nacionalidad las penas privativas de libertad que les hubieren sido impuestas.





Si el condenado hubiere de cumplir además penas privativas de libertad por delitos distintos de los establecidos en esta ley, deberá cumplir primero aquéllas y luego tendrá lugar lo prevenido en el inciso anterior, salvo que en virtud de tratados o acuerdos internacionales o de la reciprocidad se permita que el condenado cumpla también la pena por delitos distintos de los tipificados en esta ley en el país de su nacionalidad.”.





Artículo segundo.- Incorpórase en el Código Penal, a continuación del artículo 341, el siguiente artículo 341 bis, nuevo:





“Artículo 341 bis.- El que se apoderare o atentare en contra de un ferrocarril de cualquier clase, de una nave, aeronave, bus u otro medio de transporte público en servicio, o realizare actos que pongan en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros o tripulantes, será penado con presidio menor en su grado máximo.





El que se apoderare o atentare en contra de vehículos motorizados, ferrocarriles, naves o aeronaves de transporte distintos de los señalados en el inciso precedente y que se encuentren en uso, incluso si se trata de medios de transporte de carga, será penado con presidio menor en su grado medio. La misma pena se impondrá si realizaren actos que pongan en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros, conductores o tripulantes.





Si como consecuencia de los actos señalados en los incisos anteriores se afectare la vida, integridad corporal o la salud de las personas, se impondrá la pena mayor asignada al delito más grave, aumentada en un grado.”.





Artículo tercero.- Modifícase la ley N° 17.798 sobre control de armas, en la siguiente forma:





1) Reemplázase la letra d) del artículo 2° por la siguiente:





“d) Los explosivos y otros artefactos de similar naturaleza de uso industrial, minero u otro uso legítimo que requiera de autorización, sus partes y piezas;”.





2) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 3° por el siguiente:





“Asimismo, ninguna persona podrá poseer, o tener ni portar artefactos fabricados sobre la base de gases asfixiantes, paralizantes o venenosos, de sustancias corrosivas o de metales que por la expansión de los gases producen esquirlas, ni los implementos destinados a su lanzamiento o activación, así como tampoco podrá poseer, tener ni portar bombas o artefactos explosivos o incendiarios.”.





3) Agrégase, a continuación del artículo 14, el siguiente artículo 14 bis, nuevo:





“Artículo 14° bis.- El que coloque, envíe, active, arroje, detone, dispare o haga explosionar bombas o artefactos explosivos, incendiarios, tóxicos, corrosivos o infecciosos, será sancionado con presidio mayor en su grado mínimo a medio, a menos que el hecho merezca mayor pena según lo dispuesto en la ley No 18.314.”.





4) En el inciso primero del artículo 18, entre el número “11” y la conjunción “y”, agrégase, antecedida de una coma, la expresión: “, 14 bis”.

ARTÍCULO TRANSITORIO





Artículo Transitorio. Los delitos terroristas cometidos antes de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley, continuarán rigiéndose por las disposiciones contenidas en el Capítulo I de la ley N° 18.314 vigente a la fecha de su comisión. No obstante, las disposiciones establecidas en el Capítulo II del artículo 1° de la presente ley, también les serán aplicables.”.

- - -




Acordado en sesiones celebradas los días 10, 11, 17, 18 y 24 de noviembre de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Longton, Felipe Harboe Bascuñán (Presidente) (Alejandro Guillier Álvarez), Alberto Espina Otero y Hernán Larraín Fernández (Jaime Orpis Bouchon).




Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO, EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE DETERMINA CONDUCTAS TERRORISTAS Y SU PENALIDAD Y MODIFICA LOS CÓDIGOS PENAL Y PROCESAL PENAL

(9.692-07)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.

A las sesiones en que la Comisión trató esta iniciativa concurrieron, por el Ministerio de Justicia, el Ministro, señor José Antonio Gómez; la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina Vodanovic; el Jefe de la Unidad de Derechos Humanos, señor Jaime Madariaga; el asesor legislativo, señor Gonzalo Rodríguez, y el periodista, señor Max Laulié.



Especialmente invitados, participaron los Profesores señores Juan Domingo Acosta, José Luis Guzmán, Juan Pablo Hermosilla, Julián López, Jean Pierre Matus y Ángel Valencia.



En representación del Ministerio Público, asistieron el Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán; el Director de la Unidad Especializada en Lavado de Dinero, Delitos Económicos, Medioambientales y Crimen Organizado (ULDDECO), señor Mauricio Fernández; el Director de la Unidad de Comunicaciones, señor Christian Fuenzalida, y el abogado, señor Antonio Segovia.



Por Carabineros de Chile, concurrieron el Auditor, General (J), señor Juan Carlos Gutiérrez; el Coronel (J), señor Jaime Elgueta, y el Capitán (J), señor Carlos Alarcón.



En representación de la Policía de Investigaciones de Chile, asistieron la Prefecto Inspector (J), señora Rosana Pajarito; el Prefecto, señor José Luis López, y el Comisario, señor Manuel Muñoz.



En nombre de Amnistía Internacional - Chile, participó la Directora Ejecutiva, señora Ana Piquer.



En representación del Instituto Libertad y Desarrollo, asistieron el Coordinador de Políticas Públicas, señor José Francisco García, y el abogado, señor Sergio Morales.



Por la Defensoría Penal Pública, concurrió el abogado asesor, señor Francisco Geisse.



Por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, estuvieron presentes los asesores legislativos señores Rafael Ferrada, Rodrigo González y Rodrigo Medina. Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, asistieron los asesores legislativos señora Julia Urquieta y señores Diego Calderón, Ítalo Jaque, Nicolás Mena y Hermes Ortega.


En representación del Instituto Nacional de Derechos Humanos, concurrieron los abogados señora Diana Maquilón y señor Yerko Ljubetic.



Estuvo presente el asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery.



Igualmente, por la Biblioteca del Congreso Nacional concurrieron los asesores legislativos señores Juan Pablo Cavada y Matías Meza.


Estuvieron presentes, finalmente, los asesores legislativos que a continuación se mencionan: del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck; del Honorable Senador señor De Urresti, señores Enrique Aldunate y Claudio Rodríguez, y del Comité de Senadores PPD, señor Sebastián Abarca. También concurrieron la Jefa de Gabinete del Honorable Senador señor Espina, señora Andrea Balladares, y la asesora del Honorable Diputado señor Fuenzalida, señora Erica Freire.

- - -



Cabe hacer presente que al estudiarse esta iniciativa, se resolvió tener también en consideración el proyecto de ley originado en una Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, Chahuán, García y Prokurica, que sustituye el texto de la ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, a fin de dar mayor protección a la ciudadanía y fortalecer la paz social, contenido en el Boletín N° 9.669-07. En atención a esta circunstancia –y tal como se apreciará en el presente informe-, muchas de las exposiciones escuchadas por la Comisión abordaron los dos proyectos en forma simultánea.

OBJETIVO DEL PROYECTO



La iniciativa en estudio tiene como propósito central sustituir la ley N° 18.314, de 1984, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, de manera de superar las falencias políticas y jurídicas que ésta presenta y dotar al país de un marco regulatorio adecuado, legítimo y democrático, que, además, dé cuenta de las formas que este fenómeno asume actualmente y que capitalice, desde el punto de vista normativo, los avances y reconocimientos alcanzados en esta materia en el seno de la comunidad internacional.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que, en virtud de lo dispuesto por el artículo 9° de la Constitución Política, deben aprobarse con el carácter de normas de quórum calificado las disposiciones que determinan las conductas terroristas y su penalidad, situación en la cual se encuentran los artículos 1°, 2°, 3°, 4° ,5°, 6°, 7°, 8° y 12, inciso segundo, del proyecto. Igualmente, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 8° de la Constitución Política, también debe aprobarse como norma de quórum calificado el inciso segundo del artículo 226 S del Código Procesal Penal, contenido en el artículo 11 del proyecto. En consecuencia, dichos preceptos requieren del voto favorable de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, en los términos del inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Por su parte, los incisos primero y segundo del artículo 226 S, que el artículo 11 del proyecto introduce al Código Procesal Penal, son de rango orgánico constitucional según lo dispone el artículo 84 de la Constitución Política, por cuanto otorgan al Ministerio Público nuevas facultades. (Cabe señalar, asimismo, que el ya mencionado inciso segundo del artículo 226 S importa una excepción a la regla del artículo 8° de la Constitución Política que determina las materias respecto de las cuales procede establecer la reserva o secreto, por lo que también reviste el carácter de norma de quórum calificado). Igualmente, debe aprobarse como norma orgánica constitucional el inciso primero del artículo 12, por comprender la derogación de algunas disposiciones de la ley N° 20.000 que comparten ese carácter, también en virtud de lo dispuesto por el artículo 84 del Texto Constitucional. En consecuencia, para su aprobación, estos preceptos requieren del voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, tal como lo prescribe el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

a) Normativa interna

Están relacionados con el proyecto en análisis los siguientes cuerpos normativos:


1) Constitución Política de la República, artículos 9°; 16, numeral 2°; 17, numeral 3°; 19, numeral 7°, letra e), y 63, número 16.


2) Ley N° 18.314, determina conductas terroristas y fija su penalidad.


3) Ley N° 20.357, incorpora a nuestro ordenamiento jurídico los crímenes de lesa humanidad, el genocidio y los crímenes de guerra.


4) Ley N° 20.084, sobre responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.


5) Ley N° 18.216, sobre penas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


6) Ley N° 20.000, sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.


7) Ley N° 17.798, sobre control de armas.


8) Ley N° 12.927, sobre seguridad interior del Estado.


9) Ley N° 19.974, sobre el sistema de inteligencia del Estado y creación de la Agencia Nacional de Inteligencia.


10) Ley N° 19.913, sobre lavado y blanqueo de activos.


11) Código Penal.


12) Código Procesal Penal.

b) Regulación internacional

b. 1) La Comisión tuvo también en consideración un conjunto de tratados internacionales suscritos por nuestro país fundamentalmente en el marco del sistema de Naciones Unidas, que abordan diferentes aspectos del terrorismo internacional e imponen a los Estados parte una serie de obligaciones en este ámbito. Son, principalmente, el Convenio sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves, de 1963; el Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, de 1970; el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, de 1971; la Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, de 1973; la Convención internacional contra la toma de rehenes, de 1979; la Convención sobre la protección física de los materiales nucleares, de 1980; el Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicios a la aviación civil internacional, de 1988; el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, de 1988; el Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, de 1988; el Convenio sobre la marcación de explosivos plásticos para los fines de detección, de 1991; el Convenio internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas de 1997; el Convenio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo, de 1999; el Convenio Internacional para la represión de los actos de terrorismo nuclear, de 2005; el Nuevo Convenio de Aviación Civil, de 2010; el Protocolo complementario del Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, de 2010, y el Protocolo del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, de 2005.


b. 2) Asimismo, se tuvieron en cuenta algunas resoluciones de la Asamblea General y del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, que igualmente vinculan a nuestro país en materia de dictación de normas sobre tipificación de ilícitos vinculados al terrorismo.


c) Informes evacuados por la Biblioteca del Congreso Nacional sobre la materia en estudio.

La Comisión consideró, igualmente, un conjunto de trabajos de la Biblioteca del Congreso Nacional que contienen referencias relativas a informes elaborados por dicha entidad en cuanto a los alcances de la legislación antiterrorista chilena y su comparación con legislación extranjera, opiniones de diversas instituciones públicas y de académicos sobre la materia, recomendaciones y evaluaciones de organismos internacionales y opiniones académicas.


Éstos son los siguientes:

“I. Informes BCN recientes


1.  Legislación antiterrorista y métodos especiales de investigación: Chile, EE.UU, España y Perú. Por Matías Meza-Lopehandía, 12 de junio de 2014.


Se analiza la legislación antiterrorista de los países indicados, la luz del derecho internacional, particularmente la descripción típica y las figuras de los testigos de identidad reservada y la delación compensada. Al analizar las definiciones típicas del terrorismo, se verifica que en el caso de Chile, el tipo penal del terrorismo no ofrece claridad respecto del bien jurídico que protege y tiene importantes falencias que redundan en eventuales violaciones a los derechos humanos de los imputados por esta normativa especial, tal como lo han señalado diversos organismos internacionales. En la parte final, se revisan las técnicas especiales de investigación. Se constata que la jurisprudencia internacional admite los testigos de identidad reservada, siempre y cuando se cumpla con al menos tres condiciones que se describen. 


Al revisar la legislación, se constata que la chilena es la más permisiva y aunque permite la contra-interrogación, no establece mecanismos que permitan compensar el desequilibrio procesal provocado. En cuanto a la delación compensada, se establece que tiene su origen en la práctica legal estadounidense y se describe la situación chilena, en la cual el Fiscal tiene atribuciones para ofrecer este tipo de acuerdos, lo que obliga indirectamente al juez. En los otros dos países estudiados, no se detectaron instituciones equivalentes, aunque es posible que emanen de las facultades generales de sus órganos persecutores, especialmente en el caso colombiano que también ha adoptado un sistema acusatorio inspirado en el estadounidense.


2.  Tratamiento penal a las conductas terroristas en la experiencia internacional. Por Juan P. Jarufe, 31 de julio de 2014.

El informe compara la legislación antiterrorista de Alemania, Brasil, Cuba, España, Estados Unidos, Francia, Perú, y Reino Unido, particularmente lo relativo a la definición típica y a las técnicas especiales de investigación. Se constata que, a nivel internacional, existen algunos elementos distintivos del delito terrorista (la perpetración de actos que ponen en peligro a las personas y a la propiedad privada). En materia de sanciones, todos los países objeto del presente análisis presentan una alta penalidad contra las conductas consideradas terroristas. Además, se verifica un adelantamiento de la punibilidad en algunas de ellas.


Respecto a particularidades del procedimiento penal, la legislación española, alemana y la cubana explicitan la posibilidad de mantener en reserva la identidad de los testigos presentes en juicios por delitos terroristas y la primera de ellas, permite la intervención de comunicaciones telefónicas, el allanamiento de inmuebles sin autorización judicial y la incomunicación del imputado, elemento también presente en la legislación peruana. En Francia, la fuerza policial posee facultades para evitar que las personas abandonen la escena de un delito, compeliéndolas a entregar cualquier información relacionada con la comisión de un acto terrorista. Por su parte, en Alemania se permite el establecimiento de puntos de control en las carreteras, plazas y otros lugares de acceso público, a fin de facilitar la captura del autor del delito. Por último, en el caso estadounidense está consagrada la figura de la delación compensada, mediante la cual el Procurador General puede beneficiar a los individuos que proporcionen información que permita el arresto de los involucrados en actos terroristas.


3. Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: “Caso Lonkos” y sus implicancias para Ley N° 18.314 sobre conductas terroristas. Por Matías Meza-Lopehandía y Juan Pablo Cavada, 15 de septiembre de 2014.


Analiza los alcances de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH o Corte) en el caso “Norín Catrimán y otros (dirigentes, miembros y activistas del pueblo indígena mapuche) vs. Chile” en relación a la ley N° 18.314 sobre conductas terroristas. En la primera parte se resumen brevemente los hechos que dieron origen a la controversia. Luego, se exponen los derechos humanos que la Corte IDH dio por violados en el caso, esto es: el principio de legalidad y la presunción de inocencia, el principio de igualdad, el derecho a la defensa debida, el derecho a recurrir ante un tribunal superior, la libertad personal, la libertad de pensamiento y expresión, los derechos políticos y la protección de la familia. A continuación, se revisa lo que establece la sentencia en relación con el contenido normativo de la Ley Antiterrorista, esto es, la regulación de la institución de los testigos de identidad reservada y la tipificación de las conductas terroristas. Se constata que, en relación al tipo penal, la Corte no ordenó alguna modificación específica, aunque entregó lineamientos y principios para su revisión. Respecto de los testigos de identidad protegida, estableció expresamente parámetros que la legislación debe cumplir, a saber: (i) se asegure el carácter excepcional de la institución; (ii) se sujete a control judicial en base a los principios de necesidad y proporcionalidad; (iii) se aseguren medidas de contrapeso adecuadas a la merma al derecho a defensa; y (iv) que bajo ninguna circunstancia estos testimonios puedan usarse en grado decisivo para fundar una condena.

II. Evaluaciones institucionales sobre la ley 18.314


1.  Informe sobre cuestiones a considerar en una reforma de la Ley Antiterrorista a la luz de la observación de casos realizada por el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Por Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, 22 de julio de 2014.


Llama la atención sobre la disposición constitucional que priva de derechos políticos a los acusados por terrorismo. Además, indica que la definición de delito terrorista de la ley N° 18.314 no satisface el principio de tipicidad y legalidad y que el uso de testigos de identidad reservada debe regularse para garantizar los derechos fundamentales de los imputados. Señala, entre otras cosas, su preocupación por el excesivo plazo de detención inicial (hasta diez días) y el excesivo plazo de secreto de la investigación y los efectos de esto en la extensión de la prisión preventiva.


2. Declaraciones del Fiscal Nacional Sabas Chahuán tras exponer ante la Comisión Asesora del Ministerio del Interior que analiza la ley 18.314. Por Sala de Prensa Ministerio Público, 7 de agosto de 2014.


El Fiscal Nacional propuso la incorporación de técnicas especiales de investigación a la legislación antiterrorista, particularmente la de agentes encubiertos, actualmente vigente en el marco de la legislación antinarcotráfico. Además, indicó la necesidad de objetivar el tipo penal de terrorismo para facilitar su prueba. También recordó la sentencia de la Corte Interamericana, indicando que los testigos de identidad reservada son admisibles, aunque sus testimonios no pueden ser el principal fundamento de una sentencia condenatoria.


3.  Declaraciones del Defensor Nacional Georgy Schubert, ante la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que condena al Estado de Chile en el caso Norín y otros vs. Chile. 
Por Sala de Prensa Defensoría Penal Pública, 30 de julio de 2014.


El Defensor Nacional indica que la sentencia de la Corte Interamericana respalda lo que la Defensoría ha venido diciendo en los últimos años respecto de la ley antiterrorista, particularmente en materia del principio de legalidad y respecto del uso de testigos de identidad reservada.

III. Recomendaciones o decisiones recientes de organismos internacionales


1.  Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Rodolfo Stavenhagen. Por Rodolfo Stavenhagen (Naciones Unidas), 17 de noviembre de 2003.

En lo pertinente, el Relator señala que la protesta social indígena no debe ser criminalizada y que se debe evaluar una ley de amnistía.

2. Observaciones finales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (tercer informe periódico), Chile. Por Comité DESC (Naciones Unidas), 1 de diciembre de 2004.


El Comité recomienda no aplicar la Ley de Seguridad del Estado (Nº 12.927) y la Ley Antiterrorista (Nº 18.314), “a actos relacionados con la lucha social por la tierra y las reclamaciones legítimas de los indígenas”.


3.  Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos (5° informe periódico), Chile. Por Comité de Derechos Humanos (Naciones Unidas), 17 de abril de 2007.


Recomienda al Estado precisar la definición de terrorismo para evitar persecución política, religiosa o ideológica, acotarla a la persecución de los delitos más graves y asegurar el debido proceso.


4.  Primer Examen Periódico Universal, Chile. Por Grupo de Trabajo sobre Examen Periódico Universal (Naciones Unidas), 4 de junio de 2009.


Azerbaiyán, Canadá, Países Bajos, República Checa y Suiza hicieron recomendaciones relativas a la no aplicación de la ley antiterrorista a actos de protesta mapuche y/o modificar dicha ley conforme a las recomendaciones internacionales.


5.  Observaciones finales del Comité Contra la Tortura (5° informe periódico), Chile.  Por Comité Contra la Tortura (Naciones Unidas), 23 de junio de 2009.


El Comité manifestó su preocupación por la aplicación de la ley antiterrorista a integrantes del pueblo mapuche en el marco de actos de protesta social.


6. Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (15° a 18° informes periódicos), Chile. Por Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (Naciones Unidas), 7 de septiembre de 2009.


El Comité recomendó la revisión de la ley antiterrorista para limitar su aplicación sólo a delitos que merezcan ser tratados como terroristas, que se asegure que no se aplique a actos de protesta social mapuche y que se apliquen las recomendaciones de los Relatores Especiales de Pueblos Indígenas.


7.  Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya. Por James Anaya (Naciones Unidas), 5 de octubre de 2009.


El Relator recomendó al Estado cumplir su compromiso de no aplicar la ley antiterrorista en casos que involucren al movimiento social mapuche. Además, instó a que se adopte una definición más precisa de terrorismo en la ley, siguiendo las recomendaciones internacionales.


8. Informe N° 176/10. Caso Segundo Aniceto Norín Catrimán y otros con Chile (Caso Lonkos). Por Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 5 de noviembre de 2010.


La Comisión recomienda al Estado, entre otras cosas, modificar la legislación antiterrorista para ajustarla a los estándares internacionales, indicando que la reforma del año 2010 fue insuficiente para tal cometido
.


9.  Segundo Examen Periódico Universal, Chile. Por Consejo de Derechos Humanos (Naciones Unidas), 2 abril de 2014.


Suiza, Cuba, Estados Unidos y Alemania formularon recomendaciones en torno a ajustar el tipo del terrorismo y/o a evitar la aplicación de la legislación antiterrorista en contextos de movilización social indígena.


10. Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Ben Emmerson. Misión a Chile. Por Relator Especial Ben Emmerson, 14 de abril de 2014.


Entre otras cosas, el Relator destaca la importancia de una definición precisa y restrictiva de terrorismo y observa la incongruencia de la ley 18.314 con el principio de legalidad y el debido proceso.


11. Sentencia caso Norín Catrimán y otros (dirigentes, miembros y activistas del pueblo indígena mapuche) vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Por Corte Interamericana de Derechos Humanos, 29 de mayo de 2014.

La Corte establece, entre otras cosas, que la ley antiterrorista vigente al momento de los hechos era contraria al principio de inocencia y que la utilización de los testigos de identidad reservada violentó el debido proceso en los casos en que no se adoptaron medidas de compensación adecuadas a favor de la defensa o cuando, habiéndose tomado, las condenas se basaron principalmente en los testimonios sin rostro.


12.  Observaciones finales sobre el sexto informe periódico de Chile. Proyecto preparado por el Comité. Por Comité de Derechos Humanos (Naciones Unidas), julio de 2014.


El Comité señala que el Estado debe ajustar el tipo penal de terrorismo de manera de que sea más preciso, evitando así su aplicación discriminatoria. Además, señaló que deben garantizarse las normas del debido proceso y el Estado debe abstenerse de aplicar la legislación antiterrorista contra los mapuche.

IV. Evaluaciones académicas de la ley 18.314


Lillo, R. 2006. Pueblos Indígenas, Terrorismo y Derechos Humanos. En: Anuario de Derechos Humanos – Facultad de Derecho Universidad de Chile. 2: pp. 227-234.


Medina, C. Ley antiterrorista y el derecho internacional de los derechos humanos. Informe en Derecho 1-2011. Defensoría Penal Pública. Departamento de Estudios.

Villegas, M. 2006. Los delitos de terrorismo en el Anteproyecto de Código Penal de Chile. En: Revista Latinoamericana de Derecho Penal y Criminología. 2 (3): p. 1-31.


Villegas, M. 2013. Estado de excepción y antiterrorismo en Chile. Criminalización de la protesta social con especial referencia a los indígenas. En: Derecho Penal y Criminología. 3 (6): pp. 3-25.”.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje

Su Excelencia la señora Presidenta de la República señala que el Gobierno ha decidido ingresar un proyecto de ley que sustituye la ley N° 18.314, de 1984, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, lo que hace después de una ardua y profunda reflexión que ha involucrado elementos de hecho y de derecho, nacionales e internacionales, y el abordaje sobre cuestiones profundas que atañen a nuestra sociedad en una visión omnicomprensiva y no sólo de política criminal, que dicen relación, también, con la legalidad y la legitimidad de las normas jurídicas.

Indica que este proceso de reflexión ha sido reforzado con el nombramiento de una Comisión de Expertos, compuesta por ocho destacados juristas provenientes de diversos orígenes culturales y jurídicos, encabezados por el abogado don Juan Pablo Hermosilla, a quienes, en el mes de mayo del presente año, se les solicitó consolidar ese proceso y decantarlo en diversas propuestas de modificación de la legislación antiterrorista, tarea que culminó el 13 de octubre del año en curso con la entrega de un macizo y contundente Informe.

Expresa que las recomendaciones de dicho Informe, aunque no vinculantes para el Ejecutivo, representan un insumo de indudable valor, porque entrega directrices básicas que han permitido la remisión al Congreso Nacional de la presente iniciativa, que se considera sustancial y, además, porque permitió reforzar las reflexiones propias del Gobierno y de gran parte de la comunidad política, académica y del mundo de los derechos humanos, así como de las instituciones públicas encargadas de la investigación y la persecución penal, que, durante los años de aplicación de la legislación mencionada, habían arribado a conclusiones preliminares acerca de sus dificultades y problemas y que ahora se ven confirmadas en el anteriormente referido Informe.


Informa que en la formulación del proyecto se ha tenido en cuenta el diálogo y opiniones con los partidos políticos en el país, tanto de la Nueva Mayoría como de la Alianza, así como también la experiencia internacional de algunos gobiernos europeos en la materia.

A continuación, el Mensaje expone los fundamentos de la nueva ley que se propone.


1.- La ley antiterrorista vigente es criticada por su origen, pero además su ineficacia la ha puesto en desuso.

En esta materia, el Ejecutivo sostiene que, en su concepto y sin perjuicio de que la ley N° 18.314 haya sido modificada, hay dos cuestiones que conspiran respecto de su legitimidad democrática: su origen y su utilización posterior:

En lo que atañe al primero de estos factores, resulta evidente que su orientación, de acuerdo a como lo ha expresado Angela Vivanco (Las libertades de opinión y de información, Editorial Andrés Bello, 1992), tenía un objetivo de sanción a la oposición insurreccional e ideológica y ello se encuentra expuesto por el mismo Mensaje del anteproyecto dirigido a la Junta Militar en enero de 1984: “Si se tiene en cuenta que los medios usados por los terroristas son generalmente atroces o crueles, que tienen por objeto crear pánico o temor en la población con la finalidad ulterior de procurar la obtención de fines subversivos o revolucionarios, tendremos que en principio todo crimen o simple delito puede tener el carácter de terrorista”.


Esta concepción ya no es la predominante. Desde amplios sectores que cruzan a nuestra sociedad se comparte la necesidad de fundar esta legislación sobre otros principios, diferentes -e incluso antagónicos-, a los que le dieron origen en 1984. A la vez, en relación a su eficacia, ha de constatarse un hecho hasta el momento absolutamente irrefutado que es que su aplicación selectiva le ha restado ilegitimidad y, al mismo tiempo, los tribunales no la han aplicado en la práctica.

2.- La ley antiterrorista vigente ha sido denunciada por los problemas jurídicos que plantea.


Sin perjuicio de la ilegitimidad de la legislación antiterrorista en su origen, del lamentable y erróneo sesgo en su aplicación y de su actual ineficacia para resguardar los derechos de las personas a la vida y a la integridad, al menos en la primera década del siglo XXI se han denunciado numerosos problemas en su aplicación. Entre ellos, se mencionan los siguientes:


1.- Aumento desproporcionado de penas. Según numerosos expertos, la ley antiterrorista aumenta las condenas normales para algunos delitos, cometidos en el contexto de un conflicto social, de uno a tres grados. Ello constituye una violación del principio de proporcionalidad. Esto es particularmente cierto tratándose de los delitos contra la vida humana independiente: un homicidio simple (que tiene pena de hasta 15 años en la legislación común) llegaría hasta presidio perpetuo calificado.

2.- Extensión a delitos contra la propiedad. En Chile pueden calificarse como terroristas actos que implican solamente daños a bienes, lo que contraviene la doctrina penal e internacional, pues falta uno de los elementos esenciales del delito de terrorismo, cual es el desprecio de la vida humana o poner en peligro el orden constitucional. Esto contraría las recomendaciones de la ONU sobre el tema que abordan las diversas manifestaciones de terrorismo, tales como las bombas, el secuestro de aviones, los ataques a la navegación marítima, etc., exigiendo en todas ellas violencia y posible daño a personas. De otro modo se trata solo de delitos comunes.

3.- La dificultad de prueba de los elementos subjetivos del tipo penal. La definición de delito terrorista en nuestra actual ley permite calificarlo como un delito de finalidad o propósito, más allá del dolo necesario para cometerlo. El tipo penal exige que el hecho se cometa “con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie”. Esta finalidad terrorista se presumía en los casos de utilización de medios explosivos o incendiarios y dicha presunción sólo fue derogada con la ley N° 20.647, de 2010.

Sumado a la dificultad probatoria de poder establecer este elemento subjetivo vago, existe la posibilidad de que esta finalidad se desprenda de otro delito, como es la amenaza seria y verosímil de delito terrorista (artículo 7° de la ley). Por otro lado, la dificultad de prueba de este elemento subjetivo ha acarreado que la jurisprudencia haya rechazado la configuración del delito en muchos casos.

4.- Utilización de testigos protegidos. Las modificaciones de la ley antiterrorista introducidas en 2002 (Ley N° 19.806), prevén medidas para proteger a testigos fundamentales de la acusación, a sus familiares o seres queridos, si el Ministerio Público considera que se encuentran en peligro físico. La ley permite que estos testigos presenten pruebas en el tribunal “por cualquier medio idóneo que impida su identificación física normal” (artículo 18). Con el uso de este tipo de testigos se debilita la capacidad de la defensa para refutar las pruebas ofrecidas en la acusación, ya que la identidad y la conducta de los testigos tienen una relevancia directa para su credibilidad.


En palabras de la jurista Cecilia Medina, “la utilización de prueba testimonial bajo estas circunstancias de reserva de identidad puede ser altamente problemática para la garantía mínima de todo acusado de poder interrogar a los testigos presentados en su contra bajo las mismas condiciones que la acusación. En efecto, el absoluto desconocimiento de la identidad del testigo por parte del acusado y su defensor impedirían a éste contar con la información básica para formularle preguntas que cuestionen su credibilidad, negando el derecho del acusado a controvertir o desvirtuar los elementos de convicción aportados por dicho testigo en su contra. Esto puede significar una gran desventaja para el acusado y sus efectos pueden ser especialmente graves si la declaración del testigo anónimo resultan determinantes para que el tribunal alcance la convicción de su culpabilidad. Tal perjuicio se acrecienta si se le condena por un delito tan grave y severamente sancionado como el de terrorismo” (Ley Antiterrorista y Derecho Internacional de los Derechos Humanos, Informe en Derecho 1-2011, Defensoría Penal Pública, p. 16).

5.- Hay consenso internacional de rechazo a la legislación antiterrorista chilena. En los casos en que se ha condenado por aplicación de la ley antiterrorista, según sostienen distintas organizaciones internacionales, ha habido vulneración de los derechos humanos de los inculpados, particularmente de las normas que regulan el debido proceso y, en especial, el derecho a una adecuada defensa.


Todos los informes de las organizaciones internacionales sobre el tema han planteado recomendaciones para la revisión de las sentencias y la modificación de las fallas de la ley antiterrorista. Así ocurre con a) los Informes de la FIDH (2003-2006); b) el Informe de la misión a Chile del Relator Especial sobre los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales de los Indígenas de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU, señor Rodolfo Stavenhagen (2003); c) las Observaciones Finales sobre Chile del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (2005); d) las Observaciones Finales del Comité de Derechos del Niño (2007); e) las Observaciones Finales del Comité de Derechos Humanos(2007); f) el Informe del Grupo de Trabajo sobre Utilización de Mercenarios como Medios de Violar los DD.HH. y Obstaculizar el Ejercicio del Derecho a los Pueblos a la Libre Determinación (2008); g) las Observaciones Finales del Comité contra la Tortura (2009); h) las Observaciones Finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (2009); i) el Consejo de Derechos Humanos (2009); j) el Informe del Relator especial sobre la situación de los defensores de Derechos Humanos, señora Margaret Seckaggya (2010). También se han pronunciado el Representante del Alto Comisionado de Derechos Humanos para América Latina y el Caribe; Amnistía Internacional; Human Rights Watch, y la Asociación Americana de Juristas, entre otros.

A continuación, el Mensaje desarrolla los objetivos del proyecto.


A este respecto, indica que, indudablemente, Chile requiere una legislación antiterrorista que dé cuenta de las formas que el fenómeno asume actualmente y, muy especialmente, que pueda capitalizar, desde el punto de vista normativo, los avances y reconocimientos efectuados en el seno de la comunidad internacional, muy especialmente después de los atentados al World Trade Center, el 11 de septiembre de 2001 y de los ataques y amenazas atribuidos al “yihadismo global” desde esa misma fecha.


Los atentados del 11 de septiembre de 2001 en Estados Unidos abrieron un amplio proceso de reformas legislativas en materia de lucha antiterrorista, tanto en ese país como en Europa, que han supuesto un evidente recorte de derechos fundamentales y libertades públicas en pro de la seguridad. Por consiguiente, una legislación antiterrorista moderna y democrática debe considerar las amenazas globales, diseminadas y que han sobrepasado con creces las consideraciones de hace treinta años. Además, estas consideraciones deben tomar en cuenta que las comunicaciones y las formas de relación entre las personas han cambiado abismalmente, hasta las formas de organización de hoy, construidas sobre la base de las redes sociales.

En nuestro país, esta actividad se había mantenido en un nivel básico, aunque sistemático. Sin embargo, se ha iniciado una nueva etapa a partir de los actos cometidos este año en el metro de Santiago y en otros lugares de la vía pública, como se desprende de los antecedentes recopilados. Por ello, debemos tener la capacidad de anticipación y para ello, como país y Estado, resulta urgente superar las falencias políticas y jurídicas de la actual legislación antiterrorista y dotarnos de un marco adecuado, legítimo, democrático y eficaz.

Se hace necesario, por consiguiente, que la normativa sobre este aspecto considere ciertas directrices que permitan identificar los elementos más fundamentales de toda regulación en este sentido. Los siguientes son algunos parámetros que deben, a juicio del Ejecutivo, influir en el trabajo de la modificación de nuestra legislación antiterrorista.

1.- El terrorismo no es un fenómeno nacional, sino global.


En un correcto abordaje del fenómeno terrorista, debe considerarse necesariamente que, en los comienzos del siglo XXI, el terrorismo ha devenido en un fenómeno de naturaleza transnacional por su incidencia en los procesos y la dinámica de las relaciones internacionales y que reviste caracteres ideólógico-políticos y religioso-fundamentalista. Ello conduce a que las estrategias nacionales, incluyendo las de reforma normativa o abordaje político o judicial del tema, no pueden prescindir del hecho de que ningún país puede verse aislado del fenómeno y tampoco pueden considerarse sólo respuestas nacionales. Por consiguiente, toda modificación normativa que atañe a un fenómeno global debe considerar las respuestas comparadas e internacionales atingentes a aquél, en concreto las Convenciones sobre Terrorismo y Crimen Organizado y los tratados sobre derechos humanos.

También se deben apreciar las decisiones de los órganos y representantes internacionales de instancias de derechos humanos que, en el caso de la ley N° 18.314, han sido adversas para nuestro país.

El Mensaje indica que más adelante se verá que esta consideración internacional del fenómeno tiene influencia sobre la conceptualización de sus parámetros esenciales (dignidad humana), sobre el tratamiento del terrorismo como crimen organizado y sobre los parámetros para definir la ubicación correcta de una legislación en el marco de la cultura jurídica a la que nuestro país pertenece.

2.- Es indudable que debe existir una legislación antiterrorista.


Como bien señala Raúl Carnevali, han existido referentes penales como Carrara o Jiménez de Asúa que han pretendido que el Derecho Penal no se inmiscuya en asuntos como los del terrorismo o los graves atentados cometidos por quienes son enemigos de una democracia. En ese caso, decía Carrara, no hay Derecho Penal, sino mera defensa o guerra directa. El Gobierno expresa que no está de acuerdo con esa visión, la que significaría una deslegitimación del poder político que carecería de control, creando un estado de arbitrariedades y de inseguridad. Por el contrario, debe estimarse que el sistema penal tiene mucho que decir y prueba de ello es que Chile ha adherido al Estatuto de Roma para instaurar una Corte Penal Internacional.


Por ende, no cabe sino concluir que el camino más legítimo para alcanzar la paz debe ser restablecer el imperio del derecho.

3.- Debe existir una legislación antiterrorista, pero sin centrarse en un grupo social específico.


En esta materia, el Mensaje sostiene que no podemos escapar de los acontecimientos internacionales como el 11 de septiembre de 2001 y elaborar discursos teóricos que enfatizan en la idea de que basta, al decir de Carnevali, con las “reglas clásicas” del Derecho Penal para enfrentar fenómenos como el terrorista.


Myrna Villegas ha señalado que una aplicación del “derecho penal del enemigo” (o de “tercera velocidad”), concepto elaborado por Günther Jakobs, emparentado con la Doctrina de la Seguridad Nacional, concibe como “enemigos” a quienes no se ajustan a los controles sociales existentes, que se apartan de los dictados de la ley de manera permanente y que no garantizan “seguridad cognitiva”. En este sentido, una legislación antiterrorista no debe caer en los simplismos de estigmatizar bajo este rótulo a grupos resistentes o contrarios al orden establecido.

4.- Debe existir una legislación antiterrorista, pero en concordancia con el respeto a los derechos humanos universales y que no olvide parámetros elementales de un derecho penal democrático. El Gobierno debe propender a que exista una normativa de sanción antiterrorista, pero que no olvide el respeto a los aspectos esenciales de un derecho que se funda y responde a un Estado de Derecho democrático.

Como acertadamente afirma José María Silva Sánchez, una legislación penal se legitima en la medida que es capaz de sintetizar dos pretensiones sociales básicas: la protección de sus intereses y la libertad, prevención y garantías. Es decir, lo propio de una democracia representativa es velar porque dicho equilibrio se respete. En consecuencia, ciudadanos que eventualmente pueden ser víctimas, tendrán un interés en obtener una mayor protección, pero también esos mismos ciudadanos exigirán mayores garantías si se les imputa un delito.

Citando a Locke, podría decirse que la existencia de una sociedad civil en oposición a un estado de naturaleza, se basa en “leyes conocidas, jueces ciertos y poder suficiente para respaldar las sentencias y darles ejecución”. El olvido de ello, en palabras de Zaffaroni, ha creado la existencia de conceptos de Derecho Penal “del enemigo”, al que aludimos anteriormente, y sus consecuencias: institutos inquisitoriales y procedimientos extraordinarios que sólo han traído penas desproporcionadas, tipos penales de autor, jueces, testigos y/o fiscales anónimos.


5.- Parámetros mínimos de una legislación antiterrorista democrática. Por ende, prosigue diciendo el Mensaje, es pertinente trazar algunos parámetros mínimos que delimiten una adecuada legislación en la materia:

a) Toda legislación sobre el punto debe partir por el respeto a la persona y a la dignidad humana, acudiendo a las decisiones, reflexiones y conceptos internacionalmente aceptados sobre el tema y que han sido recogidas en la legislación y jurisprudencia internacionales. Este parámetro permite siempre superar o dilucidar ponderaciones entre intereses contrapuestos y “falsos dilemas”: la persona y su dignidad siempre serán incontrarrestables e inigualables frente a la seguridad colectiva.


Precisamente por la existencia de este límite intrínseco o inmanente es que los delitos terroristas deben auspiciar su juzgamiento bajo los presupuestos del debido proceso. La dignidad humana “operativa”, esto es, puesta bajo el prisma del juzgamiento, necesita garantías elementales de justicia, igualdad y de equiparidad judicial básicas, que permitan no ser avasallada por el Estado persecutor.

En este sentido, entre los extremos de regulación, representados por modelos tipo CJM (Criminal Justice Model) y WM (War Model), debemos situarnos en uno que establezca regulaciones eficaces, pero también democráticamente aceptables, esto es, que combinen libertades y seguridades de una manera democráticamente fundamentada.

En este punto, cobra sentido lograr en una regulación de esta materia, la conjunción de tres elementos:

1) Limitación: esto es, establecer que las medidas terroristas deben centrarse en quienes cometen, preparan o participan de hechos terroristas, evitando, como ocurrió en Chile bajo el imperio de la ley N° 18.314 en sus formulaciones originales, la sanción a quienes manifiestan simpatías o no realizan acciones decididamente terroristas.

2) Credibilidad: vale decir, con una firmeza y eficacia que sea advertida por la ciudadanía.


3) Mesura: desde el punto de vista legislativo y judicial, evitando reduccionismos, como entender que la única legislación penal posible es la terrorista, abusos de poder o transgresiones de los derechos fundamentales.



b) Siempre el Estado debe manifestar “superioridad moral” frente al terrorismo y esto quiere decir que no son aceptables ni la tortura, ni los tratos crueles, inhumanos o degradantes.


c) Los delitos de terrorismo son fundamentalmente delitos de organización, y en ello se basa el incremento de su peligrosidad, porque se despliega una violencia que no es aislada, sino sistemática. Cancio Meliá asegura que la conducta que permite la incriminación es la relación y pertenencia a una organización terrorista y es la organización terrorista la que tiene el protagonismo de la estrategia terrorista. Por ende, continúa Cancio, el terrorismo es criminalidad organizada, entendiendo por “organización” una estructura que se proyecta más allá de la comisión de hechos concretos.



Sin perjuicio del delito terrorista asociado a una organización, se hace necesario legislar sobre el fenómeno del terrorismo individual, que se produce en el contexto de una afiliación de ideas y propósitos terroristas, en el marco de la globalización de redes horizontales como una nueva forma de criminalidad terrorista.


d) Los delitos de terrorismo son conductas de “imposición de términos”, esto es, los actos terroristas se efectúan por una organización con el objeto de intimidar o amedrentar a la población o imponer sus términos frente al Estado y dar a conocer que esos términos se amparan y sujetan en la destrucción. Por ejemplo, el artículo 270 sexies del Código Penal italiano, cuando define las “conductas de terrorismo” enfatiza que ellas “obligan” a los poderes públicos u organizaciones internacionales a actuar o no actuar de determinada manera. Villegas dirá que se trata de “imponer una determinada voluntad política a ciertos sectores de la sociedad o a toda ella para que sobre la base del miedo adhiera a los propósitos utilitarios de sus autores”.



e) Los delitos de terrorismo no sólo deben ser juzgados desde el punto de vista subjetivo, esto es, a los meros propósitos de sus autores, sino también a criterios objetivos: deben ser actos idóneos para alcanzar o producir esas finalidades que se les imputan.


f) El terrorismo se basa en la violencia o su amenaza y se dirige, en definitiva, a un destinatario colectivo representado por la sociedad, o una parte de ella, o el Estado.


A continuación, el Mensaje se refiere al tema de la incorporación de estos ilícitos en el Código Penal. Al respecto, sostiene que existen poderosos argumentos que llevan de manera natural a que estos delitos estén ubicados en dicho cuerpo normativo:


1.- En la mayoría de los países europeos continentales, con los cuales compartimos una misma tradición jurídica, no se ha eliminado el delito terrorista, sino que se pretende ubicarlo en el Código Penal. Es lo que ocurre en Alemania (§ 129 a), España (artículo 571 y ss.), Italia (artículos 270 y 270 bis), Portugal (artículo 300) y Francia (artículos 421-1 a 422-5). La mayoría de los Estados miembros de la Unión Europea no disponen de una legislación específica en materia de terrorismo, castigándose las acciones terroristas como meros delitos comunes. Sólo seis Estados miembros, Alemania, España, Francia, Italia, Portugal y el Reino Unido, disponen, en distinto grado, de una legislación específica, generalmente incluida en el Código Penal.


2.- El proyecto de Código Penal del Gobierno anterior (Boletín N° 9.274-07), ingresado a la Cámara de Diputados el 10 de marzo de 2014, trata el delito terrorista en el seno del Código Penal.


3.- La incorporación en el Código Penal de las normas que regulan y protegen bienes jurídicos fundamentales refuerza a la ley como el instrumento más eficaz para ejercer el derecho a castigar; permite hacer efectivo el principio de legalidad, que es, ante todo, una garantía para el ciudadano de conocer lo prohibido penalmente en un ordenamiento jurídico y permite superar la dispersión normativa en materia penal, característica negativa en nuestra legislación, que conspira contra una adecuada política criminal y la igualdad ante la ley. Por consiguiente, el Gobierno estima que cuando el Código Penal sea modificado en su integridad, esta regulación debiera encontrarse comprendida en él.


Luego, el Mensaje aborda el contenido del proyecto, explicando, en primer lugar, que éste se encuentra básicamente dividido en los dos grandes aspectos:

1.- Modificaciones en materia de Derecho Penal sustantivo.



En este sentido, se incorpora la “asociación criminal terrorista” y la “delincuencia terrorista”. La primera se define como aquella en la cual concurren los siguientes requisitos:

a) Es una asociación que tiene por finalidad la perpetración de hechos constitutivos de crímenes.


En este ámbito, se ha huido de descripciones rígidas y jerarquizadas de una asociación ilícita común, como las consignadas en el Código Penal, requiriendo para su configuración condiciones básicas para la formación de éstas como, fundamentalmente, la existencia de una manifestación de voluntad por parte de una persona, en orden a adherir a una asociación y la percepción recíproca de las voluntades, y elementos nuevos como la división de tareas, la permanencia y, otros que perfeccionan la nebulosidad de los grupos actuales. Debe señalarse, asimismo, que el proyecto de ley asume que el delito de asociación criminal terrorista se consuma por el sólo hecho de organizarse con independencia de los delitos graves que se cometan, lo que trae una percepción de mayor gravedad de las penas por el concurso real que atrae, en el evento de consumarse efectivamente aquellos delitos “base”.

b) Los crímenes proyectados son aquellos establecidos en los artículos 150A, 315, 316, 391, 395, 396, 397 o 398 del Código Penal, esto es, delitos graves contra la libertad, la salud pública, la vida humana independiente o la integridad física.

c) La perpetración de esos crímenes debe perseguir socavar o destruir el orden institucional democrático, imponer exigencias a la autoridad política, arrancar decisiones de ésta, afectar gravemente al orden público o infundir temor generalizado de pérdida de derechos fundamentales.



En esta materia, se concuerda con la opinión de Villegas, quien señala que, junto con afectar notorios bienes jurídicos individuales, los delitos terroristas afectan también bienes colectivos, dados por la necesidad de una sana convivencia democrática y el impedimento a la vulneración de los derechos humanos. En este punto, se ha seguido muy de cerca, por recomendaciones de la Comisión Asesora Ministerial, la estructura típica del § 129 a del Código Penal alemán.


En este punto, el Gobierno se detiene en la afectación grave del “orden público”.


La concepción de “orden público” y la definición de los atentados respecto de este interés siempre han sido motivo de una ardua y trabajosa discusión. José Francisco Pacheco, comentarista del Código Penal español de 1848, respecto de los delitos “contra la seguridad interior del Estado y el orden público” nacidos en la legislación de 1822, se limitó a indicar que los desórdenes públicos son, en todo caso, delitos contra el orden público, sólo esencialmente diferentes de los delitos contra la seguridad interior del estado, ubicados en la misma rúbrica. Tal vez por lo huidizo, inconcreto y confuso del concepto, nuestro Código Penal hace referencia, más bien, a la “tranquilidad pública” en el delito de “desórdenes públicos” (artículo 269) y sólo hace referencia a “conservar el orden público” en una falta (artículo 495 N° 1).


Sin embargo, aun a riesgo de inexactitud, pueden entregarse sus rasgos distintivos: el respeto a las instituciones del Estado de Derecho, representado por su normal funcionamiento, y la paz pública vinculada por primera vez con la normalidad en la convivencia ciudadana, siempre amparada en el respeto a los derechos fundamentales y libertades públicas.



También hay quienes lo definen como “la tranquilidad en las manifestaciones colectivas de la vida ciudadana”, haciéndolo sinónimo de “paz pública”, esto es, “la situación normal de disfrute de los espacios públicos por parte de cualquier ciudadano, en los que nadie puede imponer de forma coactiva a otros condiciones injustificadas que restrinjan su legítimo disfrute”. Entre nosotros, también se ha pronunciado Juan Bustos, para quien el orden público se define como “…la tranquilidad en las manifestaciones colectivas de la vida socio-política en conformidad a la organización institucional existente”.



Por consiguiente, como señala Díaz, las coordenadas del “orden público” como bien jurídico tutelable en una democracia occidental vienen determinadas por la protección de los derechos y libertades que se recogen, por ejemplo, en la Constitución.



Ahora bien, debe hacerse presente que la “alteración grave de la paz pública” o del “orden público” son supuestos contemplados en la legislación española (artículos 571.3. y 577 del Código Penal español) y francesa (artículo 421-1 y 421-2 del Código Penal francés).

d) También se considera una asociación criminal terrorista a aquella que tenga por finalidad cometer crímenes de lesa humanidad o genocidio.


A este respecto, debe recordarse que la ley N° 20.357, de 2009, incorporó a los crímenes de lesa humanidad, al genocidio y a los crímenes de guerra en nuestro ordenamiento jurídico. Cabe hacer presente el hecho de que los delitos de lesa humanidad deben cometerse en el marco de un ataque generalizado o sistemático contra una población; que exista una “política” en su ejecución llevada a cabo por órganos u organizaciones o que el genocidio tenga un carácter de destrucción global; por ello surgen vinculaciones insoslayables con delitos terroristas.

e) A su vez, se sanciona a los siguientes tipos de integrantes de esta asociación:


- El integrante que hubiere fundado o contribuido a fundar esta asociación o quien provea financiamiento a la misma.


- El que activamente integrare la asociación.


- El que directa o indirectamente solicite, ofrezca, recaude, gestione o provea fondos destinados al financiamiento.


En segundo lugar, en cuanto a la tipificación del llamado “terrorista solitario”, problema originado por el matemático estadounidense Theodore Kaczynsky, puede decirse que analistas y expertos en terrorismo yihadista, coinciden que el terrorismo individual o aparentemente individual, constituye una nueva tendencia en Europa, surgida de la disgregación de los grupos terroristas, aunque esto no anula la opción de la acción grupal u organizada, que sigue siendo la más frecuente y peligrosa. De lo que se puede hablar, hoy en día, es de una diversificación creciente de la amenaza, representada, muy especialmente, por el terrorismo yihadista, de su modus operandi y de sus pautas de organización y actuación, en este sentido.


Por ende, el proyecto no ha querido soslayar esta posibilidad, que, aunque marginal, es plenamente posible en el mundo contemporáneo y, en ese orden de ideas, se ha procurado establecer sanción para estas actuaciones estableciendo dos figuras: una, basada en el artículo 577 del Código Penal español de 1995, sancionando a quienes actúan con los propósitos terroristas de una organización o asociación terrorista, aunque sin pertenecer a ella, y otra, sancionando a quien, habiendo participado en la ejecución de alguno de los delitos graves señalados en la ley, hubiese adscrito o adherido positivamente a los propósitos concretos de perpetración de los crímenes señalados, manifestados por organizaciones o asociaciones nacionales o extranjeras, sea que el medio de adhesión positiva fuese electrónico, telefónico, la participación en redes sociales o por cualquier otro medio.



De igual manera, el proyecto de ley consigna que los adolescentes, cuyo régimen de responsabilidad criminal se encuentra en la ley N° 20.084, no pueden ser sancionados por el delito de asociación criminal terrorista.


Finalmente, en cuanto al ejercicio de la acción penal, se establece que las investigaciones a que dieren lugar los delitos de asociación criminal terrorista o financiación al terrorismo se iniciarán por querella del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, de oficio y por las reglas generales. En este sentido, igualmente se pretende introducir ciertas reglas especiales de investigación respecto de estos delitos:


- En primer lugar, se plantea que la facultad del Ministerio Público de “archivo provisional” establecida en el artículo 167 del Código Procesal Penal, no impedirá la reapertura de las investigaciones, cuando existieren nuevos antecedentes.

- En segundo término, se plantea que la facultad de comunicar la decisión de no perseverar en la investigación, consignada en el artículo 248 letra c) del Código Procesal Penal deba fundarse y que la resolución judicial que la tenga por recibida, pueda ser apelable.

- En tercer lugar, se pretende que el forzamiento de la acusación por parte del querellante en este tipo de delitos, señalado en el artículo 259 del Código en comento, no requiera de la formalización de la investigación ni de la remisión de los antecedentes al Fiscal Regional del Ministerio Público.


2.- Modificaciones en materia procesal penal.



Se incorpora un Título al Código Procesal Penal destinado a establecer medidas de investigación respecto de la criminalidad compleja u organizada. Con esta regulación, se busca agrupar las medidas especiales que parecen ser comunes en la investigación de delitos de mayor complejidad (sea que la complejidad provenga o no de su carácter de criminalidad organizada) y someterlos a normas comunes que disminuyan la dispersión normativa hoy existente en la materia, por ejemplo, en materia de medidas intrusivas.


A la vez, se pretende que estas medidas, que suelen afectar derechos fundamentales, se rijan por el principio común del sometimiento a las autorizaciones judiciales previas y a la necesidad de superar las objeciones que internacionalmente se habían formulado en contra de las medidas intrusivas en el marco de la ley N° 18.314, como se ha señalado anteriormente.


Las siguientes son las características principales de este Título:


a) Se consigna que, en ningún caso, podrá fundarse una condena por algún delito diferente de los delitos complejos basada en medios de prueba obtenidos en conformidad con las medidas especiales.


b) Los resultados de las diligencias o medidas intrusivas no podrán ser utilizados como medios de prueba en el procedimiento cuando ellas hubieren sido obtenidas fuera de los casos o sin haberse cumplido los requisitos que autorizan su procedencia.


c) Para la investigación de los delitos complejos, el fiscal dispondrá del plazo de tres años desde la primera intervención judicial por cualquier causa.


d) Se pueden decretar medidas intrusivas respecto de las comunicaciones que se rigen por las reglas generales del Código Procesal Penal.


e) El juez de garantía, a petición del Ministerio Público, podrá autorizar a funcionarios policiales determinados para que se desempeñen como agentes encubiertos o agentes reveladores.


f) El agente encubierto y el agente revelador estarán exentos de responsabilidad criminal por aquellos delitos en que deban incurrir o que no hayan podido impedir, siempre y cuando ellos se hayan cometido en el marco de la autorización judicial respectiva y sean consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación y guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma.


g) La declaración judicial de agentes encubiertos y de agentes reveladores estará sujeta a la autorización previa de la autoridad a la que pertenecen.


h) El juez de garantía, a petición del Ministerio Público, podrá autorizar entregas vigiladas de los instrumentos que hubieren servido o pudieren servir para la comisión de alguno de los delitos indicados en la ley o los efectos y objetos del mismo.


i) El Ministerio Público podrá solicitar al juez de garantía que decrete ciertas medidas cautelares, sin comunicación previa al afectado, antes de la formalización de la investigación (arraigo nacional, ordenar medidas cautelares reales respecto de bienes, valores o dineros provenientes de los delitos materia de la investigación, recoger e incautar la documentación y los antecedentes necesarios para la investigación).


j) El control de la detención en los delitos complejos se someterá a las reglas generales, pero el plazo para efectuar la formalización de la investigación podrá ser ampliado por el juez de garantía hasta por el término de cinco días cuando el fiscal así lo solicite, por ser conducente para el éxito de alguna diligencia.


k) Cuando proceda la prisión preventiva, el Ministerio Público puede solicitar ciertas medidas restrictivas como recluir al imputado en lugares públicos especialmente destinados a este objeto; establecer restricciones al régimen de visitas e interceptar, abrir o registrar sus comunicaciones telefónicas e informáticas y su correspondencia epistolar y telegráfica.


l) Cuando el Ministerio Público estime que existe riesgo o peligro grave para la vida o la integridad física de un testigo, perito, agente encubierto o revelador y de quienes hayan colaborado eficazmente en el procedimiento, como asimismo de su cónyuge, ascendientes, descendientes, hermanos, convivientes u otras personas a quienes se hallaren ligados por relaciones de afecto, puede disponer de oficio o a petición de parte, medidas especiales de protección.


m) Finalmente, se guardará secreto en la investigación, pero las diligencias secretas deben registrarse en un archivo especial y el secreto no impide el ejercicio del derecho de la defensa a que se le revele la identidad de los testigos o peritos protegidos que sean ofrecidos como medios de prueba por el Ministerio Público.
- - -

DEBATE DE LA COMISIÓN


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, dio inicio a la discusión en general del proyecto, anunciando que, dada la naturaleza del mismo, resultaba de interés escuchar en primer término al Ejecutivo y, luego, a la Comisión de Expertos que colaboró con el Gobierno en la elaboración de esta propuesta. Señaló que correspondía también recabar la opinión de distintos académicos especialistas en la materia en estudio y de representantes de instituciones vinculadas a la misma.


Consecuentemente, ofreció la palabra, en primer término, al Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez.


El señor Ministro agradeció, en nombre del Gobierno, la invitación a presentar la iniciativa en estudio ante la Comisión y comenzó su intervención observando que al asunto abordado por ésta reviste gran importancia para los objetivos que la actual Administración persigue en materia de seguridad pública. Indicó que, sin embargo, no le asiste la convicción de que el terrorismo sea un tema fundamental en este momento en nuestra sociedad, pues lo que se observa son más bien hechos aislados. En estas circunstancias, explicó que será posible proceder a sustituir la ley antiterrorista en este contexto y alcanzar un sistema actualizado y democrático sin necesidad de acudir a la elaboración de una legislación de emergencia.


Expresó que el proyecto contenido en el Mensaje enviado por el Ejecutivo al Parlamento fue elaborado en base a una propuesta confeccionada por un grupo de expertos que fueron convocados para estos efectos, a quienes agradeció el cometido desempeñado. Destacó el intenso trabajo desarrollado por esta comisión, el que fue acompañado, además, por conversaciones sostenidas con representantes de los distintos partidos políticos.


Informó que el texto a que se llegó representa el fruto de aquel esfuerzo y que contempla tanto puntos en los cuales hubo consenso como otros en los que éste no se logró, correspondiendo que el Parlamento realice la correspondiente ponderación y discusión.

Manifestó que las principales novedades que presenta la iniciativa pueden resumirse de la siguiente manera:


1) Informó que, en primer lugar, se sustituye completamente la ley N° 18.314, incorporándose todas las reglas procesales del nuevo estatuto al Código Procesal Penal. Observó que, en principio, se consideró hacer algo similar con las figuras penales, integrándolas como un tipo especial dentro del Código Punitivo, pero en definitiva se descartó esa idea porque en marzo del año 2015 se espera presentar la indicación sustitutiva del proyecto que establece un nuevo Código Penal. En consecuencia, se prefirió no aplazar esta discusión, además de tener tener en consideración que la tramitación del nuevo Código Penal seguramente será compleja.

2) En segundo lugar, indicó que el texto propuesto en el Mensaje centra la persecución terrorista en la idea de la asociación criminal terrorista. Esta asociación ilícita se forma para socavar o sustituir el orden institucional democrático, imponer exigencias a la autoridad política, arrancar decisiones de ésta, afectar gravemente al orden público, infundir temor generalizado en la población de pérdida o privación de sus derechos fundamentales y cometer crímenes de lesa humanidad o genocidio.


3) Agregó que también hay reglas especiales respecto del delincuente individual que, actuando en solitario, comete actos terroristas, y del miembro no activo del grupo, que manifiesta su adhesión a los fines de la asociación mediante actos positivos establecidos en la ley.


4) En cuanto a las modificaciones en materia procesal penal, connotó las siguientes:


- Se amplía el plazo de investigación a tres años.


- Se contemplan reglas especiales para la intervención telefónica y las medidas intrusivas.


- Se establece la figura de los agentes encubiertos y reveladores, ambos con autorización judicial previa, además de una exención de responsabilidad penal para esos funcionarios por los delitos que no pudieran haber evitado en el desempeño de sus cargos. Señaló que este tema fue muy debatido en el seno de la Comisión de Expertos que elaboró el proyecto, aun cuando en definitiva se concluyó que esta figura es esencial para el combate del terrorismo.


- Se permiten entregas vigiladas de especies ilegales con la autorización previa del juez.


5) En quinto lugar, se amplía el plazo de detención y el lapso máximo para formalizar al detenido.


6) Enseguida, se establecen reglas especiales para la prisión preventiva, imponiendo un régimen más gravoso a la persona que está sujeta a dicha medida cautelar.


7) Se incluyen medidas de protección y secreto para los testigos, peritos, agentes y parientes de todos ellos. Explicó que, en este ámbito, hubo que optar entre la figura de los testigos anónimos y la de los protegidos.


8) Se consagran reglas especiales de secreto de la investigación y limitación de la defensa a la identidad de los testigos protegidos. Observó que también en esta materia hubo que hacer opciones y que, por ello, se espera que el asunto sea debatido en el Parlamento.


Expresó, en último término, que el estudio realizado por la ya mencionada Comisión de Expertos mostró que en el ámbito internacional existe una variada gama de regímenes en cuanto al combate al terrorismo, por lo que en muchas materias fue necesario inclinarse por una determinada fórmula y someter la respectiva propuesta a la discusión del Poder Legislativo, que adoptará la decisión final.

Hizo presente que la proposición que se está presentando no deja fuera ninguno de los puntos que están en debate en el ámbito público y académico y reiteró la relevancia de esta discusión para el país, aun cuando éste no se encuentra en este momento en una situación como la que afecta a otras sociedades. Aun así, concluyó, es de primordial importancia contar con las herramientas legales necesarias para proteger adecuadamente a la población.


A continuación, se ofreció la palabra al Coordinador de la Comisión de Expertos encargado de redactar la iniciativa en estudio, abogado señor Juan Pablo Hermosilla.


El señor Hermosilla agradeció la posibilidad de intervenir en la discusión de esta iniciativa e inició su exposición relatando que la instancia que encabezó estaba integrada por profesores de distintas áreas y que, por la premura del encargo efectuado, se decidió enfrentar el tema con una metodología doble. Por un lado, se preparaban sesiones de exposiciones y debate a cargo de uno o más de sus integrantes y, en paralelo, se realizaban entrevistas a actores representativos del sistema. Expresó que en ese cometido se reunieron con cerca de 90 personas, provenientes de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público y sus asesores; la Defensoría Penal Pública nacional y sus asesores, los equipos que han participado en causas terroristas tanto en la fiscalía regional de La Araucanía como la defensoría regional de esa misma área; oficiales de inteligencia de las policías; el Director de la Agencia Nacional de Inteligencia; representantes del Instituto Nacional de Derechos Humanos; defensores privados de víctimas y otras agrupaciones ciudadanas.


Señaló que la información proveniente de esas entrevistas fue crucial para la formulación de varias normas, como las de los agentes encubiertos y testigos anónimos.


Recordó que el encargo de la Comisión era levantar un diagnóstico sobre la situación en que está la legislación vigente y elaborar una propuesta. En ese cometido, se analizó primero el tema del terrorismo contemporáneo. Manifestó que se partió de la constatación que casi en todas partes del mundo la tipificación del terrorismo parte de figuras delictivas comunes, que son agravadas por alguna causa relevante. Indicó que la configuración dogmática de la conducta terrorista no es una cuestión asentada, de la misma forma como los tipos clásicos de la parte especial del derecho penal. Ello, porque el terrorismo, en cuanto fenómeno social, está en desarrollo.


Expresó que esto se refleja en la diversidad de modelos legislativos que se han adoptado para enfrentar el problema en diversas partes del mundo, pues cada una de ellas ha tenido que enfrentar fenómenos locales distintos. Por esta razón, aclaró, tampoco la Organización de Naciones Unidas tiene un concepto asentado sobre terrorismo.


Señaló que el fenómeno también ha tenido un desarrollo histórico. En efecto, en un primer momento el terrorismo se expresa como atentado contra la autoridad; luego deviene en expresión de cierto tipo de anarquismo social; enseguida muta a una variante revolucionaria violenta; posteriormente evoluciona a un modelo inspirado por la doctrina de la seguridad nacional y el enemigo interno, hasta llegar a la situación actual, en la que luego del atentado a las Torres Gemelas de Nueva york la idea de terrorismo se asimila a un acto de guerra, en el que el terrorista es tratado como un enemigo que no tiene los derechos tradicionales que se le reconocen a los prisioneros de guerra en las Convenciones de Ginebra.


Indicó que la propuesta de la Comisión que encabezó es distinta y ambiciosa, porque tiene lugar fuera de un escenario temporal grave de terrorismo. Manifestó que la idea principal es que a través de las normas de represión al terrorismo se refuerce el Estado democrático y no que ese estatuto especial sea una fuente de su debilitamiento. Expresó que en Estados de esas características, los ciudadanos tienen derecho a una respuesta eficiente ante la amenaza terrorista, pero que se encuadre dentro del Estado de Derecho.


Señaló que el riesgo latente en la parte del mundo donde vivimos es que el terrorismo inorgánico devenga en narcoterrorismo, tal como ha sucedido en varios países del área.


Sostuvo que uno de los problemas que intentó abordar la propuesta de la Comisión fue el cruce de la legislación antiterrorista vigente con la Ley sobre Control de Armas, la de Seguridad Interior del Estado y la ley N° 20.000, que contienen una diversidad de normas procesales que se superponen, además de normas penales sustantivas que generan concursos ideales. Explicó que estas situaciones atentan contra la eficacia general del sistema y que por ello es necesario introducir criterios comunes en la legislación ordinaria.


Indicó que una de las principales conclusiones de la Comisión fue que la actual legislación antiterrorista es ineficaz porque centra la atención en el terrorista y no considera el injusto de asociación, que es el tópico más importante del fenómeno en la actualidad. Señaló que lo anterior, en la práctica, ha significado que apenas un 10% de los encausados por este estatuto especial sean condenados por los ilícitos que en él se detallan, lo que ha transformado su invocación en los procesos penales en un verdadero estorbo para los actores que en ellos participan, por lo que nadie defiende la actual legislación.


Expresó los órganos que participan como agentes persecutores de la responsabilidad penal ante los tribunales hicieron notar que la tipicidad debe mejorar, pero que por sobre todo es necesario incluir nuevas herramientas procesales, porque, en la actualidad, los grupos terroristas tienen organizaciones más sofisticadas. Añadió que en esta misma línea, se planteó que el mecanismo actual de los testigos sin identidad no presta utilidad real. En efecto, fuera del proceso las comunidades donde viven las partes involucradas identifican con facilidad de quien se trata, dejando a esa persona en la indefensión. Dentro del juicio, son continuamente cuestionados por la limitación que ellos importan para el derecho a la defensa.


En este contexto, planteó que la lógica procesal del sistema actual y las condiciones económicas del país permiten plantear la erradicación de los testigos sin identidad en los procesos penales por aplicación de la ley antiterrorista y, en su reemplazo, implantar un sistema de protección total al testigo y su familia, que les asegure su integridad física durante el proceso y que, con posterioridad al mismo, les brinde una nueva identidad y medios suficientes para reiniciar su vida en otra parte. Manifestó que insistir en el tema actual es permitir que el Estado rehúya su responsabilidad con los testigos y no respete las garantías básicas de la defensa.


Señaló que otra medida que requieren los operadores al unísono es el establecimiento de un sistema común de agentes encubiertos, con todas las limitaciones jurisdiccionales que sean del caso.


Manifestó que la Carta Fundamental, en su artículo 9°, contiene un concepto de terrorismo que debe ser eliminado, pues constituye un resabio de la dictadura. Recordó que esa definición fue hecha con la ayuda del profesor señor Sergio Yáñez y, en la práctica, implicó calificar de terroristas justamente a las personas que en ese momento estaban siendo torturadas y desparecidas por los agentes del Gobierno.


Volviendo a los aspectos penales del proyecto, recordó que la apuesta de éste es centrar la atención en la persecución del injusto de organización, en la línea de lo que ya planteó el proyecto de Código Penal presentado por el ex Presidente señor Piñera. En esa línea, manifestó que es imperioso mejorar el concepto de asociación ilícita del Código Penal, que data del siglo XIX y que está plenamente superado en la actualidad. Connotó que hay que dejar fuera la noción de verticalidad y pasar a una perspectiva más orgánica, tal como lo desarrollaron latamente los Comisionados señores Mañalich y Cox.


En relación con el tema del terrorismo individual, planteó que más allá de las insuficiencias probatorias, este fenómeno puede tener lugar y que por ello hay que considerar una figura que lo sancione, no como terrorismo, pero con una pena similar y proporcional al daño producido.


En otro orden de materias, explicó que se optó por una cláusula de excepción relativa a las reivindicaciones territoriales reconocidas por el derecho internacional público, expresada quizás en términos un poco vagos, pero que está en la línea de lo que recomienda la Organización de Naciones Unidas. Señaló que, de esa forma, se evitan cuestionamientos internacionales a la persecución llevada a cabo por el Estado chileno. Explicó que esta consideración también tuvo en cuenta los informes de los relatores enviados a Chile para pesquisar el estado del respeto a los Derechos Humanos en el conflicto mapuche, y la propia experiencia de los comisionados que viajaron a Temuco y percibieron de primera mano que allí se desarrolla un conflicto político provocado por la intervención del Estado a finales del siglo XIX y su posterior retiro en el siglo XX, dejando un problema incoado entre los mapuches y los pobladores.


En relación a las objeciones levantadas sobre el entrampamiento, recordó que este tema ha sido planteado incluso antes de que la figura del agente encubierto o revelador se incorporara formalmente a la legislación. El problema se suscita con la inducción a cometer un delito. Explicó que ese supuesto no se da en todos los casos, y de esa forma el policía encubierto que se hace pasar por un adicto y se acerca a comprar a un vendedor habitual de drogas no induce a ese narcotraficante a cometer un delito que de otro modo no habría tenido lugar, sino que simplemente se introduce en una transacción ilícita habitual. El límite se encuentra cuando se trata de una situación donde el agente instigador forma totalmente en el otro la voluntad de cometer el delito que de otra forma no habría existido.


Señaló que en la segunda situación, la Excma. Corte Suprema ha observado un problema de antijuridicidad material, porque no se puede sostener que una conducta típica es contraria al derecho y merece represión por el Estado, cuando es el mismo Estado quien ha hecho todo lo posible para que esa conducta tenga lugar.


Manifestó que el problema de la inducción se reduce a niveles razonables si se adopta el sistema de control que propone el proyecto, que introduce un mecanismo respetuoso de la institucionalidad y de la protección de los derechos fundamentales. Expresó que esta idea también estaba considerada en el anteproyecto que dio lugar al mensaje del nuevo Código Penal presentado por la Administración anterior.


En relación con los agentes encubiertos, informó que esto fue una solicitud muy insistida por las fiscalías y las policías, que requerían una regla común para todos los delitos especiales en que fuera necesario utilizar esta medida.


Agregó que, con todo, los Comisionados Horvitz y Hernández –que estuvieron encargados de desarrollar este punto- construyeron un panorama muy crítico de la forma como se ha utilizado dicho mecanismo en la ley N° 20.000, pues en general se observa muy poco control de los fiscales y mucha autonomía de los agentes, que, en definitiva, siguen la agenda de sus mandos superiores y no los requerimientos investigativos del Ministerio Público. Explicó que por tal razón, se plantea la idea de que estos métodos especiales de investigación procedan sólo con autorización judicial previa, pues es la única forma de empoderar a los fiscales como conductores de la investigación en este aspecto. Observó que los propios fiscales coincidieron con esta mirada y por ello apoyan el mecanismo que al respecto se propone en el Mensaje.


A manera de conclusión, observó que en nuestro país existe un riesgo cierto de que el terrorismo adquiera un grado mayor de sofisticación, siendo la única respuesta válida del Estado proporcionar herramientas procesales que permitan alcanzar una ventaja tecnológica y de inteligencia a los órganos persecutores, pero siempre con la autorización previa del Poder Judicial, que es la garantía de respeto de todos los derechos de los involucrados.


Luego, la Comisión escuchó la exposición del profesor señor Juan Domingo Acosta.


El profesor Acosta agradeció la invitación a participar de este debate e inició su presentación señalando que esta es una excelente oportunidad para emprender un debate minucioso sobre la actual legislación antiterrorista.


Expresó que el texto propuesto por el Mensaje no corresponde, en forma exacta, a la proposición realizada en su momento por la Comisión Técnica y que muchas de estas diferencias generan algún déficit de coherencia interna en la iniciativa. Por ejemplo, manifestó que la idea original fue adoptar el modelo alemán en cuanto a legislación antiterrorista, lo que requería un cambio en nuestro concepto tradicional de la figura de la asociación ilícita. Por ello, añadió, se propuso una tipificación nueva. Explicó que, no obstante, en el Mensaje se optó por no innovar y se introdujo la figura de la asociación criminal terrorista, que tiene una configuración distinta a la asociación ilícita común del Código Penal chileno, lo que sin duda va a acarrear problemas interpretativos. Indicó que la asociación ilícita común se basa en el principio de la verticalidad y que, en cambio, la nueva figura incorpora la idea de organización delictual horizontal.


Manifestó que una segunda complicación que ofrece el texto del proyecto, que igualmente deriva del hecho que el Mensaje se apartó de la fórmula de la Comisión Técnica, es la posibilidad de sancionar a personas que no son miembros de la organización. Ello, dijo, implica dos figuras. En primer término, se incorpora la figura del terrorista solitario, lo que es completamente asistemático, salvo que se trate de una fórmula para sortear los problemas probatorios que puede significar el acreditar la membresía en una asociación criminal terrorista. En segundo lugar, señaló que se introduce una penalización para el adherente, que sanciona a quien adscribe a las ideas delictivas de la organización por medio de actos positivos, pero que no importan delitos por sí mismos. A este respecto, observó que el problema estriba en que se propone aplicar un marco penal idéntico al del participe regular de la organización, lo que resulta desproporcionado.


Señaló que otro punto que debe ser discutido es el de los factores de conexión. Expresó que este tema ha sido latamente discutido en los últimos diez años, en los que ha estado en continuo cuestionamiento la idea de exigir un ánimo terrorista especial distinto al dolo común del delito base. Indicó que el Mensaje insiste en la idea de requerir un elemento subjetivo extra para calificar de terrorista a un ilícito común, pero estableciendo uno de carácter más abierto y plural que el de la actual legislación, lo que supera en parte el problema, pero mantiene la complejidad del asunto. Con todo, observó que parece no haber una manera de superar completamente este incordio, pudiéndose solamente buscar vías para que los problemas de la acreditación del elemento subjetivo sean abordables.


En ese contexto, manifestó que considerar como calificante de terrorismo el ánimo de alterar gravemente el orden público –tal como lo hace el Mensaje-, es complejo, porque la idea de orden público para efectos penales es muy discutida y las figuras que sancionan su infracción también lo son, en particular, por su anquilosada formulación.


En otro orden de materias, señaló que el texto propuesto en el Mensaje presenta errores de tipeo, aparte de otros de fondo. En esta línea, identificó la omisión de la mención del artículo 403 bis del Código Penal entre los delitos base, relativo al envío de cartas y encomiendas explosivas, y la inclusión del tipo relativo a la incorporación de artefactos explosivos de la Ley de Control de Armas, que, en la actualidad, no existe.


Expresó que parece ser un error de fondo incluir entre los delitos base a las figuras de la Ley de Seguridad del Estado, pues se trata de una ley con propósitos especiales distintos a los que persigue una norma que tipifica el terrorismo. Además, implica una distorsión penológica notable pues algunos tipos del primer estatuto tienen penas más altas que las que les correspondería si se les considerara delitos terroristas y, sobre todo, porque la referencia que se hace al delito del artículo 5° de aquella ley es vacía, dado que ese precepto no contiene una figura penal, sino una regla de aplicación de sanciones.


En esta misma línea, planteó que debía revisarse lo que propone el artículo 9° del Mensaje, que plantea tres modificaciones procesales que están erradas. En primer término, explicó que no tiene sentido establecer que el querellante puede pedir reapertura de la investigación cuando ésta se ha archivado, pues, por definición, el archivo provisional no puede impetrarse cuando hay querellante, según las reglas comunes del Código Procesal Penal. En segundo lugar, no tiene sentido que se establezca una apelación contra la resolución que toma conocimiento de la decisión de no perseverar, porque el contenido de esa actuación judicial es simplemente dar noticia al resto de los intervinientes que el Ministerio Público ha decidido ejercer una potestad privativa de carácter administrativo que no es revisable o calificable por los tribunales. Señaló que si se considera que los tribunales pueden revisar la decisión de no perseverar, se cae en una franca inconstitucionalidad, pues el ejercicio de la acción penal pública está en manos del Ministerio Público. Añadió que si lo que se quiere es establecer alguna medida contra esta decisión, la vía es a través de las formas usuales del procedimiento penal, como son el forzamiento de la acusación o la apelación de la resolución que niega lugar a la reapertura de la investigación.


En tercer término, siempre respecto del artículo 9°, manifestó que también es un error permitir el forzamiento de la acusación de la investigación. Explicó que este tema ha sido discutido en el Tribunal Constitucional y que, en la actualidad, no se reconoce este derecho porque está en juego el principio de congruencia, que establece que una persona sólo puede ser condenada por los hechos que fueron materia de una acusación previa, la cual sólo puede basarse en la imputación efectuada en la formalización. En consecuencia, si no hay formalización, no hay congruencia.


En la misma línea anterior, expresó que no tiene sentido establecer que el juez pueda de oficio requerir el cierre de la investigación, pues en el sistema procesal habitual se prevé que la contraparte inste por ello. Añadió que cuando no se da esta situación, lo que puede estar detrás es una negociación para una salida alternativa, asunto en que tampoco debería intervenir el juez.


En otro orden de materias, sostuvo que el Mensaje también plantea algunas opciones que siendo válidas, son opinables. En esta línea, identificó, en primer lugar, la idea de considerar como delito base el envenenamiento de aguas destinadas al uso de la población, pero en paralelo la exclusión del delito de incendio, siendo que en ambos casos está en juego el peligro para un colectivo determinado. Expresó que esto envuelve un punto de carácter político, que requiere del consiguiente debate.


Manifestó, a continuación, que son razonables las siguientes proposiciones: excluir la aplicación de las penas sustitutivas de la ley N° 18.216; establecer como regla general la acumulación material de penas y no la asperación; considerar siempre como pena accesoria la disolución de la persona jurídica utilizada como medio para la comisión del delito; la reforma procesal que se introduce a las normas aplicables de la Ley que Establece la Responsabilidad de los Adolescentes por Infracciones a la Ley Penal, pues esta vía es mejor que la solución tajante que proponía la comisión técnica; las reglas sobre el secreto de la investigación, y las nuevas modalidades para el desistimiento y la cooperación eficaz de los imputados.


Respecto de las opciones que toma el proyecto que merecen un juicio crítico, manifestó que no es razonable no considerar la proposición y la conspiración para cometer un delito terrorista. Explicó que el artículo 8° del Código Penal establece que esas formas de participación se castigarán sólo cuando la ley expresamente lo disponga, pareciendo ser del todo adecuado que la ley así lo haga cuando se trate de delitos terroristas.


En la misma perspectiva, sostuvo que la norma que se plantea sobre el comiso es un poco estrecha, porque considera sólo los objetos e instrumentos utilizados en el hecho delictivo, pero no las ganancias que puede haber como resultado de aquel (por ejemplo, el rescate en un secuestro terrorista).


Observó, enseguida, que requiere mucho análisis lo que se propone sobre el entrampamiento, que es la situación que tiene lugar cuando un agente infiltrado, mediante engaño, induce a un particular a principiar la ejecución de un delito contemplado en esta ley. Indicó que más allá de la cláusula de exculpación para el agente estatal que actuó en cumplimiento de su deber, el punto se plantea respecto al grado de responsabilidad que le cabe al inducido, quien actúa con dolo propio, pero que podría no haber cometido el ilícito si el agente estatal no se lo hubiera propuesto.


Señaló que el asunto expuesto puede ser complicado para el caso de los agentes reveladores, pues cuando ellos actúan haciéndose pasar por compradores de drogas ante vendedores no habituales, en el fondo forman el ánimo de delinquir en un sujeto.


Sobre el particular, explicó que la regulación de los agentes encubiertos y los reveladores es distinta a la que actualmente rige según la ley N° 20.000, pues se establece que la intervención de estos funcionarios requerirá autorización judicial previa. Observó que esto último es un cambio relevante que debe ser discutido, pues la nueva regla supone que estos métodos especiales de investigación entran en la categoría de los que implican alguna restricción de las garantías constitucionales del imputado y que, según el artículo 9° del Código Procesal Penal, requerirían autorización judicial previa. Explicó que requerir esta autorización previa en el caso de las entregas vigiladas es una situación distinta, pues ahí no hay una afectación de derechos, sino simple y llanamente la comisión de un delito –pues se trata de la entrega de una especie ilegal-, y por ello es imprescindible la participación de un juez imparcial.


En relación con la titularidad para ejercer penal, destacó que se considera un abanico muy amplio de sujetos activos, pues se incluye al Ministerio Público, al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a la víctima y a toda persona domiciliada en la provincia donde tuvo lugar el hecho. Expresó que el cuarto caso de los enunciados es particularmente discutible.


Manifestó que el proyecto repite el actual artículo 186 del Código Procesal Penal, que permite que una persona sujeta a una investigación desformalizada pida al juez que requiera al Ministerio Público para que formalice su causa, pero a renglón seguido reproduce el problema actual de la norma, que es no indicar un efecto para el caso que, cumplido el plazo para formalizar, el Ministerio Público no lo hace.


En último término, se refirió a la regla sobre los testigos protegidos, manifestando que este es un asunto debatible. Recordó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró, en el fallo Norín Catrimán, que es posible el uso de testigos sin identidad siempre y cuando no sean la única prueba de cargo y se permita que la defensa los contrainterrogue. Manifestó que la otra opción es tener testigos protegidos, poniendo de relieve que se trata de un asunto de opciones políticas y de medios para asegurar la integridad del testigo y de sus familias.


En la sesión siguiente, la Comisión escuchó la opinión del profesor señor Jean Pierre Matus.


El profesor señor Matus agradeció la invitación a participar en esta discusión e inició su presentación señalando que, atendida la petición que se le formulara en el oficio de invitación que se le remitiera, informaría en general sobre la iniciativa en estudio, teniendo, a la vez, en cuenta la Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, Chahuán, García y Prokurica, contenida en el Boletín N° 9.669-07, que versa sobre el mismo tema. Por tal razón, explicó que se referiría de manera conjunta a ambos proyectos.


Opinó que, sin lugar a dudas, la actual ley antiterrorista debe modificarse por variadas razones. Expresó que una de las más importantes radica en las perplejidades que ha producido su aplicación, a pesar de las innumerables reformas que ha sufrido en los últimos 20 años.


Expresó que los principales problemas que se detectan en el foro a propósito de esta ley derivan de que, en principio, ella parece tener penas muy excesivas para ciertos hechos, pero al mismo tiempo ese exceso de rigor es compensado con un sinnúmero de requisitos que hacen muy difícil su aplicación, debido a las exigencias probatorias. Añadió que incluso para los casos en que efectivamente se han configurado estos ilícitos en juicios, su aplicación por nuestros tribunales ha sido considerada discriminatoria en instancias internacionales, como lo indica la sentencia de la Corte Interamericana de Justicia contra el Estado de Chile en el caso Norín Catrimán. Afirmó que estas dificultades han hecho que la ley vigente esté deslegitimada.


Manifestó que tanto la ya referida Moción como el Mensaje en estudio señalan dos formas diferentes de abordar el problema. El Mensaje parte de la base que lo que debe incriminarse es la idea de asociación criminal terrorista y, a partir de esa idea, se sanciona a quienes participan en su fundación; a quienes lo hacen activamente; a los que adhieren a ella; a los que actúan de manera separada pero cumpliendo las mismas finalidades, etc. Esto se debe a que según el Mensaje, el terrorismo es fundamentalmente un ilícito de organización, lo que sigue de alguna forma los modelos legislativos alemán y español e implica exigir una serie de pruebas para apreciar la existencia de una organización criminal terrorista, como son: a) que se demuestre que existe una asociación o grupo criminal efectivamente organizado en atención a la cantidad de sus miembros, su dotación, etc.; b) que sus integrantes hayan demostrado objetivamente que son parte de una organización criminal terrorista cometiendo los delitos que se indican, y c) que se pruebe que los delitos cometidos de la lista indicada se han cometido con alguna de las siguientes finalidades: i) socavar o destruir el orden público; ii) imponer exigencias o arrancar decisiones a la autoridad, y iii) infundir temor generalizado en la población de sufrir la privación de sus derechos fundamentales.


Añadió que el Mensaje también considera un acápite para incorporar a la legislación común las medidas especiales de investigación, estableciendo un nuevo párrafo 4º en el libro 1º del Código Procesal Penal, con 25 artículos nuevos. Destacó de esta proposición que junto con incorporar las técnicas especiales de investigación que ya existen en otros delitos (agente encubierto, agente revelador, entregas vigiladas, testigos reservados), modifica de alguna manera estas medidas, haciendo en la mayor parte de los casos más exigentes los requisitos para su otorgamiento y, en otros, imponiéndole límites adicionales a su empleo. Explicó que lo último es llamativo, pues si se han obtenido medios probatorios en forma legítima en la investigación de una organización criminal, no se divisa razón para que esa misma evidencia no se utilice en otros procedimientos.


Indicó que, por su parte, la Moción considera otro esquema. En primer lugar, trata de mejorar la actual ley antiterrorista, manteniendo el mecanismo existente, con un artículo primero donde se identifican las finalidades y circunstancias que transforman un delito en terrorista y un artículo segundo, en el cual se mencionan nominativamente los hechos que, de concurrir las circunstancias que señala el artículo anterior, pueden ser calificados como terroristas. Estas circunstancias son las siguientes: ser cometido con la finalidad de producir en toda la población o en parte de ella el temor justificado a ser víctima de la misma clase de delitos; ser cometido con la finalidad de desestabilizar el orden constitucional democrático; ser cometido con la finalidad de arrancar o inhibir decisiones de la autoridad; ser cometido obedeciendo a un plan determinado de atentar contra una categoría o grupo de personas; ser cometido empleando artificios nucleares, bacteriológicos o similares, o ser cometido empleando bombas o explosivos.


Destacó que respecto a la asociación criminal terrorista, la Moción la considera, pero sólo en cuanto a uno de los delitos que se pueden cometer con esta finalidad y no como un delito base.


En cuanto a las medidas de investigación, hizo notar que la iniciativa de los señores Parlamentarios se limita a incluir medidas especiales de investigación para los delitos terroristas y no pretende una regulación más general, como lo contempla el Mensaje. Por tal razón, la Moción incorpora en la ley antiterrorista las actuales disposiciones de la ley N° 20.000 sobre medidas investigativas especiales. La novedad en este aspecto es la incorporación de la posibilidad de requerir antecedentes a terceros que no sean funcionarios públicos, posibilidad que no existe en el Código Procesal Penal y que puede resultar muy útil.



Efectuando una valoración de tipo general de las dos iniciativas en análisis, expresó que tanto el proyecto contenido en el Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República como el de la Moción del grupo de señores Senadores de Renovación Nacional que se ha tenido a la vista, contemplan propuestas innovadoras bajo el común propósito de perfeccionar y hacer eficaz la legislación antiterrorista, asumiendo que la actual adolece tanto de problemas de legitimidad como de eficacia.



Así, dijo, la idea de definir una asociación criminal más allá de la escueta descripción del vigente artículo 292 del Código Penal podría parecer apropiada, sin perjuicio de las correcciones que debieran hacerse a la definición propuesta. También es fundamental, definida que fuera la asociación criminal, determinar los grados de colaboración punibles y las consecuencias que ello tiene para la responsabilidad penal. Pero, agregó, quizás en este punto es donde la actual legislación común parece más acorde con los requerimientos internacionales que la propuesta del Mensaje y es por ello que una definición exclusiva de asociación criminal terrorista sin atención a la regulación de la asociación ilícita del Código Penal quizás traiga más problemas que soluciones. Las ideas y el proyecto del Informe de la Comisión de Expertos parecían en este punto más acordes con el propósito de introducir una figura especial de “asociación criminal terrorista”, aunque la configuración de las reglas que para las asociaciones criminales proponía dicha Comisión no necesariamente suponían un efectivo perfeccionamiento de la legislación vigente, tanto en materia de asociaciones ilícitas cuanto en el tratamiento penal del terrorismo propiamente tal. 



Continuó indicando que también parece razonable aprovechar la oportunidad de legislar para dotar a los organismos investigadores de facultades que permitan una efectiva investigación, sanción y prevención de los atentados terroristas, sin perder de vista que muchas veces sus autores financian tales hechos mediante la comisión organizada de delitos comunes y no exclusivamente terroristas, como plantea el Mensaje. Otra cosa es la buena o mala fortuna que se ha tenido en este esfuerzo y que parece estar mediada por una excesiva desconfianza en la Policía, el Ministerio Público y los jueces, de modo que, inexplicablemente, en muchos casos la nueva regulación exige requisitos o impone condiciones que no estaban presentes en la vigente y que pueden hacer inoperantes, en la práctica, las medidas que se proponen, tales como la desaparición de los testigos anónimos o reservados, la limitación para emplear pruebas obtenidas lícitamente en otras investigaciones y la comunicación del contenido de las diligencias reservadas al juez y, eventualmente, a las defensas. 



Opinó que en cuanto a la Moción, resulta destacable el esfuerzo por ofrecer una delimitación de los delitos terroristas como supuestos especialmente graves de delitos existentes por la concurrencia de los criterios subjetivos u objetivos que se establecen. Esta forma de regulación parece más clara, directa y, sobre todo, practicable, que fundamentar la existencia del terrorismo en una organización criminal. Pero no es afortunado el exceso de referencias a artículos determinados del Código Penal, problema que también padece el proyecto del Mensaje, y es muy discutible la forma de agravar las penas y los efectos de tales agravaciones, muy parecidos a la de la ley actualmente vigente. Por otra parte, la forma más sencilla y coherente con la legislación vigente de introducir las medidas especiales de investigación es también loable, aunque no pareciera que ello debiera limitarse a la investigación de los actos terroristas, tal como ya se dijo.



Sostuvo que, lamentablemente, dada la contingencia política y las premuras de los tiempos, ni el Mensaje ni la Moción ofrecen una completa regulación de todos los hechos que de conformidad con el derecho internacional pueden calificarse de terroristas, aunque se debe decir que en este punto la técnica empleada por la Moción facilitaría mucho la incorporación de aquellos no tenidos todavía en cuenta.



Por lo tanto, declaró, existiendo elementos valiosos a tener en consideración en ambos proyectos, parece razonable proponer su tramitación conjunta y su eventual fusión en único proyecto de ley que sustituya la actual Ley Nº 18.314, para rescatar los elementos positivos de cada uno, perfeccionar aquellas proposiciones normativas que podrían generar problemas de aplicación y complementar su contenido con aquello que no regulan y debieran, de modo que sea posible ofrecer al país una nueva regulación en la materia, coherente, adaptada a las exigencias de los tiempos y del ordenamiento internacional en el que estamos inmersos y que, además, tenga el apoyo transversal que una legislación de esta naturaleza requiere.



A continuación, sobre la base de los razonamientos antes consignados, informó que formularía una propuesta neutral y normativamente fundada, teniendo al Derecho internacional como base para una reforma integral de la legislación local antiterrorista.


Precisó que, a su juicio, carece de interés teórico y práctico la discusión acerca de cuál sería la esencia de una conducta terrorista y particularmente debatir acerca de si tal calificación la otorga o no su adscripción a una asociación u organización criminal de carácter terrorista o la existencia de determinados elementos subjetivos u objetivos, como podría desprenderse de la comparación superficial de los dos proyectos presentados. Ello por cuanto mientras el proyecto del Mensaje sí termina por reconocer la existencia de actos terroristas no vinculados a asociaciones criminales de dicha índole, sino únicamente compartiendo sus finalidades, la Moción considera también un delito terrorista de asociación ilícita constituida para cometer delitos de ese carácter.



Hizo presente que, por otra parte, nuestras obligaciones internacionales no apuntan a la consagración de uno u otro modelo, sino simplemente a la necesidad de implementar los Tratados Internacionales que Chile ha suscrito voluntariamente, así como las Resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas que, dictadas de conformidad con el Capítulo VII de la Carta, también nos obligan.



Y es por ello, prosiguió, que si se tiene en vista el cumplimiento de tales obligaciones, la fusión del Mensaje con la Moción presentadas para sustituir la ley Nº 18.314, recogiendo los elementos valiosos contemplados en ambos proyectos, debiera ir un poco más allá de afrontar puntuales problemas de seguridad y servir de punto de partida para una reformulación de la legislación sobre conductas terroristas que nos permita cumplir nuestras obligaciones internacionales en la materia, en toda su amplitud.



Afirmó que para adoptar este punto de partida, hay buenas razones tanto políticas como prácticas. Desde un punto de vista político, en primer lugar cabe señalar que dichas obligaciones internacionales se han establecido con el propósito de no ofrecer refugios jurisdiccionales a quienes realizan tales hechos, obligando a los Estados suscriptores a su castigo o entrega en extradición. Y sea cual sea la opción técnica de Chile en la materia, es necesario cumplir con el requisito básico de que los hechos por los que se castiga o se concede la extradición sean punibles y extraditables en Chile, es decir, estén tipificados en la ley y la sanción que se les establezca importe más de un año de privación de libertad.



En segundo término, también es adecuado a las circunstancias actuales tomar en cuenta tales Tratados y Resoluciones como base de una legislación sobre conductas terroristas, pues sólo ese punto de vista externo y al que el Estado de Chile se ha sometido voluntariamente como parte de la Comunidad Internacional, nos permite adoptar una política de Estado en la materia, alejada de teorizaciones, prejuicios y miedos individuales o partidistas, permitiendo ver la legislación que se precisa en esta materia como una respuesta nacional a un problema del presente y del futuro, sin resquemores acerca del pasado.



Aseveró que desde el punto de vista práctico, como se verá, si bien es sabido que la legislación internacional no define con precisión qué es un hecho terrorista, por una parte da bastantes luces al respecto y, por otra, y lo más importante, ofrece un catálogo determinado de 16 Tratados o Convenciones Internacionales que establecen específicas obligaciones de tipificar y sancionar con penas adecuadas ciertos hechos que objetivamente podemos considerar como terroristas. Además, las dos Resoluciones que en la materia ha dictado con carácter obligatorio el Consejo de Seguridad (1363 y 1264), también precisan una serie de hechos cuya tipificación y sanción se prescribe a título de conductas terroristas, su financiamiento, inducción y facilitación. Y por si lo anterior no facilitase suficientemente la labor, la Organización de las Naciones Unidas dispone de dos organismos especializados -la Oficina Contra las Drogas y el Delito y el Comité Contra el Terrorismo del Consejo de Seguridad- que han preparado materiales en los cuales no sólo se analizan los problemas y soluciones que presenta la prevención y sanción del terrorismo, sino también ofrecen modelos de legislación que recogen las experiencias de los miembros de la ONU en la materia y el Derecho Comparado e Internacional.



En cuanto a las luces o esbozos de una definición internacional del terrorismo, consideró útil citar la Resolución 49/60, de 1994, donde se “declara solemnemente” que “3. Los actos criminales con fines políticos concebidos o planeados para provocar un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en personas determinadas son injustificables en todas las circunstancias, cualesquiera sean las consideraciones políticas, filosóficas, ideológicas, raciales, étnicas, religiosas o de cualquier otra índole que se hagan valer para justificarlos”. Recordó que, posteriormente, al adoptarse la llamada Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo (A/RES/60/288), la Asamblea General declaró el 8 de septiembre de 2006 “que los actos, métodos y prácticas de terrorismo en todas sus formas y manifestaciones constituyen actividades cuyo objeto es la destrucción de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la democracia, amenazando la integridad territorial y la seguridad de los Estados y desestabilizando los gobiernos legítimamente constituidos, y que la comunidad internacional debe adoptar las medidas necesarias a fin de aumentar la cooperación para prevenir y combatir el terrorismo”. Y por su parte, el Consejo de Seguridad, en su resolución 1.566 (de 2004), determinó elementos de una definición al referirse al terrorismo como los “actos criminales, inclusive contra civiles, cometidos con la intención de causar la muerte o lesiones corporales graves o de tomar rehenes con el propósito de provocar un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en determinada persona, intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de realizarlo”.



Indicó que, sin embargo, a pesar de que nada de lo anteriormente expuesto puede considerarse como una definición normativa universal respecto de qué ha de entenderse por terrorismo, lo cierto es que las obligaciones de los Estados respecto de tipificar y sancionar ciertos actos de terrorismo o delitos terroristas en particular no derivan, en sentido estricto, de las Declaraciones de la Asamblea General ni del Consejo de Seguridad, sino de los Tratados vigentes y las Resoluciones del Consejo de Seguridad dictadas de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas. Es por ello que en la mencionada Resolución 49/60, se “declara solemnemente” que los Estados deben “tomar cuanto antes todas las medidas necesarias para aplicar los convenios internacionales vigentes en la materia en que sean partes, incluida la armonización de su legislación interna con esos convenios” (5, e), y en la Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo (A/RES/60/288), se reitera el llamado a cumplir con los tratados y las Resoluciones de la ONU en la materia, incluyendo “asegurar que los autores de actos terroristas sean detenidos y enjuiciados o extraditados, de conformidad con las disposiciones pertinentes del derecho”.



Informó que los Tratados suscritos a la fecha que abordan diferentes aspectos del terrorismo internacional son: el Convenio sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves, de 1963 (1); el Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, de 1970 (2); el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, de 1971 (3); la Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, de 1973 (4); la Convención internacional contra la toma de rehenes, de 1979 (5); la Convención sobre la protección física de los materiales nucleares, de 1980 (6); el Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicios a la aviación civil internacional, de 1988 (7); el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, de 1988 (8); el Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, de 1988 (9); y el Convenio sobre la marcación de explosivos plásticos para los fines de detección, de 1991 (10); el Convenio internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas de 1997 (11); el Convenio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo, de 1999 (12); el Convenio internacional para la represión de los actos de terrorismo nuclear, de 2005 (13); el Nuevo Convenio de Aviación Civil, de 2010 (14); el Protocolo complementario del Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, de 2010(15); y el Protocolo del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, de 2005 (16).



De allí, añadió, que el Artículo 2 de la Convención Interamericana contra el Terrorismo, del año 2002, simplemente declara que para sus propósitos son delitos terroristas los que se indican en los tratados antes mencionados, suscritos a esa fecha, 
 y su Artículo 3 establece que “cada Estado Parte, de acuerdo con sus disposiciones constitucionales, se esforzará por ser parte de los instrumentos internacionales enumerados en el artículo 2 de los cuales aún no sea parte y por adoptar las medidas necesarias para la aplicación efectiva de los mismos, incluido el establecimiento en su legislación interna de penas a los delitos ahí contemplados.”.



Por lo tanto, resumió, como la Oficina de las Naciones Unidas para el Control de las Drogas y el Delito explica, “la falta de una definición amplia no constituye un problema jurídico para los profesionales” que quieran implementar en sus países las obligaciones ya existentes en la materia, contenidas en los Tratados y Resoluciones ya mencionados, pues en ellos básicamente se obliga a la tipificación de ciertos actos que se estiman per se como terroristas, según el detalle y las exigencias particulares de cada tratado o resolución, tal como esquemáticamente aparecen en el siguiente cuadro elaborado por dicha Oficina respecto de los Tratados en cuestión:

“Instrumentos universales a simple vista
Convenio de 1963 sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves

- se aplica a los actos que afectan la seguridad de una aeronave en vuelo.


- autoriza al comandante de la aeronave a imponer medidas razonables, incluso coercitivas, a una persona que haya cometido o esté a punto de cometer una infracción o un acto cuando la adopción de esa medida sea necesaria para proteger la seguridad de la aeronave.


- los Estados contratantes se deben encargar de custodiar a los infractores y devolver el control de la aeronave al comandante legítimo.

Convenio de 1970 para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves

- comete delito toda persona que, a bordo de una aeronave en vuelo, “ilícitamente, mediante violencia, amenaza de violencia o cualquier otra forma de intimidación, se apodere de tal aeronave, ejerza el control de la misma, o intente cometer cualquiera de tales actos”.


- exige que las partes en el convenio tipifiquen el apoderamiento como delito y lo castiguen con “penas severas”.


- exige que las partes que tengan la custodia de los infractores los extraditen o enjuicien.


- exige que las partes colaboren entre sí con respecto a los juicios penales iniciado con arreglo al convenio.

Convenio de 1971 para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil

- comete delito toda persona que ilícita e intencionadamente realice contra una persona a bordo de una aeronave en vuelo actos de violencia que, por su naturaleza, constituyan un peligro para la seguridad de la aeronave, coloque o haga colocar en una aeronave en servicio, por cualquier medio, un artefacto o sustancia capaz de destruir tal aeronave o de causarle daños que la incapaciten para el vuelo o que, por su naturaleza, constituyan un peligro para la seguridad en vuelo, intente cometer uno de esos actos o sea cómplice de la persona que los cometa o intente cometerlos.


- exige que las partes en el convenio tipifiquen como delitos esas acciones y los castiguen con “penas severas”.


- exige que las partes que tengan la custodia de los infractores los extraditen o los enjuicien.

Convención de 1973 sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos

- define como “persona internacionalmente protegida” a un jefe de Estado, un jefe de Gobierno, un ministro de relaciones exteriores, un representante, funcionario o personalidad oficial de un estado o de una organización internacional que tenga derecho a una protección especial en un estado extranjero, así como los miembros de su familia.


- exige que las partes tipifiquen y castiguen como delito “con penas adecuadas que tengan en cuenta el carácter grave” de esos delitos el homicidio, secuestro u otro atentado contra la integridad física o la libertad de una persona internacionalmente protegida, la comisión de un atentado violento contra los locales oficiales, la residencia particular o los medios de transporte de esa persona, la amenaza de cometer tal atentado, y un acto que constituya “complicidad en tal atentado”.

Convención Internacional de 1979 contra la toma de rehenes

- dispone que “toda persona que se apodere de otra ... o la detenga, y amenace con matarla, herirla o mantenerla detenida a fin de obligar a un tercero, a saber, un estado, una organización internacional intergubernamental, una persona natural o jurídica o un grupo de personas, a una acción u omisión como condición explícita o implícita para la liberación del rehén, comete el delito de toma de rehenes en el sentido de la presente convención”.

Convención de 1980 sobre la protección física de los materiales nucleares

- tipifica la recepción, posesión, uso, transferencia, alteración, evacuación o dispersión de materiales nucleares sin autorización legal si tal acto causa, o es probable que cause, la muerte o lesiones graves a una persona o daños materiales sustanciales.


- enmiendas de la convención sobre la protección física de los materiales nucleares han agregado lo siguiente:


- obligan a los Estados parte a proteger las instalaciones y los materiales nucleares destinados al uso interno pacífico, su almacenamiento y su transporte;


- disponen una mayor cooperación entre los Estados con respecto a medidas prontas para localizar y recuperar materiales nucleares sustraídos o contrabandeados, reducir las consecuencias radiológicas o el sabotaje, prevenir las infracciones conexas y luchar contra ellas.

Protocolo de 1988 para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicios a la aviación civil internacional, complementaria del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil

- amplia las disposiciones del convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil de manera de abarcar los actos terroristas en los aeropuertos que prestan servicios a la aviación internacional.

Convenio de 1988 para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima

- establece un régimen jurídico aplicable a los actos contra la seguridad de la navegación marítima semejante a los regímenes establecidos respecto de la aviación internacional.


- comete delito toda persona que ilícita e intencionadamente se apodere de un buque o ejerza el control del buque mediante violencia, amenaza de violencia o cualquier otra forma de intimidación, realice algún acto de violencia contra una persona que se halla a bordo de un buque, si dicho acto puede poner en peligro la navegación segura de ese buque, o coloque o haga colocar un artefacto o una sustancia que pueda destruir el buque, o realice otros actos contra la seguridad del buque.


- el protocolo de 2005 del convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, tipifica como delito el uso de un buque para cometer un acto de terrorismo, el transporte de diversos materiales con el conocimiento o la intención de utilizarlos para causar muerte o daños graves y el transporte a bordo de un buque de personas que hayan cometido un acto de terrorismo.

El Protocolo de 1988 para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima y la de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental

- establece un régimen jurídico aplicable a los actos cometidos contra las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental semejante a los regímenes establecidos respecto de la aviación internacional.

- el protocolo de 2005 del protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental adaptó los cambios del convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima al contexto de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental.

Convenio de 1991 sobre la marcación de explosivos plásticos
 para los fines de detección

- encaminado a controlar y limitar el uso de explosivos plásticos sin marcar e indetectables (negociado como consecuencia de la colocación de explosivos en 1988 en el vuelo 103 de Panam).

- las partes están obligadas a asegurar el control efectivo, en sus respectivos territorios, de “explosivos sin marcar”.

Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas

- crea un régimen de jurisdicción ampliada sobre el uso ilícito e intencionado de artefactos o sustancias explosivos u otro artefacto mortífero en o contra un lugar de uso público, una instalación pública o de gobierno, una red de transporte público o una instalación de infraestructura con el propósito de causar la muerte o graves lesiones corporales o de causar una destrucción significativa de ese lugar público.

Convenio internacional de 1999 para la represión de la financiación del terrorismo

- exige que las partes adopten medidas para prevenir y contrarrestar la financiación directa e indirecta de terroristas.


- compromete a los Estados a aplicar sanciones penales, civiles o administrativas eficaces a las personas responsables de esos actos.


- prevé la identificación, la detección y el aseguramiento o la incautación de todos los fondos utilizados o asignados para cometer actividades terroristas, así como medidas para compartir información con otros Estados en cada caso. El secreto bancario ya no constituye una justificación apropiada para negar la colaboración.

Convenio internacional de 2005 para la represión de los 
actos de terrorismo nuclear

- abarca muy diversos actos y posibles objetivos, incluidas las instalaciones nucleares y los reactores nucleares.


- abarca las amenazas y los intentos de comisión de esos crímenes o de participar en ellos como cómplice.


- dispone que los infractores serán extraditados o enjuiciados.


- alienta a los Estados a cooperar en la prevención de ataques terroristas compartiendo información y colaborando entre ellos con respecto a las investigaciones penales y a los procedimientos de extradición.


- se ocupa tanto de situaciones de crisis (asistencia a los Estados para resolver la situación) como de situaciones posteriores a crisis (medidas para neutralizar el material radiactivo por conducto del organismo internacional de energía atómica).”.


Expresó, enseguida, que como los actos terroristas se encuentran necesitados de obtener financiamiento, se ha establecido que muchas veces sus autores se encuentran vinculados a la comisión de otros delitos de carácter instrumental que suelen ejecutarse en contextos de criminalidad organizada, sobre todo para obtener financiamiento. Así, en el párrafo 4 de la Resolución 1.373 (2001) del Consejo de Seguridad se observa con preocupación la estrecha conexión que existe entre el terrorismo internacional y la delincuencia organizada transnacional, las drogas ilícitas, el blanqueo de dinero, el tráfico ilícito de armas y la circulación ilícita de materiales nucleares, químicos, biológicos y otros materiales potencialmente letales.



De allí, indicó, que en las Naciones Unidas se haya llegado a la conclusión “que muchos de los métodos y estrategias que han resultado exitosos para luchar contra la delincuencia organizada resultan pertinentes también en la lucha contra el terrorismo”, pues el terrorismo es un delito y, muchas veces, uno de carácter organizado, en el cual los métodos del grupo terrorista para intimidar a las personas y obstaculizar la justicia son indistinguibles de los de la criminalidad organizada, tal como se entiende en la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus protocolos. Estos métodos y estrategias abarcan desde las medidas procesales, incluyendo las técnicas especiales de investigación dispuestas al efecto (vigilancia electrónica, agentes encubiertos, entregas vigiladas, testigos protegidos y anónimos, etc.), hasta una estrecha colaboración internacional.



Además, continuó explicando, como se destaca en el Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, la regulación de los delitos terroristas y las medidas de investigación y prevención de los mismos de cualquier forma que se haga, se entiende que debe hacerse en el contexto del marco del respeto de los derechos fundamentales consagrados en los tratados internacionales vigentes, incluyendo las garantías básicas de seguridad e integridad personal y de un debido proceso, tal como lo repiten las Resoluciones de la Asamblea General y el Consejo de Seguridad y lo destaca insistentemente la Oficina Contra las Drogas y el Delito. Pero es claro que el respeto de tales derechos y garantías no puede suponer que los delitos en cuestión no se tipifiquen o que las especiales medidas de investigación no se adopten, sino que es necesaria una adecuación de éstos y éstas a las exigencias básicas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.


Concluyendo su intervención, se refirió a la función del legislador en el control de las conductas terroristas y anunció que haría una propuesta de regulación.



Aseveró que el fenómeno terrorista tiene muchas causas sociales, resultando claro que una legislación represiva como la que se ha propuesto no puede resolver ni los conflictos subyacentes ni las posibilidades de excesos o actuaciones policiales defectuosas o judiciales equivocadas, ni tampoco suplir todos los mecanismos políticos y de cooperación internacional involucrados. Observó que, sin embargo, como señala la Oficina de las Naciones Unidas para el Control de las Drogas y el Delito, “al legislador nacional le corresponde la misión de suministrar el marco normativo y jurídico dentro del cual el sistema de justicia penal ejerce su función contra el terrorismo”.



Informó que, para que el cumplimiento de esta función sea eficaz y se cumpla lo que de nosotros espera el Derecho Internacional, sería necesario fundir los proyectos presentados para ofrecer uno nuevo, que, rescatando lo bueno de cada uno de ellos, al mismo tiempo permita cumplir con nuestras obligaciones internacionales en la materia.



Precisó que el nuevo proyecto así fusionado debiera orientarse al menos a lograr los siguientes objetivos:



a) Sustituir la vigente ley Nº 18.314 por una nueva, más completa y eficaz legislación que establezca los delitos terroristas y fije su penalidad, que sea autónoma y que contenga todos los elementos requeridos por las convenciones internacionales y las resoluciones del Consejo de Seguridad que permitan cumplir con nuestras obligaciones de juzgar o extraditar y de colaboración internacional;



b) Tipificar en dicha ley con claridad la mayor parte de los hechos y conductas que pueden calificarse de terroristas, según el Derecho Internacional, de manera que su conocimiento permita comprender el sentido de las prohibiciones y el detalle de las conductas punibles sin excesivas referencias;



c) Clarificar las formas de participación punible y los grados de desarrollo del delito relevantes para el delito terrorista, incluyendo una revisión del concepto de organización criminal terrorista, de conformidad con el Derecho Internacional;



d) Examinar el resto de la legislación, sobre todo la penal, para incorporar en ella modificaciones que la hagan compatible y funcional con la nueva ley N° 18.314;


e) Establecer un marco razonable y con pleno respeto de las garantías judiciales y el derecho a un justo y racional procedimiento para la regulación de las formas especiales de investigación, agentes encubiertos y reveladores, entregas vigiladas, medidas intrusivas de investigación y testigos protegidos y anónimos, tomado en cuenta los aportes tanto de la Moción como del Mensaje.


Complementando su intervención, hizo entrega a la Comisión del borrador de un proyecto de ley que recoge las sugerencias antes consignadas en materia de Derecho Internacional.

A continuación, la Comisión escuchó la exposición del abogado señor Ángel Valencia.


El señor Valencia agradeció la invitación a participar de la discusión de este proyecto e informó que centraría sus observaciones en las disposiciones propuestas por el Mensaje del Ejecutivo.

En primer lugar, manifestó que en la nómina de delitos base no se consideran los atentados cibernéticos que se realizan a bases de datos.

Señaló, enseguida, que el proyecto tiene normas que exceden la meta de determinación de las conductas terroristas, pues no sólo se introduce el delito de asociación ilícita terrorista, sino que también se considera normas de derecho procesal de aplicación general a la persecución de la delincuencia organizada, lo que excede con creces las conductas terroristas.


Observó que el hecho de analizar la reformulación de las reglas procesales para la persecución de la delincuencia organizada excede con mucho el marco de discusión de la nueva ley antiterrorista y puede preterir las características singulares de las causas por narcotráfico y lavado de activos.


Señaló que comparte la idea de estudiar en conjunto la nueva tipificación de los delitos terroristas y los medios procesales para su aplicación eficaz -incorporándolos al Código del ramo, que es donde siempre debieran haber estado-, y, en paralelo, aumentar el control jurisdiccional de las decisiones adoptadas por el fiscal, pues los sistemas de control administrativo al interior del Ministerio Público han demostrado que no son lo suficientemente eficaces, no por razones atribuibles a las personas que ejercen esas funciones, sino por la forma como está estructurado el asunto en la propia ley.


Indicó que, con todo, el Mensaje carece de fundamentos detallados que permitan entender a cabalidad los principios inspiradores de las reformas procesales propuestas, más allá de invocar el fortalecimiento de las garantías del imputado y la legitimidad de la acción estatal, que no es más que un propósito general de la legislación procesal penal. En cambio, dijo, no se observa un diagnóstico, una explicación de propósitos ni de las ideas que fueron desechadas en el camino de la elaboración del proyecto.


En relación con las normas penales sustantivas que propone el Mensaje, advirtió que el artículo 1º pone de manifiesto que no hay coincidencia entre los ilícitos del catálogo del delito relacionados con la asociación criminal terrorista y la enunciación genérica que se suponía que hacía el numeral V 1) de la exposición de motivos del proyecto. En los hechos, expresó, ese catálogo es más amplio que el enunciado en la parte introductoria, sin que se aprecien razones para ello.


Advirtió que no hay ninguna razón aparente que justifique la no incorporación en la nómina de los delitos base del artículo 4º de la Ley de Seguridad del Estado, del tipo de envío de efectos explosivos del artículo 403 bis del Código Penal, de los delitos de incendio y estragos del mismo cuerpo punitivo y del delito de descarrilamiento. También se observan errores de redacción en la mención a los ilícitos de la Ley de Control de Armas, lo que es doblemente relevante si se tiene en cuenta lo que señala la letra b) del artículo 4º del Convenio Internacional sobre Actos Terroristas cometidos con bombas de la Organización de Naciones Unidas, del año 1997, en el que se establece que los Estados adoptarán las medidas que sean necesarias para sancionar, entre otros delitos, aquellos cometidos haciendo uso de artefactos mortíferos confeccionados con materiales explosivos, por medio de la imposición de penas efectivas y adecuadas.


Manifestó, enseguida, que el proyecto subestima la importancia que puede tener para el país la comisión de atentados de carácter informático. Recordó que nuestras sociedades son cada vez más vulnerables frente a ataques a los sistemas de tratamiento de datos vinculados al aparato bancario, a las instituciones de suministros básicos o a la industria de la telecomunicación inalámbrica, de modo que un atentado a esas tecnologías podría ocasionar daños mucho más severos que una bomba casera. Por su parte, la ley que tipifica los ilícitos informáticos establece sanciones mínimas, por lo que apoyó que en esta lista se incorporen, al menos, las siguientes figuras: la inutilización maliciosa de un sistema de tratamiento de información, sus partes o componentes; impedir, obstaculizar o dificultar su funcionamiento, y alterar o destruir los datos contendidos en un sistema de tratamiento automatizado de información.


En otro orden de materias, observó que existen dificultades en la determinación de los estándares para definir cuándo se entenderá que existe una organización delictual terrorista y para hacer la distinción entre una asociación y un grupo de dos o más personas, pues no se proporcionan estándares para distinguir una del otro y, por ejemplo, no hay forma de saber con la sola lectura de la ley si dos personas son suficientes para conformar una asociación o si, por el contrario, sólo alcanza para un grupo; si se puede hablar de asociación cuando los medios de que se dispone son mínimos, o si la estructura horizontal de un colectivo es tal que no se devela una distribución clara de tareas y funciones pudiendo hablarse aún de asociación.


En cuanto al artículo 3º, indicó que contiene una mención indirecta a la cantidad de personas que debe contener una asociación al incorporar las ideas de “integrante activo” y “adherente positivo”, pero referidas tanto a las asociaciones, las organizaciones y los grupos.


Al respecto, añadió que no se consideran fórmulas que permitan rebasar las exigencias probatorias para tener por acreditada la existencia de un grupo en que la identidad de sus miembros no ha podido ser establecida fehacientemente, a efectos de sancionar al adherente positivo o al integrante activo. Recordó que, en la actualidad, se requiere acreditar la identidad del resto de los miembros de un colectivo para configurar respecto de un imputado la agravante de actuar en grupo o pandilla, o ser varios los malhechores. Para no tener el mismo problema, propuso que se incorpore de forma expresa una norma que permita emplear la figura del adherente o el integrante con la sola acreditación de la existencia del grupo o asociación terrorista y sin que sea necesario acreditar la identidad de cada uno de sus miembros.


En relación con el artículo 2º, hizo presente que también se pueden hacer numerosas observaciones. Respecto del inciso primero de la disposición, que sanciona la participación en el acto fundacional del grupo o asociación terrorista, manifestó que puede dar lugar a varios problemas. En primer término, está la situación de la organización que en su origen no tuvo como propósito el terrorismo, pero que con el correr del tiempo devino en este tipo de actividades. En segundo lugar, se parte de la base que las asociaciones que indica el inciso primero surgieron en un único acto fundacional en una fecha específica, lo que en principio descarta a las agrupaciones con un origen difuso.


Señaló que resulta apropiado lo que propone el Mensaje, en orden a sancionar a quien provea o haya proveído fondos para el financiamiento de una organización de esta índole, lo que pone en consonancia nuestra legislación con lo que plantea la letra b) del artículo 4° de la Convención Internacional para la Financiación del Terrorismo de la Organización de Naciones Unidas. Al respecto, destacó que la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, dispone que esa entidad tendrá por finalidad, entre otras, prevenir el uso del sistema financiero para la comisión del delito de lavado de activos que provienen de la perpetración de delitos terroristas. Teniendo este punto en consideración, propuso agregar en el proyecto de ley una disposición que incluya en la norma antes citada la misión más genérica de que esa Unidad impedirá la utilización del sistema financiero para el financiamiento de las actividades terroristas futuras.


Expresó que la norma anterior hay que compararla con la proposición del artículo 5° del Mensaje, que tipifica el delito de financiamiento de una organización criminal terrorista, abarcando tanto el financiamiento directo como el indirecto. Observó que el problema de la formulación de la norma es que la descripción de la conducta se refiere a ambas circunstancias en conjunto y no de forma disyuntiva, lo que genera un evidente problema de aplicación práctica, porque no se entiende como un acto de financiamiento puede ser, a la vez, directo e indirecto.


Por otra parte, expresó que el inciso final de la disposición sanciona al que activamente integrare una organización terrorista. Sobre el punto, advirtió que es difícil determinar qué significa integrar activa o pasivamente una entidad, añadiendo que el proyecto no considera ningún elemento que ayude a definir esta distinción.


En relación con el artículo 9°, planteó varias observaciones. En primer término, los incisos primero y segundo de la norma reiteran lo que la ley procesal ya establece y la única innovación genuina es la atribución expresa para que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública presente querella. Indicó que el problema es que esta formulación mantiene el debate de si las víctimas directas de los delitos base que configuran un tipo terrorista pueden accionar invocando el estatuto antiterrorista o si solo pueden recurrir por el ilícito común que les afectó. Señaló que esta discusión tuvo su origen en la distinción del bien jurídico afectado, pues el delito terrorista afecta a la colectividad y muchas veces el delito base sólo interfiere con bienes jurídicos individuales. Con todo, observó que la jurisprudencia ha zanjado el punto, permitiendo que las víctimas accionen por delito terrorista. Explicó que si se mantiene ese criterio, tal como lo hace el Mensaje, es probable que en un caso determinado haya una multiplicidad de querellantes.


Respecto de la letra a) del artículo 9°, relativo a la regulación de la facultad del Ministerio Público de archivar provisionalmente la causa cuando hay una querella presentada, sostuvo que esta regla tiene poco sentido, porque según las normas generales, el Ministerio Público no tiene la atribución para archivar provisionalmente una causa cuando en ella litiga un querellante.


En relación con la letra b) de la misma disposición, relativa a la facultad del Ministerio Público de optar por no perseverar en la causa, se propone establecer que el uso de esa facultad requiera fundamentación y se establece una apelación para la contraparte agraviada. Explicó que es razonable exigir fundamento, pero que es muy discutible que se pueda impugnar el uso de la facultad en cuestión, pues en ese caso la intervención judicial sólo tiene por propósito tomar conocimiento de la decisión administrativa previa del órgano prosecutor y comunicarla a las partes y, en ningún caso, controlar el mérito de la misma. Manifestó que si el propósito del autor del proyecto es que el juez pueda controlar el mérito de esta decisión, es necesario añadir la posibilidad de que el querellante fundamente su solicitud indicando diligencias útiles para continuar con la investigación, que no hubieren sido solicitadas antes del cierre de la misma.


Respecto de la propuesta de la letra c), concerniente a la posibilidad de forzar la acusación sin previa formalización, sostuvo que ello puede implicar una conculcación innecesaria de las garantías del imputado e incluso puede considerársela como una opción discutible a la luz de lo que ha señalado el Tribunal Constitucional, donde se ha discutido si una mera decisión administrativa como lo es formalizar a un imputado, es óbice para el ejercicio de la acción penal por quien tiene derecho a impetrarla. Señaló que la formulación propuesta introduce una dificultad importante para que los acusados puedan conocer con antelación los hechos que se le atribuyen, pues la mecánica procesal común otorga esta facultad desde el inicio del procedimiento, o a lo menos desde la formalización judicial de la imputación, lo que concluye en el deber de congruencia que se le impone al juez en su sentencia. Indicó que esta dificultad podría salvarse si se contempla una norma que prevea que la acusación sólo puede considerar los hechos descritos en la querella del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, lo que importaría terminar con la actual práctica de deducir querellas contra quien resulte responsable.


En relación con las modificaciones al Código Procesal Penal, reiteró la crítica general que ha formulado al respecto. Añadió que también se pueden sostener observaciones particulares sobre lo que se propone como nuevo artículo 226 C, relativo al plazo de investigación. Explicó que la ley vigente establece que el plazo para la investigación formalizada lo fija el juez, con un máximo de 2 años, al término del cual la fiscalía debe acusar u optar por los caminos alternativos que establece el artículo 248 del Código Procesal. La norma propuesta, en cambio, amplia este plazo a 3 años, a todo evento. Con todo, destacó que esta nueva regla no es una ampliación real de plazo para investigar –como aparenta- sino, por el contrario, una limitación. Explicó que ello se debe a que la determinación del plazo de la investigación formalizada que fija el juez en el procedimiento ordinario se cuenta desde la formalización, que es un acto discrecional del Ministerio Público, que ejerce cuando esté mejor preparado. En cambio, la regla propuesta cuenta el plazo de la investigación desde la primera intervención del tribunal. Señaló que el problema con esta opción es que el fiscal no controla esta primera diligencia, y por ello puede verse compelido a concluir su investigación aunque no tenga los antecedentes suficientes para acusar.


En último término, indicó que si el propósito del Ejecutivo es fortalecer la defensa, garantizando que las investigaciones tendrán lugar dentro de plazos acotados y que no se someterá al imputado a una investigación desformalizada indefinida, la opción era más bien intervenir el artículo 186 del Código Procesal Penal, fijando un plazo perentorio para que el fiscal formalice cuando el juez se lo ordene, o estableciendo una sanción procesal para el fiscal que no lo haga.


A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín, quien planteó que es necesario que el Ejecutivo se pronuncie en alguna forma respecto de las observaciones realizadas por los abogados señores Matus y Valencia, pues en sus exposiciones ellos han abordado cuestiones que son nuevas en este debate.


En la sesión siguiente, la Comisión tuvo la oportunidad de escuchar al profesor señor Jorge Bofill.


El profesor Bofill agradeció la invitación a participar en la discusión de esta iniciativa e informó que se referiría fundamentalmente a las normas procesales que ésta contiene.


Explicó que, en el ámbito procesal, el proyecto contempla dos grupos de reglas. En primer término, están las normas contenidas en el artículo 9°, que integrarían la propia ley antiterrorista. En segundo lugar, se incorpora al Código Procesal Penal un nuevo párrafo cuarto que establece un estatuto de aplicación general de técnicas investigativas en relación a los delitos complejos.


En términos generales, planteó que la técnica de modificación antes bosquejada es en sí misma problemática, porque a propósito de una legislación paradigmáticamente especial, como es la ley antiterrorista, se modifica de forma profunda el sistema procesal penal con el pretexto de la especialidad que implica el combate al terrorismo. Observó que ello causa dificultades, dado que levanta cierto velo de incertidumbre respecto a otras iniciativas que también buscan actualizar en forma profunda el sistema procesal penal en base a un diagnóstico trabajado por un grupo amplio y trasversal de expertos.

Expuso que muchas de las implicancias de las normas procesales que en esta ocasión se plantean dejan a un lado la labor ya avanzada en una iniciativa anterior, sobre todo en las observaciones que en su minuto se plantearon sobre la evidente falta de la coordinación que se necesita entre los diversos actores que operan el sistema de justicia penal en Chile.


Señaló que existe un problema adicional y de base, derivado del esquema de modificación que se plantea. Explicó que en la legislación penal antiterrorista comparada, los Estados se atreven a establecer ciertas reglas procesales especiales que serían inaceptables para la persecución penal normal; por ejemplo, la existencia del agente revelador, el que cuente o no con una autorización judicial previa, implica que existe una autorización para que un funcionario público cometa una conducta tipificada en la ley como delito. Señaló que un elemento de ese tipo podría discutirse en la ley antiterrorista, pero que es bastante menos aceptable para la persecución de la delincuencia común. Indicó que un caso similar puede plantearse respecto de los testigos de identidad protegida.


Indicó que pese a las observaciones anteriores, el artículo 226 A que el proyecto propone incorporar al Código Procesal Penal, expresamente señala que los métodos investigativos de las conductas terroristas también serán aplicables a otras persecuciones penales complejas que lo requieran, como es el caso de los delitos cometidos por organizaciones criminales. Al respecto, sostuvo que aunque la persecución de las mafias criminales supone una complejidad especial, no por ello puede considerarse la aplicación completa del estatuto investigativo antiterrorista sin más.


Recordó, enseguida, que buena parte de la discusión pública sobre seguridad arroja como resultado la necesidad de dotar al Ministerio Público de nuevos recursos para la implementación de unidades de investigación de delitos complejos. Sin embargo, dijo, la Comisión Presidencial formada en la Administración anterior para estudiar el funcionamiento del sistema procesal penal concluyó otra cosa: uno de los principales problemas parece ser que el Ministerio Público no fundamenta adecuadamente su decisiones, por lo que si se quiere dotar al ente persecutor de más facultades, es necesario exigirle, como contrapartida, más rendición de cuentas y más justificación a la hora de tomar una decisión que tenga incidencia en el proceso. Pese a lo anterior, manifestó que las nuevas reglas del Mensaje retroceden en este punto, pues se le otorga un repertorio sustantivo de nuevas facultades al ente persecutor, sin exigírsele, como contrapartida, justificar su uso.


Precisó que la situación se agrava si se permite sostener que el tenor del artículo 226 A también establece el marco de aplicación del nuevo artículo 226 D, sobre secreto de la investigación, que modifica la norma general del artículo 182 del Código Procesal Penal. Este último precepto específica una norma básica del nuevo sistema de persecución, referida al derecho de acceso a los antecedentes de la investigación por parte del imputado y su defensa, con límites temporales muy acotados. Manifestó que el único cuerpo legal que contiene una regla más general sobre secreto de la investigación es el procedimiento de la ley de lavado de activos, cuya aplicación práctica ha sido muy cuestionada en los tribunales.


En relación al detalle de las disposiciones propuestas por el proyecto, advirtió que se pueden plantear diversas observaciones. Entre ellas, se refirió a las siguientes:


1) Artículo 9° del texto del Mensaje. Esta disposición establece presuntas reglas especiales sobre archivo provisional que no son tales, pues esta facultad del Ministerio Público está expresamente restringida en la legislación común cuando se trata de causas con querellante. En relación con la nueva regulación que se plantea para el ejercicio de la opción de no perseverar, señaló que tanto en el caso de delitos antiterroristas como en todos los demás, el Ministerio Público siempre debería fundamentar de alguna forma su decisión. Añadió que la parte que a continuación señala el artículo, que permitiría al Ministerio del Interior y Seguridad Pública sostener la acción penal aunque el Ministerio Público no formalice, atenta gravemente contra uno de los pilares del sistema actual, que consiste en la necesaria coherencia que debe haber entre la imputación, la acusación y la sentencia.


2) Nuevo artículo 226 H. Indicó que el inciso sexto de esta disposición que se propone incorporar al Código Procesal Penal, establece que el registro de la investigación del agente encubierto sólo abarcará el resultado final de su actuación y no lo que ese funcionario público hizo en cumplimiento de su encargo. Puntualizó que una norma de ese tenor pone en grave tela de juicio el derecho a defensa.


3) Medidas especiales aplicables a la prisión preventiva. En esta materia, explicó que la agravación de las condiciones de aislación del imputado sujeto a esta medida cautelar especial sólo tiene un sentido claro cuando se trata de persecución de delitos terroristas, pero no para el resto de los casos en que se aplicarían las nuevas normas que se pretende incorporar al Código Procesal Penal.


4) Finalmente, hizo presente que el Mensaje propone la derogación de los artículos 20 a 40 de la ley N° 20.000, relativos a los métodos especiales de investigación previstos en la ley de drogas, pues se considera que las normas que se incluyen en el Código Procesal Penal reemplazan a las anteriores. Al respecto, puntualizó que la derogación propuesta no tiene en consideración que tanto la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero y estableció el sistema de persecución de lavado de activos, como el artículo 411 octies del Código Penal, que contempla el régimen procesal especial para la persecución del tráfico de personas, hacen referencia a las normas que se propone derogar en la ley N° 20.000.


A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina, quien agradeció las observaciones que se han realizado y las consideró muy certeras.

Señaló que es cuestionable que el Mensaje considere un estatuto procesal especial para los delitos terroristas y que, a renglón seguido, convierta ese estatuto especial en una regla de aplicación general.


Por otra parte, manifestó que se observa un desequilibrio evidente de la posición del imputado frente a la persecución penal cuando hay querella o cuando no la hay, lo que, en principio, no se justifica.


A la vez, planteó que las disposiciones penales de la iniciativa mantienen la duda de si se resuelve o se mantiene el problema actual relativo a la acreditación del dolo terrorista, aspecto que ha hecho virtualmente imposible la aplicación de este estatuto especial en los tribunales de justicia.


El abogado señor José Francisco García, del Instituto Libertad y Desarrollo, compartió las aprensiones procesales planteadas por el profesor señor Bofill. Manifestó que la idea es que el estatuto antiterrorista sea un estatuto especial, de modo que no debería plantearse, con ocasión de su estudio, la posibilidad de hacer un cambio procesal mayor.


Adicionalmente, señaló que la institución que representa insiste en que la Comisión analice ambas iniciativas –tanto la que plantea el Mensaje como la Moción parlamentaria del Honorable Senador señor Espina en compañía de otros señores Senadores-, pues la formulación que esta última contiene respecto al tipo penal es más adecuada.


A su turno, el abogado señor Sergio Morales, del mismo Instituto, planteó que el proyecto del Gobierno exige, para calificar de terrorista un hecho, que el autor tenga una finalidad específica, lo que repite el error de la legislación vigente. Al respecto, reconoció que el texto propuesto por el Gobierno es más amplio que la ley vigente, pero se afirma en conceptos jurídicamente indeterminados. Añadió que en ese esquema la redacción permite que si una determinada figura no se puede probar, el intérprete recurra a una formulación, lo que también presenta problemas.


Por su parte, el abogado señor Bofill expresó que si lo que se quiere es superar las dificultades de las investigaciones por terrorismo hay que concentrarse en ellas y no buscar soluciones para otros problemas. Indicó, además, que la segunda Sala de la Corte Suprema ha establecido que la actuación del Ministerio Público debe enmarcarse siempre dentro del estatuto general del Código Procesal Penal, por lo que si se quiere establecer un estatuto especial es mejor incorporarlo en la ley sustantiva y no en el Código.


A continuación, el abogado señor Hermosilla indicó que, en general, el tema de la imputación subjetiva es un problema complejo en la apreciación de los tipos penales, pero termina resultado inevitable en todos los casos, pues no existe la responsabilidad objetiva en materia penal.


En otro orden de materias, observó que tanto en el Mensaje con en la Moción hay un elemento de fondo igual, que consiste en que el delito terrorista es un delito extraordinario que amerita un tratamiento especial y que el problema es determinar qué lo distingue de los demás delitos.


Señaló que, por regla general, el motivo que existe tras el delito es irrelevante, pero que ello no parece ser así en el caso del terrorismo, al punto que tanto la redacción del proyecto del Ejecutivo como la que plantea la Moción, parten de la idea que el elemento distintivo del delito terrorista es el reproche al motivo en virtud del cual obra el autor, ejecutando materialmente un delito que en otras circunstancias sería común. Indicó que la Moción añade un elemento rescatable en este sentido, al considerar como propósito terrorista el ánimo de desestabilizar el orden democrático.


Expresó que también es dable acudir a los tratados internacionales para buscar estos elementos, pero el concepto nuclear que no debe perderse de vista es que los delitos terroristas son ilícitos de tendencia, por difícil que sea acreditar esa tendencia.


Indicó que probar lo subjetivo no es tan difícil como parece y que incluso en el caso de delitos comunes, como el homicidio, es el elemento gravitante. Señaló que, al efecto, se recurre a la prueba indirecta, que permite inferir a partir del medio de ataque la intencionalidad del perpetrador.


A continuación, el profesor señor Matus manifestó que no hay que olvidar que los tratados internacionales que obligan a los suscriptores a introducir en su legislación interna ciertas figuras penales, hacen tal requerimiento de forma pura y simple y no bajo la condición que se den ciertos elementos subjetivos de tendencia.


En relación con la prueba de los mencionados elementos subjetivos de tendencia, observó que no hay que olvidar que el propósito del perpetrador del delito terrorista es un elemento subjetivo distinto del dolo del delito común base, por lo que es muy discutible que la misma prueba indirecta que se usó para acreditar el dolo del delito común sirva también para probar el elemento subjetivo de tendencia o dolo terrorista. Ello, dijo, supondría valorar penalmente dos veces la misma circunstancia.


Manifestó que si, en cambio, se recurre al derecho internacional vigente en la materia, ciertas circunstancias más objetivas, como poner una bomba en un medio de transporte, pueden considerarse por sí mismas delitos terroristas sin necesidad de indagar el propósito del perpetrador. Puntualizó que esto simplifica las cosas y salva un asunto relevante en cuanto a que la ley no está para definir la realidad, sino para dar cuenta de ella.


Observó que actuar de esta forma no elimina completamente el problema del elemento de tendencia, pero lo restringe a las situaciones menos graves, en las cuales la pura comisión del hecho base no permite entender, de forma inmediata, que se trata de un delito terrorista.


En otro orden de materias, señaló que las observaciones del profesor señor Bofill son muy razonables, por lo que puede ser mejor que este estatuto procesal especial sólo abarque los delitos terroristas -como plantea la Moción- y no implique una modificación sustancial al Código Procesal Penal -como expresa el Mensaje-. Recordó que para otros delitos graves ya existen estatutos investigativos especiales, como es el caso de la ley de drogas; de la de lavado de dinero; la trata de personas; la pornografía infantil, y otros.


A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina, quien planteó que los problemas de la Región de La Araucanía van más allá del ámbito de la ley antiterrorista, por lo que no se puede esperar que esta discusión constituya la solución definitiva a aquellos conflictos como tampoco procede considerar que dichas dificultades surgen porque la actual ley antiterrorista está mal formulada. Observó que más allá de la trascendencia que ciertas noticias delictuales relativas a aquella Región tienen para la opinión pública, en la práctica la ley antiterrorista ha sido aplicada en muy contadas oportunidades.


En relación con el Mensaje, consultó qué razón explica el hecho de no considerar dentro de los delitos base el incendio y la colocación de artefactos explosivos incendiarios, sobre todo cuando está de por medio el ánimo terrorista. Al respecto, observó que parece no tener sentido calificar como terrorista a quien, con el ánimo de infundir temor en la población, hace explotar una bomba en un medio de transporte y que, enseguida, no se considere terrorista a quien, con el mismo propósito, comete el mismo hecho pero prendiendo fuego al medio de transporte en cuestión.


Respecto al sistema de los testigos secretos, indicó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos no lo prohíbe, sino que sólo lo limita. Indicó, asimismo, que nuestro sistema procesal penal ha mostrado una falta crónica de recursos para proteger a las víctimas y los testigos, por lo que, en principio, debería considerarse la mantención del testimonio anónimo.


Enseguida, la Comisión tomó conocimiento de la opinión del Instituto Libertad y Desarrollo, institución que estuvo representada por el Coordinador de Políticas Públicas, señor José Francisco García, y por el abogado señor Sergio Morales.

Las exposiciones de los mencionados profesionales se basaron en dos documentos escritos del siguiente tenor:

“Tópicos de la presentación

I. Apreciación general.

II. Necesaria mirada integral.

III. Perfeccionamientos a regulación propuesta.
I. Apreciación general

- Positivo tratamiento como política de Estado y evolución de la posición del Gobierno actual.


- Necesaria complementariedad de los Boletines N°s. 9.692 y 9.669.


- Cumplimiento de obligaciones contraídas por el Estado de Chile.
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Índice de orden creciente, es decir, a mayor número, mayor impacto de las acciones terroristas, siendo el rango 8-10 el más alto.

II. Mirada integral
Política y rol del Estado

- Responsabilidad principal del Gobierno + voluntad política de implementar legislación.
- Justificación primaria del pacto social.
Legitimidad democrática de un estatuto especial
- Balance de dos bienes valiosos: libertad y seguridad.

Presupone consenso en torno a prevención temprana de la violencia

Velar por eficacia; más allá de mera reforma legal

- Elemento compartido con Comisión Hermosilla.
- Fortalecimiento institucional de los actores relevantes.
- Coordinación y capacitación.
Evolución hacia programas antiterroristas basados en la evidencia y costo-efectivos

- Evaluar y medir impacto.
- Rendición de cuentas.
III. Perfeccionamientos
Conducta típica
Delito común + dolo directo + elemento subjetivo adicional:
- Perseguir socavar o destruir el orden institucional democrático

- Alterar gravemente el orden público

- Imponer exigencias a la autoridad política

- Arrancar decisiones de la autoridad

- Infundir temor generalizado en la población de pérdida o privación de los
  derechos fundamentales.

- Delito común + dolo directo + elemento subjetivo adicional:

- Perseguir socavar o destruir el orden institucional democrático

- Alterar gravemente el orden público

- Imponer exigencias a la autoridad política

- Arrancar decisiones de la autoridad

- Infundir temor generalizado en la población de pérdida o privación de los
  derechos fundamentales.

Ausencia delitos contra la propiedad
- Delito de incendio y otros estragos

- ¿Cuál es el bien jurídico protegido?

- Artículo 482 inciso primero del Cádigo Penal
- Protección de propiedad
- Protección de potencial peligro a personas y a la propiedad pública y privada (delito de peligro v/s delito de resultado)
Organización criminal terrorista
2 variantes del delito:

i) Asociación criminal

Requisitos de la asociación: 

Cantidad de miembros ¿Cuántos?

Dotación de recursos y medios ¿Cuántos y de qué tipo?

División de tareas y funciones 

Capacidad de planificación ¿Estructura jerárquica?

Incidencia sostenida en el tiempo ¿Cuánto tiempo? ¿Exige permanencia?
¿Los requisitos señalados son copulativos o indiciarios?

ii) delincuencia terrorista. ¿Figura residual?

Delación compensada
Desistimiento y cooperación eficaz

2 variantes: eximente / atenuante calificada

Necesidad de incorporar: 

- Exigencia de dejar de participar en la organización

- Colaborar con la autoridad en todas las etapas de investigación y en juicio.

Relación con atenuante de art. 11 número 9, Código Penal
Eficacia:
Sistema transparente con criterios objetivos

Beneficios adicionales para el primer delator

Testigos protegidos
- Medidas de protección solicitadas por el MP. ¿Por qué no disponerlas de oficio o a petición de cualquier interviniente?

- Plazo de 6 meses de secreto. ¿Protección posterior?

- ¿Anticipación de prueba?

- ¿Suficiencia de medidas de protección?

VI.  Perfeccionamientos

Otros
Instigador con delito especial

Situación de adolescentes

Agente encubierto y agente revelador (E.L.A.)

Protección de víctimas de terrorismo”.

El segundo documento es del tenor siguiente:
“RESUMEN EJECUTIVO


El presente documento busca contribuir al debate técnico sobre perfeccionamiento a la institucionalidad antiterrorista. En particular, entrega un diagnóstico y un conjunto de propuestas que puedan ser utilizadas por los parlamentarios y partidos de la centroderecha para enfrentar un debate de tal importancia y complejidad como este. Se trata de un documento que cuenta con la participación y colaboración de destacados académicos del derecho penal, constitucional y de los derechos humanos.


Para fundamentar las propuestas que se realizan, el informe primero da cuenta de un diagnóstico (sección 2) basado en describir la arquitectura de la institucionalidad antiterrorista en sus aspectos esenciales, la evolución de la posición del Gobierno en esta materia, presentando evidencia cuantitativa y cualitativa del fenómeno, como asimismo la dimensión de derechos humanos involucrada. También el informe desarrolla un marco conceptual (sección 3) para justificar la necesidad de un estatuto especial antiterrorista y de la prevención temprana de la violencia. Para ello, se analiza la naturaleza del fenómeno terrorista, se destaca el rol esencial del Estado en esta materia y el que se logre un equilibrio entre los bienes libertad y seguridad, se describe la relación entre la institucionalidad antiterrorista y la democracia, dándose cuenta que se trata de una regla universal, plasmada en una serie de instrumentos internacionales y que obligan al Estado chileno. Asimismo, se describe la evolución del concepto de delito terrorista en Chile, llegando a su carácter actual de pluriofensivo. Asimismo, se analiza la importancia de la prevención temprana de la violencia y los desórdenes públicos. Por otra parte, el informe rescata elementos destacados del Derecho Comparado (sección 4), analizando las características centrales de los tipos penales de terrorismo y ciertos estatutos especiales de reparación a víctimas.


Finalmente, el informe desarrolla una serie de perfeccionamiento de la institucionalidad antiterrorista y la prevención temprana de la violencia (sección 5), las que se articulan sobre la base de cinco criterios rectores: 


1.-  Avanzar hacia una política de Estado, dejando claro que el Gobierno es el principal responsable de la seguridad en el país. Un componente esencial de una mirada como esta es que el Gobierno manifieste una voluntad real de aplicar el instrumental antiterrorista (existente o futuro) y exista respaldo permanente a los actores públicos encargados de aplicarla.


2.-  Es legítimo, necesario y una obligación del Estado chileno contar con un estatuto especial antiterrorista, no siendo suficiente el uso de la legislación penal ordinaria, en atención a la entidad y naturaleza del delito y los bienes jurídicos involucrados. 


3.-  Es de particular relevancia generar un consenso nacional en torno a la prevención temprana de la violencia y los desórdenes públicos. Cuando la autoridad no entrega señales potentes frente a los desórdenes públicos, al uso de bombas incendiarias en manifestaciones públicas o a la actuación violenta de encapuchados, se genera un ambiente creciente de impunidad. Una señal fuerte en esta materia en caso alguno es sinónimo de infracción a los derechos constitucionales.

4.- Debe ser una reforma integral pro eficacia, no sólo legal, que requiere fortalecer los aspectos de coordinación y capacitación de los actores involucrados, dado que la sola entrega de recursos y atribuciones no es suficiente.


5.- Las políticas públicas, programas y medidas antiterroristas, como toda política pública de seguridad, debe ir evolucionando hacia programas basados en la evidencia, esto es, un enfoque de toma de decisiones basado en evidencia objetiva sobre la base de investigación y análisis científico. Ello también implica considerar la dimensión costo-efectividad de los programas y reformas que se aprueban para combatir el terrorismo, porque si bien en algunos ámbitos podría ser necesario aumentar recursos presupuestarios, humanos o tecnológicos, ello debe ir acompañado respecto de indicadores de impacto y su evaluación, y mecanismos periódicos de rendición de cuenta. 


Sobre la base de estos cinco criterios, se proponen 25 reformas en seis ámbitos:

I.  Reformas constitucionales.


1. Reforzar el artículo 9° de la CPR, inciso primero, que establece que el terrorismo es por esencia contrario a los derechos humanos, agregando otros bienes jurídicos institucionales valiosos (democracia y Estado de Derecho). Racionalizar los contenidos de los incisos segundo y tercero de dicha norma.


2. Revisar la proporcionalidad de las sanciones accesorias que contempla nuestra Constitución Política, asegurándose que balanceen una adecuada sanción con el respeto de los derechos ciudadanos. 

II. Reformas legales.

Ley N° 18.314 sobre conductas terroristas.


3. Establecer un nuevo tipo penal terrorista base que sancione al que realice conductas que afecten la vida, la integridad corporal o la libertad de las personas a través medios especialmente peligrosos que generen temor en la población o en un grupo indeterminado de ella y alteren el orden social o político (o institucional del Estado).


4.  Establecer como sanción el comiso de efectos y bienes empleados para la comisión del delito.


5. Agregar como figuras nuevas, autónomas, la amenaza de conductas terroristas y la pertenencia a una asociación o agrupación terrorista.


6. Incorporar las figuras de cooperación eficaz y desistimiento de la tentativa como atenuante y eximente, respectivamente, de la responsabilidad penal.


7. Aumentar las penas por el delito de financiamiento del terrorismo.


8. Incorporar nuevas técnicas investigativas y procesales, algunas ya existentes en la leyes de drogas y lavado de activos: agentes encubiertos e informantes; delación compensada; toma de huellas dactilares y muestras de ADN aún sin consentimiento de los imputados; entregas vigiladas y transacciones de armamentos y explosivos destinadas a la perpetración de atentados terroristas, y establecer medidas cautelares personales y reales de mayor eficacia para el éxito de este tipo de investigaciones.

Ley N° 17.798 sobre control de armas.


9. Sancionar la colocación, uso o detonación de artefactos explosivos.


10. Perfeccionar la figura y la sanción a la tenencia ilegal de medios explosivos o especialmente nocivos. 

Ley N° 18.216 sobre penas sustitutivas.


11. Establecer restricciones a la aplicación de penas sustitutivas en casos de delitos terroristas.

III. Fortalecimiento de la institucionalidad antiterrorista.

Agencia Nacional de Inteligencia (ANI).


12. Reestructuración de la ANI como agencia técnica, independiente del gobierno de turno, pasando desde un órgano cuya dirección superior corresponde a un Director, quien es de la exclusiva confianza del Presidente de la República, hacia un órgano colegiado, dotado de autonomía, personalidad jurídica y patrimonio propio, siendo sus integrantes nombrados por el Presidente y con la conformidad del Senado. Ello implica además reforzar los mecanismos de rendición de cuenta de la institución.


13.  Aumentar recursos presupuestarios, humanos y tecnológicos para fortalecer coordinación y análisis. 


14. Aumentar la coordinación al interior del Sistema de Inteligencia, especialmente entre la ANI y los servicios de inteligencia militares y policiales.

Ministerio Público y policías.


15. Rediseñar el proyecto de ley de fortalecimiento del Ministerio Público, con el objeto de introducir modificaciones relevantes respecto de la Fiscalía de Alta Complejidad y del sistema de evaluación de impacto y rendición de cuenta del Ministerio Público.


16. Aumentar la coordinación entre fiscales y policías, potenciando la capacitación interinstitucional. Para ello se deben establecer metas e indicadores comunes entre el Ministerio Público y las policías y sofisticar los protocolos de actuación conjunta, especialmente respecto de las primeras actuaciones frente a un delito terrorista, el que debe quedar entregado a un grupo policial especializado antiterrorista. En materia de capacitación interinstitucional, implementar talleres prácticos sobre primeras diligencias en materia de delitos terroristas y generar jornadas de capacitación interinstitucional a nivel nacional.


17. Fortalecimiento de la inteligencia policial y coordinación efectiva entre las policías en el traspaso de información e intercambio de inteligencia, implementando la base unificada de datos (BUD), y revisando los planes de estudio y mallas curriculares de las Policías, para generar capacidades efectivas de inteligencia policial.
IV. Protección especial y reparación a víctimas.


18. Facultar al Ministerio Público para que solicite la adopción en forma obligatoria y vinculante al tribunal de medidas de protección respecto de víctimas de delitos terroristas.


19. Creación de un Fondo de reparación a las víctimas del terrorismo, debiendo el Estado asumir la reparación de las víctimas, tanto por medio de indemnizaciones directas y determinadas, como por medio de programas de salud, reubicación, seguridad, etc.

V. Rehabilitación de condenados por delitos terroristas.


20. Establecer un programa especial de rehabilitación a condenados por delitos terroristas, sobre la base de apoyo sicológico y/o siquiátrico, como también por medio de programas educativos, capacitación laboral y, de ser necesario, tratamiento de drogas. Ello puede estar vinculado a condenados que hayan prestado cooperación eficaz o desistimiento de la tentativa.

VI. Prevención temprana de la violencia y los desórdenes públicos.


21. Tipificar el delito de desórdenes públicos graves en caso de paralización de los servicios públicos de emergencia y el impedimento de la libre circulación de las personas, la que debe valerse de fuerza en las cosas o violencia o intimidación a las personas.


22. Incorporar la circunstancia agravante de delitos contra las personas o que afectaren los bienes (propiedad), ocurridas en una manifestación o acto de carácter público o masivo, aumentándose además la penalidad cuando en este caso se utilizare algún elemento con el propósito de ocultar su identidad (“encapuchado”).


23. Sancionar con multas de 1 a 4 UTM a la persona que concurra a una manifestación pública ocultando su identidad (“encapuchado”), quedando la fuerza pública facultada para detenerla y ponerla a disposición del Ministerio Público.


24.  Desarrollar programas de Violencia Escolar en los establecimientos educacionales.


25. Potenciar las capacidades investigativas y de análisis de la policía en materia de orden público.

I.  SOBRE LA COMISIÓN Y SUS OBJETIVOS.


1.1. Mandato de la comisión.


En la primera reunión de la comisión, de fecha 11 de agosto, los diputados Arturo Squella y Gonzalo Fuenzalida fijaron el contexto y mandato de la comisión a la que habían convocado tanto a un grupo de investigadores de los centros de estudio afines a la centroderecha, como también a académicos vinculados al Derecho penal, constitucional y derecho internacional de los derechos humanos.


Considerando que el Gobierno había convocado a un grupo de expertos afines a éste (la denominada “Comisión Hermosilla”
) a proponer reformas a la institucionalidad antiterrorista –y en sus declaraciones tras algunas semanas de funcionamiento, en general, no sólo existía una visión crítica respecto de contar con una legislación especial en esta materia, sino que algunos de sus miembros incluso estimaban pertinente la derogación de la ley N° 18.314 sobre conductas terroristas–, es que resultaba necesario que la centroderecha manifestara su visión sobre la materia. 


En concreto, el mandato a la comisión consistió en la elaboración de un documento de propuestas de reforma a la institucionalidad antiterrorista y de prevención temprana de la violencia en un plazo de 45 días, con el objeto de: (a) ser entregado como un aporte al debate nacional por parte de los partidos de la centroderecha; (b) ser entregado al Ministro de Interior y Seguridad Pública para efectos de que sirva como un insumo relevante para su proyecto de ley; y (c) sea utilizado por los parlamentarios de la centroderecha para la formulación de un proyecto de ley alternativo al del Gobierno o bien, para efectos de presentar indicaciones que perfeccionen el proyecto de ley del Gobierno en aquellos ámbitos en que existan diferencias.


1.2. Integrantes.


Formaron parte de esta comisión Manuel Antonio Núñez (Profesor de Derecho Constitucional de la PUCV, Consejero del Instituto Nacional de Derechos Humanos, Doctor en Derecho de la U. de Santiago de Compostela); Juan Francisco Galli (Director del Programa Legislativo Fundación Avanza Chile, Coagente del Estado de Chile para el caso “Lonko” ante la Corte Interamericana DD.HH. y Máster en Administración Pública del London School of Economics and Political Science); Máximo Pavez (Profesor de Derecho Constitucional UC e Investigador de la Fundación Jaime Guzmán E.); José Francisco García (Profesor de Derecho Constitucional UC, Coordinador de Políticas Públicas LyD y Doctor en Derecho de la Universidad de Chicago); Alejandro Leiva (Profesor de Derecho Penal de la Universidad del Desarrollo y Magíster en Derecho Penal de la Universidad de Chile); Gonzalo de la Cerda (Profesor de Derecho Penal de la Universidad del Desarrollo, Ex Fiscal Coordinador de la Unidad de Delitos Económicos de la Fiscalía de Las Condes, Ministerio Público y Magíster en Derecho de la Universidad Adolfo Ibáñez); Sergio Huidobro (Profesor de Derecho Penal de la Universidad del Desarrollo); David Huina (Investigador del Instituto Libertad) y Sergio Morales, quien actuó como secretario de la comisión (Abogado PUCV e investigador del Programa Legislativo LyD).


1.3. Expositores invitados.


La comisión contó además con las exposiciones y colaboraciones de los profesores Tatiana Vargas (Profesora y Directora del Departamento de Derecho Penal de la Universidad de los Andes y Doctora en Derecho de la misma casa de estudios) y Juan Domingo Acosta (profesor de Derecho Penal en la UNAB).


Asimismo, expusieron miembros de la Defensoría Penal Pública y del Ministerio Público. 

II.  DIAGNÓSTICO.


2.1. Arquitectura de la institucionalidad antiterrorista.


2.1.1 Regulación constitucional.


La Constitución (CPR) tiene regulación expresa sobre la materia, al establecer, en el artículo 9°, inciso primero, que “el terrorismo, en cualquier de sus formas, es por esencia contrario a los derechos humanos”. 


Por su parte, los incisos segundo y tercero de la referida norma desarrollan el tratamiento de esta figura, destacando el que se entrega a una ley de quórum calificado la determinación de las conductas terroristas y su penalidad; la sanción de inhabilidad para el ejercicio de funciones o cargos públicos, o en cargos de relevancia en materia de establecimientos educacionales, medios de comunicación, partidos políticos, gremiales de diversa naturaleza, entre otros; serán considerados comunes y no procederá el indulto particular.


El artículo 16, en su numeral 2, de la CPR establece que se suspende el derecho a sufragio por hallarse la persona acusada por delito terrorista, y que la calidad de ciudadano se pierde, de acuerdo al artículo 17, N° 3, de la CPR, por condena por delitos terroristas.


El artículo 19 N° 7 letra e) de la CPR establece reglas especiales en materia de libertad del imputado de un delito terrorista: deberá ser conocida por el tribunal superior que corresponda, integrado exclusivamente por miembros titulares; la resolución que la otorgue deberá ser unánime y, durante la vigencia de dicha libertad, el imputado estará siempre sometido a las medidas de vigilancia de la autoridad que la ley contemple.


2.1.2. Ley N° 18.314 sobre conductas terroristas.


La Ley N° 18.314, de mediados de los 80’s, es el principal cuerpo legal en esta materia, y ha sido objeto de una serie de reformas desde el retorno a la democracia en 1990, destacando la relativamente reciente Ley N° 20.467 de octubre de 2010, que modificó aspectos relevantes de esta legislación. Entre las principales modificaciones se encuentra el que se impida juzgar a menores de 18 años (aunque el delito terrorista subsiste respecto de ellos como agravante); la eliminación de la presunción de finalidad o dolo terrorista; la reducción de las penas para delitos de incendio cuando estos constituyan conductas terroristas; el aumento a las penas de financiamiento del terrorismo, entre otras.


El elemento central de la Ley Antiterrorista es que ciertos delitos como homicidio, secuestro, atentar contra la vida del Jefe de Estado de otra autoridad política, colocar o detonar bombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, entre otros, pasan a ser considerados terroristas cuando el hecho se comete con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias. Asimismo, el pasar a ser delito terrorista implica un aumento en la sanción del contemplado para la figura base y el endurecimiento de medidas procesales.


2.1.3. Agencia Nacional de Inteligencia (ANI).


La Ley N° 19.974, conocida como “Ley de Inteligencia”, en el marco del Sistema de Inteligencia, crea la Agencia Nacional de Inteligencia (ANI), sucesora legal de la Dirección de Seguridad Pública. Se concibe este organismo como servicio público centralizado, de carácter técnico y especializado, que estará sometido a la dependencia del Presidente de la República a través del Ministro del Interior. 


Este organismo tiene como finalidad principal obtener, procesar distribuir información para los objetivos de inteligencia, destacándose dentro de sus funciones: recolectar y procesar información, de acuerdo a los requerimientos del Presidente de la República; elaborar informes periódicos de carácter secreto; requerir a los organismos de inteligencia de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad la información que esté dentro del ámbito de su responsabilidad; requerir a los Servicios de la Administración Pública la información que estime necesaria para el cumplimiento de sus objetivos, y disponer medidas de inteligencia y contrainteligencia.


En cuanto a los medios para obtener información, se dispone en primer lugar, el procesamiento de información de conocimiento público. Además, podrán solicitar información a los servicios de inteligencia de las Fuerzas Armadas y las Policías por medio de los procedimientos técnicos preestablecidos. Entre los medios considerados se encuentran la intervención de comunicaciones telefónicas, informáticas, sistemas y redes informáticos; escucha y grabación electrónica incluyendo la audiovisual; intervención de cualquier otro medio tecnológico destinado a transmisión, almacenamiento y procesamiento de comunicaciones o información. Asimismo, de acuerdo al artículo 31, los directores o jefes de los organismos de inteligencia militares o policiales, sin necesidad de autorización judicial, podrán disponer que uno de sus funcionarios, en el ámbito de las competencias propias de su servicio y para efectos de conseguir información que no se obtenga en fuentes abiertas, oculte su identidad oficial con el fin de obtener información y recabar antecedentes que servirán de base al proceso de inteligencia. Para tal objetivo, podrá introducirse en organizaciones sospechosas de actividades criminales. Esta facultad comprende el disponer el empleo de agentes encubiertos y todos aquellos actos necesarios relativos a la emisión, porte y uso de la documentación destinada a respaldar la identidad creada para ocultar la del agente.


En cuanto al presupuesto, este organismo cuenta con un presupuesto aprobado en la ley para 2014 de $ 5.253.343.000.


2.2. Elemento contextual: posición del Gobierno Bachelet. 


Desde el comienzo del mandato del Gobierno Bachelet, se anunció una suerte de “desarme unilateral” en materia jurídica al fijar como política el que no se invocaría la Ley Antiterrorista durante la actual administración, con particular énfasis respecto de los procesos judiciales penales relacionados con la violencia en La Araucanía
. En efecto, tanto la Presidenta de la República como varios de sus ministros habían anunciado que no se recurriría a ella para enfrentar “conflictos sociales” y habían señalado que ésta “no cumplía con estándares internacionales de derechos humanos” y, por lo tanto, era necesario adecuarla.


Sin embargo, ante la gravedad de los hechos, la Ley Antiterrorista fue invocada en la querella del Ministerio de Interior y Seguridad Pública tanto en el caso de la explosión de un artefacto en el metro Los Dominicos
, como más recientemente por el atentado ocurrido en el centro comercial adjunto al metro Escuela Militar
.


Este cambio del Gobierno tiene plena justificación y es positivo: la Ley Antiterrorista debe ser invocada de acuerdo al mérito de los hechos, esto es, cuando se estime puedan ser constitutivos de un delito terrorista; una posición contraria, sea invocarla a todo evento o nunca, o bien realizando distinciones geográficas para su aplicación, no parece una posición sensata.


2.3. Evidencia cuantitativa. 


En general, la discusión sobre la aplicación de la Ley Antiterrorista se trata de un debate con poca evidencia. En efecto, el propio Boletín estadístico del Ministerio Público no contiene información estadística desagregada sobre estos delitos.


Sin embargo, como se ha sostenido recientemente por parte de un medio de comunicación, la Ley Antiterrorista sólo se ha aplicado en 10 procesos desde 2001
. Ello es consistente con la información recientemente entregada por el Ministro de Interior y Seguridad Pública: de 111 personas procesadas por la Ley Antiterrorista en los últimos años, sólo 10 fueron condenadas
.


Asimismo, el indicador Global Terrorism Index del Institute for Economics and Peace mide el impacto de acciones terroristas en más de 158 países, que en 2012 ubicó a nuestro país en la posición 50, lo que no es positivo dado que el indicador tiene un orden creciente, es decir, a mayor número, mayor impacto de las acciones terroristas, siendo el rango 8-10 el más alto (Ver Cuadro N° 1). 


El indicador pondera cada una de las siguientes dimensiones de un acto terrorista: (1) número total de muertes causadas por terrorismo en un año dado, (2) número total de daños o lesiones causadas por acciones terroristas en un año dado, (3) nivel de daño a la propiedad causado por actos terroristas en un año determinado. 

Cuadro N° 1
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Fuente: Institute for Economics and Peace (2012)


2.4. Evidencia cualitativa.


2.4.1 Problema de inaplicación: confusión con delitos comunes y falta de definición de delito terrorista.


La mayoría de los casos se resuelven como delitos comunes y no aplican la calificación “terrorista”
.El problema de inaplicación de estos delitos obedece en general a dos razones:


a) Injusto contenido en alguno de los delitos comunes referidos o de referencia (artículo 2°, Ley N° 18.290), sobre todo cuando se trata de tipos penales de peligro común o abstracto, como la tenencia o colocación de bombas (artículo 13 de la Ley N° 17.798). Se entiende que objetivamente no habría una afectación o perturbación adicional.


b) Imposibilidad de configurar la finalidad terrorista.  La gran mayoría de las sentencias niega esta finalidad básicamente por una imposibilidad probatoria, una desconexión objetiva. Merece la pena destacar votos de prevención y sentencias que sí atienden a la finalidad para rescatar consideraciones y fundamentos para una mejora. Antes destacamos algunas de las declaraciones que rechazan este fin.


i. Fin rechazado.


1. SCS de 3 de junio de 2011, Rol: 2921-2011. “Si bien en este hecho se contempló la expresión ‘con el objeto de dar muerte al representante del Ministerio Público’, lo cierto es que ella se inserta en el estadio objetivo del tipo que no es suficiente para la correcta calificación jurídica del hecho punible, pues resulta imprescindible el análisis del período subjetivo del tipo, que el veredicto impugnado no desarrolló, en aquél ingrediente objetivo y aquí radica el error con influencia sustancial en la decisión que autoriza la invalidación.”.


2. SCA de Santiago de 7 de julio de 2008, Rol: 21346-1996. “Este informe policial es ratificado por el de la Jefatura Nacional de Delitos Contra Derechos Humanos de fs. 890, en el que también se sostiene que la forma de ejecución del delito no es propia de la que adoptan los delitos terroristas porque estos son cuidadosamente planificados, se ejecutan con medios proporcionales a los que disponen aquellos que serán atacados y se dispone de casas de seguridad, asistencia médica y planes de huida.  En concepto de los informantes el hallazgo de una granada casera no permite vincular a los partícipes con grupos subversivos atendido que su fabricación es de fácil factura.[…] 4°.- Que, además de considerar la garantía de general de legalidad de los actos criminales, en la especie es pertinente acreditar los elementos del artículo 1° de la Ley N° 18.314 ya citados porque estos adicionan características que diferencian el acto de los delitos comunes contra la vida que no concurren en el caso de autos, puesto que la prueba descrita pormenorizadamente en el motivo precedente no entrega ningún elemento de convicción que permita relacionar los hechos de autos con los elementos descriptivos ya destacados en esta resolución, toda vez que por el contrario, la Policía descarta la existencia de las mencionadas finalidades.”.

3. SCA de Santiago de 19 de noviembre de 2012, Rol: 2384-2012.  “Vigésimo Primero: De ese modo, los hechos asentados en el fallo dan cuenta de un modo inequívoco que –en concepto de los sentenciadores de instancia– no logró comprobarse la concurrencia de los datos que hagan posible dar por cierta la concurrencia del elemento subjetivo del tipo que define para este caso la aplicación del artículo 2º Nº 4 de la Ley 18.314, esto es, que la parte acusadora no demostró que la finalidad del imputado fuera la de producir en la población o en una parte de la el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, fincándose para ello en que ni la naturaleza del artefacto utilizado, ni las circunstancias de su utilización y ni los efectos obtenidos hacen factible arribar a esa conclusión fáctica. Siendo el apuntado un presupuesto indispensable para que pueda tener cabida la aplicación de la hipótesis del citado artículo 2º Nº 4 de la Ley 18.314 y siendo los hechos fijados un límite infranqueable para el tribunal de nulidad –por la causal hecha valer– fuerza es concluir que el fallo que se revisa no se ha incurrido en la errónea interpretación que se denuncia.”.

4. STOP de Angol de 31 de enero de 2003, R.U.C. 0200045508 6. “…las pruebas presentadas, no han dado cuenta, a juicio de este tribunal, de la existencia de un plan premeditado que en alguna medida pueda dar por establecido el elemento subjetivo que requiere el hechor al momento de cometer el supuesto acto terrorista, como bien dice la defensora Miriam Reyes García, y que este tribunal acoge, la ley 18.314 señala un tipo penal que tiene un elemento subjetivo particular, que se verifica por la intencionalidad del sujeto al momento de cometer el acto; no hay elemento alguno lo bastante probado por los querellantes particulares, que permita formar a este tribunal convicción más allá de toda duda razonable referente a este delito.”.

ii. Fin considerado.


1. SCA de Santiago de 13 de mayo de 1988, RDJ3935. “15. Que el contexto de todas las opiniones del acusado reseñadas, en el segundo fundamento de la sentencia de primera instancia, apreciadas en conciencia, no dejan dudas que cuando, directamente, defiende o elogia la violencia como medio para derrocar al Gobierno constitucional, está haciendo la apología del terrorismo, pues aquélla se constituye en éste por sus fines políticos”
.


2. SCS de 15 de diciembre de 2003, Rol: 4423-2003: “Sexto: Que también se ha cuestionado por los recurrentes que el delito de amenazas de incendio terroristas no estaría debidamente descrito ni probado. Tal aseveración aparece infundada. El motivo 13º del fallo se extiende sobre el concepto de terrorismo, y los hechos allí acreditados son amenazas y éstas son de atentado terrorista. El fallo en general entiende que tanto el amenazar como cometer un incendio, constituyen actos de tal naturaleza como para causar una alteración social con los caracteres para infundir temor, ya sea a la integridad física o la propiedad.  Esta idea es desarrollada en el motivo 13, que en lo pertinente expresa nuestra legislación no define los delitos terroristas sólo los enumera.  Estos corresponden a actos de violencia llevados a cabo por personas armadas contra la vida, salud, libertad de las personas o en definitiva daños que ejecutados de modo sistemático y planificado, tienden a crear una situación de inseguridad, de miedo colectivo.”.

3. Voto prevención Sr. Patricio Abrego (SCA de Valdivia, 25 de febrero de 2013, Rol: 63-2013). “que del mérito de los antecedentes aparece que el acusado colocó la bomba con la intención de causar temor al menos a una parte de la población, en el caso de autos, a la comunidad universitaria, sea que se haya producido, o no, ese temor justificado, elemento del tipo penal que no requiere que se manifieste por actos drásticos o definitivos, como, por ejemplo, un cierre del establecimiento. Por otra parte, el móvil no sólo lo constituyen las lesiones a las personas o los daños a las cosas
, sino que este atentado se perpetra, precisamente, para constituirse en un medio o herramienta
 para comunicar una determinada postura social, ideológica o, a veces, política.”.

4. Es posible apreciar que han comenzado a asentarse criterios jurisprudenciales que elevan los estándares probatorios que los tribunales de justicia están exigiendo a los persecutores penales para la aplicación de la legislación antiterrorista. Sin ahondar en las causas de esta tendencia, se aprecia que la reforma procesal penal, al exigir la convicción del tribunal más allá de toda duda razonable, generó una elevación de los estándares probatorios, sobre todo respecto de la legislación penal de excepción.


2.4.2.  Problema de “subjetivación del tipo”.


El problema de establecer la finalidad terrorista se evidenciaba desde la antigua presunción (constitucionalmente cuestionable)
. La observación se hará desde la modificación de 2010 por la Ley N° 20.467, que exige en el art. 1° que se “cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie”.


La actual exigencia de una “finalidad terrorista” ajusta el texto legal a los principios de culpabilidad y proscripción de presunciones de responsabilidad, situación que, sin embargo, debería entenderse realizada al entrar en vigencia el Código Procesal Penal. Sin perjuicio de lo anterior, esta circunstancia complica la prueba. Cabe advertir que la finalidad aparece asociada a exigencias objetivas, al requerir que ella “sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias.”.

También con la anterior presunción legal de finalidad se hacía una referencia a medios objetivos de comisión, que no resolvía los problemas de responsabilidad
. La técnica legislativa se muestra deficiente y se mantiene con la supresión de la presunción en la regulación vigente. Si bien la ley no puede establecerlo todo, se debe ser más preciso al señalar criterios que definan el carácter terrorista de la conducta que se relacionen con menciones subjetivas que no se pueden evitar sin infringir principios penales básicos. 


Se trata de evitar subjetivación del tipo sin eliminar elementos subjetivos que lleven a delitos calificados por el resultado o al retorno de presunciones ya cuestionadas.


2.5. Dimensión Derechos Humanos.



En su “Informe sobre cuestiones a considerar en una reforma  de la Ley Antiterrorista a la luz de la observación de casos realizada por el Instituto Nacional de Derechos Humanos”
, de 22 de julio de 2014, el Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH) realiza una serie de cuestionamientos a la regulación constitucional y legal en materia de terrorismo. Entre los principales cuestionamientos, destacan:


a) Las normas constitucionales referidas a la suspensión del derecho a sufragio ante la acusación de haber participado en un delito de naturaleza terrorista y los requisitos especiales para la obtención de la libertad del imputado no satisfacen estándares de derechos humanos.


b) El tipo penal consagrado en el artículo 1° en relación al artículo 2° de la Ley N° 18.314 no satisface las exigencias de los principios de legalidad y tipicidad constitucional y de la Convención Americana de Derechos Humanos.


c) El uso de testigos protegidos y delatores compensados han sido “claves” en la utilización de la Ley Antiterrorista en La Araucanía, generando diversas y graves irregularidades en los procesos respectivos. Estas figuras deben conciliarse con derecho a la defensa y el ejercicio de la jurisdicción de garantía.


d) El plazo de ampliación de la detención por 10 días establecido en la Ley Antiterrorista es excesivo respecto de los estándares establecidos en la Convención Americana de Derechos Humanos e innecesario.


e) La extensión del secreto de piezas de investigación hasta por 6 meses (en comparación a los 40 días del Código Procesal Penal), contraviene el principio de igualdad de armas, afectándose la Convención Americana de Derechos Humanos.



Algunas de estas preocupaciones resultan pertinentes y deben ser consideradas en el debate actual.

III. MARCO CONCEPTUAL. justificación de un estatuto especial ANTITERRORISTA Y DE LA PREVENCIÓN TEMPRANA DE LA VIOLENCIA.


3.1. Naturaleza del fenómeno terrorista.


Como indican Boyns y Ballard, el terrorismo como estrategia surge como una respuesta violenta a una forma de estructurar la sociedad, que el terrorista considera -a partir de una inspiración ideológica- como "hegemónica", entonces,  su accionar es de algún modo un intento por superar esta hegemonía
. A efectos de materializar la utopía contra-hegemónica, el terrorista tendrá como foco la base simbólica a partir de la cual se estructuran las relaciones sociales de poder, económicas, culturales, religiosas e ideológicas al interior de una determinada sociedad. De ahí que a través del móvil del desafío constante al monopolio de la violencia por parte del Estado se abra un espacio disruptivo, de clausura de la normalidad
), donde desde ahí, es posible poner en jaque a los fundamentos de este orden social en disputa. 


Respecto del perfil de estos grupos, las investigaciones a nivel comparado constatan que más que tratarse de grupos que experimenten situaciones de privación social, los grupos terroristas generalmente pertenecen a sectores de la sociedad con niveles educacionales medios o elevados, con algún grado de formación que permita desarrollar una visión crítica y revisionista del orden social. En este contexto, parece crucial señalar que los actos terroristas son eminentemente políticos, y a pesar de que a juicio de la opinión pública puedan ser comprendidos como irracionales o patológicos, están lejos de serlo en su real dimensión
. La estrategia de infundir terror en la población, puede ser vista como un movimiento racional dentro de su acción colectiva
, el terrorista sabe que no cuenta con la capacidad para enfrentar directamente al Estado, de ahí que su estrategia no sea otra que demostrar a los ciudadanos cómo el Estado es incapaz de protegerlos frente a sus repertorios de acción. Si el temor es socializado, el terrorista habrá dado cumplimiento a su objetivo. 


La evidencia es clara al describir que la empresa terrorista es extremadamente compleja en cuanto a su organización. Montar una acción con las características de atentado puede ser extremadamente oneroso, no sólo se debe instaurar una logística específica, sino que también se deben sortear los mecanismos de inteligencia -por un periodo de tiempo extenso- que operan a nivel estatal. Al respecto, las fuentes de financiamiento del terrorismo son principalmente dos: a través de donaciones de personas que adscriben con la mirada ideológica y reivindicativa de la célula terrorista, o por medio de acciones ilegales como el asalto a bancos, captura de rehenes, narcotráfico, etc.
.


3.2. Rol esencial del Estado. Equilibrio entre libertad y seguridad.


El Estado encuentra su justificación más profunda precisamente en la protección de la seguridad individual. No es posible que las personas sean los protagonistas de sus proyectos de vida, formen familias, asociaciones libres para alcanzar múltiples propósitos, si el Estado no garantiza condiciones básicas de paz y seguridad para hacerlo.


Por lo demás, se trata de una regla universalmente aceptada y desarrollada con bastante solidez conceptual por el liberalismo clásico de los siglo XVII y XVIII. 


La paradoja es evidente: mientras por estos días discutimos el mayor involucramiento del Estado en una serie de ámbitos en los cuales su rol busca ser más intenso que el de mero regulador (siendo el paradigma la idea de tener en Chile un Estado Social de Derechos que garantice derechos universales exigibles judicialmente en los más diversas áreas), nos encontramos con un Estado ineficaz para hacer frente a su rol esencial: proveer seguridad.


Obviamente, las legislaciones antiterroristas generan una tensión entre dos valores preciados para la sociedad: seguridad y libertades civiles, bienes, que, por lo demás, son fundamento central en la existencia del Estado (la protección de ambos bienes). La arquitectura regulatoria específica de la que se dota cada democracia para balancear ambos bienes, es una cuestión de permanente controversia que supera la mera discusión nacional. 


Como sostiene Carnevali
, lo propio de una democracia representativa es velar porque dicho equilibrio se respete: ciudadanos que eventualmente pueden ser víctimas de delitos terroristas tendrán un interés en obtener mayor protección, pero también esos mismos ciudadanos exigirán mayores garantías si se les imputa un delito. Para el autor, existen poderosas razones para tener un tratamiento penal especial, distinto del derecho penal clásico, para enfrentar fenómenos complejos como el terrorismo, flexibilizando el régimen  de garantías. Como contrapartida, la existencia del estándar de proporcionalidad o mecanismos de revisión judicial de la ley (la existencia del Tribunal Constitucional), operan como resguardo institucional frente a potenciales excesos
.


Asimismo, y como han observado de manera aguda dos destacados autores en esta materia, Posner y Vermeule, las legislaciones antiterroristas –ellos analizan la evolución de la norteamericana– suelen enfrentar un ciclo vicioso imposible de escapar a la opinión pública y la presión política: cuando existe un acto terrorista, se exige que el gobierno actúa enérgicamente, que el Congreso asienta y que los jueces fallen de forma deferente. Cuando la emergencia decae, los jueces comienzan a actuar de manera más estricta; la opinión pública se vuelve más crítica. Retrospectivamente la actuación del gobierno se verá injustificada, y se criticara al Congreso y a los jueces por su deferencia. El Congreso responderá pasando leyes más garantistas, limitando las potestades administrativas existentes, y el Poder Judicial buscará encontrar algún tipo de rectificación respecto de aquellos que fueron originalmente condenados. En estos tiempos de normalidad, los expertos escribirán que lo ocurrido en el pasado fue anómalo. Luego, tras un nuevo acto terrorista, el ciclo antes descrito se vuelve a repetir. Para los autores, en todo caso, desde el punto de vista del desempeño institucional, es el Ejecutivo, no el Congreso ni los jueces, el que está mejor preparado para realizar el balance entre seguridad y libertad frente a actividad terrorista
.


En síntesis, preservar dos bienes sociales valiosos como son la seguridad y libertad, manteniendo su justo equilibrio frente a estos escenarios de emergencia como lo son los hechos o atentados terroristas, es un gran desafío para la sociedad libre.  Tanto el uso indiscriminado de este instrumento como una política como la originalmente planteada por el actual Gobierno de no uso son poco sensatas; se trata de un instrumento de excepción que debe ser invocado frente a los méritos del caso, y en todo caso, existiendo una serie de contrapesos a su utilización entre otros que será finalmente el Poder Judicial quien debe fallar sobre su aplicación. 


3.3. Antiterrorismo y democracia: compromiso internacional. Obligaciones del Estado chileno.


El terrorismo no tiene cabida en democracia. En efecto, se trata de una regla universal, como lo demuestran los diversos instrumentos internacionales sobre la materia.  Más aún, desde la perspectiva del derecho comparado, es evidente que existe un antes y un después al 11-S (2001), respecto de la severidad de las legislaciones y la ampliación de potestades para la autoridad administrativa y las agencias especializadas. 


En efecto, entre las medidas legislativas que se tomaron, se incluyó, por ejemplo: el aumento del tiempo de duración de la detención preventiva (Estados Unidos, Reino Unido y Francia); la tutela judicial efectiva, con la creación de Tribunales Militares de Excepción (Estados Unidos); interceptación de comunicaciones telefónicas sin mandato judicial (Estados Unidos), admitiendo la “interceptación preventiva” (Italia) u obligando a los operadores telefónicos o las empresas de internet a entregar registros de la actividad y correos electrónicos de los sospechosos de terrorismo (Estados Unidos); facilidades en el intercambio de información entre las distintas agencias, el acceso a determinados datos de carácter personal sin autorización judicial, un mayor control sobre las comunicaciones; etc.
. 


Hoy, a nivel internacional, existe preocupación respecto de que no existan acuerdos en aspectos centrales de esta legislación, partiendo por el concepto de terrorismo; controversia respecto de la real eficacia de la cooperación internacional en este ámbito; preocupación respecto de que diversos instrumentos internacionales de lucha contra el terrorismo estén aún pendientes de ratificación por diversos países; diferencias en torno al rol más o menos intenso que deben jugar las fuerzas militares; entre otros
. 


En relación con los instrumentos internacionales de Naciones Unidas sobre conductas terroristas se pueden contar a vía ejemplar los siguientes:


a) Convenio sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves(“Convenio de Tokio”), de 1963, sobre seguridad de la aviación. Se aplica a los actos que afecten a la seguridad durante el vuelo; autoriza al comandante de la aeronave a imponer medidas razonables, de carácter coercitivo, contra toda persona que le dé motivos para creer que ha cometido o está a punto de cometer un acto de esa índole, siempre que sea necesario para proteger la seguridad de la aeronave, y exige que las partes contratantes asuman la custodia de los infractores y devuelvan el control de la aeronave a su legítimo comandante.


b) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil (“Convenio de Montreal”), de 1971, relativo a los actos de sabotaje aéreo, como explosiones de bombas a bordo de una aeronave en vuelo. Comete delito quien ilícita e intencionalmente perpetre un acto de violencia contra una persona a bordo de una aeronave en vuelo si ese acto pudiera poner en peligro la seguridad de la aeronave; coloque un artefacto explosivo en una aeronave; o intente cometer esos actos; o sea cómplice de una persona que perpetre o intente perpetrar tales actos; exige que las partes en el convenio castiguen estos delitos con «penas severas»; y exige que las partes que hayan detenido a los infractores extraditen al infractor o lo hagan comparecer ante la justicia.


c) Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, de 1973, relativa a los ataques contra altos funcionarios de gobierno y diplomáticos. Define a la “persona internacionalmente protegida” como un Jefe de Estado, Ministro de Relaciones Exteriores, representante o funcionario de un Estado o una organización internacional que tenga derecho a protección especial en un Estado extranjero y sus familiares. Asimismo, exige a las partes que tipifiquen como delito «la comisión de un homicidio, secuestro u otro atentado contra la integridad física o la libertad de una persona internacionalmente protegida, la comisión de un atentado violento contra los locales oficiales, la residencia particular o los medios de transporte de tal persona; la amenaza de cometer tal atentado”; y de todo acto que “constituya participación en calidad de cómplice” y los castiguen “con penas adecuadas en las que se tenga en cuenta su carácter grave”.


d) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, de 1988, relativo a las actividades terroristas en los buques. Establece un régimen jurídico aplicable a los actos cometidos contra la navegación marítima internacional parecido a los regímenes establecidos respecto de la aviación internacional. Asimismo, dispone que comete delito la persona que ilícita e intencionalmente se apodere de un buque o ejerza control sobre éste por medio de la fuerza, la amenaza o la intimidación; cometa un acto de violencia contra una persona que se encuentra a bordo de un buque si dicho acto pudiera poner en peligro la seguridad de la navegación del buque; coloque un artefacto o sustancia destructivos a bordo de un buque; y perpetre otros actos contra la seguridad de los buques.


e) Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas, de 1997. Crea un régimen de jurisdicción universal respecto de la utilización ilícita e intencional de explosivos y otros artefactos mortíferos en, dentro de o contra diversos lugares de uso público definidos con la intención de matar u ocasionar graves lesiones físicas o con la intención de causar una destrucción significativa de ese lugar.


f) Convenio internacional para la represión de la financiación del Terrorismo, de 2002. Establece delitos específicos para quienes aporten fondos a la actividad terrorista o con la intención que se utilicen con dicha finalidad. Este tratado llevó a diversos cambios en la normativa interna chilena como la ley de Lavado de Dinero y la creación de la Unidad de Análisis Financiero.


g) Resolución 1566 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 2004. Esta resolución es señalada por los expertos internacionales como la que fija los estándares de una regulación del combate al terrorismo. En ella se “recuerda que los actos criminales, inclusive contra civiles, cometidos con la intención de causar la muerte o lesiones corporales graves o de tomar rehenes con el propósito de provocar un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en determinada persona, intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto, o a abstenerse de realizarlo, que constituyen delitos definidos en los convenios, las convenciones y los protocolos internacionales relativos al terrorismo y comprendidos en su ámbito, no admiten justificación en circunstancia alguna por consideraciones de índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra similar e insta a todos los Estados a prevenirlos y, si ocurren, a cerciorarse de que sean sancionados con penas compatibles con su grave naturaleza”.


Es importante destacar la necesidad de enfrentar al terrorismo desde la cooperación internacional, reconociendo que muchos de los grupos u organizaciones que desarrollan estas actividades criminales actúan conectados a redes internacionales de apoyo. Muestra de los anterior son los casos de los ciudadanos chilenos detenidos en España acusados de ser autores de un atentado terrorista con bomba en Zaragoza, quienes habían sido imputados en el denominado “caso bombas”. Diversos atentados con bombas y rayados alusivos a los detenidos han ocurrido en Santiago, Berlín, Indonesia y París, lo que muestra una compleja conexión internacional de los involucrados.


Por lo demás, en esta materia existe una serie de compromisos que vinculan al Estado de Chile contra el terrorismo.


Ya el año 1994, la Asamblea General de Naciones Unidas acordaba, en su resolución 49/60, sobre medidas para eliminar el terrorismo internacional, que “los Estados Miembros de las Naciones Unidas reafirman solemnemente que condenan en términos inequívocos todos los actos, métodos y prácticas terroristas por considerarlos criminales e injustificable, dondequiera y quienquiera los cometa, incluidos los que ponen en peligro las relaciones de amistad entre los Estados y los pueblos y amenazan la integridad territorial y la seguridad de los Estados”. Además, en ellas se recomienda a los Estados a que “examinen con urgencia el alcance de las disposiciones jurídicas internacionales vigentes sobre prevención, represión y eliminación del terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, a fin de asegurar la existencia de un marco jurídico global que abarque todos los aspectos de la cuestión”.


De esta forma, el año 2002 nuestro país publicó el Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas, en el que se comprometía a “adoptar todas las medidas necesarias, incluida, cuando procesa, la adopción de legislación interna, para que actos criminales comprendidos en el ámbito del presente Convenio, en particular, los que obedezcan a la intención o el propósito de crear un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en determinadas personas, no puedan justificarse en circunstancia alguna por consideraciones de índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra similar y sean sancionados con penas acordes a su gravedad.”.

Después de los atentados ocurridos en Nueva York, Londres y Madrid, los países occidentales adoptaron una posición de mayor firmeza frente al fenómeno terrorista, enfrentándolo desde sus inicios. Así, se fortaleció la prevención de la actividad terrorista y la seguridad en las fronteras y los medios de transporte y también se atacó con fuerza las fuentes de financiamiento del terrorismo, apuntando a monitorear y sancionar el lavado de dinero.


3.4.  Evolución del concepto de delito terrorista en Chile: carácter pluriofensivo.


Los actos terroristas no sólo ponen en peligro la seguridad e integridad de las personas, sino que además socavan las instituciones democráticas y sociales que son esenciales para la conservación y fortalecimiento del Estado de Derecho imperante en nuestro país.


Originalmente, las normas constitucionales y legales en Chile en materia de terrorismo enfrentaban una realidad distinta a la de hoy: el terrorismo era asociado a la desestabilización del régimen. Tal conceptualización hoy está superada; no sólo por la realidad del terrorismo a escala local, sino por la evidencia internacional.


De esta forma, el objeto de toda regulación en esta materia es la protección de bienes jurídicos trascendentales para la comunidad y el Estado de Derecho, como la vida, la salud o integridad física, la propiedad y la libertad de las personas o de un grupo de ellas, frente a ataques en los que se persigue infundir en la población o en una parte de ella, un temor justificado de ser víctimas de otros delitos de similar gravedad. Esta última circunstancia determina que en la ejecución de estas conductas se comprometa también la seguridad, como bien jurídico colectivo. Así, el carácter pluriofensivo que tienen estos delitos los hace más complejos y peligrosos, lo que fundamenta una normativa de excepción que asegure que quienes pretendan afectar dichos bienes jurídicos serán sancionados, idealmente, inhibiéndolos de hacerlo.


3.5. Importancia de la prevención temprana de la violencia y los desórdenes públicos.


Uno de los fenómenos preocupantes de los últimos años ha sido el aumento de los desórdenes públicos y los delitos cometidos con ocasión de diversas marchas y manifestaciones. 


Es por ello que parece sensato avanzar hacia un correcto equilibrio entre el ejercicio de los derechos de reunión y expresión asociados a una manifestación o protesta pública y los derechos de terceros (vecinos, comerciantes, transeúntes). Se trata, en suma, de cómo defender el derecho de reunión y expresión legítima y pacífica que tenemos los ciudadanos de la violencia. Así, estamos entonces ante una discusión de medios, no del fin, que es, a todas luces, compartido. Por eso es que preocupan que iniciativas que en el pasado han buscado modificar cuerpos legales en este ámbito, sean caricaturizadas como la “criminalización de la protesta social”. 


Pero estamos en un ámbito, al igual que en materia de terrorismo, donde no sólo son necesarias reformas legales. Es basta la literatura que se ha referido a la cuestión del control “inteligente” o basado en la evidencia del orden público, desarrollándose una serie de buenas prácticas en esta materia que buscan aumentar la eficacia policial a la vez que disminuir el conflicto con los manifestantes
.


Esta literatura ha sido complementada con desarrollos desde las ciencias sociales que analizan los factores que pueden incrementar o inhibir el comportamiento violento de los individuos más radicales al interior de un grupo de manifestantes a partir de la interacción con la policía; y la importancia de que las estrategias policiales consideren esta dinámica potenciando el rol de los moderados en actos públicos, disminuyendo el rol de los más violentos
.


En síntesis, el desafío de la prevención temprana de la violencia y los desórdenes públicos no sólo es valioso en sí mismo, en términos de generar seguridad y el respeto a los derechos constitucionales de los ciudadanos, sino que, en términos de contener tempranamente actos de violencia de mayor entidad.

IV. ELEMENTOS DESTACADOS DEL DERECHO COMPARADO ANTITERRORISTA: TIPO PENAL Y REPARACIONES A VÍCTIMAS.


4.1. Tipo penal.


4.1.1. Derecho español.


El Código Penal español en su artículo 571 define el tipo penal de terrorismo señalando que “Los que perteneciendo, actuando al servicio o colaborando con bandas armadas, organizaciones o grupos cuya finalidad sea la de subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública, cometan los delitos de estragos o de incendios tipificados en los artículos 346 y 351.”.

El artículo 572, por su parte, establece: “Los que perteneciendo, actuando al servicio o colaborando con bandas armadas, organizaciones o grupos terroristas descritos en el artículo anterior, atentaren contra las personas.”.


De acuerdo a la definición de delito terrorista se desprenden tres elementos:


a) Elemento estructural: se requiere que el sujeto activo del delito actúe perteneciendo, actuando al servicio, o colaborando con bandas armadas, organizaciones o grupos terroristas. 


b) Elemento teleológico: la finalidad política de subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública.


c) Elemento instrumental: la forma de comisión mediante delitos tipificados en otros artículos del CP, esto es, delitos comunes, que pueden tratarse de:


i.  Provocación de estragos e incendio a la propiedad.

ii.  Atentado contra las personas.

iii.  Depósito de armas o municiones, tenencia o depósito de sustancias o aparatos explosivos, inflamables, incendiarios o asfixiantes.


iv. Provocación, conspiración y proposición para cometer delitos terroristas.

v. Justificación o enaltecimiento por cualquier medio de expresión pública, de los delitos terroristas.

Financiamiento de terrorismo.

A su vez, también se permite la figura del terrorismo sin necesidad de pertenecer a una organización terrorista, lo cual se desprende del artículo 577 que señala que "aquel que sin pertenecer a una organización terrorista, realice ciertas conductas con finalidad terrorista, o busque contribuir a su realización, atemorizando a los habitantes de una población o a los miembros de un colectivo social, político o profesional, comete delito terrorista".


4.1.2.  Derecho peruano. 


El Decreto Ley Nº 25.475 de 1992, que establece la penalidad para los delitos de terrorismo y los procedimientos para la investigación, la instrucción y el juicio define como “El que provoca, crea o mantiene un estado de zozobra, alarma o temor en la población o en un sector de ella, realiza actos contra la vida, el cuerpo, la salud, la libertad y seguridad personales o contra el patrimonio, contra la seguridad de los edificios públicos, vías o medios de comunicación o de transporte de cualquier índole, torres de energía o transmisión, instalaciones motrices o cualquier otro bien o servicio, empleando armamentos, materias o artefactos explosivos o cualquier otro medio capaz de causar estragos o grave perturbación de la tranquilidad pública o afectar las relaciones internacionales o la seguridad de la sociedad y del Estado, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de veinte años.”.


Si bien esta norma ha generado controversia, en el caso García Asto con Perú, la Corte IDH resolvió que la legislación peruana no era contraria a la Convención
.


4.1.3.  Derecho mexicano.


El Código Penal federal establece una serie de conductas que son consideradas delitos terroristas base, a saber:


a) A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o similares, material radioactivo, material nuclear, combustible nuclear, mineral radiactivo, fuente de radiación o instrumentos que emitan radiaciones, explosivos, o armas de fuego, o por incendio, inundación o por cualquier otro medio violento, intencionalmente realice actos en contra de bienes o servicios, ya sea públicos o privados, o bien, en contra de la integridad física, emocional, o la vida de personas, que produzcan alarma, temor o terror en la población o en un grupo o sector de ella, para atentar contra la seguridad nacional o presionar a la autoridad o a un particular, u obligar a éste para que tome una determinación. 

b) Al que acuerde o prepare un acto terrorista que se pretenda cometer, se esté cometiendo o se haya cometido en territorio nacional.

De este modo, el tipo penal no considera el elemento subjetivo del autor, sino que apunta a factores objetivos relativos a que la comisión del delito común cause alarma, temor o terror en la población. 


A su vez, esta legislación establece agravantes en los siguientes casos:


a) El delito sea cometido en contra de un bien inmueble de acceso público;


b) Se genere un daño o perjuicio a la economía nacional, o

c) En la comisión del delito se detenga en calidad de rehén a una persona.


Finalmente, se castiga a quien encubra a un terrorista y a quien amenace de cometer un delito terrorista.


4.1.4.  Derecho colombiano.


El artículo 144 del Código Penal Colombiano define en su artículo 144 el tipo terrorista de la siguiente manera: Actos de terrorismo. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, realice u ordene llevar a cabo ataques indiscriminados o excesivos o haga objeto a la población civil de ataques, represalias, actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizarla, incurrirá por esa sola conducta en prisión de quince (15) a veinticinco (25) años, multa de dos mil (2.000) a cuarenta mil (40.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de quince (15) a veinte (20) años.”.

Conjuntamente con el tipo básico, contempla como agravante especial para delitos en particular “Cuando se cometa con fines terroristas”, como el secuestro (artículo 170; 183; 185; 197).


4.1.5.  Naciones Unidas.


Antes de la creación de las Naciones Unidas, la Convención de Ginebra por la Prevención y la Represión del Terrorismo del 16 de noviembre de 1937 había tratado la cuestión terrorista. La Convención entiende por actos de terrorismo los “hechos criminales dirigidos contra un Estado con el objetivo de provocar el terror contra personalidades determinadas, grupo de personas o en el público”.


La ONU ha trabajado en la delimitación del concepto de terrorismo. Sin embargo, han surgido controversias en torno a esta cuestión. Desde el primer momento, se han enfrentado dos posturas con dos visiones diferentes sobre esta cuestión: por un lado, Occidente, encabezada por Estados Unidos, y por otro, países que se encuadrarían dentro del llamado Tercer Mundo. Básicamente, la cuestión es que estos últimos países consideran que muchos grupos terroristas no deben ser considerados como tales, sino más bien como grupos de liberación nacional. Esta controversia ha imposibilitado la asunción de una definición común.


En general, se acepta que el terrorismo es una acción violenta, llevada a cabo por un determinado motivo político, contra personas o grupos de personas, con el fin de alterar un determinado proceso político. Sin embargo, han surgido críticas en torno a esta definición y sus elementos:


a) Existen otras motivaciones que no son exclusivamente políticas (por ejemplo, alteraciones al orden social).


b)  Excluye las acciones individuales.


c) La falta de definición de los objetivos de los actos terroristas.


d) La indefinición del término violencia. No incluye nuevas formas de violencia, por ejemplo, los delitos informáticos.


El año 2006 se aprobó la resolución 60/288 sobre estrategia global de las Naciones Unidas contra el terrorismo, la cual reafirma los principios y propósitos de la Carta de Naciones Unidas, fijando un plan de acción para los Estados Miembros en orden a condenar los actos de terrorismo y asumir las medidas necesarias tendientes a su persecución y prevención. 


4.2.  Reparaciones a víctimas.

4.2.1  Derecho español.


La legislación antiterrorista comprende igualmente medidas específicas dirigidas a atender a las víctimas. Las víctimas del terrorismo disfrutan de un régimen de indemnización específico, al margen de la legislación general para víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, y han sido objeto de la Ley de Solidaridad con las víctimas del terrorismo y de diversos programas de asistencia establecidos por ciertas Comunidades Autónomas.


Así, se contemplan programas de ayuda a personas amenazadas, de familias en caso de fallecimiento por medio del traslado de localidad, gastos de escolarización, etc.


Asimismo, se fijan indemnizaciones y ayudar por incapacidades permanentes  y no permanentes. Así se fija que el Estado asumirá, con carácter extraordinario, el abono de las indemnizaciones correspondientes, impuestas en sentencia simple por casos de muerte, daños físico o psíquico de las víctimas de delitos terroristas, imponiendo límites máximos, así en caso de muerte son 500.000 euros, secuestro 125.000 euros, etc.


4.2.2  Derecho peruano.


En cuanto al tratamiento de víctimas, la ley peruana, no se contemplan normas relacionadas, por lo cual sólo corresponde  ejercer las acciones civiles de indemnización de perjuicios en contra del condenado por delitos terroristas.


Sin perjuicio de lo anterior, para los casos de terrorismo entre 1980 y el año 2000, por ley se fijó el establecimiento de un Consejo de Reparaciones que tiene por objeto elaborar un catastro de víctimas de terrorismo y proceder al pago de una indemnización.


4.2.3.  Derecho mexicano.


Desde 1969 México cuenta con una ley sobre auxilio a las víctimas de delitos. A lo anterior, debe sumarse que dentro del catálogo de derechos de las víctimas se contempla el derecho a que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio Público estará obligado a solicitar la reparación del daño y el juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia condenatoria. La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia de reparación del daño.


Así, el año 2000 surge el Programa de Atención a Víctimas del Delito (Províctima) dependiente de la CNDH, que tiene como finalidad la implementación y funcionamiento de un Sistema Nacional de Atención a Víctimas acorde a lo señalado por los Estados Unidos Mexicanos y a las Declaraciones Internacionales acerca de la protección de este grupo vulnerable. El fin último que persigue Províctima es entregar auxilio a las víctimas de delito, por lo cual el programa entrega protección y defensa a las víctimas y también promoción, estudio y difusión de los derechos humanos de los ofendidos por delitos y abusos de poder.


Los objetivos estipulados para este programa son: (1) atender y orientar a las víctimas del delito y realizar el seguimiento de esta atención a cargo de las autoridades correspondientes; (2) recibir y atender quejas relacionadas con víctimas y ofendidos por delitos contra la libertad, el desarrollo psicosexual y por violencia familiar; (3) generar redes entre las víctimas del delito o a los ofendidos, con la instancia gubernamental o particular en la que se pueda atender su situación; (4) impulsar la gestión de los servicios sociales a favor de las víctimas del delito para su atención médica y psicológica urgente, preventiva y correctiva; (5) asesorar legal y procesalmente a las víctimas y ofendidos por el delito, respecto de la reparación del daño y la colaboración con el Ministerio Público; (6) velar por el respeto a los derechos humanos de las víctimas y ofendidos por el delito, en las instituciones responsables de su atención; (7) interactuar con las redes, instituciones o asociaciones gubernamentales o privadas en la materia; (8) propiciar y realizar estudios y propuestas para la creación de un Sistema Preventivo y de Protección a las víctimas del delito; (9) elaborar y opinar sobre proyectos legislativos y reglamentarios para proteger a las víctimas del delito, y (10) promover y difundir la cultura para prevenir y proteger a las víctimas del delito y a los ofendidos.

V.  PROPUESTAS DE PERFECCIONAMIENTO DE LA INSTITUCIONALIDAD ANTITERRORISTA Y PREVENCIÓN TEMPRANA DE LA VIOLENCIA

A continuación, se detallará una serie de propuestas de perfeccionamiento de nuestra institucionalidad antiterrorista. Con todo, ellas se basan sobre cinco criterios rectores que deben acompañar el debate en torno a las reformas:


a) Avanzar hacia una política de Estado en la materia, quedando claro que el principal responsable en la materia es el Gobierno.  Si bien la amenaza del terrorismo en nuestro país es una cuestión de tal gravedad que requiere salir del espacio del conflicto político ordinario y pasar al de la política de Estado, no deja de ser comprensible el que las señales que entregó este Gobierno desde el comienzo en esta materia, como asimismo, la conducta de los representantes de la Concertación (dirigentes, parlamentarios, etc.) durante la administración anterior, llegando a sostener que los hechos terroristas eran “montajes” del obierno, sean hoy cuestionadas desde la Oposición. Hay algo de mezquindad en la respuesta del Gobierno de que existiría un aprovechamiento político de la oposición al recordar las acciones y omisiones de la centroizquierda en esta materia. Enfrentar con unidad el terrorismo sí; pero evitando el aprovechamiento desde el Gobierno de que se trata de una política de Estado para evitar el escrutinio público de sus señales. Un componente esencial de una mirada como esta es que el Gobierno manifieste una voluntad real de aplicar el instrumental antiterrorista (existente o futuro) y exista respaldo permanente a los actores públicos encargados de aplicarla.  De nada sirven aumentos de recursos, sanciones o facultades a los agentes públicos si no existe, desde el Gobierno, respaldo a dichas instituciones al hacer uso de ellos.


b) Es legítimo, necesario y una obligación del Estado chileno contar con un estatuto especial antiterrorista, no siendo suficiente el uso de la legislación penal ordinaria, en atención a la entidad y naturaleza del delito y los bienes jurídicos involucrados.


c) Es de particular relevancia generar un consenso nacional en torno a la prevención temprana de la violencia. Cuando la autoridad no entrega señales potentes frente a los desórdenes públicos, al uso de bombas incendiarias en manifestaciones públicas o a la actuación impune de encapuchados, se genera un ambiente creciente de impunidad. Una señal fuerte en esta materia en caso alguno es sinónimo de infracción a los derechos constitucionales. 


d) Reforma integral pro eficacia, no sólo legal. Para disuadir conductas criminales de cualquier naturaleza, no basta que la sanción en abstracto sea alta, sino que la probabilidad de que sea aplicada sea alta. Es fundamental entender que una parte relevante de la ineficacia de nuestra institucionalidad está más bien vinculada a aspectos de coordinación y capacitación de los actores involucrados que al instrumental regulatorio que poseen.


e) Las políticas públicas, programas y medidas antiterroristas, como toda política pública de seguridad, debe ir evolucionando hacia programas basados en la evidencia, esto es, un enfoque de toma de decisiones basado en evidencia objetiva sobre la base de investigación y análisis científico. Por lo demás, se trata de un déficit más bien general del diseño de nuestras políticas públicas en seguridad. Con todo, es también un déficit en materia de diseño de políticas antiterroristas a nivel internacional, como da cuenta la literatura
. Ello también implica considerar la dimensión costo-efectividad de los programas y reformas que se aprueban para combatir el terrorismo
. Porque si bien en algunos ámbitos podría ser necesario aumentar recursos presupuestarios, humanos o tecnológicos, dicho debate debe ir acompañado respecto de indicadores de impacto y su evaluación y mecanismos periódicos de rendición de cuenta. 


5.1.  Reformas constitucionales.


1. Reforzar el artículo 9° de la CPR, inciso primero, manteniendo como principio básico de la Constitución que el terrorismo es por esencia contrario a los derechos humanos, pero agregando otros bienes jurídicos institucionales afectados como la democracia y el Estado de Derecho. Asimismo, se debe evaluar racionalizar los incisos segundo y tercero del artículo 9° de la CPR, dejando en el ámbito legal el desarrollo de esta regulación, pero manteniendo, dos reglas: (i) que una ley de quórum calificado determinará las conductas terroristas y su penalidad, y (ii) que la naturaleza de estos delitos es común para efectos legales.


2. Revisar la proporcionalidad de las sanciones accesorias que contempla nuestra Constitución Política, asegurándose que balanceen una adecuada sanción con el respeto de los derechos ciudadanos.


5.2.  Reformas legales.


5.2.1.  Ley N° 18.314 sobre conductas terroristas.


3. Establecer un nuevo tipo penal terrorista base, que sancione al que realice conductas terroristas que afecten la vida, la integridad corporal o la libertad de las personas a través medios especialmente peligrosos que generen temor en la población o en un grupo indeterminado de ella y alteren el orden social o político (o institucional del Estado).


Las ventajas de esta propuesta son: 


i. Se simplifica el tipo sin referencia a otros delitos y, a la vez, se acota a bienes fundamentales como suele exigirse
.


ii. Busca superar las dificultades del delito terrorista actual, a la vez que se ajusta las exigencias impuestas por normas constitucionales e instrumentos internacionales
, delimitando el tipo penal con la descripción de sus elementos esenciales
, al afectar bienes fundamentales de las personas por el empleo de medios especialmente peligrosos que tengan por efecto provocar temor en la población o un grupo indeterminado de ella
.


iii. No se limita a organizaciones terroristas, sino, siguiendo la evidencia existente internacional, puede ser aplicada a un individuo


iv. No limita la aplicación de la normativa excepcional en razón de la naturaleza jurídica del dueño del bien afectado ni de la persona del autor. 


4.  Establecer como sanción el comiso de efectos y bienes empleados para la comisión del delito, dado que puede tener un gran efecto disuasivo y no tiene el riesgo de afectación de derechos fundamentales como las penas personales.  Adicionalmente, el producto de la enajenación de dichos bienes y las multas a que diere lugar la aplicación de la Ley Antiterrorista ingresarán a un fondo dependiente del Ministerio del Interior y Seguridad Pública que deberá ser utilizado exclusivamente para la prevención y persecución de los delitos terroristas.


5.  Agregar como figuras nuevas, autónomas, la amenaza de conductas terroristas y la pertenencia a una asociación o agrupación terrorista. Los delitos podrían tener una sanción similar con atención al riesgo de las dos hipótesis, que no incluyen lesiones de bienes individuales pero sí una situación de peligro común real para la seguridad colectiva, que indirectamente afecta bienes individuales. 


6.  Incorporar las figuras de cooperación eficaz y desistimiento de la tentativa como atenuante y eximente, respectivamente, de la responsabilidad penal.  En efecto, se incorpora una atenuación de la responsabilidad penal a través de la figura de la cooperación eficaz, la que tiene por primordial objeto esclarecer los supuestos fácticos de una investigación sobre este tipo de hechos y prevenir o impedir la ejecución de otros delitos con carácter terrorista.  Asimismo, se contempla de modo excepcional, la figura del desistimiento del acto terrorista tentado, exigiendo para que opere, que se cumplan como requisitos esenciales para eximir de responsabilidad, la revelación a la autoridad del plan delictual y de sus circunstancias. Además, tratándose de la conspiración y de la tentativa en que intervienen dos o más sujetos, se exige que dicha revelación haya efectivamente impedido la consumación del hecho.


7. Aumentar las penas en materia de financiamiento del terrorismo (artículo 8° de la ley N° 18.314), con la finalidad de adecuar ésta a la gravedad de ese injusto y ajustar su penalidad a las sanciones establecidas en la Ley N° 20.393 sobre responsabilidad penal de las personas jurídicas.


8. Incorporar nuevas técnicas investigativas y procesales. Se propone introducir a la Ley N° 18.314 un conjunto de técnicas investigativas que ya han sido incorporadas en la Ley Nº 20.000, que sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas y en la Ley Nº 19.913, sobre Lavado y Blanqueo de Activos. Por lo demás, se trata de cumplir con las obligaciones y compromisos internacionales del país en esta materia
:


8.1.  Introducir la figura de los agentes encubiertos e informantes, como un medio idóneo y eficaz para penetrar agrupaciones ilícitas con fines terroristas y detectar a sus partícipes o suministrar la información necesaria para la detección de acciones encaminadas a la planificación de atentados con carácter terrorista.


8.2.  Regular de manera precisa la figura de la delación compensada, permitiendo rebajas de penas en caso de que exista cooperación eficaz.


8.3.  Autorizar a las policías la toma de huellas dactilares y de ADN a sospechosos de comisión de actos terroristas, aun sin el consentimiento de los imputados.


8.4.  Incorporar las técnicas de entregas vigiladas y transacciones de armamentos y explosivos destinadas a la perpetración de atentados terrorista. Con esta medida se busca individualizar a las personas que participen en la ejecución de tales hechos, conocer sus planes y determinar sus responsabilidades.


8.5.  Establecer medidas cautelares personales y reales de mayor eficacia para el éxito de este tipo de investigaciones, permitiendo, antes de la formalización de la investigación y por plazos acotados, decretar el arraigo y medidas cautelares reales necesarias para evitar el uso, aprovechamiento o circulación de toda clase de bienes, valores o dineros destinados a la comisión de alguno de los delitos previstos en la presente ley.


5.2.2.  Ley N° 17.798 sobre control de armas.


9.  Sancionar la colocación, uso o detonación de artefactos explosivos. Si el hecho se realiza mediante la colocación, uso o detonación de armas de uso bélico, químicas, biológicas o nucleares, la pena podrá llegar a presidio perpetuo calificado.


10.  Perfeccionar la figura y la sanción a la tenencia ilegal de medios explosivos. 


5.2.3.  Ley N° 18.216 sobre penas sustitutivas.


11.  Establecer como regla general restricciones a la aplicación de penas sustitutivas (libertad vigilada, libertad vigilada intensiva, prestación de servicios en beneficio de la comunidad, etc.) en casos de delitos terroristas, salvo que se trate de un adolescente.  Excepcionalmente, procedería para las figuras de amenaza, organización y tenencia de medios peligrosos, bombas y otros aparatos explosivos, que puedan someterse a un régimen de libertad vigilada intensivo, luego de cumplir al menos uno o dos años de privación de libertad, bajo una medida de control telemático.


5.3. Fortalecimiento de la institucionalidad antiterrorista.


5.3.1.  Agencia Nacional de Inteligencia (ANI).


12.  Reestructuración de la ANI como agencia técnica, independiente del gobierno de turno. Es deseable aumentar la autonomía técnica de la ANI, pasando desde un órgano cuya dirección superior corresponde a un Director, quien es de la exclusiva confianza del Presidente de la República (y que no debe pasar por la Alta Dirección Pública), hacia un órgano colegiado, dotado de autonomía, personalidad jurídica y patrimonio propio, siendo sus integrantes nombrados por el Presidente y con la conformidad del Senado.  Ello implica además reforzar los mecanismos de rendición de cuenta de la institución.


13.  Aumentar recursos presupuestarios, humanos y tecnológicos, asegurando continuidad a los funcionarios. Destinar mayores recursos en tecnología y en la contratación de personal que preste servicios de manera permanente en la Agencia. Especialización del personal de la Agencia, lo cual debiese garantizarse mediante mecanismos especiales de contratación, de modo que los cambios de gobierno no afecten la continuidad de dichos funcionarios, dependiendo su permanencia sólo en razones de mérito.


14. Aumentar la coordinación al interior del Sistema de Inteligencia, especialmente entre la ANI y los servicios de inteligencia militares y policiales.


Ministerio Público y policías.


15. Rediseñar el proyecto de ley de fortalecimiento del Ministerio Público (Boletín N° 8.265-07), hoy en segundo trámite constitucional en el Senado, con el objeto de introducir modificaciones relevantes respecto de la Fiscalía de Alta Complejidad y del sistema de evaluación de impacto y rendición de cuenta del Ministerio Público.


17.1. Precisar las labores de la Fiscalía de Alta Complejidad, estableciendo que su jefatura estará a cargo de un Fiscal con rango de Fiscal Regional que no dependa directamente de la Fiscalía Nacional, y que considere la dimensión local de su accionar.


17.2.  Introducir perfeccionamientos al sistema de evaluación de impacto y rendición de cuenta del Ministerio Público.


16.  Aumentar la coordinación entre fiscales y policías, y capacitación interinstitucional. 


18.1.  Establecer  metas e indicadores comunes entre el Ministerio Público y las policías.


18.2.  Sofisticar los protocolos de actuación conjunta, especialmente respecto de las primeras actuaciones frente a un delito terrorista el que debe quedar entregado a un grupo policial especializado antiterrorista.


18.3  En materia de capacitación  interinstitucional, implementar talleres prácticos sobre primeras diligencias en materia de delitos terroristas; generar jornadas de capacitación interinstitucional a nivel nacional.


17.  Fortalecimiento de la inteligencia policial y coordinación efectiva entre las policías en traspaso de información e intercambio de inteligencia, implementando la base unificada de datos (BUD),  y revisando los planes de estudio y mallas curriculares de las Policías, para generar capacidades efectivas de inteligencia policial.


5.4.  Protección especial y reparación a víctimas.


18.  Protección de víctimas. Facultar al Ministerio Público para que solicite la adopción en forma obligatoria y vinculante al tribunal de medidas de protección respecto de víctimas de delitos terroristas.


19.  Creación de un Fondo de reparación a las víctimas del terrorismo.  Siguiendo la tendencia comparada, se hace necesario avanzar en un estatuto especial para este tipo de víctimas, donde el Estado como garante principal de la seguridad interior y el orden público en el país, asuma la reparación de las víctimas, tanto por medio de indemnizaciones directas y determinada, como por medio de programas de salud, reubicación, seguridad, etc., cuestión que sí ocurre en legislación comparada, distinguiendo distintas situaciones: muerte, lesiones de distinta gravedad, incapacidades permanentes y no permanentes, amenazas, etc.


5.5.  Rehabilitación de condenados por delitos terroristas.


20. Establecer un programa especial de rehabilitación a condenados por delitos terroristas, sobre la base de apoyo sicológico y/o siquiátrico, como también por medio de programas educativos, capacitación laboral y, de ser necesario, tratamiento de drogas. Ello puede estar vinculado a condenados que hayan prestado cooperación eficaz.


5.6.  Prevención temprana de la violencia y los desórdenes públicos.


21.  Tipificar el delito de desórdenes públicos graves en caso de paralización de los servicios públicos de emergencia y el impedimento de la libre circulación de las personas, la que debe valerse de fuerza en las cosas o violencia o intimidación a las personas.


22.  Incorporar la circunstancia agravante de delitos contra las personas o que afectaran los bienes (propiedad), ocurridas en una manifestación o acto de carácter público o masivo, aumentándose además la penalidad cuando en este caso se utilizare algún elemento con el propósito de esconder su identidad (“encapuchado”).


23.  Sancionar con multas de 1 a 4 UTM a la persona que concurra a una manifestación pública ocultando su identidad (“encapuchado”), quedando la fuerza pública facultada para detenerlos y ponerlos a disposición del Ministerio Público.


24. Desarrollar programas de Violencia Escolar en los establecimientos educacionales, dado que la violencia escolar es uno de los factores de riesgo que se debe considerar al analizar el potencial inicio de conductas antisociales y violentas que además puedan derivar en carreras delictuales.


25. Potenciar las capacidades investigativas y de análisis de la policía en materia de orden público: acopio intensivo y análisis de información (inteligencia policial); uso de estrategias de contención (detención proactiva o el uso de cercos de seguridad), y de arrestos concentrados (y a veces preventivos); incentivar la auto-regulación de los manifestantes o el uso de técnicas de control consensuados (combinados con los coercitivos).”.

Enseguida, la Comisión escuchó la exposición de la Directora Ejecutiva de Amnistía Internacional – Chile, señora Ana Piquer.

La señora Piquer efectuó una intervención basada en un informe escrito del siguiente tenor:
“La reforma a la ley antiterrorista de cara a los derechos humanos

Minuta de Amnistía Internacional-Chile respecto del proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad, y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal

Boletín N° 9.692-07


Amnistía Internacional, como organización global que trabaja por la defensa, protección y promoción de los derechos humanos, entre otras cosas se preocupa del análisis del texto y la aplicación de cuerpos legales que puedan resultar contrarios a las normas internacionales de derechos humanos. Es desde esa perspectiva que ha analizado legislación antiterrorista en diferentes lugares del mundo, incluido Chile.

Por tanto, nuestro comentario no está dirigido a la identificación de elementos de política criminal en relación a la persecución de los delitos terroristas, sino a salvaguardar que estas políticas no afecten de manera indebida o desproporcionada los derechos humanos de todas las partes involucradas.

En esta línea, es fundamental destacar que Amnistía Internacional reconoce, en primer lugar, el deber de los Estados de garantizar la seguridad de su población y por tanto, de combatir el terrorismo en todas sus formas. Esto debe hacerse en el entendido que no puede existir seguridad sin derechos humanos: todas las medidas que se adopten a fin de proteger a las personas, deben siempre adoptarse dentro de un marco de pleno respeto a los derechos humanos de todas las personas involucradas y las eventuales limitaciones a los derechos deben efectuarse de manera excepcional y de acuerdo a las normas internacionales sobre la materia.

Desde la perspectiva de los derechos humanos, la legislación antiterrorista actualmente vigente en Chile ha sido objeto de críticas de distintos organismos nacionales e internacionales. Entre los cuestionamientos más recientes están las recomendaciones del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, que en la última revisión periódica a Chile recomendó “reformar la Ley Antiterrorista y adoptar una definición clara y precisa de los delitos de terrorismo para asegurar que las actividades que realizan los agentes del orden en el marco de la lucha contra el terrorismo no estén dirigidas a determinadas personas por su origen étnico o cualquier motivo social o cultural. Asimismo, debe asegurar que las garantías procesales contenidas en el artículo 14 del Pacto [de Derechos Civiles y Políticos], sean respetadas”,
  las emanadas de la revisión en el marco del Examen Periódico Universal en enero del presente año
, así como la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Norín Catrimán vs Chile.


A continuación, haremos referencia a algunos puntos que nos parece de relevancia destacar desde la perspectiva de los derechos humanos.

En primer lugar, nos referiremos a algunos asuntos que ya han sido materia de cuestionamiento en relación a la legislación actual, de manera de contrastarlos con el proyecto de ley e identificar si estas preocupaciones se resuelven o persisten. En algunos puntos haremos también mención a las normas del proyecto de ley que “sustituye el texto de la ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, a fin de dar mayor protección a la ciudadanía y fortalecer la paz social” (Boletín N° 9.669-07).

En segundo lugar, haremos referencia a algunos aspectos del proyecto de ley que no se habían analizado con anterioridad y que nos parece de relevancia destacar.

Finalmente, si bien no forma parte del proyecto de ley en debate, destacaremos nuestras preocupaciones en relación a las normas sobre terrorismo que se establecen en la Constitución Política de la República y las preocupaciones que éstas generan desde la perspectiva de los derechos humanos.
1. Preocupaciones en la legislación actual y su tratamiento en 
el proyecto de ley
1.1 Definición de terrorismo
Principios generales

Aunque la palabra “terrorismo” se utiliza con frecuencia y la práctica del “terrorismo” es algo a lo que el mundo en general se opone, no existe una definición universalmente aceptada de la palabra, ni en el uso general ni en los tratados y leyes destinados a combatirlo. Frecuentemente, la palabra denota la actitud de quien la emplea hacia un delito determinado, llevando una importante carga emotiva y política, utilizándose de manera selectiva.

No obstante, un principio del derecho internacional que no es derogable incluso en situaciones de emergencia, es que no debe procesarse a nadie por actos que no estén claramente definidos como delito o que no sean contrarios a los principios generalmente reconocidos del derecho. Los Estados tienen la obligación de definir con precisión los delitos en la ley, de manera que las personas puedan saber de qué actos u omisiones puede ser considerada responsable penalmente.

Más aún, una definición inadecuada puede convertir en delito, por ejemplo, el ser miembro de un “grupo terrorista”, aunque la persona no haya cometido ningún otro acto ilegal, lo que si se define en términos muy vagos, puede en la práctica limitar el ejercicio pacífico al derecho de asociación o la libertad de expresión.

De acuerdo al Relator Especial de la ONU sobre la promoción y protección de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo (“Relator Especial”), a falta de una definición internacional integral del delito de terrorismo, las disposiciones nacionales deben ajustarse a una caracterización que comprende tres condiciones acumulativas y según la cual un acto, para ser calificado de terrorismo, deberá
:

a) Cometerse contra miembros de la población en general, o sectores de ésta, con la intención de causar la muerte o lesiones corporales graves, o de tomar rehenes;

b) Cometerse con el propósito de provocar un estado de terror, intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de realizarlo;

c) Reunir todos los elementos de la definición legal de un delito grave.

El Relator Especial también ha señalado con anterioridad que cualquier definición de terrorismo debe limitarse a elementos objetivos del acto (1. toma de rehenes intencionada, 2. se proponga causar la muerte o lesiones, o 3. entrañe violencia mortal contra una persona o más)  e intención (1. provocar un estado de terror, o 2. obligar a un gobierno o a una organización internacional a hacer algo o abstenerse de hacerlo). Según el Relator Especial, cualquier definición que vaya más allá de estos elementos sería problemática desde los derechos humanos
.

Toda ley que proscriba el terrorismo debe respetar el principio de legalidad consagrado en el artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aplicarse únicamente a la lucha contra el terrorismo y cumplir con el principio de no discriminación. Asimismo lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al determinar la obligación de los Estados de respetar el principio de legalidad al tipificar como delitos las conductas de carácter terrorista. Con tal fin, la definición de la conducta punible debe ser clara y precisa, exige una distinción entre los delitos que suponen dicho carácter y aquellos tipos penales ordinarios y sus efectos jurídicos deben ser preexistentes a la conducta en cuestión
.
Legislación actual

El Relator Especial, en el informe emitido tras su visita a Chile en 2013, opinó que la definición de terrorismo de la legislación chilena es muy amplia y que “la modificación de 2010 no define el bien jurídico protegido y mantiene una referencia a derechos y conductas ya previstos y protegidos por el derecho penal común, incluido el delito de incendio intencional en un lugar deshabitado”.
 El Relator Especial coincide con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el sentido que “al permitir una interpretación que incluye bajo la rúbrica de terrorismo conductas que atenten exclusivamente contra la propiedad, da lugar a la ambigüedad y confusión sobre lo que el Estado reprocha penalmente como delito terrorista”
. Esto otorga una amplia discreción al fiscal, lo que puede traducirse en una aplicación impredecible y arbitraria y, por lo tanto, en posibles abusos.

Adicionalmente, el Relator Especial señala que aun teniendo una definición amplia de terrorismo, existiría una salvaguardia mínima si hubiera criterios objetivos para el ejercicio de la discreción del fiscal y un consenso acerca de las formas de protesta que pueden calificarse correctamente de actos de terrorismo. No obstante, consideró que en Chile no existen actualmente esos criterios objetivos ni ese consenso
.
Proyecto de ley

El proyecto (artículos 1° al 5°) redefine los delitos terroristas de acuerdo a lo siguiente:

- La “asociación criminal terrorista”, limitada a grupos que, a través de la perpetración de ciertos delitos específicamente enumerados (y limitados a delitos contra las personas), que persiguen “socavar o destruir el orden institucional democrático”, alterar gravemente el orden público, imponer exigencias a la autoridad política, arrancar decisiones de ésta o infundir temor generalizado en la población de pérdida o privación de los derechos fundamentales”.

- El delito de fundar o contribuir a fundar una “asociación criminal terrorista”, o proveer de fondos para financiarla.

- El delito de integrar activamente una “asociación criminal terrorista”. Esta pena se aplica a todo individuo que ha tomado parte o ejecutado un delito de los descritos y ha adherido positivamente a los propósitos concretos de perpetración de los crímenes. Se señala que “Se considerará adhesión positiva cualquier manifestación de voluntad expresa o tácita del imputado o la aceptación de los propósitos criminales de una organización, asociación o grupo, sea que el medio de adhesión positiva fuese electrónico, telefónico, la participación en redes sociales o cualquier otro medio”.

- También se aplica una pena “al individuo que, sin pertenecer a una organización o grupo y habiendo tomado parte o ejecutado alguno de los delitos señalados en el artículo 1°, lo hubiese hecho persiguiendo las finalidades allí expresadas”.

Estas penas se aplicarían sin perjuicio de las que correspondan por uno o más crímenes efectivamente perpetrados por uno o más integrantes de la organización.

Esta modificación resulta positiva en el sentido que acota los delitos que pueden ser considerados terroristas a conductas que se encuentran dentro del marco de los estándares indicados por los Relatores Especiales.


No obstante, los tipos penales que se refieren a fundar o contribuir a fundar e integrar activamente una organización criminal terrorista, generan algunos puntos de preocupación. A juicio de Amnistía Internacional resulta esencial acotar estos tipos penales de mejor manera, para evitar que se esté sancionando a las personas sólo por sus relaciones, pero sin que hayan cometido ningún acto delictivo propiamente tal. Sin las suficientes salvaguardias, estos dos tipos penales (fundar e integrar) pueden restringir indebidamente los derechos de asociación y expresión y existe un riesgo amplio de arbitrariedad en su aplicación. El Relator Especial ha señalado que las autoridades deben tener elementos de prueba tanto de la intención subjetiva como del riesgo objetivo de que el acto se vaya a cometer. Por ello, a modo de ejemplo, para hablar de “integrar activamente” se debiera requerir más elementos de prueba que un mensaje en Facebook o Twitter, al no ser por sí sólo prueba suficiente de un “riesgo objetivo”. 

En este sentido, recomendamos revisar la redacción en los delitos relativos a fundar e integrar organizaciones criminales terroristas, pues la propuesta actual podría incurrir en faltas al principio de legalidad e incluso restringir de forma injustificada otra serie de derechos fundamentales.

Por otra parte, es importante mencionar que el proyecto de ley del Boletín N° 9.669-07 propone una definición amplia (artículos 1 y 2) que podría no cumplir con los estándares del principio de legalidad al mantener elementos de subjetividad que hacen que el tipo penal sea poco claro. Adicionalmente, continúa incluyendo delitos que atentan exclusivamente contra la propiedad (por ejemplo, incendio y estragos) lo cual excede los estándares establecidos por los Relatores Especiales en relación a la descripción de delitos terroristas. 

Como se señaló, cualquier esfuerzo por establecer un tipo penal de terrorismo debe cumplir con el principio de legalidad consagrado en el artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Ello exige que en la elaboración de los tipos penales sean utilizados términos estrictos y unívocos que acoten claramente las conductas punibles. En palabras de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, “la ambigüedad en la formulación de los tipos penales genera dudas y abre el campo al arbitrio de la autoridad, lo cual es particularmente indeseable cuando se trata de establecer la responsabilidad penal de los individuos y sancionarla con penas que afectan severamente bienes fundamentales, como la vida o la libertad”.
 Cualquiera sea la definición que se adopte en definitiva, debiera considerar las tres condiciones propuestas por el Relator Especial y asegurar que pueda ser aplicado en base a criterios objetivos.
1.2. Secreto de la investigación
Principios generales

Toda persona acusada de un delito tiene derecho a disponer del tiempo y los medios adecuados para preparar la defensa. Esto se basa en el derecho a defensa y el principio de “igualdad de condiciones”: la defensa y la acusación deben ser tratadas de modo que se garantice que ambas partes tienen las mismas oportunidades de preparar y presentar sus argumentos
. En los procesos penales, en los que la acusación tiene a su disposición toda la maquinaria del Estado, el principio de igualdad de condiciones es una garantía esencial del derecho de la persona acusada a defenderse.

La protección de este derecho requiere que la persona acusada y su abogado, además de recibir información sobre los cargos, tengan acceso a la información relevante, tales como listas de testigos e información sobre ellos, documentos y otras pruebas que la defensa tenga intención de utilizar (material inculpatorio). También incluye la información que podría dar lugar a la exoneración del acusado (material exculpatorio), afectar la credibilidad de las pruebas presentadas por la fiscalía, respaldar una línea argumental de la defensa o ayudar de otro modo al acusado a preparar su caso o atenuar la pena.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha aclarado que el derecho al tiempo y los medios adecuados para preparar la defensa “obliga al Estado a permitir el acceso del inculpado al conocimiento del expediente llevado en su contra”
, en un plazo que permita al acusado disponer del tiempo necesario para preparar su defensa
. Es también un deber amplio de la fiscalía revelar información que pueda ayudar a la defensa, y se mantiene durante todo el proceso judicial (antes y después de la declaración de los testigos).

En algunas circunstancias excepcionales, puede que sea legal que un tribunal independiente e imparcial (tras un proceso justo) permita a la fiscalía ocultar determinadas pruebas a la defensa, según lo prescrito en la ley. Sin embargo, estas restricciones en la divulgación de la información deben ser estrictamente necesarias y proporcionales a la finalidad de proteger los derechos de otras personas (como las que puedan correr peligro de sufrir represalias) o salvaguardar un interés público importante (como la seguridad nacional o la eficacia de las investigaciones policiales legales). Las órdenes judiciales que no permiten divulgar información deben ser la excepción y no la norma y no deben afectar negativamente a la imparcialidad global de los procedimientos. A fin de garantizar un proceso justo, el tribunal debe compensar las dificultades con que se encuentre la defensa al no haberse revelado toda la información. A lo largo de todo el proceso, las autoridades y los tribunales deben revisar si sigue siendo oportuno no divulgar la información, en función de la relevancia que tenga, la idoneidad de las salvaguardias y las consecuencias en la imparcialidad del conjunto de los procedimientos.

La necesidad de no divulgar información debe decidirla el tribunal y no la fiscalía, mediante una vista contradictoria que respete la igualdad de condiciones. Adicionalmente, el Comité de Derechos Humanos ha aclarado que el derecho a los medios adecuados para preparar la defensa debe entenderse de manera que se garantice que nadie podrá ser condenado sobre la base de pruebas en las que no tengan pleno acceso el acusado o las personas que lo representan.

Legislación actual

Mientras que cuando se trata de delitos comunes el plazo máximo en que se puede mantener en secreto ciertos aspectos de la investigación es de 40 días (artículo 182, inciso tercero, del Código Procesal Penal), cuando se trata de delitos terroristas puede ser de hasta seis meses (artículo 21 de la ley antiterrorista vigente). Durante un tiempo tan prolongado de secreto, existe un total desequilibrio entre las partes, impidiendo a la defensa prepararse adecuadamente.

El Relator Especial connotó que una persona imputada en aplicación de la legislación antiterrorista tendrá que esperar en general seis meses antes de que sus abogados reciban las pruebas y declaraciones que sustentan las acusaciones, tiempo durante el cual la preparación de la defensa se ve considerablemente dificultada. En comparación, ese período es en general de 28 días cuando no se trata de un delito de terrorismo
.

Por ello, el INDH ha afirmado que las facultades especialmente ventajosas que la ley antiterrorista vigente otorga a la persecución penal contraviene los estándares de derechos humanos, en cuanto no garantiza que los acusados sean informados sin demora de la naturaleza y causas de la acusación formulada en su contra, y que cuenten con los medios y facilidades adecuados para la preparación de su defensa.
Proyecto de ley

En relación al secreto de la investigación, se mantiene el plazo de seis meses como plazo total del secreto (artículo 226 D), cuando éste resulte indispensable para el éxito de la investigación. Por tanto, no se resuelven las críticas que ya se habían hecho a la legislación actual. El artículo 226 Q señala expresamente que “en ningún caso, la reserva o secreto decretado durante la investigación impedirá el ejercicio del derecho de la defensa a que se revele la identidad de los testigos o peritos protegidos que sean ofrecidos como medios de prueba por el Ministerio Público en su acusación en la oportunidad a que se refiere el artículo 260 [audiencia preparatoria del juicio oral] o en procedimientos sin etapa de preparación, en la audiencia en que se juzgue al imputado”. Esto rige para cualquier otra diligencia secreta.

En la práctica, lo anterior implica que la fiscalía puede tener seis meses de preparación conociendo de pruebas que la defensa desconoce. En caso que la defensa sólo las conociera al momento de la audiencia preparatoria del juicio oral, de acuerdo al Código Procesal Penal, la celebración del juicio sería como máximo 60 días después de la notificación del auto de apertura del juicio oral (que se realiza dentro de las 48 horas siguientes a la audiencia preparatoria). Por tanto, el tiempo disponible para la defensa para prepararse en base a las pruebas que desconocía es muy inferior a la de la fiscalía, pudiendo generar un desequilibrio en los medios procesales. Por tanto, deben buscarse mecanismos que permitan compensar ese desequilibrio y asegurar que se regule en detalle que se debe tratar de casos excepcionales en que el secreto se estime absolutamente necesario para la investigación y solo en la medida y por el tiempo que sea necesario. 

El proyecto de ley de Boletín N° 9.669-07, tampoco permite disipar esta preocupación, puesto que también mantiene el plazo de seis meses para el secreto de las investigaciones (artículo 14), y además no establece la obligación de terminar el secreto en la audiencia preparatoria ni otro tipo de salvaguardias específicas.

Testigos protegidos
Principios generales

El derecho del acusado a disponer del tiempo y los medios adecuados para preparar su defensa incluye el derecho a preparar el interrogatorio de los testigos de cargo. Existe, pues, la obligación de la acusación de comunicar a la defensa, con la adecuada antelación, la lista de los testigos de cargo que piensa hacer comparecer en el juicio.

El uso como prueba de la declaración de un testigo anónimo (cuando la defensa desconoce la identidad del testigo) es, en principio, contrario al derecho del acusado a interrogar a los testigos. Al ocultarse la identidad del testigo, el acusado se ve privado de información necesaria para rebatir la credibilidad y fiabilidad de dicho testigo y de las pruebas que presenta. Cuando mayor sea la importancia del testimonio del testigo anónimo, mayor es el riesgo de que se cometa una injusticia.

Amnistía Internacional ha denunciado el uso de testimonios de testigos anónimos por considerar que es contrario a la presunción de inocencia, al derecho del acusado a refutar las pruebas y a la capacidad del tribunal de dictar una sentencia basada en todas las pruebas pertinentes, que las partes hayan tenido la oportunidad de refutar.

Existe jurisprudencia y normas internacionales que permiten a los testigos prestar declaración de forma anónima, pero sólo en circunstancias excepcionales y muy definidas y en condiciones especiales. Estas limitaciones se imponen debido al perjuicio que causan al derecho a la defensa y el riesgo que entrañan de que el uso de testimonios de testigos anónimos convierta el juicio en injusto. Así, por ejemplo, tribunales penales internacionales han permitido excepcionalmente el uso de testigos anónimos
, por ejemplo, en casos de delitos de terrorismo, narcotráfico, delincuencia organizada o delitos de derecho internacional. No obstante, está sujeto a restricciones: el tribunal debe examinar la petición y buscar alternativas al anonimato y una sentencia condenatoria no debe basarse de manera única o decisiva en declaraciones anónimas. 

En muchos países, en vista de las dificultades que plantea para la defensa el uso de testigos anónimos, se han adoptado medidas alternativas para proteger a los testigos, como por ejemplo, la posibilidad de que testifiquen mediante conexiones de video.

Es importante mencionar que la protección a los testigos no es optativa, sino que es un deber de los Estados en el derecho internacional. Entre las formas de protección de víctimas y testigos se encuentran los programas de protección de testigos que proporcionan protección física y apoyo psicológico antes, durante y después de los procedimientos. Cuando están en juego la vida, la libertad o la seguridad de los testigos, los Estados deben organizar el proceso judicial de tal forma que estos derechos no se pongan en peligro injustificadamente.
Legislación actual

El Relator Especial, tras su visita a Chile, señaló que en las causas judiciales en que se ha invocado la Ley Antiterrorista, ésta se ha utilizado invariablemente en asociación con un delito principal, perseguible con arreglo a la legislación penal ordinaria. Esto hace que el imputado esté sujeto a una serie de desventajas procesales y sustantivas, entre las que se cuenta el uso de testigos de cargo “anónimos” y facultades especiales de investigación, incluidas las escuchas telefónicas e interceptación de la correspondencia, como correos electrónicos y otras comunicaciones.


Las modificaciones de 2010 establecieron el derecho del imputado a dirigir “las interrogaciones tendientes a establecer su credibilidad o acreditación y a esclarecer los hechos sobre los cuales depone, siempre que dichas preguntas no impliquen un riesgo de revelar su identidad”. No obstante, el Relator Especial señaló haber recibido información de que esta disposición se interpreta de manera estricta para impedir toda pregunta que pueda exponer las vulnerabilidades del testigo (en cuanto a su fiabilidad o parcialidad), lo que dificulta una defensa eficaz. Además, manifiesta preocupación por no existir una norma que impida al tribunal basarse en la declaración de un testigo anónimo como motivación única o fundamental para imponer una condena, y tampoco el fiscal tiene una obligación expresa de investigar la credibilidad de un testigo anónimo y de comunicar los resultados de esa investigación al imputado.

De acuerdo al Relator Especial, si bien el uso de testigos anónimos no infringe automáticamente el derecho a un procedimiento contradictorio, “las normas internacionales exigen que las divergencias con respecto a un procedimiento plenamente contradictorio y público se reduzcan al mínimo absoluto; que el anonimato se justifique clara y específicamente por la necesidad de proteger la seguridad física del testigo contra las represalias; y que la falta de equidad para con el imputado se contrarreste mediante garantías procesales que aseguren que la imparcialidad del proceso no se vea injustificadamente comprometida. Entre esos contrapesos puede figurar una norma que impida basarse en un testimonio anónimo como motivación única o fundamental para imponer una condena y que refuerce expresamente la obligación de investigar y comunicar a la defensa cualquier hecho que tienda a menoscabar la fiabilidad o credibilidad del testigo anónimo”
. Concluye que estas salvaguardas no se han previsto en la legislación antiterrorista chilena.

El fallo reciente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Norín Catrimán, concluyó también la necesidad de modificar la ley antiterrorista en lo relativo a los testigos anónimos, señalando que “la Corte constató que las medidas de protección de testigos relativas a la reserva de identidad fueron adoptadas en ausencia de un efectivo control judicial y un testimonio obtenido en esas condiciones fue utilizado en grado decisivo para fundar la condena”. Además, señala que aun cuando en algunos casos concretos hubo efectivamente medidas de contrapeso, “la falta de regulación de estas últimas provocó una inseguridad jurídica respecto de la adopción de las mismas”. Por ello, “La Corte estima que, en el marco del ordenamiento jurídico chileno aplicado en este caso, resulta adecuado ordenar a Chile que, para evitar violaciones como las declaradas en la presente sentencia, regule con claridad y seguridad la medida procesal de protección de testigos relativa a la reserva de identidad, asegurando que se trate de una medida excepcional, sujeta a control judicial en base a los principios de necesidad y proporcionalidad, y que ese medio de prueba no sea utilizado en grado decisivo para fundar una condena, así como regular las correspondientes medidas de contrapeso que aseguren que la afectación al derecho de defensa sea suficientemente contrarrestada, de acuerdo con lo establecido en la presente sentencia”.
 
Proyecto de ley

El proyecto de ley establece una nueva normativa en relación a la protección de testigos y peritos (artículo 266 O), cuando el Ministerio Público estime que existe riesgo o peligro grave para la vida o la integridad física de él/ella o de su familia o personas cercanas. Al efecto, se establecen diversas medidas de protección:

a) Que no consten en los registros de las diligencias que se practiquen su nombre, apellidos, profesión u oficio, domicilio, lugar de trabajo, ni cualquier otro dato que pudiera servir para la identificación de los mismos.

b) Que su domicilio se fije en la sede de la fiscalía o del tribunal para efectos de notificaciones y se entreguen reservadamente.

c) Que las diligencias durante la investigación se hagan en un lugar distinto de donde funciona la fiscalía y de cuya ubicación no se deje constancia en el registro.

d) Que una vez decretada la protección, se prohíba la revelación de la identidad y captar su imagen por cualquier medio.

Esto lo determina el Ministerio Público, pero cualquiera de los intervinientes puede solicitar al juez de garantía su revisión, quien deberá ponderar el lapso de duración de la medida y el grado de afectación del derecho a la defensa del imputado. 


Además, se agrega una restricción nueva: “la duración de la reserva a que se refiere este artículo en ningún caso podrá exceder de seis meses desde la primera declaración del testigo o perito protegido. Siempre cesará la reserva una vez cerrada la investigación”. Con ello, en la práctica la reserva no podrá afectar de manera determinante el derecho a la defensa, dado que siempre al momento del juicio conocerá la identidad del testigo y podrá por tanto contrainterrogarlo debidamente, pues siempre cesa la reserva al cerrarse la investigación y no sería posible dictar sentencia mientras el testigo siga siendo anónimo. Además, el artículo 226 Q establece que no se impedirá el ejercicio de su derecho a contrainterrogar al testigo o perito para establecer su credibilidad o acreditación y esclarecer los hechos sobre los cuales depone. Señala que en este caso, se pueden adoptar medidas “para evitar la revelación de la identidad del testigo o perito a personas distintas de los abogados intervinientes”.

Finalmente, se agregan medidas de protección adicionales, incluyendo la provisión de recursos económicos y el cambio de nombre. 

La propuesta presentada incorpora elementos importantes hacia la mejor regulación del uso de testigos protegidos con el fin de garantizar la seguridad de los testigos al tiempo que no se vulnera el derecho a la defensa del imputado. No obstante, aún existen elementos importantes que no se advierten en el proyecto presentado, al no incluir disposiciones que determinen el carácter excepcional de la medida ni la obligación de que dichos elementos de prueba no sean utilizados en grado decisivo para fundar la condena. Asimismo, resultaría necesario que se asegure la notificación de esta decisión de manera pronta a la otra parte, de manera que lo pueda reclamar efectivamente ante el juez de garantía si lo estima necesario.

Con ello, la alternativa que establece el texto propuesto combina de mejor manera que la legislación actual, el deber del Estado de garantizar la seguridad de los testigos y también el derecho a la defensa del imputado.

Por el contrario, el proyecto de ley de Boletín N° 9.669-07 no exige levantar el anonimato en ningún momento, ni establece normas compensatorias como las indicadas por el Relator Especial (por ejemplo, la obligación de la fiscalía de investigar la veracidad del testigo, y la prohibición de que la sentencia se base exclusiva o determinantemente en su testimonio), por lo que no consigue este equilibrio de acuerdo a los estándares internacionales de derechos humanos.

Cualquiera sea el mecanismo que se adopte en definitiva, el objetivo de tales disposiciones debe suponer el equilibrio entre la protección de las víctimas y testigos por un lado, y los derechos a la defensa adecuada y las garantías de un juicio justo por el otro.
1.4 Plazos y condiciones de detención y de prisión preventiva
Principios generales

Las leyes de seguridad o antiterroristas frecuentemente permiten largas demoras antes de que una persona sospechosa comparezca ante un tribunal para que se determine la legalidad de su detención, o niegan a los detenidos la oportunidad de impugnar su detención. La prohibición de la detención arbitraria se considera en general un principio fundamental del derecho internacional, y la supervisión judicial efectiva de todas las personas detenidas es una salvaguardia importante frente a la detención arbitraria.

Asimismo, este tipo de leyes ha permitido que a los detenidos pueda negárseles el acceso a un tribunal durante un plazo muy superior al permitido por las normas de derechos humanos. La detención de una persona, basada en una sospecha, por períodos prolongados, es contraria al derecho a la presunción de inocencia y a la libertad personal.

Las normas internacionales exigen que toda persona arrestada o detenida comparezca sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por ley para ejercer funciones judiciales, incluso tratándose de delitos terroristas. El Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo ha afirmado que las personas que se encuentren detenidas acusadas de terrorismo deben tener la posibilidad de ser oídas por un juez respecto de la legalidad de su detención en un plazo no superior a las 48 horas desde dicha detención
.

Por otra parte, de acuerdo con el derecho a la libertad y a la presunción de inocencia, se presupone que las personas acusadas de un delito no permanecerán detenidas hasta que se celebre el juicio. La puesta en libertad sólo puede estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en juicio, o si el continuar la detención cumple con los criterios de necesidad y proporcionalidad, por crear un riesgo sustancial de huida, daño a terceros o alteración de las pruebas o la investigación que no se puede mitigar de otro modo. El sólo hecho de tratarse de un delito grave, no es circunstancia suficiente para justificar la detención. El Comité de Derechos Humanos ha expresado preocupación acerca de leyes que fijan el período máximo de detención preventiva en función de la pena que podría imponerse por el presunto delito, por centrarse más en la pena que en la necesidad de proteger los intereses legítimos, limitar la duración de la detención preventiva y juzgar al detenido sin dilación.
 La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha afirmado que, teniendo en cuenta la presunción de inocencia, un período de detención preventiva igual o superior a la pena que podría imponerse a la persona es desproporcionado.


En relación a las condiciones de detención o prisión, ésta en ningún caso puede impedir el derecho a ponerse en contacto con su familia, un abogado y un médico, lo cual debe estar consagrado en la ley. Debe otorgarse facilidades razonables para comunicarse con familiares y amigos y recibir visitas. Las restricciones y la vigilancia sólo se permiten si son necesarias en interés de la administración de justicia, de la seguridad y del buen orden del establecimiento. 

La detención en régimen de incomunicación debe prohibirse y cualquier eventual restricción o demora en el acceso de las personas detenidas al mundo exterior debe obedecer a circunstancias excepcionales y durante periodos muy breves. Este tipo de detención facilita la tortura u otros malos tratos y la desaparición forzada, e incluso en algunas circunstancias puede constituir por sí misma una forma de tortura o trato cruel, inhumano o degradante. Asimismo, la reclusión en régimen de aislamiento debe emplearse únicamente como medida excepcional, durante el menor tiempo posible, bajo supervisión judicial y con los mecanismos de revisión adecuados, como la posibilidad de revisión judicial.
Legislación actual

El Relator Especial indicó su preocupación porque en los casos de terrorismo el juez puede ampliar la detención policial de las 24 horas habituales (en delitos comunes) a hasta 10 días, concluyendo que el procedimiento para decidir estas detenciones no es contradictorio y que la defensa rara vez tiene la oportunidad de recurrir esa ampliación ante el juez. Destaca la importancia de esto debido a que la brevedad de los plazos de la detención policial tiene por objeto prevenir la tortura y malos tratos a los sospechosos durante el interrogatorio. El INDH ha informado que al menos en un caso en La Araucanía se interpretó que no es necesario que un Juez de Garantía controle la detención dentro de las 24 horas siguientes a la misma, lo que hace mayor este riesgo.

El INDH ha señalado que los imputados en casos llevados de acuerdo a la ley antiterrorista, en su mayoría han sido sometidos a prisión preventiva por períodos importantes de tiempo, para terminar siendo absueltos o condenados por delitos comunes (no terroristas) con penas de cumplimiento en libertad. Conforme al artículo 140 letra c) del Código Procesal Penal, para el otorgamiento de la libertad provisional en lugar de la prisión preventiva, el juez deberá considerar alguna de las circunstancias que indica esa norma. En la práctica, es fundamental que se determine no sólo mirando la gravedad de la pena asignada al delito (artículo 140 letra c) del Código Procesal Penal), sino también con base en un análisis sustantivo del caso que determine la existencia del riesgo procesal que se pretende mitigar fundado en circunstancias objetivas. Según ha sido determinado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
 y la Corte Interamericana de Derechos Humanos,
 la gravedad del delito por el que una persona es acusada no es en sí misma una circunstancia que permita presumir que el imputado incurrirá en alguna acción justificativa de la necesidad de decretar la prisión preventiva. Por ende, la determinación de la prisión preventiva determinada únicamente por el tipo de delito imputado, ignorando la necesidad de la misma y la ponderación de los elementos que concurren a éste, resulta contraria a la Convención Americana.


En la materia en análisis, dado que la pena por delitos de terrorismo es mucho más alta que la pena por el delito principal conexo, la probabilidad de que se dicte la libertad provisional es, por consiguiente, menor.

Proyecto de ley

Los problemas detectados en la legislación actual en relación a los plazos extendidos de detención policial antes de efectuar la formalización se reducen sustantivamente con el proyecto de ley. Por una parte, el plazo se reduce de 10 a 5 días, debiendo aprobarlo el juez de garantía a solicitud del fiscal, por ser conducente para el éxito de alguna diligencia.

No obstante, a diferencia de lo que pasa en la actualidad, se aclara que la ampliación del plazo “sólo se podrá solicitar en la primera audiencia a la que debe presentarse el detenido [plazo es de 24 horas según las reglas generales], la que podrá verificarse con exclusión de la publicidad, con la sola comparecencia de los intervinientes”.

Además señala que “En la misma resolución que ampliare el plazo, el juez de garantía ordenará que el detenido ingrese en un recinto penitenciario y que sea examinado por el médico que el juez designe, el cual deberá practicar el examen e informar al tribunal el mismo día de la resolución”. Esto permite compatibilizar un plazo más extendido para formalizar, con los controles necesarios para garantizar que la persona detenida no sea sujeta a malos tratos durante la detención, haciendo incluso responsable al juez si incurre en negligencia grave en la debida protección del detenido.

Esta norma es similar en el proyecto de ley de Boletín 9.669-07 (artículo 17), aunque en este proyecto no se especifica tan claramente la necesidad de que la resolución que amplía el plazo requiere que de todas formas se realice la audiencia de control de detención de acuerdo a las reglas generales, lo cual otorga una salvaguarda adicional al detenido.


En relación a la prisión preventiva, se establece un plazo especial de revisión obligatoria de dos meses (artículo 226 Ñ), lo que podría contribuir a evitar la aplicación de prisiones preventivas excesivamente prolongadas. No obstante, las preocupaciones en relación a la consideración de la pena para determinar su procedencia y mantención podrían persistir dependiendo de su aplicación.
1.5 Menores de edad
Principios generales

Desde la perspectiva de los derechos de los niños y las niñas, se entiende que los Estados deben establecer un sistema aparte para la justicia de menores, específicamente orientado a niñas y niños. La propia Corte Interamericana de Derechos Humanos ha manifestado que “los menores de 18 años a quienes se atribuya la comisión de una conducta delictuosa, deben quedar sujetos a órganos jurisdiccionales distintos de los correspondientes a los mayores de edad”.


El interés superior del niño y la niña ha de ser una consideración primordial en todas las decisiones que les afecten en la administración de justicia. 
Legislación actual

La reforma a la ley antiterrorista del año 2010 excluyó expresamente a los menores de edad de la aplicación a la legislación antiterrorista. El actual artículo 1° de la ley establece que:

“La presente ley no se aplicará a las conductas ejecutadas por personas menores de 18 años. 

La exclusión contenida en el inciso anterior no será aplicable a los mayores de edad que sean autores, cómplices o encubridores del mismo hecho punible. En dicho caso la determinación de la pena se realizará en relación al delito cometido de conformidad a esta ley.”.

Por ello, se entiende que tratándose de menores de edad, quedarían sujetos a las normas de la Ley 20.084, sobre responsabilidad penal adolescente.

No obstante, se ha denunciado que, con posterioridad a esta reforma, en ocasiones se ha aplicado la legislación antiterrorista a menores de edad de manera indirecta, al utilizarse pruebas obtenidas con las ventajas procesales propias de la ley antiterrorista, en juicios en los que existen menores de edad imputados.
Proyecto de ley

El proyecto de ley en su artículo 8°, vuelve a excluir expresamente a los adolescentes de ser juzgados por los delitos establecidos en ella. No obstante, el inciso segundo de este artículo señala que “La exclusión contenida en el inciso anterior no se extenderá a las medidas de investigación y demás disposiciones que no digan relación con la determinación de la cuantía de la sanción a imponer a los adolescentes responsables de algunos de los delitos a que se refieren los artículos anteriores.”.

Esto en la práctica implica un reconocimiento legal a que las ventajas procesales de la LAT serán plenamente aplicables cuando se trate de menores de edad imputados. Esto puede ser problemático desde la perspectiva de los derechos humanos y específicamente los derechos del niño, que exigen tener en especial consideración el interés superior del menor, en forma adicional a las garantías procesales habituales, y la mantención de un sistema de justicia penal separado y especializado para niñas y niños. Por tanto, debiera aplicarse los criterios de la legislación penal adolescente para efectos procesales, y no los de la LAT. Juzgar a menores de edad, aunque sea por terrorismo, supone una pérdida de garantías procesales en detrimento del menor, que no se justificaría desde la perspectiva de los derechos del niño.

El proyecto de ley propuesto en el Boletín 9.669-07 es aún menos claro en esta materia, puesto que en su artículo 5° establece que “Para la determinación de las penas que corresponda aplicar a los menores de 18 años en conformidad a la ley N° 20.084, no se considerarán las sanciones establecidas en la presente ley, sino las previstas en el Código Penal o en las respectivas leyes especiales. Lo anterior es sin perjuicio de las penas que conforme a esta ley deban imponerse a las personas mayores de edad que sean autores, cómplices o encubridores del mismo hecho punible”. Con ello tampoco se cumpliría lo requerido por la normativa internacional en relación a la protección de los menores de edad en los procedimientos penales.

2. Otros aspectos del proyecto de ley

El proyecto establece una serie de diligencias y medidas especiales para la investigación de delitos organizados o complejos, entre las cuales se encuentran algunas de las comentadas con anterioridad, y que se establecerían en el Código Procesal Penal, en los nuevos artículos 226 A al 226 U, aplicándose estas normas especiales a los delitos de “asociación criminal terrorista” y los demás establecidos por el proyecto de ley. Se señala que también se pueden decretar medidas especiales “excepcionalmente, a la investigación de todos aquellos crímenes en que se justifique fundadamente por parte del Ministerio Público que, por sus especiales características, se dificulte su investigación al punto de hacer indispensable el uso de medidas especiales de pesquisa”.

Es importante destacar que este tipo de medidas siempre y sin excepción deben darse bajo control judicial a petición del Ministerio Público.

Además, el proyecto de ley señala expresamente que “En ningún caso podrá fundarse una condena por algún delito diferente de aquellos comprendidos en el inciso precedente en medios de prueba obtenidos en conformidad con las disposiciones de este párrafo” (artículo 226 A, inciso segundo). Esto es positivo y viene a aclarar una situación que se produce en la actualidad con la ley antiterrorista, cuando procesos llevados completamente en virtud de la ley antiterrorista y con pruebas obtenidas con las ventajas procesales de ésta, terminan en condenas por delitos comunes, pese a que esas pruebas o ventajas quizá no se habrían podido obtener si la investigación se hubiera llevado desde un inicio de acuerdo a la legislación penal común. Con esta nueva norma, se aseguraría que medidas excepcionales como las que aquí se establecen se mantengan efectivamente dentro del ámbito de excepcionalidad para el que fueron creadas.

Un punto que puede resultar preocupante es el artículo 226 L sobre medidas anteriores a la formalización de la investigación y sin conocimiento del afectado, que establece que con aprobación del juez de garantía, se puede decretar el impedir la salida del país o medidas cautelares reales en base a sospechas, sin comunicación previa al afectado. También, con autorización del juez de garantía, la fiscalía puede recoger e incautar la documentación y los antecedentes necesarios para la investigación de los hechos.

La aplicación de esta serie de medidas puede resultar contraria al derecho a la privacidad, por lo que requieren salvaguardias suficientes para prevenir abusos y arbitrariedades. Estas salvaguardias incluyen la autorización de las medidas por autoridades judiciales independientes, plazos definidos de la intervención, y deben perseguir un fin legítimo especificado en la solicitud.

En cuanto a la notificación, se entiende que en la mayoría de los casos (salvo en aquellos cuando resulta evidentemente imposible), que los Estados tienen la obligación de informar a las personas que han sido objeto de vigilancia e intercepción de comunicaciones, en el momento en que la notificación ya no ponga en riesgo el objetivo por el que se llevó a cabo, límite que no se encuentra expresamente establecido en el proyecto de ley.

Esta preocupación también se extiende a los artículos 16 y 19 del proyecto de ley de Boletín N° 9.669-07, que también establece la posibilidad de incautar antecedentes sin comunicación previa al afectado, en términos amplios que no otorgan las debidas salvaguardas.

3. Comentarios finales: normas constitucionales

Es importante destacar que la Constitución chilena, en su artículo 19, N° 7, letra e), contiene una disposición especial aplicable a la resolución que se pronuncie sobre la libertad de imputados por delitos de terrorismo. De acuerdo a esta norma, la apelación de la resolución que se pronuncie sobre la libertad, será conocida por un tribunal compuesto exclusivamente por miembros titulares, su aprobación o concesión debe ser decidida en forma unánime y mientras dure la libertad, el imputado estará siempre sujeto a las medidas de vigilancia que la ley contempla. Esto ha dado lugar a períodos muy extensos de prisión preventiva y en varios de esos casos la persona ha sido finalmente absuelta. Los requisitos adicionales resultan desproporcionados, excediendo la función cautelar de la prisión preventiva.

Además, el artículo 16, N° 2°, de la Constitución señala que el derecho de sufragio se suspende “por hallarse la persona acusada (…) por delito que la ley califique como conducta terrorista”. 

El artículo 17, N° 3, establece que la calidad de ciudadano se pierde “por condena por delitos que la ley califique como conducta terrorista”. De acuerdo al artículo 53, N° 4, sólo el Senado puede otorgar la rehabilitación de la ciudadanía en estos casos.

El hecho de contenerse estas disposiciones directamente en la Constitución está derivando en la generación de un sistema de excepción relacionado con el terrorismo y ello está restringiendo derechos sin una base objetiva. En estos tres casos concretos, la Constitución está privando del derecho de toda persona de apelar una resolución, a la presunción de inocencia y de los derechos políticos, de lo cual incluso podría resultar un uso arbitrario del derecho, abuso de poder y discriminación.

Si bien ningún proyecto de los discutidos plantea reformar la Constitución en estos puntos, al hacer un análisis sobre la legislación antiterrorista chilena de cara a los derechos humanos, resulta imprescindible hacer presente estas contradicciones que persisten a nivel constitucional.”.

A continuación, el profesor señor Hermosilla expresó que al elaborarse el proyecto contenido en el Mensaje presidencial, se tuvo en consideración la información y la perspectiva que aportaron los operadores jurídicos de la Región de La Araucanía. Explicó que esa experiencia muestra que existe un problema básico con el sistema actual de testigos anónimos, tanto dentro del proceso por la infracción del derecho de defensa y el debido proceso como fuera de esa sede. En efecto, prosiguió, como se trata de comunidades muy pequeñas, sin que fuera necesario que se develara la identidad de los testigos anónimos que participaron en procesos anteriores por la ley antiterrorista, sus meras declaraciones y su lenguaje corporal los delataron, por lo que al final todos sabían quienes eran aquellos testigos supuestamente anónimos, lo que permitió que fueran objeto de todo tipo de actos privados de venganza.


Expresó que ambos problemas han hecho que hasta el órgano prosecutor evite el uso de estos testigos en los citados juicios. Por esas razones, el Mensaje opta por el sistema de los testigos protegidos, entendiendo que desde un principio se sabrá quienes son y que durante y con posterioridad al proceso se les protegerá a ellos y a sus familias, dándoles incluso una nueva identidad si es necesario. Señaló que este sistema es evidentemente más caro que el de los testigos anónimos, pero es el único que brinda operatividad al testimonio en situaciones límite como los casos de terrorismo. Agregó que, a estas alturas, el erario público chileno está en condiciones de financiarlo.


En relación también con el tema de los testigos anónimos, la señora Piquer señaló que el propio relator constató que los testigos anónimos en los casos de persecución por delitos terroristas en La Araucanía no recibieron por parte del Estado la protección a la que tenían derecho y que, además, dentro de esos procesos no se otorgaron las instancias necesarias para que la defensa pudiera contrarrestar la presentación de dichos medios de prueba, tal como lo critica el fallo Norín Catrimán.


El profesor señor Bofill expuso que esta discusión refrenda el cuidado con que deben manejarse instituciones tan especiales como las de los testigos anónimos, los agentes reveladores y los agentes encubiertos. Señaló que se trata de herramientas que suponen que el Estado brinde a determinadas personas la debida protección, lo que naturalmente supone incurrir en los correspondientes costos. En consecuencia, dijo, la implementación de estos sistemas implica la adopción de las respectivas decisiones políticas.


A su vez, el profesor señor Matus manifestó que el derecho internacional considera que excepcionalmente los testigos anónimos pueden ser utilizados en juicio, siempre que se permita que la defensa los contrainterrogue apropiadamente y que su declaración no sea el único medio de prueba que funde una sentencia condenatoria.


Por otra parte, hizo notar que el proyecto del Ejecutivo contempla una modalidad especial de reserva de la identidad de un testigo por 30 días, lo que si no va acompañado de una medida adicional de protección, no cumplirá ningún propósito.


En otro orden de materias, manifestó que en la mayor parte de las legislaciones comparadas, el delito de incendio es un ilícito base del terrorismo, pero que tal como está configurado en nuestro país, podría resultar exagerado. Con todo, observó que podría contemplarse esta hipótesis restringida al incendio en lugares habitados o donde se guardan explosivos, nuevamente en sintonía con las normas internacionales en la materia, pues en esos casos hay un peligro de lesiones o muerte para un número indeterminado de personas. Con todo, observó que la inclusión o exclusión del incendio es un tema marginal, que perfectamente podría quedar en manos de la decisión política.


Indicó que las exposiciones anteriores muestran la conveniencia de estudiar la procedencia de cada uno de los métodos especiales de investigación sólo en relación con los delitos terroristas y no de manera general para toda la persecución penal, sea compleja o no. Advirtió, finalmente, que lo que acá se ha dicho sobre los testigos protegidos vale de la misma forma para el agente provocador o revelador, añadiendo que la situación del agente encubierto es distinta, pues se trata de una obtención de pruebas más pasiva.


En la sesión siguiente, la Comisión tuvo oportunidad de conocer el parecer del profesor señor José Luis Guzmán Dálbora en relación a la materia en estudio.


El profesor señor Guzmán agradeció la invitación de la Comisión a participar en la discusión de este proyecto e inició su exposición destacando el interés que éste ofrece y manifestando que justamente el programa de la Fundación Konrad Adenauer abordó este año la legislación antiterrorista.


Explicó que la disparidad que hoy se observa en la legislación internacional referida a este tema se debe a dos tipos de razones: lógicas y criminológicas.


Desde el punto de vista lógico, observó que en general no se puede presentar un concepto como existente si no se le puede definir. Ese es el caso del terrorismo, que en sí mismo corresponde a un concepto indeterminado e incluso irracional. Consideró que las distintas culturas que afirman su existencia lo presentan como una especie de super mal, similar a los casos de lesa majestad, que es una idea igual de indeterminada.


Indicó que el terrorismo muda mucho y que, en la actualidad, el fenómeno que se presenta con este nombre en América Latina no tiene nada que ver con la situación de Oriente Próximo. Señaló que el terrorismo no tiene entidad empírica en esos lugares, a diferencia de lo que ha ocurrido con los delitos de carácter político, respecto de los cuales se puede observar alguna evolución.


En relación con los elementos subjetivos que en principio definirían los delitos terroristas, manifestó que el primero que se utiliza es el ánimo de aterrorizar a la población o a una parte de ella. Señaló que dicho elemento apunta a un tema complejo, pues se trata de penalizar una motivación, por distinto que sea su origen. A la vez, observó que, en último término, el temor en la población no se produce por el acto terrorista, sino por la difusión que respecto de él hacen los medios de comunicación social, los cuales son los verdaderos autores de la difuminación del terror en la población.


Expresó que a esa estructura básica se agregan otros elementos, como coaccionar al Gobierno, que se trate de autores que obran en grupo, que no haya remordimiento, etc. Agregó que, tal como lo ha revelado Fletcher, puede que uno o más de estos elementos falten, pese a lo cual el ilícito igualmente es calificado como terrorista.


Hizo notar que, en general, la dogmática funciona a través de la conceptualización general de segundo grado, es decir, se trabaja con conceptos prejurídicos elaborados en otras disciplinas. Pero, advirtió, el terrorismo no es una idea que venga dada desde otra parte para que el derecho la tome y trabaje con ella. Sólo la Convención de 1979 sobre Toma de Rehenes contiene alguna definición sobre terrorismo para ciertos casos puntuales, pero no existe algo como un concepto común desde el cual se pueda deducir una regla general que imponga la necesidad de persecución.


Agregó que en el contexto internacional esto también ha tenido una evolución irregular. En primer término, la Convención de la Organización de Naciones Unidas de 1999 sobre Proscripción del Financiamiento de la Guerra expresó que allí estaba la idea de terrorismo. Sin embargo, en paralelo, la experiencia europea no consideró que con ocasión de la regulación del estatuto de la guerra el terrorismo sea un crimen que se pueda perseguir internacionalmente.


En definitiva, sostuvo que el sistema internacional no concibe en la actualidad un concepto único y general sobre terrorismo, ni menos una regla de persecución universal, más allá de ciertos casos puntuales que han variado en el tiempo.


A nivel del derecho comparado, manifestó que hay diversos sistemas nacionales vigentes. Destacó los siguientes:


- El modelo de Perú, de 1991, que se funda en la sanción como delito terrorista de los ilícitos que causen alarma o intimidación pública. Este sistema ha generado algunos problemas ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.


- El sistema europeo. Funda la penalización en la persecución de las asociaciones ilícitas terroristas, pero con ello no hace más que reproducir a nivel de delitos terroristas los problemas dogmáticos que tiene la asociación ilícita. Con todo, una formulación de este tipo previene los intentos de penalización del terrorismo free lance y evita que se considere como terrorismo el móvil político, tal como expresamente lo señala el Código Penal Austríaco.


- Enseguida, existe el sistema que se basa en delitos monosubjetivos, como es el caso de la ley Nº 18.314. Explicó que el problema de este método es que opera en base a aspectos que no son plenamente diferenciables de los elementos subjetivos del injusto; en otras palabras, no se atacan bienes jurídicos distintos a los que protegen las figuras base.


En relación con el Mensaje en estudio, connotó que éste parte empleando como técnica de definición de los delitos terroristas la asociación ilícita terrorista, lo que consideró acertado porque es la vía que ha motivado menos cuestionamientos a nivel internacional.


Sostuvo que, con todo, la modalidad empleada tampoco está exenta de problemas. En primer término, el artículo 1° del proyecto del Ejecutivo habla de organizaciones y grupos terroristas, pero la idea de grupo virtualmente apunta a cualquier cosa y desconoce que el empeño terrorista requiere siempre algún mínimo grado de organización, por rudimentaria que sea, aunque no tenga jefaturas.


En segundo lugar, hizo notar que el mismo artículo 1° habla de atentado contra el orden institucional democrático, que es un concepto indeterminado que no tiene un parámetro claro de contrastación, siendo mucho más objetiva y medible la idea de “Estado de Derecho”.


Finalmente, observó que en el referido artículo 1° la idea de temor generalizado significa cualquier cosa y termina siendo un asunto completamente manejable por los medios de comunicación.


En relación al artículo 2º, que establece el régimen de penalidad, señaló que como se parte de la base de elevar las penas del Código Penal, que por sí mismas ya son de gran entidad -basta ver la reciente modificación de la penalidad del delito de homicidio-, el resultado final se asemeja mucho a la idea de delito de lesa majestad, que ha sido ampliamente criticado en la historia.


Respecto del artículo 3º, que sanciona la adscripción y la participación, aseveró que esas figuras se acercan mucho al concepto de derecho penal del sentimiento o de la pura proscripción de los móviles internos, sin expresión en actos ilícitos externos, lo cual es completamente inconstitucional. A la vez, indicó que esta disposición también presenta un mecanismo para sancionar al acto terrorista puramente individual, que tiene lugar fuera de la organización o el grupo. Expresó que esta idea rompe con la noción matriz de que el terrorismo es esencialmente un injusto grupal.


En relación con el artículo 4º, que establece una regla de concurso real entre la asociación ilícita terrorista y los delitos base, recordó que sólo en 1979 se introdujo en nuestro país una norma de estas características en la asociación ilícita común, pues hasta esa fecha se consideraba que en este caso operaba una suerte de absorción de los ilícitos base en la asociación ilícita, ya que esta era una forma de anticipación del castigo de esos delitos comunes, justamente porque había una organización que se preparaba para cometerlos.


Respecto del artículo 7º, que establece una destinación predeterminada de los comisos que tengan lugar en los procesos por delitos terroristas, observó que se trata de una pura retroalimentación del sistema penal que resulta muy discutible, pues en el fondo se establece que los órganos de persecución se financiarán justamente con el producto de los ilícitos que pretenden prevenir.


En relación con el artículo 10º, que trata sobre la exención de responsabilidad penal para el caso del uso de la técnica de investigación del agente encubierto y el agente revelador, expresó que, en principio, esta norma sólo está justificada respecto de la persona que es engañada o inducida para cometer un delito. Pero desde el punto de vista del agente estatal, precisó que hay varios problemas porque se trata de una prueba obtenida mediante engaño, lo que está prohibido en el Código Procesal Penal y sobre todo porque para su obtención se requirió cometer un delito.


Informó que el agente encubierto difícilmente puede realizar su actividad si no se involucra en actividades delictivas, agregando que para el caso del agente revelador o provocador la situación es aún más delicada, porque se trata de un funcionario público que es obligado por el Estado a delinquir. Expresó que esto va mucho más allá de la función propia de la policía en un Estado de Derecho, pues su fin obvio es evitar que se cometan delitos y no cometerlos por ella misma ni inducir a que otros los cometan. Indicó que todo lo anterior corroe, en definitiva, la credibilidad del sistema judicial y opera sobre una base espuria similar al régimen de cooperación eficaz, pues, en el fondo, fomenta la deslealtad o la felonía, lo que en nuestro contexto cultural es un disvalor.


En relación con las normas de protección de peritos, testigos y agentes anónimos, explicó que todo ello redunda en definitiva en una aminoración del derecho a defensa, muy similar a lo que antes ocurría con los delitos de lesa majestad.


Respecto a las reglas que se proponen sobre cooperación internacional, sostuvo que se trata de un intercambio de información confidencial de particulares sin ninguna intervención judicial, lo que ha sido destacado y criticado en el sistema internacional.



Por otra parte, puso de relieve que la idea de que este estatuto procesal especial se aplique a todos los delitos que a juicio del Ministerio Público sean de difícil persecución es alarmante, pues en definitiva la excepción se transformará en la regla general.


Afirmó, finalmente, que la solución ideal es que los delitos terroristas no tengan un tratamiento tan excepcional, y que se integren a la legislación común con el resto de los ilícitos penales, de forma tal que su aplicación venga dada por sus peculiaridades particulares, como ocurre con el resto de las figuras del Código Punitivo.


A continuación, la Comisión escuchó al profesor y abogado señor Julián López Masle.


El señor López connotó la oportunidad de participar en la discusión del proyecto en estudio e informó que su presentación se centraría en los aspectos procesales del mismo.


Al respecto, manifestó que hay dos grupos de normas relevantes en el texto de la iniciativa. El primero, contenido en el artículo 9º, que se aplica sólo a los delitos terroristas, y el segundo, que considera la incorporación de una extensa nómina de nuevos artículos al Código Procesal Penal, aplicables tanto a los delitos terroristas como a los que importen una persecución penal complicada.


Como asunto de índole general, informó que en la incorporación de cualquier estatuto procesal especial siempre hay algún riesgo de abuso, de una manera similar a lo que acurre con los estados de excepción constitucional. Indicó que este riesgo se incrementa por la amplitud del catálogo de medidas procesales excepcionales y por la posibilidad de que el Ministerio Público solicite al juez su utilización para otros ilícitos que no son propiamente terroristas, pero que suponen algún nivel de complejidad en su persecución.


Expresó que, en la actualidad, hay problemas con el control jurisdiccional de los estatutos especiales existentes para el caso del lavado de activos y de la ley de drogas. En el primero de ellos, la dificultad se ha presentado a propósito de delitos que no están dentro del catálogo de delitos base del lavado de activos a efectos de permitir la utilización de las reglas excepcionales, pero que han formado parte de la misma investigación de otros ilícitos que sí integran esa nómina. Por tal razón, cualquier nuevo catálogo de medidas procesales especiales debe contener fórmulas de contrapeso, que impidan su utilización expansiva, como sería la obligación de separar investigaciones.


Señaló que el segundo inconveniente general con la formulación que se postula es que la buena práctica aconseja que los catálogos procesales especiales estén contenidos en los estatutos especiales sustantivos y no que se integren con las demás reglas comunes en el Código Procesal Penal. En efecto, dijo, tal como sucede en este proyecto, esas nuevas normas especiales pueden ser empleadas en todos los casos en que el Ministerio Público justifique su utilización. Sostuvo que, para eliminar este riesgo, sería necesario establecer en la propia ley que las nuevas medidas quedarán restringidas a un conjunto cerrado de ilícitos penales.


Prosiguió explicando que un tercer problema de este catálogo es que la regla que permite acceder a él dice relación con la necesidad de su investigación y no con la necesaria ponderación de la relevancia de las garantías fundamentales que se vulneran, tal como lo requiere el artículo 9º del Código Procesal Penal, que establece la regla general para proceder con las técnicas intrusivas en la regulación procesal penal habitual.


En cuarto lugar, planteó que el proyecto no justifica por qué las necesidades procesales especiales de los delitos terroristas son predicables respecto de todos los demás casos de persecución compleja. En cambio, advirtió, lo que parece que hace el Mensaje es una simple agregación de las actuales normas especiales sobre investigación en la ley de drogas y en el estatuto antiterrorista vigente, aunque evidentemente ambos estatutos especiales se justifican por razones completamente distintas. Por ejemplo, las reglas especiales sobre entregas vigiladas y exámenes corporales tienen pleno sentido en los delitos de la ley de drogas, pero no se entiende qué tendrían que hacer normas de esa entidad en la investigación de casos de lavado de activos o de subversión del orden público. Por otro lado, afirmó que la introducción del nuevo estatuto común de medidas investigativas especiales no parece poder explicarse por las dificultades procesales específicas que ha presentado la investigación de casos de terrorismo.


A continuación, pasó a revisar las normas procesales especiales que contiene el artículo 9º del proyecto, aplicables sólo a los delitos terroristas.


Indicó que la primera regla contenida en la disposición, que restringe el archivo provisional en los casos de delitos terroristas, no tendría ningún sentido práctico, pues el archivo provisional no procede en los casos en que hay querellante particular. La segunda norma, relativa a la obligación de fundar la decisión de no perseverar y permitir la apelación de la resolución que la da a conocer, también ofrece problemas, pues el sentido del acto jurisdiccional que en este caso está involucrado es solamente comunicar una decisión administrativa del Ministerio Público, que es tarea privativa de ese organismo.


Finalmente, opinó que la tercera norma del artículo 9º, que permite al querellante sostener la acusación sin necesidad que el fiscal haya formalizado, importa un problema mayor desde el punto de vista conceptual. En efecto, dijo, aunque se trata de un tema que ha tenido muchas resoluciones de parte del Tribunal Constitucional, nadie ha sostenido aún que en Chile podría acusarse sin formalizar, pues está en juego el principio de congruencia, que está definido en nuestro sistema como correlación entre formalización, acusación y sentencia.


A continuación, se refirió a las modificaciones que se propone introducir al Código Procesal Penal. En esta materia, planteó las siguientes observaciones:


1) Existe una repetición innecesaria de normas que están en las reglas generales del Código Procesal Penal, como el artículo 226 F, sobre gratuidad de las diligencias requeridas a Notarios o Conservadores; el 226 L, sobre incautación de documentos; y las del 226 N, sobre medidas especiales de la medida cautelar de prisión preventiva y restricción a las comunicaciones, que equivalen a las actuales medidas cautelares especiales de restricción de comunicaciones a determinadas personas o la interceptación de comunicaciones telefónicas.


2) El nuevo artículo 226 E introduce una regla que consideró extraña sobre custodia de los registros de investigación secretos, dejándola en manos del juez. Explicó que esto no tiene nada que hacer en un sistema como el nuestro, que se funda en el juicio adversarial.


3) El nuevo artículo 226 M plantea la posibilidad de que el juez imponga la obligación de formalizar, lo que también rompe con el esquema central de nuestro sistema procesal.


4) En cuarto lugar, aludió a otras normas que se incorporan al Código de Enjuiciamiento Criminal y que generan problemas de coherencia con las reglas vigentes. En esta categoría, está la regla sobre secreto de la investigación, que, en la práctica, impone un plazo menor y una modalidad distinta de los preceptos actuales del artículo 23 de la ley sobre lavado de activos. En esta categoría se encuentra también el nuevo artículo 226 C, que altera el sistema de contabilización del plazo para la investigación formalizada de la regla general -que se cuenta desde la formalización-, y pasa a un sistema anómalo, que contabiliza dicho término desde la primera intervención judicial en el proceso, sea o no a causa de una actuación del Ministerio Público.


5) Por su parte, el artículo 226 K establece un sistema especial de exámenes corporales, vestimentas y equipajes a las personas que ingresan al país, que tiene sentido en el contexto de la ley de drogas pero no a propósito de otras investigaciones complejas, como la de lavado de activos. Advirtió que, además, la fórmula propuesta presenta graves problemas de redacción, porque parece no decir lo que se quiere lograr con ella.


6) Observó que también habría errores de referencia en los artículos 226 E, 226 O y 226 P.


7) Indicó que se requeriría, igualmente, de un mayor análisis de manera de desarrollar en mejor forma la regulación del agente revelador y del agente provocador, que parta de la base de que ningún integrante de una organización delictiva asciende sin delinquir, lo que en la práctica implica que la autorización judicial previa para que estos métodos investigativos tengan lugar, supone, en el fondo, una autorización judicial para delinquir.


Sobre este particular, planteó que la regla sobre eximente del agente provocador o revelador autorizado judicialmente es apropiada, no obstante que parte de la base de una definición distinta de la que actualmente contiene la ley Nº 20.000 sobre el agente revelador. En efecto, adujo que en el Mensaje ese funcionario termina actuando como un verdadero agente provocador de delitos. Manifestó que el límite aceptable en cuanto a esta institución es el caso del agente que se presta como víctima potencial. No obstante, la formulación del Ejecutivo va más allá y termina implicando la comisión de delitos inducidos por un funcionario público. 


A manera de síntesis, formuló las siguientes conclusiones y recomendaciones en base al análisis del texto en estudio:


1) No deberían establecerse reglas aplicables a cualquier clase de delito complejo, sino sólo discutirse y aprobarse las normas excepcionales que estén justificadas por los delitos terroristas. Ello implica regular con un mismo estatuto sólo los casos que tengan características comunes y sacar la disposición supletoria que hace aplicables las nuevas reglas a todos los casos en que sean necesarias.


2) Cabría establecer medidas de contrapeso a las nuevas facultades, como la desagregación obligatoria de investigaciones.


3) Correspondería revisar la experiencia del Ministerio Público y de las policías especializadas en materia de persecución compleja.


4) Finalmente, procedería efectuar una revisión y una corrección técnica de la totalidad del articulado.


A continuación, la Comisión escuchó la opinión del Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán.


El señor Chahuán agradeció, en nombre de la institución que encabeza, la invitación a participar de la discusión del proyecto en estudio, manifestando que aquella ha sostenido ante variados foros que la normativa vigente en materia de terrorismo debe ser modificada en tres aspectos, a lo menos.


En primer lugar, en cuanto a la definición de terrorismo, de forma tal de otorgar a ese concepto un cariz más objetivo. En segundo lugar, que se permitan aquellas técnicas especiales de investigación que se consideran en otros ilícitos, justamente en razón de su impacto social. Y en tercer lugar, armonizar la relación de los cuerpos normativos vigentes -como la ley que establece el sistema nacional de inteligencia y establece la ANI- con la ley antiterrorista.


Expresó que la actual ley ha dado lugar a una dificultad notable a la hora de su aplicación, porque impone la prueba de la existencia de un ánimo terrorista especial.


Sobre el particular, haciéndose cargo de una de las afirmaciones contenidas en el Mensaje, manifestó que no se producirá algo como una suerte de aplicación selectiva del estatuto antiterrorista vigente, sino que, por el contrario, se advierte una actitud muy meticulosa a la hora de echar mano a esta ley, dado el sistema procesal especial que implica y la marcada exacerbación de penas que ofrece. Manifestó que desde el año 2000 la institución a su cargo ha invocado la ley antiterrorista en 19 casos. Señaló que de este total, hay 7 formalizaciones motivadas por uso de artefactos explosivos y 12 vinculadas con el conflicto mapuche. Expresó que esa situación dista mucho del panorama que ofrecen las denuncias, las que en el mismo lapso llegan a un total de 850 presentaciones de particulares y del Ejecutivo por causas relacionadas con el conflicto mapuche.


En relación con el articulado del Mensaje, manifestó que el Ministerio Público discrepa del criterio de que la tipificación del terrorismo debe limitarse a la idea de asociación criminal terrorista. Expresó que pese a ello, el artículo 3º de la iniciativa permite la calificación de terrorista de ciertos actos cometidos por sujetos que actúan solos, opinando que frente a tal situación la regla general debería invertirse, pasando a ser la comisión individual la base para calificar de terrorista a determinadas conductas que presenten ciertas particularidades eminentemente graves para la población y considerar la asociación ilícita sólo como una más de las hipótesis posibles. Observó que elegir esta vía permitiría que nuestro país tipifique apropiadamente los actos que deben considerarse terroristas según las diversas convenciones internacionales contra el terrorismo que se han suscrito, que no requieren de la comisión grupal ni de ánimos especiales.


En relación con el ánimo terrorista, planteó que la institución que encabeza no afirma la necesidad absoluta de eliminar todo requisito de móvil terrorista para la tipificación. Pero, agregó, conjuntamente con este elemento, deberían también considerarse, a lo menos, situaciones en las que el medio particularmente estragoso que ocupa el autor permita la calificación del hecho como terrorista sin necesidad de acreditar un ánimo particular, como es el caso del que mata a otro colocando una bomba en un medio de locomoción colectiva. Señaló que, en este sentido, la Moción del Honorable Senador señor Espina apunta en la dirección correcta, pues considera expresamente como terrorista, sin otro requisito, el empleo de medios particularmente peligrosos, como son los artefactos bacteriológicos o nucleares.


Señaló que si, en cambio, se opta por mantener el esquema propuesto, sin duda habrá dificultades porque la acreditación de una asociación ilícita siempre es un problema y porque en el texto del Mensaje se requieren ciertos elementos difíciles de probar, como el uso de medios de cierta entidad, que permitan vislumbrar algún grado de planificación.


Explicó que lo anterior puede ser complejo cuando se trate de la utilización de medios muy primitivos que no permitan colegir alguna capacidad de planificación, pero que en la práctica sean aptos para generar un gran daño a un número indeterminado de personas, como sería el caso de un grupo ocasional de personas que construye e instala una bomba artesanal en un paradero del Transantiago. Manifestó que la utilización de esos medios estragosos debe sancionarse siempre como terrorista cuando efectivamente causa daño a las personas o a la propiedad pública y no si solamente pone en peligro esos bienes jurídicos.


Indicó que este problema podría subsanarse si se adopta un criterio funcional, que permita acreditar como terrorista a una agrupación determinada si su función principal es cometer ilícitos de esa especie.


En relación con el catálogo de delitos base, sostuvo que debe reconsiderase la exclusión absoluta del incendio. En esta materia, manifestó que indudablemente el delito de incendio común no debe ser considerado como un ilícito base a la hora de construir un catálogo, pero sí ciertas figuras agravadas de ese ilícito, como prender fuego a un vehículo con personas en su interior y con sus vías de evacuación obstruidas.


Manifestó que el citado catálogo de ilícitos base del Mensaje incluye el delito de colocación de bombas que tipifica la ley sobre control de armas, haciendo notar que ese estatuto no contiene norma vigente alguna que sancione dicha conducta. Observó que también se hacen otros reenvíos erróneos, como es el caso de la ley de seguridad del Estado.


Añadió que, por otra parte, merece algunas observaciones la regla del artículo 2º, que establece un sistema de penalidad diferenciada entre el jefe actual de una organización terrorista y quienes la fundaron, permitiendo que, en ciertos casos, el primero reciba menos pena que los segundos, aunque el hecho base haya tenido lugar bajo su dirección. Similar crítica emitió respecto de la regla del financiamiento del terrorismo, que sólo considera ese ilícito para las organizaciones y no para quien subvencione a terroristas individuales.


En cuanto a la norma sobre el comiso, opinó que ella debe ampliarse, considerando también el producto de las actividades terroristas. Agregó que también debería haber una mayor preocupación por la penalización de las distintas etapas de ejecución del delito terrorista, pues en el derecho comparado es habitual que la proposición y la conspiración para cometer uno de estos delitos esté penada.


En relación con las reglas especiales, indicó que es conveniente tener cierto cuidado con las derogaciones que se plantean respecto a normas de leyes especiales que serían sustituidas por el nuevo párrafo del Código Procesal Penal. A este respecto, señaló que hay numerosas leyes vigentes que hacen referencia a los actuales estatutos procesales de las leyes especiales -como el agente encubierto de la ley de drogas-, los cuales, con la derogación que se pretende, pasarían a ser reenvíos vacíos. A la vez, hizo notar que las nuevas normas que se proponen también contradicen en algunos puntos el contenido del proyecto de ley que mejora el actual estatuto de lavado de dinero, que está a punto de ser despachado por el Congreso Nacional tras ocho años de discusión.


Enseguida, compartió las observaciones antes formuladas por el profesor señor López respecto a las reglas procesales especiales que propone el artículo 9º del proyecto del Ejecutivo, que se aplicarían sólo a los procesos terroristas, pues con ellas se infringe el principio de la congruencia y se considera el control judicial de actividades que constitucionalmente son de la iniciativa exclusiva de la fiscalía. Añadió que también comparte el juicio crítico formulado respecto de la idea de incorporar las reglas procesales especiales directamente al Código Procesal Penal como normas de aplicación general a todos los delitos de persecución compleja. Precisó que para dar este paso, sería necesario que primero se unificara la legislación sustantiva en un nuevo Código Penal.


Indicó que no debe olvidarse que la Constitución Política de la República entrega al Ministerio Público la responsabilidad de llevar a cabo las investigaciones criminales e impetrar la acción penal cuando los antecedentes lo permitan. Por ello, aseveró, es importante que diligencias como el agente encubierto, el agente revelador y la custodia de los antecedentes obtenidos se mantengan bajo su control y no se entreguen al juez, que por esta vía dejaría ser el tercero imparcial que la Carta Fundamental prevé.


En una línea similar, expresó que no es apropiado que los plazos de investigación se cuenten desde la primera diligencia judicial y no desde la formalización, pues tal como antes se ha explicado, ello en la práctica resta control de la fiscalía sobre el desarrollo y oportunidad de la investigación.


Respecto a las normas sobre protección de testigos, consideró que es esencial optar por un sistema de protección integral y no por una regla de limitación de acceso a la identidad del testigo como la que se propone, que permita que el abogado defensor conozca el nombre del declarante pero no lo pueda comunicar a su defendido.


En último término, reiteró sus agradecimientos por la invitación a participar de este debate y puso a disposición de la Comisión el equipo técnico del Ministerio Público para continuar colaborando en la discusión en particular de esta iniciativa.


En la sesión siguiente, la Comisión tuvo la oportunidad de conocer el parecer de Carabineros de Chile, institución que fue representada por el Auditor General (J) señor Juan Gutiérrez.

El General Gutiérrez fundamentó su intervención en una presentación escrita del siguiente tenor:


“MATERIA: Conforme a lo solicitado al Sr. General Director de Carabineros, en su representación este Oficial General, Director de la Dirección de Justicia de Carabineros de Chile, por especial encargo de la máxima autoridad institucional viene en exponer ante esta Honorable Comisión los aspectos de interés de los proyectos de ley sobre conductas terroristas, tanto del Ejecutivo como de los Honorables Senadores Sres. Espina, Allamand, Chahuán, García y Prokurica.


Sobre el particular, para una mejor ilustración, esta presentación constará de tres partes, Comentarios al Proyecto del Ejecutivo, Comentario al Proyecto de los Honorables Senadores antes citados y Exposición sobre los aspectos que resultan relevantes para Carabineros de Chile.

1.- Proyecto del Ejecutivo:


Efectuado un análisis del proyecto de modificación a las normas que actualmente regulan la persecución penal de los delitos terroristas, Carabineros de Chile estima que constituye un importante avance a la situación de la normativa actual en relación de los siguientes aspectos:


a) La obsolescencia de la actual normativa atendida la data de su dictación (1984), que determina que sus disposiciones no respondan a la realidad y características actuales de la problemática terrorista, tanto en lo que se refiere a los tipos penales como, asimismo, a una eventual falta de proporcionalidad de las penas y los bienes jurídicos que se pretende proteger, situación que es superada en el actual proyecto, colocándola al nivel de la legislaciones modernas sobre esta materia, especialmente las europeas.


b) Atendida la última modificación a la ley efectuada en el año 2010, se alteró la coherencia inicial que se tuvo en vista por el legislador en el año 1984 para configurar el delito terrorista, basado en el establecimiento de un catálogo de delitos y de una presunción de participación.  En efecto, en la modificación a la que se hace referencia, se introdujo respecto del elemento subjetivo del tipo penal la exigencia de un dolo específico, eliminando las presunciones, lo que se tradujo en que llevado a juicio o judicializadas las acusaciones fundamentadas en esta ley, debido al alto estándar probatorio que ello significó, no ha permitido que el Ministerio Público haya obtenido condenas en concreto por conducta terrorista, inconveniente que el proyecto en comento supera al establecer criterios objetivos en la determinación de responsabilidad penal.


c) Asimismo, del estudio del proyecto se advierte una adecuada preocupación en la tipificación en los delitos terroristas, considerando también las diferentes variantes que puede tener su materialización, esto es, desde la vinculación concreta de los partícipes en una asociación criminal terrorista hasta la actuación de una sola persona considerada individualmente pero que materializa las conductas terroristas descritas en el proyecto, considerando además a aquellos que sin pertenecer formalmente a la asociación criminal, adhiriendo a sus postulados, igual ejecuten estas acciones, considerando en consecuencia el concepto de sujeto activo plural e indeterminado.


d) Se consagra una restricción a la aplicación de las penas alternativas de la Ley 18.216, estableciendo una prohibición de beneficiar con estas normas a los culpables de los delitos de asociación criminal terrorista, financiamiento de asociación criminal y crímenes de lesa humanidad y genocidio.

e) Todo lo anterior significará un reforzamiento de la acción del Estado y en particular del ius puniendi en la función penal eficaz y eficiente del Ministerio Público y de todos los órganos vinculados a este fin.


f) Constituye además un avance en lo relativo a la investigación y juzgamiento de estos delitos, la incorporación de variadas facultades y herramientas legales tales como:


1. En el ámbito de las actuaciones del Ministerio Público en relación al archivo provisional y el forzamiento de la acusación, el querellante podrá, según los casos, solicitar la reapertura de la investigación existiendo nuevos antecedentes o respecto del forzamiento, se podrá solicitar esta actuación aun cuando no exista formalización de la investigación ni requerirse previamente la remisión de los antecedentes al Fiscal Regional.


2. Respecto del ejercicio por el Ministerio Público de la facultad de no perseverar, esta decisión debe ser siempre fundada y la resolución judicial que se pronuncie sobre ella será siempre apelable.


g) Para facilitar la investigación, atendida la complejidad de este tipo de delitos se aumenta el plazo hasta tres años.


Asimismo, se establece como una excepción a la regla general en materia de secreto de la investigación, la fijación de un lapso de hasta seis meses previa resolución judicial (ahora 45 días).

Se consagra el establecimiento de medidas intrusivas, retención e incautación de todo tipo de transmisión y comunicaciones incluyendo la interceptación y grabación de comunicaciones telefónicas conforme a las reglas generales (artículo 222 del Código Procesal Penal), salvo que en este caso no será necesario como requisito indicar el nombre y dirección del afectado.


h) Se incorpora la figura del agente encubierto y del agente revelador prácticamente en las mismas condiciones señaladas en la Ley 20.000, sin perjuicio de hacer presente que la decisión de su aplicación se deja entregada al Juez de Garantía a petición del Ministerio Público, estableciéndose además una exención de responsabilidad penal para estos agentes.


i) Respecto de personas que ingresan al país, se establece la facultad de practicar exámenes corporales durante su control ya sea con el consentimiento de los afectados o con autorización judicial.


j) Se considera el establecimiento de las facultades al órgano persecutor de solicitar determinadas medidas cautelares, personales y reales y de recoger e incautar documentos y antecedentes sin previa formalización y sin comunicación al afectado.


k) Se establece una ampliación de plazo de formalización de hasta cinco días, excepcional a las reglas generales, manteniéndose la privación de libertad del afectado en el intertanto.


l) Se consagran normas de protección de testigos, peritos, del agente encubierto, revelador y de otras personas en similares condiciones a las de la ley 20.000.


m) Se establece una autorización previa de la autoridad de la cual pertenece para que se requiera la declaración judicial del agente encubierto y revelador.


n) El proyecto además considera el establecimiento de circunstancias eximentes de responsabilidad penal (desistimiento en actos preparatorios), como asimismo la atenuante de cooperación eficaz, estimándose que son instrumentos necesarios para colaborar en la adecuada investigación de estos hechos.

2.- Proyecto de los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, 
Chahuán, García y Prokurica.


Resultan de interés, en vistas a una mejor respuesta legal respecto de la problemática que implica la acción terrorista, las siguientes disposiciones que, si se estima pertinente, podrían incorporarse al proyecto del Ejecutivo:


a) En su artículo 7°, sanciona la amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los delitos terroristas contemplados en su artículo 2°, con la pena de la tentativa del delito de que se trate, esto es, la pena asignada al mismo, rebajada en uno o dos grados, salvo que el hecho mereciera mayor pena de acuerdo al artículo 296 del Código Penal (delito amenaza simple (artículo 7°, inciso segundo).

b) En su artículo 13, faculta al fiscal para requerir a terceros, sin necesidad de autorización judicial previa, la entrega voluntaria de todos los antecedentes, informaciones y datos recopilados en cualquier soporte, que digan relación con la identidad y actividades de las personas sospechosas de haber cometido los delitos previstos en esta ley, considerando para el evento de negarse dicho tercero, la posibilidad de solicitar la respectiva autorización judicial.


c) En su artículo 21, consagra la posibilidad de que el Ministerio Público, tal como sucede en la ley N° 20.000, autorice a funcionarios policiales para desempeñarse como agentes encubiertos y a propuesta de dichos funcionarios, para que determinados informantes de tales servicios, actúen también en esa calidad.


d) En su artículo 25, permite que las declaraciones del cooperador eficaz, agentes encubiertos, informantes y en general testigos y peritos, cuando resulte necesario para proteger su seguridad personal, puedan ser recibidas en conformidad al artículo 191 del Código Procesal Penal, es decir, bajo la modalidad de prueba anticipada. Para este caso, el Juez de Garantía puede disponer que tales testimonios se presten por cualquier medio idóneo que impida su identificación, acción que también puede invocarse cuando se trate de un Tribunal de Juicio Oral en lo Penal.


e) En su artículo 31, tipifica como delito de acción pública la amenaza en contra de un testigo, perito o miembro de su familia, para impedir que declare en un juicio o investigación por algún delito previsto en esta ley, imponiendo las penas de los artículos 296 y 297 del Código Penal (amenazas simples), según corresponda, aumentadas en uno o dos grados, ilícito que también se configura si la amenaza tiene por finalidad que el testigo o perito declare en un sentido distinto a la verdad.


f) En su artículo 35, establece que los delitos previstos y sancionados en esta ley serán susceptibles de extradición activa y pasiva, aun a falta de reciprocidad o tratado sobre la materia. Sin embargo, en caso de requerirse la entrega de una persona en contra de la cual se sigue un proceso criminal en Chile o que debe cumplir una pena privativa de libertad, se podrá diferir su entrega hasta que haya terminado la investigación o el juicio sin condena y/o bien, hasta que haya cumplido la pena impuesta.


g) En su artículo 36, tratándose del cumplimiento de la condena por delito terrorista y por otro tipo de delito, se cumple primero la pena privativa de libertad asignada a aquellos previstos en esta ley y luego las otras penas, computándose la misma desde la fecha de la detención, cualquiera haya sido el delito cometido.


h) En su artículo 37, plantea la posibilidad que el Ministro de Justicia disponga de acuerdo a tratados internacionales sobre la materia y/o principio de reciprocidad, que los extranjeros condenados por alguno de los delitos de esta ley, cumplan en el país de su nacionalidad las penas privativas de libertad impuestas.


i) A través de una modificación a la Ley sobre Control de Armas, letra d) del artículo 2°, se extiende el control a los explosivos y otros artefactos de similar naturaleza de uso industrial, minero u otro uso legítimo que requiera de autorización, partes y piezas. Asimismo, prohíbe el porte de los elementos a que se refiere el inciso segundo del artículo 3°, es decir, artefactos fabricados sobre la base de gases asfixiantes, paralizantes o venenosos, de sustancias corrosivas o de metales que por la expansión de los gases producen esquirlas, implementos destinados a su lanzamiento o activación, bombas o artefactos explosivos o incendiarios (antes sólo posesión o tenencia).
3.- Proposiciones particulares de Carabineros de Chile.


Sin perjuicio de lo señalado respecto de ambos proyectos de ley en comento, Carabineros de Chile como auxiliar del Ministerio Público en las tareas de investigación criminal, hace presente las siguientes observaciones y propuestas a objeto que las mismas sean consideradas en la discusión legislativa sobre esta materia.


a) Incorporar en el catálogo de delitos contenidos en el artículo 1° del proyecto de ley del Ejecutivo, los ilícitos de incendio y estragos, como asimismo el de descarrilamiento contemplado en la ley general de ferrocarriles, por estimarse que este tipo de ilícito y en particular el de incendio y estrago por su naturaleza y características de suyo satisfacen cualquiera de las finalidades que el artículo primero del proyecto contempla al efecto.

b) En cuanto a la incorporación de la figura del agente encubierto y revelador, se estima que debe tener la misma aplicación consagrada sobre el particular en la ley 20.000, es decir que sea dispuesta por el órgano encargado de la persecución penal (Ministerio Público), sin que a su respecto tenga injerencia alguna el Juez de Garantía, tal como sucede en el proyecto del Ejecutivo, toda vez que esto conlleva necesariamente una afectación de la función esencial de investigación del Ministerio Público.


c) Asimismo, en lo que respecta a los exámenes corporales de las personas en control de ingreso al país, atendida la gravedad de los delitos consagrados en el proyecto, se estima que dichos exámenes deben ser considerados como una actuación autónoma de la policía (artículo 83 del Código Procesal Penal), sin previa autorización del Fiscal, como tampoco por el Juez de Garantía, en la medida que concurran las circunstancias descrita al efecto en el proyecto.


d) Incorporar un artículo donde se señale y se permita expresamente el intercambio de información en carácter de secreta entre los Organismos de Inteligencia del Estado signados en el artículo 5º de la Ley Nº 19.974, “Sobre el Sistema de Inteligencia del Estado y que crea la Agencia Nacional de Inteligencia” y la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F.) creado por la Ley Nº 19.913, que permitan la detección temprana de actos presuntamente destinados al financiamiento de actividades terroristas o la “asociación criminal terrorista”.


El propósito del precepto legal que se propone es que exista una real y efectiva coordinación entre organismos del Estado que tienen como objetivo preservar el orden constitucional o que se aboquen a tareas tendientes a detectar, neutralizar y contrarrestar, situaciones que puedan afectar la seguridad del Estado, como ocurre en la especie con el terrorismo.

El intercambio de información propuesto entre los estamentos antes citados, permite producir “Alertas Tempranas” o “Informaciones preliminares o indiciarias”, que sean orientadoras en las decisiones de los diversos mandos superiores de conducción del Estado, como asimismo ser una guía en el trabajo de investigación que le corresponde realizar por mandato legal y constitucional al ente persecutor. 


e) Otra propuesta que se estima de relevancia para efectos de la detección temprana del financiamiento del terrorismo, de los hechos tipificados como conductas terroristas o de la “asociación criminal terrorista”, se refiere a dotar a los servicios de Inteligencia policial de similares facultades a las que la Ley de Inteligencia N° 19.974, consagra para la Agencia Nacional de Inteligencia en el artículo 8°, letras d) y f), de este cuerpo legal, pudiendo requerir para estos fines, información a la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F.), como asimismo a entidades privadas quienes estarán obligadas a entregar información requerida, aun cuando ella esté amparada  bajo la reserva o secreto legal, en cuyo caso la información debe ser remitida en ese mismo carácter.


f) Incorporar expresamente en la Ley de Conductas Terroristas la posibilidad de solicitar procedimientos especiales de obtención de información, similares a los consignados en el artículo 24 de la Ley de Inteligencia, previo a la judicialización, en delitos de tal gravedad como la asociación ilícita terrorista o la “asociación criminal terrorista”.


Conforme a lo planteado en el párrafo anterior, y no obstante observarse que en el proyecto de ley presentado por el Ejecutivo se introduce un nuevo artículo 226 G al Código Procesal Penal, el que incorpora determinadas medidas intrusivas o procedimientos especiales de obtención de información, se desprende que el artículo propuesto no lo hace extensivo o no regula la materia en los mismos términos de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Inteligencia Nº 19.974, el que consagra en el citado precepto legal medidas intrusivas más amplias que las de artículo 226 G. propuesto. En efecto, no se incorpora en la propuesta del Ejecutivo: la interceptación de comunicaciones informáticas o radiales; la intervención de sistemas y redes informáticos ni la intervención de cualesquiera otros sistemas tecnológicos destinados a la transmisión, almacenamiento o procesamiento de comunicaciones o información, conforme lo dispuesto en el artículo 24 letras a), c) y d) de la Ley Nº 19.974.


g) Se estima de relevancia incorporar expresamente dentro de las normas que regulan el proceso penal, en el caso del proyecto de ley presentado por el Ejecutivo, normativa expresa que consagre el valor probatorio de los informes de inteligencia, sugiriéndose como propuesta que:


“En ningún caso los informes de inteligencia, y contrainteligencia, tendrán valor probatorio dentro del proceso penal, pero su contenido podrá constituir criterio orientador, alerta temprana o información preliminar durante la indagación. En todo caso se garantizará la reserva de la información, medios, métodos y fuentes, así como la protección de la identidad de los funcionarios de inteligencia y contrainteligencia.”.

La propuesta signada en el párrafo anterior, viene a regular el valor probatorio de los informes de inteligencia en el proceso penal, siguiendo el modelo de legislaciones más avanzadas sobre estas materias, como por ejemplo la legislación colombiana.

CONCLUSIONES:


Finalmente, conforme a lo expuesto es posible establecer que el proyecto propuesto por el Ejecutivo constituye un avance en la normativa que regula las conductas terroristas, adecuando nuestra legislación a los estándares internacionales, permitiendo con ello una más eficiente persecución penal, estimándose, además, que los aspectos destacados del proyecto de los H. Senadores señores Espina, Allamand, Chahuán, García y Prokurica, como asimismo las observaciones particulares efectuadas por Carabineros de Chile, constituyen aportes que se estima pueden ser considerados enriqueciendo el proyecto del Ejecutivo.”.

Enseguida, la Comisión escuchó la opinión de la Policía de Investigaciones de Chile, institución que fue representada por la Prefecto Inspector (J), señora Rosana Pajarito.

La señora Pajarito basó su exposición en el siguiente documento escrito:

“INTRODUCCIÓN


En relación con el proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal, Boletín N° 9.692-07, iniciado mediante Mensaje N° 755-362, de fecha 3 de noviembre de 2014, de S.E. la Presidenta de la República señora Michelle Bachelet Jeria, que sustituye el texto de la Ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, a fin de dar mayor protección a la ciudadanía y fortalecer la paz social, me permito remitirle a continuación la opinión de la Policía de Investigaciones de Chile respecto de algunos aspectos contenidos en dicha propuesta de modificación legislativa.


Teniendo presente que uno de los delitos que ha marcado el presente siglo ha sido el del terrorismo, el cual supone un grave peligro para la seguridad de los países y la vida de las personas en todo el mundo, y que el hecho de mejorar la respuesta antiterrorista al interior de un país no es sólo atender a la seguridad, sino que también importa un deber realizarlo en beneficio del desarrollo y la paz social, toda vez que el terrorismo, sus antecedentes y sus consecuencias son elementos destructivos de las vidas, de la economía y de la esperanza de las personas.


Esta Policía ha estudiado y modernizado sus conocimientos relativos a política criminal antiterrorista, acorde con las nuevas necesidades de los tiempos en que vivimos, la globalización y el profundo respeto a los derechos humanos inherentes a todas las personas.


En este contexto y reconociendo la labor realizada por la comunidad internacional, la cual ha plasmado su esfuerzo para contrarrestar el terrorismo en diferentes Tratados Internacionales y resoluciones de diversos organismos internacionales, logrando de esta forma que los Estados partes adopten las medidas necesarias para tipificar en sus legislaciones penales internas los actos definidos como terroristas, la Policía de Investigaciones de Chile, a través de la Organización Internacional de Policía Criminal, INTERPOL, de la cual es representante desde el año 1946, cuenta con herramientas internacionales para la investigación y persecución de este delito, logrando en conjunto con los diversos organismos nacionales ser una policía moderna, respetuosa del Derecho, de los Tratados Internacionales y de la Constitución Política de la República de Chile, con una absoluta disposición a contribuir a contrarrestar el flagelo del terrorismo.


Es así que se considera que el proyecto presentado por S.E. la Presidenta señora Michelle Bachelet Jeria, es un gran avance a nuestra legislación y a la institucionalidad de nuestros pilares democráticos y republicanos.


Este análisis aborda los temas relevantes para la Policía de Investigaciones de Chile y que inciden directamente en la misión de esta institución.

I. Artículo 1°


"Constituirá asociación criminal terrorista toda organización o grupo cuando, a través de la perpetración de los crímenes por ella proyectados, y siempre que éstos consistan en aquellos establecidos en los artículos 141, 142, 150 A, 315, 316, 391, 395, 396, 397 o 398 del Código Penal y artículos 5°, 5° b) y 6° de la Ley N° 12.927 el delito de colocación de artefactos explosivos e incendiarios establecido en la Ley N° 17.798, se persiguiere socavar o destruir el orden institucional democrático, alterar gravemente el orden público, imponer exigencias a la autoridad política, arrancar decisiones de ésta o infundir temor generalizado en la población de pérdida o privación de los derechos fundamentales.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, la asociación se entenderá efectivamente organizada en atención a la cantidad de sus miembros; su dotación de recursos y medios; la división de tareas o funciones, así como su capacidad de planificación e incidencia sostenida en el tiempo.".

Al respecto, se innova al eliminar el elemento subjetivo del tipo penal, que señalaba que el delito terrorista se comete "con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie."  Sin duda la nueva redacción constituye un avance con respecto a la ley actual, ya que no se requiere probar en juicio el elemento subjetivo del tipo, sino más bien se debe encuadrar la conducta en alguno de los cuatro supuestos y verbo rector de la norma en análisis
.


a) En cuanto a la "asociación criminal terrorista", "o grupo" en relación al sujeto activo, el inciso segundo contiene los elementos de lo que debe entenderse e interpretar por organización, sin embargo no da los elementos del concepto "grupo". De acuerdo a los requisitos exigidos en este proyecto, sólo podrían ser consideradas asociaciones efectivamente organizadas las que cuenten con miembros, dotación de recursos y medios, división de tareas o funciones, así como capacidad de planificación e incidencia sostenida en el tiempo, excluyendo numerosas asociaciones de delincuentes que se organizan en forma puramente ocasional para cometer ciertos y determinados delitos y que se disuelven una vez conseguidas las utilidades, pero que vuelven a integrase cuando aparece otro delito rentable en perspectiva.


- Al respecto, se hace presente lo indicado por la doctrina española, en cuanto a que la necesidad de que exista una coordinación y jerarquía entre los diversos miembros de la organización criminal plantea el problema de si cabe conceptuar como organización criminal a aquellas en las que, a pesar de su carácter estable, no hay jerarquía, sino que se trata de organizaciones estables de naturaleza asamblearia; es decir sin una disciplina, sin que los sujetos de dichas organizaciones estén sometidos a la jerarquía y a la disciplina. Se suscita igualmente otro problema no menos importante, centrado en la diferencia entre las organizaciones criminales y el delito de asociación ilícita. Pues bien, según la doctrina española, la diferenciación entre ambas formas delictuales hay que buscarlas en la apariencia o no de ilegalidad, de manera, que si la asociación ilícita es una asociación auténtica o incluso ficticia pero aparentemente legal, habrá de aplicarse el delito de asociaciones ilícitas, mientras que si la organización criminal consiste en una pluralidad de sujetos sin apariencia o forma asociativa, será de aplicación el tipo penal de organización criminal, al no considerarse como una organización de esta naturaleza la asociación de bandas armadas que pasa a integrarse en los delitos de terrorismo.


- Se sugiere analizar esta interpretación y definición y, en la especie, considerar las implicancias de la asociación ilícita.


b) El segundo supuesto en relación al cual se requiere llamar la atención, tiene relación con un concepto del cual no existe un total acuerdo en cuanto a su definición, como lo es el Orden Público, lo que hace del todo necesario dejar en claro lo que se entiende por tal, a fin de evitar latos debates en juicios en razón de las amplias posturas que existen al respecto, esto en razón de que el bien jurídico afectado por el delito terrorista no puede reducirse al orden constitucional interno de los Estados, más aun considerando que este tipo de ilícitos ha adquirido un carácter internacional que, como lo asevera don Raúl Carnevali ("El Derecho Penal Frente al Terrorismo. Hacia un modelo Punitivo Particular y Sobre el Tratamiento de la Tortura", Revista de Derecho de la P. Universidad Católica de Valparaíso XXXV, 2010, 2° semestre, pp. 109-145), éste ha adquirido un carácter internacional que difícilmente puede conciliarse con una concepción más bien asociada al orden interno de los Estados, existiendo al efecto diversos intereses tutelados, debiendo tenerse en consideración las finalidades subjetivas perseguidas con el acto terrorista -elemento teleológico-, tales como intimidar a la población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de hacerlo (artículo 2° de la Convención de las Naciones Unidas contra el Financiamiento al Terrorismo).


c) Ahora bien, es necesario advertir que el presente proyecto ha excluido delitos que están contemplados en la Ley N° 18.314, los que, en conjunto con la legislación comparada, la doctrina y la sociedad civil, son considerados como terroristas, como por ejemplo:


- Los de incendio y estragos, descritos en los artículos 474, 475, 476 y 480 del Código Penal.


- El descarrilamiento contemplado en los artículos 105, 106, 107 y 108 de la Ley General de Ferrocarriles.


- El envío de cartas o encomiendas explosivas del artículo 403 bis del Código Penal.

- Apoderarse o atentar en contra de una nave, aeronave, ferrocarril, bus u otro medio de transporte público en servicio, o realizar actos que pongan en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros o tripulantes.


- El atentado contra la vida o la integridad corporal del Jefe del Estado o de otra autoridad política, judicial, militar, policial o religiosa, o de personas internacionalmente protegidas, en razón de sus cargos.



Por las razones expresadas, nos parece más acertada, en este punto, la redacción del Proyecto de Ley contenido en el Boletín N° 9.669-07, en lo prescrito en su artículo 1°, inciso primero
.



Teniendo presente la gravedad de estas conductas, cuyo fin es alterar el orden democrático de un país, hacemos presente la Decisión Marco del Consejo Sobre la Lucha contra el Terrorismo del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de fecha 30 de noviembre de 2001, que señala que los delitos de terrorismo se cometen con: "el fin de intimidarles (a países, instituciones o ciudadanos) y de alterar gravemente o destruir las estructuras políticas, económicas, medioambientales o sociales de un país...". Asimismo lo ha expresado la destacada profesora y penalista doña Myrna Villegas Díaz: "...el bien jurídico colectivo se identifica mayoritariamente con la estructura política y social de un país, concretada en el orden constitucional democrático...". En igual tenor lo ha manifestado la jurisprudencia de nuestro país en el llamado caso "Pitronello", sentencia de primera instancia RIT 150-2012, del 4° Tribunal de Juicio Oral en Lo Penal de Santiago, en la cual, en su prevención, el Magistrado Antonio Ulloa Márquez refiere al concepto de terrorismo como: "un método de violencia extrema”, asimismo señala que conforme a este planteamiento "los bienes jurídicos individuales son simplemente el vehículo para atentar contra ese bien jurídico electivo, bajo la forma de lesión o puesta en peligro".


d) Se hace presente que respecto de los delitos relacionados con la "colocación de bombas, artefactos explosivos e incendiarios establecidos en la Ley N° 17.798, incluidos en el artículo 1°, inciso primero, del proyecto de ley, éste no se encuentra contemplado en dicho cuerpo legal, por lo cual nos parece acertada la propuesta del Boletín N° 9.669-07, puesto que en su artículo 3° propone modificar la Ley N° 17.798 incorporando en el artículo 14 bis "El que coloque, envíe, active, arroje, detone, dispare o haga explosionar bombas o artefactos explosivos, incendiarios, tóxicos, corrosivos o infecciosos.".


e) En relación a la inclusión en la categoría de asociación criminal terrorista, el artículo 150 A del Código Penal, referente a la aplicación de tormentos o apremios ilegítimos físicos o mentales a personas privadas de libertad, cuya figura contempla el sujeto activo calificado o determinado "el empleado público" o "policía", se hace presente que dicha inclusión socava nuestras bases constitucionales, toda vez que es la propia Constitución Política de la República en su artículo 101, la que señala que Carabineros de Chile, junto a la Policía de Investigaciones, constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas.


Se sugiere determinar el alcance y sentido de esta norma, toda vez que su redacción nos permite presumir que se quiere sancionar por vía indirecta el terrorismo de Estado, el cual entendemos según se desprende del Mensaje del presente proyecto de ley, y de la realidad social en la cual está inserta esta propuesta antiterrorista, no es uno de los objetivos del presente proyecto.  Al respecto, debe tenerse presente que nuestro país cuenta con un vigoroso bloque constitucional normativo, compuesto por la Carta Fundamental y los Tratados Internacionales relativos a Derechos Fundamentales de las Personas y las Convenciones contra la Tortura, de acuerdo al artículo 5°, inciso segundo, de nuestra Constitución, los cuales son bastantes claros en prohibir estas conductas que son más bien atingentes a un contexto de situaciones de guerra, amenazas de guerra o inestabilidades políticas.


Es así que, además de los artículos 150 A y 150 B del Código Penal, el Código Procesal Penal en su artículo 93, letra H, señala que el imputado no puede ser sometido a tortura ni otros tratados crueles, humanos o degradantes, como también el artículo 195 dispone la prohibición de la tortura como "método de interrogación o de investigación". De igual forma nuestro país ha ratificado la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, adoptada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, entre otras. Asimismo, nuestra legislación interna junto a otras normas, contempla la Ley N° 20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, del año 2009. Es importante destacar que, detrás de todas estas normas, en opinión del Profesor Raúl Carnevali, se quiere dejar muy claro cuál es límite del Estado: la dignidad humana es inviolable.

II. Artículo 5°:


"El que solicite, ofrezca, recaude, gestione, administre o aporte fondos, valores o bienes destinados al financiamiento directo e indirecto de una organización comprendida en el artículo 1°, y siempre que no que le resultare aplicable lo dispuesto en el artículo 2°, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo.".


Es del parecer de esta Institución contemplar como una herramienta de investigación eficaz, incorporar en la discusión la figura del levantamiento del secreto bancario contemplado en el DFL N° 3 que el fija texto, refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, en su título XVI, "Secreto Bancario y otras normas".  Esto en armonía con la iniciativa presentada al Honorable Congreso en el año 2013
, la cual busca reforzar las atribuciones de la Unidad de Análisis Financiero (UAF) para poder acceder a la información que tengan organismos públicos y privados que permitan investigar delitos de lavado de dinero.  Como también la de obligar a ciertos organismos a entregar información sobre actos sospechosos, describiéndose nuevas figuras en virtud de las cuales se puede cometer el lavado de activos, y aumentar la penalidad de ellas.

III. Modificación al Código Penal.


Se hace presente lo relativo al:


Artículo 10°, que agrega en un numeral del artículo 10 del Código Penal, como eximente de responsabilidad penal:

“El que ejecutare el hecho instigado por maniobras, ardides o estrategias de los agentes encubiertos o reveladores de la policía o de cualquiera concertado con ella.”.

Sin embargo, el sentido de este artículo no está claro, en razón a que la primera interpretación lleva a concluir que se eximirá de responsabilidad penal a quien sea "engañado" por la policía, en razón del uso de palabras tales como "instigación", "ardides" o "maniobras". Sin embargo, el espíritu de esta norma está dado en eximir de responsabilidad a aquellos que cometan delitos con ocasión a los planes y estrategias de la policía y que no sean agentes encubiertos, agentes reveladores y cooperadores. Por tanto, la idea de este numeral es "incentivar" a quienes colaboran con la policía, como los informantes y quienes les acompañen.


Si este numeral se interpreta de la manera correcta, más allá de su redacción, podría ser una gran herramienta para las policías, ya que los informantes y quienes les colaboren, sabrán que estarán resguardados por una causal de justificación en caso de que se cometa un delito o no se pueda impedir su comisión, con ocasión de los planes o estrategias de la policía para desbaratar estas asociaciones.


Razón por la cual adherimos a la redacción contemplada en el artículo 21, inciso sexto, del Boletín N° 9.669-07. "El agente encubierto y el informante, en sus actuaciones de tales, estarán exentos de responsabilidad criminal por aquellos delitos en que deban incurrir o que hayan podido impedir, siempre que sean consecuencias necesarias del desarrollo de la investigación y guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma.".

IV. Modificaciones al Código Procesal Penal


En lo pertinente a nuestra institución, se considera relevante poner en discusión las siguientes observaciones:


a) Artículo 11: dicho artículo crea un nuevo Párrafo 4° en el Título I del Libro II del Código Procesal Penal, que incorpora un Titulo de excepción sobre "Diligencias y medidas especiales de investigación para delitos organizados o complejos". Al respecto, se adhiere a la idea de establecer diligencias y medidas especiales de investigación para delitos organizados o complejos, que en casos excepcionales, justificados por el Ministerio Público, se permita la aplicación de estas medidas a otros crímenes que no se encuentran enumerados en dicho artículo, adecuándose a las nuevas realidades que van surgiendo. Sin perjuicio de ello, el proyecto se aleja de la idea matriz del terrorismo, incorporando otras conductas delictivas, lo que lo hace perder su visión inicial.


Es confusa su redacción, en el sentido de dar una lista taxativa de delitos para el ámbito de aplicación, para luego incorporar una norma de clausura que faculta al persecutor incluir otros crímenes.


Es de opinión que es innecesario eliminar o modificar cuerpos normativos vigentes, que han funcionado eficazmente en la persecución penal, sobre todo si es totalmente posible incorporar estas técnicas de investigación a una legislación antiterrorista especial.


Se observa que respecto de estas técnicas especiales en materia de investigación, si bien no producirán conflictos normativos en su aplicación, nos parece que afectarán la eficacia y eficiencia que han tenido las mencionadas técnicas en la pesquisa de los delitos relacionados con el narcotráfico y el lavado de activos y dinero, por cuanto dichas normas actualmente tienen un mayor ámbito de aplicación por lo que la investigación, en los términos propuestos por el presente proyecto, se vería seriamente afectada y limitada.


Artículo 226 B, inciso tercero, en cuanto a que hace referencia expresa a la utilización de antecedentes de inteligencia.  Sin embargo, nada indica respecto a su incorporación en juicio, debiendo discutirse sobre la materia en proceso legislativa, en el sentido de incluir norma expresa at respecto.


Artículo 226 G: en su inciso segundo, señala: (..) Asimismo, y a petición del Ministerio Público, el juez de garantía podrá ordenar el empleo de imágenes o sonidos que tuvieren lugar en lugares o contextos en que exista una legítima expectativa de intimidad, cuando fuere conducente al esclarecimiento de los hechos. Regirán, en lo pertinente, las disposiciones de los artículos 222 a 225. (…)”.

Al respecto, se estima que no existe claridad respecto al concepto de "legítima expectativa de intimidad", lo que eventualmente puede llevar a distintos tipos de interpretaciones por parte de los intervinientes del sistema de justicia penal por ser un concepto jurídico indeterminado demasiado vasto, debiendo al menos quedar constancia en la discusión del proyecto del alcance de este concepto.


Artículos 226 H e I: se propone que se mantenga lo regulado en la Ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, respecto de las facultades y alcances operativos de estas herramientas de investigación, ya que desde el año de su implementación, 2005 a la fecha, se ha consolidado un procedimiento de persecución penal exitoso en cuanto a eficacia y resultados.


Artículo 226 I, inciso cuarto: "Cuando los instrumentos efectos u objetos se encuentren en zonas sujetas a la potestad aduanera, el servicio nacional de aduanas observará las instrucciones que imparta el Ministerio Público para los efectos de aplicar esta técnica de investigación.".


Se hace presente que la actual normativa vigente en la ley 20.000 y en la de lavado de activos no justifica que se amplíe a ilícitos de connotación sexual toda vez que las atribuciones de aduanas son específicas y no contienen labores de investigación criminal, razón por la cual es innecesaria dicha ampliación. Teniendo presente lo dispuesto en el artículo 101, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, las Policías constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, sugiriéndose su incorporación al artículo 226 F, sobre colaboración con el Ministerio Público.


I Artículo 226 J: sanciona al fiscal del Ministerio Publico y al funcionario policial al realizar actuaciones que se encuentran fuera del objeto o límites impuestos por el mandamiento judicial respectivo, en relación a los agentes encubiertos y reveladores, pues el artículo señala que la citada orden judicial "deberá circunscribir el ámbito de actuación de los agentes en conformidad de los antecedentes y el o los delitos invocados en la solicitud correspondiente". Frente a lo anterior, se observa que, limitar el ámbito de acción de los funcionarios policiales ex ante limitaría la labor investigativa que tan eficiente y exitosa ha resultado, por ejemplo, en la Ley N° 20.000, por cuanto el juez en esa instancia no podrá proyectar lo que irá aconteciendo en el proceso investigativo. Por lo anterior, esta Institución adhiere a la redacción propuesta en el artículo 21 del proyecto de ley Boletín N° 9.669-07, el cual entrega la facultad al Ministerio Público de autorizar a los funcionarios policiales para que se desempeñen como agentes encubiertos, regulándose esta materia de igual forma en el artículo 22 de dicho Boletín, en relación a la entrega vigilada. Advierte que el citado artículo 21 debería incorporar al agente revelador.


Artículo 226 0, que trata sobre la protección de testigos y peritos: se considera que el proyecto de ley contenido en el Boletín N° 9.669-07, regula de forma más clara esta situación, incorporando en su artículo 25, inciso final, en forma expresa, la protección de la identidad del agente encubierto, del informante y cooperador eficaz, el cual debería extenderse al agente revelador. Contempla, asimismo, la posibilidad de anticipar la prueba tal como lo regula el artículo 191 del Código Procesal Penal. Además, el citado proyecto instaura el delito de amenazas a testigos o peritos en el artículo 31 del Boletín N° 9.669-07.


Esto es cuanto podemos informar a esta Honorable Comisión, expresando nuestra disposición a colaborar durante toda la tramitación legislativa.”.

Finalizadas las exposiciones anteriormente consignadas, los miembros de la Comisión ponderaron los distintos planteamientos formulados, tanto en relación al Mensaje del Ejecutivo como a la Moción parlamentaria encabezada por el Honorable Senador señor Espina.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, hizo notar la importancia que reviste la iniciativa en estudio, la que informó que aprobaría en general, sin perjuicio de anunciar que durante la discusión en particular podrán introducírsele todos los ajustes que resulten pertinentes.


A la vez, valoró las opiniones recibidas y expresó que todas ellas son de gran interés y deben ser consideradas durante la discusión en particular del proyecto, por cuanto suponen relevantes aportes tanto a los aspectos de fondo del proyecto como a las materias de índole procesal.


Anunció, igualmente, que al iniciarse el debate en particular, se escuchará el parecer de instituciones que no pudieron concurrir a la discusión en general, como es el caso del Instituto Nacional de Derechos Humanos y de la Defensoría Penal Pública.


El Honorable Senador señor Espina connotó la claridad y la profundidad de las intervenciones escuchadas, agregando que muchas de las observaciones recibidas deberán ser recogidas mediante las indicaciones que se presenten durante la discusión en particular del proyecto.


Destacó la conveniencia de que esta iniciativa continúe tramitándose en forma simultánea con aquella contenida en el Boletín N° 9.669-07, de su autoría en conjunto con otros señores Senadores, pues ambos proyectos comparten la misma finalidad y han sido objeto de un análisis compartido, tal como ha quedado de manifiesto en las intervenciones anteriores.


Informó, enseguida, que daría su voto favorable a la idea de legislar, de manera de avanzar en la dictación de un futuro texto que represente una solución eficaz para enfrentar una materia tan sensible como es el terrorismo.


El Honorable Senador señor Larraín coincidió con las apreciaciones anteriores y destacó el interés que ofrecen las visiones que han proporcionado los distintos invitados. Destacó las propuestas del profesor señor Matus, en cuanto incluye las exigencias que los tratados internacionales suscritos por nuestro país plantean en cuanto a la necesidad de tipificar un conjunto de nuevos ilícitos vinculados al terrorismo. Instó al Ejecutivo a considerar de manera especial estas sugerencias y a evaluar su inclusión en las indicaciones que se presenten.


El señor Ministro de Justicia expresó que al finalizar esta discusión en general, existe claridad acerca de los aspectos del proyecto que deben revisarse y de los planteamientos que cabrá examinar, entre los cuales se cuenta la perspectiva expuesta por el profesor señor Matus.


El Honorable Senador señor De Urresti apreció, igualmente, la importancia de la iniciativa en estudio, por cuanto permitirá que nuestro país disponga de una legislación antiterrorista que sea adecuada y actualizada.


Valorizó de manera especial las exposiciones realizadas por los distintos invitados, así como las diversas proposiciones formuladas, destacando su claridad y precisión. Señaló que durante la discusión en particular habrá oportunidad de hacer una priorización de las soluciones propuestas, de manera de adoptar los criterios que sean más adecuados en relación a cada uno de los relevantes aspectos abordados por esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Araya coincidió con los planteamientos ya expuestos por los restantes miembros de la Comisión y señaló que votaría a favor de la idea de legislar, de manera de facilitar el avance de esta tramitación. Igualmente, sostuvo que la discusión en particular y el estudio de las correspondientes indicaciones representará la oportunidad de introducir las modificaciones y perfeccionamientos que resulten procedentes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, declaró cerrado el debate y sometió a votación la idea de legislar.


- Efectuada la votación, el proyecto resultó aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Harboe (Presidente).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación en general del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO 1°.-  Constituirá asociación criminal terrorista toda organización o grupo cuando, a través de la perpetración de los crímenes por ella proyectados, y siempre que éstos consistan en aquellos establecidos en los artículos 141, 142, 150 A, 315, 316, 391, 395, 396, 397 o 398 del Código Penal y artículos 5°, 5° b) y 6° de la ley N° 12.927, el delito de colocación de artefactos explosivos e incendiarios establecido en la ley N° 17.798, se persiguiere socavar o destruir el orden institucional democrático, alterar gravemente el orden público, imponer exigencias a la autoridad política,  arrancar decisiones de ésta o infundir temor generalizado en la población de pérdida o privación de los derechos fundamentales.



Para los efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, la asociación se entenderá efectivamente organizada en atención a la cantidad de sus miembros; su dotación de recursos y medios; la división de tareas o funciones, así como su capacidad de planificación e incidencia sostenida en el tiempo. 


ARTÍCULO 2°.- El integrante que hubiere fundado o contribuido a fundar una organización comprendida en el artículo anterior o quien provea o haya proveído fondos para su financiamiento, será castigado con la pena de presidio mayor en sus grados medio a máximo.



El que activamente integrare una organización comprendida en el artículo anterior, sin resultarle aplicable lo dispuesto en el inciso precedente, será castigado con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio.



ARTÍCULO 3°.- La pena señalada en el inciso segundo del artículo anterior se aplicará a todo individuo que haya tomado parte o ejecutado un delito de los expresados en el artículo 1° de la presente ley y hubiese adscrito o adherido positivamente a los propósitos concretos de perpetración de los crímenes, manifestados por organizaciones, asociaciones o grupos nacionales o extranjeros. Se considerará adhesión positiva cualquier manifestación de voluntad expresa o tácita del imputado o la aceptación de los propósitos criminales de una organización, asociación o grupo, sea que el medio de adhesión positiva fuese electrónico, telefónico, la  participación en redes sociales o cualquier otro medio.


También se aplicará dicha pena al individuo que, sin pertenecer a una organización o grupo y habiendo tomado parte o ejecutado alguno de los delitos señalados en el artículo 1°, lo hubiese hecho persiguiendo las finalidades allí expresadas. 



ARTÍCULO 4°.- Las penas establecidas en el artículo 2° serán impuestas sin perjuicio de las que correspondiere imponer por uno o más crímenes efectivamente perpetrados por uno o más integrantes de la organización.



Las establecidas para los delitos señalados en los artículos 1°, 5° y 6° no podrán ser sustituidas por las señaladas en la ley N° 18.216, modificada por la ley N° 20.603, y se cumplirán sucesivamente, de conformidad al inciso segundo del artículo 74 del Código Penal.



Cuando la asociación criminal terrorista se hubiere formado a través de una persona jurídica, se impondrá además, como consecuencia accesoria a la pena impuesta sobre los responsables individuales, la disolución o la cancelación de la personalidad jurídica.


ARTÍCULO 5°.- El que solicite, ofrezca, recaude, gestione, administre o aporte fondos, valores o bienes destinados al financiamiento directo e indirecto de una organización comprendida en el artículo 1°, y siempre que no que le resultare aplicable lo dispuesto en el artículo 2°, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo.


ARTÍCULO 6°.- La asociación criminal para cometer crímenes de lesa humanidad o genocidio será sancionada como asociación criminal terrorista conforme a las disposiciones de la presente ley. En este caso, las penas establecidas en tales disposiciones, serán impuestas sin perjuicio de las que correspondiere imponer por uno o más crímenes efectivamente perpetrados por uno o más integrantes de la organización de conformidad con el Título I de la ley N° 20.357.



ARTÍCULO 7°.- Sin perjuicio de las reglas generales, caerán en comiso los bienes raíces, muebles, efectos de comercio, valores mobiliarios y todo instrumento que hubiere servido o estado destinado a la comisión de los delitos señalados en los artículos 1°, 5° y 6°, siempre que sean de propiedad de personas penalmente responsables por el delito respectivo.


Los bienes decomisados se enajenarán en pública subasta por la Dirección General de Crédito Prendario, entidad que podrá, además, ordenar su destrucción si carecieren de valor.


El producto de la enajenación de los bienes y valores señalados en el inciso primero, ingresará en un fondo especial del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que será administrado por la Subsecretaría del Interior y se destinará a la persecución de los delitos señalados en la presente ley.


Respecto de las armas incautadas y decomisadas, se aplicará lo señalado en el artículo 23 de la ley N° 17.798.


ARTÍCULO 8°.- En ningún caso, adolescentes podrán ser juzgados por los delitos señalados en los artículos 1°, 3°, 5° y 6°.



La exclusión contenida en el inciso anterior no se extenderá a las medidas de investigación y demás disposiciones que no digan relación con la determinación y cuantía de la sanción a imponer a los adolescentes responsables de algunos de los delitos a que se refieren los artículos anteriores.


Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de la aplicación de las penas que, por los delitos a que hace mención el artículo 1°, se apliquen de conformidad a la ley N° 20.084 y de las que deban imponerse a los mayores de edad que participen en esos delitos o sean coautores de los mismos o tengan intervención de conformidad al artículo 2° de la presente ley.


ARTÍCULO 9°.- Las investigaciones a que dieren lugar los delitos contemplados en los artículos 1°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, se iniciarán por querella del Ministerio del Interior y Seguridad Pública o actuación de oficio del Ministerio Público.


También podrán iniciarse por denuncia o querella, conforme a las reglas generales del Código Procesal Penal.


Tratándose de la investigación y juzgamiento de estos delitos procederán las siguientes reglas especiales:


a)  El ejercicio de la facultad señalada en el artículo 167 del Código Procesal Penal no impedirá que el querellante pueda solicitar la reapertura de la investigación cuando aparecieren nuevos antecedentes.


b) El ejercicio de la facultad de la letra c) del artículo 248 del Código Procesal Penal deberá ser fundado y la resolución judicial que la tenga por recibida será susceptible del recurso de apelación.


c) La facultad del artículo 258 del Código Procesal Penal no requerirá formalización de la investigación ni remisión de los antecedentes al Fiscal Regional.


ARTÍCULO 10°.- Agrégase el siguiente numeral 14 al artículo 10 del Código Penal:



“14. El que ejecutare el hecho instigado por maniobras, ardides o estrategias de los agentes encubiertos o reveladores de la policía o de cualquiera concertado con ella.”.



ARTÍCULO 11°.- Intercálase el siguiente párrafo 4° al Título I del Código Procesal Penal, pasando el actual párrafo 4° a ser 5° y el resto a asumir su ordenación ordinal correlativa:

“Párrafo 4°

Diligencias y medidas especiales de investigación para delitos organizados o complejos



Artículo 226 A. Ámbito de aplicación. Las disposiciones de este título serán aplicables, en todo caso, a la investigación de los delitos previstos en los artículos 106, 108, 121, 122, 366 quinquies, 367, 367 ter, 374 bis, inciso primero, 411 bis, 411 ter y 411 sexies, todos del Código Penal; los contemplados en la ley que determina las conductas terroristas; los crímenes contemplados en la ley Nº 20.000; el delito de lavado de activos contenido en la ley Nº 19.913; los delitos de los artículos 1° letra d) y e), 4° letras a) hasta d), 5° letras a) y b) y 6° letra c) de la ley N° 12.927, sobre Seguridad del Estado y, excepcionalmente, a la investigación de todos aquellos crímenes en que se justifique fundadamente por parte del Ministerio Público que, por sus especiales características, se dificulte su investigación al punto de hacer indispensable el uso de medidas especiales de pesquisa.



En ningún caso podrá fundarse una condena por algún delito diferente de aquellos comprendidos en el inciso precedente en medios de prueba obtenidos en conformidad con las disposiciones de este párrafo.


Artículo 226 B. Utilización de medios de prueba. Los antecedentes o evidencia obtenidos mediante la aplicación de las facultades previstas en este párrafo y que resultaren irrelevantes para el procedimiento serán entregados o devueltos en su oportunidad a las personas afectadas y se destruirá todo registro, transcripción o copia de ellos por el Ministerio Público.


Lo prescrito en el inciso precedente no regirá respecto de aquellos antecedentes o evidencias que pudieren ser útiles o relevantes para otros procedimientos seguidos por hechos en cuya investigación fueren también aplicables las disposiciones de este párrafo.


Los resultados de las diligencias o medidas intrusivas establecidas en el presente párrafo no podrán ser utilizados como medios de prueba en el procedimiento cuando ellas hubieren sido obtenidas fuera de los casos o sin haberse cumplido los requisitos que autorizan su procedencia.


Sin perjuicio de lo anterior, los documentos oficiales emanados de los servicios policiales o de inteligencia serán idóneos para provocar las autorizaciones a las que se refiere el artículo 9° del presente Código o para la petición o decreto de medidas cautelares personales o reales y pueden ser presentados en las audiencias a que la investigación de estos delitos dieren lugar.


Artículo 226 C. Plazo de la investigación. Para la investigación de los delitos contemplados en el artículo 226 A, el fiscal dispondrá del plazo de tres años desde la primera intervención judicial por cualquier causa, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 234.



Cualquier persona que se considere afectada por una investigación que no se hubiere formalizado, podrá pedir al juez de garantía que le señale si tiene la calidad de imputado y, en caso afirmativo, la fecha en que se judicializó el procedimiento. Asimismo, podrá solicitar que ordene al fiscal informar acerca de los hechos que fueren objeto de ella y fijarle un plazo para que formalice la investigación.


El tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá apercibir al fiscal para que cierre la investigación una vez transcurrido el plazo legal o, en su caso, el judicial, citando a una audiencia a la que deberá comparecer el imputado, se encuentre o no formalizado. Si se decreta el sobreseimiento definitivo de la causa en conformidad con el inciso tercero del artículo 247, se procederá a lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior, cuando corresponda.



Artículo 226 D. Secreto de la investigación. En casos calificados en que el Ministerio Público justifique que la mantención del secreto más allá del término legal establecido en el inciso tercero del artículo 182 resulta indispensable para el éxito de la investigación, éste podrá renovarse mediante autorización judicial fundada. El plazo total del secreto no podrá exceder de seis meses.


Artículo 226 E. Registro de declaraciones y actuaciones secretas. Cuando alguna diligencia o actuación del Ministerio Público, o ejecutada bajo su dirección y responsabilidad, deba mantenerse en secreto durante la etapa de investigación, ya sea por el plazo señalado en el artículo 182 o conforme al artículo precedente, deberá depositarse en sobre sellado u otro medio que garantice su indemnidad y en un registro especial que deberá llevar el tribunal de garantía, copia autorizada de la o las declaraciones de testigos o peritos protegidos, agentes encubiertos y reveladores y del contenido de las actuaciones secretas realizadas, con indicación de la fecha del registro y de las declaraciones y actuaciones.



El administrador del tribunal será personalmente responsable de la intangibilidad de los sobres sellados u otros medios análogos, los que sólo podrán ser conocidos o abiertos por resolución judicial.


El que abriere, alterare, dañare, ocultare o destruyere los sobres sellados o medios análogos o su contenido, será castigado con la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales. Si además se divulgare su contenido, la pena se aumentará en un grado. Tratándose de su divulgación por un medio de comunicación social, se impondrá a su director del mismo, una multa de once a veinte tributarias mensuales.



Las declaraciones o actuaciones realizadas durante la investigación secreta que no hubieren sido registradas conforme al inciso primero no podrán ser utilizadas como prueba de cargo en el juicio oral, sin perjuicio de sancionarse, a quien dolosamente incumplió con el deber de registro, con las penas contempladas en el artículo 269 ter del Código Penal.



Artículo 226 F. Colaboración con el Ministerio Público. Los notarios, conservadores y archiveros deberán entregar al Ministerio Público, en forma expedita y rápida, los informes, documentos, copias de instrumentos y datos que se les soliciten.


El otorgamiento de los antecedentes mencionados en este artículo será gratuito y libre de toda clase de derechos e impuestos.


El que se resista o se niegue injustificadamente a entregar al Ministerio Público los informes, documentos y demás antecedentes que se le soliciten en conformidad a los incisos precedentes, será castigado con la pena de reclusión menor en su grados medio a máximo.



Artículo 226 G. Medidas intrusivas referidas a las comunicaciones. Las medidas de retención e incautación de correspondencia, obtención de copias de comunicaciones o transmisiones y de interceptación y grabación de comunicaciones telefónicas se regirán por las reglas generales, excepto lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 222, en cuanto a indicar el nombre y dirección del afectado por la medida, siendo suficiente consignar la información circunstanciada que permita su individualización o determinación.



Asimismo, y a petición del Ministerio Público, el juez de garantía podrá ordenar el empleo de medios tecnológicos para captar y registrar subrepticiamente imágenes o sonidos que tuvieren lugar en lugares o contextos en que exista una legítima expectativa de intimidad, cuando fuere conducente al esclarecimiento de los hechos. Regirán, en lo pertinente, las disposiciones de los artículos 222 a 225.


Para los efectos del artículo 226 E, deberá registrarse la fecha de la resolución que autoriza la respectiva medida y de sus posteriores renovaciones, si correspondiere, así como de su contenido.



Artículo 226 H. Agente encubierto y agente revelador. Cuando existieren fundadas sospechas, basadas en hechos determinados, de que una o más personas hubieren cometido o participado en la preparación o comisión, o que ellas prepararen actualmente la comisión o participación, en un hecho constitutivo de alguno de los delitos contenidos en el artículo 226 A, el juez de garantía, a petición del Ministerio Público, podrá autorizar a funcionarios policiales determinados para que se desempeñen como agentes encubiertos o agentes reveladores.


Agente encubierto es el funcionario policial que oculta su identidad oficial y se involucra o introduce en las organizaciones delictivas o en meras asociaciones o agrupaciones con propósitos delictivos, con el objetivo de identificar a los participantes, reunir información y recoger antecedentes necesarios para la investigación.



El agente encubierto podrá tener una historia ficticia. La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación deberá otorgar los medios necesarios para la oportuna y debida materialización de ésta. Asimismo, el Ministerio Público podrá adoptar todas las medidas y acciones que tiendan a dar verosimilitud a la historia ficticia del agente encubierto.


Agente revelador es el funcionario policial que simula requerir de otro la ejecución de una conducta delictiva con el propósito de lograr la concreción de los propósitos delictivos de éste.


La orden judicial deberá circunscribir el ámbito de actuación de los agentes en conformidad a los antecedentes y el o los delitos invocados en la solicitud correspondiente y expresará, de igual forma, la duración de la autorización, que no podrá exceder de ciento ochenta días, pudiendo prorrogarse por períodos de hasta igual duración, para lo cual el tribunal deberá examinar cada vez la concurrencia de los requisitos que hacen procedente esta medida.



Para los efectos del registro a que se refiere el artículo 226 E, deberán consignarse los resultados de la actuación de los agentes, así como la fecha y contenido de las resoluciones judiciales que la autorizan.



El agente encubierto y el agente revelador estarán exentos de responsabilidad criminal por aquellos delitos en que deban incurrir o que no hayan podido impedir, siempre y cuando ellos se hayan cometido en el marco de la autorización judicial respectiva y sean consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación y guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma.



Artículo 226 I. Entregas vigiladas. Cuando existieren fundadas sospechas, basadas en hechos determinados, de que una o más personas hubieren cometido o participado en la preparación o comisión, o que ellas prepararen actualmente la comisión o participación, en un hecho constitutivo de algún crimen de la ley N° 20.000, del delito de lavado de dinero o de alguno de los delitos contenidos en los artículos 366 quinquies, 367, 367 ter y 374 bis del Código Penal, el juez de garantía, a petición del Ministerio Público, podrá autorizar que los instrumentos que hubieren servido o pudieren servir para la comisión de alguno de los delitos indicados en este inciso o los efectos y objetos del mismo, se trasladen, guarden o intercepten o que circulen dentro del territorio nacional, salgan de él o entren en él, bajo la vigilancia o el control de la autoridad correspondiente, cuando se presuma fundadamente que tal procedimiento facilitará la identificación de los miembros de la asociación criminal o de quienes participen en alguno de los delitos señalados en este inciso, conocer sus planes y comprobarlos.



El Ministerio Público podrá disponer en cualquier momento la suspensión de la entrega vigilada o controlada y solicitar al juez de garantía que autorice la detención de los partícipes y la incautación de los instrumentos o efectos del delito, si las diligencias llegaren a poner en peligro la vida o integridad de los funcionarios o agentes encubiertos que intervengan en la operación, la recolección de antecedentes importantes para la investigación o el aseguramiento de los partícipes. Lo anterior es sin perjuicio de que, si surgiere ese peligro durante las diligencias, los funcionarios policiales encargados de la entrega vigilada apliquen las normas sobre detención en casos de flagrancia.


Cuando los instrumentos, efectos u objetos se encuentren en zonas sujetas a la potestad aduanera, el Servicio Nacional de Aduanas observará las instrucciones que imparta el Ministerio Público para los efectos de aplicar esta técnica de investigación.


El Ministerio Público deberá adoptar todas las medidas necesarias para vigilar las especies y bienes a que se alude en el inciso primero, como, asimismo, para proteger a todos los que participen en la operación. La identidad de tales personas deberá ser registrada en conformidad a lo dispuesto en el artículo 266 E. Asimismo, deberá constar en dicho registro la identidad del fiscal o autoridad del Ministerio Público que hubiera solicitado la autorización a que se refiere el inciso primero, su fundamento y el origen de las especies utilizadas en el procedimiento.


En el plano internacional, la entrega vigilada o controlada se adecuará a lo dispuesto en los acuerdos o tratados internacionales.



No obstará a la consumación de los delitos que se pesquisen con ocasión de una entrega vigilada o controlada, el hecho de que en ella se hayan sustituido o marcado los objetos sobre que recae, o de que hayan participado funcionarios, agentes encubiertos, agentes reveladores o informantes. La intervención de estos últimos no será considerada inducción o instigación al delito en los términos del artículo 10, número 14, del Código Penal, si los responsables hubieren cometido el mismo hecho u otros de similar naturaleza sin su intervención.



Artículo 226 J. Los funcionarios policiales, agentes encubiertos y reveladores que ejecuten las medidas o actuaciones a que se refieren los dos artículos precedentes fuera del objeto o límites impuestos por el mandamiento judicial respectivo serán sancionados, además de las penas que corresponda por los delitos cometidos, a la pena de inhabilitación absoluta y perpetua para ejercer cargos públicos.



Igual pena se impondrá al fiscal del ministerio público o funcionario policial que hubiere tenido conocimiento de los delitos cometidos por aquéllos y no los hubiere denunciado en un tiempo próximo e inmediato a dicho conocimiento, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondan.


Artículo 226 K. Exámenes corporales en control de ingreso al país. Los exámenes establecidos en el artículo 197 serán también procedentes cuando, en una diligencia de control de ingreso al país, aparezcan indicios suficientes y razonables de que la persona cuya identidad se controlare porta dentro de su cuerpo o en sus vestimentas o equipaje instrumentos o efectos provenientes de alguno de los delitos a que se refiere el artículo 226 A. En este caso, se procederá de la forma dispuesta en los incisos segundo y tercero del artículo 197.



Artículo 226 L. Medidas anteriores a la formalización de la investigación y sin conocimiento del afectado. El Ministerio Público podrá solicitar al juez de garantía que decrete las siguientes medidas cautelares, sin comunicación previa al afectado, antes de la formalización de la investigación:


a) Impedir la salida del país de quienes, a lo menos, se sospeche fundadamente que están vinculados a alguno de los delitos previstos en el artículo 226 A, por un período máximo de sesenta días. Para estos efectos, deberá comunicar la prohibición y su alzamiento a la Policía de Investigaciones y a Carabineros de Chile. En todo caso, transcurrido este plazo, la medida de arraigo señalada caducará por el solo ministerio de la ley, de lo cual deberán tomar nota de oficio los organismos señalados, y 


b) Ordenar cualquier medida cautelar real que sea necesaria para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dineros provenientes de los delitos materia de la investigación.


Para estos efectos, y sin perjuicio de las demás facultades conferidas por la ley, el juez podrá decretar, entre otras, la prohibición de celebrar determinados actos y contratos y su inscripción en toda clase de registros; retener en bancos o entidades financieras depósitos de cualquiera naturaleza que sean; impedir transacciones de acciones, bonos o debentures y, en general, cuanto conduzca a evitar la conversión del provecho ilícito en actividades que oculten o disimulen su origen delictivo.


También con la autorización del juez de garantía, otorgada de conformidad al artículo 236, el Ministerio Público podrá recoger e incautar la documentación y los antecedentes necesarios para la investigación de los hechos, en caso de aparecer indicios graves que de esta diligencia pudiere resultar el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante para aquélla. Se aplicará, al efecto, lo dispuesto en los artículos 216 y 221.


Artículo 226 M. Plazo especial de formalización tras la detención. El control de la detención en los delitos del artículo 226 A se someterá a las reglas generales, pero el plazo para efectuar la formalización de la investigación contemplado en el inciso segundo del artículo 132 podrá ser ampliado por el juez de garantía hasta por el término de cinco días cuando el fiscal así lo solicite, por ser conducente para el éxito de alguna diligencia.


La ampliación de este plazo sólo se podrá solicitar en la primera audiencia a la que debe presentarse el detenido, la que podrá verificarse con exclusión de la publicidad, con la sola comparecencia de los intervinientes.



En la misma resolución que ampliare el plazo, el juez de garantía ordenará que el detenido ingrese en un recinto penitenciario y que sea examinado por el médico que el juez designe, el cual deberá practicar el examen e informar al tribunal el mismo día de la resolución. El nombramiento en ningún caso podrá recaer en un funcionario del organismo policial que hubiere efectuado la detención o en cuyo poder se encontrare el detenido.


La negligencia grave del juez en la debida protección del detenido será considerada como infracción a sus deberes, de acuerdo con el artículo 324 del Código Orgánico de Tribunales.


En cualquier momento, el juez podrá revocar la autorización a que se refiere el inciso primero y ordenar que el detenido sea puesto inmediatamente a su disposición y se formalice la investigación de manera inmediata.


Artículo 226 N. Medidas especiales en prisión preventiva. Durante la audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que decrete, además, por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:


a)  Recluir al imputado en lugares públicos especialmente destinados a este objeto.


b) Establecer restricciones al régimen de visitas.


c) Interceptar, abrir o registrar sus comunicaciones telefónicas e informáticas y su correspondencia epistolar y telegráfica.



Las medidas indicadas precedentemente no podrán afectar la comunicación del imputado con sus abogados y la resolución que las imponga sólo será apelable en el efecto devolutivo.


Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier momento el Ministerio Público podrá solicitar autorización judicial para la realización de diligencias de investigación que la requieran, en los términos del artículo 236.


Artículo 226 Ñ. Revisión especial de la prisión preventiva. Tratándose de personas privadas de libertad en virtud de alguno de los delitos mencionados en el artículo 226 A y sometidas a las medidas especiales del artículo 226 M, el plazo de revisión obligatoria de la prisión preventiva previsto en el artículo 145 será de dos meses. En las audiencias de revisión se verificará especialmente la permanencia de los factores que justificaron la aplicación de las disposiciones de este párrafo.


Artículo 266 O. Protección de testigos y peritos por parte del Ministerio Público. Sin perjuicio de las reglas generales, en cualquier etapa del procedimiento, cuando el Ministerio Público estimare que por las circunstancias del caso existe riesgo o peligro grave para la vida o la integridad física de un testigo, perito, agente encubierto o revelador y de quienes hayan colaborado eficazmente en el procedimiento, como asimismo de su cónyuge, ascendientes, descendientes, hermanos, convivientes u otras personas a quienes se hallaren ligados por relaciones de afecto, dispondrá, de oficio o a petición de parte, las medidas especiales de protección que resulten adecuadas.


Para proteger la identidad de los que intervengan en el procedimiento, su domicilio, profesión y lugar de trabajo, el fiscal podrá, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 226 E, aplicar medidas tales como:

a) Que no consten en los registros de las diligencias que se practiquen su nombre, apellidos, profesión u oficio, domicilio, lugar de trabajo, ni cualquier otro dato que pudiera servir para la identificación de los mismos, pudiéndose utilizar una clave u otro mecanismo de verificación, para esos efectos;


b) Que su domicilio sea fijado, para efectos de notificaciones y citaciones, en la sede de la fiscalía o del tribunal, debiendo el órgano interviniente hacerlas llegar reservadamente a su destinatario;

c) Que las diligencias que tengan lugar durante el curso de la investigación, a las cuales deba comparecer el testigo o perito protegido, se realicen en un lugar distinto de aquél donde funciona la fiscalía y de cuya ubicación no se dejará constancia en el registro respectivo, y

d) Que, una vez decretada la protección de alguna de las personas señaladas en el inciso 1°, se prohíba la revelación de dicha identidad y la prohibición de captación de su imagen por cualquier medio.


Cualquiera de los intervinientes podrá solicitar al juez de garantía la revisión de las medidas resueltas por el Ministerio Público, quien deberá ponderar, para su alzamiento o cancelación, el lapso de duración de la medida y el grado de afectación del derecho de defensa del imputado. No obstante, la duración de la reserva a que se refiere este artículo en ningún caso podrá exceder de seis meses desde la primera declaración del testigo o perito protegido. Siempre cesará la reserva una vez cerrada la investigación.

La infracción de las medidas previstas en este artículo que determine o permita el conocimiento o divulgación de la información referida a testigos o peritos protegidos será sancionada con las penas previstas en el artículo 226 E.


Artículo 226 P. Medidas de protección adicionales. Las medidas de protección antes descritas podrán ir acompañadas, en caso de ser necesario, de otras medidas complementarias, tales como la provisión de los recursos económicos suficientes para facilitar la reinserción del sujeto u otra medida que se estime idónea en función del caso.

El tribunal podrá autorizar que, durante la investigación o con posterioridad al juicio, las personas que hubieren de ser protegidas cambien su identidad en caso de ser necesario para su seguridad. Para ello deberá dictar una resolución que ordene a la Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación y demás organismos públicos pertinentes el cambio de nombre en documentos públicos u oficiales con la sola presentación o exhibición de copia autorizada de la resolución judicial respectiva.

La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación adoptará todos los resguardos necesarios para asegurar el carácter secreto de la resolución y de estas medidas, conforme al reglamento que se dicte al efecto. Todas las actuaciones judiciales y administrativas a que dé lugar esta medida serán secretas.

El empleado público que violare este sigilo será sancionado con la pena prevista en el artículo 226 E.

Quienes hayan sido autorizados para cambiar de identidad sólo podrán usar sus nuevos nombres y apellidos en el futuro, sin perjuicio de los interrogatorios durante el juicio oral, en el que deberán responder las preguntas orientadas a establecer su credibilidad. El uso malicioso de su anterior identidad será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.

Artículo 226 Q. Derecho de defensa durante el juzgamiento. En ningún caso, la reserva o secreto decretado durante la investigación impedirá el ejercicio del derecho de la defensa a que se le revele la identidad de los testigos o peritos protegidos que sean ofrecidos como medios de prueba por el Ministerio Público en su acusación en la oportunidad a que se refiere el artículo 260 o, en procedimientos sin etapa de preparación, en la audiencia en que se juzgue al imputado. Lo mismo regirá respecto de cualquier antecedente, diligencia o actuación que haya sido producido durante el período de reserva de la investigación y que se quiera hacer valer en el juicio.

Tampoco se impedirá el ejercicio de su derecho a contrainterrogar al testigo o perito para establecer su credibilidad o acreditación y esclarecer los hechos sobre los cuales depone. En tal caso, para evitar la revelación de la identidad del testigo o perito a personas distintas de los abogados intervinientes, el tribunal adoptará de oficio o a petición de parte las medidas previstas en el artículo 289.

Artículo 226 R. Declaración judicial de agentes encubiertos y agentes reveladores. Sin perjuicio de las medidas de protección previstas en este párrafo, la declaración judicial de agentes encubiertos y de agentes reveladores estará sujeta a la autorización previa de la autoridad a la que pertenecen.

La ausencia de declaración sólo podrá suplirse en los casos y formas previstos en el artículo 331.

Artículo 226 S. Actuaciones en el extranjero y cooperación internacional. El Ministerio Público podrá efectuar indagaciones y actuaciones en el extranjero dirigidas a recoger antecedentes acerca de hechos constitutivos de alguno de los delitos a los que fueren aplicables las disposiciones de este párrafo, pudiendo solicitar directamente asesoría a las representaciones diplomáticas y consulares chilenas.

Podrá, asimismo, directamente y sin sujeción a lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 76 del Código de Procedimiento Civil, requerir y otorgar cooperación y asistencia internacional destinada al éxito de las investigaciones sobre los delitos a los que son aplicables las disposiciones de este párrafo, de acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales, pudiendo proporcionar antecedentes específicos, aun cuando ellos se encontraren en la situación prevista en el inciso tercero del artículo 182. Igualmente, a solicitud de las entidades de países extranjeros que correspondan, podrá proporcionar información sobre operaciones sujetas a secreto o reserva legal a las que haya tenido acceso en conformidad con la legislación nacional aplicable, con el fin de ser utilizada en la investigación de aquellos delitos, háyanse cometido en Chile o en el extranjero. La entrega de la información solicitada deberá condicionarse a que ésta no será utilizada con fines diferentes a los señalados anteriormente y a que ella mantendrá su carácter confidencial.

Los antecedentes, documentos y demás medios de prueba obtenidos según este artículo y lo pactado en convenciones o tratados internacionales se entenderán producidos conforme a la ley, independientemente de lo que se resuelva, con posterioridad, sobre su incorporación al juicio, o el mérito probatorio que el tribunal le asigne.

Artículo 226 T. Desistimiento y cooperación eficaz. Quedará exento de responsabilidad penal por la tentativa de cometer alguno de los delitos previstos en el artículo 226 A o de aquellos cuya perpetración persiguiere la asociación criminal el que, formando parte de una asociación criminal o actuando conjuntamente con otros, se desistiere de la misma, siempre que revele a la autoridad la identidad de los demás miembros de la asociación criminal o de los partícipes de los delitos, según el caso, su plan y las circunstancias del o de los mismos.

Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz que conduzca al esclarecimiento de los hechos constitutivos de los delitos a que se refiere el inciso precedente o permita la identificación de sus responsables; o sirva para impedir la perpetración de otros delitos de igual o mayor gravedad.


Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisas, verídicas y comprobables que contribuyan necesariamente a los fines señalados en el inciso precedente.


No se aplicará la cooperación eficaz en los términos expuestos a aquel imputado que, por su posición, conocimiento o dominio en la organización criminal, sólo pueda entregar datos o informaciones de actividades de responsables de menor jerarquía que la suya.

Acogida esta atenuante, el tribunal podrá reducir la pena hasta en dos grados.

El tribunal deberá verificar los antecedentes que sustentan la solicitud de su aplicación, pudiendo rechazarla si estima que son insuficientes. Esta resolución será apelable.

Artículo 226 U. Prohibición de métodos ilegales. En ningún caso el ejercicio de las medidas a las que se refiere este Título dará lugar a que se apliquen mecanismos ilegales de investigación o interrogación. Será en todo momento aplicable lo preceptuado en el artículo 195 de este Código.”.


ARTÍCULO 12°.- Deróganse los artículos 22 a 40 de la ley N° 20.000.

La presente ley sustituye la ley N° 18.314, de 1984, sin perjuicio de lo cual, no se aplicará a los sujetos actualmente investigados o condenados por delitos terroristas, con la excepción de las modificaciones establecidas en el artículo 11°.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 10, 11, 17, 18 y 24 de noviembre de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Longton, Felipe Harboe Bascuñán (Presidente) (Alejandro Guillier Álvarez), Alberto Espina Otero y Hernán Larraín Fernández (Jaime Orpis Bouchon).


Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.

11

INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO, ESTABLECIENDO LA PROHIBICIÓN DE CONTABILIZAR EL DÍA FERIADO IRRENUNCIABLE DENTRO DE LA PLANIFICACIÓN HORARIA MENSUAL QUE DETERMINA EL SISTEMA DE TURNOS DE LOS TRABAJADORES DEL COMERCIO

(9.402-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Diputados señores Tucapel Jiménez Fuentes, Osvaldo Andrade Lara, Ramón Barros Montero, Cristián Campos Jara, Daniel Farcas Guendelman, Ramón Farías Ponce, Iván Fuentes Castillo y Nicolás Monckeberg Díaz. 

Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único, y, acordó, unánimemente, proponer a la Excelentísima señora Presidenta que en la Sala sea considerado del mismo modo.

II. OBJETIVOS DEL PROYECTO

Determinar respecto de los trabajadores que se desempeñan en los establecimientos de comercio y de servicios atendiendo directamente al público, que los días en que ejercen su descanso semanal no podrán coincidir, en ningún caso, con los feriados obligatorios correspondientes al 1 de mayo, 18 y 19 de septiembre, 25 de diciembre y 1 de enero, días establecidos como tal para los dependientes del comercio por la ley N° 19.973.
-------

 
A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, y el coordinador legislativo de este Ministerio, señor Francisco del Río Correa; la abogada y la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Paola Álvarez e Irina Aguayo, respectivamente; la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado; los asesores parlamentarios: de la Senadora Goic el señor Gerardo Bascuñán, de la Senadora Muñoz el señor Luis Díaz y del Diputado Lemus el señor Sergio Jara; el asesor del Instituto Igualdad, señor Sebastián Divin Granada; el periodista y la fotógrafa del Ministerio del Trabajo, señor Rodolfo Carrasco y señora María de los Ángeles Santos.

 
Especialmente invitados concurrieron: el Presidente del Trabajador Walmart y de la Confederación Coordinadora de Sindicatos del Comercio, señor Manuel Díaz Tapia y de la Confederación Coordinadora de Sindicatos del Comercio, el Tesorero señor Roberto Pacheco, el Secretario General señor Sergio Cisternas, el Secretario de Organización señor Humberto Meza y el asesor legal señor Aníbal Cano.
-------

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1) El Código del Trabajo; 2) La ley N° 19.973, del año 2004, que establece feriados.
II. ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen a este proyecto de ley fundamenta su propuesta en los siguientes términos:

En primer lugar, sostiene que, en consideración a  razones de índole cultural, político o religioso, todas las naciones y sociedades celebran diferentes eventos dentro de un año, los que son especificados por la legislación de cada país atribuyéndole el carácter de día feriado, esto es, se trata de días en que no se desempeñan actividades laborales.

En ese contexto, la Moción describe que en nuestro país la legislación laboral establece cinco feriados irrenunciables para los trabajadores del comercio, correspondientes a los días 1 de mayo, 18 y 19 de septiembre, 25 de diciembre y 1 de enero de cada año. Con todo, sostiene que, en la práctica, el ejercicio de dicha prerrogativa se encuentra vulnerado, dado que los empleadores, mediante la aplicación de un sistema de turnos, hacen calzar dichos feriados con el descanso semanal de los trabajadores, lo que impide que dicho feriado constituya un descanso adicional.

En consecuencia, la iniciativa añade que dicha situación se ve agravada a raíz de la interpretación que, sobre el particular, ha emanado de la Dirección del Trabajo. Habida cuenta de ello, la Moción propone modificar la legislación vigente con la finalidad de garantizar que los trabajadores puedan ejercer los feriados irrenunciables que establece la ley, sin perjuicio del descanso semanal que opera en su caso.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El texto del proyecto de ley en informe propone, mediante un artículo único, incorporar un artículo 38 bis, nuevo, al Código del Trabajo, con la finalidad de establecer para los trabajadores que se desempeñan en los establecimientos de comercio y de servicios que atienden directamente al público, cuya jornada ordinaria se distribuye en seis días continuos, los días festivos correspondientes a los días 1 de mayo, 18 y 19 de septiembre, 25 de diciembre y 1 de enero de cada año no podrán coincidir, en ningún caso, con su descanso semanal.
CONFEDERACIÓN COORDINADORA DE SINDICATOS DEL COMERCIO

Al iniciar el estudio del proyecto de ley, se escuchó la opinión de los representantes de la Confederación Coordinadora de Sindicatos del Comercio, que agrupa a grandes tiendas y supermercados.

En primer lugar intervino el Tesorero de esta organización, señor Roberto Pacheco, quien explicó que los trabajadores del “retail” se rigen por una malla horaria cuya planificación puede durar hasta tres años, situación que, por ejemplo, en el caso de los días 18 y 19 de septiembre para algunos puede significar 4 días libres, los dos días irrenunciables conforme a la ley N° 19.973 y los dos días libres según lo dispone el artículo 38 del Código del Trabajo, pero para otros trabajadores la empresa puede considerar como días libres los dos días irrenunciables.


Asimismo, observó que en el texto despachado por la Cámara de Diputados se comete un error al hablar de jornada ordinaria de trabajo que se distribuye en seis días continuos, dado que en el ámbito del “retail” aquello no ocurre, sino que –en general- se trabaja 5 días con 2 días de descanso.


Por su parte, el Secretario General de la Confederación Coordinadora, señor Sergio Cisternas, remarcó que la disposición aprobada por la Cámara de Diputados desconoce la situación de los trabajadores parciales y de los que laboran 5 X 2. Aún más aclaró que las personas que trabajan seis días en el comercio rara vez lo hacen en forma continua, ya que el día libre puede ser una semana el martes y la otra el miércoles.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, indicó que al Ejecutivo le parece un abuso hacer calzar los días de descanso con los feriados irrenunciables, independientemente de la jornada de que se trate.


El asesor legal de la Confederación, señor Aníbal Cano, explicó que la ley de los feriados irrenunciables no distingue el tipo de jornada de los trabajadores del comercio.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, manifestó que meses después de la publicación de la ley N° 19.973 se detectaron prácticas para amañar la distribución de turnos, de tal forma que los descansos de estos días feriados obligatorios calzaran con el descanso semanal.


El Senador señor Larraín dijo entender que un grupo de trabajadores del comercio, de alguna manera se benefician cuando no les coinciden los días de descanso con los feriados obligatorios y otro grupo de trabajadores cuando les coinciden pierden los días de feriado y, por lo tanto, se estaría produciendo una situación injusta por una mala práctica.


El Senador señor Letelier hizo presente que a cualquier trabajador le puede ocurrir que un feriado legal coincida con el día de descanso, pero en este caso existe un texto legal que estatuye determinados feriados obligatorios para los dependientes del comercio.


La Senadora señora Muñoz dejó en claro que con la ley N° 19.973 y sus modificaciones se legisló en beneficio de los dependientes del comercio estableciendo feriados obligatorios a su respecto, norma que en la práctica se ha ido vinculando a jornada, situación que se busca remediar con el proyecto en análisis.


A continuación, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, puntualizó que el área del comercio siempre ha tenido una regulación especial, atendida la dinámica de jornada horaria que implica una carga superior, siendo exceptuados del descanso semanal ordinario y conforme al artículo 24 del Código del Trabajo se les extiende la jornada en los días previos a la navidad. 


El Presidente de la Confederación Coordinadora de Sindicatos del Comercio, señor Manuel Díaz Tapia, aclaró que los feriados irrenunciables para los dependientes del comercio son sólo cinco, el 1 de mayo, el 18 y el 19 de septiembre, el 25 de diciembre y el 1 de enero. A partir del año 2011, los empleadores comenzaron a calzar los días de descanso semanal derivados de los turnos con aquellos días correspondientes a los feriados obligatorios, en circunstancias que el espíritu de la ley es que los trabajadores del comercio puedan disfrutar como feriado aquellos que son legalmente obligatorios.


El Senador señor Letelier estimó importante dejar constancia que a otros trabajadores como los trabajadores agrícolas de temporada no se les respetan sus feriados legales, de manera que es una materia que debe continuarse analizando en conjunto con la situación precaria que enfrentan otras actividades laborales.


El Senador señor Larraín demostró preocupación, no obstante considerar razonable lo planteado por los trabajadores del comercio, por los efectos indirectos que podría provocar la modificación al Código del Trabajo.


La Senadora señora Muñoz manifestó preocupación por la evidencia clara de que la ley que instauró los feriados obligatorios para los dependientes del comercio es infringida abiertamente.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, remarcó que la ley de feriados irrenunciables se dictó justamente con el fin de que los trabajadores del comercio pudieran gozar de dichos días sin laborar y no para evitar un descanso haciéndolo calzar con aquellos, de modo que el costo de esa decisión la industria del “retail” lo debiera haber internalizado en el momento oportuno y no mediante ciertas fórmulas que han sido la causa de la iniciativa en cuestión.


Explicó que existe una mesa de trabajo encargada de estudiar el tema del descanso dominical de los trabajadores del comercio, con motivo de la presentación de una Moción en la Cámara de Diputados que propone el cierre del comercio los días domingo a partir de las 17 horas, instancia que prontamente propondrá una alternativa que satisfaga a los implicados.


Subrayó que materias como la regulada en la iniciativa en discusión no deberían ser discutidas por el Congreso Nacional, sino que la vía más adecuada es la de la negociación colectiva, razón por la cual el Gobierno incorporará en la agenda laboral las modificaciones pertinentes.


El Senador señor Letelier y la Senadora señora Muñoz sugirieron enmendar el texto aprobado por la Cámara de Diputados, con la finalidad de consagrar una redacción adecuada, especificando que los días de descanso semanal no podrán coincidir con los feriados obligatorios contenidos en la ley N° 19.973 y eliminar la mención de la jornada distribuida en seis días continuos.


El Senador señor Larraín, sin perjuicio de emitir su voto favorable, manifestó sus dudas acerca de la suficiente claridad del texto, porque la idea es que los feriados irrenunciables no puedan imputarse a los días de descanso.


- Puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, fue aprobado con la modificación mencionada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier. 
-------

MODIFICACIÓN
 
En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone a la Sala la aprobación del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo único


-Reemplazar el encabezamiento por el siguiente:


“Incorpórase en el Código del Trabajo el siguiente artículo 38 bis:”.

(Adecuación formal)

 
-Sustituir el artículo 38 bis propuesto por el siguiente:

“Artículo 38 bis.- En el caso de los trabajadores señalados en el número 7 del artículo 38, los días de descanso semanal no podrán coincidir con los días feriados establecidos en la ley N° 19.973.”.

(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Letelier).
-------
TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Incorpórase en el Código del Trabajo el siguiente artículo 38 bis:

“Artículo 38 bis.- En el caso de los trabajadores señalados en el número 7 del artículo 38, los días de descanso semanal no podrán coincidir con los días feriados establecidos en la ley N° 19.973.”.”.

-------
Acordado en sesión celebrada el día 10 de diciembre de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D´Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel (Alfonso De Urresti Longton).

Sala de la Comisión, a 15 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES HARBOE, ARAYA, DE URRESTI, LARRAÍN Y WALKER, DON PATRICIO, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE INCORPORA EN EL CÓDIGO PENAL UN PRECEPTO QUE SUPEDITA EL INICIO DE LA APLICACIÓN DE LAS PENAS SUSTITUTIVAS CONTEMPLADAS EN LA LEY N° 18.216 AL CUMPLIMIENTO DE UN AÑO DE PRESIDIO EFECTIVO, TRATÁNDOSE DE DELITOS CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL CUYAS VÍCTIMAS SEAN MENORES DE EDAD

(9.780-07)

FUNDAMENTOS.

Una realidad alarmante ha quedado de manifiesto en Chile y en el mundo durante los últimos años, y se refiere a la creciente tasa de agresiones sexuales de que son víctimas los menores de edad. En efecto,  de acuerdo a cifras de UNICEF,  una de cada diez niñas en todo el mundo ha sido alguna vez víctima de violencia sexual. Es decir, 120 millones de mujeres menores de 20 años han sido víctimas de agresiones sexuales.  Unicef señala que hay notables diferencias regionales: de los 18 países del África negra con datos fiables, en 13 de ellos la tasa de niñas violadas supera el diez por ciento. En Europa central y del Este, en cambio, la cifra es inferior al uno por ciento. En cuanto a los homicidios, una de cada cinco víctimas en todo el mundo tiene menos de 20 años, según el estudio. Sólo en 2012, unos 95.000 niños fueron asesinados.

Desafortunadamente, en Chile la realidad  se condice con el diagnóstico mundial, ya que de acuerdo a  cifras del Ministerio Público, sólo en el período 1 de enero - 30 de septiembre de 2014, es decir, en 9 meses, hubo 14.948 imputados por delitos que afectan la indemnidad sexual, de un total de 16.506 víctimas de esta clase de delitos. Estos número denotan que las agresiones sexuales, en especial a menores de edad, es un flagelo ínsito en nuestra sociedad, que ha ido en aumento, tanto así, que en su última cuenta pública, el fiscal nacional, Sabas Chahuán, dio a conocer que en 2013 ingresaron más de 24 mil casos por delitos sexuales, siendo un 74% de ellos correspondientes a menores de 18 años, lo que refleja que la tasa de denuncia ha ido en aumento durante la última década, pasando de 32,2% en 2006  a un  68,5% en 2012.

Según cifras del SENAME, sólo en 2011 fueron atendidos 1.168 menores en los programas para tratar a víctimas de Explotación Sexual Comercial Infantil y Adolescente (ESCI) en todo el país.  De estos, 842 casos corresponden a menores de edades comprendidas entre los 12 y los 17 años (81,4% son mujeres y 18,6% varones, proporción que se repite en todas las regiones).  Contra toda suposición, un porcentaje cercano al 99,1% de los niños/as y adolescentes atendidos en estos programas no registra una “situación de calle”
, es decir, los ataques sexuales a menores en un alto porcentaje, no sólo tienen lugar contra niños en situación de vulneración social extrema, sino que se trata de un fenómeno que atraviesa transversalmente todo los estratos socioeconómicos.

A mayor abundamiento, de acuerdo a  United  Nations Office on Drugs and Crime (UNODC), Chile ocupa en el tercer puesto a nivel mundial en la tasa de denuncias por abuso sexual infantil cada 100 mil habitantes, con  68,5 casos en 2012 -fecha en que todos los países informaron los registros de sus policías-, siendo sólo superado por Suecia y Jamaica. Además, a nivel sudamericano, es el primero en la tasa de denuncias por este ilícito.
 

Las agresiones sexuales a menores, constituyen un acto violento que supone una imposición de poder del agresor respecto del menor víctima de la agresión y que de acuerdo a nuestro tratamiento positivo se las define el artículo 366 ter del Código Penal como cualquier acto de significación sexual y de relevancia realizado mediante contacto corporal con la víctima, o que haya afectado los genitales, el ano o la boca de la víctima, aun cuando no hubiere contacto corporal con ella. La gravedad de estas conductas contiene un disvalor mayor cuando las víctimas son menores de edad, precisamente por la imposibilidad o escasa posibilidad de aquellos para repeler  el ataque o  manifestar una voluntad formada,  para acceder o reaccionar a un requerimiento o acto de significación sexual. Es por ello que estos delitos merecen el máximo repudio por parte de la sociedad, ya que se fundan en la violencia y en el abuso de una relación de poder, tal y como lo ha señalado la definición de abuso sexual dada por  UNICEF. 

Más aún, la existencia de coerción y de asimetrías entre la edades, habilidades sociales, o sexuales entre la víctima y victimario,
  hacen que  muchas veces estos delitos no sean denunciados y deban ser detectados a través de un análisis conductual o de signos externos que tornan difícil la obtención de pruebas robustas para la imputación y condena por esta clase de conductas típicas, o bien existiendo dichas pruebas,  las condenas sean dramáticamente bajas permitiendo que el hechor pueda acceder a la sustitución de la pena privativa de libertad.  De  esta manera muchas veces los resultados de los procesos son insatisfactorios para las víctimas, sin que el imputado cumpla parte alguna de su condena en prisión, no obstante la gravedad del delito cometido. Esta situación torna de imperiosa necesidad modificar la normativa en materia de sustitución de penas privativas de libertad con el fin de que los abusadores de menores cumplan al menos parte de su condena  en prisión efectiva, tal y como sucedió con la dictación de la ley 20.770 o coloquialmente llamada “Ley Emilia”.

Es por lo anterior, que la idea matriz de la presente iniciativa radica en la incorporación de un artículo 372 quáter, al párrafo 7° del título VII del Libro Segundo de Código Penal, con el fin de establecer que en caso de condena de una persona por los delitos de abusos sexuales, abusos sexuales agravados, abusos sexuales propios, abusos sexuales impropios, exposición del menor a actos de significación sexual, producción de material pornográfico con participación de menores, favorecimiento de la prostitución, favorecimiento de la prostitución impropio, señalados en los artículos 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies, 367, y 367 ter respectivamente, la ejecución de la respectiva pena sustitutiva quede en suspenso por un año, tiempo durante el cual deberá cumplir en forma efectiva la pena privativa de libertad a la que fuere condenado. No se trata de imposibilitar al condenado el acceso a las formas de cumplimiento alternativo de la ley 18.216, ya que el régimen punitivo debe propender a la rehabilitación, pero tampoco se puede permitir que personas que han abusado de menores de edad, aprovechándose de sus situación de poder o vulnerando el deber de cuidado que tienen, y que hayan sido condenadas por esta clase de delitos, no cumplan un solo día de su condena en prisión.

Por consiguiente, el presente proyecto de ley se enmarca en la tendencia que ha seguido el legislador por varios años en materia represión de delitos sexuales contra menores. Los delitos regulados en nuestro Código Penal, en su título VII del Libro II, párrafo 6, artículos 363 y siguientes, han sufrido varias modificaciones en cuanto al cumplimiento de la pena, en aras de ir otorgando mayores instrumentos jurídicos que impidan la impunidad y endurezcan el castigo a los hechores de esta clase de conductas típicas. En efecto, con  la entrada en vigencia de la ley 20.603 se establecieron ciertas limitaciones para la aplicación de penas sustitutivas de la ley 18.216, prescribiendo en el inciso segundo del artículo 4 de la ley en comento que si se cometiera alguno de los tipos de abusos sexuales (propio, impropio, etc.) no procederá remisión condicional de la pena, debiendo el tribunal aplicar sólo la pena de reclusión parcial, libertad vigilada o libertad vigilada intensiva según corresponda.

Asimismo, el artículo 1 de la ley n° 20.685 o ley “anti pedofilia” limitó el derecho a solicitar libertad condicional de quienes cumplan penas por haber sido condenados por delitos sexuales, exigiéndoles el cumplimiento de a lo menos dos tercios de la condena. La misma ley extiende por un plazo de 10 años contados desde el cumplimiento de las condena, para que el condenado pueda solicitar la cancelación de sus antecedentes penales.
  Además, esta ley ha sido clave en la protección penal de los menores, ya que aumenta la pena por el delito de comercialización, importación, exportación, distribución, difusión o exhibición de material pornográfico infantil, que fluctúa entre los 3 y 5 años e imposibilita la consideración de los menores de edad como objeto sexual.

Por su parte, la ley 20.207 incorporó al código penal el art. 369 quáter que la prescripción de la acción penal por delitos cometidos contra de menores de edad comenzará a correr cuando estos hayan cumplido 18 años, es decir, se suspende la prescripción, al modo del Código civil, mientras el menor no haya cumplido su mayoría de edad. Además se contempla una alteración a la regla contenida en el artículo 369 del Código Penal,  en cuanto a que en los delitos sexuales contra menores siempre habrá acción penal pública.

A mayor abundamiento, las normas comunes aplicables a los delitos contemplados en los párrafos 5 y 6 del título VII del Libro Segundo del Código Penal, han establecido medidas más severas en materia de medidas cautelares (imposibilidad de acercamiento, clausura de lugares habilitados para corrupción de menores, vigilancia del imputado interceptación delas comunicaciones, entre otras), y en materia normas en materia de cuidado personal.

Como hemos revisado, el legislador chileno ha tenido en vista la necesidad de mejorar  la legislación en materia de protección penal de las víctimas menores edad en materia de delitos sexuales, por ello es completamente necesario que se impongan sanciones drásticas para los condenados por ataques sexuales contra menores, sin proscribir la posibilidad de cambiar el régimen cerrado por el medio libre, pero sólo luego de haber cumplido parte de la condena en prisión efectiva.

En el derecho comparado, los esfuerzos legislativos se han centrado en dar definiciones de abuso sexual de carácter genéricas de manera de abarcar la mayor cantidad de hipótesis que puedan ser sancionadas, precisamente por el disvalor que encarnan este tipo de conductas. En efecto en Francia, los abusos sexuales se definen genéricamente como las agresiones sexuales distintas de la violación, y así, genéricamente se definen en el derecho Español en el artículo 181.1 del CP que castiga al que sin violencia o intimidación y sin que medie consentimiento realizare actos que atenten contra la libertad sexual de otra persona
.

En el Reino Unido, la Sexual Offences Act de 2003, ha sancionado en su Part 1, Sexual offences, Child Offences, los delitos contra los menores, con penas que pueden ir desde meses de prisión hasta 14 años, estableciendo diversas categorías de delitos que son consideradas abusos sexuales, buscando una omnicomprensión del fenómeno.

En el concierto latinoamericano cabe destacar la realidad Argentina, que en el artículo 199 del Código Penal, establece que será reprimido con reclusión o prisión de seis meses a cuatro años el que abusare sexualmente de persona de uno u otro sexo cuando, ésta fuera menor de trece años o cuando mediare violencia, amenaza, abuso coactivo o intimidatorio de una relación de dependencia, de autoridad, o de poder, o aprovechándose de que la víctima por cualquier causa no haya podido consentir libremente la acción.
 

La Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada por Chile en 1990, en su artículo 19 establece que “los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental ,descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo”, de esta manera queda totalmente claro que en esta materia pesa una obligación internacional sobre nuestro país que incluye el deber de ir mejorando su legislación para reprimir con fuerza aquellos delitos que importen atentados graves contra los niños, niñas y adolescentes,  sobre todo cuando son víctimas de agresiones de carácter sexual, como lo ha hecho el decreto 830/1990 del Ministerio de Relaciones Exteriores que promulga la Convención sobre los derechos del niño, o el Decreto 225/2003 del Ministerio de Relaciones Exteriores, que Promulga el protocolo facultativo de la convención sobre los derechos del niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en la pornografía, con su corrección a la letra b) del artículo 7, entre otros instrumentos.

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Agrégase al Código Penal el siguiente artículo 372 quáter nuevo, del tenor que sigue: “Respecto de los delitos señalados en los artículos 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies, 367, y 367 ter de este Código, será aplicable  lo prescrito en la ley n° 18.216. Sin embargo,  la ejecución de la respectiva pena sustitutiva quedará en suspenso por un año, tiempo durante el cual el condenado deberá cumplir en forma efectiva la pena privativa de libertad a la que fuere condenado.”

(Fdo.): Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES PARA FIJAR CRITERIOS EN LA DETERMINACIÓN DE LAS INDEMNIZACIONES

(9.792-03)

La responsabilidad del derecho del consumidor ante violaciones a los derechos de los consumidores, es principalmente administrativa y patrimonial, vía multas e indemnizaciones respectivamente. 

El artículo 24 de la Ley del consumidor, N. 19.496, establece: 

“Para la aplicación de las multas señaladas en esta ley, el tribunal tendrá especialmente en cuenta la cuantía de lo disputado, los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio obtenido con motivo de la infracción, la gravedad del daño causado, el riesgo a que quedó expuesta la víctima o la comunidad y la situación económica del infractor.”
Parece muy bien que las multas del derecho del consumidor se regulan con tales criterios, pues de lo contrario, su cuantía, entre el mínimum y el máximum legal, quedarían radicadas en la mera voluntad del juez. 

No obstante, las multas que establece la ley 19.496, van en favor del Estado, no de los consumidores afectados. Para que el afectado pueda recibir dinero por las vulneraciones a la ley del consumidor, debe presentar una demanda de indemnización de perjuicios. 

Tal como lo dice el concepto, se indemnizan perjuicios, es decir daños, y estos daños deben ser probados. 

Aquí el juez debe indemnizar de acuerdo a los daños probados. No obstante, inmediatamente aparece el eterno argumento de la igualdad y desigualdad fáctica y legal. 

La arquitectura legal del derecho del consumidor se basa en el reconocimiento de la desigualdad entre las partes, por un lado, un  proveedor informado y con poder económico, y por otro lado, un consumidor desinformado y con poco poder económico. 

Parecería un contrasentido negar tal desigualdad que la ley del consumidor desnuda, concediéndole al consumidor más derechos de los que se le reconocen en el Código Civil, para efectos de restablecerlo legalmente en igualdad frente al proveedor. 

Desde esta perspectiva, muchos proveedores poderosos económicamente, les importa a veces muy poco violar la ley del consumidor, en virtud de que para ellos las indemnizaciones son dineros de poca monta, frente a las grandes ganancias que reciben. 

Y en este sentido, los criterios de aplicación multas, casi todos pueden aplicarse a la fijación de las indemnizaciones. 

No vemos razón para que tales criterios no puedan aplicarse a las indemnizaciones a los consumidores, y que siga aplicándose sólo en favor del Estado. Por el contrario, parece ser una discriminación contra los consumidores que se establezcan sanciones en favor del Estado con estos criterios, pero no respecto de los ciudadanos víctimas del abuso empresarial. 
 POR TANTO, VENGO EN PROPONER EL SIGUIENTE:

PROYECTO DE LEY
Artículo único: Agrégase el siguiente nuevo inciso final al artículo 50 de la Ley N. 19.496, que ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES: 

“Al determinar la cuantía de las indemnizaciones, el tribunal tendrá especialmente en cuenta la cuantía de lo disputado, los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio obtenido con motivo de la infracción, la gravedad del daño causado, el riesgo a que quedó expuesta la víctima o la comunidad y la situación económica del infractor.”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE BANCOS CON EL FIN DE ESTABLECER QUE LAS ENTIDADES BANCARIAS PRIVADAS TIENEN LA OBLIGACIÓN DE INSTALAR Y MANTENER UN NÚMERO MÍNIMO DE CAJEROS AUTOMÁTICOS POR COMUNA

(9.793-05)

En Chile, el artículo 40 de la Ley General de Bancos, define a un Banco como "toda sociedad anónima especial, que autorizada en la forma prescrita por la ley y con sujeción a la misma, se dedique a captar o recibir dinero o fondos del público, con el objeto de darlos en préstamo, descontar documentos, realizar inversiones, proceder a la intermediación financiera, hacer rentar estos dineros y, en general, realizar toda otra operación que la ley permita".

De acuerdo a la página web clientebancario.cl, para realizar la actividad de recibir dinero y luego darlo en préstamo, los bancos le cobran a quienes lo necesitan y piden préstamos; asimismo, a quienes les entregan dinero en depósito, les pagan por la confianza depositada. La diferencia entre lo que se les paga y lo que ellos pagan, es la ganancia que permite que el banco opere normalmente.

LOS CONTRATOS REFERIDOS AL USO DE TRAJETAS
Para funcionar descomprimiendo las filas de atención de público y dar acceso a los servicios bancarios fuera del horario de funcionamiento de las sucursales bancarias, se utilizan generalmente las tarjetas de débito. 

Estas se pueden utilizar indistintamente ante locales comerciales. Tal y como señala la página cliente bancario.cl: “Para hacer una compra con tarjeta de débito, se debe presentar la tarjeta en el comercio. Allí se debe pasar la tarjeta por el dispositivo electrónico y aceptar el monto que se indique, el cual corresponde a la compra que se realiza; luego debe ingresar una clave con lo que se acepta el cargo. Sin embargo, éste sólo se hará si existen los fondos en la cuenta del dueño de la tarjeta. De acuerdo a las normas, los pagos hechos de esta forma no pueden ser anulados”.

No obstante, también puede utilizarse en cajeros bancarios automáticos, para extraer dinero de ellos desde una cuenta previamente contratada, o como créditos directos pre aprobado.
LOS CAJEROS AUTOMÁTICOS
Los Cajeros Automáticos son “máquinas dispensadoras de dinero activadas mediante una tarjeta y una clave secreta personal, que identifica a un usuario. Cuentan con mecanismos de seguridad, para permitir que sólo quien disponga de dicha tarjeta pueda realizar operaciones”.

En Chile operan desde el año 1984 y a abril de 2014 existían más de 8.400 distribuidos a lo largo del país (ver reporte), permitiendo no sólo ejecutar operaciones con las cuentas corrientes sino que el pago de varios servicios y productos utilizando el mismo sistema de acceso con tarjeta y clave. De dicho número, un poco más de 3 mil 900 estaban instalados en la Región Metropolitana, mientras que las regiones con mayor número disponible eran las de Valparaíso (929) y Biobío (740).

LLAMADO DE LOS BANCOS EN FIESTAS PATRIAS

Como es sabido, la Asociación de Bancos ha llamado a la ciudadanía para que “saquen” dinero de los cajeros bancarios antes de las fiestas patrias, pues durante ellas, los cajeros no serán recargados. 

Por ejemplo, Eduardo Uchida, gerente de Canales del Banco BCI, señaló ante la prensa que :"Estamos hace una semana informando a nuestros clientes que ojalá pudiesen planificarse muy bien en sus gastos en efectivo, puesto que, como todos sabemos, 18 y 19 son dos días de feriado irrenunciable, donde los centros comerciales, supermercados y farmacias van a estar cerrados y la cobertura de los cajeros que tenemos ahí adentro no va a estar" (…) "hemos hecho un llamado a nuestros clientes para que empiecen durante el 18 y 19 empiecen a usar mucho el dinero plástico; básicamente las tarjetas Redbanc o de débito y las tarjetas de crédito".

Hernán Calderón, presidente de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (Conadecus) señaló que en este contexto, "el servicio de cajeros automáticos se ha transformado en un servicio deficiente".

Creemos que esto es un grave incumplimiento a la fe pública y a los contratos con miles de usuarios de tarjetas.

El director nacional del Servicio Nacional del Consumidor (Sernac), Ernesto Muñoz, fue muy claro al señalar que “Hay estándares normales en los que por mayor demanda haya cajeros sin dinero, pero no se puede dar una falla sistematizada porque una empresa no repone el dinero”.

“Es importante que los bancos no limiten la libertad de los usuarios para disponer de su dinero, hay un estándar de la calidad que significa que una prestación de un servicio no puede comprometer a los usuarios”, agregó Muñoz.

“Los Bancos cobran comisiones a los usuarios por el uso de sus tarjetas, hay un contrato que las rige, no es posible que entreguen tarjetas y luego no garanticen sus condiciones de uso. No es posible que se puedan usar todo el año, y en fiestas patrias se conviertan en un plástico inútil”.

Los Bancos, de acuerdo a cifras de la Superintendencia de bancos, sólo entre enero y febrero de este año ganaron US$ 645 millones de dólares, y aumentaron sus ganancias en 47 por ciento en el primer semestre. Ahora, dicen que sus utilidades no les bastan para instalar más cajeros, reponerles dinero o darles más seguridad. Eso hace inentendible que entreguen tarjetas, para qué cobran comisiones. 

Los Bancos han señalado que el Decreto 222 del Ministerio del Interior les ha impuesto medidas de seguridad muy onerosas, tales como: 
1. Empotramiento de los cajeros. 

2. Cámaras de Seguridad

3. Alarmas

Alegan en su favor que los robos a cajeros automáticos aumentan en los periodos de fiestas. Cada cajero puede contener hasta 80millones de pesos, por lo que su extracción ilegal es muy cotizada entre los delincuentes especializados.

Últimamente se ha modificado incluso la forma de extraerlos: Desde el “oxicorte”, la modalidad ha cambiado a “explosión de gas”, tal como ocurre hoy en España. 

En este sentido, los Bancos han señalado que no recargarán los cajeros automáticos con dinero para que estos no sean robados, y no tengan la obligación, en caso de reposición, de cumplir con el mentado decreto 222, muy oneroso para ellos. 

De acuerdo a cifras de la Superintendencia de Bancos, en Chile, a junio de este año habían 8.195 cajeros automáticos disponibles en todo Chile. Es decir, 987 dispensadores salieron de circulación en los últimos doce meses. En nuestra opinión, ahí tienen los Bancos un buen elemento donde invertir sus excedentes y utilidades.

Las cifras de la Superintendencia de Bancos son claras: la región del Biobío es la ganadora en la baja de cajeros disponibles con un 15,6%, pasando de 867 cajeros automáticos a 732 dentro de los últimos doce meses. 

A nuestro entender, aquí no importa si hay o ni normas de la Superintendencia o ley que normen el asunto, simplemente, estamos ante un incumplimiento de contrato.

FACULTADES DE LA SUPERINTENDENCIA DE BANCOS E INSTITUCIONES FINANCIERAS
La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) prepara una norma que “exigirá que los cajeros automáticos cuenten con dinero disponible en sus dispensadores durante el 95 por ciento del tiempo en que se encuentren operativos”.

Tal como señala la página de la Superintendencia de Bancos, “En sus disposiciones, determina que la disponibilidad del servicio de la red de cajeros de cada banco no podrá ser inferior a 95%; con lo cual las instituciones deberán adoptar las medidas de gestión necesarias para asegurar el cumplimiento de dicho estándar frente a un conjunto amplio de causales, con la sola excepción de aquellas asociadas a la reposición de un cajero siniestrado o a las intervenciones efectuadas con motivo de la adopción de cambios normativas en materia de seguridad pública.”

Creemos que los Bancos deberían tener el deber legal expreso, más allá de la letra de sus contratos que siempre pueden llevar a los tribunales para que sean interpretadas, de contar con cajeros suficientes, de acuerdo al número de tarjetahabientes. Sin este deber, se puede regular la disponibilidad de la red de cajeros ya existente, pero no el número de cajeros que obligatoriamente deben mantener.  

De lo contrario, podemos tener cajeros operativos, pero ellos pueden seguir siendo escasos de cara a las crecientes necesidades de la población, que ve en los cajeros una solución y no un problema. En suma, no podemos llevar las largas filas de los bancos ahora a los cajeros. 

POR TANTO, VENGO EN PRSENTAR EL SIGUIENTE

PROYECTO DE LEY

Agrégase el siguiente nuevo número 13 al artículo 49 del Decreto con Fuerza de Ley N. 3  de 26 de noviembre de 1997, del Ministerio de Hacienda, que FIJA TEXTO REFUNDIDO, SISTEMATIZADO Y CONCORDADO DE LA LEY GENERAL DE BANCOS Y DE OTROS CUERPOS LEGALES QUE SE INDICAN: 

“13)  Los bancos estarán obligados a instalar y mantener, a su costo, en todas las comunas del país, cajeros automáticos que funcionen las 24 horas del día, y en número suficiente para satisfacer la demanda de los tarjetahabientes de tales comunas. Su número y condiciones de seguridad estarán fijadas por Reglamento de la autoridad competente”. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL DA INICIO A UN PROYECTO QUE INCORPORA UN INCISO FINAL EN EL ARTÍCULO 6° DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE PARTIDOS POLÍTICOS, AL EFECTO DE QUE LOS NOTARIO ASIGNEN, CON CARGO DEL REQUIRENTE, PERSONAL EXCLUSIVAMENTE DESTINADO A RECIBIR LAS DECLARACIONES DE AFILIACIÓN Y ATENDER LAS DEMÁS GESTIONES EN DÍAS Y HORARIOS DURANTE EL LAPSO LEGAL PARA PROCEDER A LA CONSTITUCIÓN DE UNA COLECTIVIDAD POLÍTICA EN FORMACIÓN

(9.794-06)

De acuerdo al artículo 1 de la Ley 18603, ORGANICA CONSTITUCIONAL DE LOS PARTIDOS POLITICOS

“Los partidos políticos son asociaciones voluntarias, dotadas de personalidad jurídica, formadas por ciudadanos que comparten una misma doctrina política de gobierno, cuya finalidad es contribuir al funcionamiento del régimen democrático constitucional y ejercer una legítima influencia en la conducción del Estado, para alcanzar el bien común y servir al interés nacional”.

Por su parte, el Artículo 5° de la Ley de Partidos Políticos señala que: 

“Para constituir un partido político, sus organizadores, que deberán ser a lo menos cien ciudadanos con derecho a sufragio y que no pertenezcan a otro partido existente o en formación, procederán a extender una escritura pública que contendrá las siguientes menciones: 
 a) Individualización completa de los comparecientes; 

b) Declaración de la voluntad de constituir un partido político;

 c) Nombre del partido y, si los tuviere, sigla, lema y descripción literal del símbolo;

 d) Declaración de principios del partido;

 e) Estatuto del mismo, y

 f) Nombres y apellidos de las personas que integran la Directiva Central y el Tribunal Supremo provisionales, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 24 y 28, respectivamente; constitución de un domicilio común para todas esas personas y normas para reemplazarlas o subrogarlas en caso de fallecimiento, renuncia o imposibilidad definitiva o transitoria que se produzcan antes de la inscripción del partido. Las personas que integren la Directiva Central y el Tribunal Supremo provisionales deberán concurrir al otorgamiento de la escritura pública a que se refiere este inciso.
Simultáneamente con el otorgamiento de la escritura pública, se procederá a protocolizar el facsímil del símbolo, la sigla y el lema que distinguirán al partido, si los tuviere”.

Por su parte, el artículo 6 dispone: 
“El partido político en formación podrá proceder a la afiliación de sus miembros, para lo cual dispondrá de un plazo de doscientos diez días. Será necesario que se afilie al partido un número de ciudadanos con derecho a sufragio equivalente, a lo menos, al 0,5 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de Diputados en cada una de las Regiones donde esté constituyéndose, según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.
 La afiliación al partido en formación se efectuará mediante declaración suscrita por cada ciudadano con derecho a sufragio ante cualquier notario de la región respectiva, o ante el oficial del Registro Civil, si en la comuna donde la persona tenga su domicilio no hubiere notario.
 Las declaraciones podrán ser individuales o colectivas y contendrán, respecto de cada afiliado, su nombre completo, apellidos, domicilio, fecha de nacimiento y cédula nacional de identidad. Cada afiliado deberá acreditar personalmente ante el ministro de fe su condición de ciudadano habilitado para votar en la Región respectiva y declarar bajo juramento no estar afiliado a otro partido político inscrito o en formación ni estar o haber estado participando en la formación de un partido político en los últimos doscientos cuarenta días.
 La Directiva Central provisional podrá excluir, sin expresión de causa, a cualquier afiliado que haya suscrito la declaración a que se refiere este artículo. El ciudadano excluido no será considerado como afiliado al partido para efecto alguno”

Como es sabido, las escrituras públicas se otorgan ante notario, pero no han faltado oportunidades en que el Notario ha entorpecido el proceso de suscripción de la escritura. 

Así, por ejemplo, hemos detectado Notarios que demoran excesivamente el trámite de firmar la escritura a los organizadores del partido y de las afiliaciones al mismo, quienes se retiran de las notarías por los excesivos tiempos de espera. 

Es así que en la Notaría de Castro, se ha denunciado que su titular “ha dificultado el proceso de inscripción del partido político, al negarnos la posibilidad de designar un funcionario que tramite la legalización de las fichas de inscripción de manera expedita. En la Notaria de la comuna de Castro, no se nos facilitó poder contar con un horario específico, para atender por pequeños grupos a los suscriptores y tampoco se nos dio la facilidad de reservar varios números a la vez. Lo que hace casi imposible legalizar las fichas.

Realizamos la solicitud para que nos faciliten un ministro de fe para la inscripción del partido y la respuesta ha sido categórica: quienes quieran legalizar su ficha de adhesión, deben sacar número de atención por conducto regular, sin dar ninguna posibilidad de abrir una sala para el procedimiento, en circunstancia que las notarías están atochadas, con rangos de espera en promedio de entre dos, tres o más horas, por lo que quienes trabajan o estudian y efectivamente quieren militar en este nuevo partido político, no cuentan con el tiempo necesario para esperar estos horarios” (TESTIMONIO DE UNA AFECTADA).

Los notarios son los únicos que pueden certificar las firmas, pero eso no implica que no se destinen funcionarios especialmente dedicados para el proceso de firmas dentro de las notarías, facilitando dentro del establecimiento la atención de los organizadores del partido político. Se puede hacer, está dentro del marco legal, pues los funcionarios asisten al notario, no lo remplazan en el proceso de certificación de firmas e identidades, sino que lo asisten y apoyan para que el trámite sea más fácil y rápido. Lo que ocurre es que depende, hoy, de su exclusiva voluntad, disponer de tales funcionarios.
El derecho a la libre asociación, establecido y garantizado en el Nº 15 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, se encuentra plenamente en juego. Señala dicha norma: 

“El Estado reconoce a todas las personas: (…)
El derecho de asociarse sin permiso previo. 
Para gozar de personalidad jurídica, las asociaciones deberán constituirse en conformidad a la ley. 
Nadie puede ser obligado a pertenecer a una asociación. 
Prohíbense las asociaciones contrarias a la moral, al orden público y a la seguridad del Estado. 
Los partidos políticos no podrán intervenir en actividades ajenas a las que les son propias ni tener privilegio alguno o monopolio de la participación ciudadana; la nómina de sus militantes se registrará en el Servicio Electoral del Estado, el que guardará reserva de la misma, la cual será accesible a los militantes del respectivo partido; su contabilidad deberá ser pública; las fuentes de su financiamiento no podrán provenir de dineros, bienes, donaciones, aportes ni créditos de origen extranjero; sus estatutos deberán contemplar las normas que aseguren una efectiva democracia interna. Una ley orgánica constitucional regulará las demás materias que les conciernan y las sanciones que se aplicarán por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar su disolución. Las asociaciones, movimientos, organizaciones o grupos de personas que persigan o realicen actividades propias de los partidos políticos sin ajustarse a las normas anteriores son ilícitos y serán sancionados de acuerdo a la referida ley orgánica constitucional”

Como asociaciones, los partidos políticos están incluidos en la Ley 20500, SOBRE ASOCIACIONES Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA GESTIÓN PÚBLICA, que dispone en su artículo 1º: “Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente para la consecución de fines lícitos.

Este derecho comprende la facultad de crear asociaciones que expresen la diversidad de intereses sociales e identidades culturales”.

Por su parte, el artículo 2º de la misma ley ordena: “Es deber del Estado promover y apoyar las iniciativas asociativas de la sociedad civil”.

Así, para hacer carne este deber de promoción en la constitución de partidos políticos, creemos que es necesario establecer legalmente el deber de los notarios de disponer de tales funcionarios, pues de lo contrario se estaría entorpeciendo la constitución de partidos políticos, el tiempos de crisis de representación.
Por tanto, vengo en proponer el siguiente
PROYECTO DE LEY
Artículo único: Agrégase el siguiente nuevo inciso final al artículo 6 de la Ley N. 18.603, LEY ORGANICA CONSTITUCIONAL DE LOS PARTIDOS POLITICOS:
“Los Notarios deberán ordenar, a requerimiento y costa del requirente, que las afiliaciones, declaraciones, acreditaciones y otras gestiones relativas a este artículo, sean tramitadas ante uno o más funcionarios, dispuestos exclusivamente para tales labores, en horarios, días o plazos que se determinen, a efectos de facilitar la constitución de los partidos en formación”. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 18 DEL CÓDIGO PENAL, CON EL
 FIN DE PRESUMIR LA RESPONSABILIDAD POR EL DAÑO MORAL RESPECTO
 DE LOS CONDENADOS POR LOS CRÍMENES QUE EL AUTOR SEÑALA O 
POR LA LEY N° 20.357

(9.795-07)

Todos sabemos que los delitos criminales son conductas especialmente graves que dañan el orden social. La responsabilidad criminal, acarrea sanciones, y un sistema de asignación de penas, denominado IUS PUNIENDI, cuyo monopolio es del Estado como garante del orden social. 

El Ius Puniendi implica un sistema preventivo de resguardo del orden imperante, un sistema judicial y un sistema de ejecución de la pena. 

La sanción criminal  grave como es por privar de importantes derechos fundamentales a las personas que cometen delitos, es ULTIMA RATIO, es decir, la solución criminal es la última a la que debe acudir el Estado, no la primera. 

Existen unos delitos más graves que otros. Y por cierto, algunos repudian lo más hondo de la conciencia humana. A ellos están asignadas las más altas penas que nuestro ordenamiento jurídico contempla. 

Los delitos criminales acarrean también responsabilidad civil o patrimonial, llamada, principalmente, a resarcir del daño a las víctimas de un delito. Este daño puede ser patrimonial y moral. El daño patrimonial está compuesto por la pérdida patrimonial efectivamente sufrida por la víctima del delito, y por la ganancia esperada que no pudo obtenerse (daño emergente y lucro cesante, respectivamente). También existe la acción restitutoria, dirigida a recobrar los bienes mal habidos por el imputado. 

No obstante, también existe el daño no patrimonial, o daño moral, constituido por el dolor psíquico, el malestar psicólogo que acarrea un delito. 

Como es sabido, si las partes no lo alegan (lo que en la práctica muchas veces es lo mismo que si al abogado se le olvida o negligentemente no lo incluye en la demanda), o no lo prueban (por las mismas razones), entonces el juez está impedido de declarar en la sentencia que el daño moral existe y se encuentra impedido de fijar su monto. 
Esto parece un contrasentido en caso de daños graves, de delitos graves que repugnan la conciencia humana. 

Creemos que es necesario que se presuma la existencia del daño moral, tal que el juez sólo deba determinar su cuantía ante delitos graves, y por cierto, los enumeramos:

1.- El delito del artículo 433 del Código penal, que dispone:

“El culpable de robo con violencia o intimidación en las personas, sea que la violencia o la intimidación tenga lugar antes del robo para facilitar su ejecución, en el acto de cometerlo o después de cometido para favorecer su impunidad, será castigado:

1° Con presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo calificado cuando, con motivo u ocasión del robo, se cometiere, además, homicidio, violación o alguna de las lesiones comprendidas en los artículos 395, 396y 397, N° 1.

2° Con presidio mayor en su grado medio a máximo, cuando las víctimas fueren retenidas bajo rescate o por más de un día, o se cometieren lesiones de las que trata el N°2° del artículo 397”.

2.- El delito del Inciso final del artículo 141 del Código Penal, que establece que:

“El que con motivo u ocasión del secuestro cometiere además homicidio, violación, violación sodomítica o algunas de las lesiones comprendidas en los artículos 395, 396 y 397 N° 1, en la persona del ofendido, será castigado con presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.

3.- El inciso final del artículo 142 dispone que en caso de la sustracción de un menor de 18 años: “Si con motivo u ocasión de la sustracción se cometiere alguno de los delitos indicados en el inciso final del artículo anterior, se aplicará la pena que en él se señala”.

4.- El inciso final del artículo 150 A del Código Penal, referido a los apremios ilegítimos, dispone que:

“Si de la realización de las conductas descritas en este artículo resultare alguna de las lesiones previstas en el artículo 397 o la muerte de la persona privada de libertad, siempre que el resultado fuere imputable a negligencia o imprudencia del empleado público, la pena será de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo a medio y de inhabilitación absoluta perpetua”.

5.- El delito del artículo 150 B para los cómplices de los apremios, que dispone:

“Al que, sin revestir la calidad de empleado público, participare en la comisión de los delitos sancionados en los dos artículos precedentes, se le impondrán las siguientes penas: (...).

3° Presidio o reclusión menor en su grado máximo a presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, si se tratare de la figura del último inciso del artículo 150 A”.

6.- Los contenidos entre los artículos 361 A 372 TER, referidos a los delitos sexuales contra niños.

El Artículo 372 bis, que dispone que “El que, con ocasión de violación, cometiere además homicidio en la persona de la víctima, será castigado con presidio perpetuo a presidio perpetuo calificado”.

7.- El delito del artículo 348, 351 y 352 del mismo Código, sobre abandono de menores, que disponen:

Art. 348. “Si a consecuencia del abandono resultaren lesiones graves o la muerte del niño, se impondrá al que lo efectuare la pena de presidio mayor en su grado mínimo, cuando fuere alguna de las personas comprendidas en el artículo anterior, y la de presidio menor en su grado máximo en el caso contrario.

Lo dispuesto en este artículo y en los dos precedentes no se aplica al abandono hecho en casas de expósitos”.

Art. 351. “Si del abandono en un lugar solitario resultaren lesiones graves o la muerte del niño, se impondrá al que lo ejecuta la pena de presidio mayor en su grado medio, cuando fuere alguna de las personas a que se refiere el artículo precedente, y la de presidio mayor en su grado mínimo en el caso contrario”.

Art. 352. “El que abandonare a su cónyuge o a un ascendiente o descendente, legítimo o ilegítimo, enfermo o imposibilitado, si el abandonado sufriere lesiones graves o muriere a consecuencia del abandono, será castigado con presidio mayor en su grado mínimo”.

8.- El delito de homicidio calificado, del artículo 391 N° 1 del Código Penal

Art. 391. “El que mate a otro y no esté comprendido en el artículo anterior, será penado:

1° Con presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo, si ejecutare el homicidio con alguna de las circunstancias siguientes:

Primera. Con alevosía.
Segunda. Por premio o promesa remuneratoria.

Tercera. Por medio de veneno.

Cuarta. Con ensañamiento, aumentando deliberada e inhumanamente el dolor al ofendido. Quinta. Con premeditación conocida”.

9.- Los delitos de los artículos 411 a 411 octies del Código Penal, referido al tráfico de personas.

10.- Los delitos de la Ley N° 20.357 que TIPIFICA CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD Y GENOCIDIO Y CRÍMENES Y DELITOS DE GUERRA.

Queremos aclarar que en este proyecto de ley no presumimos la responsabilidad penal del imputado, lo que está prohibido expresamente por norma constitucional, sino sólo el daño moral, que dice relación con la responsabilidad civil, que es paralela a la criminal. 
Por tanto, venimos en presentar el siguiente:
PROYECTO DE LEY
Artículo único: Agrégase el siguiente nuevo inciso final al artículo 18 del Código Penal:

“Sin perjuicio de lo anterior, se presumirá el daño moral respecto de las víctimas del delito y su familia, en los delitos contemplados en los artículos 141, 150 A, 150 13, 361 A 372 TER, 348, 351y 352, 391 N. 1, 411 a 411 octies y 433 del Código Penal, así como a los delitos de la Ley N. 20.357 que TIPIFICA CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD Y GENOCIDIO Y CRÍMENES Y DELITOS DE GUERRA”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL DA INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA EL NUMERAL 2° DEL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA EN MATERIA DE SUSPENSIÓN DEL DERECHO DE SUFRAGIO

(9.796-07)

Una de las conquistas más importantes del mundo moderno es el derecho a sufragio universal, es decir, que todos y todas puedan votar y postular a cargos de elección popular. Antes de eso, habían requisitos desmedidos que mutilaban este derecho humano: edad avanzada, estado civil, propiedad sobre bienes raíces e incluso número de hijos, entre otros. 

La doctrina tradicional diferencia entre el derecho a sufragio activo, concebido como el derecho A ELEGIR, y el pasivo, concebido como el derecho A SER ELEGIDO. 

Como señala Mª Elena Rebato Peño de la Universidad de Castilla – La Mancha, en su ensayo  EL DERECHO DE SUFRAGIO PASIVO: “formará parte del contenido esencial del derecho de sufragio pasivo: el derecho a ser elegible, incluyéndose aquí el derecho a la presentación de candidaturas y el derecho a ser proclamado electo; y el derecho a mantenerse en el cargo y a desempeñarlo”.

Ahora bien, otro de los principios fundantes del Estado de Derecho es la presunción de inocencia, según el cual una persona, a pesar de ser imputada por un delito, debe ser tratada como inocente, y sólo será tratada como culpable en caso de recibir una condena y sólo después de ese hecho. 

En el caso del Alcalde Jorge Soria Quiroga, de la comuna de Iquique, en virtud de acusaciones criminales de las que resultó absolutamente absuelto, se le despojó de su cargo el año 2007. 

En el año 2012 finalizó un largo juicio en que la Corte Suprema determinó -por 5 votos contra cero- su total inocencia de los cargos que sobre él pesaban: “negociación incompatible, fraude y cohecho”. 

Tal como dispone nuestra ley Orgánica de Municipalidades en su Artículo 57.- “El alcalde será elegido por sufragio universal, en votación conjunta y cédula separada de la de concejales, en conformidad con lo establecido en esta ley. Su mandato durará cuatro años y podrá ser reelegido”.
Por su parte, la Constitución Política de la república de 1980, dispone: 

“Artículo 16.- El derecho de sufragio se suspende: 

 1º.- Por interdicción en caso de demencia;

 2º.- Por hallarse la persona acusada por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista, y

 3º.- Por haber sido sancionado por el Tribunal Constitucional en conformidad al inciso séptimo del número 15º del artículo 19 de esta Constitución. Los que por esta causa se hallaren privados del ejercicio del derecho de sufragio lo recuperarán al término de cinco años, contado desde la declaración del Tribunal. Esta suspensión no producirá otro efecto legal, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso séptimo del número 15º del artículo 19.
Según el abogado Gustavo Fiamma –que es abogado de la Universidad de Chile y doctor en derecho por la Universidad Complutense de Madrid- Soria fue suspendido de su cargo de alcalde en 2007 “a través de una ‘orden de no innovar’ decretada por el Tribunal Electoral Regional de Tarapacá sin ostentar éste facultades legales para ello, no obstante lo cual el Tribunal Calificador de Elecciones confirmaría tan ilegal decisión”.

Añade este abogado: “Sin embargo, ese mismo Tribunal, en una causa de la V Región, dos meses después, resolvería que los Tribunales Electorales Regionales no cuentan con facultades legales  para dar curso a una ‘orden de no innovar’”.

Gustavo Fiamma asevera: “Producto de los autos de procesamiento, Jorge Soria no pudo presentarse a su reelección como alcalde y su postulación al Senado fue rechazada por el Servicio Electoral y por el Tribunal Calificador de Elecciones, a pesar de no estar condenado por sentencia firme o ejecutoriada. Se violó flagrantemente su presunción de inocencia y el artículo 23.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El Tribunal Calificador de Elecciones dijo que el artículo 16° de la Constitución chilena no violaba el artículo 23.2 del Pacto de San José de Costa Rica. Sin embargo, al informar al Senado el proyecto de ley sobre voto voluntario los Ministros de la Corte Suprema que integran el Tribunal Calificador de Elecciones sostuvieron enfáticamente dicha violación. En virtud del Pacto de San José de Costa Rica no correspondía que lo suspendieran de su cargo y, por otra parte, según dicha Convención el señor Soria podía ser candidato a alcalde o a senador (artículo 23.2 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos).  Así las cosas, el alcalde de Iquique ha sufrido violaciones graves en sus derechos a raíz de esta acción persecutoria llevada a cabo por agentes del Estado.”

El mentado artículo del Tratado Internacional citado, vinculante para Chile, dispone: 

“Artículo 23. Derechos Políticos

1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:

a. de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;

b. de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y
c. de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.

4. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.”

Creemos que este caso muestra de manera evidente la injusticia de mantener normas constitucionales, que diseñadas en Dictadura, no se ajustan plenamente a la doctrina de los derechos humanos, y que pueden ser utilizadas para perjudicar a las personas en su derecho a sufragio. 

La presunción de inocencia es uno de los bienes más caros ganados a sangre y fuego por la modernidad. No podemos seguir dándonos el lujo de seguir manchando nuestro texto constitucional un día más con disposiciones medievales como la que queremos eliminar mediante este proyecto de reforma constitucional. 

POR TANTO, VENGO EN PROPONER EL SIGUIENTE:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL
Artículo único: Reemplázase en el número 2 del artículo 16 de la Constitución Política de la República, la voz “acusada” por la fórmula “condenada en virtud de sentencia ejecutoriada”. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL EN LO RELATIVO AL MALTRATO ANIMAL Y AUMENTA LA SANCIÓN PENAL SI EL DELITO COMPRENDE ACCIONES DE CONNOTACIÓN SEXUAL O DE BESTIALISMO

(9.797-07)
1.- Que es la zoofilia: 

La etimología de zoofilia es “amor hacia los animales”. No obstante, comúnmente y en el área de la psicología es tratada como una conducta “desviada” es decir, anormal, que implica que una persona tenga contacto sexual con animales. 

Existe un consenso a nivel nacional e internacional en el sentido de que esta conducta debe ser combatida. Algunos señalan que este combate es en aras de la moralidad y la naturaleza. Otros en vista del denominado “bienestar animal”, y la lucha contra el trato cruel hacia los animales. 

En el plano de la moral tradicional, se sancionan las prácticas sexuales con animales. La zoofilia puede abarcar distintas prácticas, como contacto sexual directo o introducción de objetos.

 Para la Ley para la Protección de la Fauna del Estado de Yucatán, México: 

“Zoofilia: cópula de una persona en contra de animales, ya sea a través del miembro viril o cualquier otro objeto o instrumento distinto a éste”.

En el plano del derecho criminal, la conducta debe ser suficientemente dañosa y destructiva en el plano social para ser sancionada con penas de cárcel o privativas de libertad. Fuera de ese plano, puede ser sancionada administrativamente vía multas infraccionales u otras medidas, incluso vía ordenanza municipal, lo que de suyo deja a este fenómeno de las materias propias de una ley. 

Veamos algunos casos en Chile:  

28/11/2014: “Conmoción en Cerro Navia por caso de zoofilia: violaron a un perrito”. El alcalde Luis Plaza reconoció que “estamos todos desesperados, aquí todo el mundo habla del tema”. El hecho quedó al descubierto la semana pasada cuando la familia del animal se dio cuenta que algo raro le pasaba. 

17/06/2013. Impacto en Tocopilla por video que muestra acto de zoofilia con perro. Joven que presenció los hechos grabó a la distancia el brutal acto de violación y lo entregó a Tocopilla Animales, que subió el registro a su página de Facebook y pidió ayuda para identificar al responsable y denunciarlo.

18/05/2013. Denuncian que perro murió tras ser violado y torturado en Antofagasta. Desconocidos cometieron zoofilia e introdujeron palos y fierros en el ano de un can llamado “Chocolate”. El animal dejó de existir después de agonizar durante dos días.

07/03/2012. Agricultor amenaza de muerte a vecino por supuesta zoofilia con sus ovejas. Lugareño de Quelhue, que alega inocencia, acudió a Carabineros de Pucón para denunciar constantes amedrentamientos por parte del dueño de los animales. Fiscalía local inició investigación.

2.- Legislación comparada

No hay muchos ejemplos a nivel comparado, salvo la práctica jurídica de atacar esta conducta vía los delitos que vulneran la “moralidad pública”, los que han sido derogados o reemplazados en la mayoría de los Códigos Penales modernos. Pero hay indicios de legislación específica. 

Por ejemplo, por recomendación de la segunda cámara (Bundesrat), el Gobierno alemán ha encargado al Ministerio de Agricultura que prepare una ley para penalizar la sodomía con animales. 

La Ley de Protección Animal en Veracruz prohíbe dar bebidas alcohólicas a animales, realizar peleas de perros, actos de zoofilia, así como el abandono de mascotas en vía pública.

El Reglamento de Protección a los animales para el municipio de Veracruz, Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, en el Título “Del Trato Digno y Respetuoso a los Animales”, dispone en el Artículo 59: 

“Se consideran actos de crueldad y maltrato, que deben ser sancionados conforme a lo establecido en el presente Reglamento y demás ordenamientos aplicables, realizados en perjuicio de cualquier animal, provenientes de sus propietarios, poseedores, encargados o de terceros que entren en relación con ellos, los siguientes: (…)  IX.- Los actos de zoofilia;”

Queda más menos claro que para la legislación de estos países, lo relevante penal o criminalmente es que la práctica zoofílica implique un maltrato, una tortura, un acto cruel con el animal en cuestión. 

3.- Práctica jurídica en Chile

En Chile, nuestro artículo Art. 291 bis del Código Penal, dispone: “El que cometiere actos de maltrato o crueldad con animales será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de dos a treinta unidades tributarias mensuales, o sólo con esta última”. Es decir, la pena privativa de libertad va de 61 días a tres años. 

Este es el delito al cual ha acudido la jurisprudencia para penalizar los actos de zoofilia. Cabe señalar que desde la lógica de este delito, no cabe sancionar la zoofilia como delito per se, sino en la medida que el acto zoofílicxo implique crueldad contra un animal, implique maltrato o “tortura”. 

Tenemos un caso para citar,  del Juzgado de Garantía de Angol, “Ministerio Público con Riffo Provoste; Ricardo Patricio”, Rol: 343-2008 (MALTRATO ANIMAL. PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO. ACTOS DE ZOOFILIA O BESTIALISMO. MANTENER RELACIONES SEXUALES CON UN ANIMAL  07/03/2008) 

Como reza el caso: “Aproximadamente a las 04:50 horas del 2 de marzo del presente año en circunstancias que el imputado se encontraba al interior de la propiedad ubicada en calle Julio Sepúlveda número 2747 de esta comuna fue sorprendido manteniendo relaciones sexuales, actos zoofílicos, con un caballar hembra de color blanco colorado propiedad de don Óscar Novoa.

Los hechos precedentemente descritos, en concepto del Ministerio Público, constituyen un delito de maltrato animal, prescrito y sancionado en el artículo 291 bis del Código Penal, en grado de consumado, correspondiéndole al requerido una participación criminal en calidad de autor, solicitando la imposición de una pena de multa equivalente al mínimo contemplado en la ley, además de las accesorias legales.

Segundo: Que habiendo sido informado en audiencia de las distintas posibilidades para enfrentar el procedimiento, en particular la de que su responsabilidad se estableciera por sentencia condenatoria luego de un juicio público, oral y contradictorio, el imputado resolvió admitir responsabilidad en los hechos por los cuales se le requirió. (...)

Quinto: Que beneficia al imputado la mitigante de responsabilidad penal contemplada en el número 6 del artículo 11 del Código Penal, esto es, la irreprochable conducta anterior, la que consta de su extracto de filiación exento de anotaciones prontuariales pretéritas.

Sexto: Que concurriendo una circunstancia atenuante y ninguna agravante, conforme dispone el inciso segundo del artículo 67 del Código Penal, el Tribunal deberá aplicar la pena en su mínimum.

Que se acoge el requerimiento y se condena, sin costas, al requerido Ricardo Patricio Riffo Provoste ya individualizado, a una pena de multa equivalente a un ingreso mínimo mensual como autor del delito de maltrato animal, que deberá solucionar en cuatro parcialidades iguales y sucesivas, los primeros cinco días de cada mes.

La multa impuesta deberá pagarse en pesos, en el equivalente que tenga la referida unidad al momento de su pago.

Si el sentenciado no pagare la multa impuesta en el plazo señalado precedentemente, sufrirá por vía de sustitución y apremio la pena de prisión, regulándose un día por cada media unidad tributaria mensual, sin que ello pueda exceder de seis meses, sirviéndole de abono el día que estuvo privado de libertad, a saber, el 2 de marzo del año en curso”.
4.- Crítica y propuestas

Cabe señalar que en la sentencia citada, no ha habido una adecuada reflexión de lo que significa “maltrato” o “crueldad” en el caso concreto, ni tampoco una reflexión ni adecuada fundamentación fáctica de la efectividad de tales verbos rectores en el caso concreto. Menos existe una fundamentación de la efectiva lesión del bien jurídico. 

No obstante, asombra que las penas sean tan bajas, y que no alcancen a ser suficientemente disuasivas de una conducta generalmente impune, y que causa asombro e indignación entre las organizaciones animalistas y defensa del bienestar animal. 

Creemos que configurar un delito autónomo vinculado a la zoofilia es un paso riesgoso, pues puede moralizar excesivamente la ley, e imponer sanciones criminales desmedidas para algunas conductas abordables desde el punto de vista médico, social y aún infraccional, pero no por la vía de la persecución penal. 

Tenemos la convicción de que este fenómeno puede combatirse criminalmente desde la perspectiva del delito de maltrato o crueldad contra animales, estableciendo una agravante en casos de conductas zoofílicas. Esta agravante aumentará la pena, haciendo justicia ante un delito que queda generalmente impune o con muy bajas penas. Hoy van de 61 días a tres años. Con nuestra propuesta, quedarán de tres años y un día a cinco años, y las multas serán el doble. 

POR TANTO VENGO EN PRESENTAR EL SIGUIENTE

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Agrégase el siguiente nuevo inciso segundo al artículo 291 bis del Código Penal: “Cuando la comisión del delito de maltrato o crueldad animal implique actos de connotación sexual o mantener relaciones sexuales con un animal, la pena será de presidio menor en su grado máximo y las multas se doblarán”.  
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 20.606 Y EXTIENDE LA PROHIBICIÓN DE SU ARTÍCULO 6°,  RELATIVO AL EXPENDIO DE ALIMENTOS PROHIBIDOS EN ESTABLECIMIENTOS ESCOLARES, A LOS KIOSCOS Y NEGOCIOS UBICADOS EN SU ENTORNO

(9.798-11)

Como es sabido, el 6 de julio de 2012 fue publicada la Ley Nº 20.606 de Composición Nutricional de los Alimentos y su Publicidad.  En lo sustancial, la ley:
- dispone que los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de alimentos deberán informar en sus envases los ingredientes que contienen, incluyendo todos sus aditivos y su información nutricional
- prohíbe la comercialización de alimentos altos en grasa, sal y azúcar en los establecimientos de educación parvularia, básica y media
- prohíbe la publicidad de estos alimentos y la entrega de regalos como gancho para la venta de alimentos destinados a los menores de 14 años

En estos momentos el Reglamento de la ley se encuentra en consulta pública, lo que quiere decir que no existe posibilidad de aplicar la ley misma plenamente, pues aún no se determina por la potestad reglamentaria qué es alimento saludable y qué no lo es. 

Paralelamente, creemos que la norma legal es insuficiente, pues si bien se prohíben kioskos con alimentos no saludables al interior de los establecimientos, nada dice respecto de los que están cerca de los mismos establecimientos. 
De acuerdo a un informe anual divulgado recientemente por la Organización Mundial de la Salud (OMS), Chile encabeza en Sudamérica la lista de prevalencia de hipertensión, con un 39,7% en hombres y un 27,4% en mujeres.
También lidera la prevalencia de hiperglucemia (azúcar en ayunas) en hombres con un 11,2%, aunque en el caso de las mujeres ocupa el octavo lugar con un 8,5%. Además, es el segundo país de Sudamérica con más mujeres obesas al tener 33,6% y el segundo en hombres con el 24,5%.
Entre los niños de 6 años, la prevalencia de obesidad es del 23 %. 
En este contexto, se entiende la preocupación del legislador, pero no ha terminado con complotar contra las posibilidades de mercado negro dentro de los colegios. 
Cerca de los establecimientos educacionales no se podrán vender cigarrillos, pero si papas fritas, galletas azucaradas y otros dulces que tienen a nuestros niños entre los más obesos del mundo. 
Creemos que esto debe cambiar, y que en un radio de trescientos metros alrededor de los establecimientos educacionales debe quedar prohibida la venta o expendio de alimentos poco saludables. De lo contrario, la norma quedaría incompleta. 

POR TANTO, VENGO EN PROPONER EL SIGUIENTE:

PROYECTO DE LEY
Artículo único: Agrégase el siguiente nueva segunda parte al inciso primero del artículo 6 de la Ley N. 20606, SOBRE COMPOSICIÓN NUTRICIONAL DE LOS ALIMENTOS Y SU PUBLICIDAD: 
“Tampoco podrán expender tales productos a menos de 300 metros de tales establecimientos. La distancia se medirá desde todos los puntos de la línea perimetral del establecimiento, por un radio calculado en metros a la redonda. Las cuadras adyacentes abarcadas parcialmente por estos radios, se entenderán sufrir completamente la misma prohibición. Sin perjuicio de lo anterior, jamás podrá ubicarse un lugar de venta o realizarse publicidad dentro de la misma cuadra del establecimiento, ni en las veredas de las cuadras inmediatamente contiguas a su línea perimetral”. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.300, CON EL OBJETO DE INCORPORAR UNA PRESUNCIÓN DE DAÑO MORAL EN EL CASO DE ACTOS PERJUDICIALES AL MEDIO AMBIENTE CON RESULTADOS GRAVES PARA LA VIDA Y SALUD HUMANAS, ACTIVIDADES PRODUCTIVAS, ASENTAMIENTOS POBLACIONALES, POBLACIONES VULNERABLES O A LA SANIDAD ANIMAL Y VEGETAL

(9.799-12)

Uno de los instrumentos de gestión ambiental más significativos es la Ley de bases Generales del Medio ambiente, N. 19300. La ley entrega mecanismos preventivos, como el Sistema de Evaluación Ambiental, que permiten, dentro de lo posible, evitar daños ambientales. Pero también contiene elementos represivos, para enfrentar una vez que el daño ya ha ocurrido. 
Para la Ley de Medio Ambiente, daño Ambiental es “toda pérdida, disminución, detrimento o menoscabo significativo inferido al medioambiente o a uno o más de sus componentes” (artículo segundo). 

Ante un hecho dañoso, la ley de medio ambiente no vacila en reconocer la existencia del principio de responsabilidad civil por daños medioambientales. En el mismo artículo 3°, dispone: “Sin perjuicio de las sanciones que señale la ley, todo el que culposa o dolosamente cause daño al medio ambiente, estará obligado a repararlo materialmente, a su costo, si ello fuere posible, e indemnizarlo en conformidad a la ley”.
Luego, en el artículo 51 vuelve a insistir: “Todo el que culposa o dolosamente cause daño ambiental responderá del mismo en conformidad a la presente ley.
 No obstante, las normas sobre responsabilidad por daño al medio ambiente contenidas en leyes especiales prevalecerán sobre las de la presente ley.
 Sin perjuicio de lo anterior, en lo no previsto por esta ley o por leyes especiales, se aplicarán las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil”.
Es decir, en Chile se requiere de negligencia o dolo para que exista responsabilidad civil o patrimonial por dañar el medio ambiente. Seguidamente la ley ambiental es supletoria a normas especiales, pero la legislación de fondo y que se aplica en el silencio de la ley ambiental y de leyes especiales, es el Código Civil de don Andrés Bello, con más de siglo y medio de existencia. 
Como es sabido, el Código Civil se basa en la idea de que existe igualdad de poder económico e información entre partes contratantes. Es un Código exageradamente decimonónico, y carga con sus ideales burgueses de que la economía es la que da la solución justa, que la intervención del Estado es per se injusta, que la negociación entre partes iguales siempre dará una solución justa. 

En cambio, el derecho del medio ambiente busca la protección del medio ambiente, y de ciudadanos desinformados y vulnerables, unos más que otros (los pueblos indígenas tienen un tratamiento especial, integrado a la legislación medioambiental). 
Son dos mundos enfrentados: la ley de medioambiente supone desigualdad, mientras que el Código Civil igualdad plena. 
En este sentido, las únicas normas que la ley de medio ambiente cambia respecto de la  responsabilidad civil ordinaria, es el artículo 52, que reza:  “Se presume legalmente la responsabilidad del autor del daño ambiental, si existe infracción a las normas de calidad ambiental, a las normas de emisiones, a los planes de prevención o de descontaminación, a las regulaciones especiales para los casos de emergencia ambiental o a las normas sobre protección, preservación o conservación ambientales, establecidas en la presente ley o en otras disposiciones legales o reglamentarias.
 Con todo, sólo habrá lugar a la indemnización, en este evento, si se acreditare relación de causa a efecto entre la infracción y el daño producido”.
Queremos atender a la responsabilidad civil ordinaria, que busca la indemnización de todo daño. Los daños son patrimoniales y morales. Los primeros son los detrimentos pecuniarios que efectivamente sufre una persona, como la pérdida de sembradíos o fuentes de agua, la pérdida de aptitud forestal de un terreno, o los gastos médicos ante una enfermedad producida por la contaminación. Los daños morales, por su parte, son aquellos constituidos por el dolor psicológico de la víctima de la contaminación. 
Muchas veces el daño moral es despreciado, y los jueces se resisten en dar sumas que reflejen el dolor de una persona ante graves atentados, Incluso algunas veces se resisten, a pesar de las pruebas, en darlos por ciertos y existentes. 
Avanzado ya el siglo XXI, los daños morales deben probarse, tal que si el abogado de las partes no los alega o no prueba su cuantía (“pretium doloris”), el juez no puede concederlos, salvo riesgo de recaer en una causal de impugnación de la sentencia denominada Ulra petita (dar más de lo solicitado). 
Creemos que ante daños ambientales graves, el daño moral debe presumirse, a efectos de que el juez los de por efectivos, y sólo deba concentrarse en su entidad.
Por ejemplo, ante un daño ambiental, por ejemplo, la contaminación de un río que provoca enfermedades o muerte de personas, o ante la necesidad de relocalizar un pueblo campesino o indígena, ante la pérdida de sus medios productivos, de sus cosechas, de agua, de lugares sagrados  para los pueblos indígenas, o la desaparición de especies, ¿alguien podría dudar que el daño moral, el dolor psicológico, existe?

POR TANTO, VENGO EN PROPONER EL SIGUIENTE:

PROYECTO DE LEY
Artículo único: Agrégase el siguiente nuevo artículo 52 bis a la Ley 19.300, que APRUEBA LEY SOBRE BASES GENERALES DEL MEDIO AMBIENTE: 
“En caso de que los daños acarreen como resultado muertes, lesiones, enfermedades, pérdida de medios productivos, relocalización de asentamientos humanos, grave daño patrimonial, desaparición de especies vegetales o animales, o grave perturbación de la forma de vida de poblaciones vulnerables, se presumirá el daño moral de los afectados, para efectos de determinar la indemnización de perjuicios, por lo que el juez sólo deberá calcular su cuantía”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 52 DE LA LEY N° 19.300 QUE APRUEBA LEY SOBRE BASES GENERALES DEL MEDIO AMBIENTE EN RELACIÓN CON LOS CRITERIOS DE DETERMINACIÓN DE LAS INDEMNIZACIONES POR DAÑOS

(9.800-12)

Tal como dispone el artículo 3° de la Ley de Bases generales de Medio Ambiente, N. 19.300, “Sin perjuicio de las sanciones que señale la ley, todo el que culposa o dolosamente cause daño al medio ambiente, estará obligado a repararlo materialmente, a su costo, si ello fuere posible, e indemnizarlo en conformidad a la ley”.
La fijación de indemnizaciones en materia de medioambiente, no se encuentra regulada. Algunos postulan baremos, es decir, tasaciones legales previas por cada daño posible, para efectos de dotar de seguridad jurídica tanto a las empresas como a los posibles afectados. 
Otros creen que la discrecionalidad judicial es suficiente, y los partidarios del punto medio aseveran que deben fijarse criterios que atiendan a la especificidad del daño de que se trata, o al patrimonio del infractor. 
Este último punto es importante, pues en el derecho medioambiental se pretende la existencia del principio jurídico “EL QUE CONTAMINA PAGA”. 
Ahora bien, es tal la magnitud de los proyectos que se emprenden, denominados hoy megaproyectos, de índole minera, forestal, hidroeléctrica, geotérmica, hidrobiológica, fotovoltaica, entre otras, y el nivel de inversiones tan profundo, sumado a la Transnacionalización de las industrias extractivas y de producción de energía, que muchas veces eso de que el que contamina paga, se convierte en “EL QUE PAGA, CONTAMINA”. 
En este sentido las multas medioambientales juegan su papel, y son cuantiosas, pero distinto es el caso de las indemnizaciones. 
Cuando se paga una indemnización por haber contaminado, juegan las normas del Código Civil, tal como dispone la misma Ley ambiental. Su artículo 51 dispone: 
“Todo el que culposa o dolosamente cause daño ambiental responderá del mismo en conformidad a la presente ley.
 No obstante, las normas sobre responsabilidad por daño al medio ambiente contenidas en leyes especiales prevalecerán sobre las de la presente ley.
 Sin perjuicio de lo anterior, en lo no previsto por esta ley o por leyes especiales, se aplicarán las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil”.

Aquí hay dificultades obvias, pues mientras que la ley ambiental supone desigualdad entre las partes, por un lado un empresario poderoso e informado y por otro, ciudadanos débiles y desinformados, el Código Civil regula relaciones entre iguales. 
Por tanto, a nivel de la fijación de las indemnizaciones de perjuicios, hoy campea el principio de una igualdad formal, que desconoce las asimetrías propias de la realidad, las invisibiliza y las desconoce.
Por nuestra parte creemos que la indemnización debe fijarse de cara al principio de EL QUE CONTAMINA, PAGA, y reconociendo las asimetrías económicas y de información que existen en las relaciones entre empresario y ciudadano afectado por la contaminación o daños al medio ambiente. 
En este marco, es ineludible que al fijarse las indemnizaciones, el juez atienda al patrimonio del responsable de la contaminación, al suyo propio y al de las personas con las que está relacionado, si es empresa. 

POR TANTO, VENGO EN PROPONER EL SIGUIENTE:

PROYECTO DE LEY
Artículo único: Agrégase el siguiente nuevo inciso final al artículo 52 a la Ley 19.300, que APRUEBA LEY SOBRE BASES GENERALES DEL MEDIO AMBIENTE: 

“Al determinar las indemnizaciones, el juez atenderá especialmente al patrimonio del responsable, incluyendo el de personas jurídicas relacionadas, a efectos de dejar a la víctima indemne y absolutamente satisfecha por los daños causados, pudiendo incluso aumentarla prudencialmente por sobre lo solicitado, de manera justificada, y siempre de acuerdo a la extensión del daño”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL DA INICIO A UN PROYECTO QUE ESTABLECE EN LA LEY DE TRÁNSITO UNA PRESUNCIÓN DE DAÑO MORAL, RESPECTO DE LAS INFRACCIONES CON RESULTADO DE LESIONES O DE MUERTE

(9.801-15)

Como es sabido, en el año 2013, en Chile fallecieron 1623 personas por accidentes de tránsito, mientras que los lesionados por la misma causa fueron 59.592 personas. 

[image: image1.png]


Fuente: CONASET. Cifras del año 2013.

Todo esto genera numerosos juicios por lesiones o muertes, que repletan nuestros tribunales de justicia. Como siempre, estos juicios se tramitan mejor cuando abogados responsables se encargan de la defensa de las respectivas partes. 
No obstante, hemos podido percatarnos que en muchos juicios no siempre se exigen, por parte de los abogados, todas las indemnizaciones que se pueden requerir en virtud de la ley, o siendo alegadas, no se presentan por parte de los abogados, de manera oportuna, todas las pruebas para darlas por acreditadas. 
Esto ocasiona graves problemas, pues los juicios por indemnización se requiere que las partes exijan las indemnizaciones y que luego prueben el daño. 
La arquitectura del sistema procesal chileno es el “impulso procesal de las partes”, tal que si las partes no exigen un determinado perjuicio, o no lo prueban, se entiende que renuncian tácitamente a ellos. 
El problema surge cuando debido a las negligencias de algunos abogados, los juicios son mal defendidos o ciertamente abandonados en la etapa de prueba. Los clientes no tienen  cómo saber que su juicio está siendo mal o bien atendido. 
En caso de no haberse alegado un determinado argumento o perjuicio, o en caso de no rendirse prueba suficiente, el mismo tribunal no puede suplir dicha inactividad de las partes, pues si satisface un interés no solicitado por ellas, incurre en una causal de impugnación de la sentencia, denominada Ultrapetita, dar más de lo solicitado. 
Esto ocurre recurrentemente con el daño moral, en virtud del cual se pretende indemnizar por el dolor psicológico de las víctimas. 
El daño moral es definido como “el dolor psicológico de la víctima”, es decir, los padecimientos mentales, anímicos que sufre como consecuencia de un hecho dañoso. Creemos que hay ciertos casos graves en los cuales este dolor psicológico debe presumirse, y en ese sentido, no requeriría de prueba. 
Imaginemos una persona que queda postrada para toda su vida por un accidente de tránsito, o mutilada, o que ha perdido a un ser querido. Creemos que en estos casos, debe suponerse que existe ese daño moral, aunque no haya sido alegado en juicio, sea o no por negligencia de un abogado. 

POR TANTO, VENGO EN PROPONER EL SIGUIENTE:

PROYECTO DE LEY
Artículo único:  Agrégase el siguiente nuevo artículo 171 bis al DFL Nº 1, del MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES; SUBSECRETARÍA DE TRANSPORTES; MINISTERIO DE JUSTICIA; SUBSECRETARÍA DE JUSTICIA, de 27 de diciembre de 2007, que FIJA TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY DE TRÁNSITO: 

“En caso de que las infracciones acarreen como resultado muertes o lesiones, se presumirá el daño moral, para efectos de determinar la indemnización de perjuicios, por lo que el juez sólo deberá calcular su cuantía”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, ARAYA Y BIANCHI, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ESTABLECIMIENTO DE UNA POLÍTICA DE SALUD INTEGRAL PARA EL HOMBRE, QUE COMPRENDA PERSPECTIVAS DE GÉNERO, ETNIA Y GENERACIONAL, EN EL MARCO DE LA ESTRATEGIA DE ATENCIÓN PRIMARIA

(S 1.777-12)

Considerando:
1. La menor expectativa de vida de los hombres chilenos en relación a las mujeres chilenas, con un promedio de 6,1 años menos de esperanza de vida.

2. La construcción sociocultural de la masculinidad hegemónica, caracterizada por un fuerte componente de transitar por riesgos como demostración de virilidad y en la falta de prevención en salud por parte de los hombres.
3. Las cifras de mortalidad de los hombres en lo que refiere a suicidios y homicidios, en accidentes laborales y de tránsito, así como la morbilidad asociada a problemas de salud mental, alcoholismo, tabaquismo y uso de otras sustancias psicoactivas.
4. La repercusión de estos eventos en la calidad de vida de las familias, en los recursos destinados a la salud y a la economía nacional.
5. La insuficiencia del impacto de los programas sanitarios existentes para el abordaje de una temática que abarca determinantes sociales de la salud.
6. La preocupación ya manifestada en administraciones anteriores con la temática, sin haber logrado concretar una política nacional.
7. La creciente evidencia científica en el campo de la salud y de las ciencias sociales a nivel nacional, latinoamericano e internacional de incidir en la salud de los hombres desde la perspectiva de género.
8. La preocupación manifestada desde la Conferencia de Población y Desarrollo (Cairo, 1994), el Secretario General de Naciones Unidas (2004), el Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo (CEPAL, 2013) de incluir a los hombres en las políticas de equidad de género.
9. EL compromiso de Chile con una Nueva Agenda de Género, manifestada en el Programa de Gobierno de la Nueva Mayoría.
10. El desarrollo de políticas de salud dirigida a los hombres en Brasil y Australia, que han sido pioneros en la temática.
EL SENADO ACUERDA:

Solicitar a la Presidenta de la República y al ministerio de Salud: la creación de una Política de Salud integral para Hombres, con perspectiva de género y etnia, con un enfoque intergeneracional, basada en los determinantes sociales de la salud, considerando fundamentalmente los aspectos de promoción en salud, comunicación social y la capacitación de los equipos de salud en el marco de la Estrategia de Atención Primaria de Salud y la articulación de los programas de atención. De igual forma se solicita que la creación de dicha política cuente con un enfoque interministerial y de participación ciudadana.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR OSSANDÓN, CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE ESTABLEZCA MEDIAS DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES QUE POSIBILITEN LA MOVILIDAD HABITACIONAL DANDO PREFERENCIA A LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y LOS ADULTOS MAYORES

(S 1.778-12)

1.- Que el desarrollo de la política habitacional en Chile, desde sus albores hasta nuestros días, se ha ocupado de ir ampliando paulatinamente la cobertura de vivienda. Desde los quintiles más bajos, pasando a grupos emergentes con capacidad de ahorro y con la posibilidad de complementar el valor de la vivienda con un crédito hipotecario o recursos propios, ha llegado a beneficiar a grupos de la clase media. Ha ampliado su cobertura y ofrecido una serie de subsidios habitacionales con el objeto de mejorar sus viviendas o el entorno, incentivar su movilidad habitacional, adaptarlas a sus necesidades, entre otros fines.
En tal sentido, el actual Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet se ha propuesto -según se desprende de su programa presidencial- atender los requerimientos de la ciudadanía "que hoy no tienen respuesta o ayuda del Estado, en especial, para aquellos que ya tienen casa, pero que sus condiciones de vida están afectadas gravemente por el deterioro de sus viviendas y barrios[...] por medio del restablecimiento, ampliación y mejora de algunos programas y la creación de otros nuevos, entregando un rol muy importante al Estado en la búsqueda de los objetivos de equidad e integración, permitiendo mejorar las condiciones de vida de miles de chilenas y chilenos, pertenecientes a sectores vulnerables y sectores medios".
2.- Que en armonía con el deseo de garantizar la equidad e inclusión de las personas, el Estado de Chile, en el año 2008, ratificó la Convención Internacional de los Derechos de las personas con discapacidad, el que bajo los principios de igualdad y no discriminación, autonomía personal, accesibilidad universal y participación, reconoce la importancia del acceso al entorno físico y propugna un nivel de vida adecuado para ellas y sus familias. Esto incluye una vivienda adecuada y la mejora continua de sus condiciones de vida, debiendo adoptar los Estados Parte medidas pertinentes para salvaguardar y promover el ejercicio de este derecho sin-discriminación por motivos de discapacidad. La Convención reconoce además el derecho de las personas con discapacidad a la protección social, comprometiéndose a adoptar las medidas pertinentes para proteger y promover el ejercicio de ese derecho.

Dicho instrumento internacional es parte integrante de nuestro ordenamiento jurídico interno, en virtud de lo preceptuado en el artículo 5, inciso segundo de nuestra Carta Fundamental, y cuyo compromiso es reconocido por el derecho interno con la dictación de la Ley 20.422, publicada en febrero del año 2010, que Establece Medidas de Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social para las personas con discapacidad. En el ámbito particular de la vivienda y la política habitacional, dicha ley establece en su art. 29: "El Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dentro de sus programas habitacionales, contemplará subsidios especiales para adquirir y habilitar viviendas destinadas a ser permanentemente habitadas por personas con discapacidad". Esto se satisface en parte a través de subsidios para mejorar condiciones de habitabilidad para personas con discapacidad hasta las 20 UF.
Esta situación tiene especial relevancia para nuestro país si consideramos que según la Encuesta Nacional de la Discapacidad realizada en el año 2004, se estableció que en Chile el 12.9 % de la población tiene algún tipo de discapacidad. Desagregando esta información, tenemos que 1 de cada 3 hogares tiene algún miembro con discapacidad y que 2 de cada 5 vive en una condición económica baja (principal grupo de la focalización de la política pública habitacional). Esto visibiliza su doble vulnerabilidad social (más si estos son niños, mujeres o adultos mayores) y que la política pública no puede obviar, al contrario, ella debe ejercer un rol más proactivo en este sentido a fin de ir mermando y reducir estos efectos, más aun si se estima que esta cifra fue publicada hace de diez años y que al 2014 debiese ser superior.
3.- Que el sistemático aceleramiento del ritmo de envejecimiento de la población mundial (realidad de la cual no se resta la población chilena) ha puesto sobre relieve la necesidad de velar por los intereses de los adultos mayores. Interés que se ha plasmado en los últimos años en diversas declaraciones e instrumentos, tanto internacionales como nacionales, con el fin de reconocer a nuestros adultos mayores una serie de derechos específicos, como la igualdad de oportunidades, independencia, autonomía, autorrealización, participación, dignidad y atención debida.
Dicho reconocimiento ha repercutido en las agendas de las políticas públicas de los países firmantes y que imponen una serie de exigencias al diseño de las mismas, con órganos atingentes que las elaboren, implementen, sistematicen, ejecuten y diagnostiquen. Bajo este contexto, surge en el año 2002 el Servicio Nacional del Adulto Mayor (Senama), creado por la Ley N 19.828, cuya misión es velar por la plena integración del adulto mayor en la sociedad, su protección ante el abandono e indigencia, y el ejercicio de los derechos que la Constitución y las leyes, dictadas conforme a ella, les reconocen.
4.- Que la política pública habitacional no escapa a estos ejes, considerando que el aumento de las prevalencias físicas y mentales (producto de la vejez) frente a las características de la vivienda que ocupan, tienen un rol y una repercusión importante en su calidad de vida. Esto ha quedado de manifiesto en diversos catastros y documentos públicos, como el Estudio Nacional de Dependencia del año 2009 y en las encuestas CASEN. Allí se observa que si bien los adultos mayores en forma mayoritaria residen en casas (92%), la proporción de la población de adultos mayores que reside en departamentos aumenta en la medida que envejece, alcanzando un 9.6% y que, al residir en pisos superiores, supone una serie de barreras difíciles de obviar.
Así, de los encuestados que residen en edificios se sostuvo que más del 55% de ellos vive en un piso superior al primero y solo un 5,4% de los edificios posee ascensor, dificultando su movilidad y posibilidades de participación. Para abonar lo dicho, según la encuesta Sabe (2001), en la cual las personas mayores identificaron los principales riesgos a los que se ven expuestas en el hogar, establecieron en cuarto lugar la necesidad de que el mobiliario estuviera a una altura adecuada para no utilizar escaleras, pues genera un riesgo y causal de caídas en el hogar. Esto supone la necesidad de avanzar y generar políticas públicas habitacionales que permitan eliminar estas barreras que generan una mayor dependencia en este sector de la población.
5.- Que en este marco de ideas, el presente proyecto de acuerdo tiene por objeto mejorar las condiciones habitacionales de estos grupos especialmente vulnerables o, si se prefiere, grupos vulnerados, estableciendo medidas de igualdad de oportunidades en su favor, en base a ciertos criterios.
En primer lugar, que consistan en otorgar preferencias en la postulación a los subsidios habitacionales, en la adjudicación de las viviendas y en la movilidad habitacional por razón de discapacidad o adultez mayor. En segundo lugar, los beneficiarios serán aquellas familias con algún integrante con problemas de desplazamiento o movilidad reducida, ya sea porque le sobreviene una discapacidad a causa de un accidente, una enfermedad o bien a consecuencia de haber llegado a la vejez. En tercer lugar, se requiere que habiendo obtenido un subsidio de vivienda, no obstante, la vivienda se les haya adjudicado en edificio en altura, pudiendo de esta forma revertir dicha situación.
Más en detalle, el objetivo es entregar una nueva oportunidad a las personas con discapacidad y a los adultos mayores para poder vivir en un primer piso o en una casa. Se propone que frente a estas situaciones sobrevinientes, las personas por la vía de la movilidad habitacional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, puedan hacer excepción de manera preferente a la prohibición de enajenar los inmuebles adquiridos por medio de subsidio habitacional (art.39 del Decreto Supremo N°1, del año 2011, del MINVU, que aprueba el Reglamento del Sistema Integrado de Subsidio Habitacional) De esta forma, se les autorizaría a permutar o vender su vivienda una vez verificada estas condiciones, con el fin de conseguir una vivienda accesible que se ajuste a sus necesidades de movilidad reducida, ya sea en el primer piso de un edificio en altura o ya sea en una casa.
En vista de lo anterior,
EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA

Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que establezca medidas de igualdad de oportunidades en orden a posibilitar la movilidad habitacional preferencial para personas con discapacidad y adultos mayores.
Con tal objeto, se solicita incorporar en el Decreto N° 1, del año 2011 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, medidas de igualdad de oportunidades que consistirán en:
1.- Postular de manera preferente a subsidios habitacionales. Conferir la posibilidad de presentar antecedentes que acrediten la discapacidad o calidad de adulto mayor del postulante o algún miembro del grupo familiar que va a residir en la vivienda, durante el proceso de postulación al subsidio de que se trate.
2.- Autorizar la movilidad habitacional preferente. Posibilidad de presentar antecedentes que acrediten la discapacidad sobreviniente o calidad de adulto mayor del adjudicado o algún miembro del grupo familiar que va a residir en la vivienda y que, habiendo obtenido un subsidio de vivienda, se les haya adjudicado en edificio en altura. De este modo se le permitirá, una vez acreditada esta circunstancia, permutar o vender su casa para efectuar su movilidad a viviendas de un solo piso o, tratándose de conjuntos habitacionales en altura, que se encuentren en el primer piso.

3.- Fijar la obligación del Ministerio de Vivienda y Urbanismo de promover estas soluciones habitacionales, en conjunto con el Servicio Nacional de la Discapacidad y el Servicio Nacional del Adulto Mayor, elaborando campañas de información y orientación a las personas con discapacidad, adultos mayores y sus familias, a fin de optar a estas preferencias.

(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR QUINTEROS, CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA DE LA REPÚBLICA LA REMISIÓN DE UNA INICIATIVA LEGAL QUE ESTABLEZCA UN EXAMEN ÚNICO NACIONAL PARA EL EJERCICIO DE LA ODONTOLOGÍA

(S 1.779-12)

Considerando:

1. Que la salud bucal corresponde a un objetivo esencial de las políticas del Ministerio de Salud, que ha aumentado sustancialmente la cobertura de estos programas, que se proyecta alcancen durante el 2015 a más de un millón de personas.
2. Que esta función hoy día es ejercida por 18500 profesionales egresados de universidades nacionales y extranjeras.
3. Que en la última década la oferta educacional de la carrera de odontología ha crecido en más de un 1000%, impartiéndose actualmente en más de 34 escuelas, la menor parte de las cuales se encuentra acreditada.
4. Que es obligación del Estado cautelar la calidad de las atenciones que se realizan tanto en el sector público como privado, por parte de los cirujano dentistas.
5. Que, con similares objetivos, la Ley N°20.129, estableció la acreditación obligatoria de las carreras de medicina, mientras que la Ley N°20.261, estableció el Examen Único Nacional para los médico cirujanos, ambas leyes aprobadas durante el primer mandato de S.E. la Presidenta de la República.
6. Que, en la historia de la ley N°20.261, se consignó que dicha ley correspondía al primer paso de un proceso que luego debía incorporar a otras disciplinas de la salud.
7. Que la odontología puede ser considerada como una disciplina dentro de la medicina y comparte con ella la facultad exclusiva de examinar, diagnosticar, prescribir y tratar a los pacientes, con autonomía respecto de otros profesionales, tal como lo reconoce el Código Sanitario.
8. Que transcurridos ocho años de aplicación del Examen Único Nacional para los médico cirujanos, éste ha demostrado cumplir plenamente con su finalidad.
9. Que, en consecuencia, el establecimiento de un Examen Único Nacional para los cirujano dentistas, es concordante con las políticas de salud del Gobierno, que se proponen ampliar fuertemente la cobertura pública y que, por lo tanto, requerirá de mecanismos de aseguramiento de la calidad de ellas.
10. Que, tanto el Colegio de Cirujano Dentistas de Chile A.G., como la Asociación Chilena de Enseñanza de Odontología y las Sociedades Científicas correspondientes han manifestado su aspiración de que se implemente este examen a los egresados de odontología, de la misma manera como hoy se aplica a los egresados de medicina.
El Senado acuerda solicitar a S.E. la Presidenta de la República:

Se instruya al Ministerio de Salud para que elabore un proyecto de ley que establezca el Examen Único Nacional, administrado por la asociación mayoritaria de escuelas de odontología del país, como requisito para ejercer como cirujano dentista en el país, tanto en el sector público como privado.
(Fdo.): Rabindranath Quinteros Lara, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON EL QUE PIDE A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY PARA EL RESTABLECIMIENTO DEL SERVICIO DE TRENES DESDE SANTIAGO HASTA PUERTO MONTT Y LA MODERNIZACIÓN DEL SISTEMA FERROVIARIO NACIONAL

(S 1.780-12)

En la sesión del día 5 de agosto de este año se aprobó en la Cámara de Diputados el proyecto de acuerdo N° 126 y 126 A, que tenía por objeto Solicitar a S.E. la Presidenta de la República y al Ministro de Transporte respectivamente, el envío de un proyecto de ley que modernice, mejore y restituya el servicio de trenes al sur desde Santiago hasta la ciudad de Puerto Montt. Dicho proyecto fue aprobado por 48 votos a favor, 4 en contra y 6 abstenciones y despachado con fecha 14 de octubre, el cual a la fecha de hoy, no ha recibido respuesta.

La consecución de la petición aludida es la misión del Comité Pro-Defensa del Tren, organización que lleva varios años trabajando para la recuperación del tramo Puerto Montt-Santiago y, que a pesar de sus esfuerzos, no ha logrado concretar su objetivo. Es a petición de ellos y en concordancia con nuestro interés de mejorar y aportar a la conexión nacional, que traemos este tema a colación.

El transporte es un tema al debe en nuestro país, especialmente para las regiones distintas a la región metropolitana, que por su tamaño y su nivel de población exige y demanda la mayor cantidad de recurso en el presupuesto pero, no es la única región, por lo tanto, grandes proyecto de transporte y conexión debiesen ser prioridad en el resto del territorio, aún más, si se considera el excesivo centralismo y la geografía de Chile.

La integración y conexión territorial es un presupuesto sine qua non para el fortalecimiento de las regiones; el crecimiento de su población; la mejora en el comercio, las oportunidades laborales y el turismo.

Asimismo, la equidad en relación a la calidad de vida exige conexión expedita en el territorio nacional, ello se traduce en más cultura, un tema no tan urgente, como puede ser la salud y el trabajo, pero igualmente importante para nuestra naturaleza humana. El acceso a la cultura es un criterio a considerar para construir un país más justo. Por ejemplo, por qué un niño de Santiago puede acceder a festivales de teatro, danza, cine, musicales y un largo etc. y las zonas del sur verse tan postergadas?. Un tren se transforma en un facilitador de todos los ámbitos mencionados y es una oportunidad y un mecanismo eficiente para avanzar como sociedad.

Es fuerte el contraste que se produce al comparar nuestra situación con la que se desarrolla en otros países, especialmente cuando el territorio chileno tiene características que hacen particularmente deseable y favorable la existencia de un sistema de ferrocarril que comunique a las diversas regiones. No es casualidad que los países más avanzados tengan un fuerte sistema ferroviario, el tren funciona y está comprobado.

Finalmente, esta iniciativa que logra un extraordinario consenso y apoyo en la población, tanto de los habitantes de la décima región como de las ciudades y localidades intermedias y de los residentes del propio Santiago, es una alternativa segura, menos contaminante, cómoda y realizable.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo:
Solicitar a S. E., la Presidenta de la República doña Michelle Bachelet y al Sr. Ministro de Transporte y Telecomunicaciones, don Andrés Gómez Lobo, el envío de un proyecto de ley que tenga por objeto restituir el servicio de trenes de Santiago al sur, además de mejorar y modernizar el servicio ferroviario nacional.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE REGULA LA ADMISIÓN DE LOS Y LAS ESTUDIANTES, ELIMINA EL FINANCIAMIENTO COMPARTIDO Y PROHÍBE EL LUCRO EN ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES QUE RECIBEN APORTES DEL ESTADO

(9.366-04)

Honorable Senado


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.

A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Alfonso De Urresti Longton, Alberto Espina Otero, Alejandro Guillier Álvarez, Ricardo Lagos Weber, Carlos Montes Cisternas, Rabindranath Quinteros Lara y Andrés Zaldívar Larraín, y los Diputados señoras María José Hoffmann Opazo y Camila Vallejos Dowling y los señores Jaime Bellolio Avaria y Giorgio Jackson Drago.


Asimismo, concurrieron
:


Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; la Subsecretaria, señora Valentina Quiroga; el Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional, señor Andrés Palma y los asesores, señora Misleya Vergara y señores Patricio Espinoza, Exequiel Silva y Hugo Arias y la Jefa de Comunicaciones, señorita Tatiana Klima.



Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia: los Asesores, señores Ítalo Jaque y Luis Batallé.


De la oficina del H.S. Walker: los Asesores, señorita Constanza González. 


- De la oficina de la HS. Goic: el Asesor, señor Gerardo Bascuñán.


De la Bancada DC: la Asesora, señora Francisca Martínez. 


De la oficina del H.S. García Ruminot: el Asesor, señor Rodrigo Fuentes. 


De la oficina del H.S. Rossi: la Asesora, señorita Laura Quintana.


 De la oficina del HS. I.Walker: el Asesor, señor Pedro Montt. 


De la oficina del H.S. Allamand: el Asesor, señor Sebastián Bozzo. 


De la oficina de la H.S. E Von Baer: el Asesor, señor Agustín Briceño. 


Del Comité PPD: el Asesor, señor Miguel Fernández.


Del Centro Latinoamericano de Periodismo, CELAP: el Asesor Legislativo, señor Juan Pablo Briones.


Del Comité UDI: el Coordinador, señor Gioavanni Calderón. 


Del Diario La Tercera: la Periodista, señora Daniela Muñoz. 


Del Diario La Segunda: las Periodistas, señoritas Jéssica Henríquez y Giselle Crouchett. 


Del Diario Las Últimas Noticias: el Periodista, señor Luis Saavedra.


Del Diario El Mercurio: la Periodista, señora Javiera Herrera.

- - -


Es necesario puntualizar que en la primera sesión destinada al estudio de este proyecto de ley, la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, acordó que, con ocasión de la discusión en general de esta iniciativa, y antes de la votación de la idea de legislar, se recibiera en audiencia a los principales actores sociales relacionados con la temática, con el objeto de conocer su opinión y planteamientos particulares en relación con este Mensaje. En ese contexto, asimismo, se acordó invitar a los ex Ministros de Educación desde el año 1990.


Para el efecto antes señalado, la y los Senadores integrantes de la instancia informaron los nombres de las personas e instituciones que debían ser recibidos por la Comisión.


Como consecuencia de dicho acuerdo, la Comisión recibió en audiencia a las instituciones y personas que se indican a continuación: 


1.- Del Instituto Libertad y Desarrollo, el Abogado Investigador del Programa Legislativo, señor Jorge Avilés y la Directora del Programa Social, señora Alejandra Candia.


2.- De la Fundación Chile 21, su Presidente Ejecutivo, señor Carlos Ominani.


3.- Del Instituto Libertad, el señor Aldo Cassinetti.



4.- El Director del Centro de Investigación y Desarrollo de la Educación de la Universidad Alberto Hurtado, el señor Jorge Radic.


5.- De Acción Educar, el señor  Raúl Figueroa.

6.- De la Fundación Jaime Guzmán, el señor Jorge Barrera.


7.- – 13.- Los ex Ministros de Educación, señoras Mariana Aylwin y Carolina Schmidt y señores  José Pablo Arellano, Harald Beyer, Sergio Bitar, Joaquín Lavín y Ernesto Schiefelbein.


14.- Cristián Bellei, Centro de Investigación Avanzada en Educación de la Universidad de Chile


15.- Ernesto Treviño (Director del Centro de Políticas Comparadas de la Educación de la Universidad Diego Portales) 


16.- Alejandra Mizala (Directora del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile)


17.- Tomas Recart (Enseña Chile)


18.- Sylvia Eyzaguirre (Centro de Estudios Públicos) 


19.- Alejandro Carrasco (Ceppe)


20.- Claudia Sanhueza (Universidad Diego Portales) 


21.- El Académico e Investigador de la Pontificia Universidad Católica de Chile y del Centro de Estudios Primera Infancia (CEPI), Ricardo Paredes.


22.- Mario Weissbluth (Corporación 2020). 


23.- Arturo Fontaine 


24.- Hernán Herrera (Asociación de Colegios Particulares de Chile, A.G, CONACEP). 


25.- Jaime Gajardo (Colegio de Profesores) 


26.- De la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios, CONES: el Vocero Nacional, señor Ricardo Paredes y el Secretario Comunicacional y Presidente del Centro de Estudiantes del Liceo Arturo Alessandri Palma, señor Tomás Sepúlveda.


27.- De la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de Chile, FEUC: la Presidenta, señorita Naschla Aburman.


28.- De la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, FECH,  la presidenta, señorita Melissa Sepúlveda, y la presidenta electa, señorita Valentina Saavedra.


29.- De la Conferencia Episcopal de Chile, Presidente del Área de Educación y Obispo de Temuco: Monseñor Héctor Vargas, sdb.


30.- De la Confederación de Padres y Apoderados de Colegios Particulares Subvencionados de Chile, CONFEPA, la Presidenta, señora Erika Muñoz.


31.- De la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile, el abogado y Académico, señor Miguel Ángel Fernández.


32.- Del Departamento de Derecho Público de la Universidad de Chile, el profesor Titular de Derecho Constitucional y profesor de la Academia Judicial, abogado, señor Francisco Zúñiga.


33.- El abogado y Coordinador de Políticas Públicas del Instituto Libertad y Desarrollo, señor José Francisco García.


34.- Del Instituto de Economía de la Pontificia Universidad Católica de Chile y del Centro Latinoamericano de Políticas Económicas y Sociales CLAPES UC, el profesor, investigador y economista, señor Carlos Williamson.


35.- El Director del Instituto de Políticas Públicas de la Universidad Diego Portales, señor Gregory Elacqua 


36.- La Profesora Emérito de la Facultad de Educación de la Universidad de Chile y Premio Nacional de Ciencias de la Educación 2011, señora Erika Himmel.


37.- Del Centro de Investigación Avanzada en Educación de la Universidad de Chile, el Doctor en Economía e Investigador, señor Juan Pablo Valenzuela.


38.- De la Federación de Instituciones de Educación Particular, FIDE, el Presidente Nacional, Hno. Jesús Triguero y el abogado señor Rodrigo Díaz.


39.- De Fundación Belén Educa: el Director Ejecutivo, señor Juan Enrique Guarachi.


40.- De la Sociedad de Instrucción Primaria SIP: la Presidenta, señora Patricia Matte.


41. El Investigador, Consultor, Académico y ex Ministro Secretario General de Gobierno, señor José Joaquín Brunner. 

42.- De la Asociación Nacional de Directores de Chile, ANADICH: la Presidenta, señora Marcela Vargas


43.- Del Centro de Innovación en Educación de Fundación Chile (educar chile), la gerenta, señora Ana María Raad.


44.- De la Asociación de Padres y Apoderados de colegios FIDE, ANAPAF, el presidente nacional, señor Ricardo Salinas; la directora zona norte, señora Daniela Saavedra; la secretaria, señora Johanna Fernández; el tesorero nacional, señor Guillermo Guajardo y el vicepresidente nacional, señor Oscar Zaldivia.

|

45.- De la asociación de sostenedores de escuelas especiales de lenguaje a.g. ASEEL, la presidenta, señora Gloria Véliz y la vicepresidenta, señora Beatriz Bahamonde. 

46.- De la Coordinadora de Padres y Apoderados por el derecho a la educación, Corpade, la presidenta, señora Dafne Concha.


47.- De las Iglesias Evangélicas de Chile: de la mesa ampliada de entidades evangélicas une-chile: el presidente, señor Emiliano Soto y la abogada, señora Jeannette Vargas. 


48.- Del Instituto de Ciencias Alejandro Lipschutz, ICAL, el investigador del programa de educación y cambio social, señor Cristóbal Villalobos.


49.- De la Coordinadora Nacional de Educación Especial, CONADEE: la Presidenta, señora Aladina Collao.


50.- El abogado constitucionalista y académico, señor Fernando Atria.

Sus exposiciones se consideran en el anexo de este informe. Sin perjuicio de lo anterior, los principales planteamientos que ellos expusieron se transcriben en el cuerpo de este informe, como asimismo se da cuenta de las respuestas dadas a las consultas formuladas por los señores Senadores y Diputados que concurrieron a las sesiones que la Comisión destinó a la discusión de esta iniciativa legal.

- - -





Sin perjuicio de lo anterior, y del acuerdo adoptado originalmente por la Comisión, una vez efectuada la votación en general del proyecto de ley en informe, se acordó recibir a otras instituciones y personas relacionadas con las temáticas que éste trata; ellos fueron los siguientes:


51.- La Presidenta de la Asociación de Sostenedores por la Educación ASOSEDUC, señora Solange Valenzuela. 



52.- Los representantes de Grupos de Colegios Particulares Pagados, la señora Ana María Tomassini (Vocera).


53. De la Agrupación Asistencia Técnica Educativa, ATE Chile, los Voceros, señores Francisco Arrau y Marcos Burboa.


54.- De la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de Chile, su Presidente, señor Ricardo Sande.



55.- De la Asociación de Sostenedores Mapuches, ASOMA: el Director, señor Daniel Morales y el Sostenedor, señor Ricardo Barría.


56.- Del Colegio Cervantino, de la comuna de San Felipe, la Directora, señora Marcela Salazar. 


Los comentarios y observaciones que ellos formularon se agregan en el apartado del informe destinado a las exposiciones de los invitados. 


Finalmente, cabe hacer presente que todas las sesiones que celebró la Comisión destinadas a la discusión en general del proyecto y a escuchar las distintas exposiciones y planteamientos de sus invitados, fueron transmitidas en vivo por el canal de televisión TV Senado. Asimismo, que, la Comisión celebró diecisiete sesiones, con más de 70 horas de análisis y discusión.

- - -

I.- NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que, de conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, los números 1, 2, 3, 4, 6 - en lo que dice relación con el inciso segundo que se agrega al artículo 12 de la Ley General de Educación, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación 
- 7, 8 y 9 del artículo 1°; las letras a) y f) del número 5, y el número 6 – salvo el artículo 7° sexies que considera este numeral - del artículo 2°; el número 4 del artículo 3° y el artículo segundo transitorio,
 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, conforme lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental 
.


Sin perjuicio de la calificación que antecede, y por lo fundamentos que formulara en su oportunidad, el Honorable Senador señor Allamand expresó que, de conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, además de las disposiciones citadas, también tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales los literales b) y e) del número 5 del artículo 2° de la iniciativa de ley en informe, que introducen dos nuevas letras - a) bis y a) quater al artículo 6° de la Ley de Subvenciones (decreto con fuerza de ley  N° 2 de 1998, del Ministerio de Educación) - las que, por lo tanto, igualmente requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, conforme lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. Cabe hacer presente que este criterio no fue compartido por la mayoría de la Comisión.


Con respecto al literal e) del número 5 del artículo 2° de la iniciativa en informe, el referido señor Senador señaló que el fundamento de su planteamiento radica en el hecho que, en lo pertinente, el artículo 46 de la Ley General de Educación, exige que, para obtener el reconocimiento oficial, si el sostenedor arrienda el local donde funciona el establecimiento, dicho contrato debería tener un plazo mínimo de 5 años, precepto que de acuerdo al criterio del Tribunal Constitucional, sustentado en la norma fundamental del artículo 19 N° 11, es de carácter orgánico constitucional. Por lo tanto, ahora la norma que exige a los colegios particulares subvencionados ser dueños de los inmuebles, debía considerase como del mismo carácter normativo por también referirse a la misma materia, esto, la relación contractual que regula el uso del inmueble en que se asienta la escuela.

III. II.- OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto de ley persigue, según se señala en sus fundamentos, avanzar en terminar con las desigualdades estructurales del sistema educativo, a fin de que el Estado de Chile garantice a toda su población el derecho a una educación de calidad. Para ello la iniciativa se sustenta en tres ejes que consisten en el fin al lucro en establecimientos que reciben recursos públicos, el término de la selección escolar y la derogación del sistema de financiamiento compartido, aspectos que apuntan a dar un marco sustentable que permita avanzar en asegurar el derecho a una educación de calidad, reducir las desigualdades y garantizar, de manera efectiva, la libertad de los padres, madres y apoderados para elegir la educación de sus hijos e hijas, impidiendo la existencia de barreras económicas o de otro tipo para la educación de ellos. En definitiva, puntualiza el Mensaje, se busca avanzar hacia un cambio en el paradigma de la educación, a fin de reconocerla como un derecho social fundamental, poseedora de un valor público y republicano innegable, y que por tanto debe ser garantizada por el Estado asegurando su provisión gratuita en el contexto de un sistema mixto.
IV. III.- ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República en sus artículos 1° y 19, numerales 10 y 11.


2.- El decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto, refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, y en particular las normas contenidas en el TÍTULO III Reconocimiento oficial del Estado a las instituciones de educación superior.

3.- El decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N°2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales

4.- La ley N° 20.529, que establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización.

5.- La ley N°20.248, que establece una ley de Subvención Escolar Preferencial.

B. ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje Presidencial




Haciendo presente que el presente proyecto se enmarca en un conjunto más amplio de propuestas legislativas y de programas gubernamentales que forman parte de la Reforma Educacional comprometida ante el país y la ciudadanía, el Mensaje destaca que esta iniciativa persigue que Chile tenga un sistema educativo moderno, de calidad y donde se obtengan los conocimientos, competencias y valores democráticos que el país demanda a sus niños, niñas y jóvenes. En ese marco, se trata de un diseño que transversalmente fortalecerá la educación pública en el contexto de un sistema de provisión mixta que supere la desregulación y los incentivos inadecuados que caracterizan en la actualidad a nuestro sistema educacional. De esa manera, el presente proyecto será complementado y seguido por nuevas iniciativas legislativas para los diferentes niveles del sistema, desde la educación parvularia hasta la educación superior.

En educación parvularia los objetivos principales serán el aumento de la cobertura y el aseguramiento de la calidad educacional a través del desarrollo de capacidades de fiscalización y apoyo a los establecimientos, así como de mejoras sustantivas en la formación y capacitación de profesionales y técnicos en esta área. 


En el ámbito de la Educación General, al presente proyecto de ley le seguirán durante el segundo semestre otras iniciativas fundamentales. Una de ellas se referirá a la carrera profesional docente, enmarcada en una política nacional de desarrollo docente  y que apuntará a mejorar de manera sustentable, en lo inmediato y hacia el futuro, las condiciones, capacitación permanencia y calidad del trabajo de nuestros maestros y maestras.


En otro proyecto se propondrá la generación de una nueva institucionalidad para organizar y desarrollar la educación pública, terminando así con la municipalización de los establecimientos. 


En educación superior, la Reforma impulsará el reconocimiento y desarrollo de la educación técnico-profesional, de su pertinencia, calidad e inserción regional. Se ingresará además el proyecto que crea la Superintendencia de Educación Superior, cuyas funciones serán, entre otras, las de cautelar la calidad y solidez de las instituciones y asegurar el cumplimiento de la ley que prohíbe el lucro. También se propondrá al parlamento la creación de dos nuevas universidades públicas en las regiones de Aysén y O’Higgins. Asimismo, se propondrán proyectos de ley que avancen en la gratuidad de dicho sistema y modifiquen los aportes estatales al financiamiento de las actividades e instituciones universitarias, fomentando la calidad y la racionalidad.


En paralelo a las propuestas legislativas de la Reforma, el gobierno impulsará programas de desarrollo educacional, entre los cuales se cuenta el programa de preparación y acceso efectivo a la educación superior el que incorporará a estudiantes de educación media de sectores vulnerables buscando favorecer su acceso y titulación en la universidad. Otros programas apuntarán a subsanar las carencias de los establecimientos que hoy dependen de los municipios y que, en general, son aquellos que atienden a los estudiantes con mayores necesidades del país. Finalmente, otros programas buscarán beneficiar de manera amplia a todos los estudiantes del país, ampliando el uso de la Tarjeta Nacional Estudiantil a los doce meses del año y reforzando el programa de alimentación escolar.


Avanzar hacia la modernización de nuestro sistema educativo, la mejora de la calidad, el fortalecimiento de la educación pública y la reducción de las desigualdades, requiere de los cambios estructurales planteados por la Reforma Educativa que el Gobierno ha propuesto al país, cambios en los cuales el presente proyecto avanza de manera significativa.


Refiriéndose a la motivación general de este proyecto, el Mensaje destaca que en el mundo del siglo XXI, el desarrollo y avance de los países ya no depende de las riquezas naturales que ellos poseen, sino de las capacidades y habilidades de las y los ciudadanos para aportar a dicho desarrollo. A su vez, lo anterior depende estrechamente de la capacidad de las sociedades para dar a todos y todas sus integrantes las oportunidades de llevar a cabo sus proyectos de vida, desarrollar al máximo sus potencialidades y aportar al bien común y al crecimiento social, cultural y económico del conjunto.

En un mundo globalizado y cosmopolita, abierto, dinámico y también competitivo, las naciones se juegan su futuro en las capacidades que posean las personas para reflexionar y plantear soluciones a los problemas locales y globales, para generar y aplicar conocimiento, para desarrollar o adaptar tecnología, para buscar nuevas respuestas frente a sus preocupaciones, para generar y promover ideas, para proyectarse al futuro desde su historia y su identidad. 

Para todo ello, la pieza clave es la educación. Una educación entendida no sólo como un mecanismo de transmisión de conocimientos o como un mero entrenamiento para el trabajo, sino como un proceso de socialización y formación de personas integrales, de ciudadanos conscientes, críticos y comprometidos con su entorno y sociedad.

En este contexto, Chile ha comprendido que no podrá ser un país desarrollado si no cuenta con un sistema educativo de calidad para todos y para todas.

En razón de lo anterior, la sociedad chilena ha exigido al Estado un cambio profundo de paradigma en el sistema educativo, que deje atrás la idea de la educación como un bien de consumo que se transa en el mercado. Un cambio que se funda en la convicción de que la educación es un derecho social.


Esta demanda ciudadana por el derecho humano a la educación ha criticado profundamente los cimientos del sistema educativo chileno por su marcada segregación y ha exigido un nuevo modelo que sea inclusivo, que fortalezca la educación pública, que amplíe la actual noción restringida de calidad y que potencie estructuralmente –y no de manera asilada o para unos pocos— dicha calidad. En definitiva, esta demanda ha exigido una efectiva materialización del derecho a la educación, asumiendo así, un carácter histórico.

En ese marco, dar una adecuada y pronta respuesta a dicha exigencia social es un imperativo político, ético y económico, el cual impone al Estado el deber de crear condiciones sociales para que todas las personas tengan la mayor realización material y espiritual posible, y por tanto, que elimine, en forma progresiva, las profundas desigualdades estructurales que aquejan al sistema educativo y que impiden elevar su calidad restringiendo así las oportunidades y derechos de millones de chilenos y chilenas.

Son también la Constitución y los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos que nuestro país ha ratificado, los que establecen el derecho a la educación y la libertad de enseñanza como derechos fundamentales de primera importancia e imperativo cumplimiento, imponiendo al Estado de Chile el deber de adopción permanente de medidas y políticas para su efectivo ejercicio por parte de todos los habitantes del país, independientemente de su condición social, género, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento.

Los tres ejes de este proyecto —el fin al lucro en establecimientos que reciben recursos públicos, el término de la selección escolar y la derogación del sistema de financiamiento compartido-, apuntan a dar un marco sustentable que permita avanzar en asegurar el derecho a una educación de calidad, reducir las desigualdades y garantizar, de manera efectiva, la libertad de los padres, madres y apoderados para elegir la educación de sus hijos.

Se debe terminar con el financiamiento compartido porque segrega a las familias en función de su capacidad de pago, limitando así su libertad de elección.

Se hace necesario acabar con la selección escolar ya que agrava dicha segregación, incentivando y permitiendo que sean los establecimientos quienes escogen a sus estudiantes de conformidad al capital social, económico y cultural de las familias, y no los padres, madres y apoderados quienes escogen los establecimientos de su preferencia, tal como lo garantiza la Constitución.

Lo anterior restringe la experiencia educativa, entendida como el proceso de formación de ciudadanas y ciudadanos integrales, afecta la cohesión social y limita las posibilidades de aprendizaje de las y los estudiantes.

Finalmente, debe prohibirse el lucro en los establecimientos que reciban recursos públicos, para asegurar que todos los aportes que la sociedad destina a la educación sean invertidos en ella y su mejoramiento constante.

El presente proyecto va en esa dirección: busca avanzar en terminar con las desigualdades estructurales del sistema educativo, a fin de que el Estado de Chile garantice a toda su población el derecho a una educación de calidad.

Si bien nuestro país ha mostrado avances relevantes en materia educativa, dar hoy este paso es fundamental para seguir avanzando. La experiencia internacional muestra que la existencia de lucro, selección y copago, tal como hoy existen en nuestro sistema, es una singularidad ausente de los sistemas educativos de los países desarrollados (OCDE 2004, 2013). Avanzar hacia la modernización de nuestro sistema educativo, la mejora de la calidad, el fortalecimiento de la educación pública y la reducción de las desigualdades, requiere de los cambios estructurales planteados por la Reforma Educativa que el Gobierno ha propuesto al país, cambios en los cuales el presente proyecto avanza de manera significativa.

No es posible construir un sistema educativo para el Chile del siglo XXI sin asumir los desafíos fundamentales que el presente proyecto propone. 


En lo que dice relación con el Financiamiento compartido, el Mensaje destaca que nuestro país tiene un sistema mixto de educación, con establecimientos públicos y privados que reciben financiamiento del Estado y que concentran hoy el 92% de la matrícula escolar.

El financiamiento compartido consiste en que los establecimientos particulares que reciben fondos públicos pueden suplementar dicho aporte con la exigencia de un cobro adicional a las familias.

Desde los primeros años de su aplicación hasta el año 2013, el porcentaje de estudiantes del sector particular subvencionado que pasó a esta modalidad aumentó del 16% a cerca del 80%, cifra que se mantiene en la actualidad. 

Si bien los establecimientos subvencionados pueden cobrar hasta poco más de 84.000 pesos por estudiante, los datos muestran que el cobro estimado de pago real de las familias es de 23.000 pesos en promedio. 

En el 68% de los establecimientos particulares subvencionados, que representan el 63% de la matrícula con financiamiento compartido, el aporte que realizan las familias no supera los 21.000 pesos.

En síntesis, el régimen de copago se ha generalizado en todo el país, y, tal como lo muestra la evidencia, ha contribuido a aumentar la segregación en todo el territorio nacional (Valenzuela, Bellei y de los Ríos, 2014; Elacqua, 2013; Flores y Carrasco, 2013; Gallegos y Hernando, 2009).

Con el objeto de explicar el término de este sistema, el Mensaje prevé que en su inicio, la política del financiamiento compartido se justificó en que los padres, madres y apoderados que estuvieran dispuestos a pagar, podrían aportar más recursos para la educación de sus hijos, esperándose que, de esta manera, aumentaría la calidad y optimización de los recursos públicos y privados destinados a esta área.

Lamentablemente, esta política ha generado uno de los sistemas educacionales más segregados del mundo (PISA-OCDE 2012), sin aportar significativamente en calidad (Mizala y Torche 2012; Valin, 2011; Saavedra, 2013) y aumentando las desigualdades en la educación escolar, alejándose, al mismo tiempo, de una visión de la educación como un derecho humano y social al cual se debe acceder de manera gratuita y sin discriminación.

Por lo anterior, es que resulta urgente acabar con dicha política y avanzar gradualmente hacia la gratuidad e inclusión en todo el sistema educativo obligatorio.

Quienes abogan por la mantención del financiamiento compartido sugieren que la segregación escolar es un reflejo de la segregación residencial. Sin embargo, la evidencia muestra que las escuelas están más segregadas que los barrios en que se encuentran (Elacqua, 2013) y que comunas donde el copago es mayor tienen establecimientos más segregados (Valenzuela, Bellei y de los Ríos, 2014).

Asimismo, y dada la importancia de contar con un sistema educacional que asigne más recursos a aquellos estudiantes que más los necesitan, el proyecto apunta a que se cambie el origen de aquéllos y el cómo son invertidos. 


Actualmente los estudiantes de nivel socioeconómico alto son quienes cuentan con un monto mayor para sus estudios, considerando la suma de la subvención que aporta el Estado y el copago que aportan sus familias; mientras que los sectores vulnerables únicamente cuentan con los aportes estatales.

El término del financiamiento compartido propuesto no disminuirá los recursos que la sociedad chilena destina hoy a la educación; por el contrario, y como una medida correctiva de la desigualdad, se aumentará la inversión pública sobre la base de una distribución equitativa, a fin de cubrir lo que hoy aportan los padres, madres y apoderados y, a la vez, transferir más recursos a quienes más lo necesitan.

Se avanzará así, de manera decidida y progresiva, en la garantía de la gratuidad del sistema como lo impone la Constitución y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Este sistema, añade el Mensaje, restringe gravemente la libertad de enseñanza toda vez que los padres, madres y apoderados no escogen establecimientos conforme al proyecto educativo que sea de su preferencia, sino que sólo pueden optar entre aquellos que puedan pagar. El ejercicio de esta libertad está condicionado por los ingresos de las familias y restringido por la estructura  diferenciada de copago y la inequidad en la distribución  espacial de  las escuelas (Flores y Carrasco 2013). 

Por ello, es que este proyecto garantizar la libertad de enseñanza y hacerla efectiva, a fin que todos los padres, madres y apoderados del país, independientemente de sus ingresos, puedan elegir los establecimientos educacionales que sean de su preferencia.

En cuanto al fin de la selección, Su Excelencia la Presidenta de la República advierte que el sistema escolar chileno, al tratar a la educación como si fuera un bien de consumo, ha promovido y consolidado mecanismos que incentivan la competencia entre escuelas así como las prácticas de selección y discriminación, principalmente socioeconómica.

En efecto, cerca del 80% de las escuelas y liceos que reciben subvenciones del Estado exigen algún tipo de requisito de ingreso a los padres, madres y apoderados al momento de admitirles. Y aunque se han introducido normas para impedir la selección de los estudiantes en algunos tramos del ciclo educativo (pre-kínder hasta sexto básico), la actual normativa e institucionalidad de fiscalización no ha logrado evitar que los establecimientos generen mecanismos de selección (Carrasco et al, 2014).

Así, se ha consolidado un sistema que niega la libertad de enseñanza y ata el ejercicio efectivo del derecho social a la educación a las condiciones socioeconómicas de los y las estudiantes. No son los padres, madres y apoderados los que escogen los establecimientos educacionales, sino que éstos escogen a familias y estudiantes. 

En esa misma línea argumental, el Mensaje prevé que existen poderosas razones para prohibir la selección a nivel escolar, tanto para mejorar la calidad del sistema educativo como para la construcción de una sociedad más integrada y cohesionada. Primero, acabar con la selección redundará en mejorar la calidad de todo el sistema educativo, al desafiar a los establecimientos a mejorar sus procesos educativos y hacerse cargo de entregar educación de calidad para todos y todas. Segundo, ayudará a garantizar la libertad de los padres, madres y apoderados para elegir establecimiento educacional. Y, tercero, permitirá avanzar decididamente en acabar con la marcada segregación escolar que caracteriza nuestra situación actual.

Asimismo, precisa, la evidencia muestra que los sistemas actuales de selección se han convertido en uno de los principales mecanismos para que los establecimientos escojan a los estudiantes con mayor capital cultural, económico o social (Elacqua y Santos, 2013). En efecto, los mejores resultados de los establecimientos que seleccionan se deben primordialmente a la composición socioeconómica de los alumnos y no a la efectividad de sus procesos educacionales (Carrasco et al. 2014; Valenzuela y Allende 2012; MacLeod y Urquiola 2009; Contreras et al. 2011). Como consecuencia de esta realidad, estos mecanismos no permiten estimar la efectividad de las escuelas ni la calidad de su trabajo, entregando al sistema una medida distorsionada de aquella y estableciendo un juego de suma cero para la calidad global del sistema educativo (Hsieh y Urquiola 2006).

Por el contrario, la evidencia muestra que promover la integración, tiene efectos positivos para la calidad de la educación, aumentando la motivación y el rendimiento de estudiantes de menor nivel socioeconómico, sin afectar el rendimiento de aquellos de mayor ingreso (Kahlenberg 2012; Bellei, 2011). 

Por otro lado, una visión integral de la calidad educativa debe considerar como deseable que los estudiantes con diverso capital cultural, económico y social convivan y aprendan entre sí. El aprendizaje en espacios heterogéneos promueve  también en los estudiantes valores democráticos, generosidad, respeto, valoración del otro e igualdad (Rao, 2013); los que constituyen objetivos centrales de la educación.

La selección tiene efectos importantes en la segregación, dado que genera establecimientos más homogéneos socioeconómica y académicamente (Carrasco et al, 2014). En efecto, en los países en donde se aplica la selección temprana se amplían las brechas de desempeño educativo entre niveles socioeconómicos (OCDE, 2010), por lo que al permitirla se promueve la desigualdad y la segregación escolar.


De esta manera, la selección desvirtúa a la educación como un espacio de integración que acoja a todas y todos los estudiantes en sus aulas; y evita que los establecimientos se responsabilicen de ofrecer oportunidades de aprendizaje de calidad y de desarrollo a todo tipo de alumnos y alumnas, con independencia de las características socioeconómicas de sus familias u otras. 


El convencimiento profundo de que todos los niños y niñas sin distinciones pueden aprender es lo que anima a pensar las salas de clases y las escuelas como espacios inclusivos, en donde se aprendan y vivencien los valores del respeto y aprecio por la diversidad, donde convivan y se encuentren las distintas realidades y experiencias socioculturales de nuestro país, concibiendo siempre al otro como un igual en dignidad y derechos. 


En cuanto al efecto del lucro en la educación, el Mensaje destaca que el sistema de educación chileno se caracterizó por tener, hasta el año 2005, una educación pública que concentraba más del 50% de la matrícula escolar. Este porcentaje ha caído persistentemente en los últimos años hasta llegar al 39%. 

En las últimas dos décadas, añade, se han abierto cerca de 2.000 establecimientos particulares subvencionados, de los cuales más del 85% tiene una estructura jurídica que les permite tener fines de lucro. De ese porcentaje, un 90% corresponde a sostenedores que son dueños de un solo establecimiento. Asimismo, estudios recientes muestran que entre 1992 y 2009 la matrícula en establecimientos que tienen fines de lucro se duplicó, representando hoy un 31% del total de la matrícula escolar (Elacqua 2011).


Las movilizaciones sociales de los últimos años pusieron de manifiesto el problema del crecimiento descontrolado de los establecimientos con fines de lucro, impulsaron la necesidad de concebir la educación como un derecho social y no como un bien de consumo y cuestionaron que el extraer utilidades sea el incentivo de los sostenedores privados que quieran proveer educación, más aún en un contexto de recursos siempre escasos para el proceso educativo.

En el 2007, en el primer gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, se propuso mediante el proyecto de ley que estableció la Ley General de Educación, cambiar las exigencias para los establecimientos educacionales a fin que sus sostenedores estuviesen organizados como personas jurídicas sin fines de lucro, con giro educacional de carácter exclusivo. Lamentablemente, el cambio de régimen sólo fue aprobado respecto a la exigencia de giro único, rechazándose la exigencia respecto a la persona jurídica del sostenedor.

Hoy, el presente proyecto propone, nuevamente, resguardar efectivamente los recursos públicos y avanzar en la garantía del derecho a la educación de calidad para todas y todos acogiendo un profundo el anhelo ciudadano. 

En este mismo contexto de consideraciones, se destaca que el efecto de lucro en calidad ha sido una preocupación estudiada en nuestro país. Se ha comprobado que la posibilidad de lucrar que tienen muchos establecimientos no ha redundado en mayor calidad para el sistema (Zubizarreta, Paredes y Rosembaum 2014; Elacqua 2009, 2011).


En efecto, estudios recientes muestran que los establecimientos que pueden lucrar contratan, en promedio, profesores más jóvenes, con menos experiencia laboral y por jornadas de trabajo más cortas (Elacqua 2011). Esto quiere decir que muchos de estos establecimientos invierten menos en la docencia que los establecimientos sin fines de lucro y que, recibiendo los mismos recursos, no están siendo igualmente utilizados para mejorar la calidad de la educación.


Por otra parte, la evidencia reciente muestra que los establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro tienen en general peores resultados que los establecimientos sin dicho fin, o bien, muestran un efecto neutro o muy mínimo (sobre resultados escolares medidos en los test SIMCE) (eg. Contreraset al., 2013; Urzúa, 2014; Elacqua, Martínez y Santos 2011; Elacqua 2009; Elacqua et al. 2008; Chumacero y Paredes 2008).

Analizando el ámbito comparado en esta materia, el Mensaje afirma que el lucro en educación no es una práctica en los sistemas educativos del mundo y que la evidencia muestra que son escasos los ejemplos de países que permiten que los sostenedores de los establecimientos educacionales puedan utilizar, para sus intereses particulares, recursos destinados a mejorar los procesos y condiciones de aprendizaje. Incluso en los casos de sistemas similares al chileno (donde priman mecanismos de mercado para orientar los procesos educativos), y, salvo muy pocas excepciones, los establecimientos privados deben ser sin fines de lucro. 

En términos de resultados, los sistemas en donde se han permitido establecimientos educacionales con fines de lucro, aquellos han mostrado igual o peores resultados que los establecimientos públicos (Contreras et al. 2011; Salgren, 2010). Por otro lado, la evidencia internacional tampoco muestra que establecimientos con fines de lucro han desarrollado prácticas educativas innovadoras para aumentar su efectividad, sino que se mantienen apegados a prácticas tradicionales de enseñanza (Levin, 2002).

En este contexto, al financiar este tipo de establecimientos a los que se les permite lucrar, Chile aparece como una excepción que se aparta diametralmente de la mayoría de los sistemas educacionales de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). En su gran mayoría dichos países no financian (ni permiten) establecimientos que puedan lucrar, basan sus logros educativos en un fuerte pilar de educación pública y poseen un sistema que garantiza el compromiso de parte de los establecimientos privados financiados por el Estado en el desarrollo de una educación de calidad, prohibiéndoles, además, realizar cobros a las familias y seleccionar.


El actual régimen legal permite que el Estado transfiera recursos a particulares para que éstos otorguen prestaciones de educación. La libertad de enseñanza entrega autonomía a los sostenedores para realizar sus respectivos proyectos educativos siempre y cuando cumplan con la normativa vigente. De esa manera, se garantiza la existencia de una pluralidad de visiones educativas. Esta diversidad ha contribuido históricamente al desarrollo del sistema educativo en Chile, cuestión que la sociedad en su conjunto valora y que el presente proyecto resguarda. En ese marco, el Estado se compromete a financiar dichos proyectos siempre que cumplan con la normativa y los principios del sistema educativo.

Desde una perspectiva constitucional, el Estado no debe financiar intereses privados que no sean consistentes con el bien común, y cuya materialización se busca, en este caso y entre otras acciones, a través de la entrega de recursos para la educación. La entrega de tales recursos supone entonces que éstos no pueden ser utilizados para fines que no sean educacionales.

Este elemento teleológico pertenece a la naturaleza de las subvenciones, tal como se reconoce en diversos ordenamientos jurídicos. Así, en su origen, cada subvención tiene una finalidad que la justifica y que afecta jurídicamente los recursos transferidos a la utilización en la consecución del fin que la explica.

De esta manera, y como es dable suponer fue la intención original del legislador, los recursos destinados a educación vía subvención no han tenido la intención expresa de ser entregados para fines ajenos a los fines educacionales. El presente proyecto materializa de forma expresa la interpretación antedicha, dotando a la educación de un marco legal que asegure que cada peso que los chilenos y chilenas deciden entregar a un particular para la educación sea destinado, íntegra y exclusivamente, a dicho fin.

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO


Los cambios que se presentan en el presente proyecto de ley se encuentran enmarcados en un proceso de Reforma que tiene por objeto abarcar el sistema educacional en su globalidad, desde la educación inicial hasta la superior, asegurando al mismo tiempo cambios institucionales que promuevan igualdad y mejoras sustantivas en términos de calidad. El presente proyecto se enmarca así en una Reforma mucho mayor y se complementará con otras iniciativas legislativas y programas del Ministerio de Educación y el Gobierno.

En específico, el proyecto se hace cargo de establecer las condiciones indispensables para que Chile abandone el paradigma que señala que la educación es un bien de consumo y que, al estar organizada a través del mercado, se garantizará su calidad y aporte al bienestar y desarrollo de la sociedad. 

Como ha sido señalado, este paradigma ha sido ampliamente cuestionado por la ciudadanía pero también por la evidencia internacional y nacional. Este paradigma se expresa, fundamentalmente y en primer lugar, a través de los tres problemas y falacias que el presente proyecto busca resolver: la creencia de que el lucro puede ser un motor efectivo de la calidad en educación; el copago como una visión restrictiva del aporte y las posibilidades de las familias a la educación de sus hijos e hijas; y la selección como manera normal de organizar la escolaridad.

El proyecto define así transiciones efectivas y viables para resolver estos tres problemas fundamentales, modificando de manera sustantiva el paradigma educacional que la Reforma en su conjunto busca reemplazar y destrabando parte importante de los obstáculos para mejorar la calidad de todo el sistema educacional chileno.

El presente proyecto se hace cargo de eliminar del sistema aquellos incentivos estructurales que frenan la calidad e impiden que la educación sea palanca efectiva del desarrollo económico, social, cultural y democrático de nuestro país. 

Las propuestas hechas buscan generar la base mínima que permita robustecer la calidad educacional del conjunto del sistema, asegurándose, en primer lugar, que los recursos que provee el Estado se usarán en mejorar la calidad de la educación y no en otros fines, y que las familias no tendrán barreras económicas o de otro tipo para la educación de sus hijos e hijas. 

No resulta ni eficiente ni aceptable que las preferencias de las familias sean usadas, erróneamente, como mecanismo de aseguramiento de la calidad. Si asumimos que los padres, madres y apoderados buscan siempre hacer todo lo que puedan para procurar educar a sus hijos en los mejores establecimientos, es entonces deber del Estado garantizar que todos los establecimientos educacionales reconocidos y financiados por éste, tengan un nivel de calidad educativa tal que las familias puedan elegir efectivamente entre opciones viables.

En ese marco, es deber del Estado fiscalizar y exigir a los establecimientos la no realización de publicidad engañosa, la no distorsión de indicadores de calidad educativa, y la no práctica de la segregación o discriminación como estrategias de posicionamiento y adquisición de prestigio. Seguir aceptando que tales  prácticas puedan darse en nuestro sistema educacional es lesionar la igualdad entre los niños, niñas y jóvenes chilenos, es atentar contra su dignidad y contra la libertad de elección de los padres, madres y apoderados.

La eliminación gradual del financiamiento compartido, la prohibición de la selección y el impedir el lucro en los establecimientos que reciben recursos públicos contribuirán a que los establecimientos educacionales busquen mejorar la calidad educativa que otorgan y pongan foco en sus procesos educativos y en el valor agregado que puedan entregar a todos sus estudiantes.

Nuestro sistema educativo tiene altos niveles de segregación. Ello segmenta la calidad de la educación, el gasto por alumno y la experiencia educativa, según la capacidad de pago de las familias. En respuesta a este contexto, el proyecto busca reformar el sistema educativo nacional para promover la inclusión social, económica, étnica y religiosa, y cimentar valores como el pluralismo, el respeto por el otro, la responsabilidad y, en general, los valores cívicos y democráticos. 

Esta convicción se acompaña con la evidencia disponible que reconoce que los sistemas educativos inclusivos que disminuyen la segregación producen efectos positivos, tanto en los aprendizajes de los estudiantes como en los valores sociales y civiles que promueven. 

La Reforma busca avanzar hacia un cambio en el paradigma de la educación, a fin de reconocerla como un derecho social fundamental, poseedora de un valor público y republicano innegable, y que por tanto debe ser garantizada por el Estado asegurando su provisión gratuita en el contexto de un sistema mixto.


En consecuencia, con los cambios institucionales propuestos, se busca asegurar que el foco del sistema educacional esté efectivamente en la mejora de los procesos educativos y no en la competencia por estudiantes.

La educación de calidad es un derecho de todos los niños, niñas y jóvenes de Chile. En la Constitución se establece que todos y todas deben poder acceder a ella de manera gratuita, desde el segundo nivel de transición parvularia y en los niveles de educación básica y media. 


El rol del Estado es lograr que una educación de calidad no dependa de la capacidad de pago de las familias.

La supresión del copago constituye una medida concreta de progresión en la garantía y efectividad del derecho a la educación en los términos establecidos en el artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Como la evidencia ha mostrado, el financiamiento compartido aumenta de manera importante la segregación escolar y social. Por lo mismo, avanzar hacia la gratuidad escolar en los establecimientos que reciben fondos del Estado es un paso importante para reducir aquélla.


No obstante lo ya señalado, no es suficiente reducir el efecto agregado del financiamiento compartido en segregación. Es necesario, al mismo tiempo, constituir las escuelas en espacios de integración, inclusión y diversidad. Para ello, el proyecto propone aumentar la cobertura de la subvención escolar preferencial por tramos, de forma que se inviertan recursos acorde al costo de educar a cada niño, niña o joven según sus necesidades.


El proyecto apunta a consagrar el igual trato que deben dar los establecimientos a todos los niños, niñas y jóvenes de Chile. La eliminación de los mecanismos de discriminación que utilizan algunos establecimientos permite avanzar en la dirección de concebir la educación como un derecho al que se accede en igualdad de condiciones y de forma transparente y objetiva.


La selección escolar contribuye a la segregación, dado que genera establecimientos más homogéneos socioeconómica y académicamente. Su eliminación nos permitirá avanzar hacia un país que acoge y potencia los talentos de todas sus hijas e hijos. La existencia de la selección por características socioeconómicas o culturales atenta contra el derecho a la educación dado que no permite que los padres, madres y apoderados tengan las mismas posibilidades de elegir establecimientos educativos. Por tanto, con su eliminación, se acaba con una arbitraria discriminación y se hace efectiva la libertad de los padres, madres y apoderados para elegir el proyecto educativo que deseen para sus hijos.

Es fundamental que el interés de los privados que se sientan convocados por la educación sea la realización de un proyecto educativo. Por la naturaleza de este interés, es esperable que los privados sigan participando en un sistema que les otorgue recursos públicos en la medida en que éstos sean destinados exclusivamente a ser invertidos en el quehacer educacional. La finalidad de la libertad de enseñanza, en los términos de nuestra Constitución, es amparar el efectivo desarrollo de aquellos proyectos educativos y no amparar el interés privado por lucrar.  

El proyecto establece aumentos significativos de los recursos públicos para educación escolar a través de diferentes vías. En ese marco, tiene como objetivo el que los sostenedores estén motivados a invertir el total de los recursos disponibles en los procesos de aprendizaje y su mejora, evitando que la búsqueda de excedentes vaya en merma de la calidad educativa. A todo evento, tales excedentes deberán ser reinvertidos para la mejora, continuidad y desarrollo de las actividades educativas de los establecimientos. 

CONTENIDO DEL PROYECTO


Los cambios estructurales que se proponen en este proyecto se materializarán mediante modificaciones a los textos legales vigentes a fin de adecuarlos al nuevo régimen:

1.- Se modificará el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2005.

2.- Se adecuará el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.

3.- Se cambiará el contenido de la Ley Nº 20.529 que establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización.

4.- Se modificará la Ley Nº 20.248 que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial.

Por último, se establecerán las respectivas disposiciones transitorias que permitan un paso ordenado, eficiente y garantista para los derechos de todos los interesados, al nuevo marco regulatorio que el presente proyecto propone.

En cuanto a las modificaciones a la Ley General de Educación, ellas pretenden impedir que se materialicen discriminaciones arbitrarias en los procesos de admisión de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado. 
· MODIFICACIONES A LA LEY DE SUBVENCIÓN A LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES


A fin de garantizar que todos los recursos que se destinen a los establecimientos educacionales que reciban aportes estatales sean invertidos exclusiva e íntegramente en fines educativos, se establece como requisito para ser beneficiario de subvenciones educacionales que los sostenedores estén constituidos como personas jurídicas sin fines de lucro. 

Para garantizar lo anterior, se regula especialmente los fines y uso de los recursos que reciben los establecimientos. Para evitar fraudes a la ley similares a los acontecidos en la Educación Superior, se establece un marco normativo para impedir triangulaciones u otras operaciones mediante contratos con personas relacionadas a los involucrados en los procesos educativos.

Se establece una nueva exigencia a todos aquellos establecimientos que opten por recibir aportes estatales, referente a la propiedad de los inmuebles y activos esenciales para impartir educación escolar. Dichos bienes deberán ser de propiedad del respectivo sostenedor o del Estado, independientemente de su administración.

Se crea un nuevo sistema de admisión a los establecimientos que reciben aportes estatales a fin de impedir discriminaciones arbitrarias. Mediante este sistema, y en aquellos casos en donde la demanda supere los cupos disponibles, se aplicará un mecanismo de postulación y admisión transparente y no discriminador para la asignación de los cupos. 

La postulación a los establecimientos será a través de una plataforma, a la que los padres, madres y apoderados podrán acceder en los respectivos establecimientos, en oficinas habilitadas por el ministerio y desde sus casas a través de internet. 

Se regulan también mecanismos de admisión especiales para aquellos establecimientos cuyas modalidades artísticas o características históricas lo justifiquen.

Se deroga todo el régimen referente al financiamiento compartido, a fin de asegurar la gratuidad escolar para todos los niños, niñas y jóvenes del país.

El proyecto crea una nueva subvención de gratuidad para todos aquellos establecimientos sin fines de lucro y que no se sometan al régimen del financiamiento compartido o que decidan abandonarlo, facilitando así la transición hacia el nuevo régimen.
· MODIFICACIONES A LA LEY DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD


A fin garantizar el efectivo cumplimiento del nuevo régimen, se fortalecen las atribuciones de la Superintendencia de Educación, en especial, aquellas relacionadas al control de las subvenciones, la gratuidad y los procesos de admisión.


Se refuerza la transparencia en la administración y gestión de todos los establecimientos educacionales que reciban financiamiento estatal.

· MODIFICACIONES A LA LEY DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

Se amplía la cobertura de la subvención escolar preferencial por medio de un segundo tramo de beneficiarios, cubriendo a los estudiantes pertenecientes a las familias del ochenta por ciento más vulnerable del país.

El monto que se asignará a este segundo tramo será la mitad de la Subvención Escolar Preferencial de los alumnos prioritarios.
· DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Se establece un adecuado régimen de transitoriedad para los tres ejes del presente proyecto:
1. Régimen de transitoriedad para la derogación del financiamiento compartido


Se dará un plazo de diez años para eliminar completamente el régimen de financiamiento compartido.


Dentro de este plazo, el monto máximo de cobro a los padres, madres y apoderados irá disminuyendo en igual proporción al progresivo aumento, en pesos, de la subvención general.

Se establece como requisito para ser beneficiario del segundo tramo de subvención escolar preferencial la prohibición de realizar cualquier tipo de cobro a los padres, madres o apoderados de todo el establecimiento.
2. Régimen de transitoriedad para los nuevos procesos de admisión escolar


Se establece un plazo de un año para que los establecimientos educacionales puedan adecuarse al nuevo régimen de admisión, el cual se amplía a dos años para el caso de aquéllos que cumplan las condiciones para restringir el proceso de admisión a los alumnos que pertenezcan al 20% de los mejores alumnos de su establecimiento de procedencia, en la forma que indica la ley.
3. Régimen de transitoriedad para acabar con el lucro con recursos públicos


Se establece un plazo de dos años para que los sostenedores que no se encuentren constituidos como personas jurídicas sin fines de lucro puedan cambiar su figura adecuándose al nuevo régimen.


Se establece un plazo de 12 años para que los respectivos sostenedores que opten por seguir impetrando la subvención o recibiendo aportes estatales, cumplan con el requisito de ser propietarios del inmueble en el cual desarrollan su actividad educativa.


Se crea la opción de transferir al Estado la infraestructura de los establecimientos educacionales a fin de garantizar su destinación educativa, mediante un respectivo aporte por aquella, el que se pagará durante un plazo de doce años.

Se otorgará también un plazo de 12 años para que los sostenedores puedan adquirir la infraestructura en la cual funcionan aquellos establecimientos que no sean propietarios y puedan así adecuarse al nuevo régimen, permitiéndoseles, para dicho efecto, descontar parte de la subvención con dicho fin.

Por último, se consideran disposiciones especiales para aquellas personas jurídicas que actualmente están constituidas sin fines de lucro, como para el traspaso de derechos y obligaciones generadas en el antiguo régimen. 

IV.- DISCUSIÓN EN GENERAL

A.- EXPOSICIÓN DEL SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y ANÁLISIS PRELIMINAR DE LA COMISIÓN

Dando inicio a la discusión en general, el Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, hizo presente, en primer término, que el proyecto de ley objeto de análisis constituía sólo una de las reformas que pretendía impulsar el Gobierno de la Nueva Mayoría en materia de educación. Acotó que la iniciativa de ley en estudio se enmarcaba en el nivel de la educación escolar y que a ella se sumarían la de plan nacional docente y la de desmunicipalización.

Precisado lo anterior, sentenció que para perfeccionar el sistema educativo se precisaban mejores condiciones para asegurar calidad y equidad, nuevas prácticas pedagógicas y la gestión institucional.

En ese contexto, apuntó que el proyecto de ley permitiría hacer de la educación un derecho social, de manera que todos los niños y niñas del país accedan a una de calidad, independientemente de su origen socioeconómico y cultural. Agregó que para ello, la iniciativa legal establecía gratuidad en todos los colegios que reciban subvención estatal, ponía fin a la discriminación en los procesos de admisión escolar y terminaba con el lucro en todos los establecimientos que reciban aportes públicos.

Deteniéndose en la educación subvencionada, resaltó que algunas de las prácticas que la acompañan, como el copago, la selección y el lucro, incentivan la segregación, lo que, a su vez, afecta la calidad del sistema educacional. En efecto, puntualizó que uno de los principales problemas que acarrea la segregación es que torna inobservable la calidad y genera un problema de agencia, toda vez que en los establecimientos que seleccionan, el rendimiento de los niños lo define, fundamentalmente, el nivel sociocultural de sus familias. Indicó que en los colegios particulares subvencionados, fuertemente segregados por selección como por capacidad de pago, ellos alcanzan mejores resultados de acuerdo a cuánto seleccionan a sus alumnos y no de acuerdo al valor agregado que entregan. 

En el mismo sentido, añadió que si la segregación está segmentada por nivel socioeconómico, los colegios con mayores capacidades de ese orden alcanzarán mejor rendimiento, porque el 70% de los resultados se explica por el hogar. Remarcó que con ello, si el estudiante alcanza los resultados esperados según su nivel sociocultural, es dable concluir que el establecimiento que lo formó no está proporcionando valor agregado. Por el contrario, remarcó que los sistemas educativos exitosos son aquellos que logran cambiar esta suerte de fatalidad sociocultural.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, puso de relieve que dos de los países que más han progresado en la prueba Pisa son Turquía y Polonia. Notó que en el caso de este último, la revolución que permitió dar un gran salto al cabo de cuatro años en dicha evaluación consistió en suprimir la separación de los niños con malos resultados académicos de los demás. Destacó que al caso de Polonia se suman otros, permitiendo así demostrar que hay copiosa evidencia en orden a que la segregación afecta la calidad.

Resaltó que si las aulas estuvieran integradas por niños provenientes de distintas clases socioeconómicas, el rendimiento de ellos reflejaría la calidad de la educación impartida en la escuela. Así, prosiguió, sin selección, los padres podrían efectivamente elegir los mejores colegios para sus hijos y el Estado podría introducir políticas educativas que promuevan la calidad.

Adentrándose en la propuesta de poner fin al lucro en la educación particular subvencionada, explicó que si el Estado obliga a proveer educación, tiene el deber de asegurar que la impartida sea de calidad y, en consecuencia, de velar por que los intereses de los agentes estén alineados con los suyos. En ese marco, hizo ver si el proveedor educativo persigue fines de lucro, no podrán alinearse los incentivos de éste con los del Estado. Puntualizó que lo anterior ocurre, en primer lugar, porque existirá una fuerte asimetría información, toda vez que el agente ofrecerá un servicio que no será directamente observable por el principal. 

Siguiendo con su argumentación, comentó que podría rebatirse que existen muchos sectores en donde hay asimetría de la información, y que en el caso de la educación debería regularse adecuadamente la calidad, por medio de la agencia de la calidad, en lugar de poner fin al lucro, asegurando así que el objetivo del Estado coincida con el del agente. Al respecto, enfatizó que tal afirmación no tendría cabida en el caso de la educación, toda vez que existe un problema privativo de ella que impide que los inconvenientes de asimetría de información se solucionen cuando existe lucro de por medio, a diferencia de lo que ocurre en los demás. En efecto, adujo que en el caso de la educación no hay posibilidades de suscribir un contrato con garantías, toda vez que el servicio entregado será irreversible, lo que implica que si el colegio es de mala calidad, los niños que se formaron en él habrán sufrido un daño permanente.

Afirmó que por las razones anteriores, todas las economías desarrolladas del mundo organizan la provisión de educación pública prohibiendo el lucro. Con todo, descartó que la eliminación del lucro y la selección aseguraran que la educación sea de calidad, mas resaltó que se observará de manera más adecuada si los establecimientos entregan educación de calidad o no. 

En la misma línea argumental, sostuvo que cuando se nivela el campo de juego, la calidad se hace observable y se maximiza la capacidad de elección de las familias y la acción del Estado como garante de calidad. Aseveró que sólo una vez alcanzado ese escenario, se sumarán elementos como la calidad de los profesores y la de los directivos de los establecimientos, posibilitando que la educación impartida en el país, además de ser equitativa, sea de calidad.

En cuanto a la situación de aquellos sostenedores que persiguen fines de lucro, aseveró que el proyecto plantea una transición ordenada hacia un nuevo marco legal y respeta los derechos de quienes han desarrollado proyectos educativos al alero de la legislación vigente, porque si el Estado decide cambiar las reglas del juego, los contratos deben ser honrados. 

Adicionalmente, enfatizó que las nuevas reglas del juego no obstarán a que la gestión realizada sea adecuadamente remunerada. En razón de lo anterior, destacó, el proyecto de ley propone una remuneración de mercado para los gestores, habida consideración de la forma en que realicen su trabajo.

Deteniéndose en cómo se hará la plena recuperación de lo invertido, explicó que la propuesta de ley contempla diversas fórmulas. Precisó que si el sostenedor es dueño del inmueble en donde funciona el establecimiento, la nueva corporación educacional sin fines de lucro podrá acudir a un banco para que éste les financie la compra de la infraestructura, institución que tasará el valor de la propiedad a precio de mercado y a la cual la corporación pagará el dividendo en 25 años con cargo a la subvención. El sostenedor, por su parte, se pagará con el préstamo del banco.

Resaltó que con las actuales tasas de interés, a 25 años, el dividendo será similar al costo de un arriendo y, en consecuencia, no se distraerán más recursos de la subvención que los que se distraen con el pago de un arriendo y se tendrá la certeza de que la propiedad no será revocada por acción del propietario.

Adentrándose en la propuesta de poner término al copago, aseguró que el anhelo del Ejecutivo es poner término a esta barrera de entrada lo antes posible, mas señaló que ello tomará cierto tiempo. Precisando las razones, notó que actualmente el copago más alto llega a $ 84.300, y añadió que si se elimina el financiamiento compartido habrá que sustituir dicho monto por recursos del Estado, peso a peso. Asimismo, resaltó que cada peso que se entregue a los colegios con copago, se entregará también a aquellos que no lo tienen. Así, continuó, de poner término hoy al financiamiento compartido, el Estado debería poner $ 84.300 por niño al mes en todos los establecimientos, salvo los particulares pagados, lo que se traduciría en MMU$ 6.000, cifra que hace imposible su eliminación inmediata.

En razón del obstáculo anterior, adujo, su eliminación será gradual y la fórmula para ello será la siguiente: en la medida en que suban los recursos reales de la subvención, disminuirá el valor real del copago, hasta extinguirse completamente cuando éste iguale a la subvención de gratuidad. Acotó que la disminución se hará uf a uf. Así, insistió, el copago se extinguirá cuando el copago máximo se haya reducido hasta el valor de la subvención de gratuidad.

Con ello, subrayó, cuando termine el copago, todos los establecimientos municipales y particulares subvencionados tendrán, en términos reales, el mismo nivel de recursos que los que tienen el monto máximo de financiamiento compartido. Lo anterior significará que la mayoría de los colegios verán aumentados sus recursos en términos reales. El único establecimiento que verá su cantidad de recursos congelada en uf será el que cobre $ 84.300.

Respecto a cómo se producirá la transición, comentó que al incremento regular de la subvención general se sumará la  creación de la subvención de gratuidad, que partirá en 0,25 uf y terminará en 0,45 uf. Además, resaltó, se elevará en un 20% el valor de la subvención escolar preferencial y se creará un subvención escolar preferente para los quintiles 3 y 4, equivalente a la mitad de los recursos que contempla la anterior.

Apuntó que en este nuevo escenario, los colegios que cobran financiamiento compartido disminuirán el copago conforme aumenta en términos reales la unidad de subvención escolar, y después calcularán si les conviene impetrar la subvención de gratuidad y la subvención escolar preferencial o bien seguir cobrando el copago. Si el monto de este último es más alto, lógicamente será preferido. 

Aseguró que con las medidas anteriores se logrará que el 93,2% de la matrícula sea gratuita al fin de este periodo de Gobierno, subiendo al 97,1% al décimo año de entrada en vigencia de la ley. Con todo, hizo hincapié en que la extensión del periodo de eliminación del copago será conjetural, por cuanto supone que este Gobierno y los sucesivos seguirán aumentando la subvención general sólo en un 5%. Si el aumento es mayor, el tiempo se acortará exponencialmente. 

Precisó que si lo único que se hace a futuro es elevar la unidad de subvención escolar en 5%, el costo de la eliminación del financiamiento compartido al 2023 sería de $ 24.000.000 por cada niño, al 2028, de 45 millones y al 2033, de 392 millones. 

Refiriéndose a los costos del proyecto, sostuvo que la subvención de gratuidad, más la subvención escolar preferencial ampliada, más el reajuste de la subvención escolar preferencial, tendrán un costo de MMU$ 1.300 Puntualizó que dado que parte de ellos reemplazarán el copago de las familias, la inyección neta de recursos al sistema educacional será de MM U$ 700. Asimismo, puso de relieve que la educación pública, dado que ella es gratuita, recibirá de forma más rápida los nuevos recursos. Al cabo de dos años, recibirá MM U$ 460.

En el mismo orden de consideraciones, reseñó que ello no significará que el Gobierno sólo invertirá MM U$ 1.300, porque a esta suma habrá que adicionar el incremento real de la subvención general. Precisó que actualmente el valor de la subvención es del orden de los MM U$7.000, y añadió que si ella crece 5% en términos nominales, que equivale a 2% en términos reales, ello se traducirá en MM U$140 de gasto adicional por año (en diez años será de MM U$1.600 y en treinta años, alrededor de MM U$ 6.000).

Centrando su atención en el término de la selección, hizo presente que el proyecto separa nítidamente la postulación de la admisión. Comentó que la primera se hará por medio de un sistema electrónicamente interconectado en los colegios y también podrá realizarse por medio de internet. Asimismo, manifestó que con el fin de facilitar el proceso de asignación de los niños, el sistema permitirá que las familias postulen a más de un colegio, estableciendo el orden de sus preferencias en el caso de no quedar en la primera opción. 

En cuanto al proceso de admisión, manifestó que los colegios decidirán de conformidad a lo que sigue:

A.-Si la cantidad de postulantes es inferior al de vacantes, no habrán problemas. 

B.-Si el número de postulantes es superior al de vacantes, deberá observar las siguientes reglas: 

1.-En primer lugar, el colegio dará prioridad a los hermanos de los niños que asisten a él, a los hijos de profesores, asistentes de la educación y manipuladoras de alimentos y a los niños que hayan estado matriculados en él y hayan salido. 

2.-Seguidamente, deberá destinar al menos un 15% de su matrícula entre los postulantes calificados como vulnerables. En este caso, la selección será aleatoria entre ellos. 

3.-Para llenar las vacantes que resten con los postulantes no admitidos, el colegio realizará una selección aleatoria, no discriminatoria e imparcial de dichas vacantes, lo que podrá corroborar fácilmente el Ministerio de Educación, mientras que la Superintendencia de Educación podrá fiscalizar apropiadamente que no haya habido discriminación. 
Precisó que aquellos establecimientos que tienen proyectos educativos particulares podrán requerir un contrato de adhesión por parte de los padres para postular, quienes se comprometerán a respetar el proyecto educativo y su reglamento.

Enfatizó que si bien las familias podrán visitar el colegio, conocer el personal y el proyecto educativo, los establecimientos, simultáneamente con el proceso de postulación, no podrán realizar entrevistas, ya que ello podría sesgar el proceso de admisión.

Continuando con el desarrollo de sus planteamientos, puso de relieve que quedarán exceptuados de la imposibilidad de seleccionar, los colegios emblemáticos, tanto municipales como particulares subvencionados. Puntualizó que esta decisión se justifica, toda vez que se trata de establecimientos de alto rendimiento. En atención a lo anterior, podrán seleccionar entre aquellos postulantes que pertenezcan al 20% mejor de su generación.

En sintonía con el punto anterior, adujo que excepciones como la descrita existen en el derecho comparado, y se caracterizan por no discriminar por el capital sociocultural de los padres, pero si por medio de pruebas de admisión.

En relación con el término del lucro en la educación particular subvencionada, notó que el proyecto obliga a los establecimientos a transformarse en corporaciones educacionales de giro único sin fines de lucro en el plazo de dos años. Agregó que esta nueva figura heredará todas las obligaciones laborales y previsionales que la persona anterior tenía respecto de sus trabajadores.

Señaló que estas corporaciones serán gestionadas por un director, quien podrá recibir una remuneración adecuada a su gestión. Puntualizó que si el sostenedor tiene más de un colegio, su corporación recibirá subvención por el conjunto de sus alumnos y podrá distribuir los fondos con el objeto de nivelar entre sus establecimientos. Además, el sostenedor podrá tener la estructura que estime conveniente para asegurar el adecuado desenvolvimiento del conjunto de sus colegios.

En la misma línea, añadió que la corporación educacional tendrá un directorio, que estará integrado por un máximo de dos personas, y sólo serán remunerados los miembros de la corporación que trabajen en el proyecto educacional.

Hizo ver que la iniciativa de ley define al sostenedor como un cooperador del Estado, y a la luz de ello, gestionará el uso de las subvenciones que reciba y los demás aportes. En ese contexto, comentó, la subvención sólo podrá ser dedicada a los fines educativos señalados exhaustivamente en el proyecto. Con todo, recalcó, quedarán comprendidos todos aquellos gastos que sean consistentes con el proyecto educativo. Con ello, sentenció, el Gobierno da la señal que está disponible para financiar todos los proyectos educativos particulares, cualquiera que sea su enfoque, que no contradigan las normas constitucionales.
Abocándose a la situación de aquellos sostenedores constituidos como personas jurídicas con fines de lucro que son dueños del bien raíz en donde funciona el establecimiento educacional, reiteró que la nueva corporación educacional sin fines de lucro podrá acudir a un banco para que éste les financie la compra de la infraestructura, institución que tasará el valor de la propiedad a precio de mercado y a la cual la corporación pagará el dividendo en 25 años con cargo a la subvención. El sostenedor, por su parte, se pagará con el préstamo del banco.

Agregó que si la corporación decidiera no acudir al banco, podrá pagar la propiedad al dueño en veinticinco cuotas anuales, con una anualidad equivalente al 11% del avaluó fiscal. Explicó que dado que el avaluó fiscal es cercano al 60% al valor de mercado, el 11% de ello se traducirá en el 6,6% del valor del mercado, monto similar a lo que se cobra por el arrendamiento de un bien raíz. Además, subrayó que los colegios podrán pedir unilateralmente al Servicio de Impuestos Internos un nuevo avalúo, quien deberá retazar la propiedad.

Deteniéndose en la situación de aquellos sostenedores que no son propietarios del inmueble en donde funciona el establecimiento, en tanto, puso de manifiesto que si bien el proyecto privilegia que las corporaciones sin fines de lucro sean dueñas de ellos, para lo cual se consagran normas de adquisición, en aquellos casos en que ello no sea posible, se disponen alternativas. Así, quienes tengan los bienes en comodato podrán mantener dicho contrato, pero la duración de éste deberá ser de al menos veinte años, revisable al cabo de diez años. 

En el mismo orden de consideraciones, añadió que si bien la norma del arrendamiento no está en la propuesta de ley despachada por la Cámara de Diputados, se presentará una indicación que permita el arrendamiento durante tres años más a terceros no relacionados o relacionados sin fines de lucro. En este caso, la renta anula no podrá superar 11% del avalúo fiscal.

Por último, presentando la solución para aquellos establecimientos que decidan cerrar, indicó que para ello el Estado tendrá la facultad de comprar inmuebles y hacer funcionar los colegios en el caso de advertirse que la matrícula es insuficiente en los distintos territorios.

Se deja constancia de que el señor Ministro de Educación acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Subcomisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Subcomisión.
El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que el proyecto de ley en estudio no era la reforma educacional, sino una de las ocho iniciativas que la conforman. Asimismo, sentenció que si bien para alcanzar calidad en la educación lo central es lo que ocurre en las aulas y la preparación de los profesores y directores de los establecimientos, este proyecto permite crear las condiciones para posibilitar una educación equitativa y de calidad.

A reglón seguido, agregó que la justificación de esta propuesta de ley descansa en que sólo en nuestro país se permite que en materia de educación se pueda lucrar con fondos públicos, cobrar copago y seleccionar. A la luz de lo anterior, juzgó que el proyecto no era un capricho del Gobierno de la Nueva Mayoría, sino que buscaba terminar con la anomalía descrita.

En sintonía con el punto anterior, llamó a superar la mirada negativa hacia él y a celebrar que permitirá mayor inclusión en el ámbito de la educación escolar.

Adentrándose en el análisis del contenido de la iniciativa de ley, aseguró que su principal fortaleza radicaba en poner término al financiamiento compartido, razón por la cual alabó dicha decisión.

Respecto de la propuesta de terminar con la selección, consideró que lo que debía erradicarse era la de índole socioeconómica y, por lo tanto, llamó a definir adecuadamente qué se entendería por tal expresión.

Finalmente, en relación con el término del lucro, valoró la idea que los recursos públicos recibidos a título de subvención deban ir íntegramente al proyecto educativo. Con todo, fue enfático en sostener que los sostenedores tenían derecho a recuperar la inversión realizada y a que su gestión fuera remunerada. 

Por su lado, el Honorable Senador señor Allamand anheló que durante la tramitación del proyecto, el Gobierno y la oposición tuvieran la oportunidad de persuadirse recíprocamente.

Establecido lo anterior, calificó la iniciativa de ley como un mal proyecto, toda vez que consideró que la falta de calidad y de integración presentes en la educación de nuestro país no se resolverían poniendo fin a la educación particular subvencionada con fines de lucro ni a la admisión por méritos académicos.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, hizo ver que la propuesta de ley haría prácticamente inviable la educación particular subvencionada. Justificando su aseveración, adujo que a sus sostenedores se les exigirá ser propietarios de los inmuebles, en circunstancias que el 80% de ellos no lo son y que el cumplimiento de la imposición anterior dependerá de la voluntad de un tercero.

En otro orden de consideraciones, refutó la afirmación del señor Ministro de Educación respecto a que la educación particular subvencionada con lucro no estuviera alineada con los objetivos que debe perseguir el sistema educativo. A mayor abundamiento, notó que ella se contradecía con la decisión adoptada por la Concertación durante los Gobiernos de los ex Presidentes de la República, señores Frei y Lagos. En efecto, recordó que el año 1997, durante el Gobierno del ex Presidente de la República señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle, se estableció la jornada escolar completa, cuya vigencia coincidió durante 6 años con el desempeño del Ministro Eyzaguirre como titular de la Secretaría de Hacienda. Precisó que en el marco de ella se adoptó la decisión de aportar recursos del Estado a los colegios particulares subvencionados, sin importar si ellos perseguían o no fines de lucro. Así, arguyó, fue durante el Gobierno de los ex Presidentes mencionados cuando se dio mayor impulso a la educación particular subvencionada. 

Siguiendo con su argumentación, agregó que toda la literatura que sirve de fundamento a la reforma analizada existía en aquellos años y no obstante ello se adoptó la decisión mencionada, porque se advirtió el inmenso aporte realizado por la educación particular subvencionada. 

Por último, solicitó analizar el fondo del proyecto antes de detenerse en sus detalles y abrigó la esperanza de convencer al Ejecutivo que es ahora cuando se incurre en equivocaciones respecto de la educación particular subvencionada y no en el pasado.

A su vez, el Honorable Senador señor Rossi hizo hincapié en que el objetivo perseguido por el proyecto de ley en estudio radicaba en cambiar el paradigma de la educación chilena, de manera que ella sea considerada un bien social y no un bien de consumo, en donde las reglas las fijan los sostenedores y no importa si ellas se apartan del interés general. En atención a ello, llamó a no demandar a la iniciativa de ley en estudio objetivos que no persigue, tales como mejorar la calidad de los profesores o la organización de la educación pública.

En otro orden de ideas, puso de relieve que la presencia de la selección, del copago y del lucro han conducido a nuestro sistema educativo a transformarse en uno segregado, característica que obsta la presencia de la calidad, toda vez que impide observar si ella es proporcionada por los establecimientos. Asimismo, enfatizó que los daños proporcionados por una educación de mala calidad serán irreversibles.

Por las razones anteriores, consideró esencial que la educación sea efectivamente un derecho social y que las reglas del juego sean fruto de un proceso de deliberación colectiva y democrática que asegure la primacía del interés general.

Deteniéndose en el lucro con recursos públicos, hizo ver que su presencia incita a los sostenedores concentrar a los niños con mayores aptitudes para invertir menos y obtener mayores ganancias. 

Coincidiendo con los planteamientos del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, resaltó que una de las virtudes del proyecto será que asegurará la inclusión y que serán efectivamente los establecimientos quienes se adapten a los niños y no a la inversa.

En cuanto a la selección, solicitó adoptar medidas de discriminación positiva para permitir la inclusión de los niños con necesidades educativas especiales y así visibilizarlos. Al respecto, subrayó que, actualmente, los programas de integración escolar y las escuelas especiales sólo ofrecen cobertura a la mitad de los menores que las presentan, dejando fuera 350.000.

Finalmente, manifestó su asombro respecto de aquellos que se opusieron a la existencia de contratos entre personas relacionadas que persiguen fines de lucro en el ámbito de la educación superior y hoy los defienden para la educación escolar.

El Honorable Senador señor Quintana, en tanto, valoró el tono del debate y, al igual que el Honorable Senador señor Allamand, estimó que debía analizarse el fondo del proyecto antes de entrar en sus detalles. Juzgó que así quedaría claramente establecido quiénes quieren mantener la educación como un bien de consumo y quiénes reconocen en ella un derecho social.

A reglón seguido, notó que las dificultades que ha debido sortear la iniciativa de ley se explican por los intereses económicos involucrados en la educación escolar.

Por otro lado, celebró que el Ministro de Educación explicara adecuadamente la relación entre el fin del lucro, el financiamiento compartido, la selección y la calidad, y aseguró que en los Gobiernos de los ex Presidentes de la República señores Frei y Lagos, no se tenía conciencia de que ellos serían elementos que corromperían la educación de calidad y que acarrearían equidad y segregación.

Deteniéndose en los establecimientos particulares subvencionados, resaltó que la realidad de cada uno de ellos era muy heterogénea y dependía de su emplazamiento.

Centrándose en las normas de transición, destacó que la propuesta de ley en estudio honrará los compromisos asumidos por el Estado con los sostenedores organizados como sociedades comerciales. Sin embargo, consideró que si se daban todas las garantías a ellos, no existía razón para dar cabido a los arrendamientos. Adicionalmente, criticó la decisión que los establecimientos emblemáticos pudieran seleccionar.

Por último, propuso analizar en primer lugar el fin del lucro, luego del copago y, en tercer lugar, el de la selección.

En seguida, la Honorable Senadora señora Von Baer puso de relieve que el proyecto de ley no dice relación con la calidad de la educación impartida, por cuanto ella responde a factores tales como la preparación de los profesores y directores. En el mismo sentido, agregó que la iniciativa de ley, además de no referirse a la calidad, la afectará, toda vez que conllevará el cierre de establecimientos cuya educación tiene esta importante característica.

En la misma línea argumental, resaltó que la propuesta de ley nace de la convicción del Gobierno de la Nueva Mayoría que los bienes públicos sólo pueden ser generados por el Estado y sus instituciones. Añadió que dicho enfoque lleva a mirar con desconfianza a quienes, desde el mundo privado, han aportado a la producción de bienes públicos, como ocurre en este caso con los sostenedores privados, y advirtió que en el razonamiento del Gobierno poco importa si la educación entregada es o no de calidad.

Centrando su atención en el uso que podrá darse a los recursos recibidos a título de subvención, consideró que la idea de establecer en una lista los ítems en los que podrían invertirse dejaría fuera algunos importantes, que desde el parlamento no pueden observarse.

En relación con la afirmación del señor Ministro de Educación respecto a que la presencia de la selección impide observar si la educación proporcionada es o no de calidad, indicó que igual objetivo podría alcanzar si los estudios se realizaran por nivel socioeconómico. En el mismo sentido, notó que, de acuerdo a los realizados, la realidad es que existen colegios con fines de lucro de calidad y otros que no la tiene, cuestión que también ocurre en los establecimientos municipales, en los particulares subvencionados sin fines de lucro y en los particulares pagados. En atención a lo anterior, llamó a no incitar a establecimientos de calidad a cerrar y a poner el foco en donde debe estar.

En tanto, el Honorable Diputado señor Jackson si bien celebró el tono del debate, criticó los planteamientos de los senadores de la Alianza por cuanto consideró que incurrían en falacias y, en consecuencia, llamó a dejar de manifiesto las diferencias ideológicas, en lugar de construir un argumento comunicacional y retórico.

Deteniéndose en la intervención de la Honorable Senadora señora Von Baer, discrepó de la aseveración que la selección no afecta la calidad. Al respecto, hizo ver que si el aula de clases está determinada por el alto nivel socioeconómico y educacional de las familias, resulta más fácil la enseñanza que en aquellas en donde la presencia de estudiantes vulnerables es alta. A mayor abundamiento, remarcó que las condiciones sistémicas y estructurales condicionan la forma en que los docentes se desenvuelven, y añadió que los colegios que seleccionan tienen el camino pavimentado, mientras que el de aquellos que no lo hacen va cuesta arriba. Sobre el particular, hizo ver la necesidad que ambas realidades se complementen, de manera que el efecto par permita nivelar hacia arriba.

Asimismo, reprochó la afirmación que el proyecto afectaría la libertad de elegir de los padres, y sentenció que, por el contrario, las libertades aumentaría con él, al desaparecer el financiamiento compartido.

Por otro lado, criticó también la aseveración que el Gobierno tuviera la convicción que sólo el Estado es capaz de proveer bienes públicos. En este punto, puso de relieve que el texto aprobado por la Cámara de Diputados no tenía referencias en tal sentido y, por el contrario, ratificaba la necesidad de contar con una educación mixta. En el mismo sentido, consideró que las mayores regulaciones impuestas se basan en que el Estado valora el aporte de privados y busca asegurar que los dineros que entrega vayan en su totalidad al proyecto educativo.

En cuanto al mantenimiento de la selección en algunos colegios, lamentó tal decisión que, resaltó, permitirá que existan establecimientos caracterizados por la desesperanza y otros por el éxito. En este punto, hizo ver la necesidad que en una misma aula convivan alumnos talentosos con aquellos que tienen dificultades de aprendizaje.

Finalmente, demandó sancionar el lucro con cárcel, indicación no acogida por la Sala de la Cámara de Diputados, pues acotó que su ausencia posibilitaría dejar la puerta abierta a que el “no al lucro” se transforme una mera consigna.

En seguida, el señor Ministro de Educación, deteniéndose en las intervenciones parlamentarias, anheló alcanzar un adecuado debate en esta rama del Congreso Nacional e hizo un llamado a no caer en descalificaciones.

Por otra parte, estimó que la provisión de bienes públicos no sólo puede ser provista por el mundo privado, sino que, además, es beneficioso que ello sea así. Con todo, remarcó que en materia de educación, la presencia del lucro puede generar distorsiones entre el interés del Estado y el del agente.

En relación con la demanda del Honorable Senador señor Rossi respecto de los niños con necesidades educativas especiales, consideró que dicha materia no podía ser considerada en la propuesta de ley dada su relevancia. Además, notó que en el derecho comparado no existe un criterio uniforme respecto a si los menores deben educarse en establecimientos normales o ser educados de manera separada. 

Respecto de la inquietud del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sobre la selección, fue enfático en sostener que la idea es que sean las familias quienes elijan el colegio para sus hijos y no al revés, como ocurre actualmente. No obstante, precisó que los padres deberán adherirse al proyecto educativo.

Centrando su atención en las críticas del Honorable Senador señor Allamand, explicó que la necesidad de aumentar la cobertura en la educación escolar llevó a los gobiernos de la Concertación a permitir a los privados a constituirse como personas jurídicas con fines de lucro. Con todo, resaltó que dicho importante aporte dio paso a un sistema segregado que urge corregir.

Por último, deteniéndose en la solicitud del Honorable Senador señor Quintana en orden a no incorporar los arrendamientos en el caso de los establecimientos particulares subvencionados, resaltó que si bien lo ideal sería que la corporación educacional sin fines de lucro sea dueña de la infraestructura, habrá casos en los que su presencia será indispensable, como en aquellos que el propietario del inmueble en donde funciona el establecimiento no quiera o no pueda vender, caso este último de los colegios pertenecientes a congregaciones religiosas.

B.- EXPOSICIONES DE INVITADOS Y COMENTARIOS DE LOS SENADORES INTEGRANTES DE LA COMISIÓN

Como se indicó al inicio de este informe, la Comisión acordó recibir en audiencia, de manera previa a la votación en general de este proyecto, a las instituciones y personas que se han reseñado precedentemente, nómina que fue concordada por sus integrantes. Sus exposiciones se contienen en las presentaciones que se incorporan como Anexo a este informe.


Sin perjuicio de lo anterior, y para el efecto de ilustrar lo que fue la discusión habida en el seno de la Comisión, a continuación se consignan los principales planteamientos que ellos formularon, en el mismo orden en que fueron recibidos por la Comisión, y el intercambio de ideas que se produjo sobre el particular.

1.- La Directora del Programa Social del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Alejandra Candia señaló que siendo los ejes principales del proyecto la eliminación del financiamiento compartido, el reemplazo de los mecanismos de selección escolar y la prohibición de entregar subvención a sostenedores con fines de lucro, se trata de un proyecto que tiene a su juicio, como gran ausente, el factor de la calidad de la educación.

Sobre la eliminación del financiamiento compartido indicó que no lo comparten por una serie de razones, en especial porque de acuerdo a los análisis el proyecto de ley tal como está, no compensa los recursos de los establecimientos educacionales. 

Conforme a lo dicho, explicó que la subvención va creciendo al ritmo del crecimiento de la unidad de subvención educacional y por su parte el copago es congelado en el proyecto en valor de U.F., de modo que históricamente y en términos generales, la subvención va creciendo a un ritmo superior al aumento de la U.F., al punto que al cabo de un año, por las diferencias entre ambas se pierde una gran cantidad de recursos.

Dentro de los aspectos importantes que estimó necesario aclarar, destacó la idea que existe en cuanto a que el financiamiento compartido es una barrera para el ingreso a los establecimientos educacionales de ciertos grupos de alumnos, afirmación que no comparte, por cuanto, en el origen del financiamiento compartido no existía la SEP, de modo que en ese escenario efectivamente existían ciertos incentivos para que los sostenedores dejaran fuera, por su mayor costo, a los niños de los grupos más vulnerables.

Dicha situación fue corregida hace poco tiempo, según sostuvo, con la mencionada SEP el año 2008, y si bien aún está en régimen, del análisis de la información disponible se aprecia que del total de alumnos que hoy estudia en un colegio que recibe subvención (3.024.000 alumnos), alrededor de 1.715.000 son alumnos prioritarios, de los cuales a su vez 1.480.000 estudian en colegios que reciben SEP y que por definición no pagan financiamiento compartido.

Dado lo anterior, la señora Candia señaló que  actualmente en establecimientos con financiamiento compartido, existen grupos de alumnos que estudian en forma gratuita. En este sentido, agregó que a los establecimientos con financiamiento compartido, no adscritos a la SEP, asisten 163.287 (alrededor de un 5%), además destacó que existe la obligación de otorgar beca a los alumnos que asisten a colegios con estas características siempre que pertenezcan al 15% más vulnerable, de modo que un porcentaje importante no está pagando el financiamiento compartido. 

Por todo lo señalado, concluyó a este respecto que el financiamiento compartido no constituye una barrera real. Luego, afirmó que en su parecer, éste contribuye de manera relevante a aportar en el gasto por alumno que pueda hacerse hoy, tanto del sector privado como desde el sector público.

En la misma línea, indicó que la SEP corrigió un problema importante al tiempo que agregó que la manera para evitar que el financiamiento se transforme en una barrera, es potenciando sus herramientas (por ejemplo: las becas), permitiendo a su vez que aquellos padres que puedan pagar, sigan haciéndolo, ya que ello contribuye a aumentar el gasto por alumno y por ende la calidad de la educación.  

Respecto de la idea que existe entorno a que los colegios particulares subvencionados por el sólo hecho de recibir el financiamiento compartido, reciben más recursos por niños que los colegios municipales, hizo presente que ello no es así, por cuanto estos últimos reciben una serie de fondos desde el Gobierno central que están únicamente destinados a la educación municipal.

Luego, afirmó que los recursos reales por alumno alcanzan un 45% más en el sector municipal que los recursos destinados a un niño del sector particular subvencionado, no obstante que se trate de niños con igual condición de vulnerabilidad.

Continuando con su exposición respecto de la eliminación del financiamiento compartido, y por qué ello no es un objetivo deseable para el sistema escolar actual, señaló que el actual sistema permite que en un mismo establecimiento se eduquen niños que pueden pagar el financiamiento con niños que no pueden hacerlo, y que por este sólo hecho van gratis a esas instituciones, de tal manera que su eliminación podría ser fuente de mayores inequidades.

Pasando al segundo eje, fin a la selección, sostuvo que el  proyecto de ley viene a cambiar la forma de seleccionar alumnos en el caso que la oferta sea menor que la demanda, por lo que en realidad se habla del reemplazo de los mecanismos de selección escolar.

Dicho esto, hizo presente que en promedio, el país no es tan selectivo como se suele pensar, puesto que en materia de selección por desempeño académico, Chile se encuentra por debajo del porcentaje de la OCDE que alcanza un 41%.

Sobre el particular la señora Candia precisó que en promedio, los sistemas escolares de la OCDE comienzan seleccionando alumnos para los diferentes programas educativos a los 14 años de edad, e incluso en países como Austria y Alemania la selección parte a los 10 años, mientras que en Australia, Canadá, Dinamarca, Finlandia, Islandia, Nueva Zelanda, Noruega, Polonia, España, Suecia, Reino Unido, Estados Unidos y en Chile comienza a los 16 años, de donde se desprende que Chile es un país de baja selectividad, tanto por criterios académicos como residenciales.
En otro aspecto, indicó que puesto que las mujeres cada vez se han integrado en mayor medida al campo laboral y teniendo en consideración la baja en la tasa de natalidad que se ha experimentado en el mundo en los últimos años, recalcó que a futuro el escenario será muy distinto, en el sentido que serán los colegios quienes busquen alumnos para su postulación.

Directamente relacionado con lo anterior, dijo que de acuerdo con la encuesta CEP del año 2006 (previo a Superintendencia y Ley SEP), un 93% de los padres encuestados afirmó que su hijo había sido aceptado en el colegio que más le gustaba, en tanto que conforme a los datos que maneja el Instituto (Encuesta LyD, mayo 2014), un 86% de los encuestados en su oportunidad dijeron no haber tenido ninguna limitante al momento de elegir el colegio de sus hijos.

Conforme a lo anterior, hizo presente que tal como se ha planteado el proyecto de ley, la forma de cambiar los mecanismos de selección hace que el proceso de postulación y admisión sea poco personalizado, agregó que si bien se corrigió el tener que postular via plataforma virtual (como lo planteaba inicialmente el proyecto), el Ministerio continuaría siendo el encargado de informar los criterios de selección y además debe mantener un sistema de postulación remota.

Enseguida, planteó que el proceso de postulación sigue siendo bastante poco personalizado, al punto que si bien el proyecto plantea la posibilidad que los colegios organicen encuentros informativos para poder vincular a los padres con el proyecto educativo respectivo, dichos encuentros no son vinculantes y las entrevistas que se previenen en  la iniciativa legal  solo se podrán realizar una vez que el alumno ya esté matriculado.

Señaló asimismo que en el proyecto se establecen casos especiales, como el de los establecimientos artísticos y los emblemáticos que hoy existen, sin contemplar la posibilidad de crear  nuevos establecimientos de excelencia, es decir, por decreto va a elegir cuáles son los establecimientos que van a poder seleccionar por rendimiento académico.

Agregó a este respecto que tampoco se podrá seleccionar en los términos actuales, sino que se traslada el problema que hoy se da en relación al ranking de notas, en el sentido que con el proyecto para poder ingresar a los colegios emblemáticos se deberá estar dentro del 20% más alto del ranking de notas para ser seleccionado, de modo que la misma situación que hoy se da en 3° y 4° medio (que los alumnos se cambian a colegios con menor rendimiento para aumentar su ranking y facilitar el acceso a la universidad), se comenzará a vivir en 5° y 6° básico.

Enfatizó que si bien se establecen excepciones para la creación de establecimientos artísticos, no se consideran otros aspectos esenciales para la sociedad el momento de la elección, como son el deporte, ciencia y cultos religiosos entre varios otros factores que pueden considerarse al momento de una selección, pero que el proyecto no recoge.

Hizo presente que la legislación vigente ya prohíbe todo tipo de selección hasta 6° año de enseñanza básica, y para el resto de los niveles, existe una protección en contra de la discriminación arbitraria el tiempo que exige procesos de admisión transparentes y objetivos; para el caso de la expulsión exige también protocolos conocidos y medidas previas.

Dado lo anterior, sostuvo que la iniciativa en discusión viene a restringir la existencia de proyectos educativos diversos y la capacidad de potenciar distintos talentos, gustos y habilidades, además que prohíbe la discriminación por necesidades educativas especiales de carácter permanente, de modo que en cierta forma establece una suerte de inclusión “ a la fuerza”, donde se obvia que la verdadera inclusión requiere de recursos y capacidades totalmente inexistentes en el sistema educacional y de las cuales el proyecto nada dice.

Para referirse al tercer eje del proyecto que es la prohibición de entregar subvención a sostenedores con fines de lucro, tomó la palabra el Abogado Investigador del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Jorge Avilés quien señaló que hay aproximadamente 2.800 establecimientos de sostenedores que tienen fines de lucro y que ofrecen educación escolar; asimismo indicó que a dichos establecimientos asisten más de un millón de alumnos que representan alrededor de un 37% de la matrícula escolar.

Hizo presente que del total de alumnos prioritarios del sector particular subvencionado, 7 de cada 10 asiste a establecimientos con fines de lucro, incluso recalcó que 4 de ellos asiste a un establecimiento que cobra además financiamiento compartido. Agregó que hoy en día la mitad de los colegios con fines de lucro son gratuitos, además que el 90% de los sostenedores constituidos como personas jurídicas con fines de lucro tiene sólo un establecimiento educacional.

Respecto de los establecimientos existentes(municipales, particulares subvencionados con y sin fines de lucro), indicó que de acuerdo a los rendimientos que se alcanzan en el SIMCE, se puede afirmar que a su vez tienen una gran diversidad entre ello, de donde existen colegios buenos y no tan buenos en todos los sectores, es decir, la evidencia muestra que en Chile no existen resultados académicos significativamente distintos entre los diferentes tipos de establecimiento que existen en la actualidad.

En este escenario, hizo presente que la existencia de los colegios particulares subvencionados ha aportado mucho en diversidad, cobertura y segregación escolar, de modo que en su opinión al eliminarse los establecimientos con fines de lucro, podría ocurrir que parte de la diversidad de los proyectos educativos se perdería, por cuanto el 89% de los colegios sin fines de lucro es confesional.

En materia de inclusión, manifestó que también podría haber un importante retroceso ya que actualmente 7 de cada 10 alumnos prioritarios asiste a este tipo de establecimiento (con fines de lucro).

Dentro de este contexto, señaló que no es posible estimar las consecuencias positivas que puede llegar a tener este proyecto de ley, dado que no existe mucha información a este respecto para considerar en la toma de decisiones por parte del Ejecutivo.

Enseguida dijo que uno de los problemas que se presenta en  este proyecto de ley, que como sabemos busca poner fin al lucro no obstante que de acuerdo a la información aportada, ello no tiene mucho impacto en la calidad, es que la forma en que lo hace no le parece la más apropiada.

Precisando sus dichos, indicó que el proyecto termina con el lucro obligando a los sostenedores a constituirse como fundaciones o corporaciones y crea una nueva figura llamada corporación educacional. En este sentido, dijo que además se les exige a los sostenedores ser dueños del inmueble o comodatarios de los mismos a 20 años, además se les exige gastar recursos sólo en aquello que la ley o la Superintendencia determinen que es posible y se crea, por último, una gran carga administrativa respecto de las rendiciones de cuenta.    

A continuación el señor Avilés planteó que pasar de ser una sociedad a una corporación o fundación tiene, a su juicio, claros costos tanto para el Mineduc como para los sostenedores ya que la nueva figura (que presenta pequeñas diferencias en comparación a las fundaciones y corporaciones existentes reguladas por el Código Civil), crea una doble institucionalidad para fiscalizar y sancionar.

Según señaló, estará la Superintendencia fiscalizando con todas las atribuciones que tiene, incluso pudiendo cerrar establecimientos, y estará el Mineduc que podrá revocar el reconocimiento oficial en caso que los actos del sostenedor vayan en contra de la moral, el orden público, la seguridad del Estado o por incumplimientos graves de las disposiciones de las leyes y sus estatutos, que es la misma situación que ocurrió con la Universidad del Mar, de modo que sostuvo que ello representa un claro retroceso respecto de lo que ya se había conseguido con la ley de Aseguramiento de la Calidad.

Siempre en el tema del fin al lucro, señaló que otra de las medidas que adopta el proyecto para terminar con él es que exige, como ya se adelantó, que los sostenedores sean propietarios o comodatarios de los inmuebles.

Lo anterior, según dijo, significa que la ley contempla que el sostenedor tenga el inmueble a préstamo por 20 años, que se renovarán automáticamente por 20 años más, en el caso que el dueño quiera recuperar su bien, debe avisar con 10 años de anticipación. Dadas las condiciones exigidas, estimó que conseguir ese préstamo en esas condiciones es prácticamente imposible.

En esta misma línea, dijo que en el caso que el sostenedor sea dueño del inmueble, se requiere además que éste último esté libre de gravámenes. Al respecto agregó que de acuerdo a las cifras de la Conacep
, alrededor de un 80% hoy en día no son dueños de los inmuebles.

Dicho esto, señaló que de acuerdo al proyecto estos sostenedores tendrían 3 años para comprar dichos inmuebles ya sea con recursos propios (situación que es muy difícil); o bien, se considera la posibilidad de comprarlo con cargo a la subvención para lo que solicitará un préstamo con este respaldo, y por último existe la posibilidad de imputar una doceava parte mensual del 11% del avalúo fiscal, que se permite entre personas relacionadas, a diferencia de la modalidad anterior en que no se puede. Dado lo anterior, sostuvo que en el fondo se está transfiriendo a los Bancos la carga de evaluar a los sostenedores.

En el caso que no puedan adquirir los inmuebles, dijo que lo más probable es que esos colegios se transformen en establecimientos particulares pagados y si las familias no pueden pagar los aranceles, dejarán de funcionar. 

Luego, indicó que existen muchas dudas sin responder por parte del Ejecutivo como para adoptar una medida así, al punto que no existe claridad respecto del número de sostenedores que arriendan, cuántos son partes relacionadas, que monto pagan por los arriendos, cuanto es el lucro encubierto, cuantos pagan deuda por la inversión realizada, entre muchas otras interrogantes que hasta el momento, no han tenido respuesta.

Por último, recalcó que a todo lo anterior, se agrega que el Estado determinará a los sostenedores en que gastar el dinero, con lo que finalmente se redefine el rol del sostenedor que pasa a ser un cooperador del Estado en la prestación del servicio educacional, lo que en la práctica significa que sigue siendo un mero administrador de recursos públicos, por cuanto la ley determinará el fin de dichos recursos y la Superintendencia fiscalizará dicho gasto.

Otra de las formas en que se quiere poner fin al lucro es, a su juicio, recargando administrativamente al sostenedor respecto del tema de la información. Si bien estuvo de acuerdo con que el sostenedor tenga que rendir  las cuentas de la mejor manera, estimó que el proyecto impone obligaciones muy difíciles de cumplir y que van a distraer gran parte del tiempo y las capacidades de los establecimientos en ellas.

Todo lo anterior limitará, según dijo, la gestión de los distintos proyectos educativos, repitiéndose una situación similar a lo que ocurre actualmente con la SEP, en que no obstante ser muy amplia, tiene objeciones por parte de la Contraloría General de la Republica en el uso de esos recursos, lo que en este caso podría ser aun peor dadas las graves sanciones que se establecen.

Pasando a otro tema, se refirió al congelamiento de la oferta de nuevos establecimientos particulares subvencionados si el Mineduc considera que no existe una demanda insatisfecha en el territorio, y sobre el particular sostuvo que le parece muy complicado porque reserva discrecionalmente al Ministerio la facultad de determinar si un “territorio” que no se encuentra definido, tiene demanda insatisfecha.

Agregó a este respecto que con las tasas de natalidad a la baja, además de la gran migración que ha habido desde lo establecimientos municipales a los particulares subvencionados, es claro que en ningún territorio se dará la situación de la demanda insatisfecha, con lo que se está estableciendo una gran barrera a los nuevos establecimientos que quieran funcionar, creándose un monopolio de la oferta existente, sin ningún incentivo para mejorar la calidad.

En la misma línea, hizo presente que también se establecen barreras para el desarrollo de nuevos proyectos educativos, por cuanto, si bien se introdujo en la Honorable Cámara de Diputados una norma que indica que los establecimientos que hayan pedido reconocimiento oficial, estos sólo podrán iniciar sus actividades una vez que hayan sido Reconocidos, pero lo que no se ha considerado es que hay otros aspectos que no dependen del sostenedor para obtener dicho reconocimiento (por ejemplo: certificado final de obras) y además, en términos generales dicho proceso demora alrededor de 2 años. 

Así, indicó que cumplir con la nueva normativa significaría que los establecimientos  tengan que tener contratado todo el personal idóneo por al menos 2 años, hasta obtener el certificado del Mineduc, situación que además de considerarla grave dijo que incentiva a los establecimientos educacionales que imparten niveles y que no tienen reconocimiento a que no lo hagan, ya que tendrían que cerrar, cumplir con los requisitos y ahí solicitar el Reconocimiento Oficial.

En este contexto, sostuvo que con la iniciativa legal en discusión también se ha querido entrar a regular a los colegios particulares pagados, dado que extiende la prohibición de seleccionar por medio de cualquier prueba hasta 6° año de enseñanza básica (actualmente esto sólo está vigente para los establecimientos subvencionados que reciben aportes del Estado), entre varios otros tópicos, no obstante que dichos colegios no reciben recursos del Estado y lo mismo ocurre con la fiscalización.

Para cerrar las exposiciones, la señora Candia hizo presente que si bien se ha anunciado por parte de las autoridades un mayor gasto en materia de educación  (alrededor de M$8.200), el mayor gasto ya comprometido para educación es, según sus estimaciones, cerca de M$4.000, no obstante que nada hay todavía respecto de mejorar la calidad de la educación que era el fin principal de la reforma.

2.- El Presidente Ejecutivo de Fundación Chile 21, señor Carlos Ominami valoró muy positivamente el esfuerzo del Gobierno y enfatizó que los esfuerzos estaban centrados en mejorar la calidad de la educación en su conjunto, tanto de los establecimientos municipales, como de los particulares subvencionados y particulares pagados, puesto que el país en su conjunto tiene malos indicadores en comparación con los países de la OCDE en materia educacional.

Señaló que a su parecer, la Ley General de Educación que se aprobó el año 2008 no era la respuesta que necesitaba el sistema educacional chileno. Dicho esto, indicó que era partidario de una reforma estructural profunda, de manera que compartió el objetivo central de la reforma, ya que hizo presente que era necesario transitar de la educación como negocio a la educación como un derecho. 

Desde un punto de vista económico, enfatizó que el mercado es eficiente en la producción de bienes que responden a necesidades múltiples respaldadas en demandas solventes, no obstante, no es igualmente eficiente en la provisión de una educación de calidad para todos.

En este sentido, dijo que por definición el mercado segmenta y reproduce las desigualdades, y señaló que al respecto hay bastante evidencia que apunta a que la competencia en el mercado no conlleva a una educación de mayor calidad.

A modo de ejemplo, indicó que en materia de calidad una definición importante es contratar o no buenos profesores, si opera una lógica de costos, no se contratará a los mejores, sino que a los más baratos.

En virtud de lo hasta aquí dicho, manifestó su  aprobación al proyecto de ley en los mismos términos en que éste fue aprobado en su oportunidad por la Honorable Cámara de Diputados, no obstante, discrepó con la secuencia y la estrategia puesta en práctica para cumplir con el objetivo de alcanzar una educación de calidad y gratuita.

Sobre este último punto, indicó que a su parecer una insuficiencia grave de la reforma es que ella se define por el lucro, no al lucro, no a la selección y no al copago. En este sentido dijo que no había una idea fuerza que fuera suficientemente poderosa, es decir, el proyecto está formulado en mayor medida sobre una base negativa que sobre una positiva, lo que probablemente explica gran parte de las dificultades que hoy en día enfrenta la reforma, que incluso se refleja en su título.

Por otro lado, hizo presente que la iniciativa no asume un dato fundamental que es el desprestigio de la educación pública y la creencia (ilusoria en muchos casos) que la educación privada puede garantizar una mejor calidad. Agregó que la gente rehúye de la educación municipal, porque se instaló la percepción de que ésta no opera como mecanismo de movilidad social, sino más bien reproduce las condiciones de marginalidad y pobreza.

La convicción a que se ha hecho mención, corresponde según explicó, al resultado deliberado de la multiplicación de las lógicas de mercado al interior del sistema educacional, es decir, se produjo cuando se buscó transformar la educación en un negocio, que a su vez conspiró fuertemente en contra de la educación pública.

A este respecto, enfatizó su apoyo a los sistemas educacionales en que el pilar central es la educación pública que es lo que ocurre en una gran mayoría de países con mayor grado de desarrollo que Chile, como en los Estados Unidos.

También destacó que nuestro país ha tenido históricamente un sistema mixto donde hay colegios privados que constituyen un verdadero aporte, por lo que manifestó su preocupación por el hecho que muchos sostenedores particulares hoy se sienten amenazados.

Luego, añadió que desde su punto de vista la reforma debió haber establecido una distinción nítida entre los sostenedores de uno o más colegios que están respaldados por un claro proyecto educacional, respecto de aquéllos dueños de “cadenas de colegios” que eligieron como fuente de negocio a la educación.

Dicho esto, enfatizó que los últimos son personajes que persiguen el lucro, al margen de una genuina vocación por educar, lo que constituye una diferencia crucial en esta materia, si lo que se pretende es incidir en la calidad de la educación.

En este escenario, planteó que las reformas educacionales profundas son siempre difíciles y por ello es prácticamente imposible que se lleven adelante por consenso, no obstante, recalcó que para que las reformas sean estables en el tiempo requieren de la generación de una mayoría consistente.

Dado lo anterior, hizo presente que la sensación es que la presente reforma no está concitando el respaldo mayoritario que necesita una reforma educacional de fondo, más bien, dijo que la evidencia apunta a una pérdida de respaldo, además que se ha producido una situación muy asimétrica por cuanto se movilizan quienes se sienten amenazados y la mayoría que debiera sentirse beneficiada con la reforma se mantiene inactiva.

Se requiere generar un núcleo sólido, social, político y técnico que respalde la reforma, no obstante dijo que actores tan importantes como estudiantes y profesores miran la reforma con recelo, de manera que claramente este requisito no se cumple.

Sobre el tema de la secuencia de la reforma, insistió en que debió haberse comenzado por el fortalecimiento de la educación pública, ya que es clave cambiar la percepción negativa que sobre ésta tiene la ciudadanía (citó a este respecto la experiencia de la Municipalidad de Las Condes).

Agregó que una vez que se defina que los sostenedores privados no tendrán fines de lucro, al estar administrando recursos públicos, la apropiación ilícita debiera ser entonces un delito, cuya sanción deberá establecer el legislador si se quiere ser coherente con otras legislaciones.

Respecto de este último punto en particular, hizo presente que en algunos países se obliga a las instituciones sin fines de lucro a suscribir un compromiso ético respecto del buen uso de los recursos y se les exige una contabilidad pública.

Si se va a eliminar el copago, el plazo que se estableció le pareció excesivo, pues estimó mejor acortar los tiempos, adicionalmente enfatizó que sería muy importante restablecer la discusión sobre calidad y lo que se va a entender por ella en materia de educación.

Otro aspecto que consideró importante es tener una definición sobre cómo se va a orientar el sistema educacional chileno a través de las pruebas estandarizadas, particularmente a través del SIMCE, pues se tiene una educación donde profesores y estudiantes se especializan pero no para llegar a una buena educación, sino en pos de obtener un buen resultado que no es necesariamente lo mismo.

Para terminar, respecto de los Liceos emblemáticos, sostuvo que no se puede discutir de la misma forma la selección basada en el poder del dinero, que aquélla basada en el mérito, pues ésta última tiene que ver con la calidad y con la forma en que se generan las élites gobernantes en un país, lo que puede derivar en que al ir desapareciendo dichos establecimientos, la generación de esta élite gobernante se produzca en los colegios particulares pagados, que en su opinión, constituyen la meca de la selección en el país.

3.- El director ejecutivo del Instituto Libertad señor Antonio Horvath, recalcó que cree que la educación es un bien público, donde no debe confundirse lo “estatal” con lo público, pues no necesariamente los distintos actores que entregan el proceso educacional tienen que ser agentes del Estado.

A este respecto agregó que su institución promueve el concepto de justicia social, lo que por definición implica que no necesariamente a todos hay que entregarles lo mismo. En este enfoque, dijo que ello debe traducirse en un concepto de igualdad de oportunidades donde por definición la subvención del Estado no es igual para todos.

En este mismo orden de cosas, el señor Cassinelli dijo que debiera aclararse la odiosa separación que existe entre los colegios municipales y los particulares subvencionados con y sin fines de lucro. 

A continuación, sostuvo que en su opinión la condición socioeconómica no debe ser una limitante, no obstante que hizo presente que en la realidad actual si lo es, pero asimismo recalcó que el proyecto de ley en discusión en nada apunta a mejorar la calidad tal como está concebido (fin al lucro, fin al copago y fin a la selección), de tal manera que si no se quiere producir una limitante por la condición socioeconómica entonces en primer término debiese encontrarse la forma de mejorar la calidad de la educación de los establecimientos que actualmente más defectos muestran en distintos análisis.

En este sentido, enfatizó que promueven la libertad de elegir, la que necesariamente debe ser en dos sentidos, pues no basta con la libertad de enseñanza, es decir que existan distintos proyectos educativos, sino que es fundamental que todos los padres independientemente de su condición socioeconómica, también deben tener la posibilidad de elegir entre esos distintos proyectos educativos, cosa que no curre en la actualidad ni es abordado por la iniciativa en discusión.

Respecto de este último tema, señaló que es esencial que en lugar de una eliminación del copago en los términos que se está proponiendo, se haga una modificación al mismo que apunte a la justicia social (entregar más a quien requiere más y menos al que necesita menos).

En el tema de la selección, hizo presente que su postura es contraria a la discriminación por condición socioeconómica, que no es lo mismo que selección, de donde sostuvo que existe una confusión en el debate a este respecto.

Así, dijo que si se cree en la libertad de enseñanza entonces es legítimo que existan distintos proyectos educativos, como también que existan distintos criterios de selección en base a esos distintos proyectos educativos como por ejemplo: un proyecto educativo que enfatiza las artes o el deporte, es legítimo que haga selección en base a ese criterio, luego agregó que muy distinto es que adicionalmente a ese criterio se haga  una discriminación por condición socioeconómica.

En este contexto, señaló que creen en un copago subsidiario, es decir, si el alumno no tiene recursos para estudiar el Estado debe financiarle el 100% de su educación, pero en el caso que la familia tenga capacidad para realizar un copago, la pregunta es por qué entonces el Estado debe financiar.

Luego, hizo presente que para que opere la libertad de enseñanza en dos sentidos, tal como ya se explicó, debe existir una modificación al sistema actual del copago y no una eliminación del mismo.

Enseguida enfatizó que cree y promueve el derecho al emprendimiento en educación, por lo que estimó que el debate en este sentido está errado, dado que no se aborda el tema principal que, es a su juicio, el de la calidad, independientemente si tiene o no fines de lucro pues lo importante es que esté entregando un aporte a la sociedad, de esta manera recalcó que en la discusión se está tratando de satanizar  a cualquier persona que busca realizar cualquier actividad de emprendimiento.

Abordando el tema de la calidad, indicó que es fundamental hablar sobre el Estatuto Docente, además de crear suficientes estímulos para que los mejores estudiantes sean candidatos a profesores, buscar formación permanente y evaluarlos constantemente a fin de conocer sus fortalezas y corregir sus debilidades, temas que no se tocan en esta reforma.

En caso que la reforma quede tal como está, aseguró que se va a promover mayor heterogeneidad en los distintos proyectos educativos, pero la dificultad estaría en que nadie se ha preocupado de peguntar a los profesores si están capacitados para enfrentar este nuevo escenario de mayor diversidad, por lo que sostuvo que se debe comenzar con los profesores ya que si el docente no está preparado para tener un alumno aventajado y uno retrasado en la misma sala de clases, se van a perjudicar los dos alumnos.

Adicionalmente, dijo que es un hecho que se van a cerrar colegios, de modo que hizo presente que no existen cifras que señalen cuantos colegios van a cerrar, cuantos particulares subvencionados o cuantos municipales, pues con el fin al copago se va a producir una migración (del municipal al particular subvencionado) que no se ha calculado, de modo que recalcó que se está debatiendo sin la necesaria evidencia para poder realizar una reforma que es muy trascendental para el país.

Todo lo anterior afectará a mucha gente, pues según dijo, de acuerdo a la matrícula del año 2013 el 31% de ellas viene de particulares subvencionados con fines de lucro, el 22% de particulares subvencionados in fines de lucro y sólo el 8% de particulares pagados y un 38% de municipales. Así las cosas, le pareció claro que todos ellos se verán afectados, por lo que estimó de responsabilidad mínima para el Ejecutivo el realizar el análisis como también definir el plan de trabajo a desarrollar con esos alumnos.

La reforma es de una tremenda envergadura para el país, razón por la cual, señaló que el apuro con que se está llevando a cabo puede derivar en otra catástrofe de marca mayor.

A continuación tomó la palabra la Honorable Diputada señora Hoffmann que indicó que si bien se ha señalado que muchos sostenedores sólo persiguieron el lucro, manifestó que le parecía mejor no poner en duda la vocación docente que pudieron tener todos ellos, dado que perseguir el lucro no necesariamente inhibe la vocación docente.

Luego, señaló que más allá de poner el foco en la educación pública, debió haberse puesto en los alumnos prioritarios, vulnerables, pues ellos se distribuyen casi en la misma proporción entre los distintos establecimientos.

A continuación, preguntó la opinión del representante de la Fundación Chile 21 con respecto a que la Reforma discrimine entre los niños de igual situación socioeconómica, es decir, que aquéllos colegios que tienen copago y en que un alumno esté en la misma situación socioeconómica de un alumnos de colegio municipal, no van a recibir las subvenciones sólo por estar en dicho establecimiento, ya que según sostuvo ello implica una discriminación abierta y explícita, aun cuando ese alumno no está haciendo el esfuerzo del copago.

Por último en el tema de la selección, le solicitó una mayor explicación, pues estimó necesario tener presente que no toda la evaluación debe hacerse en base a las notas, sino que ella debe apuntar a ser integral dado que los alumnos tienen talentos distintos, pues estimó que se utiliza discrecionalmente una selección en base al mérito sin considerar los otros talentos.

Por su parte el Honorable Senador señor Espina solicitó una mayor explicación respecto de las cifras contenidas en una de las láminas de la presentación (pág. 6) del Instituto Libertad y Desarrollo que refleja distintos montos con respecto al financiamiento compartido.

A este respecto, accediéndose a lo solicitado, la señora Candia precisó que de conformidad con los datos provenientes del Mineduc, si un colegio adscribe a la SEP   recibe niños prioritarios (que son aquéllos que son sujetos de SEP) entonces recibirá además de la subvención por asistencia, la Subvención Escolar Preferencial, para lo que se requiere que el alumno sea calificado como prioritario.

Así, explicó que por el sólo hecho de ser calificado como alumno prioritario y asistir a un colegio adscrito a la SEP, el alumno queda exento del copago o financiamiento compartido.

Para mayor claridad el Honorable Senador señor Espina explicó que del total de alumnos que alcanza a los 794.189, no pagan 413.740, y la diferencia si lo hace, de donde hay un porcentaje superior de niños en los colegios con financiamiento compartido que tienen SEP que no pagan, superior al porcentaje de los que pagan en un mismo establecimiento.

Enseguida, el señor Senador consultó al señor Ominami por la razón doctrinaria para que un padre, a la luz de las cifras antes señaladas, si puede colaborar en la educación de sus hijos no lo deba hacer, agregó que si el padre no tiene recursos, nadie lo obliga a pagar (salvo que quiera llevarlo a un colegio particular subvencionado), pero si tiene los recursos por que no debe hacerlo.

Sobre la selección, dado que planteó que es razonable que en dichos establecimientos, por el gran número de postulantes era necesario realizar una selección con un criterio que considere el mérito y las capacidades personales, dejando de lado cualquier acto que constituya una discriminación arbitraria,  le preguntó por qué limitaba el tema sólo a los colegios de excelencia o emblemáticos, si dicha situación puede ocurrir en otros establecimientos.

Luego, hizo presente que el representante de la Fundación Chile 21 indica en los documentos acompañados en esta sesión que habría que distinguir a aquéllos  sostenedores que tienen uno o más colegios de los que tienen más, por lo que consultó entonces cuál era el límite.

En este escenario el señor Ominami indicó que partía de la convicción en una educación pública, de calidad y gratuita, frente a la cual todos los niños y niñas estén en igualdad de condiciones, manifestándose del principio crítico del financiamiento compartido toda vez que en la práctica, el hijo del padre que aporta termina no siendo igual que aquél que no, lo que es un problema.

Así, sostuvo que por doctrina creía en una educación pública, de calidad y gratuita pues además la historia del mundo da la razón en este sentido ya que en la mayoría de los países la educación pública es el segmento mayoritario, y el sistema que se ha desarrollado en Chile es un sistema extraño.

Indicó que en la educación particular subvencionada se encuentran casos muy distintos por cuanto hay casos de profesores que han volcado su vocación en establecimientos de este sector y también existen cadenas de colegios donde la vocación educacional no es el elemento central, y si bien dijo no contar con un criterio para dilucidar entre uno y otro, si planteó que los técnicos podrán hacerlo y por tanto estuvo de acuerdo que no se puede poner a todos los sostenedores en una posición de ilegitimidad.
Respecto del copago y la discriminación que ello puede significar entre los niños, señaló que entendía que lo que se elimine por ese concepto debiese ir compensándose por la via de la subvención y que por tanto no debiera ocurrir tal discriminación.

En este punto la Honorable Diputada señora Hoffmann, precisando aún más sus dichos, hizo presente que el Ejecutivo si bien ha señalado que el copago debiera reemplazarse, ello no es así por cuanto el Ministro de Educación ha dicho que ello puede ocurrir hasta en 30 años, de modo que el proyecto de ley en discusión no termina con el copago. 

En este supuesto enfatizó que las nuevas subvenciones que crea el proyecto (gratuidad y alumno preferente) no las van a recibir los niños que se encuentran en las mismas condiciones socioeconómicas en colegios que tienen copago, por lo que volvió a preguntar su opinión respecto de esta situación.

Ante la insistencia, el señor Ominami dijo que la pregunta debiese estar dirigida al Mineduc que a su juicio es quien debiera tener mayor claridad a este respecto. 

En el tema de selección, agregó que se trata de una compleja discusión, pero estuvo de acuerdo con que existan jóvenes de origen muy modesto que puedan acceder a colegios de excelencia y puedan ser parte de la élite gobernante del país, que es lo que ocurría antes del Golpe Militar. Lo anterior se contradice con lo que ocurre actualmente, pues indicó que ese mecanismo de generación de la élite gobernante está completamente alterado a favor de los colegios particulares pagados.

A continuación, el secretario ejecutivo de la Reforma Educacional señor Andrés Palma hizo presente que la presencia del Ejecutivo obedece al interés por conocer las distintas opiniones por cuanto todos los proyectos son perfectibles, y en esta línea señaló que la idea es recibir aportes que permitan mejorar la iniciativa que fue despachada por la Honorable Cámara de Diputados.

Igualmente estimó necesario reiterar que el Ejecutivo considera que existen varios aspectos del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados que deben perfeccionarse, entre ellos está el tema de la regulación de las instituciones de asistencia técnica educacional (ATE), pues no quedaron reguladas de la mejor manera posible y por ello anunció que habría una indicación por parte del Gobierno para mejorar dicho aspecto.

Al mismo tiempo, señaló que se intentará reponer la normativa relativa al arriendo entre instituciones sin fines de lucro y con personas no relacionadas que no obtuvo la votación suficiente en la Cámara de Origen. Asimismo dijo que se está trabajando con entidades financieras para buscar una fórmula que haga posible la efectiva compra por parte de las nuevas corporaciones (sin fines de lucro) de los establecimientos a los actuales sostenedores que son relacionados.

Sobre las cifras dadas a conocer en esta sesión por parte del Instituto Libertad y Desarrollo, indicó que cuenta con información similar, no obstante hacen una lectura un poco diferente de los mismos números, al punto que señaló que existen alrededor de 1.000.000 de niños que si paga financiamiento compartido, los que no representan un número poco relevante; de esta cantidad de alumnos, la mayoría al final de este Gobierno va a quedar sin ese pago si los establecimientos se acogen a las normas del proyecto de ley en tramitación.

  Así destacó que el fin al financiamiento compartido será en un periodo mucho más extenso y que este proyecto de ley está incrementando los aportes públicos al sistema particular subvencionado (tal como está) en un 20%, pero para llegar al remplazo total del financiamiento compartido se necesitaría duplicar los recursos.
El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que se debe partir de la base que el país está detrás de una reforma educacional profunda, pues existe coincidencia en que se debe reformar la educación para lograr una mejor calidad y que sea equitativa, y si bien dijo ver la crítica realizada por algunos de los expositores, en el mismo sentido indicó que no se propone una solución.

Enseguida señaló que desde su punto de vista lo óptimo es que no exista el financiamiento compartido, pero al mismo tiempo hizo presente que de acuerdo a la realidad del país, ello no puede eliminarse de inmediato, pero si a largo plazo.

Asimismo, dijo que con el mecanismo del aporte de la subvención y la forma como se ajusta, produce un diferencial el que se debe analizar para determinar si puede o no solucionarse, y evitar que esa diferencia se reproduzca en el transcurso del tiempo.

En el tema de la selección, sostuvo que existe casi unanimidad respecto que el principio general no sea la selección y la segregación, salvo excepciones como es el caso de los emblemáticos,  no obstante que hizo presente que falta por discutir cómo lograr que la selección y segregación evite lo que se quiere para la educación chilena.

Sobre los sostenedores, señaló que al menos en su región, gran parte de ellos son profesores o bien se han asociado estos últimos con otros profesionales, y de conformidad con la información que han aportado, de los cerca de 7.000 establecimientos que existen, hay 4.000 que pertenecerían a una persona o asociaciones de personas, mientras que un grupo no mayoritario que pertenece casi a una cadena de colegios, situación que también le parece debe estudiarse a fin de evitar un daño patrimonial a las personas que tienen establecimientos.

En lo que se refiere al arriendo de los inmuebles que se ha aceptado para las instituciones que no tienen fines de lucro y cuya regulación fue rechazada en la Cámara de Origen, planteó que en caso de reponerse podría hacerse extensiva a los 4.000 establecimientos antes señalados, de modo de ver la manera de regular un sistema de retribución justa que puede o no llamarse arriendo, pero que se les permita tener una retribución por la inversión que realmente han hecho.

Enseguida señaló que el tema del arriendo causa recelo dados los hechos que ocurrieron con esa figura en educación superior, cosa que estimó que no ha ocurrido hasta ahora, por ello insistió en la necesidad que los distintos actores elaboren propuestas concretas para solucionar estos problemas.

Para concluir, indicó que el gran trabajo en esta discusión será lograr que la Reforma Educacional progrese en el sentido de terminar con el copago, se establezca un sistema que todo el país va financiar de modo que todo ciudadano que quiera tener educación básica y media la tenga de forma gratuita; que se acabe con la selección y segregación, salvo en aquéllas situaciones en que pudieran justificarse y por último que el lucro indebido sea sancionado y erradicado. 

Por último, coincidió con que tal vez la discusión debió haber comenzado por la calidad de la educación, pero al estar inmersos en este proceso  dijo que los tres elementos de la reforma deben conseguirse lealmente, para lo cual no sólo debe levantarse la crítica sino que además se debe aportar con propuestas concretas al debate.

A continuación el Honorable Senador señor Quintana señaló que le llamaba la atención el punto que planteó el representante de la Fundación Chile 21 con respecto a la selección en los denominados Liceos Emblemáticos, pues estimó que se trata de un punto que puede seguir debatiéndose.

En este sentido, dijo que compartía la necesidad de entregar a los jóvenes los valores republicanos, pero antes indicó que debiese existir la posibilidad que jóvenes de sectores vulnerables pudieran asistir a tales instituciones, cosa que hoy no ocurre. Así, indicó que a su juicio, la selección no tiene una carga neutra, sino que simplemente no es buena, en ninguna circunstancia.

Respecto de los planteamientos del Instituto Libertad, valoró los aspectos conceptuales dados a conocer, es decir, que se hable de la educación como un bien público y de justicia social, que permitirá avanzar en muchos otros temas.

Sobre el lucro, sostuvo que en educación no es fácil de observar la calidad (más allá del SIMCE), pues la oportunidad de educarse es sólo una vez en la vida y no se puede volver a empezar, lo que constituye una poderosa razón para eliminar el lucro en la educación.  

Respecto de los argumentos esgrimidos para no terminar con el copago, indicó que le parecieron muy interesantes, especialmente saber si el financiamiento compartido es o no una barrera real, pues no obstante lo planteado, sostuvo que en su región mientras más alto es el financiamiento compartido que se paga, menor es la cantidad de alumnos prioritarios.

En este contexto, señaló que el financiamiento compartido afecta directamente a las familias, pues ellas deben aportar con dinero para que el joven pueda acceder a los establecimientos, de donde hizo presente que por supuesto dicho financiamiento es una barrera (salvo la existencia de becas que no constituyen en ningún caso la regla general).  

 Ahora en lo que dice relación con la SEP, destacó que se trata de un criterio de asignación de recursos por parte del Estado a los distintos establecimientos, pero ella no le llega directamente al alumno, y no permite establecer diferencias en la sala de clases, ese no es su objetivo, no obstante que por llegar esos recursos a los distintos establecimientos igualmente se ven beneficiados los niños más vulnerables.

Enseguida tomó la palabra el Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional señor Andrés Palma, a propósito de la intervención del Honorable Senador señor Zaldívar, señaló que el número de sostenedores que es propietario de un solo establecimientos es de 4.294, y de ellos 3.698 (alrededor del 86%), estarían en la categoría de micro o pequeña empresa de conformidad a las normas del Servicio de Impuestos Internos.

A este respecto el señor Senador agregó que tal como a propósito de la Reforma Tributaria se creó un nuevo estatuto para la micro empresa, sostuvo que igualmente podría crearse un nuevos estatuto para los microempresarios. Hizo presente que le parecía que era diferente en uno y otro caso, pues en educación la idea es eliminar el lucro con recursos públicos, ir eliminando el abuso que puede hacerse con él y potenciar la educación exigiendo calidad.

Luego, el representante del Instituto Libertad destacó que en su perspectiva el país necesitaba de una modificación profunda en materia de educación, cuyo fondo debe ser la calidad, por lo que recalcó que esta reforma no apunta en esa dirección.

Ahora en cuanto a las propuestas a que se ha hecho alusión, enfatizó que las han realizado y que contienen algunos de los conceptos antes señalados, como por ejemplo en el tema del fin al copago existe una propuesta detrás que ofreció profundizar en otra oportunidad.

En materia de selección y segregación, destacó la coincidencia que existe entorno a eliminar la segregación por condición socioeconómica, cosa que es distinta a la selección, por lo que insistió en que la reforma no soluciona este problema. Agregó que si no se prepara a los profesores para tener heterogeneidad en una sala de clases, se producirá un gran problema.

Sobre el lucro, hizo presente que es muy distinto al abuso, y agregó que está a favor de las instituciones que entregan educación de calidad, independientemente de si tienen o no fines de lucro, en la medida que sea una justa retribución, de modo que se manifestó contrario al abuso que han cometido ciertos establecimientos educacionales en el país.

Insistió en que la educación es un derecho social, y que como Instituto promueven la justicia social, que no debe entenderse como entregarle a todos lo mismo, de modo que enfatizó que el presente proyecto de ley no va en la dirección de dicha justicia social, razón por la cual resulta difícil lograr un acuerdo a este respecto.

Por último, indicó que se enviaría una propuesta respecto de los temas tratados, a fin de que ésta sea debidamente considerada por la Comisión.

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que cualquier propuesta que se formule, debe según dijo, partir de una base común que es tener una educación de calidad, para lo cual  se debe potenciar la educación pública que actualmente sufre un gran deterioro, exigiéndole calidad a la educación privada (pagada o subvencionada), asimismo se debe buscar la fórmula para desmunicipalizar y lograr otra gestión y establecer el estatuto del Magisterio. 

Todo lo anterior, forma un solo todo que debe tenerse siempre en consideración, pues en ese momento la selección va a ser menos importante si se logran los objetivos planteados, un marco común.

A su turno, el Honorable Senador señor Navarro dijo que hubiese sido conveniente contar con las presentaciones que hicieron los Institutos en su oportunidad en la Honorable Cámara de Diputados, con el objeto de ver si ha existido una evolución y en qué sentido ello ha ocurrido.

Con respecto a las cifras a  que han hecho mención los expositores, solicitó al Ejecutivo la información pertinente a fin de tenerla a la vista en el transcurso del debate y sobre el tema de la selección, preguntó por la postura del Gobierno respecto de los Liceos Emblemáticos.

En lo que se refiere a las figuras jurídicas que se contemplan en la reforma y que el Instituto LyD recomienda que no se constituyan, consultó si existe una propuesta sobre el particular o si el cuestionamiento es a la figura en su conjunto, pues desde su punto de vista, el debate es esencialmente ideológico en esta materia y el modelo no está exento de ello.

Teniendo en consideración que se trata de un conjunto de proyectos, tal como lo señaló el Honorable Senador señor Zaldívar, de modo que si bien estuvo de acuerdo en que el debate podría haber comenzado desde otra base, consultó al Ejecutivo si no era posible llevar a cabo un debate paralelo y convergente en algunas materias, dado que existe aún mucho desconocimiento y a su juicio, poco debate sobre educación propiamente tal.

En virtud de lo anterior, solicitó al Ministerio que a futuro pudiera señalar el avance de cada uno de los proyectos, su bosquejo general y el grado de avance, con el objeto de tener un contexto (reformas en su conjunto) dentro del cual se enmarque este primer proyecto.

Refiriéndose al cierre de establecimientos, señaló que el riesgo es evidente, y en este sentido agregó que entendía que la gradualidad de la reforma va a depender fundamentalmente de los mecanismos que determinen la aplicación de dicha reforma, no obstante que dicho tema no está totalmente resuelto y existe una gran desinformación.

En otro tema, señaló que mecanismos como la SEP tienden a cambiar de nombre o de aplicación en una nueva modalidad de educación administrada por el Estado que deja afuera a los Alcaldes, y en la lógica de que va a existir reforma, debe haber una institucionalidad que administre, de modo que quiso conocer la postura de los invitados a este respecto.

Finalmente, entorno al derecho a elegir de las familias, sostuvo que el principal factor era la cercanía más que la calidad, dentro de un conjunto de otros factores, por lo que dijo no compartir la afirmación que son ellas las que eligen entre los distintos proyectos educativos, ya que quienes eligen a los estudiantes son los establecimientos mediante mecanismos de selección (notas, copago), de modo que cuestionó la afirmación antes consignada.

El Honorable Senador señor Quintana agregó en este punto que el debate sería distinto, sin espacio para caricaturas y frases que no sean los argumentos de fondo. En este sentido dijo que debiese agregarse una respuesta al por qué se sostiene que los padres eligen, de modo que estimó necesario que el Ejecutivo apoye con mayor información y encuestas respecto de este punto.  

Enseguida, la señora Candia indicó que comparten que el copago no debiese ser una barrera de ingreso para ningún niño a un establecimiento educacional, situación que no es sinónimo de término del copago.

Precisando sus dichos, señalo que el país recién está bordeando un gasto promedio del 40% en comparación con el que realizan los países desarrollados, por lo que terminar con el copago en los términos que señala el proyecto de ley en discusión, y remplazar el aporte de los padres por un aporte público, viene a ponerle un techo al gasto por alumnos que pasa a depender del Ministerio de Hacienda de turno.

En este contexto, insistió en que el copago no debiese constituir una barrera, por lo que el Estado debiese hacer todos los esfuerzos que estime necesarios, para fortalecer la educación y la posibilidad de elegir entrar a estudiar a un determinado establecimiento por parte de los niños as vulnerables.

 Asimismo, señaló que si bien alrededor de 1.300.000 alumnos estarían bajo el régimen de financiamiento compartido, y un gran porcentaje de los niños prioritarios que asisten a colegios con financiamiento compartido, no lo pagan. A mayor abundamiento indicó que la SEP si llega directamente al alumno, pues en el caso que cambie de establecimiento, el aporte de la SEP lo sigue el nuevo colegio.

Dado lo anterior, hizo presente que podría discutirse la forma en que se ha implementado dicha ley (SEP), su fiscalización, por qué hay colegios que no se han adscrito a ella, pero destacó que la virtud de la SRP en la coexistencia con el copago, es que permite que bajo un mismo techo se eduquen niños distintos desde el punto de vista socioeconómico, de modo que insistió en la necesidad de fortalecer la SEP y no poner techo al gasto por alumno eliminado el financiamiento compartido.

Si bien dijo entender que éste no es el proyecto global de Reforma Educacional, afirmó su convencimiento respecto de que el techo de la calidad de la educación de un país lo pone la calidad de sus docentes, de modo que cualquier esfuerzo por mejorar la calidad de la educación de los niños que más lo necesitan, pasa por corregir también la actual situación de los profesores.

Con respecto a lo que se ha dicho sobre el cierre de los colegios, sostuvo que aún corrigiéndose el tema de la propiedad, la ley viene llena de obstáculos que van en contra de todas las recomendaciones internacionales respecto a cómo mejorar la calidad de la educación, de modo que frente al cómo administrar una institucionalidad de educación pública, señaló que esto debiese resolverse en la misma autonomía de los sostenedores, cosa que este proyecto de ley no contempla.

Por otra parte, sostuvo que estaban de acuerdo con que se sancionara el mal uso de los recursos públicos, al tiempo que no comparten que una autoridad central determine el destino de los recursos. Si bien dijo puede compartirse la intención, hizo presente que el instrumento elegido puede generar u obstáculo tan grande que termine haciendo que algunos de los colegios se transformen en particulares pagados.

Complementando lo dicho, el señor Avilés enfatizó que compartían los objetivos del proyecto de ley en informe, pero que la forma en que se está tratando el término de lucro va en la dirección contraria a los propios objetivos que plantea.

En cuanto a una propuesta en el tema de las figuras jurídicas, dijo que ella se basa en que el Estado no debiera considerar la conformación jurídica del establecimiento, sino que su calidad, es decir, no el proceso y si el resultado. Toda la regulación que se propone para terminar con el lucro viene a quitarle autonomía a los establecimientos y concentrarla en el Estado, en circunstancias que las personas que están día a día en esta área, pueden adoptar mejores decisiones.

 Por su parte, el representante del Ministerio de Educación para la Reforma Educacional, señor Palma, manifestó su total disposición para exponer nuevamente el mapa general de la reforma con los respectivos avances fruto del trabajo técnico y legislativo.

Al mismo tiempo reafirmó que la propuesta del Gobierno se basa en la existencia y mantención de un sistema educacional mixto en el país, y cualquier interpretación en sentido contrario es atribuir una intencionalidad que no existe, ni está contenida en el proyecto que se está tramitando ni estará en otro a futuro.

En este sentido, estimó importante señalar, al igual como se ha dicho que es importante mejorar la gestión del sistema educacional público para abordar el tema de la calidad, igualmente consideró necesario perfeccionar el sistema de gestión de la educación particular subvencionada para abordar la educación de calidad, por cuanto el actual sistema no entrega educación de calidad, al efecto indicó que existen estudios internacionales, como los de la OCDE que demuestran que en el país no hay diferencia en la calidad que aportan los establecimientos educacionales, sino que los diferentes resultados entre ello se deben a la selección de los alumnos. 

Sobre este punto en particular agregó que existe un estudio realizado por tres académicos de la Universidad Católica que señala que los establecimientos sin fines de lucro en Chile tienen mejores resultados en las pruebas SIMCE que aquéllos con fines de lucro, a igual nivel socioeconómico.
 Adicionalmente mencionó  la existencia de dos estudios realizados por UNESCO y por la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Chile que explican cuáles son las razones por las cuáles los padres deciden el lugar donde llevan a sus hijos a estudiar.

Por último, indicó que nada hay en el proyecto que permita afirmar que los actuales sostenedores van a dejar de ser los administradores del proyecto educativo, pues ellos deben transformarse en personas jurídicas sin fines de lucro y seguirán administrando su proyecto educativo, de donde sostener que se quieren estatizar los proyectos educativos es una afirmación que no tiene asidero real.

Se deja constancia que los señores expositores acompañaron sus presentaciones en distintos documentos que fueron insertados al presente informe, pero cuyos originales se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia de los cuales quedan a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

4.- El Director del Centro de Investigación y Desarrollo de la Educación de la Universidad Alberto Hurtado, señor Jorge Radic, señaló que efectivamente se está enfrentando en la actualidad un cambio cultural que va instalando convicciones fundamentales para sentar las bases de un sistema educativo más justo, lo que consideró muy bueno en todo orden de cosas.

En términos generales, indicó que se están desnaturalizando ciertas convicciones sociales que han existido en el país, las cuales hoy aparecen cuestionadas y representan por tanto, una oportunidad para cambiarlas. A mayor abundamiento, hizo presente que  el CIDE realiza anualmente una encuesta de actores educativos dentro de la cual se ha notado que muchas de las cosas que se veían como naturales, como lo es el caso de la selección, hoy han comenzado a cuestionarse.

Dicho esto, destacó que es muy difícil pensar que se podrán mejorar los resultados de los aprendizajes de los estudiantes si el país no modifica ciertas condiciones estructurales que condicionan dichos aprendizajes, lo que dice relación con la enorme segmentación educativa y social que tiene el sistema escolar y que constituye el patrón de desigualdad.

En la misma línea, señaló que las investigaciones de eficacia escolar aportan que la escuela influye entre un 10 a un 30%, lo que significa que existen un conjunto de variables que se mueven entre el 80 y el 60% que se explican por factores fundamentalmente asociados al capital social y cultural de la familia, de tal manera que sostuvo que si las escuelas no logran romper esa composición difícilmente los aprendizajes podrán mejorar. En este sentido, enfatizó que si la escuela sigue siendo un espacio de segregación y homogenización de aquéllos que son iguales como resultado forzado de una estructura asociada principalmente al pago que pueden hacer las familias, es poco probable que se produzcan aprendizajes sociales.

Sobre este punto en particular hizo presente que al hablar de calidad, la misma Ley General de Educación se refiere a la integralidad de los aprendizajes, la cual se dará a través de la experiencia en la sala de clases,  y  no mediante declaraciones, por tanto, si las escuelas no son espacios educativos donde los estudiantes puedan vivir una comunidad más democrática y plural, difícilmente este aprendizaje se traducirá en la sociedad. 

En lo que dice relación con la selección, sostuvo que ella actualmente se está contraponiendo a la idea de la libertad de enseñanza, precisamente porque no hay posibilidad de que las familias escojan la educación para sus hijos cuando el sistema forzosamente los lleva a optar por la escuela que “pueden” elegir.

Esta selección “forzada” en el sistema actual, por una parte viene dada por la forma de financiamiento (se puede acceder al establecimiento que se puede pagar), otro factor lo constituyen las características de los hijos (con necesidades especiales, con problemas de rendimiento) y que las escuelas se tomen como un espacio de redes sociales (si no tienen ciertas redes, no puedes acceder).

Dentro de este contexto, sostuvo que el terminar con la selección representa la oportunidad de que se cumpla la promesa que las familias puedan elegir el centro escolar que desean para sus hijos.

De no modificarse esta estructura de segregación actual, señaló que se incumple el derecho a la educación de calidad, la cual debe ser integradora y no puede estar medida sólo con la variable del SIMCE, de modo tal que apunte a una lógica de aprendizaje mas social.

 Luego, indicó que hay una distorsión en lo que dice relación con la calidad de los centros que es generada por los rankings de calidad donde aparecen las escuelas mejor ubicadas sin hacerse cargo del fenómeno de la selección de estudiantes que muchas de ellas practican, lo que moviliza un sistema con prácticas perversas que tiene que ver no sólo con dicha selección, sino además con la eliminación de estudiantes de puntajes más bajos, lo que contribuye a generar una imagen ficticia de lo que es la calidad de un centro escolar.

En otro aspecto, indicó que también las prácticas docentes se mueven conforme a la expectativa de logro de los estudiantes, sobre lo cual existe bastante investigación y teoría planteada acerca de cómo los docentes modifican sus prácticas dependiendo de dónde realicen su labor, lo que desemboca en un cambio de los resultados esperados. Relacionado con lo anterior, volvió a enfatizar que se produce una pérdida de aprendizajes sociales que están referidos a valores como la diversidad, la inclusión y el respeto.   

Así las cosas, estimó necesario revisar la situación de la selección en los colegios emblemáticos, pues parece contradictorio  plantear el tema de mantener la selección en ellos, toda vez que la ley pretende defender el principio de la no selección lo que a su juicio, genera una dificultad en lo que dice relación con la definición del concepto.

En la misma línea, consideró necesario que con respecto a los colegios emblemáticos se dé una mayor discusión en relación a lo que define dicho carácter, ya que hasta ahora éste viene dado más bien por los resultados en pruebas de selección que se vinculan con el carácter selectivo de dichos establecimientos, en circunstancias que se podría establecer que lo emblemático es un colegio capaz de tener un proyecto educativo innovador, donde se investigan las prácticas, donde se desarrollan nuevas alternativas, donde se tienen propuestas curriculares particularmente interesantes.

En este sentido, dijo que cuando se habla de la protección a la educación pública el concepto de emblemático en los términos propuestos debiera ser aquello que se protege con más fuerza que hablar de lo emblemático de un colegio por sus resultados considerando que selecciona sus estudiantes. 

En este contexto, hizo presente que si bien el proyecto de ley en el estado en que está actualmente establece que va a haber un reglamento que posteriormente va a definir cuáles son los colegios que podrían entrar en esta caracterización (emblemáticos), ello va a generar una tensión permanente en los próximos años.

Enseguida, señaló que su propuesta apunta a ampliar la prohibición de seleccionar a todos los establecimientos y reservar el carácter emblemático en la lógica de los planteamientos antes indicado, es decir, proyectos educativos de carácter innovador, con un sello distintivo que los asocie a un énfasis específico y que no tengan que ver con la selección.

Sobre la selección en colegios particulares pagados, dijo que efectivamente hay un avance que se valora en cuanto a la incorporación de los mismos en la prohibición de seleccionar entre 1° y 6° básico, no obstante que le pareció complejo que no se consideren los otros niveles.

El hecho de que existan familias que pueden por su capacidad de pago acceder a un tipo de educación distinta da una señal social compleja, según señaló, donde propone que exista un control  mucho más específico de los temas de selección escolar, pues no obstante la existencia actual de la prohibición de seleccionar, dichas prácticas se siguen desarrollando, situación que debe evitarse que suceda en los colegios antes señalados.

Enseguida, hizo presente que debiese  existir algún tipo de señal social que vaya tensionando la existencia del segmento particular pagado que es ligeramente más alto en Chile en comparación con otros sistemas escolares, para lo cual planteó que probablemente la forma de hacerlo sea mediante una carga tributaria más clara, de modo tal que se modificara el gravamen o bien existiera un sistema en que estos colegios destinaran fondos reales a cubrir becas dirigidas a estudiantes con menores ingresos, de modo de aumentar la cobertura.

A continuación el señor Radic enfatizó que en materia de expulsión o cancelación de la matrícula, el proyecto ha ido endureciendo esta situación, entendiéndose como una excepcionalidad, al tiempo que sostuvo que era necesario un rol más activo de la Superintendencia no sólo en una instancia de apelación frente a esta situación, sino que también en el caso de validar dichas coyunturas, dada la situación disminuida en que queda la familia frente al colegio.

En otra área, sobre los estudiantes con necesidades especiales, puso especial énfasis en los estudiantes que provienen de grupos migrantes que siguen estando desprotegidos y que van mucho más allá de esta ley, pero que sin embargo debieran estar planteadas.

Sobre esta situación puntual, indicó que se debieran considerar como grupos asociados a las necesidades educativas especiales porque muchas veces su condición de migrantes supone una inversión mayor de recursos por parte del establecimiento educacional en términos de adaptaciones al currículo, apoyos adicionales (idiomas), situación que no ocurre en todos los colegios. En esta línea dijo que una de las alternativas es integrarlos a los programas de integración escolar (PIE) que actualmente están ceñidos a otro tipo de problemática.

Cerrando el tema de selección, recalcó que le parecía que debiese haber un sistema de discriminación positiva a la admisión de estudiantes de pueblos originarios, que según dijo, es un elemento ausente en la iniciativa legal en discusión, lo cual podría abordarse dese la lógica de la selección y la admisión, es decir, en la medida que el Estado promueva la existencia de proyectos educativos distintos debieran existir proyectos que acojan la interculturalidad. 

Sobre el fin progresivo del sistema del copago, valoró el fortalecimiento a la educación pública que ello implica, pues hasta hoy el sistema ha funcionado en la lógica que ante una mayor capacidad de la familia se va accediendo a otro servicio educativo, y la única forma de igualar esta situación es haciendo que el Estado aumente progresivamente el aporte que hacen dichas familias con el copago.

Así las cosas, señaló que la existencia del copago legitima un sistema de segregación en que la calidad del servicio se ordena conforme a la capacidad de pago de los estudiantes y sus familias, lo que atenta en contra de la idea de calidad.

Enseguida puso de relieve que  se debe asegurar que  estamos frente a un proceso de cambio cultural que subyace en este fenómeno, dado que existe la paradoja que el beneficio individual (en términos de acceder a una mejor educación) entendido como interés individual, obviamente inclinará a un padre a llevar a sus hijos a esos establecimientos, es decir, se entiende  que la suma de intereses particulares termina generando un daño social.

Señaló que es innegable el valor del gastar más en quienes poseen menor capital cultural, pero es una distorsión poner un plazo fijo al fin del financiamiento porque ello podría derivar en malas prácticas (reducir los costos del servicio que operan), por lo que planteó que podría ser un paso mucho más gradual sin comprometer una fecha de término, de modo que dicho proceso esté dado por el ritmo en que el gasto fiscal puede ir absorbiendo el financiamiento compartido por las familias, a fin que este aporte desaparezca progresivamente.

En materia del fin al lucro, dijo que el debate respecto de las investigaciones no es concluyente en el sentido de determinar el efecto que éste tiene en los aprendizajes de los estudiantes, y dicho análisis puede hacerse sólo en forma posterior. Nuevamente no encontramos, según dijo, con un punto ideológico por lo que insistió en que no parece lógico que todo el dinero del Estado se utilice para proveer el servicio educativo.

Finalmente, sobre la figura jurídica, sostuvo que cuando se tienen en el país cerca de 1.200 sostenedores que son unipersonales, debieran buscarse figuras legales más simples, puesto que en los centros más rurales el crear una fundación o corporación ya es complejo en esta realidad.

A continuación el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio indicó que identificaba en el proyecto una tendencia en materia de selección que apunta a inclinarla a que se entienda como un tema de discriminación arbitraria. Lo anterior según señaló, abre un cierto espacio para distinguir que quizás no toda selección per-se es mala o dañina.

Luego, preguntó por qué sería tan mala una selección por rendimiento escolar, pues en la lógica antes señalada de la discriminación arbitraria, hay consenso en que el problema está más bien en la selección socioeconómica pues en ella radica la raíz de la segregación, segmentación y arbitrariedad, todo aquello que se quiere evitar para no tener un sistema escolar que tienda a reproducir desigualdades más que a corregirlas.

En este escenario preguntó por los argumentos para no utilizar el rendimiento escolar como parámetro de selección (desde Séptimo Básico a Cuarto Medio), ya que el proyecto la contempla en el caso de los establecimientos emblemáticos.

Destacó la propuesta en materia de inmigrantes y pueblos originarios, no obstante señaló que ello no le parecía que fuera similar a las necesidades educativas especiales, que en su opinión se refieren a otras problemáticas como el autismo y otros.

Por último refiriéndose  a los recursos que reciben los establecimientos públicos, hizo presente que existía información que indicaba que ellos reciben un 45% más de financiamiento que los privados, ya que si bien no cobran copago, cuentan con el apoyo del municipio, razón  por lo cual consultó por la exactitud de esos datos.

A continuación, el Honorable Senador señor Navarro preguntó por algún otro mecanismo o experiencia que pudiera recogerse en materia de selección, de modo que manteniendo las condiciones de acceso y distribución de los estudiantes, permitiera tener un patrón diferente de desigualdad.

Sobre la cancelación de matrícula o expulsión, hizo presente que existe un informe de UNICEF que señala que hay un elevado porcentaje de los reglamentos de los colegios que son derechamente inconstitucionales pues vulneran gravemente las garantías y derechos de los estudiantes, por lo que consultó si este mecanismo resultaba eficaz para disuadir conductas, y si se puede adoptar algún otro  para  los casos en que es absolutamente necesario.

Respecto de la diversidad y la inclusión preguntó que se puede hacer con los profesores que sólo están preparados para temas de aprendizaje, con el objeto que sean capaces de enfrentar un nuevo escenario.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana señaló que el proyecto de ley en discusión conduce a discutir los temas de educación pública y de calidad, particularmente cuando se habla de lucro ya que al sacarlo cambia la perspectiva.

En este sentido, rescató lo dicho sobre la desnaturalización de los procesos y agregó que toda la discusión ocurrida en años anteriores también fue dominada por el mismo contexto actual, de modo que en su momento no se consideraron los aspectos negativos de la selección.

Sobre este último punto en particular, advirtió que existe un problema con los emblemáticos pues no hay claridad con respecto a quien los define y agregó que si se es emblemático porque se selecciona, es válido plantear por qué no extender la clasificación a otros establecimientos.

Con respecto a lo que se ha planteado en relación con los pueblos originarios señaló que le parecía interesante analizar la situación actual, donde a su juicio, también podría incluirse a los estudiantes con necesidades especiales.

En materia de copago, estimó que el tema de la gradualidad concita un mayor consenso y no vio dificultad en dar una mayor gradualidad.

En lo que se refiere al lucro, hizo presente que la realidad de los sostenedores en relación con los colegios particulares subvencionados es demasiado heterogénea, muy distinta en Santiago que en regiones, en que falta mucha infraestructura y probablemente ese sostenedor va a necesitar un tratamiento especial, no para seguir lucrando, sino que para encontrar una forma más amigable para resolver los problemas en ese tipo de establecimiento. Agregó que existen muchos de esos colegios que quisieran venderle al Estado, lo que constituye un tema que a su juicio debiera evaluarse.

Retomando la palabra, el señor Radic dijo que al hablar de arbitrariedad, surge la pregunta de saber cómo se define aquello. En este sentido señaló que el rendimiento académico está fuertemente relacionado con la variable sociocultural, por tanto si se quiere mejorar el rendimiento del grueso de los estudiantes se deben tener aulas más integradas.

En este escenario, dijo que el factor de aprendizaje fundamental se da en la interacción social, es decir, los estudiantes aprenden de lo que el profesor puede impartir además de la interacción con sus pares, de donde si ésta última se da sólo en grupos donde existen aprendizajes disminuidos, la posibilidad de progreso de un estudiante es muy remota.

A modo de ejemplo señaló que en su momento los cursos eran divididos por letras de acuerdo al rendimiento académico lo que originaba la esperanza desaprendida, pues enfatizó que la segregación no es una buena solución para el aprendizaje, a lo que agregó que ello genera bajas expectativas en estudiantes, profesores e interacciones y aprendizajes negativos. 

Para mejorar la situación descrita hizo presente que se pueden ofrecer recursos adicionales dentro de un proyecto educativo que pueden traducirse en academias o participación en ciertas actividades que permiten exploración o adelantarse en algunas materias, pero todo dentro de un ambiente escolar diverso, ya que en una situación inversa en que sólo se reúne a los estudiantes de mejor rendimiento, también se perjudica el aprendizaje de los otros. 

A mayor abundamiento recalcó que en la vida laboral se trabaja con personas con distintos talentos y capacidades y en esa riqueza debemos movernos, lo que se traduce en un aprendizaje que también debiera aportar la escuela.

Refiriéndose a la meritocracia, hizo presente que en palabras del sociólogo francés François Dubet
, ello es posible en la medida en que se tiene una sociedad donde la igualdad esté asegurada. En este sentido señaló que puede hablarse de meritocracia cuando las personas parten de un punto equivalente, en caso contrario ella se vuelve una ficción teórica ya que dos estudiantes con igual esfuerzo pero distintas realidades socioeconómicas tendrán resultados muy distintos.

Dentro de este contexto insistió en que lo colegios emblemáticos debieran ser aquéllos que están a la vanguardia de la innovación pedagógica, con docentes de excelente calidad, proyectos educativos que responden a los requerimientos de las familias y sus estudiantes, todo lo cual no tiene que ver con selección.

Hizo  presente que otro de los temas que debe abordarse es el de aseguramiento de la calidad, no obstante que esté fuera del ámbito de la iniciativa en discusión, pues una de las cosas que tensionan a que las escuelas no sean inclusivas no sólo tiene que ver con el copago sino además con el tipo de exigencia a que dicho establecimiento debe responder. 

En materia de necesidades educativas especiales compartió los dichos del Senador señor Walker, don Ignacio pues el PIE y otros programas tienen más que ver con las dificultades de aprendizaje y temáticas de discapacidad, respecto de lo cual planteó la posibilidad de incorporar una mirada más amplia al respecto porque ellas, según dijo, tienen que ver con todo tipo de adaptación curricular que sea necesario hacer en forma permanente o transitoria(donde también puede considerarse e los migrantes).

Finalmente sobre la expulsión, manifestó que se está exponiendo a las familias a una situación desigual porque la cantidad de expulsiones no se condice con el número de reclamos que se presentan, porque para las familias de los sectores más vulnerables resulta muy difícil iniciar un proceso frente al colegio, de ahí que insistió en la necesidad que la Superintendencia juegue un rol a este respecto.  

Se deja constancia que el señor Radich acompañó su presentación en un documento en formato word que fue debidamente considerado y cuyo original se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
Para precisar, el Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional señor Andrés Palma hizo presente que la propuesta del Ejecutivo con respecto a los establecimientos emblemáticos consiste en que ellos puedan seleccionar estudiantes pero del 20% de mejor rendimiento de todos los establecimientos educacionales, pues ello no está asociado a un prueba de selección. 

5.- El Director Ejecutivo de Acción Educar, señor Raúl Figueroa Salas, refirió su exposición a tres ejes fundamentales. El primero dice relación con la necesidad de contextualizar el momento en que se encuentra nuestro sistema educacional y ver los cambios que necesita, para luego identificar cuáles son los objetivos que se propone el proyecto de ley, y de acuerdo a las necesidades del sistema y objetivos del proyecto, tratar de determinar si esos objetivos se cumplen con la presente iniciativa. Además, indicó que en la última parte de su presentación describiría ciertos efectos no buscados, que parece conveniente y posible corregir por la Comisión.





En cuanto al contexto, señaló que los datos que menciona ya se han dado a conocer en la Comisión pero que es útil volver a revisarlos.  El primero es que Chile tiene una de las más altas coberturas posibles en su nivel educacional, en que el 88% de las personas en el tramo de 25 a 34 años de edad tiene educación media completa, lo que supera el promedio de la OCDE, siendo uno de los países con mayor avance en este punto.





Destacó la importancia de tener presente tal antecedente pues suele darse por descontado que tenemos una cobertura educacional exitosa, materia que aún es un problema para muchos países, que aspiran alcanzar nuestros niveles en un difícil objetivo.  Esto explica, agregó, que las dificultades de nuestro sistema educacional sean más complejas y podrían catalogarse como de segunda generación.





En términos de aprendizaje, por primera vez Chile alcanza el primer lugar en Latinoamérica en todas las áreas evaluadas (matemáticas, lectura y ciencia),  de acuerdo al ranking de la prueba PISA, aunque aún estemos lejos de los mejor evaluados o del promedio OCDE, aunque se ha avanzado de manera significativa. 





Para ilustrar el punto presentó el siguiente gráfico, 

Ranking prueba PISA 2012. Foco en Matemática (alumnos de 15 años)
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Continuó su exposición señalando que, de hecho, Letonia, Chile y Brasil son los países que más aceleradamente han mejorada sus resultados, disminuyendo las brechas con los países líderes en aprendizaje en la educación de acuerdo a un estudio académico de la Universidad de Stanford  (Hanushek, Peterson y Woessmann, de 2012).





En materia de segregación, tema de importancia y que es uno de los aspectos que el proyecto aspira resolver haciendo del sistema educacional chileno uno más inclusivo, se ha dicho permanentemente y se encuentra instalada la idea que el nuestro es uno de los sistemas más segregados del mundo,  y que incluso hay quienes dicen que es el más segregado del mundo, agregando que para analizar el problema también es necesario hacerlo dentro de un contexto.





Enseguida consultó cuál es ese contexto, y contestó señalando que existe una relación entre el índice de cobertura educacional y el de segregación. 





Agregó que en el siguiente gráfico, en el eje vertical se encuentra el índice de segregación y en el eje horizontal el nivel de cobertura educacional. 
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Expresó que en una primera mirada podría suponerse que el de Chile es el sistema más segregado, y que Perú, Colombia, México o Brasil tienen menor segregación, sin observar que tienen menor índice de cobertura. 





Es decir, para contextualizar la información debe tenerse presente que para medir el nivel de segregación se consideran todos los alumnos que rindieron la prueba, y que como Chile tiene un nivel de cobertura muy amplio lo que se hace es considerar a todos los niños del país y, por lo tanto, esa medición de segregación en realidad refleja la segmentación que tiene nuestra sociedad, el nivel de ingresos en el país.





La misma medición en el caso de México pareciera arrojar una menor segregación, pero considerando que tiene un tercio de sus niños fuera del sistema escolar al medir la segregación en su sistema escolar ya se parte dejando fuera de esa medición a un tercio de los niños, el que coincide con el tercio más vulnerable de los niños mexicanos.





Es por ello que cuando se dice que Chile tiene uno de los sistemas más segregados del mundo es porque en su medición se está considerando casi a la población completa del país, que es la que asiste al sistema escolar. Los demás países que aparecen con menor segregación en el gráfico en su medición no consideran a alrededor de un tercio de sus niños, que están fuera del sistema escolar. 





En esa misma línea, agregó, el sistema educacional chileno ha avanzado en orden a disminuir las brechas de aprendizaje por nivel socioeconómico. Sobre el particular, acompaño el siguiente gráfico:
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Explico que en el gráfico los años que se encuentran en su eje horizontal corresponden a los años de nacimiento de los alumnos, señalando que la brecha 90/10 representada se refiere a las diferencias en los resultados educativos de estudiantes que provienen del 10% de menores ingresos con aquellos del 90% de mayores ingresos, basado en la prueba SIMCE de lenguaje de los alumnos de 4° básico, brecha que muestra una disminución cercana al 30% entre 1999 y 2011.





Lo significativo, indicó, es que en el país también está disminuyendo la brecha en el aprendizaje existente entre los alumnos de distinto nivel socioeconómico.





Prosiguió expresando que también dentro del contexto es relevante tener presente que Chile ha avanzado en su institucionalidad educacional, específicamente en lo que dice relación con materia escolar, lo que permite que los establecimientos, las comunidades educativas y el Estado puedan presionar por una mayor calidad y equidad del sistema.





Agregó que en esta misma Comisión se discutió extensamente el proyecto de ley de aseguramiento de la calidad, la que  junto a la Agencia de calidad y la Superintendencia establecen una sana política que se está implementando y de la cual es fundamental esperar sus resultados. El sistema de aseguramiento de la calidad lo que hace es poner el foco donde se requiere, que es en el presionar a los establecimientos de acuerdo a sus resultados de aprendizaje y otros indicadores de calidad más que según sus estructuras jurídicas.





Para llevar adelante reformas profundas como las que hoy día se están discutiendo resulta indispensable detenerse un momento en el sistema de aseguramiento de la calidad, y permitir que se desarrolle en forma exitosa y ayudar a que eso ocurra.





Manifestó que da la impresión que el debate educacional se ha ido en una dirección distinta, sin permitir apreciar los resultados de este sistema que, con los debidos consensos, puede seguir avanzando en forma significativa.





Señaló que el país presente evidentes desafíos como mejorar los aprendizajes; atraer y retener a mejores docentes y promover el desarrollo profesional de los que están actualmente en ejercicio; ampliar las oportunidades de acceso a una educación de calidad para todos y en especial de los más vulnerables, y hacer de la educación pública una real alternativa para las familias, entre otros.





Indicó que estos desafíos están presentes ya que sin perjuicio de que Chile haya tenido avances significativos aún tiene falencias que superar. Expresó que el objetivo del proyecto es precisamente avanzar en esa línea. Señaló que hay un amplio consenso en que se requiere mejorar la calidad y propiciar un sistema más inclusivo, así como aumentar las posibilidades de elección de las familias respecto de la educación que reciben sus hijos, y que entiende que esos son también los objetivos del proyecto, los que son compartidos por el mundo educativo, el político, la comunidad y por AcciónEducar.





Indicó que la pregunta consiste en saber si el proyecto en discusión y las herramientas que establece, son las adecuadas para cumplir esos objetivos; ¿Apunta el proyecto a mayor calidad, mayor inclusión y mayores oportunidades de elección para las familias? 





Señaló que en su opinión el proyecto no va en la línea de cumplir con esos objetivos y que, lo que es más complejo, tiene una serie de efectos, que a lo mejor son indeseados, que atentan contra esos mismos propósitos, como intentará precisar. 





Sostuvo que los efectos positivos de la iniciativa que se propone no son fáciles de apreciar, pero que hay una serie de efectos negativos que son fácilmente identificables, que es posible anticipar, y que le parece que la Comisión puede aprovechar la oportunidad de apreciarlos y hacerse cargo de ellos para evitarlos. Agregó que esas consecuencias se traducen en menos calidad, menos inclusión y menos opciones para las familias y que llegan a contradecir incluso los mismos objetivos declarados por el Ejecutivo al presentar esta iniciativa de ley.





Expresó que al analizarlos el primer defecto que surge es el que dificulta el funcionamiento de los establecimientos de buen desempeño. Indicó que en el país existen más de mil colegios con buen desempeño en la prueba SIMCE según su nivel socioeconómico. Señaló que de acuerdo a la tabla que más adelante se adjunta, que considera a todos los establecimientos con fines de lucro del país y su resultado en la prueba Simce de cuarto básico, al compararlos con el promedio de los de su Región por nivel socioeconómico, se concluye que más de mil de ellos está sobre la media.





Con independencia de que es posible discutir si la prueba Simce es la manera de medir la calidad de la educación, la prueba constituye una herramienta para verificar si existen avances en los establecimientos y que tan efectivos son respecto del aprendizaje de sus alumnos.





Indicó que se podrían incorporar otras variables, pero lo que se desea destacar es que existe un número importante de establecimientos que lo están haciendo bien, y a los cuales el proyecto les dificulta la operación y les impone requisitos que no dicen relación con sus propias necesidades de mejoras. Si uno va a estos mil establecimientos, con buen desempeño, y consulta a la comunidad escolar si éste proyecto les resulta útil para seguir mejorando sus resultados lo más probable es que digan que no, y que por el contrario lo que hace es desconcentrarlos de su función principal para forzarlos a adaptarse a una normativa que en el caso de estos colegios no tiene ningún impacto positivo.





Explicó que para determinar si los establecimientos tienen posible lucro, porque no existe un registro específico que diga si son sociedades, corporaciones o fundaciones, se utilizó el rut del sostenedor y la información del Servicio de Impuestos Internos sobre su titular que indica su naturaleza jurídica, lo que permite conocer si es posible que el sostenedor retire utilidades, sin que realmente se conozca si lo hacen.

Cuadro: Porcentaje de escuelas con posible lucro sobre el total de escuelas municipales y particulares subvencionadas. Sólo escuelas con buen desempeño por Región, año 2013.
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Explicó que en el eje horizontal se encuentran las Regiones (el 13 corresponde a la Región Metropolitana), y en el eje vertical está el porcentaje de escuelas constituidas como sociedades comerciales sobre el total de escuelas municipales y particulares subvencionadas de su Región que tienen buen desempeño, es decir, que tienen un promedio Simce por sobre el promedio regional, considerando el nivel socioeconómico al cual pertenece cada escuela. Por ejemplo, en la I Región el 51% de las escuelas con posible lucro están sobre el nivel del Simce de su Región.





No se trata de saber si los con o sin lucro o particulares o subvencionados lo hacen mejor unos que otros, sino que simplemente de hacer notar que hay un porcentaje importante de colegios que lo hacen bien y a los cuales el proyecto les hace más difícil el mantenerse en actividad y no más fácil, que sería lo deseable para mejorar nuestro sistema educacional.





Una de esas normas es la que establece que los sostenedores deberán adquirir la infraestructura esencial donde funcionan como establecimientos, determinando un mecanismo de adquisición: imputándolo a la subvención considerando que se puede comprar el inmueble en el 11% de su avalúo fiscal, dividido por doce, y durante veinticinco años.





De acuerdo a los cálculos de AcciónEducar, que considera un escenario muy conservador para estimar el costo que eso significará para los establecimientos, se concluye que deberán destinar más recursos que los que actualmente emplean para mantener la misma infraestructura.





En la práctica, al menos 1607 colegios urbanos con fines de lucro -determinados de igual forma que para la tabla anterior-, deberán en promedio duplicar su actual gasto por concepto de bienes muebles e inmuebles, incluso si destinan a ello todas sus utilidades.





Informó que para este análisis se consideró un colegio tipo tomado desde un estudio del Ministerio de Educación que apuntaba a estimar el costo de una subvención de calidad. Agregó que el año 2012 se realizó tal estudio para ver cuál sería la subvención óptima, creándose dos colegios tipos, uno para enseñanza básica y otro para enseñanza media, valorizando lo que para esos colegios representativos de la realidad nacional significaba el costo de la infraestructura tipo, fijando un valor por metro cuadrado construido, por metro cuadrado de terreno, etc., todo con cifras conservadoras.





En este estudio se tomó ese mismo tipo de establecimientos -establecimiento tipo- y se le aplico considerando esos valores la fórmula de compra que establece el proyecto de ley, y resulto que deberían destinar un 21% de sus ingresos por subvención para poder adquirir sus inmuebles. Luego, se analizó la rendición de cuenta que los establecimientos deben hacer a la Superintendencia y lo que esos establecimientos declaran de gasto en infraestructura, muebles e inmuebles, y además lo que declaran por concepto de utilidad. Ese análisis arroja que al menos 1607 colegios destinan hoy a gasto en infraestructura, e incluso agregando lo que declaran por utilidades, menos de ese 21%. Por lo tanto, adecuarse a la normativa implica pasar al menos a gastar el 21% de sus ingresos por subvención en infraestructura, lo que es duplicar su gasto actual que en promedio alcanza al 11%, para conservar exactamente la infraestructura actual.





Expresó que ese incremento se podría discutir si fueran a ampliar la infraestructura, comprar más libros, adquirir mejores programas, pero que tal como está concebido el proyecto esos establecimientos deberán destinar más recursos de la subvención para quedar con la misma infraestructura educacional.





Señaló que para ese cálculo se consideró el monto de las actuales subvenciones, pero que si se considera el aumento de las subvenciones el resultado será el mismo. Lo que se calculó es cuánto gasta por alumno un colegio en infraestructura y cuánto debería gastar por alumno para adquirirla en la forma que indica el proyecto. Es decir, el aumento de la subvención se licuará en el mayor monto que deberá destinar a adquirir su actual infraestructura, impidiendo destinarla a fines educativos. 

Cuadro: distribución por región de los establecimientos particulares subvencionados urbanos con fines de lucro que no estaría en condiciones de asumir el gasto de la compra con los ingreso disponibles. Año 2012.
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Lo que les preocupa es que el mayor gasto no será destinado a ampliar la infraestructura, las bibliotecas o los gimnasios, sino que sólo para conservar la misma infraestructura con que actualmente funciona.  Esto afecta los colegios con fines de lucro y a los sin fines de lucro que deberán pasar por el mismos proceso.





En síntesis, con esto se quiere apuntar a que si lo que se busca es que terminando con el lucro los recursos se destinen exclusivamente a las mejoras del proyecto educacional, en la práctica el mecanismo considerado para terminar con el lucro obliga a los establecimientos a gastar más recursos en infraestructura sin beneficiar en nada la calidad, y quizás actuando contra ella si los sostenedores deben distraer el aumento de la subvención, u otros recursos destinados a otros fines, para pagar su infraestructura.





Continuó señalando que otro efecto que estima negativo del proyecto es que sólo reemplaza fondos privados por públicos, sin incrementar los recursos del sistema. 
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Fuente: Education at a Glance 2013 (OECD).





Agregó que en este gráfico se muestra el gasto en educación como porcentaje del producto interno bruto de cada país, distinguiendo el gasto público y el gasto privado. La línea gruesa horizontal corresponde al promedio de la OCDE, muy bajo la cual está el país.  Lo que hace el proyecto al eliminar el financiamiento compartido es reemplazar, en el largo plazo, el aporte privado por el aporte público, sin incrementar el gasto en educación, que es lo que se necesita.  Existe un déficit en gasto en educación; los establecimientos requieren mayores ingresos por subvención; el proyecto hace un esfuerzo en aumentar la subvención pero eso se destina a reemplazar los aportes privados.





Señaló que este mecanismo no es conveniente ni adecuado para el objetivo de mejorar la calidad de los establecimientos, que necesitan más recursos y no los mismos. Además, se pone un techo al financiamiento de los establecimientos al eliminar el financiamiento compartido. 





Expresó que las condiciones que dieron origen al sistema de financiamiento compartido en Chile en parte se mantienen. El sistema nace para incorporar mayores recursos al sistema educacional, y esas mismas condiciones que antes eran más apremiantes aún se mantienen. Todavía el sistema educacional requiere más recursos y el proyecto, en la práctica, no incorpora nuevos recursos sino que simplemente cambia fondos privados por fondos públicos.





En cuanto a la inclusión, que entiende como otro eje importante del proyecto, estimó que se desconoce una combinación virtuosa que se ha dado en nuestro sistema educacional, que es la que ocurre dentro de los establecimientos que tienen subvención escolar preferencial y copago. Recordó que los colegios que tienen financiamiento compartido están obligados de recibir al menos un 15% de alumnos vulnerables y a no cobrarles. Asimismo, los alumnos que son beneficiarios de la subvención escolar preferencial generan mayores recursos por parte del Estado para sus colegios, que los reciben con la prohibición de cobrarles financiamiento compartido.





En la práctica eso se ha traducido en que en un mismo establecimiento convivan alumnos de distintas realidades; alumnos de familias que están en condiciones de aportar financiamiento compartido, que se les cobra, con alumnos beneficiarios de subvención escolar preferencial por ser más vulnerables, y estimó que esta política ha tenido efectos positivos en el sistema educacional.
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El cuadro anterior muestra el porcentaje de alumnos prioritarios del total de la matrícula, según copago del establecimiento para el sector particular subvencionado. Año 2013.





En la práctica el gráfico muestra que efectivamente nuestro sistema tiene dentro de los establecimientos un nivel de inclusión que se puede potenciar, que se da precisamente por las actuales características del sistema. Es necesario ser cuidadoso al modificarlo, y tener claridad sobre los efectos que pueden generar las modificaciones en los niveles de inclusión que actualmente tiene el sistema. 





Señaló que si un objetivo del proyecto es disminuir fuertemente la segregación haciendo el sistema uno más inclusivo, es posible se esté tirándo por la borda un sistema que, por ejemplo con la subvención escolar preferencial, ha permitido disminuir la segregación.





Evolución de la segregación en la última década:
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Fuente: Valenzuela, Elacqua, Mizala et al (2014).





Agregó que desde el año 2008, en que se crea la Subvención Escolar Preferencial, la segregación ha disminuido, la inclusión se vio potenciada gracias a un mecanismo que ha sido muy virtuoso, que iniciado en el primer gobierno de la Presidente Bachelet y recogido por el Presidente Piñera, que aumentó y perfeccionó el sistema de rendición de cuentas del gasto de esos recursos.





Ante la consulta del Honorable Senador señor Quintana agregó que la SEP es un mecanismo al que se le puede sacar mayor partido pues efectivamente la inclusión decae a medida que aumenta el copago, y que es posible buscar una fórmula para que esos colegios reciban a alumnos prioritarios con la SEP. Señaló que actualmente la subvención escolar preferencial tiene algunas restricciones que llevan a que los colegios con copago alto prefieran evitarlas. Se podría hacer obligatoria la SEP o hacerla automática para que cualquier alumno vulnerable pueda exigir que se le pague en cualquier establecimiento escolar subvencionado del país, con independencia de que el colegio tenga o no tenga convenio. Eso permitiría que muchos alumnos vulnerables se incorporen a colegios con financiamiento compartido de elevado copago, lo que actualmente no es posible por la traba del convenio. Si se elimina el convenio o se hace obligatorio el recibir a los alumnos con SEP es posible que la inclusión también aumente en los colegios de alto copago.





En materia de los efectos del proyecto, estimó que en el tema de ampliar las opciones de elección de los padres el proyecto claramente va en una dirección contraria, pues cuando restringe la creación de nuevos establecimientos subvencionados disminuyen las opciones de las familias y decaen las opciones entre distintos proyectos. En dónde no hay establecimientos con buenos resultados se impide la entrada de sostenedores con capacidad de hacerlo bien. Agregó que entiende que algunos estimen que mediante este mecanismo se potencia la educación municipal,  y que compartiendo la necesidad de mejorarla le parece un error pensar que mediante la prohibición de ingreso al sistema de nuevos proyectos ello ocurrirá. 





Estimó que es más grave aún el que tal mecanismo contradiga la declarada aspiración del proyecto de que las familias tengan más opciones de donde educarse, y no menos opciones.





En cuanto a la diversidad de ofertas educativas expresó que hay 56 comunas del país en que la educación particular subvencionada está cubierta exclusivamente por establecimientos organizados como sociedades comerciales, y que tomar las medidas que contempla el proyecto a su respecto podría significar un retroceso en vez de un avance en materia educacional.





Por último, indicó que el proyecto genera una altísima tensión en el sistema escolar que afecta a sostenedores, profesores, alumnos y apoderados, porque al margen de las acusaciones de campañas del terror, es importante dar por descontado que la tensión se ha producido y que lo que no se puede permitir por todos los que se preocupan porque nuestro sistema educacional siga avanzando, es que el sistema viva en una constante tensión que no es por lograr mayor calidad, no es por mejorar lo aprendizajes ni por obtener un mejor clima escolar, sino que simplemente porque las familias, profesores y sostenedores no saben qué va a ocurrir con las subvenciones.





Para despejar esa tensión se requiere contar con cierto nivel de información de la cual hoy el país no dispone, y decir con claridad cuántos sostenedores son propietarios de sus terrenos, cuántos son arrendatarios y de ellos cuántos lo son de personas relacionadas, etc. Tener esa información permitiría despejar este tipo de tensión.





Indicó que el señor Ministro ha dicho que no es posible anticipar lo que pasará porque no ha terminado de negociarse el proyecto. Sin embargo, este es precisamente el momento donde debe determinarse que ocurrirá y no es razonable esperar que se legisle para sentarse a observar sus efectos. Es necesario anticiparse a ellos, y para eso es fundamental contar con un nivel de información del cual hoy día se carece, al punto que estimó que no es conveniente avanzar sin tales antecedentes. Agregó que ello es fundamental para que los parlamentarios puedan realizar su trabajo de diseño de políticas públicas y para que las comunidades educativas sepan también a qué atenerse, y que los sostenedores sepan si les afectará y cómo.





Expresó que una serie de conflictos constitucionales puede judicializar la reforma, porque las limitaciones para llevar a la práctica proyectos educativos específicos como los bilingües o los orientados al deporte o al alto rendimientos académico, en los que influye la selección, pueden entenderse como una restricción desmedida a la libertad de enseñanza constitucionalmente consagrada. Se podrá discutir sobre la libertad de enseñanza y se trata de un debate legítimo, pero no parece conveniente avanzar en un proyecto que entra en conflicto con las normas constitucionales, como la restricción para abrir establecimientos en comunas considerando las vacantes que eventualmente se fijen, o el cambio en las condiciones vigentes al momento de celebrase los convenios de la Jornada Escolar Extendida que determinaron el aumento de las inversiones de los sostenedores a raíz de acuerdos celebrados con el Estado. El cambio no debiera afectarles, y si se cambian las condiciones los tribunales deberán resolver las controversias y también será necesario buscar un mecanismo adecuado para que los sostenedores puedan recuperar las inversiones realizadas. 





Finalmente, estimó que un correcto diseño de políticas públicas debe considerar los instrumentos adecuados para los fines perseguidos, y que éste es el momento de detectar los elementos negativos y eliminarlos para generar una política de Estado de consenso que le dé estabilidad de largo plazo, pues los efectos de ella sólo se apreciarán en el mediano y largo plazo.





6.- El representante de la Fundación Jaime Guzmán, señor Jorge Barrera, centró sus comentarios en el texto del proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados.





Expresó que la Fundación Jaime Guzmán quiere referirse a la forma como se pone fin al lucro en la educación escolar particular subvencionada y el fin al financiamiento compartido, que es el derecho de los padres de aportar a la educación de sus hijos.




 
Respecto del fin a la selección, señaló que uno de los temas a debatir es el procedimiento aleatorio y la posibilidad que se puedan establecer arbitrariedades como el cambiar el mérito académico por la suerte o el azar.  Señaló que establecer un orden de prelación legal en que se fija un 15% para alumnos prioritarios le parece muy bien, pero que crear una preferencia para los hermanos, los hijos de docentes y los hijos de manipuladoras de alimentos u otros trabajadores permanentes del colegio, podría ser discriminatorio respecto de los sujetos expuestos al azar.





En relación con el proceso de entrevistas previo a la matricula indicó que en el artículo 7 quáter del proyecto determina que dichas entrevistas sólo pueden tener lugar una vez matriculado el estudiante. La idea original era que fuera posible después de admitido el alumno y antes de la matrícula, antes de la suscripción del contrato que liga al colegio con el estudiante, permitiendo a los padres conocer fielmente el proyecto educativo. Indicó que esto no es un resguardo para el colegio porque aunque se ha tratado de establecer que se le protege en realidad se trata de cuidar a los otros estudiantes para que todos conozcan el proyecto en igualdad de condiciones y tengan similar grado de adhesión al mismo, y para que no se transforme el proceso en un contrato de adhesión como si se tratase de contratar con una multitienda.





Manifestó que es necesaria una adhesión real que dé cuenta del compromiso de los padres, y que sin perjuicio que se concuerde en que exista o no exista selección parece razonable que, una vez admitido el estudiante, pueda realizarse una entrevista en forma previa a la matrícula para determinar su compromiso y adhesión al proyecto educativo. 





Señaló que de otra forma la matricula se transforma en algo parecido a la aceptación de una aplicación en el teléfono que todos declaran aceptar aunque nadie la haya leído, y que el alumno ingresaría a un colegio desconociendo él y sus padres el propósito del proyecto educativo de que se trata.





Agregó que se habla del fin de la selección pero que ella no se elimina para todos y se mantiene para los colegios emblemáticos, los de modalidad artística y de alta demanda.  Quienes hoy seleccionan son los buenos colegios porque para hacerlo necesariamente hay que tener mayor demanda que la oferta que ofrezco, más interesados que cupos de matrícula,  





Expresó que tenía observaciones respecto de la selección y del texto propuesto. El artículo primero en su primer numeral reemplaza la letra j) por una letra k) que indica que el sistema propenderá a eliminar todas las formas de discriminación y barreras que impidan el aprendizaje y la participación de los y las estudiantes, sin importar sus particularidades y diferencias, mencionando entre ellas las de género.





Indicó que el Ejecutivo al presentar su proyecto y las indicaciones durante el primer trámite reglamentario reiteró la palabra arbitraria en innumerables artículos. Se hablaba de discriminación arbitraria y no de cualquier discriminación o diferencia, sino que de arbitrariedades, decisiones sujetas al capricho o irracionalidad.  La actual redacción puede generar problemas prácticos por ejemplo en aquellos colegios cuyo proyecto educativo es sólo para varones o sólo para mujeres, ya que si no puedo hacer ninguna discriminación por género, pues la norma se refiere a discriminación y no a discriminación arbitraria, lo que ocurrirá es que serán llevados a los tribunales por restringir el acceso según el sexo, pese a que curiosamente los colegios emblemáticos o son sólo de hombres o son sólo de mujeres y se les permite mantener la selección.





En cuanto al texto de la letra c) del numeral 2) del art5ículo primero, señaló que es producto de una modificación presentada por el Ejecutivo, y que dice que es deber del Estado el velar por la igualdad de oportunidades y la inclusión educativa promoviendo especialmente que se reduzcan las desigualdades derivadas de, entre otras, las habilidades del niño, como si las habilidades, el mérito y el esfuerzo de las personas fuera en definitiva fuente de la desigualdad. Esa norma pareciera indicar que no pueden existir diferencias ni aún como producto del mérito o el esfuerzo personal.





Respecto del fin del copago indicó que el financiamiento compartido nace el año 1989 en un pequeño número de colegios, y que se expande el año 1993 con Jorge Arrate como Ministro de Educación, a raíz de la publicación de la ley Nº 19.247, ocasión en que el propio Ministro Arrate expresó que el copago buscaba deselitizar la educación particular pagada y que los padres pudieran aportar para mejorar la educación de sus hijos.





El contexto desde entonces no ha cambiado. En esa época el Estado entregaba una subvención de seis mil pesos que no alcanzaba para una educación de calidad, y hoy está claro que lo que aporta el Estado tampoco alcanza para brindar una buena educación. Lo que se propone para subvención de alumno preferente y aporte de gratuidad no reemplaza los recursos que aportan hoy los padres al sistema. Además, dichas subvenciones están afectas a los fines educativos, lo que limitará la libertad de enseñanza.





Señaló que cuando se legisla es posible asumir una de tres posiciones respecto de una materia. Estar en contra, respetarlo o promoverlo. Se puede estar en contra del copago o en contra de la pluralidad de proyectos educativos y se las tratará de eliminar. Se puede respetar y se intentará mantenerlo como está, o se puede estar de acuerdo y se intentará promoverlo. Lo que se hace en este caso, agregó, es simplemente desincentivar que los padres aporten a la educación de sus hijos.  





Expresó que el proyecto no termina con el copago sino que sólo elimina el copago exigible, porque al hacer un ejercicio de honestidad intelectual resulta que esta norma ya existía, la que permitía el financiamiento compartido. Señaló que los padres siempre podrán aportar y lo harán para mejorar la educación de sus hijos.





Estimó necesario adoptar una decisión sistémica. O se hace por un sistema reglado a través de las escuelas y con la supervisión de una Superintendencia de Educación, una agencia de calidad y el propio Ministerio, o se hace mediante un sistema desregulado en que no sabemos que educación se está entregando, con preuniversitarios, clases particulares, etc. 





En cuanto al fin al lucro, existen varios matices. Se puede decir no quiero que exista lucro con fondos públicos lo que no significa lo mismo que sostener que la persona que reciba fondos públicos no pueda lucrar con fondos externos, ya que son situaciones distintas. Esto en algunas partes del proyecto se confunde y en otras se separa. Respecto del financiamiento compartido indicó que los recursos del copago no están afectos a los fines educativos, lo que parece bien, pero que en sentido contrario el proyecto establece un gravamen para los establecimientos que reciben aun donaciones y aportes voluntarios, en que el 40% del total de lo recaudado por aporte de los padres será descontado del monto total de la subvención que le corresponde percibir.





El problema es con la lógica de la subvención. Indicó que la lógica de la subvención para un sostenedor particular no es la propia del derecho público, y en consecuencia está todo permitido para el uso y la implementación del proyecto educativo salvo prohibiciones determinadas establecidas en la ley. Lo que hace el proyecto es señalar que se podrá gastar o usar la subvención sólo en aquello que está permitido en el artículo 3° de la ley de subvenciones -los llamados fines educativos-, y todo lo demás estará prohibido, aun cuando esos dineros se empleen para el propio establecimiento.





Si se quería prohibir -se esté o no de acuerdo- que los colegios tengan fines de lucro basta establecer una prohibición más a todo el sistema. Permitir que hicieran todo lo que quisieran sin establecer fines educativos taxativos en la ley y fijar sólo una prohibición más: no se puede lucrar.





Con el fin al lucro al final se realiza una modificación global a todo el sistema y se crea un precedente importante. El próximo año se verá que pasará con el tema de la educación superior y la regulación del empleo de los fondos públicos. ¿Se establecerán fines educativos para poder investigar?; ¿Se establecerán fines educativos para los créditos con aval del Estado o para los aportes fiscales directos o indirectos? ¿Se establecerá en que se puede o no gastar el dinero?





La ley fija en detalle en qué se pueden invertir los recursos y será regulado discrecionalmente por un reglamento. “Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias de que trata este artículo, sin perjuicio de las normas de carácter general que respecto de estas materias deberá dictar la Superintendencia de Educación”.





Manifestó que lo que se hace en definitiva es poner fin a la libertad de enseñanza y a la diversidad de proyectos educativos con fondos públicos.





Expresó que ya en la discusión en la Cámara de Diputados se dieron cuenta por ejemplo que el proyecto impedía a los colegios sin fines de lucro que operan e red, como la sociedad de instrucción primaria, que pudieran subvencionar desde los colegios más grandes a los colegios más chicos, porque la norma decía que el dinero tiene que ir al establecimiento y  no a los establecimientos, lo que los llevó a modificar la disposición.  





Indicó que se ha hablado mucho de que el lucro no es sueldo, afirmación con que concuerda, pero que si hay acuerdo en que el lucro no es sueldo no se entiende cual es la finalidad de regular la remuneración que reciben las personas o los directivos como lucro encubierto. Es decir, hay que decidir si se considera lucro al sueldo o no se le considera como tal.  





Señaló que es fundamental entender que la libertad de enseñanza surge en Chile como garantía constitucional el año 1874, y que se agrega al numeral sexto del artículo doce de la Constitución Política de 1933, y que no se estableció dentro de la libre iniciativa económica sino que respecto del derecho de asociación, el derecho a ser comunidad educativa. Por tanto, agregó, estamos frente a una libertad de enseñanza como derecho que tienen las personas de hacer una comunidad educativa distinta de la que hace el Estado. Por eso es tan grave esta norma, y se verá agravado cuando hablemos de cárcel para el lucro, indicación que no fue aprobada en la Cámara de Diputados.





Expresó que se ha dicho que se pretende reponer en el Senado esa indicación, la que señala textualmente que si el administrador de un establecimiento que recibe aportes del Estado destina partes de esos recursos a un fin distinto a los llamados fines educativos, aun cuando lo haga al mismo establecimiento, será sancionado con una multa a beneficio fiscal y deberá reintegrar al establecimiento el total de los recursos mal usados, y que de no verificarse el reintegro de dichos dineros se le aplicará la pena de presidio menor en su grado medio a máximo.





Sostuvo que eso no es cárcel por lucrar o retirar utilidades, no es cárcel por tener ganancias aun cuando la persona invirtiera el dinero en el establecimiento, sino que es cárcel por llevar un proyecto educativo distinto al que pretende implementar el Estado mediante los fines educativos creados por ley.





El fin al lucro también se plantea para las Agencias de Asistencia Técnica Educativa que prestan asesorías de apoyo a los establecimientos educacionales en la elaboración, implementación o monitoreo del Plan de Mejoramiento Educativo, que es una de las formas en que se puede gastar la Subvención Escolar Preferencial. 





Afirmó que ese es un tema que excede al propio proyecto de ley y que llama la atención su inclusión porque no se sabe qué pasa con otras instituciones constituidas como entidades con fines de lucro que también prestan servicios a los establecimientos educacionales y a los sostenedores, incluidos los sostenedores estatales, como las sociedades alimentarias que prestan servicio a la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas (JUNAEB), o las empresas constructoras, sin que sea imaginable que ellas existan sin fines de lucro.





Sostuvo que entregar al arbitrio del Ministerio el permitir que un colegio se pueda adscribir al sistema de subvenciones es el fin de la educación subvencionada. Es entregar una facultad al arbitrio del Ministerio.





Indicó que otro tema fundamental es precisar que se entiende por fortalecimiento de la educación pública, porque muchos entienden el fortalecimiento de la educación pública como el aumento de colegios estatales, sean buenos o malos, aunque en realidad el fortalecimiento consiste en mejorar los establecimientos que tiene para que provean buena educación, y agregó que no se mejora la educación pública aumentando la dotación de establecimientos públicos a costa de los particulares subvencionados.





Consultó qué pasará con las escuelas rurales respecto de las cuales el Secretario Ejecutivo de la Reforma dijo que se fusionarían.  





Respecto de los sueldos de los profesores, indicó que el Presidente del Partido Socialista y miembro de la Comisión de Trabajo de la Cámara de Diputados asistió a la discusión del proyecto de reforma educacional cuando se votaban las indicaciones, y que fue consultado sobre qué pasa cuando una persona con fines de lucro se transforma en una persona sin fines de lucro. Manifestó que, como muchos saben, las personas con fines de lucro están obligadas por las normas del Código del Trabajo a entregar una gratificación legal a sus trabajadores como participación en las utilidades, no inferior a un 30% anual de las mismas, que también se puede pagar con un 25% mensual de la remuneración, con un tope de 4,75 ingresos mínimos mensuales en el año, que equivalen a 89.062 pesos.





Si se transforma de una sociedad con fines de lucro a una sin fines de lucro todos los trabajadores, no sólo los profesores, pierden de inmediato la gratificación legal, porque las personas sin fines de lucro no tienen utilidades. 





Consulto qué pasa con los contratos de los profesores y asistentes de la educación de los establecimientos con financiamiento compartido si hoy se le pone fin a ese financiamiento. Muchos de esos empleados tienen sus remuneraciones ligadas a ese financiamiento, y sus contratos expresan, por ejemplo, que un 10% de su sueldo se pagará con cargo al financiamiento compartido.





Estimó necesario tener presente la diferencia entre socio de una entidad con fines de lucro con la de director de una fundación o corporación sin fines de lucro y la propiedad de los inmuebles donde funcionan los colegios, porque aquí hay algo que no se ha develado y es que lo que establece el proyecto de ley es que el socio de una sociedad comercial tiene una cuota de los bienes de la sociedad y que tendría que ceder la propiedad del inmueble a una fundación, porque cuando se es director de una persona sin fines de lucro no se puede tener participación patrimonial en la cuota o patrimonio de la fundación, por lo tanto pierden la propiedad del establecimiento. Es casi una donación del establecimiento desde una sociedad en la que se participa y se es propietario de una cuota del inmueble a una fundación sin fines de lucro.





Respecto de la transformación de un colegio subvencionado en particular pagado expresó que el problema es más profundo porque siempre los sostenedores tendrán la libertad de decidir si se mantienen o no en el sistema según su arbitrio, y si las condiciones generan tal tensión entre sostenedores, apoderados y el gobierno, esto puede terminar con sostenedores que quieran salir del sistema.





Finalmente se refirió al artículo noveno del proyecto de ley, expresando que establece una facultad especial para el Ministerio de Educación para adquirir el inmueble -no el establecimiento educacional- en caso que el sostenedor decida cerrar el establecimiento y dejar de prestar el servicio educativo y siempre y cuando manifieste esa voluntad, sin que la norma se refiera a manifestar la voluntad de vender el colegio, y preguntó qué pasará en tal caso con los trabajadores que quedarán cesantes y con sus indemnizaciones.  





Para concluir, indicó que lo fundamental respecto del proyecto de ley es saber si se va a o no a cambiar la lógica del financiamiento de la educación con fondos públicos, y si existirá o no libertad de enseñanza y diversidad de proyectos educativos con fondos públicos, señalando que tal libertad no existe si no hay diversidad, porque no es posible ser libre para elegir lo que compro si sólo hay un producto.  Si sólo existirá como oferta la enseñanza del proyecto educativo estatal dejo de tener libertad de enseñanza, que es lo que en germen hace el artículo tercero al establecer los fines educativos.





Terminadas las exposiciones, el Honorable Senador señor Walker expresó que las exposiciones originan los debates que requiere la Comisión y el proyecto, y demuestran la necesidad de tomar el tiempo indispensable para escuchar a las personas que pueden ilustrar sobre las ventajas y desventajas de la iniciativa. 





Agregó que le agradó la exposición en cuanto ha mostrado también el lado positivo de lo realizado durante los últimos años en materia educacional y no se ha centrado sólo en sus carencias llevando el tema a una lógica refundacional. 





Señaló que existe una gran y notable cobertura educacional que excede la de los países de nuestro estándar. Somos los de mejor resultado de la prueba Pisa en américa latina en matemáticas, lectura y ciencias.  Indicó que existe necesariamente una relación entre la alta cobertura y la segregación, y que mientras mayor la primera más repite o refleja la situación socioeconómica del país, y que lo interesante es que aún con una gran cobertura nuestros resultados son buenos en la comparación realizada.





En cuanto a las críticas, expresó que al igual que lo ha expresado el Honorable Senador Quintana le preocupan no sólo los mayores costos que pudiera significar para los sostenedores la mantención de la infraestructura, sino que especialmente el que pese al enorme esfuerzo de aumento de recursos para la subvención y la creación de dos nuevas subvenciones, los recursos destinados a la educación no aumentarán como porcentaje del PIB, sino que sólo pasará el Fisco a financiar lo que hoy financian los padres. 





Eso en relación con lo empírico de las exposiciones, aunque le interesa principalmente lo conceptual normativo. En la educación particular subvencionada que representa el 55% de la matrícula en Chile con 1.800.000 alumnos y 5.800 establecimientos, la subvención escolar preferencial cumple un rol social integrador. Si se mira el porcentaje de alumnos prioritarios de la educación particular subvencionada se observa que es cercano al 40%, y que el porcentaje de gratuidad es cercano a eso.  





Agregó que desde el año 2008, en que se incorpora la subvención escolar preferencia, se ha tendido a una menor segregación, menos segmentación y mayor integración, lo que constituye un avance en integración e inclusión, lo que lleva a preguntar por qué no dar otro paso en términos de mayor inclusión y menor segregación, porque la SEP se encuentra limitada, por ejemplo, por el copago.   





Enseguida señaló que tomando el concepto del derecho a elegir que han planteado los invitados, deseaba consultar por qué ninguno se hace cargo de que el copago constituye una barrera de entrada a la educación de calidad que describen, pues limita en definitiva el derecho a elegir.





Expresó que el financiamiento compartido tiene ventajas en cuanto a deselitizar, que fue el objeto tenido en vista al crearlo y que se logró porque muchos establecimientos pagados pasaron a ser subvencionados para captar más población, pero que el copago también limita el derecho a elegir y su eliminación debiera ser propiciada por quienes alegan sobre la libertad de elección.





Señaló que concuerda con algunas objeciones a la selección ya que no se desea eliminar todo tipo de discriminación sino que la discriminación arbitraria, y efectivamente la letra f) del número 1) del artículo sólo se refiere a discriminación y no menciona el carácter de arbitraria 





Manifestó que cuando se aprobó la ley contra la discriminación quedó claro que no es lo mismo discriminación arbitraria que una distinción razonable, y que eso debe aplicarse en este proyecto pues claramente hay procesos de selección que no constituyen discriminación arbitraria, como en el tema del género, pues es razonable que puedan seguir existiendo colegios de niños y de niñas.   





Indicó que tampoco parece necesariamente discriminatorio que algunos colegios más exigentes quieran atraer alumnos de mejor rendimiento como ocurre con los colegios emblemáticos, y que es un tema a discutir respecto del resto que quiera aplicar una prueba, pues donde existe la misma razón debiera existir la misma disposición. Hay que integrar, incluir y no segregar, pero no es arbitrario que un buen colegio atraiga buenos alumnos o realice una entrevista, aunque señaló estar abierto a escuchar y analizar argumentos en sentido contrario, agregando que es de suponer que cuando se trata de colegios con necesidades especiales de educación nadie habla de discriminación, pero hay que tener claridad en la materia.





En cuanto a la selección por tómbola o por el azar, expresó que hay colegios particulares subvencionados con gran demanda, en que ante el exceso acogen por orden de postulación, lo que parece mejor que una tómbola.   Indicó que es absolutamente contrario a la discriminación por motivos socioeconómicos, pero no se opone a toda distinción, a que se considere el rendimiento escolar o se realicen entrevistas.





Respecto al artículo tercero, señaló que al leer la norma resulta que contiene once ítems en que se puede gastar la subvención y que es difícil imaginar que puede faltar en esa enumeración, que en sus números finales es abierta y residual cuando menciona a todo lo que vaya en favor de los fines educativos. Indicó que el proyecto enumera taxativamente en que se debe usar la subvención, y consultó a los expositores que mención estiman que falta en la enumeración.





En relación con las Ates, señaló que son profesionales que prestan servicios y cobran por la asesoría, al igual que los proveedores de Junaeb que licita la provisión de alimentos por 1.400.000.000 de dólares, sin que le parezca posible pedir que las empresas que entregan alimentación no tengan fines de lucro. Igual criterio debe aplicarse para las Ates y en eso comparte las críticas.





En cuanto a la prohibición de abrir nuevos colegios subvencionados estimó que eso hay que modificarlo y regular y no prohibir. La matrícula escolar ha bajado en 400.000 alumnos por razones demográficas, sin embargo los colegios han subido de 10.000 a 12.000 lo que muestra una irracionalidad que requiere regulación, pero no en la forma que considera el proyecto, la de prohibir.





A continuación la Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que una de las mayores preocupaciones que le genera el proyecto es que no ha encontrado información sobre su efecto práctico.  No se ha tenido a la vista algún informe del Ejecutivo que diga cuántos colegios particulares subvencionados con fines de lucro existen y cuántos subvencionados sin fines de lucro; cuántos de los particulares subvencionados arrienda y cuántos de ellos lo hacen a personas relacionadas; cuántos colegios con copago alto se transformarían en particulares pagados; cuántos colegios están pagando créditos y no podrán seguir funcionando, los que entiende que alcanzan a un 80%, pero se requiere de información oficial y formal del Ministerio respecto de todas estas consultas.





Manifestó que le preocupan especialmente los colegios particulares subvencionados con fines de lucro que son rurales, que es un tema que casi no se ha tocado y que es muy importante en las regiones del sur del país, donde hay comunidades rurales donde no hay educación municipal y sólo se entregan servicios educativos en los colegios particulares subvencionados, que no podrán transformarse en sin fines de lucro porque no son propietarios de la infraestructura o porque están pagando créditos por ella. Asimismo, debe conocerse cuántos colegios que atienden necesidades educacionales especiales son con fines de lucro.





Señaló que pide encarecidamente al Ejecutivo que haga una presentación de estos números para revisar la realidad de los colegios particulares subvencionados en Chile, para ver los efectos que la reforma puede tener.  No se puede esperar a ver esos resultados y legislar ciegos, sin conocer el efecto que tendrá en la vida real de las personas. Es un problema crucial y es relevante que el Ejecutivo presente con total la transparencia la realidad de todos los colegios particulares subvencionados. 





Indico que en la Región de Los Ríos, en el sector que separa a Mafil de Los Lagos, los colegios son particulares subvencionados con fines de lucro, y que los padres antes debían mandar diariamente a sus hijos pequeños en micro a Mafil o Los Lagos, y que esos sostenedores dicen que no pueden sobrevivir con este proyecto.





Expresó que es necesario que el Ministerio, como responsable del proyecto, entregue la lista de los 6000 colegios existentes y la situación de cada uno de ellos, con toda la información pertinente, pues de otra forma sólo se seguirá discutiendo sobre supuestos, lo que no constituye la forma apropiada de legislar.





En lo que dice relación con la obligación que se establece para los colegios de tener que comprar la infraestructura, precisó que ello redundará en un cambio a la forma en que la pagan y eso subirá el costo. Eso lo cubrirá la nueva subvención, pero el problema es que lo que se desea es que la nueva subvención vaya a costos directos de la calidad de la educación y no al pago de infraestructura.  Si hoy un colegio paga 100 por infraestructura por el cambio legal tendrá que pagar, por ejemplo, 150. Si se aumenta la subvención obtendrá esos 50  del aumento, y no irán a calidad de educación sino que al pago de infraestructura ya existente, sin que se estén invirtiendo bien los recursos.





En cuanto al financiamiento señaló que todos los presentes quieren que el acceso a educación de calidad no esté restringido por los ingresos de los padres, sin que hasta el momento sea posible comprender por qué, si se ha calculado que la educación de calidad cuesta entre ciento noventa y doscientos mil pesos, en vez de gastar plata en comprar la infraestructura de los colegios no se destinan todos esos fondos a educación, porque la subvención general hoy es de sesenta mil pesos, para acercarse algo al monto necesario.  





Enseguida consultó por qué no fijar como una meta a alcanzar el reunir los recursos necesarios para una educación de calidad, y mientras ella no se alcance permitir que los padres sigan haciendo aportes. Mientras el Estado no pueda entregar esos recursos no parece adecuado prohibir que los padres también aporten.  Señaló que el proyecto produciría que la subvención general suba de sesenta mil a ochenta y siete mil pesos, cifra que aún es muy lejana de los doscientos mil necesarios, y que no comprende por qué no se entregan más recursos si para ello se acaba de aprobar una reforma tributaria.





Indicó que hay colegios que tienen copago y tienen SEP y deben ser los más inclusivos del país, pero que la subvención de gratuidad que trae el proyecto prohíbe el copago y consultó que pasará con los colegios que combinan los esfuerzos del Estado con el de los padres.  Señaló que en ellos los alumnos prioritarios originan una subvención de 90.000 pesos, y que los que tienen un poco más originan una subvención de 60.000 que puede ser incrementada por el aporte de los padres, por ejemplo, de 30.000 pesos.   





 Señaló que muchos de estos colegios son ex colegios de iglesia, que son los que el ex Ministro Arrate dejó al alcance de la población general, que tienen un costo de 140.000 pesos que se completan con el copago y con el SEP por los niños más vulnerables.





Sobre los fines educativos, manifestó que cuando se legisla se piensa que la ley cubre todas las posibilidades de la realidad, pero que siempre es posible que esa realidad no nos sea conocida y que al leer los once puntos que se consideran como fines educativos se puede pensar que no hay nada que falta ni nada que sobra, pero en la realidad eso dependerá de lo que piense el fiscalizador de la Superintendencia al controlar un colegio en la cordillera en que el director entienda otra cosa.  Por ejemplo, en un colegio religioso que se compren biblias para sus alumnos, o violines en otro, es posible que el fiscalizador no lo estime dentro de los fines educativos, aunque si lo haga el fiscalizador de otro lugar.





Expresó que no estima que el legislador sea un iluminado que sepa todo lo que puede ocurrir en la práctica en una materia como esta, y que se pueda conocer lo que son los fines educativos en más de 6.000 colegios del país.





Finalmente consultó al Ejecutivo cuántos colegios tienen convenio SEP, y qué pasa con los profesores de los colegios que cierren por un hecho imprevisto para el sostenedor; que pasará con sus indemnizaciones.





El Honorable Senador señor Quintana señaló que los expositores han planteado una mirada crítica en relación con el proyecto, y que los integrantes de la Comisión han recogido esos cuestionamientos realizados con distintos énfasis; uno centrado en la comparación de los sistemas y otro en los puntos jurídicos.





Agregó que al igual que en la sesión anterior se han planteado numerosas preguntas al Ejecutivo, y que ellas serán respondidas en la próxima sesión.    





Sobre lo expuesto, indicó que hay una gran diferencia entre las exposiciones y las recibidas el día de ayer y que constituyen miradas muy contrapuestas.  Hay un tema de diagnóstico muy distinto, y a veces incluso se tiende a decir peyorativamente que el proyecto tiene una carga ideológica muy grande, pero eso pasa con el sistema desde hace treinta años, y eso hay que sincerarlo.





Se ha destacado la cobertura del sistema, lo que es un activo que todos reconocen, pero hay que poner las cosas en su lugar y en su contexto, porque hace catorce años se realizó una reforma educacional para fijar en doce años la educación obligatoria, y ha transcurrido más de una década desde que el país inició ese esfuerzo. Esa mirada sin embargo nos permite compararnos sólo con los vecinos, pero ese no parece ser el punto de comparación o el estándar que queremos plantearnos.  





Lo que existe hoy en el país es un experimento que no dio resultados y que ha traído segregación. Es interesante que nadie discuta que tenemos un problema de segregación, aunque se intenta mostrar que hay ciertos niveles de integración porque a establecimientos que tienen copago van niños prioritarios por la subvención escolar preferencial.





Indicó que cuando se aprobó el incremento a la SEP en el gobierno anterior, con el Ministro Bulnes, se incluyeron los fines educativos, materia que ahora es fuertemente cuestionada por la Fundación Jaime Guzmán.  El propio Ministro Bulnes planteó la necesidad de ser muy taxativo sobre los fines educativos de la SEP, pues hay muchos alcaldes que terminan destinando los recursos a otras cosas.





Es de la esencia que los fondos públicos vayan a los fines educativos y a reforzar el proceso de aprendizaje.  

,





Se ha destacado la institucionalidad del sistema y no se cuestiona que hay un avance en la materia, aunque todo ello es claramente insuficiente, y señaló extrañar como mirada central el ver como el país reparte las oportunidades entre sus habitantes, pues el incremento de las capacidades y conocimientos de la población permitirán aumentar el desarrollo del país.





Agregó que se ha planteado que el tema de la selección será objeto de discusión en un tema que es muy interesante.  Señaló que el rendimiento académico va indisolublemente ligado al tema socioeconómico, y que en su momento señalará por qué no le parece que se deba mantener una selección para una porción de establecimientos emblemáticos, que lo son precisamente porque seleccionan. Nadie discute que el Instituto Nacional es un gran plantel, pero sería bueno preguntar a los municipios respectivos la procedencia de sus alumnos, pues detrás de cada instrumento de selección hay un capital cultural distinto, y se producirá una discusión sobre meritocracia.  





Manifestó que aunque existe una gran diferencia entre las Ates y una empresa constructora, por ejemplo, lo que se pretende es terminar con lucro con fondos públicos.





Expreso que es necesario que el Ejecutivo despeje el planteamiento sobre los mayores costos que podrían significar porcentualmente las nuevas exigencias de los sostenedores. Si se pasara de un 11% a un 21% el costo de infraestructura sería un problema, pues la idea es que los mayores recursos sean para mejorar el aprendizaje.





Consultó a los invitados qué es lo más importante para garantizar la continuidad de los establecimientos. El favorecer o facilitar los mecanismos de compra de la infraestructura por ellos mismos con las garantías para que los bancos también puedan apoyar ese proceso, aunque incluso hay quienes han sostenido que con eso se estaría pagando dos veces, porque ya se les pago a muchos sostenedores que construyeron con la subvención escolar de los niños y que hoy es patrimonio de los sostenedores.





A continuación el Secretario Ejecutivo de la Reforma expresó que toda la información disponible se pondrá a disposición de la Comisión durante la próxima sesión, aunque no toda la que se solicita está disponible. 





Señaló que el proyecto tiene un periodo de transición de cinco años, y que las normas sobre selección regirían desde el año 2017, y que el fin del copago tiene una transición prolongada hasta que la subvención alcance a reemplazar totalmente lo que aportan los padres. Por eso los colegios que tienen copago y SEP continúan pudiendo impetrarla. El aporte por gratuidad y la subvención de clase media se fijan para los establecimientos que no tienen copago y que se han transformado en establecimientos sin fines de lucro, lo que es un incentivo para asegurar su proceso de transición y que no esperen el plazo máximo de cinco años.





En cuanto a las Ates, informó que el Ejecutivo no comparte el texto aprobado por la Cámara de Diputados, sin perjuicio que estima que ellas deben ser reguladas. 





Respecto de los fines educativos, señaló que el listado es más bien un listado de ítems de gasto que facilitará la fiscalización, pues ellos señalan que todo lo incluido en el proyecto educativo puede ser validado como gasto para fines educativos. De esta forma, si es de carácter religioso podrá impetrar la compra de biblias, que era la materia consultada.

7.- El ex Ministro de Educación, señor José Pablo Arellano Marín, abordó en su exposición las siguientes materias:

1.- Diagnóstico del sistema educativo chileno desde el año 1990. Aumento de cobertura, crecimiento de la asistencia y mejoramiento de los aprendizajes.

2.- Comentarios respecto del proyecto de ley. Respecto de este último punto, en términos generales, sus comentarios fueron los que siguen:

-Continuidad con el esfuerzo realizado hasta ahora. Así lo reflejan el aumento de la subvención escolar preferencial y su extensión a la clase media. Con todo, recomendó aumentar más el monto de la subvención escolar preferencial de educación media.

-Exigencia que el sostenedor sea propietario del establecimiento educacional es innecesaria, lo importante es lo que pasa al interior del aula. Para evitar que se distraigan recursos de la subvención en fines no educativos, debe regularse adecuadamente el contrato de arrendamiento evitando así que ocurra lo mismo que en educación superior. Además, erradicar esta exigencia permitirá que los sostenedores sigan invirtiendo en educación.

-Prohibición de seleccionar: coincide en la necesidad de desterrar aquella basada en motivos de discriminación arbitraria, como ocurre en el caso de la selección socioeconómica. Sin embargo, considera que la selección por méritos académicos debe mantenerse en todos los establecimientos, toda vez que da la señal que el esfuerzo es un elemento determinante para el éxito y que éste no depende del azar.

-Sobrerregulación. Deben simplificarse al máximo las normas para evitar distraer a los establecimientos de sus funciones principales.

Se deja constancia de que el señor Arellano acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Subcomisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Subcomisión.

8.- El ex Ministro de Educación, señor Ernesto Schiefelbein Fuenzalida, realizó una exposición en la cual trató los siguientes aspectos:

-Diagnóstico de la educación chilena en los últimos años: aumento de cobertura, disminución de los aprendizajes y de las brechas en el logro de los estudiantes según nivel socioeconómico.

-Educación pública hasta el año 1980.

-Introducción del sistema de vouchers el año 1981 y sus consecuencias. Disminución de la matrícula pública.

-Programas de educación implementados desde el año 1990, sus resultados y medidas adoptadas para revertirlos.

-Comparación de rendimiento de los estudiantes según nivel socioeconómico. Se advierte que no existen diferencias entre establecimientos públicos, particulares subvencionados y pagados.

-Difícil solución de los problemas del sistema educativo. Muchos elementos deben tenerse en consideración al mismo tiempo. Reformas realizadas hasta el momento y sus resultados.

-Recomendación. Aprovechar el consenso en materia de equidad educativa, inclusión y respeto hacia el ser humano para llevar a cabo un análisis cuidadoso de la situación. Debe existir una amplia participación de los involucrados para evitar errores que tengan un alto costo humano.

Se deja constancia de que el señor Schiefelbein acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Subcomisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Subcomisión.

9.- El ex Ministro de Educación, señor Joaquín Lavín Infante, por su lado, realizó una exposición que, en términos generales, se resume de la siguiente manera:

A.-Ideas generales: Necesidad de hacer reformas en el sistema educacional. Sin embargo, los cambios deben ser graduales y requieren acuerdos. Además, las reformas debieran haber comenzado por la educación pública. Asimismo, es indispensable conocer la reforma completa para anticipar y prevenir posibles escenarios.

B.-En relación con el proyecto de ley en estudio, destacan los comentarios que siguen:

-Críticas respecto a la propuesta de terminar con la selección por méritos académicos. Es importante reconocer el esfuerzo de los estudiantes y sus familias. Especial relevancia en el caso de los liceos emblemáticos, por medio de los cuales se permite dar vida a una elite de clase media, republicana y laica. Opciones para para mantenerla.

-Discrepa de poner fin a las entrevistas en el proceso de selección, por cuanto es el momento en que los padres depositan la confianza de entregar a su hijo a un determinado colegio. Además, debilita el involucramiento de las familias con el proyecto educativo. Propuesta: que sea regulada y a petición de los padres.

-Sobrerregulación de la expulsión. Actualmente es difícil de expulsar a un alumno. Debe haber mayor flexibilidad en pos del clima escolar. En el director del establecimiento debe quedar radicada la decisión final, sin consulta al consejo escolar.

-Facilitar el surgimiento de nuevos colegios. El criterio de demanda cubierta no apunta a lo esencial: mejorar la calidad, que se respete la libertad de enseñanza y que existan diversos proyectos educativos.

-Fin al financiamiento compartido: debilita el vínculo de los padres con el colegio. Adicionalmente, la propuesta de congelarlo en unidades de fomento pone un techo a la posibilidad de movilidad social. Finalmente, la medida es discriminatoria en relación a las opciones de tienen los padres en los colegios particulares pagados. Inquietud: ¿Qué ocurrirá si los padres quieren voluntariamente sumar recursos al proyecto educativo?

-Críticas a la propuesta de permitir el uso de los recursos recibidos a título de subvención sólo en los fines educativos taxativamente señalados. Dar mayor flexibilidad.

-Adoptar medidas que permitan evitar el cierre de buenos colegios y ahondar en la realidad de los establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro. Medidas propuestas para ello (crédito hipotecario en donde el pago se haga al contado y a precio de mercado y posibilidad de arrendar a entidad relacionada, en la medida en que se haga a precio de mercado, tal como lo posibilita la iniciativa de ley contenida en el Boletín N° 7.856-04.).

-Conclusiones. La propuesta de ley en los términos despachados por la Cámara de Diputados aumentará las diferencias con sectores socioeconómicamente altos, impedirá a los padres aportar a la educación de sus hijos, no reconocerá el mérito de los alumnos, obstará a pedir entrevistas privadas al director del colegio, afectará el clima escolar al dificultar la expulsión, perturbará principalmente a establecimientos emplazados en Puente Alto, Maipú y La Florida y pondrá en la clase media el peso de la prueba, en lugar de darle alternativas.

Se deja constancia de que el señor Lavín acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Subcomisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Subcomisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, destacó que de las exposiciones escuchadas hasta el momento había dos aspectos del proyecto de ley que debían ser analizados con profundidad. 

Precisó que el primero de ellos dice relación con la opción preferente que tiene la iniciativa de ley en orden a que los sostenedores educacionales sean propietarios del inmueble en donde funciona el establecimiento educacional, en desmedro de las calidades de arrendatario o comodatario. Al respecto, preguntó a los ex Ministros de Educación presentes en la sesión si compartían tal afirmación.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, consideró adecuado posibilitar los contratos de arrendamiento, incluso entre personas relacionadas, en la medida en que la renta de arrendamiento no fuera superior al precio de mercado. Sobre el particular, recordó que el texto despachado por esta instancia en el marco de la propuesta de ley que prohíbe aportes estatales a entidades que persigan fines de lucro en la educación (Boletín N° 7.856-04), en su artículo 46 E, admitía tal posibilidad. 

Por otro lado, resaltó que otro aspecto del proyecto en estudio que debía ser cambiado era el relativo al impedimento de seleccionar en base al rendimiento escolar de los estudiantes, toda vez que estimó que la selección en base a ese factor no sería arbitraria. A mayor abundamiento, hizo ver que si ella fuera regulada adecuadamente podría ser exitosa para el sistema. Adicionalmente, subrayó que el mérito y el esfuerzo de los alumnos eran valores que debían rescatarse en la sociedad, a diferencia de la discriminación por motivos socioeconómicos.

Deteniéndose en la presentación del ex Ministro de Educación señor Joaquín Lavín Infante, discrepó de la recomendación de mantener el financiamiento compartido, por cuanto su presencia limitaba la libertad de elección de los padres.

Finalmente, consultó a los expositores que ítems incluirían en la lista del precepto que define qué se entenderá por fines educativos para efectos de la subvención.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand recordó que, el año 1997, cuando se implementó la jornada escolar completa, el gobierno de la época no hizo diferencias a la hora de entregar recursos para la ampliación de la infraestructura entre los establecimientos particulares subvencionados con y sin fines de lucro. A mayor abundamiento, puso de relieve que la decisión anterior se adoptó en consideración a que tales colegios, sin importar su forma jurídica, constituían para el país un aporte en cobertura y diversidad. Hizo ver que, diecisiete años después, la iniciativa de ley en estudio, dando un giro en ciento ochenta grados, imponía dos exigencias a los establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro: transformarse en corporaciones educacional sin fines de lucro y ser propietarios de inmueble en donde funciona el colegio. Al respecto, consultó al ex Ministro de Educación señor José Pablo Arellano cuál había sido el fundamento de la decisión adoptada el año 1997 y si consideraba justo imponer en adelante una doble exigencia a los establecimientos mencionados.

A su vez, el Honorable Senador señor Quintana estimó difícil que se lograra terminar con el lucro en la educación escolar si se mantiene la posibilidad que los sostenedores puedan arrendar el inmueble en donde funciona el establecimiento educacional, y subrayó la importancia de asegurar que los recursos entregados a título de subvención vayan en su totalidad a mejorar la calidad del proyecto educativo.

En sintonía con el punto anterior, preguntó al ex Ministro de Educación señor Joaquín Lavín Infante por qué en esta ocasión la Alianza relativizaba el derecho a la propiedad, en circunstancia que siempre ha sido una gran defensora de él.

Continuando con el análisis de la intervención del señor Lavín, discrepó de la propuesta de mantener el rendimiento académico como factor de selección, toda vez que aseguró que él estaba determinado por el nivel socioeconómico de las familias. 

Asimismo, disintió de la idea de mantener la selección en los liceos emblemáticos, a fin de asegurar la formación de una elite en los niveles socioeconómicos más bajos. Con todo, le solicitó que ahondara en este planteamiento.

A su turno, el Honorable Senador señor Navarro preguntó al ex Ministro de Educación señor Ernesto Schiefelbein si el debate suscitado con ocasión del proyecto de ley en estudio era de orden pedagógico o ideológico. Adicionalmente, le consultó si un debate ideológico podría afectar la eficacia de la reforma. Asimismo, pidió que se pronunciara respecto a si la propuesta de ley analizada permitiría terminar con el analfabetismo funcional.

En otro orden de consideraciones, aseveró que, de conformidad a un estudio realizado por la Unicef, el 60% de los reglamentos de los establecimientos educacional conculcan los derechos fundamentales. En sintonía con el punto anterior, solicitó que los expositores dieran a conocer su opinión respecto de las normas de expulsión contenidas en el proyecto de ley.

Por otro lado, consultó si en el marco de esta reforma la discusión se centraría en la propiedad, los contratos de arrendamientos y los de comodato o bien en la calidad al interior del aula. 

Continuando con la exposición de sus planteamientos, advirtió que en la discusión de la normativa en estudio no quedaban involucrados los padres, los apoderados, los sostenedores y los estudiantes. En consecuencia, preguntó cuándo se incluiría en la discusión a los actores principales de la educación.

Finalmente, resaltó que durante el Gobierno del ex Presidente de la República señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle se entregaron US $ 1.400.000.000 a los establecimientos particulares subvencionados. Al respecto, consultó qué cantidad de esos recursos fueron destinados a infraestructura.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en tanto, manifestó su preocupación en orden a que la fórmula propuesta para mantener la selección en los liceos emblemáticos generara el mismo efecto que el ranking de notas, incitando así a los menores a cambiarse de establecimiento para poder acceder a dichos establecimientos.

Por otra parte, estimó que la propuesta de ley, al impedir la selección por méritos académicos, podría dar la señal a la sociedad que el esfuerzo y trabajo realizados por los niños y sus familias no son valores que deban preservarse. Al respecto, preguntó a los invitados si compartían tal observación.

En cuanto al término del financiamiento compartido, advirtió que la propuesta de congelarlo en unidades de fomento se traduciría en que cada año los recursos disminuirían, afectando con ello la calidad de la educación impartida. Sobre el particular, consultó a los expositores si la medida propuesta generaría el efecto señalado.

En otro orden de consideraciones, les preguntó si el proyecto en estudio tendría efectos en la calidad de la educación impartida. En este punto, puso de relieve que no existían estudios que afirmaran que la enseñanza entregada en establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro es de peor calidad que la proporcionada por los que no los persiguen.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, lamentó que el Gobierno llevara adelante una reforma tan importante sin conocer los impactos que ella podrá tener. En el mismo sentido, destacó que ella se podría traducir en el cierre de buenos colegios. A la luz de lo anterior, llamó a analizar si valdría la pena correr riesgos como el descrito.

Por último, requirió ser cauteloso en la tramitación de la iniciativa de ley para evitar efectos no deseados.

Enseguida, el Honorable Senador señor Rossi puso de relieve que, de conformidad a los datos proporcionados por el ex Ministro de Educación señor José Pablo Arellano, existen 86.000 jóvenes entre 6 y 17 años que están fuera del sistema escolar. En ese marco, preguntó qué medidas podían adoptarse para solucionar esa lamentable realidad.

En otro orden de consideraciones, resaltó que si bien todos los parlamentarios comparten los objetivos que deben alcanzarse en materia de educación, discrepan del procedimiento que debe utilizarse para conseguirlos, y juzgó que muchas veces los procedimientos planteados atentan en contra de los objetivos. Ejemplificando su aseveración, consideró imposible asegurar educación de calidad en tanto exista lucro de por medio.

En sintonía con el punto anterior, fue enfático en sostener que con la mantención de la posibilidad que los sostenedores arrendaran los inmuebles educacionales sería imposible erradicar la distracción de recursos entregados a título de subvención en fines no educacionales. En efecto, sentenció que los establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro destinan $ 90.000 por niño en bienes raíces, mientras que los que no los persiguen sólo destinan $ 50.000. Subrayó que la distracción de tales recursos iba en detrimento de inversiones que apuntaban a mejorar la calidad del servicio educativo.

En la misma línea argumental, agregó que la figura del arrendamiento implicaría que siempre se dedicará parte de los dineros de la subvención a pagar la renta, en circunstancia que si se impone a los sostenedores la obligación de ser dueños de los establecimientos llegará un momento en que el inmueble será propio y, en consecuencia, los recursos de la subvención podrán destinarse íntegramente a la educación impartida.

Deteniéndose en la propuesta de mantener la selección por méritos académicos, discrepó de ella por cuanto resaltó que el resultado académico de un niño es completamente atribuible a su condición nivel socioeconómico. A la luz de lo anterior, sentenció que la selección propuesta resulta una discriminación tan arbitraria como la aquella basada exclusivamente en la condición socioeconómica de las familias. A mayor abundamiento, subrayó que si el objetivo era avanzar hacia un sistema más inclusivo no podía darse cabida a la selección por méritos académicos.

El ex Ministro de Educación señor José Pablo Arellano, centrando su atención en la intervención del Honorable Senador señor Navarro, fue enfático en sostener que las reformas que mejorarán la calidad del sistema educativo son aquellas que dicen relación con lo que pasa al interior de las aulas. Con todo, advirtió que escapaba a la competencia de la ley la capacidad de regular todo lo que ocurriera en las salas de clases, toda vez que ella sólo sería un marco regulatorio para posibilitar la calidad y la excelencia en su interior. A mayor abundamiento, agregó que para alcanzar los objetivos mencionados se requeriría allegar mayores recursos al sistema educativo y que funcionaran los mecanismos creados en la Ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y su Fiscalización. En atención a la precisión referida, consideró que una sobrerregulación no aseguraría mayores niveles de calidad.

En cuanto a los comentarios formulados por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, estimó que para alcanzar los objetivos del proyecto de ley no era necesario imponer a los sostenedores la obligación de ser propietarios de la infraestructura educacional. Por el contrario, sostuvo que la exigencia referida generaría dificultades que era preferible evitar. Agregó que de existir operaciones entre partes relacionadas, ellas debían ser reguladas adecuadamente, tal como ocurre en otras dimensiones de nuestra legislación, para erradicar la posibilidad de dar paso a condiciones abusivas y asegurar que los precios sean los del mercado.

Abocándose a la consulta planteada por el Honorable Senador señor Allamand, recordó que al inicio del Gobierno del ex Presidente de la República señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle, en el marco del esfuerzo por mejorar la calidad de la educación impartida, se consideró necesario aumentar las horas de formación, lo cual exigió ampliar la infraestructura de los establecimientos educacionales y aumentar el número de horas durante las cuales los profesores se desempeñaban. Acotó que en el caso de los colegios que no contaban con recursos para ello, el Estado les proporcionó los mínimos necesarios para implementar la jornada escolar completa, para lo cual se realizaron estudios y se diseñó un aporte de capital. Añadió que para la entrega de los referidos recursos se realizaron concursos para ordenar su entrega. En ese contexto, apuntó que se priorizaron los colegios que requerían de mayor infraestructura, los que atendían a una mayor proporción de alumnos vulnerables y los que pedían menos recursos por alumno, sin considerar la organización jurídica de los mismos.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, remarcó que con el objeto de resguardar que los fondos entregados fueran destinados efectivamente a fines educativos, se impuso que ellos estarían destinados a la educación durante 30 años, quedando, de esta manera, gravados. Indicó que de quebrantarse la obligación mencionada, los sostenedores debían restituir los dineros al Fisco.

En relación con el término del copago, puntualizó que si bien el proyecto originalmente presentado por Su Excelencia la Presidenta de la República establecía que el reemplazo del financiamiento compartido por la subvención se haría peso a peso, ello se sustituyó por unidades de fomento, con lo cual la inflación no influirá en el monto de los recursos. Con todo, explicó que debía preferirse la unidad de subvención escolar en lugar de la unidad financiera aludida, toda vez que su reajuste es mayor, lo cual posibilitaría, por ejemplo, mejorar las remuneraciones de los profesores.

En cuanto a la consulta formulada por el Honorable Senador señor Rossi, aseguró que el número de jóvenes que no asisten a la enseñanza básica y media podía reducirse a través de una política educacional adecuada. Precisó que existen fundaciones y municipios que cuentan con programas y escuelas especiales para alumnos que se encuentran en dicha situación, permitiéndoles su reinserción.

Deteniéndose en las inquietudes de los legisladores integrantes de esta instancia referidas a la selección, señaló que si bien el rendimiento académico estaba en parte determinado por el nivel socioeconómico, dependía también del esfuerzo del estudiante y de las familias. En atención a ello, estimó indispensable dar la señal que el esfuerzo y el sacrificio son importantes y tienen recompensas.

Respecto a la posibilidad que los liceos emblemáticos pudieran seleccionar entre aquellos postulantes que pertenezcan al 20% mejor de su generación, hizo ver que el porcentaje propuesto era muy alto, motivo por el cual llamó a reducirlo.

Finalmente, destacó que las excepciones analizadas en materia de selección permitirían conducirnos a un país más meritocrático. 

Seguidamente, el ex Ministro de Educación señor Ernesto Schiefelbein, explicando las causas de las desigualdades y de los malos resultados académicos, sostuvo que de acuerdo a los resultados del Simce, el problema radica en el nivel socioeconómico de los estudiantes y en la formación de los docentes en la cual no se considera la realidad de los alumnos que recibirán, lo que se traduce en que no cuentan con la preparación adecuada para ello. En el mismo sentido, puso de relieve que sólo 600 profesores tienen el título de doctores en educación a lo largo del país.

En atención a la realidad descrita, hizo ver que la clave para mejorar la calidad de la enseñanza estaba en la formación de los docentes.

Por otro lado, llamó a tener en consideración realidades como la de los liceos bicentanario, en donde la mitad de ellos no selecciona, y usan una metodología que permite a los alumnos alcanzar buenos resultados. Recomendó, asimismo, observar la realidad de Japón, en donde las escuelas con más de 500 alumnos tienen profesores adicionales para apoyar a los que presentan mayores dificultades de aprendizaje, y destacó que una medida tal podría adoptarse con los recursos de la subvención escolar preferencial.

Posteriormente, el ex Ministro de Educación señor Joaquín Lavín, ahondando en las sugerencias del señor Schiefelbein, aseguró que al menos la mitad de los liceos bicentanario no seleccionan y tienen una metodología especial, que consiste en un apoyo centralizado por parte del Ministerio de Educación con pruebas que se realizan mensualmente, lo que permite conocer qué niños no están aprendiendo al ritmo esperado, permitiendo así apoyarlos. Subrayó que las medidas consignadas han permitido que sus alumnos alcancen buenos resultados, aun cuando provengan de sectores vulnerables.

Centrando su atención en los comentarios formulados por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso de relieve que la imposición que los sostenedores sean dueños de los establecimientos educacionales no traerá aparejado el mejoramiento de la calidad de la educación. En atención a ello, estimó necesario permitirles ser titulares de derechos diferentes sobre el inmueble. Con todo, resaltó que de permitirse el contrato de arrendamiento entre personas relacionadas, ello debía regularse de manera adecuada para evitar abusos. Al respecto, recordó que en nuestra legislación existían mecanismos de regulación en esa dirección.

Continuando con el análisis de la intervención del legislador mencionado, coincidió en que la selección por méritos académicos no podía ser considerada como arbitraria, razón por la cual llamó a mantenerla. A mayor abundamiento, estimó que ella podía perfeccionarse, para lo cual sugirió considerar una cifra menor al 20% de los alumnos con mejores resultados.

En sintonía con el punto anterior y deteniéndose en el caso de los liceos emblemáticos, celebró la idea de mantener la selección en el caso de ellos, y destacó que ello mantendría una elite al interior de la educación pública. Reforzando el argumento anterior, apuntó que los mencionados establecimientos se han transformado en una vía de rápida de movilidad social.

En relación con la inquietud de la Honorable Senadora señora Von Baer respecto a si la fórmula propuesta para mantener la selección en los liceos emblemáticos generará el mismo efecto que el ranking de notas, incitando así a los menores a cambiarse de establecimiento para poder acceder a dichos establecimientos, notó que ello dependería del diseño adoptado. 

Respecto del término del financiamiento compartido, aseguró que si bien ello aumentará la capacidad de elección de los padres, no podía olvidarse que este instrumento constituye un elemento de vinculación de las familias con los establecimientos y las empodera. Adicionalmente, requirió no olvidar que el monto del copago quedará congelado en unidades de fomento, limitando los recursos totales que podrá recibir cada niño en los establecimientos particulares subvencionados. Resaltó que lo anterior era particularmente grave si se tiene en consideración que la cantidad de dineros que invierte el Estado en educación es insuficiente para alcanzar un mínimo de calidad.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, agregó que si el copago no se reajusta en unidad de subvención escolar, se disminuirá el monto total de recursos por alumno, toda vez que los gastos aumentarán más que los ingresos.

Finalmente, abocándose al comentario del Honorable Senador señor Quintana relativo a que en este proyecto de ley la Alianza relativiza el derecho de propiedad, en circunstancias que siempre ha sido una fuerte defensora de él, sentenció que se trataba de dimensiones distintas. En efecto, llamó a distinguir el derecho de propiedad de la necesidad que los sostenedores sean dueños de los establecimientos educacionales. Sobre el particular, reiteró que no existía una relación entre dicha exigencia y calidad, motivo por el cual no se justificaba mantenerla.

El Secretario Ejecutivo para la reforma educacional del Ministerio de Educación, señor Andrés Palma, hizo presente, en primer término, que la Secretaría de Estado que integra contaba con la información solicitada por los integrantes de la Comisión en sesión celebrada el día lunes 3 de noviembre de 2014 y que ella estaba a disposición de los senadores en la Secretaría de la Comisión. Con relación a la información relativa a los estudios que fundamentan esta reforma educacional, puso de relieve que existen 95 que la justifican, demostrando el impacto del lucro, la selección y el financiamiento compartido en nuestro sistema educativo.

Adentrándose en el análisis de los comentarios de los ex Ministros de Educación y en los efectuados por los parlamentarios presentes en la sesión, se detuvo, en primer lugar, en la propuesta del Gobierno de mantener la selección en los liceos emblemáticos. Al respecto, indicó que si bien era discutible el porcentaje propuesto, no podía ponerse en duda que para el Gobierno era importante el mérito académico de los estudiantes. Con todo, fue enfático en sostener que el Ejecutivo no se abriría a permitir en ellos la realización de pruebas de selección, habida consideración de que sus resultados se vinculan fuertemente al nivel socioeconómico y cultural de los padres. Insistiendo en esta opción, remarcó que, de acuerdo a un estudio realizado por el Centro de Estudios Públicos, las pruebas de selección no miden el esfuerzo de los niños, sino el patrimonio cultural de sus familias.

Prosiguiendo con el análisis del punto anterior, sostuvo que si bien el rendimiento al interior de cada escuela se asocia al nivel sociocultural de las familias, es cierto también que las notas obtenidas no se asocian sólo a él, sino también al esfuerzo realizado de manera permanente.

Centrando su atención en la crítica relativa a que la iniciativa de ley quita el derecho de los padres a solicitar una entrevista al establecimiento, subrayó que la propuesta del Ejecutivo es que las entrevistas personales no puedan ser una exigencia en los procesos de admisión, cuestión que no impide el derecho de los padres a solicitarlas y a concurrir a los establecimientos. Explicó que la decisión anterior radicaba en el hecho que la selección arbitraria no sólo se refleja en los exámenes de admisión, sino también en la exigencia mencionada. A mayor abundamiento, recordó que no obstante que la Ley General de Educación prohíbe selección entre 1° y 6° básico, ella no se cumple.

En cuanto a las normas referidas a la expulsión de los estudiantes, señaló que el objetivo perseguido por el Gobierno consiste en uniformar el procedimiento que deben seguir los establecimientos para expulsar a un alumno. Precisó que en él se da un rol determinante al consejo de profesores, correspondiendo la decisión final al director del colegio, quien consultará al consejo escolar. En este punto, disintió de la opinión que las normas propuestas significarían una sobrerregulación y reiteró que sólo se trataba de un uniformar los procedimientos. Además, hizo ver la necesidad de establecer mecanismos universales para disminuir la judicialización de las expulsiones.

Respecto de la idea de congelar la creación de nuevos colegios, aseguró que Su Excelencia la Presidenta de la República presentará una indicación para considerar la existencia de proyectos educativos diferentes.

Haciéndose cargo de las críticas referidas a congelar el financiamiento compartido en unidades de fomento y no en unidades de subvención escolar, explicó que ello obedecía a que esta última alternativa haría inviable la sustitución del copago por la subvención.

Deteniéndose en la relación lucro- calidad de la educación, afirmó que existe un estudio científico, realizado por la Pontificia Universidad Católica de Chile, que advierte que los establecimientos sin fines de lucro tienen un rendimiento sistemáticamente mejor que los que los persiguen. Puntualizó que dicho estudio se contiene entre la información puesta a disposición de los senadores por parte del Ministerio de Educación.

Finalmente, refiriéndose a la relación existente entre la exigencia que el sostenedor sea propietario del establecimiento y la calidad de la educación impartida, puso de manifiesto que no existen estudios internacionales sobre el particular, dado que en gran parte del derecho comparado, el Estado es dueño del inmueble, asegurándose así que la infraestructura construida con recursos públicos se destinará eternamente a fines educativos. Añadió que, por el contrario, la posibilidad de arrendar el bien raíz no garantiza la permanencia del proyecto educativo, demostrándolo así cuatro casos de cierre de establecimientos en la región metropolitana durante el año 2014.

10.- La ex Ministra de Educación señora Mariana Aylwin Oyarzún realizó una presentación en la que destacó formuló los siguientes comentarios:

-Compartió los objetivos del proyecto de ley, pero no las expectativas cifradas en él ni la estrategia seguida. Además, manifestó su preocupación respecto de los efectos no previstos en él.

-Celebró la idea de poner fin al copago. Sin embargo consideró que el reemplazo del financiamiento compartido debía realizarse por medio del aumento de recursos de la subvención general para asegurar mayor flexibilidad. En relación con el aumento de la subvención escolar preferencial, estimó conveniente revisar sus reglamentos, toda vez que sus restricciones limitan a los establecimientos. 

-En cuanto a la propuesta de poner fin a la selección, hizo ver que en la mayoría de los establecimientos ella no tiene lugar, toda vez que por factor demográficos la matrícula escolar ha disminuido considerablemente. Asimismo, si bien coincidió con la idea de poner fin a la discriminación arbitraria, no compartió la de terminar con la selección por méritos académicos, toda vez que implicaría desconocer el esfuerzo como valor social y cerrar espacios de movilidad. Por otro lado, propuso crear colegios por especialidades. Finalmente, llamó a distinguir la selección de la capacidad de los colegios de atender adecuadamente niños con capacidades distintas.

-Respecto de la proposición de poner fin al lucro, remarcó que faltan antecedentes y estudios sobre qué se entiende por esta expresión. Adicionalmente, subrayó que faltaba información sobre las características del sector, como también antecedentes sobre la situación de propiedad de los inmuebles. Asimismo, destacó la falta de claridad sobre el costo de infraestructura ya existente. Por otro lado, hizo ver que no tenía sentido prohibir los arriendos en la medida en que el precio estuviera regulado por ley. Por último, sentenció que el fin de lucro limitaría las inversiones en educación.

-Comentarios finales: el proyecto está basado en la desconfianza, carece de una invitación motivadora y coarta la autonomía de los sostenedores. ¿Vale la pena tensionar así al sistema educativo? Es necesario hacer reformas con eficacia.

Se deja constancia de que la señora Aylwin acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

11.- El ex Ministro de Educación señor Harald Beyer Burgos se detuvo en los siguientes aspectos:

-Datos de contexto.

-Nuevos recursos: subvenciones por gratuidad y para alumnos preferentes son una buena idea y avanzan en equidad. Los impactos de esta iniciativa son directos e indirectos.

-Observaciones respecto del financiamiento compartido, la subvención escolar preferencial y la segregación. Mejoras al proyecto: congelar el copago en unidad de subvención escolar y no en unidades de fomento, permitir que la subvención para alumnos preferentes sea compatible con el financiamiento compartido en la transición (así se evita discriminar respecto de los estudiantes con subvención escolar preferencial prioritarios, discriminar entre estudiantes preferentes según el colegio al que asisten y desaprovechar oportunidades de avanzar en integración), usar en transición subvención por gratuidad como incentivo de integración y suprimir el impuesto a las donaciones voluntarias de 40%.

-Regulación propuesta para la admisión: sistema poco eficiente y no garantiza que se minimicen arbitrariedades en el proceso de admisión. Los procesos centralizados son potencialmente más eficientes. El proyecto de ley a la luz de la libertad de enseñanza. Selección por méritos académicos se suprime, desconociendo el valor del esfuerzo y la perseverancia. Propuesta: mantener liceos selectivos incorporando gradualmente criterios complementarios a las pruebas actualmente utilizadas.

-Regulación de la expulsión. La idea que antes de iniciar un procedimiento de expulsión o de cancelación de matrícula, el sostenedor y o director del establecimiento haya implementado todas las medidas de apoyo pedagógico o psicosocial que correspondan es impracticable en situaciones gravísimas y deja abierta la puerta a la judicialización. Además, si bien es importante que exista un procedimiento justo, la expulsión es una herramienta a la que no se puede renunciar. Camino elegido en este proyecto es discutible. Discrepa de que la decisión de expulsar o cancelar la matrícula a un estudiante sólo pueda adoptarse por el acuerdo mayoritario del consejo de profesores, porque es una materia que debiera ser de responsabilidad del director. Sugiere avanzar en la creación de un fondo de apoyo para trabajar con más cuidado la prevención de la expulsión con metas verificables de avance en esta materia.

-En cuanto al término del lucro: advertir su magnitud, evaluar si son razonables las tensiones que genera esta reforma para resolver este problema y analizar si están claros los beneficios que se obtendrán. Además, resaltó que hay transferencia de recursos que no están claramente cuantificadas y endeudamiento de los nuevos sostenedores cuyos beneficios dinámicos son impredecibles. No es evidente que los arriendos sean soluciones ineficientes. Suerte de concesión que sólo tiene sentido terminar en caso de mal desempeño. La iniciativa de ley tiene un sesgo en contra de colegios y sostenedores grandes. 341 establecimientos, que reúnen 318 mil estudiantes, tienen una alta probabilidad de cerrar. Propuesta frente a esa realidad: evitar límites a los ingresos o garantías establecidas en el proyecto y abrir un menú de opciones que incluya arriendos.

-Abrirse a la posibilidad de un esquema mixto de organización del sistema. Contemplar mayores exigencias para colegios organizados como sociedades comerciales. Los que estén muy debajo del estándar de calidad deberán transformarse en fundaciones. Adicionalmente, reemplazar la decisión discrecional de autorización de nuevos colegios por un criterio de matrícula mínima después de un periodo.

-Conclusiones: existen mejores formas de equilibrar las propuestas del gobierno con el interés de la educación chilena, las familias y los estudiantes. Un mejor diseño y mayor gradualidad permitirían satisfacer el espíritu del programa de gobierno sin tensionar al sistema educacional. Superar la lógica de la desconfianza, zanjar razonablemente el debate normativo y concentrarse en las dimensiones que pueden tener un efecto más permanente.

Se deja constancia de que el señor Beyer acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

12.- La ex Ministra de Educación señora Carolina Schmidt Zaldívar centró su presentación en los siguientes comentarios:

-Objetivos de la reforma de acuerdo al Mensaje presidencial que dio vida al proyecto de ley. Los mecanismos establecidos para alcanzarlos generan consecuencias en su implementación práctica contrarios a ellos.

-Obligación que todas las sociedades educacionales se transformen en fundaciones. La calidad jurídica del sostenedor no es un tema que preocupe a los padres. Lo que preocupa realmente es la calidad, el clima escolar, el proyecto educativo, la disciplina y la seguridad. Las evidencias demuestran que no existe correlación alguna entre la personalidad jurídica del sostenedor y los resultados del establecimiento. Establecer mecanismos de regulación y transparencia que aseguren el término de los desvíos de recursos en desmedro de la calidad para todos los sostenedores. Los mecanismos establecidos en este proyecto no cumplen este propósito y perjudican a miles de niños y niñas de familias vulnerables y de clase media que asisten a colegios que sí están entregando calidad educativa.

-Obligación para los sostenedores de transformarse en dueños o comodatarios del inmueble en donde funciona el establecimiento educacional. Alto porcentaje de colegios particulares subvencionados con y sin fines de lucro arriendan. Propuestas para adquirir el establecimiento genera problemas en su implementación: la mayoría de las sociedades educacionales no podrán transformarse en fundación porque no tienen los recursos para ello, Los mecanismos de compra del inmueble son prácticamente inviables, toda vez que suponen que el dueño del mismo esté dispuesto a vender y que el banco otorgue un crédito hipotecario a una fundación que no tiene patrimonio. Además, se deberá destinar un porcentaje de la subvención a la compra de infraestructura, dejando a un lado prioridades necesarias para garantizar la calidad del proyecto educativo. Por otro lado, es difícil que el dueño del inmueble acepte la forma de pago establecida en la iniciativa de ley. La alternativa de arriendo propuesta por el Gobierno en la Cámara de Diputados imponía condiciones que sólo pueden cumplir los establecimientos pertenecientes a una congregación religiosa.

-Consecuencias: concentración de la educación en grupos de poder. La mayoría de las familias en Chile sólo podrán optar entre un colegio del Estado, uno de Iglesia o uno perteneciente a un grupo económico. Lo anterior afecta la diversidad de proyectos educativos, limita la libertad de elección de los padres y genera una concentración de poder que se debe evitar. 

-Segregación: el sistema educacional no sólo refleja la gran segregación territorial sino que la aumenta aún más. Los colegios con fines de lucro son los únicos que no aumentan la segregación territorial. Beneficios de la subvención escolar preferencial. Consecuencia del cierre de colegios particulares subvencionados. 

-Conclusiones: encontrar consenso para lograr los objetivos del proyecto, sin poner en riesgo la educación de los niños que hoy están asistiendo a buenos colegios y cuyas familias se verían gravemente perjudicadas con esta reforma tal como está. Existen mecanismos para terminar con el desvío abusivo y/o ineficiente de recursos en desmedro de la calidad. 
-Propuestas:
1. En vez de terminar con las sociedades educacionales,  se debiera utilizar la ordenación de colegios de la Agencia de la Calidad ( que no solo considera Estándares de Aprendizaje, sino también Autoestima académica y motivación escolar, Clima de convivencia escolar, participación y formación ciudadana, Hábitos de vida saludable, asistencia escolar, Equidad de género, Retención escolar, Tasa de titulación técnico profesional). 

Permitir que solo los sostenedores de establecimientos clasificados en el nivel “Alto” y “Medio” puedan retirar ganancias, mientras que los clasificados en niveles “Medio-Bajo” e “Insuficiente” no hacerlo y deban invertir todos los recursos en el establecimiento.

2. Respecto a los desvíos ineficientes y/o abusivos de recursos en perjuicio de la calidad en  TODOS los colegios, se debiera EXIGIR transparencia en el uso de los recursos y fortalecer el Sistema de Aseguramiento de la Calidad (Superintendencia y la Agencia de Calidad) para asegurar que se cumplan las leyes, apoyando los establecimientos con bajos niveles y cerrando a aquellos que en forma estable en el tiempo y entreguen mala educación a nuestros niños.
3. Usar mecanismos que realmente logren a una mayor integración en los establecimientos educacionales. 
a) Permitir que los establecimientos particulares pagados puedan recibir niños SEP.
Impresentable que aquí estemos discutiendo como se integran los demás. Para este proyecto no es importante que se mezclen los hijos de la elite.

4. Incentivar que los alumnos del NSE alto estudien  en colegios públicos: fortalecer y permitir que se hagan más liceos de excelencia municipales y no restringirlos y acotarlos, como lo hace el actual proyecto de ley. Liceos emblemáticos: mayor fuente de movilidad social.

El sistema escolar debe premiar el esfuerzo y el mérito, no es justo que no se permita que se creen más liceos de excelencia que han sido la gran fuente de movilidad social y  la única esperanza de muchas familias para que sus hijos puedan salir adelante en base a sus talentos y esfuerzo y no dependiendo del lugar donde nacieron.
Se deja constancia de que la señora Schmidt acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

13.- El ex Ministro de Educación señor Sergio Bitar, por su parte, formuló los siguientes comentarios en relación con el proyecto de ley:

1.-La reforma propuesta permite crear condiciones más favorables para la calidad, corrige la desigualdad de acceso y ayuda a la integración y diversidad en las escuelas.

2.-Necesidad de acelerar la tramitación de un proyecto sobre educación pública. Tramitar paralelamente un programa de apoyo a los establecimientos municipales, evitando así que con esta propuesta de ley decline más rápido su matrícula.

3.-Flexibilizar algunas condiciones propuestas en el proyecto, como flexibilizar la forma legal de hacer uso de la infraestructura, abriendo la opción de un pago a valor de mercado y/o admitiendo los arrendamientos durante algunos años.

4.-Tener en cuenta la limitada capacidad operacional del Estado para ejecutar las disposiciones contempladas. Simplificar las regulaciones propuestas.

5.-Para elevar la calidad de los aprendizajes es fundamental que exista una comunidad motivada, involucrada con confianza y ánimo positivo. Este factor debe contemplarse para establecer normas que reduzcan desconfianzas y rechazos.

6.-Despejar algunas dudas de constitucionalidad presentes en la iniciativa de ley. Asimismo, precisar los antecedentes numéricos.

7.-Orientaciones para preparar indicaciones: se contienen entre las páginas 4 y 10 de su presentación y dicen relación con la compra y arriendo de los inmuebles educacionales, con los casos en que existan contratos de jornada escolar completa vigentes, con la forma de pago de la infraestructura por parte de las nuevas corporaciones sin fines de lucro, con las nuevas inversiones, con el lucro, los excedentes y las donaciones, con el financiamiento compartido y con la selección.

Se deja constancia de que el señor Bitar acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Quintana valoró, en primer lugar, que la mayoría de los invitados compartiera la necesidad de realizar reformas al sistema educativo y resaltó que el proyecto de ley en estudio parecía constituía el camino adecuado para ello, por cuanto permitía crear las condiciones necesarias para posibilitar proyectos educativos de calidad. No obstante, discrepó de la propuesta de mantener la selección por méritos académicos en los liceos emblemáticos toda vez, según está demostrado, ella está estrechamente vinculada al nivel socioeconómico y cultural de los jóvenes y no al esfuerzo realizado. Adicionalmente, resaltó que una medida tal implicaría postergar a quienes no tienen la posibilidad de acceder a ellos.

En sintonía con el punto anterior, puso de relieve que de acuerdo a los datos proporcionados por el ex Ministro de Educación Harald Beyer Burgos, sólo el 26,8% de los estudiantes de la Universidad de Chile proviene de establecimientos municipales, y que de dicho porcentaje, el 51,9% procede de cinco colegios. A la luz de lo anterior, estimó adecuada la propuesta del ex Ministro de Educación Sergio Bitar en orden a no abordar este proyecto de ley la situación de los liceos públicos y dejar este tema para cuando se discuta la iniciativa de ley que reorganiza la educación pública.

Continuando con el desarrollo de su exposición, destacó que algunos invitados han abogado por mantener la selección en los liceos emblemáticos, haciendo ver que su subsistencia seguirá dando vida a una elite paralela a aquella que surge de los colegios particulares pagados. Sobre el particular, disintió de la sugerencia anterior, por cuanto el anhelo era dar oportunidades de manera más equitativa a los distintos sectores de la sociedad.

Por su lado, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso de manifiesto que todos los invitados han coincidido en la necesidad de reformar el sistema educacional.

Advertido lo anterior, lamentó que el Gobierno no presentara, a lo menos en términos generales, los demás proyectos que impulsará, permitiendo con ello alcanzar una mirada sistémica. Asimismo, estimó indispensable contar con información indubitada respecto de la realidad de los establecimientos afectados por la iniciativa de ley, por cuanto, subrayó, la realidad de cada uno de los 6.000 establecimientos particulares subvencionados es diversa y debe ser considerada a la hora de legislar. Ejemplificando su aseveración, resaltó de al menos 2.000 colegios tienen una matrícula inferior a 100.000 alumnos.

En otro orden de consideraciones, aseguró que la principal fortaleza de la propuesta de ley radicaba en aumentar el monto de la subvención, disminuyendo proporcionalmente el del financiamiento compartido hasta ponerle fin. Apuntó que con ello se pondrá fin a una de las principales barreras de entrada a los colegios que afecta el derecho de los padres a elegir el establecimiento en el que quieren educar a sus hijos. Con todo, hizo ver que deberá estudiarse en profundidad si el aumento de recursos se hará principalmente por medio de la subvención general o por medio de la subvención escolar preferencial. Asimismo, consideró, habrá que definir si el congelamiento del copago se hará en unidad de fomento o en unidad de subvención escolar.

Deteniéndose en materia de término de la selección, estimó que ello era un punto inmaduro de la propuesta de ley. Adicionalmente, notó la necesidad de precisar la cantidad de colegios que efectivamente seleccionan. Detallado lo anterior, sentenció, deberá ponerse fin a la selección arbitraria y no a la selección por rendimiento escolar, toda vez que la legislación debe valorar el esfuerzo realizado por los alumnos.

Centrando su atención en la propuesta de poner fin al lucro con recursos públicos, juzgó que debía posibilitarse a los sostenedores ser titular de otros derechos respecto del inmueble, además del de dominio. En consecuencia, llamó a posibilitar los arriendos entre personas relacionadas, en la medida en que el precio sea el de mercado, o bien a que sea el Estado quien arriende a los sostenedores para evitar los contratos entre personas relacionadas.

Finalmente, anheló que el Ejecutivo recogiera las inquietudes surgidas con ocasión de la discusión en general de este proyecto, especialmente la de aquellas basadas en la realidad.

A su vez, la Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su preocupación respecto de este proyecto de ley, por cuanto estimó que legislaba desconociendo la realidad educativa del país. Asimismo, lamentó que la discusión del mismo se centrara en aspectos inmobiliarios y no en la calidad de la educación que se espera alcanzar. En efecto, precisó, nada se habla respecto de la carrera docente ni de lo que pasa al interior de las aulas, lugar en donde se juega realmente la calidad.

Por otra parte, criticó que el Gobierno no reconociera lo que se ha realizado adecuadamente y avanzara en una dirección que permitiera alcanzar mejores resultados.

En otro orden de consideraciones, hizo ver que la iniciativa de ley podría tener consecuencias prácticas que atentan en contra de los objetivos perseguidos por ella. Precisando su afirmación, puso de relieve, en primer lugar, que Su Excelencia la Presidenta de la República ha asegurado que el Gobierno Nueva Mayoría cree en la existencia de una alianza pública-privada, no obstante la normativa propuesta se basa en la desconfianza y en la caricaturización de los sostenedores privados.

En segundo lugar, resaltó que uno de los objetivos que el Ejecutivo espera alcanzar es fortalecer la educación pública, sin embargo, uno de los principales peligros del proyecto en estudio radica en la fuga de matrícula de ella hacia la educación particular subvencionada.

En tercer lugar, manifestó, busca generar mayor inclusión, con todo, esta propuesta generará aun más segregación, ya que muchos establecimientos particulares subvencionados se transformarán en colegios particulares pagados. Agregó que a lo anterior se sumará el término de la selección por méritos en los liceos emblemáticos, lo que dificultará la inclusión en la educación superior.

En cuarto lugar, apuntó que uno de los objetivos perseguido era mejorar la calidad, no obstante elimina un elemento central para ello como es el poder de liderazgo a los directores. 

En quinto lugar, señaló que uno de los objetivo de la propuesta de ley era aumentar la diversidad, mas terminará por posibilitar la existencia de sólo tres tipos de establecimientos: los del Estado, los de Iglesia y los pertenecientes a grandes grupos económicos.

Agregó que a las críticas anteriores debe sumarse el que limita las inversiones en educación escolar, toda vez que tanto los municipios como los sostenedores desconocen qué pasará con la educación chilena. Adicionalmente, resaltó que el proyecto analizado desviará parte de los recursos recibidos a título de subvención a la compra de infraestructura.

Continuando con su exposición y habida consideración de que el costo de educar con calidad supone al menos $ 170.000 por niño y que el Estado no cuenta con recursos suficientes para alcanzar dicha cifra mínima, sugirió permitir el copago en tanto no se asegure el monto referido.

Por otro lado, en relación con la fórmula prevista para posibilitar la selección por méritos en los liceos emblemáticos, consideró que ella podría producir en niveles más bajos lo que genera el ranking de notas.

En cuanto a la información proporcionada por el Ejecutivo respecto de la realidad de la educación particular subvencionada, solicitó que se explicara por qué se utilizó la expresión “establecimientos particulares subvencionados con lucro potencial” en lugar “establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro”.

Finalmente, manifestó su preocupación que la lista de lo que se entiende por fines educativos para efectos del uso de la subvención no diera cabida a todos los aspectos necesarios en un establecimiento.

El Honorable Senador señor Allamand, en tanto, manifestó su inquietud en relación con la gran cantidad de observaciones, críticas y dudas, incluidas de orden constitucional, dejadas al descubierto por los invitados, y anheló que el Ejecutivo las recogiera a la hora de presentar indicaciones al proyecto de ley.

Por otro lado, coincidió con la reflexión del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto a la necesidad de conocer las demás iniciativas de ley que reformarán el sistema educacional chileno, de manera de no continuar legislando a oscuras. Resaltó que en el caso de la reforma en estudio, la situación era aún más grave, toda vez que se legislaba a ciegas. Profundizando en su aseveración, destacó que de los 4.374 establecimientos particulares subvencionados con potencial lucro existen 1.500 respecto de los cuales el Ministerio de Educación no tiene información alguna, desconociéndose así si el sostenedor es dueño de la infraestructura o no, el número de matrícula y la realidad de los mismos. Apuntó que no obstante no conocerse la realidad de ellos, el Gobierno les impone obligaciones y calcula el costo que tendrá la reforma.

En atención a lo anterior, lamentó que el Ejecutivo legislara tan altos grados de desconocimiento, más aún cuando la iniciativa de ley ya se encuentra en su segundo trámite constitucional. En consecuencia, llamó a la Secretaría de Estado a dejar de improvisar y a hacer llegar la información faltante para analizar adecuadamente la reforma propuesta.

Por su parte, el Honorable Senador señor Ossandón valoró la oportunidad de recibir en audiencia a la ex Ministra de Educación señora Mariana Aylwin Oyarzún, de manera de analizar desde la realidad educacional y no desde la teoría el proyecto presentado por el Gobierno. Consideró que era esa dimensión que permitiría legislar adecuadamente y conocer lo que importa realmente a los padres y apoderados. En ese contexto, aseguró que lo que realmente les importa es la calidad de la educación que reciben sus hijos, desafío que sólo se alcanzará en la medida en que sus protagonistas, los profesores, sean considerados.

Deteniéndose en el anhelo del Ejecutivo de poner término a la segregación existente en la educación chilena, fue enfático en sostener que a ella no se le pondría fin por medio de una ley, toda vez que ella es consecuencia de la segregación territorial que impera en nuestro país. Afirmó que es la educación superior el espacio en el cual la integración podrá alcanzarse.

Centrando su atención en la propuesta de poner fin al financiamiento compartido, remarcó que los padres se han visto en la obligación de aportar a la educación de sus hijos porque el Estado no ha sido capaz de asegurar una educación pública de calidad.

Finalmente hizo un llamado al Gobierno a enmendar el rumbo y a priorizar la calidad de la educación, comenzando por los establecimientos públicos.

Enseguida, el Honorable Senador señor Navarro hizo ver que muchos esperan de la propuesta de ley resultados que ella no está llamada a alcanzar. En efecto, recordó que la idea de poner fin al lucro, al copago y a la selección sólo posibilitará crear las condiciones necesarias para posibilitar educación de calidad. Adicionalmente, notó que la desigualdad de los resultados académicos es principalmente reflejo de las desigualdades socioeconómicas y culturales de las familias.

En relación con la intervención del Honorable Senador señor Allamand, estimó que la iniciativa de ley no sería capaz de predecir todas sus consecuencias. Con todo, estimó indispensable reformar el sistema educacional que sólo ha permitido ahondar en las desigualdades presentes en la sociedad.

A su turno, el Honorable Diputado señor Jackson lamentó que se formularan afirmaciones que no se ajustan al proyecto de ley. Explicando su aseveración, puso de relieve que se ha destacado que para la mayoría de los establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro será imposible transformarse en corporaciones educativas sin fines de lucro, porque no cuentan con los recursos para ello y porque ningún banco les dará créditos para adquirir los inmuebles. Al respecto, solicitó mayor seriedad en el debate y recordó que los recursos serán provistos por el Estado. Adicionalmente, señaló que existirán los recursos necesarios para realizar las ampliaciones que sean necesarias.

Asimismo, criticó las palabras de quienes afirman que el proyecto de ley sólo se detiene en aspectos estructurales y no se preocupa de la educación recibida por los niños y niñas. Sobre el particular, recordó que cuando se creó la jornada escolar completa, gran parte de la discusión se centró en el aumento de la infraestructura y ello iba a mejorar la educación de los niños. Adicionalmente, notó que los aspectos estructurales en los que la iniciativa de ley se detiene generarán el piso para entregar la mejor educación a niños y niñas y posibilitará, más tarde, centrar la atención en lo que pasa al interior de las aulas de clases.

Por otro lado, llamó a reconocer que la normativa sugerida permitirá recuperar y recompensar la inversión realizada, además, de posibilitar la remuneración adecuada de los sostenedores y de dar estabilidad a los proyectos educativos, los que hoy están vulnerables ante el mercado inmobiliario, que los puede derribar en cualquier momento. Por eso, consideró fundamental que los sostenedores sean dueños del inmueble donde funciona el establecimiento.

En otra línea argumental, criticó también los comentarios respecto a que el proyecto en estudio traerá como consecuencia que sólo existan tres tipos de proyectos educativos: los del Estado, los de la Iglesia y los pertenecientes a los grandes grupos económicos. Remarcó que la aseveración anterior era falsa y requirió no sembrar pánico entre los sostenedores. Por el contrario, sentenció, la iniciativa de ley permitirá a los sostenedores sentirse aliviados porque su sueldo no dependerá el número de estudiantes que logren captar, porque no tendrán a preocuparse de cobrar a los padres y porque el arriendo de los colegios ya no será un tema de preocupación. Además, agregó, el proyecto posibilitará dejar a un lado la carga administrativa y disponer de más tiempo para enfocarse en los procesos educativos.

Deteniéndose en los comentarios de quienes buscan mantener la selección en los liceos emblemáticos, puso de manifiesto que la experiencia de Finlandia ha demostrado que la premisa de no dejar ningún niño atrás ha traído buenos resultados. En el mismo sentido, solicitó tener en consideración que cada vez que selecciona a algunos, ello supone exclusión para otros y da vida a colegios en donde reina la desesperanza. 

En cuanto a la propuesta de congelar el copago en unidad de subvención escolar en lugar de unidad de fomento, adujo que ello, aritméticamente, implicaría que nunca se pusiera fin al copago. 

Centrando su atención en la idea de mantener los arriendos entre personas relacionadas, advirtió que ello sólo mantendría la puerta abierta al lucro, más aún si se tiene en consideración escándalos como los que ha conocido el país en materia de educación superior. 

Finalmente, abocándose a las críticas de quienes consideran que el Gobierno debió haber iniciado las reformas en la educación municipal, hizo ver que ella será beneficiada más beneficiada que los establecimientos particulares subvencionados en este proyecto de ley, toda vez que recibirá mayores recursos habida consideración de su gratuidad.

El Honorable Senador señor Rossi, deteniéndose en los comentarios de quienes insisten en que al Gobierno no le preocupa la calidad de la educación y lo que pasa en las aulas de clases, recordó que la propuesta de ley sólo tiene por finalidad crear las condiciones necesarias que posibiliten que la calidad pueda tener cabida y asegurar que la educación sea en nuestro país un derecho social y no un bien de consumo. En el mismo sentido, llamó a tener en consideración que materias como la relativa a la política nacional docente y el fortalecimiento de la educación pública vendrán una vez que se aseguren condiciones mínimas para ello.

Agregó que en el anhelo de hacer de la educación un derecho social resulta fundamental que las corporaciones sean dueñas del inmueble educacional, de manera de evitar que ellos queden supeditados a los vaivenes del mercado inmobiliario. A mayor abundamiento, sentenció que el que sea un derecho social supone que las condiciones de provisión del servicio educacional no las fija unilateral y arbitrariamente el mundo privado, sino que son frutos de un proceso de deliberación colectiva de la sociedad.

En sintonía con el punto anterior, adujo que el financiamiento compartido y la selección implican restricciones a la posibilidad de los padres para elegir el establecimiento educacional para sus hijos.

Centrando su análisis en la selección por mérito académico, aseguró que ella una discriminación tan arbitraria como otras, toda vez que los estudios demuestran que el rendimiento de los alumnos depende del nivel socioeconómico de las familias y de su capital sociocultural. A la luz de lo anterior, discrepó de quienes califican este tipo de selección de virtuosa, y remarcó que ella atentaba en contra de la inclusión, objetivo perseguido por esta normativa.

En relación con el rol del Estado en la educación, enfatizó que tradicionalmente la derecha ha estado en contra de que el Estado tenga un rol relevante en el ámbito educativo. Añadió que el mismo criterio tenía la iglesia a fines del siglo XIX, la que consideraba que éste sólo debía intervenir cuando faltaba la oferta privada. 

En cuanto a las afirmaciones relativas a que el problema principal de la educación chilena descansa en la educación pública, disintió de ellos, pues recalcó que el análisis de los resultados, desagregando la variable socioeconómica, demuestran que la educación particular subvencionada no entrega ningún valor agregado y que ellos dependen del nivel socioeconómico de las familias. 

Abocándose al lucro obtenido por los establecimientos particulares subvencionados, resaltó que de acuerdo a los datos del Servicio de Impuestos Internos, éste llega a US $ 400.000.000, lo que demuestra que el financiamiento compartido que cobran los establecimientos queda contenido en esa suma. En la misma línea argumental, notó que los establecimiento particular subvencionado con fines de lucro gastan $ 90.000 por alumno en inmueble, mientras que los sin fines de lucro sólo destinan $ 50.000.

Respecto a las afirmaciones referidas a que muchos establecimientos particulares subvencionados deberán cerrar, hizo presente que de los 11.000 establecimientos existentes en Chile, 1.692 tienen lucro y copago, y serían, en consecuencia, ellos los primeros en cerrar. Al respecto, comentó que en ellos el promedio de copago es de $ 18.000. Resaltó que entre la subvención de gratuidad y la para alumnos preferentes se llegará a $ 30.000. En ese contexto, estimó que no había razón para que un colegio que tiene financiamiento compartido y lucro tuviese que cerrar, en circunstancias que recibirá más recursos que los que obtiene actualmente vía financiamiento compartido. Insistiendo en su postura, llamó además a tener en consideración que a lo anterior debe sumarse una remuneración justa al sostenedor y director de la corporación que desempeñe funciones de la administración, razón por la cual difícil que cierren establecimientos, y consideró que ello era sólo una amenaza. 

El señor Ministro de Educación hizo presente que uno de los problemas que enfrenta la reforma educacional es que se ha transformado en el lugar de discusión de todos los problemas que cruzan la sociedad. 

En relación con la demanda de los Honorables Senadores señores Allamand y Walker, don Ignacio, respecto a conocer los demás proyectos que presentará el Gobierno, señaló que si bien el escenario ideal sería uno en el cual se consideraran todos los temas que interactúan con él, ello sería imposible discutirlos todos al mismo tiempo. En atención a la realidad anterior, llamó a tener confianza republicana y la certeza de que los demás temas son pensados por el Ejecutivo y, por lo tanto, a discutir esta iniciativa de ley en su propio mérito. 

Continuando con el desarrollo de su exposición, apuntó que el centro de las preocupaciones de esta propuesta de ley es que para tener educación de calidad, es indispensable que ella sea inclusiva. Acotó que tradicionalmente han existido posiciones distintas sobre el particular y que la realidad actual no se apartaba de ello. Así, puntualizó, para algunos es esencial dicha relación, mientras que otros se cuestionan por qué los padres no tienen derecho de aportar para que sus hijos reciban educación de mayor calidad.

Remarcó que para asegurar educación de calidad es esencial que ella sea inclusiva. En efecto, agregó, cuando un niño nace en un hogar pobre tiene un problema dramático de ausencia de modelos de éxito, con lo cual crece con la convicción que no tendrá oportunidades en la vida. Además, destacó que los estudios advierten que a menor desigualdad, mayor rendimiento promedio, porque hay efectos pares para niños que vienen de estratos socioeconómicamente bajos.

Insistiendo en la importancia de asegurar educación inclusiva, destacó que, en los últimos 15 años, los países que más han mejorados son Turquía y Polonia, y que en ellos el aumento de la calidad ha aparejado al de la equidad, posibilitado por el término de la separación de los niños con buenos resultados de los con malos rendimiento. Por el contrario, añadió, el país que menos ha progresado en dicho periodo es Suecia, en donde cayó, en dicho periodo, la calidad y la equidad, motivada por la apertura de los establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro.

En cuanto a la libertad de elección de los padres, sentenció que si bien es indispensable que ella exista para que puedan elegir el establecimiento educacional para sus hijos, existe consenso a nivel mundial en que genera segregación. 

Aclarados los propósitos de la propuesta de ley en análisis, enfatizó que la discusión no terminaba con ella, ya que una vez establecida la equidad y la inclusión, se trabajará en su calidad. Para ello, precisó, se analizará la formación inicial docente, la carrera docente y la formación de directivos escolares. 

Finalmente, mostró apertura para acoger las observaciones realizadas, en la medida en que no fueran formas disfrazadas de mecanismos para continuar con los vicios que se espera desterrar de la educación.




14.- El Investigador del Centro de Investigación Avanzada en Educación de la Universidad de Chile señor Cristián Bellei, en primer término, rechazó un juicio que se ha escuchado en varias ocasiones en relación con el proyecto de ley en informe, en el sentido que se trata de una iniciativa que no tiene horizonte ni destino, ya que la denominada reforma si tiene sentido, y es positivo. En efecto, agregó, se intenta revertir la lógica imperante graficada en la disminución de la escuelas públicas, y hacerse cargo de aquella afirmación de que el sistema educacional chileno es de carácter mixto, lo cual no es efectivo, ya que se trata de un sistema privatizado, de los más altos del mundo, como lo demuestran distintos análisis en el ámbito comparado. En ese esquema de desarrollo, agregó, el Estado, por diferentes razones a partir del año 1981, apoyó la educación privada y bajo diferentes modalidades. 





Enfocado en ese diagnóstico el proyecto de ley en informe busca revertir esta realidad institucional, de manera de lograr que nuestro país tenga un sistema educacional similar al que poseen la casi totalidad de los países del mundo, en donde la educación pública posee una importancia esencial, en convivencia con la educación privada, con las características de no tener fin de lucro, ni tampoco contemplar mecanismos de copago ni selección, como son los casos de Holanda y Bélgica, que en su concepto, presentan sistemas eficientes que pueden ser replicados en nuestro país con las características propias que poseemos.





Continuando con su análisis, subrayó que la evolución de la políticas educacionales del país han tenido aparejado, también, un incremento de las ayudas y controles por parte del Estado, como lo son la Subvención Escolar Preferencial y la creación de instituciones como la Agencia de Calidad y la Superintendencia de Educación, que si bien es cierto son positivas, también son insuficientes.





Una vez efectuado este diagnóstico, el señor Bellei se refirió al sistema del copago o financiamiento compartido aplicado en el país, respecto del cual afirmó que él se creó a fines de los años 80 y se aplicó a comienzos de la década siguiente, lo que constituyó una novedad absoluta a nivel mundial, ya que no existe ningún país que contemple el cobro a la familia por brindar una educación que es obligatoria.





En cuanto a la existencia de la posibilidad de retirar ganancias por parte de quienes imparten la educación – el lucro – subrayó que ello también es algo absolutamente excepcional en el mundo, y sólo existe en Suecia, con muchas críticas, y en Estados Unidos, en donde las escuelas chárter pueden tener fin de lucro, pero no el sostenedor, pero sin poder seleccionar a los alumnos. Sin embargo, precisó que en dicho país, las escuelas que apoya el gobierno federal son sin fines de lucro.





A modo de conclusión, el señor Bellei expresó que no obstante lo anterior, la iniciativa en informe presenta ciertas carencias en la idea de lograr sistemas educacionales como los apuntados, y que podrían resumirse la necesidad de contar con un estatuto laboral docente, de manera que los profesores operen con las mismas reglas y el control de la oferta educacional a nivel local, es decir, considerar mecanismos estrictos para la apertura de nuevos establecimientos, ya que si bien la iniciativa contempla una regla, se carece de zonificación.





En definitiva, culminó su exposición, la iniciativa de ley pretende dar una nueva orientación y organización del sistema educacional chileno que apunte a un mayor sentido público.





15.- El Director del Centro de Políticas Comparadas de la Educación de la Universidad Diego Portales señor Ernesto Treviño, comenzó su exposición precisando que el sistema educacional chileno es una caso de excepción en el derecho comparado, sustentado en ciertos pilares relacionados con el tipo de financiamiento que se contempla, como es el incentivo a traer matrícula pero que asista regularmente a clases y con variables de optimización educativa a largo plazo, y con mecanismos de copago, que selecciona automáticamente, y con fines de lucro.




A partir de lo anterior, subrayó que en el proyecto de ley en informe subyace una lógica de inclusión y de calidad.





En cuanto al lucro, el señor Treviño explicó que pone un incentivo que modela el comportamiento de los actores de la educación para minimizar costos en profesores y en talleres para variar los aprendizajes de los niños.





En lo que se refiere a la selección, añadió, si bien el artículo 12 de la LEGE la prohíbe, la realidad es que el 50% de las escuelas lo hacen, ya que la redacción normativa deja abierta la posibilidad para su no cumplimiento. Ello es particularmente relevante, acotó, si se considera la discriminación de escuelas y sostenedores que pone a los padres, dada la asimetría de la información, en una situación especialmente difícil para elegir adecuadamente.





Finalmente, señaló que el sistema educacional chileno se ve además afectado por una segregación residencial que es muy difícil de contrarrestar y por la evidencia de que el financiamiento compartido no arroja mejores resultados en las pruebas estandarizadas de aprendizaje (SIMCE).


16.- La Directora del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, señora Alejandra Mizala, aseguró que el sistema educacional chileno requiere ciertas transformaciones para mejorar el nivel de desarrollo de sus ciudadanos, como mejorar la inversión en recursos humanos e incentivos adecuados para los padres, establecimientos y agencia que lo regulan y, en ese sentido, la iniciativa en informe va en la dirección correcta.


En efecto, agregó, en la actualidad lo padres están restringidos por el sistema de copago, y que, en la práctica, les impide elegir el establecimiento. La opción, para quienes pueden hacerlo, precisó, se relaciona no con la efectividad institucional, sino que con los resultados que se obtiene en el SIMCE, que, como se sabe, reproduce el nivel socioeconómico del alumno y de su familia.


En este mismo orden de consideraciones, la señora Mizala apuntó que existe en nuestro sistema una gran estratificación por el nivel socioeconómico señalado, y en donde los padres eligen el establecimiento según su capacidad de pago y las pruebas estandarizadas, de manera tal que los esfuerzos van dirigidos a tener buenos alumnos, es decir, niños pertenecientes a familias con un mayor capital cultural y social, todo lo cual pone una gran presión por la calidad del sistema. 


Asimismo subrayó que el nivel de segregación escolar es aún mayor que la residencial y que las investigaciones demuestran que el financiamiento compartido incide en mejores resultados en las referidas pruebas si supera los $ 8.000.
El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, celebró que por primera vez, desde el inicio de la tramitación del proyecto de ley en esta cámara, las exposiciones centraran su atención en educación y no en aspectos inmobiliarios y financieros.

Resaltado lo anterior, puso de manifiesto que el sistema educacional chileno era anómalo a nivel mundial y que su rareza encontraba fundamento en la posibilidad de lucrar con recursos públicos, en la de seleccionar y en la de cobrar financiamiento compartido. Al respecto, compartió la necesidad de reformarlo, toda vez que existían poderosos argumentos que demostraban los inconvenientes generados por los tres elementos mencionados, y aseguró que su transformación en ley permitiría crear las condiciones necesarias para acceder a una educación de calidad, posibilitaría mayor inclusión y regularía de mejor manera un sistema desregulado.

Por otro lado, deteniéndose en la afirmación realizada por el Investigador del Centro de Investigación Avanzada en Educación de la Universidad de Chile, señor Cristian Bellei, relativa a que en nuestro sistema educativo tenía mayor preeminencia la educación privada que la pública, por lo que había que requilibrarlo, consultó si la decisión de haber comenzado las reformas por la educación particular subvencionada en lugar de la educación municipal no agudizaría el referido desbalance.

Asimismo, preguntó al señor Bellei si el estatuto laboral docente y la carrera docente debieran ser obligatorios tanto para el sector público como para el particular subvencionado. Sobre el particular, manifestó su preocupación respecto a la posibilidad que el primero fuera obligatorio para ambos.

Deteniendo su atención en la propuesta de poner fin a la selección, preguntó si el proyecto de ley daría cabida al mérito académico, permitiendo con ello una selección acotada y no arbitraria que posibilite la movilidad social ascendente.

En relación con la intervención del Director del Centro de Políticas Comparadas de la Educación de la Universidad Diego Portales, señor Ernesto Treviño, discrepó de la propuesta de crear una segunda instancia en el caso de expulsión de los estudiantes. Acotó que actualmente las posibilidades de expulsar a un alumno son casi inexistentes y que las garantías dadas por la iniciativa de ley eran suficientes.

En otro orden de consideraciones, estimó indispensable adoptar las medidas necesarias para apoyar a los estudiantes más vulnerables, dedicando recursos humanos y financieros para ellos.

Por último, hizo ver la necesidad de apartar de la normativa propuesta todo lo que dice relación con los colegios particulares pagados, por cuanto ello escaparía de sus ideas matrices. Con todo, hizo ver que las posibilidades de pagar se traducen en la compra de homogeneidad por parte de los padres, dando vida a una fuente importante de inequidad.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand refutó el fundamento dado por la Directora del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, señora Alejandra Mizala, para poner fin al financiamiento compartido. Al respecto, llamó a tener en consideración que el referido instrumento es la vía con la que cuentan los padres para allegar mayores recursos a la educación de sus hijos en un país en donde el gasto público para ella es aún insuficiente. En efecto, notó que el gasto estatal de Chile en educación sólo llega a un 1/3 del que debiera alcanzarse.

Continuando con el análisis de la exposición citada, discrepó de la afirmación que el financiamiento compartido fuera una barrera de entrada, habida consideración de que los alumnos con subvención escolar preferencial están exentos de él y de que la media llega a los $ 11.000, lo que para una familia del tercer quintil con dos hijos representa el 3% de sus ingresos. En ese marco, consultó a la señora Mizala cuál era el efecto segregador real del copago.
Asimismo, disintió de la idea del proyecto relativa a cobrar el 40% de impuesto a aquellos colegios cuyos centros de padres resuelvan realizar aportes voluntarios a la educación de sus hijos cuando la educación particular subvencionada sea gratuita. En este punto, preguntó a la señora Mizala qué justificaba una decisión tal.

Deteniéndose en la aseveración del Director del Centro de Políticas Comparadas de la Educación de la Universidad Diego Portales, señor Ernesto Treviño, respecto a que el 50% de los establecimientos selecciona, estimó que si bien la mitad de ellos realizan pruebas y entrevistas, no necesariamente seleccionan, porque ella dice relación con una admisión calificada y no con pruebas de nivelación, por ejemplo. A mayor abundamiento, recordó que de acuerdo a los datos entregados por otros expositores, el número total de matrícula ha disminuido, en circunstancias que el número de establecimientos ha aumentado.

Por otro lado, preguntó al Investigador del Centro de Investigación Avanzada en Educación de la Universidad de Chile, señor Cristian Bellei, si, dada la heterogeneidad de los resultados de la educación particular subvencionada, debiera considerarse un tratamiento diferenciado para los que persiguen fines de lucro y que tienen resultados sustantivamente mejores que los del promedio.

Finalmente, le consultó si cuando el sistema sea gratuito y, por lo tanto, deje de ser de mercado, habrá un espacio para la existencia de establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en tanto, puso de relieve que de acuerdo al análisis efectuado en la educación particular subvencionada, sus problemas obedecen a la presencia del lucro, del copago y de la selección. Al respecto, hizo presente que ninguno de los tres elementos mencionados figura en la educación municipal y sin embargo ella no asegura mejores resultados. En atención a lo anterior, notó que el término del financiamiento compartido, del lucro y de la selección no aseguraría mejores rendimientos y, por el contrario, podría acarrearle importantes inconvenientes, como poner en riesgo la vida de algunos que son de calidad.

Por otra parte, resaltó que de conformidad a los datos proporcionados por el Director del Centro de Políticas Comparadas de la Educación de la Universidad Diego Portales, señor Ernesto Treviño, los establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro realizan menos talleres que los sin fines de lucro. Sobre el particular, hizo ver que ello podía deberse a que el financiamiento compartido que cobran es menor al que cobran los segundos. Insistiendo en su planteamiento, llamó a observar la realidad de los establecimientos municipales.

En cuanto a los datos proporcionados por el señor Treviño respecto a que la mitad de los establecimientos del país seleccionan a sus alumnos, preguntó si estaba demostrado que dichos colegios no acogieran a la totalidad de los estudiantes que postulan a ellos. Explicó que la duda señalada obedece a que el número de niños en edad escolar ha disminuido, en circunstancias que el número de establecimientos ha aumentado en los últimos años.

Centrándose a la propuesta de poner fin a la selección, requirió que se precisara cuánto se mejorará la segregación con la referida medida. Al respecto, destacó que la segregación territorial, que se refleja en la escolar, seguirá existiendo, y, en consecuencia, propuso crear mecanismos que incentiven realmente la inclusión, como subvenciones de traslado.

Continuando con el análisis de la propuesta de poner fin a la selección, pidió a los invitados que ahondaran respecto a qué queda comprendido dentro de los requisitos religiosos. Asimismo, preguntó si ellos generan discriminación o no.

En relación con el término del lucro, manifestó su preocupación respecto a las inversiones en educación. En efecto, precisó que si se pone término al él, podría afectarse el emprendimiento privado. 

Deteniéndose en la propuesta de poner fin al financiamiento compartido, subrayó que de acuerdo a los gráficos entregados por la Directora del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, señora Alejandra Mizala, a partir de los $ 8.000 el copago produce efectos. Añadió que los establecimientos particulares subvencionados sin fines de lucro alcanzan mejores resultados que los con fines de lucro, lo que podría explicarse porque la contribución de los padres es mayor. En ese contexto, manifestó su preocupación respecto a la idea de congelar el financiamiento compartido en un monto bajo y sugirió hacerlo en un monto más alto. Agregó que de no poder cumplirse tal anhelo, debiera permitirse a los padres aportar a la educación de sus hijos.

A su vez, el Honorable Senador señor Quintana valoró la posibilidad de escuchar los planteamientos de los expositores invitados a la sesión, y destacó que sus comentarios difieren del negativismo advertido en el debate público. Con todo, estimó que la responsabilidad de ello era responsabilidad, en gran parte, de la clase política, que no fue capaz de comprender el año 2006 que la selección, el lucro y el financiamiento compartido eran elementos nocivos para el sistema educativo.
Deteniéndose en materia de selección, solicitó a los invitados pronunciarse respecto a si la selección por mérito académico era virtuosa o no. Al respecto, consideró que el proyecto de ley debía impedirla, por cuanto el rendimiento de los alumnos está determinado principalmente por su nivel socioeconómico.

En sintonía con el punto anterior, puso de relieve que algunos expositores recibidos en audiencia, como el ex Ministro de Educación señor Joaquín Lavín Infante, han hecho ver la necesidad de mantenerla en los liceos emblemáticos, a fin de crear una elite paralela a aquella que nace de los colegios particulares pagados. Sobre el particular, discrepó de tal propuesta, toda vez que seleccionar a algunos supone dejar a otros fuera del sistema, dando vida a escuelas en donde reina la desesperanza.

En el mismo orden de consideraciones, celebró la sugerencia de la Directora del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, señora Alejandra Mizala, en orden a crear escuelas dignas de elegir, en donde los niños puedan estar todos juntos.

Por otro lado, pidió a los invitados proponer fórmulas para poner término al lucro con recursos públicos en educación. Asimismo, les preguntó si la mantención de la posibilidad de arrendar los inmuebles educacionales dejaría abierta la puerta a este abuso.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, pidió que se diera a conocer el monto total de financiamiento compartido en nuestro país.

Sobre el particular, la Directora del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, señora Alejandra Mizala, aseguró que el monto total de los aportes realizados por los padres a título de financiamiento compartido llegaba a MM U$ 500.
Complementando la demanda anterior, el Honorable Senador señor Quintana solicitó que se entregaran mayores datos respecto al monto de recursos que retiran los sostenedores de establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro.

El Investigador del Centro de Investigación Avanzada en Educación de la Universidad de Chile, señor Cristian Bellei, deteniéndose en el lucro, hizo presente que su principal problema radica en que lleva a desconfiar de las motivaciones por las cuales los sostenedores privados participan en materia educativa. Agregó que a nivel mundial él no tiene presencia en la educación y la razón obedece a que resulta difícil alinear los incentivos del Estado con los de los mandatarios.

A reglón seguido, fue enfático en sostener que la presencia de los sostenedores con fines de lucro no se justifica si se tiene en consideración los resultados académicos. A mayor abundamiento, notó que él conduce al sistema a incentivos perversos, como el ahorro de costos. Sin embargo, no compartió la idea que proveedores de textos escolares, de alimentación y de materiales debieran organizarse como personas sin fines de lucro, mas estimó que ellos debían subordinarse a los fines educativos y a las políticas públicas.

Adentrándose en la inquietud de la Honorable Senadora señora Von Baer referida a quién realizará inversiones en educación una vez prohibido el lucro en ella, puso de manifiesto que a nivel mundial, generalmente, la infraestructura educativa pertenece al Estado, lo que permite sacar a los sostenedores que no alcanzan buenos resultados y reemplazarlo por otro. En este contexto, señaló que desvincular la provisión de la educación de la propiedad de los edificios parecía una medida razonable y permitía dar estabilidad al sistema.

En cuanto al financiamiento compartido, disintió de quienes estiman que el país no está en condiciones de ponerle fin, porque el Estado no cuenta con los recursos necesarios para asegurar un aporte adecuado a la educación. En efecto, recordó que muchos países establecieron la gratuidad cuando su nivel de inversión era inferior a la nuestra. Adicionalmente, destacó que el país estaba expandiendo sus recursos.

En el mismo orden de consideraciones, puso de manifiesto que lo que impulsa a poner fin al copago es la necesidad de disminuir la inequidad y la segregación que caracteriza a nuestro sistema educativo. Además, aseguró que su presencia permite incluso refinar la segregación al interior de comunidades que parecen heterogéneas.

Refiriéndose a la selección, señaló que el sistema, desde el punto de vista de los padres, está organizado bajo la lógica que sobre ellos recae el peso de encontrar buenos establecimientos. Resaltó que dicha lógica genera en ella incentivos para comportarse como en una cacería, produciendo en las escuelas los mismos incentivos. A la luz de lo anterior, consideró indispensable desactivar los mecanismos de selección de los colegios y asegurar que todos den garantías de un mínimo de calidad, de dignidad, de seguridad y de regularidad.

Por último, en relación con la selección por desempeño académico demostrado, indicó que ello era un punto discutible pues no está claro cuánto responde a mérito. Aclaró que los sistemas que contemplan este tipo de selección si bien tienen ciertos niveles de eficiencia, benefician más a los estudiantes con mejor desempeño, perjudicando a los demás, a lo que se suma que son más inequitativos. Puntualizó que en el caso de Chile habrá que dilucidar qué funciona mejor para nuestro país.

El Director del Centro de Políticas Comparadas de la Educación de la Universidad Diego Portales, señor Ernesto Treviño, se refirió, en primer término, a las discrepancias con el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en relación con la expulsión. Al respecto, estimó que si la legislación da a un delincuente la posibilidad de contar con una segunda instancia para revertir la resolución que lo declara culpable, con mayor razón ella debiera considerarse en el caso de la expulsión de alumnos, en el cual se trata sólo de niños.
Respecto a la selección, recordó que las estadísticas presentadas advierten que la mitad de las escuelas declaran utilizar instrumentos de selección y lo hacen aunque no logren llenar todos los cupos. Acotó que el estudio se realizó en la región metropolitana, proyectándose más tarde a nivel nacional. Apuntó que los datos anteriores dan cuenta de que ella es un fenómeno generalizado y que no obstante estar prohibido resulta difícil de fiscalizar. 

Adentrándose en la selección por mérito académico, manifestó su preocupación respecto a que ella comience a tan temprana edad. Remarcó que la evidencia internacional recomienda atrasarla hasta la educación media. 

En cuanto a los comentarios de la Honorable Senadora señora Von Baer referidos a que la educación municipal no cuenta con ninguno de los elementos que se busca terminar en este proyecto y no demuestra mejores resultados, aseveró que la evidencia consistentemente ha demostrado que los establecimientos municipales son más eficaces en educar a los niños de bajo nivel socioeconómico que los establecimientos particulares subvencionados. 

En línea con el punto anterior, indicó que detrás de toda esa disputa se esconde la discusión respecto a qué se entiende por sistema público de educación. Consideró que la diferenciación entre establecimientos particulares subvencionados y colegios municipales debiera eliminarse a futuro, toda vez que los sostenedores particulares subvencionados colaborarán con el Estado en la provisión de la educación, lo que permitirá considerarlos en el sistema público.

Finalmente, abocándose al lucro, discrepó de los planteamientos del Honorable Senador señor Allamand referidos a que sin precio no habría mercado. A mayor abundamiento, enfatizó que los precios están asociados a las características y condiciones individuales y socioeconómicas de cada niño, dado que para las escuelas, cada niño es un cheque, porque supone una subvención. 

La Directora del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, señora Alejandra Mizala, aclaró que la iniciativa de ley objeto de análisis busca modificar las reglas del sistema educacional, las que afectan tanto a la educación particular subvencionada como a la educación municipal. Al respecto, juzgó que el proyecto establecía reglas coherentes con un sistema que tiene más presión por calidad. A la luz de lo anterior, discrepó de las afirmaciones de quienes estiman que las reformas del Gobierno debieran haber comenzado por la educación pública, dado que si las reglas del sistema no están funcionando adecuadamente, modificar el sistema público no logrará los resultados esperados. 

En otro orden de consideraciones, se mostró en desacuerdo respecto a la idea de mantener la selección por mérito académico en los liceos emblemáticos. Fundamentando su decisión, explicó que en un país como el nuestro, con un sistema educativo como el imperante, el mérito referido no es tal y sólo refleja el nivel socioeconómico de las familias. Sostuvo que si bien la selección deberá tener cabida en algún momento, ello debiera hacerse lo más tarde posible para asegurar que todos los estudiantes tengan las mismas oportunidades. Con todo, consideró necesario mantener los liceos emblemáticos.

En relación con la pregunta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, referida a carrera docente, estimó que ella debiera ser obligatoria para el sector público y abierta para el sector particular subvencionado. Añadió que en el caso de este último, debiera ser suficientemente atractiva. Con todo, resaltó que lo anterior no debiera significar que dicho sector debiera adherir completamente al Estatuto Docente, pero sí a una carrera profesional docente que permita que todos los niños del país tengan profesores adecuadamente formados y motivados, cuestión que implicará sumar recursos al sistema.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, llamó a tener en consideración que la carrera profesional docente no será capaz de resolver todos los problemas, ya que faltará por ver qué ocurre con la formación inicial docente y con los demás temas que formarán parte de una política nacional docente.

Centrando su atención en el copago, notó que su problema radicaba en que establece precios, lo que conlleva a que los colegios se ordenen y den paso a un sistema segregado.
Por último, refiriéndose a la observación de la Honorable Senadora señora Von Baer relativa a que la educación municipal no cuenta con ninguno de los elementos que el proyecto busca poner fin y sin embargo no alcanza mejores resultados que la particular subvencionada, resaltó que el problema de ella era de gobernanza. En efecto, advirtió que, en general, la capacidad de gestión de los municipios es débil en materia de educación, y notó que ejemplo de lo anterior es que el 20% de ellos no cuenta con una persona que se dedique de manera exclusiva a la educación.
17.- El Director Ejecutivo de Enseña Chile señor Tomás Recart, quien señaló que representaba a los estudiantes más vulnerables del país y trataría de expresar su opinión sobre el proyecto en discusión, para lo cual enfatizó que el rol de Enseña Chile consiste en unir el mundo de las políticas públicas con las necesidades y complejidades del terreno. Dicho de otra manera, ser “Bisagra” entre las iniciativas “Top Down” y “Bottom Up”, de donde se desprende que la  ventaja está en articular las políticas públicas con las necesidades más urgentes e importantes de los estudiantes y sus familias.

Dicho esto, hizo presente que el “modelo” no es suficiente  pues a pesar de probar distintos modelos nuestra equidad en ingreso no ha cambiado mucho y ningún sostenedor hoy en día resuelve el problema. En este mismo sentido, enfatizó que la variable del territorio muy poco se ha analizado siendo a su juicio, fundamental por cuanto la ciudad es una fuente fundamental de segregación en educación básica.

Así, planteó que cuando se habla de que los padres tienen la oportunidad de elegir ello no es correcto porque sólo pueden hacerlo entre colegios que no son muy buenos. Asimismo, señaló que no está convencido que la eliminación de la selección o el copago vaya a contribuir a cambiar el mapa de la segregación.

En este escenario señaló que la inversión debe ser muy bien pensada, toda vez que los talentos se distribuyen uniformemente, las oportunidades no y en educación un estudiante de bajos ingresos tiene aproximadamente un 50% de los recursos de un estudiante de altos ingresos, cosa que le pareció impresentable. 

Enseguida enfatizó para que un sistema educacional funcione debe atraer, seleccionar, formar y desarrollar personas, a todo nivel, tanto profesores, directores, sostenedores como también especialistas, particularmente en contextos vulnerables.

Teniendo presente lo anterior, indicó que a su juicio, existen una serie de preguntas inconclusas en el  proyecto de ley en discusión, que dividió en lo siguiente:

En materia de Selección:

Planteó el cómo considerar la capacidad de los colegios para recibir una diversidad de estudiantes (especialmente en media), por cuanto dijo entender que al abrir la sala de clases las necesidades de los profesores cambian.

Dentro de este contexto, se preguntó cómo promover la responsabilidad del estudiante por cuanto es demasiado importante que los estudiantes y sus padres no sólo tengan derechos sino que también deberes.

En cuanto a cómo minimizar la selección intra colegios, hizo presente que en la actualidad entro de los mismos establecimientos se hace una tremenda selección, pues se distingue entre más o menos inteligente, lo que resulta igualmente dañino para la inclusión.
Sobre cómo aumentar las expectativas de los padres antes de la postulación, señaló que mucha gente no conoce los buenos colegios a los que puede postular y en materia de copago enfatizó que se deben integrar los aspectos geográficos para disminuir la segregación o selección. En este sentido, hizo presente que sólo un 5% de los colegios tiene un copago superior a los $45.000 que es equivalente a la SEP.

Dado lo anterior, estuvo de acuerdo en eliminar el copago en la medida que aumenta la subvención, pero en su opinión este tipo de factores no debiera tener gran relevancia.

En materia de lucro:
Recalcó que le parece muy importante generar un puente para debatir este tema que a su juicio puede ser el compromiso país con la equidad dado que con ello se afecta la calidad. En este mismo sentido, agregó que es necesario regular para corregir la varianza entre colegios, para todo sostenedor, sin disminuir los incentivos para atraer al talento.

En este escenario, sostuvo que la no selección tiene sentido en básica, no así en enseñanza en media, es decir, estimó necesario que la implementación de la presente reforma se haga gradualmente, ya que aunque se compartan los objetivos no es posible saber con certeza que ocurrirá con los instrumentos, de donde hacerlo de una vez puede ser peligroso y perjudicial.

A continuación señaló que no tiene sentido   tener colegios con lucro bajo 800 estudiantes en zonas urbanas, con subvención actual, ya que con menos estudiantes no se puede pagar la operación mensual con estructura de gastos razonables al punto que retirar utilidades es prácticamente imposible. Desde otra perspectiva, indicó que si se está buscando la equidad, no es entendible que se pretenda cerrar colegios buenos o privatizarlos.

Luego insistió en introducir una mirada territorial que dice que hay que invertir más en zonas de menor ingreso para atraer el talento, de esta manera señaló que dentro de las prioridades en inversión para obtener equidad (según “Equity, Excellence and Inclusiveness in Education Policy Lessons from  Around the World” OCDE, Julio 2014) está la de atraer, seleccionar, formar y desarrollar personas, a todo nivel (profesores, directores y sostenedores), priorizando sectores en contexto de vulnerabilidad.
En esta línea, estimó necesario invertir en distribución equitativa de recursos (Ej: SEP) ya que Chile tiene grandes problemas porque invierte menos en personas que tienen menos ingresos, invertir en educación primaria y dar autonomía cuando hay capacidad, asimismo indicó que se debe evitar segregación y estratificación y se deben permitir instrumentos para identificar estudiantes y colegios en problemas.

Se deja constancia que el señor  Recart acompañó su presentación en un documento en formato PDF que fue debidamente considerado y cuyo original se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
18.- La Investigadora del Centro de Estudios Públicos (CEP) señora Sylvia Eyzaguirre que comenzó por referirse al financiamiento como un aspecto fundamental, ya que a su juicio, es el único aspecto del proyecto de ley que puede repercutir en la calidad, equidad e integración social del sistema educativo.
Luego, señaló que dentro de los aspectos positivos de la iniciativa en discusión está la creación de una subvención para alumnos de clase media; la creación de una subvención de gratuidad de $9.500 por alumno mensual para colegios gratuitos; aumento de la Subvención Escolar Preferencial (prioritario y preferente) en 20%; contempla congelar el monto del copago de cada colegio y no el techo del copago, además de reducir anualmente el monto del copago de cada colegio en la misma cantidad en UF en que aumenten las subvenciones e incrementos (subvención general, SEP, ruralidad, zona, etc.).
Sobre este punto, indicó que hay algunos problemas porque existen colegios particulares subvencionados que tienen negociaciones colectivas y por tanto no realizan el reajuste de los sueldos en UF, lo cual debe ser abordado, no obstante que hizo presente que antes el proyecto congelaba estos montos en pesos.

Enseguida abordó los aspectos negativos del proyecto, sobre lo cual enfatizó que no garantiza en mediano plazo la gratuidad en educación escolar. Asimismo recordó que el Gobierno ha dicho que en 6 años va a garantizar la gratuidad universal en educación superior, pero el proyecto no compromete recursos suficientes para terminar en el mediano plazo con el FICOM. 

Luego señaló que de no aumentarse  la subvención, nos demoraríamos más de 30 años en  alcanzar la gratuidad en la educación obligatoria, mientras que el Gobierno anunció gratuidad  en el período de tiempo antes indicado (6 años).

A este respecto agregó que mientras más temprano se invierta en la vida una persona, ello traerá mayores retornos sociales y dichos retornos son mucho mayores en los niños más vulnerables que en los niños de nivel socioeconómico alto, de tal manera que para avanzar en equidad la prioridad debe ser la educación inicial, escolar antes que educación superior.  

Los recursos comprometidos en el proyecto no garantizan una educación de calidad, según dijo, por cuanto la  subvención de gratuidad no es suficiente para asegurarla. Así las cosas, dijo que si nos comparamos con el gasto promedio de la OCDE, considerando el PIB percápita, Chile debiera aumentar en $32.000 la subvención de Básica y en $63.000 la de Enseñanza Media. Al respecto agregó que existen  propuestas para aumentar en $70.000, en circunstancias que el Gobierno sólo compromete $9.500. Un financiamiento adecuado en la educación parvularia y escolar es fundamental para avanzar en equidad, según explicó.
Profundizando en el tema de la subvención de clase media, hizo presente que ello introduce discriminaciones entre los niños al restringir la subvención de clase media a los colegios gratuitos, y que es de dos tipos, ya que por una parte la discriminación entre niños vulnerables y de clase media con SEP tienen como resultado que los primeros pueden optar por colegios con copago, los segundos no; y por la otra se da una discriminación entre niños de clase media por cuanto mientras los niños en colegios gratuitos recibirán más aportes del Estado, los niños en colegios que mantengan durante la transición el copago no recibirán este beneficio, aunque ambos tienen similar capital cultural.
Consideró que otro punto crítico a este respecto consiste en que no promueve suficientemente la integración social ya que la restricción de la subvención de clase media a colegios gratuitos no promueve la integración social y demora la gratuidad. En este sentido, dijo que si se entregara esta subvención a todos los niños de clase media con la condición de que los colegios no puedan cobrarles copago, se expandiría la gratuidad escolar a cerca del 80% de los estudiantes en el corto plazo y se incentivaría la integración social al reducir la barrera de la capacidad de pago a estas familias.
Siempre en materia de financiamiento enfatizó que tal como está el proyecto desfinancia al sector privado por cuanto dificulta en extremo a los colegios particulares subvencionados (independiente de si tienen lucro o no) crecer o mejorar sustancialmente su infraestructura, pues en régimen restringe fuertemente las fuentes de financiamiento que no sean la subvención, sin asegurar acceso a recursos estatales para estos fines.
Agregó que ello además impide gravar las propiedades para obtener un crédito, termina con el financiamiento compartido (en régimen), establece un impuesto de 40%( en colegios Científicos Humanistas) y de un 20%(en colegios Técnicos Profesionales) a los aportes voluntarios de los padres.

Así las cosas, sostuvo que estas medidas no sólo afectan la sustentabilidad de estos proyectos educativos, sino que además, desincentivan el compromiso y vinculación de las familias y la comunidad con la educación, algo que, por el contrario, es valorado en la mayoría de los países.

Agregó que existe una restricción a la libertad de enseñanza por cuanto se restringe la creación de nuevos colegios subvencionados, pues sólo podrán recibir subvención cuando la oferta sea inferior que la demanda. Para el caso que toda la oferta del sector sea de mala calidad, planteó la interrogante respecto de qué ocurre si en una comuna no hay un determinado proyecto educativo que es de preferencia de los padres, ante los cual hizo presente que una medida como ésta entiende a la sociedad estática y no dinámicamente, monopoliza la oferta educativa entre los sostenedores hoy existentes y cierra los espacios de libertad para la generación de nuevos proyectos educativos.
Establecido lo anterior, propuso para mejorar los aspectos antes señalados que  se comprometa un aumento de la subvención (general) sostenido en el tiempo para que en un mediano plazo podamos alcanzar los montos que permitan asegurar una educación de calidad y gratuita. Asimismo planteó eliminar la restricción a la subvención de clase media, extendiéndola a todos los colegios con convenio SEP y al mismo tiempo eliminar el impuesto a las donaciones voluntarias de los padres.
En la misma línea, sostuvo que era necesario permitir las hipotecas, restringiendo el porcentaje de la subvención que se puede destinar al pago de las cuotas, o asegurar acceso a financiamiento público para infraestructura; e igualmente elevar las exigencias a los nuevos colegios que deseen solicitar la subvención, pero no condicionar su existencia a matrícula insatisfecha.
Con los cambios propuestos al proyecto de ley, indicó que a su juicio, se podría avanzar en calidad, equidad, gratuidad, integración social y sustentabilidad de los proyectos particulares subvencionados.
Abordando el tema del lucro, la señora Eyzaguirre hizo presente que tanto la evidencia internacional  (Suecia y Estados Unidos) como nacional, señala que el lucro no tiene impacto en calidad. La evidencia nacional indica que los colegios con lucro tienen un leve peor desempeño que los particulares subvencionados sin fines de lucro, pero un leve mejor desempeño que los municipales, y son considerablemente más integrados socialmente que los colegios particulares sin fines de lucro, de modo que su eliminación probablemente no causará una mejora en calidad.

A mayor abundamiento agregó que van al menos 8 años discutiendo sobre el lucro y al respecto es importante zanjar este asunto para poder avanzar en los temas que sí son relevantes para la equidad y la calidad, y evitar que ocurra lo mismo que en 2009 según dijo.

Sobre el particular enfatizó que si se quiere acabar con el lucro en educación de verdad, entonces no sólo es esperable que algunos sostenedores no quieran seguir ofreciendo su proyecto educativo, sino que es incluso deseable ya que sería altamente sospechoso que no hubiera ningún movimiento en los sostenedores de aprobarse la reforma. Agregó que es importante transparentar si lo que se quiere es terminar con el lucro o regularlo, para lo cual el Gobierno debe asumir el costo que conlleva cualquiera de las dos decisiones.
Otro de los aspectos que consideró negativo dentro del proyecto de ley en comento es la prisa, ya que si bien existe  consenso en que la desmunicipalización debe hacerse de forma gradual, el proyecto establece un plazo de dos años para que todos los sostenedores organizados como sociedades comerciales traspasen su calidad de sostenedor a fundaciones o corporaciones sin fines de lucro y sostuvo que  en un lapsus tan breve de tiempo, el Ministerio de Educación tiene poco espacio para manejar y resolver cierres masivos de colegios, en el caso que los hubiera.

En la misma línea, señaló que también existe una gran ambigüedad en la iniciativa por cuanto se considera una remuneración “adecuada” a los directores de la entidad sostenedora que hayan realizado una gestión “eficiente”, pero no se especifica que se entiende por adecuada ni por eficiente. Dentro de este mismo orden de cosas, señaló que se establecen restricciones innecesarias en relación al inmueble toda vez que el gasto en 2012 por concepto de arriendo y adquisición de muebles e inmuebles en todo el sector subvencionado (incluido el municipal) fue menor al 5% de los recursos que se destinan vía subvención. Así, dijo que en el sector con lucro el gasto fue menor al 9% de los recursos que reciben vía subvención.
Enseguida agregó que lo anterior podría afectar al 72% de la matrícula del sector particular subvencionado sin lucro y al 79% de la matrícula del sector con fines de lucro.
Precisando aún más el tema de las restricciones innecesarias en relación al inmueble, hizo presente que se prohíbe el arriendo a terceros, obligando a cerrar los colegios cuyos dueños no quieran vender. En este caso  según planteó, no hay conflictos de interés, de manera que es contradictorio prohibir estos arriendos pero permitir, como lo hacía la indicación del Gobierno, el arriendo entre personas relacionadas sin fines de lucro.
Sobre el particular, señaló que la indicación del Gobierno permitía el arriendo entre personas relacionadas sin fines de lucro a precio regulado, pero no con fines de lucro. La posibilidad de regular los precios no depende del tipo de sostenedor, de manera que si efectivamente pueden regularse, no habría razón para prohibir las transacciones con empresa relacionadas con fines de lucro. Además insistió en que las instituciones sin fines de lucro tienen los mismos incentivos  que las con lucro a exigir el precio más alto de arriendo posible, pues con estos recursos se financian sus actividades.
En este mismo orden de cosas hizo presente que desde su perspectiva también existe en el proyecto una discriminación en los mecanismos de compra dado que una de las dos alternativas de compra no es necesariamente a precio de mercado. En este sentido recalcó que el proyecto fija el tope máximo del precio de venta en un 60% por sobre el avalúo fiscal, pero cerca de un 40% de las propiedades tienen un valor de mercado superior a este máximo y además, ésta alternativa no contempla una retribución por la renta del capital, como sí lo hacía el proyecto original.

Luego el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE) tiene límites que dejan fuera a los sostenedores más grandes, pues el límite de 50 mil UF para poder obtener el beneficio deja fuera a los sostenedores con más de 1.500 alumnos aproximadamente y el límite a la garantía (10mil UF máximo para el 50%) perjudica a los colegios medianos y grandes (con más de 190 alumnos con un costo de 105 UF por alumno). Adicionalmente hizo presente que no se garantiza que la compra por parte del Estado en casos excepcionales sea a precios de mercado, perjudicando a algunos sostenedores.
Establecido lo anterior, planteó algunas propuestas para mejorar el proyecto en relación con el lucro, dentro de lo cual consideró necesario  extender el plazo para traspasar la categoría de sostenedor, partiendo por aquellos de peor resultado, con lo que se evitará un Transantiago, pues permite al Mineduc ir ajustando los instrumentos y reduce el número potencial de cierre de colegios por año, al tiempo que presiona a los establecimientos de peor calidad, que son los que requieren un cambio más urgente.
Adicionalmente señaló que es necesario establecer el  porcentaje de subvención general por alumno que puede destinarse a las remuneraciones de los directores de la entidad sostenedora y cómo se definirá la eficiencia (primeras dos categorías de la ordenación de la Agencia de la Calidad), como también dijo que es necesario  considerar el permitir los arriendos a terceros, los arriendos a personas relacionadas, independientemente de si el arrendador es una sociedad comercial o no, a precios regulados(11% del avalúo fiscal con posibilidad de desafiar dicho precio tanto por los sostenedores como por el Mineduc), ya que sostuvo que de no permitirse los arriendos entre partes relacionadas, estimó que debiesen prohibirse a todos y no hacer excepciones discriminatorias.
En la misma línea, planteó que es pertinente asegurar que la compra del inmueble siempre sea a precio de mercado y que el mecanismo de compra del Estado en casos excepcionales se rija por las normas de expropiación, que respeta el valor de mercado, y por último planteó reemplazar el Fogape por una garantía estatal que no tenga límites y así evitar discriminar a los colegios más grandes y asegurar el préstamo de los bancos.
Finalmente con respecto al tema de la selección, consideró positivo que se avance en proteger la libertad de elección de los padres y que se implemente un mecanismo de postulación más transparente y eficiente para los padres.
Ahora bien, dentro de los aspectos negativos, puso de manifiesto que ellos dicen relación con el hecho que se  restringe severamente la libertad de enseñanza e introduce arbitrariedades, dado que permite los proyectos educativos artísticos, pero prohíbe los deportivos y los de excelencia académica. Adicionalmente hizo presente que la iniciativa termina con los liceos de excelencia, pero continúa la distinción entre  educación técnico-profesional y científico- humanista, que es la segregación más brutal de nuestro sistema educativo.
En este sentido señaló que al prohibir la selección arbitraria en colegios particulares pagados, se termina con los colegios de colonias como el Colegio Alemán, la Alianza Francesa, Colegio Suizo, pues la nacionalidad está dentro de las categorías arbitrarias, mientras que sí se permite la selección por religión, lo que a su juicio resulta contradictorio.

Enseguida enfatizó que en los establecimientos subvencionados se prioriza a los hijos de trabajadores y docentes sin argumento alguno y no se considera a los niños con trastornos permanentes, que tienen más dificultades para trasladarse en circunstancias que precisamente ellos debiesen tener la prioridad para quedarse en un colegio cercano a su hogar.
Considerando que uno de los mayores problemas actualmente lo constituye la convivencia escolar, hizo presente que lo anteriormente expuesto constituye a su parecer, una señal equívoca a los estudiantes, por cuanto se hace prácticamente imposible la expulsión, ya que la iniciativa del Ejecutivo la prohíbe por motivos disciplinarios, académicos o de cualquier otra índole. Así, la expulsión es una medida que debe utilizarse en última instancia, pero es necesaria para proteger a los mismos estudiantes, así como para inculcar la responsabilidad.

En este contexto, señaló que se permite a los establecimientos la selección “aleatoria” de sus alumnos, pero este mecanismo es menos transparente y eficiente que hacerlo de forma centralizada, toda vez que un sistema de postulación centralizado exige entregar mayor información a los padres sobre los diferentes proyectos educativos, algo que no garantiza el presente proyecto de ley.

Para ir cerrando su exposición destacó que se debe permitir diversidad de proyectos educativos en Enseñanza Media que seleccionen por mérito, como en el caso de los colegios artísticos, deportivos o de excelencia académica al tiempo que se mejora la inclusión de los liceos de excelencia a través de instrumentos eficientes (controlando por nivel socio económico, fijando cuotas mínimas por quintil, entre otras medidas.)

Igualmente indicó que se deben evaluar los beneficios y desventajas de mantener la educación técnico-profesional, ya que en caso que se mantenga, se requiere hacer mejoras sustantivas a su currículum, la vinculación con las industrias y el financiamiento. Así las cosas, sostuvo que se deben redefinir los criterios para establecer qué es una selección arbitraria eliminando la nacionalidad o se tiene que eliminar esta exigencia de los colegios particulares pagados.

En este ámbito también consideró adecuado incluir a los niños con trastornos permanentes en las prioridades de selección de los colegios y dejar como optativa para los establecimientos la prioridad de los hijos de trabajadores docentes, además de establecer un mecanismo de selección centralizado a cargo de una institución independiente del Estado con un consejo donde estén representados los distintos sectores y ojalá comenzar con un piloto en alguna región y luego ir extendiéndolo al resto  del país.

Asimismo, recomendó que se incluya la obligación para los establecimientos a entregar información sobre sus proyectos educativos, la que deberá estar disponible en los colegios así como en un portal de internet del MINEDUC.

Por último señaló que para flexibilizar la expulsión y radicar su decisión en el director del establecimiento, ella debe estar sujeta al reglamento interno del establecimiento, y en este sentido agregó que los establecimientos no pueden negarse a aceptar a un alumno y que podría existir una subvención especial para alumnos expulsados, de manera que el nuevo establecimiento cuente con los recursos necesarios para poder incorporar de forma efectiva al nuevo alumno.
Se deja constancia que la señora Eyzaguirre acompañó su presentación en un documento en formato PDF que fue debidamente considerado y cuyo original se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
19.- El Académico del Departamento de Teoría y Política de la Educación de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Alejandro Carrasco, quien señaló que fundamentalmente se referiría al tema de la selección.

En este sentido sostuvo que tal como está diseñándose el sistema es posible que sea letra muerta, tal como ya ocurrió con la Ley General de Educación del año 2009 en lo que dice relación con la prohibición de seleccionar hasta sexto año de enseñanza básica. En este sentido, agregó que tal como el sistema, y aún manteniendo total descentralización tanto en la postulación como en la asignación de cupos, es probable que este nuevo proyecto se incumpla. 

Dicho esto, abordó el tema del mérito y del esfuerzo e indicó que una forma de analizarlo es a la luz de los conceptos de meritocracia sustantiva y otra meritocracia limitada. Al respecto hizo presente que el sistema escolar debe garantizar oportunidades para todos para hacer legítimas las desigualdades de la vida adulta, y la condición de legitimidad está dada por el hecho de que todos tuvieron oportunidades en su vida temprana. No obstante, siendo nuestra sociedad muy desigual, señaló que el sistema escolar tiene una labor muy importante con respecto a generar esas condiciones de legitimidad de la desigualdad futura.

Enseguida hizo presente que el concepto de “meritocracia limitada” comprende la idea que el sistema educacional debe premiar el talento natural y adquirido y respecto de esto último señaló que el talento adquirido en esta concepción, no es relevante y no resulta problemático que esas diferencias encuentren su fuente de explicación en mecanismos generativos de la herencia social.

Para precisar lo anterior, señaló a modo de ejemplo que en los niños de entre 8 y 12 años parte de sus habilidades y en parte su orientación al logro, se explica en parte por el apoyo de sus padres y por sus recursos.

La concepción de meritocracia limitada, según explicó, considera al individuo como una unidad irreductible de la sociedad y las bases asociativas del desarrollo (otros pares, otros adultos, otros familiares) las descarta. En esta perspectiva, dijo que la selección académica temprana se legitima al identificar talentos naturales, no adquiridos, lo que explica de alguna manera que todos los sistemas escolares prohíban la selección temprana y la introducen más tardíamente.

Entrando a la “meritocracia sustantiva”, sostuvo que plantea que son los factores ambientales los que gatillan y permiten cultivar continuamente y a edad temprana, los talentos. Estas diferencias generativas desde el punto de vista de los niños son arbitrarias y además son involuntarias, por lo que hizo presente que cuando se les selecciona ello se hace en base a lo que adquirieron por los recursos de otros.

En este escenario, indicó que hay fuentes de desigualdad educacional que son permisibles, tales como que las familias transmiten múltiples ventajas, el derecho de la familia a transmitir valores y crianza, y las diferencias posicionales futuras por el esfuerzo individual, pero enfatizó que es injustificable que la calidad y el acceso a la educación dependan del azar, como la herencia social o el talento adquirido.
Así las cosas, afirmó que lo que hacen los sistemas escolares en el mundo es básicamente seguir esta idea de meritocracia sustantiva, lo que explica que el promedio sea de 15 años para selección. Sobre el particular señaló que países como Finlandia, Francia, Dinamarca, Australia, Nueva Zelanda, Polonia, Noruega, Inglaterra, EEUU y España en que ello ocurre a los 16 años, cuentan con una condición de base que se olvida en la discusión y que consiste en que tienen un track educacional de calidad (un recorrido, cierto número de años en enseñanza básica u otra) que permite ofrecer calidad y además con cierto grado de movilidad.

Agregó que en dichos sistemas las brechas salariales son menores y la opción entre una u otra no tiene la radicalidad que representa en el sistema escolar chileno. Para mayor claridad hizo presente que los sistemas de admisión son externos a las escuelas y están en manos de agencias locales a nivel distrital tanto en la postulación como en la asignación (centralizados), con lo que se quita el incentivo o monopolio al establecimiento educacional a diferencia de lo que ocurre en Chile.

Con respecto a la selección en nuestro país, hizo presente que casi nada se sabía, salvo un estudio del año 2009 de Dante Contreras, razón por la cual el debate se llena de opiniones en relación con la selección y que son muy diversas, tales como que su magnitud es pequeña (sería un mito); que los factores demográficos disminuyen demanda y por tanto selección; que las prácticas de selección son de diagnóstico y no admisión; que la libertad de enseñanza o diversidad de la oferta requiere selección sin afectar ‘elección’ (y olvida principio igualdad) entre muchas otras.
Luego, haciendo referencia el Estudio Base  sobre selección de estudiantes y desigualdad educacional en Chile (Proyecto FONIDE N°F711286), hizo presente que la ‘selección’, desde un enfoque operacional, corresponde a un tipo de admisión escolar basado en el uso deliberado de prácticas o actividades orientadas a observar, detectar y recopilar información a nivel individual relativa a las características académicas, cognitivas o socioeconómicas del alumnado, en base a la cual el establecimiento decide si un cupo escolar es o no ofrecido al postulante, de donde se desprende que dicha selección no es de diagnóstico.

A continuación y en base a una serie de estadísticas que se contienen en su presentación indicó que los establecimientos que seleccionan son los que en mayor proporción basan su reputación en el SIMCE, lo que supone altos incentivos para seleccionar y bajos costos en hacerlo.

En este escenario, sostuvo que quienes más seleccionan conforme a la muestra del estudio, son básicamente los particulares pagados, pero también los municipales y particulares subvencionados, es decir, es una práctica de gestión común en el sistema escolar.

Establecido lo anterior, señaló que se selecciona independientemente del nivel de demanda y agregó que la selección no produce retornos educacionales por cuanto aunque los establecimientos ‘selectivos’ tienen mayor SIMCE, no necesariamente agregan valor. Por otra parte, dijo que hay establecimientos ‘no selectivos’ y de ‘bajo SIMCE’ que agregan valor, de donde concluye que la efectividad de una escuela es independiente de su nivel de selectividad.

Para concluir, enfatizó que la selección parece que responde a incentivos, esquemas de competencia y propósitos simbólicos cuya fuerza desborda la capacidad coactiva de la ley actual, y a su juicio, el proyecto de ley no avanza en esta área. 

Asimismo,  sostuvo que la selección es parte de la gestión de las escuelas, por lo que está muy aceptada por los padres, está dentro de las prácticas regulares de los establecimientos y al mismo tiempo ello se traduce en que los establecimientos poseen total poder para estructurar su composición social y académica, vulnerando dos principios fundamentales como son la libertad de elección de las familias y educar con independencia de la herencia social.

Así las cosas, hizo presente que la selección no ayuda a mejorar la calidad y equidad, sino que segrega contribuyendo a la desintegración del sistema escolar y además no contribuye a la agregación de valor educacional.
Cerrando su exposición, destacó como aciertos del proyecto de ley en discusión el que mejora la ambigüedad de la prohibición hasta 6º básico en la Ley General de Educación, en el sentido que desalinea la arbitrariedad de la herencia social con destino educacional. En la misma línea, fortalece libertad de elección (no entendida como autosegregación) y quita poder regulatoria a los sostenedores cuyo único fin es educar a cada niño con independencia de sus características involuntarias.

Por último señaló con respecto a los establecimientos particulares pagados que la nueva legislación no incluye las sesiones de juegos, principal mecanismo presente en este sector, que pesquisa desarrollo cognitivo de los niños para predecir su nivel  de adaptación a las rutinas escolares  (autorregulación, control inhibitorio, seguimiento instrucciones, foco en la tarea). Adicionalmente indicó que tampoco modifica el modelo de ‘descentralización’ tanto de la postulación como de la asignación de cupos.

Se deja constancia que el señor Carrasco basó  su presentación en un documento en formato power point que fue debidamente considerado y cuyo original se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
20.- La Académica e Investigadora del Instituto de Políticas Públicas de la Universidad Diego Portales, señora Claudia Sanhueza quien comenzó por referirse a los resultados de las lógicas de mercado en educación, respecto de lo que destacó que Chile es uno de los países con mayor gasto privado en educación en relación al gasto total en educación.

Dicho esto, recalcó que el gasto total de Chile en educación es como el resto de los países, sin embargo hay un alto componente de gasto privado, respecto de lo cual precisó que cuando el financiamiento es privado cada familia paga con sus ingresos la educación que pueden pagar, por lo tanto a lo que accede cada niño depende del ingreso de sus padres. En el caso del financiamiento público (impuestos), cada familia contribuye en relación a sus ingresos, y por tanto el gasto en cada niño es en relación a sus necesidades.
En virtud de lo anterior, sostuvo que la situación es muy distinta en el caso que la composición del gasto en educación sea más privada que pública, no obstante que el gasto privado sea mayor.

Enseguida, señaló que otro de los factores que se pueden observar en el sistema educativo se refiere a la distribución geográfica de las instituciones escolares, respecto de lo cual, hizo presente que el mercado de la educación incentiva la creación de instituciones donde hay demanda (que pueda pagar), por lo tanto prolifera en lugares de altos ingresos, aumentando aún más la concentración (segregación), lo que se ve reflejado en la concentración que existe tanto en escolar como en superior de establecimientos particulares pagados y subvencionados.

Lo anterior, según dijo, es un reflejo de cómo funciona el sistema (desreguladamente) y no en función de las necesidades que pueda tener el país en áreas como desconcentración geográfica, sino con la lógica de búsqueda de demanda.

En materia de inclusión educativa, enfatizó que contamos con la más baja de la OCDE, pues cuando la educación se organiza con lógicas de mercado, cada uno accede a lo que su ingreso le permite y por tanto la población se segrega por nivel de ingreso al interior de las instituciones educativas (segmentación de la demanda). Lo anterior muestra que la educación de mercado segrega a los estudiantes por nivel cultural y socioeconómico de las familias.
Dentro de este contexto, señaló que existe un errado concepto de calidad, toda vez que ella se mide en relación al resultado, todo ello dentro del contexto del estudio de funciones de producción educacional para la evaluación de la “calidad”, lo que significa que el producto es el resultado teniendo muchas variables que pueden explicarlo, pero que en general debe ser la medición de una prueba estandarizada, lo que explica la creación del SIMCE (Producto = SIMCE).

Lo anterior deriva en que la calidad se orienta a mejorar el producto, de modo que sólo importan los buenos “productos” (mejorar la calidad), no importa cómo, no importa el proceso educativo (separados, pero iguales), es decir, si no hay focalización en el proceso educativo, lo que ocurre es que no importa la segregación, la discriminación ni la construcción de cohesión social.
Otro aspecto de la lógica del mercado dice relación con la libertad de elegir, sobre el particular hizo presente el sistema se basa en la idea que la competencia de mercado mejora la “calidad”, sin embargo el cuestionamiento radica precisamente en determinar si ello mejora la calidad o son otras variables las que lo hacen, una vez que se define lo que es calidad.

Directamente vinculado con lo anterior, deben existir proyectos educativos privados con financiamiento del Estado, lo que produce ciertos efectos “esperados” en el sistema educativo: segregación por preferencias de los padres y deterioro de la educación pública, al punto que terminan usualmente concentrándose los estudiantes de menores ingresos en el sector público, sin considera el copago ni la selección. En este sentido hizo presente que hay que definir si el Estado debe financiar cualquier proyecto privado con ideologías específicas y de ser sí, fijar los límites.

Al modelo antes descrito, el modelo chileno incorpora el derecho a pagar por la educación de los niños (FC)
y el derecho de las escuelas a seleccionar, respecto de lo cual sostuvo que las escuelas privadas financiadas por el Estado pueden cobrar a los padres. Asimismo, cada escuela cobra un precio diferente a cada parte de la demanda, con lo que se segmenta la demanda (discriminación de precios).

Agregó que las escuelas privadas financiadas por el Estado pueden seleccionar a los padres y niños según diversas formas, lo que potencia la inicial segregación causada por la “libertad de elegir”, disminuye la “libertad de elegir” de los padres porque  ahora estará sujeta al ingreso que tienen disponible y además discrimina a los niños, toda vez que niños con iguales derechos son tratados de manera diferente por su condición socioeconómica u otra característica, de donde sostuvo que el modelo contiene más bien una libertad para discriminar a los niños.

El modelo de educación así concebido tiene una serie de implicancias, entre ellas destacó aquéllas que se producen en los resultados del producto educacional, se reconoce que el comportamiento de los niños y jóvenes se encuentra influenciado por el comportamiento de aquellos con quienes socializa (efecto par), y disminuye la calidad de los resultados académicos de los alumnos más pobres.
Siempre dentro de las implicancias, con respecto a la formación de ciudadanía, se debilita la capacidad educativa de la escuela de incorporar a las nuevas generaciones a la ciudadanía, además deteriora la calidad del “proceso educativo” el cual se refiere a la capacidad de aprendizaje y de generar valores como la tolerancia y respeto por las minorías, entre otros.

A continuación, señaló que el cambio de paradigma implica a su vez un cambio en el concepto de calidad entendida como inclusión, un cambio de financiamiento privado a financiamiento público donde la gratuidad implica que cuando el financiamiento es público (impuestos), cada familia contribuye en relación a sus ingresos, y el gasto en cada niño se realiza en relación a sus necesidades.
En materia de acceso, también habrán cambios porque en la medida que se tenga un sistema coherente tanto público como privado financiado por el Estado, existirá efectivamente la libertad de elegir, pues los niños van a cualquier escuela disponible que elijan los padres, si hay más vacantes que postulantes, todos deben ser aceptados. En caso contrario, deben existir mecanismos de acceso que aseguren que los niños no sean discriminados.

Sobre la provisión, señaló que en este proyecto no hay cambios pues ella sigue siendo mixta, es decir, el Estado aún financia proyectos educativos privados. En este sentido indicó que el financiamiento con recursos públicos a proyectos privados debe asegurar que estos recursos sean usados plenamente en el objetivo social de educar, razón por la cual los establecimientos deben ser sin fines de lucro (utilidades generadas se reinvierten y no se reparten entre los socios).
En materia de financiamiento, estuvo de acuerdo en que se reduzcan los años para terminar con el copago y en caso que ello no se logre, señaló que debiera introducirse alguna prohibición de expulsión de las familias que no puedan seguir financiando el sistema particular subvencionado.

En lo que dice relación con el acceso, estimó necesario que exista una cultura de aumentar las cuotas por integración de niños con trastornos del orden del 3% para que los establecimientos realmente puedan lidiar con la diversidad, y al mismo tiempo compartió la idea de una selección centralizada.

Sobre provisión, señaló que lo esencial era que las empresas o instituciones educativas no sean las que ganen, sino que sean los estudiantes, reinvirtiendo los recursos (utilidades) en educación.  

En cuanto a la iniciativa de ley propiamente tal,  destacó que a su juicio ella disminuye la discriminación de los niños, aumenta la igualdad de oportunidades, aumenta la inclusión educacional, aumenta la libertad de elegir de los padres y aumenta los recursos públicos que van destinados a la educación, ya que las instituciones sin fines de lucro que logren generar utilidades deben reinvertirlas en el objetivo social de educar en vez de repartirlas entre los socios. Si los recursos monetarios permiten mejoras en calidad, esto mejorará la calidad de la educación.
Por último, hizo presente que el proyecto de ley, a diferencia de lo que se ha planteado por diferentes sectores, no elimina la libertad de enseñanza en la educación escolar, pues se siguen financiando proyectos privados en educación y además, no se exige a esos proyectos nuevos objetivos más que los que la actual Ley General de Educación exige.

En la misma línea, señaló que no elimina la libertad de elegir de los padres, al contrario, la aumenta; no elimina los sueldos de administradores y profesores de los establecimientos privados subvencionados toda vez que el sueldo no es lucro (lucro es la cantidad de dinero que sobra después de haber pagado los costos de funcionamiento de la escuela, a los profesores, funcionarios y administradores de esta); no estatiza la educación, ya que el Estado sigue financiando proyectos privados en educación escolar y no atenta contra la calidad del sistema, dado que el aumento de la inclusión educacional y los recursos públicos a la educación aumentan su calidad en el sentido descrito por el artículo 2 de la Ley General de Enseñanza
.
Se deja constancia que la señora Sanhueza apoyó su presentación en un documento en formato power point que fue debidamente considerado y cuyo original se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
21.- El Académico e Investigador de la Pontificia Universidad Católica de Chile y del Centro de Estudios Primera Infancia (CEPI), Ricardo Paredes,  quien comenzó por indicar que el diagnóstico en esta materia es bastante limitado aún, lo que coincide con la elaboración del proyecto de ley.

Enseguida señaló que en materia de lucro y aprendizaje, lo que está legalmente definido en Chile no significa que necesariamente lucro conlleva “retiro de recursos que de otra forma quedarían en la educación “, de lo contrario no habría la actual discusión, para lo cual se basó en ciertos estudios empíricos al respecto
.

Dicho esto, destacó que de acuerdo a la poca evidencia disponible, los colegios sin fines de lucro lo hacen mejor que aquéllos con fines de lucro, pero que estos últimos lo hacen algo mejor que los municipales, lo que puede ser importante para objetos de política pública, pues de terminarse con el lucro y transformándose los colegios a municipales, podría suceder que en promedio el desempeño sea peor. Agregó que al eliminarse una categoría de colegio se retirará un conjunto de establecimientos que podrían estar desarrollando su labor sustancialmente mejor que otros que permanecerán.

Refiriéndose al tema del lucro y la segregación, sostuvo que no existe una relación conceptual entre ellos, por cuanto para lucrar conviene aceptar todos los alumnos y en el caso de los alumnos de alta vulnerabilidad, ellos están cubiertos por la SEP, de modo que al cerrarse colegios con fines de lucro se estará cerrando establecimientos que conforme a la evidencia, integran muchos niños.

Sobre el financiamiento compartido, señaló que nuevamente no resulta obvio el análisis conceptual, a pesar de lo que es aparentemente así, es decir, que pagar segregaría, por cuanto la actual normativa vigente establece que para FC se requiere gratuidad para 15% y desde el año 2008, para escuelas con SEP se establece gratuidad para los alumnos prioritarios.

En la misma línea, hizo presente que el FC tiene un efecto positivo, significativo pero relativamente pequeño en aprendizaje o conocimiento, sin embargo hay diferencias que cambian por nivel de cobro y por región. Para precisar indicó que el 60% estudiantes pagan menos de $9.500 y no hay mejora de SIMCE en escuelas con FC; por otra parte  los efectos son  positivos con mayor copago (por ejemplo: $15.000 de copago la diferencia en la suma de Simce es de 25 puntos; y si pagan $30.000 la diferencia de puntos en el Simce es de 50). Así, indicó que la mayoría de los niños están en niveles bajos de copago, donde no hay muchos efectos.

Sobre las regiones, hizo presente que las diferencias son muy fuertes, al punto que podría tomarse una medida de política pública que en determinada región no signifique mucho.

En otro orden de cosas, dijo que en materia de financiamiento compartido y segregación, la segregación es mayor en cuarto año de enseñanza básica que en segundo año de enseñanza media, que en sus palabras, algo tiene que ver con la movilidad y agregó que para saber que esperar de las reformas en materia de segregación, se debe tratar de entender qué hay detrás de ella, por cuanto hay una serie de variables a considerar.

Basándose en el estudio desarrollado por Arteaga, F.; V. Paredes y R. Paredes (2014): “School Segregation in Chile: Residence, co-payment, or preferences?, sostuvo que a menor ingreso, menos preocupación por la calidad y más preocupación por el pago; el nombre en inglés sólo es relevante para deciles mayores; si es Católico, es más probable que lo elijan los de mayor ingreso.

En el tema del currículo, destacó que éste importa, y mucho si es Científico Humanista o Técnico Profesional, por cuanto la gente más pobre opta por la TP y la gente más rica prefiere la C-H, entonces dijo que la segregación podría seguir existiendo siempre y la medida de política para mejorar esta situación tendría que ser potenciar la educación TP.

Finalmente señaló que la calidad de la política depende de diferentes alternativas y en este caso dijo que quizás se debiera apuntar a los “malos colegios” en integración y aprendizaje. En el mismo sentido, enfatizó que es más relevante apuntar a escuelas y no a tipologías, a las comunas que lo hacen mal en definitiva.
Por último con respecto al requerimiento de comprar infraestructura para “controlar lucro” sostuvo que le parecía tremendamente peligroso en calidad, pues en su opinión, ello sólo mostrará un cambio importante en la composición de la matrícula (por la vía de cierre o traspaso al Estado), cerrándose colegios que son de mejor calidad que los que permanecen y por tanto la alternativa de arriendo regulado si bien es equivalente a la obligación de compra, permite la supervivencia de colegios.

Se deja constancia que el señor Paredes acompañó su presentación en un documento en formato PDF que fue debidamente considerado y cuyo original se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
Acto seguido, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio manifestó que lo peor que pudiera ocurrir con este proyecto es el cierre de buenos colegios.

Luego, indicó que en un proyecto como el que está en discusión que contiene diversas concepciones respecto de la educación y la sociedad, existe un tema conceptual y normativo más que un tema empírico.
En materia de lucro, preguntó por la situación de aquéllos que no quieren vender, ya que el Gobierno está haciendo un esfuerzo para que sea suficientemente atractivo comprar o vender a precio de mercado, ya que existen alrededor de 5.000 colegios particulares, de los cuales aproximadamente 500 son particulares pagados, lo que a su juicio es manejable. En el mismo escenario, señaló que el arriendo con personas relacionadas es uno de los puntos que estaría pendiente y preguntó si existe una fórmula (que no sea lucro escondido) para una arriendo regulado.

Sobre el tema de la subvención- copago, señaló que por concepto de subvención son US$6.000 millones y el copago son US$600 millones, por tanto estimó que el énfasis en subvención no es un tema menor, ya que éste precisamente es uno de los aspectos positivos del proyecto. A ello agregó que la SEP ha tenido un efecto integrador notable al punto que la educación particular subvencionada desde el 2008 a la fecha cumple una función social que antes no tenía.

Dicho esto, enfatizó que siempre se ha discutido acerca de cuál sería la subvención general ideal (alrededor de $120.000) que a su juicio es un tema que debe considerarse sobre todo si la SEP ya no será para el 40% prioritario sino que para el 80%, frente a lo cual señaló que ante ese nivel de universalidad, tal vez es menos importante el concepto SEP en relación a la posibilidad de aumentar la subvención general.

Establecido lo anterior, preguntó por qué no permitir que la subvención clase media o preferente (80%) se pueda aplicar no sólo a los colegios gratuitos, sino que también a los que tienen copago mientras éste subsista, pues en caso contrario estimó que efectivamente habría una discriminación entre los prioritarios y preferentes en orden a sólo exigir gratuidad por la gradualidad del fin al copago. 

En relación con la selección, sostuvo que está claro que quienes lo hacen son los menos, aunque hizo presente que no existe claridad con respecto al número de ellos, y por ende, este concepto es menos dramático.

 Luego, señaló que si se va a seleccionar en forma aleatoria la admisión debe ser centralizada y estuvo de acuerdo con la señora Eyzaguirre en que debiese implementarse un plan piloto con respecto a esta reforma, pues el cambio es muy grande.

Por último, enfatizó que se debe tomar muy en serio la existencia de diversos proyectos educativos en relación con el tema de la selección, en el sentido que la no selección no puede transformarse en un dogma cerrado y ciego, porque deben distinguirse las diversas situaciones: artísticos, emblemáticos, de colonias, étnicos, deportivos entre muchos otros, donde la elección en este contexto no le pareció arbitraria necesariamente.

Finalmente recalcó que el proyecto apunta a los establecimientos que reciben aportes del Estado, no obstante que  contempla algunas referencias a los colegios particulares pagados, los cuales debiesen en su opinión, tratarse en otro proyecto de ley, de modo que planteó la necesidad de que el Gobierno tome una decisión a este respecto.

Enseguida, tomó la palabra la Honorable Senadora señora Von Baer que previo a realizar su análisis, hizo presente que era necesario contar con la presencia del Ministro de Educación para este debate.

Dicho esto, hizo presente que el tema empírico le resultaba especialmente importante a la hora de tomar una decisión, por cuanto éste puede predecir si el efecto de la reforma será el que se quiere alcanzar, además de mostrar si la reforma podría ser perjudicial para los fines que ella misma tiene.

Luego, hizo presente que mucho se ha dicho respecto de que el lucro tiene relación con la calidad de la educación, pero indicó que los estudios que existen al respecto no son concluyentes y por tanto se quiere eliminar el lucro más bien por un tema ideológico.

No obstante lo anterior, recalcó que puede haber colegios de buena calidad con fines de lucro y que terminen cerrando por las distintas restricciones que el proyecto le pone, en circunstancias que los antecedentes entregados hasta ahora por el Mineduc no transparentan la información con respecto al número de colegios que arriendan, el valor del arriendo, cuáles colegios no podrán seguir funcionando ni si son de calidad.  

Calificó como gravísima la situación antes descrita y también que las cifras entregadas por el Ejecutivo contengan errores según dijo, ya que colegios particulares subvencionados sin fines de lucro están calificados como colegios “con posible lucro”, en circunstancias que no lo son. Así, enfatizó que no sólo no se entregan todos los datos sino que además los entregados contienen errores.

Sobre el particular, señaló que la preocupa seguir avanzando en estas condiciones respecto de la reforma, porque ello puede derivar en el cierre de colegios de calidad, lo que constituye una preocupación real.

Abordando la realidad de las regiones, señaló que si un colegio particular subvencionado de calidad con fines de lucro y con un promedio de 1.800 alumnos cierra, ello puede resultar dramático pues esta situación puede impactar fuertemente en una ciudad.

Hizo presente que le preocupa que se terminen cerrando colegios de buena calidad porque se le ponga tal nivel de restricciones que impidan su funcionamiento y entonces se empeore la calidad del sistema actual. 

Enseguida, hizo presente que en las cifras entregadas por el Mineduc queda claro cuáles son los colegios particulares subvencionados con fines de lucro, pero no señala cuántos de ellos retiran efectivamente utilidades (lucro), por tanto estimó que el efecto real no se conoce.

En el tema del copago, señaló que de acuerdo a los datos expuestos el gasto en educación tanto público como privado es menor a la proporción que debiese gastar el país respecto del PIB, por lo que concluyó que falta invertir más en educación (pública y privada). En este sentido, agregó que de acuerdo a las exposiciones el aumento de subvención no se reflejará en calidad, de modo que preguntó si no era preferible mantener el copago hasta que se alcance el nivel necesario de subvención.

A continuación indicó que el tema de la gratuidad es magro en el proyecto, pues dijo entender que cuando se hablaba de terminar con el copago ello significaría que la subvención general alcanzaría los $140.000. Dentro de este contexto consultó si era correcto la existencia de 3 subvenciones distintas o bien debiese pensarse en algo distinto.

Por último en materia de selección, subrayó que si se termina con ella debiese existir un sistema de igual calidad para todos, dirigiendo la preocupación a mejorar los colegios que lo hacen mal a fin que todos estén en un mismo nivel y por tanto sea igual quedar en uno u otro establecimiento.

Acto seguido, tomó la palabra el Honorable Senador señor Montes quien hizo presente que en el sistema existen 3.300.000 alumnos y hay 700.000 fuera que es equivalente a toda la población de Finlandia, por lo que preguntó cómo se asume este problema  que dice relación con niños desertores y aquéllos que aún no han entrado al sistema, lo que constituye un serio problema social.

Respecto de la lógica de derechos y de mercado consultó como se enfrenta ello en la educación pública, y al mismo tiempo preguntó por el concepto de calidad.

Sobre lo planteado por la señora Eyzaguirre rescató la propuesta en orden a que exista diversidad de proyectos educativos en cuya base debe estar el concepto de autonomía, de condiciones básicas, a fin que se alcance efectivamente la diversidad, por lo que consultó como se ligan los conceptos de autonomía, diversidad y estándares básicos de los establecimientos. 

Sobre los Liceos de Excelencia, preguntó cómo se puede lograr un mayor nivel de diversidad y en materia de educación técnico profesional estuvo de acuerdo en que ella se ha ido quedando atrás, lo que explica en gran medida la segregación toda vez que ella debe estar muy ligada a lo productivo y a otras realidades.

Consultó si se contaba con mayores referencias de otras experiencias con respecto a las expulsiones, pues esto es un problema en todas partes, y que consiste en cómo educar a los niños, al punto que estimó que sería muy difícil no recurrir a este mecanismo.   

En materia de FC hizo presente que existen serios problemas con las cifras entregadas por el Mineduc, porque saca un promedio de lo pagado respecto del total de alumnos, y no un promedio de lo cobrado, es decir, no define la barrera de entrada que es lo que importa. Agregó que se debieran sacar los colegios especiales porque ellos bajan mucho el promedio.

En el mismo orden de cosas, señaló que cuando se instaló el FC el tema principal fue la expulsión de alumnos que no podían pagar, para lo cual se adoptó como medida que ella no ocurriera durante el año sino que al final, asimismo se crearon las becas pero los reglamentos los elaboran los colegios y el 15% se creó después para ampliarlas, pero en general dijo que los colegios incumplen esta obligación. Agregó que la instalación responde a los segmentos de mercado de cada uno, a sus clientelas, de modo que no puede globalizarse si no se toma en consideración esta particularidad y el daño que puede hacer.

Adicionalmente dijo que no se está en desacuerdo con que aporten los padres, sino que el modelo FC es distorsionado porque en otros países existen modelos de aporte de los padres, quienes además definen su objeto, para que esos recursos se destinen a educación.

Refiriéndose al lucro, dijo que aquel que lo tiene se ubicó en un segmento de mercado de familias con ciertas características que lo permiten, lo que resulta de toda lógica.

El Honorable Senador señor Quintana señaló que a lo largo del debate se han ido derribando varios mitos y además hizo presente que hasta ahora nadie ha defendido el lucro pues éste no genera mejores resultados.

Con respecto a la heterogeneidad de los sostenedores, preguntó si la reforma impactará a los niños de distinta manera en los diversos colegios (chicos-grandes).

Sobre el tema de la selección, manifestó su preocupación por la existencia de mecanismos de selección como la sesión de juegos
 y requirió alguna opinión al respecto por parte del Ejecutivo. En este mismo orden de cosas, hizo presente que el rendimiento escolar no tiene relación con el capital cultural de la familia o nivel socioeconómico de los padres, de modo que enfatizó que se está infringiendo la ley porque se selecciona igual.

Finalmente respecto del copago, frente a la posibilidad de tener SEP en aquéllos establecimientos que siguen cobrando copago en la transición, preguntó si ello se debía a disponibilidad de recursos o bien se trata de que podría generarse algún tipo de desequilibrio.

Por su parte el Honorable Senador señor Rossi destacó que se debe considerar la variable de que la mayoría de los estudios que se han presentado se circunscriben a la Región Metropolitana, por lo que estimó conveniente analizar por separado las distintas variables, no obstante lo cual, en su opinión el lucro no aporta mucho a la calidad.

En materia de selección sostuvo que ha quedado bastante claro que cuando se selecciona por capital  sociocultural, simplemente no se hace más descremar y la evaluación que pueda hacerse entorno a la calidad estará tremendamente sesgada.

A este respecto dijo que era interesante como se reconoce que a pesar de la prohibición de seleccionar ello se realice igual, además destacó la propuesta entorno a que la postulación sea un proceso centralizado.

Sobre el lucro en la selección de los alumnos, planteó que si uno tiene ingresos fijos y los costos son variables, se tenderá a rebajar estos últimos, de donde a su juicio, es más costoso educar a niños con necesidades especiales o con una madre con baja escolaridad.

Hizo presente lo que se planteó respecto a la existencia de una doble discriminación en materia de subvención, y sobre el particular sostuvo que el objetivo de esta disposición es ir a la gratuidad, ojalá antes de los 10 años establecidos originalmente en el proyecto y en la misma línea preguntó por la evidencia existente respecto del cierre de colegios.

En este escenario, manifestó su acuerdo con que se extienda el plazo para que los colegios vean compensado el copago con el incremento de la subvención.

En lo que se refiere a la selección, estimó que no hay muchas razones para mantenerla, ni siquiera en colegios artísticos o deportivos, pues los padres pueden tener interés en reforzar esos aspectos en la formación de sus hijos, de modo que en este sentido el proyecto no le pareció coherente y por ello planteó la necesidad de eliminar la selección.

Refiriéndose a los colegios particulares pagados, señaló que si bien no se puede intervenir en materia financiera, si sostuvo que existen ciertos temas, como el de la no discriminación arbitraria, que es un principio que puede defenderse en toda instancia, por cuanto el Estado tiene derecho a poner ciertas reglas del juego y a hacer respetar la Constitución de la República, independientemente de si realiza o no aportes.

Por último, preguntó si era posible en la práctica, en nuestra realidad, terminar con el lucro y permitir los arriendos regulados entre partes relacionadas, por cuanto señaló que existen diversas opiniones a ese respecto.

Abordando las inquietudes planteadas, la señora Eyzaguirre señaló respecto de aquéllos sostenedores que no quieren vender, que el proyecto plantea propuestas que pueden ser no tan atractivas. Sobre el particular precisó que no resultan atractivas en el caso que el valor comercial del inmueble es mayor que el 60% por sobre el avalúo fiscal (promedio), por tanto no hay incentivos para vender.

Respecto del cierre de colegios de buena calidad, dijo que en este escenario es posible ya que el proyecto busca terminar con el lucro, independientemente de la calidad  del establecimiento, de modo que hizo presente que de acuerdo a la evidencia este proyecto no se justifica en términos de calidad, ya que el lucro no la afecta ni positiva ni negativamente. Agregó que los colegios CFL son más integrados que aquéllos SFL, tiene pero calidad que estos últimos, pero marginalmente son mejores que los municipales.

Así las cosas sostuvo que se trata más bien de un proyecto ideológico y debe legitimarse como tal, de donde se debe discutir en esa línea sin otros argumentos.

Sobre el copago y el aumento de la subvención indicó que actualmente se invierte un punto porcentual menos del PIB que el promedio de los países de la OCDE que es alrededor de US$3.000 millones y este proyecto de ley sólo compromete US$1.000 millones.

Luego, hizo presente que es efectivo que para que exista diversidad de proyectos educativos es necesaria la autonomía  y la confianza en los sostenedores, al tiempo que enfatizó que hoy en día los colegios del sector municipal no tienen autonomía lo que constituye una deficiencia que el proyecto acentúa aún más.

Destacó que la SEP avanza en entregar mayor autonomía a quienes han mostrado mayor eficacia en la administración de los recursos como mostrar efectos en calidad.

Sobre los Liceos de Excelencia, indicó que se debe decidir  si se quiere contar con diversidad de proyectos educativos, en el sentido que les permitan a los jóvenes seguir su vocación y profundizarla, es decir, se deben fijar objetivos. En este sentido dijo que el proyecto no contribuye a hacer los emblemáticos más inclusivos toda vez que elige al 20% del ranking sin ninguna evidencia empírica y luego tómbola, es decir, sin meritocracia, razón por la cual propuso hacer el instrumento que permita que sean más inclusivos.

En relación con lo anterior, señaló que Chile se destaca porque el capital cultural influye demasiado en el rendimiento de cada persona, lo que explica sólo el 30% del rendimiento de un establecimiento.

En relación con la enseñanza T.P. enfatizó que no se ha definido que va a pasar con ella, en circunstancias que el 48% más vulnerable estudia en esos establecimientos en la enseñanza media, donde también se da la mayor segregación.  A mayor abundamiento. Señaló que no existe vinculación alguna entre un título T.P. y un I.P. o formación universitaria, constituyendo un desafío en orden a determinar si se avanza hacia una educación C-H o si se va a conservar se deben mejorar.  

Finalmente con respecto a la regulación del arriendo, dijo que si se puede regular la compra, entonces también puede regularse el arriendo, precisando, dijo que si se desconoce el valor comercial del inmueble no podrá regularse ninguno de los dos, pero el proyecto si regula la compra. En el mismo sentido, hizo presente que no puede afirmarse que convenga la compra, pues no se conocen los valores de los mismos.

Complementando lo anterior, hizo presente que todo actualmente lo que se gastan todos los colegios de Chile en arriendo, adquisición de bienes muebles e inmuebles del sector municipal y particular subvencionado es menos de un 5% de la subvención.

En este punto el Honorable Senador señor Allamand señaló que si la propia información del Mineduc aún no es suficientemente clara, puesto que existen alrededor de mil colegios respecto de los cuales no se sabe su situación, entonces preguntó cómo podía tenerse el dato concreto respecto del promedio de gasto en infraestructura y equipamiento.

Al respecto, la señora Eyzaguirre precisó que el dato no es de arriendo, y que los colegios deben rendir cuenta a la Superintendencia, razón por la cual informan en el ítem “gasto en arriendo y adquisición de muebles e inmuebles”, la cifra que alcanza al 4% del presupuesto. 

A continuación el señor Carrasco estuvo de acuerdo con lo señalado en materia de T.P., incluso estimó que un tema importantísimo en esta área, era el de la regulación de los profesores, que a su juicio, debiera incluirse en un próximo proyecto sobre carrera docente.

Planteó que desde su punto de vista, la reforma transita desde un tipo de concepción de la libertad humana, en el sentido que se entiende que la escuela es un complemento o extensión del hogar (incluidos todos los recursos), versus otra visión que entiende que la escuela es un suplemento del hogar y por tanto ello marca una diferencia sustantiva, por cuanto el proyecto apunta a darle la posibilidad a cada niño de florecer en la sociedad donde está. Agregó a este respecto, que todos los elementos del sistema actual sólo apuntan a considerar a la escuela como complemento. 

En materia de lucro, sostuvo que efectivamente poco se sabe sobre el tema y sobre la selección, dijo que los datos que arroja el SIMCE no están tan errados, en el sentido que la selección tiene una magnitud en el sistema escolar. 

También estuvo de acuerdo con que no se seleccione, y que para incentivar la diversidad se potencie dentro de las mimas escuelas otros subsectores como lo artístico o lo deportivo.

En cuanto al impacto del nivel socioeconómico sobre la calidad, señaló que lo que más predice el resultado académico radica en el origen socioeconómico como atributo individual de los niños y como atributo agregado a nivel de escuela, no obstante hizo presente que un niños con mayores capacidades puede aprender a monitorear su propio aprendizaje, entendiéndose éste último como un vínculo o interacción social. 

El Honorable Senador señor Allamand peguntó por qué sería negativo para el conjunto del sistema (en enseñanza media) seleccionar en relación a un carácter específico (por ejemplo: matemática), sin copago ni otro requisito.

El señor Carrasco señaló que a su parecer ello en sí mismo no es negativo, pero hizo presente que los sistemas escolares deben pensarse respecto de la sociedad que viene y en la que se quiere participar, y en este caso para lo que viene, se requieren ciudadanos que tengan pensamiento lateral, colaborativo, integrales y capaces de trabajar con un grupo humano diverso.

En materia de expulsión indicó que tal vez lo mejor sería hablar de reubicación, ya que la primera idea conlleva a concebir una sociedad que no se hace cargo.

Enseguida, la señora Sanhueza recalcó que en escolar, conforme al informe de la OCDE del año 2013, gastamos 3.4% del PIB en total en educación y el promedio de la OCDE es de un 4%. Dicho esto precisó que el financiamiento privado en Chile es proporcionalmente más alto que en países de la OCDE, razón por la cual la reforma tributaria apunta a recaudar 3% del PIB de los cuales un 2.2% se vayan a educación y a su vez de todo ello una parte relevante se vaya a educación escolar para que alcancemos el 4% del PIB.

Luego, sobre el lucro estuvo de acuerdo en que este tiene un efecto sobre la toma de decisiones al interior de las escuelas, pues si se quieren maximizar utilidades en un colegio o aumenta el tamaño del mismo para recibir más estudiantes o bien disminuye los costos, pero considerando que los tamaños de los colegios son fijos, la mejor forma de maximizar las utilidades es reducirlos costos, de tal manera que los incentivos no son para mejorar la calidad.

Sobre el cierre de colegios, sostuvo que por 30 años este sistema educativo ha funcionado con la lógica del cierre, dado que en la lógica de que la competencia va a mejorar la calidad, la demanda se concentra y el resto de los colegios cierra, cosa que a su juicio no puede ocurrir porque atenta contra el derecho de los estudiantes y planteó la necesidad de establecer una transición para este caso.

En cuanto a la evidencia internacional destacó que todos concuerdan con que los mejores sistemas educativos son aquéllos que no tienen lógicas de mercado, de donde ello no es sólo un tema normativo, pues en su opinión ese es solo el primer paso y luego se debe definir cómo se va a ejecutar. En este sentido agregó que para el caso particular, existe experiencia respecto del funcionamiento de la educación con otras lógicas y que son muy exitosos, pues les permite sacar lo mejor de cada niño, gastan mejor los recursos y tienen un sentido desegregador.

Sobre la calidad, dijo que se debe superar el asociarla exclusivamente al SIMCE sin mirar todas las otras dimensiones de la calidad, asimismo planteó que es difícil indicar si cerrará un colegio bueno pues no está definido que es ser bueno. A su parecer, no puede ser bueno un establecimiento que selecciona lo mejor del barrio y que además cobra, por lo que insistió en que se debe definir que es calidad de la educación para poder exigirla.

Refiriéndose a la existencia de diversidad de proyectos educativos que a su juicio no son tantos, y agregó que una cosa es que el Estado asegure financiamiento público a proyectos privados y otra cosa es que permita la discriminación de los niños en el acceso a los establecimientos.

La selección en el sistema educativo ocurre en algún momento, por lo que señaló que lo que debe definirse es el momento en que ello se realizará, es decir, cuánto tiempo se va a permitir que los estudiantes permanezcan mezclados, pues ello determina la formación de la personalidad.

Luego, hizo presente que el sistema de libertad de elegir que permite la creación de proyectos privados en educación con financiamiento público, acepta la idea que el porcentaje de matrícula en la educación pública sea menor, que es lo que ha ocurrido en otros países como Bélgica. 

En este sentido, indicó que si fortalecer la educación pública se entiende como educación de ciudadanos integrales, entonces el proyecto indirectamente lo hace, pues al menos exige que los proyectos privados que financie el Estado sean sin fines de lucro, al tiempo que equipara las condiciones (fin al lucro, fin a la selección), por lo que la segregación sería menor.

Luego, fue el turno del señor Paredes quien comentó que el tema ideológico ha ido cambiando el debate y el foco del mismo ya que en principio la idea era aumentar la calidad y la inclusión.

En cuanto a la calidad, estuvo de acuerdo que una forma reduccionista de evaluarla era justamente el SIMCE, pero dijo que durante 10 años los educadores han señalado que pueden medir aprendizajes mediante pruebas o test que con sus imperfecciones, pueden hacerlo.

En este orden de cosas, hizo presente que la evidencia muestra que los colegios sin fines de lucro lo hacen mejor que aquéllos con fines de lucro (ambos privados), sin embargo esta evidencia podría cambiar si resulta que los colegios con fines de lucro terminan siendo municipales, pues los establecimientos CFL lo hacen un poco mejor que los municipales. Ante el escenario del cierre de colegios, dijo que sería difícil absorber a los alumnos en colegios SFL. 

En materia de inmuebles, indicó que si se puede fijar el valor correcto de la compra (avalúo), puede establecerse el valor preciso del arriendo del bien (de mercado), de modo que señaló que a su juicio no había problema adicional de cálculo o de fiscalización en esta materia. En este sentido, señaló que la alternativa del arriendo reduce el número potencial de colegios que podrían cerrar.

El Honorable Senador señor Allamand dijo entender que si se puede fijar en forma correcta el avalúo comercial y a su vez se usa un guarismo cualquiera para determinar el valor del arriendo, ello podría impedir un lucro excesivo, cosa que reafirmó el señor Paredes.

En este mismo escenario el Honorable Senador señor Rossi planteó sus dudas respecto a lo que se ha planteado, por una parte, sobre que el derecho a la educación no esté sometido a los vaivenes del mercado inmobiliario y por la otra, frente a la afirmación de que el arriendo puede ser lo mismo que una cuota de crédito hipotecario, pero al cumplirse determinado plazo se adquiere y esos recursos se destinan a educación.

Sobre este tema en particular, el señor Paredes indicó que en lo relativo al arriendo, dicha situación es simplemente ficción porque existen equivalencias financieras precisas, y concordó con el Honorable señor Senador respecto de lo señalado para el arriendo. En este sentido agregó que debiese existir una fiscalización para ir paso a paso con los precios de mercado.

En cuanto a que si es posible que el retiro de utilidades para pago de subvención escolar sea mayor que el que se retira hoy, estuvo de acuerdo en que con las indicaciones que aumentaron el plazo contribuyeron a bajar ese temor.

Por otra parte, señaló que la discriminación es perversa e inconstitucional, sin embargo hizo presente que la selección existe y va a seguir existiendo, por lo que ocultarla es peor. Agregó que hay países de la OCDE que tienen una fuerte conciencia respecto de la integración en la educación y que permiten la selección por rendimiento académico y al respecto estimó que terminar con ella en Chile pudiera ser un error. 

Cerrando las intervenciones, tomó la palabra el Secretario Ejecutivo de la Reforma don Andrés Palma quien señaló que dentro de la información que los sostenedores entregan al sistema educacional no se contiene la circunstancia de tener o no fines de lucro, de modo que la información que recibe tanto el Mineduc como la Superintendencia no distingue entre unos y otros.  

No obstante lo anterior, hizo presente que para contar con esa información se le solicitó al SII informara respecto de los distintos roles de los establecimientos y que precisamente fue la información que se cruzó con la que estaba en poder del Ministerio, por tanto lo que se ha hecho llegar a la Comisión proviene del SII.

22.- El Presidente de Educación 2020, señor Mario Waissbluth Subelman, centró su exposición en los siguientes aspectos:

I.- Conceptos generales: objetivos de política educativa (cobertura, calidad integral, equidad de resultados, inclusión y educación pública), resultados de Chile en el marco internacional, causas de la caída de la matrícula en educación pública, segregación educativa, modelo de mercado único en el mundo (competencia por subvención, tests como herramientas de mercado, lucro, copago y selección +expulsión. Para mejorar los problemas de inequidad y segregación hay que morigerar o eliminar todos los elementos anteriores de manera simultánea, gradual y decidida.). La calidad integral supone fortalecimiento de la educación pública, despresurización del Simce, más directivos, desprezurización burocrática, innovación pedagógica y entrenamiento de profesores, despresurización curricular y reducción de horas lectivas, cobertura y calidad, educación técnico profesional, carrera docente y parvularia y cambiar la estructura de la subvención general.

II.- Propuestas:

a.- En materia de fin al lucro:

-Buscar la manera de resolverlo, respetando los legítimos derechos adquiridos por los sostenedores y procurando, en la medida de lo posible, que ninguna escuela cierre. En aquellas que escojan cerrar deberá procurarse su transferencia ordenada a otro ente particular sin fines de lucro o público, y con un proyecto educativo similar.
-Esta ley, en su forma actual, mezcla dos objetivos deseables de política pública difíciles de conciliar bajo una sola fórmula rígida: el fin del lucro, y el traspaso de la propiedad del inmueble al sostenedor (ahora sin fines de lucro) para proteger la educación de los vaivenes del mercado inmobiliario. 

-Amplia variedad de situaciones de los sostenedores con fines de lucro. En consecuencia, una fórmula única está condenada a generar a) en un extremo condiciones excesivamente ventajosas para el sistema sin fines de lucro, b) en el otro, la indeseable decisión de venta y cierre. Hoy, es virtualmente imposible predecirlo.
-Crear una Comisión de Transición Escolar (y Superior), integrada por 5 expertos que den confianza a todo el mundo, especialistas en cuestiones educativas, inmobiliarias, y financieras, designados por Alta Dirección, con un staff a su cargo. La función principal de esta Comisión será negociar con cada sostenedor las condiciones para la adquisición de la infraestructura, velando por el cumplimiento de las reglas dispuestas en la ley, asegurando el proyecto educativo, y fijando plazos y parámetros razonables a cada situación, y con la potestad para determinar excepciones plenamente justificables.

- Necesario realizar ajustes a las propuestas a fin de asegurar su viabilidad. Propuesta:

/Asegurar las garantías necesarias por parte del Estado para la obtención de créditos bancarios que reflejen el valor real del inmueble a la hora de adquirir la infraestructura.

/Dar márgenes de flexibilidad a la Comisión, respecto a la fórmula del pago con cargo a la subvención, asegurando un pago a ritmos razonables, asegurando que los recursos no afecten la calidad escolar.

/Establecer la mediación y fiscalización del Estado para los arriendos de infraestructura, por vía de esta Comisión.

/Permitir plazos de pago variables de créditos, asegurando siempre que los recursos destinados a la adquisición de la infraestructura no afecten el proceso escolar.

/De existir un cambio en el sostenedor, velar por la mantención del proyecto educativo del establecimiento. Esto es indispensable para respetar la libertad de elección de los apoderados.
b.- En materia de fin del financiamiento compartido:

-Gradualizar significativamente el “inicio del fin del copago”, aumentando los estímulos a la gratuidad en tres tramos anuales, y midiendo el impacto que estas medidas vayan teniendo en la composición de la matrícula pública.
-Evaluar y simplificar simultáneamente la “jungla de restricciones burocráticas” que impone la SEP (y otros Programas), y fiscalizar eficientemente el sistema de apoyo financiado por estos recursos (ATEs). De no hacerse esto simultáneamente, el propósito de tránsito a la gratuidad se verá afectado por problemas derivados de su implementación. 

c.- En cuanto al fin de la selección:

-Preparar a las comunidades educativas, especialmente docentes, para enfrentar la heterogeneidad. 
-“Ruta gradual”: Seleccionar por la fórmula propuesta al 20% de los cupos el primer año, al 40% el segundo año, etc., y acompañar esto de cuidadosas evaluaciones y programas de apoyo a esos docentes.

-El sorteo sólo se aplica en caso de exceso de demanda. 

Síntesis de propuestas principales:

-Crear una Comisión independiente que le de garantías a todos en la adquisición de infraestructura, que tenga flexibilidad en las fórmulas para adaptarse a los variados casos y situaciones.
-Dar garantías crediticias a valor real.
-Permitir el arriendo en casos que lo ameriten, a precios fijados por la Comisión.
-Respetar los proyectos educativos en casos de traspaso de sostenedor. 
-Gradualizar el inicio del fin del copago en los tramos medios, monitoreando impacto en la educación pública.
-Desburocratización generalizada de SEP y otros programas, flexibilizando el uso de recursos. 
-Gradualizar el proceso de fin de la selección.

Se deja constancia de que el señor Waissbluth acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

23.- El Académico de la Universidad Diego Portales y de la Universidad de Chile, señor Arturo Fontaine Talavera, centró su intervención en la propuesta de poner fin a la selección y en cómo ella restringe la libertad de enseñanza. La estructura y principales materias abordadas en su exposición fueron las siguientes:

I.- Comentarios generales: Chile tiene una oportunidad histórica para dar un salto cualitativo en educación (amplia conciencia ciudadana sobre la necesidad de hacer una reforma profunda, voluntad política presidencial, mayoría parlamentaria y vastos recursos económicos para llevarla a cabo). Sin embargo, esta oportunidad única obliga a ser exigentes con las prioridades y los proyectos planteados para no perderla.

II.- Observaciones en relación con el término de la selección:

-Tener en consideración que los diez países que lideran la prueba internacional Pisa seleccionan en admisión y adentro de los establecimientos educacionales. El 75% del alumnado de esos países está en colegios en donde existe selección por mérito académico. 

-Tener en cuenta que los profesores estiman que el mayor obstáculo para el aprendizaje es la heterogeneidad de conocimientos de sus alumnos.

-La selección es una práctica pedagógica diseñada para modelar la enseñanza en función de las necesidades concretas de los alumnos. Conveniente especialmente para atender a los requerimientos de los alumnos más vulnerables. Finlandia utiliza la selección para favorecer a los alumnos más vulnerables.

-Selección y efecto par. Este último es sólo una ilusión, así lo demuestran las investigaciones. A la luz de lo anterior, si se reparte al azar a los alumnos de los liceos emblemáticos, no subirá el nivel y lo más probable es que ocurra lo contrario.

-Selección no perjudica a los alumnos vulnerables. Ejemplos: Finlandia, Holanda y Singapur.

-La selección es compatible con políticas proinclusión.

-No confundir selección con discriminación. Lo que se debe evitar es esta última y no la primera, que establece requisitos necesarios para desarrollar un proyecto educacional.

-Selección y libertad de enseñanza. Sin selección no hay diversidad de proyectos educacionales. 

-El proyecto de ley restringe la libertad de enseñanza en tres momentos: en la fundación de un establecimiento (queda supeditada a la decisión del Ministerio de Educación) en la admisión de los alumnos (prohíbe la selección, impidiendo al colegio construir una comunidad escolar como la que requiere su proyecto educacional) y en la expulsión (la regulación propuesta hace que los estudiantes adquieran una especie de inamovilidad).

-Importancia de la libertad de enseñanza: modo de expresión de la libertad de conciencia, fundamento de todas las libertades.

III.-Conclusiones: prioridades: iniciativas de ley sobre formación y remuneraciones de los profesores, educación inicial y educación pública. El proyecto como está es un golpe frontal en contra de esta última y en contra de la libertad de enseñanza. Sólo hay ilusiones pero no razones para pensar que mejorará la calidad y la equidad.

Se deja constancia de que el señor Fontaine acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

24.- El Presidente de Colegios Particulares de Chile, A.G., CONACEP, señor Hernán Herrera, centró su exposición en advertir los problemas que presenta el fin de la selección, del financiamiento compartido y del lucro. Adicionalmente, estimó que la propuesta de ley era deficiente y dio razones para ello. Asimismo, hizo ver la necesidad de implementar gradualmente las modificaciones sugeridas. Por otro lado, estimó que la iniciativa de ley generaría problemas de gestión e introduciría otros inconvenientes. La intervención del señor Herrera se resume de la siguiente manera:

I.- Información: los establecimientos particulares subvencionados representan el 54,2% de la matrícula y agrupan 1.913.813 alumnos.
II.- Fin a la selección: problemas y soluciones.

a.- Medida discriminatoria porque para ciertos colegios se mantiene la posibilidad de seleccionar. Solución: permitir la selección por mérito académico a partir de 7° básico a todos los establecimientos que cuenten con historial de alto rendimiento académico, aunque no sean gratuitos.

b.- Normas referidas a la cancelación de matrícula y a la expulsión resultan ambiguas. Solución: definir con mayor precisión los criterios para que los colegios actúen con seguridad ante hechos que ameriten expulsión y permitir la cancelación de matrícula en cualquier época del año a estudiantes que cometan graves hechos de violencia, los que deberá definir el reglamento de convivencia escolar.

c.- Hacer de la inclusión un proceso inclusivo. Para se sugiere ello no poner en riesgo a los colegios para niños con necesidades educativas especiales e introducir gradualidad a las normas que ponen fin a la selección con apoyo del Estado en la capacitación docente, de tal manera que el equipo docente adquiera experiencia para trabajar en aulas más diversas y los apoderados se adapten, en forma paulatina, a la nueva realidad de los colegios.

d.- No suprimir las entrevistas previas. Establecer un criterio por orden de inscripción, con información en línea y no permitir el reintegro de todo tipo de alumnos que hayan estado anteriormente en el colegio (especialmente de los expulsados).

III.- Fin al financiamiento compartido. Recomendaciones:

a.- el monto del copago debe reajustarse en unidad de subvención escolar.

b.- tomar los valores del financiamiento compartido establecidos en la circular de trianualidades, vigente al año 2014, para cada colegio y sobre esa base fijar el monto del copago a cobrar a futuro.

c.- mantener vigente para los colegios con copago la norma que permite no renovar la matrícula al año siguiente a los estudiantes cuyos padres no hayan cumplido con el compromiso económico asumido con el colegio.

IV.- Fin al lucro: 

a.- Arriendo regulado sin distinción jurídica: con o sin fines de lucro; relacionados o no relacionados con el sostenedor; y a precio comercial justo (norma IFRS)
b.- Que sea aplicable a futuro la alternativa del arriendo regulado entre entidades no relacionadas. Eliminación del artículo noveno transitorio
c.- Arriendo regulado por 10 años y posterior decisión respecto a la venta a la CESFL, o desvinculación del proyecto educativo

d.- Más que determinar un plazo máximo (se infiere por hipoteca a 25 años), debería establecerse un % máximo de la subvención a destinar al pago del inmueble, y en función de ello establecer  el plazo de venta. Además, se debería contar con el aval de Fisco por el 100% del valor comercial, para que la alternativa de bancarización pueda implementarse. Asimismo, el dueño del inmueble debería recibir el valor comercial al momento del traspaso de la propiedad a la CESFL.

e.- Concepto de «Cooperador del Estado en la prestación del servicio educacional» aplicado al sostenedor limita el desarrollo del proyecto educativo y, en consecuencia, debe ser eliminado.

f.- Excesiva amplitud del concepto de «personas relacionadas» limita el desarrollo del proyecto educativo. En atención a ello, deben eliminarse las prohibiciones respecto de entidades preexistentes para incentivarlas a transferir calidad de sostenedor a una corporación educacional sin fines de lucro.

g.- Permitir al sostenedor que administra varios colegios que perciba remuneraciones en relación a las funciones que presta y no a horas restringidas a jornadas de trabajo. Para esto se puede considerar el número de colegios que administra la corporación y su matrícula.

h.- Reducir el plazo de duración mínima del comodato y el plazo para la comunicación de no renovación del mismo

i.- Soluciones respecto de los contratos de arrendamiento: 

- Regular un sistema simple que permita determinar el precio de mercado (Aylwin, Beyer, Schmidt, Lavín)
- MINEDUC celebra contrato de arrendamiento directamente con el dueño, cediendo el uso del inmueble a la nueva corporación (Bitar)

- Modificar los plazos y condiciones de arriendo para que sea una opción económicamente plausible para los dueños de inmuebles educacionales

j.- Propuesta alternativa para otorgar infraestructura:

- Que el Estado compre o arriende los inmuebles donde funcionan los establecimientos educacionales.

- Que se entreguen dichos establecimientos en comodato a los sostenedores, mediante suscripción de convenios.

- Condiciones del contrato de arrendamiento:

- Contrato de largo plazo (10 años mínimo)

- Contrato de arrendamiento en función del edificio y no por RBD


- Valor del arriendo a valor comercial


- Obligación del SII de reevaluar las propiedades antes de determinar el valor del arriendo (en caso que se pretenda usar el avalúo fiscal)
- El Estado tendrá la libertad de entregar la administración del servicio educacional a su actual sostenedor o a otro distinto, si el actual no cumple con los estándares de calidad que determine la Agencia Aseguradora de la Calidad de la Educación. (Entrega en base a mérito)

k.-Para permitir que el régimen de transición respete el derecho de propiedad se sugiere: 

-Permitir a todos los sostenedores acogerse a la opción de compra por parte del Estado (Bitar).

-Implementar un registro de sostenedores interesados en vender su inmueble al Estado.

-El valor de reposición del inmueble puede determinarse por una comisión tasadora independiente para que calcule el valor de mercado.

-Mientras el Estado no pueda materializar la compra, se mantiene vigente la opción de arrendar el inmueble al actual dueño en condiciones de mercado (Bitar).
l.-Para que el mecanismo de auto compra por la corporación sin fines de lucro respete el valor de mercado de los inmuebles se debe pagar la compraventa al contado y al valor de mercado del inmueble (Bitar).Además, el cálculo del valor de mercado del inmueble debe ser determinado por una comisión de tasadores independientes.

m.- Estipular en el proyecto que la venta del inmueble quedará exenta del pago del impuesto a la renta.

n.-Para no alterar los convenios de jornada escolar completa vigentes se requiere de una Implementación gradual de la reforma que respete los derechos adquiridos de los sostenedores que han suscrito convenios JEC, de modo que las modificaciones legales comiencen a regir una vez que terminen las obligaciones contractuales (Bitar).

V.- Razones para estimar que se trata de un proyecto de ley deficiente: El Proyecto tiene múltiples vicios de constitucionalidad. Se burlan normas constitucionales para disimular auténticas expropiaciones regulatorias. Las alternativas del Proyecto para recuperar la inversión no son consistentes con la inversión realizada por cada sostenedor para su proyecto educativo y son insuficientes para todos los colegios. La obligación que impone el proyecto de ley de traspasar el inmueble a una corporación sin fin de lucro implica para el sostenedor, entre otras cosas, la pérdida de todos los flujos futuros del proyecto educacional. 

VI.-Gradualidad en la implementación. Se sugiere implementar gradualmente la iniciativa de ley, partiendo por las regiones con menores riesgos de cierre de colegios o de cambio a colegios particulares pagados.

VII.-Para incentivar el buen desempeño en la gestión, la remuneración debiera ser un porcentaje de la subvención, con una parte fija y otra variable en función de alcanzar determinados parámetros de calidad según la subvención destinada por cada alumno, y otros parámetros. Además, debería permitirse también la externalización parcial o total de la gestión. Asimismo, producto de lo anterior, deberían permitirse las corporaciones de gestión, tal como ocurrirá con el proceso de desmunicipalización, con la Corporaciones Educacionales Regionales.
Por otro lado, tener en cuenta que la infraestructura de un colegio no puede quedar supeditada al arbitrio de un funcionario público.

VIII.-Otros problemas del proyecto de ley: 

-Diferencia de subvención por tipo de establecimiento educacional, y no por tipo de alumno.

-Intervención del gobierno en los colegios (aspecto ideológico).

-Apertura de nuevos colegios: se limita la posibilidad de iniciar nuevos proyectos educacionales.

-No se establece el pago por matrícula, con un eventual factor de corrección por asistencia.

-Dificultad para constituir las corporaciones educacionales sin fines de lucro.

- Directores con responsabilidad solidaria, pero sin dieta.

- Además, existe el riesgo que se interprete que deban asumir las eventuales multas, porque no se establece que éstas sean exclusivamente de cargo de la corporación educacional sin fines de lucro. 

IX.-Conclusiones: El proyecto tiene medidas que impiden lograr sus propios objetivos. Exigencias desproporcionadas que impone el Proyecto para recibir subvención estatal, obliga a convertir muchos colegios en pagados o a cerrar, afectando gravemente a sus alumnos.
Se deja constancia de que el señor Herrera acompañó su presentación con tres documentos, los que fueron debidamente considerados por los integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El señor Ministro de Educación sentenció que la educación chilena estaba en una crisis severa y sistémica y que, en consecuencia, la solución tendría esta última característica. Precisado lo anterior, hizo ver que el país podía debatir eternamente cómo debiera enfrentarse y por dónde comenzar a tratarla, mas recalcó el sentido de urgencia.

En otro orden de ideas, solicitó al Presidente de Educación 2020, señor Mario Waissbluth, ahondar en el valor que da un sistema a la elección de las familias como elemento de control de calidad. Al respecto, recordó que en los bienes de consumo, es la demanda la encargada de hacer el control de calidad y que nuestro sistema educativo estaba diseñado sobre la base anterior.
Adentrándose en el análisis de la exposición del invitado mencionado, compartió la advertencia que la segregación del sistema educacional chileno encuentra sus causas en factores que van más allá de la selección, el lucro y el financiamiento compartido. En ese sentido, consideró que el modelo de subvención vigente, que no da justicia a la estructura de costos que tiene una escuela, introduce sesgos en contra de la diversidad, de los colegios pequeños y de aquellos ubicados en zonas apartadas. Con todo, advirtió que ello no sólo ocurre en el mundo de la educación particular subvencionada, sino también en el municipal, razón por la cual el Ministerio de Educación trabaja en su corrección.

En relación con los comentarios del Académico de la Universidad Diego Portales y de la Universidad de Chile, señor Arturo Fontaine, coincidió con la discusión filosófica, mas no con las conclusiones extraídas. Justificando su discrepancia, estimó que si en nuestro país las familias se distinguieran solamente por su concepción filosófica del mundo y por el esfuerzo, no habría problemas en que ellas pudieran elegir libremente los colegios para sus hijos, y que los establecimientos eligieran a los niños que calzan con sus proyectos educativos. En ese contexto, agregó, tampoco habría inconvenientes para que los estudiantes pudieran ser seleccionados académicamente. No obstante, fue enfático en sostener que en nuestro país el rendimiento académico está determinado por el nivel socioeconómico de las familias y no por el esfuerzo de los alumnos. En ese contexto, notó que cuanto más temprano se haga la selección, más probabilidades habrán de segregar a quienes tuvieron un referente sociocultural y económico bajo. 

A reglón seguido, juzgó que en el sistema actual, en donde la sociedad es segregada y el capital social se distribuye de manera desigual, es natural que las familias traten de escoger para sus hijos el mejor nivel sociocultural posible. La pregunta, puntualizó, es si, frente a esa realidad, eso le conviene o no a la sociedad.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, aclaró que los sostenedores han actuado conforme a las reglas del juego existentes y que ellas conducen a competir. Precisó que la única forma de hacerlo es bajar costos, y para ello es esencial seleccionar a los estudiantes cuya educación supone menos gastos, es decir, a los menos vulnerables, dando paso así al descreme. A la luz de lo anterior, sentenció que el problema no era de los sostenedores, sino de las reglas del juego existentes.

En cuanto a la exposición de la Conacep, disintió de la idea que el lucro es lo único que permite la inversión, y recordó que si una fundación que tiene excedentes, puede hacerlo también. A mayor abundamiento, lamentó que existiera la convicción que la única forma de allegar esfuerzos a la educación era asegurando ganancias y advirtió que así no funcionaba la educación en el mundo.

En otra línea argumental, aseguró que el proyecto de ley no innova respecto de la situación de los establecimientos que atienden niños con necesidades educativas especiales. Al respecto, notó que lo anterior se justificaba en que dichos colegios no podían tener los mismos métodos de admisión que los colegios regulares. Añadió que, en consecuencia, quedará pendiente la regulación que se les dará a las escuelas de lenguaje y diferenciales. En este punto, sostuvo que en el derecho comparado existen diversos modelos: algunos que tienden a la integración de aquellos estudiantes en colegios regulares y otros que optan por diferenciar.

Por otro lado, valoró la propuesta de Conacep de establecer un criterio por orden de inscripción, con información en línea, de manera que la prioridad en la postulación sea considerada a la hora de la admisión, motivó por el cual el Ministerio de Educación la estudiaría.

En relación a la sugerencia de congelar el copago en unidad de subvención escolar y no en unidad de fomento, descartó dicha posibilidad, porque de ser así nunca se pondría fin al financiamiento compartido, a menos que la subvención general subiera más que la unidad de subvención escolar, cuestión que supondría allegar más recursos y, en consecuencia, una nueva reforma tributaria.

Con todo, llamó a tener en consideración que llegarán al mundo a la educación particular subvencionada recursos adicionales, toda vez que el plan nacional docente hará que a los docentes se les pagará más según su grado de experticia y los costos adicionales de esos maestros serán solventados por el Estado.

En cuanto a la sugerencia de definir un abanico de fórmulas que flexibilicen y favorezcan la aplicación de las nuevas normativas de acuerdo a la pluralidad y complejidad de situaciones que componen la realidad del mundo particular subvencionado, aseveró que la cartera de Estado que encabeza las contempla. Con todo, remarcó que la opción preferida es que las corporaciones educacionales sin fines de lucro sean propietarias del inmueble, dando así estabilidad al proyecto educativo y a los niños. Enfatizó que para ello, el proyecto de ley podrá todas las garantías estatales necesarias para que el proyecto sea bancarizable. En ese contexto, destacó que quienes quieran rentabilizar sus inversiones deberán hacerlo en algunas de las áreas de la economía y no en educación.

En sintonía con el punto anterior, manifestó que en aquellos casos en que se decida no recurrir a la banca privada, la corporación educacional sin fines de lucro podrá pagar la propiedad al dueño en veinticinco cuotas anuales, con una anualidad equivalente al 11% del avaluó fiscal. Acotó que en aquellos casos en que este avalúo no corresponda al 60% del valor real del inmueble, se podrá solicitar el reavalúo del mismo a un equipo especializado del Servicio de Impuestos Internos.

Respecto a la crítica relativa a que la iniciativa de ley en estudio elimina el incentivo al buen desempeño en la gestión, apuntó que ella no impedía el funcionamiento de los colegios en red. En efecto, puntualizó que si un sostenedor tiene varios colegios puede traspasar recursos de un establecimiento a otro y tener una remuneración acorde con la cantidad de matrícula total. Con todo, mostró la disposición del Gobierno para perfeccionar este punto si ello no estaba claramente establecido.

Por último, refiriéndose a la crítica que la lista de los fines educativos dejaba fuera materias importantes, resaltó que el Ejecutivo presentaría indicaciones para perfeccionarla. Asimismo, adujo que la enumeración de dichos fines no buscaba centrar el uso de la subvención en determinados ítems, sino alcanzar mayor transparencia activa.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, se detuvo, en primer término, en la exposición realizada por el Presidente de Educación 2020, señor Mario Waissbluth. Sobre el particular, le consultó su opinión en relación con los comentarios de señor Fontaine con relación a la selección.

Por otro lado, manifestó su preocupación respecto a los comentarios vertidos en relación con la subvención escolar preferencial. Sobre el particular, hizo presente que muchos invitados han advertido la enorme contribución que ha tenido dicho instrumento en materia de inclusión escolar. En atención a ello, le solicitó que precisara sus afirmaciones. 

Finalmente, en lo que respecta a la intervención citada, valoró la propuesta de crear una comisión de transición escolar, instancia que permitirá dar una solución acorde a la realidad de cada establecimiento educacional. Por la razón anterior, llamó al Ejecutivo a considerarla. 

Abocándose a la intervención del académico de la Universidad de Chile y de la Universidad Diego Portales, señor Arturo Fontaine, compartió la afirmación que no toda selección es dañina. En efecto, estimó que sólo tres tipos de selección debieran evitarse: aquella que es sinónimo de discriminación arbitraria, la de orden socioeconómico y la selección de 1° a 6° básico, y que fuera de ellas debiera haber apertura y reconocer que algunas pueden ser virtuosas, como la selección por mérito académico. En relación con esta última, discrepó de quienes consideran que los resultados académicos dependen en un 100% del nivel socioeconómico, pues el esfuerzo y el mérito tienen consecuencias.

En sintonía con el punto anterior, llamó a tener en consideración que la razón por la cual el proyecto de ley excluye a los liceos emblemáticos y a los artísticos obedece a que se reconoce el mérito, el esfuerzo, las ganas de surgir y que existen proyectos educativos distintos. En ese contexto, sentenció, la selección por mérito académico no es aberrante.

Por último, dirigiéndose a los representantes de los colegios particulares de Chile, Conacep, les preguntó qué faltaba en la enumeración de los fines educativos que contempla el artículo 3° del proyecto de ley.

Por su lado, el Honorable Senador señor Allamand centrando su atención en los comentarios del Presidente de Educación 2020, señor Mario Waissbluth, celebró la propuesta de crear una comisión de transición escolar encargada de negociar con cada sostenedor las condiciones para la adquisición de la infraestructura y solicitó al Ejecutivo recogerla.
Adentrándose en el análisis de la exposición realizada por el académico de la Universidad de Chile y de la Universidad Diego Portales, señor Arturo Fontaine, requirió al Ministro de Educación que se refiriera a los comentarios referidos al efecto que tiene la heterogeneidad y el efecto par en la calidad educativa. Asimismo, solicitó que se pronunciara respecta a los efectos adversos que tiene la no selección en la educación pública.

Finalmente, preguntó al Secretario de Estado qué costo tendría para el Estado la compra de establecimientos particulares subvencionados a su valor comercial.

El Honorable Senador señor Quintana, en tanto, remarcó que ninguno de los tres expositores recibidos en audiencia discrepa de la propuesta de poner fin al lucro con fondos públicos en educación.

En cuanto a la selección, preguntó al señor Waissbluth si compartía su aseveración que los resultados académicos están indisolublemente ligados al nivel socioeconómico y que a la luz de esa realidad la selección por mérito académico debiera desterrarse.

Sobre los planteamientos del señor Fontaine, disintió de la comparación realizada con Finlandia y resaltó que el objetivo del Gobierno no consistía en replicar ese modelo. Adicionalmente, solicitó que precisara sus comentarios respecto del efecto par. 

En relación con la exposición realizada por los representantes de los colegios particulares de Chile, lamentó que ella no centrara su atención en materias relacionadas con la educación.

Por último, dirigiéndose al Ministro de Educación Gobierno, le manifestó su preocupación respecto a que el crédito para adquirir el inmueble educacional se pague con cargo a la subvención.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su inquietud en relación con los establecimientos para niños con necesidades educativas especiales, muchos de los cuales funcionan como colegios con fines de lucro. Al respecto, llamó a considerar que la legislación propuesta, en los términos actuales, caerá sobre ellos de igual manera que respecto de los demás, afectándolos. En atención a ello pidió al Ministro de Educación precisar en qué situación quedarán dichos establecimientos, especialmente los más pequeños.
Respecto del copago, hizo presente que hay estudios que demuestran que él empieza a tener efecto en la calidad a partir de los $ 9.500. En atención a ellos, consideró que indispensable aumentar el monto de la subvención y no congelar el financiamiento compartido en unidad de fomento. A mayor abundamiento, subrayó que esta última medida empobrecería a los colegios, toda vez que los gastos se hacen en unidad de subvención escolar. 

Por otra parte, hizo ver su preocupación respecto a las inversiones en nueva infraestructura en el futuro, y llamó a dilucidar eso para no congelar la infraestructura como está actualmente.

En otro orden de ideas, habida consideración de las críticas realizadas por el señor Waissbluth a las exigencias que supone la subvención escolar preferencial, sugirió que los nuevos recursos se entregaran a título de subvención general.

Finalmente, consultó a los expositores ahondar en la posibilidad que con la reforma planteada muchos colegios cierren. Asimismo, notó que el Ministerio de Educación no tiene claridad al respecto. 

A su turno, el Honorable Senador señor Montes, analizando las propuestas del señor Waissbluth, celebró aquella relativa a crear una comisión de transición escolar, de modo que exista una instancia que sea capaz de reconocer la diversas realidades del mundo educacional. 

En cuanto a los comentarios realizados por el señor Fontaine, si bien coincidió con la afirmación que los legisladores del siglo XIX y XX se centraron en luchar por la libertad de enseñanza, agregó que también advirtieron la necesidad que el Estado tuviera mayor presencia en educación. Añadió que la idea que existiera diversidad de proyectos educativos siempre ha estado presente, incluso en la educación pública y que las reformas propuestas sólo buscaban volver al curso natural.

Continuando con el análisis de los planteamientos del señor Fontaine, llamó a tener en consideración que las afirmaciones realizadas debían analizarse teniendo como base que el lucro no forma parte del sistema. Con todo, notó que ellas las propuestas realizadas no podrían tener cabida en la realidad educativa actual. En ese contexto, compartió la idea que puede haber selección e inclusión, pero no en una realidad como la nuestra.

En la misma línea argumental, pidió al expositor mencionado ligar las afirmaciones realizadas en su presentación con nuestra realidad y no en abstracto. 
En relación con el financiamiento compartido, consideró esencial erradicar este instrumento que ha significado una fuente brutal de segregación.

Finalmente, destacó la necesidad de romper con la lógica de mercado para desplegar mayor energía en la educación.

Enseguida, el Honorable Senador señor Navarro dirigiéndose a los representantes de los colegios particulares de Chile, Conacep, puso de relieve que las capacidades de gestión de los establecimientos municipales distan mucho de aquellas de los establecimientos particulares subvencionados, habida consideración de las condiciones en las que se encuentran. Al respecto, preguntó qué resultados alcanzarían si tuvieran a su cargo los establecimientos públicos con las condiciones imperantes y qué medidas adoptarían para lograr eficiencia y eficacia. 
En la misma línea argumental, les consultó cómo mantendrían los elementos que hacen que tengan un buen rendimiento una vez aprobada la reforma.

Por otra parte, sindicó a los establecimientos particulares subvencionados como los responsables de la mala calidad de los establecimientos municipales. Profundizando en dicha acusación, aseguró que la selección y las expulsiones realizadas por ellos han separado a los alumnos más vulnerables, dando paso a colegios en donde reina la pobreza y la desesperanza. 

El Honorable Senador señor Rossi en relación con los comentarios vertidos por el Honorable Senador señor Navarro, consideró en que el estado de la educación chilena era responsabilidad del mundo político, de la sociedad y de los establecimientos particulares subvencionados que, gracias al copago y la selección, han segregado a los alumnos más vulnerables a la educación pública.

Abocándose a los planteamientos realizados por el señor Waissbluth, coincidió que en los factores que determinan el estado actual de nuestra educación son sistémicos y tienen que ver con la lógica que impera en nuestro sistema educacional. Con todo, discrepó de las críticas realizada con anterioridad por el Presidente de Educación respecto a que el Gobierno había errado en el orden de prelación de los proyectos. Justificando su discrepancia, estimó que lo lógico es cambiar primero las reglas del juego del sistema imperante.

Por otra parte, le solicitó ahondar en las críticas relativas al sistema de vouchers.

Respecto a la intervención del señor Fontaine, manifestó su atención en relación con la afirmación que lo que impide alcanzar buenos resultados es la heterogeneidad de las aulas. Al respecto, recordó que muchos expertos han advertido que la diversidad al interior de ellas enriquece los procesos educativos y da cuenta de los valores que la sociedad quiere cultivar y transmitir. En ese marco de ideas, consultó al invitado aludido cómo conciliaría sus postulados con la necesidad que exista cohesión social.

Continuando con el análisis de las ideas propuestas por el señor Fontaine, le preguntó si, en el marco de la libertad de enseñanza, el Estado tiene o no derecho a fijar ciertas reglas del juego en relación a las características de la provisión educativa y los límites en que ella debe moverse, habida consideración de que cumple una función social. Al respecto, resaltó que si se entiende la libertad de enseñanza en la lógica del mercado, las reglas del juego las fija el libre intercambio de la oferta y la demanda y quien recibe esa provisión no tiene derecho a exigirla, pero cuando la educación es concebida como un derecho social, el Estado fija las reglas. En ese contexto, consideró que si el Estado financia determinados proyectos, debe también tener la capacidad de restringir la libertad de enseñanza pensando en el interés general y en el bien colectivo.

El Presidente de Educación 2020, señor Mario Waissbluth, se refiriéndose, en primer lugar a la pregunta formulada por el señor Ministro de Educación, enfatizó que Educación 2020 es un derecho que debe asegurarse en la legislación y aseguró que el proyecto de ley en estudio no coartaba dicha libertad y la respetaba.

En línea con el punto anterior, aseguró que existen diversos factores que influyen en la decisión de las familias a la hora de elegir el establecimiento educacional para sus hijos. Acotó que entre ellos se encuentran los resultados obtenidos por los colegios en el Simce y el clima escolar, entre otros. Apuntó que los establecimientos municipales se han convertido en ghettos, razón que conduce a los padres a no preferirlos. Agregó que dicha condición se debía en un alto porcentaje a la selección por nivel socioeconómico, a la por mérito académico y a la expulsión realizada por el mundo particular subvencionado. Con todo, coincidió con el Ministro de Educación en que los sostenedores sólo tenían una conducta acorde a las posibilidades que le brinda la legislación vigente y a las reglas de la competencia que los invita al descreme. 

Deteniéndose en la pregunta del Honorable Senador señor Rossi, indicó que uno de los principales inconvenientes del sistema de voucher es que se ha transformado en el motor central de la competencia del mercado. En efecto, precisó que cada niño representa una cantidad de dinero que los colegios recibirán anualmente. Sobre el particular, recomendó modificar su estructura y contemplar, junto con el subsidio a la demanda, un subsidio a la oferta, tanto para los establecimientos municipales como para los establecimientos particulares subvencionados, y que éste refleje mejor el costo de educar. Explicó además que otro de los problemas con los que cuenta es que ella se otorga en consideración a la asistencia, lo que obliga a llevar 600 millones de registros mensuales y a ser muy precisos en la información entregada para evitar sanciones por parte de la Superintendencia de Educación.

En cuanto a los comentarios del señor Fontaine relativos a la selección, llamó a tener en consideración que si nuestra realidad fuera similar a la de Finlandia, nadie discutiría si ella es o no importante. Agregó que en un sistema único como el nuestro, segregado, mercantilizado y en el cual el determinismo socioeconómico ha causado segregación académica y socioeconómica, la solución no puede ser la misma que la de otros países.

En relación con las críticas realizadas por el señor Fontaine al efecto par, disintió de sus planteamientos y remarcó que existe abundante literatura que advierte la importancia de la inclusión al interior de las escuelas. Puntualizó que diversos estudios sobre trucking revelan que si bien ella no altera los resultados del promedio, es decir no mejora ni empeora la calidad, altera brutalmente la dispersión de los resultados. 

Sobre la afirmación del señor Fontaine referida a que la selección por mérito académico hace un favor a los alumnos más vulnerables, porque permite tener un proyecto escolar ad hoc para ellos, estimó que ello no era posible en un país como el nuestro.  Adicionalmente, llamó a tener en cuenta que si bien los países con buenos resultados en la prueba Pisa seleccionan, muchos de ellos lo hacen después de los 15 años, edad en la cual se rinde la prueba aludida.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, consideró que en Chile sí existe selección para los alumnos menos aventajados y ella tiene lugar en los liceos técnicos, a donde va el 45% de la matrícula.

Con relación a la selección en los liceos emblemáticos, aseveró que ella no era objeto de su preocupación por cuanto sólo representan el 0,4% de la matrícula.

Centrando su atención en los aspectos inmobiliarios del proyecto, sostuvo que el escenario ideal era que no hubiera compras de colegios por parte del Estado, y que la transacción debía realizarse entre la nueva corporación educacional sin fines de lucro y el sostenedor anterior. En ese contexto, estimó que el mecanismo de crédito con un Fogape escolar era la solución más adecuada. Con todo, llamó a considerar la propuesta de crear una comisión de transición escolar.

Abordando el tema referido al financiamiento compartido, remarcó que en el mundo de la educación particular subvencionada, el sector más segregado es el que cobra un copago superior a $ 40.000. Precisó que para abordar a esos establecimientos, la subvención general que se necesita en Chile debe superar los $ 100.000, e incluir un cambio en la fórmula de la subvención. Además, manifestó que a medida que ella suba, debe disminuirse proporcionalmente el aporte de los padres.

Con relación a los planteamientos del Honorable Senador señor Allamand, fue enfático en sostener que la Fundación que encabeza no era contraria a la iniciativa de ley en estudio. Por el contrario, resaltó, se anhela que ella sea perfeccionada prontamente y se transforme en ley. Adicionalmente, agregó que las observaciones realizadas, como la creación de una comisión de transición escolar, apuntaban a dar mayores flexibilidades y a recoger la realidad de los diversos establecimientos. 

Deteniéndose en las dudas del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto a sus comentarios sobre la subvención escolar preferencial, sentenció que el objetivo de dicho instrumento no consiste en disminuir la segregación, sino en dar mayores recursos a los alumnos más vulnerables porque es más difícil y cara su educación. Acotó que si bien ha causado algunas mejoras en materia de inclusión, los cambios no grandes y ello obedece a que ella impide un gasto fundamental en esa dirección, la contratación de profesores de planta que puedan atender a esos niños. Por otra parte, llamó a tener en consideración que la subvención escolar preferencial llega sólo al 40% de los niños más vulnerable de la población, sector que generalmente no es atendido por los establecimientos particulares subvencionados.

Finalmente, en cuanto a la pregunta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, relativa a qué faltaba en la enumeración de los fines educativos que contempla el artículo 3° del proyecto de ley, subrayó que bastaba con que la ley fuera clara en establecer que la subvención debe destinarse a propósitos escolares.

El Académico de la Universidad Diego Portales y de la Universidad de Chile, señor Arturo Fontaine, indicó que al hablar de selección ha entendido que ella apunta a alumnos vulnerables, así señaló que en el ejemplo de Finlandia más de la mitad de los alumnos que se gradúan a los 16 años han estado en algún momento de su vida en una educación especial transitoria, y un 8% han estado en establecimientos aparte, de donde sostuvo que se puede implementar una educación para levantar a quienes no están en niveles más altos, lo que demuestra que el efecto par tiene grandes límites. 
Dicho esto, hizo presente que la inclusión es clave si se tiene selección, por lo que se ha propuesto que si un colegio hace selección por mérito académico asegure un 20% como mínimo de alumnos seleccionados entre estudiantes socioeconómicamente vulnerables.

A este respecto destacó que el Instituto Nacional tiene más de la mitad de los alumnos de familias con menos de $433.000 de ingreso, por lo que señaló que es un establecimiento inclusivo, muy heterogéneo desde el punto de vista socioeconómico y tremendamente exitoso, y agregó que además aporta valor. En este sentido sostuvo que al juntar esta diversidad de alumnos ellos se potencian y logran rendimientos que no lograrían si estuvieran dispersos, al punto que estimó necesario que esta tradición educativa muy fuerte que existe debe cuidarse y multiplicarse.

Dado lo anterior, estimó que para fortalecer la educación pública no debe destruirse esta suerte de imán principal que existe para atraer a las familias y convencerlas que el Estado de Chile  puede  educar con calidad, disciplina y orden a sus hijos.

En este escenario, dijo que no entendía el argumento que lleva el eliminar o debilitar lo mejor que puede ofrecer la educación pública en un momento en que se quiere evitar la fuga desde ella, de tal manera que a su parecer, era el momento de fortalecer lo bueno que puede ofrecer dicha educación.

En el tema de la inclusión señaló que es posible combinarla con la selección, y que la libertad de enseñanza requiere cierta capacidad de seleccionar, sin embargo hizo presente que la lógica del proyecto de ley es en el fondo contraria al concepto de que sea el colegio el que defina el proyecto educativo, que los padres se adhieran a él y se escojan profesores, familias y niños que comparten ese proyecto.

 En este caso, dijo que el rol del Estado se va a reflejar en la existencia de un currículum y puede haber normas que por ejemplo promuevan la inclusión, no obstante hizo presente que a su parecer un colegio con determinado énfasis (deportivo, Montessori) tiene todo el derecho a seleccionar por la misma razón que se acepta que un colegio musical lo haga. 

Sobre este último punto, enfatizó que la selección forma parte de la diversidad de las personas (cuya edad va a variar dependiendo del énfasis) y afirmó que si se trata de educación para alumnos vulnerables o se trata de enfrentar el serio problema de conductas de riesgo que es, a su juicio, una de las amenazas a la educación pública, es muy importante hacerlo muy temprano porque las grandes diferencias se producen muy rápido. En virtud de lo expuesto, sostuvo que la selección no debe ser mecánica a determinada edad. 

En materia de lucro, señaló que los sostenedores han actuado dentro del marco regulatorio establecido y lo han hecho bien, sin embargo enfatizó que desde su punto de vista a la larga la educación no debe ser un negocio, ya que la naturaleza misma de ella no opera bien al interior de un esquema como este y consideró que el debate ha estado muy enfocado en este tema más que en aspectos educacionales propiamente tales.

Refiriéndose al efecto par, hizo presente que los estudios muestran (los que se han citado) que el grupo vulnerable está en minoría en un grupo claramente superior, y agregó que cuando esta situación no es así, entonces el efecto se invierte y el umbral se cruza (alrededor del 20%). En este sentido, dijo que el efecto par no va a funcionar si sólo hay un alumno destacado en el grupo y agregó que una de las grandes carencias que tiene el país está en los profesores.

Enseguida, opinó que el copago segrega pero que también debe considerarse a este respecto la segregación que se produce en la ciudad. En este escenario, sostuvo que el problema más evidente del copago radica en que es una amenaza mortal a la educación pública y a su juicio es ese el problema que requiere mayor análisis, ya que el problema de fondo radica en las conductas de riesgo que si no son abordadas, ocurrirá que no se podrá prestigiar la educación pública ni ésta podrá competir.

A este respecto agregó que la educación pública tiene un sistema de gestión que la tiene inmovilizada, a diferencia de lo que ocurre con un particular subvencionado con o sin fines de lucro, por lo que destacó los logros del área municipal en todos esos años.

En otro tema, señaló que de acuerdo a la prueba PISA  y al parecer de los profesores, el mayor problema en el aprendizaje es la heterogeneidad de conocimientos en la clase, respecto de lo cual dijo que se debe distinguir los promedios de los colegios que está fuertemente ligado al factor socioeconómico, pero otra cosa es que dentro del colegio el 70% de la varianza se explica por factores distintos.

En este sentido, sostuvo que la solución para la problemática antes descrita radica en modelar la enseñanza en función de las necesidades de los alumnos, lo que puede lograrse con selección interna en el colegio, no obstante que se corren los mismos riesgos que seleccionar por colegio.

Agregó que conforme a los datos disponibles (PISA) el 23,1% de los resultados en Chile se explica por el nivel socioeconómico, en circunstancias que el promedio de la OCDE es de 14.8% y en Singapur es de 14.4% de donde señaló que no es por la selección que ello sea así. Es más, agregó que al tomar un sistema público y gratuito como el de Francia, el 22.5% se explica por el mismo factor, de modo que sostuvo que el sólo hecho de ir a un sistema público y gratuito no garantiza que se independicen los resultados desde el punto de vista del rendimiento académico.

En este escenario, dijo que la gran diferencia entre países como Finlandia y Uruguay no tiene que ver con la estructura de propiedad del sistema, sino que con el hecho que Finlandia preparó a sus profesores e hizo un sistema orientado a ayudar a los alumnos con problemas, además de contar con una enseñanza prescolar del 96% de los niños, y recalcó que el hecho que la educación sea estatal, por sí misma no explica nada.

A este respecto agregó que el nivel socioeconómico incide siempre y en todos los países en un nivel muy importante, y siempre será así, por lo que enfatizó que los temas que deben abordarse en forma prioritaria son formación y remuneraciones de los profesores, educación prescolar y educación pública.

El Presidente de Colegios Particulares de Chile A.G., CONACEP, señor Hernán Herrera, respecto de la consulta realizada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en relación con el artículo tercero, dijo que el hecho que quede restringido a ciertas cosas en particular y no se abra a otras posibilidades frente a una realidad dinámica genera un problema, razón por la cual han planteado la necesidad de que exista un procedimiento claro en relación a cómo calificar con posterioridad, un hecho con respecto a otro.

Precisando, dijo que en el tema del seguro y seguridad se dio el caso que a un colegio sin fines de lucro se le inició un proceso de sanción por parte de la Superintendencia por haber destinado recursos SEP a esa finalidad, y agregó que hace 10 años atrás esto no se consideraba pero actualmente esta realidad es diversa ya que lo que pasa en un sector vulnerable no pasa en otros sector, de modo que tiene que haber un procedimiento claro que permita hacer gastos en áreas que hoy lo requieren.

En cuanto a la consulta del Honorable Senador señor Quintana indicó que éste proyecto en particular no habla de educación ni de calidad, no obstante enfatizó que siempre han sostenido que el proyecto debió partir de forma distinta, con una coincidencia total y apuntando a la educación fiscal, pues lo que hay es una homologación de conceptos porque cuando se habla de educación pública dijo entender que ella también es proveída por su sector, de modo que los colegios municipales son fiscales, desde su punto de vista.

Respondiendo a las inquietudes formuladas por la Honorable Senadora señora Von Baer, hizo presente que han planteado la inquietud respecto de quien va a financiar las nuevas inversiones, ya que desde el momento que un sostenedor supuestamente creando una corporación educacional sin fines de lucro, se comprometa en un endeudamiento bancario, dijo que no tendrá más capacidad para obtener más recursos que permitan hacer crecer el establecimiento educacional, ni en aulas ni en infraestructura adicional, lo que constituye un tema sin resolver de parte del proyecto y enfatizó que requieren saber de dónde provendrán esos recursos.

Con respecto al peligro del cierre de colegios, señaló que el trabajo que han realizado se ha hecho considerando las bases de datos de los colegios que agrupan  y desconocen por tanto la realidad de los colegios particulares subvencionados a nivel nacional, de modo que teniendo lo anterior en consideración, hizo presente que consultados los sostenedores el 92% dijo no estar en condiciones de seguir, de los cuales el 78% señaló que debería cerrar, y el 22% indicó que pasaban a ser particulares pagados (488 establecimientos).

Establecido lo anterior, sostuvo que no ha existido campaña del terror, sino que ha habido una constatación de que algunos sostenedores no pueden seguir proveyendo educación en los términos actuales del proyecto de ley en discusión.

En otro tema, relacionado a las consultas formuladas por el Honorable Senador señor Navarro, dijo que respecto de los colegios municipales se debe partir de un supuesto que es común para todos, y es que en el fondo los recursos son escasos para cualquier establecimiento educacional municipal o particular subvencionado. En este sentido estimó que para un establecimiento que trabaje con alumnos regulares, los recursos debiesen ser alrededor de $150.000 por alumno y ello es mayor si se trata de niños prioritarios o vulnerables (180.000).

En este escenario y frente a la subvención que hoy en día existe, señaló que no era posible llegar a estándares de calidad mínimos en la educación, no obstante que hay estudios que señalan que el sector municipal educa a sus niños con más recursos ($1.254.000) que el sector particular subvencionado ($1.090.000), por tanto, en la misma situación el sector municipal cuenta con más recursos. 

En este sentido, enfatizó que sin perjuicio de las cifras anteriores, los colegios del sector particular subvencionado entregan prestaciones adicionales a los aspectos de docencia, que es lo que determina a su juicio, que la familias los prefieran pues cuentan con estándares de calidad que no se miden por el SIMCE y que se traducen en mejor infraestructura, mayor seguridad, apoyos extraacadémicos entre muchas otras prestaciones que hacen que con menos recursos se entreguen mayores estándares de calidad.

Enseguida, indicó que existe una diferencia con respecto al sector municipal que consiste en que efectivamente se les exige a los docentes, de manera que ellos cumplen con todas las horas de docencia, ya que en  sector particular subvencionado no se hacen paros ni huelgas en días de trabajo y por tanto ello marca una diferencia sustancial en comparación con el mundo municipal.  

En materia de SEP, dijo que en el sector particular subvencionado no se produce el desvío de recursos, pues en caso que ello ocurriera habría una fuerte sanción al sostenedor, cosa que no ocurre en el sector municipal el que en su opinión, es fuertemente protegido.

Sobre la selección, recalcó que cuentan con alrededor del 45% de los alumnos prioritarios, lo que hace que estén en condiciones muy similares a la educación municipal, de modo que enfatizó que los alumnos prioritarios estudian tanto en colegios particulares subvencionados como en municipales (no hay descreme).

Refiriéndose a la expulsión, sostuvo que un niño que pasa por esa situación puede ir a otro establecimiento que no sea necesariamente municipal, puede ser otro particular subvencionado.

Por otra parte, estuvo de acuerdo con que hay una sobrecarga burocrática brutal, al punto que los Directores están más concentrados en cumplir con las tareas administrativas que en gestionar los proyectos educativos.

En lo que dice relación con la situación de los sostenedores de colegios para niños con necesidades especiales, dijo que era necesario oírlos pues ellos son los que más conocen de su propia situación.

A continuación hizo presente que cuando el Gobierno dice que los ingresos serían iguales a los de cualquier empresa, dicha afirmación no es correcta pues las empresas no tienen fijación de precios y en este caso los establecimientos educacionales tendrían dicha fijación, de modo que habría costos con una unidad e ingresos con otra.

En el tema del reavalúo, hizo presente que el Ejecutivo también  ha dicho que cualquier sostenedor puede presentar un requerimiento de manera de ser reevaluado, sin embargo éste no se hará de conformidad a los parámetros y por ende el avalúo no cambiará sustancialmente.  

Finalmente, solicitó no perder de vista que es necesario que en este proyecto y no en otros, se pueda al menos cautelar algunos bienes que hoy no lo están, tales como la libertad de elección de los padres entre dos bienes similares; respeto al emprendimiento de los sostenedores y mejoras en la calidad.

El señor Ministro de Educación recalcó que entienden que las situaciones en el período de transacción obedecerán a distintas realidades, razón por la cual se ha hablado del reavalúo y del arriendo entre otros. Al respecto agregó que le parecía razonable la existencia de un comité que pudiera ir analizando los distintos escenarios como también que se pudiera alargar el plazo para ir solucionando las distintas situaciones.

Luego hizo presente que en la medida en que la tasa de interés hoy es más baja, con un crédito a 25 años el dividendo sale virtualmente lo mismo que el arriendo, y lo que están haciendo hoy los colegios es pagar el arriendo con el dinero de la subvención y con la nueva solución lo que harán será comprar.

En este punto el Honorable Senador señor Allamand preguntó al señor Ministro por el valor de la transferencia de propiedad, respecto de lo cual el personero de Gobierno explicó que a diferencia del proyecto original (en que se consideraba poner dinero extra a la subvención) la nueva propuesta contempla poner avales. 

No obstante, en este punto el Honorable Senador señor Allamand insistió en conocer cuánto era el valor total de esta operación, por cuanto señaló que a través de la intermediación financiera se iba a pagar el valor comercial de los establecimientos.

Para aclarar este punto el señor Ministro dijo que la parte de la subvención que se va a utilizar para la infraestructura no cambia significativamente respecto de la situación actual, y en definitiva el valor de lo que se va a pagar lo determinará el tasador de un banco.

25.- El Presidente del Colegio de Profesores, señor Jaime Gajardo Orellana, compartió el objetivo de poner fin al sistema de mercado presente en la educación por medio del término del copago, la selección y el lucro con recursos públicos. Sin embargo, hizo ver que él no sólo se sustenta en las citadas características, sino también en la rendición de cuentas, en la ley N° 20.50, sobre Calidad y Equidad en la Educación, en la sobrevalorización del Simce, en el sistema de aseguramiento de la calidad, en la Ley de Subvención Escolar Preferencial, en el currículum, en políticas docentes que promueven la competencia y no la colaboración, entre otros aspectos del sistema educativo. 
Sus observaciones en relación con el término del lucro con recursos públicos, al fin de la selección y al término del financiamiento compartido fueron las que se consignan a continuación:

1.-Fin al lucro con recursos públicos:
-Reconocer a la comunidad como un actor fundamental en la determinación y fiscalización de los usos y fines de los recursos. Ella debe ser consultada al momento de construir los presupuestos. 

-Al cambiar la personalidad jurídica del establecimiento, se deben mantener los beneficios obtenidos por los trabajadores a través de la negociación colectiva u otro mecanismo.
-Si bien se valora la indicación de terminar con el lucro en las agencias de asistencia técnica educativa, debiera terminarse con ellas y trasladar la responsabilidad de entregar apoyo técnico pedagógico a un organismo descentralizado, dependiente del Ministerio de Educación y en estrecha relación con la Formación Inicial Docente acreditada por 4 años.
-Reponer la indicación por la cual se castiga con pena de cárcel el lucro con fondos públicos. 
2.-Fin a la selección:
-Si bien el proyecto de ley da pasos en la dirección correcta, se debe avanzar hacia la eliminación total de la selección.

-Tener en consideración que los criterios que definen a un colegio como emblemático podrían aplicarse a establecimientos particulares subvencionados. Ello implicaría que la posibilidad de seleccionar podría ampliarse a un número mayor de establecimientos, obstaculizando el ejercicio del derecho a la educación a una mayor cantidad de estudiantes y familias.
-Revalorar el rol del Consejo de Profesores en la admisión de estudiantes, así como en la suspensión de matrícula. Esto, porque son los profesores quienes pasan más tiempo con los niños y adolescentes.

3.-Fin del financiamiento compartido:
-Los plazos propuestos para terminar con el copago son excesivos.

-Preocupación por el posible impacto que puede tener sobre la educación pública. Urgente inversión estatal y definición de plazos breves para su recuperación. Además, es importante que el fin del copago se realice a la par del proceso de desmunicipalización para asegurar el fortalecimiento de la educación pública. 
-La educación pública debe ser financiada vía presupuesto (y no a través de la subvención) para evitar, entre otros, la competencia por financiamiento educativo y su desfinanciamiento.

-Establecer un límite de alumnos por curso menor al que existe actualmente, llegando al menos a 30 alumnos por aula. De esta forma se podría reducir la capacidad ociosa de la educación particular subvencionada.

Se deja constancia de que el señor Gajardo acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

26.- El Vocero Nacional de la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios, señor Ricardo Paredes Brito, puso de relieve que la educación debe ser considerada como un derecho social y no como un bien de consumo. Para asegurar que ello sea así se requiere de un cambio estructural del paradigma que rige. En ese contexto, elementos como el lucro, la selección, el copago, el Simce, la municipalización de la educación pública, la prueba de selección universitaria y el sistema de vouchers deben desaparecer. 

En relación con el proyecto de ley objeto de análisis, aseguró que si bien él iba en la dirección adecuada, debían eliminarse definitivamente los mecanismos de mercado del sistema, como el de vouchers, y fortalecer la educación pública.

Respecto de la propuesta de poner fin a la selección, al lucro y al financiamiento compartido, sus principales observaciones y recomendaciones fueron las que siguen:

1.-Fin a la selección escolar:
-Terminar efectivamente toda selección en establecimientos educacionales. Argumentos para ello: los valores de la inclusión y la igualdad deben garantizar un acceso libre a los establecimientos. La diversidad es un factor de mejoría en la calidad. Los padres y madres son quienes deben elegir las escuelas y no al revés.
-La forma de garantizar el término de la selección es contar con un sistema centralizado de acceso a las escuelas con financiamiento público. El proyecto plantea un sistema que va en la dirección correcta. Sin embargo, no se comparte la división entre postulación y matriculación, pues sólo generará ineficiencia y desorden.

-Tampoco es positiva la posibilidad de los establecimientos a optar su participación en el mecanismo a la hora de matricular alumnos, pues la fiscalización será más complicada.
-Asegurar un término gradual de la selección de estudiantes en liceos emblemáticos. Además, los liceos emblemáticos que se exceptuarán de la regla no pueden ser determinados por el gobierno de turno ni pueden ser establecimientos particulares subvencionados.

2.-Fin al lucro:
-Se valora la obligación de que establecimientos educacionales dejen de ser sociedades comerciales en un breve plazo. Asimismo, se celebra la regulación de operaciones con personas relacionadas. 
-La propuesta de exigir propiedad de inmuebles educacionales es razonable para evitar replicar mecanismo de lucro existente en Educación Superior. No se defiende la figura del arriendo, pero puede ser analizada si garantiza que no se lucre.

3.-Fin al copago:
-El cobro a las familias es lo que debe desaparecer, no los proyectos particulares de educación.

-Se comparte la intención de eliminar el copago, porque la gratuidad debe ser el norte. Para ello, es indispensable aumentar el aporte estatal y disminuir el pago familiar, a medida que pasa el tiempo.

-Se comparte la posibilidad que los padres hagan aportes económicos al establecimiento mediante donaciones, si es que pueden y quieren.
-No se apoya la forma en que se propone avanzar hacia la gratuidad, ya que mantiene la lógica de subsidio a la demanda. Si se mantiene el financiamiento por vouchers, podrá cambiar la administración pero el que manda sigue siendo el mercado. En consecuencia, se sugiere financiar la educación por medio de aportes basales, lo que permite estabilidad financiera, pero también con un margen mínimo de financiamiento variable que responda a criterios de mejoramiento.

Concluyendo su intervención, el representante de la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios planteó que la reforma educacional debe ser estructural y que ella supondrá consensos. Con todo, llamó a que estos no desdibujaran los principios, tal como ocurrió con ocasión de la Ley General de Educación. 

Se deja constancia de que el señor Paredes acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

27.- La Presidenta de la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señorita Naschla Aburman,
 hizo presente, en primer término, que las bases para una nueva educación consistían en reconocerla como un derecho social, en dejar a un lado el sistema mercantilizado, en lograr mayor coordinación y colaboración, en poner término al lucro, en democratizar las decisiones educativas y en asegurar calidad e inclusión, apartando la discriminación.

Deteniéndose en el estado actual de la educación chilena, resaltó que ella se caracteriza por el abandono de la educación pública, por su alta segregación y por su desregulación. A fin de ejemplificar dichas características acompañó algunos gráficos a su exposición.

En cuanto a la propuesta de ley objeto de estudio, sus comentarios fueron los que siguen:

1.-Comentarios generales:
-La elaboración del proyecto no consideró la participación de actores sociales de la educación o de la ciudadanía.
-No se toca, prácticamente, el sistema particular pagado, la educación técnica ni la educación para niños con necesidades educativas especiales.
-Se presenta este proyecto sin un plan integral de fortalecimiento de la educación pública.
-La reforma se presenta de manera parcelada, no atendiendo al carácter sistémico que debiese tener.
2.-Comentarios respecto del fin de la selección:
-Propuesta positiva, pero hay elementos que hacen dudar de su real implementación: no se abordan los colegios particulares pagados y se mantiene la selección en los liceos emblemáticos. Además, el sistema de admisión y asignación de vacantes no es eficiente y es de compleja fiscalización.

-Que la asignación de cupos sea en cada establecimiento da espacio para que se siga seleccionando, dada la dificultad de fiscalizar efectiva y eficientemente.

-Para asegurar que la selección se termine realmente, la postulación y la asignación de cupos debiera realizarse de manera centralizada. Con ello, se aumentan las posibilidades que el niño sea aceptado en el colegio de su primera preferencia.

3.-Observaciones respecto al fin al lucro:
-Injustificable la decisión del Gobierno de exceptuar de esta nueva regla a los colegios particulares pagados.

-Establecer un marco regulatorio que defina qué se entiende por lucro. Asimismo, establecer sanciones para quienes no cumplan con la legislación.

-Disponer un mecanismo que asegure el fin del lucro de manera efectiva. En ese contexto, la obligación que la corporación educacional sin fines de lucro sea propietaria del inmueble educacional es correcta. Además, es positivo que se haya incorporado el fin al lucro en las agencias de asistencia técnica educativa.

4.-Comentarios sobre el fin al financiamiento compartido:
-Alcanzar gratuidad en todos los establecimientos que reciben recursos del Estado es un avance significativo. Sin embargo, el mecanismo mediante el cual se entregarán los recursos mantiene la asistencia promedio trimestral. Es necesario avanzar en un sistema que asegure financiamiento estable a los colegios, según su matrícula anual.
-Para que sea efectivo el fin al copago, es necesario que el tope de financiamiento compartido sea fijado en unidad de fomento y no en unidad de subvención escolar.

-Indispensable terminar con la lógica de financiamiento mediante subvención a los estudiantes. Ello provoca que los establecimientos compitan entre sí. Además, mantiene la lógica de captación de estudiantes y sus familias, impidiendo el fortalecimiento de la educación pública. El financiamiento a la institución es el camino a seguir para asegurar un mecanismo de financiamiento estable que responda a la calidad buscada y no al costo por estudiante.

5.-Comentarios Finales:
-El proyecto de ley no puede resolver toda la crisis educacional del país, por ello es crucial que la discusión no sea parcelada y se discuta la totalidad de la reforma educacional.

-Fin al copago y fortalecimiento de la educación pública son materias que no pueden disociarse.

-Es fundamental establecer mecanismos eficaces para acabar con el lucro: ampliar la prohibición a todos los colegios, exigir que los sostenedores sean dueños de los inmuebles y tipificar el lucro como delito, entre otros aspectos.

-El proyecto de ley fortalece uno de los pilares del sistema de mercado: el financiamiento vía voucher.

-La iniciativa de ley no consideró la participación de los actores de la educación, miembros fundamentales de la discusión pública.

-El centralismo en la discusión impide considerar las realidades de las comunidades educativas existentes a lo largo del país.

-Si existe un real compromiso en avanzar hacia una educación más inclusiva, será necesario hacer cambios profundos en nuestro sistema educativo. Si bien ellos tomarán tiempo, son indispensables para asegurar la educación como un derecho social.

Se deja constancia de que la señorita Aburman acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

28.- La Presidenta de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, señorita Melissa Sepúlveda, resaltó la necesidad de cambiar el paradigma en materia de educación, de manera que ella sea considerada como un derecho social.

En cuanto a la propuesta de poner fin al lucro, al copago y a la selección, consideró que ella no tenía sentido si la iniciativa de ley no iba acompañada de una apuesta decidida por el sistema de educación pública, mejor garantía que el Estado puede ofrecer para asegurar a todos educación de calidad e inclusiva. Asimismo, estimó que hasta ahora, no se han ofrecido medidas que den certeza a las familias respecto al fortalecimiento y expansión de una educación pública, gratuita y de calidad.

Por otro lado, manifestó su preocupación en relación con los instrumentos de política pública propuestos en el proyecto para terminar con el lucro, el copago y la selección. A mayor abundamiento, aseveró que las herramientas elegidas eran insuficientes e incluso alejadas del espíritu de construir una educación concebida como derecho.

Sus principales comentarios respecto a las medidas sugeridas en esta propuesta de ley fueron las que siguen:

1.-En cuanto al fin del copago:
-Se comparte la idea de poner fin al financiamiento compartido, de manera de avanzar hacia la gratuidad. Sin embargo, en el proyecto, la gratuidad se condiciona al aumento de la subvención y no al incremento de aportes basales, consolidando el sistema de mercado.

-Preocupación por la educación pública.

2.-Respecto a término del lucro:
-Se prohíbe sólo el lucro con recursos públicos, manteniendo su presencia en los colegios particulares pagados.

-Necesidad que la corporación educacional sin fines de lucro sea propietaria del inmueble educativo. El arrendamiento no debe tener espacio porque conduce al lucro encubierto.

-En relación con los mecanismos de compra, rechazan la intervención de la banca privada en el sistema educativo.

3.-Sobre el fin de la selección:

-El proyecto de ley no pone fin a la selección porque la mantiene en los colegios particulares pagados y en los liceos emblemáticos. Imprescindible que se extienda a todos los sectores y que no se generen espacios de privilegio que continúan segregando.

-La prohibición de selección no puede ser inclusiva sin vincularse estrechamente con la desmunicipalización y con el fortalecimiento de la educación pública.

Se deja constancia de que la señorita Sepúlveda acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente, en primer término, que ninguno de los expositores recibidos en audiencia durante la discusión en general ha discrepado de los fundamentos y objetivos perseguidos por el proyecto de ley. En efecto, sentenció que nadie ha disentido de que el nivel socioeconómico no puede ser obstáculo para acceder a educación de calidad en condiciones de equidad.

Estimó que la propuesta más discutida ha sido la de poner fin a la selección. Al respecto, recordó que algunos expositores, compartiendo el principio que la legislación no puede dar cabida a la selección arbitraria, han hecho ver que la selección que realizan determinados proyectos educativos, como los artísticos, deportivos y científicos, no quedaría comprendida en aquella.

Deteniéndose en la intervención de los representantes de la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios, valoró la flexibilidad en relación con la posibilidad que la corporación educacional sin fines de lucro sea arrendataria del inmueble educativo.

Centrando su atención en la exposición realizada por las representantes de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, les consultó qué rol y valor asignan a la educación particular subvencionada dentro del sistema nacional público de educación. Asimismo, les preguntó qué alternativa propondrían en reemplazo a la propuesta que sea la banca privada la que intervenga para posibilitar la compra de los inmuebles. Sobre el particular, hizo hincapié en que la alternativa sugerida por el proyecto inicialmente presentado a tramitación no parecía razonable, toda vez que suponía destinar MM U$ 5.200 sólo a la compra de infraestructura educativa.

En relación con las críticas relativas al mantenimiento del sistema de vouchers, discrepó de ellas, por cuanto consideró que el subsidio a la demanda era consecuencia del derecho de los padres para elegir el establecimiento educacional para sus hijos. A mayor abundamiento, notó que ella no obstaba a que el Estado entregara recursos basales a los establecimientos de su propiedad. Precisado lo anterior, consultó cuál era el inconveniente del subsidio a la demanda.

Finalmente, preguntó al Presidente del Colegio de Profesores si el clima de paros presente en la educación municipal fortalecía la educación pública o por el contrario incentivaba la migración de sus alumnos al sector particular subvencionado.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer, dirigiéndose al Presidente del Colegio de Profesores, señaló que una de las preocupaciones de los profesores de los establecimientos particulares subvencionados radica en qué ocurrirá con su situación laboral de aprobarse este proyecto de ley y cerrarse los colegios en los que se desempeñan. Al respecto, le preguntó si la materia anterior era objeto de preocupación de su agrupación.

El Honorable Senador señor Quintana, en tanto, coincidió con la idea que el proyecto de ley reforzaba el subsidio a la demanda y, por lo tanto, llamó al Ejecutivo a tener en consideración las críticas realizadas sobre el particular por los dirigentes estudiantiles. En este punto, recordó que el sistema de vouchers es uno de los elementos que ha conducido a Chile a contar con un modelo de mercado único en el mundo en educación. Asimismo, compartió la necesidad que la iniciativa de ley contuviera referencias a la educación particular pagada, a lo menos en materia de selección.

En relación con la propuesta de terminar con el lucro en las agencias de asistencia técnica educativa, la valoró, por cuanto consideró que ellas, en su calidad de colaboradores del servicio educativo, debían quedar sujetas a la prohibición.

Centrando su atención en el fin de la selección, concordó con la idea de que ella se extienda a los liceos emblemáticos y criticó, una vez más, la creación de una elite paralela en el mundo público a aquella proveniente de los colegios particulares pagados. En este punto, fue enfático en sostener que la selección de algunos implica, a su vez, segregar a otros.

Por último, coincidió con la crítica relativa a la necesidad de contar con una mirada sistémica que permita conocer el modelo educacional que se espera alcanzar. 

A su turno, el Honorable Senador señor Navarro hizo ver que los establecimientos particulares subvencionados se encuentran en mejores condiciones que las que tienen los establecimientos municipales. En efecto, sentenció que para estos últimos rigen un conjunto de restricciones que no tienen los primeros. En ese marco de ideas, dirigiéndose a los representantes de la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios, les preguntó cuál sería la suerte de los establecimientos particulares subvencionados si pesaran sobre ellos las mismas restricciones que para los colegios públicos.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, recordó que existen estudios que advierten que los establecimientos municipales son más eficaces en la educación de niños de bajo nivel socioeconómico. Agregó que la realidad descrita pone de manifiesto que los mejores resultados del mundo particular subvencionado obedecen al descreme que realizan. 

En la misma línea argumental, consultó a los representantes de la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios si sabían cuánto alumnos de los establecimientos municipales logran llegar a las universidades.

Respecto a la selección, en tanto, les preguntó si la eliminación total de la selección era el camino adecuado y si debía haber gradualidad o no en su completa eliminación. 

Finalmente, consultó qué aliados tiene el movimiento estudiantil en su lucha y cómo se pueden construir más alianzas con ellos. En este punto, notó que el Gobierno no cuenta con el apoyo de él ni el de los municipios ni el de los padres y apoderados ni el colegio de profesores para impulsar sus reformas, lo que debilita las posibilidades de alcanzarlas reformas propuestas. 
El Honorable Senador señor Rossi, a su vez, puso de relieve que de conformidad a las exposiciones escuchadas queda de manifiesto que el lucro debe ser desterrado de la educación porque va en contra de la inclusión, de la calidad y de la equidad. Agregó que, por su parte, el copago y la selección constituyen elementos que han impedido contar con un sistema inclusivo y han hecho del sistema educativo uno en donde los factores sociales son determinantes en el futuro académico de los niños. Apuntó que los expositores recibidos en día de hoy, los principales actores del sistema, concuerdan en ello.

Dirigiéndose al Presidente del Colegio de Profesores, señaló que algunos estudios han advertido que los establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro contratan docentes con menos experiencia, en jornadas parciales y que sus remuneraciones son inferiores a las que reciben los docentes de los establecimientos municipales, comprometiendo con dichas medidas la calidad de la educación impartida. Asimismo, puso de relieve que se ha constatado que dichos colegios gastan en inmuebles el doble que los establecimientos que no persiguen fines de lucro. Al respecto, le consultó cuál era su opinión.

Por otro lado, le preguntó su parecer respecto a las aseveraciones vertidas por algunos expositores que consideran que los profesores no están preparados para la educar en un sistema más inclusivo que se generaría producto del fin del copago y la selección.

Continuando con el desarrollo de su exposición, consultó a los invitados si coincidían en los comentarios de quienes estiman que el efecto positivo del efecto par es sólo una ilusión. Sobre el particular, recordó que hay quienes han considerado que la selección es virtuosa para los alumnos más vulnerables y que la heterogeneidad de las aulas afecta la calidad de la educación.

En otro orden de consideraciones, consultó a los representantes de la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios qué efectos produce la segregación. En este punto, destacó que algunos parlamentarios consideran que la selección por mérito académico podría ser positiva. Al respecto, discrepó de tal postura por cuanto estimó que ella es sólo consecuencia del nivel socioeconómico.

Asimismo, consultó a los expositores si estaban de acuerdo con prohibir la selección en los colegios particulares pagados. Sobre el particular, notó que un sector del Congreso considera que ello sería inadmisible, toda vez que iría en contra de las ideas matrices del proyecto de ley. Sobre el particular, consideró que el Estado tiene derecho a fijar reglas mínimas del juego en los establecimientos educacionales del país, independientemente de si financia a no los proyectos educativos, y que esta era la oportunidad para hacerlo. 

Centrando su atención en las normas que contempla la propuesta de ley en materia de expulsión, disintió de las críticas formuladas por algunos invitados, y aseveró que ellas sólo buscan unificar criterios en todos los establecimientos y que ese instrumento no sigan siendo una vía más para descremar estudiantes.

Por otra parte, preguntó a los expositores qué opinión les merecía la posibilidad de mantener la selección en liceos artísticos, deportivos y otros. Estimó que la idea de dichos proyectos es dar un valor agregado distinto, que permita a los padres satisfacer diversas necesidades.

Abocándose a las críticas relativas a que el proyecto de ley mantendría el sistema de mercado para la educación, toda vez que no altera el sistema de vouchers, coincidió con ellas. Adicionalmente, sostuvo que los dineros entregados por el Estado no podían ser considerados como un cheque en blanco para los padres y que, por lo tanto, había que imponer ciertas restricciones.

En otra línea argumental, compartió la necesidad de contemplar un sistema de admisión centralizado, de prohibir el lucro en las agencias de asistencia técnica educativa y de sancionar penalmente el lucro.

Por último, solicitó a los representantes de la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios ahondar en sus planteamientos respecto a la posibilidad que las corporaciones educacionales sin fines de lucro arrienden los establecimientos educacionales.

El Presidente del Colegio de Profesores, señor Jaime Gajardo Orellana, abocándose a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto a si el clima de paros de la educación municipal contribuye a fortalecer la educación pública o promueve la migración de sus estudiantes al sector particular subvencionado, hizo ver que los paros se han transformado en algo recurrente en el sistema educativo y que ello es una señal de que los cambios en la educación municipal deben realizarse prontamente. Precisado lo anterior, fue enfático en sostener que la crisis de la educación pública obedece a otros factores, como el financiamiento competitivo.

En cuanto a la interrogante planteada por la Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que, de acuerdo a las normas del proyecto de ley en estudio, no debiera haber cierre de establecimientos particulares subvencionados. Con todo, aseguró que de cerrar alguno de ellos, el Colegio de Profesores se preocupará de que los docentes reciban las indemnizaciones correspondientes.

En el mismo orden de consideraciones, destacó que el sector particular subvencionado se caracteriza por el gran número de despidos que realiza año a año y que en ellos no hay espacio a las indemnizaciones. Agregó que la realidad anterior y otros aspectos, como el monto de sus remuneraciones, llevan a advertir que la educación particular subvencionada es aquella en la cual los profesores se desempeñan de forma más precaria.

En relación con las consultas realizadas por el Honorable Senador señor Rossi, notó que los establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro son aquellos en donde los profesores reciben las peores condiciones laborales, lo que se refleja en la calidad de la educación impartida. Puntualizó que el afán de lucro lleva a disminuir los costos, lo que va en desmedro de posibilitar un buen clima escolar, condiciones adecuadas para la enseñanza y, en definitiva, de la calidad de la educación.

Por último, en cuanto a la posibilidad que las corporaciones educacionales sin fines de lucro puedan ser arrendatarias del inmueble educativo, subrayó que el Colegio de Profesores estima que dicha alternativa puede existir en la medida que se regule adecuadamente y que ello no se transforme en una puerta para permitir el lucro.

El Representante de la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios, señor Tomás Sepúlveda, sostuvo que su liceo, Arturo Alessandrí Palma, constituye un modelo para la educación pública, toda vez que no selecciona, permitiendo a sus estudiantes nutrirse del efecto par, y cuenta con profesores con vocación por la educación pública.
En relación con la pregunta del Honorable Senador señor Navarro, fue enfático en sostener que el movimiento estudiantil no está para transformarse en aliados del Ministerio de Educación, sino para aportar ideas y contribuir en el debate público respecto a la reforma educacional.

Por su parte, el Vocero Nacional de la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios, señor Ricardo Paredes, respondiendo la pregunta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, relativa a cuál es el inconveniente con que el Estado financie la demanda, sostuvo que ella no debía ser financiada porque en un país como el nuestro, caracterizado por la desigualdad, lo único que posibilita es la competencia entre los estudiantes. A mayor abundamiento, sentenció que en un sistema en donde la educación es concebida como un bien de mercado, es imposible financiar la demanda porque ella incentiva la competencia.

Deteniéndose en los comentarios del Honorable Senador señor Quintana en relación con poner fin al lucro en las agencias de asistencia técnica educativa, remarcó la necesidad de terminar con la externalización de los servicios educativos. En efecto, consideró que el Ministerio de Educación debía hacerse cargo de ellos y asumir su responsabilidad de ser garante de la educación.

En cuanto a la pregunta planteada por el Honorable Senador señor Rossi sobre la segregación, erradicó la posibilidad que la selección por mérito académico fuera un tipo de selección positiva. Apuntó que la defensa de ella no es sino reflejo del deseo de mantener el sistema actual, que ha demostrado ser segregador. Añadió que el fin de la selección debía llevarse a cabo sin gradualidad en los establecimientos educacionales de todo el país, mas precisó que en los liceos emblemáticos ella debía concretarse poco a poco en un plazo no superior a tres años.

Ahondando en la posibilidad que las corporaciones educacionales sin fines de lucro puedan arrendar el inmueble a una persona relacionada, subrayó que el movimiento que encabeza se ha abierto a dicha posibilidad en la medida que el lucro sea sancionado penalmente. No obstante, aclaró que dicha apertura se ha dado sólo porque no existe conciencia en la clase política de lo fundamental que es que la corporación sea dueña del establecimiento.

La Presidenta de la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señorita Naschla Aburman, centrando su atención en la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en relación con la oposición del movimiento estudiantil a que el Estado financie la demanda, aseguró que el sistema de vouchers era un instrumento demasiado neoliberal para quienes estiman que la educación es un derecho social y no un bien de consumo. Adicionalmente, remarcó que él fomenta la competencia entre los establecimientos para captar más alumnos y da pie a ensalzar pruebas como el Simce, con todas las irregularidades que ello conlleva.

En la misma línea argumental, llamó a dejar a un lado el financiamiento de la demanda y a advertir la necesidad de financiar una misión educacional social. En este sentido, consideró fundamental, además de cambiar el mecanismo de financiamiento vigente, posibilitar un nuevo lenguaje que apunte a modificar la realidad.

Continuando con el desarrollo de su exposición, manifestó la necesidad de cambiar la lógica de mercado y de competencia por una de derechos y de colaboración. 

Por último, abocándose a la pregunta del Honorable Senador señor Navarro respecto a cuáles son los aliados del movimiento estudiantil, resaltó que ellos no son ni la oposición ni el oficialismo, ya que sólo anhelan cambiar el sistema de educación vigente.

La Presidenta de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, señora Melissa Sepúlveda, abocándose a la interrogante planteada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto al rol de la educación particular subvencionada, sostuvo que ella dice relación con qué se entiende como público. Al respecto, consideró que en nuestro país es difícil saber qué se entiende por ello, toda vez que sus límites están superpuesto con las instituciones de interés privado. Con todo, fue enfática en sostener que el Estado debe priorizar el sistema público y que su pilar debe ser ese. 

En el contexto anterior, lamentó que más del 60% de la matrícula escolar fuera particular en nuestro país y que sólo el 37% de ella fuera pública. Aseveró que uno de los factores que han motivado esa realidad es el sistema de financiamiento de la educación, el que prioriza el subsidio a la demanda, conduciendo al vaciamiento de los establecimientos municipales y a su cierre. 

Continuando con el desarrollo de sus planteamientos, apuntó que una vez claro que el pilar debe ser la educación pública, es imprescindible precisar algunos elementos de la educación particular subvencionada. En ese sentido, remarcó que ella no puede transformarse en el modelo de educación escolar ni hacer de la educación  un negocio, pero sí puede ser un aporte a la diversidad de proyectos educativos. Además, indicó que su financiamiento sólo puede realizarse en la medida que queden recursos después de financiado el proyecto estatal.

En cuanto a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en relación con el subsidio a la demanda, destacó que el sistema de vouchers constituye el principal elemento neoliberal, y aseguró que su presencia ha conducido a una crisis en la educación chilena. En efecto, puntualizó que ha favorecido la competencia entre las instituciones y ha conducido a dar mayor importancia al Simce de la que debiera tener. Profundizando en su aseveración, hizo ver que el 66% del criterio de financiamiento de la subvención depende de los resultados del Simce.

Por último, respecto de la pregunta del Honorable Senador señor Navarro referida a quiénes son los aliados del movimiento estudiantil, subrayó que es el autónomo e independiente. Sin embargo, añadió que sus aliados son quienes legislan en función de las familias, de los estudiantes y de los profesores y no quienes velan por los sostenedores.

Complementando la intervención anterior, la Presidenta Electa de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, señorita Valentina Saavedra, hizo presente que lo importante es que a la hora de legislar prime el bien superior del país y sus intereses y no intereses económicos ligados al empresariado.

Precisado lo anterior, puso de relieve que el centro de las preocupaciones debe ser el fortalecimiento de la educación pública, elemento ausente del proyecto de ley en estudio. Al respecto, llamó a recogerlo en el marco del término de la selección y el financiamiento compartido.

Adentrándose en la pregunta del Honorable Senador señor Rossi respecto a si la propuesta de poner fin a la selección debe extenderse a los colegios particulares pagados, afirmó que ello debe ser así, ya que dejar fuera a estos últimos implicaría que hay sectores económicos que están exentos de la idea de reconocer a la educación como un derecho social.

Con relación a la interrogante planteada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto a qué alternativa podría contemplarse en reemplazo a la opción que sean los bancos quienes financien la adquisición de los inmuebles educacionales, estimó que el financiamiento debía alcanzarse por medio de un fondo de apoyo estatal, sujeto a ciertas condiciones.

El Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional del Ministerio de Educación, señor Andrés Palma, se detuvo, en primer lugar, en las críticas respecto a la ausencia de una mirada sistémica por parte de la Secretaría de Estado que integra en las reformas que deben abordarse. Al respecto, aseguró que existe tal enfoque y que él justifica que haya sido éste el primer proyecto para reformar el modelo educativo. Ahondando en tal aseveración, sostuvo que el fortalecimiento de la educación pública, suponía modificar previamente el sistema de incentivos presente en el modelo educativo. En efecto, puntualizó, es dicho sistema el que motiva las diferencias entre la educación particular subvencionada y la educación municipal, y, en consecuencia, para recuperar el equilibrio entre lo público y lo privado es indispensable modificarlo. Ese, remarcó, es el eje central de este proyecto de ley.

En el mismo orden de ideas, puso de relieve que esta iniciativa de ley perseguía alcanzar mayor inclusión, pilar fundamental de la educación pública, porque permite asegurar la educación como un derecho social. A mayor abundamiento, aseguró que la selección, el copago y el lucro han posibilitado un modelo segregado y de menor calidad. 

Por otro lado, subrayó que en 64 comunas del país, hay igual número de establecimientos municipales que de establecimientos particulares subvencionados y acotó que en 15 de ellas, las familias eligen entre el colegio público y el particular subvencionado, mientras que en las restante comunas eligen entre 2, 3 ó 4 establecimientos municipales y 2, 3 ó 4 establecimientos particulares subvencionados. Agregó que el 63% de los alumnos pertenecientes a esas comunas asisten a la educación municipal. Aseveró que de la realidad anterior se deduce que cuando la oferta pública es similar a la particular subvencionada, las familias prefieren la educación del Estado. 

En sintonía con el punto anterior, destacó que el sistema de incentivos vigente ha motivado la pérdida de la matrícula pública en zonas de expansión urbana, toda vez que en ellas se han instalado los sostenedores particulares subvencionados para captar el nuevo mercado y segregarlo internamente. A la luz de esa realidad, insistió en que es la lógica del sistema el primer aspecto que se debe cambiar.

Abocándose a los comentarios referidos a que la gratuidad condiciona el aumento de la subvención, hizo ver que la afirmación era la contraria. Explicando sus dichos, manifestó que el Gobierno ha propuesto el aumento de la subvención condicionado a la gratuidad y al fin de lucro. Precisó que dichos aumentos serán sustantivos, dado que el volumen de recursos incorporados por medio de este proyecto de ley representa el 20% de los recursos del sistema educativo. A ellos, sentenció, habrá que sumar los que provengan de la nueva política nacional docente.

En cuanto a la pregunta relativa a qué costo tendría la eliminación total de financiamiento compartido, afirmó que ello significaría duplicar los recursos recibidos a título de subvención, que hoy llegan a $ 75.000 por alumno, traduciéndose en MM $ 6.000 adicionales, suma que no podría alcanzarse con los recursos que se recaudará una vez vigente la reforma tributaria. En atención a ello, descartó la posibilidad de poner fin al copago dentro de este periodo de Gobierno. 

En otra línea argumental, hizo presente la necesidad de contar prontamente con este instrumento legal a fin de terminar con las incertidumbres presentes en el sistema y a fin de posibilitar el inicio de la transición hacia nuevas regulaciones que crearán las condiciones necesarias para alcanzar educación de calidad. 

Finalmente, con relación a las peticiones de hacer los cambios de manera gradual, recordó que el proyecto de ley contempla un plazo de tres años para que los sostenedores adquieran el dominio del inmueble educativo y dos para que se transformen en corporaciones educacionales sin fines de lucro. Así, remarcó, se propone hacer los cambios de forma progresiva. Con todo, valoró las propuesta de que los cambios fueran, además, graduales en intensidad. 

29.- El Presidente del área de Educación de la Conferencia Episcopal de Chile y Obispo de Temuco, Monseñor Héctor Vargas, puso de relieve que los niños, niñas y jóvenes de Chile tienen derecho a recibir una educación de calidad, independientemente del establecimiento en el que estudien, y a crecer en un país respetuoso de la pluralidad de proyectos educativos. Asimismo, coincidió en la necesidad de transformar la educación del país pero, además, estimó importante avanzar en la oferta educacional dirigida a las personas más vulnerables. En ese sentido, consideró imprescindible la construcción de un sistema más equitativo y el fin de la segregación social desde la base, favoreciendo mayores grados de integración e inclusión.

Realizadas estas consideraciones de orden general, analizó el proyecto de ley objeto de discusión. Sus principales inquietudes y propuestas sobre el particular fueron las que se consignan a continuación:

1.-Trabajo en red.
-Él es fundamental para la educación. Sería un daño para la prestación educacional y sus logros que se prohibiera como consecuencia de evitar el lucro en otras entidades.

-Forma parte de la autonomía reconocida a los sostenedores por parte de la Ley General de Educación y la Constitución Política de la República.

-Las operaciones entre personas relacionadas están normadas en la legislación chilena. Ella las permite de modo regulado y transparente, mientras que el proyecto de ley las prohíbe e impone exigencias mayores que aquellas previstas en la Ley de Mercados y Valores.

-Lo que corresponde es regularlas y transparentarlas, consagrando un trabajo de redes transparente, informado, con precios justos y con fines educativos, de capacitación, formación y desarrollo de su proyecto educativo

2.-Excesiva regulación.
-Desconfianza hacia las instituciones no estatales, lo que se refleja en la excesiva regulación.

-Corre el riesgo de privar a todos los sostenedores particulares de espacios que son vitales para el libre y creativo desarrollo y gestión de sus peculiares proyectos educativos. Ello puede reducir la pluralidad educativa.

-Exigencias excesivas e incluso innecesarias para un buen y correcto funcionamiento del sistema escolar. Además, supone una gran cantidad de recursos y personal y un volumen de trabajo administrativo que distraerá a los directivos y docentes de la tarea pedagógica.

3.-Nuevos proyectos educativos.
-Prever la posibilidad de abrir establecimientos educacionales nuevos en donde hay demanda de los padres por un tipo de proyecto educativo y no sólo si no hay vacantes suficientes para la demanda en un territorio, como dispone actualmente la propuesta de ley. Es indispensable que exista diversidad de proyectos educativos que permitan, en condiciones de gratuidad, el acceso a quienes deseen formar a sus hijos de acuerdo a sus convicciones.

-La limitación contemplada en el proyecto de ley afecta los derechos reconocidos por la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

4.-Selección en los liceos emblemáticos.
-Malestar en el sistema escolar por esta excepción que prevé la iniciativa de ley. No se comprende que después de la cantidad de argumentos dados para prohibir la selección, se permita su presencia de determinados colegios. 

-Con todo, es necesario rescatar la situación de los alumnos meritorios. Es razonable y de toda justicia que todos los establecimientos aseguren determinados cupos para aquellos alumnos salidos de la educación básica que por su esfuerzo personal y responsabilidad puedan tener la posibilidad de continuar sus estudios en el colegio que anhelan.

5.-Clarificación del tema de la formación ciudadana.
-El proyecto de ley limita la formación ciudadana a los establecimientos educacionales de su propiedad y no la extiende a todos los que cuentan con reconocimiento oficial. 

-La formación laica se encuentra regulada en el artículo 4° de la Ley General de Educación.

6.-Evitar que se afecten las comunidades educativas laicas o confesionales con motivo de la situación de los inmuebles.
-Se requiere de una política más agresiva del Estado para incentivar que los sostenedores educacionales sean dueños de los inmuebles, para incentivar los comodatos por sobre los arrendamientos, dejando a estos últimos de manera regulada como opción para aquellos que no pueden o no desean vender o comprar.

-Para la compra de inmuebles se requieren garantías del Estado por el total del crédito y sin tope, reavalúo explícito de las tasaciones fiscales de las propiedades y política crediticia activa por parte del Banco del Estado, al menos. 

-El plazo del comodato debe flexibilizarse, reduciéndolo a cinco años. Ello evitaría recurrir al arrendamiento o al cierre de establecimientos.

-Los arrendamientos deben permitirse a los sostenedores con reconocimiento oficial a 2014 con regulaciones que lo hagan viable.

7.-Prever que no se afecten las comunidades educativas laicas o confesionales con motivo del periodo de transición de los colegios con copago alto o gratuidad.
-Los colegios con financiamiento compartido medio y alto no podrán transformarse en gratuitos de inmediato porque el monto de la subvención de gratuidad es insuficiente. En tanto no se alcance la gratuidad para ellos, debe asegurárseles viabilidad financiera. Buscar fórmulas financieras que permitan su sustentabilidad.

8.-Mejoramiento general del articulado.

-Debe cancelarse la matrícula para proteger a la comunidad ante riesgos de conducta contra su integridad y en el caso de aquellas personas que atenten grave y reiteradamente contra el proyecto educativo.

-Eliminar la vaga obligación de “adoptar todas las medidas previas de apoyo pedagógico y psicosocial”, como condición para proceder a la cancelación de la matrícula. De mantenerse, deben especificarse las referidas medidas.

-Ajustar y armonizar algunas disposiciones para evitar contradicciones con la Ley General de Educación, la Ley Antidiscriminación, las leyes laborales y la Ley de Mercado y Valores.

-En la selección debe permitirse un porcentaje de hijos de ex alumnos del establecimiento.

-Necesario acotar las situaciones que impliquen faltas importantes por parte de los colegios y un protocolo que asegure objetividad y proporcionalidad en el grado de las sanciones, como las necesarias instancias de apelación. De no hacerse, se dejaría la puerta abierta a la arbitrariedad y el abuso por parte de la autoridad.

Se deja constancia de que Monseñor Vargas acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

30.- La Presidenta de la Confederación de Padres y Apoderados de Colegios Particulares Subvencionados de Chile, CONFEPA, señora Erika Muñoz, hizo presente que la agrupación que encabeza comparte la necesidad de mejorar la calidad de los establecimientos educacionales, especialmente la de aquellos a los que asisten los alumnos más vulnerables. Con todo, fue enfática en sostener que el proyecto de ley presentado por el Ejecutivo no permitiría alcanzar dicho anhelo y que ponía en riesgo la existencia de colegios particulares subvencionados, entre ellos proyectos que han demostrado ser de calidad, como el liceo Camilo Henríquez de la Ciudad de Temuco y el colegio Francisco Ramírez de la comuna de San Ramón. Agregó que los colegios que están en riesgo de cerrar agrupan a 309.000 niños a lo largo del país, cifra que equivale a quince veces el número de alumnos de la Universidad del Mar.

Por otro lado, aseveró que los padres prefieren que el Estado garantice la calidad de los proyectos educativos en lugar de la gratuidad. Al respecto, puso de relieve que se han visto en la obligación de aportar a la educación de sus hijos porque el Estado no asegura una cantidad suficiente de dineros que permita alcanzar calidad. En efecto, puntualizó que los mismos recursos que gastan los chilenos de mayor ingreso y los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico para educar a un niño desde su ingreso al colegio hasta 3° básico, los colegios particulares subvencionados deben hacerlos rendir hasta 4° medio. En ese contexto, aseveró que los padres y apoderamos que representa no se oponen a la gratuidad, pero exigen que ella vaya acompañada de los recursos que sean necesarios para alcanzar educación de calidad, y que en tanto ello no ocurra, puedan seguir aportando a la educación de sus hijos.

Continuando con su exposición, resaltó que otra de las demandas de los padres consiste en que en la admisión no se discrimine, pero que ella sea personalizada y exista espacio para el esfuerzo y mérito de sus niños. En este punto, advirtió que en más del 95% de los establecimientos particulares subvencionados, al menos uno de cada tres alumnos pertenece a una familia vulnerable, lo que refleja que la inclusión se vive día a día al interior de las aulas de estos colegios.

En la misma línea argumental, demandó que se asegurara la libertad de elección de los padres, que los procesos de admisión fueran personalizados para plantear con tranquilidad y cierta privacidad los problemas de los niños y que se incentivara la diversidad de proyectos educativos. 

Por otro lado, notó que el 75% de las escuelas especiales están en riesgo de cierre, motivo por el cual solicitó a los representantes del Ejecutivo tener en consideración la realidad de las familias que tienen hijos con necesidades educativas especiales. Asimismo, pidió al Gobierno ponerse en lugar de los padres y apoderados del país y poner el foco en los aspectos que realmente contribuirán a alcanzar educación de calidad, como la formación de los profesores, sus remuneraciones y condiciones laborales. Añadió que para ellos la educación municipal no constituye una alternativa a la educación de sus hijos, toda vez que el Estado no ha sido capaz de proveer educación de calidad. 

Finalmente, requirió a los parlamentarios de la instancia no tirar por la borda los logros alcanzados en materia educativa para someterse a este experimento, tomar el tiempo necesario para dialogar con los actores involucrados antes de votar la iniciativa de ley y ponerse en el lugar de sus hijos a la hora de sufragar.

Se deja constancia de que la señora Muñoz acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

31.- El Abogado y Académico de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Miguel Ángel Fernández, abordó en su presentación dos materias: el marco constitucional del proyecto de ley y las inconstitucionalidades en las que él incurre. A grandes rasgos sus comentarios fueron los que siguen:

1.-En relación con el marco constitucional:

-Inciso tercero del artículo 1° de la Constitución Política de la República impone al Estado la obligación de reconocer y amparar a los grupos intermedios. Entre ellos se encuentran los establecimientos educacionales.

-Numerales 10 y 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República. Aseguran a las personas el derecho a abrir, organizar y mantener establecimientos de enseñanza e imponen al Estado el deber de financiar la educación básica y media para que ellas sean gratuitas. En atención a lo anterior, el aporte del Estado es obligatorio y tiene por objeto que los colegios- públicos o privados- satisfagan el derecho a la educación de las personas. 

-En la perspectiva anterior, los requisitos para que un establecimiento acceda a la subvención del Estado deben ser exigentes, pero, al mismo tiempo, mínimos, evitando así que ellos se transformen en una barrera de entrada que impida a las personas acceder y satisfacer su derecho a la educación.

-Establecer exigencias imprecisas, numerosas, costosas o complejas de cumplir, cuyo contenido o contornos ni siquiera son definidos por el legislador, sino que abandonados a normas reglamentarias o de inferior jerarquía, incluso, para acceder al financiamiento estatal, importa lesionar el derecho a la educación, el de los padres a elegir y la libertad de enseñanza.

-La pregunta que debe formularse es si las prohibiciones, con el conjunto de exigencias que ellas imponen, que se concretan en requisitos para que un establecimiento pueda acceder al aporte estatal, es constitucionalmente tolerable, permitiendo que los proyectos educativos existentes subsistan y crezcan y que se incorporen nuevas y más alternativas al sistema.

2.-Inconstitucionalidades en las que incurre el proyecto de ley:
a.-Lesiona el derecho a la educación y la libertad de elección de los padres. 

b.-Lesiona la autonomía de los establecimientos.

c.-Lesionan la seguridad jurídica en relación con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 1° de la Carta Fundamental.

d.-Numerosas disposiciones recurren a conceptos jurídicos indeterminados, vulnerando con ello la reserva de ley. Su especificidad no puede quedar entregada a un reglamento. 

e.-La prohibición de contratar con partes relacionadas y la de arrendar afectan el derecho a la libre contratación.

f.-Referencia a la laicidad: si lo que se pretende es asegurar neutralidad de los establecimientos educacionales del Estado en materia religiosa, se vulneraría la libertad de conciencia y el artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Por último, llamó a tener en consideración que las disposiciones que dicen relación con las subvenciones tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, a analizar adecuadamente la posible retroactividad de las sanciones y delitos para ser sostenedores, para evitar futuras inaplicabilidades, y que la idea matriz del proyecto dice relación con la regulación del aporte estatal a los colegios particulares subvencionados, motivo por el cual las normas referidas a la educación pública y a la educación particular pagada escaparían a ellas.

Se deja constancia de que el señor Fernández acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

32.- El Profesor de Derecho Constitucional de la Universidad de Chile, señor Francisco Zúñiga, discrepó radicalmente de los planteamientos del señor Fernández. 

Antes de abocarse a ellas, recordó la tensión dialéctica producida entre el derecho a la educación y la libertad de enseñanza. Precisó que mientras el primero es un derecho social, correspondiente a una fractura histórica del siglo XX, la libertad de enseñanza es un derecho civil que se emparenta con el liberalismo del siglo XIX. Agregó que dichos derechos constituyen dos visiones distintas respecto al rol que cabe al Estado en el campo de la educación.

Deteniéndose en la afirmación del señor Fernández respecto a que el proyecto de ley vulneraría el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, disintió de ella. Ahondando en su aseveración, recordó que dicho cuerpo normativo contiene cláusulas que constituyen meras directrices para los Estado y que para ser obligatorias requieren la adopción de medidas legislativas de derecho interno. Adicionalmente, agregó que tal Pacto establece la posibilidad que cada Estado, en base a la cláusula de solución nacional, encuentre los caminos para darle concreción a esas directrices de políticas públicas.

Centrando su atención en materia de subvenciones, apuntó que ellas dicen relación con dos roles del Estado: con el del Estado regulador y con el rol de fomento. Apuntó que sostener que en materia de subvenciones se generan determinados derechos para quienes son receptores de ellas, es un despropósito. 

En cuanto a la seguridad jurídica, sostuvo que la pregunta que debe hacerse es si es ella un derecho general que autoriza una suerte de inmutabilidad del régimen legal vigente. Remarcó que lo anterior es atravesado por los roles del Estado en el campo de la educación y la libertad de enseñanza. 

En cuanto a la afirmación que nuestro sistema es de provisión mixta, llamó a tener en consideración que el régimen de provisión mixta que tiene nuestro país dista del que tuvo Chile en el pasado, toda vez que media una modernización en ella que la transforma en un servicio traspasado, encomendado a un sostenedor que es el municipio, en virtud de una reforma introducida a la Ley de Municipalidades en 1980. 

A reglón seguido, sentenció que para el Estado, la educación es un servicio público material. Éste, por medio de la provisión mixta, admite la concurrencia de establecimientos públicos y de establecimientos subvencionados sostenidos por particulares. Pero se trata de un servicio público y el régimen de subvenciones dice relación con la cobertura de ese servicio público material. De lo contrario, sería válido el análisis que hace el profesor Fernández. Por lo demás, añadió, la concurrencia de las instituciones subvencionadas al régimen es de carácter voluntaria.

En ese orden de consideraciones, estimó que el régimen que el proyecto de ley de prevé en orden a la transformación de estas instituciones en corporaciones sin fines de lucro se ajusta a la Carta Fundamental. No existe regla en ella que impida que éste deba renunciar a la posibilidad de regular la naturaleza jurídica de las entidades que concurren a cooperar con él en la prestación del servicio público material.

En materia de prohibición de selección, sentenció que el proyecto de ley se hace cargo de ella en los liceos emblemáticos. El régimen legal ofrecido contempla una transición y permite la selección parcial. 

En lo que a la laicidad del Estado refiere, estimó que ella es una consecuencia natural del tipo de servicio público que el Estado presta en el campo de la educación, ya sea directamente o en colaboración con los cooperadores de la prestación del servicio público material. Consideró como grave que a la hora de enunciar los principios de ese sistema nacional educativo no esté la laicidad como principio. 

En otro orden de consideraciones, notó que la educación es un servicio público material respecto del cual el Estado tiene un conjunto de obligaciones. La modelación de esos deberes queda entregada al desarrollo legislativo de los derechos y no a la Constitución Política de la República. Una de las grandes ventajas que tiene entregar la modelación del tipo de deberes que el Estado cumple en materia de derechos sociales a los poderes públicos democráticos radica en que limita una eventual judicialización de las dichas obligaciones positivas.

Por último, concluyó haciendo un llamado a tener una visión abierta hacia la tensión dialéctica entre el derecho a la educación y la libertad de enseñanza. La mirada desde el Estado, desde la sociedad civil y sus organizaciones, la mirada entorno a que el Estado no puede renunciar a seguir tratando la educación como un servicio público material, en donde Estado debe cumplir un rol esencial.

Se deja constancia de que el señor Zúñiga acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

33.- El Abogado y Coordinador de Políticas Públicas del Instituto Libertad y Desarrollo, señor José Francisco García, abordó en su exposición tres materias: el marco constitucional aplicable al proyecto de ley, los aspectos de la iniciativa de ley que merecen reproche constitucional y prevenciones finales. El detalle de cada uno de estos puntos se encuentra precisado en el documento que acompañó a su presentación, pese a lo cual se deja constancia, en términos generales, de sus comentarios.

1.-En cuanto al marco constitucional aplicable:
-Numerales 10 y 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

-Inciso primero del numeral 11 del artículo 19 señala que la libertad de enseñanza incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales. Esos tres elementos son esenciales y, en consecuencia, las normas que vulneren alguno de ellos atentarán en contra de ese derecho.

-Inciso segundo del numeral 11 del artículo 11 aclara que la libertad citada no tiene otras limitaciones que las taxativamente señaladas en él, esto es, las impuestas por la moral, las buenas costumbres, el orden público y la seguridad nacional.

-Inciso cuarto del numeral 11 del artículo 19 consagra el derecho de los padres para escoger el establecimientos educacionales para sus hijos, manifestación del derecho preferente y deber de los padres de educar a sus hijos, consagrado en el inciso tercero del numeral 10 del artículo 19.

-El numeral 10 del artículo 19, en tanto, dispone la obligatoriedad de la educación básica y media, motivo por el cual el Estado debe un sistema gratuito con tal objeto.

-A la perspectiva anterior se suman normas del derecho internacional: Declaración Universal de Derechos Humanos, Convención Americana de Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Convenio para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.

2.-Respecto a los aspectos del proyecto de ley que merecen reproche de inconstitucionalidad:
-Modificación de la naturaleza del sostenedor.

-Condiciones de acceso a la subvención.

-Excepciones discriminatorias en materia de admisión.

-Infracción a la libertad de apertura de establecimientos.

-Otras normas que merecen atención constitucional: norma que modifica el artículo 13 de la Ley General de Educación y aquella que modifica el artículo 45 de dicho texto legal.

3.-En cuanto a las prevenciones finales:
-Proyecto de ley de reforma constitucional contenido en el Boletín N° 4.222-07.

-Problema de la judicialización ex post.

Concluidas las exposiciones anteriormente consignadas, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó, en primer lugar, que el principal objetivo de este proyecto de ley sobre inclusión radica en impedir, en la medida de lo posible, que el nivel socioeconómico de las personas y de las familias sea un impedimento para acceder a una educación de calidad. A mayor abundamiento, explicó que el anhelo de inclusión consistía en que todos tuvieran acceso a una educación de calidad y, en vista de ello, anunció que votaría a favor de la idea de legislar. Con todo, fue enfático en sostener que si la iniciativa de ley en estudio motivaba el cierre de buenos establecimientos educacionales, su transformación en colegios particulares pagados, la discriminación arbitraria en materia de admisión, un aumento insuficiente de la subvención para cubrir la eliminación del copago, un menoscabo patrimonial para los sostenedores educacionales o una ausencia de incentivos para mejorar la infraestructura educacional, la propuesta de ley habría incumplido sus objetivos. En atención a ello, sentenció que la labor de los parlamentarios radicaría en evitar cualquiera de las hipótesis señaladas.

Por otro lado, deteniéndose en la tensión dialéctica entre el derecho a la educación y la libertad de enseñanza, advirtió que existe una perspectiva, por la que se inclina el socialcristianismo, que permite la complementariedad entre ambos derechos fundamentales. En efecto, estimó que la libertad individual no podía entenderse en ausencia de los derechos sociales. Aseguró que esa visión se expresa de manera clara en este proyecto de ley.

Deteniéndose en la exposición realizada por el Abogado y Coordinador de Políticas Públicas del Instituto Libertad y Desarrollo, señor José Francisco García, puso de relieve que la iniciativa de ley dará vida a ocho reglamentos. Al respecto, preguntó si ello era una delegación excesiva y si era necesario precisar algunos de los aspectos encomendados a nivel legal.

En cuanto a la exigencia que las nuevas corporaciones educacionales sin fines de lucro sean propietarias del inmueble educacional, subrayó que dicho requisito podía limitar el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales, motivo por el cual sugirió contemplar un abanico de posibilidades, de manera de permitir los comodatos y los arrendamientos. 

Centrando su atención en materia de fin de la selección, valoró la propuesta de excluir a los liceos emblemáticos y a los artísticos. Sin embargo, solicitó posibilitar, por medio de una norma de carácter general, la selección no arbitraria en colegios deportivos, científicos y bilingües, entre otros, reconociendo así la diversidad de proyectos educativos.

Finalmente, recogiendo los planteamientos de Monseñor Vargas, pidió no limitar la apertura de nuevos colegios sólo a aquellos casos en que no haya vacantes suficientes para la demanda en un determinado territorio.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer lamentó la ausencia del Ministro de Educación en la sesión en curso, por cuanto estimó que ella impedía el diálogo con los expertos y actores sociales. Adicionalmente, sentenció que ello reflejaba que el Ejecutivo no tenía intenciones reales de escuchar.
En otra línea argumental, puso de manifiesto que el Gobierno no ha logrado explicar de qué manera el proyecto de ley mejorará la calidad de la educación impartida, verdadero centro de las preocupaciones de los padres y apoderados.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, destacó que el término del copago, uno de los principales objetivos perseguidos por la propuesta de ley no se cumplirá. Precisando su afirmación, notó que los recursos propuestos por el Gobierno para reemplazar el financiamiento compartido no son suficientes y que habrá que esperar hasta el año 2034 para cumplir la referida promesa. Agregó que en vista a la realidad anterior surge una nueva fuerte inquietud: que la afirmación del Ejecutivo respecto a que posiblemente no habrá cierre de establecimientos particulares subvencionados ni transformaciones en colegios particulares pagados no se cumpla. Sobre el particular, criticó que el Ministerio de Educación no contara con una estimación al respecto y desconociera la realidad de los colegios que subvenciona. Llamó a tener en consideración que entre los establecimientos que han hecho ver la imposibilidad de seguir brindado servicios educativos, se encuentra proyectos de destacada calidad, como el liceo Camilo Henríquez de Temuco y el colegio Francisco Ramírez de la comuna de San Ramón.

En cuanto a la aseveración del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto a que el proyecto de ley buscaba la inclusión, hizo ver que las disposiciones propuestas iban en la dirección contraria, toda vez que excluía a niños provenientes de familias vulnerables y de clase media de la posibilidad de acceder a educación de calidad en colegios con copago alto. Adicionalmente, remarcó, excluirá a niños de sus establecimientos particulares subvencionados que, por las exigencia impuestas, deberán transformarse en colegios particulares pagados o incluso cerrar.

Dirigiéndose a Monseñor Vargas, le solicitó que ahondara en la aseveración que la iniciativa de ley podría privar a todos los sostenedores particulares de espacios que son vitales para el libre y creativo desarrollo y gestión de sus peculiares proyectos educativos. Asimismo, requirió su opinión respecto de la propuesta de señalar taxativamente en la ley los fines educativos a los cuales podrá destinarse la subvención. Por otra parte, le pidió que diera a conocer su opinión respecto a la selección por mérito académico, respecto a las innovaciones en materia de postulación y admisión y respecto a la imposibilidad de los padres de aportar a la educación de sus hijos en tanto el Estado no asegure los dineros suficientes para alcanzar educación de calidad. Finalmente, le solicitó que explicara cómo operan los contratos de arrendamiento en los colegios pertenecientes a congregaciones religiosas y de qué manera la prohibición existente en las disposiciones del proyecto los afectaría.

A los representantes de la Confederación de Padres y Apoderados de Colegios Particulares Subvencionados de Chile, en tanto, les preguntó si los padres veían inconvenientes en educar a sus hijos en establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro y si preferirían que asistieran a colegios que no los persiguen. Además, les consultó si la eliminación de las entrevistas personales afectaría el derecho de los padres a elegir el establecimiento educacional para sus hijos.

Por último, deteniéndose en las intervenciones de los profesores de derecho constitucional, enfatizó que el Estado, hasta el momento, ha modelado la entrega del derecho social, permitiendo a los padres elegir los establecimientos educacionales para sus hijos y subvencionándolos hasta cierto monto, existiendo, en consecuencia, libertad de elección para ellos. Al respecto, consultó si el Estado podía coartar dicha libertad, limitándola sólo a quienes pueden pagar. Sobre el particular, estimó que ello era discriminatorio y que vulneraba un derecho adquirido.
El Honorable Senador señor Allamand, en tanto, lamentó la forma de tramitar la iniciativa de ley, y aseveró que en las circunstancias en las que se legislaba, dicha tramitación estaba lejos de ser efectiva. En efecto, criticó que a altas horas de la noche y de manera expedita se escuchara a dos grandes actores de la educación, los padres y apoderados y los representantes de la Iglesia Católica.

Dirigiéndose a Monseñor Vargas, le preguntó cuál era su visión respecto a la afirmación que el financiamiento compartido es un elemento de segregación, a la luz de la realidad de sus colegios. Por otro lado, le consultó si los procesos de selección podían ser calificados como contrarios a los bienes públicos. Finalmente, preguntó si para preservar un proyecto educativo bastaba con que los padres y apoderados, sin interactuar con los directores de los establecimientos educacionales, firmaran una declaración compartiendo el proyecto educativo o si, por el contrario, en virtud del vínculo confianza, debe haber una interacción entre los actores mencionados.
A los constitucionalistas, por su parte, les preguntó cómo debía expresarse el principio de reserva legal en la iniciativa de ley. Por otro lado, puso de relieve que nuestra Carta Fundamental reconoce no sólo el derecho a abrir y organizar establecimientos educacionales sino también el derecho a mantenerlos. Al respecto, consultó cómo colisionaba ese derecho con las disposiciones de la propuesta legal analizada.

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana dirigiéndose a los expertos en derecho constitucional y en relación con la defensa hecha al financiamiento compartido, les preguntó dónde la Constitución Política de la República consagraba el derecho de los padres a pagar el establecimiento educacional de sus hijos. Asimismo, les solicitó profundizar en los comentarios relativos a la subvención.

Por otro lado, abocándose a la intervención realizada por Monseñor Vargas, coincidió en la crítica respecto a la propuesta de mantener la selección en los liceos emblemáticos. Con todo, discrepó profundamente de la sugerencia que en todos los colegios se asegurara determinados cupos para aquellos alumnos que, salidos de la educación básica, obtengan buenos resultados. Al respecto, le solicitó ahondar en esta propuesta.

En sintonía con el punto anterior, recordó que los estudios advierten que la selección no constituye una buena herramienta, razón por la cual su uso debe postergarse lo más posible. Añadió que incluso los resultados de la prueba de selección académica y la adjudicación de Becas Chile reflejan el nivel socioeconómico de los estudiantes, demostrando que el sistema educativo chileno no es capaz de corregir las desigualdades.

Por su lado, el Honorable Senador señor Rossi, centrando su atención en la crítica de la Honorable Senadora señora Von Baer respecto a que el proyecto de ley no dice relación con la calidad de la educación, fue enfático en sostener que, de acuerdo a diversos estudios, la inclusión es un factor esencial para asegurar su presencia. 

A reglón seguido, sentenció que nuestro país está atrasado en materia de equidad e inclusión, razón por la cual la iniciativa de ley resulta fundamental para posibilitar calidad para todos. En ese marco de ideas, hizo presente que los resultados de la prueba de selección académica reflejan el nivel socioeconómico de los estudiantes. En efecto, notó que, en el año 2013, de los jóvenes provenientes de hogares con ingresos familiares inferiores a $ 288.000, un 50% obtuvo menos de 450, mientras que de aquellos provenientes de hogares con ingresos superiores a $ 1.500.000, sólo el 3% obtuvo menos de ese puntaje. Agregó que lo mismo ocurre si se analiza la adjudicación de Becas Chile, en donde un tercio de ellas las obtienen los estudiantes provenientes de los colegios particulares pagados, que sólo representan el 7% de la matrícula total.

Abocándose al análisis de la exposición realizada por Monseñor Vargas, compartió la aseveración que el sistema educacional requiere mejoras sustanciales, avanzando así en la oferta educacional dirigida a las personas más vulnerables. Sobre el particular, puso de manifiesto que ese era el objetivo central de la propuesta de ley, emparejar la cancha. 

Respecto a la afirmación que el proyecto de ley afectaría los proyectos educativos que funcionan en red, requirió que ahondara en ella. Añadió que de ese así, habría que corregirla para posibilitarlo.

En cuanto a la advertencia que la iniciativa de ley constituye una sobrerregulación, lo que podría llevar a no invertir en el campo de la educación, le solicitó que profundizara en los aspectos que consideraba que se incurría en ella.

Sobre las críticas realizadas la limitación de nuevos establecimientos, coincidió con que la apertura de nuevos establecimientos no sólo puede decir relación con la demanda por matrícula, sino también con la demanda por cierto tipo de proyecto educativo.

En relación con los comentarios referidos a la selección, compartió la idea de no mantenerla en los liceos emblemáticos, toda vez que ella descrema a los alumnos. Agregó que el mismo efecto produce la presencia de lucro, dado que incentiva a abaratar costos y una de las formas de lograrlo es dejar a un lado a los estudiantes vulnerables, que son los más difíciles de educar. Asimismo, destacó que los establecimientos con fines de lucro destinan el doble de los recursos al ítem inmuebles, dineros que podrían destinarse a mejorar la educación de los niños.

Respecto a la idea del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, de posibilitar la selección en los colegios artísticos, deportivos y científicos, entre otros, consideró que lo ideal sería que todos los establecimientos pudieran ofrecer a los niños desarrollo en ámbitos extracurriculares, pero, remarcó que ellos no eran centros de alto rendimiento ni conservatorio, razón por la cual la selección no se justificaba.

En cuanto a la propuesta de extender la formación ciudadana a todo el sistema, estimó que el Estado tiene derecho a establecer cierto tipo de regulaciones que digan relación con el bien común y que dicha formación no dice relación con el origen de los recursos.

Sobre la sugerencia de implementar una política agresiva para impulsar a los sostenedores a adquirir los inmuebles educativos, la compartió.

Finalmente, deteniéndose en los comentarios realizados en cuanto a la expulsión, señaló que dicha medida no resuelve el problema, y, en consecuencia, consideró indispensable conciliar a una adecuada convivencia democrática con la responsabilidad de la sociedad de hacerse cargo de los niños que presentan problemas conductuales y de aprendizaje. Adicionalmente, resaltó que la expulsión constituye una de las herramientas utilizadas por los colegios para seleccionar a sus alumnos.

Dirigiéndose a las representantes de la Confederación de Padres y Apoderados de Colegios Particulares Subvencionados de Chile, discrepó de la aseveración que la ausencia de calidad sea sólo un patrimonio de la educación pública. Al respecto, llamó a analizar los resultados del Simce en cada uno de los establecimientos, según el nivel socioeconómico de los niños.

Por otra parte, disintió de la idea de mantener la selección por mérito académico, toda vez que en un país como el nuestro ella se traduce en seleccionar según el nivel socioeconómico.

En otro orden de consideraciones, les preguntó si no era suficiente que los sostenedores tengan una adecuada remuneración. Puso de manifiesto que en el derecho comparado, el lucro no tiene presencia en educación.

Por último, manifestó no comprender las críticas a la idea de alcanzar gratuidad. Sobre el particular, destacó que el proyecto de ley no plantea poner término al financiamiento compartido en todos los colegios de una sola vez, sino que en la medida que los aportes que el Estado entregue a los establecimientos particulares subvencionados cubra el monto del copago.

Deteniéndose en las exposiciones realizadas por los profesores de derecho constitucional, preguntó a quién corresponde fijar las reglas de la provisión del servicio en un Estado en donde la educación es considerada un derecho social. 

El Honorable Senador señor Navarro, dirigiéndose a Monseñor Vargas, recordó que durante mucho tiempo los colegios pertenecientes a congregaciones religiosas restringieron el acceso de los estudiantes, requiriendo, por ejemplo, vínculo matrimonial entre los padres del estudiante y copago, limitando con ello el derecho de los padres a escoger el establecimiento educacional para sus hijos.

En otro orden de consideraciones, sentenció que las entrevistas personales entre los padres y apoderados no aseguran necesariamente que el colegio cuidará adecuadamente de los hijos.

El Presidente del área de Educación de la Conferencia Episcopal de Chile y Obispo de Temuco, Monseñor Héctor Vargas, a solicitud de los Honorables Senadores señores Quintana y Rossi, ahondó en su propuesta de asegurar, en todo establecimiento educacional, un porcentaje de la matrícula para los alumnos meritorios. Sobre el particular, aseguró que la preocupación de la Conferencia Episcopal radica en aquellos estudiantes que, gracias a su esfuerzo y al de sus familias, logran terminar la educación básica y quieren ingresar a un colegio que les asegure calidad. Estimó de toda justicia brindarles la oportunidad de ingresar al liceo de sus preferencias, reconociendo así que el esfuerzo y el sacrificio realizado son valorados.

En cuanto a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Allamand respecto a si el financiamiento compartido es un elemento de segregación, consideró que la respuesta a ella dependía del establecimiento educativo. Aseveró que en determinadas ocasiones ello puede ocurrir, pero que no era prudente generalizar. A mayor abundamiento, recordó que la legislación vigente exige que los establecimientos con financiamiento compartido deben tener al menos un 15% de alumnos vulnerables a los cuales no les pueden cobrar copago y que existen establecimientos que otorgan becas a los estudiantes prioritarios.

A reglón seguido, recordó que el instrumento analizado nació como consecuencia de que los recursos entregados a título de subvención son insuficientes para proveer educación de calidad. En ese marco de ideas, remarcó que en tanto no se asegure que el monto de la subvención general será suficiente, los padres que pueden hacerlo, están dispuestos a colaborar en la educación de sus hijos. En este punto, resaltó la importancia que el proyecto de ley permita a los padres realizar aportes voluntarios a la educación particular subvencionada.

Centrando su atención en las normas referidas a la postulación y admisión, calificó de insuficiente que los padres se limitaran a suscribir el proyecto educativo, dado que existen algunos que presentan mayores peculiaridades y exigencias. En este sentido, subrayó la necesidad que los padres y apoderados estén de acuerdo y se comprometan a cumplir dichas exigencias. Asimismo, notó que los padres quieren y deben conocer en profundidad el colegio al que postularán a sus hijos y los docentes que los formarán. Agregó que muchas de sus inquietudes y necesidades no las plantearán en una asamblea abierta, motivo por el cual estimó imprescindible dar la oportunidad que exista un encuentro efectivo y con cierta privacidad entre los actores.

Refiriéndose a las disposiciones que el proyecto de ley contempla en materia de expulsión, llamó a tener en consideración, en primer lugar, que ella es una medida excepcional actualmente. En efecto, hizo presente que la expulsión por razones económicas y académicas está prohibida en la legislación vigente. Precisado lo anterior, hizo ver la necesidad de posibilitar la expulsión en determinados casos, como cuando un alumno atenta en contra de la vida o de la integridad física de otro. Indicó que en casos tales no existen posibilidades de recurrir a todas las medidas que exige la iniciativa de ley. Asimismo, pidió dar cabida a aquellos casos en los cuales el alumno y su familia no comparten la forma en que el establecimiento lleva a cabo el proyecto educativo al que adhirió y los valores entregados por el mismo.

En el mismo orden de consideraciones, llamó a precisar la expresión “todas” las acciones, e hizo ver que la exigencia impuesta supondrá mayores gastos para los colegios. 

Profundizando en la aseveración que la iniciativa de ley podría privar a todos los sostenedores particulares de espacios que son vitales para el libre y creativo desarrollo y gestión de sus peculiares proyectos educativos, señaló que cuando existe sobrerregulación, las comunidades educativas tienden a autorregularse de manera extrema, a fin de evitar sanciones, limitando su quehacer. Por lo anterior, solicitó aminorar las exigencias impuestas.

En cuanto a la demanda de posibilitar el funcionamiento de los establecimientos en red, enfatizó que su petición busca facilitarlo en todos los colegios y no sólo en aquellos que pertenecen a congregaciones religiosas. Agregó que ese esquema de funcionamiento posibilita alcanzar mayor eficiencia y ayudas mutuas en materia pedagógica, de capacitación, deportiva, recreativa y cultural.

Complementando la intervención anterior, la Abogada de la Conferencia Episcopal, señora María Isabel Catrillo, se refirió a la propuesta de señalar taxativamente los fines educativos en los cuales se pueden utilizar los dineros recibidos a título de subvención. Sobre el particular, estimó que si la redacción garantiza que los fondos asegurarán el despliegue del derecho a la educación y el proyecto educativo institucional, ella es adecuada, especialmente si posibilita el desarrollo de proyectos educativos diversos. No obstante, sentenció que establecer taxativamente los ítems a los cuales podrían destinarse los dineros recibidos a título de subvención no era la fórmula más adecuada, habida consideración de que la realidad de los establecimientos es dinámica y la legislación debe tener la capacidad de ajustarse a ella, evitando así dejar fuera algunos aspectos. Aclarado lo anterior, sostuvo que la idea esencial era posibilitar el uso de los fondos en todos aquellos gastos consistentes con el proyecto educativo institucional.

Finalmente, hizo ver la importancia de permitir las operaciones con personas relacionadas, en la medida en que ellas fueran reguladas adecuadamente y que la Superintendencia de Educación las fiscalizara.

La Presidenta de la Confederación de Padres y Apoderados de Colegios Particulares Subvencionados de Chile, CONFEPA, señora Erika Muñoz, abocándose a la afirmación del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, relativa a que votaría a favor de la iniciativa de ley en estudio porque tenía la certeza de que el proyecto sería corregido, hizo ver que tal aseveración no daba certeza de que las indicaciones aprobadas perfeccionarán realmente el proyecto.

En cuanto a la pregunta de la Honorable Senadora señora Von Baer referida a si los padres veían inconvenientes en educar a sus hijos en establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro y si preferirían que asistieran a colegios que no los persiguen, destacó que lo que importa realmente a los padres es si la propuesta del proyecto educativo recoge las necesidades de sus hijos y si la educación impartida es de calidad. 

Justificando la demanda que el proyecto de ley permita que existan entrevistas durante el proceso de postulación, subrayó que para los padres es fundamental conocer de cerca y en cierto espacio de intimidad a quiénes estarán a cargo de su mayor tesoro, sus hijos. Adicionalmente, aseveró que sólo una instancia tal permitiría que los directores y docentes conocieran las verdaderas necesidades de sus niños. Apuntó que impedir entrevistas personales, implicaría una discriminación hacia los padres y apoderados.

Refiriéndose a la pregunta del Honorable Senador señor Quintana referida a por qué los padres defiende el derecho a pagar la educación de sus hijos, aclaró que lo que los padres defienden es el derecho a aportar a la educación de sus niños en tanto el Estado no asegure los recursos necesarios para mejorar la calidad de la educación en los colegios que ellos han elegido libremente.

Centrando su atención en los comentarios de quienes llaman a erradicar la selección del modelo educativo, amparados en que dicha medida no tiene cabida en los países que han alcanzado buenos resultados en la prueba Pisa, discrepó de dicha afirmación e indicó que en la mayoría de ellos existen formas de selección. Precisando su aseveración, notó que en Finlandia ella opera a los 16 años de edad.

Respecto a las críticas formuladas por el Honorable Senador señor Rossi en orden a mantener la selección en los colegios que tienen proyectos educativos artísticos y deportivos, por ejemplo, hizo ver que los padres y apoderados que educan a sus hijos en la educación particular subvencionada generalmente no tienen los recursos suficientes para enviar a sus niños a centros de altos rendimiento ni a conservatorios. A la luz de esa realidad, llamó a tener en consideración que establecimientos particulares subvencionados artísticos y deportivos, por mencionar algunos, permiten satisfacer las necesidades de ellos y ampliar sus talentos.

Por otra parte, solicitó que a la hora de legislar se tuviera en consideración que los colegios particulares subvencionados alcanzan mejores resultados que los municipales y que gran parte de ellos dedican sus esfuerzos a alumnos vulnerables. Puntualizó que ejemplo de ello es el Colegio Francisco Ramírez de la comuna de San Ramón y el Liceo Camilo Henríquez de Temuco.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, manifestó que para los padres y apoderados de los establecimientos particulares subvencionados la calidad no se agota en los resultados de las pruebas estandarizadas, ya que abarca también aspectos como la disciplina, seguridad y clima escolar.

En otro orden de consideraciones, lamentó que se aseverara que los establecimientos particulares subvencionados descreman a los estudiantes. Al respecto, puso de relieve que el 54% de los alumnos más vulnerables asisten a ellos. 

Finalmente, deteniéndose en materia de expulsión, disintió de quienes estiman que de no aprobarse las normas propuestas en el proyecto de ley se dejaría abierta la puerta para que los establecimientos expulsaran de manera indiscriminada a sus alumnos. Adicionalmente, remarcó la contradicción entre la afirmación mencionada y aquella relativa a que los sostenedores de establecimientos con fines de lucro sólo buscan a las familias para aumentar sus ganancias.

El Abogado y Académico de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Miguel Ángel Fernández, centrando su atención en la exposición realizada por el señor Zúñiga, discrepó de que existiera una tensión insalvable entre el derecho a la educación y la libertad de enseñanza, y consideró que ambos derechos coexisten de acuerdo a la concepción de bien común que impone nuestra Carta Fundamental.

Por otra parte, estimó que los mecanismos propuestos para la admisión impiden a los padres la posibilidad de involucrarse realmente en el proyecto educativo. En esa lógica, agregó, el contrato de servicios educacionales se presenta simplemente como un contrato, en circunstancia que la Constitución Política de la República apunta a algo más.

Abocándose al análisis del proyecto de ley a la luz del principio de reserva legal, puso de manifiesto que el Tribunal Constitucional ha dispuesto que la potestad reglamentaria ejecuta los preceptos legales y que para que ella pueda ser ejercida por el Presidente de la República sólo debe referirse a detalles, de relevancia secundaria o adjetiva, cercana a situaciones casuísticas o cambiantes, respecto de todas las cuales la generalidad, abstracción, carácter innovador y básico de la ley impiden o vuelven difícil regular. En consecuencia, remarcó, las definiciones sustantivas deben ser materia de ley y no de reglamento como ocurre en la iniciativa de ley. 

A reglón seguido, agregó que dicho tribunal ha sido enfático en que la ley debe contemplar los elementos normativos suficientes en contenido y precisión que respeten el principio de reserva legal, dejando a la potestad reglamentaria el desarrollo pormenorizado y adjetivo de la legislación que se trata de ejecutar.

En cuanto a la observación del Honorable Senador señor Allamand respecto a que la Constitución Política de la República consagra no sólo el derecho de abrir y organizar establecimientos educacionales sino también el de mantenerlos, apuntó que ello implica el derecho a que el proyecto perdure en el tiempo, lo que implica no sólo que el establecimiento no se cierre sino que se otorguen las condiciones para mantener el proyecto educativo. Si el legislador obliga a alterar sustantivamente ese proyecto o sus condiciones de organización, se vulneraría la mantención del mismo.

Centrando su atención en los planteamientos del Honorable Senador señor Quintana, en tanto, señaló, en primer lugar, que el “derecho de los padres a pagar” encuentra su sustento constitucional en el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos.

En segundo lugar, reiteró que las condiciones propuestas en la iniciativa de ley para acceder a las subvenciones parecían excesivas, habida consideración de que dicho aporte es una obligación para el Estado.

Finalmente, abocándose a la pregunta del Honorable Senador señor Rossi sobre a quién corresponde fijar las reglas de la provisión del servicio en un Estado en donde la educación es un derecho social, sentenció que ello era atribución del legislador, de conformidad a las normas constitucionales. Con todo, insistió en que las reglas no podían ser tan excesivas, como las propuestas en la normativa sugerida, para no entrabar el acceso al aporte estatal que redunda en la lesión del derecho a la educación y a la libertad de los padres para elegir el establecimiento educacional para sus hijos.

El Profesor de Derecho Constitucional de la Universidad de Chile, señor Francisco Zúñiga, se detuvo, en primer lugar, en la inquietud planteada por la Honorable Senadora señora Von Baer. Sobre el particular, manifestó que el Estado modela tanto los derechos civiles como sociales, y que la diferencia entre una y otra radica en la intensidad regulatoria del Estado a través de la ley. 

A reglón seguido, aclaró que el que exista una tensión entre el derecho a la educación y la libertad de enseñanza no implica que entre ambos derechos exista una pugna irresoluble. En efecto, notó, esa tensión puede ser compatibilizada, rol que corresponde a los legisladores a la hora de desarrollar dichos derechos fundamentales. 

Aseguró que prueba de la tensión señalada es que la libertad de enseñanza es un derecho fundamental de recepción tardía en los catálogos de derecho de las constituciones históricas, toda vez que su incorporación se hizo en la reforma constitucional de 1874, a requerimiento de los sectores conservadores del país por la alta presencia del Estado en la educación. 

En cuanto a la solicitud del Honorable Senador señor Allamand respecto a qué se entiende por reserva legal, enfatizó que ello era un tema complejo. Añadió que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional da cuenta de cierta elasticidad sobre la materia y que la doctrina, por su parte, distingue entre la reserva absoluta y la reserva relativa. A la luz de lo anterior, remarcó que no existe una respuesta única a la interrogante formulada. Con todo, estimó que el estándar era más alto cuando el Estado regulador utiliza títulos de intervención, pero, notó que tratándose de la modelación de un derecho social no existe en rigor un título de intervención sino una actividad prestacional. Asimismo, comunicó que la doctrina ha sostenido que tratándose del Estado social y de la prestación de bienes públicos, el grado de vinculación a las exigencias de la reserva legal son menos exigentes.

Analizando la expresión constitucional “mantener establecimientos educacionales”, sostuvo que ello se traducía simplemente en el sostenimiento en el tiempo de dichos proyectos. Acotó que ello no da pie a una determinada configuración del establecimiento, de manera que cualquier exigencia del Estado, como las relativas a la subvención, podría implicar una cuasi confiscación.

Respecto a la pregunta del Honorable Senador señor Quintana en cuanto al régimen de subvenciones, enfatizó que en dicha materia existe una amplia y relativa reserva legal, porque ello implica regular cómo los recursos públicos son destinados a fines de servicio público. Por lo tanto, llamó a dejar atrás la visión del contrato de servicio educativo y a acoger una que reconozca que se trata de un servicio público material que el Estado debe hacer.

Adentrándose en la interrogante del Honorable Senador señor Rossi, sentenció que quien fija las reglas respecto de los derechos es el legislador democrático, quien tiene la tarea primordial de desarrollarlos. Sólo de manera indirecta, puntualizó, los tratados internacionales se hacen cargo del desarrollo de los derechos fundamentales.

Por último, subrayó que en la visión de la educación como un servicio público material, es necesario rescatar un sustrato valórico mínimo. En ese contexto, apuntó, debe entenderse que la educación pública es un espacio de socialización de los valores republicanos y no sólo un instrumento de movilidad social. Adujo que la reforma objeto de análisis permitiría al Estado ponerse al día con su deuda con ella.

El Abogado y Coordinador de Políticas Públicas del Instituto Libertad y Desarrollo, señor José Francisco García, se refirió, en primer lugar, al principio de reserva legal. Al respecto, señaló que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional es hoy pragmática y recoge la reserva legal neutra. En este contexto, precisó que las normas reglamentarias sólo pueden pormenorizar los estándares que han sido claramente desarrollados en la ley, e indicó que lo anterior se traduce en que no pueden innovar, establecer obligaciones ni requisitos más gravosos que aquellos que contempla la norma legal. 

Explicó que a la luz de lo anterior, la delegación contemplada en el inciso final del artículo 3° era extrema y podría motivar la alerta del Tribunal Constitucional. Añadió que ejemplos como el descrito se replican en numerosas disposiciones del proyecto de ley. A lo anterior, añadió, se suman múltiples normas de carácter general.

Finalmente, reiteró que la libertad de enseñanza, de acuerdo a nuestra Carta Fundamental y a la jurisprudencia, no tiene otras limitaciones que las impuestas por la moral, las buenas costumbres, el orden público y la seguridad nacional.

El Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional del Ministerio de Educación, señor Andrés Palma, valoró el aporte realizado por la Conferencia Episcopal y aseguró que muchas de las observaciones planteadas por ella serían recogidas en las indicaciones que presentará el Ejecutivo una vez despachado en general el proyecto de ley por la Sala del Senado.

Deteniéndose en los comentarios referidos a la posible eliminación de las entrevistas, aclaró que el proyecto de ley sólo prohíbe la exigencia de entrevistas por parte del establecimiento. Agregó que el Gobierno coincide en que es evidente que los padres quieran interiorizarse respecto al proyecto educativo al que postulan y quieran hacer presentes sus inquietudes, razón por la cual podrán solicitar una entrevista al colegio.

En cuanto al supuesto impedimento de los padres a aportar en la educación de sus hijos, remarcó que ello no era así. En efecto, destacó que la iniciativa de ley permite que los padres y apoderados puedan voluntariamente aportar a ella. Agregó que el impuesto al que queda sujeta la referida donación es el que contempla la legislación actual y, por lo tanto, recalcó que no hay innovación sobre el particular. Acotó que él asciende a 40% del aporte cuando éste supere el 10% de lo que el establecimiento recibe a título de subvención en un periodo de un año.

Por último, centrándose en los comentarios del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, aseguró que las condiciones impuestas por él para votar favorablemente la propuesta de ley serán cumplidas por el Ministerio de Educación.

34.- El Investigador del Instituto de Economía de la Pontificia Universidad Católica de Chile y del Centro Latinoamericano de Políticas Económicas y Sociales, señor Carlos Williamson, celebró el inicio de un debate sobre el diagnóstico de las razones que explican el lento desarrollo que ha tenido nuestro país en educación escolar. Con todo, consideró que la reforma propuesta no lograba aterrizar y convencer de que los temas que trata son los más fundamentales para dar un salto cuántico hacia lo que hoy se reclama: educación inclusiva y de calidad.

Sus principales observaciones en relación con las propuestas de fin a la selección, copago y lucro fueron las que siguen:

1.-En cuanto al fin de la selección:

-Consenso respecto a que cualquier suerte de discriminación es indeseable. Distinto es que se prohíba toda suerte de selección, particularmente aquella que supone valorar el mérito y entregar herramientas eficaces para  una mejor gestión escolar y una mayor personalización de la enseñanza.
-Cuidado con prohibir la selección y “jugar” a la tómbola. Al comparar el desempeño de los alumnos vulnerables o prioritarios con distinta composición de "otros pares", tomando el SIMCE de cuarto básico del 2012, se obtiene que cuando los prioritarios están en minoría, o sea, cuando son entre un 15 a 25% del total de alumnos, el desempeño es 20 puntos superior en el Simce  que cuando están en mayoría, 70 a 80% del total. La hipótesis es que el “efecto par”, al parecer, se desvanece con muchos estudiantes prioritarios. 
-Nada garantiza que una asignación aleatoria sea mejor para los estudiantes vulnerables que una selección “planificada” para lograr un mejor aprendizaje del grupo de estudiantes vulnerables. 
-Armonizar o conjugar las preferencias de los padres con la de los colegios es el objetivo de un proceso de asignación de vacantes entre postulantes. 
-Revisar las medidas que coartan las libertades de los colegios para remover a estudiantes cuyo rendimiento o disciplina o adhesión al proyecto educativo no es el esperado. 
-En los colegios que mantienen el copago, es indispensable eliminar la prohibición de no re-matricular a quienes tengan deudas con el establecimiento. De otro modo, la norma implicará un aumento serio de la morosidad 

2.-En cuanto al fin del copago:
-El copago es un derecho legítimo de los padres de contribuir a la educación de sus hijos.
-Se puede neutralizar el impacto de la capacidad de pago sobre la posibilidad de elección, manteniendo el copago con un adecuado sistema de becas, por medio de la subvención escolar preferencial. 
-De mantenerse la idea de avanzar hacia la gratuidad sin copago, se puede pensar en dejar gratuidad obligatoria hasta el cuarto quintil, extendiendo la SEP preferente 
-Para el último quintil, permitir el copago con el mismo tope de la SEP (en USE y no en UF), el que iría disminuyendo en la misma proporción que aumente la SEP. 
-El proyecto actual no reemplaza peso por peso, porque fija en UF la tabla de descuentos a la subvención (en vez de en USE – Art. 13 transitorio).

3.-En cuanto al fin de lucro:
-El lucro ha sido una herramienta eficaz para atraer a miles de sostenedores que han hecho de la gestión escolar un modo legítimo de ganarse la vida y de hacer una contribución relevante a la educación. 
-Estigmatizar el lucro no solo en la educación sino en otros ámbitos genera en nuestra sociedad la impresión de que el lucro es como "la serpiente que envenena", el "Señor del mal", lo que no solo es una falacia, sino pernicioso; divide en lugar de generar cohesión social.
-Definir qué es, cómo se calcula y cómo varía la “adecuada remuneración” de quienes ejercen funciones de administración de los colegios (art 3 letra i). El lucro acotado.

-Eliminar la prohibición de que estas funciones sean “delegadas en todo o en parte” (Art. 3 letra i) a personas jurídica, ya que impide la administración en redes de colegios, cuya institucionalidad muestra mejores resultados académicos.
-Eliminar que se prohíba hacer traspasos cruzados de dinero entre colegios en red, lo que a veces es muy deseable para atender mejor necesidades insatisfechas. Estos subsidios cruzados son una forma de solidaridad entre colegios con un mismo proyecto educativo institucional.
-Permitir arriendos, incluso con personas relacionadas CFL, pero regular su valor asociado a precios competitivos (el SII tiene la capacidad de hacerlo hoy) y no arriendos de un 11% del avalúo fiscal, que no equivalen a un valor comercial ni tampoco a créditos hipotecarios vigentes. 
-Eliminar el concepto de que el arriendo debe ser proporcional a los “ingresos del establecimiento”;  no se puede llegar a un arriendo basado en los ingresos o capacidad de pago; pueden estar completamente desalineados.
-Potencial compra de colegios por parte del Estado a 1,7 veces avalúo fiscal no corresponde necesariamente a valores comerciales (Art. 8º transitorio)

Por último, el señor Williamson realizó, adicionalmente, las siguientes sugerencias:

-Cambiar el listado de fines educacionales “permitidos” (art. 3º) por un esquema donde todo esté permitido salvo prohibiciones expresas. El listado taxativo impone trabas a la libertad de los proyectos educativos, y deja abierto el espacio a discrecionalidades sobre cómo utilizar los fondos.
-Eliminar la exigencia que las ATEs deban ser sin fines de lucro, y que su contratación deba ser por licitación. La idea es fiscalizar más a las ATEs, pero no entorpecer su funcionamiento. 
-Eliminar el artículo 23 transitorio, que impide a los sostenedores o a personas relacionadas tener una ATE que preste servicios a los establecimientos.
-Revisar las restricciones a la libertad para crear nuevos colegios, ya que ello atenta en contra de la libertad de enseñanza. 
Se deja constancia de que el señor Williamson acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

35.- El Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresas de la Universidad Diego Portales, señor Gregory Elacqua, hizo presente, en primer lugar, que la discusión del proyecto de ley se ha centrado en sus detalles, olvidándose muchas veces que lo que lo sustenta es que nuestro sistema educativo es de baja calidad y altamente inequitativo.

Precisado lo anterior, valoró que el Gobierno iniciara la reforma al sistema educativo con este proyecto de ley, pues consideró que él apuntaba a las raíces del sistema mixto chileno. Adicionalmente, estimó que él era fundamental para que el proyecto de carrera docente y el de fortalecimiento de la educación pública tuvieran real impacto.

Sus principales comentarios respecto al lucro, financiamiento compartido y selección fueron los que a continuación se señalan:

1.-En cuanto al lucro:
-Chile y Suecia son los dos únicos países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico en donde es posible el lucro con recursos públicos en materia educativa. Desde que dicho elemento se incluyó en el sistema educacional de este último país, los resultados académicos han disminuido.

-Las promesas del lucro consisten en que habrá mayor calidad, más eficiencia, más innovación y mayor diversidad de proyectos educativos. En cuanto a la calidad, la evidencia demuestra que controlando por nivel socioeconómico, los resultados de los establecimientos con fines de lucro no son mejores que los de los establecimientos municipales. En cuanto a la eficiencia, la evidencia demuestra que los colegios con fines de lucro gastan menos en insumos. Respecto a la innovación, la evidencia demuestra que ella es poca. En cuanto a la diversidad, la evidencia advierte que los proyectos educativos son similares a los públicos. En definitiva, la promesa no se ha cumplido.

2.-En cuanto al financiamiento compartido:
-En ningún país de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico existe copago obligatorio. 

-Las promesas del financiamiento compartido consisten en que su presencia hará que los padres sean más exigentes como consumidores y más responsables. La evidencia demuestra que la calidad de los establecimientos con copago es similar a la de los gratuitos, con todo aquellos colegios con financiamiento compartido alto logran mejores resultados. Asimismo, la evidencia advierte que su presencia exacerba la segregación y que genera inequidad en el gasto.

3.-En cuanto a la selección:
A-En educación básica:

-La selección atenta en contra del derecho de las familias a elegir. 2/3 de los colegios particulares subvencionados exigen examen de admisión, entrevista o certificado de bautismo o de matrimonio.

-Perjudica la calidad de la enseñanza. En general, los establecimientos particulares subvencionados en lugar de mejorar los procesos de enseñanza, ponen sus fuerzas en la selección, porque así será más fácil educar a sus alumnos.

-Atenta en contra de la equidad y de la integración social.

B.-En educación media:

-La pregunta consiste en determinar bajo qué condiciones la selección promueve el esfuerzo y premia el mérito en lugar de discriminar por origen.

-En países con alta inequidad, la selección es discriminatoria y no mejora la calidad. En países con alta equidad, por el contrario, ella podría acercarse a una selección por mérito. En Chile no sería confiable tener selección en educación media.

Por otra parte, el señor Elacqua formuló algunos comentarios en relación con el sistema de admisión propuesto en el proyecto de ley, los que se consignan a continuación:

-El sistema de postulación y admisión propuesto constituye un avance importante en comparación con lo que contempla la Ley General de Educación. Con todo, un sistema centralizado sería lo ideal y promovería la libertad de elegir, la calidad y la inclusión.

-Se debiera avanzar gradualmente hacia un sistema centralizado porque supone mayor eficiencia y equidad.

Se deja constancia de que el señor Elacqua acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Allamand advirtió que los estudios acompañados por el señor Elacqua sostienen que los establecimientos con fines de lucro tienen iguales resultados que los establecimientos municipales controlando por nivel socioeconómico, mientras que aquellos presentados por el señor Williamson dan cuenta de que los primeros obtienen mejores resultados que los segundos. Al respecto, notó que pese a las diferencias entre ellos, queda claramente establecido que los colegios particulares subvencionados no son de peor calidad que los públicos, y solicitó a los expositores ahondar en esa realidad. 

Continuando con el análisis de los datos proporcionados, acotó que el escenario presentado llama a preguntarse por qué sería necesario transformar 4.000 establecimientos.

Por otro lado, se detuvo en materia de financiamiento compartido. Sobre el particular, resaltó que los estudios acompañados por la señora Mizala en una sesión anterior relevan que cuando el monto del copago es superior a $ 8.000, existen mejoras significativas en el rendimiento de los establecimientos particulares subvencionados. En este punto, preguntó a los invitados si los colegios subvencionados con copago tienen mejores resultados que públicos.

Deteniéndose en materia de selección, consultó si la no selección podría producir efectos negativos para los alumnos más vulnerables. Al respecto, recordó que el destacado académico de la Universidad de Chile y de la Universidad Diego Portales, señor Arturo Fontaine, sostuvo en una sesión anterior que era probable que ello ocurriera.

Siguiendo con el desarrollo del punto anterior, hizo presente que en Finlandia, el 20% de los alumnos de un curso, porcentaje correspondiente a aquellos que alcanzan peores resultados, son atendidos por profesores especializados. Agregó que a ello se suma que el 6% de los alumnos tienen cursos especializados. 

Finalmente, preguntó si los establecimientos con fines de lucro que atienden niveles socioeconómicos bajos y que alcanzan buenos resultados merecían en tratamiento especial en la iniciativa de ley.

Por su lado, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso de relieve que muchos expertos han advertido que los establecimientos que funcionan en red obtienen mejores resultados que los demás. Al respecto, consideró esencial permitir dicho funcionamiento y adoptar las medidas permitentes para ello, entre ellas, permitir el arriendo entre personas relacionadas, proporcionando una adecuada regulación.

Por otro lado, resaltó que muchos de los invitados han coincidido en el efecto social integrador de la educación particular subvencionada, gracias a herramientas como la subvención escolar preferencial. Al respecto, notó la necesidad de fortalecer esa línea.

Deteniéndose en materia de selección, consideró que ella debía prohibirse sólo en cuanto fuera una discriminación arbitraria, una selección por nivel socioeconómico o si ella tenía lugar en la educación básica. A mayor abundamiento, estimó que ella no debía impedirse en aquellos casos en que se justificaba por las características del proyecto educativo, como por ejemplo, cuando se trataba de colegios artísticos, científicos o deportivos. Asimismo, planteó que no debía limitarse la selección por mérito académico. En relación con las excepciones propuestas, pidió que los expositores dieran a conocer su opinión.

A su turno, el Honorable Senador señor Navarro destacó que gran parte de los expertos coinciden en que el nivel socioeconómico y cultural de las familias determina los resultados obtenidos por los alumnos, dando cuenta de que el problema no sólo radica en el sistema educativo sino en la segregación que existe en nuestra sociedad y de que los proyectos educativos no generan valor agregado en los estudiantes. Respecto de este punto, preguntó a los expositores qué injerencia tenía en ello la decisión de municipalizar la educación pública y el modelo neoliberal, y por qué las falencias del modelo educacional fueron por tan largo tiempo ignoradas.

En otro orden de consideraciones, notó la contradicción existente entre las demandas de los alumnos, que aspiran a una educación gratuita, y la de los padres, que defienden el derecho a pagar la educación de sus hijos.

Centrando su atención en materia de no selección, subrayó que ella sobrepasa a los liceos emblemáticos que representan sólo el 0,3% de la matrícula. En esta materia, consideró imprescindible erradicarla, de manera de impedir la discriminación de los más desventajados.
En cuanto al lucro, resaltó que los efectos perversos de su presencia y su nula incidencia en calidad quedan claramente demostrados en los estudios de nuestro sistema educacional y en aquellos de Suecia a partir de 1990, año que se dicho país posibilitó el lucro con recursos públicos y a partir del cual sus resultados han disminuido considerablemente.

El Honorable Senador señor Rossi, en tanto, destacó que la mayoría de los expertos recibidos en audiencia durante la discusión en general del proyecto de ley en estudio han coincidido en la necesidad de reformar el sistema educacional chileno, toda vez que se comparte que éste presenta serios problemas de calidad, de inclusión y de equidad. Agregó que este último problema lleva a que la educación impartida no permita generar igualdad de oportunidades para todos los niños y niñas independientemente de su nivel socioeconómico. A mayor abundamiento, recordó que el objetivo de la educación consiste en posibilitar el desarrollo de todas las potencialidades del ser humano.

Aclaró que la reforma objeto de análisis no apuntaba a refundar el modelo educativo, sino restaurar el sistema de provisión mixta que ha existido tradicionalmente en nuestro país. Indicó que para ello se propone eliminar el lucro, el copago y la selección, factores que han permitido la presencia del mercado en la educación chilena, haciendo de nuestro modelo una excepción respecto a los demás países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico. En el mismo sentido, notó que en los sistemas educacionales exitosos del mundo, los elementos mencionados no tienen cabida.

En otro orden de consideraciones, coincidiendo con los planteamientos del señor Elacqua, estimó que la decisión de iniciar la reforma al sistema educativo por medio de esta iniciativa de ley era la adecuada. En efecto, aseguró que su transformación en ley posibilitaría cambiar las reglas del juego del sistema.

Deteniéndose en la exposición realizada por el señor Williamson, manifestó su asombro respecto a los datos que indican que los colegios con fines de lucro obtienen mejores resultados que los establecimientos municipales. Al respecto, hizo presente que estudios proporcionados por otros invitados han advertido que desagregando por nivel socioeconómico, los colegios públicos obtienen mejores resultados que los particulares subvencionados a la hora de educar niños de bajo nivel socioeconómico.

Por otra parte, se centró en los comentarios del señor Williamson respecto a que el sistema particular subvencionado se caracteriza por su heterogeneidad, toda vez que recibe un alto porcentaje de niños vulnerables. Puntualizó que si bien dicha afirmación era acertada si se analizaba el conjunto de los establecimientos que lo conforman, no lo era si se examinaba cada uno de ellos. De hecho, subrayó, la realidad al interior de ellos es bastante homogénea. 

Continuando con su exposición, puso de relieve que en el modelo existente, los resultados de los estudiantes reflejan su nivel socioeconómico, lo que significa que los establecimientos públicos, particulares subvencionados y los privados no son capaces de generar valor agregado. Añadió que en este sistema, la selección, el lucro y el copago generan incentivos para que los establecimientos prefieran a los alumnos más fáciles de educar y descremen a los más vulnerables.

En cuanto a la propuesta de mantener la selección en los liceos emblemáticos, discrepó de tal decisión y resaltó que la mayoría de los estudiantes que asisten a ellos no provienen de los sectores más vulnerables de la población, sino del cuarto y quinto quintil de ingresos. Remarcó que la realidad anterior pondría en duda la calidad de dichos proyectos educativos, toda vez que los resultados podrían deberse al mayor nivel de ingresos de sus familias en comparación con el de los demás niños que asisten a la educación pública.

En sintonía con el punto anterior, disintió de la idea de algunos legisladores de permitir la selección por mérito académico en un país tan desigual como el nuestro, en donde los resultados sólo reflejan el origen socioeconómico de los estudiantes y no sus esfuerzos y el de sus familias. Reforzando su decisión, informó que en países exitosos en educación, como Finlandia, la selección se posterga hasta los 16 años.

Enseguida, el Honorable Senador señor Montes, deteniéndose en la intervención del Honorable Senador señor Navarro, hizo presente que Suecia, luego de la crisis que originó el lucro con recursos públicos en materia educacional, terminó con su presencia en todas las dimensiones relacionadas con el bienestar.

Dirigiéndose a los expositores, les preguntó qué implicancia tendría el término del financiamiento compartido en la educación pública. Al respecto, aseguró que ella en tres años, plazo que contempla el proyecto de ley para terminar con el copago, no habrá alcanzado el nivel de competitividad que requiere el sistema.

Por otra parte, solicitó al señor Elacqua información separada entre los establecimientos particulares subvencionados anteriores y posteriores al año 1981. Sobre el particular, llamó a diferenciar entre los colegios históricos y los creados en el marco de este nuevo modelo educativo en términos de calidad y de integración.

Centrando su atención en materia de selección, consideró esencial ponerle fin en el campo de la educación. Con todo, aseguró no tener claro el proceso para terminar con ella, mas estimó que para alcanzar dicho objetivo el énfasis debía estar en la educación parvularia.

En sintonía con el punto anterior, fue enfático en sostener que la integración real no se alcanzaría en tanto la educación pública no fuera atractiva para los sectores medios de la sociedad. En ese orden de ideas, preguntó a los expositores qué posibilidades tienen ellos.

Siguiendo con el desarrollo de sus planteamientos, destacó que la educación más segregada del país era la técnico profesional, razón por la cual llamó a adoptar medidas en ella.

Finalmente, solicitó tener en cuenta que la diversidad de proyectos educativos no es sólo patrimonio de la educación particular subvencionada sino también de la educación municipal, y solicitó a los expositores dar a conocer su opinión sobre el particular.

El Investigador del Instituto de Economía de la Pontificia Universidad Católica de Chile y del Centro Latinoamericano de Políticas Económicas y Sociales, señor Carlos Williamson, se detuvo, en primer lugar, en el llamado formulado por el Honorable Senador señor Allamand. Al respecto, precisó que las discrepancias en las mediciones obedecían a que el estudio del señor Elacqua se centraba en cuánto mejor lo hacían los establecimientos particulares subvencionados respecto a los establecimientos municipales, tomando como base para ello los datos de las pruebas Simce entre los años 2002 y 2006, mientras que el suyo utilizaba los resultados del Simce el año 2012 en educación básica y media. Por otro lado, agregó que el control por nivel socioeconómico se realizaba de manera distinta en uno y otro caso. 

Continuando con el desarrollo del punto anterior anterior, advirtió que el señor Elacqua señala que, a partir de estudios realizados en la década del 2000, los colegios particulares subvencionados logran una pequeña diferencia por sobre los establecimientos municipales. Añadió que, por el contrario, él, a partir de sus estudios, concluye que la diferencia es significativa, más aún cuando se comparan alumnos prioritarios.

Por otro lado, llamó a tener en consideración que un importante porcentaje de niños vulnerables asiste a la educación particular subvencionada, y que dicho sector se caracteriza por su heterogeneidad de resultados, al igual como ocurre en el caso de los establecimientos públicos y privados. Asimismo, solicitó tener en cuenta que existen muchos colegios con fines de lucro que alcanzan buenos resultados académicos, motivo por el cual estimó imprescindible asegurar su permanencia en el sistema.

Centrando su atención en los colegios que funcionan en red, aseguró que esa modalidad de funcionamiento permite transferir buenas prácticas educativas entre los colegios, elevando las capacidades docentes y los resultados. Añadió que su presencia permite alcanzar buenos modelos educativos a partir de un mismo proyecto educativo institucional.

Continuando con las respuestas a las preguntas formuladas por el Honorable Senador señor Allamand, sostuvo que una distribución aleatoria de los estudiantes podría limitar la capacidad de los colegios de combinarlos adecuadamente, afectando con ello a los alumnos más vulnerables. A mayor abundamiento, reiteró que cuando los alumnos prioritarios están en minoría (entre el 15 y el 25%), el desempeño es 20 puntos superior en el Simce que cuando son mayoría (70 a 80%).

En el mismo orden de consideraciones, llamó a analizar si el sistema de postulación descentralizada propuesto en el proyecto de ley era el adecuado. Sobre el particular, notó que en la mayoría de los países que siguen el sistema de “tómbola”, el método de postulación es centralizado. Asimismo, estimó que el lugar de residencia de las familias debía ser un factor que la iniciativa de ley debía tener en cuenta a la hora de regular la postulación y admisión.

Adentrándose en la intervención del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió en que la educación particular subvencionada jugaba un rol social de integración. En efecto, insistió que un alto porcentaje de estudiantes vulnerables asisten a ella, incluso a aquellos que persiguen fines de lucro, gracias a la ley de subvención escolar preferencial.

Finalmente, hizo ver la necesidad de realizar los cambios con cautela, toda vez que el sector particular subvencionado atiende a 1.800 niños y niñas, y podría ponerse en riesgo la permanencia de algunos de los colegios que ella agrupa.

El Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresas de la Universidad Diego Portales, señor Gregory Elacqua, por su parte, deteniéndose en el llamo del Honorable Senador señor Allamand a clarificar la diferencia de resultados entre los estudios, puso de manifiesto que aquellos realizados en Chile siempre tienen un problema de sesgo de selección. Aclarando sus planteamientos, indicó que resulta imposible controlar por factores como motivación de la familia, que podrían influir en los resultados. Con todo, fue enfático en sostener que las diferencias entre los resultados de los establecimientos eran sólo marginales. 

Destacó que si la evidencia presentada demuestra que el lucro no genera un valor agregado, nada justificaría mantener su presencia en el sistema. No obstante, compartió la afirmación que existen colegios con fines de lucro que alcanzan buenos resultados académicos y agregó que para los 500 establecimientos que se encuentran en esa situación es indispensable buscar fórmulas que aseguren su permanencia en el sistema, resguardando que no persigan fines de lucro.

Respecto a los establecimientos que funcionan en red, puso de manifiesto que los estudios advierten que ellos alcanzan mejores resultados. Asimismo, acotó que el 80% de los colegios sin fines de lucro funcionan de esta manera, mientras que en el caso de los con fines de lucro el porcentaje disminuye a 20%. Añadió que muchos de estos últimos pertenecen a segunda generación de sostenedores y ofrecen un servicio educacional mejor que los demás colegios que persiguen fines de lucro. Sin embargo, subrayó que parte de esos buenos resultados podían deberse a la selección realizada y no al valor agregado de dichos colegios. Además, agregó, no se puede saber con precisión si ello se debe al efecto red propiamente tal o a que un buen sostenedor logró ampliar las redes de un buen colegio.

En cuanto a la afirmación del Honorable Senador señor Allamand relativa a que el financiamiento compartido logra efectos a partir de los $ 8.000, destacó que ello podía deberse, una vez más, a la motivación de los padres en ayudar a sus hijos, factor que no puede observarse en los estudios. Además, hizo ver que las diferencias no eran sustantivas.

Refiriéndose a las inquietudes manifestadas por el Honorable Senador señor Allamand en materia de selección, aseveró que en un país tan desigual y caracterizado por la inequidad y la segregación como el nuestro, la selección sólo se traduce en discriminar por origen socioeconómico y no por el esfuerzo o mérito de los estudiantes y sus familias.

Adentrándose en las observaciones realizadas por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en materia de selección, estimó que la selección en relación con el proyecto educativo no podía tener cabida. Argumentando su afirmación, resaltó que debe asegurarse que sean los padres quienes elijan el establecimiento educacional para sus hijos y no a la inversa. Indicó que para asegurar lo anterior, deben maximizarse las posibilidades de elección de las familias y caminar hacia un sistema de postulación centralizado.

En relación con este último comentario, el Honorable Senador señor Allamand consultó al señor Elacqua si era suficiente la mera adhesión de los padres al proyecto educativo. Al respecto, hizo ver que podían presentarse casos en que las familias postularan a sus hijos a colegios religiosos sin estar dispuestos realmente a comprometerse con los valores y principios de ellos.

Al respecto, el Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresas de la Universidad Diego Portales aseveró que la mera adhesión al proyecto educativo no debiera ser un problema, en la medida en que las familias compartan los valores del mismo. Adicionalmente, estimó que ninguna familia postularía a un colegio sin estar de acuerdo con los objetivos perseguidos por el establecimiento.
Continuando con el análisis de los comentarios del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto a la selección, discrepó también de la posibilidad de mantener en el proyecto de ley la selección por mérito académico. Sobre el particular, consideró que ella sólo reflejaría el esfuerzo de los estudiantes si el sistema educativo fuera relativamente equitativo, permitiéndoles así enfrentarse a ella en igualdad de oportunidades.

El Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional del Ministerio de Educación, señor Andrés Palma, en relación con la inquietud manifestada por el Honorable Senador señor Allamand, recientemente consignada, hizo presente que la normativa propuesta establece que los padres o apoderados deben manifestar su adhesión al proyecto educativo sin importar si postularon directamente en el establecimiento o lo hicieron de manera remota. Agregó que para que los padres conozcan los objetivos perseguidos por el colegio al que postulan a sus hijos, éste deberá poner a disposición los elementos esenciales del mismo.

Por otra parte, fue enfático en sostener que la selección aleatoria sólo operará en aquellos establecimientos en que el número de vacantes sea inferior al de postulante. En este punto, precisó que dicho mecanismo sólo involucraría a quienes hubieren postulado a ese colegio.

En otro orden de consideraciones, ahondó en los comentarios del Honorable Senador señor Rossi respecto de la selección en los liceos emblemáticos. Al respecto, remarcó que en el caso del Instituto Nacional, la mayoría de los estudiantes provienen de familias pertenecientes al 4° y 5° nivel de ingresos, y puntualizó que ello se debía en gran parte a que el sistema de acceso supone una prueba de conocimientos. Notó que a fin de evitar que se repliquen situaciones como la descrita, la propuesta de ley sugiere que la selección sólo se realice entre los alumnos más meritorios de los establecimientos y no suponga la aplicación de test. Sobre el particular, señaló que si bien el rendimiento de los alumnos se relaciona con el nivel socioeconómico de ellos, ella es menor que aquella que nace de la aplicación de pruebas de conocimiento.

Por último, afirmó que el proyecto de ley contempla la posibilidad que los establecimientos educacionales funcionen en red.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó al señor Elacqua si tenía datos respecto de la cantidad de establecimientos que seleccionan a lo largo del país.

La Honorable Senadora señora Von Baer puso de manifiesto que el proyecto de ley podría conllevar el cierre de establecimientos que alcanzan buenos resultados académicos, como el Liceo Camilo Henríquez de la ciudad de Temuco, colegio que persigue fines de lucro y que funciona en red. Hizo ver que consecuencias como la señalada serían perjudiciales para el país y pondrían en riesgo la educación de calidad que reciben muchos niños y niñas.

Refiriéndose a la selección en relación con el proyecto educativo, estimó que la redacción de la iniciativa de ley impedía que el colegio tuviera la certeza de que los padres que postulan a él lo comparten realmente. En efecto, destacó que la propuesta de ley sólo exigía una adhesión a él. Apuntó que a lo anterior se suma que una vez ingresado el alumno al establecimiento, éste contará con pocas herramientas para asegurar que el proyecto educativo fuera respetado. Al respecto, recordó que la normativa sugerida limitaba las posibilidades de expulsión, incluso en casos graves. Así, enfatizó, no existirán en la nueva legislación normas mínimas que posibiliten una congruencia entre el proyecto educativo y las familias.

Finalmente, respecto a la decisión de mantener la selección en los liceos emblemáticos, subrayó que ella podría generar el mismo efecto que produce el ranking de notas, motivando con ello a los estudiantes a emigrar a colegios de menor calidad para quedar incluidos entre el 20% de aquellos con mejores resultados.

El Investigador del Instituto de Economía de la Pontificia Universidad Católica de Chile y del Centro Latinoamericano de Políticas Económicas y Sociales, señor Carlos Williamson, destacó que el proyecto de ley, en los términos propuestos, no exige adhesión real de los padres a él. A mayor abundamiento, sostuvo que para asegurar ello era indispensable dar espacio a las entrevistas de los apoderados antes de la matrícula. Adicionalmente, recalcó que la situación es aún más grave si se tiene en consideración que la propuesta legal impide al colegio contar con las herramientas necesarias para separar a aquellos estudiantes que no se alinean con él, impidiendo así mantenerlo.

El Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresas de la Universidad Diego Portales, señor Gregory Elacqua, siguiendo con el desarrollo del punto anterior, estimó que mecanismos para evitar situaciones como la descrita por el señor Williamson consistirían en que los colegios realizan ferias para difundir sus proyectos educativos, que el Ministerio de Educación contara con un portal para poner la información a disposición de los padres o que se realizaran visitas a las escuelas. Con todo, insistió en que la postulación debía ser ciega, asegurando con ello que sean los padres quienes elijan el establecimiento para sus hijos y no a la inversa.

Por otra parte, estimó que lo ideal sería dar vida a un sistema en donde la selección no tenga cabida, habida consideración de las desigualdades e inequidades presentes en nuestro país. No obstante, indicó que en casos excepcionales, en los cuales se requiere una habilidad específica, ella podría acogerse. Así, precisó, podría abrírsele la puerta tratándose de colegios artísticos, musicales o bilingües.

En cuanto a la selección en los liceos emblemáticos, insistió en que lo óptimo sería que ella no existiera. Con todo, aseguró que el mecanismo de las notas propuesto en el proyecto de ley era preferible al de pruebas existentes en la actualidad, dado que la correlación con el nivel socioeconómico es menor.


36.- La Profesora Emérito de la Facultad de Educación de la Universidad de Chile y Premio Nacional de Ciencias de la Educación 2011, señora Erika Himmel, en primer término se refirió a la calidad, respecto de lo cual indicó que ella actualmente se fija en los resultados de pruebas como el Simce que son el resultado parcial de un proceso educativo que aún no termina y sólo reflejan lo que los alumnos aprendieron cognitivamente y no lo social ni afectivo, de donde resultan ser instrumentos pobres si sólo se basan en lo antes dicho.

Dicho esto, hizo presente que desde su perspectiva la calidad depende muy fuertemente de las condiciones, insumos, recursos, infraestructura de la escuela, el currículo (que no se ha evaluado hace bastantes años), materiales y la formación de los profesores.

Sobre este último punto en particular, hizo presente que el plan maestro da una amplia reseña, pero no sólo se debe considerar dicha formación, sino que además se trata de su reconocimiento y prestigio social. Agregó que en su opinión, la formación de profesores atraviesa por un período bastante crítico, pues se están formando profesores en un periodo de cuatro años, en circunstancias que en dicho período es complejo formarlos aun en asignaturas muy específicas como es por ejemplo: la lectura inicial.

Al respecto agregó que no se ha pensado en la formación parcializada de profesores ( salvo algunas excepciones), es decir, profesores que sean capaces de atender desde pre-kínder hasta tercero básico y después de ello, profesores especialistas en la menos dos o tres asignaturas que tengan un buen conocimiento tanto de los contenidos, como también de las estrategias pedagógicas.

En este sentido, dijo que con la fórmula anterior se gana en que la transición de los niños desde el jardín infantil a la educación general básica se hace más fluida, pues actualmente hay muchos niños que sufren todo tipo de trastornos en dicha transición.

En este contexto, destacó que la otra transición a la que debe atenderse es la que se produce desde la enseñanza básica a la media que tampoco está meridianamente clara, que es lo mismo que ocurre con los currículos escolares.

Respecto del tiempo destinado a la oportunidad del proceso de enseñanza y aprendizaje, señaló que tanto en Chile como en el extranjero existen innumerables estudios que muestran que el tiempo destinado es muy atractivo en el papel, pero en la práctica el tiempo útil para el proceso antes indicado es mínimo (en una hora sólo 25 minutos se destinan a dicho proceso). 

Agregó que también está altamente demostrado por la investigación que la inclusión favorece a todos los niños, tanto a los que tienen como aquéllos que no tienen problemas pues aprenden una convivencia y un respeto hacia el otro.

Insistió en el hecho que un profesor formado en cuatro años no sabe de trastornos de lenguaje o conductuales pues en el tiempo señalado además de las ocho asignaturas que debe cursar, no puede aprender especializaciones que son propias de otros profesionales (como por ejemplo: psicólogos), de donde se deduce que este profesional especializado debe estar en el colegio.

Luego, respecto del proceso educativo destacó que éste se ve influenciado por lo que ocurre en el aula, pues el clima y el entorno escolar en la sala de clase es muy importante sobre todo cuando existe respeto mutuo, deseo de aprender, evaluación del quehacer del profesor, el monitoreo y la supervisión. En este contexto indicó que especial relevancia tiene la gestión escolar y el apoyo de la comunidad. 

Dicho esto, señaló que se ha discutido si es o no legítimo aplicar pruebas de selección para el ingreso a las universidades, lo que en su opinión es legítimo y en la mayoría de los países ello se realiza. 

En otro tema, indicó respecto de los formadores de los profesores, que en específico los convenios de desempeño podrían permitir la contratación de nuevos profesores, y sostuvo que como el nivel de investigación que se hacía era relativamente poca, ha ocurrido que se ha centrado la contratación en profesionales de otras disciplinas, pero que sin embargo, nunca han tenido la experiencia real de estar un año en una sala de clases con alumnos que tienen distintas necesidades, de modo que desde su punto de vista ello marca toda la diferencia al tratar de formar profesores que hayan visto buenos modelos.

Finalmente dijo que existe la necesidad imperiosa de alineación entre padres y escuela, es decir, que para tener padres participativos los colegios debieran ofrecer en jornadas compatibles con las jornadas laborales, una completación de los estudios, de modo de formar a los padres pero con programas atractivos que los inviten a apoyar a sus hijos, lo que en su opinión contribuiría sin duda a la inclusión.  

37.- El Doctor en Economía e Investigador del Centro de Investigación Avanzada en Educación de la Universidad de Chile, señor Juan Pablo Valenzuela, indicó que en su opinión, las transiciones para los objetivos que tiene la iniciativa pueden ser diferenciadas (buen ejemplo es la del término del FC), en el caso del fin al lucro dijo que es relevante modificar las condiciones para nuevos establecimientos (aplicables de inmediato) y resolver adecuadamente para los incumbentes para asegurar la continuidad de la oferta educativa actual que es el principal temor entre las familias, aunque éstas mayoritariamente se han mostrado en contra del lucro en el sistema educacional.

Dicho esto, destacó que en la experiencia comparada, el cobro obligatorio a las familias es casi inexistente (no existe en sistemas con subsidio a la demanda), además que destacó que los colaboradores del Estado en educación (particular subvencionada) son mayoritariamente sin fines de lucro (Suecia y Estados Unidos son una excepción, pero ambos con baja cobertura de educación privada).
En el caso de provisión privada con fines de lucro, recalcó que era inconsistente con maximizar “calidad”, y que también se observaba en ella la dificultad en el logro de diversas políticas públicas,  al tiempo que pueden poner en riesgo incluso el aseguramiento de la cobertura escolar (ejemplo actual en Suecia y actual tensión en Chile).

Agregó que es necesaria una mayor diversidad en políticas de selección en educación media a través de múltiples mecanismos de selección, a modo de ejemplo señaló las siguientes: por barrio (al ingreso); por tipos de establecimientos en niveles escolares; por cursos al interior del colegio y por asignaturas entre los cursos.
No obstante lo dicho, recalcó que la evidencia es contundente en el sentido que la selección no mejora la calidad e incrementa la inequidad en las oportunidades educativas.

Refiriéndose al tema de la selectividad, resaltó que los colegios chilenos tienen prohibida la selección de estudiantes por atributos académicos y sociales (al menos hasta 6º básico) , pero sin embargo hizo presente que la normativa no se cumple 
Sobre el Financiamiento Compartido (legal), indicó que le parece que es inconsistente con dicha normativa (conlleva selectividad de las familias en función de su capacidad de pago), además que agregó que las Familias se autoseleccionan por FC.

Enseguida señaló que en el año 2007  encontramos que la alta segregación social de las escuelas chilenas (a nivel de comunal) estaba estrechamente correlacionada con la cobertura del financiamiento compartido, también con la matrícula de los particulares pagados, pero también con la provisión privada en general. Agregó que estos atributos eran tan relevantes como la segregación residencial.
Siempre en materia de segregación escolar, hizo presente que la evidencia sobre los efectos de la misma es cada vez más poderosa, en el sentido que limita las oportunidades y el desempeño educativo; existen mayores tasas de rotación de profesores; grupos de pares con menos calificaciones (la concentración de estudiantes vulnerables afecta mucho más las oportunidades educativas que la condición individual de la pobreza), e inadecuados materiales y recursos para el aprendizaje.
Asimismo, señaló que la tasa de repitencia, la tasa de expulsión y los problemas de disciplina escolar, son mucho más altas en escuelas segregadas y vulnerables que entre las más ricas así como también los estudiantes que ingresan a la educación superior tienen un menor desempeño, también tienen mayores ingresos y una mejor salud, reflejando efectos de corto y largo plazo.

En este sentido, sostuvo que ser parte de una escuela integrada socialmente entrega beneficios a todos los niños, especialmente en una sociedad y un mundo global mucho más diverso, puesto que genera habilidades para desarrollar una comunicación más fluida y hacer amigos de diversas procedencias, reduce la disposición a generar estereotipos y se dan mayores niveles de responsabilidad civil y local.

Indicó que la SEP ha funcionado como mecanismo de cumplimiento parcial de no selectividad por NSE, pues aunque no fue su objetivo principal, la participación en SEP conlleva eliminación de FC a estudiantes prioritarios (40%-50% de menor NSE).

Por otra parte, destacó que la participación en SEP es voluntaria para el establecimiento y al respecto agregó que casi el 100% de establecimientos Municipales firmó desde 2008, de modo que los particulares subvencionados se incorporaron gradualmente hasta 70% (menos participación los con alto FC, alta selectividad académica y bajo porcentaje de estudiantes vulnerables).
En esta línea, dijo que los resultados dan cuenta de que asegurar gratuidad en todos los establecimientos con recursos públicos, contribuye a lograr mayor inclusión social.

Entrando al análisis de los Liceos de Excelencia, hizo presente que la evidencia comparada da cuenta que en muchos países (desarrollados y en vías de desarrollo) éstos existen (en general son muy pocos). En general para países desarrollados no existen diferencias entre estudiantes que ingresan y aquellos más parecidos, pero en algunos países en vías de desarrollo existe una ventaja para los primeros. 

Luego, enfatizó que se sabe que muy pocos alumnos son vulnerables 6% del Q1 de NSE, 19% del 40% más vulnerable (entre 27%-30% del Q5, entre 57%-61% del 40% de mayor NSE), asimismo señaló que provienen de colegios por dependencia en similar distribución al promedio nacional (38% público, 56% PS y 5% PP), de donde sostuvo que ellos no son una alternativa que concentra principalmente movilidad social para estudiantes vulnerables de escuelas públicas.
Al evaluar el impacto de asistir a Liceos Públicos de Excelencia respecto de estudiantes similares que no lo hicieron, se observan efectos positivos en lectura y matemática (SIMCE 2º medio), entre 10-12 puntos en 2008 (2º medio), pero entre 6-9 en 2012 (2º medio), con importante reducción en matemática. En la misma línea destacó que mayor impacto tiene entre los estudiantes más vulnerables la reducción a través del tiempo, pues en matemática en el año 2012 el efecto fue positivo pero sólo para el 40% más vulnerable (nulo efecto para el resto), lo que se explica, según dijo, a que están mejorando el resto de los colegios.

En este escenario, dijo que efectivamente, los Liceos de Excelencia tienen mejores promedios a nivel de curso y colegio en escolaridad, ingresos y desempeño académico que otras alternativas donde se matriculan los estudiantes similares, de donde sostuvo que luego de controlar por estos efectos pares, los efectos para estudiantes matriculados en dichos establecimientos desaparece.

El señor Valenzuela agregó que en largo plazo estos liceos tienden a perfeccionar mecanismos de selección más que a generar valor agregado además que resultan muy valiosos como reconocimiento que la educación pública puede ser altamente competitiva. Así, sostuvo que el cambio hace sentido, pues se orienta a tener que generar mayor valor agregado que sólo descreme de estudiantes, lo que a su vez supone que los equipos directivos/docentes tendrán un desafío mayor. 
Es indispensable contar con directivos y docentes orientados al logro, buen clima escolar y altas expectativas para los estudiantes y en este sentido indicó que los Liceos Bicentenario entregan pistas de cómo fortalecer la educación pública, pues en su opinión, ampliar los Liceos Bicentenarios no es adecuado pues, puede conllevar a concentrar en éstos equipos directivos/docentes a los mejores de toda la oferta pública. En ciudades pequeñas debiese ser considerado un mayor porcentaje de estudiantes de mejor desempeño de su respectivo establecimiento.

Sobre el tema de la apertura de nuevos establecimientos en el territorio, enfatizó que tal como lo propone la iniciativa legal en discusión, podría perfeccionarse en el sentido de indicar tamaño mínimo para nuevos establecimientos luego de 2-3 años (diferenciado por zonas urbanas y rurales), de lo contrario no tendrían reconocimiento oficial permanente. También se podría exigirse un PME a ser cumplido en un periodo determinado y asimismo, la propuesta de proyectos alternativos también deben cumplir mínimos de tamaño.

A nivel comparado, señaló que este tema queda resuelto fácilmente por cuanto la mayor parte de la educación es pública, razón por lo cual la planificación de la entidad responsable de la educación lo resuelve.

En situaciones con provisión mixta el tema es más complejo, ya que debe resolverse quién autoriza la provisión del servicio y bajo qué criterios, ya que se debe asegurar satisfacción de la demanda; definir si se quiere regular la entrada de nuevos proveedores; de imponer muchas restricciones podría mantenerse establecimientos de baja calidad en forma permanente; regular condiciones simétricas o asimétricas entre proveedores (preferencia por un tipo de provisión).
Dentro de este contexto, hizo presente que en el caso de Chile, la entrada masiva de nuevos establecimientos a nivel comunal ha estado definida por dos razones: i) Incremento de la demanda y ii) Mayores ingresos en la comuna (permiten asegurar sustentabilidad de establecimientos con financiamiento compartido: Colegios con mayor FC son en promedio de menor tamaño).
Agregó que la pérdida de la educación pública a costa de los colegios particulares subvencionados con fines de lucro ha sido sin mejorar calidad, incrementando la segregación, poniendo en riesgo la provisión mixta de la educación, y reduciendo el impacto de políticas públicas de calidad y equidad (ej. SEP) y cobertura en el sistema escolar (amenaza de cierre ante cambios institucionales). En este sentido recalcó que el fin a selección, lucro y copago no es suficiente no obstante que  fortalecerá inclusión en las escuelas y orientación a la agregación de valor más que a la selección. 

Enseguida indicó que es un desafío fortalecer la educación pública y revertir el estigma que hay sobre ella, tener un rol activo en sectores de expansión urbana (resolver financiamiento de nuevos colegios), y asegurar cobertura desde Pre- kínder y coordinación con Educación Media (Plan Inmediato de Fortalecimiento de Educación Pública).

Finalmente dijo que también son necesarios cambios estructurales en formación y condiciones de trabajo de docentes y directivos, para lo cual el Plan Maestro da cuenta de una propuesta integral al respecto.

Se deja constancia que el señor Valenzuela acompañó su presentación en un documento en formato power point que fue debidamente considerado y cuyo original se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
38.- El Presidente Nacional, de la Federación de Instituciones de Educación Particular FIDE,  Hno. Jesús Triguero, señaló que dicha institución reúne alrededor de 860 establecimientos entre particulares subvencionados con y sin FC y particulares pagados.

Dicho esto, y luego de explicar parte de las láminas que se acompañan en su presentación, indicó que Fide  estaba de acuerdo con la reforma, pero no con cualquier reforma, y en este sentido explicó que desde su perspectiva, el país necesita una reforma educacional, porque la diferencia de calidad en la educación que reciben los niños y los jóvenes de nuestra patria desde la infancia es inaceptable, más aún cuando ésta depende en gran medida de la situación económica de los padres. 

En este mismo sentido, valoró una reforma educacional que en el contexto de una sociedad libre, democrática y plural, asegure entre otras cosas, la variedad de proyectos educativos;  defina las concepciones del tipo de personas que se quieren formar;   salvaguarde el derecho de los padres a poder elegir la educación que quieren para sus hijos, y que esta educación no sea tarea única y exclusiva del Estado el proveerla. 

Asimismo, dijo respaldar también todas las iniciativas educacionales que signifiquen la creación de un sistema educativo inclusivo, sin discriminaciones, solidario, de calidad y respetuoso de la libertad de enseñanza, que le otorgue a cada niño y niña, las mismas posibilidades de educarse, tanto en el sector público como particular.

Sobre la libertad de enseñanza y el derecho a la educación, sostuvo que apuntar a mejorar la calidad significa garantizar la libertad de enseñanza y el derecho a la educación, que son principios ineludibles para todo sistema escolar moderno y democrático. Agregó que este intransferible derecho que implica una obligación y expresa la libertad de la familia, debe estar garantizado por el Estado en la reforma educacional, sin perjuicio de la debida fiscalización y sanción a los infractores.

En la misma línea, señaló que el poder público, al que compete la protección y la defensa de las libertades de los ciudadanos, debe distribuir las ayudas públicas porque provienen de los impuestos de todos los ciudadanos, de tal manera que la totalidad de los padres, al margen de su condición social, puedan escoger las escuelas que consideran más adecuadas para sus hijos, y ese es el valor fundamental y la naturaleza jurídica de la subvención escolar. 

A ningún sector educacional, según dijo, ni siquiera al propio Estado, se le puede conceder el privilegio y la exclusividad de la educación de los más pobres, ya que no sólo los más ricos deben tener la posibilidad de ejercer el derecho de elegir entre varias escuelas de calidad, los más pobres deben gozar también de este derecho y el Estado debe proporcionárselo. Agregó que el Estado no debe tener el monopolio de los servicios educacionales.
Siguiendo su análisis, hizo presente que el centro de la reforma debe ser la calidad de la educación, y en este sentido destacó que el debate sobre la misma debe ser el objetivo central de la reforma educacional, al punto que cualquier otro objetivo, debe estar subordinado a ella.
En sintonía con lo dicho, sostuvo que ante los anuncios de la nueva reforma educacional, es necesario señalar enfáticamente que no habrá mejoramiento de la calidad en la educación si no mejoran las condiciones en que trabajan los profesores y directores. En este sentido, agregó que  la calidad de la educación tiene como requisito irrenunciable el mejoramiento de la calidad de vida de los profesores, no obstante que todos los esfuerzos por alcanzar la calidad que se han hecho en nuestro país, no han contemplado esta variable.

En este punto, compartió la idea de que la calidad no está circunscrita a los resultados de pruebas estandarizadas solamente, y los padres y apoderados en las encuestas de opinión, ya han hecho una definición al respecto entendiendo que la calidad también incluye ambientes seguros para sus hijos, trabajo pedagógico normal sin interrupciones y liberados de drogas y violencia. 

Desde su punto de vista, sostuvo que los elementos antes mencionados constituyen verdaderos "estándares de rendimiento y calidad"  en la actualidad, que son especialmente cuidados en las escuelas particulares que los padres han elegido para sus hijos.

Enseguida, recalcó que a su parecer hay preocupación en las familias y centros educativos por cuanto  en reiteradas oportunidades le han expresado a las autoridades que no existen evidencias ciertas de que la eliminación del lucro contribuya a mejorar la calidad, ni que la eliminación del copago termine con la segregación, por el contrario, medidas como éstas si no se hacen con gradualidad, conducirán en su opinión, a debilitar el sector particular subvencionado mayoritariamente preferido por las familias, disminuirán las alternativas que los padres tienen hoy de educar a sus hijos en proyectos educativos diversos y dañarán a colegios con buenos resultados. 

   Adicionalmente, señaló que en materia de selección la admisión en un centro educativo no es un tema unilateral, dado que las familias y los colegios se eligen mutuamente, en concordancia con el Proyecto Educativo del establecimiento educacional. En la misma línea, expresó que la prestación de servicios educacionales a la que se comprometen, el colegio y los padres es una "responsabilidad compartida" y una acción conjunta familia -colegio que emprenden juntos la aventura de educar a una persona.  

   Luego, sostuvo que la plataforma centralizada y la tómbola en la selección de alumnos, no son solución desde su perspectiva, porque no contemplan el derecho y libertad de los padres, para elegir la educación que desean para sus hijos.
Abordando el tema de la apertura de nuevos establecimientos y proyectos educativos, dijo que al igual que los padres, o comparten la propuesta de entregar al Estado la facultad de autorizar la apertura de nuevos establecimientos educacionales, sólo en función de demandas insatisfechas. Lo anterior, según precisó, es contrario al principio de libertad de enseñanza y afecta la provisión mixta del sistema educacional, consagrado en la Constitución Política de la República.

En este escenario, recalcó que existen 77 comunas del país donde sólo hay oferta de educación pública, no obstante, no le pareció legítimo que en función de esta disposición se impida en alguna de ellas, la creación de nuevas escuelas particulares.

En este sentido, sostuvo que les preocupa, como ha señalado la Iglesia Católica, la creciente inflexibilidad para asignar recursos a las prioridades definidas por cada sostenedor según su propio proyecto educativo; el exceso de regulaciones innecesarias que amenazan con instalar la sospecha y la desconfianza como el modo ordinario de percibir el servicio de los establecimientos; la falta de incentivos reales para el comodato y compraventa de propiedades y los obstáculos para un arriendo regulado y legítimo.
Pasando a otro tema, señaló que Fide, en repetidas ocasiones ha recordado la necesidad de integrar, como prioritario, la Educación Técnico Profesional, respecto de la cual la Reforma guarda silencio, que atiende a los niños y jóvenes más carenciados del sistema y necesita con urgencia que se implementen políticas profesionales de solución. 

Sobre este punto en particular, indicó que  a su parecer, muchos de estos jóvenes son la esperanza de sus familias y requieren sin postergación alguna que esta modalidad de la educación chilena reciba los mejoramientos que necesita.
Con respecto al fortalecimiento de la educación pública, hizo presente que apoyaban el fortalecimiento de la Educación Municipal, no obstante que indicó que no les parecía adecuado que el fortalecimiento de la educación pública  (que actualmente recibe 40% más de beneficios que la educación particular subvencionada) se haga en desmedro de la educación privada. Luego, señaló que el fortalecimiento debe ser dirigido a la educación de calidad, de cualquier dependencia, sin privilegios que no tengan el respaldo de los padres, que son los primeros educadores de sus hijos.

En este sentido, manifestó su preocupación por el hecho de que este “fortalecimiento de la educación pública” se transforme en un reforzamiento del rol del Estado como rector, regulador y fiscalizador del sistema educacional. A mayor abundamiento, hizo presente que los países desarrollados exitosos en educación, tienen descentralizada la educación, con un gran protagonismo y "autonomía responsable" de los actores educativos directos. 

Así las cosas, señaló que la propuesta de reforma educacional en curso que ha impulsado el Gobierno, tiene como uno de los objetivos, que la educación pública recupere su matrícula, acción que tiene como única posibilidad el debilitamiento de la educación particular subvencionada. Este tipo de provisión, educacional particular ha  según planteó, ha sido privilegiada con la cobertura del 53,6 % de las preferencias de los padres, lo que la transforma en una experiencia valiosa que hay que cuidar, en lugar de limitar, su crecimiento. 

Por último, enfatizó que Chile tendrá una educación de calidad, cuando exista una educación pública de calidad y una educación particular de calidad y no cuando una crezca en desmedro de la otra.
Luego, tomó la palabra el Abogado de Fide señor Rodrigo Diaz, quien comenzó por aclarar que en materia del 15% vulnerable no era efectivo que no se sancionara a los colegios, por cuanto señaló que hay colegios sancionados desde el año 2005.

 Agregó que la creación de la calidad de vulnerables viene en el decreto supremo N°196 del año 2005, donde la Fide, previendo la dificultad que podría existir justamente en la medición del 15% vulnerable, frente a la mala redacción del instrumento, envió consultas a la Ministra de la época sin obtener respuesta. Frente a esta situación en la práctica, los colegios Fide exceden el 15% por largueza (subvencionados con FC).

En este sentido, indicó que la libertad de enseñanza es para los sostenedores, en términos de alternativas a la oferta estatal, la cual debe contemplar la valoración de proyectos educativos diversos al estatal; debe permitir colegios que funcionan en red y que aportan calidad al sistema y por último recalcó que la inclusión debe tener como límite la libertad de enseñanza. Adicionalmente dijo que en los países en que existe educación pública y gratuita se contempla una sanción para los padres que no lleven a sus hijos a escolarizarse, sanción que la presente iniciativa no considera.
En este escenario planteó que las normas sobre apertura de proyectos educativos centralizados en el Estado y la restricción a los colegios pagados en términos de cobros a morosos, le parecían de constitucionalidad dudosa.
Sobre el derecho de propiedad que se afectaría en virtud de la reforma, sostuvo que se afecta pues se restringe el derecho de propiedad sin que se haya expresado cuál es la causa de orden público que justifique tal restricción e igualmente se afecta la esencia de derechos garantizados.

Frente a este escenario, hizo presente que la reforma a su juicio es totalizadora, en el sentido de que el proyecto establece que la única manera de hacer de la educación un derecho social es entregarlo a una provisión única desde la demanda. Esta demanda viene dada desde una estandarización del servicio centrada en el Estado, sin considerar las diferencias de cada región del país; además no hay excepciones en caso de padres que deseen aportar a la Educación de sus hijos; se confunde lucro, retiros y excedentes; la iniciativa paraliza a la Educación Pública que será modificada y a la Educación Privada, por cuanto se eliminan sostenedores del sistema.
Por último en el tema de la expulsión previa consulta al Consejo Escolar, hizo presente que a éste último se le estarían dando facultades resolutivas y se señala que se deben tomar en consideración “todas” las medidas  antes de la expulsión, sin mencionar cuáles son, lo que podría ser ilimitado.

En materia de plazos, estimó que estos eran inapropiados ya que dos años jamás ha sido un plazo razonable en educación (desde las modificaciones de 1989), pues lo diverso de las situaciones del sistema escolar chileno no permite que opere así. A mayor abundamiento hizo presente que  los plazos que tensan el sistema.

Agregó que el plazo propuesto para que el Mineduc se pronuncie sobre solicitudes de Reconocimiento Oficial se establece en 4 meses, en circunstancias que éste se puede tomar hasta 9 meses y que el plazo indeterminado para acabar con el FC genera incertidumbre en los padres y apoderados.
Por último indicó que no hay concordancia entre lo propuesto en el programa de Gobierno de la Presidenta y la iniciativa legal, ya que la reforma se hacía con miras a mejorar la calidad de la educación y en la reforma nada se dice al respecto.

Finalmente sostuvo que no se justifica la eliminación del Ficom, toda vez que no existe claridad respecto del impacto del Financiamiento Compartido en términos de becas (que a su juicio es un ahorro para el Estado), tampoco se ha considerado el impacto en el 15% de alumnos vulnerables en integración; asimismo recalcó que hay un castigo para padres que desean aportar a la educación de sus hijos (descuento de hasta 40%); no se ha estudiado el dinero del Financiamiento Compartido que se destina a Convenios o Contratos Colectivos y por último el peso a peso debe ser en USE y no en UF.
Se deja constancia que el señor Triguero acompañó su presentación en un documento en formato word que fue debidamente considerado y cuyo original se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
A continuación el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio señaló que la labor que realizaba la Fide era admirable y que compartía los caso todos los principios inspiradores aquí mencionados.

Dicho esto, planteó que entendía que la variable del copago era muy importante para los establecimientos de dicha organización, no obstante consultó a que se debía la preocupación de ir eliminando el copago a futuro si ello será compensado con el aumento de la subvención, en el entendido que los establecimientos que hoy tienen copago no tendrán ningún detrimento o menoscabo desde el punto de vista de los ingresos del FC. 

En materia de selección preguntó cuál sería para ellos la forma de elegir cuando hay más demanda que cupos disponibles y cómo lo hacen hoy en día. Agregó que no se prohíbe la entrevista, sino sólo que ésta sea obligatoria, de modo que hizo presente que una entrevista puede ser voluntaria.

Basándose en la presentación acompañada por el expositor señor Valenzuela le solicitó un análisis o evaluación de la SEP, ya que en dicha exposición se señala que hay una función social que ha jugado crecientemente la educación particular subvencionada, especialmente después de la SEP, ya que añadió que el 2002 el porcentaje de alumnos vulnerables en dicha educación era de un 28% y el año 2012 fue de un 43%, de modo que estimó que era un dato a considerar pues con la iniciativa se está elevando en un 20% la SEP que ahora será para el 80 y no para el 40% prioritario. 

 En el tema de la selección, consultó su opinión frente a la diversidad de proyectos educativos que pueden, según precisó, implicar una selección que no es arbitraria. En la misma línea preguntó su opinión sobre mérito y esfuerzo desde el punto de vista del principio de no selección.

Sobre los Colegios Emblemáticos, señaló que históricamente habían actuado como vehículos de la clase media, de modo que quiso conocer su opinión respecto a la meritocracia desde un punto de vista mesocrático.

Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi destacó las apreciaciones de la señora Himmel con respecto a la calidad pues señaló que la definición de calidad resulta fundamental si se quiere avanzar en mejorar la misma.

En este sentido, hizo presente que las pruebas estandarizadas no miden la calidad desde una perspectiva más integral, sino que sólo tiene un resultado parcial, y también compartió las apreciaciones sobre currículos de estudios que a su juicio son muy abultados, no se renuevan ni se adaptan a las nuevas necesidades, como si ocurre en otros países.

Luego sobre la inclusión y el proyecto de ley, hizo presente que varios expertos y académicos han señalado que los incentivos que tiene el actual sistema educativo van en la dirección contraria a la inclusión, como ocurre a su juicio con el copago, que constituye una barrera de entrada que contribuye a la segregación socioeconómica, es decir, el copago es una forma de selección.

Dicho esto, preguntó al señor Triguero respecto de las aprehensiones frente a la fórmula de fin del copago, dado que se ha sostenido que la propuesta del Gobierno quitaba recursos del sistema y no se agregaban nuevos, de modo que varios colegios quedaban con un menoscabo desde el punto de vista económico. 

Agregó que la fórmula que contempla el proyecto de ley no establece la obligación de terminar con el copago, salvo cuando la subvención de gratuidad alcance a cubrir el copago y salvo que se quiera migrar a la gratuidad porque algunos colegios podrían recibir otras subvenciones que les convengan mucho más, de modo que preguntó por los inconvenientes que podría acarrear esta fórmula.

En cuanto a la selección, señaló que lo esperable era que un proyecto educativo con buenos profesores, buena gestión, motivación de profesores y sostenedor tuviera una educación con un valor agregado, de modo que frente a la realidad y a la evidencia presentada, resulta que ello no es así y los resultados se deben más bien a la preselección y la condición socioeconómica.

 Refiriéndose a la situación de los Liceos Emblemáticos, dijo que la selección le merecía serias dudas porque la evidencia muestra que en ellos hay mucha más segregación y una matrícula tremendamente homogénea, de donde surge la pregunta respecto de si es necesario que el proyecto educativo agregue valor a la educación.

Enseguida sostuvo que le parecía fundamental terminar con la selección, por cuanto a su juicio el copago no hace otra cosa que contribuir aún más a esa segregación y “descreme”, estableciendo un desincentivo a mejorar la calidad de los proyectos desde otra perspectiva.

Sobre la entrevista personal previa a la matrícula, dijo que si se quiere eliminar la selección, ella no puede subsistir, toda vez que ella es un instrumento de selección que permite tener elementos de juicios que permitirán elegir en base a ciertas variables. Agregó que no entendía la oposición a que la selección se haga en forma centralizada.

En otro tema, destacó que actualmente existen cerca de 360.00 alumnos con necesidades educativas especiales que están en algún programa con esa característica, ya sea en escuelas especiales o PIE. Agregó 
que 150.000 están en escuelas especiales y de ellos el 90% son escuelas particulares subvencionadas que en su mayoría corresponden a escuelas de lenguaje. 

Frente a este escenario dijo que se puede esperar (teniendo como objetivo la inclusión) que existiera la misma repartición de los alumnos en los programas de integración escolar, en escuelas regulares, pero precisamente allí donde hay 210.000 alumnos, dos terceras partes están en la escuela pública y sólo la tercera parte de ellos está en un establecimiento particular subvencionado.

Sobre el incumplimiento del 15% de matrícula para alumnos vulnerables, señaló que la Superintendencia debe jugar un rol en ello; asimismo manifestó su preocupación frente al efecto positivo de la SEP frente a la segregación, pues indicó que es muy importante profundizar frente al eventual efecto negativo de la SEP.

Por último preguntó por las fórmulas que parecen razonables, desde la perspectiva de poner fin al lucro, en relación con lo planteado por el Mineduc en este proyecto, en el sentido de incentivar la compra de establecimientos, también desde el punto de vista del valor de la educación.

A continuación tomó la palabra la señora Himmel quien dijo que desde la creación de las universidades privadas le sorprendió que ellas tuvieran que ser instituciones sin fines de lucro y la educación escolar si podía tener fines de lucro. En seguida señaló que a su parecer, si el copago se compensa con una subvención equivalente, siendo recibida también por los colegios públicos, ello no le parece que pudiera generar algún problema.  

En cuanto a las comparaciones respecto de colegios privados y públicos controlando el nivel socioeconómico y las capacidades académicas, dijo que a su juicio son ficciones estadísticas que dan una pista respecto de los factores que son importantes, pero no demuestran que ello sea absolutamente así.

En materia de selección, señaló que ello se hace en base a los que postulan y que por ello han elegido el colegio como foco de la educación de sus hijos, de modo que si se prefiere a lo que tiene hermanos en el colegio o son hijos de un ex alumnos del mismo, el que se elija al resto al azar da un poco lo mismo, según precisó.

 Asimismo, enfatizó que la inclusión de niños que tienen necesidades educativas especiales tiene que estar ampliamente apoyada, no siendo suficiente que ella sólo sea apoyada en el colegio, pues también debe serlo en el hogar, especialmente en aquéllos vulnerables. Agregó que se trata de acceder a competencias que no se adquieren ni siquiera durante los estudios profesionales de educador  en ningún nivel, pues ello no es posible frente a la cantidad de contenido curricular que debe abordarse y por tanto no es posible tratar en profundidad una necesidad especial.

Por su parte el señor Valenzuela, hizo presente que en general el diseño institucional es el que lleva a que las conductas de los actores sea de la forma en que son, de modo que las reglas del juego en este sentido son muy relevantes y por ello el cambio también lo es para que el comportamiento estratégico de los actores se modifique.

Directamente relacionado con lo anterior se encuentra el tema de la inclusión, es decir que no se cobre, sea aleatoria la selección y sea diferenciada por capital cultural o condiciones de habilidades, es lo que ahora debe ofrecer el modelo.

No obstante, señaló que en el sistema chileno las familias están escogiendo masivamente en los primeros años de escolaridad más subvencionados particulares, incluso antes que existiera la subvención al prescolar, lo que asegura una entrada y mantención de familias en el colegio por una larga data. Agregó que los colegios municipales san sido de una ineficiencia extraordinaria, al punto que la educación particular subvencionada ha cumplido una importante función al responder a los déficits de demanda en las zonas de expansión urbana que según dijo, son gigantes y donde el Estado ha sido extremadamente pasivo.

 Sobre el tema de la selección, agregó que estima inadecuado que se amplíe el número de Liceos Emblemáticos, pues resulta interesante que en los Liceos Bicentenarios varios Directores hayan resuelto no aplicar selección, por lo que planteó que el proyecto podría considera una modalidad en la que exista un esfuerzo u orientación a agregar valor por parte del colegio, sin que se pierdan los activos que ya tiene.

Para el caso de los alumnos meritorios, dijo que existía por ejemplo el PentaUC
, ya que según dijo está demostrado que los estudiantes más destacados que son de un esfuerzo extraordinario pueden tener componentes adicionales en convenios con las propias universidades. Destacó que el programa antes señalado busca que los alumnos más esforzados, meritorios y con ganas de seguir esforzándose aún más, tiene clases los días sábado en las universidades, y son un tremendo aporte para el conjunto de sus compañeros.

Agregó que en su opinión y de acuerdo a la evidencia, lo relevante en la educación es la diversidad en la composición social y cultural, y está demostrado el éxito de la recomposición social, de modo siendo muy relevante la diversidad, ello debe quedar en manos compartidas. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio preguntó en este punto si la iniciativa en discusión en materia de postulación y admisión estaba o no bien orientado, a lo que el señor Valenzuela respondió que sí, no obstante manifestó sus dudas frente a la hipotética situación de que existan colegios a los que nadie postula versus otro a los que todos lo hacen, pues en su opinión no hay una respuesta para ello en el actual diseño, que es el adecuado. En este sentido dijo que el modelo debiera aplicarse gradualmente, tal como ocurrió con la SEP, ya que se requerirá hacer ajustes a partir de la experiencia. Refiriéndose a la segregación de la Sep, señaló que se trata de un comportamiento esperado de la familia.

Enseguida el Presidente Nacional, de la Federación de Instituciones de Educación Particular FIDE señaló que compartía la idea de la gradualidad, y sobre el tema del copago dijo que se da el nerviosismo dada la actual redacción del proyecto y lo que se ha conocido hasta ahora, de manera que falta claridad a este respecto.

Sobre la selección y admisión, sostuvo que se trata de un tema conjunto entre familia y colegio, donde la entrevista le parece esencial para que se conozca el proyecto educativo y que se adhiera a él, para lo que se hace una charla informativa previo a la matricula.

Respecto de la consideración especial para hijos de profesores, ex alumnos y otros, señaló que debiera mantenerse en el proyecto de ley; asimismo estuvo de acuerdo con lo expresado respecto a que en cada establecimiento exista un número obligatorio de alumnos vulnerables y lo mismo respecto a que se mantenga el mérito y el esfuerzo.

El valor agregado es un elemento que debe mantenerse, pues según dijo, una escuela de calidad es aquélla que si quiere selecciona pero se hace cargo de quien entra y a lo largo del proceso toma medidas para mantener a quienes seleccionó y en ello radica dicho valor agregado. Adicionalmente sostuvo que todo lo que se ha dicho es en relación a la realidad de Santiago, pero que en provincias no hay posibilidad de elegir.

El señor Díaz agregó que en materia de fórmulas aceptables para arriendo, comodato y compraventa, indicó que en lo que se refiere al comodato este constituye una alternativa real especialmente entre entidades sin fines de lucro; el arriendo obviamente tiene que ver con uno regulado (lucro regulado con límites claros).

Lo anterior según explicó, no limitaría las facultades del propietario, ni tampoco es esencial que se mantenga la misma propiedad destinada a educación si la persona ya no desea continuar en ello. Agregó que en la práctica si se ha visto el caso de las hipotecas que son y no son JEC, pues en las que sí lo son, el proyecto da espacio para encontrar una salida, en cambio la que no lo son la preguntas es si hay o no garantía estatal y hasta que porcentaje ella es aceptable.


39.- El director de la Fundación Belén Educa, señor Juan Enrique Guarachi abordó en su presentación los siguientes puntos:

1.- Avances alcanzados por Chile desde el año 1997. Jornada escolar completa, textos escolares, becas de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, programa de integración escolar y subvención escolar preferencial, entre otros elementos, han permitido al país progresar en cobertura, calidad e inclusión.

2.-Impacto que han tenido los esfuerzos realizados en los resultados e impacto que han tenido los esfuerzos realizados en el caso de los colegios de la Fundación Belén Educa (Simce de lenguaje y de matemáticas).

3.-Belen Educa ante la reforma:

a.-En materia de lucro:
-Desde el año 2000 son colaboradores del Estado en la provisión de educación de calidad. Administran recursos de todos los chilenos, cuidándolos, de manera que la totalidad de ellos pueda destinarse al aprendizaje de los niños que forman.

-Los dineros recibidos se invierten en los profesores (carrera docente, acompañamiento, incentivos), en los alumnos (nivelación de estudios, talleres extraprogramáticos, salidas pedagógicas) y en infraestructura y mantención.
b.-En materia de financiamiento compartido:
-El promedio de copago por alumnos en los colegios de esta fundación es de $ 4.900 por alumno.

-Los riesgos de la reforma en materia de eliminación del financiamiento compartido radican en que los recursos que lo reemplacen no permitan flexibilidad en su uso, así, por ejemplo, podría impedirse la contratación de profesores de planta para apoyo curricular. Además, podría dar pie a una sobreexigencia para gestionar la burocracia de la subvención escolar preferencial. Con todo, el riesgo más importante es que se debilite la educación pública y que gran cantidad de alumnos migren hacia los establecimientos particulares subvencionados.

c.-En materia de inclusión:
-La convicción real por favorecer la inclusión permite que no haya selección. Un país justo otorga a todos sus niños igualdad de oportunidades.
-Belén Educa tiene procesos de admisión transparentes e informados que en el tiempo han mejorado, para asegurar que no haya selección en ninguna etapa del proceso. Además, los proyectos educativos que agrupa incluyen a niños con necesidades educativas especiales, a inmigrantes, a niños con distintos credos, con diversos niveles académicos y con diferente formación personal.

-El resultado de esta inclusión es que se tiene el reflejo de la sociedad en la escuela. La diversidad del país se expresa en la sala de clases.
-No son partidarios de la selección por mérito de los liceos emblemáticos, ya que la existencia de una elite académica atenta contra el “efecto par” que se requiere en especial las escuelas vulnerables.
-Los profesores suben o bajan el nivel de sus clases según el nivel promedio de sus alumnos.
-El desempeño académico está marcado por el nivel socioeconómico. 
-La reforma que exige Chile es garantizar que todos los alumnos adquieran un nivel mínimo de competencias.
-Garantizar la inclusión en la permanencia, evitando el daño que produce a los alumnos su repitencia o la cancelación de su matrícula.

-Considerar en la inclusión a los estudiantes de la educación técnico profesional y su articulación prioritaria hacia los estudios superiores y hacia el ámbito laboral.

-En los sectores vulnerables es prioritario realizar un acompañamiento efectivo que asegure la permanencia de los alumnos en la educación superior.

-Dar el salto desde tener procesos de selección a que todos los niños puedan aprender gracias al valor agregado que les entregan sus maestros de excelencia.
Otras recomendaciones:

-Subir las exigencias a los futuros profesores: prueba de selección a la entrada y a la salida de su formación inicial. Además, para tener buenos profesores, debemos capacitarlos y acompañarlos. 
-En cuanto a la formación del carácter, tener en cuenta que los niveles de autoestima y los aprendizajes están extremadamente marcados por el nivel socioeconómico. El desafío de formar el carácter es desarrollar altas expectativas en los alumnos, compromiso con sus aprendizajes, perseverancia y fortaleza en la adversidad.

-Es fundamental la convicción en los docentes, en los alumnos y en sus familias.

Se deja constancia de que el señor Guarachi acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

40.- La Presidenta de la Sociedad de Instrucción Primaria, señora Patricia Matte, trató en su presentación los siguientes temas:

1.-Antecedentes Históricos: desde los albores de la independencia, el Estado delegó la educación de los más pobres en la iglesia y en los privados. Además, desde siempre les traspasó recursos estatales. En 1951, mediante la ley N° 9.864, se institucionaliza el aporte a los privados, quienes pasan a ser cooperadores del Estado. De los antecedentes expuestos, se colige que la presencia de sostenedores privados con y sin fines de lucro en el sistema educacional chileno es un dato histórico y no una creación del modelo neoliberal.

2.-Principal deuda de la educación chilena: su calidad. Con todo, lo anterior no significa que se deba descalificar a todos los actores del sistema y basar las reformas propuestas en la desconfianza completa hacia todos ellos.

3.-Avances legislativos logrados hasta ahora: la nueva institucionalidad vigente, que fue fruto de un acuerdo nacional, hoy está puesta en jaque, y las institucionales recientemente creadas aún están en marcha blanca. Esta nueva institucionalidad deberá ser reformulada si el proyecto de ley se aprueba, pese a que no se le ha dado el tiempo suficiente para probarla. No se debe olvidar que este nuevo marco legislativo ha implicado importantes ajustes al interior de los establecimientos, los que aún no están bien asentados dentro de las culturales de los colegios.

4.-Comentarios generales respecto a la iniciativa de ley:

-Ha creado un clima de incertidumbre e inestabilidad.

-Supone cambios profundos a la ley de subvenciones y a la ley de subvención escolar preferencial, en circunstancias que el estándar que se espera alcanzar y su financiamiento aún no se definen.

-El proyecto de ley ha supuesto un desgaste y pérdida de amistad cívica por debatir propuestas que están en el margen de nuestro sistema educativo y que no dicen relación con los problemas reales. Además, una enorme cantidad de recursos se destinarán a él. El corazón de las mejoras educativas debe estar en los profesores.

-La preferencia por esta reforma ha implicado postergar, una vez más, el fortalecimiento de la educación pública.

5.-Comentarios respecto del fin al lucro, del financiamiento compartido y de la selección.

a.-Respecto al fin del lucro:
Es una herramienta para atraer a un número suficiente de personas preparadas y de excelencia para que se desempeñen como profesores, proveedores y administradores de servicios educacionales. No se les puede pedir a todos que para ingresar y mantenerse en el sistema educativo sus objetivos sean filantrópicos, más aún si realizan sus labores de forma eficiente, cumplen con la ley, entregan calidad y los padres los prefieren.

-Si lo que se busca impedir es que los recursos del Estado se desvíen de mala forma y no sean invertidos en educación, el Estado cuenta con herramientas para ello.

b.-En relación con el fin del financiamiento compartido:
-No comparte la afirmación que el copago da paso a la segregación.

-En el caso de los colegios de la Sociedad de Instrucción Primaria, el copago permite horas de inglés desde prekínder, menor número de horas del profesor dentro del aula, crear un porcentaje de remuneración por desempeño, asegurar el compromiso de los padres con la educación de sus hijos y atender a un mayor porcentaje de alumnos vulnerables.

-Característica fundamental de los recursos recibidos a título de copago es su flexibilidad, característica que no está presente en los dineros que proporciona el Estado.

-Si bien se propone sustituir el financiamiento compartido a través del aumento de los recursos recibidos a título de subvención, no hay claridad con respecto al monto de la subvención y la reajustabilidad de ésta a futuro.

-Especial preocupación por el colegio Los Nogales.

-Afecta la libertad de los apoderados, quienes desean aportar a la educación de sus hijos.

c.-En cuanto al fin de la selección:
-Critica la propuesta que la selección se realice en forma centralizada. El proceso de matrícula es para los apoderados un momento privilegiado para que comprendan el proyecto educativo y se comprometan con él.

-Critica la medida que no se pueda expulsar a un estudiante por no avenirse con el proyecto educativo o si infringe gravemente el reglamento interno.

-Lamentable que el esfuerzo no tenga cabida en la nueva legislación.

6.-Otros comentarios:

-la única medida propuesta que podría conducir a disminuir la segregación y mejorar la calidad es la extensión de la atención preescolar. Con todo, los jardines infantiles debieran ser públicos para comenzar desde ahí el fortalecimiento de la educación pública. Indispensable atraer a las mejores parvularias y asistentes de párvulos, aumentar el monto de la subvención y no descartar la colaboración de privados en esta tarea, especialmente si se comprueba que hay experiencias privadas exitosas.
Se deja constancia de que la señora Matte acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

41.- El Investigador, Consultor, Académico y ex Ministro Secretario General de Gobierno, señor José Joaquín Brunner, estimó que el diagnóstico a partir del cual se construía esta reforma era equivocado, que el desafío principal que tiene nuestro sistema no estaba en el centro de la propuesta y que no era mucho lo que se podía esperar de esta reforma.

Justificando su primera aseveración, esto es que el diagnóstico a partir del cual se construye esta reforma era equivocado, puso de relieve que se ha señalado que el proyecto de ley es necesario porque nuestro sistema educativo es segregado y está estancado en calidad. Al respecto, discrepó de la primera característica. Explicando su afirmación, explicó que el indicador que refleja la inclusión es la tasa de graduación en educación secundaria de un país, y que la de Chile llegaba a 84%, cifra igual al promedio de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico y superior a la de los países latinoamericanos. 

En cuanto a la afirmación que el país se ha quedado estancado en lo que a la calidad respecta, disintió también de ella. En efecto, resaltó que si se analizan los resultados en la pruebas Pisa en comprensión lectora, se advierte que Chile aumentó entre los años 2000 y 2009 en 40 puntos, ubicándose entre los cinco países que más crecieron en el mundo. Notó que si durante la próxima década el crecimiento fuera el mismo, el año 2020 estaríamos a la altura de países como Portugal, con un gasto público en educación significativamente inferior.

Resaltó que el mejoramiento de los resultados ha ido acompañado de equidad en la distribución de las oportunidades educacionales. En efecto, sostuvo que Chile tiene un porcentaje de niños y jóvenes por debajo del umbral mínimo de competencias Pisa en comparación con los demás países latinoamericanos. Asimismo, puso de relieve que nuestro país redujo, entre los años 2000 y 2009, significativamente el porcentaje de jóvenes que no alcanzan dicho umbral mínimo.

En la misma línea argumental, manifestó su preocupación respecto a que el proyecto de ley no partiera de la base de realidad que la propia Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico destaca en sus informes desde el año 2009. A mayor abundamiento, resaltó que dicha instancia ha señalado categóricamente que Chile ha hecho avances significativos en educación.
Establecido lo anterior, destacó que el desafío de nuestro país descansaba en ese porcentaje de alumnos que se ubica bajo el umbral de competencias mínimas y cuyos establecimientos educacionales no logran asegurarles un estándar mínimo de aprendizajes. En este punto, fue enfático en indicar que el problema no radicaba sólo en los establecimientos particulares subvencionados sino también los colegios públicos. 

Continuando con el desarrollo del punto anterior, manifestó que el reto estaba en asegurar la presencia de escuelas efectivas que permitan terminar con las desigualdades de origen.

Añadió que la diferencia de resultados entre los estudiantes de mejor nivel socioeconómico y los pertenecientes al cuartil 1, llegaba a los 100 puntos en Chile. Con todo, remarcó que en nuestro país se incluían a todos los niños en el sistema escolar, a diferencia de otros países en donde un alto porcentaje aún queda excluido de él.

En sintonía con lo anterior, llamó a tener en cuenta que el problema descrito atravesaba a todos los países, independientemente de su sistema educacional y que, en consecuencia, un sistema público y gratuito no aseguraría su término. En el mismo sentido, agregó que eran otros los elementos que posibilitarían terminar con la realidad descrita, tales como la calidad de los profesores, la inversión pública en educación y el trabajo al interior de las aulas.

En el mismo orden de consideraciones, sentenció que el desafío estaba en mejorar la calidad de las escuelas que atienden a alumnos vulnerables, de manera que sean capaces de compensar las desigualdades de origen.

Por otra parte, se detuvo a precisar qué se podría esperar de las medidas de poner fin al lucro, a la selección y al copago. Al respecto, sus principales comentarios fueron los siguientes:

a.-En cuanto al fin del lucro:
-Si bien no indicó las consecuencias que podrían derivarse de esta medida, consideró que ningún país podía tomar una decisión tan delicada sin contar con un mínimo de información respecto a potenciales efectos de esta medida.

-Estimó indispensable contar con información respecto a la cantidad de colegios con fines de lucro y superar la afirmación del “potencial lucro”.

-Asimismo, llamó a analizar cuántos establecimientos perseguían fines de lucro y cuál ha sido el desempeño de ellos en los últimos cinco años.

-Finalmente, llamó a tener en cuenta que la exigencia que el sostenedor se constituya como persona jurídica cuyo objeto social único sea la educación, no ha tenido impacto en la calidad.

b.-En cuanto al fin de la selección:
-Tener en consideración que sólo el 40% de los colegios chilenos usan los antecedentes académicos de los alumnos y la información académica del colegio de origen del estudiante. Querer conocer el desempeño de un alumno no puede ser considerado como una discriminación arbitraria.

-Recordar que la Ley General de Educación prohíbe la selección hasta 6° básico. Si ello no ha funcionado hay que preguntarse por qué antes de extender esta medida a todos los niveles.

-Tener en cuenta que el Ministerio de Educación no tiene facultades, personal ni recursos suficientes para fiscalizar la prohibición impuesta.

c.-En cuanto al fin del financiamiento compartido:

-Tener en consideración que el gasto total en educación de nuestro país (incluye financiamiento compartido) es la mitad del gasto promedio de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico. El gasto en educación primaria y secundaria es excesivamente bajo.

-Plazos para sustituir el copago son excesivos y no hay una proyección clara.

-Indispensable tener una proyección del aumento de la subvención gracias a los recursos provenientes de la reforma tributaria.

Las conclusiones del señor Brunner fueron las siguientes:

-Diagnóstico equivocado.

-Identificación del problema y del desafío principal mal hecho.

-En ese contexto, no se puede esperar mucho de esta reforma en materia de calidad y equidad.

-Se requiere de más estudio e información para no generar efectos imprevistos.

-Reformas de esta magnitud requieren de acuerdos de le den sustentabilidad y permitan su implementación con éxito. 

-Indispensable que el Gobierno sea capaz de articular la gran diversidad que el sistema escolar tiene y tenga en cuenta que en su sistema de provisión mixta existe una fuerte presencia de los privados.

Se deja constancia de que el señor Brunner acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

42.- La Presidenta de la Asociación Nacional de Directores de Chile, señora Marcela Vargas, hizo ver la necesidad que los Directores de Colegios, en su calidad de expertos en educación, fueran actores participativos de la reforma en estudio. Por otro lado, resaltó la necesidad de revalorizar ante la sociedad y el Ministerio de Educación su rol y de darles mayor autonomía.

En lo que al proyecto de ley respecta formuló los siguientes comentarios:

a.-Respecto al fin del financiamiento compartido:

-Si se reemplaza el copago peso a peso, éste debe ser reajustado anualmente, de acuerdo a las cifras económicas. Además, se debe utilizar la unidad de subvención escolar, medida que se utiliza en el ámbito educacional.

b.-En cuanto al fin de la selección:
-De acuerdo con que no exista la selección hasta 6° básico, pero deben exceptuarse los colegios bilingües.

-De acuerdo con  la selección académica y de acuerdo a cada proyecto educativo desde 7° básico hasta 4° medio en los colegios de excelencia, exclusivamente con selección académica,  es decir por mérito. 
-Estos colegios son los emblemáticos; los liceos bicentenarios y cualquier colegio en Chile que tenga excelencia académica, sin segregar por condición económica o condición social o religiosa, tal cual se da actualmente en nuestros propios colegios.

-De acuerdo con la cancelación de matrícula de los alumnos y alumnas que transgredan el reglamento interno de cada colegio, de acuerdo a proceso, sin tener que dar explicaciones o justificaciones al Ministerio de Educación por nuestras decisiones, puesto que nuestra función principal en los colegios es velar por el bien común y por toda la comunidad escolar.
-No están de acuerdo con un cogobierno en los colegios, en donde intervengan en las decisiones del establecimiento el Consejo Escolar, el Centro de Alumnos y la Superintendencia de Educación. Es indispensable asegurar autonomía y no judicializar cada gestión que se realiza.

-Fortalecer el rol del director, en cuanto gestor de los diversos proyectos educacionales, para contribuir a su autonomía en la toma de decisiones en post de mejorar los procesos educativos de cada colegio.

Por otra parte, formuló las siguientes sugerencias:

-Generar mecanismos para que nuestros colegios, liceos; jardines infantiles, escuelas especiales y escuelas de lenguaje no cierren y den continuidad a sus proyectos educativos.

-Trabajar con datos y cifras reales, y no politizar el debate. Solicitan estar en las comisiones de trabajo, para aportar experiencia en los detalles y en la aplicación a casos reales.
-Estudiar caso a caso las situaciones de cada escuela y colegio antes de tomar decisiones.

-No acelerar los tiempos que se requieran. Esto no es una carrera por ver cuántos malos proyectos se pueden aprobar en menor tiempo.
-Después de tener las cifras y datos reales, iniciar esto, con marcha blanca y con pruebas pilotos, para que se puedan visualizar los errores en pequeños contextos para poder intervenir.

-Hacer un estudio acucioso de todos los colegios, escuelas y liceos de Chile; trabajar con cifras y datos serios. Ello requiere tiempo, redefinir las prioridades de manera urgente para que no cierren y dar continuidad todos los colegios y sus proyectos educativos.

-Se deja constancia de que la señora Vargas acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, centrando su atención en las exposiciones realizadas, coincidió con el señor Brunner en la necesidad de evitar una visión catastrófica del sistema educacional chileno. Resaltó que, de conformidad a los datos proporcionados por el ex Ministro Secretario General de Gobierno, Chile ha aumentado significativamente durante los últimos años en cobertura y calidad. Con todo, hizo hincapié en que la realidad del país daba cuenta de dos grandes problemas. Por un lado, que el 40% de los estudiantes están bajo el umbral de competencias en lectura, matemáticas y ciencias, y, por otro, que existe un alto nivel de segregación.

A la luz de lo anterior, compartió la idea de tener una radiografía completa de la educación particular subvencionada, de manera de asegurar una propuesta adecuada.

Deteniéndose en la exposición de la señora Vargas, coincidió en la sugerencia que la subvención no quedara determinada exclusivamente por la asistencia de los estudiantes. Al respecto, estimó que una fórmula adecuada sería que de comprobarse un 80% de asistencia, se pagara el 100% de la subvención.

En otro orden de consideraciones, hizo ver a los expositores que el proyecto de ley se aprobaría en general prontamente por esta rama del Congreso Nacional. En ese contexto, les preguntó qué medidas deberían adoptarse para perfeccionarlo. 

Agregó que la aprobación de la iniciativa de ley en estudio no buscaba disminuir la educación particular subvencionada, sino reestabilizar el sistema de provisión mixta que tradicionalmente ha existido en nuestro país. Adicionalmente, notó que la educación particular subvencionada se vería beneficiada con la gratuidad, la que se alcanzaría totalmente el año 2018.

Finalmente, aseveró que la selección no debiera ser un mecanismo que se utilice a menudo, toda vez que existen 400 mil alumnos menos y 2.000 establecimientos más que hace alguno años, lo que lleva a que sean muy pocos los colegios en donde el número de vacantes sea inferior al de postulantes.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer notó que si bien se ha enfatizado que los dineros recibidos a título de copago serán reemplazados a través de las subvenciones, no se ha advertido que los recursos provenientes del Estado carecen de la flexibilidad de uso que caracteriza a los dineros proporcionados por los padres. Agregó que otra preocupación en relación con el fin del financiamiento compartido descansa en que su monto se congelará en unidad de fomento y no en unidad de subvención escolar, medida tradicionalmente utilizada en el ámbito de la educación.

Indicó que otra de las inquietudes que genera el proyecto de ley consiste en que éste establece de manera taxativa los fines en los cuales se pueden utilizar los dineros de la subvención, abriendo espacio al riesgo que ítems importantes no queden contemplados en la lista prevista. Al respecto, consideró que la medida descrita desconocía la realidad dinámica de los establecimientos y generaría una traba en la gestión de los recursos. A mayor abundamiento, resaltó que sería la Superintendencia de Educación la instancia que definiría si un determinado gesto quedaba comprendido dentro de los fines educativos.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, subrayó que otra de las preocupaciones que genera la normativa propuesta descansa en que el proceso de selección por tómbola lleve a crear cursos caracterizados por la diversidad y heterogeneidad que los profesores no sean capaces de formar. En este punto, remarcó que la inquietud se hace aún mayor cuando se advierte que el proyecto de ley no considera recursos adicionales para ayudar a los docentes a hacerse cargo de esa diversidad. Sobre el particular, preguntó a los expositores qué medidas debían adoptarse en esa dirección.

Por último, abocándose a la exposición de la señora Presidenta de la Asociación Nacional de Directores de Chile, compartió la necesidad de asegurar mayores espacio de liderazgo a los directores, piezas claves en la educación. Estimó que la iniciativa de ley quitaba aún más atribuciones, especialmente en materia de cancelación de la matrícula y, por lo tanto, llamó a otorgarles las herramientas necesarias para lograr la gobernabilidad de los establecimientos.
El Honorable Senador señor Allamand, en tanto, puso de relieve que, de acuerdo a las palabras del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, el proyecto de ley sería aprobado en general sin importar las observaciones y argumentos de quienes han sido y serán recibidos en audiencia. Notó que el escenario era aún más complejo si se tenía en consideración que, por acuerdo del Gobierno de la Nueva Mayoría, en sólo dos semanas se corregirían sus imperfecciones. Al respecto, criticó la decisión de tramitar de manera tan apresurada la propuesta de ley, e hizo ver la irresponsabilidad en la que se incurría.

Establecido lo anterior, preguntó a los expositores qué debía mantenerse y cambiar en los tres ejes del proyecto de ley, esto es, en cuanto al fin de lucro, del copago y de la selección.

Por último, deteniéndose en la afirmación del Investigador y ex Ministro Secretario General de Gobierno relativa a que el diagnóstico del Gobierno estaba equivocado y que, en consecuencia, el problema real no se abordaba en la normativa propuesta, les consultó cómo debía abordarse adecuadamente el problema real.

A su turno, el Honorable Senador señor Navarro, en alusión a los comentarios formulados por el Honorable Senador señor Allamand, recordó que el Senado sólo estaba en la discusión en general del proyecto de ley, y que, por lo tanto, una vez iniciado el estudio en particular, se realizarían los ajustes legislativos para recoger las inquietudes que el Ejecutivo y los parlamentarios estimen pertinentes.

En cuanto a la exposición del Investigador, Consultor, Académico y ex Ministro Secretario General de Gobierno, señor José Joaquín Brunner, discrepó de la aseveración que el diagnóstico a partir del cual se construyó la reforma es equivocado. Justificando sus planteamientos, remarcó que el fundamento de la iniciativa de ley radica en que la educación chilena está en crisis y que el sistema vigente no ha permitido dar los frutos esperados. A mayor abundamiento, hizo presente que así lo han hecho ver los estudiantes desde el año 2006, sumándose más adherentes desde el año 2011 en adelante.
En la misma línea argumental, subrayó que si bien la cobertura ha aumentado, a lo que se suma que un alto porcentaje de la población completa la educación secundaria en nuestro país, el modelo vigente no es capaz de preparar y cambiar las desigualdades de origen de los más vulnerables. A la luz de lo anterior, preguntó si el diagnóstico realmente era equivocado y de ser así cuál sería la alternativa que propondrían.

Continuando con el desarrollo de su exposición, indicó que la educación podría mejorar considerablemente, pero no podía pedírsele que ella fuera la encargada de poner fin a una sociedad desigual. Acotó que la solución a ello requeriría medidas adicionales, como políticas en materia de viviendas, que permitan terminar con barrios y escuelas segregadas.

Por otra parte, sostuvo que de acuerdo a los estudios existentes, el 70% de los aprendizajes de los alumnos dice relación con su capital sociocultural y no con el trabajo realizado al interior de las aulas. Al respecto, preguntó qué medidas debían adoptarse para que el colegio tuviera mayor relación con la comunidad y cómo se formarían mejores ciudadanos y no sólo mejores estudiantes. Asimismo, consultó qué medidas debían adoptarse para alcanzar educación de calidad.

Finalmente, preguntó al señor Brunner si el lucro contribuía a mejorar la calidad de la educación y a los demás expositores, si la reforma educacional era debatida al interior de las aulas.

Enseguida el Honorable Senador señor Rossi hizo hincapié en que el gasto privado en educación en nuestro país representa el 2,7% del Producto Interno Bruto, mientras que el del promedio de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico llega sólo al 1,4%. Apuntó que lo anterior lleva a que el acceso a la educación de calidad está fuertemente supeditado a los recursos económicos de las familias y que los dineros no se distribuyan de acuerdo a las necesidades educativas de los alumnos.

Por otra parte, recordó que el objetivo central del proyecto de ley consiste en alcanzar mayor inclusión en el sistema educacional. Al respecto, indicó que la decisión anterior nace de la observación que la selección desincentiva a los colegios a mejorar la calidad de los procesos educativos y a dar valor agregado, y de numerosos estudios que hacen ver que la segregación disminuye la calidad de los resultados académicos de los niños más pobres, debilita la capacidad de las escuelas de incorporar a las nuevas generaciones al ejercicio de la ciudadanía y deteriora el proceso educativo en cuanto a la capacidad de aprendizaje y generación de valores, como tolerancia y respeto a las minorías. Por el contrario, notó, existe evidencia del positivo impacto de la inclusión social. 

Siguiendo con la exposición de sus planteamientos, hizo presente que el 70% de los alumnos que atiende la educación municipal son vulnerables, disminuyendo dicho porcentaje a 50% en el caso de la educación particular subvencionada. Adicionalmente, resaltó que si se observa la realidad de cada uno de los establecimientos particulares subvencionados, se advierte que los colegios son relativamente homogéneos. Añadió que reafirma lo anterior el hecho que sólo un tercio de los niños que requieren programas de integración escolar asisten a la educación particular subvencionada y que sólo el 4% del total de la matrícula de ella se destina a niños con necesidades educativas especiales.

En cuanto a la propuesta de poner fin a la selección, notó que si bien actualmente la Ley General de Educación prohíbe la selección hasta 6° básico, el 50% de los establecimientos particulares subvencionados infringe dicha prohibición, recurriendo a sesiones de juego, entrevistas de los padres y prueba a los alumnos, entre otros. A mayor abundamiento, notó que la selección se utiliza incluso en aquellos casos en que existen más vacantes que postulantes.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, se refirió a la propuesta de mantener la selección en los liceos emblemáticos. En este punto, discrepó de tal decisión y llamó a tener en consideración que sólo el 6% de los alumnos de los colegios públicos de excelencia pertenece al primer quintil de ingresos, mientras que el 30% proviene del quinto quintil. Además, solicitó tener en consideración que sólo el 38% de los estudiantes proviene de la educación municipal, mientras que el 56% lo hace de la educación particular subvencionada. Remarcó que lo anterior implica que estos establecimientos no son verdaderos vehículos de movilidad social para los alumnos vulnerables de escuelas públicas.

Centrando su atención en el término del lucro, destacó que estudios de los investigadores Elacqua y Treviño demuestran que los colegios con fines de lucro presentan menor inversión en aspectos relevantes para la calidad, como la experiencia y tipo de contratos de los profesores, jornada escolar completa y talleres extraprogramáticos. Además, recalcó que, de acuerdo a datos proporcionados por el Ministerio de Educación, los establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro gastan el doble en el ítem inmuebles que los sin fines de lucro. Sobre el particular, solicitó a los invitados dar a conocer su opinión respecto a la presencia del lucro en educación.

Finalmente, respecto al fin del financiamiento compartido, en tanto, puso de relieve que su presencia agrava la alta segregación de la educación chilena, limita las posibilidades de elección de las familias, refuerza el carácter selectivo y excluyente de las comunidades escolares y no ha demostrado tener efectos positivos relevantes en el mejoramiento de la calidad y equidad educativa, objetivo prioritarios de la política educacional. Añadió que numerosos expertos, entre ellos los Investigadores Mizala, Repetto y Brunner, han hecho ver lo pernicioso que resulta el copago para la educación chilena. Al respecto, solicitó a los expertos un pronunciamiento.

El Director Ejecutivo de la Fundación Belén Educa, señor Juan Enrique Guarachi, estimó que a la hora de discutir la reforma educacional debía ponerse al centro a los niños y niñas del país y no a los adultos. 

Establecido lo anterior, aseguró que detrás del diagnóstico del Ejecutivo ha habido reflexión y que la idea es incorporar a todos los niños en los procesos de aprendizaje, centrales para su desarrollo y para las oportunidades que tendrán en la vida. En este sentido, consideró esencial que el Estado ofreciera educación de calidad para todos los estudiantes y pusiera fin a esta realidad en donde el 40% de ellos se encuentra bajo el umbral de competencias Pisa en lectura, matemáticas y ciencias.

En el mismo orden de consideraciones, aseveró que la Fundación que encabeza ha sido capaz de proveer educación de calidad a niños vulnerables provenientes de La Legua, Quilicura y La Pintana. Precisó que desde el 2006 al 2013, el colegio ubicado en la segunda de las comunas mencionadas, aumentó su puntaje Simce en 100 puntos en matemáticas. Notó que lo anterior demuestra que aunque los alumnos provengan de un bajo nivel socioeconómico, buenos profesores pueden lograr grandes transformaciones. Con todo, estimó que la preocupación hacia lo docentes era un punto central, debiendo entregárseles todas las herramientas para que se puedan desarrollar plenamente, entre ellas, remuneraciones adecuadas, que les permitan concentrarse con dedicación en su misión.
Por otra parte, se abocó a las interrogantes de los Honorables Senadores señores Allamand y Walker, don Ignacio, sobre qué aspectos de la reforma en estudio debían ser perfeccionados. Al respecto, consideró imprescindible dar mayor flexibilidad a la regulación propuesta en aspectos tales como el uso de los recursos recibidos a título de subvención. Además, llamó a confiar en los docentes, directores y sostenedores de los establecimientos, de manera que ellos puedan desarrollar su trabajo con libertad. Asimismo, estimó necesario crear una cultura de inclusión, dando espacio a niños con necesidades educativas especiales y con mal comportamiento, por ejemplo. Con todo, destacó que erradicar la discriminación era una materia que iba más allá del ámbito de la educación.

La Presidenta de la Sociedad de Instrucción Primaria, señora Patricia Matte, en relación con los comentarios formulados por el Honorable Senador señor Allamand, lamentó que esta rama del Congreso Nacional en un lapso tan breve y respecto de una materia tan importante pretendiera abordar todas las variables para corregir el proyecto de ley.
Por otra parte, puso de manifiesto que esta iniciativa de ley ha llevado a perder tiempo y amistad cívica en una normativa que sólo toca tangencialmente los elementos esenciales para mejorar la calidad de la educación. Aseguró que si el Gobierno hubiera privilegiado los proyectos referidos a los profesores, la opinión sería distinta. Agregó que en esa materia existen muchos aspectos que abordar, como el mejoramiento de sus remuneraciones, la disminución de horas lectivas y la rebaja de alumnos por profesores.

En sintonía con el punto anterior, llamó a tener en consideración que esta propuesta de ley, que sólo roza el verdadero problema de la educación, supondrá gran cantidad de recursos, lo que hará que una vez más el país postergue reformas esenciales, como la mencionada.

Apuntó que otro aspecto que urge corregir es el fortalecimiento de la educación pública, de manera que ella se transforme en una verdadera opción para los padres.

Abocándose a las preguntas de los Honorables Senadores señores Allamand y Walker, don Ignacio, afirmó que uno de los aspectos del proyecto de ley que debían ser perfeccionados era el financiero. Sobre el particular, indicó que si bien se sostiene que el financiamiento compartido será cubierto a través de la subvención de gratuidad y de la preferente, no se hacen proyecciones respecto al estándar que se espera alcanzar en los próximos años. En este punto, resaltó que para los sostenedores resulta fundamental conocer la cantidad de recursos con los que contarán a corto, mediano y largo plazo. 

Adicionalmente, remarcó la necesidad de dar mayor flexibilidad al uso de los recursos que, reemplazando el financiamiento compartido, se entregarán a título de subvención.

Siguiendo con el análisis de los aspectos que resulta indispensable corregir, consideró necesario perfeccionar el sistema de postulación y de admisión propuesto, posibilitando las entrevistas entre los padres y los directivos del colegio y los docentes antes de que el niño esté matriculado, a fin de asegurar que exista coincidencia de objetivos entre los apoderados y el colegio, y compromiso de ellos con el proyecto educativo, elemento esencial para asegurar el éxito del mismo.

Por último, hizo hincapié en que la reforma en estudio no traería aparejada ninguna mejora en calidad, y que gran parte de los recursos recaudados con la reforma tributaria se destinarán a aspectos que no constituyen el centro de las preocupaciones.

El Investigador, Consultor, Académico y ex Ministro Secretario General de Gobierno, señor José Joaquín Brunner, insistió en los avances alcanzados por nuestro país entre los años 2000 y 2009 en materia de calidad y en la distribución social de las oportunidades.

Asimismo, reiteró que la principal atención de Chile debía estar en el 40% de los estudiantes que están bajo el nivel de competencias Pisa y que, en consecuencia, el desafío de una reforma debía estar en cambiar dicha realidad, lo que requeriría cambiar la educación de muchos colegios. Con todo, estimó que ninguno de los tres elementos a los que la propuesta de ley pone fin mejoraría el problema descrito. 

En la misma línea argumental, hizo hincapié en que el problema no radicaba en un tipo de establecimientos, ya que alumnos en esa condición estaban tanto en establecimientos municipales como en particulares subvencionados, con y sin fines de lucro. Agregó que para transformar los colegios se requerirá de mayor liderazgo de los directores, mejores profesores, mayor confianza en los establecimientos y más inversión. 

Por otro lado, hizo presente que los mayores recursos obtenidos por medio de la reforma tributaria debían destinarse en su mayoría a aumentar el gasto público en educación. Al respecto, observó que, de acuerdo a las normas del proyecto de ley en estudio, el año 2018 habrá gratuidad, pero el gasto público en educación será el mismo, ya que sólo se sustituirán los recursos entregados por los padres por dineros públicos.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, hizo ver que si la discusión fuera meramente filosófica, se inclinaría por un sistema en el cual los establecimientos con fines de lucro no tengan presencia. Sin embargo, llamó a tener en consideración que nuestro país tenía una historia en educación, en donde elementos como el señalado forman parte de la cultura nacional. Adicionalmente, puso de relieve que en el resto de América Latina, en donde el lucro, el copago y la selección no tienen espacio, la segregación y el desempeño son peores.

En otro orden de consideraciones, remarcó que los padres no dejarán de invertir en la educación de sus hijos, y resaltó que en países como Korea, en donde el mercado no está presente en educación, el aporte de las familias llega a dos puntos del producto interno bruto.

Deteniéndose en la interrogante formulada por los Honorables Senadores señores Allamand y Walker, don Ignacio, aseguró que más que corregir algunos aspectos de la iniciativa de ley, había que cambiar la visión de fondo de ella, a fin de que ésta se pueda hacer cargo realmente del desafío del país, que consiste en contar con escuelas efectivas que permitan terminar con las desigualdades de origen. En este punto, reiteró que ni el término del lucro, ni el fin a la selección ni el término del copago permitirían revertir los resultados de los establecimientos que no son capaces de asegurar competencias mínimas a sus alumnos. 

Por último, enfatizó que ninguna de dichas medidas permitiría avanzar cuarenta puntos al año 2020, tal como ocurrió entre los años 2000 y 2010.

La Presidenta de la Asociación Nacional de Directores de Chile, señora Marcela Vargas, consideró que el proyecto de ley no centraba su atención en la calidad de la educación y que sólo la tocaba tangencialmente. En efecto, aseguró que los cambios para alcanzarla decían relación con los profesores, con la carrera docente y con el currículum, aspectos que no se abordan en ella, dando cuenta de que no se trata de una reforma verdaderamente educacional, sino meramente política. 

Enfatizó que los cambios propuestos pesarían sobre los hombros de los directores y profesores del país, realidad que el Gobierno no advertía, toda vez que no revalorizaba su rol.
Por otra parte, hizo ver que el país tenía necesidades urgentes en materia educacional, en áreas como carrera docente, currículum y educación inicial, las que no parecían estar dentro de las preocupaciones del Ejecutivo.

Finalmente, estimó que el resultado más favorable de esta reforma sería dejar la educación en las condiciones en las que está. Con todo, llamó a no perder de vista que ella podría implicar el cierre de establecimientos particulares subvencionados, afectando un importante porcentaje de alumnos vulnerables.
El Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional del Ministerio de Educación, señor Andrés Palma, aseveró, en primer término, que la normativa propuesta no afectaría los proyectos educativos de los establecimientos particulares subvencionados. Aseguró que el único objetivo perseguido en esta iniciativa de ley era alcanzar mayor inclusión en educación, a través del fin del lucro, del copago y de la selección.

En alusión a los comentarios de la señora Matte, indicó que si bien en el proyecto de ley original, los sostenedores eran meros administradores, con las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, se deja claramente establecido que ellos serán cooperadores del Estado en la misión de proveer educación.

Por otra parte, resaltó que la exigencia de transformarse en corporaciones educacionales sin fines de lucro permitirá asegurar que todos los recursos entregados por el Estado serán utilizados en fines educativos. Notó que actualmente, el retiro total de recursos al año oscila entre MM U$ 300 y MM U$ 600. Con todo, remarcó que la cifra total, establecimiento por establecimiento, no puede ser exacta, ya que se reconstruye a partir de datos parciales.

En cuanto a las críticas referidas a que el proyecto de ley no aborda aspectos centrales para alcanzar calidad, recordó que el Mensaje que da vida a él sostiene claramente que éste es sólo uno de muchos proyectos. Añadió que prontamente se presentará a tramitación un proyecto sobre carrera profesional docente y uno sobre nueva educación pública. En atención a esa realidad, llamó a mirar la propuesta en estudio como parte de un conjunto que modificará la educación chilena. A mayor abundamiento, reiteró que éste sólo posibilitará reordenar los objetivos de la educación, avanzando hacia la inclusión y la equidad para llegar a la calidad.

Deteniéndose en la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, de considerar en materia de subvención no sólo la asistencia, puso de relieve que el Ejecutivo estaba estudiando la fórmula adecuada al respecto. Con todo, resaltó que en el proyecto de ley sobre nueva política docente se contempla que el premio a los profesores sea pagado directamente a los ellos y no vía subvención.

En otro orden de consideraciones, resaltó que la normativa propuesta incrementará en MM U$ 1.200 los recursos de la educación general, aumentando los dineros de ese sector en un 20%. Sin embargo, recordó que MM U$ 400 sustituirán el copago que actualmente realizan los padres.

Refiriéndose a la sustitución del financiamiento compartido, hizo presente que uno de los elementos que habrá que revisar será la flexibilidad del uso de los nuevos recursos. 


Por último, comentó que los dineros provenientes de la subvención de gratuidad gozarán de la misma flexibilidad en su uso que aquellos provenientes de la subvención general. Indicó que el incremento de los dineros de la subvención escolar preferencial, por su parte, estarán sujetos a las limitaciones vigentes. No obstante, manifestó que ello sería objeto de revisión una vez despachado el proyecto de ley en estudio, toda vez que la no existencia de personas con fines de lucro podría motivar mayor flexibilidad.


43.- La Gerente del Centro de Innovación en Educación de Fundación Chile, señora Ana María Raad, en primer lugar, afirmó que la Fundación Chile es una institución público-privada cuyo propósito apunta al mejoramiento educativo, con énfasis en el diseño de planes de innovación para resolver las problemáticas que afectan al sistema educacional chileno y analizar los desafíos que debe afrontar en lo sucesivo.

En efecto, afirmó que debe analizarse el sistema educativo en base a un principio de integración entre los estudiantes y educación integral para formar ciudadanos para el siglo XXI. Asimismo, sostuvo que, en el ámbito escolar, proponen la mejora de sus procedimientos internos, el liderazgo directivo, la incorporación de tecnología y el desarrollo técnico-profesional.

En ese contexto, indicó que las propuestas de Fundación Chile se fundan en la experiencia que ha recabado respecto del sistema educativo chileno. En efecto, aseveró que la entidad ha desarrollado programas de apoyo para más de 100 escuelas y liceos mediante una red de consultores formados en mejorar escuelas (600 en el país), habiéndose identificado 100 escuelas líderes e innovadoras en contextos vulnerables, brindando apoyo territorial en comunas y regiones claves, tales como Antofagasta, O´Higgins, Calama, Castro, Santiago, entre otras.

Enseguida, agregó que la educación cumple un doble rol: permitir el desarrollo de los individuos y el desarrollo colectivo mediante la construcción de una sociedad basada en principios y valores compartidos. Con todo, aseveró que ambos roles no siempre están alineados y generan tensiones, de lo que deriva que la discusión en educación no es sólo sobre cómo se aprende más y mejor, sino sobre el tipo de sociedad que se quiere construir. En consecuencia, enfatizó que el sistema educativo debe fundamentarse en la tríada compuesta por la calidad, la equidad, y la integración e inclusión.

En ese contexto, explicó que Fundación Chile aboga por el desarrollo de las capacidades de todos los actores que intervienen en el proceso educativo, considerando los propósitos que se quieren alcanzar y las normas legales que operan en el sector. En efecto, aseveró que es posible generar proyectos educativos diversos e inclusivos que atiendan a las diferencias de los niños, recibiendo alumnos sin discriminar por características familiares. Asimismo, indicó que es posible asegurar una educación diferenciada y de calidad de acuerdo a las necesidades de cada niño y al tipo de educación que reciben, asegurar la diversidad de proyectos educativos y promover una mayor tolerancia y valores democráticos.

En la misma línea, añadió que una mayor diversidad del sistema educativo genera mayores desafíos, debiendo resguardarse la calidad de dicho sistema mediante una planificación cuidadosa, implementación gradual y focalización e inversión de los recursos, con especial énfasis en la diversidad de los estudiantes. 


Seguidamente, afirmó que resulta necesario mejorar las capacidades de quienes intervienen en dicho sistema, con un balance entre los cambios que operan desde y hacia las escuelas; el liderazgo sistémico de la mano del desarrollo de capacidades; la combinación de visiones nacionales y el apoyo al desarrollo profesional dentro del sistema, así como el compromiso público de promover aprendizajes y resultados. Dichas mejoras, agregó, pueden promoverse mediante la profesionalización del sistema educacional y el mejoramiento de sus estándares y el desarrollo de capital social, organizacional y cultural.

Respecto de los sostenedores de establecimientos educativos, afirmó que se ha observado una alta rotación de equipos, diversidad de criterios para distribuir recursos, dificultad para el funcionamiento de escuelas pequeñas y limitación de sus capacidades técnicas. De ello deriva, agregó, la necesidad de instalar sistemas de selección para sostenedores y equipos técnicos y promover mecanismos de formación equipos de técnicos locales. Asimismo, abogó por promover una mayor independencia de las decisiones políticas y desarrollar marco del buen sostenedor. 


Por otra parte, en cuanto a los directores de dichos establecimientos, sostuvo que se ha observado alta rotación laboral y exigentes grados de presión, bajo apoyo institucional, problemas formativos y falta de habilidades. En consecuencia, sostuvo que debe favorecerse su formación continua coherente con un plan de trayectoria docente, el fortalecimiento del trabajo en comunidades de aprendizaje, la promoción de espacios de análisis y reflexión permanente, la innovación didáctica y metodológica, junto a un mayor tiempo para el diseño, evaluación y retroalimentación de alumnos, incluyendo un proceso de inducción y mentoría en los años iniciales de la profesión.

En consecuencia, sostuvo que la Fundación Chile propone considerar una visión y práctica para una educación de calidad amplia y coherente con los desafíos que requiere el siglo XXI mediante la formación de ciudadanos íntegros y una ampliación del concepto de calidad educativa, con especial énfasis en las capacidades analíticas y no rutinarias de los estudiantes.





44.- El Presidente Nacional de la Asociación de Padres y Apoderados de Colegios pertenecientes a la Federación de Instituciones de Educación Particular, señor Ricardo Salinas, dio cuenta de las observaciones de la entidad a la iniciativa legal en estudio. 





En primer término, sostuvo que la Asociación Nacional de Padres y Apoderados de Colegios FIDE representa a 550 mil alumnos que estudian en colegios asociados a FIDE y a 1.100.000 padres y apoderados distribuidos a través de todo Chile, dentro de los cuales se encuentran colegios particulares pagados, con financiamiento compartido o gratuitos, y jardines infantiles, confesionales y laicos. 





Enseguida, aseveró que la Asociación de Padres y Apoderados de Colegios comparte la necesidad de generar una reforma educacional que apunte a mejorar la calidad de la educación, la que debe conservar la libertad y el derecho de los padres y apoderados a elegir los establecimientos educacionales y favorecer la continuidad de los proyectos educativos, particularmente respecto de los colegios particulares subvencionados. 





Por otra parte, sostuvo que la inclusión que propone alcanzar el proyecto de ley debe ir acompañada de mejoras en infraestructura y formación de profesionales.




Respecto del término del copago, sostuvo que debe evitarse que las modificaciones que se introduzcan en dicho ámbito puedan afectar la calidad y continuidad de los proyectos educativos.





Seguidamente, la Directora Zona Norte de la Asociación de Padres y Apoderados de Colegios pertenecientes a la Federación de Instituciones de Educación Particular, señora Daniela Saavedra, afirmó que debe evitarse el cierre de establecimientos educacionales como consecuencia de las reformas que la iniciativa pretende introducir al sistema educativo vigente. 





Por otra parte, la Secretaria de la Asociación de Padres y Apoderados de Colegios pertenecientes a la Federación de Instituciones de Educación Particular, señora Johanna Fernández, sostuvo que, sin perjuicio de las reformas que deben promoverse en el ámbito de la educación particular subvencionada, es necesario mejorar el financiamiento de los establecimientos de la educación municipalizada.




45.- La Presidenta de la Asociación de Sostenedores de Escuelas Especiales de Lenguaje A.G. ASEEL, señora Gloria Véliz, expuso la opinión de la entidad respecto del proyecto de ley en análisis.




En ese sentido, sostuvo que, en lo tocante al financiamiento de las escuelas especiales de lenguaje, que atienden al 22% de la educación parvularia, aseveró que los montos comprometidos resultan ser similares a aquellos que se entregan al resto de las instituciones, sin perjuicio de la especificidad de la labor que desarrollan.





Seguidamente, detalló que dichas instituciones atienden a niños y niñas entre 3 y 6 años de edad, son totalmente gratuitas y funcionan en doble jornada, mediante un sistema de educación personalizada, con una capacidad máxima de 15 alumnos por sala. Dichas entidades, agregó, cuentan con educadoras diferenciales y fonoaudiólogas, en muchas ocasiones otorgan transporte escolar, y, en general, son proyectos educacionales pequeños, con un promedio de 107 alumnos por escuela.




A continuación, la educadora diferencial, señora Beatriz Bahamonde, añadió que los menores atendidos por la Asociación de Sostenedores de Escuelas Especiales de Lenguaje A.G. ASEEL presentan una semiología lingüística variada que puede ir desde problemas específicos en la producción de palabras y contenido de sus expresiones -con diferentes grados de severidad denominado como TEL Expresivo- hasta la forma más compleja, en la que se ven afectados todos los niveles del lenguaje. Dicha patología, agregó, si no se diagnostica a tiempo, puede afectar otras áreas del aprendizaje del niño o niña especialmente en el lenguaje escrito, en la memoria de trabajo y sus habilidades metalingüísticas.




Respecto de la aplicación de las disposiciones contenida en la iniciativa respecto de las Escuelas Especiales de Lenguaje, sostuvo, acerca del fin al copago, que dichas entidades son absolutamente gratuitas, por lo que esta condición no tiene incidencia en su caso. 





En lo relativo al fin a la selección, aseveró que la admisión de alumnos en las escuelas especiales de lenguaje se hace en base a la evaluación de profesionales médicos, fonoaudiólogos y profesoras diferenciales, quienes deben detectar la dificultad en el niño que postula. 




En lo tocante al fin del lucro, afirmó que los excedentes son reducidos y/o razonables, tal como consta en su contabilidad.




Acerca de los efectos que la aprobación de la iniciativa podría producir para dichas entidades, sostuvo que una eventual prohibición de arrendamiento e inmuebles afectaría a cerca del 80% de las escuelas especiales de lenguaje. Asimismo, indicó que en la mayoría de los casos, existen deudas hipotecarias de largo plazo con instituciones financieras.





Por otra parte, aseveró que una eventual modificación de la forma jurídica en que se organizan tales entidades resulta ser problemática, toda vez que, en general, las escuelas de lenguaje son proyectos educacionales pequeños, constituidos por sociedades educacionales con similares características. En consecuencia, afirmó que un eventual transformación en corporación o fundación plantea dificultades por no contar con la cantidad de personas requeridas para constituir dichas figuras.




Finalmente, abogó por detallar los mecanismos que permitan mejorar la inclusión pedagógica en los establecimientos educacionales y ampliar el ámbito de los trastornos que pueden atender. Al efecto, sostuvo que debe promoverse la contratación de profesionales especialistas, la adecuación de la infraestructura, el cambio del currículum docente, la flexibilidad y pertinencia de planes y programas, y la definición de la carga horaria.




46.- La Presidenta de la Coordinadora de Padres y Apoderados por el Derecho a la Educación, CORPADE, señora Dafne Concha, dio cuenta de las observaciones de dicha entidad acerca de la propuesta legislativa en estudio. En primer término, explicó que la organización que representa fue formada el año 2011, en el contexto de las demandas del movimiento estudiantil. En ese contexto, aseveró que la entidad propugna la concepción de la educación como un derecho social -y no como un bien de consumo-, una educación sin lucro, gratuita y sin barreras de acceso, democratizadora y plural. 





En consecuencia, aseveró que la educación opera como un ente transformador en el ámbito individual y colectivo, poniéndose al servicio de un proyecto colectivo, con una perspectiva a largo plazo de desarrollo, sustentabilidad y bienestar, con la finalidad de obtener una educación integral e integradora para los estudiantes y la sociedad en su conjunto. De ese modo, agregó, es posible superar la concepción de la educación como un bien que se obtiene en el mercado, debiendo desaparecer del sistema educativo los conceptos de lucro, financiamiento compartido y selección, salvo en enseñanza media en deportes de alto rendimiento o perfil artístico específico. 





Asimismo, sostuvo que debe terminarse con el sistema público de educación municipal, promoverse un cambio en el modo de financiamiento -no por asistencia promedio sino con fondos basales y de focalización-, se debe terminar con la lógica de la “competitividad exacerbada” estimulada en evaluaciones de carácter censal, tales como SIMCE, y disminuir el excesivo número de alumnos por sala.





Por otra parte, sostuvo que debe mejorarse considerablemente las condiciones laborales y de estabilidad laboral de los profesores, implementar una Carrera Profesional Permanente para docentes y asistentes de la educación, valorar la función de los asistentes de la educación como parte integrante del equipo formador al interior de las comunidades escolares , y garantizar y promover el ejercicio de la democracia, en particular promover y asegurar la participación de todos los miembros de la comunidad escolar.





Al mismo tiempo, abogó por superar las insuficiencias en infraestructura, otorgando las garantías básicas para un ambiente escolar operativo, y regular la cobertura técnico profesional en función de las proyecciones de desarrollo industrial que se proponga el país. 





En consecuencia, aseveró que la entidad valora positivamente el contenido de la reforma educacional en análisis, sin perjuicio que no aborda la situación del 7% de la cobertura educacional privada. En efecto, sostuvo que la eliminación del copago permite asegurar, para el 2017, la gratuidad del 93,2% de la matrícula que recibe aportes del Estado, en tanto que los recursos que lleguen al sector particular subvencionado van a ser destinados al sector público. 





Acerca del fin a la selección, aseveró que, al quedar los procesos de admisión en manos de cada establecimiento, será muy difícil la fiscalización de dicha prohibición, sin perjuicio de las mejoras que pudieren introducirse a las sanciones que operan en su caso.




En lo relativo al fin al lucro, sostuvo que no parece razonable que el Estado tenga que garantizar la compra del inmueble con cargo a la subvención escolar a una fundación, aunque esta sea sin fines de lucro, pues, al existir fondos del Estado, su propiedad debe corresponderle sin perjuicio de entregarlo a una institución en comodato. 





Asimismo, añadió que, con la finalidad de garantizar la reinversión en fines educativos de los recursos entregados por el Estado, debe establecerse que una pena de cárcel efectiva para quienes vulneren la prohibición de lucro que contempla la iniciativa.





En consecuencia, enfatizó que, mediante dichos instrumentos, es posible garantizar el derecho a la educación para todos los niños y niñas de Chile, sin distinción, con educación gratuita en todos los niveles. 





47.- El Investigador del Programa de Educación y Cambio Social del Instituto de Ciencias Alejandro Lipschutz, señor Cristóbal Villalobos, presentó el contexto del sistema educativo chileno y las mejoras que pudieren introducirse a su respecto.





En primer lugar, sostuvo que el sistema educativo chileno se enmarca en un sistema social caracterizado por niveles extremos de desigualdad y falta de desarrollo democrático. En ese sentido, arguyó que el rol del sistema educativo en el país actualmente apunta al desarrollo de capital humano, entendido como la generación de conocimientos y habilidades para que los sujetos se desarrollen eficazmente en el mundo productivo, por sobre otros objetivos como la formación ciudadana y democrática o la cohesión social.




De ese modo, aseveró que el sistema educacional chileno se centra en la competencia y el mercado, lo que ha provocado desigualdad y segregación educativa, limitada elección de los padres -ya sea porque no se cumple el supuesto de elección por calidad, por el rol del financiamiento compartido como un restrictor de las posibilidades de elección, o por la selección de los establecimientos-, y diversas movilizaciones sociales, particularmente importante a partir del año 2000, a raíz de las críticas al sentido y objetivos del modelo educacional vigente.




Enseguida, sostuvo que el proyecto que regula la admisión de los estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro, tiene una orientación, sentido, lógica y temporalidad correcta, toda vez que contribuye en el desarrollo de un sistema educativo más equitativo y de mejor calidad mediante un proceso progresivo de inclusión educativa. Sin embargo, indicó que, para desplegar sus resultados, debe desarrollarse en torno al conjunto de la reforma educativa, incluyendo la carrera docente, el fortalecimiento de la educación pública y reformas en educación superior, entre otras.




Respecto de la prohibición de la selección escolar, aseveró que es necesario mantener su prohibición en el conjunto del sistema -incluyendo los liceos públicos de excelencia y la prohibición de selección hasta 6to Básico en colegios particulares pagados-, dada la imposibilidad de distinguir entre mérito y capital cultural-social de las familias y el rol reproductor de las desigualdades de los sistemas educativos contemporáneos. 

48.- El Obispo de las Iglesias Evangélicas de Chile, señor Emiliano Soto, sostuvo que en el país existen 450 colegios del sector evangélico, de los cuales 250 provienen de entidades sin fines de lucro, en tanto que el resto corresponde a iniciativas particulares de personas que profesan la religión evangélica.


En ese contexto, explicó que las reformas educativas son necesarias para el progreso del país. Sin embargo, indicó que no debe olvidarse que los verdaderos protagonistas de la educación deben ser los estudiantes que, apoyados por docentes y educadores de excelencia, se convertirán en futuros ciudadanos comprometidos con el país. 


Tratándose, en específico, de las disposiciones contenidas en la iniciativa, aseveró, respecto del fin del lucro, que la educación evangélica no persigue dicha finalidad. En efecto, señaló que las escasas utilidades obtenidas por dichas entidades se reinvierten en el mismo servicio educativo. Asimismo, añadió que el 80% del alumnado es de una condición socioeconómica medio baja y el 20% el restante pertenece al grupo socioeconómico medio, por lo que el sistema educativo evangélico aporta fuertemente a la movilidad social.

Respecto del copago, sostuvo que los colegios de copago medio y alto no podrán acceder inmediatamente a un sistema de gratuidad, ya que la subvención no alcanzará a cubrir el financiamiento compartido. En consecuencia, afirmó que deberán esperar varios años para integrarse a un sistema de gratuidad, por lo que deberá asegurárseles viabilidad financiera, debiendo buscarse fórmulas que permitan la sustentabilidad de dichas instituciones.

En lo tocante a la selección de estudiantes, agregó que los padres y apoderados deben elegir los establecimientos educacionales en razón del proyecto educativo que se ofrece. En ese contexto, aseveró que el sistema educativo evangélico solo requiere que quienes ingresan tengan una vida estudiantil consecuente con la opción libre y responsablemente escogida, lo que implica el conocimiento, compromiso y respeto a las bases filosóficas y reglamentarias del estilo de educación y calidad de vida que se desea conseguir.


Seguidamente, la abogada de las Iglesias Evangélicas de Chile, señora Jeanette Vargas, añadió que la reforma educacional debe propender a asegurar la inclusión de los estudiantes, incluyendo las distintas condiciones socioeconómicas, culturales, étnicas, de género, de nacionalidad y de religión, estableciendo que, en los establecimientos educacionales de propiedad o administración del Estado, se promoverá la formación laica y el desarrollo espiritual y valórico.

En cuanto a la utilización de la subvención recibida, sostuvo que el financiamiento no podrá utilizarse con personas relacionadas, o con sostenedores o representantes legales del establecimiento, a menos que se realicen entre instituciones que tengan similitud y comparten fundamentos en sus idearios educativos.

Asimismo, en relación a la selección de los estudiantes, indicó que el texto sometido a consideración de la Comisión contempla que en aquellos casos en que los cupos disponibles sean menores al número de postulantes, los establecimientos educacionales deberán aplicar un procedimiento de admisión aleatorio definido por éstos. Al efecto, abogó por incorporar dentro de dichos criterios la condición de profesar el credo al cual adhiere el proyecto educativo y ser hijo de ex alumnos del establecimiento de que se trate.


En lo relativo a la constitución de nuevos establecimientos educacionales, añadió que resulta pertinente establecer que el Ministerio de Educación aprobará la solicitud sólo en caso que no exista un proyecto educativo de características distintas, con la finalidad de permitir la adecuación de tales proyectos a las características específicas de cada zona geográfica.

En cuanto a los cobros mensuales promedio por alumno, abogó por establecer que, durante el primer año escolar desde la entrada en vigencia de la iniciativa, los establecimientos educacionales de financiamiento compartido podrán efectuar cobros mensuales promedios por alumno, los que en todo caso no podrán exceder al cobro mensual por alumno correspondiente al valor informado en último informe trienal, con la finalidad de asegurar su sustentabilidad y el desarrollo de sus actividades.

En la misma línea, arguyó que deben implementarse los mecanismos para permitir la sustentabilidad de los establecimientos educacionales y sus compromisos educativos y laborales, resguardando a las familias y proyectos educativos que podrían verse afectados.

Seguidamente, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó respecto del número de establecimientos educacionales del sector evangélico, con y sin fines de lucro, que arriendan los inmuebles en que operan. Asimismo, consultó acerca de los efectos que la aprobación de la reforma educacional podría generar en su funcionamiento.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó información respecto de los planes que el Ejecutivo pretende implementar para las escuelas especiales transitorias y permanentes de lenguaje. 


Por otra parte, consultó respecto de la incorporación de un criterio de selección que pondere la relación de parentesco entre un postulante y un ex alumno de un establecimiento educacional específico.


El señor Obispo de las Iglesias Evangélicas de Chile, respondiendo la consulta formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, sostuvo que se trata, aproximadamente, de 285 entidades del sector evangélico que no persiguen fines de lucro que, en calidad de propietario o arrendatario, desarrollan labores educacionales. Dichas entidades, agregó, no se verían afectadas por una eventual modificación a las disposiciones que regulan su funcionamiento.


Por otra parte, añadió que, respecto de los cerca de 180 establecimientos educacionales del sector que persiguen fines de lucro, se han manifestado las problemáticas que derivarían de su transformación en entidades jurídicas distintas, particularmente de aquellas que son propietarias de los bienes raíces en que operan.


El Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional del Ministerio de Educación, señor Andrés Palma, sostuvo que, en la exposición de Fundación Chile y Educar Chile, se contiene una mención al Plan Maestro, la que, según propone el Ejecutivo, incluye, al mismo tiempo, la carrera profesional docente, la carrera de directivo docente y la formación inicial docente. 


Respecto del contenido de la reforma educacional, aseveró que su finalidad no apunta exclusivamente al aumento de los recursos asignados a dicho sector, sino que, de modo sustancial, pretende introducir modificaciones sistémicas en materias tales como el estatuto docente y directivo y la calidad del sistema educativo.


En lo relativo a las escuelas de lenguaje, explicó que, en los términos expuestos por el Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, no resulta adecuado asimilar el tratamiento legislativo aplicable en su caso con aquél que opera para todos los establecimientos educacionales, particularmente respecto a la selección de estudiantes, toda vez que aquéllas entidades requieren identificar específicamente los trastornos que pretenden atender. En consecuencia, aseveró que el Ejecutivo promoverá las medidas conducentes a distinguir entre el régimen jurídico aplicable en uno y otro caso.


Acerca de las observaciones de las organizaciones que expusieron ante la Comisión, particularmente respecto de aquellas que propone una serie de modificaciones al texto de ley en estudio, dio cuenta de la voluntad del Ejecutivo de revisar su pertinencia y eventual incorporación a su articulado.


En cuanto a la incorporación del parentesco con un ex alumno de un establecimiento educacional como criterio para optar a ingresar a él, sostuvo que el Ejecutivo no comparte dicha propuesta, toda vez que constituye un elemento que selecciona a los estudiantes y dificulta su inclusión, pudiendo constituir una hipótesis de discriminación arbitraria.


Por otra parte, la Honorable Senadora señora Von Baer sostuvo que las escuelas especiales de lenguaje –las que, según señaló el Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional del Ministerio de Educación, señor Andrés Palma, equivalen, en todo el país a 1.112 establecimientos, que atienden a 93.867 estudiantes-, se verán afectadas gravemente por los efectos de la aprobación de la reforma educacional, considerando que se trata de entidades particulares subvencionadas que persiguen fines de lucro. Asimismo, aseveró que la educación municipalizada no se encuentra preparada para atender las particularidades de los estudiantes que acuden a dichos establecimientos.


En consecuencia, consultó respecto de las medidas que pretende adoptar el Ejecutivo para garantizar el acceso a la educación de dichos estudiantes.


En la misma línea argumental de la Honorable Senadora señora Von Baer, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que, tratándose de las escuelas especiales de lenguaje, es posible proceder a la selección de estudiantes, considerando las particularidades de las labores que desarrollan.


Con todo, solicitó que el Ejecutivo precise las estadísticas del número de escuelas especiales y especiales de lenguaje, junto al total de estudiantes que asisten a dichos establecimientos.


Por otra parte, sostuvo que, respecto de la incorporación del parentesco con un ex alumno de un establecimiento educacional como criterio de selección, no se trata de un elemento que pueda constituir una discriminación arbitraria.


A su vez, el Honorable Senador señor Allamand manifestó que, respecto de las escuelas especiales de lenguaje, la aplicación de las disposiciones contenidas en la iniciativa podría afectar o impedir su funcionamiento, lo que genera la obligación, para el Ejecutivo, de adoptar las medidas necesarias para garantizar la atención de sus estudiantes.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, agregó que, considerando que cerca del 80% las escuelas especiales de lenguaje arriendan los inmuebles en que funcionan, la imposición de la obligación de operar como propietarios de éstos podría generar serias dificultades para su funcionamiento.


El señor Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional del Ministerio de Educación, respondiendo las inquietudes del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que el Ejecutivo propone garantizar la continuidad operacional de aquellas entidades que arriendan los inmuebles en que operan.


Asimismo, agregó que, del mismo modo, se pretende asegurar el funcionamiento de los establecimientos que sean propietarios de los inmuebles en que funcionan.


Por otra parte, aseveró que establecer el parentesco entre hijo y un padre ex alumno como criterio de selección para ingresar a un establecimiento educacional constituye una discriminación arbitraria, a diferencia de lo que ocurre tratándose de un hermano o funcionario que se desempeña actualmente en él.


Finalmente, la Honorable Senadora señora Von Baer reiteró que la aprobación de la iniciativa en análisis generaría una serie de efectos negativos respecto de las escuelas especiales de lenguaje, incluyendo casos en que se podría producir la disolución de dichos establecimientos, lo que genera la necesidad de adoptar las medidas para evitar la ocurrencia de dicha hipótesis.
49.- La Directora Nacional de la Coordinadora Nacional de Educación Especial, CONADEE, señora Aladina Collao; trató en su presentación las siguientes materias:

1.-Definición de educación especial.

2.-Hitos generales de la educación especial en Chile.

3.-Terminologías conceptuales.

4.-Cuadros estadísticos, prevalencia y otros: 

a.- Prevalencia proyectada de necesidades educativas especiales asociados o no a discapacidad en el sistema educacional chileno al año 2014: 925.429 niños, es decir, el 28,9% de los niños presentarían algún tipo de necesidades educativas especiales.

b.- Atención de las necesidades educativas especiales en el sistema escolar chileno. La educación especial es una modalidad transversal a todo el sistema educativo. En él existen tres formas de atención de estos niños: escuelas especiales, proyectos de integración escolar y grupos diferenciales. 

- La matrícula total en las escuelas especiales llega a 165.668, de ella el 91% (150.820) asiste al sector particular subvencionados y sólo el 9% (14.848) al municipal. 

- Las necesidades educativas especiales permanentes (discapacidad intelectual, auditiva, visual, trastorno auditivo, alteraciones graves de la capacidad de relación) representan el 28% (45.891) alumnos. 

- Las necesidades educativas especiales Transitorias (trastornos específico del lenguaje), el 72%. 
- Entre las necesidades educativas especiales permanentes la que presenta la más alta matrícula es la discapacidad intelectual. 
- Comparando el primer cuadro relativo a las prevalencias proyectadas y la matrícula de las Escuelas Especiales, la cobertura de la discapacidad intelectual alcanza una cobertura del 21.4% y los trastornos específicos del lenguaje una cobertura del 59.5%. 
- La cobertura total de las Escuelas Especiales alcanzan al 16.5%. Esto significa que, aun teniendo en cuenta las otras formas de atención de la Educación Especial (Proyecto de Integración Escolar y Grupos Diferenciales), es una cobertura baja. Este dato estadístico revela que en el Sistema Educativo todavía existen un número importante de niños(as) y jóvenes que no han sido diagnosticados y por lo mismo no están recibiendo la atención necesaria. 
- Históricamente las Escuelas Particulares Subvencionadas han ido, progresivamente en el tiempo, aumentando su matrícula, a diferencia de las Escuelas Municipales que en los últimos 14 años se ha mantenido sin variaciones (aproximadamente 15.000 alumnos). 
- En nuestro Sistema Educativo las Escuelas Particulares Pagadas representan un número insignificante. 

- Existe un total de 2.498 escuelas especiales, de ellas el 82% (2.039) pertenece al sector particular subvencionado y sólo el 18% (454) al sector municipal.

- Los proyectos de integración escolar, en tanto, reciben un total de 210.332 alumnos, de ellos el 68,6% (144.323) asiste al sector municipal y el 31,4% (66.009) lo hace al sector particular subvencionado.

- En el sector municipal existe una relativa proporcionalidad en la integración de necesidades educativas especiales transitorias y permanentes, mientras que en el sector particular subvencionado es mayor el número de integrados que presenta necesidades educativas especiales transitorias.

- En el caso de los grupos diferenciales, esta forma de atención ha permanecido relativamente estable en el transcurso de los años, alcanzando en la actualidad alrededor de 66.000 alumnos.

- Se puede observar que de la población de niños(as) y jóvenes con NEE transitorias o permanentes que reciben Educación Especial en el Sistema Educativo Nacional (442.000), el 37.5% lo logra a través de las Escuelas Especiales, el 47.6% en los Proyectos de Integración Escolar y el 14.9% a través de los Grupos Diferenciales. 
- Si se toma en consideración la prevalencia proyectada (929.319) y la población atendida en las diferentes formas de Educación Especial, la cobertura global del Sistema Educativo sería del 48%.
5.- Cuadros estadísticos Chile 2012-2013.

6.- Selección. La evaluación diagnóstica de los niños con necesidades educativas especiales es una condición esencial, de otra manera ellos no podrían ser atendidos de manera adecuada. Originalmente era el Ministerio de Educación, por medio de sus centros de diagnósticos, el encargado de llevar a cabo el diagnóstico. Sin embargo, las instancias mencionadas desaparecieron, lo que ha conducido a que sean las escuelas las que tienen que llevar a cabo estos complejos procesos, debiendo costearlos.

7.- Programas de integración escolar. Empiezan a funcionar en el año 1990. La evidencia demuestra que, en general, existe desarticulación entre los proyectos educativos institucionales y los de integración escolar, lo que se expresa en el funcionamiento de equipos paralelos al interior de los establecimientos. Además, advierte que los profesores cuentan con capacidades mínimas instaladas para soportar el proceso de integración educativa y que se requiere mayor capacitación. Finalmente, los proyectos no trascienden y muchos alumnos quedan a la deriva.

8.- Inclusión educativa.

9.- Requisitos para la inclusión de calidad. Es indispensable crear conciencia y sensibilización de la sociedad sobre atención de la diversidad. Con todo, ello no se puede establecer por vía legislativa. El perfeccionamiento de profesores en el establecimiento debe ser obligatoria. Debe existir la asistencia de estudiantes con necesidades educativas especiales en el establecimiento y aulas regulares con su grupo de referencia. Se debe reducir el tamaño de las escuelas y el número de alumnos debe ser menor. Debe existir dotación de apoyo y deben realizarse adecuaciones.

10.- Conclusiones. Necesidad de aumentar la cobertura para atender a los niños, niñas y jóvenes con necesidades educativas especiales y no prohibir la selección en el caso de la educación especial.

Se deja constancia de que la señora Collao acompañó su presentación con dos documentos, los que fueron debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El señor Ministro de Educación estimó que la inclusión de los niños con necesidades educativas especiales era un tema complejo y que, en consecuencia, requería un tratamiento separado del proyecto de ley en estudio, referido a la inclusión social. 

A mayor abundamiento fue enfático en sostener que el proyecto de ley no innovaría en cuanto a la forma de selección en las escuelas especiales, como tampoco en cuanto a la forma en que se adjudican los proyectos de integración escolar.

El Honorable Senador señor Allamand, dirigiéndose al señor Ministro de Educación, le preguntó si la normativa propuesta innovaba respecto a la organización jurídica y obligaciones de las escuelas especiales. Aseveró que si la respuesta era afirmativa, el proyecto innovaría respecto a este tipo de educación.

50.- El Abogado, señor Fernando Atria, abordó en su presentación los siguientes temas:

1.- Mercado y derechos sociales como criterios contrapuestos de organización.

2.- Algunos aspectos controvertidos del proyecto de ley. En relación con esta última materia se detuvo en:

a.- El lucro.

b.- La relación de esta iniciativa de ley con la calidad.

c.- Los arriendos y la cárcel para el lucro.

En el documento que acompañó a su presentación se desarrollan con total claridad cada uno de estos puntos. Con todo, se hace presente que, además, en él se refiere a la Libertad de Enseñanza, a la libertad de los padres para elegir, a los sostenedores y al régimen de la educación particular pagada.

Se deja constancia de que el señor Atria acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, deteniéndose en la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Allamand al señor Ministro de Educación, puso de relieve que el Secretario de Estado había dejado claramente establecido que las escuelas especiales podrían seguir seleccionando a sus alumnos. Agregó que en lo que respecta a la organización jurídica de dichos establecimientos, ellos deberán sujetarse a las normas de este proyecto de ley, de manera que todos deberán constituirse como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro.

Centrando su atención en la exposición de la Directora Nacional de la Coordinadora Nacional de Educación Especial, agradeció que se entregaran datos como el número de niños que tienen necesidades educativas especiales, la dependencia de las escuelas especiales y la cantidad de matrícula. En este punto, remarcó que 442.000 niños tienen algún tipo de necesidades educativas especiales y se educan de manera especial.

Con relación a la exposición del señor Atria, compartió la idea que la reforma en estudio cambiaba la lógica de mercado a una en donde la educación es entendida como un derecho social. 

Continuando el análisis de la exposición citada, resaltó que en ella no existía referencia a la libertad de enseñanza y a su relación con el derecho a la educación. Al respecto, le consultó cómo cabía en el esquema planteado dicha libertad.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su preocupación respecto a que las escuelas especiales quedaran sujetas a la iniciativa de ley analizada en lo que a su organización jurídica respecta. Sobre el particular, recordó que las representantes de la Asociación de Sostenedores de Escuelas Especiales de Lenguaje hicieron ver su inquietud en relación con este punto, y consultó a las representantes de la Coordinadora Nacional de Educación Especial si compartían dicha preocupación. 
Profundizando en el punto anterior, hizo presente que, de acuerdo a los datos recientemente proporcionados, el 82% de las escuelas especiales, vale decir, 2.039, son particulares subvencionadas, y que ellas atienden al 91% de los niños, niñas y jóvenes con necesidades educativas especiales del país. Agregó que la obligación impuesta en la normativa propuesta podría conducir al cierre de algunos de dichos establecimientos, afectando a sus alumnos, especialmente a aquellos con necesidades educativas especiales permanentes. 

El Honorable Senador señor Larraín, en tanto, centró su atención, en primer lugar, en la exposición de la representante de la Coordinadora Nacional de Educación Especial. Al respecto, le solicitó que precisara cuánto afectaría la obligación referida a la estructura de la educación particular subvencionada contemplada en la propuesta de ley a las escuelas especiales.

En segundo lugar, se refirió a la exposición del señor Atria. Sobre el particular, compartió la afirmación que la educación es un derecho social y no un bien de consumo. Con todo, estimó que la aplicación de la lógica descrita por el expositor, en los términos descritos por él, se extiende no sólo al ámbito mencionado, sino también al de la salud, la vivienda, al previsional, entre otros, generando esquemas de provisión de servicios públicos como los existentes en la Unión Soviética, en Corea del Norte o en Cuba.

A mayor abundamiento, consideró que la lógica de la provisión de un derecho social no radica exclusivamente en el Estado ni tiene una confrontación con el lucro.

Por otra parte, discrepó de la aseveración que el proyecto de ley en estudio resuelve el tema de la calidad, y aseguró que para él este importante elemento era irrelevante.

Finalmente, lamentó que el Abogado recibido en audiencia no hiciera un análisis constitucional de la iniciativa de ley. En este orden de consideraciones, solicitó que analizara las normas que permiten abrir colegios sólo en aquellos casos en que no hay vacantes suficientes para la demanda en un territorio a la luz de lo dispuesto en el inciso primero del numeral 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República que dispone claramente que la libertad de enseñanza incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales. Adicionalmente, requirió un pronunciamiento respecto a si la iniciativa de ley afectaba el derecho de los padres a elegir el establecimiento educacional para sus hijos.

Posteriormente, el Honorable Senador señor Allamand, insistiendo en sus planteamientos, solicitó al señor Ministro de Educación clarificar sin ambigüedades si la reforma en estudio afectaría a las escuelas especiales. Al respecto, consideró que si el proyecto imponía una determinada naturaleza jurídica a ellas, no podía afirmarse que éste no las afectaría.

En cuanto a la exposición del señor Atria, discrepó, en primer lugar, de la lógica a partir de la cual el Abogado construyó su argumentación. Justificando su aseveración, consideró que las personas pueden actuar no sólo movidas por su propio interés, sino también por el ajeno. En consecuencia, explicó que no podía afirmarse que el que actúa por interés propio entra en contraposición al que lo hace por interés colectivo o ajeno.

En segundo lugar, disintió del llamado del señor Atria a escoger entre el interés general y el interés de los padres a la hora de legislar, como si fueran dos visiones separadas. A mayor abundamiento, criticó que se creyera que el legislador tiene una suerte de inspiración superior para saber mejor que los padres lo que les conviene a ellos, a sus hijos y a toda la sociedad en materia de educación.

Finalmente, lamentó que el expositor mencionado atribuyera al legislador mala fe en su propósito legislativo, y precisó que así lo hizo al referirse a los artículos 12 y 13 de la Ley General de Educación. Enfatizó que de parte de los parlamentarios no hubo intención de violentar deliberada y expresamente el cumplimiento del cuerpo legal citado, y estimó que el invitado no tenía derecho para hacer una imputación tan grave al poder legislativo y ejecutivo.


Seguidamente, el Honorable Diputado señor Rivas dio a conocer los lineamientos de una reforma educacional alternativa a la propuesta por el Ejecutivo, toda vez que consideró que aquella si bien podía estar bien inspirada, estaba mal diseñada.

Aseveró que la proliferación de la educación particular subvencionada se debe a la acumulación de la mala calidad de la educación pública. A la luz de lo anterior, precisó que el primer paso era fortalecer esta última, para ello sugirió las siguientes medidas:

-cambiar el criterio de igualdad en la distribución de la subvención por uno de justicia, 

-satisfacerse las necesidades de los profesores (responder la demanda de la deuda histórica, aumentar significativamente sus remuneraciones, dar cumplimiento a toda la agenda corta, dotar al estatuto docente de los mecanismos para separar a los profesores que por su propia responsabilidad y desidia no han rendido.)

Afirmó que las medidas propuestas permitirían en un par de años contar con una educación pública atractiva para los padres, generando su éxodo significativo de estudiantes hacia ella. Enfatizó que la educación particular subvencionada, por su parte, desaparecería de manera paulatina y natural.

Notó que en el escenario planteado ni los padres, ni los sostenedores, ni los estudiantes ni los profesores marcharían para oponerse. Además, resaltó, en él tanto los parlamentarios de derecha como los de izquierda estarían conformes.

Por último, indicó que la reforma propuesta podría financiarse con los dineros obtenidos del cobre, recurso estratégico que debía renacionalizarse sin indemnizaciones.

Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi puso de manifiesto que 210.000 niños están en programas de integración escolar y 150.000 asisten a escuelas especiales, de los cuales el 90% lo hace a escuelas de lenguaje. En ese marco de ideas, preguntó a la Directora Nacional de la Coordinadora Nacional de Educación Especial por qué la distribución era tan distinta entre las escuelas y los programas mencionados en cuanto a su dependencia. En efecto, destacó que 2/3 de los niños que están en los programas de integración escolar asisten a la educación municipal, mientras que en el caso de aquellos que asisten a escuelas especiales, el 91% lo hace a la educación particular subvencionada.

En la misma línea argumental, estimó esencial que este proyecto de ley, que busca fortalecer la inclusión, diera un espacio a la inclusión de los niños con necesidades educativas especiales. En este punto enfatizó que los niños y jóvenes más segregados del país son aquellos que tienen trastornos permanentes. Anheló que la iniciativa de ley asegurara que al menos el 5% de los alumnos admitidos en un colegio presenten necesidades educativas especiales de carácter permanente, y destacó que dicha medida permitiría aumentar la cobertura de la educación especial, la que actualmente sólo llega al 50% de los casos.

Adentrándose en el análisis de la exposición realizada por el señor Atria, compartió sus planteamientos, especialmente en lo que a la fijación de las condiciones del servicio educativo se refiere. Apuntó que en la actualidad dichas condiciones son fijadas caso a caso, realidad que, consideró, no era razonable habida consideración de que la educación es un derecho social.

Por otra parte, consultó al Abogado aludido qué opinión le merecía la opinión de quienes estiman que el copago es un buen mecanismo, toda vez que permite incrementar los recursos públicos. Asimismo, le consultó su opinión respecto a la afirmación que el lucro no afecta la calidad. Adicionalmente, le solicitó que diera a conocer su opinión respecto a la selección por mérito académico y a la selección en los liceos emblemáticos.


Finalmente, coincidió con el señor Atria en que debía asegurarse el cumplimiento de los objetivos perseguidos en el proyecto de ley y no dejar abierta la puerta a la violación de sus normas. En este punto, recordó que pese a la prohibición legal existente en materia de selección, el 41% de los establecimientos selecciona aun cuando el número de vacantes sea superior al de postulantes. A la luz de la realidad anterior, le preguntó si consideraba preferible que el sistema de postulación fuera centralizado.

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana fue enfático en sostener que la propuesta de ley en estudio no extendería la prohibición de seleccionar a las escuelas especiales.

Aclarado lo anterior, manifestó su preocupación respecto a la inexistencia de investigación sobre la educación especial y de información sobre el particular. Asimismo, hizo ver su inquietud en cuanto a la situación actual de los procesos de evaluación diagnóstica de las necesidades educativas especiales. Adicionalmente, advirtió que posiblemente muchos niños, niñas y jóvenes tenían algún tipo de necesidades educativas especiales y no estaban recibiendo una educación acorde a ellas. 

En otro orden de consideraciones, se detuvo en la exposición del señor Atria, valorando sus planteamientos. Sin embargo, le preguntó si contratos como el comodato podían ser una alternativa a la obligación del sostenedor de ser dueño del inmueble educacional. Además, en lo que se refiere a la reserva legal, le pidió pronunciarse si todas las dimensiones de la libertad de enseñanza debían quedar reguladas por ley o, si por el contrario, algunas de ellas podían ser objeto de normas reglamentarias.





La Directora Nacional de la Coordinadora Nacional de Educación Especial, CONADEE, señora Aladina Collao, se abocó, en primer término, a la consulta formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer. Al respecto, aseveró que las escuelas especiales en su mayoría son particulares subvencionadas y agregó que la mayoría de ellas se verá afectada por la exigencia impuesta en la iniciativa de ley de constituirse como corporaciones educacionales sin fines de lucro. En este punto, destacó que gran parte de los citados establecimientos son pequeños y sus sostenedores son profesores de educación especial, realidad que dificulta la posibilidad de adaptarse a la obligación mencionada, lo que podría poner en riesgo la educación de niños con necesidades educativas especiales si algunas de dichas escuelas cierran. 

En el mismo orden de ideas, descartó que las escuelas especiales obtuvieran grandes ganancias de los retiros realizados. A mayor abundamiento, recordó la baja cantidad de recursos entregados por el Estado a los niños con necesidades educativas especiales.

Centrando su atención en la interrogante formulada por el Honorable Senador señor Rossi, explicó que las municipales se han inclinado por eliminar las escuelas especiales y han optado por educar a los niños con necesidades educativas especiales en los establecimientos regulares por medio de programas de integración escolar. Con todo, observó que a las escuelas particulares subvencionadas ingresan más niños con dichas necesidades educativas.
Complementando la exposición anterior, la Representante de la Coordinadora Nacional de Educación Especial, CONADEE, señora María Eugenia Vilches, enfatizó que si el proyecto de ley imponía a las escuelas especiales la obligación de constituirse como corporación educacional sin fines de lucro, muchos de los niños que son atendidos en aquellas pertenecientes a la educación particular subvencionada, muchas de las cuales no cobran financiamiento compartido, deberán ir a la educación regular la que no cuenta con las condiciones necesarias para educarlos. 

Finalmente, solicitó al señor Ministro de Educación dar a conocer claramente los cambios que impondrá la reforma en estudio a la educación especial. Destacó que la información requerida era indispensable para el futuro de más de 925.000 niños que presentan algún tipo de necesidades educativas especiales.

El abogado, señor Fernando Atria, centrando su atención en las preguntas formuladas por los Honorables Senadores Larraín y Walker, don Ignacio, referidas a la libertad de enseñanza, hizo presente que el análisis de ella estaba contenido en la minuta acompañada a su presentación. No obstante, aclaró que actualmente dicha libertad puede ser entendida de dos maneras distintas, pero sólo una de ellas da cuenta de lo que la libertad referida ha sido como una lucha en la historia de Chile. Ahondando en sus planteamientos, sostuvo que la libertad de enseñanza puede ser entendida como una libertad cuyo sentido está en la posibilidad que individuos o agrupaciones no estatales puedan desarrollar proyectos educativos que no estén sujetos al control del Estado. Entendida así la libertad de enseñanza, podría ser entendida como libertad de proyectos educativos. Agregó que, por otro lado, la libertad analizada podía ser entendida como la posibilidad de emprendimientos educativos, vale decir, como la posibilidad de entrar a la educación al igual como un empresario entra a cualquier otra actividad del mercado. Indicó que si se entiende la libertad referida como libertad de mercado, existiría una incompatibilidad entre ella y el derecho a la educación, mas no si ella es entendida como libertad de proyectos educativos. Al respecto, destacó que la manera que mejor realiza la libertad de enseñanza es tratar a la educación como un derecho social y no como un bien de mercado.

Siguiendo con el desarrollo del punto anterior, resaltó que la libertad de enseñanza entendida como libertad de proyectos educativos, amplía la posibilidad de los padres de elegir la educación de sus hijos. En este punto, advirtió que el régimen de los derechos sociales maximiza este último derecho, en la medida en que hace asimétrica la relación entre los padres y el establecimiento. Señaló que, por el contrario, en una situación de mercado la relación se torna simétrica lo que hace que la provisión sea contingente y dependa de que ambas partes se pongan de acuerdo, mientras que la asimetría de la relación entre los padres y el establecimiento garantiza de mejor manera que la libertad signifique libertad de elegir, porque en la medida que un establecimiento sea elegido por los padres, éste no tendrá opción para neutralizar dicha elección.

En cuanto a la demanda realizada por el Honorable Senador señor Larraín, relativa a analizar las normas referidas a la apertura de nuevos establecimientos educacionales a la luz de la libertad de enseñanza, aseguró que ellas no eran opuestas a dichas libertad. Justificando su afirmación, puso de relieve que el proyecto de ley no niega la posibilidad de abrir nuevos establecimientos educativos, y sólo sujeta la entrega de la subvención estatal al hecho que haya una necesidad públicamente determinada. Indicó que si bien existen sentencias del Tribunal Constitucional que han estimado que la entrega de la subvención estatal constituye un deber para el Estado, es poco probable que el criterio siga siendo el mismo luego de la reforma del año 2005.
Agregó que entender que el Estado no tiene una responsabilidad en el manejo de los fondos estatales que sujete las subvenciones a un examen mínimo de racionalidad no es correcto, y puntualizó que no puede ser una exigencia constitucional que el Estado actúe irracionalmente.

En otro orden de consideraciones, remarcó que el proyecto de ley establece condiciones para acceder a la subvención estatal. Estimó que la exigencia constitucional para acceder a la subvención estatal no tenía el mismo contenido que la exigencia constitucional para acceder al reconocimiento oficial. A mayor abundamiento, agregó que la referencia a los derechos sociales se explica porque la educación lo es, lo que implica que es parte del contenido de la ciudadanía. Aseveró que lo anterior era compatible con los derechos civiles.

Refiriéndose a las observaciones del Honorable Senador señor Larraín, discrepó de que sus propuestas hicieran de nuestro país un similar al modelo existente en Cuba, Corea del Norte o la Unión Soviética. Enfatizó que el que un derecho sea considerado como uno de carácter social no supone que su provisión será exclusivamente pública. En este punto, recalcó que la propuesta del Ejecutivo es bastante más conservadora que los modelos de educación y salud existentes en la mayoría de los países civilizados.

Continuando con el análisis de la intervención del senador citado recientemente, aclaró que no afirmó que la medición de la calidad pública era distinta a la de la privada. Apuntó que simplemente afirmó que cuando se trata de un derecho social lo que interesa es un sistema que tienda a proveer educación que asegure iguales oportunidades de desarrollo de la personalidad para todos, ya que todos los individuos tienen el derecho a desarrollar su personalidad y que el sistema educacional contribuya a que ese derecho se realice, con independencia de las condiciones de origen.

En sintonía con el punto anterior, disintió de quienes consideran que debieran establecerse criterios para medir la calidad, de modo de cerrar a los establecimientos que no la entregan y premiar a los que consiguen buenos resultados. Argumentó que dicha manera de entender la calidad es incompatible con la libertad de enseñanza, toda vez que supone que los colegios deben dejar de hacer aquello que corresponde a su proyecto educativo y preocuparse de hacer lo que sea necesario para satisfacer los estándares de calidad que el sistema ha fijado. En este punto, hizo ver que el proyecto de ley, por el contrario, establece una propuesta más razonable y compatible con la libertad citada al establecer condiciones iniciales para los establecimientos que hagan probable que ellos se desarrollen en plenitud.

Abocándose a las interrogantes formuladas por el Honorable Senador señor Quintana, se refirió en primer lugar a la posibilidad de aceptar los contratos de comodato. Al respecto, consideró que dar cabida a ellos no presentaría problemas, toda vez que dichas convenciones eran gratuitas y no podían dar paso a elusiones, riesgo que sí tienen los contratos de arrendamiento, tal como lo ha demostrado la realidad de la educación superior.

En sintonía con el punto anterior, fue enfático en advertir que desde el punto de vista jurídico no existían razones para imponer que el sostenedor deba ser dueño del inmueble educacional y no pueda arrendar, toda vez que esta última opción es sólo una vía para usar lícitamente cosas ajenas. Con todo, resaltó que la discusión superaba lo meramente jurídico y que el legislador debía tener en cuenta la experiencia de la educación terciaria.

Por otro lado, centró su atención en las observaciones planteadas por el Honorable Senador señor Allamand. En relación con la primera de ellas, coincidió en que era posible que las personas actuaran movidas por su interés individual y, al mismo tiempo, por el general. Sin embargo, explicó que su referencia no se detenía en la realidad de un individuo en particular, sino que era, simplemente, una manera de caracterizar una posición institucional. A mayor abundamiento, notó que el mercado es eficiente porque los agentes persiguen su interés.

En cuanto a la segunda, en tanto, enfatizó que la óptica de los padres es una que se caracteriza constitutivamente por su parcialidad. Al respecto, agregó que nadie puede disentir de dicha afirmación, toda vez que los padres tienen un deber para con sus hijos que no tienen con los demás niños.

Establecido lo anterior, notó que el interés parcial que tienen los padres respecto de sus hijos no es la óptica del legislador, dado que éste tiene un deber genérico con todos sus hijos. Con todo, aclaró que lo anterior no implica que el legislador deba ignorar el interés de los padres, sino simplemente tener en consideración lo que interesa a todos ellos. A mayor abundamiento, subrayó que esa realidad implica adoptar una posición distinta a la que tienen los padres porque es una obligación del legislador que su actuación se sujete al interés de todos.
Respecto a la tercera observación del Honorable Senador señor Allamand, estimó que la ausencia de mecanismos para asegurar el cumplimiento de la prohibición de seleccionar hasta sexto básico podía ser interpretada como un actuar ingenuo del legislador o bien como uno motivado por el interés de las cámaras y los titulares. Resaltó que el legislador incumple su deber tanto cuando actúa con ingenuidad como cuando actúa de mala fe.

En la misma línea argumental, insistió en que no era razonable que el legislador permitiera los contratos de arrendamiento sin tener conciencia de que esa ha sido una manera de eludir la prohibición de perseguir fines de lucro en la educación universitaria. Observó que para evitar tal elusión, la propuesta de penar con cárcel el lucro parecía razonable.

Deteniéndose en las preguntas formuladas por el Honorable Senador señor Rossi, sostuvo, en primer término, que el financiamiento compartido sólo aumenta los recursos de quienes copagan, fomentando una educación desigual y segregada. 

Refiriéndose a la selección por mérito académico, apuntó que quienes la defienden deberían hacerse cargo de separar el mérito académico de las demás condiciones favorables de un estudiante que influyen en sus resultados. Puntualizó que, normalmente, quienes abogan por ella, son ciegos al problema de la medición, aspecto esencial, habida consideración de que el sistema escolar chileno es altamente segregado y de que los resultados están estrechamente vinculados al origen. 

Siguiendo con el desarrollo del punto anterior, notó que la educación como derecho social no se opone conceptualmente a todo tipo de selección, y que lo que existe es una oposición un derecho social y condiciones unilateralmente impuestas por el proveedor. Explicado lo anterior, apuntó que el sistema debiera tender a ofrecer iguales oportunidades de desarrollo de la personalidad para todos. En este contexto, aseguró, la selección académica no tiene espacio por ser un mecanismo que posibilita la segregación.

Finalmente, abocándose a la interrogante respecto a si el sistema de postulación debía ser centralizado, estimó que en la medida en que fuera realmente aleatorio, no tenía importancia si la postulación se realizaba centralizada o descentralizadamente. Con todo, destacó que un sistema centralizado sería más adecuado, transparente y fácil de fiscalizar.

A continuación, el señor Ministro de Educación aclaró, en primer lugar, que el Gobierno no cambiaría los métodos de selección e integración de la educación especial sin la presencia de dicha comunidad. 

Deteniéndose en la afirmación que dicha educación se vería afectada por los cambios propuestos en este proyecto de ley en materia de régimen jurídico, explicó que ellos no eran privativos de los niños con necesidades educativas especiales y afectarían igualmente a los colegios regulares, a los interculturales y a la educación de adultos, entre otros. Apuntó que la obligación impuesta perseguía asegurar que los recursos entregados por el Estado irían íntegramente al proyecto educativo. Puntualizó que lo anterior no impediría a las escuelas especiales arrendar el inmueble educacional ni que el sostenedor recibiera una remuneración justa. Asimismo, sentenció, no pondría en riesgo la educación de los niños con necesidades educativas especiales.

En cuanto a la exposición del señor Atria, consideró que la idea de perseguir un interés individual se contraponga al interés colectivo. No obstante, subrayó que el fin de lucro no podía armonizarse con este último en el campo de la educación, toda vez que cuando se actúa inspirado por ese ánimo, lo más probable es que se disminuya el costo de insumos indispensable para la educación o privilegie a los alumnos más fáciles de educar.

- - -



Como se señaló al inicio de este informe, la Comisión acordó que no obstante haberse cerrado el debate y procedido a la votación en general del proyecto, como se consigna más adelante, igualmente se celebrarían más sesiones con el objeto de continuar escuchando y analizando los planteamientos y sugerencias de diversos actores relacionados con la temática en estudio. En ese contexto, se celebraron dos sesiones más, en las cuales se recibieron a las instituciones y personas que se indican a continuación. Para los efectos de la estructura de este informe, los argumentos y explicaciones que ellos formularon, como el debate originado en el seno de la Comisión a partir de ellas, se consignan seguidamente.


51.- La Presidenta de la Asociación de Sostenedores por la Educación ASOSEDUC, señora Solange Valenzuela, abordó en su presentación los siguientes puntos:

- Quiénes son y a quiénes representan. ASOSEDUC es una asociación que reúne a pequeños sostenedores de establecimientos particulares subvencionados constituidos como sociedades educacionales, ubicados en la zona norte y poniente de la Región Metropolitana. Representan a 113 colegios particulares subvencionados, que prestan servicio educativo a 43.994 alumnos. El 73% de sus alumnos reciben la subvención escolar preferencial y el 49,3% son alumnos prioritarios.
- Realidad y diagnóstico del sistema. Hasta el año 2009 los sostenedores podían ser personas naturales o jurídicas. Ese año, fueron obligados a transformarse en personas jurídicas. El Estado los puso ante la disyuntiva de constituirse como corporaciones o fundaciones sin fines de lucro, o como sociedades educacionales, manteniendo la propiedad de sus colegios. Al año 2012, existen 4.473 colegios constituidos como sociedades educacionales. Lamentó que esta reforma se enfoque únicamente en los megasostenedores, sin considerar a los pequeños.

- Lucro. Entendió por ello al “potencial de lucro” del sostenedor, vale decir, la parte de las utilidades que no se reinvierte en el establecimiento. Por tanto, no toda utilidad generada es un “potencial de lucro”. El lucro se formaría a partir de la diferencia entre todos los ingresos de la subvención y del copago, menos los desembolsos y gastos.

Los pequeños sostenedores con fines de lucro, que tienen ingresos menores a 50.000 unidades de fomento, corresponden a 3.766 sostenedores, que representan el 95% del total de los colegios particulares subvencionados con fines de lucro, de los cuales 1.672 no tienen ninguna posibilidad de lucrar; 261 generan saldo cero y 1.411 sostenedores presentan pérdidas. Esto significa, que el 44% de las sociedades educacionales no tiene forma de alguna de lucrar, es decir, de retirar ganancias o utilidades.
Existen 2.094 colegios que generan superávit, de los cuales 1.477 obtienen un superávit promedio no mayor a $2.000.000 al mes, lo que equivale al 39% de los colegios con fines de lucro.

Se preguntó si efectivamente existen ganancias excesivas. De los 3.766 pequeños sostenedores, que representan al 95% del total de los colegios particulares subvencionados con fines de lucro, sólo el 44%, esto es, 1.672 sostenedores les resulta imposible el retiro de ganancias o utilidades, pues generan saldo cero o pérdidas.

El 39%, esto es, 1.477 sostenedores genera un superávit de hasta $2.000.000 al mes, lo que revela que el 84% de los pequeños sostenedores con fines de lucro está imposibilitado de obtener ganancias excesivas.
- Cierre de Colegios. 
1.- Realización de encuestas a sus asociados, que arrojaron el siguiente resultado. Alrededor de los tres cuartas partes de sus afiliados señalaron que de aprobarse esta reforma no les quedaría otra alternativa que cerrar. Sólo un 6,7% indicó que podría transformarse en una corporación o fundación para permanecer en el sistema. Observó que la mayoría de los pequeños sostenedores se verían obligados a cerrar.

2.- Razones por las cuales se verían obligados a cerrar. En su Asociación, el 72,1% de sus sostenedores arrienda el inmueble y el 27,9% es dueño. Del total de los que arriendan, el 60% lo hace a personas relacionadas y el 27% a terceros no relacionados. Éstos últimos con la aprobación de esta ley tendrían que cerrar, porque este proyecto de ley no permite la posibilidad de arrendar el inmueble en que está emplazado el colegio. 

3.- La indicación del Gobierno, rechazada en la Cámara de Diputados, imponía dos condiciones insostenibles: primero, un plazo de 20 años y, segundo, el valor máximo de la renta no podía exceder al 11% del avalúo fiscal, lo que se considera un monto irrisorio para los contratos de arrendamiento.

4.- Presentación del caso de dos colegios particulares subvencionados que se verían obligados a cerrar. Se trata de un sostenedor que tiene dos colegios gratuitos de buena calidad, que recibe por concepto de subvenciones $530.000.000, en remuneraciones gasta $485.000.000, por lo que le queda un saldo de $44.895.000 para asumir los otros gastos.

5.- En los colegios subvencionados, se gasta en promedio alrededor de un 70% de los ingresos en remuneraciones. 

6.- Limitaciones en el acceso a los créditos FOGAPE, para comprar el inmueble en que está el colegio. Se establece que debe tratarse de un contrato de arrendamiento en que el arrendador no sea una entidad relacionada con el sostenedor, lo que excluiría a un gran número de sostenedores.

- Calidad. Este proyecto no aborda la calidad. Realizaron un análisis de los resultados del SIMCE para Cuarto Año Básico del año 2013 en Lenguaje, Matemáticas y Ciencias Naturales en tres comunas, a saber: Conchalí, Independencia y Recoleta. Observó que los colegios particulares subvencionados con fines de lucro obtuvieron mejores resultados que los colegios municipales. Detalló que un 39% corresponden a colegios con fines de lucro que no cobran copago o que cobran hasta $10.000 por copago. Este porcentaje aumenta a un 72% si incluye a los colegios que cobran hasta $25.000. 

- Conclusiones. 
a.- El año 2009 el Estado obligó a los sostenedores a convertirse en personas jurídicas. Hoy el sistema particular subvencionado representa al 80% de todo el sistema educativo.
b.- El 44% de los colegios que están constituidos como sociedades con fines de lucro, no obstante, no pueden lucrar porque tienen déficit o saldo cero.
c.- El 39% de los colegios constituidos como sociedades con fines de lucro tiene un “potencial de lucro” que no supera los $2.000.000 al mes.
d.- Los colegios se verán obligados a cerrar por los siguientes motivos: el proyecto de ley está hecho sobre la base de que todos los sostenedores son grandes empresarios, sin embargo el 95% corresponden a pequeños sostenedores; obligan al sostenedor a ceder la propiedad de su colegio a una fundación, dejando de ser dueños de los inmuebles; las alternativas existentes para ceder la propiedad de los inmuebles son inviables, hay una imposibilidad de acceder a financiamiento bancario, y el modelo de arriendo rechazado en la Cámara de Diputados, también les resulta inviable.

e.- Esta reforma elimina el sistema particular subvencionado, sin discriminar si entregan o no educación de calidad.
f.- Con esta reforma los padres se quedarán sin la posibilidad de elegir el proyecto educativo para sus hijos. 
- Recomendaciones. Pidió una igualdad de trato hacia los pequeños sostenedores; establecer incentivos para los sostenedores con o sin fines de lucro; fiscalizar y sancionar a quienes no lo hacen bien, y que Sus Señorías se abran a conocer sus colegios.
Se deja constancia de que la señora Valenzuela acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

52.- La Vocera del Grupo de Colegios Particulares Pagados, señora Ana María Tomassini, trató los siguientes temas:

- A quiénes representa. Es vocera de un grupo de colegios particulares pagados, que tienen proyectos educativos diversos. Se trata de un grupo heterogéneo que comenzó a juntarse en el año 2013 en los encuentros para compartir inquietudes y puntos de vista relacionadas originalmente con las normativas contempladas en la llamada Circular N°2, de la Superintendencia de Educación.
Son 65 colegios distribuidos a lo largo del país, incluye, entre otros, a colegios británicos, alemanes, italianos, árabes y confesionales. Educan a unos 60.000 alumnos, lo que significa que más de 40.000 familias han elegido sus proyectos educativos para educar a sus hijos. Un 15% de sus alumnos tiene dificultades de aprendizaje, ya que atienden a niños con capacidades diferentes.
- Coincidencias en la necesidad de la reforma. Existencia de una brecha en calidad y en oportunidades. Todos los colegios deben entregar educación de calidad, independientemente del sostenedor, de la ubicación geográfica del colegio y del sector socioeconómico que atiende. Se comparte el diagnóstico que el sistema educativo chileno es segregado.

- Discrepancias con la reforma. Hoy sólo se discuten aspectos administrativos y políticos que no apuntan a mejorar la calidad de la educación. Coincidió con los expertos de que la eliminación del lucro, la selección y el copago no mejorará la calidad de la educación, porque en su entender son otras las leyes las que deben aprobar primero, y reparó que la calidad de educación no se ha enfrentado en el diseño de esta reforma.
- Preocupaciones. Por la educación de calidad, porque es vital para el futuro del país. Los colegios que representa nacen como congregaciones, fundaciones o personas que han pensado que es importante educar, por lo que han desarrollado sus propios proyectos educativos, en virtud del artículo 19 número 11° de la Constitución Política de la República, que consagra la libertad de enseñanza, que incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales. En sus colegios la cantidad de postulaciones es superior a la cantidad de vacantes que tienen.
- Observaciones a las modificaciones introducidas en la Cámara de Diputados. En el Mensaje no se consideraba modificar la normativa referente a los colegios particulares pagados, no obstante, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes modificaciones que sí podría afectarlos:

1.- En particular, se refirió a la modificación al artículo 3°, letra e), que en la propuesta de la Cámara de Diputados pasa a ser la letra f), y que dice en relación con la diversidad que “el sistema debe promover y respetar la diversidad de procesos y proyectos educativos educacionales, así como la diversidad cultural, religiosa y social de las familias que han elegido un proyecto diverso y determinado, y que son atendidas por él en conformidad a la Constitución y las leyes.”.

2.- Asimismo, la letra h), que pasa a ser letra i), sobre la flexibilidad, que implica que el sistema debe permitir la adecuación del proceso a la diversidad de realidades, asegurando la libertad de enseñanza y la posibilidad de existencia de proyectos educativos institucionales diversos.
3.- También, introduce modificaciones a los artículos 11, 12 y 13 de la Ley General de Educación para que en los colegios particulares pagados no se considere en los procesos de admisión, entre el primer nivel de transición y sexto básico, el rendimiento escolar pasado o potencial del postulante, y que en los procesos de admisión no se puedan establecer discriminaciones arbitrarias sobre la base de las características socioeconómicas, religiosas, situación de discapacidad, de nacionalidad, étnicas o culturales.
- Legalidad de los colegios particulares pagados. La ley permite la apertura de establecimientos educacionales particulares pagados, que tenga o no fines de lucro. También, el diseño de planes y programas propios. Asimismo, se les permite fijar un precio al servicio educacional que prestan de acuerdo a sus costos. 
- Justificación de la existencia de colegios particulares pagados. Los colegios particulares contribuyen a garantizar la diversidad. Una sociedad pluralista y diversa requiere de diversas alternativas educacionales y que las familias tengan el derecho a elegir el tipo de educación que desean para sus hijos. También, los colegios privados entregan numerosos aportes al conjunto del sistema escolar, puesto que educan con calidad, participan activamente en los procesos educativos, y aportan a su entorno a través de sus proyectos sociales, pastorales y responsabilidad comunitaria. La mayoría de estos colegios entrega becas para los alumnos con dificultades económicas y tienen programas de inclusión para niños con dificultades, y reciben alumnos en práctica.

- En relación con la discriminación y la selección. Sus procesos de selección no están diseñados para discriminar socialmente, aunque reconoce que existe una suerte de discriminación socioeconómica producto del valor de la mensualidad. Sus proceso de selección están orientados a guiar a las familias y para acoger a quienes adhieren a sus proyectos educativos.

- La selección como resguardo de los colegios particulares pagados. Ello va en línea con lo propuesto por la Cámara de Diputados en letra i) del artículo 3°, que permite la adecuación del proceso a la diversidad de realidades, asegurando la libertad de enseñanza y la posibilidad de existencia de proyectos institucionales diversos. Los colegios que representa tienen tradiciones, énfasis, reglamentos y formas de educar que fortalecen el educar en una cultura, en un idioma o en una religión. Consideró adecuado seleccionar desde 6º año básico hacia abajo por tratarse de colegios bilingües y por las dificultades que pueden darse en la nivelación.
- Evitar la uniformidad en la educación. La uniformidad de la educación conduce a una falta de respeto por la diversidad. Los proyectos educativos diversos enriquecen al país.
- Recomendaciones. Centrar la reforma en la formación de los profesores; aumentar los puntajes exigidos para estudiar pedagogía; aumentar el sueldo de entrada de los profesores; disminuir las regulaciones burocráticas; conceder mayor autonomía a los directores; permitir el desarrollo de los proyectos educativos; fomentar una educación técnica de alto estándar, y crear nuevas formas de seguimiento y medición.

- Argumentos para mantener la posibilidad de selección. Dar prioridad a los hermanos, hijos de docentes, hijos de ex alumnos, a las familias interesadas en el proyecto educativo y a los estudiantes que tengan un nivel equivalente al curso a que postulan. Contar con profesores extranjeros en los colegios bilingües o de colonias, respetar los acuerdos y convenios con los países extranjeros y especificar claramente los tipos de selección para evitar interpretaciones libres de lo que constituye una discriminación arbitraria.

Se deja constancia de que la señora Tomassini acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

53.- El Vocero de la Agrupación de Asistencia Técnica Educativa, ATE Chile, señor Francisco Arrau, formuló los siguientes comentarios al presente proyecto de ley:

- Caracterización de las agencias técnicas educativas. Forman parte del sistema educativo, tienen distinta naturaleza jurídica: corporaciones y fundaciones sin fines de lucro, empresas comerciales con fines de lucro o personas naturales. En total son alrededor de 800 agencias validadas ante el Ministerio de Educación, de las cuales 315 cuentan con programas evaluados por los sostenedores que las han contratado.

- Su agrupación. Se formó en el mes de septiembre de 2014 como una reacción frente a la indicación presentada por la Honorable Diputada señora Provoste. Agrupan al 21,5% de las Agencias de Asistencia Técnica Educativa validadas ante el Ministerio de Educación. Dentro de las instituciones adherentes, se encuentran: personas naturales, empresas comerciales y una corporación sin fines de lucro. Son agencias serias validadas a nivel institucional, a nivel de sus profesionales y de sus servicios.

- Malas prácticas de algunas Agencias de Asistencia Técnica Educativa. 

a.- Se pretende que los sostenedores que reciben subvención estatal no tengan participación en estas agencias y menos que auto ontraten sus servicios como sostenedores. 

b.- Falta de probidad de algunos sostenedores. 

c.- Evitar la triangulación de los fondos que entrega el Estado para hacer negocios.
- Problema de las Agencias de Asistencia Técnica Educativa: Falta de regulación, que no se soluciona con terminar con el lucro de estas Agencias. Necesidad de transparentar la adjudicación de los servicios, lo que no significa licitar todo.

- Sobre la indicación de la Honorable Diputada señora Provoste. Apoya la necesidad de regular su sector y comprende su espíritu, pero no comparte que se generalice, porque las malas prácticas en la contratación de los servicios corresponden sólo a un porcentaje de las Agencias de Asistencia Técnicas Educativa. 

- Las Agencias de Asistencia Técnica Educativa, en el marco de la Reforma Educacional, deberán:

a.- Estas agencias no podrán tener vínculos con los sostenedores a quienes asesoran. 
b.- Serán elegidas por los establecimientos a través de licitaciones públicas. 
c.- En un plazo de 2 años deberán transformarse en fundación o corporación sin fines de lucro.

- Declaraciones y aclaraciones sobre la citada indicación:

1) Comparte que no es posible que un sostenedor dueño de un establecimiento utilice fondos de la subvención escolar preferencial para contratar servicios o productos de una empresa que también es de su propiedad.

2) Apoya que la adjudicación de los servicios de Asistencia Técnica Educativa deba formar parte de un proceso de licitación o de un procedimiento de compra claro, que asegure la transparencia en la elección y una adecuada competencia entre los distintos oferentes.

3) No aprueba que se obligue a estas agencias en un plazo de 2 años a transformarse en instituciones sin fines de lucro, porque esta obligación no considera a la mayoría de las agencias que son instituciones serias, profesionales y respetuosas del objetivo que persigue la ley, cual es, contribuir en el desarrollo de la calidad de los procesos educativos en nuestro país. 

Aclaró que las Agencias de Asistencia Técnica Educativa no reciben subvención del Estado, y que son una empresa de servicios. En el evento en que existan irregularidades, la solución no es prihibir el lucro, sino regularlas.

- Recomendaciones.

1.- En relación con lo jurídico.
a. Prohibir la contratación de servicios entre empresas asociadas o dependientes de los mismos dueños, ya sea para prestar asistencia técnica educativa o para la compra de materiales u otros insumos. Para ello, se propone exigir una declaración jurada sobre conflictos de intereses, que hoy se solicita en las licitaciones de Mercado Público, castigando a quién infrinja el reglamento con la devolución total de los montos percibidos por el servicio y su eliminación del Registro de Agencias de Asistencia Técnica Educativa. 
b. No afectar la naturaleza jurídica de sus instituciones. 
c. Definir protocolos de adjudicación de compras que permitan la transparencia en las compras, y asegurar la probidad y el desarrollo de buenas prácticas comerciales. 
2.- En relación con lo técnico. Crear instancias de diálogo entre el Ministerio de Educación y los representantes de las Agencias de Asistencia Técnica Educativas, que permita una discusión sobre la regulación de este servicio, que aborde, entre otros, los siguientes temas: 
- Aseguramiento de la gestión institucional, a través de certificaciones externas y estandarizadas.

- Optimización de los protocolos de evaluación, que permitan contar con información relevante y pertinente respecto de los servicios prestados por cada institución.

- Mejorar en forma continua la calidad de los servicios prestados.

Observaciones finales. Centrarse en el foco fundamental para asegurar la calidad y el correcto funcionamiento de las instituciones. La prohibición del lucro en la educación debe centrarse en los colegios subvencionados, que reciben aportes directos del Estado y en las Agencias de Asistencia Técnica Educativa.
Se deja constancia de que el señor Arrau acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

A continuación, el Honorable Senador señor Allamand se refirió a un Oficio Instructivo Ordinario, del Jefe de la División de Educación General, señor Gonzalo Muñoz, que dice que los establecimientos educacionales ofrecerán clases de religión con carácter de optativo para los alumnos y las familias. En la enseñanza básica elegirán los padres y en la enseñanza media los propios estudiantes. Los establecimientos confesionales que imparten una determinada religión, a cuyo credo pertenecen, deberán respetar la voluntad de los padres que manifiesten, por escrito, no desear dicha religión para sus hijos, no obstante, haber elegido ese colegio. 

De lo anterior, se preguntó qué pasará con la libertad de enseñanza y con los proyectos educativos si desde el propio Ministerio de Educación se faculta a los padres a no respetar el proyecto educativo de un establecimiento. Reflexionó que, por una parte, se habla de libertad de enseñanza y de que los proyectos educativos pueden tener su propio perfil y orientación religiosa, no obstante, con este Oficio se faculta a los padres a desconocer el perfil del proyecto educativo del colegio al cual asisten sus hijos. 

En consecuencia, subrayó, se resta importancia al acto por el cual los padres aprueban formalmente el proyecto educativo del colegio que escogieron para sus hijos y peor aún se merma la libertad de enseñanza a partir de un acto de la propia autoridad.

Por ello, pidió a los representantes de los colegios particulares pagados su opinión no sólo desde la perspectiva de lo religioso, sino también en cómo esta medida afectará al proyecto educativo de un colegio confesional, en su conjunto. Asimismo, le solicitó al representante del Ejecutivo que dé una explicación sobre el citado Oficio.

Por su parte, la Honorable Senadora Von Baer indicó que apoya varios de los puntos planteados por los representantes de ASOSEDUC y de los colegios particulares pagados. En su opinión, no debería hacerse ninguna distinción entre colegios particulares pagados, particulares subvencionados y municipales, porque esta diferenciación es injusta y arbitraria. Para ella, la subvención la reciben los padres y apoderados y, por lo tanto, deben tener los mismos derechos que las madres y padres que pagan por el colegio de sus hijos.

En cuanto al Oficio citado por el Honorable Senador señor Allamand, se cuestionó qué pasará con la aplicación de esta medida en los numerosos colegios particulares subvencionados católicos que tenemos. Al efecto, reseñó, en nuestro país es frecuente que un menor de una familia no católica ingrese a un colegio católico por los resultados académicos que obtiene ese colegio. Consideró que con esta medida se pasará por alto la aceptación de los padres del proyecto educativo del colegio que escogieron para sus hijos. 

Además, observó, que esta medida podría exacerbar la judicialización que se viviendo del derecho a la libertad de enseñanza, ya que ahora se podría desconocer el elemento central de los proyectos educativos de los colegios confesionales. En su opinión, quien no esté de acuerdo con el proyecto educativo de un colegio debe buscar otro establecimiento para sus hijos. Lo mismo sucede, con los colegios ingleses o alemanes cuando los apoderados comienzan a presionar para disminuir las clases de idioma.

Por todo lo anterior, manifestó que no apoya la propuesta de que se prohíba a los colegios particulares pagados a no participar en los procesos de admisión. Con todo, consideró que este problema no es exclusivo de ellos, porque sucede lo mismo con los colegios particulares subvencionados. 

En su opinión, no debe realizarse ninguna diferenciación entre los establecimientos, porque lo relevante es el aporte total y no si se trata de recursos que coloca el Estado o el particular, porque con ello se nivelaría la brecha entre los que pueden pagar y los que no, aunque de acuerdo a los dichos de la señora Tomassini los colegios particulares pagados cobran hasta diez veces el monto de la subvención por concepto de colegiatura, lo que resulta prácticamente imposible de aportar para el Estado. Acotó que ésta es la brecha que tenemos en el país y que el Estado debería enfocarse en aumentar estos recursos. Al efecto, señaló que los fondos recaudados por la reforma tributaria deberían destinarse exclusivamente a este objetivo.

Luego, felicitó a los representantes de la ASOSEDUC por las cifras entregadas, que el Ministerio de Educación no ha transparentado. Enseguida, se refirió al caso del colegio Francisco Bilbao, que según los datos proporcionados, se dice que en remuneraciones gasta la mayoría de sus recursos, quedándole un saldo de tan sólo $44.000.000. Preguntó si en este saldo se incluye el pago por concepto de infraestructura.

El Honorable Diputado señor Edwards, también, hizo referencia al Oficio que trajo a colación el Honorable Senador señor Allamand. Al respecto, señaló que espera que el Gobierno deje sin efecto esta resolución, porque implica un contrasentido con lo aprobado en la Cámara de Diputados a propósito del concepto de autonomía, que incluye la definición y el desarrollo del proyecto educativo con sujeción a la ley, así como la preservación del mismo. Por ello, propuso agregar en la norma que define a la autonomía la siguiente frase final “y libre de cualquier injerencia política o gubernamental”, como una forma de impedir que las autoridades se atribuyan facultades para modificar los proyectos educativos de los colegios. 

En relación con el ejemplo del colegio Francisco Bilbao, que de aprobarse esta reforma tendría que cerrar por falta de fondos para comprar el inmueble en el cual tiene instalado, le preguntó al señor Palma si existe algún tipo de error de diseño de esta reforma, porque se ha percatado que los recursos del FOGAPE y de los créditos bancarios a los cuales un gran número de sostenedores podrían acceder son insuficientes para adquirir el dominio de los respectivos inmuebles.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, le consultó a ASOSEDUC qué alternativas consideran viables para realizar una transición ordenada sin causar un menoscabo patrimonial a los 3.766 pequeños sostenedores, si se aprueba la norma que obliga a los 6.000 colegios particulares subvencionados transformarse en sostenedores sin fines de lucro.

En cuanto a la disposición que obliga a los sostenedores a adquirir el dominio de los inmuebles en que se emplazan sus colegios, precisó que sólo el 28% de ellos son dueños de los inmuebles y que el 72% restante los arrienda. Bajo este contexto, preguntó qué posibilidades existen de que los dueños vendan dichos inmuebles, en el entendido de que el Gobierno pague el valor comercial de la propiedad. Además, consultó si sentirían que dejaría de ser un obstáculo el ser sostenedores, bajo la modalidad de personas jurídicas sin fines de lucro, en el evento que el Ejecutivo apruebe un abanico de opciones frente a la venta, tales como: un arriendo a precio de mercado, la constitución de un usufructo o un comodato, un contrato de leasing, un arriendo con opción de compra o una donación.

Indicó que en este proyecto de ley existen dos tipos de disposiciones: las que se incluyeron en el Mensaje y las que se agregaron en la Cámara de Diputados, y que según lo que ha conversado con el Ejecutivo, el Gobierno no se hace cargo de las indicaciones presentadas por los señores Parlamentarios. Luego de esta aclaración, consultó a los representantes de los colegios particulares pagados, dentro de las normas originales de este proyecto de ley, cuáles consideran rescatables para su agrupación, más allá de que se traten de colegios que no reciben aportes del Estado y de que este proyecto de ley se enfoca en los establecimientos educacionales que reciben recursos fiscales.

El Honorable Senador señor Quintana comentó que antes de votar en general el presente proyecto de ley, se discutió también el tema de la selección. Al respecto, consignó que tanto los expertos, como los académicos han concluido que la selección es mala, salvo en el caso de Holanda, que se trata de una sociedad capitalista en que existe una provisión privada interesante o el de Finlandia, que tiene un modelo homogéneo dentro de su plantel educativo, por lo que consideró que en este ámbito el tema de la selección es distinto, porque claramente no existe la influencia de la selección por mérito separado de lo que es el capital cultural de un país. 

En general, apuntó, se ha demostrado que es negativo seleccionar, especialmente si existen desigualdades y realidades heterogéneas como en el caso de Chile, y refirió que Mario Waissbluth señaló que al seleccionar a un alumno, necesariamente, se está dejando a otro afuera del sistema. 

De acuerdo a la presentación de los representantes de ASOSEDUC, entendió que los pequeños sostenedores no lucran y que no tiene ninguna razón para no hacer fe de ello. No obstante, acotó que existen varios establecimientos en que lo que entra por concepto de subvención general se transforma en un fondo de libre disposición, respecto del cual pueden hacer retiros sin mayor control, lo que no sucede con la subvención escolar preferencial, ni con otras subvenciones más acotadas en cuanto a su uso. 

Entendió que la mayor preocupación de ASOSEDUC es cómo recuperarán la inversión en el evento que deban adquirir los inmuebles en que están ubicados sus colegios. Reconoció, por otra parte, que han sido bien insistentes en hacer notar que los fondos de FOGAPE serán insuficientes, sin perjuicio de ello, resaltó que el Gobierno se ha comprometido en garantizar el acceso a los créditos que sean necesarios para adquirir dichas propiedades.

Comentó que en este proyecto de ley, efectivamente, en sus orígenes contaba con más opciones respecto de los inmuebles en que se emplazan los colegios particulares subvencionados. También, recordó se planteó la opción de compra por parte del Estado, lo que fue demonizado por algunos, sin embargo, hoy ha escuchado a varios sostenedores apoyar esta propuesta, asumiendo así el sostenedor un rol más activo como gestor de la política educacional. Por ello, consultó si sería conveniente mantener esta opción y pidió mayores antecedentes respecto de la subvención de infraestructura.

Enseguida, la señora Solange Valenzuela, por ASOSEDUC, en relación con la consulta formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, si dentro de los $44.000 se considera el pago de los gastos en infraestructura, respondió afirmativamente, puesto que con este monto se deberán pagar los gastos en infraestructura y otros gastos básicos, como los de agua, luz, entre otros. Acotó que, actualmente, este colegio arrienda a terceros relacionados y no relacionados, por lo de aprobarse esta reforma en los términos en que está significaría un aumento en sus gastos destinados a infraestructura. Además, comentó que para adquirir este inmueble se requieren $68.000.000.

Al Honorable Senador señor Quintana, expresó que uno de los aspectos que más les complica de esta reforma es la pérdida de autonomía, puesto que este proyecto de ley habla de los fines educativos, que esboza en términos muy generales y como tal no tienen claridad cuál será la especificidad de cada uno de estos fines, por cuanto serán determinados por un reglamento, lo que les hace pensar en la posibilidad real de no continuar como sostenedores, porque a ellos les interesa conservar y mejorar sus proyectos educativos.

En segundo lugar, señaló que gran parte de los sostenedores de los colegios particulares subvencionados comenzaron a prestar el servicio educativo con aportes propios y como tal se sienten dueños de sus establecimientos, que han mejorado gracias a una buena gestión. Incluso, apuntó, varios sostenedores se incorporaron a la Jornada Escolar Completa con aportes propios o que consiguieron de la banca privada y que hoy siguen pagando, por lo que no consideran justo que ahora el Estado los obligue a vender su infraestructura.

El Padre José Ahumada, en representación de los colegios particulares pagados, señaló que lleva dieciséis años como rector de un colegio de 2.600 alumnos y que cuenta con 214 profesores. Luego, hizo notar la dificultad que tiene el crear y desarrollar un proyecto educativo, que identifique a un colegio. En cuanto al Oficio sobre las clases de religión, informó que para el colegio siempre ha sido obligatorio impartir clases de religión, en cambio, para los padres éstas son opcionales. Sin embargo, reparó que hoy se ha aprobado una resolución que a los colegios confesionales les obliga a encuestar a los padres si desean que sus hijos tengan o no clases de religión, a pesar de haber escogido un colegio religioso. Además, se entrega a los alumnos de enseñanza media la opción de escoger ellos mismos si asistirán o no a las clases de religión.

Con respecto a la consulta que les formuló el Honorable Senador señor Walker, señaló que el proyecto de ley original no afectaba a la educación particular pagada, sin embargo, manifestó su preocupación por la educación de todos. Además, indicó que existe una ardua tarea de formación docente, por lo que les hubiera gustado que la reforma hubiera apoyado más a los sectores vulnerables, otorgándole más recursos a la educación pública. Sin embargo, reparó, se optó por desarticular el sistema de la educación particular subvencionada y no se privilegió a los docentes.

Por todo lo anterior, pidió retomar el espíritu inicial de este proyecto de ley para no afectar a los colegios particulares pagados.

El señor Andrés Palma, en representación del Ministerio de Educación, en lo que se refiere a las clases de religión aclaró, en primer lugar, que sólo se limitan las clases de religión y no otras asignaturas. 

Luego, leyó los artículos 3°, 4° y 5° del decreto supremo N° 924, de 1983, los que a continuación se transcriben:

“Artículo 3°.- Las clases de religión deberán ofrecerse en todos los establecimientos educacionales del país con carácter de optativas para el alumno y la familia. Los padres o apoderados deberán manifestar por escrito en el momento de matricular a sus hijos o pupilos si desean o no la enseñanza de religión, señalando si optan por un credo determinado o si no desean que su hijo o pupilo curse clases de religión.

Artículo 4°.- Se podrá impartir la enseñanza de cualquier credo religioso siempre que no atente contra un sano humanismo, la moral, las buenas costumbres y el orden público. Los establecimientos educacionales del Estado, los municipalizados y los particulares no confesionales deberán ofrecer a sus alumnos las diversas opciones de los distintos credos religiosos, siempre que cuenten con el personal idóneo para ello y con programas de estudios aprobados por el Ministerio de Educación Pública.

Artículo 5°.- Los establecimientos particulares confesionales ofrecerán a sus alumnos la enseñanza de la religión a cuyo credo pertenecen y por cuya razón han sido elegidos por los padres de familia al matricular a sus hijos. Estos establecimientos comunicarán oficialmente a las Secretaría Regional Ministerial de Educación que corresponda la religión que profesa. Dichos establecimientos educacionales, sin embargo, deberán respetar la voluntad de los padres de familia que por tener otra fe religiosa, aunque hayan elegido libremente al colegio confesional manifiesten por escrito que no desean la enseñanza de la religión oficial del establecimiento para sus hijos. Sin embargo, esto no podrán exigir en este caso la enseñanza de otro credo religioso.”.

Posteriormente, acotó que el Oficio Instructivo Ordinario del Jefe de la División de Educación General se atiene al texto del decreto supremo N° 924, de 1983.

Enseguida, advirtió a Sus Señorías que la judicialización a que han aludidos los invitados se da en un contexto en que aún no se ha aprobado la gran reforma educacional, por lo que, resaltó, ésta se debe a otras causas ajenas a este proyecto de ley. 

Explicó que el Mensaje consideraba dos elementos que podrían afectar a los establecimientos particulares pagados, a saber:

1.- Que no podría cancelarse la matrícula por cambio del estado civil de los padres, o porque durante el año escolar se produjera el no pago de la escolaridad. Estas disposiciones conllevan una defensa del derecho del estudiante de terminar su año escolar, lo que no obsta a que los establecimientos educacionales cobren civilmente la deuda a los padres, y

2.- Se concede una facultad general a la Superintendencia de Educación para actuar de oficio y no tener que limitarse a esperar la denuncia de los afectados.

Asimismo, comentó que el Ejecutivo apoyó una de las indicaciones presentadas por los señores Diputados, que se refiere a la prohibición de exigir exámenes de conocimiento o de habilidades a los niños entre el primer nivel de transición y el sexto año de enseñanza básico para su ingreso a un colegio, porque el Gobierno entendió que con esta iniciativa se incentivaría el respeto de los derechos del niño, ya que no corresponde excluir a un niño en un proceso de selección, porque no tiene la madurez necesaria para enfrentar una derrota. Sin embargo, remarcó, el Ejecutivo no innovó respecto del hecho de que los establecimientos particulares pagados pueden seleccionar por criterios socioeconómicos.

Respecto de la situación de las Agencias de Asistencia Técnicas Educativa, valoró la formación de esta incipiente organización y consignó que el Gobierno no comparte que estas Agencias deben transformarse en entidades sin fines de lucro, pero sí manifestó la necesidad de regularlas. Al efecto, informó que han instado a los señores Parlamentarios que presentaron dicha indicación el constituir una comisión que estudie la forma en que se podrían regular las Agencias de Asistencia Técnicas Educativa.

Además, señaló que ha tomado nota sobre el tema de los profesores extranjeros que han planteado los representantes de los colegios particulares pagados, lo que a pesar de no ser una materia de este proyecto de ley le pareció importante para la educación de idiomas, que debe ser fortalecida en todos los establecimientos educacionales.

En cuanto a ASOSEDUC, indicó que se han reunido varias veces con este grupo y valoró la información que ha entregado, que coincide con la que ha dado el Ministerio de Educación. Además, se confirma que no es posible construir la cifra sobre los establecimientos educacionales arrendados, porque esta información no consta en una base de datos o registro. 

En esta misma línea, comentó que según antecedentes proporcionados por CONACEP, en virtud de una encuesta que realizó a sus afiliados, el 72% de sus asociados arrienda y sólo un 28% es propietarios del inmueble en que se ubica su colegio. 

Subrayó que estos antecedentes ratifican la impresión que tienen de que la mayor parte de los arrendatarios ha suscrito contratos de arrendamiento con terceros relacionados, cifra que en su opinión podría llegar a un 75%. Ello, como consecuencia de la forma en que ha operado el sistema, dado que las instituciones financieras no han otorgado créditos a los sostenedores educacionales, lo que incentivó la constitución de inmobiliarias para poder acceder a los créditos de la banca privada. Agregó que resulta extremadamente difícil cruzar la información de los sostenedores y las inmobiliarias que han formado, porque son personas distintas, con diferentes roles.

En cuanto a los ejemplos que mostró ASOSEDUC, recordó que se señaló que en promedio los establecimientos educacionales gastan un 70% de sus ingresos en remuneraciones y que en los casos presentados este monto llegaría a un 91,5%. Al respecto, consideró que la información proporcionada no se refiere a establecimientos típicos, sino a casos aislados.

Enseguida, detalló que 1.411 colegios hoy día son inviables sin reforma, cuyos ingresos no les permiten financiar sus gastos y 261 son difícilmente viables. Consideró que es fundamental tener en cuenta estos antecedentes, porque es una realidad que no ha causado la reforma, ni de sus objetivos. Indicó que estos datos podrían servir para plantear cambios en la subvención general, en la subvención escolar preferencial ampliada y en los aportes de gratuidad, a fin de que exista una mayor disposición de recursos, que permita a estos establecimientos entregar una buena educación.

La Honorable Senadora señora Von Baer en el contexto de que el Ejecutivo apoya la indicación que prohíbe la selección entre el primer nivel transicional y el sexto básico, preguntó al señor Andrés Palma cuál será la forma de admisión a los colegios particulares pagados.

El señor Andrés Palma aclaró que el Ejecutivo ha apoyado una indicación que prohíbe tomar un examen de conocimiento para el ingreso a un colegio a los niños entre el primer nivel transicional y el sexto básico, lo que no implica necesariamente prohibir a otras formas de selección, como puede ser una entrevista a los padres. 

El señor Ricardo Uribe, en representación de los colegios particulares pagados alemanes y de otras colonias, expresó que de los dichos del señor Palma entendió que se implementaría una política de tómbolas para el ingreso a los colegios particulares pagados. Estimó que ello resulta bastante complicado para los niños que no ingresan desde pequeños a los colegios de idiomas, porque no tendrían el conocimiento necesario para estudiar las asignaturas, como matemáticas o física en el idioma extranjero.
El señor Andrés Palma dejó en claro que el Gobierno no obligará a dichos establecimientos a realizar sorteos, ni tómbolas, y sólo se les prohibirá tomar exámenes de conocimientos a los niños entre el primer nivel transicional y el sexto básico.

54.- El Presidente de la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile señor Ricardo Sande, quien comenzó por destacar que creen en una educación basada en la libertad, la equidad y la excelencia.

Dicho esto, indicó que la libertad se entiende como un elemento de una sociedad verdaderamente pluralista, en que el verdadero garante de la educación son lo padres y no el Estado, ya que ellos tienen el deber de educar, son corresponsables. 

Enseguida hizo presente que los pilares antes señalados no son elementos aislados, sino que son parte de un todo continuo, toda vez que sostuvo que no puede haber verdadera libertad si no existen diversidad de opciones, y que esto último no podrá existir sin equidad, lo que viene a significar que todos puedan acceder a esas opciones. 

Luego, recalcó que de nada sirve tener opciones (libertad) si ellas no representan una buena opción de calidad, de modo que se requiere que las que existan sean de excelencia, de tal manera que en resumen, señaló que sólo existe libertad en la medida que se cuenta con opciones y sólo habrá justicia si todos pueden elegir entre las opciones existentes, y en este sentido obviamente importa lo elegido, es decir, que el contenido de las diversas opciones sea de excelencia.

Establecido lo anterior, enfatizó que a la Federación que representa le interesa que todos aquellos que tengan las capacidades puedan ingresar a su casa de estudios o a cualquier otra sin importar los recursos que tengan o el lugar donde nacieron. Para mayor claridad, precisó que de conformidad a los gráficos que adjunta a su presentación, el 65% de la matrícula de alumnos en la U.C. proviene de la educación particular pagada, un 23% de la particular subvencionada y sólo un 11,2% de la educación municipalizada. 

A mayor abundamiento, hizo presente que existen colegios que tienen mayores facilidades para ingresar a la universidad, en circunstancias que en su opinión los talentos están distribuidos equitativamente sin importar clase social.

Abordando derechamente el proyecto de ley, manifestó su preocupación por el Artículo 3° de la nueva Ley de Subvenciones, ya que señaló que si conforme lo dispone la norma en comento, el Estado determina en que se pueden gastar los recursos, a su juicio se creará un precedente en el sentido que será el propio Estado quien también determine lo que puede o no enseñarse. Así, señaló que este mismo principio podría terminar aplicándose en todo el sistema educacional con fondos públicos, no obstante que el 8% de los colegios particulares pagados no recibe aportes del Estado.

Sobre este último punto en particular, agregó que igual situación se produce cuando se analiza la realidad de la educación superior, pues la totalidad de las universidades del Cruch recibe de una u otra forma los aportes del Estado y las que están fuera del Cruch experimentan la misma situación, de modo que de utilizarse esta misma lógica, resultaría preocupante que sea el Estado quien pueda definir respecto de cómo utilizar los recursos.

En relación con las nuevas subvenciones de Alumno Preferente y Aporte de Gratuidad, hizo presente que sólo son para aquellos niños que asistan a establecimientos adscritos a la SEP, de modo que puede darse el caso que existan 2 niños de igual nivel socioeconómico, que asisten a colegios distintos que cobran el mismo copago, 1 con SEP y otro sin SEP y que en el supuesto que uno sea gratuito tendrá aporte de gratuidad y alumno preferente y el otro no.

Lo anterior también ocurre en educación superior, lo que a su juicio, no es una discriminación a las instituciones sino que también a las personas que libremente eligen estudiar en las diferentes casas de estudios.

Respecto del Numeral 7) artículo 2° del Proyecto de Ley que se refiere a la Prohibición de Nuevos Particulares Subvencionados, señaló que se afecta la libertad por falta de diversidad, al tiempo que estimó que existe mucha discrecionalidad por parte del Mineduc para aceptar o rechazar el establecimiento o no de nuevos colegios, pues a su juicio se invierte la lógica y son las personas las que pasan a subsidiar al Estado.

Enseguida se refirió al copago, y manifestó su preocupación con respecto a que el proyecto de ley no aumenta en términos reales los recursos por niño, toda vez que mantiene el mismo ingreso que recibe cada colegio por niño al 2014 y sólo cambia la fuente del financiamiento, que hoy corresponde a las familias y mañana será del Estado.

Dado lo anterior, ello no contribuye a aumentar los recursos para mejorar la calidad, cosa en que los padres son clave, y planteó que en vez de eliminar el copago, el Estado subsidiariamente debiese entregar los recursos a los niños más vulnerables para que todos puedan copagar, de modo de aumentar la libertad y no restringirla aún más.
En cuanto a la selección, sostuvo que ella parte de una premisa equivocada, cual es cambiar la cultura del mérito, de las habilidades, por la cultura de la suerte o por una tómbola, lo que implica un problema básico que consiste en que no todas las escuelas entregan una buena educación, ya que hay escuelas de excelencia y otras que no lo son.

En este escenario, señaló que la selección hoy día es un problema porque no existen muchas opciones de calidad, de modo que quedar o no en un determinado colegio, determina finalmente el futuro que puede tener un niño. Agregó que también existirá el problema en caso de extrapolar esta lógica a la educación superior.

Así las cosas, hizo presente que en muchos casos, para un niño vulnerable y su familia (en Santiago) la única vía que tienen para acceder a una universidad de excelencia, es quedar en el Instituto Nacional o en el Carmela Carvajal, además que enfatizó que esas familias no se esfuerzan de primero a cuarto medio para tener un buen NEM o Ranking, sino que lo hacen desde la básica, de modo que insistió en que es injusto que ese esfuerzo, queramos reemplazarlo por una tómbola.
Finalmente, planteó que sería conveniente que se acogiera una indicación que presentó a la Comisión, con el objeto de que el Ejecutivo garantice a las familias que los colegios de calidad no se cerrarán.

 Se deja constancia que el señor Sande acompañó su presentación y propuesta de Indicación en un documento en formato power point y word respectivamente, que fueron debidamente considerados y cuyos originales se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia de lo cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
55.- El Presidente de la Asociación de Sostenedores Mapuches ASOMA, señor Rosendo Paredes Cañuleo, quien abogó por mantener un diálogo entre todos los actores que se ven afectados por esta reforma.

Enseguida hizo presente que la asociación que representa agrupa a sostenedores cuyos socios pertenecen al pueblo Mapuche, o que sus establecimientos están emplazados en Comunidades Indígenas, o que funcionan en terrenos indígenas o que atienden alumnos del pueblo originario Mapuche. Actualmente, indicó que la asociación gremial está constituida ante notario y 23 sostenedores participan con voz y voto en las decisiones de la organización y día a día se suman más establecimientos, de un universo aproximado de 400 sostenedores a los que llegará la asociación gremial en un futuro cercano.
Luego, enfatizó que según estudios del PNUD (Naciones Unidas), un 53% de la población de sectores rurales en la región de La Araucanía es de origen Mapuche, de modo que en estas escuelas rurales se vive más que en ningún otro lugar, una inclusión que permite coexistir, aprender y crecer juntos a niños y niñas de distinto origen, tanto chilenos como Mapuches, al interior de cada sala de clases de una escuela rural. Lo anterior, según dijo, se lleva a cabo desde hace décadas, con escuelas que partieron con esta inclusión ya en la época de 1960.
Puso de relieve que trabajan con una baja matrícula y que nunca han hecho selección, y por tanto estimó que este aspecto de la ley no les incumbe pues están haciendo inclusión desde la fundación misma de los colegios, ya que reciben a los niños tal como llegan, de tal manera que señaló que en eso consiste en aceptar la diversidad y trabajar con la inclusión.

A continuación destacó que de acuerdo a la realidad de la educación rural en Chile, el 53% de la población rural de la región de La Araucanía pertenece al pueblo Mapuche y que en su opinión, existen diversas amenazas a la continuidad de escuelas rurales debido a Reforma Educacional por las siguientes razones:

-Artículo a) quater, sostenedor dueño del bien raíz que nunca podrá adquirir, toda vez que las tierras indígenas no se pueden enajenar ni tampoco, celebrar con ellas actos y contratos. 
-Prohibición de contratación y adquisición a relacionados; y la 
-Imposición de transformación en entidades de beneficencia.
Además de lo dicho, sostuvo que de conformidad al Convenio N°169 de la OIT, esta iniciativa requiere la realización del proceso de consulta a los pueblos originarios, petición que fue ingresada por ASOMA con fecha 29 de noviembre en la Seremi de Educación de La Araucanía solicitando dicha gestión, la cual hasta el momento no ha tenido respuesta. Adicionalmente, hizo presente que el proyecto de ley podría vulnerar el Derecho de los Pueblos Originarios al trabajo y al Libre Emprendimiento.
Establecido lo anterior, destacó que lo que requieren para seguir funcionando es la eliminación de la exigencia para escuelas rurales de transformarse en Fundaciones o Corporaciones sin Fines de Lucro, pues insistió en que la respectiva ley prohíbe enajenar las tierras y en caso que ello ocurriera, dijo que los colegios Mapuches dejarían de existir.

Asimismo, solicitó aumentar en un 100% la subvención por alumno rural toda vez que en su realidad no se cobra copago a los niños que asisten a las escuelas y se les recibe y educa tal como son, sin selección. En este sentido indicó que tampoco existía lucro pues en su caso se trataba de una actividad que involucraba a la familia, y enfatizó que sienten que se les está ignorando con esta nueva ley, en circunstancias que hace más de 30 años fueron capaces de llegar con educación a lugares donde el Estado no pudo hacerlo.

Relacionado con lo anterior, planteó la necesidad del pago de subvención por matrícula y con un mínimo de asistencia de un 80%; la eliminación del artículo a) quater que se refiere a la propiedad del inmueble; la eliminación de las restricciones de contratación, contratos y arriendos con relacionados dado que están insertos en la comunidad como familia; la realización de la consulta indígena en los términos que establece la ley, en el caso de que la reforma, ya modificada como se solicita, interfiera con los derechos consagrados en el convenio 169 de la O.I.T., y finalmente que se revierta la política de cierre de escuelas rurales, que sería consecuencia de la aplicación de los nuevos requisitos que contempla el proyecto de ley.

Se deja constancia que el señor Paredes acompañó su presentación en un documento en formato power point que fue debidamente considerado y cuyo original se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
Acto seguido, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio hizo presente que la Ley Indígena establece que las tierras no pueden ser enajenadas, salvo entre personas de una misma etnia, de modo que preguntó cuál sería el inconveniente en vender pues a su juicio sería una auto compra ya que se realizaría entre los mismos sostenedores que se constituyan como fundación o corporación sin fin de lucro.

Por su parte el Honorable Senador señor Allamand junto con considerar muy interesantes los planteamientos realizados por el Presidente de la Feuc, le consultó respecto al mérito y la necesidad de mantener en todo el sistema educacional un reconocimiento al esfuerzo, de modo que le solicitó precisar este tema y abordar también el tema de la PSU y la forma en que el mérito en su conjunto está actualmente en el sistema educacional en general en todos los niveles.  

Asimismo, al representante de ASOMA, le consultó por el vínculo jurídico existente con los terrenos donde funcionan las escuelas que representan (arriendos, comodatos), y en la misma línea, planteó que independientemente de ello la imposibilidad jurídica a su juicio permanece igual toda vez que la normativa respectiva establece que no puede haber enajenación de tierras salvo entre personas indígenas de una misma etnia, y en el caso específico, los sostenedores no tienen etnia.   

Enseguida la Honorable Senadora señora Von Baer indicó que compartía la preocupación del representante de la Feuc respecto de la discriminación que está empezado a establecer el Estado con respecto a los fondos públicos, pues fue una discusión que también se dio con ocasión de la tramitación de la Ley de Presupuestos, no obstante que las líneas de financiamiento siguen siendo distintas.

En el misma línea, señaló que la situación es similar cuando se habla de las nuevas subvenciones toda vez que en lugar de atenderse a la necesidad de los niños, se pone más atención en la institución, lo que también es preocupante si se piensa en la educación superior, por lo que preguntó si habían conversado con otras organizaciones con el fin de conocer sus dudas y saber su postura.

Luego enfatizó que si el Gobierno tiene la tranquilidad que no se cerrarán colegios, no ve inconveniente en que se acoja la indicación propuesta por la Feuc, ya que compartió que ello contribuiría a la tranquilidad de los padres y apoderados que actualmente tienen dudas a ese respecto. Agregó que una buena medida sería aplicar la indicación con indicadores de calidad.

Al Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional señor Andrés Palma, le preguntó el motivo por el cual no se había dado respuesta al requerimiento presentado por ASOMA, pues estimó que era muy importante responder a una consulta del pueblo Mapuche.

Acto seguido, hizo presente que los sostenedores de escuelas insertas en comunidades Mapuches no son necesariamente de esa misma etnia y por tanto, la reforma igualmente les supone una problema parecido al que tendrían los sostenedores de colegios particulares subvencionados. En el mismo sentido, indicó que una problemática similar a la que se vive en los colegios Mapuches se da en las escuelas rurales que existen en aquéllos lugares donde el Estado no ha llegado con educación, entonces le solicitó al Presidente de ASOMA mayor precisión respecto del tema del trabajo con personas relacionadas dada su realidad.

Finalmente, indicó que en virtud de lo planteado entorno al Convenio 169 de la O.I.T., era necesario tener una respuesta de parte de la autoridad con respecto a la consulta ya formulada por dicha institución.

A su turno, el Honorable Senador señor Rossi le consultó al Presidente de la Feuc por su opinión respecto de cuál debiese ser el rol de Estado en la educación, pues de la exposición se desprende que el proyecto de ley en discusión vendría a darle demasiada importancia el Estado respecto de la educación y restringiría las libertades de los ciudadanos.  

Dentro de este contexto planteó que teniendo la educación una función social, ella entra más bien al campo de lo colectivo, de modo que una buena educación no sólo es importante para el individuo y en ese escenario sería interesante definir dónde está el Estado.

En cuanto al acceso a las universidades, compartió que algunas eran bastante elitistas, y en su opinión el responsable de la gran inequidad que existe en el acceso de niños de escuelas públicas a dichas instituciones de educación superior es el mercado que segrega. Asimismo, hizo presente que si el Estado no puede determinar que se hace con los recursos públicos, preguntó cuál sería el organismo o institución responsable de ello.

Con respecto al aporte de gratuidad, indicó que en su opinión ello tiene que ver con el rol de Estado en orden a incentivar una determinada conducta que se estima como positiva y favorable, cual es que la educación sea gratuita, de modo que consultó por su opinión a este respecto, al menos en el ámbito de la educación general.

Respecto de la prohibición de entrada de nuevos colegios, comentó que la restricción tiene que ver más bien con aquéllos que reciben aportes del Estado, pues en ese caso el Estado tiene derecho a establecer una regulación en el sentido de propender a que esos recursos tengan una rentabilidad social y vayan más allá del interés individual de una persona que quiera abrir una escuela, entonces estuvo de acuerdo en que el tema no sólo esté restringido a la demanda- matrícula, pero sí apoyo que sea necesario que el proyecto educativo sea de calidad o que sea gratuito.

En materia de selección, comentó que no le parecía razonable establecer selección en una edad distinta (menos de 16 años) y felicitó al Presidente de Asoma por la forma en que han llevado adelante su proyecto educativo (sin selección, sin copago) por lo que hizo presente que el proyecto de ley no les afectaría en nada, al tiempo que sostuvo que los temas planteados entorno a la propiedad de la tierra podrían revisarse.

El Honorable Senador señor Quintana con respecto a los problemas planteados por ASOMA relativos a la propiedad de la tierra, hizo presente que desde su punto de vista, no se trata de un problema exclusivo de los sostenedores mapuches, sino que se trata de problemas con la propiedad de la tierra que exceden de este proyecto de ley.

Luego consultó al representante de dicha institución si el proyecto educativo que él desarrolla es intercultural, ya que al igual que su colegio, hay muchos que se desarrollan en las mismas condiciones y desde que se apruebe la ley, dijo que contarían con todos los recursos que la ella prevé, y que lo único que va a cambiar es el tema de los controles y auditorías. Agregó que la realidad actual es que un sostenedor puede utilizar los recursos provenientes de la subvención para mejorar el colegio pero por ejemplo: no puede construir una ruca. Dado lo anterior, preguntó también si eran parte del convenio suscrito para la colaboración en redes pedagógicas con el Mineduc.

Con respecto al Convenio 169 consultó por la legitimación activa, pues sostuvo que la forma en que dicho instrumento aborda las problemáticas es a través de derechos colectivos, y en este caso son las comunidades quienes pueden hacerlo, por tanto, a su juicio consideró que ellas no creen que la nueva normativa y exigencias para los sostenedores vayan a afectar los proyectos educativos que se están desarrollando y asimismo apoyó el establecimiento de una subvención indígena, tal como se planteó. 

Recogiendo las inquietudes planteadas, el Presidente de la Feuc indicó que cuando se habla de mérito efectivamente se refiere a un sistema en sí mismo (uno sólo), que es lo que ha planteado el Gobierno. En esta lógica, dijo entender que la selección se haga a una edad determinada (sexto básico), pero igualmente señaló que el problema se da cuando dicha selección se realiza a los 17 años, ya que las diferencias  pueden ser arbitrarias (tómbola).

Compartió que la UC pueda ser elitista, que es lo que se quiere cambiar, pero enfatizó que si los niños de colegios municipales y particulares subvencionados no están entrando a este tipo de universidad, es porque les ha faltado calidad, lo que deriva en que no han tenido las mismas oportunidades.

En el tema de la PSU, estuvo de acuerdo en que es un muy mal indicador y una muy mala prueba, ya que sólo mide curriculum de enseñanza media, donde no sirve en el caso de los liceos técnicos profesionales, pues ellos no están ni siquiera en condiciones de competir, y por tanto es una prueba que segrega.

Luego manifestó que el rol del Estado no debe ser inexistente, sino que tiene uno fundamental al ser corresponsable a la hora de entregar educación, (subsidiario), pero al mismo tiempo tiene un rol de fomentar la participación de las personas en la educación, pues ellas también pueden influir en lo público que no es monopolio del Estado.

En la misma línea, con respecto a la gratuidad, dijo que efectivamente apoyan la idea que no existan barreras económicas para el acceso para todas las personas, y que quienes puedan pagar lo hagan, en cualquier nivel educacional porque a su juicio, ello contribuye a una mayor integración e inclusión social.

Por último, señaló que si la gratuidad implica cierto control por parte del Estado con respecto al proyecto educativo, es a su juicio, una gratuidad con un costo muy alto que es la diversidad de proyecto educativo, aspecto fundamental según dijo, en una sociedad pluralista y democrática. Agregó que de nada sirve tener gratuidad si no existen opciones de calidad.

A su turno, el Director de ASOMA señor Ricardo Barría precisó que la Ley Indígena sólo permite que la calidad de indígena la adquiera una persona natural, por lo que las corporaciones y fundaciones que tendrían que ser las sucesoras de los sostenedores no podrán adquirir tal calidad y por tanto la tierra no se les podría transferir.  

Dado lo anterior, en relación con el mencionado Artículo a) quater que obliga a que los sostenedores sean dueños de la infraestructura donde funcionan, que es la tierra indígena en este caso, obligándolos además a transformarse en personas jurídicas sin fines de lucro, lamentablemente dijo que es una exigencia que en este caso no se puede cumplir por las razones antes señaladas.

A mayor abundamiento, indicó que en el caso particular, la mayoría de los sostenedores son sociedades de responsabilidad limitada, en que uno de los socios es dueño de la tierra, la cual no puede transferir por la prohibición existente en la tierra indígena, existiendo en la realidad un arriendo pero sólo en el papel, pues la matrícula es muy baja y los recursos no alcanzan.

En este punto la Asesora del Ministerio de Educación Abogada señora Misleya Vergara hizo presente que de acuerdo a la normativa indígena vigente es posible celebrar arriendos y comodatos hasta por un plazo de cinco años y el señor Barría insistió en que la misma normativa señala que sólo pueden celebrarse ese tipo de contratos entre personas naturales de ascendencia indígena.

Acto seguido, el Presidente de ASOMA destacó los buenos resultados que han obtenido en la prueba Simce, señalando que estaban orgullosos de ellos y de que algunos de sus alumnos estén actualmente en universidades de elite. En este escenario, precisó que el colegio ocupaba tierras indígenas, se trabaja en familia y se contaba con otros profesionales.
En materia de lucro, insistió en que no perciben lucro alguno y que de conformidad al Convenio N° 169, debieran tener un trato especial, por lo que planteó la necesidad de incluir una indicación en este sentido, y enfatizó que la propiedad de la tierra tiene el agregado de que sus viviendas se encuentran en las mismos terrenos de los colegios.

En este contexto el Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional señor Andrés Palma indicó que el Gobierno estudiaría este tema de la propiedad de la tierra indígena para introducir una indicación sobre el particular.

En materia de consulta indígena, hizo presente que en su oportunidad se realizó una consulta al Ministerio de Desarrollo Social, específicamente a la Comisión Nacional de Desarrollo Indígena, y dicho organismo indicó que no era necesario realizar la consulta porque se trata de una ley general que no afecta directamente a los indígenas, tal como lo establece el convenio.

En cuanto a la propuesta de indicación entregada por el Presidente de la Feuc, señaló que la estudiarían, no obstante que dijo que estar confiado en que con las modificaciones que se están haciendo y con las que se busca garantizar que todos los buenos sostenedores sigan prestando su servicio, es a su juicio el mismo sentido de la propuesta de la Federación.

Sobre los mecanismos de selección, hizo presente que en el proyecto que el Ejecutivo ha presentado se establece un sistema de selección para los niños, alrededor de los trece años, el que se basa en el mérito de los estudiantes y que dispone que aquéllos establecimientos que sean autorizados a seleccionar por mérito, deberán hacerlo de entre el 20% de mejores alumnos de los distintos colegios. 

Precisó que lo que establece el proyecto es la prohibición de hacer a ese nivel de la educación una prueba de conocimiento, las que están muy asociadas a condiciones socioculturales previas al sistema educacional. Agregó que no es una tómbola para todos los niños, sino sólo para aquéllos que son mejores y para que tengan la oportunidad de entrar a su vez a los mejores establecimientos educacionales.

56.- La Directora del Colegio Cervantino señora Marcela Salazar, indicó que la iniciativa en discusión incluye a todos los sostenedores dentro de una misma categoría, en circunstancias que no todos lucran. A mayor abundamiento enfatizó que desde su perspectiva la educación es un derecho social y el colegio es un agente de cambio social.

En materia de subvenciones, sostuvo que la SEP permite efectivamente la integración social, como también los programas PIE que al mismo tiempo dan lugar a la inclusión. En este sentido aseguró que la Reforma es necesaria, no obstante que sugirió que se puedan escuchar otras experiencias de distintos educadores y sostenedores, pues no todos buscan el lucro.

Agregó que a su juicio, una de las claves en el éxito de su proyecto educativo radica en el modelo de gestión, de modo que consultó por dicho modelo a la hora de desmunicipalizar, con el objeto de saber qué modelo de gestión deberán adoptar los colegios como el que dirige.

Por último, indicó que una buena medida que podría adoptar esta reforma consiste en mejorar los mecanismos de fiscalización, buscar fórmulas más constructivistas, incluir células de gestión u otros para mejorar el rendimiento de los colegios.

Enseguida el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que la clave de toda la educación y de toda la reforma educacional radica, a su juicio, en la calidad del proyecto educativo y en el respeto por la autonomía y la diversidad de dichos proyectos, pues de conformidad a las experiencias que se han conocido en la Comisión, en ellas se refleja cómo, respetando esa autonomía y diversidad en relación con la libertad de enseñanza, se va mejorando no sólo la calidad, sino también la equidad, calidad, integración y la inclusión.

Una vez concluida las exposiciones de los invitados, el Honorable Senador señor Quintana, en virtud de lo dispuesto en el artículo 141 del Reglamento del Senado, pidió la clausura del debate.

A continuación, y de conformidad a la citada norma reglamentaria, el Honorable Senador señor Rossi, puso en votación la clausura del debate.

Al respecto, la Honorable Senadora señora Von Baer lamentó la decisión anterior y anunció que votaría en contra de la propuesta del Honorable Senador señor Quintana por cuanto existían organizaciones que aún no habían sido escuchadas; la información entregada por el Gobierno estaba incompleta y en muchos casos errónea y porque no se tenían claras las consecuencias que se derivarían de la aprobación de este proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Rossi, refiriéndose a los comentarios de la Honorable Senadora señora Von Baer, puso de manifiesto que la Comisión, hasta la fecha, ya había dedicado más de 60 horas a la discusión en general de la propuesta de ley en estudio, y que en las sesiones celebradas se había escuchado a 50 invitados. Adicionalmente, apuntó que el debate no podía alargarse eternamente.

- Puesta en votación la clausura del debate, ella fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.





Posteriormente, y según lo prevé la norma reglamentaria citada, se procedió a la votación en general del proyecto de ley en informe.

C.- VOTACIÓN EN GENERAL Y FUNDAMENTOS DE VOTO





Sin perjuicio de las opiniones, comentarios y prevenciones que manifestaron los integrantes de la Comisión durante las distintas sesiones destinadas a la discusión de este proyecto, a continuación se consignan los fundamentos de voto que cada uno de ellos emitió al momento de ser puesto en votación en general el proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, expresó su voto a favor de la iniciativa de ley en estudio, lo que también harían los siete senadores de la bancada de la Democracia Cristiana.

Explicando su decisión, consideró que el fundamento, la justificación y los objetivos del proyecto de ley estaban adecuadamente orientados. Agregó que éste, junto con las demás reformas que impulsará el Gobierno de la Nueva Mayoría, permitirá avanzar hacia una educación de calidad en condiciones de equidad para todos. A mayor abundamiento, notó que la reforma en estudio permitirá mayores grados de inclusión, eliminando la segmentación y la segregación en un sistema educacional que tienden a reproducir más que corregir las desigualdades socioeconómicas que existen en el país. Con todo, aseguró que habría que definir, en la discusión en particular, los mecanismos adecuados para alcanzar el objetivo previsto, lo que, reconoció, sería una labor compleja.

En otro orden de consideraciones, destacó que la propuesta de ley en estudio no era un capricho del Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet. En efecto, puntualizó, ella parte de una realidad indesmentible y que consiste en que el sistema educacional chileno es el único del mundo en donde es posible, al mismo tiempo, lucrar con fondos públicos, cobrar financiamiento compartido y seleccionar. Sentenció que esta realidad anómala debe corregirse y para ello la reforma analizada resulta imprescindible.

Centrando su atención en la propuesta de poner fin al lucro con recursos públicos, afirmó que ella debía traducirse, en primer lugar, en el cambio de la naturaleza jurídica de los sostenedores, de manera que todos pasen a ser corporaciones educacionales sin fines de lucro. Indicó que, en segundo lugar, debía reflejarse en que todos los recursos entregados a título de subvención por parte del Estado (más de MM U$ 6.000) debían ir íntegramente al proyecto educativo. Sin embargo, aclaró que su presencia no podía impedir a los sostenedores recuperar íntegramente su inversión ni remunerar la gestión de ellos. 

Siguiendo con el desarrollo del punto anterior, advirtió que el tránsito del modelo actual al nuevo debía contemplar un menú de opciones a los sostenedores, de manera que ellos no sólo puedan ser propietarios del inmueble educacional, sino que también debía abrirse las puertas al arrendamiento, al comodato, al leasing y a las donaciones, entre otras figuras jurídicas posibles. Observó que sólo de esa manera la transición sería ordenada y se daría tranquilidad y confianza a las comunidades educativas.

Deteniéndose en la propuesta de poner fin al financiamiento compartido, subrayó que ésta era la medida más celebrada del proyecto de ley. Además, notó que su desaparición traerá apareja la creación de dos nuevos tipos de subvenciones, que permitirán poco a poco hacer innecesario el instrumento citado.

Abocándose a la propuesta de terminar con la selección, señaló que debía prohibirse sólo en cuanto fuera discriminación arbitraria, es decir, aquella que es reflejo de la selección socioeconómica y en educación básica. Remarcó que lo anterior, supone que existen otros tipos de selección, cuya presencia no puede prohibirse, como es la selección en liceos emblemáticos y bicentenario y aquella que realizan los liceos artísticos. A estas dos especies de selección permitidas en la iniciativa de ley, sumó la selección en colegios que están orientados por áreas, es decir, por ámbitos como el deporte, la religión, los idiomas. 

Siguiendo con el desarrollo de su exposición, puso de manifiesto que el principio que se esconde detrás de las tres propuestas consignadas, es que son las familias quienes eligen el colegio para sus hijos y no a la inversa.

Por otra parte, reconoció que el proyecto de ley incurría en un gran contrasentido al no extender su ámbito de aplicación a la educación particular pagada, sector que representa el 8% de la matrícula y a través del cual los padres podrán seguir comprando segmentación y homogeneidad social.

Finalmente, aseveró que la aprobación de la normativa propuesta sería una gran noticia para el país y su educación.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en primer, expresó su crítica con la actitud asumida por el señor Ministro de Educación, quien en medio de la discusión en general del proyecto de ley y ad portas de su votación en la Comisión, se ausentara de la sesión durante cuarenta y cinco minutos para ofrecer una entrevista televisiva, obligando a los miembros de ésta a suspender la sesión en espera de que culminara dicha actividad. Agregó que la situación descrita coronaba una tramitación legislativa en la cual el Secretario de Estado no había participado de la mayoría de las sesiones celebradas, dejando gran parte de las dudas y consultas de los senadores sin responder. Adicionalmente, criticó que el señor Ministro y su Cartera no hubieran acompañado toda la información solicitada por los senadores de la Alianza y que no existiera claridad respecto a las consecuencias que tendría la aprobación de la reforma en estudio. En este contexto, anheló que durante la discusión en particular, la Comisión contara con la presencia del Secretario de Estado en cada una de las sesiones y se entregaran las respuestas y la información pendientes.

Adentrándose en el análisis de la propuesta de ley, puso de manifiesto que la idea que la inspira es que la educación es un derecho social y que para garantizarlo como tal, ella sólo puede ser provista por el Estado. Al respecto, discrepó de tal planteamiento y llamó a Ejecutivo a preguntarles a los padres cuyos hijos asisten a la educación particular subvencionada si compartían tal afirmación. Estimó que el Estado no garantizaba educación de calidad, y que tampoco lo haría el que se pusiera fin al lucro, al copago y a la selección.

Descrita la realidad anterior, enfatizó que la mirada del Ejecutivo daba cuenta de que éste legislaba desde un punto de vista altamente ideologizado y desde su posición de elite, desconociendo la realidad educacional y del esfuerzo que hacen los educadores y los padres por entregar educación de calidad a sus niños. A mayor abundamiento, destacó la falta de empatía del Gobierno de la Nueva Mayoría a la hora de legislar.

En otro orden de consideraciones, discrepó también del orden seguido por el Ejecutivo a la hora de presentar sus reformas educacionales. Justificando su aseveración, estimó que debía haber privilegiado el fortalecimiento de la educación pública, haciéndola más atractiva para los padres. Agregó que si el proyecto en estudio traía como consecuencia el cierre de establecimientos particulares subvencionados, los niños que asisten a ella deberán ir a la educación municipal, la que no ofrece condiciones de calidad ni otros aspectos esenciales que hacen a los padres optar por la educación particular subvencionada.

Siguiendo con su análisis, llamó a tener en consideración que la reforma en estudio superaba los aspectos teóricos, ya que con ella deberían lidiar día a día miles de niños, padres, profesores y sostenedores. Sentenció que serán ellos y no la clase política ni sus hijos quienes sufrirán en carne propia las consecuencias de esta futura ley. Manifestó especial preocupación por los niños que tienen necesidades educativas especiales y deben asistir a escuelas especiales. 

Adicionalmente, notó que no existe claridad de las consecuencias de la normativa propuesta ni de la cantidad de establecimientos a los cuales afectará, dejando claramente establecido que se legisla a ciegas, comprometiendo el futuro de miles de niños.

Centrando su atención en los comentarios del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo ver su inquietud en relación con la afirmación de que votaría a favor de la iniciativa de ley sin tener la certeza de que se solucionarían los graves errores que contiene, lo que resulta especialmente preocupante si se considera ellos deberán solucionarse en sólo dos semanas, plazo acordado para que la Comisión analizara las indicaciones presentadas al proyecto. Estimó que la principal equivocación de éste descansaba en creer que el Estado podría elegir mejor que los padres la educación de los niños, olvidando que el ser humano y no la teoría debe ser el centro de atención.

En la misma línea argumental, afirmó que el Gobierno no lograría cumplir la promesa hecha en esta reforma. En efecto, enfatizó, no habrá educación de calidad para todos, porque el proyecto no apunta a ella, no se alcanzara la gratuidad, dado que los recursos para cubrir el copago son suficiente, y no entregará las mismas oportunidades para todos, impidiendo a niños con talentos recibir una educación que los potencie.

Por último, aseguró que en esta oportunidad, a diferencia de lo ocurrido con ocasión de la iniciativa de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles y de aquella que da vida a la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Superintendencia de Educación Parvularia, no colaboraría con el Ejecutivo, porque no estaba dispuesta a legislar en contra del sentido común, de las personas y de las familias.

El Honorable Senador señor Quintana, en relación con los planteamientos de los senadores de la Alianza, manifestó que ellos no sorprendían, y aseguró que ella se opondría hasta el final a esta reforma que pone fin al modelo de mercado en la educación y que ha posibilitado hacer negocios con recursos públicos en perjuicio de los niños y niñas del país. Al respecto, puso de relieve que el referido modelo ha estado vigente en el país por más de 30 años, haciendo de nuestro sistema educacional uno anómalo a nivel mundial.

En la misma línea argumental, sentenció que los partidos políticos de derecha habían desconocido una de las premisas básicas del liberalismo económico: que el individuo es el creador de su propio destino. Recalcó que para asegurar aquello se necesitaba que las personas tuvieran todas las herramientas que posibilitaran su movilidad social, cuestión que obsta la presencia del mercado en la educación.

Siguiendo con la exposición de sus planteamientos, destacó que la aprobación de la reforma en estudio permitiría poner fin al sistema educacional heredado del Gobierno militar, que no ha dado buenos frutos y sólo ha traído segregación a nuestra sociedad con elementos como el lucro, el copago y la selección. En efecto, subrayó que el 40% de los niños se encuentra bajo el umbral de competencias de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico. A mayor abundamiento, apuntó que tal ha sido el fracaso del sistema vigente, que la educación resulta aún más segregadora que los barrios.

Por otra parte, resaltando la importancia de la educación, sostuvo que los países sólo crecían en la medida en que lo hacía su capital humano, para lo cual la calidad de aquella era fundamental. Aseveró que el fin del lucro permitirá alcanzar mayores niveles de calidad, toda vez que se asegurará que los dineros entregados por el Estado irán íntegramente a los proyectos educativos. Sobre el particular, recordó que la evidencia advierte que los colegios con fines de lucro invierten menos en insumos fundamentales como infraestructura, remuneración de los profesores, herramientas tecnológicas y talleres extra programáticos. Además, resaltó que la evidencia demuestra que su presencia no ha significado mayor calidad al sistema educacional.

Abocándose al análisis de la propuesta de poner fin a la selección, hizo presente que este instrumento adquiere magnitud mayúscula en nuestro país. Al respecto, recalcó que, pese a la prohibición legal existente, el 50% de los establecimientos selecciona aun cuando el número de vacantes sea mayor al de postulantes. Además, notó que esta herramienta incentiva a los colegios a preferir a los alumnos con mejor capital cultural, en lugar de esforzarse por mejorar la calidad de la educación impartida.

Ahondando aún más en materia de selección, discrepó de la idea de mantener aquella que dice relación con el mérito académico, por cuanto en un país con tal nivel de desigualdad como el nuestro, dicho mérito sólo refleja el nivel socioeconómico y cultural de las familias. Asimismo, recordó que en la mayoría de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, la selección sólo tiene lugar a partir de los 15 años. Adicionalmente, llamó a tener en consideración que cada vez que se selecciona a un niño hacia arriba, se discrimina a otro hacia abajo.

En cuanto a la observación de la Honorable Senadora señora Von Baer respecto a que en este proyecto de ley se legislaba desde una elite, coincidió con dicha afirmación. No obstante, enfatizó que ello no implicaba compartir la propuesta del ex Ministro de Educación señor Joaquín Lavín de crear una elite paralela en los liceos emblemáticos para lo cual la selección por mérito académico era imprescindible.

Centrando su atención en la propuesta de poner fin al financiamiento compartido, puso de manifiesto que la evidencia advierte que este mecanismo no ha significado mayor calidad para el sistema y que, por el contrario, sólo recrudece la segregación y restringe la capacidad de escoger a los padres el establecimiento educacional para sus hijos. En este punto, recordó que los establecimientos con copago alto presentan niveles de segregación similares a la de los colegios particulares pagados.

Por último, consideró esencial remover los cimientos del modelo educacional vigente para terminar con la segregación y las justicias existentes, razón por la cual expresó su voto por la aprobación en general de la iniciativa.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand enfatizó, en primer término, que Chile necesitaba una reforma educacional, sin embargo, con la misma convicción, hizo presente que no necesitaba la reforma impulsada por el gobierno y mucho menos necesitaba el proyecto en votación.

Establecido lo anterior, se detuvo en precisar cuáles debieran ser los objetivos de la reforma educacional que Chile sí necesita. Al respecto, aseguró que lo que el país requería era aumentar la efectividad global de nuestro sistema educacional, seguir acortando la brecha entre alumnos aventajados y rezagados, generar colegios socialmente más integrados y asumir el desafío de la calidad, lo que significa redefinir de cara al futuro qué, cómo y para qué enseñar.
Agregó que la consecución de los objetivos indicados se alcanzaría adoptando las siguientes medidas:

1.- Priorizando la atención en el rol de los profesores. 
2.- Asegurando un financiamiento adecuado para todo el sistema educacional. 
3.- Otorgándoles autonomía a los colegios y fortaleciendo el rol de los Directores. 
4.- Involucrando al máximo a las familias en el proceso educativo de sus hijos y logrando que hagan parte vital de la comunidad escolar.
 5.- Compatibilizando contenidos curriculares adecuados con efectiva libertad para que los profesores resuelvan en forma aterrizada, con los alumnos a la vista, los énfasis en las materias que deben ser enseñadas y aprendidas.
6.- Promoviendo un ambiente escolar pro aprendizaje en que valores tales como la disciplina, el respeto y el orden sean factores fundamentales y no accesorios. 
7.- Utilizando todas las energías de la sociedad para mejorar la educación, es decir, fortaleciendo la provisión mixta, impulsando por igual la educación pública y la particular subvencionada.

En segundo término, puso de relieve que el proyecto en estudio afectaría a las personas y al sistema educacional. 
En ese orden de consideraciones, sostuvo que la iniciativa de ley perjudicaba gravemente la educación particular subvencionada, sin mejorar en nada la educación pública. Más aún, y paradojalmente, notó, los únicos efectos concretos en la educación pública son adversos a la misma, conforme a lo que algunos han expresado en las audiencias, incluido el Secretario Ejecutivo de la Reforma, señor Andrés Palma. Puntualizó que el principal temor era que el término del financiamiento compartido provocara una “estampida” de alumnos hacia la educación particular subvencionada, debilitando aún más a la educación municipal.

Siguiendo con el desarrollo del punto anterior, puso de relieve que de aprobarse el actual proyecto, los efectos negativos serían de gran envergadura. Sobre el particular, acotó que la propuesta de ley perjudicaría la educación particular subvencionada, sin mejorar en nada la educación pública, amenazaría directamente la libertad de enseñanza  y afectaría negativamente a la clase media. 

En este mismo orden de consideraciones, resaltó que la normativa propuesta por el Ejecutivo presenta los siguientes inconvenientes:

1.- Se amenaza severamente la libertad de enseñanza y el pluralismo de los proyectos educativos. 

Los procesos de admisión de alumnos no respetarán el perfil de los proyectos educativos, lo que compromete la existencia y proyección de los mismos. 

2.- Los proyectos educativos se verán gravemente afectados, ya que ellos dependen de la autonomía de los colegios.
Tal autonomía es vulnerada a lo largo de todo el proyecto con normas que invaden la organización interna de los colegio, incluída la gestión de sus recursos, la libertad de contratación y la políticas de  personal directivo.
3.- Se verán obligados a cerrar (o transformarse en particulares pagados)  un número indeterminado de colegios.




A los colegios, entre otros requisitos se les exigirá ser dueños de los inmuebles en que funcionan (el 70% los arrienda) lo que no depende de la voluntad de los sostenedores sino de los terceros propietarios  a quienes no se les puede obligar a vender. 




4.- No se abrirán nuevos colegios particulares subvencionados, ya que la autorización para los mismos queda entregado a la decisión arbitraria del gobierno de turno.




El gobierno resolverá discrecionalmente cuándo y dónde puede abrirse un nuevo colegio particular subvencionado y sólo cuando exista demanda por matrícula, lo que no ocurre en casi ninguna comuna del país.




5.- No habrán en el futuro profesores como sostenedores, terminando  así con una valiosa particularidad del sistema educacional chileno. En el futuro, los profesores podrán ser dueños de una ferretería pero jamás de un colegio.




6.- No habrá más mérito ni premio al esfuerzo en todo el sistema educacional.




Los  colegios no podrán en sus procesos de admisión evaluar ni habilidades ni conocimientos de los alumnos en ningún nivel de la enseñanza.




7.- Desaparecerán los colegios emblemáticos, tales como el Instituto Nacional, que son los colegios públicos gratuitos de más calidad y prestigio.




En el futuro tales colegios admitirán a sus alumnos con mecanismos de sorteo en vez de con pruebas objetivas de conocimientos.





8.- La disciplina de los colegios particulares subvencionados se verá gravemente afectada.




El proyecto establece nuevas normas que aumentarán la “judicialización”, disminuyendo el rol de los directores y consagrando una suerte de “cogobierno” con el consejo de profesores y el consejo escolar en el ámbito disciplinario.





9.- Los padres no podrán continuar aportando a una mejor educación de sus hijos.




Aunque el gasto del Estado por alumno esté lejos de la cantidad necesaria para financiar una educación de calidad (hoy es menos de un tercio de lo que se necesita) los padres no podrán efectuar contribuciones para una mejor educación de sus hijos.




10.- Paradojalmente se verá afectada la ya decaída educación pública, ya que el conjunto del proyecto puede implicar un éxodo adicional de alumnos a la educación particular subvencionada

Siguiendo con la exposición de sus planteamientos, aclaró que la votación de un proyecto de ley suponía un juicio acerca del proyecto mismo. A mayor abundamiento, indicó que los parlamentarios no estaban convocados a votar sobre la idea que cada cual tenía sobre lo que debiera ser o decir el proyecto hoy en tabla, sino sobre lo que es y dice. Añadió que de existir una norma inconstitucional, no podía pasarse por alto bajo la hipotética creencia que se arreglaría más adelante. Agregó que, de la misma manera, si había una norma equivocada, ello debía consignarse y no ser obviado, so pretexto que más adelante será corregida.
Precisado lo anterior, aseguró que rechazaría el proyecto en estudio por equivocado, irresponsable e inconstitucional. Fundamentando sus dichos, consignó que la normativa propuesta era equivocada, porque partía de un diagnóstico incorrecto: creer que el origen y la causa fundamental de los problemas de nuestro sistema educacional tienen su origen en el supuesto lucro, la llamada selección y el financiamiento compartido. Subrayó que como era equivocado el diagnóstico, eran erradas también las propuestas de poner fin al lucro, a la selección y al copago.

Ahondando en su afirmación y deteniéndose en primer lugar en materia de lucro, recordó que la evidencia de todos los trabajos aportados a esta Comisión demostró que, en general, los colegios sin fines de lucro tienen mejores resultados que los que con lucro y que estos, a su vez, alcanzan mejores resultados que los municipales. Destacó que controlando por nivel socioeconómico, las diferencias en promedio se acortaban y que para algunos eran relevantes. Sin embargo, estimó que ese dato escondía un elemento muy importante: los promedios no muestran toda la evidencia. En efecto, recalcó que si se toman los colegios por estratificación económica y se observan los de nivel socioeconómico bajo y bajo – medio, en que los promedios parecen beneficiar a los colegios municipales, se advierte que un alto porcentaje de los establecimientos particulares subvencionados, con y sin lucro, tienen puntajes arriba del promedio, esto es, tienen objetivamente más calidad. Enfatizó que dicho porcentaje en los colegios municipales de ese mismo segmento socio económico era muy inferior.

En sintonía con el punto anterior, aseveró que ningún partidario del gobierno ha podido responder cómo se explica que si el lucro tiene tantas consecuencias negativas, sus resultados sean mejores o al menos iguales a los sin lucro. Afirmó que el punto de fondo era evidente, aunque el gobierno lo negara: el factor determinante para la calidad y equidad educacional, no tiene relación causal con la naturaleza jurídica de los establecimientos educacionales.

En cuanto a la selección, solicitó terminar con las caricaturas, ya que nadie estaba a favor de la discriminación arbitraria, nadie creía que la situación socio económica debía ser un factor para la matrícula y existía consenso acerca de cómo debían ser los procesos de admisión en educación básica. A mayor abundamiento, destacó que lo que era objeto de discusión era si en los proyectos educativos especiales se justificaba que la admisión fuera coherente con tal perfil educativo; si debía haber en general  recompensa al mérito y al esfuerzo en el sistema escolar y si debían subsistir o no los llamados liceos emblemáticos, tales como el Instituto Nacional, y los liceos bicentenario. Al respecto, aseveró que mientras algunos piensan que nada de ello debe existir; otros, entre ellos él, piensan que son opciones legítimas y válidas, razón por la cual deben defenderse.
Respecto al financiamiento compartido, en tanto, señaló que este instrumento había recibido innumerables críticas por parte de los partidarios del gobierno, olvidando un aspecto crucial: que él se instauró en Chile, en su forma actual, bajo los gobiernos de la Concertación y que sólo ahora que la Concertación había mutado a Nueva Mayoría se le quiere eliminar. En tal entendido, notó que se habría esperado de los detractores del financiamiento compartido, aunque fuera por pudor intelectual, una sentida autocrítica, sin embargo ella ha brillado por su ausencia.

En ese contexto, destacó que en ese empeño, otra vez cundía la improvisación en el Gobierno. Por lo pronto, explicó, se partía por no cumplir el propio programa de gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, en el cual se consigna claramente que se “evaluará, de manera rigurosa y periódica, el monto real del costo de una educación de calidad, y que sobre el resultado de ese análisis, la subvención estatal irá gradualmente aumentando y el pago por parte de los apoderados disminuyendo”. 

Puso de manifiesto que a lo anterior se sumaba que el proyecto original terminaba con el copago en un plazo fijo y perjudicaba a una gran mayoría de colegios, y que cuando se le advirtió al gobierno esa realidad, éste cambió el enfoque: ahora se reemplazaría “peso por peso” el copago, lo que la iniciativa de ley hasta hoy no hace. Con todo, estimó asombroso que el gobierno no advirtiera la injusticia e irracionalidad de la fórmula que hoy propone aprobar. Explicando sus comentarios, hizo ver que si un padre aportaba 10 y otro 80 a una subvención estatal común de 60, cuando tal subvención aumentara a 70, al primero se le prohibiría continuar haciéndolo, mientras que el segundo continuaría aportando todo el tiempo que fuera necesario hasta que aumento de la subvención alcance la suma de su aporte y el monto de esta. Ello, sentenció, es una lógica ilógica, porque se traduce de la siguiente manera: “si usted tiene harta plata, eduque a sus hijos en un colegio particular pagado. Si usted es de clase media acomodada y puede aportar el máximo del financiamiento compartido, siga haciéndolo por tiempo indefinido. Pero si usted es de clase media emergente, eduque a sus hijos con la reducida subvención general ya que no podrá aportar.
Centrando su exposición en la aseveración que el proyecto de ley era irresponsable, recordó que no estaban a la vista antecedentes fundamentales para legislar, y que no existía ninguna previsión o análisis sobre los efectos que tendría la aprobación de la ley. En efecto, resaltó que no existían datos respecto al monto del lucro. Acotó que cada vez que se solicitó dicha información, el gobierno señaló que no tenía antecedentes y simplemente lo estimaba – así lo dijo el Ministro Eyzaguirre en la interpelación – entre US $ 300 y 600 millones. Remarcó que la realidad anterior revela que se propone votar un proyecto que elimina el lucro, sin tener certeza de cuánto es lo que hay que eliminar, ni cómo se distribuye, ni dónde se concentra ni menos a quién alcanza. Con todo, indicó que había algo aún peor: eliminar el lucro no era gratis, y el gobierno se ha negado a hacer público cuánto cuesta terminar con él, lo que sí se puede calcular, considerando los inmuebles que habrá obligatoriamente que adquirir. Sobre el particular, señaló que en el informe financiero que se acompañó al proyecto ingresado a la Cámara de Diputados, el sólo monto de adquirir los inmuebles se estimó en US$5.000 millones en diez años. Ahora, aseguró, esa suma será mucho mayor, ya que el Ministro Eyzaguirre se ha comprometido a que los inmuebles serán adquiridos a su valor comercial. Sentenció que no se podía decir que por que los dineros que se destinan al absurdo de comprar inmuebles que ya funcionan como colegios se descuentan de la subvención la operación era gratuita. En efecto, consideró que ella era muy onerosa para el Fisco y, lo que es peor, era un gasto inútil.

Apuntó que a lo anterior debían sumarse las siguientes interrogantes:
¿Cuál es la estimación de la diferencia entre el valor del avalúo fiscal y el valor comercial de los inmuebles en que funcionan los colegios?
¿Cuál es la información oficial que al respecto ha emitido el Servicio de Impuestos Internos?
¿Cuántos colegios funcionan en inmuebles otorgados en garantía a entidades financieras?
¿Cómo se resuelve el problema para los sostenedores frente a los arrendadores que no estén dispuestos a vender? 
¿Cómo se resuelve el problema para los sostenedores si los arrendadores se niegan a modificar los plazos de los contratos vigentes y exigen el cumplimiento de los mismos? 
¿Qué pasa con los colegios que tienen vigentes los convenios JEC en que la contraparte es el Estado? 
¿Cómo se resuelven los problemas constitucionales a los que aludió el propio ex Ministro Bitar?
¿Cuál es el número y porcentaje efectivo de colegios que efectivamente son comodatarios? La enumeración podría continuar indefinidamente. 
Continuando con el desarrollo de su exposición y a la luz de todo lo expuesto, hizo ver que varios han señalado que estamos frente a un posible Transantiago. 
A fin de que el gobierno asumiera en plenitud la responsabilidad por lo que va a ocurrir, dejó expresa constancia de la opinión del fundador de Educación 2020 y gran partidario de esta reforma, señor Mario Waissbluth, expresada a esta Comisión quien afirmó que “una fórmula única en términos de avalúos, plazos, créditos, arriendos, compras ( que es como está construido el proyecto ) generará efectos imposibles de predecir”, por lo que plantea reemplazar todas las normas aludidas por una Comisión de Transición Escolar para que vea la situación de los sostenedores  caso a caso. Agregó que el señor Waissbluth advirtió también sobre los graves problemas en materia de admisión, colegios emblemáticos y financiamiento compartido, es decir, todo el proyecto.
En fin, concluyó que en un proyecto que va a significar transformaciones de fondo para más de 6.000 colegios que reúnen el 54% de la matrícula, faltaba información relevante para no legislar a ciegas y de manera irresponsable. 
Por otra parte, se abocó a explicar por qué la normativa propuesta era inconstitucional. Al respecto, manifestó, en primer término, que ella se apartaba tanto de la obligatoriedad del respeto a la Constitución como de la reserva legal.
En este orden de ideas, recordó que la Constitución Política de la República establece claramente en el numeral 11 de su artículo 19 que “la libertad de enseñanza incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales”. Apuntó que a reglón seguido dispone que tal libertad “no tiene otras limitaciones que las impuestas por la moral, las buenas costumbre y el orden público”. Adicionalmente, hizo presente que el inciso tercero del artículo 1° de nuestra Carta Fundamental “garantiza (a los cuerpos intermedios y por cierto a los colegios) la adecuada autonomía para cumplir sus fines específicos”. Aseguró que a tales normas debe agregarse lo dispuesto en el numeral 26 del mismo artículo 19, el que establece que “los preceptos legales que por mandato de la Constitución regulen o complementen las garantías que ésta establece o que las limiten en los casos que ella lo autoriza, no podrán afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio”. 
En cuanto a la reserva legal, consideró que el concepto era igualmente claro: cuando la ley es la llamada a normar una materia, debe hacerlo “con densidad, intensidad y profundidad suficiente en los términos y reglas que establece y no a través de enunciados abiertos o indeterminados, indefinidos, vagos e imprecisos”. Más aún, sentenció, tampoco puede el legislador reenviar a la potestad reglamentaria la verdadera regulación de los asuntos y mucho menos a normas incluso de inferior jerarquía, emanadas en este caso de la Superintendencia de Educación, como ocurre en diversos artículos a lo largo del proyecto.

Pues bien, insistió, diversas disposiciones del proyecto y éste en su conjunto vulneran la Constitución Política de la República, ya sea porque colisionan frontalmente con derechos que ella establece o por que no respetan la aludida reserva legal. En este punto, recordó que el Tribunal Constitucional ha sentenciado que:

1.- “Los titulares del derecho (a la libertad de enseñanza) son todos los establecimientos de enseñanza, públicos o privados; se hallen reconocidos por el Estado o no lo hayan sido; trátese o no de establecimientos subvencionados”, y que 

2.- El “núcleo esencial (de la libertad de enseñanza) incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales” y que tales elementos, son “definitorios e inafectables de modo que el respeto y protección de ellos es lo que requiere siempre la Constitución”. 
Ahora bien, continuó, desde un punto de vista general, el proyecto afecta la libertad de enseñanza, toda vez que virtualmente deja sin contenido el derecho a “organizar” y “mantener” el establecimiento educacional, a través de normas que interfieren de tal manera que la vacían de todo contenido.
En efecto, observó que conforme al proyecto en estudio, los colegios sólo tendrán una forma válida jurídica de constituirse: se le obliga a ser dueño del inmueble en que funcionan – exigencia que no se visualiza en otros campos de la actividad privada- . Se les impide arrendar, se les niega la libertad de contratar, se les impone con quién puede contratar y con quién no, se les fijan las condiciones de la contratación al detalle, se les imponen normas respecto de la jornada y remuneraciones del personal contratado, se les define de antemano la forma de utilizar los recursos del establecimiento y así un casi infinito etcétera. 
En rigor, advirtió, la actividad de los establecimientos educacionales – no obstante el mandato expreso de la Carta Fundamental en orden a respetar su autonomía - pasa a ser una de las más limitadas y reguladas de todas las actividades que se desarrollan en el país. Aseguró que ningún Tribunal Constitucional que merezca el nombre de tal aceptaría una violación tan grosera de un mandato constitucional imperativo en cuanto a que los colegios deben tener autonomía y libertad para “organizarse” y “ mantenerse”.
En el mismo marco de ideas, se detuvo en aquella norma que exige a los sostenedores no sólo que se transformen en entidades sin fines de lucro, sino que una vez que lo hayan hecho sean dueños de los inmuebles en que funcionan. Al respecto, recordó que la evidencia ha demostrado que el 70% no son propietarios de los inmuebles en que funcionan. Por lo mismo, consideró que imponerles que adquieran los inmuebles es una condición que no depende de su voluntad, sino de un tercero, ésto es, de personas naturales o jurídicas diferentes.

A mayor abundamiento, subrayó que el más elemental sentido común lleva a concluir que la ley jamás puede imponer condiciones o requisitos a un sujeto que no dependen de su voluntad, sin lesionar diversas disposiciones constitucionales. En este caso, añadió, además contra el texto expreso de la Constitución que ordena proteger siempre el derecho de “organizar y mantener” los establecimientos educacionales.
Remarcó que esta norma choca de frente con el mandato claro del numeral 26 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el que dispone que “la seguridad de que los preceptos legales que regulen o complementen las garantías que esta establece o que las limiten en los casos que en que ella lo autoriza, no podrán afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio”. 
Puso de manifiesto que las normas inconstitucionales en el proyecto de ley estaban por doquier; reflejo de ello era la que impide la apertura de nuevos colegios, la que establece la obligatoriedad de una sola forma de constitución jurídica ( sin fines de lucro), las que afectan la admisión y selección y diversas otras disposiciones.
Por último, enfatizó que por todas las razones expuestas, rechazaría la propuesta de ley sometida a votación.
A su turno, el Honorable Senador señor Rossi puso de relieve que la aprobación del proyecto de ley en estudio constituía un primer paso hacia un cambio profundo en el sistema educacional, avanzando hacia un modelo en el cual la educación sea considerada un derecho social. Subrayó que durante casi cuarenta años, el país ha conocido un modelo educacional en el cual las posibilidades se distribuyen de conformidad a los recursos con los que cada niño cuenta y no de acuerdo a sus necesidades educativas. Indicó que prueba de ello era la inequidad en el acceso a una educación de calidad. 

Reafirmando su aseveración, destacó que si se analizan los resultados de la prueba de selección universitaria, se advierte que la mitad de los jóvenes provenientes de familias de bajo nivel socioeconómico no alcanza los 450 puntos, mientras que en las familias de mayores ingresos quienes no alcanzan dicho puntaje sólo representan el 4%. Apuntó que igual realidad se advierte al analizar los resultados de la prueba Simce, en donde los niños provenientes de los quintiles más ricos obtienen, en promedio, 50 puntos más que aquellos provenientes de los quintiles más bajos. Destacó que los datos anteriores reflejan que las oportunidades en nuestro país no se distribuyen de manera homogénea.

En el mismo orden de consideraciones, puso de manifiesto que si se analiza el estado de la educación chilena, es posible colegir que es imprescindible reformar el sistema educativo vigente. Estimó que si bien podía haber cierta inquietud por el cambio de las reglas del juego de parte de los actores, ella se profundizaba por las campañas y la caricaturización realizadas por parte de algunos sectores, tal como ocurrió con ocasión de la discusión del proyecto de ley referido al plan auge. Con todo, enfatizó que una vez que llegaran los beneficios de esta reforma, las inquietudes de la ciudadanía desaparecerían. 

Centrando su atención en materia de calidad, manifestó su sorpresa respecto a que hubiera quienes en materia de educación quisieran comparar a Chile con países vecinos, mientras que en aspectos macroeconómicos insistieran en compararse con el promedio de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico. Precisado lo anterior, destacó que en este último contexto, nuestro país figuraba en último lugar y remarcó que el problema de la calidad era sistémico y no sólo de la educación pública. En efecto, argumentó que los resultados de los establecimientos municipales no distaban mucho de los de las escuelas particulares subvencionadas.

En sintonía con el punto anterior, notó que si se analizan los resultados de la prueba Pisa del año 2012 en comparación con aquellos alcanzados el año 2006, no se observaban diferencias. Además, remarcó que los resultados alcanzados por nuestros mejores alumnos eran peores que los alcanzados por los peores alumnos de Japón y que los del promedio de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico.

Deteniéndose en la calidad de los establecimientos particulares subvencionados de la comuna de Alto Hospicio, localidad representada por él en el Congreso Nacional, resaltó que la evidencia demuestra que, de manera homogénea, la calidad es mala en casi todos ellos.

Abocándose a la equidad de la educación chilena, estimó que el determinismo social era indignante. Al respecto, recordó que muchos expertos demostraron que de sólo ver los resultados de las escuelas, era posible conocer su ubicación geográfica, el nivel de escolaridad de los padres y el ingreso familiar. En el mismo sentido, aseveró que la falta de equidad se reflejaba en que el rendimiento académico no era resultado del talento personal y del esfuerzo individual, sino fruto de la herencia social. 

A la luz de lo anterior, discrepó de que la selección por mérito académico reflejara algo distinto al mero nivel socioeconómico. En ese contexto, puntualizó que los liceos emblemáticos fueron creados originalmente como una forma de permitir la movilidad social de aquellos niños que asisten a la educación pública. Sin embargo, remarcó, ello no es así, ya que sólo el 38% de ellos proviene de establecimientos municipales, mientras que el 56% lo hace de establecimientos particulares subvencionados y un 5% de colegios particulares pagados. Agregó que en ellos, además, el 80% proviene del quintil más rico y sólo un 6% lo hace del más pobre. Así, sentenció, los resultados de los establecimientos se relacionan más con los procesos de selección realizados más que con el valor agregado de sus procesos educativos.

En cuanto a los problemas de segregación existentes en nuestra educación, afirmó que ellos estaban en estrecha relación con la equidad. De esta manera, aseguró que la inclusión iba de la mano con la equidad y ésta, a su vez, de la calidad. En este punto, recordó que los estudios advertían que en materia de inclusión educativa nuestro país se ubica en el peor lugar de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, y notó que a la realidad anterior debía sumarse que Chile era el país con mayor segregación, según los resultados del índice de Duncan.

En el mismo orden de consideraciones, estimó que en nuestro país, amparados en la libertad de enseñanza, se discriminaba abiertamente. Asimismo, hizo ver que los establecimientos se preocupaban de perfeccionar día a día los mecanismos de selección para asegurar la presencia de alumnos más baratos de educar, en lugar de mejorar los procesos educativos.

Siguiendo con el desarrollo del punto anterior, disintió de quienes afirman que la segregación no tiene relación alguna con la calidad. Justificando su posición, resaltó que si se observan los distintos estudios acompañados en las intervenciones escuchadas, la segregación y la libertad para discriminar disminuyen la calidad de los resultados académicos de los niños y niñas más pobres, debilita la capacidad de las escuelas de incorporar a las nuevas generaciones al ejercicio de la ciudadanía y deteriora el proceso educativo en cuanto a la capacidad de aprendizaje y generación de valores como tolerancia y respeto a las minorías. Así, remarcó, queda demostrado que la segregación afecta severamente la calidad.

Asimismo, subrayó que si se analizan los sistemas, es posible colegir que el índice de vulnerabilidad de los colegios públicos es superior al 70%, en circunstancias que en los establecimientos particulares subvencionados dicho índice es inferior al 50%. Adicionalmente, agregó que los niños con necesidades educativas especiales constituyen el 10% de la matrícula en las escuelas públicas y sólo el 4% en las particulares subvencionadas. Sentenció que lo anterior da cuenta de que sólo estamos abocados a perfeccionar los mecanismos que permiten seleccionar, descremando y construyendo verdaderos ghettos que no contribuyen a nuestra educación ni a la cohesión social. 

En la misma línea argumental, destacó la importancia del efecto par, el que permite que los estudiantes menos aventajados se beneficien de los más aventajados, beneficiando, al mismo tiempo, a estos últimos. 

Descrita la realidad de nuestro sistema educacional, aseguró que lo que hacía de él uno caracterizado por la segregación y por la falta de equidad y de calidad era la presencia de factores como el financiamiento compartido, la poca oferta pública, la selección y el lucro.

Adentrándose en materia de copago, destacó que Chile gasta el 7,1% de su producto interno bruto en educación y que el 2,7% corresponde a gasto privado. Al respecto, recordó que en países con sistemas exitosos en educación, el gasto de los padres es muy inferior al nuestro. Así, puntualizó, en Finlandia, el gasto de los padres llega sólo al 0,1%. De esta manera, arguyó, la educación que reciben los niños en nuestro país depende de la capacidad de pago de los padres y los recursos no se distribuyen de acuerdo a las necesidades educativas.

Refiriéndose a la poca oferta pública, hizo presente que la educación municipal sólo representa el 40%, cifra que en los países exitosos en materia de educación, llega al 90%. En este punto, estimó que para cambiar la realidad era imprescindible mover los cimientos de toda la educación. En efecto, aseveró que las reglas del juego existentes impedían avanzar hacia un sistema de mayor calidad, y que si no se cambiaban esos incentivos que provocan efectos tan indeseados, los problemas seguirán.

En cuanto a la selección, resaltó que su presencia impide a todos los individuos equivalentes condiciones educacionales, de modo que desigualdades posteriores en la vida adulta, en otras esferas, sean juzgadas como legítimas. A mayor abundamiento, aseguró que si se anhelaba alcanzar mayor igualdad educacional, era indispensable terminar con este mecanismo que sólo refleja la condición socioeconómica de los niños y sus familias. Aseveró que por la razón anterior, países que tienen mejores condiciones socioeconómicas que las nuestras, mayor capital sociocultural y mayor igualdad sólo comienzan a seleccionar a los estudiantes a partir de los quince años. 

En la misma línea argumental, puso de relieve que pese a la prohibición legal existente, en nuestro país la mitad de los establecimientos educacionales selecciona a los estudiantes, por medio de mecanismos como pruebas de ingreso, entrevistas de los padres y sesiones de juego. Destacó que ella tiene presencia incluso en aquellos colegios en donde el número de vacantes es superior al de postulantes y en aquellos que cuentan con subvención escolar preferencial. Al respecto, enfatizó que lucharía firmemente por no permitir ninguna forma de selección en el proyecto en estudio, toda vez que no existe ningún tipo de selección virtuosa.

Deteniéndose en materia de financiamiento compartido, manifestó su asombro en cuanto a que no existiera consenso entre los miembros de la Comisión respecto a que su presencia es perversa para el sistema. En efecto, recordó que muchos y destacados expertos han asegurado que su presencia agrava la alta segregación social de la educación chilena, limita las posibilidades de elección de las familias, asociándolas a su capacidad de pago, y refuerza el carácter selectivo y excluyente de las comunidades escolares. Además, notó, no ha demostrado tener efectos positivos relevantes en el mejoramiento de la calidad ni de la equidad educativa, objetivos prioritarios de la política educacional.

En relación con el punto anterior, hizo presente que la legislación vigente establece que debe haber al menos un 15% de niños vulnerables en los establecimientos particulares subvencionados. Sin embargo, puso de manifiesto que los colegios mientras más alto es el monto de su copago, menos respetan esa obligación. En efecto, precisó, aquellos cuyo financiamiento compartido va entre $ 25.000 y $ 50.000 reciben sólo un 12% de niños vulnerables y aquellos cuyo copago es superior a $ 50.000, tienen sólo un 3%.

Centrándose en materia de lucro, en tanto, vio con preocupación que pese a las evidencias, existiera quienes aún lo defienden. Sobre el particular, puso de relieve que este instrumento no ha sido capaz de cumplir la promesa de alcanzar mayor calidad, toda vez que las diferencias de resultados entre establecimientos municipales y establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro no son notorias.

Por otra parte, aseguró que el fin del lucro posibilitaría un cambio respecto a quiénes, cómo, dónde y cuándo educar. Asimismo, aseguró que su término permitiría una relación distinta con la educación pública, con las familias y con los profesores.

Siguiendo con el análisis de este instrumento, informó que los colegios con fines de lucro invierten menos en ítems indispensables para asegurar educación de calidad, como en experiencia y tipo de contrato de los profesores, jornada escolar completa y talleres extra programáticos. Además, recordó, gastan el doble en el ítem inmueble que los establecimientos sin fines de lucro. 

Luego de analizar el sistema educacional vigente y los cambios que se alcanzarían de aprobarse el proyecto de ley, desmintió que la reforma en estudio fuera a eliminar la libertad de enseñanza en la educación escolar y la libertad de elección de los padres, toda vez que serán ellos y no los colegios, como ocurre actualmente, quienes decidirán dónde educar a sus hijos. Adicionalmente, remarcó que el Estado seguiría financiando proyectos educativos particulares, que el proyecto no estatizaría la educación, que no se eliminarían las remuneraciones de los profesores ni las de los administradores de los establecimientos particulares subvencionados y que no atentaría en contra de la calidad, ya que la mayor inclusión repercutiría favorablemente en ella.

En el mismo orden de consideraciones, notó que no existirían razones en la iniciativa de ley para motivar el cierre de establecimientos educacionales y que, por el contrario, la normativa propuesta permitiría incrementar el monto de los recursos que reciben los colegios particulares subvencionados a título de subvención.

Adelantando el análisis de la discusión en particular, enfatizó que adoptaría las medidas necesarias para evitar el incumplimiento de la prohibición de seleccionar y de la de lucrar. En relación con esta última, llamó a impedir situaciones como la ocurrida en educación superior con motivo de la facultad de arrendar. A mayor abundamiento, solicitó erradicar la posibilidad que las corporaciones educacionales sin fines de lucro pudieran arrendar el inmueble educacional. Justificando su petición, indicó que el monto de lo que se pagaría a título de dividendo sería similar a una renta de arrendamiento y evitaría dejar la educación de los niños sujeta a los vaivenes del mercado inmobiliario.

Por otra parte, discrepó de la idea de establecer una excepción a la obligación de constituirse como personas jurídicas sin fines de lucro para aquellos colegios cuyo número de matrícula fuera inferior a 500 alumnos.

Finalmente, sentenció que si bien el proceso de reforma sería difícil, ella iba en la dirección correcta, cuestión que quedaría en evidencia cuando los padres vieran que la educación que reciben sus hijos es más inclusiva y de calidad.





- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, por los fundamentos precedentemente transcritos.
- - -

V.- TEXTO DEL PROYECTO





En consideración a lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005:

1) Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:


a) Agrégase un inciso primero, pasando el primero a ser segundo, del siguiente tenor:

“Es deber del Estado propender a asegurar a todas las personas, de conformidad a la ley, una educación inclusiva de calidad.”.

b) Agrégase la siguiente letra b), nueva, pasando la actual a ser c), y así sucesivamente:

“b) Gratuidad. El Estado implantará progresivamente la enseñanza gratuita en los establecimientos subvencionados o que reciben aportes permanentes del Estado, de conformidad a la ley.”.


c) Reemplázase la letra e), que ha pasado a ser f), por la siguiente:


“f) Diversidad. El sistema debe promover y respetar la diversidad de procesos y proyectos educativos institucionales, así como la diversidad cultural, religiosa y social de las familias que han elegido un proyecto diverso y determinado, y que son atendidas por él, en conformidad a la Constitución y las leyes.

En los establecimientos educacionales de propiedad o administración del Estado se promoverá la formación laica y ciudadana de los estudiantes, a fin de fomentar su participación en la sociedad.”.


d) Agrégase en la letra f), que ha pasado a ser g), el siguiente párrafo segundo nuevo:


“Asimismo, el sistema educativo deberá promover el principio de la responsabilidad de los alumnos, especialmente en relación con el cumplimiento de sus deberes escolares, cívicos y sociales.”.


e) Reemplázase la letra h), que ha pasado a ser i), por la siguiente:


“i) Flexibilidad. El sistema debe permitir la adecuación del proceso a la diversidad de realidades, asegurando la libertad de enseñanza y la posibilidad de existencia de proyectos educativos institucionales diversos.”.


f) Reemplázase la letra j), que ha pasado a ser k), por la siguiente:


“k) Integración e inclusión. El sistema propenderá a eliminar todas las formas de discriminación y barreras que impidan el aprendizaje y la participación de los y las estudiantes, sin importar sus particularidades y diferencias socioeconómicas, culturales, étnicas, de género, nacionalidad, religión, situación de discapacidad, habilidad o necesidades educativas especiales.


Asimismo, el sistema propiciará que los establecimientos educativos sean un lugar de encuentro entre los y las estudiantes de distintas condiciones socioeconómicas, culturales, étnicas, de género, de nacionalidad o de religión.”.


2) Modifícase el artículo 4° en el siguiente sentido:


a) Intercálase en su inciso tercero, entre las palabras “acceso” y “a”, la frase “equitativo, inclusivo y sin discriminaciones arbitrarias”.


b) Intercálase en su inciso quinto, entre la palabra “equidad” y el punto aparte que le sigue, la frase “la libertad y la tolerancia”.


c) Intercálase en el inciso décimo, entre el adjetivo “étnicas,” y los vocablos “de género”, las palabras “culturales, de nacionalidad, religión, habilidades, necesidades educativas especiales o de discapacidad,”.


3) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la expresión “la educación” por la frase ”una educación inclusiva”.


b) Intercálase, entre el adjetivo “arbitraria;” y el verbo “estimular” la oración “fomentar el desarrollo de una cultura cívica y laica que promueva la participación activa, ética y solidaria de las personas en la sociedad;”.


4) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el párrafo primero de la letra a), la frase “adecuada y oportuna” por “y educación adecuada, oportuna e inclusiva”.


b) Intercálase, en el párrafo primero de la letra a), entre las expresiones “culturales,” y “conforme” las expresiones “además de sus tradiciones y costumbres locales típicas de los lugares de que son residentes, todo ello”.


c) Intercálase, en el párrafo primero de la letra b), entre las expresiones “a” y “ser”, la primera vez que aparecen, la frase “asociarse libremente, con la finalidad de lograr una mejor educación para sus hijos, a”.


d) Agrégase, en el párrafo primero de la letra b), a continuación de la frase “informados por” la expresión “el sostenedor y”.


e) Sustitúyese, en el párrafo primero de la letra b), la frase “sus hijos” por “los niños, niñas y adolescentes con”.


f) Incorpórase en el párrafo primero de la letra b), a continuación de la palabra “académicos”, la frase “, de la convivencia escolar”.


g) Agrégase, en el párrafo segundo de la letra b), a continuación de las palabras “proyecto educativo”, la expresión “, normas de convivencia”.


5) Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “En los establecimientos que reciben aporte estatal,” por “En los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado,”.

b) Sustitúyese, en el inciso quinto, la expresión “subvencionados” por “reconocidos oficialmente por el Estado”.


c) Elimínase, en el inciso quinto, la frase “entre el primer nivel de transición de la educación parvularia y hasta sexto año de educación general básica,”.


d) Reemplázase, en el inciso sexto, la palabra “Asimismo”, por la expresión “Sin embargo” y la palabra “subvencionados”, por “reconocidos oficialmente por el Estado”.


6) Sustitúyese el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- En los procesos de admisión de los establecimientos subvencionados o que reciban aportes regulares del Estado en ningún caso se podrá considerar el rendimiento escolar pasado o potencial del postulante. Asimismo, en dichos procesos no será requisito la presentación de antecedentes socioeconómicos de la familia del postulante.


Los procesos de admisión de estudiantes a los establecimientos educacionales se realizarán por medio de un sistema que garantice la transparencia, equidad e igualdad de oportunidades, así como también que vele por el derecho preferente de los padres, madres o apoderados de elegir el establecimiento educacional para sus hijos.


Lo señalado en los incisos anteriores es sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


En los procesos de admisión de los establecimientos educacionales no regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, que posean oferta educativa entre el primer nivel de transición y sexto año de la educación general básica, no se podrá considerar el rendimiento escolar pasado o potencial del postulante.”.


7) Modifícase el artículo 13 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 13.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, los procesos de admisión de alumnos y alumnas deberán ser objetivos y transparentes, publicados en medios electrónicos, en folletos o murales públicos. En ningún caso se podrán implementar procesos que impliquen discriminaciones arbitrarias sobre la base de las características socioeconómicas, religiosas, situación de discapacidad, de nacionalidad, étnicas o culturales, debiendo asegurarse el respeto a la dignidad de los alumnos, alumnas y sus familias, de conformidad con las garantías reconocidas en la Constitución y en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile, en especial aquellos que versen sobre derechos de los niños y que se encuentren vigentes.”.


b) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “informar” la frase “, en los casos que corresponda y de conformidad a la ley”.


c) Reemplázase, en el inciso segundo, la letra e) por la siguiente:


“e) Tipos de pruebas a las que serán sometidos los postulantes. Dicho deber de información sólo procederá respecto de los establecimientos educacionales no regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, y entre los niveles de séptimo año de educación básica a cuarto año de educación media o los niveles equivalentes según la estructura curricular dispuesta por la ley;”.


d) Agrégase un inciso tercero, del siguiente tenor:


“Los directamente afectados por una acción u omisión que importe discriminación arbitraria en el ámbito educacional podrán interponer la acción de no discriminación arbitraria a que se refiere la ley N°20.609. Con todo, para estos efectos no se considerarán razonables las distinciones, exclusiones o restricciones fundadas en el numeral 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, salvo aquellas derivadas del pago de los derechos de escolaridad y matrícula, cuando proceda, de la circunstancia de que el establecimiento educacional respectivo admita a estudiantes solo del sexo femenino o masculino, o de la aceptación expresa del padre, madre o apoderado de lo dispuesto en el proyecto educativo del establecimiento.”.


8) Agréganse, en el artículo 45, los siguientes incisos quinto y sexto:


“Un establecimiento educacional que haya iniciado el proceso de reconocimiento oficial sólo podrá iniciar actividades una vez concluido plenamente el acto administrativo de reconocimiento oficial referido en el inciso primero del presente artículo.


El incumplimiento del requisito descrito en el inciso anterior se considerará una infracción grave, según lo dispuesto en el artículo 76 de la ley N°20.529.”.


9) Modifícase el artículo 46 en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el párrafo tercero de la letra a), a continuación de la frase “de Educación”, la siguiente oración: “, como también, el que el representante legal y el administrador de entidades sostenedoras de los establecimientos educacionales, no deben haber sido condenados por un tribunal de la República, por haber ejercido prácticas antisindicales, haber incumplido la ley N°19.631 en cuanto al no pago de cotizaciones previsionales de sus trabajadores y acciones de tutela laboral, respecto de la vulneración de derechos fundamentales de los trabajadores”.


b) Intercálase, en el párrafo tercero de su letra a), entre la palabra “ley” y el punto aparte, la siguiente oración “y no haber sido condenados con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal”.


c) Agrégase, en su letra b), a continuación del punto aparte, que pasa a ser una coma, la siguiente oración “el que, en todo caso, deberá resguardar el principio de no discriminación arbitraria, no pudiendo incluir condiciones o normas que afecten la dignidad de la persona, ni que sean contrarios a los derechos fundamentales garantizados por la Constitución y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en especial aquellos que versen sobre los derechos de los niños.”.


d) Agrégase, en el párrafo final de la letra g), entre la palabra “intrafamiliar” y el punto final, la frase “, ni a la pena de inhabilitación establecida en el artículo 39 bis del Código Penal”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N°2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:

1) Modifícase el artículo 1° en el siguiente sentido:


a) Intercálase, entre el adjetivo “gratuita” y el verbo “recibirá”, la frase “y sin fines de lucro”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“El financiamiento estatal a través de la subvención que regula la presente ley, tiene por finalidad asegurar a todas las personas, el ejercicio del derecho a una educación de calidad, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política de la República y por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en especial aquellos que versen sobre los derechos de los niños.”.


2) Modifícase el artículo 2° en el siguiente sentido:


a) Agrégase, en el inciso tercero, en el numeral iii), antes del punto aparte, la siguiente oración: “ni haber sido condenado con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal”.


b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “las letras b) y c)” por la frase “los numerales ii) y iii)”.


3) Agréganse los siguientes artículos 3° y 3° bis, del siguiente tenor:


“Artículo 3°.- El sostenedor, como cooperador del Estado en la prestación del servicio educacional, gestionará las subvenciones y aportes que establece la presente ley para el desarrollo de su proyecto educativo. Estos recursos estarán afectos al cumplimiento de los fines educativos y sólo podrán destinarse a aquellos actos o contratos que tengan por objeto directo y exclusivo el cumplimiento de dichos fines.


Para estos efectos se entenderá que el financiamiento recibido se destina a fines educativos en el caso de las siguientes operaciones:


i) Pago de una adecuada remuneración a las personas naturales que ejerzan, de forma permanente y efectiva, funciones de administración superior que sean necesarias para la adecuada gestión de la entidad sostenedora respecto de el o los establecimientos educacionales de su dependencia, que se encuentren claramente precisadas en el contrato de trabajo respectivo. Las funciones anteriores no podrán ser delegadas, en todo o en parte, a personas jurídicas.


ii) Pago de remuneraciones del personal docente que cumpla funciones directivas, técnico pedagógicas o de aula, y de los asistentes de la educación, que se desempeñen en el o los establecimientos respectivos.


iii) Gastos de las dependencias de administración del o los establecimientos educacionales.


iv) Costos asociados al funcionamiento y administración del o los establecimientos educacionales.


v) Adquisición de toda clase de servicios, materiales e insumos para el buen desarrollo de la gestión educativa, así como recursos didácticos e insumos complementarios que sean útiles al proceso integral de enseñanza y aprendizaje de los y las estudiantes.


vi) Inversión en activos no financieros necesarios para la prestación del servicio educativo.


Inversión en activos financieros de renta fija, siempre que los intereses o réditos sean utilizados para los fines educacionales dispuestos en este artículo y no se afecte de forma alguna la prestación de servicio educativo.


vii) Gastos asociados a la mantención y reparación de los inmuebles y muebles a que se refieren los numerales anteriores.


viii) Pago de obligaciones garantizadas con hipotecas, contraídas con el solo propósito de adquirir el o los inmuebles en el cual funciona el establecimiento educacional de su dependencia, de conformidad a la letra a) quáter del artículo 6° de esta ley.


ix) Pago de créditos bancarios o mutuos cuyo objeto único y exclusivo sea el de invertir el dinero de dicho crédito o mutuo en mejoras necesarias o útiles, sean de infraestructura, equipamiento u otros elementos que sirvan al propósito del proyecto educativo del establecimiento educacional. En caso de que el sostenedor sea propietario de dicha infraestructura, dichos créditos o mutuos podrán encontrarse garantizados mediante hipotecas.


Si dichos créditos superan las 1000 UTM, se deberá contar con la autorización actual y expresa del Consejo Escolar para su contratación. Dicha autorización deberá constar por escrito, ser autorizada ante notario y contar con la firma de los miembros del Consejo Escolar.


x) Gastos que guarden directa relación con la mejora de la calidad del servicio educativo del o los establecimientos educacionales.


xi) Gastos consistentes con el proyecto educativo del o los establecimientos educacionales.


Tratándose de las remuneraciones señaladas en el numeral i) del inciso segundo, éstas deberán ser pagadas en virtud de un contrato de trabajo que establezca la dedicación temporal y especifique las actividades a desarrollar, y ser razonablemente proporcionadas en consideración a la jornada de trabajo, el tamaño y complejidad del o los establecimientos educacionales, a las remuneraciones que normalmente se paguen en contratos de semejante naturaleza respecto de gestiones educativas de similar entidad, y a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar los recursos para una adecuada prestación del servicio educacional.


La Superintendencia, mediante instrucciones de carácter general, regulará lo dispuesto en el inciso precedente y fiscalizará su cumplimiento.


Sin perjuicio de lo anterior, los sostenedores deberán informar a la Superintendencia de Educación cuál o cuáles de sus directores ejercerán las funciones indicadas en el numeral i) del inciso segundo. Por su parte, dicha Superintendencia, en uso de sus atribuciones, podrá solicitar información respecto de la acreditación del cumplimiento de dichas funciones.


Las operaciones que se realicen en virtud de los numerales iii), iv), v), vi), vii), viii), ix), x) y xi) del inciso segundo, estarán sujetas a las siguientes restricciones:


a) No podrán realizarse con personas relacionadas con los sostenedores o representantes legales del establecimiento.


b) Deberán realizarse de acuerdo a las condiciones de mercado para el tipo de operación de que se trate en el momento de celebrar el acto o contrato. Tratándose de operaciones a título oneroso, el precio de la transferencia no podrá ser superior a aquél que prevalece en el mercado.


c) Las Agencias de Asistencia Técnica Educativa (ATE) deberán constituirse como personas jurídicas sin fines de lucro en un plazo de dos años.


d) Todas las Agencias de Asistencia Técnica Educativa que presten servicios a establecimientos que reciban recursos del Estado deberán ser elegidas mediante licitación. Para esto se estará a las reglas establecidas para los establecimientos municipales.


e) El pago de una adecuada remuneración a las personas naturales que ejerzan de forma efectiva funciones de administración de la propia Agencia de Asistencia Técnica y, también, el pago de la correspondiente remuneración por la asesoría técnica realizada en los establecimientos educacionales que reciban aportes del Estado. Las funciones anteriores no podrán ser delegadas, en todo o en parte, a personas jurídicas.


En ejercicio de sus facultades generales de fiscalización y auditoría, la Superintendencia de Educación, tratándose de las operaciones que se desarrollen en virtud de los numerales iii), iv), v), vi), vii), viii), ix), x) y xi) del inciso segundo, podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos que realice las tasaciones que correspondan de conformidad a lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario.


Se prohíbe a los directores u órganos administrativos de la entidad sostenedora realizar cualquiera de las siguientes acciones:


1) Inducir a los administradores o a quienes ejerzan cargos análogos a rendir cuentas irregulares, presentar informaciones falsas u ocultar información.


2) Tomar en préstamo dinero o bienes de la entidad sostenedora o usar en provecho propio o a favor de personas relacionadas con ellos los bienes, servicios o créditos de la entidad sostenedora.


3) Usar en beneficio propio o de personas relacionadas a ellos, con perjuicio para la entidad sostenedora, las oportunidades comerciales de que tuvieren conocimiento en razón de su cargo.


4) En general, practicar actos ilegales o contrarios a los estatutos o al fin educacional de la entidad sostenedora o usar su cargo para obtener ventajas indebidas para sí o para personas relacionadas con ellos en perjuicio de la entidad sostenedora y su fin.


La infracción de lo dispuesto en este artículo será considerada infracción grave en los términos del artículo 76 de la ley N°20.529.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias de que trata este artículo, sin perjuicio de las normas de carácter general que respecto de estas materias deberá dictar la Superintendencia de Educación.


Artículo 3° bis.- Para efectos de lo señalado en el artículo anterior, se entenderán por personas relacionadas las siguientes:


a) Los miembros o asociados, fundadores, directivos, administradores o representantes legales de la entidad sostenedora, así como también los directivos del establecimiento educacional, de acuerdo a lo dispuesto en la letra a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.


b) Los cónyuges y parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad de cualquiera de las personas indicadas en la letra a).


c) Las personas jurídicas en que cualquiera de las personas indicadas en las letras a) y b) anteriores posean directa o indirectamente el 5% o más del capital de ésta, la calidad de directivo o de administrador.


d) Las personas naturales o jurídicas que tengan con cualquiera de las personas indicadas en las letras a) y b) negocios en común en cuya propiedad o control influyan en forma decisiva.


Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia de Educación podrá establecer, mediante normas de carácter general, que es relacionada a un sostenedor toda persona natural o jurídica que por relaciones patrimoniales, de administración, de parentesco, de responsabilidad o de subordinación, haga presumir que:


i) Sus negocios con la entidad sostenedora son de tal importancia o vinculación estratégica, que originan conflictos de intereses con ésta;


ii) Su administración es influenciada determinantemente por la entidad sostenedora, y viceversa, o


iii) Si por su cargo o posición está en situación de disponer de información de la entidad sostenedora y de su administración, que no haya sido divulgada públicamente por los medios que franquea la ley, y que sea capaz de influir en las decisiones de ésta.


Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se aplicarán supletoriamente las normas del Título XV de la ley N°18.045.”.


4) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:


a) Elimínase en su inciso primero la expresión “, derechos de matrícula, derechos de escolaridad”.


b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:


“Anualmente, los sostenedores deberán entregar la información que le solicite la Superintendencia de Educación, de conformidad a las normas generales que ésta disponga, en lo relativo a:


a) El destino que dieron en el año laboral docente anterior a los recursos percibidos por concepto de financiamiento fiscal a fines educativos, de acuerdo a las operaciones indicadas en el artículo 3°.


b) Información desagregada respecto del gasto en remuneraciones de los directivos y,o administradores de la entidad sostenedora, y la demás información que establezca la ley con la periodicidad, publicidad y en la forma que la Superintendencia determine mediante norma de carácter general.


c) Los estados financieros consolidados y auditados, que contemplen, de manera desagregada, todos los ingresos y gastos del sostenedor y sus establecimientos, así como los activos y pasivos debidamente auditados. Los antecedentes correspondientes al período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de cada año se remitirán, a más tardar, el 31 de marzo del año siguiente.


d) Un listado actualizado con la individualización completa de sus miembros o asociados y directivos, dentro de los treinta días siguientes al término de cada año calendario. Sin perjuicio de lo anterior, los sostenedores deberán informar inmediatamente a la Superintendencia cualquier modificación ocurrida respecto de la información contenida en el último listado anual.


e) Información desagregada respecto a la lista de las Agencias de Asistencia Técnica Educativa que postularon a la licitación.


f) Copia del pago íntegro y oportuno de las cotizaciones previsionales de todo su personal.”.


c) Reemplázase, en su inciso cuarto, la expresión 

“El incumplimiento de la obligación indicada en el inciso segundo será sancionado como falta, en los términos del artículo 73, letra b), de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. En tanto, el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso tercero constituirá infracción grave del artículo 50 de la presente ley”, por la expresión “El incumplimiento de lo señalado en los incisos anteriores será considerado infracción grave en los términos del artículo 76 de la ley N°20.529”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“La información señalada en las letras a) y b) del inciso segundo, deberá estar a disposición permanente del público, de forma física o a través del sitio electrónico del establecimiento educacional, si lo hubiere.”.


5) Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su letra a) por la siguiente:


“a) Que tengan el reconocimiento oficial del Estado por haber cumplido los requisitos establecidos en el artículo 46 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación. Tratándose de sostenedores particulares, éstos deberán estar constituidos como corporaciones o fundaciones de derecho privado sin fines de lucro de acuerdo al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, como personas jurídicas de derecho público, o como corporación educacional en los términos de esta ley.”.


b) Intercálase el siguiente literal a) bis, nuevo, pasando la letra a) bis a ser a) ter:



“a) bis.- Que destinen de manera íntegra y exclusiva el financiamiento que obtengan del Estado a fines educativos. En ningún caso los sostenedores que opten por recibir el financiamiento que regula este cuerpo legal podrán perseguir fines de lucro mediante la prestación del servicio educacional.”.


c) Reemplázase, en el párrafo primero de la letra a) bis, que ha pasado a ser a) ter, la frase “presenten condiciones de vulnerabilidad socioeconómica”, por la expresión “sean prioritarios conforme a la ley N°20.248”.


d) Elimínase el párrafo segundo de la letra a) bis, que ha pasado a ser a) ter.


e) Agrégase un literal a) quáter, nuevo, del siguiente tenor:


“a) quáter.- Que la entidad sostenedora acredite que el inmueble en que funciona el establecimiento educacional es de su propiedad y se encuentra libre de gravámenes, o lo usa a título de comodatario en conformidad a las reglas siguientes:


1°. El contrato respectivo deberá estar inscrito en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente.


2° Deberá celebrarse con una duración de, a lo menos, veinte años. Tal plazo se renovará automáticamente por igual período, salvo que el comodante comunique su voluntad de no renovar el contrato antes que resten diez años para el término del plazo. Con todo, el comodatario sólo estará obligado a restituir el inmueble una vez que se cumpla el plazo pactado.


3°. No regirán las restricciones sobre personas relacionadas, establecidas en la letra a) del inciso sexto del artículo 3° y lo dispuesto en el artículo 3° bis.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo primero de este literal, el sostenedor que, por primera vez, impetre la subvención respecto de un establecimiento educacional podrá gravar con hipoteca el inmueble en que funciona este establecimiento siempre que la obligación que cauciona se haya contraído para adquirir dicho inmueble. Con todo, para continuar impetrándola deberá acreditar su alzamiento dentro del plazo de veinticinco años, contado desde la notificación de la resolución que le otorga la facultad de impetrar la subvención.


Del mismo modo, el inmueble en que funciona el establecimiento educacional podrá estar gravado con servidumbre, siempre que no afecte la prestación del servicio educativo. No obstante lo anterior, tratándose de servidumbres voluntarias, estas deberán ser autorizadas por resolución fundada de la Secretaría Regional Ministerial de Educación respectiva.


Cuando, a consecuencia de un caso fortuito o fuerza mayor, se afecte de manera tal el inmueble utilizado por el establecimiento educacional, que imposibilite la adecuada prestación del servicio educativo, el sostenedor, con el solo objeto de asegurar la continuidad de dicho servicio, podrá celebrar contratos de arrendamiento por el tiempo imprescindible para superar la situación de excepción, sin que le sean aplicables las restricciones sobre personas relacionadas, establecidas en la letra a) del inciso sexto del artículo 3° y lo dispuesto en el artículo 3° bis. Estos contratos deberán ser autorizados mediante resolución fundada de la Secretaría Regional Ministerial de Educación respectiva.”.


f) Agrégase un literal a) quinquies, del siguiente tenor:


“a) quinquies.- Que no sometan la admisión de los y las estudiantes a procesos de selección, correspondiéndoles a las familias el derecho de optar por los proyectos educativos de su preferencia.


Para estos efectos, los establecimientos desarrollarán los procedimientos de postulación y admisión según lo dispuesto en los artículos 7° bis y siguientes.”.


g) Intercálase, en el párrafo primero de la letra d), a continuación de la segunda vez que se emplea la expresión “establecimiento” y antes del punto y coma, la siguiente oración “, entre las cuales deberá contemplarse expresamente la prohibición de toda forma de discriminación, ya sea ideológica, socioeconómica, racial, religiosa, de género, cultural o de situación de discapacidad, entre otras, en las relaciones entre todos los miembros de la comunidad educativa”.


h) Reemplázase el párrafo tercero de la letra d) por el siguiente:


“Sólo podrán aplicarse las sanciones o medidas disciplinarias contenidas en el reglamento interno, las que, en todo caso, estarán sujetas al principio de proporcionalidad, de no discriminación y a lo dispuesto en el artículo 11 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.


i) Reemplázanse, en la letra d), los párrafos cuarto y quinto, por los siguientes:


“No podrá decretarse la medida de expulsión o la medida de cancelación de matrícula de un o una estudiante por motivos disciplinarios, académicos, de carácter político, ideológicos o de cualquier otra índole, sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos siguientes.


Sólo podrán aplicarse las medidas señaladas en el párrafo anterior cuando sus causales estén claramente descritas en el reglamento interno del establecimiento y que, además, afecten gravemente la convivencia escolar.”.


j) Agréganse, en la letra d), los siguientes párrafos séptimo, octavo, noveno, décimo, undécimo y duodécimo:


“Antes de iniciar un procedimiento de expulsión o de cancelación de matrícula, el sostenedor y,o director del establecimiento deberá haber implementado todas las medidas de apoyo pedagógico o psicosocial que correspondan.


En ningún caso se podrá expulsar o cancelar la matrícula de un estudiante sin la implementación previa de dichas medidas, ni en un período del año escolar que haga imposible que pueda ser matriculado en otro establecimiento educacional.


Las medidas de expulsión o cancelación de matrícula sólo podrán adoptarse mediante un procedimiento previo, racional y justo, el cual deberá estar contemplado en el reglamento interno del establecimiento, garantizándose el derecho del estudiante afectado y,o del padre, madre o apoderado a realizar sus descargos y a impugnar la decisión.


La decisión de expulsar o cancelar la matrícula a un estudiante sólo podrá adoptarse por el acuerdo mayoritario del Consejo de Profesores. Esta decisión, junto a sus fundamentos, deberá ser notificada por escrito al estudiante afectado y a su padre, madre o apoderado, si procede, quienes podrán apelar dentro de los quince días hábiles siguientes a la notificación ante el Director, quien resolverá previa consulta al Consejo Escolar, dentro de quince días hábiles.


En ningún caso los sostenedores y,o directores podrán cancelar la matrícula, expulsar o suspender a sus estudiantes por causales que se deriven de su situación socioeconómica o del rendimiento académico o vinculadas a la presencia de necesidades educativas especiales de carácter permanente y transitorio definidas en el inciso segundo del artículo 9°, que se presenten durante sus estudios. En caso que el o la estudiante repita de curso, deberá estarse a lo señalado en el inciso sexto del artículo 11 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.


El sostenedor, una vez determinada la expulsión o cancelación de matrícula de un o una estudiante, deberá informar de la medida a la Dirección Regional respectiva de la Superintendencia de Educación dentro del plazo de cinco días hábiles, debiendo acreditar el cumplimiento de los apoyos señalados en el párrafo séptimo.”.


k) Reemplázase el párrafo primero de la letra e) por el siguiente:


“e) Que entre las exigencias de ingreso, permanencia o participación de los estudiantes en toda actividad curricular o extracurricular relacionada con el proyecto educativo, no figuren cobros ni aportes económicos obligatorios, directos, indirectos o de terceros, tales como fundaciones, corporaciones o entidades culturales deportivas, o de cualquier naturaleza.”.


l) Reemplázanse los párrafos segundo y tercero de la letra e) por el siguiente:


“Asimismo, la exigencia de textos escolares o materiales de estudio determinados, que no sean los proporcionados por el Ministerio de Educación, no podrá condicionar el ingreso o permanencia de un estudiante, por lo que, en caso que éste no pueda adquirirlos, deberán ser provistos por el establecimiento.”.


m) Agrégase una letra f) bis del siguiente tenor:


“f) bis.- Que se establezcan programas especiales de apoyo a aquellos estudiantes que presenten bajo rendimiento académico que afecte su proceso de aprendizaje, así como planes de apoyo a la inclusión, con el objeto de fomentar una buena convivencia escolar, sin perjuicio de lo establecido en la ley N°20.248.”.


n) Agrégase una letra f) ter del siguiente tenor:


“f) ter.- Que el reglamento interno a que hace referencia la letra d) de este artículo reconozca expresamente el derecho de asociación, tanto de los y las estudiantes, padres y apoderados, como también del personal docente y asistente de la educación, de conformidad a lo establecido en la Constitución y la ley. En ningún caso el sostenedor podrá obstaculizar ni afectar el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las normas sobre derechos y deberes de la comunidad escolar que se establecen en el decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.


ñ) Agrégase una letra j) del siguiente tenor:


“j) Que cuenten con un Consejo Escolar, de conformidad a lo dispuesto en la ley N°19.979. Excepcionalmente, por resolución fundada del respectivo Secretario Regional Ministerial de Educación, se podrá eximir a un establecimiento educacional del cumplimiento de lo señalado precedentemente para efectos del pago de la subvención educacional, cuando no sea posible su constitución.”.


6) Agréganse los siguientes artículos 7° bis, 7° ter, 7° quáter, 7° quinquies y 7° sexies:


“Artículo 7° bis.- El proceso de admisión de los y las estudiantes que desarrollen los establecimientos que reciben subvención o aportes del Estado se realizará conforme a los principios de transparencia, educación inclusiva, accesibilidad universal, equidad y no discriminación arbitraria, considerando especialmente el derecho preferente de los padres a elegir el establecimiento educacional para sus hijos.


Dicho proceso comprende una etapa de postulación y otra de admisión propiamente tal.


La etapa de postulación se realizará directamente en los establecimientos educacionales de preferencia de los padres, madres o apoderados a través de un registro que pondrá a disposición del público el Ministerio de Educación. Sin perjuicio de lo anterior, los padres, madres o apoderados también podrán postular a dicho registro de forma remota. Se prohíbe que durante estos procesos los establecimientos educacionales exijan, como condición para participar en ellos, entrevistas, pruebas de admisión de cualquier tipo, u otro antecedente vinculado a su desempeño académico, condición socioeconómica o familiar, así como cualquier cobro por la postulación de los estudiantes.


Los padres, madres y apoderados podrán solicitar información a los establecimientos educacionales sobre su proyecto educativo y el proceso de admisión.


Los sostenedores deberán inscribir a los postulantes en el registro señalado en el inciso tercero de este artículo. El sistema de registro entregará un comprobante al padre, madre o apoderado, o estudiante, en su caso, que haya realizado la postulación.


En caso de que los padres y apoderados deseen postular a más de un establecimiento educacional, podrán registrarlos en cualquiera de los lugares de postulación y deberán manifestar el orden de su preferencia. Será condición necesaria para proceder a la postulación la adhesión y compromiso expreso por parte del padre, madre o apoderado al proyecto educativo declarado por el establecimiento y a su reglamento interno.


Para estos efectos, los establecimientos educacionales deberán informar al Ministerio de Educación su proyecto educativo, su reglamento y la cantidad de cupos disponibles para cada curso o nivel del año escolar correspondiente.


Con el objeto de promover el conocimiento y la adhesión de los padres, madres o apoderados a los proyectos educativos de los establecimientos a los que postulan, los sostenedores de éstos podrán organizar encuentros públicos de información, previo a los procesos de postulación, en los que presentarán a la comunidad sus proyectos educativos. Los sostenedores deberán remitir al Ministerio de Educación información respecto a estas actividades, para que éste las difunda.


Una vez finalizado el proceso de postulación, el Ministerio de Educación informará a los establecimientos educacionales los criterios señalados en el inciso tercero del artículo 7º ter con los que cumple cada uno de los postulantes.


Artículo 7° ter.- La etapa de admisión propiamente tal será realizada por los establecimientos educacionales.


Todos los estudiantes que postulen a un establecimiento educacional deberán ser admitidos, en caso de que los cupos disponibles sean suficientes en relación al número de postulaciones.


Sólo en los casos de que los cupos disponibles sean menores al número de postulantes, los establecimientos educacionales deberán aplicar un procedimiento de admisión aleatorio definido por éstos, el que, en todo caso, deberá considerar los siguientes criterios de prioridad en orden sucesivo:


a) Existencia de hermanas o hermanos que postulen o se encuentren matriculados en el mismo establecimiento.


b) Incorporación del 15% de estudiantes prioritarios, de conformidad al artículo 6°, letra a) ter.


c) La condición de hijo o hija de un profesor o profesora, asistente de la educación, manipulador o manipuladora de alimentos o cualquier otro trabajador o trabajadora que preste servicios permanentes en el establecimiento educacional.


d) La circunstancia de haber estado matriculado anteriormente en el establecimiento educacional al que se postula.


El Ministerio de Educación pondrá a disposición de los establecimientos educacionales un mecanismo para realizar el proceso de admisión, según lo dispuesto en el inciso anterior. Su uso será voluntario.


El Ministerio de Educación será el encargado de supervisar los procesos de admisión. Para ello, los establecimientos educacionales deberán informar, una vez realizados éstos, el orden que cada uno de los postulantes ocupó en dichos procesos de acuerdo a los criterios establecidos en el inciso tercero de este artículo, en listas separadas.


Una vez recibida la información señalada en el inciso anterior, el Ministerio de Educación revisará que no se presenten admisiones de un mismo estudiante en distintos establecimientos educacionales y velará porque los cupos se vayan completando acorde a las prioridades de los padres, madres o apoderados.


En caso que el Ministerio de Educación tome conocimiento de antecedentes que puedan constituir una infracción, informará a la Superintendencia de Educación para que ejerza sus atribuciones de conformidad a la ley N°20.529.


La Superintendencia de Educación iniciará un procedimiento sancionatorio si el orden asignado a los estudiantes hace presumir razonablemente que el procedimiento de admisión ha sido realizado incurriendo en discriminaciones arbitrarias.


Se considerará infracción grave, en los términos del artículo 76 de la ley N°20.529, que el sostenedor informe un número de cupos menor que el de los estudiantes formalmente matriculados.


En caso de que los padres, madres o apoderados no hayan participado en los procesos de postulación, la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente registrará a los estudiantes en el establecimiento educacional más cercano a su domicilio que cuente con cupos disponibles, una vez realizados los procesos de admisión descritos en los incisos anteriores.


Un reglamento del Ministerio de Educación regulará el sistema de registro señalado en el artículo precedente y determinará el procedimiento de postulación y admisión de los y las estudiantes. En particular, definirá la forma en que se registrarán las postulaciones, los procesos mediante los cuales se irán completando las distintas listas de espera y los plazos para las distintas etapas. Asimismo, dicho reglamento establecerá la forma en que los establecimientos comunicarán al Ministerio de Educación y a los padres, madres y apoderados, la información requerida para el proceso de admisión y el resultado de dichos procesos.


Artículo 7° quáter.- Los establecimientos educacionales siempre podrán implementar entrevistas con los padres y apoderados de los estudiantes ya matriculados, con la finalidad de entregar operatividad real a la adhesión y compromiso con el proyecto educativo prescrito en el inciso sexto del artículo 7° bis.


Artículo 7° quinquies.- Los liceos con modalidad artística, previa autorización del Ministerio de Educación, podrán implementar su propio sistema de admisión y realizar pruebas de habilidades específicas relacionadas con la especialidad.


Por su parte, aquellos establecimientos que, atendidas sus características históricas, de rendimiento académico destacado dentro de su región, que sean gratuitos, que presenten una demanda considerablemente mayor a sus vacantes y que hayan establecido procedimientos de selección académica, podrán desarrollar el procedimiento de admisión señalado en los artículos precedentes de entre aquellos postulantes que pertenezcan al 20% de los alumnos de mejor desempeño escolar, relativo a generaciones anteriores del establecimiento educacional de procedencia, en la forma que determine el reglamento.


Lo dispuesto en los incisos anteriores no podrá aplicarse hasta sexto año de educación básica inclusive.


Un reglamento del Ministerio de Educación determinará el procedimiento para la calificación de un establecimiento según los criterios establecidos en el inciso segundo.


Artículo 7° sexies.- La infracción de lo establecido en los artículos 7° bis, 7° ter y 7° quinquies, será sancionada con multa de 50 UTM. En caso de reincidencia, el establecimiento deberá dar aplicación, en lo sucesivo, al mecanismo de admisión aleatorio y transparente que, al efecto, le proporcione el Ministerio de Educación.”.


7) Intercálanse, en el artículo 8°, los siguientes incisos segundo y tercero nuevos, pasando el inciso segundo a ser cuarto:


“Tratándose de un establecimiento educacional que por primera vez solicite el beneficio de la subvención, el Ministerio de Educación aprobará la solicitud sólo en caso de que exista una demanda insatisfecha por matrícula que no pueda ser cubierta por medio de otros establecimientos educacionales que reciban subvención o aporte estatal en el territorio en el que pretende desarrollar su proyecto educativo, dentro del plazo señalado en el inciso anterior.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y requisitos para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.”.


8) Derógase el artículo 16.


9) Derógase el artículo 17.


10) Modifícase el artículo 18 en el siguiente sentido:


a) Elimínase en su inciso primero, a continuación de la expresión “subvención”, la expresión “, salvo que ellas se establezcan como exigencias de ingreso o permanencia en los términos indicados en la letra e) del artículo 6°”.


b) Agrégase en su inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración “En ningún caso las donaciones o aportes voluntarios a los establecimientos podrán ser considerados como requisito de ingreso o permanencia de los estudiantes. Asimismo, los bienes o servicios adquiridos en virtud de aquéllas deberán estar a disposición de toda la comunidad educativa.”.


c) Reemplázase en su inciso final, a continuación de la expresión “deportivas,” la oración “se considerarán derechos de escolaridad y se sujetarán a lo dispuesto en los artículos 16 y 17 de esta ley” por la siguiente “tendrán el mismo tratamiento de la subvención en lo referente a su uso y rendición de cuentas. Asimismo, el 40% del total de dicha recaudación será descontado del monto total de las subvenciones que le corresponda percibir. En el caso de los establecimientos educacionales técnico profesionales, este descuento será del 20%. Con todo, cuando este monto mensual no supere el 10% de lo que le corresponde percibir en el mismo período por concepto de subvención, no procederá ningún descuento”.


11) Derógase el artículo 20.


12) Derógase el artículo 21.


13) Derógase el Título II.


14) Elíminase el inciso sexto del artículo 37.


15) Reemplázase en el artículo 43 la expresión “de la ficha CAS” por la frase “del instrumento de caracterización social que la autoridad competente determine”.


16) Introdúcese el siguiente Párrafo 9° en el Título III:

“PÁRRAFO 9°

Aporte por Gratuidad


Artículo 49 bis. Créase un aporte por gratuidad, destinado a aquellos establecimientos educacionales gratuitos y sin fines de lucro, que se impetrará por los alumnos que estén cursando primer y segundo nivel de transición de educación parvularia, educación general básica y enseñanza media, incluida la educación especial y de adultos.


Para los establecimientos regidos por la presente ley que impartan enseñanza regular diurna en el primer y segundo nivel de transición de educación parvularia, educación general básica y enseñanza media, será requisito para impetrar este aporte, estar adscrito al régimen de subvención escolar preferencial de la ley N°20.248. Este requisito no será exigible para las modalidades de educación especial y de adultos.


El aporte por gratuidad tendrá el valor unitario mensual por alumno de 0,45 unidades de subvención educacional.


Su monto se determinará conforme a los artículos 13, 14 y 15 de esta ley.


Tratándose de aquellos establecimientos educacionales regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, del Ministerio de Educación, se estará a sus respectivos convenios para el pago del aporte por gratuidad.


Este aporte estará afecto a los fines educativos de conformidad al artículo 3° de esta ley.”.


17) Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:


a) Elimínase su inciso primero.


b) Elimínase, en la letra a) del inciso tercero, que pasa a ser segundo, la palabra “dolosamente”.


c) Reemplázase la letra c) de su inciso tercero, que pasa a ser segundo, por la siguiente letra c), nueva:


“c) La exigencia por parte del sostenedor de cualquier contraprestación en dinero o especie por la prestación del servicio educacional;”.


d) Elimínase, en su inciso tercero, que pasa a ser segundo, la letra i), la primera vez que aparece, y reemplázase la letra i) la segunda vez que aparece por la siguiente, nueva:


“i) No dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 11 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.


e) Agrégase la siguiente letra j):


“j) Incumplir la obligación de informar prevista en el artículo 64.”.


18) Introdúcese el siguiente Título V nuevo, pasando el actual Título V a ser Título VI:

“Título V

De las Corporaciones Educacionales


Artículo 58 A. Son corporaciones educacionales las personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro constituidas por dos o más personas naturales, debidamente registradas ante la autoridad, cuyo objeto único sea la educación, y que se regirán por las disposiciones de esta ley y, de manera supletoria, por las disposiciones del Título XXXIII del Libro I del Código Civil.


Estas corporaciones serán sostenedoras de establecimientos educacionales y podrán impetrar las subvenciones y aportes estatales con fines educativos de conformidad a la ley.


Artículo 58 B. Las corporaciones educacionales se constituirán por medio de escritura pública o por instrumento privado reducido a escritura pública en la que conste el acta de constitución y los estatutos por los cuales deben regirse. El Ministerio de Educación pondrá a disposición de los interesados estatutos tipo para la constitución de una corporación educacional.


Se deberá depositar, en la Secretaría Regional Ministerial de Educación que corresponda, copia autorizada del instrumento constitutivo y dos copias de los estatutos de la nueva persona jurídica en el registro especial que se llevará al efecto. La corporación educacional gozará de personalidad jurídica por el solo hecho del depósito, para cuyo efecto dicha Secretaría deberá autorizar una copia en la cual se acreditará fecha del depósito y la inserción en la misma del respectivo número del registro.


La Secretaría Regional Ministerial de Educación no podrá negar el registro a una corporación educacional. Con todo, tendrá el plazo de noventa días, contado desde el respectivo depósito, para realizar observaciones a la constitución de la corporación, si faltare algún requisito para constituirla o si los estatutos no se ajustaren a lo prescrito por esta ley o a sus normas complementarias.


La corporación educacional deberá subsanar las observaciones formuladas por la Secretaría Regional Ministerial de Educación, dentro del plazo de sesenta días contado desde su notificación, bajo apercibimiento de tener por caducada su personalidad jurídica, por el solo ministerio de la ley, procediendo dicha Secretaría a eliminarla del registro respectivo.


En dicho registro se consignarán, además, los representantes y miembros de la corporación educacional, las modificaciones estatutarias, la disolución y la pérdida de la personalidad jurídica cuando correspondiere. Para dar cumplimiento a lo anterior, en caso de modificaciones de los estatutos, aprobadas según los requisitos que éstos establezcan y que sean reducidas a escritura pública, deben ser registradas en el Ministerio de Educación dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la escritura pública de modificación respectiva.


Un reglamento fijará la forma y modalidad en que deberá llevarse el registro, junto con la periodicidad y manera de su actualización.


Artículo 58 C. La administración y dirección de la corporación educacional recaerá en uno o más miembros de ésta, quienes serán sus directores. Se deberá elegir entre los miembros del directorio a un presidente, quien será el representante judicial y extrajudicial de la corporación educacional y tendrá las demás atribuciones que fijen los estatutos.


Artículo 58 D. Los directores de la corporación educacional no serán remunerados, salvo en los casos establecidos en los numerales i) y ii) del inciso segundo del artículo 3°, debiendo aplicarse a estas remuneraciones lo señalado en los incisos tercero y siguientes del mismo artículo.


Artículo 58 E. El Ministerio de Educación fiscalizará y sancionará con la cancelación de la personalidad jurídica a las corporaciones educacionales que sean contrarias a la moral, al orden público, la seguridad del Estado o que incumplan gravemente las disposiciones de esta ley y sus estatutos.


Se cancelará, de pleno derecho, la personalidad jurídica si, transcurrido el plazo de un año contado desde la fecha de obtención de ésta, la nueva corporación educacional no hubiere dado cumplimiento a los requisitos exigidos por la ley para que su o sus establecimientos educacionales obtengan el reconocimiento oficial.


Las corporaciones que sean sancionadas con la cancelación de su personalidad jurídica serán excluidas del registro al que hace mención el artículo 58 B.


Artículo 58 F. Disuelta una corporación educacional, sus bienes deberán ser transferidos a otra persona jurídica sin fines de lucro cuyo fin sea la educación, de conformidad a lo que dispongan sus estatutos, o al Estado, en ambos casos para el cumplimiento del mismo fin. Lo anterior, sin perjuicio de las garantías constituidas sobre dichos bienes y de los derechos de los acreedores de la corporación educacional, de conformidad a la ley.


Artículo 58 G. Las corporaciones educacionales, en tanto sostenedoras de establecimientos educacionales, serán fiscalizadas por la Superintendencia de Educación.”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°20.529, que establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización:



1) Intercálase, en el inciso cuarto del artículo 1°, a continuación de la palabra “nacional”, la expresión “y local”.


2) Modifícase el artículo 49 en el siguiente sentido:


a) Intercálase en su letra d), en el párrafo segundo, a continuación de la palabra “Estado” la expresión “o del título preliminar del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación”.


b) Intercálase en su letra f), en el párrafo segundo, a continuación de la palabra “Estado” la expresión “o del título preliminar del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación”.


3) Reemplázase en el artículo 56 la expresión “a fin de simplificar y” por “con el objeto de”.


4) Agrégase en el artículo 76 la siguiente letra i):


“i) Incumplir las normas señaladas en los artículos 3°, 3° bis y 6° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N°2, de 1996, sobre subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.”.


5) Intercálase en el artículo 77 la siguiente letra e) nueva, pasando la letra e) a ser letra f):


“e) Tratándose de los establecimientos que reciben subvención o aportes del Estado, realizar maliciosamente publicidad que induzca a error respecto de la naturaleza del proyecto educativo del establecimiento, o que inhiba arbitrariamente la postulación de determinados estudiantes al establecimiento educacional de que se trate.”.


Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°20.248, que establece una ley de Subvención Escolar Preferencial:


1) Intercálase en el artículo 1°, entre la frase “alumnos prioritarios” y la expresión “que estén cursando”, la frase “y alumnos preferentes”.


2) Agrégase el siguiente artículo 2° bis:


“Artículo 2° bis.- Para los efectos de la aplicación de la subvención escolar preferencial se entenderá por alumnos preferentes a aquellos estudiantes que no tengan calidad de alumno prioritario y cuyas familias pertenezcan al 80% más vulnerable del total nacional, según el instrumento de caracterización social vigente.


La calidad de alumno preferente será determinada anualmente por el Ministerio de Educación, directamente o a través de los organismos de su dependencia que éste determine.


La determinación de la calidad de alumno preferente, así como la pérdida de la misma, será informada anualmente por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno y al sostenedor del establecimiento en que éste se encuentre matriculado.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, determinará la metodología para la identificación de los alumnos a los que se refiere este artículo.”.


3) Reemplázase, en el artículo 3° la expresión “el artículo 2°” por la frase “los artículos 2° y 2° bis”.


4) Remplázase, en el artículo 4°, la frase “prioritarios matriculados en dichos establecimientos, según lo establecido en los artículos 14 y 15” por la expresión “prioritarios y preferentes matriculados en dichos establecimientos, según lo establecido en los artículos 14, 14 bis y 15”.


5) Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:


a) Remplázase su letra a) por la siguiente:


“a) Eximir a los alumnos prioritarios de todo tipo de cobro que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento.”.


b) Sustitúyese su letra d) por la siguiente:


“d) Retener en el establecimiento a los y las estudiantes, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 11 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.


6) Sustitúyese la tabla del artículo 14 por la siguiente:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A.

Establecimientos educacionales autónomos
	2,0328
	2,0328
	1,3548
	1,3548

	B.

Establecimientos educacionales emergentes
	1,0164
	1,0164
	0,6774
	0,6774



7) Agrégase el siguiente artículo 14 bis:


“Artículo 14 bis.- La subvención escolar preferencial para los alumnos preferentes será equivalente a la mitad del valor unitario mensual para los alumnos prioritarios, expresado en unidades de subvención educacional, según lo señalado en el artículo 14.”.


8) Modifícase el artículo 15 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso primero la oración que se inicia con las palabras “Su monto se determinará”, por la siguiente “Su monto se determinará multiplicando el valor que corresponda, conforme a los artículos 14 y 14 bis, por la asistencia media promedio de los alumnos prioritarios y preferentes, según corresponda, durante los tres meses precedentes al pago.”.


b) Agrégase en su inciso segundo, a continuación de la expresión “alumnos prioritarios”, la frase “y preferentes”.


c) Sustitúyese en su inciso tercero, la frase “conforme al artículo 14, por el número de alumnos prioritarios,” por la oración “conforme a los artículos 14 y 14 bis, por el número de alumnos prioritarios y preferentes, según corresponda,”.


d) Agrégase en su inciso cuarto, a continuación de la expresión “alumnos prioritarios”, la frase “y preferentes”.


9) Agrégase en el numeral 3° del artículo 19, a continuación de la expresión “alumnos prioritarios”, la frase “y preferentes”.


10) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:


a) Agrégase en su inciso primero, a continuación de la frase “a que se refiere la letra B del artículo 14”, la expresión “y el artículo 14 bis”.


b) Agrégase en su inciso segundo, a continuación de la oración “por la aplicación de la letra B del artículo 14”, la frase “y el artículo 14 bis”.


c) Agrégase en su inciso segundo, a continuación de la frase “será equivalente a lo que le correspondería recibir al mismo establecimiento” la oración “, por alumnos prioritarios y preferentes,”.


d) Incorpórase en su inciso tercero, a continuación de la palabra “alumnos”, todas las veces que ella aparece, la palabra “prioritarios”.


e) Incorpórase, en la parte final del inciso tercero, a continuación de la frase “enseñanza media” y antes del punto aparte, la oración “, y la mitad de dichos montos, por los alumnos preferentes que cursen los niveles que correspondan”.


11) Reemplázase en el artículo 24 la expresión “el artículo 14” por la frase “los artículos 14 y 14 bis”.


12) Modifícase el artículo 27 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“La suma anual de este aporte extraordinario será equivalente al monto que le correspondería al establecimiento educacional si se le aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14 y la subvención establecida en el artículo 14 bis, por el promedio de los alumnos prioritarios y preferentes, según corresponda, matriculados en los niveles correspondientes en el primer trimestre del año escolar, considerando el porcentaje de la asistencia media efectiva de los alumnos prioritarios y preferentes, según corresponda, registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior.”.


b) Intercálase en el inciso quinto, a continuación de la expresión “alumno prioritario”, la frase “o preferente”.


13) Agrégase una nueva letra a) en el artículo 30, pasando la actual letra a) a ser b) y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“a) Estar constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro.”.


Artículo 5°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 del Ministerio de Educación.

ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia al inicio del año escolar siguiente al de la fecha de su publicación, sin perjuicio de las reglas especiales establecidas en los artículos siguientes.


A los establecimientos educacionales que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, funcionen en inmuebles gravados o hipotecados a favor del Fisco, no se les aplicará el requisito de estar el inmueble libre de gravámenes, que establece la letra a) quáter del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación. Esta excepción cesará una vez que se cumpla el período que reste para alzar los gravámenes o hipotecas señalados.
Párrafo 1°

De la prohibición del lucro en los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado


Artículo segundo.- Dentro del plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de esta ley, los sostenedores particulares que no estén organizados como una persona jurídica sin fines de lucro y que estén percibiendo la subvención del Estado que regula el decreto con fuerza de ley N°2, del año 1998, del Ministerio de Educación, podrán transferir la calidad de sostenedor a una persona jurídica de derecho privado sin fines de lucro, sin que les sea aplicable lo señalado en el artículo 46, letra a), párrafo quinto, del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.


El sostenedor que haya adquirido su calidad de tal en conformidad al inciso anterior será el sucesor legal de todos los derechos y obligaciones que la persona transferente haya adquirido o contraído, con ocasión de la prestación del servicio educativo, manteniendo los establecimientos educacionales respecto de los cuales se traspasa la condición de sostenedor, el reconocimiento oficial con que contaren.


Quien haya transferido su calidad de sostenedor y la persona jurídica sin fines de lucro que la haya adquirido, serán solidariamente responsables por todas las obligaciones laborales y previsionales, contraídas con anterioridad a la transferencia.


En ningún caso la transferencia de la calidad de sostenedor alterará los derechos y obligaciones de los trabajadores, ni la subsistencia de los contratos de trabajo individuales o de los instrumentos colectivos de trabajo que los rijan, los que continuarán vigentes con el nuevo empleador, para todos los efectos legales, como si dicha transferencia no se hubiese producido.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo, sólo se transferirán las obligaciones que se hayan contraído para la adquisición de bienes esenciales para la prestación del servicio educacional.


El sostenedor que haya adquirido su calidad de tal en conformidad a este artículo deberá informar y remitir copia a la Superintendencia de Educación de todos los actos y contratos celebrados de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.


Artículo tercero.- El sostenedor que haya adquirido tal calidad de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior deberá dar cumplimiento a lo establecido en el literal a) quáter del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, dentro del plazo de tres años contado desde que haya adquirido su personalidad jurídica.


Asimismo, aquel sostenedor que a la fecha de publicación de esta ley se encuentre organizado como una persona jurídica sin fines de lucro, tendrá el plazo de tres años, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el literal a) quáter del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Con todo, en caso de que el sostenedor, a la fecha de publicación de esta ley mantenga gravado con hipoteca o adquiera el inmueble en que funciona el establecimiento educacional al inicio del año escolar 2014, deberá acreditar, si correspondiere, el alzamiento de la hipoteca que garantizaba la obligación contraída para adquirirlo en el término de veinticinco años contado desde el plazo que señalan los incisos precedentes, según corresponda. Sin perjuicio de lo anterior, en el evento de que no se haya podido alzar la hipoteca en el plazo señalado previamente, y siempre que se haya extinguido completamente la obligación garantizada con ésta, el sostenedor dispondrá de dos años para formalizar el alzamiento.


Artículo cuarto.- El sostenedor a quien se le haya transferido tal calidad de acuerdo a lo dispuesto en el artículo segundo transitorio o que a la fecha de publicación esta ley se encuentre organizado como una persona jurídica sin fines de lucro, podrá adquirir con cargo a la subvención, y dentro del plazo señalado en el inciso primero o en el inciso segundo del artículo tercero transitorio, según corresponda, el inmueble en que funciona el establecimiento educacional, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra a) quáter del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Para efectos de la adquisición a que hace referencia el inciso anterior, la nueva entidad sostenedora sin fines de lucro podrá contraer obligaciones con instituciones financieras públicas o privadas, de aquellas sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras de conformidad al decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican. En el caso de que dichas obligaciones se encuentren caucionadas con hipotecas, deberá estarse a lo dispuesto en el inciso final del artículo tercero transitorio. Asimismo, el sostenedor deberá devolver al Fisco el valor del aporte suplementario por costo de capital adicional que hubiere recibido conforme a lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N°19.532.


La entidad sostenedora sin fines de lucro también podrá adquirir el inmueble en el que funciona el establecimiento educacional imputando mensualmente, con cargo a la subvención, hasta una doceava parte del 11% del avalúo fiscal calculado al 30 de junio de 2014, según el valor de la unidad de fomento a la fecha de publicación de esta ley, hasta el término de veinticinco años, contado desde el plazo a que se refiere el inciso primero del presente artículo. Con todo, deberá descontarse del valor total del inmueble, el valor del aporte suplementario por costo de capital adicional que hubiere recibido conforme a lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N°19.532.


El monto que se impute mensualmente de conformidad al inciso anterior deberá ser razonablemente proporcionado en consideración a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar una adecuada prestación del servicio educativo. La Superintendencia de Educación, en uso de sus atribuciones, fiscalizará el cumplimiento de lo dispuesto anteriormente.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso tercero, no se aplicará la prohibición de celebrar actos o contratos con personas relacionadas en los términos de la letra a) del inciso sexto del artículo 3° y el artículo 3° bis del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


El pago de lo dispuesto en los incisos anteriores se considerará una operación que cumple con los fines educacionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


El sostenedor deberá remitir copia del o los contratos que corresponda por la aplicación del presente artículo, a la Superintendencia de Educación.


El Ministerio de Educación, mediante un reglamento que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias señaladas en este artículo.


Artículo quinto.- Autorízase para que, hasta el plazo de cinco años, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, aquellos sostenedores que hayan adquirido tal calidad, de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio de esta ley, puedan acceder al Fondo de Garantía para los Pequeños Empresarios que establece el decreto ley N°3.472, de 1980, del Ministerio de Hacienda, para garantizar los créditos que las instituciones financieras públicas y privadas otorguen a dichos sostenedores, con el solo objeto de adquirir los inmuebles en que se encuentren funcionando los establecimientos educacionales a inicios del año escolar 2014, y siempre que lo adquieran de conformidad al inciso segundo del artículo cuarto transitorio.


Para acceder a dichas garantías, los establecimientos educacionales de los respectivos sostenedores no podrán generar ingresos equivalentes anuales superiores a 50.000 unidades de fomento por la prestación de sus servicios educacionales, o su equivalente en moneda nacional.


El Fondo no garantizará más del 50% del saldo deudor de cada financiamiento con un monto máximo de hasta 10.000 unidades de fomento, o su equivalente en moneda nacional.


Corresponderá al Administrador del Fondo especificar, en las bases de licitación, las condiciones generales bajo las cuales las instituciones participantes y los sostenedores a que se refiere el inciso primero podrán acceder a la garantía y hacer uso de los derechos de garantía licitados.


Corresponderá a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras la fiscalización de las operaciones y la dictación de la reglamentación correspondiente.


Artículo sexto.- Las partes que se propongan celebrar un contrato de compraventa conforme a lo establecido en el inciso tercero del artículo cuarto transitorio podrán requerir el consentimiento por parte del Ministerio de Educación, en representación del Fisco, para incorporar como cláusula del referido contrato la facultad de descontar de la subvención, en los términos que a continuación se indican, el monto adeudado al vendedor, siempre que se cumplan los siguiente requisitos:


i. Que el vendedor sea una persona no relacionada con el comprador, según lo establecido en el literal a) del inciso sexto del artículo 3° y en el artículo 3° bis del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


ii. Que en el respectivo contrato de compraventa suscrito entre las partes se haga mención expresa a este artículo.


Las partes deberán presentar una solicitud escrita a la Secretaría Regional Ministerial de Educación respectiva, acompañando el contrato correspondiente.


La Secretaría consentirá, dentro del plazo de treinta días, contado desde la presentación de la respectiva solicitud, sólo si el contrato cumple con lo establecido en el inciso primero de este artículo y lo dispuesto en el inciso tercero del artículo cuarto transitorio, y si las partes aceptan las condiciones que se señalan a continuación.


Durante la vigencia del contrato, si el sostenedor comprador incumpliere el pago de tres cuotas consecutivas durante un año calendario, o seis durante dos años consecutivos, la parte acreedora podrá poner en conocimiento de la Secretaría Regional Ministerial de Educación respectiva el incumplimiento del contrato.

La Secretaría citará a una audiencia al deudor, recibirá los antecedentes que le presente y, de ser efectivo el incumplimiento, conforme lo establecido en el inciso primero, descontará las cuotas adeudadas de los dineros correspondientes a la subvención a la que el respectivo establecimiento tenga derecho, salvo las establecidas en la ley N°20.248, transfiriendo aquel monto al vendedor, en un plazo no superior a sesenta días, contado desde que se determine la efectividad del incumplimiento.


Conjuntamente, será procedente la designación de un administrador provisional, para lo cual la Secretaría Regional Ministerial de Educación comunicará el precitado incumplimiento a la Superintendencia de Educación, la que procederá al respectivo nombramiento. Para los efectos de este inciso, se estará a lo dispuesto en el párrafo 6° del Título III de la ley N°20.529, que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización.

El Estado tendrá derecho preferente a adquirir el inmueble, conforme lo establecido en el artículo octavo transitorio de esta ley.


Artículo séptimo.- El sostenedor que opte por dejar de percibir la subvención deberá comunicar esta decisión por escrito a los padres, madres o apoderados y a la comunidad educativa del establecimiento al inicio del año escolar anterior a aquel en que dejará de percibir subvención.


Esta comunicación deberá indicar expresamente si el establecimiento educacional continuará o no en funcionamiento y las medidas que se adoptarán al efecto.

En todo caso, el sostenedor que haya sido beneficiario del aporte suplementario por costo de capital adicional, deberá hacer devolución del mismo conforme a la ley N°19.532 y su reglamento.


Artículo octavo.- En casos excepcionales, debidamente fundados por decreto expedido por el Ministerio de Educación, con la firma del Ministro de Hacienda, y siempre que ello sea estrictamente necesario para garantizar el derecho a la educación de los y las estudiantes, el Estado podrá adquirir aquellos inmuebles en donde funciona un establecimiento educacional, de propiedad de aquel sostenedor que haya manifestado expresamente al Ministerio de Educación su voluntad de no continuar prestando el servicio educacional.

Para ejercer esta facultad, el Estado deberá considerar criterios tales como la matrícula y capacidad de los establecimientos educacionales subvencionados en el ámbito territorial circundante al establecimiento, en los distintos niveles educativos; el cobro por alumno que realicen dichos establecimientos, cuando corresponda; y la categoría a la que están adscritos de acuerdo al artículo 17 de la ley N°20.529. Asimismo, considerará la eficiencia del inmueble, entendiendo por tal la infraestructura esencial para la prestación del servicio educativo, constituida por aulas, servicios higiénicos, talleres, oficinas administrativas y otras dependencias esenciales.

El Estado podrá ejercer esta facultad desde la entrada en vigencia de esta ley. La ley de Presupuestos de cada año dispondrá el monto máximo de recursos que podrá ser destinado a la finalidad prevista en este artículo.

El precio de la compraventa no podrá exceder el monto que resulte de restar al valor del inmueble, lo recibido por concepto del aporte suplementario por costo de capital adicional a que se refiere la ley N°19.532, que crea el régimen de jornada escolar completa diurna y su reglamento, en caso que procediera. Para estos efectos, el valor del inmueble será hasta 1,7 veces el avalúo fiscal de éste.

Mediante un decreto del Ministerio de Educación, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, se regularán las materias de que trata el presente artículo.


Artículo noveno.- La restricción contemplada en la letra a) del inciso sexto del artículo 3° y lo dispuesto en el artículo 3° bis nuevo que se introducen en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, serán aplicables a aquellas personas que, en el plazo de dos años contado hacia atrás desde la publicación de esta ley, hayan cumplido con alguna de las relaciones señaladas en las letras a), b), c) y d) del artículo 3° bis señalado.


Artículo décimo.- Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo establecido en las disposiciones transitorias precedentes.
Párrafo 2°

De la eliminación del Financiamiento Compartido

Artículo undécimo.- Los establecimientos educacionales que, a la fecha de publicación de la presente ley, reciban subvención a establecimientos educacionales de financiamiento compartido, de conformidad al Título II del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, que se deroga por el número 13 del artículo 2°, podrán seguir afectos a dicho régimen hasta el año escolar en el cual el cobro máximo mensual promedio por alumno, establecido conforme a las reglas del artículo siguiente, sea igual o inferior al aporte por gratuidad que trata el numeral 16 del artículo 2° de esta ley, calculado en unidades de fomento. Desde el año escolar en que se cumpla esta condición, el establecimiento escolar no podrá seguir afecto a dicho régimen.

Durante el período en que no se cumpla la condición indicada en el inciso precedente, se mantendrá vigente para dichos establecimientos lo dispuesto en el Título II del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, a excepción de los incisos primero y segundo del artículo 24, el artículo 25 y los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del artículo 26. Tampoco serán aplicables a dichos establecimientos, por el plazo anteriormente señalado, las modificaciones introducidas por el artículo segundo numerales 4, letra a); numeral 5, letras k) y l), y numerales 8, 9, 11, 12 y 14.

Con todo, la subvención estatal que continúen recibiendo estos establecimientos educacionales estará afecta al cumplimiento de fines educativos, de conformidad a los artículos 3° y 3° bis del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, y solamente durante el plazo señalado en el inciso primero del artículo segundo transitorio, aquellos establecimientos cuyos sostenedores no estén constituidos como personas jurídicas sin fines de lucro podrán seguir adscritos al régimen de financiamiento compartido, siempre que efectúen cobros a sus alumnos de acuerdo a lo establecido en los artículos duodécimo, decimotercero, y decimoquinto transitorios.


Artículo duodécimo.- Durante el primer año escolar desde la entrada en vigencia de la presente ley, los establecimientos educacionales de financiamiento compartido que sigan adscritos a este régimen, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo undécimo transitorio, podrán efectuar cobros mensuales promedios por alumno, los que en todo caso no podrán exceder al cobro mensual por alumno correspondiente al año escolar 2014, de conformidad al artículo 34 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, determinado en unidades de fomento, al valor de dicha unidad al día 1 de agosto de 2014.

A contar del inicio del año escolar siguiente, el referido límite máximo de cobro mensual, calculado en unidades de fomento, disminuirá en el mismo monto que haya aumentado para cada establecimiento el ingreso por subvenciones e incrementos a que se refiere el inciso siguiente, calculado en promedio mensual por alumno del año calendario en que se realice el cálculo, respecto al año calendario inmediatamente anterior.

Para el cálculo del inciso anterior se considerarán las siguientes subvenciones e incrementos:

a) Subvención de escolaridad, que regula el artículo 9° del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación. Para estos efectos, se excluirá el valor de la subvención en U.S.E, por aplicación del factor del artículo 7° de la ley N°19.933, a que se refiere la tabla de dicho artículo.

b) Incremento de zona de la subvención de escolaridad, a que se refiere el artículo 11 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.

c) Incremento de ruralidad de la subvención de escolaridad, a que se refiere el artículo 12 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.

d) Subvención anual de apoyo al mantenimiento, a que se refiere el artículo 37 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.

Se entenderá por ingreso por subvenciones e incrementos, calculado en promedio mensual por alumno, aquél que resulte de dividir el monto total anual de estas subvenciones e incrementos por doce meses y por la asistencia promedio anual, en cada establecimiento.

A más tardar el 26 de diciembre de cada año, el Ministerio de Educación publicará, y notificará en su caso, por comunicación electrónica, a cada establecimiento educacional, el límite máximo de cobro mensual promedio del año escolar siguiente o la obligación de no seguir cobrando el financiamiento compartido, cuando se cumpla la condición indicada en el inciso primero del artículo anterior.

Durante el período de postulación, el sostenedor deberá informar a los padres, madres o apoderados, mediante comunicación escrita, el sistema de exenciones de cobro a que se refiere el artículo 24 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, y una indicación precisa del monto de cobro por financiamiento compartido.

Mientras no se cumpla la condición dispuesta en el artículo undécimo transitorio, el registro a que hace referencia el artículo 7° bis del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, introducido por el numeral 6 del artículo 2° de la presente ley, deberá contener la indicación precisa del monto de cobro por financiamiento compartido, el cual deberá ser expresamente aceptado por los padres, madres, apoderados o postulantes, en su caso, para hacer efectiva su postulación.


Un reglamento del Ministerio de Educación, el que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, regulará los procedimientos mediante los cuales se efectuarán los cálculos y las comunicaciones para dar cumplimiento a lo señalado en el artículo undécimo transitorio y en los incisos precedentes.


Artículo decimotercero.- Para los establecimientos que sigan adscritos al régimen de financiamiento compartido, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo undécimo transitorio, la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de enseñanza será el valor que resulte de restar a la subvención que establece el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, obtenida en los términos señalados en los artículos 13 y 14 de dicha ley, las siguientes cantidades calculadas sobre el cobro mensual promedio del establecimiento educacional correspondiente, expresado en unidades de fomento:

a) 0% de lo que no sobrepase de 0,44 UF.

b) 10% de lo que exceda de 0,44 UF. y no sobrepase de 0,88 UF.


c) 20% de lo que exceda de 0,88 UF. y no sobrepase de 1,75 UF.


d) 35% de lo que exceda de 1,75 UF.

En los establecimientos educacionales que reciben su subvención incrementada por efectos de la aplicación del artículo 11 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, la resta a la subvención que se establece en este artículo se efectuará después de haberse calculado dicho incremento.


Artículo decimocuarto.- El Aporte por Gratuidad establecido en el numeral 16 del artículo 2° de esta ley se comenzará a pagar a contar del inicio del año escolar subsiguiente al de su publicación.

No obstante lo señalado en el numeral 16 del artículo 2°, el valor del aporte para el primer año de vigencia de éste será de 0,25 unidades de subvención educacional, el cual aumentará anualmente en 0,1 unidades de subvención educacional hasta alcanzar las 0,45 unidades de subvención educacional señaladas.


Artículo decimoquinto.- Los establecimientos educacionales que a la fecha de publicación de esta ley estén acogidos al régimen de financiamiento compartido y que opten por retirarse de este régimen para convertirse en establecimientos gratuitos, deberán informar de ello al Secretario Regional Ministerial de Educación respectivo, para efectos de impetrar el aporte por gratuidad establecido en esta ley. Lo anterior será requisito también para impetrar la subvención escolar preferencial por alumnos preferentes.


Asimismo, los sostenedores de establecimientos educacionales que opten por retirarse del régimen de financiamiento compartido no podrán volver a realizar estos cobros.

Párrafo 3°

De los procesos de admisión

Artículo decimosexto.- Lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 1°, y en el numeral 6 del artículo 2° de la presente ley, en lo relativo a la prohibición de implementar procesos de selección de estudiantes y el comienzo del nuevo sistema de postulación a establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, entrará en vigencia el año escolar subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, tratándose de los establecimientos educacionales subvencionados o que reciben aportes del Estado que sean calificados según lo dispuesto en el artículo 7° quinquies del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, la habilitación para establecer procedimientos de admisión sólo será aplicable a aquellos establecimientos que, al momento de entrar en vigencia esta ley, hayan realizado dichos procesos. En tal caso, los establecimientos mencionados tendrán un año adicional al plazo establecido en el inciso anterior, para efectos de implementar el sistema.

Párrafo 4°

De la subvención escolar preferencial

Artículo decimoséptimo.- Para poder impetrar la subvención escolar preferencial para alumnos preferentes y los aportes a los que se refiere la ley N°20.248 para los alumnos preferentes, los establecimientos que a la fecha de publicación de esta ley sean de financiamiento compartido deberán convertirse en establecimientos educacionales gratuitos. En consecuencia, no podrán efectuar cobro alguno a ninguno de sus estudiantes, por lo que no regirá respecto de éstos lo dispuesto en el párrafo 2° de estas disposiciones transitorias.


Artículo decimoctavo.- La subvención escolar preferencial por alumnos preferentes se comenzará a pagar a contar del inicio del año escolar subsiguiente a la publicación de esta ley.


Artículo decimonoveno.- Lo dispuesto en el artículo 4°, numeral 6), de esta ley entrará en vigencia a contar del inicio del año escolar subsiguiente a su publicación.


Artículo vigésimo.- Los niveles de tercer y cuarto año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la subvención escolar preferencial de alumnos preferentes y a los aportes adicional y extraordinario correspondientes, señalados en los artículos 14 bis, 20 y 27 de la ley N°20.248, en la misma gradualidad establecida en el artículo duodécimo transitorio del mismo cuerpo legal.


Artículo vigésimo primero.- Los sostenedores particulares que, a la fecha de publicación de la presente ley, no hayan dado cumplimiento al requisito establecido en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 1° transitorio del mismo cuerpo legal modificado por la ley N°20.668, tendrán el plazo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio para dar cumplimiento a dicho requisito y transferir su calidad de sostenedor en los mismos términos establecidos.


Artículo vigésimo segundo.- Lo dispuesto en el artículo 2°, número 5, letra ñ), de la presente ley, será exigible dos años después de su entrada en vigencia.


Artículo vigésimo tercero.- Se prohibirá a los sostenedores, por sí o por tercera persona relacionada, ser dueños de una agencia de asistencia técnica educativa (ATE), que preste servicios educativos a los establecimientos educacionales que este mismo administra.

Los socios, asesores y administradores de las Agencias de Asistencia Técnica Educativa no podrán tener vínculos, en los términos que establece el artículo 3° bis, incorporado por esta ley, con los establecimientos educacionales ni con los sostenedores de los establecimientos a los que presten asesorías, en el plazo referido en el inciso primero del presente artículo.”.

- - -





Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 22 de octubre, 3, 4, 5, 11, 12, 13, 17, 18, 19, 25, 26 y 27 de noviembre, 1, 9, 10 y 11 de diciembre 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal (Alejandro Navarro Brain) e Ignacio Walker Prieto (Andrés Zaldívar Larraín).



Sala de la Comisión, a 15 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.

28
PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES GARCÍA-HUIDOBRO Y GUILLIER, SEÑORAS ALLENDE Y PÉREZ SAN MARTÍN, Y SEÑORES COLOMA, CHAHUÁN, ESPINA, GARCÍA, LAGOS, LARRAÍN, LETELIER, MONTES, MOREIRA, NAVARRO, ORPIS, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PROKURICA, QUINTEROS Y ZALDÍVAR, CON EL QUE PIDEN AL SEÑOR FISCAL NACIONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO, LA DESIGNACIÓN DE UN FISCAL CON DEDICACIÓN EXCLUSIVA A LA INVESTIGACIÓN DE LAS DESAPARICIONES DEL MENOR MATEO RIQUELME Y AL SEÑOR KURT MARTINSON EN LA REGIÓN DE ANTOFAGASTA

(S 1.781-12)

Considerando:

1° La conmoción pública causada en la Segunda Región de Antofagasta y en todo el país por la desaparición, en circunstancias aún indeterminadas, del menor Mateo Riquelme y del guía turístico Kurt Martinson García;

2° La ocurrencia hace ya más de dos semanas de ambas desapariciones sin que, hasta la fecha, las investigaciones ofrezcan antecedentes certeros sobre su paradero y condición;

3° La necesidad de destinar mayores recursos humanos e investigativos para dar a la brevedad con el destino de ambas personas, como una forma de contribuir a la tranquilidad pública y de sus familias;

El Senado de la República acuerda:

Solicitar al Fiscal Nacional, Sr. Sabas Chahuán, la designación de un fiscal con dedicación exclusiva a la investigación de ambas desapariciones.

(Fdo.): Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS MILITARES FUERA DEL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA EN BOSNIA Y HERZEGOVINA

(S 1.767-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca del oficio de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares fuera del territorio de la República en Bosnia y Herzegovina.


La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 9 de diciembre del año en curso, que la solicitud fuera conocida por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -


Cabe destacar que S.E. la señora Presidenta de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -





A la sesión en que se discutió la solicitud asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Defensa Nacional: el Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo; la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Defensa, señora Carola Muñoz; y los Asesores de la Subsecretaría de Defensa, señor Luis Doñas y señor Rodolfo González.





Asimismo, del Ministerio de Relaciones Exteriores concurrió el Director Adjunto de la Dirección de Seguridad Internacional y Humana, señor Gustavo Díaz.
- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República.- Señala S.E. que la República de Chile, actuando bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), participa activamente en operaciones de paz, dando cumplimiento con ello a su política nacional en esta materia, al amparo de lo establecido en la ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo; en el decreto N° 75, de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que Crea Comisión Interministerial de Operaciones de Paz, y en las demás normas aplicables.




Agrega que nuestro país se incorporó a la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina (Misión Eufor Althea) el año 2005, por medio de un Acuerdo suscrito con la Unión Europea. Añade que, actualmente y, de conformidad con nuestra legislación, Chile mantiene un contingente militar de operaciones de paz, con personal destacado, en el Cuartel General de la Fuerza Europea en Sarajevo. Además, de contar con un puesto de observación ubicado en la ciudad de Banja Luka.




Indica que, con el objeto de continuar integrando la misión Eufor Althea, el 18 de diciembre de 2013 el Honorable Senado de la Republica acordó autorizar la prórroga de la permanencia de tropas y medios militares chilenos fuera del territorio de la República, a contar del 1 de enero de 2014 y por un periodo de un año. Consideró para ello el despliegue de hasta quince miembros de las Fuerzas Armadas, con su respectivo equipamiento personal.




Destaca S.E. que nuestra política exterior, comprometida con el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales, se ha visto fortalecida por la presencia del contingente nacional en la Misión Eufor Althea.




Recientemente, en ejercicio de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, el Consejo de Seguridad de esta organización internacional, mediante Resolución N° 2183 (2014), autorizó a sus Estados Miembros a establecer, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella y por un nuevo período de 12 meses contados desde la aprobación de la citada resolución, una fuerza multinacional de estabilización (Misión Eufor Althea). Añade que esta fuerza multinacional funcionará bajo un mando y control unificados, y cumplirá sus misiones en relación a lo dispuesto en los anexos 1-A y 2 del Acuerdo Marco General del Paz en Bosnia y Herzegovina, en cooperación con él Cuartel General de la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN). Además, actuará de conformidad con las disposiciones convenidas entre esta última organización y la Unión Europea, comunicadas al Consejo de Seguridad en carta de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la Misión Eufor Althea tendrá como función principal la estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del citado Acuerdo Marco General.





Finalmente, manifiesta que siendo fundamental continuar con la contribución de nuestro país a la, Misión Eufor Athea, de acuerdo a lo establecido en los artículos 32, N° 17, y 53, N° 5, de la Constitución Política de la República, así como también en las demás normas legales que regulan la materia, solicita el acuerdo del Honorable Senado de la República para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares chilenos en Bosnia y Herzegovina, de acuerdo a los antecedentes que se acompañan, en cumplimiento de lo establecido en el inciso segundo de artículo 9 de la ley N° 19.067.


2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:


a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.

Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.

b) Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.

c) Decreto Nº 68, del Ministerio de Defensa Nacional, promulgado el 14 de octubre de 1999 y publicado en el Diario Oficial el 10 de noviembre de 1999, que aprueba la Política Nacional para la participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz.


d) Resolución Nº 1722 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2006, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.

e) Oficio Nº 22.602, de 29 de julio de 2003, del Honorable Senado de la República, acordado en sesión Nº 15, legislatura 349ª del año 2003.

f) Resolución Nº 1785, del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2007, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.


g) Oficio del Honorable Senado de la República Nº 1.619/SEC/07, de 12 de diciembre de 2007, que comunica la prórroga de la autorización para la salida de tropas.


h) Resolución Nº 1845 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 20 de noviembre de 2008, que prorroga por doce meses la misión en Bosnia y Herzegovina.

i) Oficio Nº 1.049/SEC/09, de 21 de diciembre de 2009, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2010. 

j) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 1.948, de 18 de noviembre de 2010, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).


k) Oficio Nº 1.185/SEC/10, de 22 de diciembre de 2010, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2011.

l) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.019, de 16 de noviembre de 2011, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR ALTHEA).

m) Oficio Nº 1.492/SEC/11, de 20 de diciembre de 2011, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2012.

n) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.074, de 14 de noviembre de 2012, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR ALTHEA).

ñ) Oficio Nº 1.117/SEC/12, de 18 de diciembre de 2012, del Honorable Senado de la República, que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2013.

o) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.123, de 12 de noviembre de 2013, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).

p) Oficio Nº 972/SEC/13, de 18 de diciembre de 2013, del Honorable Senado de la República, que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2014.

q) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.183, de 11 de noviembre de 2014, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).

3.- Antecedentes de la Fuerza Nacional de Estabilización (EUFOR), documento preparado por el Ministerio de Defensa Nacional.- Informe preparado, en conformidad a lo dispuesto por el Título II, párrafo 2º de la ley N° 19.067 modificada por la ley N° 20.297, de 13 de diciembre de 2008.
“FUNDAMENTOS PARA LA RENOVACIÓN DEL MANDATO EN BOSNIA Y HERZEGOVINA

	I.

	Exposición del mandato de la Organización de las Naciones Unidas.
	

	
	
	

	II.
	Explicitación de los objetivos perseguidos y del modo en que el interés nacional o la seguridad de la Nación se ven involucrados.

	

	
	
	

	III.

	Plazo por el que se hace la solicitud.
	

	
	
	

	IV.
	Exposición de las normas de empleo de la fuerza en el marco del mandato
.
	

	
	
	

	V.

	Descripción de las tropas desplegadas en el área de misión.

	

	
	
	

	VI.
	Organización del mando del contingente nacional, equipamiento y material de apoyo. 

	

	
	
	

	VII.

	Estimación global del costo financiero de la participación nacional en la operación, incluidas las donaciones en dinero o especies a ser realizadas en la misión de paz y las fuentes de su financiamiento 
	

	
	
	


- - -




I. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS:





Antecedentes





Mediante Resolución Nº 2183 de 11 de noviembre de 201, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, “Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan por un nuevo periodo de 12 meses a partir de la fecha de aprobación de la resolución, la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR), bajo mando y control unificados, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea, y comunicadas al Consejo en su carta de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la EUFOR desempeñará la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz”.





El Acuerdo de Dayton del año 1992 estableció el marco general para la Paz en Bosnia y Herzegovina (en adelante BYH). Fue firmado en París el 14 de diciembre de 1995 por la República de BYH, la República de Croacia y la República Federativa de Yugoslavia (ahora Serbia y Montenegro), estableciendo que los tres estados balcánicos se comprometen a guiar sus relaciones de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas. Además, se comprometen a respetar plenamente la igualdad soberana de los demás, resolver las controversias por medios pacíficos y abstenerse de todo acto que involucre amenazas, uso de la fuerza o algún otro medio, contra la integridad territorial e independencia política de BYH o de cualquier otro Estado.





Inicialmente fue desplegada en BYH la Fuerza de Protección de la ONU (UNPROFOR) y las operaciones (IFOR) y (SFOR) de la OTAN. Posteriormente, por medio de la resolución 1551 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas del 9 de julio del 2004, se otorgó el visto bueno al traspaso del mando desde OTAN a la Unión Europea a partir del 2 de diciembre del 2004, dándose origen a la Misión de la Unión Europea en BYH (EUFOR-ALTHEA), dentro del marco de la Política Europea de Seguridad y Defensa (PESD).





En este contexto, la Unión Europea dio origen a la Operación “ALTHEA”, la cual tiene por objetivo apoyar los procesos políticos por medio de capacidades militares disuasivas que generen un ambiente seguro y que además cooperen a continuar fortaleciendo las capacidades de las Fuerzas Armadas de BYH, de modo que eventualmente puedan asumir las responsabilidades de seguridad del territorio bosnio.





El control político y la dirección estratégica de la EUFOR-ALTHEA son ejercidos por el Comité Político y de Seguridad (COPS), bajo responsabilidad del Consejo de la UE y siguiendo las direcciones del mandato de la ONU.




Si bien Chile participa en BYH desde el año 2003, sólo se incorpora a la Operación ALTHEA a partir del año 2005 por medio de un Acuerdo entre nuestro país y la Unión Europea (UE). Actualmente, en conformidad a las normas prescritas en la Ley 19.067 “Ingreso y Salida de Tropas”, Chile mantiene un contingente militar de operaciones de paz, con personal destacado en el Cuartel General de la EUFOR en Sarajevo y además tiene desplegado un Puesto de Observación ubicado en la ciudad de Banja Luka, distante a 100 kms. al occidente de la capital de ese país.





II. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEAN INVOLUCRADOS:




A. Antecedentes Generales:





La Política Exterior de Chile, comprometida con el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales, se ha visto fortalecida por la participación del contingente nacional en la Misión ALTHEA que ha contribuido, desde una perspectiva integral, con el fortalecimiento del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea firmado en 2001.




En el marco del cumplimiento de los acuerdos de Dayton, el 2 de diciembre de 2004 se lanza la operación ALTHEA en BYH que contribuye al mantenimiento del medio ambiente seguro y estable. Esta operación obedece a la decisión de la OTAN de concluir su operación de la SFOR y la adopción por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas de la resolución 1575 que autoriza el despliegue de una fuerza de la Unión Europea (EUFOR). A la luz de las mejoras continuas de la operación ALTHEA, ésta ha sido reconfigurada cuatro veces. La última acaeció en noviembre de 2013, conservando su mandato bajo el capítulo VII de la carta de Naciones Unidas (UN), lo que se específica en la resolución 2123 del Consejo de Seguridad de UN.




Dado los objetivos de proporcionar formación y fomentar las capacidades en apoyo a las Fuerzas Armadas de BYH, la operación ALTHEA se ejecuta nacionalmente a través de los Equipos de Observación y Enlace (LOT) y el Cuartel General de la operación. Con motivo de proyectar este lineamiento de la operación, el General Heidecker, Comandante en Jefe de las Fuerza de la Unión Europea, manifestó la necesidad de contar con mayor cantidad de fuerzas para poder cumplir la misión. Especialmente, el General Heidecker, agradeciendo al Jefe del Estado mayor Conjunto Vicealmirante José Romero
 por el continuo apoyo de las Fuerzas Armadas de Chile a la misión EUFOR, señaló en el marco de una reunión que: “la colaboración de Chile a la misión ha sido extraordinaria y espera que continúe esta estrecha cooperación en el futuro”. Asimismo, el Ministro de Defensa de Chile, Sr. Jorge Burgos, en su visita en el mes de julio del presente año al contingente chileno en BYH, afirmó que “esta es una forma de colaborar que no sólo interesa a los países cercanos a un conflicto, sino a todos los que creemos en la paz y la democracia. Es un compromiso, pero también una obligación moral
”.





B. Estado de Situación





1. Situación Política interna





En primer lugar, desde la perspectiva de la contingencia, las autoridades políticas del país durante el presente año centralizaron el centro de gravedad en las elecciones del 5 de octubre del presente año, acaeciendo diferentes manifestaciones y protestas entre la población, articuladas por diferentes organizaciones con fines políticos, los cuales utilizan el descontento de los diferentes grupos étnicos presentes en Bosnia-Herzegovina
. En este sentido, hubo evidencias de fuertes tensiones interétnicas y de actos de hostigamiento en la República Srpska contra la población bosnio-musulmana con el objeto de reducir su presencia en algunas ciudades y neutralizar su eficacia electoral dentro de la entidad. Para ello se han retenido o destruido sus tarjetas de identificación, impidiendo con ello la realización de diversos trámites administrativos, incluida la participación electoral.





El Parlamento Europeo, pronunciándose sobre las elecciones de octubre, emitió la propuesta de resolución del documento de sesión del 28 de enero de 2014
,en la que invita a redoblar esfuerzos para propiciar un acuerdo sobre la aplicación de la sentencia Sejdic-Finci
, ya que se ha considerado la suspensión del derecho de representación de BYH en el Consejo de Europa, si no se realizan progresos importantes en la aplicación de la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) antes de las elecciones, subrayando que se cuestionará la legitimidad de las elecciones de 2014 si no se ejecuta la sentencia del TEDH
.




A la luz de lo anterior, esta resolución reitera que la reforma constitucional sigue siendo clave para transformar BYH en un Estado eficaz y plenamente operativo. No obstante esta declaración, tanto informes de la Unión Europea como de agencias internacionales, coinciden en que actores políticos de BYH y la complejidad estatal que los cobija, comprometen la estabilidad del país como un Estado único
.




En el marco del actual escenario, la Comisión Europea ha supeditado la entrega de fondos a una mayor rapidez para concretar las reformas estructurales, la coordinación de políticas públicas y un mejor financiamiento de las instituciones, lo que debe traducirse en una reducción del tamaño y del gasto estatal y en condiciones más favorables para la inversión y los negocios.





En segundo lugar, los violentos incidentes acaecidos en Febrero del presente año tienen un origen exclusivamente social, no sólo por la crisis socioeconómica que vive el país
, sino que también por la pérdida de legitimidad y reputación de los políticos y sus partidos y junto con ello el inmovilismo político de la estructura administrativa del Estado
. La composición social de los manifestante es muy diversa, obreros, profesionales, jóvenes, entre otros. En síntesis, estos incidentes responden a un cansancio social y ciudadano
. Según el investigador jefe del Instituto de Estudios Eslavos de la Academia de Ciencias de Rusia, Piotr Iskendérov
, indica que si bien estos disturbios tienen un carácter socioeconómico, pueden transformarse en acciones políticas, étnicas y religiosas, ya que sin duda hay fuerzas externas que pueden desatar conflagraciones, no sólo en el país, sino en los Balcanes en su conjunto. Coincide con esta opinión, la editorial del Diario El País del 12 de Febrero en que estos incidentes tienen poco que ver con nacionalismos, pero podrían terminar transformando el descontento en agravio étnico.




En tercer lugar, genera especial atención las secuelas sociales y económicas producto de las inundaciones que acaecieron en mayo del presente año. Más de 10.000 kilómetros cuadrados, aproximadamente una quinta parte de la superficie del país, resultaron inundados. Alrededor de 40.000 ciudadanos fueron evacuados y decenas de miles de otros abandonaron sus hogares temporalmente ante la subida de las aguas. Algunas evaluaciones oficiales de los daños, según la prensa, alcanza entre los 700 y 1000 millones de euros, alrededor del 8% del PIB. Resultado de esto, la UE ha anunciado que enviará ayuda, sin considerar fondos comunitarios de solidaridad, porque BYH sigue sin alcanzar el estatus de país candidato a la entrada en el bloque.




El 12 de octubre la candidata nacionalista Zeljka Cvijanovic ganó el puesto reservado a la comunidad serbia en la Presidencia tripartita de Bosnia, siendo la primera mujer en ocupar este cargo. Cvijanovic, candidata de la Unión de los Socialdemócratas Independientes (SNSD), habría obtenido el 53,5 por ciento de los votos en las elecciones celebradas en el país balcánico
.




La aspirante serbobosnia pertenece al partido de Milorad Dodik, el actual presidente de la República Serbia de Bosnia, uno de los dos entes autónomos, junto al común de musulmanes y croatas, en los que se divide el país. Dodik es conocido por su discurso nacionalista y partidario de otorgar al ente serbio más autonomía o, incluso, la independencia, al sostener que el actual modelo de país es insostenible. En esa línea, Cvijanovic dijo durante la campaña que los miembros de la Presidencia (un serbio, un musulmán y un croata) deben defender el interés de su propia comunidad por encima del país en su conjunto.





Respecto a la economía, Cvijanovic afirmó que no tiene grandes expectativas de que lleguen inversiones extranjeras al país y que Bosnia-Herzegovina debería centrarse en potenciar las inversiones locales. En estos comicios, el séptimo desde el fin de la guerra (1992-1995), unos 3,3 millones de ciudadanos con derecho a voto también votaron por los diputados del Parlamento central y de las asambleas de los dos entes autónomos.





El principal reto de las nuevas autoridades bosnias será desbloquear el avance del país hacia la Unión Europea y mejorar la maltrecha economía.




2. Situación de Seguridad




El principal problema de seguridad lo representa el crimen organizado
, caracterizado por el tráfico de drogas, tráfico de armas, tráfico de influencias, extorsiones y violencia en el país, debido a que las agencias de seguridad y orden público (LEAs), han dirigido sus esfuerzos a las zonas afectadas por las grandes inundaciones de mayo del presente año
.





En lo que respecta al tráfico de armas y drogas, la policía local continúa realizando búsqueda y control de drogas, armas y explosivos, encontrando continuamente armamento, lo que es difícil de hallar ya que la población aún mantiene por temor a un nuevo eventual conflicto en el futuro.




Dado los problemas sociales, han acaecido huelgas por falta de mejoras, desempleo, no pago de salarios, quiebras previsionales. Esto ha derivado en protestas de baja intensidad, lo que es utilizado como instrumento para generar violencia por grupos con intereses políticos. Asimismo, esto incrementa los índices de criminalidad y la emigración de jóvenes en búsqueda de mejores condiciones de vida.




Producto de la complejidad en el proceso de toma decisiones, especialmente en el nivel estatal, el normal desarrollo de la actividad económica se ve afectado. Esto se ve agravado con los altos niveles de corrupción
.




De acuerdo al informe de Naciones Unidas del 6 de julio de 2014 sobre la situación del desastre con motivo de las inundaciones, el 70% de la zona afectada por la inundación permanece contaminada por distintos tipos de minas explosivas que, debido a inundaciones y deslizamientos de tierra, han  emigrado. Este informe señala que 400 km2 registra presencia de minas en el área afectada por la inundación, 105 km2 afectados por la migración de las minas debido al flujo de agua, 65 km2 zonas ampliadas de presunto peligro, 51 deslizamientos  de tierras contaminadas por minas, 68 minas y 34.791 municiones sin explotar. Junto con esto, capas adicionales de barro complicaron la limpieza de las zonas afectadas por las minas. En Sapna
, el sistema de distribución de aguas no puede ser reparado dado que el área circundante está minada y parte de las minas emigraron con dirección desconocida.




3. Situación socioeconómica




Dentro de los aspectos generales, la situación económica se mantiene estructuralmente con los déficits que presenta la compleja coordinación entre la política económica y la conducción política. Por lo tanto, la salida a la crisis económica en el corto plazo resulta difícil, dado la falta de cohesión nacional y la corrupción en el sector público.




A pesar de la abultada burocracia que ha desalentado la inversión extranjera, se proyecta para el 2015 una leve mejora en el ambiente para los negocios y las inversiones, lo que no está exento de descontento popular, lo que se aprecia en un aumento creciente de manifestaciones. Esto implica que la ayuda financiera internacional seguirá siendo fundamental para evitar la quiebra del Estado
.





En términos específicos, las inundaciones de mayo del presente año trajeron consigo graves secuelas sociales y profundizaron los graves problemas económicos. De acuerdo, al informe del Comandante CHILFOR-22, no se han visto soluciones a esta crisis económica generada por las inundaciones, constatando que el país ha solicitado ayuda a la comunidad internacional para resolver objetivos de mediana y largo plazo de reconstrucción
.





El sector más afectado por la catástrofe es la agricultura, perjudicando las zonas más fértiles como Posavina y Semberija. Un tercio de la población que vivía de la agricultura quedaría sin medios de vida por un tiempo indeterminado
.





Las consecuencias socioeconómicas de las inundaciones traen consigo, de acuerdo al economista Izudin Kesetovic “la reducción del consumo público que hará bajar los ingresos fiscales del Estado, lo que acelerará los problemas económicos y sociales”.





El Banco Mundial preveía para Bosnia en 2014 un crecimiento del 2%, predicción que producto de estos hechos es difícil de lograr ahora
. Ante esta compleja situación financiera y la sobredimensionada estructura político-administrativa, se estima que sólo el 10% de los préstamos adquiridos se invierten para estimular el desarrollo económico, destinándose el resto a pagar deudas anteriores y cubrir costos del aparato estatal.
 




4. Situación y perspectivas para la Misión ALTHEA




Los principales factores que se consideran en este informe referidos a la matriz de seguridad y que determinan el grado de amenaza existente sobre el orden interno nacional, son el terrorismo, el crimen organizado (tráfico de armas, drogas y personas), la corrupción y el espionaje.





Dada la situación interna, las tensiones étnicas que persisten entre los tres grupos constitutivos y las dificultades económicas que afectan a la población, BYH está lejos aún de alcanzar una estabilidad duradera. Por lo mismo hay condiciones objetivas que podrían, en un contexto determinado, gatillar situaciones que generen una conflictividad mayor.




A la fecha no se registran dentro del país problemas graves de seguridad que no puedan ser abordados y solucionados con el apoyo de la misión EUFOR y por las autoridades de la Operación “ALTHEA”. El problema principal lo constituyen acciones terroristas ocasionales -colocación de artefactos explosivos- por parte de grupos ultranacionalistas que buscan mantener la tensión política y generar caos y temor en la población.




Las instituciones encargadas del orden y seguridad nacional, amparadas en EUFOR, continúan propiciando las condiciones para la mantención de un ambiente más seguro y estable, no vislumbrándose en el futuro cercano riesgos o amenazas importantes que puedan afectar el desarrollo de la Misión, a sus integrantes o la población nacional e internacional dentro del país.





Las Fuerzas Armadas de BYH poseen una estructura uniforme, integrada e independiente. Sin embargo, aún es necesario continuar con su fortalecimiento doctrinario. Por tal razón, EUFOR mantiene el programa de asistencia por medio de una División de Entrenamiento -en la que participa el contingente nacional de Chile- proporcionando la asesoría necesaria para el fortalecimiento de un sistema de educación y entrenamiento para las Fuerzas Armadas de BYH, bajo estándares homologados a la doctrina OTAN.





La Unión Europea ha reiterado en diversas ocasiones e instancias su compromiso de continuar la Operación “ALTHEA” hasta que todos los objetivos políticos y militares de la misión hayan sido logrados. La Operación ALTHEA mantiene presencia a través de las casas LOT y su cuartel general conforme a las disposiciones del acuerdo “Berlín Plus
”.





Aunque hay opiniones divididas respecto al futuro de BYH, existe consenso en las Naciones Unidas y en la mayoría de los países europeos sobre la necesidad de mantener esta Misión. Por su parte, la Oficina del Alto Representante de Naciones Unidas y la Representación Especial de la Unión Europea, han ratificado que mantendrán su presencia durante los próximos años en Sarajevo, de manera de continuar cooperando al fortalecimiento de una plena democracia en el país, ya que se acreciente la necesidad de mantener la misión sobre todo con motivo de los incidentes violentos del 7 al 15 de febrero, en las ciudades de Sarajevo y Tuzla, problemas sociales derivados de las inundaciones, tensiones políticas y de segregación entre grupos étnicos.




Considerando los antecedentes la misión para el presente año y siguientes, no se prevé disminución ni cierre de la misión; por el contrario, se ha estimado el aumento de la fuerza para la mantención del ambiente seguro y estable, conforme a lo siguiente:





- El Comandante EUFOR, General Heidecker, manifestó al Sr. Ministro de Defensa de Chile en el marco de su visita a Bosnia, la decisión de mantener la fuerza actual de EUFOR. Esto depende de una disposición del escalón político de la Unión Europea en coordinación con el Alto Representante de UN para BYH. Asimismo, el General Heidecker, quien dirige la misión desde el 3 de diciembre de 2012, manifestó la necesidad de contar con mayor cantidad de fuerzas.




- La fuerza de la Misión en BYH con sede en Sarajevo (Camp Butmir) se compone de 600 hombres, de los cuales 170 están en el cuartel general y 430 en las casas LOT y Batallón multinacional (Austria, Hungría y Turquía).




- La Situación de fuerzas en el segundo semestre del presente año, ha sido de un incremento en 100 efectivos aproximadamente, con un escuadrón de reconocimiento del Reino Unido para apoyar las actividades de obtención de información y mantener un ambiente seguro y estable. Lo anterior obedece a las lecciones aprendidas después de los incidentes de febrero del presente año
.




- Los países amigos no miembros de la UE son Albania, Chile, Macedonia (Ex República Yugoslava), Suiza y Turquía.
Cuadro con apreciación del estado de la población local en referencia a las tropas desplegadas por CHILFOR:

	Actitud
	Población local
	Conclusión

	Conformidad
	Ayuda entregada y aptitud para trabajar en forma objetiva. Con motivo de inundaciones, labor constante de ayuda a la comunidad.
	Excelente imagen de EUFOR y de Chile en el área de operaciones por el trabajo realizado luego de las inundaciones, tanto por el personal de la casa LOT de Banja Luka como por el del Cuartel General.

	Aceptación
	Buena aceptación e interés para EUFOR y en general para las organizaciones de la Unión Europea.
	

	Alto Nivel
	Actividades de Casa LOT
	






5. Situación Política Internacional:




La estrategia de la Comunidad Internacional ha venido aplicando la política de integración BYH en la Unión Europea y la OTAN. Esta estrategia sigue aún pendiente dado que el acuerdo de Dayton ha supuesto un marco institucional que en la actualidad presenta un carácter complejo para los desafíos futuros, lo que para la comunidad internacional presenta la necesidad de renovar sus esfuerzos para evitar eventuales retrocesos
.




Durante el año 2014, la comunidad internacional ha seguido ejerciendo presión para que BYH avance en los cambios estructurales necesarios para superar el inmovilismo político y la crisis económica. Avances que también no se aprecian en su proceso de incorporación a la UE, cuyo principal obstáculo sigue siendo la falta de implementación del fallo de TEDH sobre el caso Sejdic-Finci.




En relación con la incorporación de BYH a la OTAN, aún permanece pendiente, en virtud que dicho país aún no da cumplimiento a las obligaciones contempladas en los procesos de planificación y auditoría (PARP) y el Programa de Membrecía Individual (IPP).





En el ámbito de las relaciones vecinales, el ingreso de Croacia a la Unión Europea dejó en evidencia otros múltiples problemas que enfrenta BYH. La primera medida adoptada por Croacia fue reforzar las medidas de seguridad en su frontera de 932 Km. Con la cooperación de las autoridades policiales de Bosnia Herzegovina se trata de controlar el contrabando de drogas, armas y trata de personas vía ruta de los Balcanes, usada por el crimen organizado para ingresar ilegalmente emigrantes de Europa del Este, África y Medio Oriente.





En el ámbito de los derechos humanos, según el Informe (S/2014/181) del Secretario General de UN, publicado el 13 de marzo de 2014, siguen los problemas respecto a la prestación de servicios y el acceso a la justicia para unos 20.000 supervivientes de delitos de violencia sexual. El estigma continúa presente y muchos son reacios a denunciar. El motivo se debe a que presuntos autores se encuentran en posiciones de influencia en instituciones del Estado, como la policía, así como en la esfera política
.





C. Fundamentos para la renovación del mandato




1. Requerimiento de la Misión:




De acuerdo a la situación presentada y a la permanencia de tensiones políticas, sociales y económicas que se registran en los informes de la Misión y de la comunidad internacional, el Comandante de EUFOR, General Heidecker, ha solicitado el incremento del contingente y la permanencia de la contribución de Chile en la operación ALTHEA. Con motivo de los acontecimientos del presente año, la Misión ha adquirido una crucial experiencia y relevantes conocimientos sobre la perspectiva de la situación de BYH y la necesidad de seguir aportando para la estabilidad pacífica y democrática del país.




En el contexto anterior, a pesar de la solicitud de incremento de fuerzas nacionales, no se tiene considerado en lo inmediato, incrementar el número de efectivos por lo que se mantendría la fuerza en los mismos niveles.




2. Otras consideraciones




La comunidad internacional seguirá ejerciendo presiones para que BYH realice las reformas constitucionales para avanzar en el proceso de integración europea. En relación con la OTAN es posible que se avance más rápidamente que en el caso del proceso de integración a la UE, que exige reformas más profundas y comprehensivas. En este sentido, es factible que de aquí al 2015 se logre el acuerdo sobre el registro de propiedades militares. No obstante esto, es más difícil prever si en este mismo plazo se podrá seguir en el camino a la sentencia sobre el caso Sejdic-Finci, condición ineludible para seguir en el camino de ingreso a la UE. A su vez, los distintos consensos políticos entre los dirigentes de los principales partidos políticos del país seguirán siendo condicionados por la segregación étnica
.




Dado que la situación en BYH es altamente compleja y cualquier episodio de acuerdo a  los antecedentes que ya se han evidenciado, pueden detonar una confrontación entre los grupos étnicos o entre las entidades del país, no sólo la presencia internacional se hace necesaria, sino que imprescindible para mantener las tensiones internas bajo control y prevenir cualquier eventual escalamiento de las tensiones internas
, análisis que se ve reforzado por el juicio mencionado en párrafos anteriores, del  investigador Jefe del Instituto de Estudios Eslavos de la Academia de Ciencias de Rusia, Piotr Iskendérov, que indica: “Sin duda, hay fuerzas externas que tratan de aprovechar la coyuntura para desatar conflagraciones no solo en allí, sino en los Balcanes en su conjunto”
.




3. Consistencia con las prioridades, principios e intereses de la Política Exterior




a. Generalidades




Desde el punto de vista de la Política Exterior de Chile, la resolución multilateral de los conflictos internacionales implica el asumir responsabilidades junto a otros actores para contribuir a la mantención de la paz y seguridad internacionales. Esto tiene para Chile un valor intrínseco, pues guarda relación con valores, principios e intereses nacionales de carácter permanente, como son el respeto del derecho internacional, la solución pacífica de controversias, la promoción de los derechos humanos y el impulso a los mecanismos multilaterales como una forma de dar gobernabilidad al sistema internacional. En esta perspectiva, el aislamiento en un periodo de globalización e integración regional es considerado por nuestro país como inconducente y hasta riesgoso para el interés nacional.




Respecto de las prioridades de la política exterior, particularmente en lo referido a la agenda internacional, deben tenerse en cuenta las siguientes consideraciones:




- Chile privilegia el derecho internacional y el multilateralismo como mecanismos orientadores de su quehacer internacional. En este contexto, Chile tiene la voluntad de contribuir a la promoción y defensa de los derechos humanos, la seguridad alimentaria, la seguridad humana, la promoción de los valores democráticos y la reducción de la pobreza.




- Siendo la seguridad mundial una tarea colectiva relacionada con la capacidad de los estados de enfrentar antiguas y nuevas amenazas capaces de afectar a las sociedades políticas y civiles de las naciones, nuestro país actúa en Operaciones de Paz en estrecha relación con otros estados, recibiendo y entregando flujos d experiencia y conocimiento.




- Entre los principios de la Política Exterior de Chile, se considera que las Operaciones de Paz, son un medio que contribuye al desarrollo de los estados en conflicto, en la medida que promueven la instauración del estado de derecho, la democracia y los derechos humanos.




- Chile respalda el concepto de la responsabilidad de proteger, que implica la utilización de medios y recursos técnicos y humanos para aliviar el sufrimiento y proteger a poblaciones civiles afectadas por violencia armada. Para ello, actúa en el marco de distintas instancias multilaterales a nivel global, regional y subregional, siempre conforme al Derecho Internacional y bajo los preceptos de la Carta de las Naciones Unidas.




- Chile, a través de la operación ALTHEA, ha logrado profundizar los vínculos con la Unión Europea, lo que fortalece la influencia y el prestigio de Chile en el ámbito exterior. La participación chilena en EUFOR contribuye a dar proyección a las prioridades de la Política Exterior, orientada a la resolución multilateral de conflictos internacionales
, permitiendo reafirmar los vínculos que en esta materia se han establecido con la Unión Europea, como también en el trabajo conjunto con el Reino Unido, el Reino de los Países Bajos, y a partir de finales de 2011, con la República de Austria. Se suma a lo anterior, el reciente acuerdo con la Unión Europea mediante el cual se incorpora a Chile al sistema de manejo de crisis.




- Las prioridades fijadas por la Política Exterior de Chile, reconocen la existencia de una estrecha coincidencia de principios, valores y visiones entre Chile y la Unión Europea. En esta línea, los grandes objetivos de la política exterior de Chile hacia Europa para la próxima década serán continuar fortaleciendo el diálogo político a nivel bilateral, así como consolidar nuestros vínculos sobre la base de la profundización de los intercambios económicos, comerciales y la cooperación en sus distintas formas. Resultado de ello, es que el Acuerdo entre Chile y la Unión Europea firmado en 2001, contempla no sólo aspectos políticos y económicos, sino que contiene consideraciones estratégicas, sobre las que se ha desarrollado la cooperación en el marco de la operación en Bosnia Herzegovina.




b. Incorporación de Chile al Sistema de Gestión de Crisis de la U.E.




Ante el buen resultado de la participación chilena en Bosnia, en noviembre de 2010 la Alta Representante de la Unión Europea para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad, Baronesa Catherine Ashton, formuló al Ministro de Relaciones Exteriores de Chile una invitación para iniciar negociaciones con el fin de elaborar un acuerdo entre la UE y Chile que estableciera un marco de participación en operaciones de gestión de crisis de la UE, situación que fue autorizada por el Consejo de la Unión Europea.





La misiva también señaló que un acuerdo de esta naturaleza permitiría evitar demoras burocráticas en caso de que Chile sea invitado y decida soberanamente incorporarse a alguna de estas operaciones.





La negociaciones se llevaron a cabo entre 2011 y 2013, proceso en el cual fue necesario armonizar las respectivas legislaciones y nomenclaturas empleadas para estos efectos, así como delimitar aspectos relativos a jurisdicción legal, contribuciones a los costos comunes y disposiciones para establecer las líneas de mando.





En mayo de 2013 se alcanzó un acuerdo general con la Unión Europea, el cual fue refrendado por el Consejo de la Unión Europea el 18 de noviembre de 2013. El acuerdo fue finalmente firmado en Bruselas el 30 de enero de 2014 por el Embajador de Chile ante la UE, Carlos Applegreen, y el Secretario General Ejecutivo del Servicio Europeo de Acción Externa, Pierre Vimont. Mediante este instrumento, Chile se transformó en el primer país latinoamericano en ingresar como asociado al sistema de operaciones de gestión de crisis de la Unión Europea.




En la actualidad, el Acuerdo se encuentra en trámite en el Ministerio de Relaciones Exteriores, el cual deberá ser ingresado al Congreso en el futuro inmediato para los procedimientos de ratificación parlamentaria durante la presente legislatura.





Recientemente en octubre de 2014, concurrió a Chile una delegación de la UE para informar las distintas modalidades de participación que eventualmente podría participar en el futuro Chile. Esta delegación se reunió con representantes de la Cancillería, Ministerio de Defensa y del Congreso Nacional. Con lo anterior se demuestra el interés por parte de la U.E. de continuar e incrementar las relaciones con Chile en el ámbito político y estratégico.





Finalmente, con la firma el presente año del Acuerdo Marco de Gestión de Crisis con la UE., se considera de gran importancia política continuar cooperando con ese organismo internacional a través de la Operación Althea, la cual es una de las operaciones constitutivas del Sistema de Gestión de Crisis de la U.E.





4. Beneficios para las Fuerzas Armadas:




En ocasión de la visita operacional efectuada el presente año por parte del Jefe del Estado Mayor Conjunto (JEMCO), Vicealmirante José Romero Aguirre, al contingente nacional desplegado en BYH, el Comandante Militar de la Misión de la Unión Europea, Mayor General, Dieter Heidecker, agradeció al JEMCO por el apoyo de las Fuerzas Armadas de Chile a la misión de EUFOR y le manifestó que Chile es uno de las cinco naciones no EU, que contribuyen a la Operación ALTHEA además de los 17 estados miembros, señalando que “la colaboración de Chile a la misión ha sido extraordinaria y espera que continúe esta estrecha cooperación hacia el futuro”.




La presencia nacional en BYH como parte del contingente internacional de la Unión Europea para la gestión de crisis en la “Operación “ALTHEA”, se considera de alto impacto, toda vez que tiene repercusiones político-estratégicas tanto a nivel nacional derivado de la política exterior de Chile como internacionales producto de la imagen país y su consecuente impacto respecto de la forma en que países integrantes de la Unión Europea, ven a los miembros de las FF.AA de Chile, operando de igual a igual en un ambiente multinacional.




El hecho de contar con personal en dos de los más importantes escenarios de la operación, como son el Cuartel General y un Equipo de Observación y Enlace (Casa LOT), permite posicionar a Chile, como un integrante activo y permanente en ambos frentes, generando un aporte significativo a la misión, en términos de trabajo de Estado Mayor (personal en el HQ), junto con el aporte de obtención de información a través de fuentes abiertas, reuniones con autoridades locales (planned meetings) y entrevistas ocasionales (ad-hoc meetings) como parte del trabajo de la Casa LOT.




Por otra parte y conforme con la solicitud de las autoridades de EUFOR para que nuestro país continúe participando en la operación el año 2014, se recomienda mantener la misma estructura de participación en la fuerza militar de estabilización.





La participación de Chile en esta operación militar en BYH contribuye con la preparación y la experiencia profesional que el contingente chileno adquiere al interactuar con efectivos militares de diversos países miembros de la UE bajo las normas militares de la OTAN
. Asimismo, se tiene la posibilidad de entrenar en un ambiente militar internacional de primer nivel, permitiendo obtener experiencias y aprendizajes con particular valor en el marco de futuras operaciones de paz de Naciones Unidas y de la Unión Europea en que participe Chile.





Es importante destacar que Chile es el único país no europeo que participa en “EUFOR - ALTHEA” y que el profesionalismo y prestigio alcanzado por nuestras tropas
 ha permitido que los efectivos nacionales cubran puestos relevantes y de responsabilidad en la estructura del Cuartel General.





Finalmente y considerando los antecedentes que el Comandante de EUFOR hiciera llegar al Jefe del Estado Mayor Conjunto, en la revista de Comando al área de misión, junto con los respectivos estudios técnicos realizados, se estima de toda conveniencia la continuidad de los efectivos nacionales en EUFOR, en la forma que actualmente se encuentran desplegados.




III. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD




En virtud del mandato de Naciones Unidas precedentemente expuesto en detalle y en consideración a los fundamentos expuestos, la solicitud de prórroga de la autorización para la permanencia de tropas y medios nacionales en la misión de EUFOR, ALTHEA en Bosnia y Herzegovina, se hace al Honorable Senado de la República por el plazo de doce (12) meses, a partir del 1 enero y hasta el 31 de diciembre del año 2015.




IV. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO O SOLICITUD




En términos de procedimientos generales, el empleo de tropas militares en operaciones de paz se supedita a las disposiciones contenidas en la Ley 19.067, modificada por la Ley 20.297, que “Establece Normas Permanentes sobre Entrada de Tropas Extranjeras en el Territorio de la República y Salida de Tropas Nacionales del Mismo”, particularmente a través de su Párrafo II.





En términos específicos, estas misiones están regidas por la Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz (Anexo “B”), promulgada mediante Decreto Supremo (G) Nº 68 del 14 de octubre de 1999, que establece las tareas concretas que pueden desempeñar las tropas nacionales y sus limitaciones. Asimismo, el documento explicita los criterios político-estratégicos, operativos y administrativos que el estado de Chile asume para evaluar su participación en operaciones de paz.




Naciones Unidas, mediante la Resolución Nº 2123 del 12 de noviembre 2013, al igual que sus resoluciones anteriores, otorga el marco jurídico a la EUFOR y en consecuencia autoriza el empleo legítimo de la fuerza en caso de necesidad. Lo anterior, basado en las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas.




Las reglas de enfrentamiento que operan para este caso son las generales de las Naciones Unidas y las de la Unión Europea, que señalan que las armas individuales sólo se emplean para autodefensa inmediata.





En el caso del contingente nacional, por tratarse de efectivos cuya función principal es la de “observación y enlace”, no se contempla un empleo coercitivo, por lo que todo el personal opera sin armamento de guerra, con la sola excepción del arma de puño, la que es utilizada sólo en caso de defensa propia.





V. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS EN EL ÁREA DE MISIÓN




A. Fuerza Europea en Bosnia-Herzegovina:




En la actualidad, EUFOR en BYH cuenta con 600 hombres y mujeres, desplegados bajo el mando de un Oficial General de División y con la siguiente estructura de fuerzas:




1 Cuartel General Multinacional.




1 Batallón Multinacional.




Además la EUFOR cuenta con las siguientes capacidades en Sarajevo:




- Unidad Médica.




- Unidad de Aviación.




- Sistemas de búsqueda de información y de observación




- Comunicaciones integradas




- Logística integrada




- Protección de la Fuerza




- Eliminación de explosivos




Organización de Situación de Alerta:




- Centro de coordinación de LOTs, en Sarajevo




- Equipos de observación y enlace, en las principales ciudades




EUFOR cuenta con Reservas Militares Generales ubicadas en otros países europeos, bajo el concepto “Over the Horizon Forces”, constituidas por fuerzas de reserva táctica de apoyo mutuo, fuerzas de reserva operacional y fuerzas de reserva estratégica, todas en condiciones de concurrir a Bosnia o a la zona de conflicto, de acuerdo a la necesidad de la fuerza aplicable.




La Fuerza EUFOR está al Mando de un General de División austríaco y su Segundo Comandante es un General de Brigada húngaro. El Cuartel General cuenta con las siguientes Divisiones: División de Operaciones; División de Información y Análisis; División de Generación de Capacidades y Entrenamiento; y la División de Apoyo; cada una al mando de un Oficial Superior (Coronel o equivalente).





B. Fuerza Chilena en la Misión de BYH




El personal considerado para el año 2015 para esta Operación es de 15 efectivos:




1. En el Cuartel General de EUFOR en la Base “Butmir” de Sarajevo:




1 Oficial Comandante de Contingente y Jefe de los Equipos de Observadores.




1 Oficial Segundo Comandante de Contingente y Especialista en Mantenimiento.




1 Oficial Administrativo.




1 Oficial Controlador de Operaciones Conjuntas.




1 Suboficial Registrador Documentación Secreta.




1 Suboficial Jefe de Programación.




1 Suboficial Asistente del Escritorio de Observación.




Sub total: 7 efectivos.




2. En el Puesto de Observación (LOT), en la ciudad de Banja Luka:




1 Oficial Comandante de Equipo de Observación.




2 Oficiales Jefes de Patrullas de Observación.




1 Suboficial de sostenimiento.




4 Suboficiales patrulleros.




Sub total: 8 efectivos.




TOTAL DEL CONTINGENTE: 15 efectivos.





3. Tareas:




El Contingente nacional que se desempeña en el Cuartel General, como componente de dicha organización, es parte de las actividades que se desarrollan a ese nivel y que están destinadas a la formación de efectivos bosnios y a la consolidación de sus capacidades. Paralelamente se mantienen los medios necesarios (fuerza de contención y reserva creíble de fuerzas militares disponibles) en terreno para apoyar la capacidad de disuasión del Estado, lo que incluye mantener fuera del territorio bosnio una fuerza capaz de moverse rápidamente e intervenir si es necesario, conforme a un seguimiento metódico de la situación para la mantención o restauración de un entorno seguro.




El personal chileno que se desempeña en el sistema de casas LOT (Equipo de Observación y Enlace), tiene un rol importante en la provisión de información diaria para contar con una evaluación general de la situación de seguridad en BYH, y forma parte de la matriz situacional de la misión EUFOR- ALTHEA.





Las tareas de los Equipos de Observación y Enlace (casas LOT) son la recolección de información de fuentes abiertas mediante un proceso de contacto permanente con la población y autoridades locales, organismos internacionales y ONG’s. Las principales tareas desarrolladas por el contingente chileno durante el presente año son las siguientes:




- Reuniones con autoridades Municipales y Policiales: 615.




- Reuniones con personas civiles (bomberos, juntas vecinales, personas locales destacadas y otros): 269 anualmente.





- Patrullajes motorizados: 830 anualmente.





VI. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL, EQUIPAMIENTO Y MATERIAL DE APOYO




Todo el personal que está desplegado en Bosnia Herzegovina, se encuentra bajo el mando de las autoridades nacionales. En lo que respecta a lo operacional, las tropas chilenas en BYH, dependen del Jefe del Estado Mayor Conjunto, en su rol de Autoridad Militar Nacional para Operaciones de Paz, quien a su vez delega la coordinación operacional en el Director de Operaciones Internacionales del EMCO.




En conformidad a la legislación chilena, el mando de las tropas desplegadas en BYH dentro del Área de Misión le corresponde al Comandante del Contingente, que es un Oficial del grado de Teniente Coronel quien, como fuera señalado, reporta directamente al Jefe del Estado Mayor Conjunto.




En cuanto a las relaciones de mando y coordinación con la Fuerza Europea, el contingente nacional se encuentra bajo el “control operacional” del Comandante de EUFOR. Este tipo de subordinación no es total, ya que como fuera señalado anteriormente, el mando total depende de Chile. En otras palabras, nuestro personal cumple sólo aquellas tareas operacionales que no vayan en contra a nuestra legislación nacional.




VII. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES, A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO




Los costos que a continuación se describen se encuentran considerados en el presupuesto anual del MDN (Estado Mayor Conjunto) del año 2015:




Los costos estimativos, se desglosan como sigue:




Remuneraciones:
	DESCRIPCION
	COSTO TOTAL

	
	

	Sueldo para 15 efectivos del Ejército de Chile (ene-dic 2015)
	USD $
	1.092.000   

	Total remuneraciones 2015
	USD $
	1.092.000 






Pasajes:

	DESCRIPCION
	COSTO TOTAL

	
	

	Pasajes aéreos 1° relevo (ida marzo-regreso octubre)
	USD 
	 70.614,00   

	Pasajes aéreos 2° relevo (ida sept.-regreso marzo 2015)
	USD  
	 70.614,00   

	Total pasajes 2015
	USD 
	141.228,00






Operación y Funcionamiento:
	DESCRIPCION
	COSTO TOTAL

	VIÁTICOS
	                   20.800,00

	SUELDO INTERPRETES
	                   69.800,00

	ALIMENTOS
	                 150.000,00

	COMBUSTIBLE PARA VEHÍCULOS
	                   16.000,00

	MATERIALES DE OFICINA
	                     1.500,00

	MATERIALES Y UTILES DE ASEO
	                        500,00

	SERVICIOS BÁSICOS ELECTRICIDAD
	                        400,00

	TELEFONÍA FIJA
	                        200,00

	TELEFONÍA CELULAR
	                   13.800,00

	ACCESO A INTERNET
	                     3.400,00

	TV. POR CABLE
	                     4.200,00

	MANT. Y REPARACIONES
	                     5.800,00

	MANT. Y REPARACIÓN DE MOBILIARIO
	                     2.100,00

	SERVICIOS DE ASEO
	                            0,00

	PASAJES Y FLETES 
	                     1.000,00

	ARRIENDO DE EDIFICIOS
	                   27.100,00

	ARRIENDO DE VEHÍCULOS
	                   58.300,00

	PRIMAS Y SEGUROS
	                            0,00

	GASTOS BANCARIOS
	                        500,00

	OTROS SERVICIOS FINANCIEROS
	                        312,00

	GASTOS MENORES
	                     2.000,00

	OTROS (ALOJAMIENTO, MÉDICOS, LAVANDERÍA)
	                     5.000,00

	Total funcionamiento 2014
	USD          382.712,00

	
	

	TOTAL GENERAL AÑO 2015
	USD 
	1.615.940, 00


- - -
DISCUSIÓN





El Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo, señaló, en cuanto a la situación general de la misión, que el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de ese organismo, renovó el mandato para Bosnia y Herzegovina de la misión EUFOR-Althea.





Sin embargo, informó que persisten fenómenos asociados al crimen organizado, como tráfico de armas, drogas y personas. Además de algunos sucesos de corrupción y que se han registrado algunos actos de tipo terrorista en el territorio.





Agregó que continúan las tensiones étnico-políticas entre los tres grupos nacionales del país y se mantienen las dificultades económicas que afectan a la población.





Por todo lo anterior, manifestó que existe consenso en las Naciones Unidas, y en la mayoría de los países europeos, sobre la necesidad de mantener la misión.





En lo relativo al contingente militar, explicó que la fuerza total de la misión se compone de 600 efectivos, de los cuales 15 son chilenos.





Expresó que Albania, Chile, Macedonia, Suiza y Turquía son países que forman parte de la misión, no obstante no ser miembros de la Unión Europea.





Indicó que el Comandante de EUFOR, General señor Heidecker, solicitó el incrementó del contingente y la permanencia de Chile en la operación. Al respecto, informó que nuestro país no tiene considerado incrementar el número de efectivos chilenos, por lo que se mantendrá el despliegue de 15 militares nacionales.





A continuación, el Honorable Senador señor Chahuán preguntó cuál es la situación democrática en Bosnia Herzegovina.




Por su parte, el Honorable Senador señor Prokurica consultó cuál es la evaluación que hace la Unión Europea del proceso que se lleva a cabo en Bosnia Herzegovina.




A su vez, el Honorable Senador señor Pérez, don Victor, señaló que los antecedentes enviados por el Ministerio de Defensa dan cuenta de una situación de seguridad más compleja, lo que llevó a las autoridades a cargo de la operación a solicitar un aumento del contingente. Al respecto, consultó las razones por las cuales nuestro país denegó dicha solicitud.





Luego, el Honorable Senador señor Pizarro preguntó por el rol que cumplen las dos bases chilenas en Bosnia Herzegovina.




El Subsecretario de Defensa Nacional, señor Robledo, explicó que la información acompañada al Honorable Senado da cuenta de cierta estabilidad en el proceso político, en cuanto a seguridad. Agregó que existe la mantención de un equilibrio precario, sin deterioros importantes. Acotó que este país sufrió una grave inundación, la cual produjo consecuencias en materia económica y social, creando una fuerte presión en contra del Gobierno, pero sin producir una alteración significativa.




Por otra parte, añadió que existe una discusión respecto del futuro constitucional de Bosnia Herzegovina, en cuanto a la mantención del acuerdo alcanzado en esta materia por las tres comunidades principales.




En otra materia, destacó que el incremento del contingente está destinado a aumentar la presencia de EUFOR. Añadió que el incremento básicamente corresponde a efectivos británicos.




El Honorable Senador señor Prokurica apuntó que una de las principales dificultades para un intercambio fluido con Bosnia Herzegovina, radica en la ausencia de una embajada de dicho país en suelo latinoamericano. No obstante, indicó que alguna de las embajadas de los países vecinos, como Croacia o Hungría, podrían actuar como concurrentes para efectos de trámite de visa y otros similares.





El Director Adjunto de la Dirección de Seguridad Internacional y Humana, señor Díaz, precisó que no tiene antecedentes respecto de lo señalado por el Honorable Senador señor Prokurica, pero que lo estudiará.





El Honorable Senador señor Prokurica indicó que, anteriormente, nuestro país se asoció con Gran Bretaña, Holanda y Austria, en el cumplimiento de esta operación de paz. En este sentido, consultó con qué fuerzas se asociará ahora.




A continuación, el Honorable Senador señor Pizarro consultó quién provee el equipamiento necesario en esta materia.




El señor Subsecretario precisó que el Estado Mayor comprende funciones tanto administrativas como operacionales. Agregó que actualmente Chile se encuentra formando parte de una fuerza internacional, con dos bases: Sarajevo y Banja Luka. Añadió que Austria es quién provee del equipamiento necesario.




Por último, señaló que el Jefe de la EUFOR solicitó el mantenimiento de la fuerza de Chile en Bosnia Herzegovina. En cuanto al aumento de contingente, precisó que se trató de una solicitud de orden general, no dirigida específicamente a nuestro país, donde se contenía la petición de incrementar la fuerza internacional en cien efectivos, a lo cual Chile no accedió.


En virtud de las consideraciones anteriores, las Comisiones Unidas resolvieron, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, García Huidobro, Guillier, Letelier, Pérez (don Víctor), Pizarro y Prokurica, recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia la señora Presidenta de la República.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 16 de diciembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Francisco Chahuán Chahuán, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Alejandro Guillier Álvarez, Juan Pablo Letelier Morel, Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro Soto.




Sala de las Comisiones unidas, a 16 de diciembre de 2014.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.

� EMBED opendocument.CalcDocument.1 ���








� Más detalles en Informe BCN “Legislación antiterrorista y métodos especiales de investigación: Chile, EE.UU, España y Perú” ya citado.


� Más detalle en Informe BCN “Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: ‘Caso Lonkos’ y sus implicancias para la ley N° 18.314 sobre conductas terroristas”.


� Como informa la Oficina de las Naciones Unidas para el Control de las Drogas y el Delito, en su Manual de Respuestas de la Justicia Penal al Terrorismo (Nueva York, 2009), actualmente los Estados Miembros están negociando un proyecto de convención general sobre el terrorismo internacional que complementaría el marco de instrumentos universales contra el terrorismo existente y se basaría en los principios rectores básicos ya presentes en ese régimen. Entre esos principios se incluyen los siguientes: (1) La importancia de la tipificación de los actos de terrorismo, haciéndolos punibles por la ley y requiriendo el enjuiciamiento o la extradición de los autores; (2) La necesidad de eliminar la legislación que establezca excepciones a esa tipificación por razones políticas, filosóficas, ideológicas, raciales, étnicas, religiosas o de orden semejante; (3) Un enérgico llamamiento a que los Estados Miembros adopten medidas para prevenir los actos de terrorismo; y (4) Un énfasis en la necesidad de que los Estados Miembros cooperen, intercambien información y se presten recíprocamente la mayor medida posible de asistencia en la prevención, investigación y enjuiciamiento de los actos de terrorismo.


�  Artículo 2. Instrumentos internacionales aplicables. 1.  Para los propósitos de esta Convención, se entiende por “delito” aquellos establecidos en los instrumentos internacionales que se indican a continuación:


a.  Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, firmado en La Haya el 16 de diciembre de 1970.


b. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971.


c. Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1973.


d. Convención internacional contra la toma de rehenes, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979.


 e. Convenio sobre la protección física de los materiales nucleares, firmado en Viena el 3 de marzo de 1980.


f. Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que prestan servicios a la aviación civil internacional, complementario del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 24 de febrero de 1988.


g. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988.


h. Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988.


i. Convenio internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997.


j. Convenio internacional para la represión de la financiación del terrorismo, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1999.


� Dado que el Presidente de la misma es el abogado penalista Juan Pablo Hermosilla. También está compuesta por los académicos Javier Couso, María Inés Horvitz, Juan Pablo Mañalich, José Ignacio Nuñez, Enrique Aldunate, Juan Pablo Cox y Héctor Hernández.


�Se trata de una posición que fue, por lo demás, esgrimida por el Relator Especial sobre la promoción de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo de la ONU, en una publicitada visita en nuestro país en julio del año pasado, quien sostuvo que la ley antiterrorista ha sido implementada de manera desproporcionada y discriminatoria contra los acusados mapuche. Ver � HYPERLINK "http://www.un.org/spanish/News/story.asp?NewsID=27081" \l ".U86mHfl5OHA" �http://www.un.org/spanish/News/story.asp?NewsID=27081#.U86mHfl5OHA�. Ahora bien, esta suerte de “desarme unilateral” en la no aplicación de la Ley Antiterrorista en La Araucanía es doblemente grave; primero, porque sabemos que junto con el efecto propiamente sancionatorio de una ley, es particularmente relevante su efecto disuasivo –especialmente en instrumentos específicos como la Ley Antiterrorista–, el que sólo opera cuando existe la probabilidad cierta de ser aplicado. Segundo: debilita la posición de los fiscales que litigan en dicha zona al invocar esta norma ante los jueces, en un escenario en que existe temor fundado de los fiscales (y eventualmente los jueces) de sufrir atentados contra su  integridad física y las de sus familias. Ello llevó, por lo demás, de manera reciente, a un fiscal de la zona a renunciar. Ver � HYPERLINK "http://www.emol.com/noticias/nacional/2014/05/14/660244/fiscal-que-renuncio-por-amenazas.html" �http://www.emol.com/noticias/nacional/2014/05/14/660244/fiscal-que-renuncio-por-amenazas.html�


� Ocurrida antes de la medianoche del día 13 de julio de 2014.


� Ocurrida a las 14 horas del día 8 de septiembre de 2014.


� Ver El Mercurio, “Difícil aplicación de la Ley Antiterrorista”, viernes 14 de febrero de 2014. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.elmercurio.com/blogs/2014/02/14/19458/Dificil-aplicacion-de-Ley-Antiterrorista.aspx" �http://www.elmercurio.com/blogs/2014/02/14/19458/Dificil-aplicacion-de-Ley-Antiterrorista.aspx�.


� Ver noticia en: � HYPERLINK "http://www.latercera.com/noticia/nacional/2014/07/680-587853-9-penailillo-la-ley-antiterrorista-se-debe-usar-especificamente-en-algunos-casos.shtml" �http://www.latercera.com/noticia/nacional/2014/07/680-587853-9-penailillo-la-ley-antiterrorista-se-debe-usar-especificamente-en-algunos-casos.shtml�


� SCA de Valdivia, 25 de febrero de 2013, Rol: 63-2013; SCS de 3 de junio de 2011, Rol: 2921-2011; SCA de Temuco de 11 de julio de 2006, Rol: 603-2006; SCA de Santiago de 19 de noviembre de 2012, Rol: 2384-2012; STOP de Angol de 31 de enero de 2003, R.U.C. 0200045508 6.


� Interesante rescatar consideraciones sobre la noción de delito terrorista. “8º Que ‘no se puede olvidar que el terror es medio, no fin. El delincuente lo utiliza para lograr su finalidad. Aunque su estructura sea mucho más sencilla, nos sirve como ejemplo para aclarar el problema, el robo con intimidación. Cuando el agresor lanza su amenaza la bolsa o la vida pretende aterrorizar a la víctima. Y a nadie se le ocurre pensar que éste sea el móvil del delito’. Obra citada "El delito de terrorismo. Su concepto", (pág. 136)… 9º Que el señalado concepto de delito terrorista implica como bienes jurídicos que se tratan de proteger en un primer plano, la vida, la integridad corporal, la salud y la libertad de las personas, en un segundo plano, la seguridad y el orden público, y en un tercero, la organización del Estado, su sistema político.”… 10º Que atento al pensamiento de Ebile (obra citada, pág. 130) ‘el resultado inmediato de muerte, lesiones o privación de libertad quedaría reducido a la naturaleza de delito contra las personas si su reiteración sistemática no produjere el peligro latente, y como consecuencia al terror’.”.


� Los móviles no atienden a resultados, pero podría rescatarse una vinculación de lo subjetivo con lo objetivo.


� Si ya es finalidad, habría que conectarse directamente con el medio… (sin “para constituirse”).


� La ley 18.314 es de 1984 y su primera modificación fue en 1991 por la ley 19.027. La reforma relevante es la de la ley 20.467, al suprimir la presunción de finalidad y, con ello, exigir su prueba. La existencia de esta presunción fue el fundamento para la condena del Estado de Chile por la sentencia CIDH de 29 de mayo de 2014. El último cambio se hace en 2011 con la ley 20.519, al excluir la aplicación de esta calificación terrorista y sus gravosas consecuencias a los menores de 18 años.


� El Mensaje de la ley 19.027 del entonces Presidente Aylwin, destacaba la idea de medios especialmente peligrosos con un efecto o resultado de peligro que definía terrorismo por “atentar contra la vida, la integridad física o la libertad de las personas por medios que produzcan o puedan producir un daño indiscriminado, con el objeto de causar temor a una parte o toda la población”. La descripción que conserva la finalidad se esconde con la presunción (Art. 1, inciso 3°, “Se presumirá la finalidad de producir dicho temor en la población en general, salvo que conste lo contrario, por el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de gran poder destructivo, medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, o mediante el envío de cartas, paquetes u objetos similares, de efectos explosivos o tóxicos.”.)


�Disponible en el sitio web del INDH en: � HYPERLINK "http://bibliotecadigital.indh.cl/bitstream/handle/123456789/655/Informe%20Ley%20Antiterrorista.pdf?sequence=1" �http://bibliotecadigital.indh.cl/bitstream/handle/123456789/655/Informe%20Ley%20Antiterrorista.pdf?sequence=1�


� Boyns, D & Ballard, J. (2004):“Developing a sociological theory for the empirical understanding of terrorism”, The American Sociologist, Vol. 35, Issue. 2, pp 5-25.


� Schmid, A. (2010): “Frameworks for conceptuaising terrorism”, Terrorism and Political Violence, N° 16. Vol. 2, pp. 197-221.


� Turk. A. (2004): “Sociology of Terrorism”, Annual Review of Sociology, Vol. 30, pp. 271-286.


� Oberschall, A. (2004): “Explaining Terrorism: The Contribution of Collective Action Theory”,Sociological Theory, Vol. 22. N° 1, pp. 26-37.


� Oberschall (2004).


� Raúl Carnevali (2010): “El Derecho Penal frente al Terrorismo”, Revista de Derecho PUCV, vol. 35, p. 117.


� Carnevali (2010) pp. 117-121.


� Eric A. Posner y Adrian Vermeule (2007): Terror in the balance. Security, liberty and the courts (Oxford University Press), pp. 3-6.


�Enrique Álvarez Conde y Hortensia González (2006): Legislación antiterrorista comparada después de los atentados del 11 de septiembre y su incidencia en el ejercicio de derechos fundamentales (Real Instituto Elcano) p. 2.


� Alvarez y González (2006) p. 2.


� Ver, por ejemplo, Willem De Lint y Alan Hall (2009): Intelligent Control. Developments in Public Order Policing in Canada (University of Toronto Press), y Lawrence Sherman (ed.) (2002): Evidence-Based Crime Prevention (Routledge).


� Ver, por ejemplo, � HYPERLINK "http://policing.oxfordjournals.org/search?author1=Stephen+Reicher&sortspec=date&submit=Submit" �Stephen Reicher� (2007): “Knowledge-Based Public Order Policing: Principles and Practice”, en Policing, Vol. 1 (4): pp. 403-415.


� En este sentido: “194. En relación con el tipo penal básico de terrorismo establecido en el artículo 2 del Decreto Ley No. 25.475, es preciso indicar que este Tribunal no ha encontrado elementos para concluir que existe una violación del artículo 9 de la Convención, toda vez que dicho tipo penal fija los elementos de las conductas incriminadas, permite deslindarlas de comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no penales y no contraviene otras normas de la Convención Americana. La Corte mantiene este mismo criterio respecto de los artículos 319 y 320 del Código Penal de 1991, terrorismo y terrorismo agravado, respectivamente, aplicados al señor Urcesino Ramírez Rojas en el primer proceso.”.





�  Por ejemplo, Lum et al (2008) concluyeron que de todos los artículos científicos en revistas especializadas sobre terrorismo o violencia política sólo un 3% involucró análisis empírico (sea cuantitativo o cualitativo); 1% eran casos de estudios; y un 96% lo que los autores consideraron como “artículos bien pensados”. Citado por Rebecca Freese (2014): “Evidence Based Counterterrorism or Flying Blind? How to understand and achieve what works”, Perspectives on Terrorism, Vol. 8, N° 1, pp. 37-56.


� John Mueller y Mark G. Stewart (2014): “Responsible Counterterrorism Policy”, Cato Institute Policy Analysis No. 755, Septiembre.


� En la Convención Interamericana contra el Terrorismo se acepta, además del atentado contra la democracia, la afectación de las bases de la sociedad y su desarrollo social y económico, que  “impide el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales”. Acoge además argumentos de la CIDH, que en su Consideración 179, p. 62, advierte igualmente los hechos “no implicaron la afectación de la integridad física ni la vida de ninguna persona”.


�Con especial atención a la resolución 60/288 de la ONU de 2006 y las consideraciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.Ver especialmente SCIDH, Caso Norín Catrimán y Otros VS. Chile, de 29 de mayo de 2014.


� SCIDH, Caso Norín Catrimán y Otros VS. Chile, de 29 de mayo de 2014, Considerando 162, p. 56.


� Se rescata la esencia del terrorismo, el provocar terror, como efecto y no mera intención. Incluye por supuesto consideraciones subjetivas, que rechaza presunciones, pero no se queda en meras finalidades, igualmente peligrosas para la protección de derechos fundamentales. La propuesta es consistente con el Considerando 171 de la SCIDH citada, pp. 59 y 60, por la objeción de legalidad y culpabilidad atentatoria de la presunción de inocencia, a la vez que recoge la necesidad de precisión. “La Corte reitera que la tipificación de delitos implica que la conducta incriminada esté delimitada de la manera más clara y precisa posible (supra párr. 162). En esa tipificación, la especial intención o finalidad de producir ‘temor en la población en general’ es un elemento fundamental para distinguir la conducta de carácter terrorista de la que no lo es y sin el cual la conducta no sería típica. La Corte considera que la referida presunción de que existe tal intención cuando se dan determinados elementos objetivos (entre ellos ‘el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o incendiarios’) es violatoria del principio de legalidad consagrado en el artículo 9 de la Convención, y asimismo de la presunción de inocencia prevista en el artículo 8.2 de la misma. El principio de presunción de inocencia, que según ha determinado la Corte constituye un fundamento de las garantías judiciales, implica que los juzgadores no inicien el proceso con una idea preconcebida de que el acusado ha cometido el delito que se le imputa, por lo que la carga de la prueba está a cargo de quien acusa, y no del acusado, y cualquier duda debe ser usada en beneficio del acusado. La demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito indispensable para la sanción penal.”.


� Esta terminología evita dejar limitarse a organizaciones terroristas que dejen fuera el terrorismo de grupos “anarquistas” y de individuos. Ella es acorde con últimos estudios que avalan la creciente tendencia hacia el terrorismo individual, especialmente de fanáticos como los yihadistas. Ver Gill, Paul, John Horgan, Paige Deckert (2014): “Bombing Alone: Tracing the Motivations and Antecedent Behaviors of Lone-Actor Terrorists”, Journal of Forensic Sciences, Vol. 59, N° 2, 2014, pp. 425-435. Además la resolución de la ONU citada es clara respecto de “condena del terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, independientemente de quién lo cometa y de dónde y con qué propósitos”.


� Estas obligaciones y compromisos han sido contraídos con el objeto de perfeccionar, cualitativamente, nuestras herramientas jurídicas para la detección y control del terrorismo en cualquiera de sus manifestaciones y para plasmar nuestra plena adhesión al repudio y rechazo de este tipo de criminalidad, dadas sus graves consecuencias. Así, por ejemplo, la resolución Nº 1373 de septiembre del 2001 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, aprobada por Chile mediante decreto Nº 488 del Ministerio de Relaciones Exteriores el 13 de noviembre de 2001, dispuso el deber de los Estados partes de adoptar todas las medidas necesarias para la prevención y represión de todos los actos de terrorismo, tanto en su financiamiento, preparación y comisión. En especial, dicha resolución instó decidida y activamente a los Estados partes a acrecentar la cooperación internacional en materias de investigación y control de actos terroristas. Asimismo, nuestro país adoptó, con fecha 6 de febrero de 2002, el “Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas” y, en la órbita de la Organización de los Estados Americanos, con fecha 10 de febrero de 2005, nuestro país promulgó la Convención Interamericana contra el Terrorismo.
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� Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia de 17 de noviembre de 2009, párr. 117-123.
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� Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso López Álvarez v. Honduras, sentencia de 1 de febrero de 2006, párr. 81.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva, CO-17/2002 párr. 137.11, y véanse párrs. 96, 109.


� Al respecto, HERNÁNDEZ BASUALTO, Hernán: Alcances de la ley N° 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad.  En: Informes en Derecho, Doctrina Procesal Penal año 2010, de la Defensoría Penal Pública, pp. 58 y 59. El destacado profesor, quien realiza una revisión crítica a la ley .18.314, ha señalado en la materia que "(…) Si el propósito relevante para la ley chilena fuera la alteración del orden público o de la tranquilidad o paz pública, el atentado contra la autoridad o el poder estatal, o en fin, la subversión del orden constitucional, probablemente los desafíos que impone el elemento subjetivo del tipo serían más abordables. (...) No es casual entonces que en el derecho comparado los ordenamientos que contemplan exigencias subjetivas en materia de terrorismo fijen como objeto de los mismos fines de claro contenido político, o en todo caso mucho más genéricos, no asociados a un determinado efecto psicológico en las personas.  Así, por ejemplo, en el caso del derecho español, se habla de la finalidad de "subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública (artículo 571 CP); en el derecho italiano se habla de fines de "subversión (eversione) del orden democrático" (arts. 270 bis, 280, 289 bis CP); en el derecho francés se exige que los hechos sean cometidos "con el fin de perturbar gravemente el orden público por medio de la intimidación y el terror" (arts. 421-1 y 421-2 CP) (...) (el énfasis es nuestro).


   


� Boletín N° 9.669-07, artículo 1°: Constituirán delitos terroristas los enumerados en el inciso primero del artículo 2°, cuando el hecho se cometa concurriendo al menos una de las circunstancias siguientes:


a) Con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella, el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie.


b) Artificios nucleares, bacteriológicos, o químicos que por su naturaleza, puedan afectar a un número indeterminado de personas; o empleando bombas, explosivos o medios de alto poder destructivo que afecten o puedan afectar la vida o integridad física de un número indeterminado de personas, en los delitos señalados en los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 10 del artículo siguiente.








� Boletín N° 4.426-07 que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos.


� Más detalles en Informe BCN “Legislación antiterrorista y métodos especiales de investigación: Chile, EE.UU, España y Perú” ya citado.


� Más detalle en Informe BCN “Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: ‘Caso Lonkos’ y sus implicancias para la ley N° 18.314 sobre conductas terroristas”.


� Como informa la Oficina de las Naciones Unidas para el Control de las Drogas y el Delito, en su Manual de Respuestas de la Justicia Penal al Terrorismo (Nueva York, 2009), actualmente los Estados Miembros están negociando un proyecto de convención general sobre el terrorismo internacional que complementaría el marco de instrumentos universales contra el terrorismo existente y se basaría en los principios rectores básicos ya presentes en ese régimen. Entre esos principios se incluyen los siguientes: (1) La importancia de la tipificación de los actos de terrorismo, haciéndolos punibles por la ley y requiriendo el enjuiciamiento o la extradición de los autores; (2) La necesidad de eliminar la legislación que establezca excepciones a esa tipificación por razones políticas, filosóficas, ideológicas, raciales, étnicas, religiosas o de orden semejante; (3) Un enérgico llamamiento a que los Estados Miembros adopten medidas para prevenir los actos de terrorismo; y (4) Un énfasis en la necesidad de que los Estados Miembros cooperen, intercambien información y se presten recíprocamente la mayor medida posible de asistencia en la prevención, investigación y enjuiciamiento de los actos de terrorismo.


� Artículo 2. Instrumentos internacionales aplicables. 1.  Para los propósitos de esta Convención, se entiende por “delito” aquellos establecidos en los instrumentos internacionales que se indican a continuación:


a. Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, firmado en La Haya el 16 de diciembre de 1970.


b. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971.


c. Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1973.


d. Convención internacional contra la toma de rehenes, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979.


e. Convenio sobre la protección física de los materiales nucleares, firmado en Viena el 3 de marzo de 1980.


f. Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que prestan servicios a la aviación civil internacional, complementario del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 24 de febrero de 1988.


g. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988.


h. Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988.


i. Convenio internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997.


j. Convenio internacional para la represión de la financiación del terrorismo, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1999.


� Dado que el Presidente de la misma es el abogado penalista Juan Pablo Hermosilla. También está compuesta por los académicos Javier Couso, María Inés Horvitz, Juan Pablo Mañalich, José Ignacio Nuñez, Enrique Aldunate, Juan Pablo Cox y Héctor Hernández.


�Se trata de una posición que fue, por lo demás, esgrimida por el Relator Especial sobre la promoción de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo de la ONU, en una publicitada visita en nuestro país en julio del año pasado, quien sostuvo que la ley antiterrorista ha sido implementada de manera desproporcionada y discriminatoria contra los acusados mapuche. Ver � HYPERLINK "http://www.un.org/spanish/News/story.asp?NewsID=27081" \l ".U86mHfl5OHA" �http://www.un.org/spanish/News/story.asp?NewsID=27081#.U86mHfl5OHA�. Ahora bien, esta suerte de “desarme unilateral” en la no aplicación de la Ley Antiterrorista en La Araucanía es doblemente grave; primero, porque sabemos que junto con el efecto propiamente sancionatorio de una ley, es particularmente relevante su efecto disuasivo –especialmente en instrumentos específicos como la Ley Antiterrorista–, el que sólo opera cuando existe la probabilidad cierta de ser aplicado. Segundo: debilita la posición de los fiscales que litigan en dicha zona al invocar esta norma ante los jueces, en un escenario en que existe temor fundado de los fiscales (y eventualmente los jueces) de sufrir atentados contra su  integridad física y las de sus familias. Ello llevó, por lo demás, de manera reciente, a un fiscal de la zona a renunciar. Ver � HYPERLINK "http://www.emol.com/noticias/nacional/2014/05/14/660244/fiscal-que-renuncio-por-amenazas.html" �http://www.emol.com/noticias/nacional/2014/05/14/660244/fiscal-que-renuncio-por-amenazas.html�


� Ocurrida antes de la medianoche del día 13 de julio de 2014.


� Ocurrida a las 14 horas del día 8 de septiembre de 2014.


� Ver El Mercurio, “Difícil aplicación de la Ley Antiterrorista”, viernes 14 de febrero de 2014. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.elmercurio.com/blogs/2014/02/14/19458/Dificil-aplicacion-de-Ley-Antiterrorista.aspx" �http://www.elmercurio.com/blogs/2014/02/14/19458/Dificil-aplicacion-de-Ley-Antiterrorista.aspx�.


� Ver noticia en: � HYPERLINK "http://www.latercera.com/noticia/nacional/2014/07/680-587853-9-penailillo-la-ley-antiterrorista-se-debe-usar-especificamente-en-algunos-casos.shtml" �http://www.latercera.com/noticia/nacional/2014/07/680-587853-9-penailillo-la-ley-antiterrorista-se-debe-usar-especificamente-en-algunos-casos.shtml�


� SCA de Valdivia, 25 de febrero de 2013, Rol: 63-2013; SCS de 3 de junio de 2011, Rol: 2921-2011; SCA de Temuco de 11 de julio de 2006, Rol: 603-2006; SCA de Santiago de 19 de noviembre de 2012, Rol: 2384-2012; STOP de Angol de 31 de enero de 2003, R.U.C. 0200045508 6.


� Interesante rescatar consideraciones sobre la noción de delito terrorista. “8º Que ‘no se puede olvidar que el terror es medio, no fin. El delincuente lo utiliza para lograr su finalidad. Aunque su estructura sea mucho más sencilla, nos sirve como ejemplo para aclarar el problema, el robo con intimidación. Cuando el agresor lanza su amenaza la bolsa o la vida pretende aterrorizar a la víctima. Y a nadie se le ocurre pensar que éste sea el móvil del delito’. Obra citada "El delito de terrorismo. Su concepto", (pág. 136)… 9º Que el señalado concepto de delito terrorista implica como bienes jurídicos que se tratan de proteger en un primer plano, la vida, la integridad corporal, la salud y la libertad de las personas, en un segundo plano, la seguridad y el orden público, y en un tercero, la organización del Estado, su sistema político.”… 10º Que atento al pensamiento de Ebile (obra citada, pág. 130) ‘el resultado inmediato de muerte, lesiones o privación de libertad quedaría reducido a la naturaleza de delito contra las personas si su reiteración sistemática no produjere el peligro latente, y como consecuencia al terror’.”.


� Los móviles no atienden a resultados, pero podría rescatarse una vinculación de lo subjetivo con lo objetivo.


� Si ya es finalidad, habría que conectarse directamente con el medio… (sin “para constituirse”).


� La ley 18.314 es de 1984 y su primera modificación fue en 1991 por la ley 19.027. La reforma relevante es la de la ley 20.467, al suprimir la presunción de finalidad y, con ello, exigir su prueba. La existencia de esta presunción fue el fundamento para la condena del Estado de Chile por la sentencia CIDH de 29 de mayo de 2014. El último cambio se hace en 2011 con la ley 20.519, al excluir la aplicación de esta calificación terrorista y sus gravosas consecuencias a los menores de 18 años.


� El Mensaje de la ley 19.027 del entonces Presidente Aylwin, destacaba la idea de medios especialmente peligrosos con un efecto o resultado de peligro que definía terrorismo por “atentar contra la vida, la integridad física o la libertad de las personas por medios que produzcan o puedan producir un daño indiscriminado, con el objeto de causar temor a una parte o toda la población”. La descripción que conserva la finalidad se esconde con la presunción (Art. 1, inciso 3°, “Se presumirá la finalidad de producir dicho temor en la población en general, salvo que conste lo contrario, por el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de gran poder destructivo, medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, o mediante el envío de cartas, paquetes u objetos similares, de efectos explosivos o tóxicos.”.)


�Disponible en el sitio web del INDH en: � HYPERLINK "http://bibliotecadigital.indh.cl/bitstream/handle/123456789/655/Informe%20Ley%20Antiterrorista.pdf?sequence=1" �http://bibliotecadigital.indh.cl/bitstream/handle/123456789/655/Informe%20Ley%20Antiterrorista.pdf?sequence=1�
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� En este sentido: “194. En relación con el tipo penal básico de terrorismo establecido en el artículo 2 del Decreto Ley No. 25.475, es preciso indicar que este Tribunal no ha encontrado elementos para concluir que existe una violación del artículo 9 de la Convención, toda vez que dicho tipo penal fija los elementos de las conductas incriminadas, permite deslindarlas de comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no penales y no contraviene otras normas de la Convención Americana. La Corte mantiene este mismo criterio respecto de los artículos 319 y 320 del Código Penal de 1991, terrorismo y terrorismo agravado, respectivamente, aplicados al señor Urcesino Ramírez Rojas en el primer proceso.”.





�  Por ejemplo, Lum et al (2008) concluyeron que de todos los artículos científicos en revistas especializadas sobre terrorismo o violencia política sólo un 3% involucró análisis empírico (sea cuantitativo o cualitativo); 1% eran casos de estudios; y un 96% lo que los autores consideraron como “artículos bien pensados”. Citado por Rebecca Freese (2014): “Evidence Based Counterterrorism or Flying Blind? How to understand and achieve what works”, Perspectives on Terrorism, Vol. 8, N° 1, pp. 37-56.


� John Mueller y Mark G. Stewart (2014): “Responsible Counterterrorism Policy”, Cato Institute Policy Analysis No. 755, Septiembre.


� En la Convención Interamericana contra el Terrorismo se acepta, además del atentado contra la democracia, la afectación de las bases de la sociedad y su desarrollo social y económico, que  “impide el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales”. Acoge además argumentos de la CIDH, que en su Consideración 179, p. 62, advierte igualmente los hechos “no implicaron la afectación de la integridad física ni la vida de ninguna persona”.


�Con especial atención a la resolución 60/288 de la ONU de 2006 y las consideraciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.Ver especialmente SCIDH, Caso Norín Catrimán y Otros VS. Chile, de 29 de mayo de 2014.


� SCIDH, Caso Norín Catrimán y Otros VS. Chile, de 29 de mayo de 2014, Considerando 162, p. 56.


� Se rescata la esencia del terrorismo, el provocar terror, como efecto y no mera intención. Incluye por supuesto consideraciones subjetivas, que rechaza presunciones, pero no se queda en meras finalidades, igualmente peligrosas para la protección de derechos fundamentales. La propuesta es consistente con el Considerando 171 de la SCIDH citada, pp. 59 y 60, por la objeción de legalidad y culpabilidad atentatoria de la presunción de inocencia, a la vez que recoge la necesidad de precisión. “La Corte reitera que la tipificación de delitos implica que la conducta incriminada esté delimitada de la manera más clara y precisa posible (supra párr. 162). En esa tipificación, la especial intención o finalidad de producir ‘temor en la población en general’ es un elemento fundamental para distinguir la conducta de carácter terrorista de la que no lo es y sin el cual la conducta no sería típica. La Corte considera que la referida presunción de que existe tal intención cuando se dan determinados elementos objetivos (entre ellos ‘el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o incendiarios’) es violatoria del principio de legalidad consagrado en el artículo 9 de la Convención, y asimismo de la presunción de inocencia prevista en el artículo 8.2 de la misma. El principio de presunción de inocencia, que según ha determinado la Corte constituye un fundamento de las garantías judiciales, implica que los juzgadores no inicien el proceso con una idea preconcebida de que el acusado ha cometido el delito que se le imputa, por lo que la carga de la prueba está a cargo de quien acusa, y no del acusado, y cualquier duda debe ser usada en beneficio del acusado. La demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito indispensable para la sanción penal.”.


� Esta terminología evita dejar limitarse a organizaciones terroristas que dejen fuera el terrorismo de grupos “anarquistas” y de individuos. Ella es acorde con últimos estudios que avalan la creciente tendencia hacia el terrorismo individual, especialmente de fanáticos como los yihadistas. Ver Gill, Paul, John Horgan, Paige Deckert (2014): “Bombing Alone: Tracing the Motivations and Antecedent Behaviors of Lone-Actor Terrorists”, Journal of Forensic Sciences, Vol. 59, N° 2, 2014, pp. 425-435. Además la resolución de la ONU citada es clara respecto de “condena del terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, independientemente de quién lo cometa y de dónde y con qué propósitos”.


� Estas obligaciones y compromisos han sido contraídos con el objeto de perfeccionar, cualitativamente, nuestras herramientas jurídicas para la detección y control del terrorismo en cualquiera de sus manifestaciones y para plasmar nuestra plena adhesión al repudio y rechazo de este tipo de criminalidad, dadas sus graves consecuencias. Así, por ejemplo, la resolución Nº 1373 de septiembre del 2001 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, aprobada por Chile mediante decreto Nº 488 del Ministerio de Relaciones Exteriores el 13 de noviembre de 2001, dispuso el deber de los Estados partes de adoptar todas las medidas necesarias para la prevención y represión de todos los actos de terrorismo, tanto en su financiamiento, preparación y comisión. En especial, dicha resolución instó decidida y activamente a los Estados partes a acrecentar la cooperación internacional en materias de investigación y control de actos terroristas. Asimismo, nuestro país adoptó, con fecha 6 de febrero de 2002, el “Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas” y, en la órbita de la Organización de los Estados Americanos, con fecha 10 de febrero de 2005, nuestro país promulgó la Convención Interamericana contra el Terrorismo.
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� Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia de 17 de noviembre de 2009, párr. 117-123.


� Informe sobre el uso de la prisión preventiva en las Américas. CIDH, 2014. Párr. 155.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso López Álvarez v. Honduras, sentencia de 1 de febrero de 2006, párr. 81.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva, CO-17/2002 párr. 137.11, y véanse párrs. 96, 109.


� Al respecto, HERNÁNDEZ BASUALTO, Hernán: Alcances de la ley N° 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad.  En: Informes en Derecho, Doctrina Procesal Penal año 2010, de la Defensoría Penal Pública, pp. 58 y 59. El destacado profesor, quien realiza una revisión crítica a la ley .18.314, ha señalado en la materia que "(…) Si el propósito relevante para la ley chilena fuera la alteración del orden público o de la tranquilidad o paz pública, el atentado contra la autoridad o el poder estatal, o en fin, la subversión del orden constitucional, probablemente los desafíos que impone el elemento subjetivo del tipo serían más abordables. (...) No es casual entonces que en el derecho comparado los ordenamientos que contemplan exigencias subjetivas en materia de terrorismo fijen como objeto de los mismos fines de claro contenido político, o en todo caso mucho más genéricos, no asociados a un determinado efecto psicológico en las personas.  Así, por ejemplo, en el caso del derecho español, se habla de la finalidad de "subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública (artículo 571 CP); en el derecho italiano se habla de fines de "subversión (eversione) del orden democrático" (arts. 270 bis, 280, 289 bis CP); en el derecho francés se exige que los hechos sean cometidos "con el fin de perturbar gravemente el orden público por medio de la intimidación y el terror" (arts. 421-1 y 421-2 CP) (...) (el énfasis es nuestro).


   


� Boletín N° 9.669-07, artículo 1°: Constituirán delitos terroristas los enumerados en el inciso primero del artículo 2°, cuando el hecho se cometa concurriendo al menos una de las circunstancias siguientes:


a) Con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella, el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie.


b) Artificios nucleares, bacteriológicos, o químicos que por su naturaleza, puedan afectar a un número indeterminado de personas; o empleando bombas, explosivos o medios de alto poder destructivo que afecten o puedan afectar la vida o integridad física de un número indeterminado de personas, en los delitos señalados en los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 10 del artículo siguiente.








� Boletín N° 4.426-07 que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos.


� http://www.dw.de/unicef-unos-120-millones-de-ni%C3%B1as-y-j%C3%B3venes-han-sufrido-abuso-sexual/a-17902991


� http://www.latercera.com/noticia/nacional/2014/05/680-579591-9-onu-chile-es-tercero-en-el-mundo-en-tasa-de-denuncias-por-abuso-a-menores.shtml


� http://ciperchile.cl/2012/11/26/%E2%80%9Chay-un-aumento-explosivo-de-denuncias-de-abuso-sexual-de-menores-desde-2011%E2%80%9D/


� http://www.latercera.com/noticia/nacional/2014/05/680-579591-9-onu-chile-es-tercero-en-el-mundo-en-tasa-de-denuncias-por-abuso-a-menores.shtml


� Abuso sexual: es toda forma de actividad sexual entre un adulto y un niño, niña o adolescente. Incluye


la explotación sexual.


� Manual para la detección y orientación de la violencia intrafamiliar, pág. 29.


� Matus, Jean Pierre y Ramírez, María Cecilia, “Lecciones de derecho penal chileno”, parte especial, Ed. Legal Publishing, pág. 361


� http://www.bcn.cl/carpeta_temas_profundidad/ley-antipedofilia-mas-penas-y-menos-beneficios-a-condenados-por-abusos


� Matus, Jean Pierre y Ramírez, María Cecilia, “Lecciones de derecho penal chileno”, parte especial, Ed. Legal Publishing, pág. 337.


� http://www.legislation.gov.uk/ukpga/2003/42/contents


� http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/15000-19999/16546/texact.htm#17


� Las personas que se consignan a continuación, no incluye a los invitados que tuvo la Comisión para exponer respecto de este proyecto de ley, los que se consideran más adelante en este informe, en un apartado especial.


� El listado que sigue está elaborado en el mismo orden en que expusieron ante la Comisión.


� Con la finalidad de determinar en esta parte del informe el número de personas invitadas a exponer a la Comisión, se continúa con la numeración respectiva.


� Es necesario consignar que esta última disposición, como así también la letra f) del número 5 y el número 6 del artículo 2°, dicen relación con el proceso de admisión de los y las  estudiantes, materia regulada en el artículo 13 de la LEGE - que también se modifica por el numeral 7 del artículo 1° de este proyecto -, normas que tienen el carácter orgánica constitucional según lo determino el Tribunal Constitucional, en el fallo citado más adelante.


� Cabe hacer presente que la enumeración que se hace corresponde a las disposiciones que la Honorable Cámara de Diputados consideró normas orgánicas constitucionales.


� La sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 28 de julio de 2009, recaída en el proyecto de ley que estableció la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04), dispuso, en su considerando octavo, que solamente los artículos 11, incisos segundo y siguientes, 12 y 16 de dicha iniciativa, no “legislan sobre materias propias de la leyes orgánicas constitucionales referidas en los considerandos cuarto y quinto” (sic). De conformidad a lo anterior, todas las demás disposiciones de dicha legislación tienen dicho carácter normativo.


� Colegios Particulares de Chile, A.G (CONACEP) es una de las agrupaciones gremiales del sector educacional más importantes del país, que reúne a sostenedores de establecimientos educacionales particulares, tanto subvencionados como pagados. Fuente: http://www.conacep.cl/quienes-somos/.


� François Dubet es un destacado sociólogo francés, ex director de la Escuela de Altos Estudios en Ciencias Sociales de París y profesor emérito de la Universidad de Bordeaux II.


� Art. 2: LGE: Art. 2º. La educación es el proceso de aprendizaje permanente que abarca las distintas etapas de la vida de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, mediante la transmisión y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas. Se enmarca en el respeto y valoración de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de la diversidad multicultural y de la paz, y de nuestra identidad nacional, capacitando a las personas para conducir su vida en forma plena, para convivir y participar en forma responsable, tolerante, solidaria, democrática y activa en la comunidad, y para trabajar y contribuir al desarrollo del país.





�  Zubizarreta, Rosembaum, Paredes (2014), concluyen que escuelas particulares CFL en promedio son peores que SFL.  Elaqua 2008; Chumacero & Paredes, 2008. lo mismo pero además, Municipales son en promedio algo peores de CFL (5 pros SIMCE).


� La sesión de juego busca predecir el desempeño y la conducta que los postulantes podrían presentar a futuro como alumnos. Para hacerlo, se simula una clase (donde a los niños se les pide dibujar o acercarse a compartir con sus compañeros) que es observada por un equipo designado por el colegio en cuestión. Durante esta actividad se monitorea qué tan fácil resulta para cada niño interactuar con sus pares, seguir instrucciones y focalizarse en las tareas que se les pide realizar.


� Posteriormente, la Comisión recibió al presidente en ejercicio de la dicha federación, Ricardo Sande.


� El Programa de Estudios y Desarrollo de Talentos, PENTA UC, fue creado el 30 de Enero del 2001, por la Pontificia Universidad Católica de Chile (como parte de la Vicerrectoría Adjunta de Investigación y Doctorado (VRAID) dependiente de la Vicerrectoría Académica), con el propósito de abrir un espacio académico de trabajo teórico y práctico, para potenciar las capacidades de los niños y jóvenes chilenos con talentos académicos.





Para ello, ofrece un innovador programa de enriquecimiento extracurricular, dirigido a escolares de 6ª Básico a 4to. Medio, llamado PENTA UC, que acoge mayoritariamente a jóvenes de escasos recursos provenientes de establecimientos municipalizados de distintas comunas del Gran Santiago. También recibe en menor proporción, a alumnos de colegios particulares subvencionados y privados. Todos ellos asisten a cursos y talleres en distintas áreas del conocimiento, dictados mayoritariamente por reconocidos profesores de la UC, en las aulas y otras dependencias del Campus San Joaquín.





Recientemente además, el Programa de Estudios y Desarrollo de Talentos implementó por primera vez en Chile, el Programa PENTA UC Escolar, para niños con talentos académicos de 1ª a 4ª Básico. Esta iniciativa se realizó durante la jornada de clases al interior de sus respectivas escuelas.





Junto con dar asesoría y apoyo en Educación de Talentos a familias (padres de niños académicamente talentosos) e instituciones educacionales interesadas en incorporar la Educación de Talentos a sus aulas, el Programa de Estudios y Desarrollo de Talentos es un programa interdisciplinario que busca generar conocimiento científico de trascendencia, nacional e internacional sobre el talento académico; aumentar el interés público en torno a la necesidad de desarrollar el potencial de los niños con talento académico; y promover el desarrollo de políticas públicas que favorezcan la oferta de servicios educacionales y psicológicos para los niños y jóvenes talentosos, en especial de sectores socioeconómicos menos favorecidos. Fuente � HYPERLINK "http://www.pentauc.cl/nuestro-programa/" �http://www.pentauc.cl/nuestro-programa/�.





� En reunión del 16 de junio de 2014 durante su visita a la misión en BYH.


� Diario El Mercurio, 22 de julio de 2014.


� Informe del Comandante CHILFOR-22. Ejemplar Nº 1/5/ Hoja Nº 1/09, Junio 2014.


� Propuesta de Resolución (28/01/2014), Documento de Sesión: B7-0074/2014, Parlamento Europeo.


� Fallo del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de diciembre de 2009, a favor de demandantes Dervo Sejdic de la etnia gitana y Jakob Finci de la etnia judía. Fallo obliga Bosnia-Herzegovina a reformar actual constitución que circunscribe el derecho de representación a las etnias bosnio-musulmana, serbiobosnia y bosnio-croata.


� Cabe recordar que el anexo IV del acuerdo de Dayton, Constitución acordada  por las partes involucradas, estipula en su artículo V que la presidencia consiste de tres miembros: Un bosnio, un croata y un serbio. Por lo tanto, el dar cumplimiento al fallo Sejdic-Finci, podría requerir una actualización del acuerdo de Dayton en este acápite.


� Reporte 2013 de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo: Conclusions on Bosnia and Herzegovina (extract from the Communication from the Commission to the European Parliament and the Council ‘Enlargement Strategy and Main Challenges 2013-2014’, COM(2013)700 final).


Bosnia`s Future, Europe Reporte Nº 232, 10 July 2014.


� Diario El País, 12 de Febrero de 2014 y Piotr Iskenderov, Investigador Jefe del Instituto de Estudios Eslavos de la Academia de Ciencias de Rusia, Radio La Voz de Rusia, 12 de Febrero de 2014. 


� Informe Nº 200 de Embajada de Chile en Hungría del 2 de Julio de  2014 y Reporte 2013 de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo: Conclusions on Bosnia and Herzegovina (extract from the Communication from the Commission to the European Parliament and the Council ‘Enlargement Strategy and Main Challenges 2013-2014’, COM(2013)700 final).


� Nota del diario El País de España del 12 de Febrero de 2014 señala “mezcla de cabreo y dignidad” (Elvira Jukic, activista del Balkan Investigative Reporting Network).


� Radio La Voz de Rusia del 12 de Febrero de 2014.


� http://www.efe.com/efe/noticias/espana/mundo/comienza-votacion-las-elecciones-generales-bosnia/1/4/2436538


� Informe del Comandante CHILFOR-22. Ejemplar Nº 1/5/ Hoja Nº 1/09, Junio 2014.


� Idem.


� Informe Nº 200 de Embajada de Chile en Hungría del 2 de Julio de  2014.


 “La frustración acumulada en dos décadas de parálisis política, crisis económica y corrupción endémica ha estallado en violenia en Bosnia-Herzegovina”, Diario El País7 de Febrero de 2014. En la misma nota se publica declaración de Zeljko Komsic, jefe de turno de la presidencia tripartita de Bosnia, hablando en nombre de la clase política, quien afirma: “Es todo culpa nuestra”, reconoció. Diario El País, 7 de Febrero de 2014.


� Municipalidad al nordeste de BYH.


� Informe Nº 200 de Embajada de Chile en Hungría del 2 de Julio de  2014.


� Informe del Comandante CHILFOR-22. Ejemplar Nº 1/5/ Hoja Nº 1/09, Junio 2014.


� Diario La Vanguardia (Agencia EFECOM) del 29 de mayo de 2014.


� Idem.


� Informe Nº 200 de Embajada de Chile en Hungría del 2 de Julio de  2014.


� Acuerdo Unión Europea-OTAN adoptado el 17 de  marzo de 2003 que sienta la base de la cooperación OTAN-UE en el ámbito de reglas de protección de seguridad recíproca e información clasificada y dotar de capacidades de planificación según regla OTAN. � HYPERLINK "http://europa.eu/legislation_summaries/foreign_and_security_policy/cfsp_and_esdp_implementation/l33243_es.htm" �http://europa.eu/legislation_summaries/foreign_and_security_policy/cfsp_and_esdp_implementation/l33243_es.htm� y http://eeas.europa.eu/csdp/about-csdp/berlin/index_en.htm.


� Informe del Comandante CHILFOR-22. Ejemplar Nº 1/5/ Hoja Nº 1/09, Junio 2014. 


� Pujol de Lara, Vìctor (2014), La Estrategia Incompleta. Bosnia-Herzegovina, veinte años después. Documento de Opinión 82/2014, 25 de julio de 2014, Instituto Español de Estudios Estratégicos.


� Informe (S/2014/181) del Secretario General de Naciones Unidas al Consejo de Seguridad y Nota  de Oficina de la Representante Especial del Secretario General sobre Violencia Sexual en Conflictos en el marco de visita a BYH en junio de 2013.


� Según las conclusiones del informe del 2 de julio de 2014 de los antecedentes de evaluación de la participación en la operación EUFOR-ALTHEA.


� Informe Nº 200 de Embajada de Chile en Hungría del 2 de Julio de  2014.


� Radio La Voz de Rusia del 12 de Febrero de 2014.


� Se cumplen así, para el Estado de Chile, los objetivos de contribuir al fortalecimiento, y la promoción de la paz y la seguridad internacional, correspondientes ambos intereses de nuestra Política Exterior.


�Debe considerarse además que esta contribución se desarrolla en una zona actualmente pacificada, sin mayores riesgos para nuestras tropas


� Se cumple así el objetivo de fortalecer la imagen de Chile en el exterior, correspondiente a uno de los intereses de nuestra Política Exterior. 
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